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LIBRO  PRELIMINAR. 

PRINCIPIOS  GENERALES. 
TITULO  X.  ' 

De  la  Sociedad  y  del  Estado.  », 

CAPITULO  I. 

De  la  Sociedad. 

1.  Su  naturaleza. — No  es  la  sociedad  un  mero 
agregado  de  individuos,  ni  tampoco  una  agrupación 
Fortuita  de  intereses.  Es  un  vasto  y  rico  organismo 
en  que  la  vida  circula  y  que  nace  y  se  desenvuelve 
bajo  leyes  naturales,  cuya  síntesis  está  en  la  «evolución 
histórica. .  Hay  en  la  sociedad  intereses,  sentimientos 
é  ideas.  Son  sus  caracteres  la  espontaneidad  y  la 
solidaridad.  La  primera,  que  es  la  tendencia  á  la 
acción  y  al  desenvolvimiento,  supone  condiciones  pro- 
pias de  vida  y  medios  adecuados  para  satisfacer  las 
necesidades  que  á  ella  corresponden.  En  virtud  de 
la  segunda,  se  originan,  mantienen  y  robustecen 
estrechos  lazos  entre  todas  las  manifestaciones  de  la 
actividad,  ganando  en  vigor  y  permanencia  los  intere- 
ses sociales,  sin  perjuicio  de  las  graduales  trasforma- 
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ciones  que  nuevas  necesidades  determinen  é  impon- 
gan. En  la  sociedad  se  da  lo  individual  y  lo  colectivo, 
estableciéndose  un  fecundo  cambio,  de  ideas,  senti- 
mientos y  servicios  de  que  proceden  la  correlación 
entre  los  partes  y  la  armónica  evolución  del  todo,  en 
bien  de  los  intereses  déla  civilización.  El  esfuerzo 
individual  y  el  social  se  compenetran  y  de  consuno 
propenden  á  realizar  los  fines  de  la  vida. 

2.  Elementos  de  la  vida  social. — Los  elemen 
tos  que  en  el  seno  de  la  sociedad  coexisten  y  se  per- 
feccionan son  múltiples  y  variados,  pudiendo  redu- 
cirse, conforme  á  una  clasificación  general  basada  en 
los  fines  de  la  actividad,  á  los  siguientes:  la  ciencia, 
el  arte,  Ja'  religión,  la  educación,  la  agricultura,  la  in- 
dustria y  el  comercio,  la  moralidad  y  el  derecho,  el 
cual  presta  condiciones  á  los  demás  al  intento  de  ase- 
gurar su  existencia  y  protejer  su  desarrollo.  De  la 
diversidad  de  elementos  y  fines  arranca  la  diversidad 
de  funciones,  creándose  de  esa  suerte  en  la  sociedad 
la  división  del  trabajo,  que  no  es  solo  una  ley  de  la 
vida  económica  sino  de  la  vida  toda.  Preciso  es  que 
cada  uno  de  los  elementos  que,  por  sus  relaciones, 
constituyen  la  .trama  de  la  vida  social,  posea  libre  ini- 
ciativa y  una  esfera  propia  de  acción,  dentro  de  formas 
organizadas  que  respondan  á  su  índole  respectiva.  La 
compresión,  el  exclusivismo  y  la  uniformidad  se  opo- 
nen al  pleno  y  expontáneo  perfeccionamiento  de  los 
intereses  sociales,  pues  que  mutilan  ó  desconocen  las 
condiciones  de  que  ha  menester  la  vida  humana,  que 
es  un  organismo  y  no  un  mecanismo,  para  llegar  á  la 
satisfacción  de  sus  necesidades,  así  en  el  órden  mate- 
rial como  en  el  intelectual  y  moral.  Las  necesidades 
son,  en  sus  múltiples  formas  y  en  los  distintos  domi- 
nios en  que  se  manifiestan,  los  poderosos  factores  de 
la  actividad  social  é  individual.    No  todos  los  elemen- 
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tos  de  Ja  vida  social  tienen  igual  valor.  Por  cima  de 
los  materiales  están  los  morales;  aquellos  son  propia- 
mente medios,  y  éstos,  fines.  La  cultura  general,  el 
predominio  de  las  facultades  superiores  del  hombre, 
el  respeto  al  derecho,  el  cumplimiento  del  deber  y 
no  la  exclusiva  consideración  délos  intereses  particu- 
lares ni  el  ciego  afán  de  poseer  riquezas,  han  de  ser- 
vir de  norma  á  los  actos  y  relaciones  de  la  vida.  Las 
cualidades  morales  de  carácter  elevado  son  las  que 
dan  fuerza  verdadera  y  poder  creciente,  tanto  á  la 
acción  délos  individuos  como,  á  la  de  las  naciones. 
En  su  influencia  estriba  la  obra  de  la  civilización. 
Tampoco  han  alcanzado  siempre  los  elementos  socia- 
.  les  la  misma  importancia  en  todos  los  pueblas.  El 
.distinto  grado  de  cultura,  las  circunstancias  históricas 
en  su  gran  complejidad  y  el  genio  de  la  raza  han  in- 
fluido en  esto  poderosamente. 


I 


CAPITULO  II. 


Del  Estado. 


o.  Se  distingue  de  la  Sociedad. — Es  un  error 
de  perniciosas  consecuencias  confundir  al  Estado  con 
la  sociedad.  Esta  abarca  y  comprende  todas  las  ma- 
nifestaciones de  la  vida  humana  en  su  doble  aspecto^ 
individual  y  colectivo,  al  paso  que  el  Estado  no  es 
más  que  la  organización  jurídica  de  la  sociedad,  esto 
es,  uno  de  sus  elementos,  que  se  denomina  el  Dere- 
cho. El  Derecho  está  en  relaciones  con  los  demás, 
relaciones  que  son  de  distinción  y  armonía.  Si  así  no 
fuera,  el  Estado  se  creería  con  poder  legítimo  para 
ingerirse  en  la  esfera  ele  acción  propia  de  cada  una  de 
las  manifestaciones  de  la  vida,  no  respetando  siquiera 
el  santuario'  de  la  conciencia.  La  ciencia,  el  arte,  la 
educación,  la  moral,  la  religión  y  los  intereses  econó- 
micos tienen  sus  leyes  particulares  que  son  leyes  na- 
turales. Desconocerlas  ó  contrariarlas  por  el  afán  de 
dominar,  sería  interrumpir  su  acción  y  encerrar  la 
vida  toda,  qué  ha  menester  de  expansión  y  libertad, 
en  los  estrechos  moldes  de  una  política  tan  miope  y 
suspicaz  cuanto  arrogante  y  pretenciosa.  El  derecho 
v  su  órgano,  que  es  el  Estado,  no  deben  comprimir 
• 


las  fuerzas  vivas  de  la  sociedad  sino  ponerse  á  su  ser- 
vicio y  reprimir  sus  excesos  cuando  produzcan  daño 
positivo  en  las  relaciones  sociales. 

4.  Manifestaciones  históricas  de  la  idea  del 
Estado. — No  ha  nacido  éste  por  virtud  de  las  estipu- 
laciones de  un  contrato,  si  bien  ha  servido  para  orga- 
nizado en  naciones  de  avanzada  civilización.  Tiene 
su  origen  el  Estado  en  la  necesidad  y,  por  lo  mismo, 
ha  nacido  expon táneamente,  tomando  forma  ya  en  la 
familia  patriarcal,  ya  en  la  tribu,  ya  en  la  ciudad  anti- 
gua, ya  en  las  grandes  nacionalidades  modernas,. pre- 
cioso resultado  en  que  hoy  culmina  la  labor  histórica 
y  los  múltiples  y  graduales  esfuerzos  de  la  civiliza- 
ción. En  todas  sus  formas,  desde  la  embrionaria  de 
la  familia  y  de  la  tribu  hasta  la  más  completa  y  acaba- 
da que  en  los  pueblos  modernos  se  observa,  siempre  se 
presenta  con  sus  rasgos  distintivos,  los  cuales  se.compen- 
dian  en  los  principios  de  orden,  organización  y  esta- 
bilidad. El  progreso  ha  consistido  en  la  paulatina  dis- 
tinción entre  el  elemento  jurídico  y  los  demás  consti- 
tutivos.de  la  sociedad,  y  en  la  sucesiva  y  más  cumplida 
determinación  de  las  bases  en  que  debe  descansar  y 
cimentarse  para  que  los  principios  primordiales  antes 
indicados  alcancen  robustez  y,  á  la  par,  aquella  flexi- 
bilidad indispensable  para  acomodarse  álas  exigencias 
de  los  tiempos  y  á  las  necesidades,  siempre  crecientes, 
del  espíritu  humano  en  el  rico  conjunto  de  sus  mani- 
festaciones. 

5.  Fines  del  Estado;  sus  medios. — Pueden 
clasificarse  en  dos  grupos  los  fines  del  Estado:  fines 
de  carácter  permanente  y  fines  de  carácter  histórico 
ó  transitorio.  Consisten  los  primeros  en  garantir  el 
derecho  y  en  mantener  la  armonía  social,  reconocien- 
do la  existencia  de  la  persona  individual  ó  colectiva, 
reprimiendo  el  mal  en  las  relaciones  sociales,  y  exi- 
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giendo  la  realizacioji  del  bien  consentido  expresa  ó  táci- 
tamente. También  le  cumple  llenar  las-  condiciones 
de  que  necesita  para  afirmar  su  existencia  así  en  el 
interior  como  en  el  exterior.  Los  fines  de  carácter 
histórico  se  relacionan  con  el  grado  de  cultura,  toda 
vez  que  cuando  no  es  muy  avanzado  él  estado  de  la 
civilización  es  preciso  que  exista  un  poder  social  que 
proteja  y  secunde  el  desarrollo  de  las  ideas,  sentimien- 
tos é  intereses  llamados  á  satisfacer  en  su  plenitud  las 
necesidades  humanas  de  índole  superior.  De  esa 
s-uerte  ejerce  el  Estado,  en  determinados  períodos  his- 
tóricos, una  acción  tutelar  y  altamente  civilizadora; 
pero  tan  pronto  como  los  elementos  de  la  civilización 
hayan  ganado  en  vitalidad  y  consistencia,  debe  el  Es- 
tado respetar  su  expontáneidad  y  su  esfera  legítima 
de  acción,  sin  mutilar  ni  contrariar  sus  manifestaciones. 

Los  medios  del  Estado  han  dé  guardar  correlación 
con  sus  fines.  Pueden  ser  materiales  ó  jurídicos;  pero 
todos  han  de  estar  subordinados  á  los  principios  de 
moralidad,  principios  que  no  sólo  son  obligatorios  pa 
ra  los  individuos  sí  que  también  para  los  gobiernos, 
máxime  si  se  atiende  á  que  el  Estado  debe  ejercer 
una  acción  saludable  y  educadora.  Necesita  el  Estado 
del  concurso  de  los  ciudadanos  para  llenar  sus  fines, 
concurso  que  reviste  distintas  formas,  según  las  obli- 
gaciones de  que  se  trate.  Necesita  también  de  me- 
dios materiales,  como  es  la  fuerza  pública  en  sus  dis- 
tintos aspectos  y  la  existencia  de  un  territorio,  así 
como  recursos  propios  para  realizar  servicios  ineludi- 
bles. 

6.    Elementos  constitutivos  del  Estado, — La 

nación  y  el  territorio.  Si  falta  uno  de  ellos  no  cabe 
la  existencia  del  Estado.  Hay,  por  ejemplo,  la  nación 
judía,  y  no  hay  un  estado  judío,  porque  aquella  carece 
de  un  territorio  propio  que  le  sirva  de  asiento  y  resi- 
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dencia.  La  nación  representa  el  elemento  social,  y 
el  territorio,  que  en  sentido  estricto  se  llama  país, 
representa  el  elemento  material.  Entre  uno  y  otro 
existen  estrechas  relaciones  y  recíprocas  influencias, 
estableciéndose  así  un  consorcio  que  presta  ana  fiso- 
nomía especial  á  los  pueblos.  Créanse  necesidades 
características  y  peculiares  intereses;  necesidades  é 
intereses  que  influyen  á  su  vez  sobre  la  organización, 
fines  y  medios  del  Estado  y  á  cuya  luz  se  explican 
las  leyes,  instituciones,  usos  y  costumbres  sin  que  ello 
obste  á  que  se  cultiven  relaciones  entre  todos  los  pue- 
blos, ántes  bien,  la  diversidad  es  origen  de  la  solidari- 
dad, ya  que  el  hombre  con  sus  necesidades  y  aspira- 
ciones está  por  cima  H el  ciudadano.  Cada  pueblo  es 
un  factor  de  la  civilización  general  y  la  suma  de  los 
esfuerzos  de  todos  constituye  el  trabajo  social,  que  be- 
neficia á  la  humanidad  entera. 

7.  La  Nación  y  el  Estado. — El  Estado  es  la 
nación  organizada  para  fines  jurídicos;  pero  la  nación, 
por  constituir  una  sociedad,  posee  elementos,  medios 
y  fines  distintos  de  los  del  Estado,  y  de  los  cuales  ha 
menester  para  llegar  á  la  posesión  de  la  cultura  y  para 
marchar  con  desembarazo  y  fructuosamente  por  los 
senderos  de  la  prosperidad,  debiendo  eneontrar  en  el 
Estado  no  un  obstáculo,  sino  un  auxiliar  que  se  con- 
duzca desinteresadamente. 

8.  Organización  del  Estado.  División  de  po- 
deres.— Por  lo  que  hace  á  su  acción  y  al  ejercicio  de 
sus  medios  respectivos,  distínguense  en  el  Estado  dife- 
rentes funciones,  que  se  denominan  poderes  públicos. 
Según  la  clasificación  admitida,  son  tres:  el  legislativo, 
el  ejecutivo  y  el  judicial,  que  deben  ejercerse  separada- 
mente, ya  porque  así  lo  exige  la  división  del  trabajo, 
ya  porque  lo  reclaman  las  garantías  de  que  han  menes- 
ter las  libertades  públicas  y  los  derechos  individuales. 
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9.  Poder  legislativo. — Como  su  nombre  io  indi- 
ca, es  aquel  en  que  reside  exclusivamente  la  facultad 
de  hacer  las  leyes  llamadas  á  fijar  la  línea  de  conduc- 
ta á  que  deben  ajustarse  el  Estado  y  los  individuos. 
Le  incumbe  el  voto  del  impuesto.  Fija  también  las 
instituciones  fundamentales,  llamándosele  entónces 
poder  constituyente.  Se  ha  discutido  acerca  de  la  or- 
ganización del  poder  legislativo.  Sostienen  algunos 
que,  dado  el  régimen  representativo,  no  debe  haber 
más  que  una  sóla  cámara  formada  por  los  mandatarios 
de  la  nación,  porque  la  nación  es  una.  Entienden 
otros,  y  son  los  más,  que  es  mejor  el  sistema  de  dos 
cámaras.  La  experiencia  histórica  depone  en  favor 
de  este  último  sistema;  y  se  comprende,  puesto  que 
una  cámara  sin  contrapeso  se  estima  omnipotente  ab- 
sorbiendo toda  la  vida  del  Estado  y  poniendo  en  peli- 
gro los  derechos  individuales.  De  ello  es  ejemplo  la 
Convención  francesa.  La  cámara  compuesta  de  los 
representantes  directos  del  país  se  denomina  comun- 
mente cámara  baja  ó  popular,  recibiendo  distintos 
apelativos,  según  el  pais.  Se  llama  en  España  Con- 
greso de  los  Diputados;  en  Inglaterra  Cámara  de  los 
Comunes;  en  los  Estados-Unidos,  Cámara  de  Repre- 
sentantes. La  otra  cámara,  ó  cuerpo  legislador,  se 
denomina  generalmente  cámara  alta.  En  España,  en 
los  Estados-Unidos  y  Francia  se  llama  Senado;  en  In- 
glaterra, Cámara  de  los  Lores.  En  las  monarquías 
representativas  no  reside  tan  sólo  en  las  cámaras  el 
poder  legislativo,  sino  también  en  el  Rey,  qne  posee 
la  iniciativa,  la  sanción  y  el  veto  absoluto. 

10.  Poder  ejecutivo. — Es  el  llamado  á  cumplir 
y  hacer  cumplir  las  leyes  en  su  generalidad,  ó  sea, 
refiriéndose  á  la  universalidad  de  los  ciudadanos.  El 
poder  ejecutivo,  que  generalmente  se  confunde  con  el 
Gobierno,  se  ejerce  en  las  monarquías  representativas 
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por  Jo  que  se  llama  el  Gabinete,  ó  sean  los  Consejeros 
de  la  Corona,  que  el  Rey  nombra  libremente  y  los  cua- 
les son  responsables  ante  las  Cámaras. 

11.  Poder  judicial. — Es  el  llamado  á  aplicarlas 
leyes  á  los  casos  particulares  que  ante  él  se  proponen 
y  ventilan.  Tiene  una  doble  esfera:  la  civil  y  la  cri- 
minal. En  algunos  países,  como  en  España,  existe 
además  la  jurisdicción  contencioso-administrativa.  La 
inamovilidad  es  garantía  de  independencia  en  el  ejer- 
cicio de  este  poder,  y  la  responsabilidad  impide  que 
degenere  en  arbitrario. 

12.  El  poder  moderador  ó  armónico. — Llá- 
mase así  por  algunos  publicistas  y  por  la  constitución 
del  imperio  del  Brasil,  el  que  ejerce  personalmente  el 
monarca  cuando  nombra  y  sepáralos  ministros  y  cuan- 
do disuelve  la  cámara  popular,  con  el  objeto  de  salvar 
los  conflictos  entre  los  poderes  legislativo  y  ejecutivo, 
y  de  ajustar  su  conducta  á  las  exigencias  de  la  opinión 
pública. 

13.  La  división  de  los  poderes  no  es  absolu- 
ta.— Era  opinión  admitida  que  la  libertad  ganaba  con 
la  separación  y  la  guerra  entre  los  poderes  públicos; 
pero  la  experiencia  histórica  ha  demostrado  que  lejos 
de  ser  así,  la  libertad  sufre  y  se  arruina  con  la  sepa- 
ración y  la  hostilidad  entre  los  poderes.  Un  ejem- 
plo puede  citarse:  el  primer  imperio  francés  en  que 
era  absoluta  la  división  de  los  poderes,  y  en  que,  sin 
embargo,  los  dominaba  á  todos  el  poder  ejecutivo  que 
residía  en  el  emperador.  En  ninguna  constitución 
moderna  existe  esa  separación  absoluta.  En  España, 
por  ejemplo,  el  poder  ejecutivo,  por  la  iniciativa  y  la 
sanción  tiene  parte  en  el  legislativo;  éste  influye  en  la 
Administración  que  está  en  manos  del  ejecutivo,  y, 
por  último,  el  poder  ejecutivo  penetra  en  la  esfera  del 
judicial  por  la  prerogativa  de  indulto.  En  los  Estados- 


Unidos  el  Tribunal  Supremo  de  justicia  tiene  autori- 
dad para  eximir  del  cumplimiento  de  una  ley  cuando 
no  se  ajuste  á  la  constitución.  Puede  decirse  con 
exactitud  que  entre  los  poderes  públicos  debe  existir 
la  distinción  y  no  la  separación,  la  unión  y  no  la  con- 
fusión, pues  el  Estado  tiene  una  personalidad  propia  y 
no  es  lógico  ni  conveniente  que  esta  se  quebrante. 

14.  Formas  del  Estado. — Se  denominan  tam- 
bién formas  de  Gobierno.  Aristóteles  indica  tres 
formas  normales  y  tres  anormales.  Las  primeras  son: 
la  monarquía,  ó  realeza,  Gobierno  de  uno  solo;  aristo- 
cracia, gobierno  de  una  minoría  escogida;  y  democra- 
cia, gobierno  de  la  mayoría.  Las  tres  formas  anor- 
males tienen  su  origen  en  la  degeneración  de  las 
normales,  y  son:  la  tiranía,  la  oligarquía  y  la  oclocracia. 
Aristóteles  atendió  no  tan  sólo  al  número  de  personas, 
sino  también  al  de  su  cualidad.  Montesquieu  distin- 
gue tres  formas  esenciales  de  gobierno:  la  república, 
que  se  funda  en  la  virtud;  la  monarquía,  que  descansa 
principalmente  en  el  honor;  y  el  despotismo  que  se 
apoya  en  el  temor.  La  división  que  hoy  se  admite  es 
la  de  república  y  monarquía,  caracterizando  á  la 
primera  la  amovilidad  y  la  responsabilidad.  La  mo- 
narquía se  divide  en  representativa,  que  tiene  su  base 
en  la  representación  popular,  en  la  división  de  los  po- 
deres y  en  la  responsabilidad  ministerial;  y  en  absolu- 
ta, en  la  cual  todos  los  poderes  radican  en  el  monarca. 


TITULO  II. 

Del  Gobierno  y  de  la  Centralización. 

CAPITULO  1. 

Del  Gobierno. 


15.  Su  naturaleza. — En  el  lenguaje  corriente  se 
emplea  la  palabra  Gobierno  como  sinónima  de  Estado 
y  también  de  poder  ejecutivo,  pero  la  palabra  Estado 
tiene  una  acepción  más  lata  que  la  de  Gobierno  pues- 
to que  comprende  igualmente  al  poder  legislativo  y  al 
judicial.  Es  de  advertirse  asimismo  que  el  Gobierno, 
6  sea,  el  p;)der  público  encargado  de  dirigir  la  políti- 
ca y  la  administración,  y  de  cumplir  y  hacer  cumplir 
las  leyes,  posee,  como  acaba  de  verse,  atribuciones  que 
traspasan  los  límites  de  la  mera  ejecución  de  las  leyes. 
Así  que  en  rigor,  el  poder  ejecutivo  no  constituye  por 
sí  sólo  el  Gobierno, 

16.  Poder  administrativo. — Así  se  denomina  la 
potestad  de  que  está  investido  el  Gobierno,  no  tan 
sólo  para  cumplir  y  hacer  cumplir  las  leyes,  sino  tam- 
bién, para  dictar  todas  las  medidas  convenientes  ó  ne- 
cesarias á  fin  de  que  los  servicios  públicos  se  llenen  y 
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realicen  eficazmente.  Ei  poder  administrativo  se  lla- 
ma Administración. 

17.  Objetos  del  Poder  administrativo. — Lo 

son  los  servicios  públicos,  ó  sean  los  medios  estableci- 
dos por  las  leyes  para  satisfacer  las  necesidades  mora- 
les y  materiales  de  los  pueblos,  como  la  instrucción, 
beneficencia,  sanidad,  orden  público,  etc.  La  acción 
del  poder  administrativo  se  ejercita  respecto  de  las 
personas  y  de  las  cosas  en  cuanto  tengan  relación  con 
ei  bien  público,  respetando  la  iniciativa  individual  en 
lo  que  toca  á  los  intereses  particulares  y  la  personali- 
dad de  los  distintos  organismos  cuyo  conjunto  forma 
la  vida  social. 

18.  Caracteres  de  la  acción  administrativa.— 
1?,  eficacia.  Consiste  en  la  oportunidad,  prontitud  y 
acierto  en  llenar  las  necesidades  de  cuya  satisfacción 
está  encargada  en  utilidad  del  procomún.  2?,  inde- 
pendencia. El  poder  administrativo,  por  lo  mismo  que 
es  responsable,  ha  de  gozar  de  libertad,  á  lo  cual  se 
añade  la  consideración  de  que  las  necesidadas  públicas, 
ya  que  son  varias  y  no  todas  previstas,  requieren  que 
se  acuda  á  su  remedio  y  satisfacción  con  prontitud  y 
sin  embarazo,  o9,  responsabilidad.  En  el  régimen 
representativo  está  obligado  el  Gobierno  á  dar  cuenta 
y  explicación  de  todos  sus  actos  á  fin  de  evitar  que 
proceda  arbitrariamente,  ó  que  quede  impune  la  arbi- 
trariedad si  hubiese  sido  cometida.  De  ahí  la  facultad 
que  en  el  Gobierno  reside  de  nombrar  y  remover  sus 
delegados  y  agentes,  cuando  no  le  merecieren  confian- 
za. 49,  energía.  El  poder  administrativo  debe  poseer 
medios  conducentes  áque  su  acción  se  cumpla  vencien- 
do las  resistencias  que  se  opusiesen  á  ello;  pues  de  lo 
contrario  sufriría  el  bien  público  y  quedarían  sin  obser- 
varse las  leyes,  al  par  que  desatendidos  los  servicios 
que  corren  á  cargo  de  la  Administración. 
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19.  Gerarquía  administrativa. — No  es  posible 
que  el  Gobierno  llene  por  sí  todas  las  obligaciones  que 
sobre  él  pesan.  ■  Para  ello  necesita  de  auxiliares,  que 
se  denominan  delegados  y  agentes  ó  empleados  públi- 
cos, los  cuales  desempeñan  sus  funciones  con  arreglo 
á  las  leyes  y  disposiciones  complementarias,  en  un 
orden  que  depende  del  lugar  que  respectivamente  ocu- 
pen en  la  administración,  lugar  que  determina  su  ca- 
rácter y  atribuciones.  Unos  dependen  de  otros,  según 
la  escala  que  se  hubiese  establecido,  á  fin  de  que  la 
acción  del  poder  administrativo  se  ejerza  eficazmente 
en  todo  el  territorio  de  la  nación.  Esto  es  lo  que 
constituye  la  gerarquía  administrativa.  Por  ejemplo, 
el  Ministro  de  Ultramar  tiene  por  delegado  en  esta 
isla  al  Gobernador  General,  y  éste  tiene  bajo  su  de- 
pendencia á  los  Gobernadores  de  Provincia,  que  son 
á  su  vez  los  superiores  inmediatos  de  los  Alcaldes 
Municipales.  De  esta  manera  el  pensamiento  y  la 
voluntad  del  Gobierno  se  trasmiten,  para  su  ejecución, 
desde  el  Ministro  del  ramo  bástalos  términos  munici- 
pales. 


CAPITULO  II. 


De  la  centralización. 


20.  Sus  clases. — Se  distinguen  dos:  la  política  y 
la  administrativa.  La  primera  es  la  concentración  de 
los  poderes  del  Estado;  en  ella  descansa  el  ejercicio  de 
la  soberanía.  Consiste  la  administrativa,  no  tan  sólo 
en  la  concentración  de  la  gestión  de  los  intereses  pú- 
blicos en  la  autoridad  superior  gerárquica,  sino  tam- 
bién en  la  intervención  del  poder  administrativo  en  los 
actos  de  los  ciudadanos. 

21.  Centralización  administrativa. — Se  apoya 
en  la  consideración  de  que  así  las  autoridades  subalter- 
nas como  los  ciudadanos  carecen  de  la  previsión  y 
capacidad  necesarias  para  proceder  libremente  y  con 
acierto,  corriendo  por  tanto  el  riesgo  de  comprometer 
los  intereses  públicos  y  los  propios.  De  ahí  el  ((siste- 
ma preventivo»  y  la  «tutela  administrativa,»  que  es 
perpétua.  No  están  de  acuerdo  los  publicistas  en 
punto  al  grado  y  extensión  de  la  centralización  admi- 
nistrativa. Es  indudable  que  la  centralización  admi- 
nistrativa tiene  límites  que  no  siempre  se  respetan  y 
que  las  más  de  las  veces  se  traspasan.  La  inspección 
y  vigilancia  que  á  la  autoridad  central  corresponde 
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ejercer,  no  debe  llegar  hasta  el  extremo  de  anular  la 
iniciativa  y  la  facultad  de  decidir  de  las  autoridades  y 
corporaciones  locales,  ni  de  ingerirse  en  lo  que  por  su 
naturaleza  pertenece  al  dominio  de  los  intereses  indi- 
viduales. Llevada  á  ese  extremo,  la  centralización 
mata  la  espontaneidad  y  enerva  el  sentimiento  de  la 
responsabilidad  propia,  creando  la  indiferencia  hácia 
los  intereses  generales  y  destruyendo  todo  espíritu  pii- 
blico.  Las  tuerzas  vivas  de  la  sociedad  reclaman  inde- 
pendencia para  que  puedan  conservarse  y  desenvol- 
verse. 

Otro  de  los  males  que  la  centralización  produce  es 
desvirtuar  la  eficacia  de  la  acción  administrativa,  por- 
que la  lentitud  que  se  origina  de  una  larga  tramitación 
en  las  oficinas  del  Estado,  desde  las  subalternas  basta 
las  centrales,  y  la  obligación  de  esperar  á  que  se  re- 
suelvan los  asuntos  á  no  poca  distancia  del  punto  en 
que  se  siente  la  necesidad  hacen  que  la  decisión  carez- 
ca de  los  caracteres  de  prontitud  y  de  oportunidad,  y 
hasta  de  acierto. 

También  en  la  esfera  política  produce  graves  males 
la  centralización  administrativa.  Sustituye  el  respeto 
á  la  ley  con  el  respeto  al  poder;  constituye  á  los  go- 
biernos en  responsables  de  todo  lo  dañoso  que  pueda 
ocurrir,  causando  así  su  descrédito;  crea  un  monopolio 
irritante  en  favor  de  la  capital  y  deja  al  país  indefenso 
en  el  caso  de  sobrevenir  una  grave  crisis  que  eche  por 
tierra  al  Gobierno  constituido,  produciéndose  así  el 
desconcierto  en  las  localidades,  que  pueden  verse  pri- 
vadas de  todo  régimen  administrativo. 

A  los  intereses  públicos  conviene  que  se  consagre  y 
respete  por  las  leyes  la  plena  personalidad  de  las  cor- 
poraciones administrativas  de  carácter  local,  inmedia- 
tamente interesadas  en  que  se  satisfagan  de  una  ma- 
nera pronta  y  eficaz  las  necesidades  que  en  la  localidad 
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se  experimenten,  á  fin  de  que  sin  trabas  ociosas  y  sin 
impedimentos  injustificados,  puedan  llenar  cumplida- 
mente el  objeto  de  su  instituto.  También  deben  las 
leyes  consagrar  y  respetar  la  personalidad  de  los  indi- 
viduos, no  subordinando  el  ejercicio  ele  su  actividad  á 
las  exigencias  de  una  reglamentación  minuciosa  y  sus- 
picaz, que  á  pretexto  de  proteger  y  prevenir,  compri- 
ma y  dañe  produciendo  el  desaliento  y  la  indiferencia 
allí  donde  son  necesarias  la  atención  y  la  solicitud. 


CAPITULO  III. 


De  la  administración  consultiva. 

22.  Su  naturaleza. — Eeside  la  administración 
consultiva  en  corporaciones  compuestas  de  personas 
designadas  por  el  Gobierno  ó  sus  delegados  con  su- 
jeción á  las  leyes,  y  que  tienen  por  objeto  ilustrar 
á  las  autoridades  administrativas  en  los  asuntos  en  que 
así  estuviere  dispuesto,  ó  en  que  se  estimare  conve- 
niente. Las  hay  de  distintas  categorías,  conforme  al 
órden  gerárquico  de  las  autoridades  que  consultan.  Al 
lado  del  Gobierno  Supremo  existe  el  Consejo  de  Esta- 
do y  los  demás  superiores  de  índole  especial.  Junto 
al  Gobierno  General  de  esta  isla  existe  el  Consejo  de 
Administración  y  Junta  Superiores,  también  de  índo- 
le especial,  como  las  de  Instrucción  pública  y  Sani- 
dad, etc. 

23.  Su  utilidad. — A  fin  de  que  las  resoluciones 
importantes  de  la  Administración  tengan  las  garantías 
de  acierto  y  madurez,  conviene  que  junto  á  las  auto- 
ridades activas  existan  otras  colegiadas,  formadas  de 
personas  que  por  su  aptitud,  conocimientos  y  expe- 
riencia ilustren  al  gobierno,  indicándole  en  sus  infor- 
mes lo  que  á  su  juicio  estimen  más  conveniente  y 
provechoso. 

24.  Efecto  legal. — La  Administración  activa  no 
está  obligada  á  conformar  sus  resoluciones  al  parecer 
de  los  cuerpos  consultivos.  Conserva  su  libertad  de 
acción  por  lo  mismo  que  suya  es  tan  sólo  la  responsa- 
bilidad. 


TITULO  III. 

Del   Derecho  administrativo. 


25.  Definición. — Es  el  conjunto  de  leyes  y  dis- 
posiciones legítimamente  dictadas  por  las  autoridades 
competentes,  que  determinan  las  relaciones  entre  el 
gobierno  y  los  administrados  y  tienen  por  objeto  la 
realización  de  los  servicios  públicos. 

26.  Sus  relaciones  con  el  político. — La  base 
de  las  instituciones  administrativas  radica  en  las  ins- 
tituciones políticas,  de  tal  modo  que  los  actos  de  la 
administración  pública  se  inspiran  en  los  principios 
reconocidos  y  consagrados  por  la  Constitución  del  Es- 
tado. Puede  decirse  que  el  Derecho  administrativo,  en 
cuanto  á  las  ideas  primordiales  que  lo  informan,  es  una 
derivación  del  derecho  político  y  la  aplicación  de  sus 
preceptos  á  las  relaciones  que  el  Gobierno  mantiene 
con  los  administrados.  Al  Derecho  administrativo  co- 
rresponden las  leyes  llamadas  orgánicas  y  complemen- 
tarias, porque  están  llamadas  á  fijar  las  condiciones  á 
que  ha  de  sujetarse  la  aplicación  de  los  preceptos  con- 
tenidos en  el  Código  fundamental  del  Estado.  Es  de 
advertirse,  sin  embargo,  que  los  servicios  públicos  re- 
quieren según  su  naturaleza,  una  organización  propia, 
no  dependiendo,  bajo  ese  aspecto,  del  régimen  polí- 
tico. 
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27.  Sus  relaciones  con  la  Economía  política. 

— Los  principios  y  enseñanzas  de  la  ciencia  económi- 
ca son  de  tenerse  muy  en  cuenta  en  el  Derecho  admi- 
nistrativo. Su  influencia  se  observa  desde  luego  en 
todo  lo  que  concierne  á  la  hacienda  pública.  Existe 
un  dominio  público;  el  Estado  es  propietario  y,  en  al- 
gunos países,  industrial.  El  Gobierno  administra  in- 
tereses materiales;  percibe  é  invierte  los  impuestos 
que  el  poder  legislativo  vota.  Existen,  además,  servi- 
cios que  se  relacionan  directa  ó  indirectamente  con  la 
riqueza  y, su  fomento,  como  son  los  telégrafos,  correos, 
ferro-carriles  y  obras  públicas.  En  todo  ello  importa 
aplicar  el  criterio  que  recomienda  la  economía  polí- 
tica. 

28.  Con  la  Estadística. — Si  se  atiende  á  que  el 
Derecho  administrativo  se  ocupa  de  los  servicios  públi- 
eos  y  de  los  intereses  generales,  claro  se  comprenderá 
que  importa  apreciar,  con  la  mayor  exactitud  posible, 
su  estado,  para  formar  juicio  acerca  de  si  corresponde 
á  las  necesidades  intelectuales,  morales  y  materiales 
de  los  pueblos.  Dato  tan  precioso  lo  facilita  la  Esta- 
dística por  medio  de  la  agrupación  racional  de  los  he- 
chos y  de  evaluaciones  numéricas.  A  ese  fin  obedecen 
el  catastro  de  la  riqueza  pública,  el  censo  de  la  pobla- 
ción, el  movimiento  de  las  importaciones  y  exporta- 
ciones, el  cuadro  délos  cultivos  y  de  las  industrias,  el 
de  Ja  instrucción  pública,  el  de  la  criminalidad,  etc. 

29.  Con  el  Derecho  Civil. — El  Estado  es  una 
persona  jurídica.  En  ese  concepto  adquiere,  posee 
contrata  y  se  obliga  á  semejanza  de  los  particulares, 
rigiendo  los  principios  del  derecho  común.  Lo  mismo 
cabe  decir  acerca  de  la  provincia  y  del  municipio. 
Hay,  no  obstante,  modificaciones  de  la  ley  civil,  según 
en  su  lugar  respectivo  se  indicará. 

30.  Fuentes  del  Derecho  administrativo. — 
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Son  cuatro  las  en  que  toma  su  origen.  Es  la  prime- 
ra, la  ley;  la  segunda,  las  disposiciones  de  la  Adminis- 
tración, dictadas  en  uso  de  la  potestad  reglamentaria 
de  que  se  encuentra  revestida  para  facilitar  la  ejecución 
de  las  leyes  y  organizar  convenientemente  los  servi- 
cios públicos  en  sus  detalles  y  pormenores;  la  tercera 
es  la  Jurisprudencia  administrativa,  ó  sean  los  prece- 
dentes sentados  por  las  autoridades  que  para  ello  tie- 
nen competencia,  como  sucede  con  las  decisiones  que 
el  Gobierno  adopta,  con  audiencia  del  Consejo  de  Es- 
tado, en  los  casos  en  que  fuese  necesario  fijar  el  senti- 
do de  las  leyes,  y  las  sentencias  de  dicho  Consejo  en 
las  cuestiones  contencioso  administrativas.  La  cuarta 
fuente  es  la  costumbre,  cuya  influencia  es  inevitable,  si 
se  atiende  á  los  múltiples  detalles  que  la  administra- 
ción abarca  y  á  la  diversidad  que  se  origina  de  las  cir- 
*  cunstancias  especiales,  ya  del  caso,  ya  de  la  localidad. 
Sucede  generalmente  que  cuando  la  costumbre  ha 
consagrado  una  práctica  buena  y  provechosa  la  admite 
la  ley,  revistiéndola  de  fuerza  obligatoria. 


tittjto  rv. 


De  la  Constitución  de  la  Monarquía.  (1) 


31.  Constitución  vigente. — Es  la  de  1876,  he- 
cha extensiva  á  esta  isla,  sin  perjuicio  de  la  observan- 
cia y  cumplimiento  de  la  Ley  de  13  de  febrero  de 
1880  en  que  se  manda  cese  el  estado  de  esclavitud,  y 
de  las  demás  especiales  que  rigen  en  Cuba,  de  confor- 
midad con  lo  prevenido  en  el  artículo  89  de  la  Cons- 
titución mencionada.  R.  D.  de  7  de  Abril  de  1881. 
La  promulgación  tuvo  lugar  el  dia  l9  de  Mayo  del 
año  referido. 


[1]  Nos  limitamos  á  reproducir  los  ^receptos  que  tienen  relación  con  el 
Derecho  administrativo. 


CAPITULO  I. 


De  los  españoles,  sus  derechos  y  obligaciones. 


32.  Quienes  son  españoles, — IV  Las  personas 
nacidas  en  territorio  español.  29  Los  hijos  de  padre 
ó  madre  españoles,  aunque  hayan  nacido  fuera  de  Es- 
paña. 39  Los  extranjeros  que  hayan  obtenido  carta 
de  naturaleza.  4?  Los  que  sin  ella  hayan  ganado  ve- 
cindad en  cualquiera  pueblo  de  la  Monarquía. — Art.  1. 

33.  Pérdida  de  la  nacionalidad  española. — 
La  calidad  de  español  se  pierde  de  los  modos  siguien- 
tes: por  adquirir  naturaleza  en  país  extranjero  y  por 
admitir  empleo  de  otro  gobierno  sin  licencia  del  Rey. 
—Art.  1. 

34.  Derechos  individuales. —  I.  Seguridad 
personal. — Ningún  español  ni  extranjero  puede  ser 
detenido  sino  en  los  casos  y  en  la  forma  que  las  leyes 
prescriban.  Todo  detenido  será  puesto  en  libertad  ó 
entregado  á  la  autoridad  judicial  dentro  de  las  veinte 
y  cuatro  horas  siguientes  al  acto  de  la  detención.  To- 
da detención  se  dejará  sin  efecto  ó  elevará  á  prisión, 
dentro  de  las  setenta  y  dos  horas  de  haber  sido  entre- 
gado el  detenido  al  Juez  competente.  La  providencia 
que  se  dictare  se  notificará  al  interesado  dentro  del 
mismo  plazo. — Art.  4? 
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Ningún  español  podrá  ser  preso  sino  en  virtud  de 
mandamiento  de  Juez  competente.  El  auto  en  que 
se  haya  dictado  el  mandamiento  se  ratificará  ó  repon- 
drá oido  al  presunto  reo,  dentro  de  las  setenta  y  dos 
horas  siguientes  al  acto  de  la  prisión.  Toda  persona 
detenida  ó  presa  sin  las  formalidades  legales,  ó  fuera 
de  los  casos  previstos  en  la  Constitución  y  las  leyes, 
será  puesta  en  libertad  á  petición  suya  ó  de  cualquier 
español.  La  ley  determinará  la  forma  de  proceder 
sumariamente  en  este  caso. — Art.  5? 

Ningún  español  puede  ser  procesado  ni  sentenciado 
sino  por  el  Juez  ó  Tribunal  competente,  en  virtud  de 
leyes  anteriores  al  delito,  y  en  la  forma  que  éstas  pres- 
criban.— Art.  16. 

Todo  auto  de  prisión  será  motivado. — Art.  8? 

II.  Inviolabilidad  del  domicilio  y  de  la  co- 
rrespondencia.— Nadie  podrá  entrar  en  el  domicilio 
de  un  español  ó  extranjero  residente  en  España,  sin 
su  consentimiento,  excepto  en  los  casos  y  en  la  forma 
expresamente  previstos  en  las  leyes.  El  registro  de 
papeles  y  efectos  se  verificará  siempre  á  presencia  del 
interesado  ó  de  un  individuo  de  su  familia,  y  en  su 
defecto,  de  dos  testigos  vecinos  del  mismo  pueblo. — 
Art.  6? 

Ningún  español  podrá  ser  compelido  á  mudar  de 
domicilio  ó  residencia,  sino  en  virtud  de  mandato  de 
autoridad  competente  y  en  los  casos  previstos  por  las 
leyes. — Art,  9? 

No  podrá  detenerse  ni  abrirse  por  la  autoridad  gu- 
bernativa la  correspondencia  confiada  al  correo. — Ar- 
tículo 79 

Todo  auto  de  registro  de  morada  ó  de  detención  de 
la  correspondencia  será  motivado. — Art.  89 

III,  Derecho  de  propiedad. — No  se  impondrá 
jamás  la  pena  de  confiscación  de  bienes  y  nadie  podrá 
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ser  privado  de  su  propiedad  sino  por  autoridad  com- 
petente y  por  causa  justificada  de  utilidad  pública, 
previa  siempre  la  correspondiente  indemnización.  Si 
no  precediere  este  requisito,  los  jueces  ampararán  y 
en  su  caso  reintegrarán  en  la  posesión  al  expropia- 
do.—Art.  10. 

IV.  Derecho  relativo  al  culto  religioso. — 
La  religión  católica  apostólica  romana  es  la  del  Esta- 
do. La  nación  se  obliga  á  mantener  el  culto  y  sus 
ministros.  Nadie  será  molestado  en  el  territorio  es- 
pañol por  sus  opiniones  religiosas  ni  por  el  ejercicio 
de  su  respectivo  culto,  salvo  el  respeto  debido  á  la 
moral  cristiana.  No  se  permitirán,  sin  embargo,  otras 
ceremonias  ni  manifestaciones  públicas  que  las  de  la 
religión  del  Estado.  (1) — Art.  11. 

V.  Libertad  de  profesión  y  de  enseñanza. — 
Cada  cuales  libre  de  elegir  su  profesión  y  de  apren- 
derla como  mejor  le  parezca.  Todo  español  podrá 
fundar  y  sostener  establecimientos  de  instrucción  ó  de 
educación,  con  arreglo  á  las  leyes.  Al  Estado  corres- 
ponde expedir  los  títulos  profesionales  y  establecer 
las  condiciones  de  los  que  pretendan  obtenerlos,  y  la 
forma  en  que  han  de  probar  su  aptitud.  Una  ley  es- 
pecial determinará  los  deberes  de  los  profesores  y  las 
reglas  á  que  ha  de  someterse  la  enseñanza  en  los  es- 
tablecimientos de  instrucción  pública  costeados  por  el 
Estado,  las  provincias  ó  los  pueblos. — Art.  12. 

35.    Derechos   políticos. — I.   Derecho  á  la 


(1)  El  art.  21  de  la  Constitución  de  1879  dicé  asi:  "La  dación  se  obliga  á 
mantener  el  culto  y  los  ministros  de  la  religión  católica. — El  ejercicio  pú- 
blico ó  privado  de  cualquier  otro  culto  queda  garantido  á  todos  los  extranje- 
ros residentes  en  España,  sin  más  limitaciones  que  las  reglas  universales  de 
la  moral  y  del  derecho. — Si  algunos  Españoles  profesaren  otra  religión  que 
la  Católica,  es  aplicable  á  los  mismos  todo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  ante- 
rior. 


obtención  de  cargos  públicos. — Todos  los  españo- 
les son  admisibles  á  los  empleos  y  cargos  públicos, 
según  su  mérito  y  capacidad. — Art.  15. 

II.  Derecho  electoral. — Se  ejercita  para  la  for- 
mación de  la  parte  electiva  del  Senado,  para  la  del 
Congreso  de  ios  Diputados  y  para  la  de  las  Diputacio- 
nes provinciales  y  Ayuntamientos,  con  arreglo  á  las 
leyes. 

36.  Derechos  de  carácter  mixto. — Todo  espa- 
ñol tiene  derecho:  I,  de  emitir  libremente  sus  ideas  y 
opiniones,  ya  de  palabra,  ya  por  escrito,  valiéndose  de 
la  imprenta  ó  de  otro  procedimiento  semejante,  sin 
sujeción  á  la  censura  previa;  II,  de  reunirse  pacífica- 
mente; III,  de  asociarse  para  los  fines  de  la  vida  hu- 
mana; IV,  de  dirijir  peticiones  individual  ó  colectiva- 
mente al  Rey,  á  la's  Cortes  y  á  las  Autoridades.  El 
derecho  de  petición  no  podrá  ejercerse  por  ninguna 
clase  de  fuerza  armada.  Tampoco  podrán  ejercerlo 
individualmente  los  que  formen  parte  de  una  fuerza 
armada,  sino  con  arreglo  á  las  leyes  de  su  instituto,,  en 
cuanto  tenga  relación  con  éste. — Art.  13. 

37.  Leyes  complementarias. — Las  leyes  dic- 
tarán las  reglas  oportunas  para  asegurar  á  los  españo- 
les en  el  respeto  recípr.oco  de  los  derechos  que  en  el 
Título  I  de  la  Constitución  se  les  reconoce, sin  menos- 
cabo de  los  derechos  de  la  Nación  ni  de  los  atributos 
esenciales  del  poder  público.  (1)  Determinarán  asi- 
mismo la  responsabilidad  civil  y  penal  á  que  han  de 


(] )  Dice  el  art.  22  déla  Constitución  de  1869:  "No  se  establecerá  ni 
ñor  las  Leyes  ni  por  las  autoridades  disposición  alguna  preventiva  que  se  re- 
fiera al  ejercicio  de  los  derechos  definidos  en  este  título.  Tampoco  podrán 
establecerse  la  censura,  el  depósito  ni  el  editor  responsable  para  los  periódicos; 
dice  el  23.  Los  delitos  que  se  cometan  con  ocasión  del  ejercicio  de  los  derechos 
consignados  en  este  título  serán  penados  por  los  tribunales  con  arreglo  á  las 
eyes  comunes. 


—  28  —  • 


quedar  sujetos,  según  los  casos,  los  jueces,  autorida- 
des y  funcionarios  de  todas  clases,  que  atenten  á  los 
derechos  ya  enumerados. — Art.  14. 

38.  Suspensión  de  las  garantías  constitucio- 
nales.— Las  garantías  que  consisten  en  no  ser  deteni- 
do en  los  casos  y  en  la  forma  que  las  leyes  prescriben; 
en  ser  puesto  en  libertad  ó  entregado  á  la  autoridad 
judicial  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes 
al  acto  de  la  detención;  en  dejar  sin  efecto  ó  elevar  á 
prisión  la  detención  dentro  de  las  setenta  y  dos  horas 
de  haber  sido  entregado  el  detenido  al  juez  competen- 
te; en  no  ser  preso  sino  en  virtud  de  mandamiento  de 
juez  competente;  en  ratificar  ó  reponer,  oido  el  pre- 
sunto reo,  y  dentro  de  las  setenta  y  dos  horas  siguien- 
tes al  acto  de  la  prisión,  el  auto  en  que  se  haya  dicta- 
do el  mandamiento;  en  no  entrar  en  el  domicilio  de  un 
español  ó  extranjero  sin  su  consentimiento;  en  no  ser 
compelido  á  mudar  de  domicilio  ó  residencia  sino  en 
virtud  de  mandato  de  autoridad  competente  y  en  los 
casos  previstos  por  las  leyes;  en  emitir  libremente  sus 
ideas  y  opiniones,  ya  de  palabra,  ya  por  escrito,  en 
reunirse  pacíficamente  y  en  asociarse  para  los  fines  de 
la  vida  humana,  no  podrán  suspenderse  en  toda  la  mo- 
narquía ni  en  parte  de  ella  sino  temporalmente  y  por 
medio  de  una  ley  cuando  así  lo  exija  la  seguridad  del 
Estado  en  circunstancias  extraordinarias.  Sólo  no  es- 
tando reunidas  las  Cortes,  y  siendo  el  caso  grave  y  de 
notoria  urgencia,  podrá  el  Gobierno,  bajo  su  respon- 
sabilidad, acordar  Ja  suspensión  de  garantías  indica- 
das, sometiendo  su  acuerdo  á  la  aprobación  de  aque- 
llas lo  más  pronto  posible.  Pero  en  ningún  caso  se 
suspenderán  más  garantías  que  las  expresadas.  Tam- 
poco los  jefes  militares  ó  civiles  podrán  establecer  otra 
penalidad  que  la  prescrita  previamente  por  la  ley. — 
Art.  17. 
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39.  De  las  obligaciones  de  los  españoles.— 
I.  Servicio  militar. — Todo  español  está  obligado 
á  defender  la  patria  con  las  armas  cuando  sea  llamado 
por  la  Ley.  Las  Cortes  fijan  todos  los  años,  á  pro- 
puesta del  Rey,  la  fuerza  militar  permanente  de  mar 
y  tierra.— Art,  3  y  88. 

II.  Pago  del  impuesto.— Todo  español  está 
obligado  á  contribuir  en  proporción  de  sus  haberes 
para  los  gastos  del  Estado,  de  la  Provincia  y  del  Mu- 
nicipio. Nadie  está  obligado  á  pagar  contribución  que 
no  esté  votada  por  las  Cortes  ó  por  las  corporaciones 
autorizadas  para  imponerla. — Art.  3. 

Todos  los  años  presentará  el  Gobierno  á  las  Cortes 
el  presupuesto  general  de  gastos  del  Estado  para  el 
año  siguiente  y  el  plan  de  contribuciones  y  medios 
para  llenarlos,  como  asimismo  las  cuentas  de  la  recau- 
dación é  inversión  de  los  caudales  públicos  para  su 
exámen  y  aprobación.  Si  no  pudieren  ser  votados 
ántes  del  primer  dia  del  año  económico  siguiente,  re- 
girán los  del  anterior  siempre  que  para  él  hayan  sido 
discutidos  y  votados  por  las  Cortes  y  sancionados  por 
el  Rey.— Art,  85. 

El  Gobierno  necesita  estar  autorizado  por  una  ley 
para  disponer  de  las  propiedades  del  Estado  y  tomar 
caudales  á  préstamo  sobre  el  crédito  de  la  Nación. — 
Art.  86. 

La  deuda  pública  está  bajo  la  salvaguardia  especial 
de  la  Nación. — Art.  87. 

40.  Del  Poder  Legislativo. — La  potestad  de  ha- 
cer las  leyes  reside  en  las  Cortes  con  el  Rey. — Art.  18. 

41.  De  las  Cortes. — Se  componen  de  dos  Cuer- 
pos Colegisladores,  iguales  en  facultades:  el  Senado  y 
el  Congreso  de  los  Diputados. — Art.  19. 

42.  Del  Senado. — I.  Su  composición. — Lo 
forman:  Io,  Senadores  por  derecho  propio;  2?,  Sena- 


dores  vitalicios  nombrados  por  la  Corona;  y  3?  Sena- 
dores elegidos  por  las  corporaciones  del  Estado  y  ma- 
yores contribuyentes  en  la  forma  que  determine  la 
ley.— Art,  20. 

II.  Número  de  Senadores. — El  número  de  los 
Senadores  por  derecho  propio  y  vitalicios  no  podrá 
exceder  de  180.  Este  número  será  el  de  los  Senado- 
res electivos.  (1) — Art.  20. 

III.  Senadores  por  derecho  propio. — Lo  son 
1.°  los  hijos  del  Rey  y  del  sucesor  inmediato  de  la  co- 
rona que  hayan  llegado  á  la  mayor  edad;  2?,  los  Gran- 
des de  España  que  lo  fueren  por  sí,  que  no  sean  súbr 
ditos  de  otra  potencia  y  acrediten  tener  la  renta  anual 
de  60.000  pesetas,  procedente  de  bienes  propios,  in- 
muebles ó  de  derechos  que  gocen  la  misma  conside- 
ración legal;  39,  los  Capitanes  Generales  del  Ejército 
y  el  Almirante  de  la  Armada;  4?,  el  Patriarca  de  las 
Indias  y  los  Arzobispos;  5?,  el  Presidente  del  Consejo 
de  Estado;  el  del  Tribunal  Supremo,  el  del  Tribunal 
de  Cuentas  del  Peino,  el  del  Consejo  Supremo  de  la 
Guerra  y  el  ele  la  Armada,  después  de  dos  años  de 
ejercicio. — Art.  21. 

IV.  Senadores  vitalicios  y  electivos. — Sólo 
podrán  ser  Senadores  por  nombramiento  del  Rey  ó 
por  elección  de  las  Corporaciones  del  Estado  y  mayo- 
res contribuyentes,  los  españoles  que  pertenezcan  ó 
hayan  pertenecido   á  una  de  las  siguientes  clases: 

Presidente  del  Senado  ó  del  Congreso  de  los  Di- 
putados; 2*,  Diputados  que  hayan  pertenecido  á  tres 
Congresos  diferentes  ó  que  hayan  ejercido  la  diputa- 
ción durante  ocho  legislaturas;  3*  Ministros  de  la  Co- 
rona; 4?,  Obispos;  5%  Grandes  de  España;  6^,  Te- 
nientes Generales  del  Ejército  y  Vice-almirante  de  la 
Armada,  después  de  dos  años  de  su  nombramiento; 


(1)   Pertenecen  diez  y  seis  á  la  Isla  de  Cuba. 
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7-,  Embajadores,  después  de  dos  años  de  servicio  efec- 
tivo, y  Ministros  plenipotenciarios  después  de  cuatro; 
8*,  Consejeros  de  Estado,  Fiscal  del  mismo  cuerpo,  y 
Ministros  y  Fiscales  del  Tribunal  Supremo  y  del  de 
Cuentas  deFReino,  Consejeros  del  Supremo  de  la  Gue- 
rra y  de  la  Armada,  y  Decano  del  Tribunal  de  las  ór- 
denes militares,  después  de  dos  años  de  ejercicio; 
9^,  Presidentes  ó  Directores  de  las  Reales  Academias 
Española,  de  la  Historia,  de  Bellas  Artes  de  San  Fer- 
nando, de  Ciencias  Exactas,  Físicas  y  Naturales,  de 
Ciencias  Morales  y  Políticas,  y  de  Medicina;  10,  Aca- 
démicos de  número  de  las  Corporaciones  menciona- 
das, que  ocupen  la  primera  mitad  de  la  escala  de  anti- 
güedad en  su  cuerpo,  Inspectores  generales  de  primera 
clase  de  los  cuerpos  de  Ingenieros  de  caminos,  minas 
y  montes;  Catedráticos  de  término  de  las  Universida- 
des, siempre  que  lleven  cuatro  años  de  antigüedad  en 
su  categoría  y  de  ejercicio  dentro  de  ella.  Los  com- 
prendidos en  las  categorías  anteriores,  deberán  ade- 
más disfrutar  7,500  pesetas  de  renta,  procedente  de 
bienes  propios  ó  de  sueldo  de  los  empleos  que  no  pue- 
den perderse  sino  por  causa  legalmente  probada,  ó  de 
jubilación,  retiro  ó  cesantía;  11,  los  que  con  dos  años 
de  antelación  posean  una  renta  anual  de  20.000  pese- 
tas ó  paguen  4.000  pesetas  por  contribuciones  directas 
al  Tesoro  público,  siempre  que  además  sean  títulos 
del  reino,  hayan  sido  Diputados  á  Córtes,  Diputados 
provinciales  ó  Alcaldes  en  capital  de  provincia  ó  en 
pueblos  de  más  de  dos  mil  almas;  12,  los  que  hayan 
ejercido  alguna  vez  el  cargo  de  Senador  ántes  de  pro- 
mulgarse la  Constitución  vigente.  Los  que  para  ser 
Senadores  en  cualquiera  tiempo  hubieren  acreditado 
renta,  podrán  probarla  para  que  se  les  compute,  al 
ingresar  como  Senadores  por  derecho  propio,  con  cer- 
tificación del  registro  de  la  propiedad  que  justifique 
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que  siguen  poseyendo  los  mismos  bienes. — El  nombra- 
miento por  el  Rey,  de  Senadores  se  hará  por  decretos  . 
especiales,  y  en  ellos  se  expresará  siempre  él  título 
en  que.  conforme  á  lo  dispuesto  en  este  artículo,  se 
funde  el  nombramiento.— Art.  22. 

Las  condiciones  necesarias  para  ser  nombrado  ó  ele- 
gido Senador  podrán  variarse  por  una  ley. — -Art.  23. 

V.  Renovación  de  los  Senadores  electivos. —  , 
Se  renovarán  por  mitad  cada  cinco  años  y  en  totalidad 
cuando  el  Rey  disuelva  esta  parte  del  Senado. — rArt.  24. 

VI.  Incompatibilidades. — Los  Senadores  no 
podrán  admitir  empleo,  ascenso  que  no  sea  de  escala 
cerrada,  títulos  ni  condecoraciones,  mientras  estuvie- 
sen abiertas  las  Cortes.  E!  Gobierno  podrá,  sin  em- 
bargo, conferirles  dentro  de  sus  respectivos  empleos 
ó  categorías,  las  comisiones  que  exija  el  servicio  pú- 
blico. Esceptiiase  de  lo  dispuesto,  el  cargo  de  Minis- 
tro de  la  Corona. — Art,  25. 

VIL  Condiciones  legales.— Para  tomar  asien- 
to en  el  Senado  se  necesita  ser  español,  tener  35  años 
cumplidos,  no  estar  procesado  criminalmente  ni  inha- 
bilitado en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  y  no 
tener  sus  bienes  intervenidos. — Art.  26. 

43.  Del  Congreso  de  los  Diputados.— I.  Com- 
posición,— Lo  constituyen  los  que  nombren  las  Jun- 
tas electorales  en  la  forma  que  determine  la  ley.  Se 
nombra  un  Diputado  á  lo  me" nos  por  cada  50.000  al- 
mas de  población.  Los  diputados  se  eligen  y  pueden 
ser  reelegidos  indefinidamente  por  el  método  que  de- 
termina la  Ley  electoral. — Arts.  27  y  28. 

II.  Condiciones  para  ser  elegido. — Requiérese 
ser  español,  de  estado  seglar,  mayor  de  edad  y  gozar 
de  todos  los  derechos  civiles.  La  ley  determina  con 
que  clase  de  funciones  es  incompatible  el  cargo  de 
Diputado  y  los  casos  de  reelección. — Art.  29. 
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III.  Duración  del  mandato  legislativo. — ■ 

Los  Diputados  son  elegidos  por  cinco  años. — Ar- 
tículo 30. 

IV.  Casos  de  cesación  en  el  cargo. — Los  Di- 
putados á  quienes  el  Gobierno  ó  la  Real  Casa  confie- 
ran pensión,  empleo,  ascenso  que  no  sea  de  escala  ce- 
rrada, comisión  con  sueldo,  honores  ó  condecoraciones, 
cesarán  en  su  cargo  sin  necesidad  de  declaración  alguna, 
si  dentro  de  los  quince  inmediatos  á  su  nombramiento  no 
participan  al  Congrego  la  renuncia  de  la  gracia.  Quedan 
exceptuados  los  Diputados  que  fueren  nombrados  Mi- 
nistros de  la  Corona. — Art.  31. 

44.  De  la  celebración  de  las  Cortes, — I.  Reu- 
nión anual. — Las  Cortes  se  reúnen  todos  los  años. — 
Art.  32. 

II.  Convocación,  suspensión,  clausura  y  di- 
solución.— Corresponde  ai  Rey  convocarlas,  suspen- 
der, cerrar  sus  sesiones  y  disolver  simultánea  ó  sepa- 
radamente la  parte  electiva  de  Senado  y  Congreso  de 
los  Diputados,  con  la  obligación  en  este  caso,  de  con- 
vocar y  reunir  el  Cuerpo  ó  Cuerpos  disueltos  dentro 
de  tres  meses. — Art.  32.  • 

Las  Cortes  serán  precisamente  convocadas  luego  que 
vacare  la  Corona,  ó  cuando  el  Rej  se  imposibilitara  de 
cualquier  modo  para  el  gobierno. — Art.  33. 

El  Rey  abre  y  cierra  las  Cortes  en  persona  ó  por 
medio  de  los  Ministros. — Art.  37. 

III.  Reunión  simultánea. — No  podrá  estar  reu- 
nido uno  de  los  dos  Cuerpos  Colegisladores  sin  que 
también  lo  esté  el  otro.  Exceptúase  el  caso  en  que 
el  Senado  ejerza  funciones  judiciales. — Art.  38. 

IV.  Deliberaciones  y  voto. — Los  Cuerpos  Co- 
legisladores no  pueden  deliberar  juntos  ni  en  presencia 
del  Rey.— Art,  39. 

Las  sesiones  del  Senado  y  del  Congreso  serán  pú- 
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blicas  y  sólo  en  los  casos  que  exijan  reserva  podrá 
celebrarse  sesión  secreta.- — Art.  40. 

Las  resoluciones  en  cada  uno  de  los  Cuerpos  Cole- 
gisladorcs  se  toman  á  pluralidad  de  votos;  pero  para 
votar  las  leyes  se  requiere  la  presencia  de  la  mitad 
más  uno  del  número  total  de  ios  individuos  que  lo 
componen. 

45.  De  las  facultades  de  las  Cortes. — I.  Po- 
testad reglamentaria,  exámen  y  juicio  de  las 
elecciones. — Cada  uno  de  los  Cuerpos  Colegislado- 
res forma  el  respectivo  Reglamento  para  su  gobierno 
interior  y  examina  así  las  calidades  de  los  individuos 
que  lo  componen,  como  la  legalidad  de  su  elección. — 
Art.  34. 

II.  Elección  de  la  Mesa. — El  Congreso  de  los 
Diputados  nombra  su  Presidente,  Vice-Presidentes  y 
Secretarios.  .  El  Senado  elige  sus  Secretarios;  pero  el 
Rey  nombra  para  cada  legislatura,  fie  entre  los  mis- 
mos Senadores,,  el  Presidente  y  Vice-presidentes. — 
Arts.  35  y  36. 

III.  Iniciativa  de  las  leyes. — La  pose'e  cada 
uno  de  los  Cuerpos  Colegislador-es  así  como  el  Rey. — 
Art.  41. 

IV.  Relación  del  Congreso  de  los  Diputa- 
dos.— Las  leyes  sobre  contribuciones  y  crédito  públi- 
co se  presentarán  primero  al  Congreso  de  los  Diputa- 
dos.— Art.  42. 

V.  Caso  en  que  se  veda  la  iniciativa.— Si 
uno  de  los  Cuerpos  Colegisladores  desechare  algún 
proyecto  de  ley,  ó  le  negare  el  Rey  la  sanción,  no  po- 
drá volverse  á  proponer  otro  proyecto  de  ley  sobre  el 
mismo  objeto  en  aquella  legislatura. — Art.  44. 

46.  Otras  facultades. — Además  de  la  potestad 
legislativa  que  ejercen  las  Córtes  con  el  Rey,  les  per- 
tenecen las  facultades  siguientes:  lí|,  Recibir  al  Rey, 
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al  sucesor  inmediato  de  la  Corona y  á  la  Regencia  y 
Regente  del  Reino  el  juramento  de  guardar  la  Cons- 
titución y  las  leyes;  2?,  Elegir  Regente  ó  Regencia 
del  Reino,  y  nombrar  Tutor  al  Rey  menor,  cuando  lo 
previene  la  Constitución;  3%  Hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad de  los  ministros,  los  cuales  serán  acusa- 
dos por  el  Congreso  y  juzgados  por  el  Senado. — 
Art.  45. 

47.  Inmunidades  de  los  Diputados  y  Sena- 
dores.— I.  Inviolabilidad. — Son  inviolables  por 
sus  opiniones  y  votos  en  el  ejercicio  de  su  cargo. 

II.  Condiciones  para  ser  procesados  ó  arres- 
tados.— No  pueden  serlo  los  Senadores  sino  cuando 
sean  hallados  infraganti  6  cuando  no  esté  reunido  el  Se- 
nado; pero  en  todo  caso  se  dará  cuenta  á  este  Cuerpo  lo 
más  pronto  posible  para  que  determine  lo  que  corres- 
ponda. Tampoco  pueden  serlo  los  Diputados  durante 
las  sesiones  sin  permiso  del  Congreso,  á  no  ser  halla- 
dos infraganti;  penden  este  caso  y  en  el  de  ser  proce- 
sados ó  arrestados  cuando  estuvieren  cerradas  las  C<5r- 
tes,  se  dará  cuenta  lo  más  pronto  posible  al  Congreso 
para  su  conocimiento  y  resolución.  El  Tribunal  Su- 
premo conocerá  de  las  causas  criminales  contra  los 
Senadores  y  Diputados  en  los  casos  y  en  la  forma  que 
determine  la  Ley. 

48.  Del  Rey  y  sus  Ministros. — La  persona 
del  Rey  es  sagrada  é  inviolable.  Son  responsables 
los  Ministros.  Ningún  mandato  del  Rey  puede  lle- 
varse á  efecto  si  no  está  refrendado  por  un  Ministro, 
que  por  sólo  este  hecho  se  hace  responsable. — Arts.  48 
y  49. 

49.  Facultades  del  Rey. — Le  corresponde: 
1?,  la  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes,  extendién- 
dose su  autoridad  á  todo  cuanto  conduce  á  la  conser- 
vación del  orden  público  en  lo  interior  y  á  la  seguri- 


dad  del  Estado  en  lo  exterior,  conforme  á  la  Constitu- 
ción y  á  las  Leyes;  2?,  sancionar  y  promulgar  las 
leyes;  3?,  el  mando  supremo  del  Ejército  y  Armada 
y  la  disposición  de  las  fuerzas  de  mar  y  tierra;  4V* con- 
ceder los  grados,  ascensos  y  recompensas  militares, 
con  arreglo  á  las  leyes;  5?,  expedir  los  decretos,  re- 
glamentos é  instrucciones  que  sean  conducentes  para 
la  ejecución  de  las  leyes;  69,  cuidar  de  que  en  todo 
el  reino  se  administre  pronta  y  cumplidamente  la  jus- 
ticia; 7?,  indultar  á  los  delincuentes  con  arreglo  á 
las  leyes;  89,  declarar  la  guerra  y  hacer  y  ratificar  la 
paz,  ciando  después  cuenta  documentada  á  las  Cortes; 
9.°,  dirijir  las  relaciones  diplomáticas  y  comerciales 
con  las  demás  potencias;  10,  cuidar  de  la  acuñación 
de  la  moneda,  en  la  que  se  pondrá  su  busto  y  nombre; 
11,  decretar  la  inversión  de  los  fondos  destinados  á 
cada  uno  de  los  ramos  de  la  administración,  dentro  de 
la  ley  de  presupuestos;  12,  conferir  los  empleos  ci- 
viles y  conceder  honores  y  distinciones  de  todas  cla- 
ses con  arreglo  á  las  leyes;  13,  nombrar  y  separar 
libremente  á  los  ministros. — Art.  50  hasta  el  54. 

50.  Casos  en  que  el  Rey  necesita  de  una  ley 
especial. — El  Rey  necesita  estar  autorizado  por  una 
ley  especial:  1°,  para  enagenar,  ceder  ó  permutar 
cualquiera  parte  del  territorio  español;  2?,  para  in- 
corporar cualquiera  otro  territorio  al  español;  39,  pa- 
ra admitir  tropas  extranjeras  en  el  reino:  49,  para 
ratificar  los  tratados  de  alianza  ofensiva,  los  especiales 
de  comercio,  los  que  estipulen  dar  subsidios  á  alguna 
potencia  extranjera  y  todos  aquellos  que  puedan  obli- 
gar individualmente  á  los  españoles.  En  ningún  caso 
los  artículos  secretos  de  un  tratado  podrán  derogar 
los  públicos;  59,  para  abdicar  Ja  corona  en  su  inme- 
diato sucesor. — Art.  55. 

51.  De  la  dotación  del  Rey  y  de  su  familia. 


Se  fijará  por  las  Cortes  al  principio  de  cada  reinado. — 
Art.  57. 

52.  Asistencia  de  los  Ministros  á  las  Cortes. 

— Los  Ministros  pueden  ser  Senadores  ó  Diputados 
y  tomar  parte  en  las  discusiones  de  ámbo£  Cuerpos 
Colegisladores;  pero  sólo  tendrán  voto  en  aquel  á  que 
pertenezcan. — Art.  58. 

53.  Diputaciones  provinciales  y  Ayunta- 
mientos.— En  cada  provincia  ha  de  haber  una  Dipu- 
tación provincial,  elegida  en  la  forma  que  determine 
la  ley  y  compuesta  del  número  de  individuos  que  esta 
señale.  Habrá  en  los  pueblos  Alcaldes  y  Ayuntamien- 
tos. Serán  éstos  nombrados  por  los  vecinos  á  quie- 
nes la  ley  confiere  este  derecho. — Arts.  82  y  83. 

54.  §u  organización  y  atribuciones, — Se  re- 
girán por  tas  leyes  municipal  y  provincial.  Estas  se 
ajustarán  á  los  principios  siguientes:  l9,  Gobierno  y 
dirección  de  los  intereses  peculiares  de  la  provincia  ó 
del  pueblo  por  las  respectivas  corporaciones.  29  Pu- 
blicación de  los  presupuestos,  cuentas  y  acuerdos  de 
las  mismas.  3o  Intervención  del  Rey,  y  en  su  caso  de 
las  Córtes  para  impedir  que  las  Diputaciones  provin- 
ciales y  los  Ayuntamientos  se  extralimiten  de  sus  atri- 
buciones en  perjuicio  de  los  intereses  generales  y  per- 
manentes. 49  Determinación  de  sus  facultades  en 
materia  de  impuestos,  á  fin  de  que  los  provinciales  y 
municipales  no  se  hallen  nunca  en  oposición  con  el 
sistema  tributario  del  Estado. — Art.  84. 

55.  La  fuerza  militar. — Las  Córtes  lijarán  to- 
dos los  años,  á  propuesta  del  Rey,  la  fuerza  militar 
permanente  de  mar  y  tierra. — Art.  88. 

56.  Gobierno  de  las  provincias  de  Ultramar. 
— Serán  gobernadas  por  leyes  especiales;  pero  el  Go- 
bierno queda  autorizado  para  aplicar  á  las  mismas, 
con  las   modificaciones  que  juzgue  convenientes,  y 


dando  cuenta  á  las  Cortes,  las  leyes  promulgadas  ó 
que  se  promulguen  para  la  Península.  Cuba  y  Puer- 
to-Rico serán  representadas  en  las  Cortes  del  Reino 
en  la  forma  que  determine  una  ley  especial,  que  po- 
drá ser  diyersa  para  cada  una  de  las  dos  provincias. — 
Art.  89. 
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57.  Legislación  vigente. — El  Reglamento  orgá- 
nico de  3  de  Junio  de  1866.  Sus  disposiciones  re- 
lativas al  nombramiento  de  los  empleados  civiles,  no 
comprenden:  l9  á  los  Consejeros  de  Administración  y 
demás  empleados  que  ejercen  atribuciones  consultivas; 
2?  á  los  del  Tribunal  de  Cuentas;  39  á  los  Ingenieros 
de  los  tres  Cuerpos  .civiles;  4?  al  Cuerpo  de  telégra- 
fos; o9  al  Profesorado;  69  á  los  empleados  faculta- 
tivos del  ramo  de  Estadística;  79  álos  empleados  de 
Vigilancia  de  cárceles  y  presidios;  89  á  los  Magis- 
trados, Jueces  y  funcionarios  auxiliares  de  la  Admi- 
nistración de  Justicia  v  99  al  Ministerio  fiscal.— 
Art.  16.  (1) 

i;l  of>  áüí  riBffiB'ijrJ  oí»  o'iteimlf   lo  loq  o  b/>  bi  vri  i  oí 

•    •  .  i      7  *l       r¡l  oí)       •  (1  Jl  loq  ;'(: 

(1)  Por  11.  ü.  «ie  5  de  Agosto  de  1868  fue  derogado  este  Keglamcnto  e» 
la  parte  relativa  al  ingreso,  ascenso  y  cesantía.  Por  la  ley  de  presupuestos 
fart.  21)  quedó  en  suspenso  el  R.  D.  de  23  do  Mayo  de  1879  fijando  basee 
para  el  ingreso  y  ascenso  de  los  funcionarios  administrativos.  Según  el  art. 
24  de  dicha  ley,  las  vacantes  se  proveerán  interinamente  por  sustitución  re- 
glamentaria, pudiendo  el  Gobernador  General  hacer  nombramientos  in- 
terinos, dando  cuenta  para  su  aprobación. 
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58.  Categorías,  honores  y  consideraciones. 

— Cinco  son  las  categorías  que  el  Reglamento  estable- 
ce. 1*  Jefes  Superiores  de  Administración,  trata 
miento  de  «Ilustrísima.»  2?  Jefes  de  Administración,' 
que  se  subdividen  en  tres  clases:  2*  y  3^,  trata- 
miento de  ((Señoría.))  3?-  Jefes  de  Negociado,  también 
se  subdivide  en  tres  clases.  4^  Oficiales,  subdivídese 
en  cinco  clases.  5*  Aspirantes  á  Oficial. — Arts.  14, 
15  y  19. 

59.  Subalternos. — Los  individuos  pertenecien- 
tes á  esta  clase  no  tienen  carácter  de  empleados  pú- 
blicos. Pertenecen  á  esta  clase  todos  los  que  presten 
un  servicio  puramente  material,  cualquiera  que  sea  la 
asignación  ó  premio  que  se  les  señale. — Arts.  14  y  15. 

60.  Sueldos  y  sobresueldos. — Los  empleados 
de  la  1*  categoría  disfrutarán  al  menos  2500  pesos 
[5000  escudos]  de  sueldo  personal.  Los  de  la  2?,  de 
2000, 1750  y  1500  pesos  [4000,  3500" y  3000  escudos,] 
según  la  clase.  Los  de  la  3^  categoría,  1200,  1000  y 
800  pesos  [2400,  2000  y  1600  escudos,]  según  la  cla- 
se. Y  los  de  la  .4*,  700,  600,  500,  400  y  300  pesos 
[1400,  1200,  1000,  800  y  600  escudos,]  según  la  cla- 
se. Los  empleados  de  estas  cuatro  categorías,  disfru- 
tarán además  un  sobresueldo  por  razón  de  residencia. 
— Art.  15. 

61.  Nombramiento,  toma  de  posesión  y  li- 
cencias.— Los  empleados  de  la  1*  categoría  se  nom- 
bran por  R.  D.,  acordado  en  Consejo  de  Ministros  y 
refrendado  por  el  Ministro  de  Ultramar;  los  de  la 
2^  por  R.  D.;  los  de  la  3^,  4^  y  o*  por  virtud  de  Rea-' 
les  Ordenes.  Los  subalternos  son  nombrados  por  el 
Gobernador  General  ó  los  Jefes  superiores  de  los  ra- 
mos respectivos.  La  posesión  personal  es  la  que  dá  de- 
recho ai  sueldo  y  consideraciones  anejas  á  los  cargos 
públicos.    Entiéndese  por  posesión  personal  respecto 
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de  los  empleados  de  Ultramar,  la  que  se  les  dé  por 
los  respectivos  Jefes  ó  Autoridades.  Los  que  se  em- 
barquen en  la  Península  ó  en  el  extranjero  ó  en  cual- 
quiera otra  provincia  de  Ultramar,  gozan  desde  el  dia 
en  que  lo  verifiquen  el  sueldo  y  sobre-sueldo,  30  dias 
para  tomar  posesión. — Arta.  43,  53  y  54. 

Respecto  de  la  concesión  de  licencias  está  vigente 
el  R  D.  de  26  de  Abril  de  1878.  Conforme  á  sus 
disposiciones  no  puede  concederse  licencia  para  Eu- 
ropa sino  á  los  empleados  que  hubiesen  residido  dos 
años  consecutivos  en  las  provincias  de  Ultramar  en 
que  estuviesen  prestando  sus  servicios.  Obtenida  una 
licencia,  no  se  otorgará  otra  hasta  tanto  que  hayan 
trascurrido  otros  dos  años  de  residencia  efectiva, 
guardándose  igual  término  para  las  sucesivas.  El 
tiempo  máximo  é  improrrogable  es  de  seis  meses  pa- 
ra los  empleados  de  esta  Isla,  Puerto-Rico  y  Fernan- 
do Póo;  y  de  ocho  para  los  de  Filipinas.  Sólo  en  caso 
de  enfermedad  grave,  justificada  debidamente  y  en 
que  peligre  la  vida  de  los  interesados,  puede  el  Go- 
bernador General  anticipar  . las  licencias  para  Europa 
por  la  mitad  del  tiempo  ya  indicado,  y  prévia  la  ins- 
trucción de  expediente  formado  por  el  Jefe  inmediato 
de  los  empleados.  En  cuanto  á  los  de  Hacienda,  ha 
de  mediar  propuesta  del  Director  general.  Por  lo 
que  hace  al  percibo  de  haberes,  dispone  el  art.  74  del 
Reglamento  orgánico  que  si  la  licencia  fuere  para 
Europa  por  enfermo  tendrá  derecho  el  empleado  al 
sueldo  y  á  la  mitad  si  fuere  para  evacuar  asuntos  pro- 
pios. Si  la  licencia  fuere  para  la  misma  Isla  ó  para 
cualquier  punto  de  Asia  ó  América  disfrutará  el  em- 
pleado el  sueldo  y  sobresueldo  cuando  fuere  por  en- 
fermo y  la  mitad  de  ámbos,  para  asuntos  propios. 

62.  Escalafones  y  hojas  de  servicio. — Todos 
los  empleados  de  las  diversas  carreras  civiles  figurarán 
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en  escalones  especiales  que  se  publicarán  anualmente. 
Se  formarán  por  categorías  y  clases  ó  sea  por  órden 
de  sueldos,  figurando  en  ellos  los  actuales  empleados 
por  la  antigüedad  de  servicio  en  su  clase  respectiva. 
El  órden  de  preferencia  en  cada  clase  se  regula  por 
el  tiempo  efectivo  de  servicio,  contado  desde  el  dia  de 
la  posesión  y  deducido  el  de  cesantía.  Los  que  cuen- 
ten igual  antigüedad  en  una  misma  clase  se  colocarán 
en  la  escala  por  el  órden  de  mayor  número  de  arios  de 
servicio  y  resultando  el  mismo  tiempo,  por  edad.  El 
empleado  que  se  considere  perjudicado  podrá  recla- 
mar por  la  vía  gubernativa  ante  el  Ministro  de  Ultra- 
mar en  el  plazo  de  seis  meses,  contados  desde  el  dia 
de  la  publicación  oficial  en  la  Gaceta  dé  la  Habana. 
De  la  resolución  que  aquel  diere,  podrá  alzarse  para 
ante  el  Consejo  de  Estado  por  la  vía  contenciosa.  En 
el  mes  de  Diciembre  de  cada  año  extenderán  los  Je- 
fes de  todas  las  dependencias  y  remitirán  al  Gobierno 
General  para  que  los  dirija  al  Ministerio,  notas  de 
concepto  de  los  empleados  que  estén  á  sus  órdenes, 
calificativas  de  su  aptitud,  aplicación  y  probidad,  dan- 
do cuenta  á  la  vez  de  los  trabajos  extraordinarios  que 
hubiesen  desempeñado  y  de  los  méritos  especiales 
contraidos.  Las  hojas  de  servicio  se  formarán  y  con- 
tinuarán de  oficio  por  los  respectivos  Centros  directi- 
vos.— Arts.  60  y  siguientes  hasta  el  71. 

63.  Correcciones  disciplinarias. — 1*  Repren- 
sión privada,  2^  Pública.  3*  Suspensión  de  sueldo 
y  sobresueldo.  (1)  4*  Suspensión  de  empleo,  sueldo 
y  sobresueldo.  (2)  5*  Cesantía.  Inc'úrrese  en  ellas: 
1?  Por  faltar  de  obra,  de  palabra  ó  por  escrito  al  res- 
peto á  sus  superiores,  á  las  consideraciones  debidas,  á 


(1)  De25á50dias. 

(2)  De  50  á  90  dias. 


sus  iguales  ó  á  los  particulares  y  por  mal  trato  á  sus 
subordinados.  2o  Por  falta  de  aplicación  ó  por  ne- 
gligencia. 39  Por  faltar  á  las  reglas  de  orden  y  dis- 
ciplina interior  de  las  dependencias»  49  Por  com- 
prometer el  decoro  del  empleo.  59  Por  publicar  es- 
critos en  defensa  de  su  comportamiento  ofioial  ó  contra 
el  de  otros.— Arts.  90  y  siguientes  hasta  el  art.  101. 


Nota. — JE1  Gobierno  tiene  presentado  un  proyecto 
de  ley  para  regularizar  las  carreras  civiles  de  la  Ad- 
ministración de  Ultramar.  La  Comisión  del  Congre- 
so de  los  Diputados  formuló  en  15  de  Junio  de  .este 
año  (1882)  su  dictámen  favorable,  con  algunas  en- 
miendas y  adiciones.  A  continuación  indicamos  las 
disposiciones  que  comprende. 

El  personal  de  la  Secretaría  del  Ministerio  de  Ul- 
tramar se  regirá  por.  lo  establecido  para  los  demás. 
Los  Jefes  Superiores  de  Administración  y  los  Gober- 
nadores Civiles  serán  nombrados  y  cesarán  con  arre- 
glo á  la  legislación  vigente  en  la  Península. — Arts.  I9 
y  2?  . 

Ingreso,  vacantes  y  ascenso. — El  ingreso  en  la 
administración  general  de  Ultramar  se  verificará  por 
la  clase  de  oficiales  quintos.  A  medida  que  lo  exijan 
las  necesidades  de  los  diferentes  ramos  de  la  adminis- 
tración, se  celebrarán  alternativamente  en  Madrid  y 
en  las  capitales  de  las  islas  ejercicios  de  pública-  opo- 
sición, para  conferir  las  vacantes  á  los  opositores  que 
obtengan  mejores  censuras.  Los  reglamentos  fijarán 
las  circunstancias  que  hayan  de  reunir  los  aspirantes, 
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las  materias  objeto  de  exámen,  la  clase  de  ejercicios  y 
la  forma  en  que  deberán  constituirse  las  Juntas  califi- 
cadoras. 

De. cada  tres  vacantes  de  jefes  de  administración, 
jefes  de  negociado  y  oficiales  de  administración,  una 
se  proveerá  por  rigurosa  antigüedad,  otra  por  libre 
elección  del  Ministro  en  concurso  público,  y  la  terce- 
ra en  cesantes  de  la  misma  clase. 

Podrán  concurrir  al  concurso: 

l9  Los  empleados  de  la  categoría  inmediata  infe- 
rior que  ocupen  el  primer  tercio  de  la  escala,  obte- 
niendo la  preferencia  los  que  hubiesen  contraído  mé- 
ritos en  el  desempeño  de  servicios  ó  para  ó  con  la 
publicación  de  obras. 

29  Los  empleados  activos  de  la  Península,  los  cua- 
les podrán  solicitar  plaza  con  el  ascenso  inmediato, 
cuando  cuenten  dos  años  de  antigüedad  en  su  clase. 
Si  el  ascenso  á  que  aspiren  fuese  á  jefe  de  adminis- 
tración ó  de  negociado,  el  nombrado  deberá  reunir  al 
ménos  ocho  años  de  servicio  efectivo  en  el  primer  ca- 
so y  seis  en  el  segundo. 

Podrán  conferirse,  sin  embargo,  los  ascensos  á  los 
funcionarios  activos  de  la  Península  que  hubiesen  ob- 
tenido la  investidura  de  Diputados  á  Córtés  en  elec- 
ciones generales,  y  ejercido-  el  cargo  durante  todo  el 
período  de  existencia  de  aquellas,  siempre  que  reúnan 
más  de  doce  años  de  servicios  en  la  administración,  y 
más  de  tres  de  los  cuales  correspondan  al  destino  que 
sirva  de  punto  de  partida  para  los  ascensos,  siendo 
precisa  condición  además  que  tengan  contraidos  mé- 
ritos especiales  por  los  cuales  hayan  recibido  mención 
oficial  ó  recompensa,  y  que  las  dos  terceras  partes  del 
tiempo  total  servido  sean  posteriores  á  la  fecha  en  que 
dejaron  de  ser  Diputados.  Los  empleados  que  obten- 
gan las  ventajas  expresadas  y  deseen  volver  á  servir 


en  la  Península,  no  disfrutarán  de  ellas  si  residiesen 
en  Ultramar  ménos  de  dos  años. 

Los  que  no  habiendo  servido  al  Estado  posean  títu- 
lo académico  de  facultades  ó  de  estadios  superiores  y 
hayan  además  ganado  las  asignaturas  de  preparación 
especial  para  el  servicio  de  Ultramar,  podrán  optar  á 
plazas  hasta  la  clase  de  oficial  segundo.  El  Ministro 
podrá  nombrarlos  en  el  turno  de  las  vacantes  de  elec- 
ción. 

No  tendrán  carácter  de  empleados  públicos,  salvo 
los  derechos  adquiridos,  los  que  sirvan  plazas  dotadas 
con  sueldo  inferior  á  300  pesos  anuales.  Estas  pla- 
zas se  conferirán  por  los  gobernadores  generales,  á 
propuesta  del  jefe  superior  de  cada  ramo  y  preVio  con- 
curso público,  conforme  á  los  reglamentos,  eligiendo 
los  aspirantes  más  idóneos.  En  igualdad  de  rcuns- 
tancias  serán  preferidos  los  que  hayan  servido  con 
buena  nota  e¿i  el  ejército  y  armada. 

Los  que  sirvan  estas  plazas  podrán  ser  nombrados 
en  el  turno  de  antigüedan  para  las  vacantes  que  ocu- 
rran* en  la  categoría  de  oficiales  de  administración  de 
quinta  clase. — Arts.  3.°  4?  y  5? 

Bscalafones. — Se  formarán  escalafones  especiales 
por  ramos,  en  los  que  los  funcionarios  activos  figura- 
rán según  su  categoría,  clase  y  tiempo  de  servicio. 

Los  demás  preceptos  relativos  á  la  formación  de 
estos  .  escalafones  se  fijarán  en  los  reglamentos. — 
Art.  6, 

Sueldos  y  gratificaciones. — Los  jefes  superiores, 
jefes  de  administración,  jefes  de  negociado  y  oficiales 
percibirán  en  Ultramar  los  sueldos  que  expresa  la  es- 
cala siguiente: 


—  46  — 


Escala  de  sueldos  de  los  empleados  civiles  de  Ultramar. 


Jefes  superiores  de  administración  

Idem,  id.  de  administración  de  primera  clase 

Idem,  id.  de  segunda  id  , 

Idem,  id.  de  tercera  id  

Idem,  id.  de  cuarta  id  

Jefes  de  negociado  de  primera  clase  , 

Idem,  id.  de  segunda  id...  

Idem,  id.  de  tercera  id  .  

Oficiales  de  administración  de  primera  clase.. 

Idem,  id.  de  segunda  id  

Idem,  id.  de  tercera  id  '  

Idem,  id.  de  cuarta  id  

Idem,  id.  de  quinta  id  


Estos  sueldos  servirán  de  regulador  para  la  conce- 
sión de  derechos  pasivos  y  pensiones. 

Los  jefes  superiores  y  demás  funcionarios  de  la  ad- 
ministración civil  y  económica  disfrutarán,  además  de 
su  sueldo,  la  gratificación  por  residencia  que  expresa 
la  escala  siguiente,  y  conforme  á  las  plantas  que  figu- 
ren en  los  presupuestos  generales. 


Escala  de  gratificaciones  de  los  empleados  civiles  de  Ultramar. 


Jefes  superiores  encargados 
de  los  ramos  de  Hacienda 
y  de  la  administración  ci- 
vil  

Los  demás  jefes  superiores 

de  administración  

Idem  de  administración  de 

primera  clase  

Idem,  id.  de  segunda  id  


Idem,  id.  de  tercera  id. 

Idem,  id.  de  cuarta  id  

Idem  de  negociado  de  pri- 
mera clase  

Idem,  id.  de  segunda  id  

Idem,  id.  de  tercera  id  

Oficiales  de  administración 

de  primera  clase  

Ideni,  id.  de  segunda  id  

Idem,  id.  de  tercera  id  

Idem,  id.  de  cuarta  rd  

Idem,  id.  de  quinta  id  


GRATIFICACIONES. 


PÜERTO-RICO. 

FILIPINAS. 

CUBA. 

Pesos. 

Pesos. 

Pesos. 

4.500 

9.500 

12.500 

3.500 

6.000 

7.500 

2.400 
2.150 
1.900 
1.700 

2.500 
2.250 
2.000 
1.800 

3.000 
2.750 
2.500 
2.300 

De  1.200 

á 

1.300 

[  De  1300  i 

á  : 

(    1.400  ( 

De  1.400 

á 

1  1.600 

De  600 

¡  De  700  , 

'  De  800 

á 

1.100 

\      á  < 
(  1.200  ( 

'  á 
1  1.300 

El  sueldo  se  devengará  desde  la  fecha  en  que  el 
funcionario  se  embarque  para  su  destino  y  la  gratifi- 
cación desde  la  en  que  tome  posesión  del  mismo. — 
Art.  7?  : 

Abono  de  pasajes. —  El  Estado  satisfará  los  pa- 
sajes de  ida  y  vuelta  del  empleado  civil  nombrado  para 
Ultramar,-  los  de  ida  y  vuelta  de  su  madre,  si  fuere 
viuda,  esposa  é  hijos,  anticipándole  al  emprender  la 
marcha  los  haberes  que  prudencialmente  pueda  de- 
vengar durante  la  navegación.  Si  el  empleado  regre- 
sase voluntariamente  á  la  Península  ántes  de  cumplir 
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dos  años  de  residencia,  no  tendrá  derecho  á  pasaje  y 
reintegrará  al  Estado  el  importe  de  los  que  se  le  hu- 
bieren facilitado.  El  empleado  tampoco  tendrá  dere- 
cho á  pasaje  gratuito  en  los  casos  de  licencia  concedi- 
da para  asuntos  propios. — Art.  8. 

Licencias  y  prórogas. — Los  empleados  de  Ultra- 
mar que  soliciten  por  cualquier  motivo  licencia  ántes 
de  cumplir  dos  años  de  residencia,  solo  podrán  obte- 
nerla sin  sueldo. 

Las  licencias  por  enfermedad  se  concederán  con  la 
mitad  de  haber,  prévia  la  justificación  correspondiente, 
por  término  de  cuatro  meses  á  los  empleados  de  Cuba  . 
ó  de  Puerto-Rico,  )  de  seis  á  los  de  Filipinas.    Si  la 
licencia  fuese  para  asuntos  propios,  se  reducirá  el  abo 
no  á  la  cuarta  parte  del  sueldo. 

Podrán  concederse  prórogas  por  la  mitad  del  tiem- 
po de  licencia  por  enfermedad.  Durante  estas  pró- 
rogas el  empleado  percibirá  la  mitad  del  haber  corres- 
pondiente al  primer  período  de  licencia,  ó  sea  la  cuarta 
parte  del  sueldo. — Art.  9. 

Sustitución  reglamentaria.— Las  vacantes  que 
por  cualquier  causa  ocurran  en  las  provincias  de  Ul- 
tramar serán  provistas  interinamente  por  med'io  de  la 
sustitución  reglamentaria.  En  casos  especiales,  la 
sustitución  del  jete  de  una  dependencia  podrá  confe- 
rirse en  comisión  á  funcionario  del  ramo  suficiente- 
mente caracterizado,  aun  cuando  pertenezca  á  distinta 
oficina.  Los  sustitutos  percibirán,  como  indemniza- 
ción por  el  mayor  trabajo  y  responsabilidad  que  se  les 
impone,  la  diferencia  que  exista  entre  el  haber  de  la 
plaza  de  que  sean  titulares  y  el  correspondiente  á  la 
que  interinamente  desempeñen. 

Las  vacantes  en  destinos  de  fianzas  se  proveerán 
interinamente  en  funcionarios  activos  ó  pasivos  que 
puedan  prestar  las  correspondientes  garantías. 
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Todas  las  interinidades  en  destinos  de  nombramien- 
to Keal  se  someterán  á  la  aprobación  del  Gobierno  su- 
premo. 

Los  servicios  prestados  con  carácter  de  interinidad 
y  las  formalidades  que  quedan  establecidas  serán  de 
abono.  El  sueldo  correspondiente  al  destino  de  fian- 
za, desempeñado  interinamente,  podrá  servir  de  regu- 
lador en  su  clasificación  al  sustituto,  siempre  que  éste 
lo  disfrute  por  más  de  dos  años,  y  haya  desempeñado 
anteriormente  en  propiedad  cargos  de  igual  categoría. 
—Art.  10. 

Traslaciones.— El  Ministro  de  Ultramar  podrá 
acordar  la  traslación  del  empleado  por  conveniencia 
del  servicio  ú  otra  causa  justa.  Si  la  traslación  exi- 
giere cambio  de  residencia,  el  empleado  no  podrá  su- 
frir nueva  traslación  fuera  del  territorio  del  Gobierno 
general  en  que  sirva,  hasta  trascurridos  dos  años  des- 
de la  primera. — Art.  11. 

Permutas. — El  Ministro  de  Ultramar  podrá  con- 
ceder las  permutas  solicitadas  entre  destinos  análo- 
gos.— Art.  12. 

Cesantías. — Los  empleados  de  Ultramar  podrán 
ser  declarados  cesantes  á  su  instancia,  en'  virtud  de 
expediente;  debidamente  instruido  con  audiencia  del 
interesado  y  por  decisión  del  Ministro  de  Ultramar. 
En  casos  escepcionales  el  Gobernador  General  podrá 
suspender  á  los  empleados  y  proponer  su  traslación  ó 
cesación,  justificando  su  resolución  por  medio  de  ex- 
pediente, en  el  cual  constarán  los  informes  de  las  au- 
toridades y  en  su  caso  de  los  jefes  de  la  oficina, — 
Art,  13. 

Los  derechos  de  los  empleados  en  caso  de  cesantía 
por  reforma,  por  sujeción  á  procedimientos,  por  al- 
cance ó  desfalco  ó  por  cualquier  otra  causa,  se  regirán 
por  las  disposiciones  vigentes  en  la  Península. — Art.  14. 

7 
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Correcciones  disciplinarias. — Los  empleados  de 
Ultramar  estarán  sujetos  á  correcciones  disciplinarias, 
reprensiones  públicas  ó  privadas,  suspensión  temporal 
y  multas  en  los  casos  y  con  las  formas  y  garantías  que 
se  fijen  en  los  reglamentos  que  al  efecto  dictará  el 
Ministro  de  Ultramar,  en  los  cuales  se  determinarán 
las  facultades  que  corresponden  á  cada  uno  de  los  jefes 
en  la  gerarquía  administrativa.  Tanto  los  castigos 
como  los  premios  á  que  se  hayan  hecho  acreedores 
ios  empleados  de  Ultramar  se  anotarán  en  Ja  hoja  de 
servicios  de  su  expediente  personal. — Art.  15. 

Jubilaciones  y  pensiones. — Las  jubilaciones  y 
pensiones  de  los  empleados  de  Ultramar  se  regirán 
también  por  las  reglas  vigentes  para  los  empleados  de 
la  Península,  pero  con  las  siguientes  diferencias: 

Primera.  Para  la  jubilación  se  abonará  una  cuarta 
parte  del  tiempo  servido  en  Ultramar. 

Segunda.  En  el  caso  de  fallecimiento  en  el  servi- 
cio activo  de  Ultramar,  se  considerará  como  regulador 
el  sueldo  que  el  empleado  disfrutaba,  sin  tener  en 
cuenta  el  número  de  años  que  lo  disfrutó. 

Tercera.  Todas  las  jubilaciones,  viudedades  y  pen- 
siones se  pagarán  con  arreglo  á  los  tipos  de  la  Penín- 
sula cuando  los  que  la  disfruten  residan  en  ella.  Para 
los  que  residan  en  Ultramar  se  considerará  la  pensión 
aumentada  en  la  misma  proporción  de  la  gratificación 
que  reciba  el  causante  además  del  sueldo  regulador. 

Todas  las  jubilaciones,  viudedades  y  pensiones  que 
se  paguen  en  la  Península  se  consignarán  sobre  las 
cajas  de  Ultramar  que  satisfacían  el  haber  de  sus  cau- 
santes.— Art.  16. 

Toma  de  posesión. — Los  funcionarios  destinados 
á  Ultramar  adquirirán  los  derechos  que  esta  ley  les 
concede  desde  el  dia  de  su  embarque  en  la  Península 
para  hacer  viaje  directo  á  la  isla  de  su  destino,  siendo 
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condición  indispensable  que  tomen  personalmente  po- 
sesión de  su  cargo  y  que  ésta  se  autorice  por  los  jefes 
respectivos.  Caso  de  fallecimiento  en  navegación  ó 
antes  de  la  toma  de  posesión  personal,  se  considerará 
esta  consumada  para  todos  los  efectos  legales,  en  la 
fecha  del  embarque. — Art.  17. 

Extensión  de  esta  ley.  Las  disposiciones  de 

esta  ley  concernientes  á  los  empleados  administrativos 
de  Ultramar  serán  aplicables  á  los  funcionarios  de  los 
tribunales  territoriales  de  cuentas  y  de  los  demás 
cuerpos  é  institutos  civiles  de  aquellas  provincias,  en 
cuanto  no  se  opongan  á  las  leyes  ó  reglamentos  orgá- 
nicos que  los  rigen,  y  puedan  favorecer  al  personal  de 
los  mismos. — Art.  18. 

Derechos  adquiridos. — Lo  preceptuado  en  los 
anteriores  artículos  no  priva  á  los  empleados  de  Ul- 
tramar ni  á  sus  causa-habientes  de  los  mayores  bene- 
ficios que  por  cesantía,  jubilación  ó  Monte-pío  les  con- 
cedan anteriores  disposiciones. — Art.  19. 

Excepciones. — No  se  considerarán  sujetos  á  las 
prescripciones  de  esta  ley  en  cuanto  al  ingreso,  ascen- 
so é  iriamovilidad,  los  destinos  del  resguardo  de  Adua- 
nas, policía  y  prisiones. — Art.  20. 

Carrera  judicial. — Para  la  carrera  judicial  de  Ul- 
tramar se  formará  un  solo  escalafón  con  la  de  la  Pe- 
nínsula, con  arreglo  al  Real  decreto  de  19  de  Setiem- 
bre de  1878,  ácuyo  efecto  en  el  plazo  de  un  mes,  á 
contar  desde  la  promulgación  de  esta  ley,  se  publicará 
el  escalafón  general  con  arreglo  á  las  bases  ya  conve- 
nidas entre  los  Ministerios  de  Gracia  y  Justicia  y  Ul- 
tramar. 

Desde  la  publicación  de  esta  ley  no  se  hará  provi- 
sión alguna  en  la  carrera  judicial  de  Ultramar  ó  de  la 
Península  sino  con  arreglo  al  referido  escalafón. — 
Art.  21. 


Empleados  de  Aduanas. — Los  empleados  del 
cuerpo  de  Aduanas  de  Ultramar  formarán  también  un 
solo  escalafón  con  los  de  la  Península.  Dicho  escala- 
fon  se  formará  poniéndose  de  acuerdo  los  Ministerios 
de  Hacienda  y  de  Ultramar  y  teniendo  en  cuenta  para 
ello  las  disposiciones  y  reglamentos  del  cuerpo  pericial 
de  aduanas  de  Ultramar. 

Una  vez  formado  el  escalafón,  los  nombramientos 
se  harán  por  el  Ministro  correspondiente,  prévio  acuer- 
do con  el  otro. — Art.  22. 

Formación  de  reglamentos. — Queda  autorizado 
el  Ministro  de  Ultramar  para  redactar  los  oportunos 
reglamentos  y  adoptar  las  demás  disposiciones  condu- 
centes al  cabal  y  breve  cumplimiento  de  esta  lev. — 
Art,  23. 

Disposición  transitoria. — La  rectificación  de  suel- 
dos y  gratificaciones  conforme  á  las  escalas  que  apare- 
cen en  el  art.  5?,  se  llevarán  á  efecto  en  el  presupues- 
to general  de  1883-84.  Caso  de  que  hubiese  de  pro- 
rogarse  el  del  año  económico  anterior,  se  entenderán 
ampliados  ó  reducidos  los  respectivos  créditos  legis- 
lativos según  exijan  las  nuevas  escalas  de  haberes  y 
gratificaciones. 


TITULO  "VI. 


De   la   división  territorial. 


64.  Sus  bases. — Es  la  división  territorial'  una  ne- 
cesidad para  la  Administración  y  una  exigencia  que 
nace  del  respeto  debido  á  los  intereses  locales.  Sin 
la  división  del  territorio  sería  harto  difícil  cuando  no 
imposible  la  acción  administrativa  en  su  plenitud  y  efi- 
cacia. Las  bases  que  se  han  tomado  en  cuenta  para 
llevar  á  efecto  la  división  territorial  son  tres,  la  exten- 
sión del  territorio,  la  riqueza  y  la  población.  Otro 
dato  debe  también  teirerse  en  cuenta,  la  mayor  ó  me- 
nor facilidad  de  comunicaciones.  Ninguna  de  las  ba- 
ses indicadas  puede  admitirse  de  una  manera  absoluta. 
Necesario  es  combinarlas  en  las  proporciones  que  el 
interés  público  exija  y  que  la  conveniencia  de  la  Ad- 
ministración reclame.  De  todos  modos,  no  debe  pro- 
cederse  en  lo  que  á  la  división  territorial  toca  de  una 
manera  abstracta,  como  si  fuera  el  territorio  un  mero 
plano.  Es  preciso  atender  á  las  tradiciones,  intereses 
y  necesidades  locales,  ya  que  su  conjunto  forma  un 
organismo  natural  que  el  Estado  no  debe  mutilar. 

65.  División  territorial  de  la  Isla  de  Cuba. — 
Todo  su  territorio  constituye  un  Gobierno  General, 
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dividiéndose  en  seis  provincias  que  de  Occidente  á 
Oriente  son  las  que  siguen:  Pinar  del  Rio,  la  Habana, 
Matanzas,  Santa  Clara,  Puerto-Príncipe  y  Santiago  de 
Cuba.  La  provipcia  de  la  Habana  es  de  1*  clase;  de 
2f  la  de  Santiago  de  Cuba  y  las  demás  de  3?,  [R.  D. 
9  de  Junio  de  1878.]  Subdivídense  las  provine?  s  en 
términos  municipales.  La  de  Pinar  del  Rio  compren- 
de 25;  la  de  la  Habana,  37;  la  de  Matanzas,  23;  la  de 
Santa  Clara,  28;  la  de  Puerto-Príncipe,  5;  y  la  de 
Santiago  de  Cuba,  15.  No  son  los  términos  munici- 
pales meras  circunscripciones  administrativas;  consti- 
tuyen el  territorio  de  los  Ayuntamientos. — Otra  divi- 
sión hay  que  interesa  al  Derecho  administrativo,  la 
electoral.  Para  las  elecciones  municipales,  se  divi- 
den los  términos  en  Colegios  y  éstos  en  secciones,  si 
fuere  necesario.  Para  las  de  Diputados  provinciales, 
se  divide  la  Isla  en  93  distritos  y  éstos  en  secciones, 
Esta  división  se  funda  en  la  de  partidos  judiciales. 
Para  las  elecciones  de  Diputados  á  Cortes  cada  pro- 
vincia forma  un  distrito,  que  se  subdivide  en  seccio- 
nes. Hay,  pues,  seis  distritos  electorales  en  esta  Isla. 
Las  secciones  son  76.  Para  la  elección  de  Senadores 
se  tiene  también  en  cuenta  la  división  de  la  Isla  en 
seis  provincias. — En  su  lugar  respectivo  expondrémos 
detalladamente  la  división  electoral. 


LIBRO  PRIMERO. 


ORGANIZACION  ADMINISTRATIVA. 


TITTTIO  X. 

Administración  Central. 

CAPITULO  I. 

Del  Consejo  de  Ministros. 

66.  Conforme  al  R.  1).  de  25  de  Mayo  de  1863, 
expedido  á  consecuencia  de  la  creación  del  Ministerio 
de  Ultramar,  el  Consejo  de  Ministros  ejerce  determi- 
nadas facultades  en  los  negocios  de  Ultramar,  adop- 
tando, con  las  modificaciones  que  oportunamente  se 
manifestarán,  las  resoluciones  que  tengan  por  objeto: 

1°  Alterar  la  organización  ó  régimen  administrati- 
vo en  sus  bases  fundamentales. — Es  de  advertirse  que 
hoy  se  encuentra  autorizado  el  Gobierno  por  el  artí- 
culo 89  de  la  Constitución  de  1876  para  aplicar  á  las 
provincias  de  Ultramar,  con  las  modificaciones  que 
juzgue  convenientes  y  dando  cuenta  á  las  Cortes,  las 
leyes  promulgadas  ó  que  se  promulguen  en  la  Penín- 
sula.   De  esa  suerte  se  han  publicado  en  esta  Isla, 


con  las  variantes  que  en  su  lugar  indicaremos,  las  le- 
yes orgánicas  municipal  y  provincial,  con  el  carácter 
de  provisionales.  R.  D.  de  21  de  Junio  de  1878,  ex- 
pedido á  propuesta  del  Ministro  de  Ultramar  y  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros. 

Siempre  que  el  Gobierno  haga  uso  de  la  autoriza- 
ción que  el  precepto  constitucional  confiere,  ha  de  me- 
diar acuerdo  del  Consejo  de  Ministros.  La  palabra 
((Gobierno))  no  es  en  este  caso  sinónimo  de  ((Ministerio 
del  ramo;»  dice  relación  al  Gabinete,  á  todo  el  Minis- 
terio. El  Ministro  de  Ultramar  propone;  el  Consejo 
de  Ministros  acuerda. 

29  Fijar  ó  variar  el  presupuesto,  anual  de  ingresos 
y  gastos.-— Hoy  toca  á  las  Cortes  votar  los  presupues- 
tos de  gastos  é  ingresos  de  la  Isla.  El  Consejo  de 
Ministros  delibera  y  acuerda  respecto  del  proyecto 
que,  formulado  por  el  Ministro  de  Ultramar,  ha  de 
someterse  al  voto  del  Congreso  de  los  Diputados  y  del 
Senado. 

3?  Disponer  de  los  productos  sobrantes  de  Ultra- 
mar, lo  cual  deberá  verificarse  á  propuesta  del  Minis- 
terio de  Hacienda,  pero  comunicándose  las  libranzas 
por  el  del  ramo. — La  disposición  de  los  sobrantes  de 
Ultramar  es  punto  hoy  reservado  á  la  ley  de  presu- 
puestos. Lo  mismo  es  de  manifestarse  acerca  de  las 
disposiciones  sobre  el  establecimiento  ó  supresión  de 
impuestos,  que  eran  de  la  incumbencia  exclusiva  del 
Consejo  de  Ministros,  según  dicho  R.  D. 

49  Proponer  personas  para  el  desempeño  del  car- 
go de  Gobernador  General  y  de  otros  altos  empleos. 

59  Conceder  Grandezas  de  España  ó  títulos  de 
Castilla  á  empleados  ó  personas  residentes  en  esta 
Isla. 

69  Adoptar  cualquier  disposición  que  afecte  al  ré- 
gimen exterior  de  la  Iglesia  ó  al  Real  Patronato. 


7o  Decidir  sobre  cualquier  asunto  que  juzgue  de 
gravedad  el  Ministro  del  ramo. 

La  fijación  en  cada  año  del  número  de  las  fuerzas 
de  mar  y  tierra  no  es  ya  atribución  del  Consejo  de 
Ministros  sino  de  las  Córtes.  Es  punto  íntimamente 
relacionado  con  el  voto  del  presupuesto. 


s 


CAPITULO  II. 


Del  Ministerio  de  Ultramar. 

67.  Reseña  histórica. — En  la  Constitución  de 
1812  (art.  222)  se  estableció  una  ((Secretaría  del  des- 
pacho de  la  Gobernación  del  Reino  para  Ultramar))  ó 
sea  un  Ministerio  especial  para  las  Colonias.  (1)  Pu- 
blicada por  tercera  vez  en  1836  no  fué,  sin  embargo, 
restablecida  dicha  Secretaría  del  despacho.  Fueron 
entónces  encomendados  los  asuntos  de  Ultramar  al 
Secretario  del  despacho  de  Marina,  por  la  estrecha 
analogía  que  todos  ellos  guardaban  con  la  navegación 
mercante  y  la  de  guerra.  (2)  Después  -conocieron 
sucesivamente  de  ellos  los  Ministerios  de  la  Goberna- 
ción, de  Estado  y  de  Fomento.  Por  R  D.  de  17  de 
Mayo  de  1854,  pusiéronse  á  cargo  de  la  Presidencia 
del  Consejo  de  Ministros,  escepto  los  correspondientes 
á  Estado,  Guerra  y  Marina.  Ya  por  R.  D.  de  30  de 
Setiembre  de  1851,  se  tíabía  creado  la  «Dirección  ge- 
neral de  Ultramar,))  dividida  en  seis  secciones.  A  ella 

(1)  En  el  reinado  de  Carlos  III  se  creó  el  Ministro  Universal  de  Indias. 
Estuvo  á  cargo  del  celebre  marqués  de  la  Sonora  (D.  José  de  G-alvez). 

(2)  Así  se  espresó  la  Eeina  Gobernadora  en  el  discurso  que  leyó  en  la 
apertura  de  las  Cortes  Constituyentes  de  1836. 
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correspondía  el  inmediato  conocimiento  y  despacho  de 
los  asuntoc-  de  Ultramar,  bajo  la  dependencia,  pri- 
mero, de  los  Ministerios  indicados  y  luego  de  la  Pre- 
sidencia del  Consejo. — Por  último,"  á  virtud  de  R.  D. 
de  20  de  Mayo  de  1863,  se  fundó  el  actual  Ministerio 
de  Ultramar,  suprimiéndose  la  Dirección  del  propio 
nombre.  En  el  preámbulo  del  R.  D.  mencionado  se 
encuentran  estas  palabras  relativas  á  las  razones  que 
motivaron  la  creación  del  nuevo  Ministerio:  «A  la  alta 
penetración  de  V.  M.  no  se  oculta  que  el  cuidado  de 
atender  á  las  especialísimas  necesidades  de  las  apar- 
tadas regiones,  que,  en  diversas  partes  del  mundo,  tie- 
nen la  dicha  de  aclamarla  por  su  Soberana,  sólo  debe 
confiarse  á  uno  de  vuestros  Consejeros  responsables 
y  la  misma  circunstancia  de  su  situación  allende  los 
mares  y  de  los  conflictos  de  razas,  instituciones  é  in- 
tereses que  le  son  propios,  dán  al  Gobierno  de  dichas 
provincias  cierto  carácter  qne  reclama  grande  unidad 
de  pensamiento  y  de  sistema.» 

68.  Atribuciones  y  organización. — Correspon- 
de á  este  Ministerio  el  despacho  de  todos  los  asuntos 
de  las  provincias  Se  Ultramar,  á  excepción  de  los  de 
Estado,  Guerra  y  Marina,  (art.  2  del  R.  D.  citado.) — 
Conforme  al  Reglamento  aprobado  por  R.  O.  de  l9  de 
Marzo  de  1875,  se  compone  el  Ministerio  de  Ultramar: 
l9  de  la  Subsecretaría; — 29  de  tres  Direcciones  genera- 
les, á  saber:  Gracia  y  Justicia;  Hacienda  y  Administra- 
ción y  Fomento, — y  39  del  Consejo  de  Filipinas.  Si 
bien  por  R.  ü.  de  28  de  Febrero  de  1879  se  redujo  á 
dos  el  número  de  Direcciones  generales,  por  el  de  12 
de  Setiembre  del  mismo  año  se  restableció  |la  cifra 
primitiva,  debiendo  el  Subsecretario  despachar  una 
de  ellas,  á  elección  del  Ministro.  Por  R.  D.  de  22  de 
Abril  de  este  año  (1882)  se  ha  creado  en  la  Subsecre- 
taría una  sección  denominada  de  ((Política,»  compues- 
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ta  de  dos  negociados  y  á  cargo  de  un  Jefe  de  •  Admi- 
nistración de  1*  clase,  el-  cual  bajo  las  órdenes  del 
Subsecretario  prepara  el  despacho  de  los  asuntos  que 
á  la  misma  corresponden.  Conforme  á  la  R  O.  expe- 
dida el  mismo  dia,  corresponde  á  la  nueva  sección  Jos 
negocios  políticos  é  internacionales  relativos  á  las  pro- 
vincias de  Ultramar  y  los  referentes  á  Patronato  de 
los  antiguos  esclavos  y  sus  incidencias. — Organización 
y  atribuciones  de  los  Gobiernos  generales  de  Ultra- 
mar y  los  de  provincia. — Organización  y  atribuciones 
de  las  Diputaciones  provinciales,  de  los  Ayuntamien- 
tos y  de  los  Consejos  de  Administración. — División  te- 
rritorial;— Estadística;— Censo  de  poblacion;: — Elec- 
ciones de  Senadores  y  Diputados  á  Cortes  y  de  Dipu- 
taciones provinciales  y  de  Ayuntamientos; — Imprenta; 
— Ejercicio  de  los  derechos  de  reunión  y  asociación, — 
Orden  público; — Guardia  civil; — Cuerpo  de  Volunta- 
rios;— Organización  de  los  servicios  de  correos  marí- 
timos y  terrestres; — Exámen  de  la  prensa  periódica 
en  lo  referente  á  los  asuntos  ultramarinos; — Concesión 
de  condecoraciones  del  Estado  á  personas  residentes 
en  las  provincias  de  Ultramar;  y  correspondencia  po- 
lítica y  comunicación  telegráfica  reservada  con  las 
Autoridades  de  dichas  provincias. 

69.  Subsecretario  de  Ultramar  y  Directores 
generales. — Atribuciones. — El  Subsecretario  es,  ba- 
jo las  órdenes  y  con  las  instrucciones  del  Ministro,  el 
Jefe  Superior  inmediato  del  Ministerio.  Abre  la  co- 
rrespondencia oficial;  da  cuenta  al  Ministro;  distribuye 
el  personal  de  la  Subsecretaría;  inspecciona  y  vigila  el 
orden  de  los  trabajos  del  Ministerio;  prepara  el  des- 
pacho de  S.  M.;  acuerda  en  definitiva  con  el  Ministro 
la  resolución  de  los  asuntos  que  proceden  de  los  Ne- 
gociados que  están  á  cargo  de  la  Subsecretaría;  pre- 
side remates  y  subastas;  nombra  los  empleados  del 
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Ministerio,  cuyo  sueldo  no  llegue  á  1.500  pesetas;  dá 
posesión  de  sus  destinos  á  los  empleados  del  Ministe- 
rio; les  concede  liceilcia  por  15  dias;  vigila  su  conduc- 
ta; fija  las  horas  de  oficina.  Dependen  inmediatamen- 
te de  la  Subsecretaría:  l9,  el  Negociado  del  personal; 
2?,  el  de  política,  gobierno  y  asuntos  reservados; 
39  los  de  prensa  y  Boletín  Oficial-,  49,  el  Registro  ge- 
neral; 5?,  el  Archivo  y  Biblioteca  del  Ministerio;  69  el 
Archivo  de  Indias;  79,  la  habilitación  del  Ministerio, 
[art.  29  del  Reglamento  citado.] — A  los  Directores  ge- 
nerales corresponde,  según  el  art.  59  del  mismo,  la  di- 
rección, inspección  y  régimen  en  los  despachos  de  los 
asuntos  de  su  competencia.  (1) 


(1)  Por  E.  I),  de  22  de  Abril,  ya  citado,  se  ha  suprimido  la  plaza  de 
Oficial  Mayor." 


CAPITULO  III. 


Del  Conseio  de  Estado. 


70.    Reseña  histórica. — En  1511,  D.  Fernando 

el  Católico  creó  el  Consejo  Supremo  de  Indias.  Era 
un  cuerpo  gubernativo,  judicial  y  legislativo,  llamado 
á  ejercer  respecto  á  los  dominios  de  Ultramar  las  fun- 
ciones que  desempeñaban  con  respecto  á  la  Penínsu- 
la los  demás  Consejos  Supremos  y  especialmente  el  de 
Castilla.  La  ley  2,  tít.  2?,  libro  ILde  la  Recopilación 
de  Indias,  que  hace  relación  á  dicho  alto  cuerpo,  es 
como  sigue:  «Es  nuestra  merced  y  voluntad  que  el 
dicho  Consejo  tenga  la  jurisdicción  suprema  en  todas 
nuestras  Indias  Occidentales,  descubiertas  y  que  se 
descubrieren  y  los  negocios  que  de  ellas  resultaren  y 
dependieren  y  para  la  buena  gobernación  y  adminis- 
tración de  justicia,  pueda  ordenar  y  hacer  con  nuestra 
consulta  las  leyes,  pragmáticas,  ordenanzas  y  provisio- 
nes generales  y  particulares  que  por  tiempo  para  el 
bien  de  aquellas  provincias  convinieren  y  en  todos  los 
demás  reinos  y  señoríos,  en  las  cosas  y  negocios  de 
Indias,  el  dicho  nuestro  Consejo  sea  obedecido  y  aca- 
tado y  que  sus  provisiones  sean  en  todo  y  por  todo 
cumplidas  y  obedecidas  en  todas  partes.» — La  Cons 
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titucion  de  1812  (art.  231)  estableció  un  Consejo  de 
Estado,  Cuerpo  supremo  consultivo,  común  á  la  Me- 
trópoli y  á  las  Colonias.  De  los  cuarenta  individuos 
que  lo  formaban,  doce  á  lo  mé*nos  habían  de  ser  naci- 
dos en  las  provincias  de  Ultramar.— En  1834  se  creó 
el  Consejo  Real  de  España  é  Indias;  y  si  bien  en  30 
de  Setiembre  de  1851  se  estableció  un  Consejo  de  Ul- 
tramar, fué  suprimido  en  21  de  Setiembre  de  1853, 
encomendándose  sus  atribuciones  al  Consejo  Real.— 
Por  la  ley  de  17  de  Agosto  de  1860  se  fundó  y  orga- 
nizó el  Consejo  de  Estado  que  hoy  existe. 

71.  Carácter  y  organización. — El  Consejo  de 
Estado  es  el  Cuerpo  supremo  considtivo  del  Gobierno 
en  los  asuntos  de  Gobernación  y  Administración  y  en 
los  contencioso-administrativos  de  la  Península  y  Ul- 
tramar. Precede  á  todos  los  cuerpos  del  Estado  des- 
pués del  Consejo  de  Ministros  y  es  impersonal  en  tra- 
tamiento. (Art.  1.°)  Se  compone  de  los  Ministros 
de  la  Corona,  de  un  Presidente  y  de  32  consejeros. 
(Art.  2?  de  dicha  ley  y  l9  del  decreto  del  Ministerio. 
— Regencia  de  24  de  Enero  de  1875.)  (1)  Todos  los 
Consejeros  tienen  el  tratamiento  de  Excelencia.  Pa- 
ra ser  nombrado  Consejero  se  requiere  ser  español  y 
haber  cumplido  la  edad  de  35  años.  Veinticuatro 
nombramientos  de  Consejeros  habrán  de  recaer  en 
personas  que  estén  ó  hayan  estado  comprendidas  en 
alguna  de  las  clases  siguientes:  Presidente  de  alguno 
de  los  Cuerpos  Colegisladores,  Ministro  de  la  Corona, 
Arzobispo  ú  Obispo,  Capitán  General  de  Ejército  ó 
Armada,  Vice-presidente  del  Consejo  Real,  Embaja- 
dor, Presidente  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  del 
de  Guerra  y  Marina  y  del  de  Cuentas.    También  po- 


(1)  El  Presidente  tiene  un  sueldo  de  120.000  rs.  anuales  y  de  50.000  los 
Consejeros. 
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(Irán  ser  nombrados  los  que  hayan  ejercido  durante 
dos  años  en  propiedad  algunos  de  los  empleos  ó  cargos 
siguientes:  Teniente  General,  Consejero  Real  ordi- 
nario ó  de  Estado,  Ministro  ó  Fiscal  de  alguno  de  los 
Tribunales  expresados,  Ministro  plenipotenciario,  Fis- 
cal del  Consejo  de  Estado  ó  del  antiguo  Real,  Audi- 
tor de  número  ó  Fiscal  del  Tribunal  de  la  Rota,  De- 
cano, Ministro  ó  Fiscal  del  Tribunal  de  las  órdenes 
militares,  Regente  (hoy  Presidente)  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,  Ministro  ó  Fiscal  del  Tribunal  Supre- 
mo contencioso-administrativo. — Cuatro  plazas  podrán 
proveerse  en  personas  que  aun  cuando  no  se  hallen 
comprendidas  en  las  clases  ó  empleos  enumerados,  se 
hayan  distinguido  notablemente  por  su  capacidad  y 
servicios.  (2)  Los  Consejeros  son  nombrados  y  se- 
parados por  el  Rey  á  propuesta  del  Consejo  de  Mi- 
nistros. 

El  Consejo  se  divide  en  siete  secciones:  1*  de  Es- 
tado y  Gracia  y  Justicia;  2*  de  Guerra  y  Marina; 
3^  de  Hacienda;  4^  de  Gobernación;  5^  de  Fomen- 
to; 6^  de  Ultramar  y  7*  de  lo  Contencioso.  (Art.  29 
del  R.  D.  de  24  de  Enero  de  1875.) — En  la  sección 
de  Ultramar,  habrá  siempre  dos  Consejeros  que  hayan 
servido  en  las  posesiones  españolas.  (Art.  15  de  la 
ley-  de  17  de  Agosto  de  1870.) 

72,  Atribuciones. — El  Consejo  de  Estado  será 
oido  necesariamente  y  en  pleno: 

l9  Sobre  los  reglamentos  é  instrucciones  genera- 
les para  la  aplicación  de  las  leyes  y  cualquiera  altera- 
ción que  en  ellos  haya  de  hacerse. 

29    Sobre  el  pase  y  retención  de  las  bulas,  breves 

(2)  Por  R.  D.  de  29  de  Diciembre  de  1875  se  modificó  el  art.  7?  de  la  ley- 
de  17  de  Agosto  de  1860,  reduciéndose  á  cuatro  el  número  de  Consejeros  que 
pueden  ser  nombrados  fuera  de  las  categorías  indicadas.  Dicho  artículo 
fijaba  el  de  ocho. 


y  rescriptos  pontificios  y  de  las  preces  para  obte- 
nerlos. 

3?  Sobre  todos  los  asuntos  concernientes  al  Real 
Patronato  de  España  é  Indias  y  sobre  los  recursos  de 
protección  y  fuerza,  salvo  los  expresados  en  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

49  Sobre  la  inteligencia  y  cumplimiento  de  los 
Concordatos. 

5?  Sobre  las  mercedes  de  grandezas  y  títulos,  á 
no  estar  acordadas  en  Consejo  de  Ministros. 

6o  Sobre  la  ratificación  de  los  tratados  de  comer- 
cio y  navegación. 

79    Sobre  los  indultos  generales. 

89    Sobre  la  validez  de  las  presas  marítimas. 

9?  Sobre  la  competencia  positiva  ó  negativa  de 
jurisdicción  y  atribuciones  entre  las  autoridades  ad- 
ministrativas y  judiciales  y  sobre  los  conflictos  que  se 
susciten  entre  los  Ministros,  autoridades  y  agentes  de 
la  administración. 

10.  Sobre  los  recursos  de  abuso  de  poder  ó  de  in- 
competencia que  eleven  al  Gobierno  las  autoridades 
del  órden  judicial  contra  las  resoluciones  administra- 
tivas1. 

11.  Sobre  la  autorización  que  con  arreglo  á  las  le- 
yes debe  el  Gobierno  conceder  para  encausar  á  las 
autoridades  y  funcionarios  superiores  administrativos 
por  abuso  cometido  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes. 

12.  Sobre  suplementos  de  crédito,  créditos  extra- 
ordinarios ó  transferencia  de  créditos  cuando  no  se 
hallen  reunidas  las  Córtes. 

13.  Sobre  cualquiera  innovación  en  las  leyes,  orde- 
nanzas y  reglamentos  generales  de  las  provincias  de  Ul- 
tramar. 

14.  Sobre  la  presentación  de  los  beneficios  ecle- 

9 
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siásticos  del  Patronato  real.— Art.  45  de  la  Ley  de 
17  de  Agosto  de  1860. 

El  Consejo  podrá  ser  oido  en  pleno  ó  en  secciones 
cuando  el  Gobierno  lo  estime  conveniente: 

l9  Sobre  los  proyectos  de  ley  que  hayan  de  pre- 
sentarse á  las  Córtes. 

29  Sobre  los  tratados  con  las  potencias  extran- 
jeras. 

(3°  Sobre  los  Concordatos  que  hayan  de  celebrarse 
con  la  Santa  Sede. 

4?  Sobre  cualquiera  punto  grave  que  ocurra  en  el 
gobierno  y  administración  del  Estado. — Art.  50. 

La.  sección  de  Ultramar  despachará  los  asuntos  re- 
lativos á  las  posesiones  españolas  (provincias)  y  á  su 
régimen  especial. 

Las  sesiones  del  Consejo  son  secretas,  y  sus  infor- 
mes no  pueden  publicarse  sin  autorización  del  Gobier- 
no, salvo  el  caso  en  que  las  leyes  determinen  lo  con- 
trario.— Arts.  52,  54  y  55. 

Extendernos  más  sería  salir  de  los  límites  y  objeto 
de  este  trabajo.  En  las  obras  sobre  el  Derecho  Ad- 
ministrativo vigente  en  la  Península,  especialmente  en 
la  del  Sr.  Colmeiro,  se  encontrará  un  estudio  amplio 
y  completo  sobre  el  Consejo  de  Estado.  Todas'  las 
disposiciones  relativas  al  mismo  están  reproducidas  en 
el  .Diccionario  de  la  Administración  española  del  Sr.  Al- 
cubilla. (Tomo  II.) 


TITULO  II. 


Administración  insular. 

CAPITULO  1. 

Del  Gobierno  General. 

73.  Reseña  histórica. — Muy  limitada  estuvo  en 
un  principio  y  durante  no  poco  tiempo  la  autoridad 
del  Gobernador  Capitán  General  de  Cuba,  como  ántes 
se  titulaba  el  alto  cargo  que  luego  se  denominó  Gober- 
nador Superior  Civil,  con  posterioridad,  Gobernador 
Superior  Político  y  hoy  se  llama  Gobernador  General. 
En  lo  militar  dependía  del  Vi-rey  de  Nueva  España  y 
en  Ib  civil  de  la  Audiencia  de  Santo  Domingo,  que 
podía  suspenderlo,  procesarlo  y  proveer  al  gobierno  de 
la  Isla  nombrando  al  efecto  persona  de  su  confianza  como 
sucedió  en  el  caso  del  Marqués  de  Casa-Torres.  Las 
atribuciones  del  Capitán  General  se  reducían  á  cuidar 
de  la  conservación  del  orden  público  y  de  la  defensa  de 
la  Isla.  En  los  ramos  de  la  Administración  activa  su 
autoridad  era  puramente  honorífica  y  á  las  veces  nin- 
guna tenía.  La  Hacienda  corría  á  cargo  de  un  Inten- 
dente, que  procedía  con  entera  independencia  del  Ca- 
pitán General. 

Creada  luego  la.  Superintendencia  delegada  de  Real 
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Hacienda,  no  fué  conferida  al  Capitán  General;  enco- 
mendóse su  desempeño  á  persona  distinta — La  céle- 
bre Junta  de  Fomento  conocía  por  autoridad  propia 
de  todo  lo  relativo  á  la  agricultura,  á  la  industria,  al 
comercio  y  á  obras  públicas.  Creada  como  parte  del 
Consulado  de  la  Habana  por  Real  Cédula  de  4  de 
Abril  de  1792,  fué  luego  una  Corporación  indepen- 
diente, á  consecuencia  de  haberse  establecido  en  1832 
el  Tribunal  de  Comercio,  separándose  así  lo  judicial 
de  lo  administrativo.  Por  el  art.  31  de  dicha  Real 
Cédula  se  asignaron  á  la  Junta  recursos  propios,  con- 
cediéndole el  derecho  llamado  de  avería  y  el  producto 
dé  todas  las  multas  y  penas  pecuniarias  que  impusiera 
el  Consulado.  «Estará  siempre  el  Consulado,  dice  el 
art.  54  de  la  Real  Cédula,  inmediatamente  sujeto  á  mi 
Real  autoridad  y  bajo  mi  soberana  protección  que  le 
dispenso  con  la  jurisdicción  y  facultad  competentes 
para  cuanto  corresponde  á  su  instituto,  de  que  inhibo 
á  todos  los  tribunales,  jueces,  magistrados  y  jefes  po- 
líticos y  militares,  entendiéndose  para  su  gobierno  y 
dirección  con  mi  Secretario  de  Estado  y  del  despacho 
universal  de  Hacienda  por  el  departamento  de  Indias.» 
— Los  hacendados  y  comerciantes  formaban  el  Cuerpo 
electoral.  El  Capitán  General  era  presidente  ñato 
del  Consulado,  (luego  de  la  Junta  de  Fomento)  sin  que 
le  correspondiera  más  atribución  que  la  de  ((exponer 
breve  y  sencillamente  los  asuntos  que  habían  de  tra- 
tarse y  hacer  proceder  á  la  votación,  prévia  conferen- 
cia sobre  ellos,  quedando  resuelto  lo  que  acordara  la 
mayoría»  (art.  25.)  No  tenía  más  que  un  voto  como 
cualquier  otro  miembro  de  la  Junta.  La  Administra- 
ción municipal  estuvo  primero  á  cargo  de  la  Intenden- 
cia, bajo  la  inmediata  autoridad  de  la  Audiencia,  pa- 
sando luego  á  la  Superintendencia  y  á  la  J unta  Supe- 
rior de  Real^Hacienda. 
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Los  Reales  Decretos  de  16  y  17  de  Agosto  centra- 
lizaron en  el  Gobernador  Capitán  General  todas  las 
funciones  de  la  administración  activa.  Se  le  atribuyó 
el  carácter  de  Superintendente,  con  lo  que  t.ivo  la  au- 
toridad superior  en  la  Hacienda  y  en  la  Administra- 
ción municipal.  El  art.  1?  del  Real  Decreto  de  17  de 
Agosto  dice:  «Las  Juntas  y  demás  Corporaciones  es- 
peciales que  forman  parte  en  la  Administración  de  la 
Isla  de  Cuba,  serán  en  adelante  Cuerpos  consultivos 
del  Gobernador  Capitán  General  en  los  asuntos  de  su 
respectivo  instituto  y  competencia.»  El  2?  está  con- 
cebido en  estos  términos:  «El  Gobernador  Capitán 
General  reasumirá  las  atribuciones  de  Administración 
activa  que  corresponden  hoy  á  la  Junta  de  Fomento, 
la  de  Sanidad,  la  de  Beneficencia  y  la  de  Inspección  de 
Estudiosa 

En  el  R.  D.  de  9  de  Junio  de  1878,  dictado  con  el 
carácter  de  provisional,  se  enumeran  las  atribuciones 
que  hoy  competen  al  Gobernador  General.  (1)  Para 
su  cabal  inteligencia  parécenos  conveniente  transcri- 
bir las  palabras  que  en  el  preámbulo  del  R.  D.  de  7 
del  mismo  mes  se  leen  acerca  del  punti»  que  nos  ocu- 
pa: «Complemento  y  legítima  consecuencia  de  la  ra- 
dical reforma  que  en  el  régimen  político  introducen 
las  disposiciones  indicadas  (las  leyes  municipal  y  pro- 
vincial y  la  representación  en  Córtes)  ha  de  ser  la  re- 
organización del  Gobierno  General  de  la  Isla.  Armo- 
nizar de  un  modo  conveniente  el  prestigio  y  la  fuerza 
del  representante  del  Poder  Supremo  de  la  Nación 
con  los  nuevos  intereses  que  van  á  crearse,  es  la  idea 
que  preside  al  proyecto  y  ordenación  de  tan  impor- 


(1)  Por  D.  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  10  de 
Marzo  de  1874,  se  dispuso  (art.  1?)  que  la  Autoridad  Superior  de  la  Isla  se 
denominara  Gobernador  General. 
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tante  mejora.  A  este  fin  se  han  compilado  en  un  corto 
número  de  artículos  aquellas  de  las  facultades  que, 
atribuidas  por  las  Leyes  de  Indias  á  los  Vi-reyes  y 
por  las  modernas  disposiciones  á  los  Gobernadores 
Superiores,  no  pugnan  con  el  orden  político  que  se 
trata  de  establecer  y  que  atienden  sólo  á  afirmar  la 
autoridad  del  Gobierno  responsable  allí,  donde  á  cau- 
sa de  la  distancia  no  es  posible  que  ejerza  la  eficaz  in- 
fluencia que  en  cumplimiento  de  sus  deberes  hace 
sentir  en  las  provincias  peninsulares.  Por  los  moti- 
vos expuestos  se  han  consignado  al  lado  de  los  pre- 
ceptos que  determinan  este  carácter  especial  de  la  Au- 
toridad Superior  de  la  Isla,  las  facultades  y  obligacio- 
nes que  son  consecuencias  de  las  nuevas  leyes.» 

74.  Carácter  del  Gobernador  General  y  ex- 
tensión de  su  autoridad. — El  Gobernador  General 
es  la  Autoridad  Superior,  representante  del  Gobierno 
de  la  Nación  en  la  Isla  de  Cuba  y  delegado  en  ella  de 
los  Ministerios  de  Ultramar,  de  Estado,  de  la  Guerra  y 
de  Marina. — Ejerce  además,  como  Vice-Real  Patro- 
no, las  facultades  inherentes  al  Patronato  de  Indias, 
conforme  á  las  Bulas  pontificias  y  leyes  del  Reino. — 
Su  autoridad  se  extiende  á  todo  cuanto  conduce  á  la 
conservación  del  orden  público,  al  mantenimiento  de 
la  integridad  del  territorio,  á  la  observancia  y  ejecu- 
ción de  las  leyes  y  á  la  protección  de  las  personas  y 
de  las  propiedades.  Tiene  el  mando  superior  del 
Ejército  y  de  la  Armada  de  la  Isla  y  dispone  de  la  fuer- 
za de  mar  y  tierra  con  sujeción  respectivamente  á  las 
ordenanzas  generales  de  la  Armada  y  á  las  prescripcio- 
nes que  rigen  el  ramo  de  guerra.  Todas  las  demás 
Autoridades  de  la  Isla  le  están  subordinadas. — Art.  I9 
del  R.  D.  de  9  de  Junio  de  1878. 

75.  Atribuciones. — 1?  En  su  carácter  de  dele- 
gado de  ¡a  Nación,  le  corresponde: 
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l9  Publicar,  circular,  ejecutar  y  hacer  que  se  eje- 
cuten en  las  provincias  de  su  mando  ias  leyes  y  decre- 
tos, órdenes  y  disposiciones  de  carácter  general  dicta- 
dos por  los  Ministerios  de  que  es  delegado  superior, 
así  como  los  tratados  y  convenios  internacionales,  y 
corresponderse  con  los  cónsules  de  S.  M,  y  agentes  di- 
plomáticos en  América,  sobre  negocios  de  política  ex- 
terior. 

2?  Vigilar  é  inspeccionar  todos  los  ramos  del  ser- 
vicio público  del  Estado  en  la  Isla  y  dar  cuenta  de  lo 
que  advierta  en  los  asuntos  de  su  respectiva  compe- 
tencia. 

89  Ejercer  la  prerogativa  de  indulto  en  todos  aque- 
llos casos  en  que  la  urgencia  y  gravedad  de  las  cir- 
cunstancias y  la  incomunicación  con  la  Península  no 
le  permitan  consultar  por  escrito  ó  telegráficamente 
sobre  la  necesidad  y  conveniencia  de  la  concesión  del 
indulto  en  la  forma  que  establecen  las  Reales  Ordenes 
de  29  de  Mayo  de  1855  y  posteriores. — Según  la  Real 
Orden  citada,  queda  limitada  la  facultad  de  indultar 
que  concedió  la  ley  27,  título  3o,  libro  III  de  la  Re- 
copilación de  Indias  (1)  á  los  casos  que  siguen:  l.9  El 
de  imposición  de  pena  capital.  29  Los  extraordina- 
rios en  que  la  tranquilidad  publica  exija  que  se  haga 
uso  desde  luego  de  dicha  prerogativa.  o9  Los  de  in- 
comunicación con  la  Península.  En  toda  concesión 
de  indulto  ha  de  oirse  previamente  el  informe  del  Juez 

(1)  Dice  así  la  ley  citada:  "Concedemos  facultad  á  los  Vi-reyes  del  Pe- 
ni y  Nueva-España  para  que  puedan  perdonar  cualesquier  delitos  y  excesos 
cometidos  en  las  provincias  de  su  gobierno,  que  Nos,  conforme  á  derecho  y 
leyes  de  estos  Reinos  podríamos  perdonar,  y  dar,  y  librar  los  despachos  ne- 
cesarios para  que  las  justicias  de  todos  nuestros  reinos  y  señoríos  no  proce- 
dan contra  los  culpados  á  la  averiguación  y  castigo  así  de  oficio  como  á  pe- 
dimento de  parte,  en  cuanto  á  lo  criminal,  reservando  su  derecho  en  lo  ci- 
vil, daños  ó  intereses  de  las  partes  para  que  lo  pidan  y  sigan  como  les  con- 
venga."— Dada  por  Felipe  III,  en  19  Julio  1614. 


ó  Tribunal  que  haya  dictado  la  sentencia  y  el  voto 
consultivo  del  Consejo  de  Administración  (antes  del 
Real  acuerdo)  dando  cuenta  documentada  al  Gobier- 
no. En  los  casos  no  expresados,  la  facultad  del  Go- 
bernador General  queda  reducida  á  suspender  la  eje- 
cución de  la  sentencia,  después  de  oir  al  Consejo  de 
Administración  y  recomendar  el  indulto  al  Gobierno 
en  exposición  motivada  y  documentada.  La  concesión 
de  indulto  y  la  propuesta  de  él  al  Gobierno  no  puede 
nunca  tener  lugar  sino  prévia  sentencia  ejecutoria,  es- 
cepto  en  la  segunda  clase  de  los  casos  citados.  Cuan- 
do por  la  gravedad  y  circunstancias  de  esos  mismos 
casos  considere  el  Gobernador  General  que  es  conve- 
niente ejercer  la  prerogativa  de  indulto  sin  someterse 
á  las  prescripciones  que  quedan  consignadas,  lo  verifi- 
cará haciendo  uso  de  la  facultad  que  concede  la  Real 
Cédula  de  28  de  Mayo  de  1825  (1)  sin  quedar  sujeto 


(1)  A  continuación  reproducimos  el  texto  de  la  R.  O.  que  se  menciona 
con  el  nombre  de  Real  Cédula:  '-'Bien  persuadido  S.  M.  de  que  en  ningún 
tiempo  ni  por  ninguna  circunstancia  se  debilitarán  los  principios  de  rectitud 
y  de  amor  á  su  real  persona,  que  caracterizan  á  Y.  E.  (el  general  D.  Dioni- 
sio Yives)  y  queriendo  al  mismo  tiempo  S.  M.  precaver  los  inconvenientes 
que  pudieran  resultar  en  casos  extraordinarios  de  la  división  en  el  mando  y 
de  la  complicación  de  facultades  y  atribuciones  en  los  respectivos  empleos, 
para  el  importante  fin  de  conservar  en  esa  preciosa  isla  su  legítima  autoridad 
soberana  y  la  tranquilidad  pública,  ha  tenido  á  bien,  conformándose  con  el 
dictámen  de  su  Consejo  de  ministros,  autorizar  á  Y.  E.  plenamente,  confi- 
riéndole todo  el  lleno  de  las  facultades  que  por  las  reales  ordenanzas  se  con- 
ceden.á  los  gobernadores  de  plazas  sitiadas.  En  consecuencia  dá  S.  M.  á 
Y.  E.  amplia  é  ilimitada  autorización  no  tan  solo  de  separar  de  esa  isla  y 
enviar  á  esta  Península  á  las  personas  empleadas,  cualquiera  que  sea  su  des- 
tino, rango,  clase  ó  condición,  euya  permanencia  en  ella  sea  perjudicial  ó 
que  le  infunda  recelos  su  conducta  pública  ó  privada,  reemplazándolas  inte- 
rinamente con  servidores  fieles  á  S.  M.  y  que  merezcan  á  Y.  E.  toda  su  con- 
fianza, sinó  también  para  suspender  la  ejecución  de  cualesquiera  órdenes  ó 
providencias  generales,  expedidas  sobre  todos  los  ramos  de  la  Administra- 
ción en  aquella  parte  en  que  Y.  E.  la  considere  conveniente  al  real  servicio, 
debiendo  ser  en  todo  caso  provisionales  estas  medidas  y  dar  Y.  E.  cuenta  á 
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á  otra  responsabilidad  que  la  que  el  Gobierno  puede 
exigirle  para  asegurar  el  bueno  y  leal  desempeño  de 
su  elevado  cargo.  No  puede  el  Gobernador  General 
rebajar  á  los  que  sufren  pena  menor  que  la  de  presi- 
dio la  tercera  parte  de  las  condenas.  Tampoco  puede 
hacer  uso  de  la  facultad  que  concede  la  Real  Cédula 
de  27  de  Octubre  de  1798,  confirmada  por  la  Circular 
del  Ministerio  de  la  Guerra  de  16  de  Junio  de  1830 
(rebajar  la  tercera  parte  de  las  condenas  á  los  cabos 
y  sobrestantes,)  sin  consultar  primero  con  S.  M.  y  ob- 
tener la  Real  aprobación,  oyendo  antes  al  Consejo  de 
Administración. — Por  R.  O.  de  3  de  Noviembre  de 
1856,  se  hizo  extensiva  á  esta  Isla  la  de  l9  de  Agosto 
de  1855  por  la  que  se  declara  no  ser  reiterable  la  gra- 
cia de  indulto  á  favor  de  un  mismo  reo.  En  R.  O.  de 
27  de  Julio  de  1864  se  dispuso  que  en  lo  sucesivo  no 
se  omitiera  oir  el  dictámen  del  Consejo  de  Administra- 
ción en  los  expedientes  de  indulto  de  la  pena  capital. 

49  Aplicar,  oyendo  á  la  Junta  de  Autoridades,  (1) 
en  las  circunstancias  extraordinarias,  motivadas  por 
sucesos  interiores  ó  exteriores  que  puedan  comprome- 
ter ó  perjudicarla  seguridad  y  defensa  del  territorio  y 


S.  M.  para  su  soberana  aprobación.  S.  M.  al  dispensar  á  Y.  E.  esta  señala- 
da prueba  de  su  real  aprecio  y  de  la  alta  confianza  que  deposita  en  su  acre- 
ditada lealtad,  espera,  que  correspondiendo  dignamente  á  ella,  empleará  la 
mayor  prudencia  y  circunspección  al  propio  tiempo  que  una  infatigable  acti- 
vidad y  confía  en  que  constituido  Y.  E.  por  esta  misma  dignación  de  su  real 
bondad  en  una  mas  estrecha  responsabilidad,  rodoblará  su  vigilancia  para 
cuidar  se  observen  las  leyes,  se  administre  justicia,  se  proteja  y  premie  á  los 
fieles  vasallos  de  S.  M.  y  se  castiguen  sin  contemplación  ni  disimulo  los 
extravíos  de  los  que  olvidados  de  su  obligación  y  de  lo  que  deben  al  mejor  y 
mas  benéfico  de  los  soberanos,  las  contravengan,  dando  rienda  suelta  á 
siniestras  maquinaciones  con  infracción  de  las  mismas  leyes  y  de  las  provi- 
dencias gubernativas  emanadas  de  ellas." 

Esta  R.  Orden  se  reprodujo  en  las  de  21  de  Marzo  y  26  de  Mayo  de  1834. 

(1)    Yéase  el  capítulo  siguiente. 

10 


en  las  cuales  fuese  dilatoria  la  consulta  al  Gobierno 
Supremo,  la  ley  de  17  de  Abril  de  1821  ó  la  de  orden 
público,  sin  perjuicio  de  los  efectos  que  deba  producir 
en  su  caso  la  primera  de  ellas.  (1) 

59  Suspender,  prévia  audiencia  de  la  Junta  de 
Autoridades  y  dando  cuenta  razonada  al  Gobierno  por 
el  conducto  y  en  el  plazo  más  breve  y  espedito,  las 
resoluciones  emanadas  de  aquel  cuando  puedan  oca- 
sionar perturbación  en  el  órden,  moral  ó  materialmen- 
te ó  comprometer  de  una  manera  grave  los  intereses 
públicos  por  las  circunstancias  que  ocurriesen  al  ser 
conocidas  en  la  Isla  ó  por  consideraciones  qué  el  mis- 
mo Gobierno  no  pudiera  tener  presentes  al  dictarlas. 

6?  Suspender  por  iguales  causas  la  ejecución  de 
los  acuerdos  dictados  por  las  autoridades  subordinadas, 
aunque  fuesen  de  la  competencia  de  ellas  y  debieran 
producir  todos  sus  efectos  en  circunstancias  ordinarias, 
exponiendo  inmediatamente  los  motivos  á  los  Minis- 
terios respectivos  para  la  resolución  que  sea  debida. — 
Art.2. 

2 9  En  su  carácter  de  Jefe  Superior  de  todos  los  ra- 
mos civiles  de  la  Administración  pública,  le  corres- 
ponde: 

1?    Mantener  la  integridad  de  la  jurisdicción  admi- 
nistrativa, con  arreglo  á  las  disposiciones  que  rigen  en 
materia  de  competencia  de  jurisdicción  y  atribucio 
nes.  (2) 

2?    Publicar  bandos  y  dictar  disposiciones  genera- , 
les  necesarias  para  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  re- 
glamentos y  para  el  Gobierno  y  Administración  de  la 
Isla,  dando  de  ellos  cuenta  al  Ministerio  de  Ultramar. 

39    Proponer  al  Gobierno  cuanto  concierne  al  fo- 


(1)  En  su  lugar  respectivo  se  indican  las  disposiciones  de  ámbas  leyes. 

(2)  En  su  lugar  correspondiente  se  expresan. 
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mentó  de  los  intereses  morales  y  materiales  y  no  sea 
de  la  competencia  de  las  autoridades  y  corporaciones 
provinciales  ó  municipales. 

49  Señalar  los  establecimientos  penales  en  que  de- 
ban cumplirse  las  condenas  y  disponer  el  ingreso  en 
ellos  de  los  penados;  y  designar  también  el  punto  de 
confinamiento,  cuando  los  tribunales  impongan  esta 
pena.  (1) 

5?  Suspender  las  asociaciones  y  corporaciones  que 
delincan. 

6?  Ordenar  á  los  Gobernadores  de  las  provincias 
la  imposición  de  multas  á  los  funcionarios  y  á  las  Cor- 
poraciones. 

79  Suspender,  por  causa  justificada  en  expediente, 
á  los  funcionarios  de  la  Administración,  cuyo  nombra- 


(1)  En  17  de  Febrero  de  1879  se  dictó  por  el  Gobierno  General  un  decre- 
to en  uso  de  la  facultad  que  en  este  inciso  se  concede.  En  su  artículo  1? 
se  pseceptúa  que  los  jueces  de  1?  instancia  remitan  los  testimonios  de  las 
sentencias  al  Gobernador  de  la  provincia  á  que  correspondan.  En  el  2?  que 
el  Gobernador  disponga  el  ingreso  ó  continuación  de  los  sentenciados  en  la 
Cárcel  ó  Presidio  de  la  Provincia  ó  de  la  Municipalidad  en  que  el  Juzgado 
se  halle  enclavado,  remitiendo  al  Jefe  ó  Alcaide  uno  de  los  testimonios  de 
condena,  cuando  esta  sea  de  talleres,  prisión  ó  menor  de  seis  años  de  presi- 
dio. Cuando  la  pena  exceda  de  seis  años  de  presidio  se  remitirá  el  penado 
con  su  testimonio  de  condena  al  Presidio  de  la  Habana. — En  el  3?,  que  el 
otro  testimonio  de  condena,  del  cual  ha  de  quedar  copia  en  la  Secretaría  del 
Gobierno,  se  eleve  al  Gobierno  General,  manifestándose  cual  sea  el  estable- 
cimiento penal  en  que  haya  ingresado  el  penado  ó  si  se  remite  al  Presidio 
de  la  Habana,  á  fin  de  que  se  le  señale  el  establecimiento  en  que  deba  cum- 
plir su  condena.  En  el  4?  que  señalado  este,  se  participe  al  Gobernador 
para  que  lo  comunique  al  Juez  de  1?  instancia,  á  quien,  al  acusar  recibo  de 
los  testimonios,  en  el  dia  en  que  se  remitan,  dará  aviso  del  establecimiento 
á  que,  á  reserva  de  la  aprobación  superior,  lo  hubiese  destinado.  En  el  5? 
que  los  Gobernadores  dén  cuenta  cada  10  dias  al  Gobierno  General  de  los 
presos  que  se  pongan  en  libertad  por  extinción  de  condena;  y  en  el  6(.J  que 
no  haya  el  menor  retraso  en  el  despacho  de  estos  asuntos,  bajo  la  res- 
ponsabilidad de  los  Gobernadores.  Gaceta  de  la  Badana  de  22  de  Febre- 
ro 1879. 


—  76  — 


miento  corresponda  al  Gobierno,  dando  á  este  cuenta 
inmediata,  y  proveer  interinamente  las  vacantes,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  que  rijan  ó  que  se  dicten  en 
lo  sucesivo. 

8.°  Conceder  y  negar  la  autorización  para  proce- 
sar á  los  funcionarios  del  órden  administrativo  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  materia.  Regirán  en  la 
materia  el  R  D.  de  12  de  Setiembre  de  1868  y  el  Re- 
glamento aprobado  en  la  misma  fecha.  Por  R.  O.  de 
6  de  Mayo  del  corriente  año  de  1881,  (1)  dada  con 
consulta  de  la  Sección  de  Ultramar  del  Consejo  de 
Estado,  se  declara  que  es  innecesaria  la  previa  autori- 
zación para  procesar  á  los  funcionarios  públicos  mien- 
tras nó  se  publique  la  ley  especial  que  indica  el  art.  77 
de  la  Constitución. 

3.°  En  órdén  á  la  administración  provincial,  in- 
cumbe al  Gobernador  General:  1.  Nombrar  el  Pre- 
sidente de  la  Diputación  provincial,  á  propuesta  en 
terna,  pudiendo  no  aceptar  á  ninguno  de  los  propues- 
tos y  designar,  en  consecuencia  á  cualquier  individuo 
de  la  Corporación. — 2.  Nombrar  diputados  provincia- 
les interinos,  en  caso  de  suspensión  de  los  titulares. — 

3.  Aprobar  el  Reglamento  interior  de  la  Diputación. — 

4.  Resolver  en  apelación  acerca  de  la  suspensión  de 
los  acuerdos  adoptados  por  la  Diputación. — 5.  Nom- 
brar los  vocales  de  la  Comisión  provincial  designando 
el  Vice-presidente  de  entre  los  individuos  de  la  Dipu- 
tación.—6.  Suspender  y  separar  por  causa  grave  á 
los  Secretarios,  Contadores  y  Depositarios  de  las  Di- 
putaciones.— 7.  Autorizar  á  las  Diputaciones  para 
girar  visitas  de  inspección  á  los  Ayuntamientos  por 
medio  de  comisionados. — 8.  Exigir  la  responsabilidad 
administrativa  en  que  incurran  las  Diputaciones  y  los 


(1)    Gaceta  de  la  Habana,  de  19  de  Junio  de  1881, 
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Diputados  provinciales,  pudiendo  destituir  á  éstos  gu- 
bernativamente y  suspender  las  primeras. — Arts.  25, 
30,  41,  48,  54,  70,  72,  77,  86,  90,  91  y  92  de  la 
ley  provincial. 

49  En  órden  á  la  administración  municipal,  corres- 
ponde al  Gobernador  General:  1.  Resolver  los  expe- 
dientes sobre  creación,  segregación  y  supresión  de 
municipios  y  términos,  siendo  ejecutoria  su  decisión 
si  fuere  conforme  con  el  dictámen  de  la  Diputación 
provincial. — 2.  Nombrar  y  separar  los  Alcaldes  mu- 
nicipales, sin  ulterior  recurso,  pudiendo  designar  á 
quien  no  pertenezca  al  municipio,  si  lo  cree  conve- 
niente á  los  intereses  de  la  localidad. — 3.  Nombrar  y 
remover  los  Tenientes  de  Alcalde. — 4.  Aprobar  en 
caso  de  discordia  entre  el  Gobernador  civil  y  la  Dipu- 
tación provincial,  las  ordenanzas  municipales,  previa 
consulta  del  Consejo  de  Administración. — 5.  Resolver 
acerca  de  la  creación  de  cualquiera  de  los  arbitrios  que 
la  ley  municipal  permite. — 6.  Resolver  también  los 
expedientes  sobre  repartimientos  municipales,  si  hu- 
biere disidencia  entre  el  Ayuntamiento  y  la  Diputa- 
ción provincial. — 7.  Decidir  acerca  del  impuesto  mu- 
nicipal de  consumos. — 8.  Aprobar  en  alzada  los  pre- 
supuestos municipales,  prévia  consulta  del  Consejo  de 
Administración. — 9.  Resolver  definitivamente  acerca 
de  la  suspensión  de  los  acuerdos  adoptados  por  los 
Ayuntamientos. — 10.  Decretar  la  destitución  guber- 
nativa de  los  Tenientes  de  Alcalde  y  Regidores,  los 
cuales  quedarán  inhabilitados  para  ejercer  de  nuevo  el 
cargo  durante  seis  años  al  menos. — Arts.  7,  49,  50, 
72,  134,  136,  139,  150,  173,  185,  188  y  191  déla 
ley  municipal. 

59  Otras  atribuciones. — El  Gobernador  Gene- 
ral ejercerá  todas  las  demás  atribuciones  de  Gobierno 
que  las  leyes  les  señalen  ó  le  delegue  el  Gobierno  Su- 


premo. — Art.  4?  del  Real  Decreto  de  9  de  Junio  de 
1878.  (1) 

76.  Correspondencia  oficial. — El  Gobernador 
General  se  entiende  y  comunica  directamente  con  los 
Ministerios  de  que  es  representante  y  delegado  en  la 
Isla  y  por  su  conducto  habrán  de  corresponderse  las 
autoridades  de  cada  ramo  con  los  respectivos  Ministe- 
rios, eu  los  casos  en  que  deban  hacerlo  con  sujeción 
á  las  disposiciones  vigentes. — Art.  5?  de  dicho  R.  D. 

77.  Resoluciones  del  Gobernador  General  y 
recursos  contra. las  mismas. — El  Gobernador  Ge- 
neral podrá  modificar  ó  revocar  sus  providencias  y  las 
de  sus  antecesores,  á  no  ser  que  hayan  sido  confirma- 
das por  el  Gobierno,  ó  sean  declaratorias  6  reconoce- 
doras de  derechos  ó  hayan  servido  de  base  á  alguna 
sentencia  judicial  ó  contencioso-administrativa.  No 
podrá  modificaré  revocar  por  sí  mismo  las  resolucio- 
nes que  adopte  acerca  de  su  competencia  y  concedien- 
do ó  negando  autorización  para  procesar. — Art.  6? 

Las  providencias  del  Gobernador  General  dictadas 
en  materia  de  Gobierno  ó  en  el  ejercicio  de  sus  facul- 
tades discrecionales  y  las  que  tengan  carácter  general 
ó  reglamentario  pueden  ser  revocadas  ó  reformadas 
por  el  Gobierno  Supremo  cuando  éste  las  juzgue  con- 
trarias á  las  leyes,  reglamentos  ó  disposiciones  de' ca- 
rácter general  ó  inconvenientes  para  el  gobierno  y 
buena  administración  de  la  Isla;  y  también  cuando 
contra  ellas  se  eleven  reclamaciones  de  un  particular 
que  considere  lastimados  sus  derechos,  siempre  que 
estos  no  hayan  de  sujetarse  á  la  declaración  corres- 
pondiente en  la  vía  contenciosa  ante  el  Consejo  de 


(1)  En  sus  lugares  respectivos  indicarémos  las  atribuciones  especiales 
del  Gobernador  General  en  cada  uno  de  los  ramos  de  la  Administración  pú- 
blica. 


Administración,  ó  del  mismo  Gobierno  General  que 
entendiere  perjudicados  los  intereses  de  la  Adminis- 
tración.— Contra  las  resoluciones  del  Gobernador  Ge- 
neral que  causen  estado,  procede  el  recurso  contencio- 
so-administrativo,  con  sujeción  á  las  disposiciones 
vigentes. — Arts.  7  y  8. 

78.  Nombramiento,  separación  y  casos  de 
muerte,  ausencia  ó  imposibilidad. — El  Goberna- 
dor General  es  nombrado  y  separado  por  R.  D.  expe- 
dido por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros  y. 
con  acuerdo  de  éste,  á  propuesta  del  Ministro  de  Ul- 
tramar.— No  puede  hacer  entrega  de  su  cargo  ni  au- 
sentarse de  la  Isla  sin  expreso  mandato  del  Gobierno. 
En  caso  de  muerte,  ausencia  ó  imposibilidad  es  reem- 
plazado por  el  General  Segundo  Cabo,  mientras  el  Go- 
bierno no  designare  la  persona  que  haya  de  sustituirle 
interinamente.  Si  la  ausencia  fuese' solo  de  la  capital 
de  la  Isla,  continuará  desempeñando  su  cargo  desde 
el  puntó  en  que  se  halle,  sin  perjuicio  de  lo  cual  po- 
drá autorizar  á  los  jefes  de  los  diversos  ramos  para  el 
despacho  de  los  asuntos  de  su  respectiva  incumbencia 
que  sean  de  mera  tramitación  y  déla  resolución  del 
Gobernador  General.  Si  fuere  de  la  resolución  del 
Gobierno  Supremo,  la  tramitación  corresponderá  al 
General  Segundo  Cabo, — Arts.  9,  10  y  11. 

79.  Secretaría  del  Gobierno  General. — Co- 
rresponde al  Secretario  (1)  del  Gobierno  General  la 
dirección  de  todos  los  asuntos  de  la  Administración 
civil,  de  gobierno  y  política.  Es  de  su  cargo  el  des- 
pacho con  el  Gobernador  general. — Divídese  la  Se- 
cretaría en  tres  Secciones,  á  saber:  1*  Política  y  Go- 
bierno; 2*  Administración  y  3^  Fomento;  y  además,  el 


(1)  Por  R,  D,  de  21  de  Octubre  de  1881  se  elevó  esta  plaza  á  la  categoría 
de  Jefe  Superior  de'Admimstraciou. 
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Archivo  general.  Las  secciones  se  subdividen  en  Ne- 
gociados. Cada  uno  de  los  jefes  de  Negociado  de  la 
Sección  de  Política  y  Gobierno  con  un  Oficial  tiene  á 
su  cargo  la  preparación  del  despacho  délos  asuntos  de 
Orden  Público,  Policía  y  sus  ramos  uno;  de  Extranjería, 
Conflictos  de  atribuciones  y  competencias  otro,  y  de 
Patronato,  negocios  de  Gracia  y  Justicia  é  incidencias 
de  Hacienda  el  restante.  (1) — El  Secretarioes  el  jefe 
privativo  de  esta  Sección. — A  la  de  Administración 
incumbe  preparar  el  despacho  de  los  asuntos  de  Ayun- 
tamientos, Elecciones,  Policía  urbana  y  rural,  Correos, 
Quintos  y  Milicias,  Beneficencia,  Sanidad  y  Estableci- 
mientos penales. — La  :1e  Fomento  prepara  el  despacho 
de  los  Negocios  correspondientes  á  los  ramos  de  Ins- 
trucción pública,  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  Co- 
lonización, Libertos,  Patrocinados,  Estadística,  Obras 
públicas,  Montes,  Minas  y  Telégrafos.  Cada  una  de 
estas  dos  secciones  tiene  su  jefe  respectivo.  (2)  El 
Archivo  general  es  una  dependencia  anexa  á  la  Se- 
cretaría.—[R.  D.  de  23  de  Junio  de  1878.] 


Nota. — En  20  de  Mayo  de  1882,  presentó  á  las 
Córtes  el  Ministro  de  Ultramar  un  proyecto  de  ley 
«sobre  atribuciones  del  Gobernador  General  de  las  Is- 
las de  Cuba  y  Puerto-Rico.» — En  13  de  Junio  la  Co- 
misión del  Congreso  de  los  Diputados  presentó  su 
dictámen  favorable,  con  algunas  modificaciones.  El 


(1)  A  consecuencia  de  la  publicación  en  esta  Isla  de  la  ley  de  imprenta 
se  ha  creado  otro  negociado  que  se  titula  de  ''Imprenta." 

(2)  La  categoría  es  de  Jefe  de  Administración  de  3*  clase. 


proyecto  de  ley,  discrepa  del  R.  D.  de  9  de  Junio  de 
1878  en  los  particulares  siguientes:  Suprímese  la 
parte  del  arfc.  IV  que  dice:  «Su  autoridad  se  extiende 
á  todo  cuanto  conduce  á  la  conservación  del  órden  pú- 
blico, al  mantenimiento  de  la  integridad  del  territorio, 
á  la  observancia  y  ejecución  de  las  leyes  y  á  la  pro- 
tección de  las  personas  y  de  las  propiedades.»  Su- 
prímese igualmente  el  inciso  39  del  art.  2o  sobre  el 
ejercicio  de  la  prerogativa  de  indulto;  pero  se  le  au- 
toriza para  suspender  la  ejecución  de  la  pena  capital 
cuando  la  gravedad  de  las  circunstancias  así  lo  exigie- 
ren y  la  urgencia  del  caso  no  diere  lugar  á  solicitar  y 
obtener  de  S.  M.  el  indulto,  oyendo  al  Consejo  de  Au- 
toridades. También  se  suprime  el  inciso  4o  Se  le 
autoriza,  sin  embargo,  para  usar  de  las  facultades  que 
al  Gobierno  concede  el  art.  17  de  la  Constitución,  pá- 
rrafo 29,  bajo  su  responsabilidad  y  oido  el  Consejo  de 
Autoridades.  En  caso  de  grave  perturbación  del  ór- 
den público,  cuando  no  le  sea  dable  comunicarse  con 
el  Gobierno,  puede,  aun  estando  abiertas  las  Córtes, 
aplicar  desde  luego  la  ley  de  20  de  Abril  de  1870,  sin 
necesidad  de  llenar  las  formalidades  que  exije  el  art.  I9 
de  la  misma.  En  ámbos  casos,  el  Gobierno  dará 
cuenta  á  las  Córtes  lo  más  pronto  posible.  Desapa- 
recen los  incisos  59  y  6°,  relativo  el  primero  á  la  sus- 
pensión de  las  resoluciones  emanadas  del  Gobierno  y 
referente  el  segundo,  á  la  suspensión  de  los  acuerdos 
tomados  dictados  por  las  autoridades  subordinadas  en 
el  lleno  de  su  competencia  respectiva.  Tampoco  pue- 
de publicar  bandos,  ni  suspender  las  asociaciones  y 
corporaciones,  ni  ordenar  la  imposición  de  multas. 
Todo  esto  resulta  suprimido.  Queda  abolido  el  juicio 
de  residencia. 


ii 


CAPITULO  ir. 


De  la  Junta  de  Autoridades. 


80.  Organización  y  carácter. — Constituyen  la 
Junta  de  Autoridades  Superiores,  cuyo  dictámen  debe 
oír  el  Gobernador  General  en  ]os  casos  indicados  en 
el  capítulo  precedente,  el  Obispo  de  la  Habana  6  Ar- 
zobispo de  Santiago  de  Cuba,  si  se  hallare  presente,  el 
Comandante  General  del  Apostadero,  el  General  Segundo 
Cabo  y  los  Jefes  Superiores  de  la  Administración  de 
Justicia,  del  Ministerio  fiscal,  de  Hacienda  y  de  Admi- 
nistración civil.  Cuando  el  Gobernador  General  le  esti- 
me oportuno,  en  atención  á  la  calidad  del  asunto  de 
que  hubiese  de  tratarse,  podrá  citar  para  que  asista 
con  voto  al  Gobernador  de  la  Provincia.  (1) — Art.  12, 
R.  D.  9  Junio  1878, 

El  carácter  de  esta  Junta  es  efde  consultiva.  Sus 
acuerdos  deberán  constar  en  actas  firmadas  por  los 
concurrentes,  de  que  certificará  el  Secretario  del  Go- 
bierno General  en  un  libro  abierto  al  efecto,  sacán- 
dose una  cópia  para  cada  autoridad  asistente  y  otra 


(1)  Por  la  R.  O.  de  15  de  Abril  de  1850,  formaban  la  Junta  el  Superin- 
tendente delegado  de  Hacienda,  el  Regente  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
y  el  Comandante  General  del  Apostadero. 
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para  remitir  al  Ministerio  á  que  corresponda  dar  cuen- 
ta de  la  resolución  tomada  y  siempre  al  de  Ultramar. 
Cualquiera  que  sea  el  acuerdo  (5  parecer  de  la  Junta, 
queda  el  Gobernador  General  en  libertad  de  resolver 
lo  que  crea  conveniente,  sin  que  el  fundar  su  determi- 
nación en  el  dictámen  de  aquella  le  exima  de  respon- 
sabilidad.— El  mismo  artículo  citado. 


Nota. — En  el  proyecto  de  ley  á  que  se  refiere  la 
nota  puesta  al  pié  del  capítulo  anterior  se  da  á  la  Jun- 
ta de  Autoridades  el  nombre  de  ((Consejo.»  Lo  com- 
ponen el  Obispo  de  la  Habana  y  el  Arzobispo  de  San- 
tiago de  Cuba,  si  se  hallare  presente;  el  Comandante 
General  del  Apostadero;  el  General  29  Cabo;  el  Pre- 
sidente y  el  Fiscal  de  la  Audiencia  de  la  Habana;  el 
Director  General  de  Hacienda  y  el  Presidente  del 
Tribunal  de  Cuentas. 


CAPITULO  III. 


Del  Consejo  de  Administración. 

81.  Creación. — Por  el  R.  D.  de  4  de  Julio  de 
1861  se  estableció  en  cada  una  de  las.  provincias  de 
Ultramar  y  con  residencia  en  la  capital  de  las  mismas, 
un  Consejo  de  Administración,  presidido  por  el  Gober- 
nador General  (entónces  superior  civil)  respectivo. 
(Art.  I9,)  cesando  las  atribuciones  que  habían  tenido 
las  Audiencias  de  Ultramar  para,  constituidas  en  Beal 
Acuerdo,  consultar  y  fallar  en  los  asuntos  de  la  Admi- 
nistración. Quedaron  limitadas  sus  funciones  á  la 
Administración  de  Justicia.  (Arts.  I9  y  29  de  otro 
R.  D.  de  la  misma  fecha.)  De  esa  suerte,  se  llevó  á 
cumplido  efecto  la  separación  de  lo  judicial  y  lu  pura- 
mente administrativo,  iniciada  por  la  Real  Cédula  de 
30  de  Enero  de  1855.  (1)  El  Gobernador  General,' 
dejó,  por  lo  tanto,  de  ser  Presidente  de  la  Audiencia. 

(1)  JsTos  parece  oportuno  reproducir  el  siguiente  párrafo  del  preámbulo 
de  los  Reales  Decretos'  de  4  de  Julio  de  1861  porque  expresa  los  motivos  en 
que  se  fundan.  Dice  así:  ' 'Entre  lsss  instituciones  trasplantadas  del  siste- 
ma patrio  á  las  posesiones  ultramarinas  por  las  leyes  de  Indias  desde  los ' 
tiempos  del  descubrimiento  y  de  la  conquista,'  descuella  como  la  más  funda- 
mental de  todas,  la  constitución  de  las  Reales  Audiencias  en  Acuerdos,  que 
han  venido  siendo  hasta  ahora  el  criterio  más  autorizado  de  los  Gobernado- 
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82.  Organización. — El  Consejo  se  compone  de 
Consejeros  natos  y  Consejeros  de  Real  nombramiento. 
Son  Consejeros  natos: 

El  Gobernador  General,  Presidente. 

El  Arzobispo  Metropolitano. 

El  Obispo  de  la  Habana. 

El  Comandante  General  del  Apostadero. 

El  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana. 

El  Director  General  de  Hacienda  y 

El  Fiscal  de  la  Audiencia  de  la  Habana. 

El  Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas. 

El  Consejo  se  divide  en  tres  Secciones:  de  lo  Con- 
tencioso, de  .Hacienda  y  de  Gobierno.  Al  tratar  de  la 
«Jurisdicción  administrativa»  nos  ocuparemos  deteni- 
damente de  la  Sección  de  lo  Contencioso.  Por  ahora 
consideramos  el  Consejo  como  un  cuerpo  puramente 
consultivo  en  materia  de  Administración  y  no  en  su 
carácter  de  Tribunal  contencioso- administrativo. 

Las  secciones  de  Hacienda  y  de  Gobierno  se  com- 
ponen de  sus  presidentes  (el  Director  general  de  Ha- 
cienda y  el  Fiscal  de  la  Audiencia,  de  la  Habana  res- 
pectivamente) y  de  Consejeros  de  Real  nombramiento. 
Son  cargos  honoríficos  y  gratuitos,  incompatibles  con 
toda  función  pública  retribuida;  corresponden  á  la  pri- 
mera categoría  de  la  Administración  de  Ultramar  y 
solo  podrá  recaer  el  nombramiento  en  personas  que, 

res  Superiores  ~)ara  determinar  así  eu  los  arduos  y  complicados  negocios  de 
la  política  como  en  los  simples  detalles  de  sus  nun^rosas  atribuciones.  To- 
do están  obligadas  aquellas  Autoridades  á  consultarlo  con  los  Reales 
Acuerdos,  como  si  estos  pudieran  reunir  una  variada  suma  de  conocimien- 
tos técnicos,  aparte  de  los  peculiares  de  su  principal  instituto,  sin  contar 
con  que  la  confusión  del  carácter  jurídico  que  más  esencialmente  les  corres- 
ponde, con  el  consultivo  de  diferente  naturaleza  de  que  á  cada  paso  se  re- 
visten, ha  dado  origen  repetidas  veées  á  sensibles  desavenencias  con  los 
Gobernadores  Presidentes  y  hecho  precisa  la  severa  intervención  del  poder 
supremo." 
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además  de  llevar  seis  años  de  residencia  en  esta  Isla, 
reúnan  alguna  de  las  circunstancias  siguientes:  Títu- 
los de  Castilla. — Propietario,  comprendido  entre  los 
50  mayores*  contribuyentes  si  fuere  posible  esta  clasi- 
ficación ó  en  otro  caso,  notoriamente  acaudalado. — 
Director  ó  Subdirector  de  los  Bancos. — El  art.  79 
enumera  también  las  categorías  de  Prior  ó  Cónsules 
de  los  Tribunales  de  Comercio,  suprimidos  desde 
1868;  de  individuos  de  las  Juntas  de  Fomento  ó  Co- 
mercio, que  no  existen;  y  de  Alcalde  ordinario  de  la 
capital,  cargo  que  tampoco  existe  ya. — El  número  de 
Consejeros  con  destino  á  las  secciones  de  Hacienda  y 
Gobierno  podrá  ser  hasta  el  de  22. 

El  Gobierno  podrá  nombrar,  fuera  de  las  categorías 
señaladas  y  dentro  del  número  marcado,  cuatro  Con- 
sejeros para  esta  Isla  que,  á  la  residencia  de  seis  años, 
reúnan  las  circunstancias  de  notoria  ilustración  ó  de 
conocimientos  especiales. — Arts.  2?,  3?  y  7?  R.  D..4 
Julio  1861. 

En  cada  una  de  las  secciones  de  Hacienda  y  de  Go- 
bierno hay  un  Ponente  designado  por  el  Gobierno  de 
S.  M.  entre  los  Consejeros  que  forman  la  Sección  de 
lo  Contencioso.  Los  otros  Consejeros  de  ésta  susti- 
tuirán en  ausencia  y  enfermedades  á  los  que  fueren 
designados  para  Ponentes.  El  Comandante  General 
del  Apostadero  es  Vice-Presidente  del  Consejo.  Ai 
Presidente  y  Vice-Presidente  sustituyen  los  presiden- 
tes de  las  secciones  en  este  orden  de  lo  Contencioso, 
de  Hacienda  y  de  Gobierno.  Si  asistieren  el  Arzo- 
bispo de  Cuba  ó  el  Obispo  de  la  Habana,  ocuparán  la 
vice-presidencia.  A  falta  de  los  presidentes  délas 
secciones,  presidirá  en  una  de  ellas  el  Consejero  más 
antiguo,  y  en  iguales  circunstancias,  el  de  más  edad. — 
El  Consejo  tiene  el  tratamiento  de  ((Excelencia.» — 
Art.  8?,  99,  10  y  11. 


—  87  — 

Hay  en  el  Consejo  un  Secretario  general.  Para  ser 
nombrado  con  destino  á  ese  cargo  es  necesario  haber 
cumplido  treinta  años  de  edad,  ser  letrado  y  estar  ó 
haber  estado  por  lo  ménos  en  cualquiera  délas  cate- 
gorías siguientes:  Juez  de  1*  instancia. — Teniente 
fiscal  de  las  Audiencias  de  Ultramar  ó  Abogados  fis- 
cales de  las  de  la  Península. — Secretario  de  Gobierno 
en  las  provincias. — Jefe  de  Sección  de  cualquiera  de 
los  Gobiernos  generales  de  Ultramar. — Oficial  primero 
del  Consejo  de  Estado  con  dos  años  de  ejercicio. — Je- 
fe de  Negociado  de  1*  y  2*  clase  de  la  Península  ó  de 
Ultramar  con  las  mismas  condiciones. — Decano  de  los 
Colegios  de  Abogados  de  las  capitales  en  que  haya 
Audiencia. — Ei  Secretario  no  puede  desempeñar  car- 
go alguno  en  sociedades  industriales  ó  mercantiles. 
Habrá  en  cada  Secretaría  un  Oficial  1??  precisamente 
letrado,  y  los  demás  oficiales,  ugieres  y  subalternos 
que  fueren  necesarios. 

83.  Atribuciones. — El  Consejo  informa  en  pleno: 
l9  Sobre  la  reforma  fundamental  de  los  reglamen- 
tos é  instrucciones  generales  para  cualquier  ramo  de 
la  Administración  que  el  Gobernador  General  haya  de 
proponer  al  Gobierno  de  S.  M. — Art,  16.  R.  D.  4  Ju- 
lio 61. 

29  Sobre  los  asuntos  del  Real  Patronato  y  recur- 
sos de  protección. — Art.  16. 

3?  Sobre  las  ordenanzas  municipales  de  policía 
urbana  y  rural  en  caso  de  discordia  entre  el  Ayunta- 
miento y  el  Gobernador  respectivo. — Art.  72  de  la 
Ley  municipal. 

49  Sobre  las  reclamaciones  contra  la  administra- 
ción de  las  comunidades  de  Ayuntamientos. — Art.  77 
de  la  Ley  municipal. 

59  Sobre  las  alzadas  que  los  Secretarios  de  Ayun- 
tamiento interpusieren  contra  las  resoluciones  del  Go- 
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bernador  suspendiéndolos  ó  destituyéndolos. — Art.  120. 
Ley  municipal. 

6?  Sobre  los  expedientes  de  repartimientos  muni- 
cipales en  el  caso  de  disidencia  entre  el  Gobernador  y 
el  Ayuntamiento  ó  entre  el  Gobernador  y  la  Diputa- 
ción provincial. — Art.  136. 

79  Sobre  los  presupuestos  municipales  en  las  alza- 
das que  las  Juntas  municipales  hubiesen  establecido 
contra  las  resoluciones  del  Gobernador. — Art.  150. 

8?  Sobre  las  apelaciones  interpuestas  contra  los 
acuerdos  de  las  Juntas  municipales. — El  mismo  art. 

9?  Sobre  la  suspensión  de  los  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos .  decretada  por  el  Gobernador  dé  la 
Provincia. — Art.  173/  Ley  municipal.  . 

10.  Sobre  la  suspensión  de  los  Tenientes  de  Al- 
calde y  Regidores  decretada  por  los  Gobernadores  de 
provincia. — Art.  188.  Ley  municipal. 

11.  Sobre  las  alzadas  que  las  Diputaciones  provin- 
ciales interpusieren  contra  las  resoluciones  de  los  Go- 
bernadores suspendiendo  sus  acuerdos. — Art.  48.  Ley 
provincial. 

12.  •  Sobre  las  alzadas  que  los  Ayuntamientos  in- 
terpusieren contra  los  acuerdos  de  las  Diputaciones 
provinciales  sobre  repartimientos  entre  los  pueblos  de 
la  provincia. — Art.  53.   Ley  provincial. 

13.  Sobre  las  alzadas  que  las  Diputaciones  provin- 
ciales establecieren  contra  las  resoluciones  de  los  Go- 
bernadores acerca  de  los  presupuestos  provinciales. — 
Art.  76.  Ley  provincial. 

14.  Sobre  la  declaración  de  la  multa  que  haya 
de  imponerse  á  la  Diputación  provincial  en  caso  de  res- 
ponsabilidad administrativa.— Art.  90.  Ley  provincial. 

15.  Sobre  la  suspensión  de  Diputados  provinciales 
decretada  por  los  Gobernadores— Art.  91.  Ley  pro- 
vincial. 
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16.  Sobre  todos  los  demás  asuntos  que  las  leyes, 
reglamentos  ó  disposiciones  especiales  sometan  á  su 
exámen. 

También  debe  i n formar  siempre  que  así  el  Gobier- 
no de  S.  M.  como  el  Gobernador  General  estimaren 
conveniente  oir  su  parecer. 

Disposiciones  posteriores  al  R.  D.  de  4  de  Julio  de 
1861  han  privado  al  Consejo  de  Administración  de  la 
facultad  que  él  art.  16  de  aquel  le  concedía,  en  cuanto  á 
que  hacía,  obligatorio  oir  su  dictámen  en  los  particulares 
que  pasamos  á  indicar.  I9  ((Sobre  los  presupuestos  ge- 
nerales de  ingresos  de  la  Isla  y  sobre  los  de  gastos  de 
todos  los  servicios  de  Hacienda,  de  Gobernación  y  de 
Fomento.»  Restituido  á  esta  Isla  el  voto  en  Córtes  en 
1878,  corresponde  á  las  mismas  á  la  aprobación  de  los 
presupuestos  generales  de  la  isla,  y  su  formación,  al 
Ministerio  de  Ultramar.  2o  «Sobre  los  presupuestos 
provinciales  y  municipales  establecidos  entónces  6  que 
en  lo  sucesivo  se  establecieren,))  Ya  hemos  indicado  los 
casos  en  que  ha  de  oirse  el  parecer  .del  Consejo  en 
punto  á  los  presupuestos  provinciales  y  municipales, 
con  arreglo  á  las  leyes  provincial  y  municipal  provi- 
sionalesj  hoy  vigentes.  8?  «Sobre  creación  de  nuevos 
Ayuntamientos  ó  traslación  ó  supresión  de  los  existen- 
tes.)) Conforme  á  la  Ley  municipal,  procede  oir  al 
Gobernador  y  á  la  Diputación  provincial  en  esos  casos: 
no  se  exige  la  previa  consulta  del  Consejo. — Art.  79 

4.  °  «Sobre  las  excepciones  para  rehusar  cargos  con- 
cejiles.» Hoy  decide  respecto  á  las  escusas  de  los  ele- 
gidos para  regidores  el  Gobernador  civil,  oyendo  á  la 
Comisión  provincial.    Art.    89  de  la  Ley  electoral. 

5.  °  «Sobre  las  inclusiones  indebidas  ú  omisiones  en  las 
listas  para  elecciones  municipales.»  Con  arreglo  á  los 
artículos  26  y  27  de  la  ley  electoral  aquí  vigente,  in- 
cumbe á  los  Ayuntamientos  la  decisión  de  las  .recla- 

12 
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maciones  sobre  inclusión  y  exclusión  de  electores, 
pudiendo  los  agraviados  alzarse  para  ante  la  Comisión 
provincial  y  la  Audiencia  del  territorio,  que  resuelve 
sin  ulterior  recurso.  6.°  «Sobre  conceder  ó  negar  á 
los  pueblos  ó  establecimientos  públicos  el  permiso 
que  soliciten  para  enagenar  ó  cambiar  sus  bienes  y 
para  contraer  empréstitos.»  Según  el  artículo  81  de 
la  Ley  municipal,  no  es  necesario  oir  al  Consejo  en 
lo  relativo  á  la  enagenacion  y  permuta  de  los  bienes 
municipales.  En  unos  casos  decide  el  Ayuntamiento  ex- 
clusivamente; en  otros,  el  Gobernador  con  audiencia  de 
la  Comisión  provincial;  y  en  otros,  el  Gobernador  Ge- 
neral, previo  informe  del  Gobernador  y  de  la  Comisión 
provincial.  En  lo  que  dice  relación  á  los  empréstitos 
municipales,  por  R.  O.  de  3  de  Junio  de  1880  se  ha 
dispuesto  se  oiga  al  Consejo  de  Administración.,  Res- 
pecto al  permiso  que  soliciten  los  establecimientos  pú- 
blicos para  enagenar  ó  permutar  sus  bienes  y  para 
contraer  empréstitos  es  de  oirse  también  al  Consejo. 

Conforme  al  art.  17  del  R.  D.  de  4  de  Julio  de  1861, 
el  Consejo  informará  en  pleno  ó  en  secciones,  á  juicio 
del  Gobernador  General: 

1.  °  Sobre  la  reforma  parcial  de  los  reglamentos  ó 
instrucciones  en  cualquier  ramo  de  la  Administración. 

2.  °  Sobre  los  proyectos  de  reforma  ó  mejora  de 
cualquier  ramo  del  servicio  público  que  el  Gobernador 
General  haya  de  someter  al  Gobierno  de  S.  M. 

3.  °  Sobre  la  expedición  de  títulos  provisionales  en 
los  oficios  enagenados. 

4.  °  Sobre  los  acuerdos  que  tomen  los  municipios 
y  cuya  aprobación  corresponda  al  Gobernador  General. 

5.  °  En  los  demás  casos  que  estime  conveniente  el 
Gobernador  General,  y  también  en  los  que  ántes  con- 
sultaba el  Real  acuerdo  ó  informaban  las  Juntas  de 
Fomento  y  de  Comercio,  suprimidas  por  dicho  R.  D. 
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La  Sección  de  Hacienda  informará  sobre  los  nego- 
cios de  la  administración  económica  y  la  de  Gobierno 
en  los  de  Gobernación  y  Fomento. 

84.  Modo  de  funcionar. — El  Ponente  de  cada 
una  de  las  secciones  referidas  instruirá  los  expedientes 
relativos  á  los  negocios  de  su  competencia  y  formulará 
los  informes  que  la  sección  hubiere  de  dar  respecto  de 
ellos  al  Gobierno  ó  al  Gobernador  General.  Del  mis- 
mo modo  propondrán  á  la  sección  el  proyecto  de  con- 
sulta que  deba  someter  á  la  deliberación  del  Consejo 
en  pleno. — El  Consejo  en  pleno  no  podrá  deliberar  sin 
la  concurrencia  de  la  mitad  mas  uno  de  los  Consejeros, 
que  habitualmente  residan  en  la  capital  y  en  todos  los 
casos  sin  la  mayoría  de  la  sección  que  haya  preparado 
el  dictámen. — Las  secciones  no  podrán  acordar  en  los 
asuntos  sometidos  á  su  deliberación  y  exámen  sin  la 
concurrencia  de  la  mayoría. — Los  informes  del  Conse- 
jo en  pleno  y  délas  secciones  no  podrán  publicarse  sin 
autorización  expresa  del  Gobierno  ó  del  Gobernador 
General,  fuera  de  los  casos  en  que  las  leyes,  reglamen- 
tos ú  otras  disposiciones  determinen  lo  contrario. — 
Las  sesiones  del  Consejo  y  de  las  secciones  son  secre- 
tas, salvo  las  de  la  sección  de  lo  Contencioso. — No  po- 
drán reunirse  dos  secciones  sino  cuando  el  Gobierno 
ó  el  Gobernador  General  lo  dispusiesen.  En  tales  ca- 
sos,  sera  Ponente  la  sección  á  que  se  refiera  el  objeto 
principal  del  asunto. — Las  secciones  podrán  pedir  por 
medio  del  Secretario  General  los  antecedentes  que 
juzguen  necesarios  para  la  instrucción  de  los  expe- 
dientes sometidos  á  su  informe. — Artículos  18,  19  y 
siguientes  hasta  el  24  inclusive  del  citado  Real  De- 
creto. 

85.  Atribuciones  de  la  Presidencia  del  Con- 
sejo y  de  las  Secciones. — Corresponde  al  Presiden- 
te del  Consejo. 
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l9  Hacer  el  señalamiento  de  los  negocios  que  de- 
ban verse  en  pleno. 

29  Recibirlas  excusas  de  asistencia  de  los  Conse- 
jeros. 

39  Llevar  en  estrados  la  palabra,  de  laque  nadie 
podrá  usar  sin  su  permiso,  y  autorizar  todos  los  acuer- 
dos y  providencias  que  el  mismo  Consejo  dicte. 

49  Oir  las  quejas  que  le  dieren  los  interesados  sobre 
cualquier  abuso  que  merezca  providencia,  tomar  la  que 
estuviere  en  sus  atribuciones  y  promover  las  que  res- 
pectivamente correspondan  al  Consejo  ó  á  las  Sec- 
ciones. 

El  Vice-Presidente  ó  quien  hiciere  sus  veces  desem- 
peñará las  atribuciones  que  respecto  al  Consejo  quedan 
declaradas  á  favor  del  que  le  presida.  Las  mismas 
facultades  tendrán  los  Presidentes  de  Sección  ó  los 
que  les  sustituyan. — Artículos  32  v  33  R.  D.  4  Julio 
1861. 

86.  Atribuciones  y  deberes  del  Secretario 
general. — Tendrá  á  su  cargo  todo  lo  concerniente  al 
Consejo  pleno,  á  las  secciones  y  su  organización;  dis- 
tribuirá los  trabajos;  deberá  manifestar  los  anteceden- 
tes que  puedan  convenir  para  la  consulta  ó  informe  del 
punto  que  se  discuta  y  llevará  la  correspondencia. 

Debe  llevar  un  libro  de  registro  de  entrada  y  salida 
de  los  negocios;  otro  de  los  acuerdos  y  providencias 
del  Consejo  y  de  las  secciones  y  votos  particulares; 
otro  de  las  resoluciones  definitivas  del  Consejo  y  los 
demás  que  este  ó  las  secciones  prescriban.  El  que 
presida  el  Consejo  ó  las  secciones  rubricarán  todas  las 
hojas  de  estos  libros  respectivamente,  firmando  en  la 
primera  una  nota  expresiva  del  numero  de  hojas  de 
que  consten. 

El  Secretario  dará  cuenta  por  el  orden  riguroso  de 
entrada  de  los  negocios,  á  no  ser  que  el  Presidente  del 
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Consejo  ó  Presidentes  de  secciones  dispusiesen  otra 
cosa. — En  falta  del  Secretario  hará  sus  veces  el  oficial 
1°  de  la  Secretaría  del  Consejo. — Los  oficiales  del 
Consejo  auxiliarán  al  Secretario  del  modo  y  forma  que 
lo  disponga  el  Presidente  del  Consejo.  Tomarán 
asiento  en  el  Consejo  pleno  al  lado  del  Secretario. — 
Artículos  35,  37  y  siguientes  hasta  el  40  inclusive  de 
dicho  R.  D. 


CAPITULO  IV. 


De  las  Dependencias  centrales  y  las  Juntas  Superiores. 

87.  Dependencias  centrales. — Son  las  que  si- 
guen: Dirección  general  de  Hacienda,  Administración 
principal  de  Correos,  Inspección  general  de  Obras  pú- 
blicas, Inspección  general  de  Telégrafos  é  Inspección  ge- 
neral de  Montes. 

88.  Juntas|«Superiores.— Hoy  son  dos:  Ja  de 
Instrucción  pública  y  la  de  Sanidad.  La  Junta.  Central 
Protectora  de  Libertos  tiene  un  ñn  distinto  y  peculiar 
que  la  separa  de  las  demás  corporaciones  llamadas  á 
consultar  al  Gobierno  en  puntos  de  administración 
civil. 

Asíjlas  Dependencias  centrales  como  las  Juntas  Su- 
periores se  refieren  á  ramos  especiales  de  la  Adminis- 
tración insular;  por  lo  que  trataremos  de  ellas  cuando 
nos  ocupemos  en  particular  de  cada  uno  de  dichos  ra- 
mos especiales.  De  esa  suerte,  se  alcanzará  la  unidad 
en  la  exposición  de  la  materia  respectiva  y  se  evitarán 
repeticiones  enojosas. 


TITULO  III. 


Administración  provincial, 


89.  Legislación  vigente. — El  régimen  provin- 
cial se  encuentra  organizado  en  esta  Isla  por  la  Ley 
provisional  aquí  publicada  en  virtud  del  R.  D.  de  21 
de  Junio  de  1878.  Era  la  vigente  en  la  Península 
con  las  modificaciones  que  el  Gobierno  tuvo  á  bien 
introducir  en  uso  de. la  facultad  que  el  art.  89  de  la 
Constitución  le  concede  y  atendida  (da  escasa  práctica 
de  los  habitantes  de  esta  Isla  en  asuntos  de  la  Admi- 
nistración pública))  según  se  lee  en  el  preámbulo  de 
los  R.  D.  de  9  de  Junio  de  1878.  Hoy  rige  en  la 
Península  una  nueva  Ley  provincial.  En  nota  iremos 
señalando  oportunamente  las.  diferencias  que  existen 
entre  ésta  y  la  publicada  en  esta  Antilla. 

90.  Autoridades  administrativas  de  la  Pro- 
vincia.— Lo  son:  l9  El  Gobernador.  29  La  Dipu- 
tación Provincial.,  y  3.°  La  Comisión  Provincial. — 
Art.  5.°  de  la  Ley  provincial. 


CAPITULO  I. 

Del  Gobernador. 


91.  Doble  carácter. — El  Gobernador  tiene  un 
doble  carácter:  1.°  Delegado  y  representante  del  Go- 
bierno General  de  la  Isla;  y  2.°  Autoridad  superior 
de  la  Provincia  en  el  orden  económico  y  administrati- 
vo.— Art.  2?  R.  D.  de  9  de  Julio  de  1878  y  art.  9?  de 
la  Ley  provincial. 

.  El  Ministro  de  Ultramar  nombra  y  separa  al  Gober- 
nador en  virtud  de  R.  D. — Art.  1?  R.  D.  citado. 

92.  Condiciones  para  ser  nombrado  Gober- 
nador.— Para  ser  nombrado  Gobernador  se  requiere: 
tener  treinta  y  cinco  años  de  edad  y  ser  ó  haber  sido: 
Senador  ó  Diputado  á  Cortes,  Jefe  de  Administración, 
Oficial  General,  Jefe  de  Negociado  de  1^  clase  en  el 
Ministerio  de  Ültramar,  Secretario  de  Gobierno  de  1* 
clase  en  la  Península  ó  empleado  de  igual  categoría 
durante  dos  años  y  con  ocho  de  servicios  ai  Estado, 
Diputado  Provincial  ó  Concejal  en  poblaciones  de  más 
de  30.000  almas  ó  capitales  de  Provincia,  elegido  por 
dos  veces  y  Consejero  Provincial  durante  cuatro  años. 
—Art.  4?  de  dicho  R.  D. 

93.  Ausencias  y  enfermedades. — El  Gober- 
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nador  no  puede  ausentarse  de  la  Provincia  sin  autori- 
zación del  Gobernador  General.  Este  designa  la  per- 
sona que  ha  de  reemplazar  al  Gobernador  durante  su 
ausencia  ó  cuando  se  imposibilite  para  ejercer  su  car- 
go. (Art.  3?  del  R.  D.  mencionado  y  13  de  la  Ley 
provincial.)  Si  la  ausencia  fuese  de  la  capital  más  no 
de  la  provincia,  continuará  el  Gobernador  desempe- 
ñando su  cargo  desde  el  punto  en  que  se  halle,  sin 
perjuicio  de  lo  cual  los  Jefes  administrativos  y  el  Se- 
cretario despacharán  los  asuntos  de  mera  tramitación' 
entendiéndose  directamente  con  el  Gobernador  Gene- 
ral en  los  casos  urgentes. — Art.  13  de  la  Ley  provin- 
cial ya  citado. 

94.  Incompatibilidad. — El  cargo  de  Goberna- 
dor es  incompatible  con  todo  otro  provincial  ó  muni- 
cipal de  cualquiera  especie,  sin  perjuicio  de  la  facul- 
tad que  tiene  el  Gobernador  General  para  designar  la 
persona  que  haya  de  sustituir  al  Gobernador  en  ausen- 
cias y  enfermedades. — Art.  14.  Ley  provincial.  (1) 


SECCION  I. 

EL  GOBERNADOR  COMO  DELEGADO  DEL  GOBIERNO. 


95.    Atribuciones. — Le  corresponde: 
Primero.    Publicar,  circular,  ejecutar  y  hacer  que 
se  ejecuten  las  leyes,  decretos,  órdenes  y  disposiciones 
que  al  efecto  le  comunique  el  Gobernador  General, 


(1)  Conforme  á  la  Ley  de  la  Península,  es  incompatible  también  el  car- 
go de  Gobernador  con  el  ejercicio  de  cualquiera  mando  militar  y  de  cual- 
quiera profesión  ó  industria  dentro  de  la  Provincia  de  su  mando. — Art.  16. 

13 
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dictando  los  bandos  y  reglamentos  que  sean  necesa- 
rios. 

Segundo.  Mantener  bajo  su  responsabilidad  el  ór- 
den  público  y  protejer  las  personas  y  las  propie- 
dades. 

Tercero.  Reprimir  y  castigar,  con  arreglo  á  las 
leyes,  todo  desacato  á  la  religión  así  como  á  la  moral 
ó  á  la  decencia  pública  y  cualquier  falta  de  obediencia 
y  respeto  á  su  autoridad,  imponiendo  las  multas  de 
que  más  adelante  se  habla  y  sometiendo  á  la  acción  de 
los  Tribunales  de  Justicia  los  excesos  que  requieran 
mayor  castigo. 

Cuarto.  Cuidar  todo  lo  concerniente  á  la  Sanidad 
en  la  forma  que  las  leyes  y  reglamentos  prevengan 
y  dictar  en  casos  imprevistos  y  urgentes  de  epidemia 
ó  enfermedad  contagiosa  las  medidas  que  la  necesidad 
reclame,  dando  inmediatamente  cuenta  al  Gobernador 
Greneral. 

Quinto.  Proponer  al  mismo  cuanto  convenga  al 
adelantamiento  y  desarrollo  intelectual  y  moral  de  los 
habitantes  de  la  Provincia  y  al  fomento  de  los  intere- 
ses materiales  de  ella. 

Sexto.  Vigilar  é  inspeccionar  todos  los  ramos  de 
la  Administración  y  los  establecimientos  que  de  ella 
dependan.— Art.  5.°  R.  D. 

También  le  corresponde,  para  el  buen  desempeño 
de  su  Autoridad: 

Primero.  Instruir  por  sí  mismo  ó  por  sus  delega- 
dos, las  primeras  diligencias  en  los  delitos,  cuya  averi- 
guación y  descubrimiento  se  deba  á  sus  disposiciones 
ó  agentes,  entregando  á  la  Autoridad  judicial  las  per- 
sonas detenidas  y  las  diligencias  practicadas. 

Segundo.  Aplicar  gubernativamente  las  penas  de- 
terminadas en  las  Leyes  y  disposiciones  de  policía  y 
en  los  bandos  de  buen  gobierno  é  imponer  multas  que 
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no  excedan  de  quinientas  pesetas  (100  $,)  para  corre- 
gir las  infracciones  legales.  (1) 

Tercero.  Reclamar  cuando  lo  crea  necesario  de  la 
Autoridad  militar  el  auxilio  de  la  fuerza  armada. 

Cuarto.  Suspender  en  casos  urgentes  á  los  funcio- 
narios del  orden  civil  dependiente  del  Gobernador  Ge- 
neral, dando  á  este  inmediata  cuenta  razonada  de  la 
medida. 

Quinto.*  Dar  ó  negar  permiso  para  las  funciones  ó 
reuniones  públicas  que  hayan  de  verificarse  en  el  pun- 
to de  su  residencia  y  presidirlas  cuando  lo  estime  con- 
veniente. En  este  particular  es  necesario  atenerse  á 
la  Ley  de  reuniones  públicas. 

Sexto.  Dictar  las  disposiciones  que  juzgue  oportu- 
nas dentro  del  círculo  de  su  Autoridad  para  el  cum- 
plimiento de  las  órdenes  Superiores,  ó  para  la  buena 
administración  y  gobierno  de  los  pueblos;  explicar  á 
las  autoridades  inferiores  el  sentido  de  las  leyes,  regla- 
mentos ú  órdenes  de  cuya  ejecución  se  trate;  y  remo- 
ver los  obstáculos  que  se  presenten  para  su  ejecución. 
— Art.  6? 

Para  la  gestión  de  los  negocios  de  Hacienda  pública 
tiene  las  atribuciones  señaladas  á  los  Gobernadores  de 
la  Península  por  el  artículo  31  del  R.  D.  de  17  de 
Octubre  de  1863,  con  las  modificaciones  que  por  la 
organización  especial  de  la  Isla  les  señalen  los  regla- 
mentos de  cada  ramo,  obrando  siempre  como  delegado 
del  Gobernador  General  y  del  Director  General  de 
Hacienda. — Art.  8? 

El  Gobernador  ejercerá  todas  las  demás  atribucio- 
nes que  las  leyes  le  señalan  en  los  asuntos  de  correos, 

(1)  Es  excesiva  la  cantidad,  si  se  atiende  á  que  el  ináxinmn  de  multa 
para  el  castigo  de  las  faltas,  según  el  Código  penal,  es  de  325  pesetas.  Añá- 
dese á  esto  que  el  procedimiento  gubernativo  no  ofrece  las  garantías  que  el 
judicial  brinda. 
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telégrafos,  presidies,  cárceles,  beneficencia,  sanidad, 
instrucción  pública,  obras  públicas,  agricultura  é  in- 
dustria y  las  que  en  él  delegue  el  Gobernador  Gene- 
ral.—Art,  99 

En  circunstancias  extraordinarias  y  urgentes  en  que 
peligren  el  órden  y  la  seguridad  pública  y  en  las  cua- 
les fuere  dilatoria  la  consulta  al  Gobernador  General, 
puede  adoptar,  con  el  carácter  de  provisionales,  medi- 
das reservadas  á  dicha  Autoridad  Superior,  dando  de 
ella  cuenta  inmediatamente. 


SECCION  II. 

EL  GOBERNADOR  COMO  AUTORIDAD  SUPERIOR  DE  LA  PROVINCIA 
EN  EL  ÓRDEN  ADMINISTRATIVO  Y  ECONÓMICO. 

96.    Atribuciones. — Le  corresponde: 
1?    Presidir  con  voto  la  Diputación  provincial  y  la 
Comisión,  cuando  asista  á  sus  sesiones. 
29    Autorizar  sus  actas. 

39  Comunicar  y  ejecutar  los  acuerdos  de  la  Dipu- 
tación y  Comisión,  cuidando  de  su  puntual  y  exacto 
cumplimiento. 

49  Llevar  el  nombre  y  representación  de  la  Pro- 
vincia en  todos  sus  asuntos  judiciales,  informes,  corres- 
pondencia y  comunicaciones  de  todo  género. 

5?  Inspeccionar  las  dependencias  de  la  Provincia 
y  Ayuntamientos,  comprobando  el  estado  de  sus  cajas, 
archivos  y  cuentas  y  cuidando  de  que  sean  cumplidas, 
así  las  leyes  y  disposiciones  generales  como  los  acuer- 
dos de  la  Diputación,  vigilar  su  ejecución  y  la  prepa- 
ración de  todos  los  asuntos  en  que  haya  de  ocuparse. 
En  su  virtud,  dicta  las  disposiciones  necesarias,  prove- 
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yendo  lo  que  corresponda  en  caso  de  omisión,  negli- 
gencia ú  oposición  por  parte  de  los  encargados  de  la 
ejecución,  y  dando  cuenta  de  todo  al  Gobernador  Ge- 
neral de  la  Isla. 

69  Suspender  los  acuerdos  de  la  Diputación  pro- 
vincial y  de  los  Ayuntamientos,  cuando  proceda,  con 
arreglo  á  Ley  provincial  y  á  la  Municipal  y  ejercer  las 
atribuciones  que  las  mismas  y  las  demás  vigentes  le 
conceden.  (1) 

7?  Suspender  en  el  ejercicio  del  cargo  á  los  Dipu- 
tados provinciales,  Alcaldes,  Tenientes  de  Alcalde  y 
Concejales  en  los  casos  y  en  la  forma  prevenidos  en  la 
Ley  provincial  y  en  la  Municipal.  (2) 

8?  Suplir  por  sí  ó  por  sus  delegados  la  acción  pro- 
vincial y  la  municipal,  ya  nombrando  la  Diputación  y 
Ayuntamientos,  cuando  no  se  reúnan  ó  completando 
su  número,  cuando  no  lo  hicieren  en  el  suficiente  para 
tomar  acuerdo,  ya  supliendo  las  funciones  de  las  mis- 
mas Corporaciones  cuando  se  negaren  á  ejercerlas,  y 
dando  cuenta  en  todo  caso  al  Gobernador  General.  (3). 
— Art.  9?  Ley  provincial. 

El  Gobernador  puede  dirigir  á  la  Diputación  las 
excitaciones  que  le  parezcan  oportunas  sobre  las  cua- 
les está  obligada  á  tomar  acuerdo.  (4). — Art.  10  Ley 
provincial. 


(1)  La  Ley  de  la  Península  dice:  '-'Suspender  los  acuerdos  de  la  Diputa- 
ción y  de  la  Comisión  cuando  proceda  según  las  leyes,  dando  cuenta  razona- 
da al  Gobierno  dentro  de  las  48  horas  siguientes." — Art.  28,  inciso  5? 

(2)  En  la  Ley  de  la  Península  no  existe  este  inciso. 

(3)  Tampoco  contiene  esta  disposición  la  Ley  de  la  Península. 

(4)  En  la  Ley  de  la  Península  no  existe  este  precepto. 


CAPITULO  II. 


Del  Sub-gobernador, 


97.  Nuestra  Ley  provincial  no  establece  el  cargo 
de  Sub-gobernador.  En  ei  artículo  14  de  la  Ley 
anterior  de  la  Península  se  autorizaba  al  Gobierno  de 
S.  M.  para  que  nombrase  Sub-gobernadores  en  la  for- 
ma prevenida  por  R.  D.  de  31  de  Agosto  de  1875,  pero 
sin  atribuirles  facultad  alguna  de  las  que  corresponden 
á  los  Alcaldes  y  á  los  Ayuntamientos  como  adminis- 
tradores de  los  pueblos.  La  nueva  Ley  provincial  no 
contiene  disposición  alguna  en  punto  á  Sub-goberna- 
dores. 


CAPITULO  III. 


La  Diputación  provincial. 

98.  La  Provincia. — No  debe  ser  la  Provincia 
una  mera  circunscripción  administrativa  trazada  tan 
solo  para  facilitar  la  acción  del  Poder  Central;  ha  de 
ser  también  una  agrupación  espontánea  de  intereses 
comunes  y  un  conjunto  armónico  de  afectos  y  relacio- 
nes locales,  si  bien  la  intimidad  no  es  tanta  en  caso 
alguno  como  la  que  existe  y  se  observa  en  el  Munici- 
pio. En  otros  términos,  la  personalidad  administrati- 
va y  civil  de  que  la  ley  reviste  á  la  Provincia  ha  de 
tener  por  base  y  asiento  una  individualidad  natural. 
De  esa  suerte,  será  la  Provincia  un  verdadero  organis- 
mo en  el  seno  de  la  vida  nacional,  con  sus  necesidades 
propias  y  peculiares  intereses.  En  España  es  vigorosa 
la  vida  provincial  porque  arranca  de  la  tradición  y  de 
la  historia  y  se  encuentra  favorecida  por  las  condicio- 
nes topográficas.  Vanos  han  sido  hasta  hoy  los  empe- 
ños de  la  centralización  para  extinguir  el  espíritu 
provincial.  Este  ha  resistido,  abriéndose  paso  victo- 
riosamente en  las  grandes  crisis  históricas  que  ha 
experimentado  la  Madre  Pátria.  En  esta  Antilla,  no 
puede  decirse  que  las  seis  Provincias  en  que  su  terri- 
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torio  se  encuentra  dividido  sean  únicamente  otras 
tantas  circunscripciones  administrativas.  Cada  una  de 
ellas  constituye  un  grupo  natural  por  sus  costumbres 
y  recuerdos,  por  la  naturaleza  de  sus  producciones  y 
la  índole  de  sus  intereses.  No  presentan,  sin  embargo, 
una  fisonomía  tan  pronunciada  como  la  que  se  nota  en 
las  de  la  Península  por  razones  históricas  bien  conoci- 
das. Es  de  advertirse  también  que  en  la  división  de 
Provincias  de  esta  hay  que  introducir  algunas  rectifi- 
caciones para  que  guarde  conformidad  con  los  intere- 
ses y  necesidades  locales.  Por  ejemplo,  la  antigua 
jurisdicción  de  Guanajay  debiera  formar  parte  de  la 
Provincia  de  la  Habana  y  no  de  la  de  Pinar  del  Rio. 
Basta  fijarse  en  los  medios  de  comunicación  para  com- 
prenderlo así. 

97.  Origen  y  carácter  de  las  Diputaciones 
provinciales. — Tienen  estas  su  origen  histórico  en 
la  Constitución  de  1812.  (1)  En  su  preámbulo  se 
leen  estas  palabras:  «Separadas  las  funciones  de  h»s 
Jueces  y  Tribunales  de  todo  lo  que  no  sea  adminis- 
trar la  justicia,  el  régimen  económico  délas  provin- 
cias debe  quedar  confiado  á  cuerpos  que  estén  inme- 
diatamente interesados  en  la  mejora  y  adelantamientos 
de  los  pueblos  de  su  distrito.  Cuerpos  que  formados 
periódicamente  por  la  elección  libre  de  las  mismas 
provincias,  tengan  además  de  su  confianza  las  luces 
y  conocimientos  locales  que  sean  necesarios  para  pro- 
mover su  prosperidad,  sin  que  la  perpetuidad  de  sus 
individuos  ó  su  directa  dependencia  del  Grobierno  pue- 
da en  ningún  caso  frustrar  el  conato  y  diligencia  de 
los  pueblos  en  favor  de  su  felicidad.))  Esta  institución 
siguió  las  vicisitudes  del  régimen  constitucional  en 
España.    Cayó  en  1814;  fué  restablecido  en  1820; 


(1)    Del  art.  325  al  337. 
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cayó  de  nuevo  en  1823  y  por  segunda  vez  fué  resta- 
blecida en  1836,  subsistiendo  desde  entonces.  Con 
la  Constitución  de  1812  fueron  establecidas  en  esta 
Isla  las  Diputaciones  provinciales  (Habana,  Puerto- 
Príncipe  y  Santiago  de  Cuba)  y  restablecidas  en  1820. 
No  así  en  1836,  porque  las  Córtes  Constituyentes 
reunidas  ese  año  acordaron  abolir  el  sistema  represen- 
tativo en  las  provincias  de  Ultramar.  Con  la  Ley 
Provincial  de  1878  han  vuelto  á  tener  existencia  entre 
nosotros  las  Diputaciones  provinciales. 

Por  su  origen,  naturaleza  y  fines  es  la  Diputación 
provincial  una  institución  electiva  y  de  carácter  eco- 
nómico administrativo,  correspondiéndole  en  ese  con- 
cepto el  «gobierno  y  la  dirección  de  los  intereses  pecu- 
liares de  la  Provincia,» — Art.  43  de  la  Ley  provincial. 
Sin  embargo,  han  sido  tan  cercenadas  entre  nosotros 
las  atribuciones  de  las  Diputaciones  provinciales  que 
mas  parecen  Cuerpos  consultivos  que  Corporaciones 
populares  con  facultades  propias  para  promover  y  re- 
solver en  punto  á  los  intereses  provinciales, 

SECCION  I. 

ORGANIZACION  DE  LAS  DIPUTACIONES  PROVINCIALES. 


100.  Composición. — La  Diputación  provincial  se 
compone  de  los  Diputados  elegidos  por  los  mismos 
electores  de  Ayuntamientos.  Cada  partido  judicial  elige 
tres  Diputados.  Si  los  que  por  esta  regla  deben  ser 
nombrados  no  llegan  al  número  de  doce,  se  aumentará 
el  de  los  elegibles  hasta  completarle  en  los  partidos 
que  tengan  mayor  población.  Si  los  que  corresponden 
elegir  á  la  Provincia  exceden  de  veinte,  se  reducirá  el 

14 
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número  de  los  elegibles  en  los  partidos  que  tengan 
ménos  población. — Art.  7o  Ley  provincial.  De  suerte 
que  el  mínimun  de  Diputados  provinciales  de  que  pue- 
de componerse  una  Diputación  entre  nosotros  es  de 
doce  y  el  máximun,  de  veinte.  Si  se  aplicara  literal- 
mente la  regla  en  cuya  virtud  cada  partido  judicial 
debe  elegir  tres  Diputados,  tendríamos  el  resultado 
siguiente:  Habana,  36  Diputados;  Pinar  del  Rio,  9; 
Santa  Clara,  18  y  Puerto-Príncipe  9.  En  Santiago  de 
Cuba  y  Matanzas  la  regla  se  ha  aplicado  rigorosamen- 
te. Así,  en  la  primera  de  dichas  Provincias,  el  núme- 
ro de  Diputados  es  de  18  y  en  la  segunda,  de  15.  En 
las  demás  no  sucede  lo  mismo.  La  Provincia  de  la 
Habana  elige  veinte  Diputados;  la  de  Pinar  del  Pió,' 
doce;  la  de  Santa  Clara,  diez  y  siete  y  la  de  Puerto- 
Príncipe,  doce. — Resolución  del  Gobierno  General  de 
15  de  Agosto  de  1878.  (1) 

101.  Constitución  interina  de  la  Diputación. 
— Los  Diputados  electos  presentarán  sus  actas  en  la 
Secretaría  de  la  Diputación  ocho  dias  antes  del  en  que 
deba  celebrarse  la  apertura  de  las  sesiones.  En  este 
dia,  sin  necesidad  de  previa  convocatoria,  se  reunirán 
los  Diputados  que  hayan  presentado  sus  actas,  bajo  la 
presidencia  del  Gobernador  y  procederán  á  la  consti- 
tución interina  de  la  Diputación.  Se  constituye  inte- 
rinamente dándose  la  presidencia  al  Vocal  de  mas  edad 
y  designándose  Secretarios  á  los  dos  mas  jóvenes  entre 
los  presentes.  Hecho  así,  en  la  misma  sesión  elegirá 
la  Diputación  dos  Comisiones  de  tres  vocales  cada  una: 
la  primera  examinará  las  actas  presentadas  y  que  fue- 
ren presentando  los  interesados;  la  segunda  examinará 


(1)  En  la  parte  de  este  trabajo  destinada  á  "Elecciones"  expondrémos 
las  disposiciones  relativas  á  los  electores  y  elegibles  en  lo  que  atañe  á  las 
elecciones  provinciales  y  también  al  procedimiento  electoral. 
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las  actas  de  los  vocales  que  forman  la  primera.  Ambas 
Comisiones  presentarán  inmediatamente  sus  dictámenes 
á  la  Diputación,  la  cual  en  su  vista  procederá  sin  in- 
terrupción á  resolver  en  definitiva  todas  las  reclama- 
ciones y  protestas  á  que  las  operaciones  electorales 
hubieren  dado  lugar.  La  discusión  de  actas  que  con- 
tuviesen protesta  grave  se  reserva  á  la  Diputación  de- 
finitivamente constituida. — Artículos  22,  23,  24  y  25 
Ley  provincial  y  Real  orden  de  12  de  Enero  de  1873. 
— Protestas  graves  son  las  que  afectan  á  la  validez  de 
la  elección. — Art.  25  ya  citado. 

102.  Constitución  definitiva  de  la  Diputación. 
— A  fin  de  constituirse  definitivamente,  procederá  la 
Diputación  á  formar  una  terna  de  individuos  de  su 
seno,  la  cual  elevará  al  Gobernador  General,  para  que 
este  nombre  de  entre  ellos  al  Presidente  de  la  Corpo- 
ración. El  Gobernador  General  podrá  no  aceptar  los 
propuestos  y  en  este  caso  nombrar  Presidente  á  otro 
cualquiera  individuo  de  la  Diputación.  (1) 

Formada  la  terna'  para  el  nombramiento  de  Presi- 
dente, acto  continuo  elegirá  la  Diputación  de  entre 
sus  individuos  un  Vice-Presidente  y  dos  Secretarios 
para  todas  las  sesiones  que  hayan  de  celebrarse  hasta  la 
renovación,  esto  es,  durante  el  bienio, — Art.  25. 

Ya  hemos  indicado  que  sólo  después  de  constituida 
definitivamente  la  Diputación  cabe  la  discusión  de  las 
actas  que  contuviesen  protestas  graves.  Si  la  Diputa- 
ción acordare  la  anulación  de  algún  acta,  comunicará 
su  acuerdo  al  Gobernador  que  dispondrá  su  imediata 
publicación.    Este  acuerdo  será  ejecutivo  y  se  proce- 


(1)  t  En  la  Península  no  se  conoce  hoy  el  vicioso  sistema  de  las  ternas, 
tan  contrario  al  respeto  que  el  sufragio  merece,  y  que,  en  este  caso  como  en 
otros,  no  ofrece  garantía  ninguna,  puesto  que  el  Gobernador  General  puede 
no  aceptar  la  terna  y  nombrar  libremente  á  quien  quisiere. — En  la  Penínsu- 
la, la  Diputación  elige  su  Presidente. — Art.  51  Ley  provincial. 
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derá,  en  consecuencia  á  la  elección  parcial,  si  el  inte- 
resado no  interpusiere  recurso  en  el  término  de  ocho 
dias  ante  la  Audiencia  del  territorio. — Art.  26  Ley 
provincial.  (1 ) 

Los  Diputados  que  para  la  constitución  definitiva 
no  hubiesen  presentado  sus  actas  se  entenderán  que 
renuncian  el  cargo.  La  Diputación  declarará  la  va- 
cante y  lo  comunicará  al  Gobernador,  procediándose 
á  la  elección  parcial. — Art.  25. 

103.  El  cargo  de  Diputado  provincial. — Es 
gratuito,  honorífico,  sujeto  á  responsabilidad  y  no  es 
renunciable  sino  por  justa  causa,  una  vez  aceptado.  Su 
duración  es  de  cuatro  años,  haciéndose  cada  dos  la  re- 
novación de  la  mitad  de  los  que  compongan  la  Diputa- 
ción. La  primera  designación  se  hará  por  sorteo. 
Saldrá  primero  el  número  mayor,  si  el  total  no  fuese 
susceptible  de  exacta  división,  y  en  las  renovaciones 
sucesivas  saldrán  los  mas  antiguos. — Art.  29. 

104,  Vacantes. — Las  extraordinarias  que  por 
cualquier  concepto  ocurran,  cuando  ántes  de  la  reno- 
vación general  haya  de  verificarse  alguna  de  las  sesio- 
nes ordinarias,  se  han  de  cubrir  por  elección  parcial, 
ingresando  el  elegido  en  el  lugar  que  corresponda  al 
saliente.  Cuando  la  vacante  ocurriese  por  suspensión 
gubernativa  ó  judicial,  ó  después  del  plazo  arriba  ex- 
presado, el  Gobernador  General  la  proveerá  interina- 
mente en  cualquier  persona,  si  la  hubiere,  que  ántes 
haya  desempeñado  por  elección  el  cargo  de  Diputado 
provincial.  El  nombrado  continuará  hasta  que  se  re- 
suelva definitivamente  la  suspensión  del  Diputado  á 
quien  reemplace,  ó  hasta  la  primera  renovación  si  en 
ella  debiera  aquel  cesar  por  el  turno  establecido. — 
Art.  30  Ley  provincial. 


(1)  Mas  adelante  nos  ocupamos  detenidamente  de  los  "recursos  oontra 
los  acuerdos  de  las  Diputaciones  proyinciales," 
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A  la  Diputación  corresponde  admitir  ó  desechar  las 
renuncias  y  declarar  las  vacantes.  El  Gobernador 
dispone  las  elecciones  ordinarias  y  extraordinarias 
cuando  según  las  leyes  deban  verificarse  y  en  la  forma 
que  las  mismas  determinan.  Las  elecciones  serán 
anunciadas  en  los  cinco  dias  siguientes  al  acuerdo  en 
•que  se  funden  y  se  verificará  dentro  de  un  plazo  que 
no  baje  de  quince  dias  ni  exceda  de  treinta  después  de 
la  convocación. — Art.  31. 


SECCION  II. 

MODO  DE  FUNCIONAR  LA  DIPUTACION  PROVINCIAL. 


105.  Residencia  y  época  de  sus  reuniones. — 

La  Diputación  provincial  ha  de  reunirse  necesaria- 
mente en  la  capital  de  la  provincia  todos  los  años  el 
primer  dia  útil  de  los  meses  quinto  y  décimo  del  año 
económico,  (1)  esto  es,  los  meses  de  Noviembre  y 
Abril  del  año  natural.  La  primera  sesión  de  cada  pe- 
ríodo se  abre  por  el  Gobernador  en  nombre  del  Go- 
bierno Supremo. — Arts.  27  y  28.  Ley  provincial. 

106.  Reuniones. — 1?  Ordi.iarias.  La  Diputa- 
ción fija  en  su  primera  sesión  de  cada  período  semes- 
tral el  número  de  las  que  haya  de  celebrar  durante  el 
mismo.  En  caso  de  necesidad  puede  acordar  prórro- 
ga con  aquiescencia  del  Gobernador.  Si  durante  la 
celebración  de  las  sesiones  sobrevinieran  causas  que 
hicieran  peligrosa  su  continuación,  podrá  suspenderlas 


(1)  El  ano  económico  comienza  en  1?  de  Julio  y  terminará  en  30  de  Ju- 
nio del  año  natural  siguiente. 
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el  Gobernador  6  aplazarlas,  dando  inmediatamente 
cuenta  al  Gobernador  General. — 2°  Extraordinarias. 
La  Diputación  se  reúne  en  sesión  extraordinaria  cuan- 
do para  asuntos  determinados  sea  necesario,  á  juicio 
del  Gobernador  General  ó  del  de  la  Provincia.  Cuan- 
do por  fundados  motivos  crea  el  Gobernador  que  de 
una  reunión  extraordinaria  puedan  sobrevenir  altera- 
ciones en  el  orden  público,  suspenderá  la  convocación, 
dando  cuenta  al  Gobernador  General.  Dentro  de  los 
quince  dias  siguientes  á  la  comunicación  el  Goberna- 
dor General  resolverá  lo  que  proceda,  aprobando  el 
acuerdo  del  Gobernador  ó  levantando  la  suspensión. 
Se  entiende  levantada  cuando,  pasado  un  mes  desde 
el  acuerdo  de  convocatoria,  no  se  hubiere  comunicado 
resolución  alguna  superior  en  contrario. — Arts.  32, 
33,  y  35,  Ley  provincial. — Convocación.  Al  Gober- 
nador corresponde  convocar.  Lo  ha  de  hacer  citando 
por  escrito  y  en  su  domicilio  á  cada  uno  de  los  voca- 
les con  ocho  dias  de  antelación.  Si  se  tratare  de  una 
reunión  extraordinaria,  se  expresará  el  objeto.  Tam- 
bién ha  de  anunciarse  con  igual  antelación  en  los  pe- 
riódicos oficiales. — Boletin  Oficial  de  la  Provincia. — - 
Art.  34. 

107.  Publicidad  de  las  sesiones. — Han  de  ser 

públicas  cuando  se  trate  de  cuentas,  presupuestos  y 
otros  objetos  relacionados  con  éstos  y  también  cuan- 
do se  trate  de  las  actas  de  elecciones  provinciales.  (1) 
De  las  sesiones  se  insertará  un  extracto  en  el  Boletin 
Oficial  de  la  Provincia. — Art.  36. 

108.  Asistencia  á  las  sesiones. — Es  obligato- 


(l)  En  la  Península,  está  dispuesto  que  todas  las  sesiones  sean  públicas. 
— [Art.  64.  Ley  provincial.] — Solo  por  excepción  pueden  ser  secretas.  En 
nuestra  ley  no  existe  igual  precepto,  pero  tampoco  hay  prohibición.  Así 
es  que  las  Diputaciones  pueden  acordar  que  sus  cesiones  sean  públicas,  co- 
mo lo  ha  hecho  la  de  la  Habana. — Art.  16  de  su  Eeglamento. 
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ría.  Incurre  en  una  multa  de  veinte  pesos  por  cada 
vez,  el  Diputado  que  sin  causa  debidamente  justificada 
dejare  de  asistir,  siéndole  además  imputables  los  per- 
juicios á  que  su  morosidad  hubiese  dado  lugar.  Al 
Presidente  de  la  Diputación  corresponde  hacer  efecti- 
va la  responsabilidad. — Los  Diputados  que  tuvieren 
necesidad  de  ausentarse  lo  pondrán  en  conocimiento 
del  Gobernador,  sin  cuyo  requisito  incurrirán  en  las 
responsabilidades  ya  indicadas. — Durante  las  sesiones 
se  necesita  para  ausentarse,  obtener  la  licencia  de  la 
Diputación,  la  cual  no  puede  concederla  sino*  en  cuan- 
to sus  efectos  no  traigan  consigo  la  ausencia  de  la 
mitad  del  número  total  de  Diputados. 

109.  Número  para  deliberar  y  tomar  acuer- 
do.— Para  deliberar  es  necesario  la  presencia  de  la 
mayoría  absoluta  (1)  del  número  total  de  Diputados 
en  ejercicio. — Art.  38,  Ley  provincial  y  P.O.  de  10  de 
Julio  de  1872. 

Para  formar  acuerdo  se  necesita  el  voto  de  la  mayo- 
ría de  los  concurrentes,  salvo  en  el  caso  de  aprobación 
del  presupuesto,  en  que  se  requiere  el  voto  de  la  ma- 
yoría absoluta  del  total  de  Diputados  en  ejercicio. — 
Arts.  39  y  81  de  la  Ley  provincial. 

En  caso  de  empate,  se  repite  la  votación  al  dia  si- 
guiente, y  si  hubiere  segundo  empate,  lo  resuelve  el 
Presidente. — Art.  39. 

A  ningún  Diputado  es  permitido  abstenerse  de  emi- 
tir su  voto.  Son  responsables  por  los  acuerdos  que 
autoricen  con  su  voto. — Art.  40,  L.  P.  y  95  L.  M. 

Todo  asunto  sobre  que  haya  de  resolver  la  Diputa- 
ción será  primero  discutido  y  luego  votado  (2)  en  la 

(1 )  Esto  es,  la  mitad  más  uno. 

(2)  Por  lo  que  hace  á  la  Diputación  provincial  de  la  Habana,  se  deter- 
mina el  orden  y  forma  de  la  discusión  en  los  arts.  23  y  siguientes  hasta  el 
53  de  su  Reglamento  interior. 
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forma  que  dejamos  indicada. — Art.  40,  Ley  provincial 
y  Ley  municipal.  (1) 

Los  trámites  de  instrucción  y  discusión  no  pueden 
invocarse  como  excusas  por  las  Diputaciones  provin- 
ciales para  dilatar  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
que  las  leyes  les  imponen, — Art.  40,  Ley  provincial  y 
107,  Ley  municipal. 

110.  Actas  de  las  sesiones. — De  cada  sesión 
ha  de  estenderse  un  acta.  En  ella  han  de  constar  los 
nombres  del  Presidente  y  Diputados  presentes;  los 
asuntos  de  que  se  hubiere  tratado;  el  resultado  de  las 
votaciones  y  las  listas  de  las  nominales  cuando  las  hu- 
biere. Siempre  constarán  en  el  acta  la  opinión  de  las 
minorías  y  sus  fundamentos.  Los  Diputados  Secre- 
tarios estienden  las  minutas  de  las  actas  y  las  pasan 
al  Secretario  de  la  Corporación  para  que  las  redacte 
con  arreglo  á  las  leyes.  El  Presidente  y  los  Diputa- 
dos Secretarios  autorizan  las  actas;  deben  firmarlas 
todos  los  Diputados  que  hubiesen  concurrido  á  lase 
sion  y  por  los  que  estuviesen  presentes  al  darse  cuen- 
ta de  las  mismas. — Art.  40,  Ley  provincial  y  103,  Ley 
municipal. 

111.  Sesiones  nulas. — Es  nula  toda  sesión  ordi- 
nar  a  que  no  se  celebre  el  dia  señalado.  Nula  es  tam- 
bie.i  la  sesión  extraordinaria  que  no  haya  sido  convo- 
cada en  forma  ó  en  que  se  haya  tratado  de  un  asunto 
no  comprendido  en  la  convocatoria.  Nula  es  asimis- 
mo la  sesión  en  que  no  hubiese  existido  el  numero 
que  la  Ley  exige  para  deliberar  y  tomar  acuerdo. 
Nula  es,  por  último,  la  sesión  en  que  uno  ó  más  Dipu- 


(1)  En  el  Reglamento  citado  se  distinguen  tres  clases  de  votaciones. 
ordinarias  [levantándose  los  que  aprueban  y  permaneciendo  sentados  los 
que  desaprueban;]  nominales  [diciendo  el  Diputado  sí  ó  nó  luego  de  llama- 
do por  su  nombre;]  y  secretas  [por  medio  de  papeletas  ó  de  bolas.] — Arts. 
54  y  siguientes  hasta  el  67. 
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tados  se  hayan  abstenido  de  votar. — Arts.  40-  Ley  pro- 
vincial, 99  de  la  Ley  municipal  y  R.  O.  de  8  de  Julio 
de  1878. 

112.  Comisiones. — En  su  segunda  sesión  fijará 
la  Diputación  el  número  de  Comisiones  permanentes 
en  que  ha  de  dividirse,  confiando  á  cada  una  todos  los 
negocios  generales  de  uno  ó  mas  ramos  de  los  que  la 
Ley  pone  á  su  cargo  y  determinando  el  número  de  in- 
dividuos de  que  han  de  componerse.  Tomado  el  acuer- 
do, se  procede  inmediatamente  á  la  elección  de  perso- 
nas en  votación  secreta  y  por  papeletas,  quedando 
elegidos  los  que  obtuvieren  mayor  número  de  votos; 
en  caso  de  empate,  decide  la  suerte. — En  el  trascurso 
de  los  períodos  semestrales  podrá  nombrar  comisiones 
especiales,  que  son  elegidas  como  las  permanentes  ce- 
sando así  que  concluya  su  encargo.  (1) — Art.  40  Ley 
provincial  y  57  y  58  Ley  municipal. 

113.  Reglamento  interior. — La  Diputación  for- 
ma su  reglamento  para  el  despacho  de  los  negocios, 
orden  de  las  sesiones  y  modo  de  funcionar;  pero  ha  de 
ser  sometido  á  la  aprobación  del  Gobernador  General. 
(2) — Art.  41  Lev  provincial. 

114.  Memorias  semestrales. — En  cada  una  de 
las  reuniones  semestrales,  el  Presidente  y  Secretarios 
de  la  Diputación  están  obligados  á  presentar  una  ((Me- 
moria» que  exprese  los  asuntos  en  que  aquella  haya  de 

(1)  En  el  Keglamento  ele  la  Diputación  provincial  de  la  Habana  se  dis- 
tinguen tres  clases  de  Comisiones:  la  permanente  [que  es  la  provincial;] 
especiales  [que  la  Diputación  elige  de  su  seno  para  encomendarles  el  oxá- 
men  de  asuntos  relacionados  con  sus  atribuciones.]  y  transitorias  [que  la 
Ley  municipal  califica  de  especiales). r— Las  Comisiones  especiales  son  4, 
con  arreglo  á  dicho  Reglamento:  V)  Hacienda,  y  personal. — 2?  Gobernación 
y  Fomento;  3?  Servicios  generales  y  Administración  local;  y  4?  Beneficen- 
cia y  Sanidad. — Art.  83  y  siguientes  basta  el  104. 

(2)  En  la  Península,  las  Diputaciones  provinciales  forman  y  aprueban 
definitivamente  sus  respectivos  reglamentos. — Art.  72  Lev  provincial. 

15 
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ocuparse,  con  noticia  de  los  negocios  pendientes  y 
estado  de  las  cuentas,  fondos  y  administración  provin- 
cial.— Art.  42  Ley  provincial. 


SECCION  III. 

COMPETENCIA  Y  ATRIBUCIONES  DE  LA  DIPUTACION  PROVINCIAL, 

115.  Con  arreglo  al  artículo  43  de  la  Ley  provin- 
cial es  de  la  competencia  de  la  Diputación  provincial 
el  gobierno  y  dirección  de  los  intereses  peculiares  de 
la  Provincia,  en  cuanto,  según  dicha  Ley  ó  la  munici- 
pal, no  corresponda  á  los  Ayuntamientos,  y  en  parti- 
cular lo  que  se  refiere  á  los  objetos  siguientes: 

1?  ((Establecimiento  y  conservación  de  servicios 
que  tengan  por  objeto  la  comodidad  de  los  habitantes 
de  la  Provincia  y  el  fomento  de  sus  intereses  materia- 
les y  morales,  tales  como  caminos,  canales  de  navega- 
ción y  de  riego  y  toda  clase  de  obras  públicas  de 
interés  provincial,  establecimientos  de  Beneficencia  ó 
de  instrucción,  concursos,  exposiciones  y  otras  institu- 
ciones de  fomento  y  demás  objetos  análogos,  con  su- 
jeción á  las  leyes  especiales  y  reglamentos  de  los 
diversos  ramos  de  la  Administración  pública.» 

2?  Administración  de  los  fondos  provinciales,  ya 
sea  para  el  aprovechamiento,  disfrute  y  conservación 
de  toda  clase  de  bienes,  acciones  y  derechos  que  per- 
tenezcan á  la  Provincia  ó  á  establecimientos  que  de  ella 
dependan,  ya  para  la  determinación,  repartimiento, 
inversión  y  cuenta  de  los  recursos  necesarios  para  la 
realización  de  los  .servicios  que  están  confiados  á  la 
Diputación.)) 

«La  Diputación  se  acomodará  á  lo  mandado  por  las 
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leyes  y  disposiciones  dictadas  para  su  ejecución  en 
todos  los  asuntos  que,  según  la  Ley  provincial,  no  le 
competan  exclusivamente  y  que  obra  por  delegación.)) 

Como  dice  con  acierto  el  Sr.  Colmeiro,  (1)  al  refe- 
rirse á  este  artículo,  «la  enumeración  de  los  servicios 
es  incompleta,  el  deslinde  incierto,  el  precepto  vago 
y  el  desórden  tal,  que  sería  empresa  temeraria  susti- 
tuir las  palabras  del  legislador  con  una  razonada  ex- 
posición de  doctrina.» 

Interesa,  sin  embargo,  presentar  en  lo  posible  una 
enumeración  y  clasificación  de  las  atribuciones  de  la 
Diputación  para  prevenir  dudas  y  salir  al  encuentro  de 
dificultades  en  una  materia  que  reviste  gran  interés 
práctico. 

116.  Acuerdos. — Los  actos  y  resoluciones  de  la 
Diputación  se  denominan  acuerdos;  pero  no  todos  ellos 
tienen  igual  carácter  ni  poseen  tampoco  igual  autori- 
dad. Así  es,  que  por  unos  la  Corporación  resuelve;  por 
otros,  propone;  y  por  otros,  informa.  Los  primeros  ver- 
san sobre  materias  y  asuntos  de  su  exclusiva  compe- 
tencia; los  segundos  dicen  relación  á  casos  en  que,  si 
bien  se  encuentra  interesada  la  Provincia,  toca  la  de- 
cisión al  Gobernador  de  la  Provincia  6  al  Gobernador 
General;  y  los  terceros  se  contraen  á  los  asuntos  en 
que,  por  precepto  de  las  leyes,  debe  oirse  á  la  Dipu- 
tación por  vía  de  ilustración  ó  consejo. 

117.  I.    Resuelve  la  Diputación: 

l9  Sobre  el  recurso  de  alzada  contrallas  decisiones 
de  los  Ayuntamientos  respecto  al  empadronamiento  de 
vecinos  y  á  las  rectificaciones  del  mismo. — Art.  21 
Ley  municipal. 

2?  Sobre  el  recurso  de  alzada  que  se  interpusiere 
contra  las  decisiones  de  los  Ayuntamientos  relativas  á 


(1)   Derecho  administrativo  español,  4?  edición,  tomo  I,  pág.  217. 
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las  excusas  y  oposiciones  en  la  designación  de  vocales 
asociados  para  constituir  la  Junta  municipal.-^-Art.  66 
Ley  municipal. 

39  Sobre  el  recurso  de  agravios  que  concede  la 
Ley  municipal  en  su  artículo  137  contra  las  operacio- 
nes de  evaluación  y  repartimiento  municipal. 

49  Sobre  el  recurso  también  de  agravios  que,  se- 
gún el  artículo  140  de  la  Ley  municipal  compete  con- 
tra las  decisiones  del  Ayuntamiento  y  Junta  de  asocia- 
dos relativas  á  la  fijación  de  las  cuotas  individuales  y 
á  su  exacción  en  el  impuesto  de  consumo. 

59  Sobre  todas  las  reclamaciones  y  protestas  á  que 
hubieren  dado  lugar  las  elecciones  de  Diputados  pro- 
vinciales; sobre  la  aprobación  ó  desaprobación  de  las 
actas;  sobre  la  admisión  de  las  renuncias  de  los  elegi- 
dos y  sobre  la  declaración  de  vacantes. — Arts.  24,  26 
y  31  Ley  provincial. 

69  Sobre  la  formación  del  presupuesto  de  gastos  é 
ingresos  de  la  administración  provincial. — Es  de  ad- 
vertirse que  en  este  particular  no  resuelve  definitiva- 
mente la  Diputación  por  cuanto  á  que  debe  remitir  el 
presupuesto  ai  Gobernador  para  el  doble  objeto  de 
corregir  las  extralimitaciones  legales,  si  las  hubiere,  é 
impedir  que  se  perjudiquen  los  intereses  generales  de 
los  pueblos,  pudiendo  la  Corporación  alzarse  para  ante 
el  Gobernador  General,  quien  ha  de  resolver  sin  pér- 
dida de  tiempo  y  previa  audiencia  del  Consejo  de  Ad- 
ministración.— Arts.  76  y  77  Ley  provincial. 

7?  Sobre  el  nombramiento  de  sus  empleados  y 
agentes,  salvo  el  Secretario,  el  Contador  y  el  Deposi- 
tario, cuya  designación  corresponde  al  Gobernador,  á 
propuesta  de  la  Diputación.- — Arts.  44  y  66  Ley  pro- 
vincial. (2) 


(2)  En  la  Península,  las  Diputaciones  provinciales  nombran  y  separan  á 
todos  sus  empleados. — Art.  74  Ley  provincial. 


•  —  117  — 

8?  Sobre  los  asuntos  concernientes  á  la  conserva- 
ción y  fomento  de  los  intereses  materiales,  morales  é 
intelectuales  de  la  Provincia  á  que  se  contrae  el  art.  43 
de  la  Ley  provincial,  trascrito  al  ingreso  de  esta  Sec- 
ción. 

9?  Sobre  las  demandas  de  mayor  cuantía  que  ha- 
yan de  establecerse  á  nombre  de  la  Provincia. — Art. 
65  Ley  provincial. 

.10.  Sobre  la  autorización  para  entablar  pleitos  á 
nombre  de  pueblos  menores  de  400  habitantes. — Art. 
82  Ley  municipal. 

118,  Suspensión  de  los  acue'rdos. — Aunque  el 
artículo  46  de  la  Ley  provincial  preceptúa  que  sean 
ejecutivos  los  acuerdos  tomados  por  la  Diputación  pro- 
vincial en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  43,  es  lo 
cierto  que  resulta  desvirtuado  ese  precepto  porque, 
con  arreglo  al  art.  47,  deben  comunicarse  aquellos  en 
término  de  tercero  dia  al  Gobernador,  el  cual  puede 
en  todos  ¡os  casos  suspenderlos  por  sí;  (1)  y  también  á 
instancia  de  cualquier  residente  en  la  Provincia,  en 
los  casos  siguiente»: 

l9  Por  recaer  en  asuntos  que  no  sean  de  la  com- 
petencia de  la  Diputación. 

2?  Por  delincuencia. — La  suspensión  ha  de  comu- 
nicarse á  la  Diputación  provincial  dentro  de  los  ocho 
dias  siguientes  k  la  notificación  del  acuerdo,  pasado 
cuyo  plazo  es  ejecutivo  de  derecho.  El  plazo  comien- 
za á  correr  desde  el  recibo  del  expediente,  si  el  Go- 
bernador lo  hubiere  reclamado  para  su  exámen. — La 
suspensión  en  todo  caso  será  motivada  con  expresión 
concreta  y  precisa  de  las  disposiciones  legales  en  que 
se  funde. — Art.  47  Ley  provincial. 


(1)  De  tamaña  atribución  carecen  en  la  Península  los  Gobernadores. — 
Art.  84    Ley  provincial. 
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Notificada  la  suspensión,  puede  la  Diputación  recu- 
rrir en  alzada  ai  Gobernador  General,  á  quien  el  de 
la  Provincia  debe  remitir  el  recurso  con  el  expediente 
y  su  informe  eñ  el  término  de  ocho  dias.  El  Gober- 
nador General  resuelve,  previa  consulta  del  Consejo 
de  Administración,  dentro  de  los  cuarenta  dias  des- 
pués de  la  remisión  del  expediente. — Art.  48  L.  P. 

El  Gobernador  suspenderá  también  la  ejecución  de 
los  acuerdos  recaidos  en  asuntos  que  no  sean  de  la 
competencia  de  la  Diputación,  cuando  hubiere  de  re- 
sultar perjuicio  en  los  derechos  civiles  de  un  tercero. 
La  suspensión  en  este  caso  tendrá  lugar  solamente  en 
cuanto  lo  solicitare  el  interesado,  reclamando  al  pro- 
pio tiempo  contra  el  acuerdo.  El  Gobernador  decre- 
tará* la  suspensión,  si  procede,  dentro  de  los  tres  dias 
siguientes  ála  petición  y  la  comunicará  en  el  inmedia- 
to al  interesado. — Art.  48  Ley  provincial. 

119.  II.  Propone,  ó  como  dice  el  Sr.  Colmeiro 
delibera  la  Diputación  respecto: 

19  De  la  división  de  la  Provincia  en  distritos  elec 
torales  para  Diputados  provinciales.— Art.  18  Ley 
provincial. — La  decisión  toca  al  Ministerio  de  Ultra- 
mar, previo  informe  del  Consejo  de  Estado. 

20  De  su  Reglamento  para  el  despacho  de  sus  ne- 
gocios, órden  de  las  sesiones  y  modo  de  funcionar. 
La  aprobación  corresponde  al  Gobernador  General.— 
Art,  41. 

Del  nombramiento  y  separación  del  Secretario, 
del  Contador,  y  del  Depositario  de  los  fondos  provin- 
ciales. Una  y  otra  cosa  corresponden  al  Gobernador. 
— Art.  66  Ley  provincial. 

49  De  la  plantilla  y  sueldo  de  todos  sus  empleados 
y  del  reglamento  para  el  servicio  interior  de  la  Secre- 
taria, de  la  Contaduría  y  de  la  Depositaría.  Corres- 
ponde la  aprobación  al  Gobernador  General. 
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59  A  dar  encargo  á  cualquiera  de  sus  vocales  ó 
dependientes  para  girar  visitas  de  inspección  á  los 
Ayuntamientos,  con  el  fin  de  enterarse  del  estado  de 
sus  servicios  y  archivos,  sin  que  pueda  dictarse  provi- 
dencia alguna  sóbrelos  asuntos  municipales,  pues  los 
delegados  han  de  limitarse  á  informar  á  la  Diputación, 
á  la  cual  toca  adoptar  las  disposiciones  que  procedan 
conforme  á  la  Ley  provincial.  Para  girar  las  visitas 
de  inspección  indicadas,  se  requiere  la  prévia  aproba- 
ción del  Gobernador  General,  (1)  á  quien  deberá  ma- 
nifestarse la  causa  que  las  motive  y  justifique. — Art. 
72  Ley  provincial  y  R.  O.  28  de  Mayo  de  1881  (2)  — 
Por  R.  O.  de  18  de  Enero  de  1882  se  ha  resuelto  que 
al  acto  de  las  visitas  ha  de  estar  presente  el  Alcalde  ó 
un  delegado  del  Municipio  visitado,  debiendo  los  en- 
cargados de  aquella  levantar  acta  de  su  resultado;  sin 
perjuicio  de  pedir,  sí  lo  estimasen  necesario,  certifi- 
caciones relativas  al  estado  de  los  servicios  y  archivo 
municipales. 

120.    III.    Informa  la  Diputación: 


(1)  En  la  Península  no  se  requiere  próvia  aprobación  ni  del  Gobernador 
Civil  ni  del  Gobierno  Central. — Art.  75  Ley  provincial. 

(2)  La  R.  O.  que  se  cita,  expedida  de  acuerdo  con  el  parecer  de  la  Sec- 
ción de  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  recayó  á  consecuencia  de  ta  alzada 
que  la  Diputación  provincial  de  la  Habana  interpuso  contra  una  resolución 
del  Gobernadar  General  respecto  á  la  necesidad  de  que  se  expresara  el  mo- 
tivo dé  la  visita  de  inspección  al  Ayuntamiento  de  esta  capital,  acordada 
por  la  Corporación,  y  también  de  la  circular  del  Gobierno  General  sobre  vi- 
sitas á  los  Ayuntamientos.  Hé  aquí  las  conclusiones  del  dictamen  emitido 
por  la  Sección  de  Ultramar:— 1?  Que  procede  resolver  la  alzada,  declaran- 
do que  no  debe  subsistir  la  circular  antedicha. — 2?  Que  no  obstante,  debe 
ser  interpretado  rectamente  el  precepto  del  art.  72,  disponiéndose  que  al  so- 
licitar la  Diputación  la  aprobación  que  aquel  exige,  manifieste  los  funda- 
mentos que  motiven  la  visita,  comunicando  al  Gobernador  General  el  acta, 
en  que,  bien  á  moción  de  un  Diputado,  por  noticias  recibidas,  ó  por  otro 
motivo,  se  tomó  el  oportuno  acuerdo. — Yeáse  la  Gaceta  correspondiente  al 
23  de  Julio  de  1881. 
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1?  En  los  expedientes  sobre  creación,  segregación 
y  supresión  de  Municipios  y  términos. — Art.  7?  Ley 
municipal. — Es  de  advertirse  que  la  resolución  del 
Gobernador  General  es  ejecutoria  si  guarda  conformi- 
dad con  el  dictámen  de  la  Diputación.  En  caso  de 
disidencia,  toca  la  resolución  al  Ministerio  de  Ultra- 
mar, prévia  audiencia  del  Consejo  de  Estado.  (1) 

29  En  los  expedientes  para  hacer  pasar  un  térmi- 
no municipal  de  uno  á  otro  partido  judicial. — Art.  9? 
Ley  municipal.  La  resolución  corresponde  al  Minis- 
terio de  Ultramar,  prévia  consulta  del  Consejo  de  Es- 
tado. 

39  Acerca  de  las  ordenanzas  municipales  de  poli- 
cía urbana  y  rural. — Serán  ejecutivas  en  el  caso  de 
que  la  aprobación  del  Gobernador  de  la  Provincia  ha- 
ya sido  dictada  de  acuerdo  con  el  dictámen  de  la  Di- 
putación. En  caso  de  discordia,  resuelve  el  Gober- 
nador General,  oyendo  al  Consejo  de  Administración. 
—Art.  72  Ley  municipal. 

4?  Sobre  la  creación  de  arbitrios  municipales. — 
Resuelve  el  Gobernador  General. — Art.  134  Ley  mu- 
nicipal. 

5?  Sobre  los  repartimientos  generales  entre  todos 
los  vecinos  y  hacendados  para  cubrir  los  servicios  mu- 
nicipales. La  aprobación  del  Gobernador  causa  eje- 
cutiva si  guarda  conformidad  con  lo  propuesto  por  el 
xVy  untamiento  y  lo  dictaminado  por  la  Diputación,  En 
caso  de  disidencia,  resuelve  el  Gobernador  General, 
prévia  audiencia  del  Consejo  de  Administración.— 
Art.  136  Ley  municipal. 

6?  Acerca  del  impuesto  municipal  sobre  artículos 
de  comer,  beber  y  arder.    Resuelve  el  expediente 


(1)  En  la  Península  las  Diputaciones  resuelven  esta  clase  de  expedien- 
tes.— Art.  7  Ley  municipal. 
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respectivo  el  Gobernador  General. — Art.  136  Ley  mu- 
nicipal. 

121.    Atribuciones  de  carácter  político. — Si 

bien  por  su  naturaleza,  objeto  y  fines  son  las  Diputa- 
ciones provinciales  cuerpos  económico-administrativos 
tan  sólo,  se  les  ha  revestido,  sin  embargo,  de  autori- 
dad y  competencia  en  determinados  casos  de  ín- 
dole política,  seguramente  porque  es  una  institu- 
ción de  origen  popular,  como  popular  es  el  origen  del 
régimen  constitucional.  Corresponde  á  la  Diputa- 
ción: , 

l9  Concurrir  con  los  compromisarios  designados 
por  los  Ayuntamientos  y  mayores  contribuyentes  á  la 
elección  de  los  Senadores  que  corresponde  á  la  Pro- 
vincia.— Inciso  3?,  art.  20  de  la  Constitución  y  art.  2? 
de  la  Ley  de  8  de  Febrero  de  1877  para  la  elección 
de  Senadores, 

29  Resolver  las  alzadas  que  se  interpusieren  contra 
los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  relativos  á  la  no 
admisión  de  las  pruebas  de  capacidad  electoral. — 
Articulo  25  de  la  Ley  electoral  de  20  de  Agosto 
de  1870. 

30  Informar  acerca  de  la  alteración  en  los  límites 
de  la  Provincia.  Se  necesita  la  conformidad  de  los 
Ayuntamientos,  de  las  Diputaciones  interesadas  y 
del  Consejo  de  Estado.  Si  no  existiere,  la  alte- 
ración será  objeto  de  una  .Ley. — Art.  39  Ley  pro- 
vincial. 

Al  proponer  la  Diputación  la  división  de  la  Provin- 
cia en  distritos  para  la  elección  de  Diputados  provin- 
ciales (art.  18  Ley  provincial  y  94  de  la  Ley  electoral 
20  Agosto  1870)  y  al  informar  en  el  tocante  á  la  crea- 
ción, segregación  y  supresión  de  municipios  y  térmi- 
nos (art.  79  Ley  municipal),  ejerce  funciones  de  carác- 
ter político. 

u 
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122.  Atribución  de  carácter  temporal. — Alas 
Diputaciones  provinciales  de  esta  Isla  incumbe  pro- 
poner en  terna  al  Gobernador  de  la  Provincia  para  la 
designación  de  Secretario  de  la  Junta  provincial  de 
Patronato. 


CAPITULO  IY. 


De  la  Comisión  provincial. 


123.  Origen  y  carácter. — Esta  institución  fué 
establecida  en  la  Península  por  la  Ley  provincial  de 
20  de  Agosto  de  1870,  á  semejanza  de  las  Diputacio- 
nes permanentes  á  que  en  Bélgica  está  encomendada  la 
administración  provincial.  De  esa  suerte  se  conse- 
guían dos  objetos:  primero,  que  la  Diputación  provin- 
cial no  fuera  una  Corporación  de  funciones  permanen- 
tes, lo  cual  sería  gravoso  y  perjudicial  á  los  Diputados, 
cargo  gratuito,  y,  segundo,  que  la  Provincia  alcanzara 
una  representación  propia  y  sin  intermitencias,  ya  que 
no  las  consiente  la  acción  administrativa.  La  descen- 
tralización se  encontraba  consagrada  y  existía  en  rea- 
lidad y  en  su  plenitud  el  «poder  provincial.»  La  ley 
de  1G  de  Diciembre  de  1876  amenguó  la  importancia 
de  las  Comisiones  provinciales,  ensanchando  las  atri- 
buciones de  los  Gobernadores  civiles.  En  esta  Isla, 
las  Comisiones  provinciales  carecen  de  la  autoridad 
que  aun  poseen  en  la  Península.  Su  esfera  de  acción 
es  restringida  y  subordinada.  Pertenecen  á  la  admi- 
nistración consultiva  mas  que  á  la  activa,  según  se  ve- 
rá mas  adelante.    La  acción  administrativa  de  la  Pro- 
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vincia  se  encuentra  en  manos  del  Gobernador  Civil  y 
del  Gobernador  General.  No  existe,-  pues,  el  poder 
provincial. 

La  Comisión  provincial  siempre  está  en  funciones 
(art.  56  Ley  provincial),  á  diferencia  de  la  Diputación; 
de  ahí  que  se  le  califique  de  ((permanente.» 

SECCION  1. 

ORGANIZACION  DE  LA  COMISION  PROVINCIAL. 


124.  Se  compone  de  cinco  vocales  nombrados  por 
el  Gobernador  General  de  entre  los  individuos  de  la 
Diputación;  designa  al  que  haya  de  ser  Vice-Presiden- 
te.  El  Presidente  nato  es  el  Gobernador  Civil.— Ai 
Gobernador  General  corresponde  también  la  separa- 
ción y  suspensión  de  los  vocales  de  la  Comisión,  que 
deberán  ser  motivadas. — -Art.  54  Ley  provincial,  (1) 

De  los  cinco  vocales  de  la  Comisión  no  habrá  mas 
de  uno  del  mismo  partido  judicial.  (2)  El  cargo  dura 
dos  años.  Las  vacantes  extraordinarias  se  proveen  en 
la  forma  indicada  ya  para  el  nombramiento.  Los  nom- 
brados ocuparán  respecto  del  turno  de  salida  el  lugar 
de  los  vocales  á  quienes  reemplacen.    El  Gobernador 


(1 )  En  la  Península,  la  Diputación  en  una  de  las  tres  primeras  sesiones, 
después  de  constituida,  acuerda  la  distribución  de  los  Diputados  en  4  seccio- 

"  nes  de  igual  número,  cuidando  de  que  no  haya  dos  Diputados  de  un  mismo 
distrito  en  ninguna  de  ellas.  Cada  una  de  estas  secciones  constituirá  du- 
rante un  año  la  Comisión  provincial.  La  Diputación  acuerda  el  turno,  de- 
biendo elegir  todos  los  años  un  vice-Presidente. — Arts.  12  y  13  Ley  provin- 
cial. 

(2)  Por  Real  orden  de  22  Setiembre  de  1879,  se  autoriza  el  nombramiento 
de  vocales  supernumerarios.  No  se  ha  publicado  en  esta  Isla.  La  nueva 
Ley  de  la  Península  admite  suplentes. 
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General  resuelve  acerca  de  las  excusas  alegadas  por 
los  nombrados. — Art.  55. 

Cada  uno  de  los  vocales  tiene  derecho  á  disfrutar 
una  indemnización  que  acuerda  la  Diputación  y  que  no 
•  excederá  de  2,000,  1,600  ó  1,200  pesos  en  las  Pro- 
vincias de  1^,  2^  ó  3^  clase  respectivamente. — Artícu- 
lo 56.  (1) 

Como  ya  hemos  dicho,  es  Presidente  de  la  Comisión 
el  Gobernador.  El  Secretario  es  el  mismo  de  la  Di- 
putación:   No  tiene  voz  ni  voto. — Art.  58. 

SECCION  II. 

MODO  DE  FUNCIONAR  DE  LA  COMISION  PROVINCIAL. 


125.  Reuniones. — La  Comisión  se  reúne  cuantas 
veces  lo  exijan  los  negocios  que  están  á  su  cargo,  según 
el  órden  que  establezca  en  la  primera  sesión  de  cada 
mes. — Art.  57. 

126.  Número  para  deliberar  y  acordar. — Para 
deliberar  es  necesaria  la  presencia  de  tres  vocales,  y 
este  mismo  número  de  votos  conformes  hace  acuerdo. 
En  caso  de  no  reunirse  en  una  votación  aquel  número 
de  votos  conformes,  se  repetirá  al  dia  siguiente,  for- 
mando acuerdo  la  mayoría;  y  si  aun  entónces  resulta- 
ra empate,  decidirá  el  voto  del  Presidente. — Art.  59. 

127.  Asistencia  obligatoria. — Es  obligatoria  la 
asistencia  una  vez  aceptado  el  cargo.  Si  algún  Vocal 
dejare  de  asistir  á  cuatro  sesiones  consecutivas,  sin  li- 

(1)  De  1*  clase,  Habana;  de  2?  Santiago  de  Cuba;  de  3?  las  demás. — En 
la  Península,  cada  uno  de  los  vocales  puede  reclamar  como  dietas  una  in- 
demnización de  20  pesetas  por  cada  sesión  á  que  asista,  en  las  Provincias 
de  1?  y  2?  clase,  y  de  15  en  los  de  3? — Art.  92  Ley  provincial. 


—  126  — 

cencia  de  la  Comisión  ni  justa  causa  aceptada  por  esta, 
se  entenderá  que  renuncia  su  cargo  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  en  que  pueda  incurrir  por  su  morosi- 
dad, según  lo  dispuesto  en  el  art.  37  de  la  Ley  provin- 
cial, de  que  ya  hemos  hablado. 

128.  En  que  caso  son  públicas  las  sesiones. 
— Cuando  en  ellas  se  trate  de  cuentas,  presupuestos  y 
otros  objetos  relacionados  con  los  mismos. — Art.  61  Ley 
provincial. 

A  la  Comisión  provincial  son  aplicables  las  disposi- 
ciones relativas  al  modo  de  funcionar  de  la  Diputación, 
de  que  hemos  hecho  referencia  en  su  lugar  correspon- 
diente y  en  cuanto  lo  permita  la*  organización  de  la 
misma. — Art.  62  Ley  provincial. 

SECCION  III 

COMPETENCIA  Y  ATRIBUCIONES  DE   LA  COMISION  PROVINCIAL. 


Le  corresponde: 

129.  I.  Como  cuerpo  consultivo,  dar  su  dic- 
támen  cuando  las  leyes  y  reglamentos  lo  prescriban  y 
siempre  que  el  Gobernador  Civil  por  sí  ó  por  dispo- 
sición del  Gobernador  General  estime  conveniente  pe- 
dírselo.— (Art.  63  Ley  provincial.) — En  este  concepto, 
informa:  l9  Acerca  de  los  contratos  relativos  á  los 
edificios  municipales,  inútiles  para  el  servicio  á  que 
estaban  destinados  y  créditos  particulares  á  favor  de 
los  pueblos. — (Art.  81,  regla  2*  Ley.  municipal.) — 
29  Acerca  de  los  contratos  relativos  á  los  bienes  in- 
muebles y  derechos  reales  del  Municipio. — (Art.  81, 
regla  3*  Ley  municipal.) — 3?  En  las  alzadas  contra 
los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos. — (Art.  169  Ley 
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municipal.) — 4o  En  los  casos  en  que  haya  de  enta- 
blarse una  reclamación  judicial  á  nombre  de  la  Pro- 
vincia, si  no  fuere  demanda  ordinaria  de  mayor  cuan- 
tía, pues  eritónces  debe  mediar  acuerdo  de  la  Diputa- 
ción.— Art.  65  Ley  provincial. 

130.  II.  Decidir  las  reclamaciones  y  protestas 
en  las  elecciones  de  Concejales  é  incapacidades  y  ex- 
cusas de  éstos  en  los  casos  y  forma  que  señalan  las 
leyes  electoral  y  municipal. — (Art.  63  Ley  provin- 
cial.)— No  obstante  el  precepto  de  este  artículo,  el  89 
de  la  ley  electoral  de  20  de  Agosto  de  1870,  tal  como 
ha  sido  publicada  en  esta  Isla,  priva  á  la  Comisión  de 
esta  facultad,  confiriéndola  al  Gobernador  Civil.  La 
Comisión  se  limita  á  informar. — A  nuestro  entender, 
debe  estarse  á  lo  dispuesto  en  la  Ley  provincial,  que 
es  la  orgánica  de  la  Comisión,  puesto  que  en  ella  se 
determinan  sus  atribuciones.  Además,- en  la  ley  de 
20  de  Agosto,  ya  citada,  y  tal  como  rige  en  la  Penín- 
sula, las  Comisiones  provinciales  resuelven  de  una  ma- 
nera definitiva  todas  las  reclamaciones,  declarando  la 
validez  ó  nulidad  de  las  elecciones  ó  la  capacidad,  in- 
capacidad ó  excusas  de  los  elegidos;  y  como  esa  ley 
no  consta  en  parte  alguna  se  haya  mandado  publicar 
en  esta  Isla  con  la  modificación  que  dejamos  indicada 
ni  con  ninguna  otra,  sin  que  aparezca  que  el  Gobier- 
no haya  usado  del  derecho  que  le  confiere  el  artículo 
89  de  la  Constitución,  claro  está  que  el  texto  vigente 
en  la  Península  es  el  que  corresponde  aplicar,  y  que, 
por  lo  tanto,  á  la  Comisión  provincial  y  no  al  Gober- 
nador Civil  incumbe  decidir  las  reclamaciones  y  pro- 
testas de  que  se  ha  hecho  mérito. 

131.  III.  Resolver  interinamente  los  negocios 
encomendados  á  la  Diputación  provincial  cuando  por 
la  urgencia  ó  naturaleza  del  asunto  no  pudiera  espe- 
rarse á  la  reunión  de  ésta,  debiendo  asistir  en  todos 
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casos  los  Diputados  que  se  hallen  en  la  capital. — La 
Diputación  en  su  primera  reunión  acordará  lo  que  es- 
time conveniente  para  que  recaiga  la  resolución  defi- 
nitiva.— Art.  63  Ley  provincial. 

132.  IV.  Resolver  las  reclamaciones  que  se  es- 
tablecieren por  los  agraviados  ó  por  los  vecinos  contra 
los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  sobre  inclusiones 
y  exclusiones  en  las  listas  electorales  para  Concejales 
y  Diputados  provinciales. — Arts.  26  y  27  de  la  Ley 
electoral  de  20  de  Agosto  de  1870. 


# 


CAPITULO  Y. 


De  los  empleados  y  agentes  de  la  Administración 
provincial. 

133.  Dependencias  de  la  Diputación  provin- 
cial.— Son  tres:  la  Secretaría,  la  Contaduría  y  la  De- 
positaría. Al  frente  de  cada  una  de  ellas  hay  un  Je- 
fe, bajo  cuyas  órdenes  sirven  los  empleados  necesa- 
rios.— Art.  66  Ley  provincial. 

.  134.  Nombramiento,  suspensión  y  separa- 
ción de  los  empleados  de  la  Diputación. — El 

nombramiento  y  separación  de  los  jefes  de  las  depen- 
dencias de  la  Diputación  incumben  al  Gobernador  Ci- 
vil, á  propuesta  de  la  Corporación.  La  propuesta  se 
hará  pré*vio  concurso  entre  las  personas  que  reúnan 
los  requisitos  que  determine  un  reglamento  espe- 
cial. (1)  Al  efecto  se  publican  convocatorias  en  el 
Boletín  Oficial  de  la  Provincia  con  la  antelación  debi- 
da.— Por  resolución  del  Gobierno  General  de  23  de 
Marzo  de  1881  se  ha  dispuesto  que  la  propuesta  de 
los  Jefes  de  las  dependencias  de  las  Diputaciones  pro- 

(1)  Aún  no  se  ha  dictado.  En  la  Península,  el  concurso  .se  ajusta  al 
Decreto.— Ley  de  24  de  Octubre  de  1868.  á  la  órden  de  24  Noviembre  del 
mismo  año  y  Decreto  de  4  de  Enero  de  1869. 
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vinciales  han  de  hacerse  en  terna  por  las  Corporacio- 
nes indicadas,  con  remisión  de  los  expedientes  ,de  to- 
dos los  aspirantes  que  hayan  sido  conceptuados  llenar 
los  requisitos  exigidos  para  desempeñar  el  cargo,  á 
fin  de  que  con  ellos  á  la  vista  pueda  el  Gooernador 
Civil  apreciar  y  hacer  el  nombramiento  entre  los  pro- 
puestos. (1)  El  Gobernador  General,  sin  propuesta 
de  la  Diputación,  puede  también  separar  ó  suspender 
á  los  Secretarios,  Contadores  y  Depositarios  por  cau- 
sa grave  justificada  en  expediente.  La  suspensión  no 
puede  exceder  de  cuatro  meses.  Contra  la  providen- 
cia de  separación  ó  suspensión  pueden  los  interesados 
acudir  en  queja  al  Ministro  de  Ultramar,  por  conduc- 
to del  Gobernador  General,  quien  por  el  correo  más 
próximo  dará  curso  á  la  alzada  con  el  expediente  y  su 
informe.  El  Ministro  de  Ultramar  resolverá  sin  pér- 
dida de  tiempo  y  sin  ulterior  recurso,  oyendo  al  Con- 
sejo de  Estado. — Arts.  66,  69,  70  y  71  Ley  provin- 
cial. (2) 

La  Diputación  provincial  nombra  y  separa  á  sus 
demás  empleados. — Art.  67  Ley  provincial. 

135.  Plantilla  y  sueldos  de  los  empleados  de 
la  Diputación  y  reglamento  interior. — La  planti- 
lla ó  sea  el  número  y  clase  de  empleados,  el  sueldo  de 
los  mismos  y  el  reglamentó  para  el  servicio  interior  de 
las  dependencias  de  la  Diputación,  se  acordarán  por 
la  misma,  sometiéndolos  á  la  aprobación  del  Goberna- 
dor General. — Art.  68  Ley  provincial. 

(1)  Gaceta  de  la  Habana  de  25  Marzo  1881. 

(2)  Por  K.  O.  de  12  Noviembre  de  1880  se  resuelve:  1?  Que  interpre- 
tado rectamente  el  art.  66  de  la  Ley  provincial  de  esta  Isla,  ha  de  formarse 
expediente  en  que  se  acredite  una  causa  grave,  dando  audiencia  al  intere: 
sado.—  2V  Que  según  el  texto  del  art.  71,  contra  las  providencias  de  sepa- 
ración ó  suspensión,  bien  hayan  sido  dictadas  por  los  Gobernadores  de  Pro- 
vincia, bien  por  el  Gobernador  General,  pueden  recurrir  en  queja  los  intere- 

.  sados  al  Ministro  de  Ultramar. 
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136.  El  Secretario. — Tiene  á  su  cargo  la  prepa- 
ración y  tramitación  de  los  asuntos  de  que  hayan  de 
conocer  la  Diputación  y  la  Comisión,  Ja  redacción  de 
sus  actas  y  acuerdos,  la  correspondencia  y  el  cuidado 
y  conservación  de  su  archivo. — Firma  con  el  Presiden- 
te los  dictámenes  y  resoluciones  de  la  Diputación  y 
Comisión,  autorizándoles  con  el  sello  de  la  Provincia, 
cuya  guarda  le  está  encomendada  y  cuida  de  que  sean 
notificados  á  quien  corresponda.  (1) — Art,  73  Ley 
provincial. 

137.  El  Depositario. — Es  el  único  encargado  de 
la  custodia  de  los  fondos  provinciales,  debiendo  pres- 
tar como  tal  las  fianzas  que  la  Diputación  exija. — Art. 
74  Ley  provincial.  (2) 


(1)  El  Contador  desempeña  su  cometido  con  arreglo  al  R.  D.  de  12  de 
Setiembre  é  Instrucción  de  4  de  Octubre  de  1870.— Art.  75  Ley  provincial. 

(2)  Al  Depositario  es  aplicable  la  nota  anterior. 


CAPITULO  YI. 


De  los  recursos  contra  los  acuerdos  de  las  Diputaciones 
♦         y  de  las  Comisiones  provinciales. 


SECCION  I. 

RECURSOS  CONTRA  LOS  ACUERDOS  DE  LAS  DIPUTACIONES. 


.  138.    I.  Suspensión  administrativa. — Hay  que 

distinguir  tres  clases. 

1^  Suspensión  de  oficio. — La  decreta  el  Gober- 
nador Civil  por  sí  en  todos  los  'casos,  (art.  47  Ley  pro- 
vincial )  si  lo  estimare  conveniente. 

2^  Suspensión  á  instancia  de  cualquier  resi- 
dente en  la  Provincia. — Procede  en  los  casos  si- 
guientes.— 1.°  Por  recaer  en  asuntos  que  por  la  Ley 
provincial  ú  otras  especiales,  no  sean  de  la  competen- 
cia de  la  Diputación.  2.°  Por  delincuencia.  La  de- 
creta el  Gobernador. — Art.  47  citado. 

Es  de  advertirse  que  en  todo  caso  la  suspensión  ha 
de  ser  motivada  con  expresión  concreta  y  precisa  de 
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las  disposiciones  legales  en  que  se  funde. — (El  mismo 
artículo.) 

139.  3*  Suspensión  á  instancia  del  que  se 
estime  agraviado  en  sus  derechos  civiles. — Para 
pedir  y  obtener  la  suspensión  es,  necesario  que  con- 
curran, á  mas  de  la  lesión  de  los  derechos  civiles  de 
un  tercero,  las  dos  circunstancias  siguientes:  1?  que  el 
acuerdo  haya  recaido  en  un  asunto  que  no  sea  de  la 
competencia  de  la  Diputación:  y  2^  que  el  interesado 
reclame  al  mismo  tiempo  contra  el  acuerdo. — Artículo 
49  de  la  Ley  provincial.  El  Gobernador  decretará  la 
suspensión,  si  procede,  dentro  de  los  tres  dias  siguien- 
tes á  la  petición  y  la  comunicará  en  el  inmediato  al  in- 
teresado.— (El  mismo  artículo.) 

140.  II.  Suspensión  judicial. — Procede  tan 
sólo  á  petición  del  interesado  cuando  haya  reclamado 
en  vía  contenciosa  Contra  el  acuerdo.  El  Tribunal 
que  entienda  en  el  asunto  puede  por  primera  provi- 
dencia suspender  la  ejecución  del  acuerdo  si,  á  su  jui- 
cio procede  y  conviene  para  evitar  un  perjuicio  grave 
é  irreparable. — Art.  50  Ley  provincial, 

141.  Términos  para  el  recurso  de  suspen- 
sión,— El  Gobernador  puede  decretar  por  sí  la  sus- 
pensión ántes  de  fenecer  el  plazo  de  ocho  dias  á  partir 
del  dia  siguiente  al  en  que  hubiere  sido  puesto  el 
acuerdo  en  su  conocimiento,  puesto  que  pasado  dicho 
plazo  es  ejecutivo  de  derecho..  Para  suspenderlo,  á 
petición  de  cualquier  residente  en  la  Provincia,  es  ne- 
cesario que  se  solicite  la  suspensión  ántes  de  haber 
trascurrido  el  término  de  ocho  dias  á  contar  desde  el 
dia  siguiente  al  en  que  hubiere  sido  notificado  ó  pu- 
blicado.— Art.  47  Ley  provincial. 

La  Ley  no  señala  término  alguno  para  el  caso  en 
que  se  pida  la  suspensión  por  inferir  lesión  á  los  dere- 
chos civiles  de  un  tercero.    Por  razón  de  analogía, 
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parece  que  debe  regir  el  mismo  plazo  de  los  ocho 
dias.  (1)  Tampoco  señala  la  Ley  el  término  para  pe- 
dir la  suspensión  judicial;  p'ero  si  se  atiende  á  que 
por  el  art.  50  se  concede  el  de  treinta  dias  á  partir  de 
la  fecha  de  la  notificación  del  acuerdo  para  establecer 
demanda  ante  los  Tribunales,  parece  lógico  que  dentro 
del  propio,  término  pueda  pedirse  la  suspensión. 

142.  III.  Demanda.- — Los  que  se  crean  per- 
judicados en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de 
la  Diputación,  haya  sido  ó  no  suspendida  su  ejecución 
pueden  reclamar  contra  ellos  mediante  demanda  ante 
el  Juez  ó  Tribunal  competente,  según  lo  que,  atendi- 
da la  naturaleza  del  asunto,  dispongan  las  leyes.  Para 
interponer  la  demanda  se  concede  un  plazo  de  treinta 
dias,  que  comenzará  á  contarse  desde  la  fecha  de  la 
notificación  del  acuerdo,  ó  desde  la  en  que  sea  comu- 
nicada la  suspensión  en  su  caso,  pasado  el  cual  sin  ha- 
berse interpuesto  queda  levantada  de  derecho  la  sus- 
pensión y  consentido  el  acuerdo.  Apelado  el  acuerdo, 
el  Gobernador  remitirá  los  antecedentes  al  Juez  ó 
Tribunal  competente  dentro  del  plazo  de  ocho  dias. — 
Arts.  50  y  51  Ley  provincial. 

.143.  De  los  acuerdos  suspendidos  por  el 
Gobernador  y  no  apelados  ante  los  Tribuna- 
les.— Deben  comunicarse  en  el  término  de  ocho  dias 
al  Gobernador  General.  Si  este  estima  que  no  proce- 
de la  suspensión  la  levantará  inmediatamente.  En 
otro  caso  resuelve,  prévia  audiencia  del  Consejo  de 
Administración.  También  resuelve  por  sí  y  bajo  su 
responsabilidad,  cuando  la  urgencia  del  asunto  no 
consintiese  mayores  dilaciones.    La  resolución  ha  de 


(1)  El  Sr.  Abella  es  de  parecer  que  el  término  ha  de  ser  de  30  dias  por- 
que al  pedirse  la  suspensión,  debe  reclamarse  al  mismo  tiempo  contra  el 
acuerdo. — Derecho  trmnicipal  y  provincial,  tomo  Y,  pág.  823. 
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ser  siempre  motivada  y  debe  publicarse  en  la  Gaceta 
de  la  Habana  y  en  el  Boletín  Oficial  de  la  Provincia. — 
La  resolución  del  Gobernador  General  es  apelable  en 
la  vía  contencioso-administrativa. — Arts.  52  Ley  pro- 
vincial y  173  Ley  municipal. 

144.  IV.  Alzada  gubernativa.— De  los  repar- 
timientos de  todo  género  aprobados  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  la  Ley  .municipal,  que  la  Diputación 
haga  entre  los  pueblos  de  la  Provincia  para  cubrir  los 
cupos  generales  y  el  necesario  para  gastos  provincia- 
les, pueden  apelar  los  Ayuntamientos  respectivos  en 
el  término  de  ocho  diasy  contados  desde  la  publicación 
ó  notificación  del  repartimiento.  Pasado  este  término, 
queda  firme  sin  ulterior  recurso.  El  Gobernador  Ge- 
neral resuelve  la  alzada,  oyendo  préviamente  al  Con- 
sejo de  Administración.  Su  providencia  confirmatoria 
es  apelable  en  la  vía  contencioso-administrativa. — Art. 
53  Ley  provincial. 

145.  V.  Alzada  para  ante  la  Audiencia  del 
territorio. — Puede  utilizar  este  recurso  el  electo  Di- 
putado provincial,  cuya  acta  haya  sido  anulada  por  la 
Diputación.  Ha  de  interponerse  en  el  término  de 
ocho  diás  ante  la  Audiencia,  á  contar  del  dia  siguiente 
al  de  la  publicación  ó  notificación  del  acuerdo. — Art. 
26  Ley  provincial.  (1) 


(í )  Se  ha  declarado  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  funciones 
de  Consejo  de  Estado,  que  no  solo  puede  utilizar  este  recurso  el  Diputado 
electo  sino  también  el  candidato  ó  candidatos  reunidos  y  los  que  hayan  pre- 
sentado protestas  y  reclamaciones  contra  la  elección  en  tiempo  y  forma  há- 
biles.— Sentencias  de  18  y  31  de  Enero  de  1872  y  12  de  Maye  y  14  de  No- 
viembre de  1873. — No  obstante,  esta  doctrina  no  es  aplicable  entre  nosotros, 
dado  texto  del  art.  26  de  la  Ley  provincial  aquí  vigente.  Las  decisiones 
del  Tribunal  Supremo,  ya  citadas,  se  refieren  concretamente  al  art.  30  de  la 
que  regía  en  la  Península  y  en  que  se  consignaba  como  principio  general 
que  "contra  las  resoluciones  de  la  Diputación  provincial"  cabía  "recurso 
ante  la  Audiencia  del  territorio."   El  art.  26  de  nuestra  Ley  provincial  dice 
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SECCION  II. 

RECURSOS  CONTRA  LOS  ACUERDOS  DE  LA  COMISION  PROVINCIAL. 

146.  I.  Alzada  ante  la  Audiencia  del  terri- 
torio.— Los  que  se  estimaren  agraviados  por  las  reso- 
luciones de  la  Comisión  provincial  respecto  á  las  in- 
clusiones en  las  listas  electorales  para  Concejales  y 
Diputados  provinciales  ó  á  las  exclusiones  de  las  mis- 
mas, pueden  alzarse  para  ante  la  Audiencia  del  te- 
rritorio. (Artículo  26  de  la  Ley  electoral.) — -Igual 
recurso  se  franquea  á  todo  vecino  que  hubiere  recla- 
mado la  inclusión-  ó  exclusión  de  electores  ante  el 
Ayuntamiento  de  su  Municipio. — (Art.  27  Ley  elec- 
toral de  20  Agosto  1870.) — En  uno  y  otro  caso  ha  de 
interponerse  el  recurso  ante  el  Alcalde  Municipal  res- 
pectivo,* una  vez  devueltos  los  expedientes  y  notifica- 
das las  resoluciones-  á  los  interesados.  Respecto  del 
término,  es  de  advertirse  que  la  Comisión  provincial 
ha  de  resolver  las  reclamaciones,  con  audiencia  de  los 


así  en  su  segundo  extremo:  "Este  acuerdo  [el  de  anulación  del  acta]  será 
ejecutorio,  si  el  interesado  no  interpusiere  recurso  en  el  término  de  8  dias 
ante  la  Audiencia  del  territorio."  Se  ha  declarado  por  la  Audiencia  de  la 
Habana  que  el  recurso  sólo  compete  al  Diputado  electo. — Sentencia  de  24 
Abril  1879  y  12  de  Enero  de  1882. — E¡f  de  advertirse  que  el  elector  que  hu- 
biese protestado  en  tiempo  y  forma  hábiles  contra  la  elección,  puede  mante- 
ner la  protesta  ante  la  Audiencia  si  el  Diputado  electo  hubiere  apelado  del 
acuerdo  de  la  Diputación,  por  el  cual  se  hubiere  anulado  su  acta.  —Sentí  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  18  de  Enero  de  1872,  pronunciada  en  fun- 
eiones  de  Consejo  de  Estado.  Puede  citarse  entre  nosotros  un  caso  prácti- 
co.— La  Audiencia  de  la  Habana  tuvo  por  parte  al  elector  D.  J.  F.  Y.  en  la 
apelación  interpuesta  por  D,  Celso  Golmayo  contra  el  acuerdo  de  la  Dipu- 
tación provincial  de  la  Habana,  que  anuló  su  acta,  de  conformidad  con  la 
protesta  formulada  por  aquel. — Yéase  el  Boletín  Oficial  de  la  Provincia  de 
la  Habana,  del  dia  29  de  Mayo  de  1880. 


interesados,  en  los  quince  primeros  dias  del  mes  de 
Marzo  y  en  los  restantes  del  mismo  mes  ha  de  resol- 
ver la  Audiencia  del  territorio  las  alzadas  contra  las 
decisiones  de  la  Comisión,  oyendo  á  las  partes  y  al 
Ministerio  fiscal;  de  modo  que  conviene  interponer  el 
recurso  con  anterioridad  al  31  de  Marzo,  pues  de  lo 
contrario  bien  pudiera  suceder  que  no  hubiera  tiempo 
para  que  la  Audiencia  fallara.  Interpuesto  el  recurso, 
el  Alcalde  Municipal  respectivo  debe  remitir  el  expe- 
diente el  Tribunal  inmediatamente. — Al  referirse  la 
Ley  electoral  al  mes  de  Marzo  depende  de  que  en  la 
primera  quincena  del  mes  de  Febrero  (octavo  mes  del 
año  económico)  corresponde  pedir  á  los  Ayuntamien- 
tos las  inclusiones  y  exclusiones  de  electores,  debien- 
do resolver  en  los  restantes  dias  del  propio  mes. — 
(Arts.  25,  26  y  27  de  la  Ley  electoral.) — Según  te- 
legrama del  Ministerio  de  Ultramar,  de  11  de  Marzo 
de  1882,  la  alzada  contra  los  acuerdos  de  la  Comisión 
provincial  en  .materia  electoral,  puede  interponerse  di- 
rectamente ante  la  Audiencia,  á  diferencia  de  lo  que 
sucede  en  los  procedimientos  comunes.  Por  el  Go- 
bierno General  se  dispuso  con  fecha  13,  el  cumpli- 
miento de  lo  resuelto,  previniéndose  á  las  Comisiones 
provinciales  retuvieran  los  expedientes  hasta  que  ter- 
minase el  período  de  los  15  dias  para  el  recurso  ante 
la  Audiencia,  con  el  objeto  de  que  remitiesen  los  ape- 
lados á  dicho  Tribunal  y  que  hasta  tanto  no  expirase 
el  plazo  referido  no  se  devolviesen  á  los  Alcaldes  Mu- 
nicipales los  no  apelados;  y  los  que  lo  hubiesen  sido, 
cuando  recayese  sentencia  de  la  Audiencia. 

147.  II.  Alzada  gubernativa. — Si  bien  por  el 
art.  89  de  la  Ley  electoral  de  20  de  Agosto  de  1870, 
á  la  Comisión  provincial  toca  resolver  de  una  manera 
definitiva  las  reclamaciones  sobre  la  validez  ó  nulidad 
de  las  elecciones  de  Concejales,  se  ha  declarado,  sin 

18 
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embargo,  por  R.  O.  de  16  de  Octubre  de  1879,  que  el 
Gobierno  puede  entender  en  alzada  y  revocar  los 
acuerdos  de  la  Comisión,  si  hubiere  mediado  manifies- 
ta infracción  de  Ley. — En  esta  Isla,  corresponde  al 
Gobernador  General  resolver  la  alzada,  oyendo  al 
Consejo  de  Administración  asi  como  en  la  Península 
al  Ministerio  de  la  Gobernación,  previa  audiencia  del 
Consejo  de  Estado.  El  término  para  interponer  el 
recurso  creemos  debe  ser  el  de  30  dias  que  señala  el 
artículo  169  de  la  Ley  municipal  para  los  casos  de 
alzada  en  la  vía  gubernativa.  Es  también  el  término 
que  señala  el  art.  50  de  la  Ley  provincial  para  recla- 
mar contra  los  acuerdos  de  la  Diputación  provin- 
cial. (1) 


(1)  Podemos  oitar  nn  caso  práctico  en  que  se  ha  aplicado  la  K.  O.  que 
se  cita.  Fué  admitido  el  recurso  de  alzada  qae  un  elector  interpuso  ante 
el  Gobierno  General  contra  la  resolución  del  Gobernador  de  la  Provincia  de 
Santa  Clara,  que  anuló  las  elecciones  municipales  celebradas  en  San  Juan 
dé  los  Remedios  los  dias  1,  %  3  y  4  de  Mayo  de  1881. 


CAPITULO  VIL 


De  la  dependencia  y  responsabilidad  de  los  Diputados, 
de  las  Diputaciones  Provinciales 
y  agentes  de  la  Administración  provincial, 

148.  La  Diputación  Provincial  y  la  Comisión 
obran  bajo  la  inspección  y  dependencia  del  Gobierno 
Supremo  y  del  Gobernador  General  y  están,  por  con- 
siguiente, sujetas  á  la  responsabilidad  administrativa 
que  proceda  en  todos  los  asuntos  que-  no  sean  de  su 
competencia,  conforme  á  la  Ley  provincial  y  á  las  de- 
más generales  ó  especiales  vigentes. — El  Gobernador 
es  el  encargado  de  trasmitir  á  la  Diputación  y  á  la 
Comisión  las  leyes,  disposiciones  é  instrucciones  que 
le  comunique  el  Gobernador  General,  en  lo  que  á  las 
mismas  fuese  concerniente. — Art.  86  Ley  provincial. 
Las  palabras  subrayadas  indican  bien  claramente  que 
así  la  Diputación  como  la  Comisión  tienen  autoridad 
propia  y  proceden  libremente  en  lo  que  toca  á  los 
asuntos  de  su  competencia  como  viva  representación 
de  los  intereses  provinciales,  salvo  los  recursos  que 
las  leyes  conceden. 

149.  Casos  de  responsabilidad. — Incurre  en 
responsabilidad  la  Diputación  provincial: 
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1?  Por  infracción  manifiesta  de  la  Ley  en  sus  actos 
ó  acuerdos,  bien  sea  atribuyéndose  facultades  que  no  le 
competan  ó  abusando  de  las  propias. 

2 9  Por  desobediencia  al  Gobierno  Supremo  ó  al 
Gobernador  General  en  los  asuntos  en  que  procedan 
por  delegación  y  bajo  la  dependencia  de  éstos. 

3?    Por  desacato  á  la  Autoridad. 

49  Por  negligencia  ú  omisión  de  que  resulte  per- 
juicio en  los  intereses  ó  servicios  que  le  están  enco- 
mendados.— Art.  87  Ley  provincial. 

150.  Dos  clases  de  responsabilidad. — Se  exije 
á  la  Diputación  la  responsabilidad  administrativa  ó  la 
judicial,  según  la  naturaleza  del  acto  ú  omisión.  Exije 
la  primera  el  Superior  gerárquico  en  el  orden  guber- 
nativo y  la  segunda  los  Tribunales  de  justicia  compe- 
tentes al  efecto.  La  primera  corrige;  los  segundos 
penan. — Art.  88  Ley  provincial. 

151.  A  quienes  alcanza  la  responsabilidad. 
— Sólo  se  exige  á  los  Diputados  que  hubieren  incurri- 
do en  la  omisión  ó  tomado  parte  directamente  en  el 
acto  ó  acuerdo  que  la  motive. — Art.  88  Ley.  provin- 
cial. 

152.  Responsabilidad  administrativa;  co- 
rrecciones que  comprende. — Comprende  el  aper- 
cibimiento, la  multa  y  la  suspensión.  (1) 

153.  I.  Apercibimiento. — Es  la  advertencia  ó 
aviso  en  que  se  previene  que  se  impondrá  una  correc- 
ción mayor  si  se  persistiere  en  observar  la  misma  con- 
ducta que  se  censura. — Procede  en  los  casos  de  reinci- 
dencia en  falta  reprendida  y  en  los  de  extralimitacion  de 


(1)  La  Le  y  municipal  incluye  amonestación.  No  seesplicaque  se  haya 
omitido  en  la  Ley  provincial  puesto  que  el  caso*  de  reincidencia  que  com- 
prende el  apercibimiento,  implica  el  hecho  de  haberse  reprendido  una  falta 
préviamente.  En  el  art.  89  de  la  Ley  provincial  se  remite  al  179  Ley  muni- 
cipal. 
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poder  y  abuso  de  facultades  y  negligencia  cuv -as  conse- 
cuencias no  sean  irreparables  ó  gravosas. — Art.  89  Ley 
provincial  y  179  Ley  municipal. 

154.  II.  Multa, — Es  la  exacción  de  determinada 
cantidad  de  dinero. — Procede  siempre  que  lo  determi- 
nen las  leyes  y  disposiciones  generales  y  en  los  casos 
de  reincidencia  en  faltas  castigadas  con  apercibimiento 
Y  de  extralimitacion,  abuso  de  autoridad,  negligencia  ó 
desobediencia  grave,  que  no  exijan  la  suspensión  ni  pro- 
duzcan responsabilidad  criminal.— Art.  89  Ley  pro- 
vincial y  179  Ley  municipal. 

Para  la  imposición  ó  exacción  de  las  multas  deben 
observarse  las  reglas  siguientes:  1*  La  declaración  de 
la  pena  corresponde  al  Gobernador  General,  previa 
audiencia  del  Consejo  de  Administración: — 2^  Ño  ex- 
cederán de  200  pesos; — 3^  Serán  satisfechas  por  los 
Diputados  responsables.— 4^  La  .resolución  en  que  se 
imponga  ha  de  ser  escrita  y  motivada. — 5^  Se  comu- 
nicará por  escrito  al  multado,  expidiéndosele  del  pago 
el  competente  recibo. — 6?  Las  multas  y  los  apremios 
deben  cobrarse  en  papel  del  sello  correspondiente. — 
7*  Serán  precisamente  pagadas  del  peculio  particular 
de  los  multados. — 8?  Se  concederá  un  plazo  propor- 
cionado á  su  cuantía  y  que  no  baje  de  10  dias  ni  exce- 
da de  20,  pasado  el  cual  procede  el  apremio  eontra  los 
morosos.  El  apremio  no  será  mayor  de  un  5  por  100 
diario  del  total  de  la  multa,  sin  que  exceda  en  ningún 
caso  del  duplo  de  la  misma, — Art.  90  de  la  Ley  pro- 
vincial y  181  y  182  de  la  Ley  municipal. 

155.  Recurso  contra  la  imposición  de  multa. 
— Puede  el  interesado  reclamar  ante  el  mismo  Gober- 
nador General,  pidiendo  su  alzamiento  con  expresión 
de  las  razones  que  lo  justifiquen.  Contra  la  resolución 
confirmatoria  de  la  multa  procede  el  recurso  por  in- 
fracción de  forma  para  ante  la  Sección  dé  lo  conten- 
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cioso  del  Consejo  de  Administración.  Declarado  im- 
procedente la  multa  en  definitiva,  se  acordará  la 
devolución  de  su  importe  al  interesado. — Art.  90  Ley 
provincial  y  183  Ley  municipal: 

156.  III.  Suspensión. — Procede  cuando  se  co- 
metiere ext  rali  irritación  grave  con  carácter  político  y 
señaladamente  en  los  casos  siguientes: 

19  Por  haber  dado  publicidad  al  acto. 

20  Por  excitar  á  otras  Diputaciones  á  cometerlo. 
39    Por  producir  alteración  en  el  órden  público. 
4?    Por  desobediencia  grave,  insistiendo  en  ella 

después  del  apercibimiento  y  de  la  multa. — -Estos  ca- 
sos de  suspensión  se  refieren  á  los  Diputados,  no  á  la 
Diputación  en  cuerpo. — Art.  91  Ley  provincial  y  186 
Ley  municipal. 

El  Gobernador  de  la  Provincia  decreta  la  suspensión. 
— Art.  99  inciso  7?  Ley  provincial.  No  excederá  de 
cuatro  meses.  Pasado  este  plazo  sin  que  se  hubiese 
mandado  á  proceder  á  la  formación  de  causa  ó  á  la 
destitución  gubernativa,  volverán  los  suspensos  al  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  cesando  en  ellas  los  que  los  hu- 
biesen reemplazado.  El  Gobernador  debe  remitir  al- 
Gobernador  General  en  el  término  de  ocho  dias  los 
expedientes  de  suspensión.  El  Gobernador  General, 
previa  consulta  del  Consejo  de  Administración  y  sin 
pérdida  de  tiempo,  levantará  la  suspensión  ó  decretará 
la  destitución  gubernativa.  (1)  Contra  esta  resolución 
procede  el  recurso  contencioso  administrativo.  Levan- 
tada la  suspensión  por  el  Gobernador  .General  ó  ab- 
sueltos  los  interesados  de  la  responsabilidad  criminal 
volverán  á  ocupar  sus  cargos,  si  durante  el  procedi- 
miento no  les  hubiese  correspondido  cesar  en  ellos. 


(1)  En  la  Península  no  pueden  destituirse  los  Diputados  provinciales, 
sino  por  sentencia  ejecutoriada  de  los  Tribunales.  ÍTo  se  conoce  la  destitu- 
ción gubernativa. — Art.  140  Lej  provincial. 
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Los  Diputados  destituidos  no  pueden  ser  reelegidos 
hasta  pasados  seis  años  por  lo  ménos,  y  en  el  caso  de 
que  la  sentencia  no  impusiere  pena  de  inhabilitación 
por  mayor  tiempo. — Arts.  91  Ley  provincial,  y  187, 188 
y  190  Ley  municipal:  Además  el  93  de  la  Ley  pro- 
vincial. 

157.  Suspensión  de  la  Diputación. — La  Dipu- 
tación en  cuerpo  puede  ser  suspendida  en  sus  funcio- 
nes por  el  Gobernador  General,  por  motivo  de  órden 
público  6  si  se  negare  á  ejercerlas.  El  Gobernador 
General  debe  dar  cuenta  con  urgencia  al  Ministerio  de 
Ultramar,  con  remisión  del  oportuno  expediente.  En 
su  vista,  previa  audiencia  del  Consejo  de  Estado  y  con 
acuerdo  del  de  Ministros,  podrá  ser  declarada  disuelta 
la  Diputación  y  acordarse  las  demás  disposiciones  que 
procedan.  Si  resultare  responsabilidad  contra  la  mis- 
ma ó  contra  uno  ó  mas  de  sus  individuos,  serán  some- 
tidos á  los  Tribunales  competentes. — Art.  92  Ley  pro- 
vincial. (1) 

158.  Tribunales  competentes. — Para  los  delitos 
que  cometan*  la  Diputación  en  cuerpo  y  los  Diputados 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  es  Juez  competente 
en  primera  instancia  la  Audiencia  del  territorio  con  los 
recursos  al  Tribunal  Supremo  que  las  leyes  autoricen. 
— Art.  94  Ley  provincial. 

159.  Responsabilidad  de  la  Comisión  provin- 
cial y  de  sus  vocales. — Encuéntranse  éstos,  por 
decirlo  así,  á  discreción  del  Gobernador  General  pues 
los  puede  suspender  y  separar,  si  bien  en  resolución 
motivada. — (Art.  54  Ley  provincial.) — Por  razón  de 
analogía,  ya  que  de  Diputados  provinciales  se  forma 


(1)  En  la  Península,  no  pueden  ser  disueltas  las  Diputaciones  sino  por 
sentencia  ejecutoriada  d§  los  Tribunales  de  Justicia. — Art.  140  Ley  provin- 
cial. 
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la  Comisión  y  ya  también  que  esta  suple  á  la  Diputa- 
ción, según  se  ha  visto  anteriormente,  es  extensivo  á 
la  Comisión  provincial  lo  que  queda  dicho  en  punto  á 
la  Diputación,  con  la  diferencia  que  los  vocales  de  la 
Comisión  como  tales  no  poseen  las  garantías,  siquiera 
sean  escasas  y  quebradizas  que  los  amparan  como  Di- 
putados. 

160.  Empleados  y  agentes  de  la  Adminis- 
tración provincial. — Los  nombrados  por  la  Diputa- 
ción están  sujetos  á  su  obedienica  y  son  responsables 
ante  ella  con  arreglo  á  la  Ley  provincial, — (Arts.  95  y 
último  de  la  misma.) — Aunque  este  artículo  contiene 
la  expresión  «nombrados  por  la  Diputación,»  entende- 
mos que  el  deber  de  la  obediencia  y  responsabilidad 
ante  la  Corporación  alcanzan  también  al  Secretario,  al 
Contador  y  al  Depositario,  por  más  que  sean  designa- 
dos por  el  Gobernador  á  propuesta  de  aquella,  ya  por- 
que son  jefes  de  las  dependencias  de  la  misma,  ya  por- 
que son  retribuidos  con  fondos  provinciales. 


TITULO  TV. 


Administración  Municipal. 


161.  Encuéntrase  encomendado  el  régimen  de  los 
pueblos  á  un  Alcalde  y  á  un  Ayuntamiento,  en  la  for- 
ma que  determina  la  Ley  municipal  provisional  pro- 
mulgada en  esta  Isla  por  Real  Decreto  de  21  de  Ju- 
nio de  1878. 


i* 


CAPITULO  I. 


Del  Alcalde.  (1) 


162.  Reseña  histórica. — Por  la"  antigua  legisla- 
ción ultramarina  conociéronse  dos  clases  de  Alcal- 
des: los  mayores  y  los  ordinarios.  Correspondían  á 
los  primeros  el  gobierno  político  y  económico  de  las 
provincias  ó  grandes  distritos.  Se  les  denominaba 
también  Corregidores.  No  existieron  en  esta  Isla. 
Respecto  de  los  segundos,  ú  ordinarios  dice  así  la  ley 
1?,  título  39,  Libro  5?  de  la  Recopilación  de  Indias: 
«Para  el  buen  regimiento,  gobierno  y  administración 
de  justicia  de  las  ciudades  y  pueblos  de  las  Indias, 
donde  no  existiere  Gobernador  ni  lugar  teniente:  es 
nuestra  voluntad  que  sean  elegidos  cada  año  en  la  for- 
ma que  hasta  ahora  se  ha  hecho,  y  fuere  costumbre, 
dos  alcaldes  ordinarios,  los  cuales  mandamos  que  co- 
nozcan en  primera  instancia  de  todos  los  negocios, 
causas  y  cosas  que  podía  conocer  el  Gobernador  ó  su 
lugar  teniente,  en  cuanto  á  lo  civil  y  criminal.»  Por 
Real  órden  de  23  de  Marzo  de  1812  se  dispuso  que 
los  pueblos  que  no  tuvieran  jefes  militares  se  gober- 


(1)   Procede  etimologicarse  del  término  árabe  ál-cadí,  Juez. 
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naran  por  los  Alcaldes  ordinarios  elegidos  por  ellos.  La 
Real  Cédala  de  30  de  Enero  de  1855,  que  inició  en 
esta  Isla  la  separación  entre  lo  administrativo  y  lo  ju- 
dicial, mandó  cesaran  los  Alcaldes  ordinarios  en  el 
desempeño  de  la  jurisdicción  contenciosa,  que  pasó  á 
los  Jueces  de  partido,  ó  Alcaldes  mayores,  si  bien  se 
la  reservó  para  los  actos  de  conciliación, juicios  verba- 
les y  de  faltas.  Establecida  aquí  la  institución  de  los 
Jueces  de  paz,  (hoy  municipales),  ejercen  la  jurisdic- 
ción que  fué  reservada  á  los  Alcaldes  ordinarios,  quie- 
nes no  obstante  lo  dicho,  deben  administrar  justicia,  á 
falta  de  Juez  de  paz  y  suplentes. — Art.  17,  Real  orden 
de  9  de  Diciembre  de  1865  y  Resolución  del  Gobier- 
no General  de  10  de  Diciembre  de  1879. — En  lo  que 
toca  al  gobierno  y  administración  de  los  distritos  mu- 
nicipales, es  de  recordarse  que  correspondian,  con 
anterioridad  á  1879,  á  los  Gobernadores  y  tenientes 
Gobernadores  y  en  donde  no  existían  estos,  á  los  ca- 
pitanes de  partido,  si  bien  en  lo  gubernativo.  Con 
arreglo  al  R.  D.  de  27  de  Julio  de  1859,  sobre  orga- 
nización y  régimen  de  los  Ayuntamientos  de  esta  Isla, 
los  Alcaldes  se  limitaban  á  suplir  á  los  Gobernadores 
ó  tenientes-Gobernadores,  en  su  carácter  de  Presiden- 
tes de  los  Ayuntamientos  y  de  ejecutores  de  sus  acuer- 
dos. Eran  los  jefes  inmediatos  de  la  administración 
local.  El  cargo  de  Alcalde  carecía,  pues,  de  impor- 
tancia y  autoridad. — Art.  65. — Pasemos  á  la  legislación 
vigente. 

SECCION  1. 

NOMBRAMIENTO,  SUSPENSION,  SEPARACION  Y  RENUNCIA  DE  LOS 
ALCALDES;  SU  HABER. 

163.    Nombramiento. — Son  nombrados  los  Al- 
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caldes  por  el  Gobernador  General  de  entre  los  Conce- 
jales de  los  Ayuntamientos  respectivos,  á  propuesta 
en  terna  de  dichas  Corporaciones;  pero  cuando  el  Go- 
bernador General  crea  conveniente  no  aceptar  ningu- 
no de  los  propuestos,  podrá  nombrar  Alcalde  á  perso- 
na que  reúna  condiciones  para  el  desempeño  del  car- 
go, aun  cuando  no  pertenezca  al  Municipio. — Art.  49 
Ley  municipal.  (1) 

164.  Suspensión. — El  Gobernador  de  la  Provin- 
cia puede  suspender  á  los  Alcaldes,  dando  de  ello 
cuenta  razonada  al  Gobernador  General  en  el  término 
de  ocho  dias. — Art.  185  Ley  municipal. 

165.  Separación. — El  Gobernador  General  pue- 
de separar  á  los  Alcaldes  cuando  considere  que  existe 
justa  causa  para  ello. — (Art.  49  Ley  municipal.) — En 
el  caso  de  que  un  Alcalde  haya  sido  suspendido  por 
el  Gobernador  de  la  Provincia,  el  Gobernador  Gene- 


(í)  En  la  Península,  los  Ayuntamientos  eligen  de  su  seno  á  los  Alcal- 
des; pero  el  Rey  puede  nombrar  de  entre  los  Concejales  los  Alcaldes  de  las 
capitales  de  provincia,  de  las  cabezas  de  partido  judicial  y  de  los  pueblos 
que  tengan  igual  ó  mayor  vecindario  que  aquellas  dentro  del  mismo  partido 
siempre  que  no  bajen  de  6.000  habitantes.  El  único  Alcalde  que  el  Rey  nom- 
bra libremente  es  el  de  Madrid.  Art.  49  Ley  municipal. — Un  punto  convie- 
ne aquí  examinar  siquiera  sucintamente.  ¿Autoriza  la  Ley  municipal  vigen- 
te en  Cuba  el  nombramiento  de  Alcaldes  Corregidores?  Distinguíanse  estos 
en  la  Península  por  tres  circunstancias:  1*  el  Rey  los  nombraba  libremente- 
2?  Ejercían  facultades  extraordinarias  y  3*  percibían  retribución  con  cargo 
á  los  fondos  municipales.  Si  se  atiende  á  que  entre  ¡nosotros  el  Gobernador 
General  puede  nombrar  libremente  los  Alcaldes  [art.  49]~y  á  que  su  cargo 
es  retribuido  con  cargo  á  los  fondos  municipales  leí  mismo  artículo],  fuerza 
es  convenir  en  que  cabe  en  esta  Antilla  el  nombramiento  de  Alcaldes  Corre- 
gidores. La  libre  designación,  á  pesar  de  la  propuesta  en  terna  del  Ayunta- 
miento, implica  desconfianza  del  Gobierno  hácia  el  distrito  municipal  en 
orden  á  lo  político,  desconfianza  que  fué  precisamente  la  causa  determinan- 
te de  la  creación  de  los  Alcaldes  Corregidores,  opuesto  á  los  Alcaldes  de 
"fuero."  Una  diferencia  hay  que  notar  y  es,  que  los  Alcaldes  nombrados  li- 
bremente por  el  Gobernador  General  no  tienen  legalmente  mayor  suma  de 
atribuciones  que  los  designados  á  propuesta  de  los  Ayuntamientos. 
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ral  levantará  la  suspensión  ó  acordará  libremente  la 
separación,  sin  ulterior  reear so. — Art  185.  (I) 

166.  Renuncia. — Al  Gobernador  Gt  i,  ral,  pré- 
vio  informe  del  Gobernador  de  la  Provincia,  corres- 
ponde resolver  las  renuncias  que  de  su  carí^>  hicieren 
los  xllcaldes. — Resolución  del  Gobierno  General  de  1? 
de  Agosto  de  1879. 

167.  Haber. — Los  Alcaldes  disfrutan  el  haber 
que  se  les  señale,  con  cargo  al  presupuesto  munici- 
pal.—  (Art.  49  Ley  municipal.)  (2) — La  fací  itad  de 
señalar  el  haber  de  los  Alcaldes  es  de  la  competencia 
del  Gobernador  General,  prévia  propuesta  de  los 
Ayuntamientos  respectivos. — Resolución  del  Gobierno 
General  de  3  de  Julio  de  1879.  (3) 

(1)  En  la  Península  corresponde  la  separación  al  Consejo  de  Ministros, 
en  vista  de  expediente  instruido  con  audiencia  del  interesado.  —  Art.  189  Ley 
municipal. 

(2)  En  la  Península  es  gratuito  el  cargo  de  Alcalde. — Art.  63  Ley  mu- 
nicipal. 

(3)  Por  K.  0.  de  11  de  Marzo  de  1880  se  ha  declarado,  de  acuerdo  con  el 
dictámen  de  la  Sección  de  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  que  ''el  haber 
señalado  por  la  Ley  á  los  Alcaldes  tiene  todos  los  caractéres  de  la  retribu- 
ción ó  sueldo  de  que  gozan  los  demás  funcionarios  de  la  Administración  y 
que,  por  lo  tanto,  se  veririque  el  abono  del  referido  haber  en  los  casos  de 
ausencia  ó  eníermedad  de  los  Alcaldes,  como  si  se  tratase  de  cualquier  otro 
empleado  de  la  Administración  pública,  á  excepción  de  cuando  se  nombre 
con  arreglo  al  art.  113 -un  Alcalde  interino  que  no  pertenezca  al  Ayunta- 
miento, pues  entonces  habrá  de  dividirse  el  expresado  haber  entre  ámbos  ó 
sea  entre  el  mismo  iuterino  y  el  propietario. — Por  otra  Real  orden  posterior, 
de  18  de  Octubre  de  1880,  aclaratoria  de  la  citada  se  declara:  1?  Que  el  suel- 
do asignado  al  Alcalde  no  se  dá  como  se  indicaba  en  aquella,  por  el  mero 
ejercicio  del  cargo,  sino  como  anexo  á  este  y  por  tanto,  no  basta  ocupar  la 
Alcaldía  interinamente  para  cobrar  el  haber  correspondiente. — 2?  Que  los  in- 
dividuos del  Ayuntamiento,  sean  ó  nó  Tenientes  de  Alcalde,  en  ningún  caso 
deben  cobrar  sueldo  alguno,  á  no  contrariar  la  Ley,  que  califica  sus  cargos 
de  gratuitos,  obligatorios  y  honoríficos  y  entre  los  deberes  del  oficio  de  Te- 
niente está  el  de  sustituir  á  los  Alcaldes  en  ausencias  y  enfermedades. — 3? 
Que  cuando  el  Alcalde  interino  no  pertenece  al  Ayuntamiento,  como  no 
ejerce]  cargo  gratuito,  es  justo  retribuirle  de  alguna  manera,  siendo  la  mas 
equitativa  la  consignada  en  la  Real  orden  11  de  Marzo  de  1880. 
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SECCION  II. 

TOMA    DE    POSESION,    INSIGNIAS,  AUSENCIAS    Y  SUS- 
TITUCION DE  LOS  ALCALDES. 


168.  Toma  de  posesión. — Los  Alcaldes  nom- 
brados deben  presentarse  sin  pérdida  de  tiempo  en  el 
Ayuntamiento  reunido  al  efecto,  para  recibir  la  pose- 
sión del  que  cesare  ó  desempeñare  interinamente  el 
cargo. — Art.  51  Ley  municipal. 

169.  Insignias. — El  Alcalde  ha  de  usar  como 
símbolo  de  su  autoridad  las  insignias  que  el  Regla- 
mento determine. — (Art.  60  Ley  municipal.)  Como 
aún  no  se  ha  dictado  el  Reglamento  á  que  la  Ley  se 
refiere,  por  el  Gobierno  General  se  ha  dispuesto,  en 
19  de  Junio  de  1882,  que  usen  los  Alcaldes  bastón 
de  carey  con  puño  de  oro  y  bellotas  y  cordón  de  oro 
y  morado.  (1) 

170.  Ausencia  y  sustitución. — El  Alcalde  ne- 
cesita licencia  previa  del  Gobernador  de  la  Provincia 
para  ausentarse  de  su  distrito,  y  si  al  concederla  no 
nombrase  un  Alcalde  interino,  reemplazará  á  aquel, 
durante  su  ausencia,  el  Teniente  á  quien  corresponda, 
según  su  numeración. — Art.  113  Ley  municipal.  (2) 


(1)  Aprobado  por  Eeal  orden  de  31  de  Julio  de  1882. 

(2)  Por  Real  orden  de  1?  de  Julio  de  1881  está  dispuesto  que  cuando  los 
Alcaldes  tengan  que  ausentarse  para  acudir  á  declarar  ante  la  Autoridad  ju- 
dicial deberán  obtener  préviarnente  la  licencia  que  exige  el  art.  113  de  la  Ley 
municipal,  haciéndolo  saber  al  Juzgado  cuando  la  soliciten;  pero  que  si  ocu- 
rriese caso  de  verdadera  urgencia  podrán  acudir  desde  luego  al  Juzgado,  co- 
municándolo al  Gobierno  Civil  de  la  Provincia. 
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SECCION  III. 

ATRIBUCIONES  DE  LOS  ALCALDES. 


171.  Doble  carácter  del  cargo. — Como  se  ha 
dicho  con  exactitud,  el  Alcalde  es  «el  hombre  del  Rey 
y  el  hombre  del  pueblo;))  en  otros  términos,  es  agente 
del  Gobierno  en  lo  que  á  los  intereses  generales  res- 
pecta y  administrador  de  los  intereses  municipales. 
En  el  primer  concepto,  obra  por  delegación  y  en  el 
segundo,  en  uso  de  una  autoridad  que  le  es  propia. 

172.  I.  Atribuciones  del  Alcalde  como  de- 
legado del  Gobierno. — Le  corresponde  el  gobierno 
político  del  .distrito,  (1)  desempeñando,  en  su  carácter 
de  representante  del  Gobierno,  todas  las  atribuciones 
que  las  leyes  le  encomienden.  Obra  bajo  la  dirección 
del  Gobernador  de  la  Provincia  así  en  lo  que  se  refie- 
re á  la  publicación  y  ejecución  de  las  leyes  y  disposi- 
ciones generales  del  Gobierno  Supremo,  ó  del  Gober- 
nador General  ó  del  Gobernador  de  la  Provincia  y 
Diputación,  como  en  lo  tocante  al  órden  público  y  á 
las  demás  funciones  que  en  tal  concepto  se  le  confie- 
ran.— Art.  196  Ley  municipal. — En  todo  lo  relativo  ai 
Gobierno  Político  del  distrito  municipal,  la  autoridad, 
deberes  y  responsabilidad  del  Alcalde  son  indepen- 
dientes del  Ayuntamiento  respectivo. — Art.  197. 

Por  resolución  del  Gobierno  General  de  25  de  Mayo 
de  1880,  se  ha  declarado:  l9  que  el  artículo  69  del 
R.  D.  de  9  de  Julio  de  1878,  sobre  atribuciones  de  los 

(í )  En  las  capitales  de  provincia,  no  cabe  decir  que  los  Alcaldes  ejerzan 
el  gobierno  político.  Los  Gobernadores  son  los  que  en  realidad  lo  desempe- 
ñan. Mayor  suma  de  atribuciones  tiene  á  este  respecto  el  Alcalde  de  Maria- 
nao,  por  ejemplo,  que  el  de  la  Habana. 
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Gobernadores  de  Provincia,  está,  en  cuanto,  á  su  ejer- 
cicio y  cumplimiento,  delegado  á  los  Alcaldes  de  fuera 
de  las  capitales;  y  2?  que  á  los  Alcaldes  y  sus  delegados 
compete,  en  ausencia  de  la  policía  de  Gobierno,  la 
formación  de  las  primeras  diligencias  criminales.  Co- 
rresponde, pues,  á  los  Alcaldes  de  fuera  de  las  capita- 
les de  Provincia: 

Io  Instruir  por  si  mismos  ó  por  sus  delegados  las 
primeras  diligencias  en  los  delitos  cuya  averiguación 
y  descubrimiento,  se  deba  á  sus  disposiciones  ó  agen- 
tes, entregando  á  la  autoridad  judicial  las  personas 
detenidas  y  las  diligencias  practicadas. 

2V  Aplicar  gubernativamente  las  penas  determi- 
nadas en  las  leyes  y  disposiciones  de  policía  y  en  los 
bandos  de  buen  gobierno  e  imponer  multas  que  no 
excedan  de  quinientas  pesetas,  para  corregir  las  infrac- 
ciones legales. 

3?  Reclamar,  cuando  lo  crea  necesario,  de  la  Auto- 
ridad militar  el  auxilio  de  la  fuerza  armada. 

49  Suspender  en  casos  urgentes  á  los  funcionarios 
del  órden  civil  dependiente  del  Gobierno  General. 
Aunque  en  el  artículo  que  copiamos  se  dice,  «dando 
inmediata  cuenta  razonada  de  la  medida»  al  Gobierno 
General,  entendemos  que  el  Alcalde  deberá  hacerlo  al 
Gobernador  de  la  Provincia  para  que  este  lo  haga  al 
Gobernador  General.  Así  se  respeta  la  gerarquía  ad- 
ministrativa. 

5?  Dar  ó  negar  permiso  para  las  funciones  ó  reu- 
niones publicas  que  hayan  de  verificarse  en  el  distrito 
y  presidirlas  cuando  lo  estime  conveniente.  (1) 

6?  Dictar  las  disposiciones  que  juzgue  oportuno 
dentro  del  círculo  de  su  autoridad  para  el  cumplimien- 
to de  las  órdenes  superiores  ó  para  la  buena  adminis- 


(1)    Es  preciso  atenerse  á  lo  que  prescribe  la  Ley  de  reuniones  públicas. 
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traciony  gobierno  de  los  pueblos;  explicar  alas  auto- 
ridades inferiores  el  sentido  de  las  leyes,  reglamentos 
ú  órdenes  de  cuya  ejecución  se  trate;  y  remover  los 
obstáculos  que  se  presenten  para  la  ejecución  de  las 
mismas.— Art.  69K.  D.  9  de  Julio,  1878. 

Otra  atribución  se  confiere,  (en  la  Ley  municipal, 
art.  167,)  al  Alcalde  en  el  concepto  de  delegado  del 
Gobierno,  á  saber,  la  de  suspender  por  sí  y  á  instancia 
de  cualquier  residente  del  pueblo  la  ejecución  de  los 
acuerdos  del  Ayuntamiento  en  los  casos  siguientes:  Io 
por  recaer  en  asuntos  que  no  sean  de  su  competencia 
y  29  por  delincuencia  y  en  los  previstos  en  el  propio 
artículo  y  en  el  168.  De  todos  ellos  nos  ocuparemos 
al  exponer  los  recursos  que  la  Ley  autoriza  contra  los 
acuerdos  de  los  A3  untamientos. 

173.  II,  Atribuciones  del  Alcalde  como  jefe 
de  la  Administración  municipal. — Le  corres- 
ponde: 

l9  Llevar  el  nombre  y  representación  del  Ayunta- 
miento en  todos  los  asuntos,  salvas  las  facultades  con- 
cedidas á  los  Síndicos. 

2?  Presidir,  con  voto,  las  sesiones  del  Ayuntamien- 
to y  dirigir  las  discusiones. 

39  Cuidar,  bajo  su  responsabilidad,  de  que  se 
cumplan  por  el  Ayuntamiento  las  leyes  y  disposiciones 
de  sus  superiores  jerárquicos.  Si  bien  se  mira,  esta 
obligación  que  al  Alcalde  se  impone  se  relaciona  con 
su  carácter  de  delegado  del  Gobierno,  encargado  de 
hacer  cumplir  las  leyes. 

49  Corresponderse  á  nombre  del  Ayuntamiento 
cpn  las  autoridades  y  particulares. 

5?  Publicar,  ejecutar  y  hacer  cumplir  los  acuerdos 
del  Ayuntamiento  cuando  fueren  ejecutivos  y  no  me- 
diare causa  legal  para  su  suspensión,  procediendo  si 

fuere  necesario,  por  la  vía  de  apremio  y  pago,  é  impo- 

20 
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niendo  multas  que  en  ningún  caso  excedan  de  diez 
pesos,  en  capitales  de  Provincia  y  localidades  de  igual 
población;  cinco,  en  las  de  partido  y  pueblo  de  4,000 
habitantes  y  tres  en  los  restantes;  y  en  su  defecto,  el 
arresto  por  insolvencia. 

6?  Trasmitir  al  Gobernador  los  acuerdos  del  Ayun- 
tamiento que  requieran  la  aprobación  superior  para  ser 
ejecutivos,  y  publicarlos,  ejecutarlos  y  hacerlos  cum- 
plir cuando  la  obtuvieren. 

79  Dar  curso  á  las  exposiciones  que  los  Ayunta- 
mientos hiciesen  acerca  de  los  negocios  de  su  compe- 
tencia. 

89  Dirigir  todo  lo  relativo  á  la  policía  urbana  y 
rural,  dictando  al  efecto  los  bandos  y  disposicionés  que 
tuviere  por  convenientes,  conforme  á  las  ordenanzas  y 
resoluciones  generales  de  la  materia. 

9?  Dirigir  y  vigilar  la  conducta  de  todos  los  de- 
pendientes del  ramo  de  policía  urbana  y  rural,  casti- 
gándolos con  suspensión  de  empleo  y  sueldo  hasta  30 
dias  y  proponer  su  destitución  al  Ayuntamiento,  cuan- 
do no  pudiese  acordarla  por  si  mismo. 

10    Nombrar  y  separar  exclusivamente  los  agentes' 
de  vigilancia  municipal  qué  usen  armas. — Art.  71  Ley 
municipal.  (1) 

11.    Ejercer  todas  las  funciones  propias  de  Ordena- 


(1)  Con  arreglo  al  art.  5?  de  las  bases  orgánicas  de  la  Policía  municipal 
de  la  Habana  compete  al  Alcalde  municipal  corresponderse  en  todo  lo  rela- 
tivo al  servicio  de  la  policía  con  el  Gobernador  General,  el  de  la  Provincia  y 
demás  Autoridades  superiores.  Aprobar  el  reglamento  y  servicio  exterior,  á 
propuesta  del  Jefe  inmediato  de  las  fuerzas.  Determinar  el  uniforme  y  ¡  r- 
mas  que  deben  usar  los  agentes  de  la  policía.  Ordenar  la  distribución  de  i  as 
fuerzas  para  el  servicio  en  todo  el  término  municipal,  á  propuesta  de  su  Jefe 
inmediato  y  consultando  á  los  Tenientes  de  Alcalde  cuando  lo  estime  con- 
veniente. Inspeccionar  la  fuerza  y  su  servicio  dictándo  las  órdenes  y  reso- 
luciones que  juzgue  convenientes.  Eesolver  las  reclamaciones  de  subalternos 
contra  superiores  así  como  las  consultas  que  se  eleven. 
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dor  y  Jefe  de  la  inversión  de  fondos  municipales  y  su 
contabilidad. 

12.  Inspeccionar,  activar  y  dirigir  en  lo  económico 
y  gubernativo  las  obras,  establecimientos  de  Benefi- 
cencia y  de  Instrucción  pública  costeados  por  fondos 
municipales,  con  sujeción  á  las  leyes  y  disposiciones 
para  su  ejecución. 

13.  Cuidar  de  que  se  presten  con  exactitud  los 
servicios  de  bagajes,  alojamientos  y  demás  cargas  pú- 
blicas.— Puede  decirse  que  en  estos  casos  mas  que 
como  Jefe  de  la  administración  municipal  procede  el 
Alcalde  como  delegado  del  Gobierno, 

14.  Presidir  los  remates  y  subastas  para  ventas, 
arrendamientos  y  servicios  municipales,  salvas  las  dis- 
posiciones de  las  leyes. 

15.  Corresponderse  con  el  Gobernador  y  con  las 
demás  Autoridades  y  Corporaciones  de  la  Provincia 
en  todos  los  asuntos  de  su  competencia  gubernativa  y 
administrativa,  haciéndolo  por  conducto  de  aquel  cuan- 
do hubiere  de  entenderse  con  las  de  otras  Provincias 
ó  con  el  Gobernador  General;  y  desempeñar  cuantas 
funciones  le  confieran  las  leyes  y  reglamentos. — Arts. 
108,  109  y  110  Ley  municipal.  (1) 

16.  Convocar  el  Ayuntamiento  á  sesión  extraordi- 
naria cuando  lo  juzgue  conveniente,  debiendo  hacerlo 
siempre  que  se  lo  prevenga  el  Gobernador  ó  lo  recla- 
me la  tercera  parte  de  los  Concejales. — Art.  97  Ley 
municipal. 


(1)  Aunque  en  el  art.  110  se  enumera  entre  las  atribuciones  del  Alcalde, 
la  de  suspender  los  acuerdos  del  Ayuntamiento  en  los  casos  de  los  arts.  167 
y  168,  creemos  que  le  compete  como  delegado  del  Gobierno  y  no  como  Jefe 
de  la  administración  municipal. 


CAPITULO  II. 


De  los  Tenientes  de  Alcalde. 


174.  Nombramiento. — Los  nombra  el  Goberna- 
dor General  á  propuesta  en  terna  del  Ayuntamiento. 
Si  cree  conveniente  á  los  intereses  de  la  localidad  no 
aceptar  ninguno  de  los  propuestos,  puede  nombrar  á 
otra  persona  que  ha  de  ser  Concejal.— Art.  50  Ley 
municipal.  (1) 

175.  Suspensión. — El  Gobernador  de  la  Provin- 
cia puede  suspender  á  los  Tenientes  de  Alcalde  cuan- 
do cometieren  extralimitacion  grave  con  carácter  polí- 
tico'y  si  incurriesen  en  desobediencia  grave, — (Art. 
186  Ley  municipal.) — Al  hablar  de  Ja  dependencia  y 
responsabilidad  de  los  Concejales,  examinaremos  deta- 
lladamente esta  materia. 

176.  Separación. — El  Gobernador  General  pue- 
de remover  los  Tenientes  de  Alcalde  y  reemplazarlos 
por  otros  Concejales. — Art.  50  Ley  municipal. 

177.  Renuncia. — Al  Gobernador  General,  pre- 
vio informe  del  Gobernador  de  la  Provincia,  corres- 


(1)  En  la  Península,  los  Ayuntamientos  eligen  de  su  seno  á  los  Tenien- 
tes de  Alcalde.  Solo  en  Madrid  puede  nombrarlos  el  Bey,  pero  siempre  del 
seno  de  la  Corporación  municipal. — Art.  49  Ley  municipal. 
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ponde  resolver  acerca  de  las  renuncias  que  de  su  car- 
go hicieren  los  Tenientes  de  Alcalde. — Resolución  del 
Gobierno  General  de  1.°  de  Agosto  de  1879. 

178.  Toma  de  posesión. — Al  Alcalde  corres- 
ponde dar  posesión  á  los  Tenientes  de  Alcalde. — Art. 
52  Ley  municipal. 

Insignias. — Como  símbolo  de  su  autoridad,  usan 
los  Tenientes  de  Alcalde  bastón  de  caña  de  Indias  con 
el  puño  de  oro  y  bellotas  y  cordón  de  plata  y  morado. 
Resolución  del  Gobierno  General  de  19  de  Junio 
de  1882. 

179.  Ausencia  y  sustitución. — Los  Tenientes 
de  Alcalde  necesitan  licencia  del  Ayuntamiento  para 
ausentarse  de  su  término  por  más  de  ocho  dias;  pero 
en  caso  urgente  puede  el  Alcalde  autorizar  la  ausen- 
cia de  los  Tenientes,  dando  aviso  al  que  haya  de  reem- 
plazarlos. Aun  cuando  la  ausencia  haya  de  ser  me- 
nor de  ocho  dias  los  Tenientes  deben  comunicarlo  por 
escrito  al  Alcalde. — (Art.  113  Ley  municipal.) — Los 
Tenientes  de  Alcalde  son  reemplazados  por  el  Regi- 
dor decano  y  los  demás  por  el  orden  de  mayor  edad. 
Art.  115  Ley  municipal. 

180.  Naturaleza  del  cargo. — Es  gratuito,  obli- 
gatorio y  honorífico. — Art.  60  Ley  municipal. ' 

181.  Atribuciones. — Donde  sólo  hubiere  un  Te- 
niente de  Alcalde,  el  Alcalde  y  el  Teniente  tendrá 
cada  uno  á  su  cargo  uno  de  los  distritos  en  que  se 
haya  dividido  el  término  municipal.  Donde  hubiere 
más  de  un  Teniente,  los  distritos  se  dividirán  sólo  en- 
tre los  Tenientes.— Los  Tenientes  de  Alcalde,  en  lo 
que  respecta  á  lo  gubernativo,  obran  siempre  en  sus  res- 
pectivas secciones  por  delegación  y  bajo  la  dirección 
del  Alcalde,  como  representantes  del  Gobierno  en  los 
mismos  términos  que  aquel  lo  es  en  el  distrito  muni- 
cipal; y  en  lo  administrativo  ejercerán,  cada  uno  en 


—  158  — 


su  distrito,  las  funciones  que  la  ley  atribuye  al  Alcal- 
de, bajo  la  dirección  de  éste,  como  Jefe  superior  de  la 
Administración  municipal. — (Arts.  111,  112  y  198 
Ley  municipal.) — Los  Tenientes  de  Alcalde  sustitu- 
yen por  el  órden  de  su  numeración  al  Alcalde  en  caso 
de  ausencia  del  mismo,  siempre  que  el  Gobernador  de 
la  Provincia  no  hubiere  nombrado  un  Alcalde  interi- 
no,— Art.  113  Ley  municipal.  (1) 


(í)  P(  r  el  art.  6?  de  las  "Bases  orgánicas"  citadas,  corresponde  álos  Te- 
nientes de  Alcalde  evacuar  las  comisiones  qne  les  confiera  el  Alcalde.  Tras- 
mitir á  es1 3  los  partes  que  reciban,  cuando  para  su  resolución  no  sean 
competentes.  Corresponderse  con  las  autoridades  que  no  lo  hagan  con  el 
Alcalde  eri  todo  lo  relativo  al  servicio  en  sus  respectivos  distritos.  Fijar  la 
ascendencia  de  las  multas  que  hayan  impuesto  los  Alcaldes  de  barrio  ó  de- 
clarar su  improcedencia,  así  como  los  dias  de  prisión  equivalente  en  los 
casos  de  insolvencia.  Decretar  también  en  los  de  desobediencia  ú  ofensas 
leves,  á  los  agentes  de  policía,  estando  de  servicio,  multa  hasta  10  pesos.  Si 
se  tratase  de  gran  desacato  se  dará  parte  al  Alcalde  para  la  resolución  que 
proceda.  Llevar  un  libro  registro  de  multas  donde  anotarán  las  que  impon- 
gan, nombre  y  demás  circunstancias  del  infractor,  así  como  bl  pago  si  lo  hi- 
ciere voluntariamente  ó  en  su  defecto  la  remisión  del  expediente  al  Juez 
municipal  del  Distrito  y  sus  resultas.  Eemitir  al  Alcalde  en  los  8  primeros 
dias  de  cada  mes  el  papel  de  multa  recaudado  en  el  anterior,  con  una  rela- 
ción de  su  procedencia  y  un  estado  mensual  de  ocurrencias,  en  el  que  expre- 
sarán todas  las  resoluciones  dictadas  y  sus  causas. — Aunque  se  les  autoriza 
también  para  decretar  prisión  hasta  10  dias,  entendemos  que  después  de 
promulgada  la  Constitución  no  cabe  el  ejercicio  de  esa  facultad. 


CAPITULO  III. 


De  los  Alcaldes  de  barrio,  (1) 

182.  Nombramiento  y  separación. — El  Alcal- 
de nombra  los  Alcaldes  de  barrio  de  entre  los  electo- 
res que  tengan  su  residencia  en  la  demarcación.  (2) 
Desempeñan  el  cargo  hasta  la  próxima  renovación 
bienal  del  Ayuntamiento,  si  bien  el  Alcalde  puede  se- 
pararlos libremente. — Arts.  36  y  55  Ley  municipal. — 
El  Alcalde  ha  de  dar  conocimiento  á  la  Corporación 
municipal  en  la  sesión  inmediata  de  los  nombramien- 
tos de  Alcaldes  de  barrio. 

183.  Naturaleza  del  cargo. — Es  gratuito,  obli- 
gatorio y  honorífico. — Art.  60  Ley  municipal. 

184.  Insignias. — Por  resolución  del  Gobierno 
General  de  19  de  Junio  de  1882  se  ha  dispuesto  que 
usen  los  Alcaldes  de  barrio  bastón  de  caña  de  ludias 
con  puño  de  marfil  y  bellotas  con  cordón  de  seda 
negra. 

185.  Ausencias. — Los  Alcaldes  de  barrio  no  pue- 

(1)  Cada  distrito  se  divide  en  barrios  cuando  por  el  número  de  sus  ha- 
bitantes ó  por  circunstancias  locales  lo  exigiere  el  buen  servicio  municipal. 
— Art.  36  Ley  municipal. 

(2)  Por  resolución  del  Gobierno  General  de  4  de  Febrero  de  18H2  se  ha 
dispuesto  que  el  nombramiento  deberá  recaer  en  un  elector  del  barrio  mis- 
mo en  que  haya  de  desempeñarse  las  funciones  del  cargo. 
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den  ausentarse  por  mas  de  24  horas  sin  licencia  del 
Alcalde,  quien  habrá  de  designar  la  persona  que  los 
reemplace. — Art.  114  Ley  municipal. 

186.  Atribuciones. — Los  Alcaldes  de  barrio  ejer- 
cen en  el  órden  administrativo  las  atribuciones  que  las 
leyes  y  reglamentos  les  señalen.  Cuidan  de  que  se 
cumplan  las  prescripciones  de  las  ordenanzas  munici- 
pales.— En  el  órden  político  proceden  como  delegados 
del  Alcalde  ó  del  Teniente  Alcalde  respectivo,  debien- 
do en  todo  caso  conformarse  con  las  disposiciones  de 
los  Alcaldes  y  del  Gobernador  de  la  Provincia. — Art. 
199  de  la  Ley  municipal.  (1) 


(1)  Conforme  al  art.  7?  da  las  "Bases  orgánicas"  mencionabas,  les  co- 
rresponde evacuar  las  comisiones  y  órdenes  que  reciban  del  Alcalde  y  del 
respectivo  Teniente  de  Alcalde.  Dar  parte  á  este  de  las  faltas  que  notaren 
en  todo  lo  relativo  á  servicios  municipales,  vigilando  y  haciendo  vigilar,  con 
preferencia  lo  referente  á  seguridad,  vía  pública,  higiene,  instrucción  y  mo- 
ralidad. Trasmitirle  los  partes  que  por  infracciones  les  dén  los  subalternos, 
cuidando  de  anotar  el  nombre,  domicilio,  edad  y  ocupación  del  infractor, 
deteniéndolo  en  el  tínico  caso  de  no  poder  identificar  su  person'a,  ya  porque 
no  esté  provisto  de  los  documentos  correspondientes,  ya  porque  fuese  del 
todo  desconocida.  Si  así  fuese  lo  remitirá  inmediatamente  al  Inspector  [hoy 
Delegado]  del  distrito  para  que  proceda  á  lo  que  hubiere  lugar,  dando  cuen- 
to con  la  misma  brevedad  al  Teniente  de  Alcalde  respectivo.  Notificar  por 
sí  ó  por  subalternos  al  interesado  la  multa  impuesta  por  el  Teniente  de  Al- 
caldo  y  trascurrido  el  plazo  fijado  para  hacerla  efectiva,  dar  cuenta  á  este 
ya  con  la  mitad  del  papel  de  jnulta  exhibido  que  ha  de  ser  precisamente  el 
creado  para  las  municipales,  ó  sin  él,  para  que  por  dicha  autoridad  se  pro- 
ceda á  lo  que  hubiere  lugar.  Participar  por  el  medio  mas  rápido  y  seguro  al 
Gobernador  Civil,  al  Alcalde  municipal  y  al  Teniente  de  Alcalde  respectivo 
cualquier  suceso  que  haya  alterado  ó  á  su  juicio  pueda  alterar  gravemente 
el  órden  público.  Llevar  los  libros  registros  siguientes:  Padrón  general  de 
vecinos,  domiciliados  y  transeúntes  en  sus  respectivos  barrios.  Registro  ta- 
lonario de  cédulas  de  vecindad,  hoy  personales.  Registro  de  cédulas  de  do- 
miciliados con  exclusión  de  los  que  están  en  servidumbre  y  de  los  extrange- 
ros.  Registro  de  multas  impuestas.  Idem  de  informes  evacuados.  Idem  de 
partes  producidos. — También  les  corresponde  llevar  el  registro  de  la  riqueza 
pecuaria. 


CAPITULO  IV. 


Del  Ayuntamiento. 


187.  El  Municipio. — «Es  Municipio  la  asocia- 
ción legal  de  todas  las  personas  que  residen  en  un  tér- 
mino municipal.  Su  representación  legal  corresponde 
al  Ayuntamiento. — Art.  1?  Ley  municipal. — El  Muni- 
cipio es  una  agrupación  natural  y  expontánea  de  inte- 
reses y  relaciones;  es  el  punto  inicial  y  la  base  de  la 
sociedad  política.  En  la  antigüedad,  la  ciudad  cons- 
tituía el  Estado.  Hoy  en  las  naciones  cultas,  la  Ley 
consagra  y  proteje  la  existencia  del  Municipio;  le  reco- 
noce una  ámplia  esfera  de  acción  y  respeta  en  su  órga- 
no, ó  sea  el  Ayuntamiento,  las  facultades  de  la  iniciativa 
y  de  la  resolución  en  los  asuntos  que  á  los  intereses 
locales  se  refieren.  El  Municipio  es,  por  decirlo  así, 
la  escuela  primaria  del  ciudadano;  por  la  intervención 
que  tiene  en  el  conocimiento  y  decisión  de  negocios 
de  carácter  público  y  de  interés  colectivo,  adquiere  y 
fortalece  las  virtudes  cívicas,  timbres  de  honor  y  dig- 
nidad; presta  atención  á  la  cosa  pública,  cual  si  fuera 
propia;  alcanza  pericia  y  llega  á  la  posesión  del  senti- 
miento de  responsabilidad,  estímulo  poderoso  al  par 
que  fuerte  freno  en  la  vida  pública,  preparándose  de 
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esa  suerte  para  servir  con  acierto  y  eficacia  los  inte- 
reses mas  complejos  y  elevados  de  la  nación. 

188.  Reseña  histórica.— En  la  Ley  %  título  7, 
Libro  4?  de  la  Recopilación  de  Indias  se  preceptúa  la 
organización  de  Municipios  y  Ayuntamientos.  Dice 
así:  «Elegida  la  tierra,  Provincia  y  lugar  en  que  se  ha 
de  hacer  nueva  población,  y  averiguada  la  comodidad 
y  aprovechamientos,  que  pueda  haber,  el  gobernador 
en  cuyo  distrito  estuviere  ó  confinare,  declare  el  pue- 
blo que  se  ha  de  poblar,  si  ha  de  ser  ciudad,  villa  ó 
lugar,  y  conforme  á  lo  que  se  declarare  se  forme  el 
Concejo,  república  y  oficiales  de  ella,  de  forma  que  si 
hubiere  de  ser  ciudad  metropolitana,  tenga  un  Juez  con 
título  de  adelantado,  ó  Alcalde  mayor,  ó  Corregidor,  ó 
Alcalde  ordinario,  que  ejerza  la  jurisdicción  insólidum, 
y  juntamente  en  el  regimiento  tenga  la  administración 
de  la  república:  dos  ó  tres  oficiales  de  la  Hacienda 
Real;  doce  regidores;  dos  fieles  ejecutores:  dos  jurados 
de  cada  parroquia:  un  Procurador  general:  un  Mayor- 
domo: un  Escribano  de  Concejo:  dos  escribanos  públi- 
cos, uno  de  minas  y  registros:  ün  Pregonero  mayor: 
un  Corredor  de  Lonja:  dos  porteros;  y  si  diocesana,  ó 
sufragánea  ocho  regidores  y  los  demás  oficiales  perpe- 
tuos: para  las  villas  y  lugares,  Alcalde  ordinario:  cuatro 
regidores,  un  alguacil,  un  Escribano  de  Concejo,  y  pú- 
blico y  un  Mayordomo.» — Por  la  2*,  título  10  del  mis- 
mo Libro  se  dispuso  que  en  cada  una  de  las  ciudades 
principales  de  las  Indias  hubiera  doce  regidores,  y  en 
las  demás  ciudades,  villas  y  pueblos,  seis  y  no  mas. — 
En  la  4^,  se  establece  que  los  vecinos  elijan,  en  el  nú.- 
mero  que  pareciere  al  Gobernador,  á  los  regidores  y 
en  la  6^,  se  preceptúa  que  para  los  cargos  concejiles 
elijan  vecinos.    En  las  leyes  Ia  y  2*,  título  99,   (1 J 


(1)   Trata  de  los  cabildos  y  concejos. 
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Libro  4?,  se  manda  que  las  elecciones  y  cabildos  se 
hagan  precisamente  en  las  casas  de  Ayuntamiento  y  no 
en  otra  parte,  prescribiéndose  en  las  7^  y  9^  que  los 
vireyes,  presidentes  y  oidores  no  impidan  las  eleccio- 
nes á  los  capitulares  y  que  los  gobernadores  «dejen  á 
los  regidores  usar  sus  diputaciones  y  votar  libremen- 
te;» disposiciones  todas  encaminadas  á  protejer  y  am- 
parar los  fueros  de  los  Ayuntamientos  y  sus  indivi- 
duos.— En  esta  Isla  rigieron  hasta  1857  las  ordenan- 
zas municipales  dictadas  en  1574  para  la  ciudad  de  la 
Habana.  Si  bieñ  en  un  principio  fueron  electivos,  se- 
gún se  ha  visto,  los  cargos  de  regidores,  pasaron  luego 
á  ser  vendibles  y  renunciadles  para  facilitar  recursos  al 
Erario.  A  este  respecto,  es  digna  de  atención  Ja  Ley 
1*,  título  .20,  Libro  8?  de  la  Recopilación  de  Indias, 
concebida  en  estos  términos:  «Por  cuanto  una  de  las 
mayores  y  mas  conocidas  regalías  de  nuestra  real 
preeminencia  y  señorío  es  la  creación  y  provisión  de 
los  oficios  públicos,  tan  necesarios  á  la  buena  admi- 
nistración de  justicia,  que  no  puede  vivir  la  república 
sin  ellos,  como  tan  importantes  al  buen  gobierno  de 
muchos  estados  y  expedición  de  los  muchos  y  varios 
negocios  que  en  ellos  se  suelen  ofrecer.  Y  porque  en 
tiempo  de  los  católicos  reyes  nuestros  antecesores  se 
criaron  algunos  oficios  que  se  dieron  y  concedieron  de 
merced  á  beneméritos  de  nuestra  real  corona  y  des- 
pués tuvieron  por  bien  que  se  diesen  por  venta  y  be- 
neficio como  iban  vacando,  con  calidad  de  poderlos 
renunciar.  Nuestra  voluntad  es  y  mandamos  que  sean 
vendibles  y  renunciables  los  oficios  siguientes:  alguaci- 
les mayores  de  ciudades  y  villas  de  españoles,  alfére- 
ces mayores  de  las  ciudades  y  villas,  regidores  de  ciu- 
dades y  villas.)) — El  R.  D.  de  27  de  Julio  de  1857, 
basado  en  la  ley  dictada  para  la  Península  en  8  de 
\  Enero  de  1845,  reformó  el  régimen  municipal  existen- 
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te  á  la  sazón  en  esta  An tilla.  En  el  preámbulo  se  leen 
estas  palabras:  «Hace  muchos  años  que  se  siente  la 
»necesidad  y  quince  que  se  viene  preparando  la  refor- 
»ma  de  la  organización  municipal  de  la  Isla  de  Cuba. 
«Compuestos  hoy  los  Ayuntamientos  de  oficios  perpé- 
»tuos  en  una  parte,  y  en  otra  de  concejales  elegidos 
»por  el  Capitán  General,  con  arreglo  al  método  verda- 
deramente interino  que  establece  el  Real  Decreto  de 
«21  de  Julio  de  1844,  la  justicia  y  la  alta  conveniencia 
»de  una  solución  definitiva  en  asunto  tan  importante, 
»dentro  de  las  necesidades  de  la  época  actual,  no  han 
«podido  ménos  de  ocupar  preferentemente  la  atención 
»de  los  Ministros  de  V.  M.,  algunos  de  los  cuales  han 
«tocado  por  sí  mismos  los  graves  inconvenientes  que 
«suscita,  para  el  buen  régimen  y  gobierno  de  aquella 
))Provincia  ultramarina,  la  existencia  irregular  y  preca- 
ria de  sus  corporaciones  municipales.  «Mas  adelante 
«afirma  el  Consejo  de  Ministros:»  que  está  persuadido 
»de  que  ha  logrado  establecer  principios  fijos,  sobre 
«que  levantar  la  organización  de  la  Isla  de  Cuba;  de 
«que  ha  dado  el  primer  paso  para  que  aquellos  pueblos 
«adquieran  una  prudente  intervención  en  sus  asuntos 
«locales,  compatible  con  la  conservación  del  órden  pú- 
»blico  tan  indispensable  en  las  provincias  de  Ultramar: 
«de  que  ha  conformado  su  administración  interior;  de 
«que  ha  armonizado  en  lo  posible  el  interés  general 
»con  los  privilegios  alcanzados  al  amparo  de  las  leyes; 
«de  que  sin  separarse  de  las  respetables  tradiciones  de 
«nuestros  mayores,  y  ántes  por  el  contrario  atempe- 
«rándose  á  su  espíritu,  ha  introducido  en  el  nuevo  ré- 
«gimen  las  probadas  doctrinas  de  la  administración 
«peninsular  con  las  modificaciones  convenientes;  Kde 
«que  no  se  ha  detenido  ante  peligros  imaginarios  ni 
«lanzádose  á  lo  desconocido  .ó  á  lo  fortuito  con  punible 
«imprudencia,  y  por  fin,  de  que  ha  procurado  estrechar 
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»mas  y  mas  los  fuertes  vínculos  de  fraternal  cariño 
»que  unen  á  los  españoles  de  ambos  hemisferios.» — 
Veamos  ahora  el  articulado.  En*  cada  pueblo,  cabece- 
ra ó  Tenencia  de  Gobierno  habrá  un  Ayuntamiento 
para  el  régimen  y  administración  de  los  bienes  y  fon- 
dos de  propios  y  arbitrios.  En  los  pueblos  que  no 
lleguen  á  5,000  almas,  se  compondrá  el  Ayuntamiento 
de  un  Alcalde,  un  Síndico  y  6  regidores.  En  los  de 
5,000  á  10,00.0,  habrá  dos  regidores  mas.  En  los  que 
pasen  de  10,000,  excepto  la  Habana,  un  Alcalde,  dos 
Tenientes,  un  Síndico  y  10  regidores.  En  la  Habana, 
un  Alcalde,  7  Tenientes,  4  Síndicos  y  16  regidores. 
Quedan  subsistentes  los  oficios  concejiles  enagenados 
de  la  corona.  El  Capitán  General  es  Presidente  nato 
de  los  Ayuntamientos;  nombra  á  los  Alcaldes  y  Te-* 
nientes  de  entre  ios  elegidos  y  á  propuesta  del  Gober- 
nador ó  Teniente-Gobernador  y  elije  los  concejales 
entre  los  propuestos  en  lista  doble  por  el  Ayuntamien- 
to que  haya  de  renovarse  y  un  número  fijo  de  mayores 
contribuyentes,  formando  la  llamada  Junta  electoral.  Los 
acuerdos  de  ios  Ayuntamientqs  necesitan¿de|  la  apro- 
bación del  Gobernador  del  Departamento  respectivo 
para  que  tengan  fuerza  ejecutiva. — (Art.  1,  2,  3,  11, 
12  y  61.)— Por  otro  R.  D.  de  13  de  Julio  de  1867  se 
dió  mayor  latitud  al  sufragio,  aumentándose  el  núme- 
ro de  mayores  contribuyentes.  En  la  Habana,  por 
ejemplo,  con  poníase  la  Junta  electoral,  según  el  R.  D. 
de  1859,  de  130  individuos  (26  concejales  y  104  ma- 
yores contribuyentes);  y,  conforme  al  de  67,  de^806 
individuos  (26  concejales  y  780  mayores  contribuyen- 
tes).— Como  ya  lo  liemos  dicho,  por  R.  D.  de  21  de 
Junio  de  1878  se  mandó  promulgar  y  observaren  esta 
Isla  con  carácter  de  provisional  la  Ley  orgánica  mu- 
nicipal de  la  Península,  con  modificaciones  ^acomoda- 
das á  la  escasa  práctica  de  los  habitantes  de  la  Isla  de 
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Cuba  en  asuntos  de  la  Administración  pública,»  confor- 
me se  lee  en  el  preámbulo  del  antedicho  Heal  De- 
creto. 


SECCION  I. 

DE  LOS  TÉRMINOS  MUNICIPALES  Y  SUS  ALTERACIONES. 


189.  Definición. — Es  termino  municipal  el  te- 
rritorio á  que  se  extiende  la  acción  administrativa  de 
un  Ayuntamiento. — Art.  2  Ley  municipal. 

190.  I.  Creación. — Para  la  creación  y  existen- 
cia de  un  término  municipal  es  necesario  que  concu- 
rran las  circunstancias  siguientes: 

1?  Que  no  baje  de  dos  mil  el  número  de  sus  habi- 
tantes residentes. 

2*  Que  tenga  ó  se  le  pueda  señalar  un  .territorio 
proporcionado  á  su  población. 

3^  Que  pueda  sufragar  los  gastos  municipales  obli- 
gatorios con  los  recursos  autorizados  por  las  leyes. — 
Art.  2  Ley  municipal. 

Se  declara,  con  todo,  subsistentes  los  términos  mu- 
nicipales que  ya  existian  al  promulgarse  la  ley  aun 
cuando  su  población  fuera  inferior  á  dos  mil  habitan- 
tes residentes. — Art.  2  Ley  municipal. 

Al  Gobernador  General  corresponde  resolver  los  ex- 
pedientes sobre  creación  de  términos  municipales, 
previo  informe  del  Gobernador  y  de  la  Diputación  de 
la  Provincia.  Será  ejecutorio  su  acuerdo  cuando  fue- 
re conforme  con  el  dictámen  de  la  Diputación.  En 
caso  de  disidencia  debe  elevarse  el  expediente  al  Mi- 
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nisterio  de  Ultramar,  que  resolverá,  prévia  consulta 
del  Consejo  de  Estado.  (1)— Art.  7.° 

191.  ÍI.  Alteraciones. — Los  términos  munici- 
pales pueden  ser  alterados: 

Io  Por  agregación  total  á  uno  ó  varios  términos 
colindantes. 

2?  Por  segregación  de  parte  de  un  término,  bien 
sea  para  constituir  por  sí  ó  con  otra  ú  otras  porciones, 
Municipio  independiente,  ó  bien  para  agregarse  á  uno 
ó  varios  términos  colindantes.— Art.  3  Ley  municipal. 

192.  Agregación. — Los  grupos  de  población, 
aunque  tengan  Ayuntamiento  propio,  situados  á  una 
distancia  máxima  de  cinco  kilómetros  del  término  de 
la  capital  de  la  Isla  ó  cualquiera  otra  .  población  que 
cuente  igual  ó  mayor  número  de  habitantes,  podrán 
ser  agregados  á  dicho  término,  en  virtud  de  E.  D., 
prévia  consulta  del  Consejo  de  Estado. — Art.  10  Ley 
municipal. — Véase  más  adelante  «Supresión.» 

193.  Segregación. — Casos  en  que  procede. — 
Procede  de  parte  de  un  término  para  agregarse  á  otros 
existentes,  cuando  lo  solicite  la  mayoría  délos  veci- 
nos de  la  porción  que  haya  de  segregarse  y  pueda  te- 
ner efecto  sin  perjudicar  los  intereses  legítimos  del 
resto  del  Municipio  ni  hacerle  perder  las  condiciones 
expresadas  arriba. — La  segregación  de  parte  de  un 
término  para  constituir  uno  ó  varios  Municipios  inde- 
pendientes por  sí  ó  en  unión  de  otra  ú  otras  porciones 
de  otros  términos  colindantes,  puede  hacerse  median- 
te acuerdo  y  solicitud  de  la  mayoría  de  los  interesa- 
dos y  sin  perjudicar  intereses  legítimos  de  otros  pue- 
blos, siempre  que  los  nuevos  términos  que  hayan  de 

(1)  En -la  Península,  la  Diputación  provincial  respectiva  resuelve  los  ex- 
pedientes de  creación  de  términos.  El  acuerdo  será  ejecutivo  cuando  fuere 
adoptado  de  conformidad  con  los  interesados.  En  caso  de  disidencia  la  apro- 
bación será  objeto  de  una  ley. — Art.  9  Ley  municipal. 
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formarse,  reúnan  las  condiciones  expresadas  ante- 
riormente.— Art.  5  Ley  municipal. 

Ei  expediente  lo  resuelve  el  Gobernador  General, 
previo  informe  del  Gobernador  y  de  la  Diputación  de 
la  Provincia.  Si  no  hubiere  conformidad  entre  el  dic- 
támen  de  la  Diputación  y  lo  resuelto  por  el  Goberna- 
dor General,  decide  el  Ministerio  de  Ultramar,  oyendo 
al  Consejo  de  Estado. — Art.  7.  (1) 

194.  Regla  común  á  los  casos  de  agregación 
y  segregación. — Los  interesados  señalarán  las  nue- 
vas demarcaciones  de  terrenos  y  practicarán  la  divi- 
sión de  bienes,  aprovechamientos,  usos  públicos  y 
créditos,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  propiedad  y 
servidumbres  públicas  y  privadas  existentes. — Art.  69 
Ley  municipal. 

195.  III.  Supresión. — Procede  la  supresión  de 
un  Municipio  y  su  agregación  á  otro  ó  á  varios  de  sus 
colindantes: 

1°  Cuando  por  carencia  de  recursos  ú  otros  moti- 
vos fundados,  lo  acuerden  y  soliciten  los  Ayuntamien- 
tos y  la  mayoría  de  los  vecinos  de  los  municipios 
interesados. 

29  Cuando  por  ensanche  y  desarrollo  dé  edificacio- 
nes se  confundan  los  cascos  de  los  pueblos  y  no  sea 
fácil  determinar  sus  verdaderos  límites. — Art.  4?  Ley 
municipal. — Resuelve  el  Gobernador  General,  como 
en  los  casos  de  creación  y  segregación. — Art.  79  Ley 
municipal.  (2) 

196.  Condición  común  á  los  términos  muni- 
cipales.— Todo  término  municipal  forma  parte  de  un 
partido  judicial  y  de  una  Provincia,  sin  que  pueda  per- 
tenecer bajo  ningún  concepto  á  distintas  jurisdiccio- 
nes de  un  mismo  órden. — Art.  8  Ley  municipal. 


(1)  Véase  la  nota  anterior. 

(2)  Yéase  la  nota  anterior. 
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197.  Requisitos  para  hacer  pasar  un  término 
municipal  de  un  partido  á  otro. — Se  ha  de  instruir 
expediente  oyendo  á  los  Ayuntamientos  del  pueblo  y 
de  las  cabezas  de  partido,  á  la  Diputación  y  al  Gober- 
nador. El  Gobernador  General  remitirá  el  expedien- 
te en  su  informe  al  Ministerio  de  Ultramar,  que  resol- 
verá con  audiencia  del  Consejo  de  Estado. 


SECCION  II. 

DE  LA  ORGANIZACION  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS. 


198.  Origen  y  composicion.: — En  todo  término 
habrá  un  Ayuntamiento  para  el  gobierno  interior  de 
cada  término  municipal,  compuesto  de  Alcalde,  Te- 
nientes y  Regidores  y  elegido  por  los  residentes  en  el 
término  (1). — El  censo  de  población  determina  el  nú- 
mero de  concejales  correspondiente  á  cada  Municipio 
y  su  división  en  Tenientes  de  Alcalde  y  regidores.  El 
número  de  Tenientes  determinará  el  de  los  distritos  en 
que  se  divide  cada  término  y  el  número  de  residentes 
en  cada  uno  de  estos  distritos,  determina  el  número 
de  barrios,  de  colegios  electorales  y  de  secciones  de 
cada  colegio. — (Art.  34  Ley  municipal.) — El  número 
de  concejales,  distritos  y  colegios  se  ajustará  á  la  si- 
guiente escala: 


(1)   Yéase  en  la  segunda  parte  de  este  trabajo  "Elecciones  municipales/ 
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De  20,000  residentes  en  adelante,  no  se  hará  mas 
variación  que  la  de  aumentar  un  Regidor  por  cada 
2,000  hasta  que  el  Ayuntamiento  llegue  al  número 
máximo  de  treinta  concejales  (1). — Art.  35  Ley  mu- 
nicipal. 

199.  Distritos  y  barrios. — Como  ya  se  ha  visto 
el  número  de  Tenientes  de  Alcalde  determina  el  de 
los  distritos  en  que  haya  de  dividirse  el  término  muni- 
cipal. Serán  próximamente  iguales  en  número  de  ha- 
bitantes.— Art.  35  Ley  municipal. 

Cada  distrito  se  dividirá  en  barrios  cuando  por  el 


(1)  En  la  Península  el  número  máximo  de  Concejales  es  de  cincuenta.— 
Art.  35  Ley  municipal. 
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número  de  sus  habitantes  ó  por  circunstancias  locales 
así  lo  exigiere  el  buen  servicio  municipal.  Los  barrios 
de  cada  distrito  deben  ser  próximamente  iguales  en 
número  de  habitantes  y  cada  barrio  ha  de  quedar  com- 
prendido en  un  solo  distrito.  Todo  arrabal  separado 
del  casco  de  la  población,  así  como  cualquiera  otra  par- 
te del  término  municipal  apartado  del  mismo  casco,  ha 
de  constituir  barrio,  sea  la  que  fuere  su  población. — 
Art.  36  Ley  municipal. 

200.  Renovación  bienal. — Los  Ayuntamientos 
se  renuevan  por  mitad  de  dos  en  dos  años  saliendo  en 
cada  renovación  los  concejales  mas  antiguos  (1).  En 
los  casos  de  renovación  ordinaria  ó  extraordinaria,  la 
elección  de  los  concejales  deberá  hacerse  por  los  mis- 
inos colegios  electorales  que  hubieren  hecho  la  de  los 
salientes  (2). — Art.  45  Ley  municipal. 

201.  Vacantes. — -Se  procederá  á  la  elección  par- 
cial, cuando  medio  año  antes,  por  lo  mdnos,  de  las  elec- 
ciones ordinarias  ocurran  vacantes  que  asciendan  á  la 
tercera  parte  del  número  total  de  concejales.  Si  las 
vacantes  ocurrieren  después  de  aquella  época  y  ascen- 
dieren al  número  indicado,  serán  cubiertas  interina- 
mente hasta  la  primera  elección  ordinaria  por  los  que 
el  Gobernador  de  la  Provincia  designe  de  entre  los  que 
en  épocas  anteriores  hayan  pertenecido  por  elección  al 
Ayuntamiento. — Los  Ayuntamientos  deben  dar  cuen- 
ta de  las  antedichas  vacantes  al  Gobernador,  el  cual, 
en  el  preciso  término  de  diez  dias,  mandará  proceder 
á  la  elección  dentro  de  un  plazo  que  no  baje  de  quince 


(1)  En  caso  de  renovación  general,  la  parcial  que  le  siga  se  hará  previo 
sorteo.  Así  ha  sucedido  en  esta  Isla  por  haberse  hecho  en  1878  elecciones 
generales  para  Ayuntamientos.  Respecto  del  sorteo  rige  la  R.  O.  de  31  de 
Diciembre  de  1878,  vigente  en  la  Península. 

(2)  Las  elecciones  municipales  tienen  lugar  en  la  primera  quincena  del 
11?  mes  del  año  económico  [Mayo.] — Art/ 44. 
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dias  ni  exceda  de  veinte,  contados  desde  que  el  acuer- 
do sea  comunicado  al  Ayuntamiento  respectivo.  En 
cuanto  al  turno  de  salida,  serán  considerados  los  elec- 
tos, en  caso  de  vacantes,  como  los  concejales  á  quienes 
reemplacen. — Arts.  46,  47  y  48  Ley  municipal. 

SECCION  III. 

MODO  DE  FUNCIONAR  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS. 


202.  Constitución.— Cuando  haya  de  constituir- 
se la  Corporación  municipal,  el  Alcalde  ha  de  convo- 
carla al  efecto,  debiendo  dar  posesión  á  los  Tenientes 
de  Alcalde  y  Regidores.  El  Presidente  é  individuos 
del  Ayuntamiento  anterior,  concurrirán  á  este  acto  para 
recibir  á  los  nuevos  concejales,  retirándose  después  de 
quedar  estos  instalados  en  sus  cargos. — Art.  52  Ley 
municipal. 

203.  Elección  de  Procuradores-Síndicos. — 
Sus  atribuciones. — Constituido  el  nuevo  Ayunta- 
miento y  bajo  la  presidencia  del  Alcalde,  procede  á  la 
elección  de  uno  ó  dos  concejales  que  con  el  nombre  de 
Procuradores- Síndicos  representen  á  la  Corporación  en 
todos  los  juicios  que  deban  sostenerse  en  defensa  de 
los  intereses  del  Municipio  y  revisen  y  censuren  todas 
las  cuentas  y  presupuestos  locales.  La  elección  será 
secreta  y  por  papeletas,  que  se  depositarán  en  una  urna, 
quedando  elegidos  los  que  obtengan  la  mayoría  abso- 
luta del  numero  total  de  individuos  presentes.  En  caso 
de  empate,  toca  la  decisión  á  la  suerte. — Art.  53  Ley 
municipal. 

204.  Señalamiento  de  dia  y  hora  para  las 
sesiones  ordinarias. — Inmediatamente  señalará  el 
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Ayuntamiento  los  dias  y  horas  en  que  hayan  de  cele- 
brarse sus  sesiones  ordinarias  que  no  serán  ménos  de 
una  por  semana,  con  lo  cual  se  dará  por  terminada  la 
sesión  inaugural. — Art.  54  Ley  municipal. 

205.  Nombramiento  de  Comisiones. — En  la 
segunda  sesión  fijará  el  Ayuntamiento  el  número  de 
comisiones  permanentes  en  que  ha  de  dividirse,  con- 
fiando á  cada  una  todos  los  negocios  generales  de  uno 
ó  mas  ramos  de  los  que  la  Ley  pone  á  su  cargo  y  de- 
terminando el  número  de  individuos  de  que  han  de 
componerse.  Tomado  el  acuerdo,  se  procede  inmedia- 
tamente á  la  elección  de  personas  en  votación  secreta 
y  por  papeletas,  quedando  elegidos  los  que  obtuvieren 
el  mayor  número  de  votos.  La  suerte  decide  en  caso 
de  empate.  En  el  trascurso  del  año  puede  nombrar 
el  Ayuntamiento  cuando  lo  estime  conveniente  comi- 
siones especiales,  elegidas  como  las  permanentes  y  que 
cesarán  concluido  que  sea  su  encargo.  Cuando  un 
Teniente  de  Alcalde  ó  Síndico  fuere  electo  para  una 
Comisión,  será  su  Presidente. — Arts.  57  y  58  Ley 
municipal. 

206.  Sesiones;  en  qué  casos  deben  ser  pú- 
blicas y  lugar  en  [que  deben  celebrarse. — Las 

sesiones  de  los  Ayuntamientos  tendrán  que  ser  públi- 
cas cuando  en  ellas  se  trate  de  cuentas,  presupuestos 
y  otros  objetos  relacionados  con  estos.  Se  anunciará 
en  los  sitios  de  costumbre  los  dias  y  horas  en  que 
deban  celebrarse.  (1)  Tendrán  lugar  precisamente, 
pena  de  nulidad,  en  las  casas  Consistoriales,  salvo  los 
casos  de  fuerza  mayor. — xlrt.  93  Ley  municipal. 

207.  Asistencia  obligatoria,— Los  Tenientes  de 
Alcalde  y  Regidores  están  obligados  á  concurrir  pun- 


(l).  En  la  Península,  las  sesiones  son,  por  regla  general,  públicas. — Art. 
97  Ley  municipal. 
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tualmente  á  todas  las  sesiones  ordinarias  y  extraordi- 
narias, no  impidiéndoselo  justa  causa,  que  acreditarán 
en  su  caso.  La  falta  de  asistencia  hace  incurrir  por 
cada  vez  en  una  multa  con  arreglo  á  la  siguiente  es- 
cala: 

En  los  pueblos  de  20,000  ó  mas  habitantes.  $  3 

En  los  de  mas  de  15,000  »  2 

En  los  de  mas  de  8,000  . .  »  1 

En  las  demás   »  0-40.  (1) 

— Art.  94  Ley  municipal. 

208.  Voz,  voto  y  responsabilidad. — Los  Alcal- 
des Tenientes  y  Regidores  tienen  todos  voz  y  voto  en 
las  sesiones  y  acuerdos  del  Ayuntamiento. — Son  igual- 
mente responsables  por  los  acuerdos  que  autoricen  con 
su  voto,  sin  que  en  ningún  concepto  les  sea  permitido 
abstenerse  de  emitirlo. — Art.  95  Ley  municipal. 

209.  Presidencia. — Corresponde  al  Alcalde.  En 
su  defecto  presidirán  los  Tenientes  con  arreglo  á  su 
numeración  (l9,  2°  3?,  etc.)  y  á  falta  de  todos  el  Re- 
gidor Decano  y  los  demás  por  el  orden  de  mayor  edad. 
El  Gobernador  preside  sin  voto  cuando  asiste  á  las  se- 
siones del  Ayuntamiento. — Art.  96  Ley  municipal. 

210.  Sesiones  extraordinarias. — Las  convoca 
el  Alcalde  cuando  lo  juzgue  conveniente  y  debe  ha- 
cerlo siempre  que  se  lo  prevenga  el  Gobernador  ó  lo 
reclame  la  tercera  parte  de  los  Concejales.  Deben  ex- 
presarse los  asuntos  que  hayan  de  tratarse  sin  que  sea 
lícito  ocuparse  de  otro.  Han  de  hacérselas  convoca- 
torias con  un  dia  de  anticipación  por  lo  ménos,  á  no 


(1 )  Por  el  K:"  O.  de  27  de  Julio  de  1882,  se  ha  dispuesto  que  esta  multa 
se  pague  en  papel  de  dicho  precio  y  que  ínterin  no  haya  existnecia  del  mis- 
mo, se  haga  efectiva  la  multa  adquiriendo  los  concejales  castigados  un  plie- 
go de  50  céntimos  de  peso,  en  cuyo  caso  los  Ayuntamientos  les  devolverán 
en  metálico  la'diferencia  de  10  céntimos. 


ser  en  los  casos  de  mayor  urgencia,  quedando  sujetos 
los  acuerdos  á  ratificación  en  la  sesión  inmediata. — 
Art.  98  Ley  municipal. 

211.  Nulidad  de  las  sesiones. — Son  nulas: 
l9,  Las  ordinarias  celebradas  fuera  de  los  dias  seña- 
lados y  las  que  lo  hubieren  sido  en  lugar  distinto  de  la 
casa  consistorial,  salvo  la  excepción  ya  indicada;  29, 
las  extraordinarias  no  convocadas  en  la  forma  ya  ex- 
presada ó  en  que  se  tratare  de  asuntos  no  anunciados 
en  la  convocatoria.  Los  acuerdos  son  también  nulos. 
— Art.  99  Ley  municipal. 

212.  Número  para  deliberar  y  acordar. — ' 
Requiérese  para  que  haya  sesión  la  presencia  de  la 
mayoría  del  total  de  concejales  que  según  la  Ley  deba 
tener  el  Ayuntamiento.  Si  en  la  primera  reunión  no 
hubiera  número  suficiente  para  acordar,  ha  de  hacerse 
nueva  citación  para  dos  dias  después,  expresando  la 
causa.  Los  que  concurran  pueden  tomar  acuerdo  cual- 
quiera que  sea  su  número.-— Art.  100  Ley  municipal. 
— Por  el  Gobierno  General  se  ha  declarado,  previa 
consulta  del  Consejo  de  Administración,  que  el  artícu- 
lo citado  se  entienda  en  el  sentido  de  que  si  en  el  dia 
señalado  para  una  reunión  ordinaria,  no  pudiera  efec- 
tuarse por  falta  de  asistencia  del  número  de  concejales 
referido,  se  aplazará  para  dos  dias  después  con  el  mis- 
mo carácter,  expresándose  en  la  citación  la  causa  del 
aplazamiento  y  ad virtiéndose  que  se  tomará  acuerdo, 
cualquiera  que  sea  el  número  de  los  concejales  concu- 
rrentes. (1) 

213.  Discusión,  voto,  número  para  formar 
acuerdo  y  empates. — Todo  asunto  sobre  el  que 
haya  de  resolver  el  Ayuntamiento  será  primero  dis- 
cutido y  luego  votado. — Se  entiende  acordado  lo  que 

(1)  Yéase  el  Boletín  Oficial  de  la  Provincia  de  la  Habana,  de  10  de  Julio 
de  1881.  . 
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votaren  la  mitad  mas  uno  de  los  individuos  presentes 
en  sesión. — En  caso  de  empate  se  repetirá  la  votación 
en  la  sesión  próxima,  ó  en  la  misma  si  el  asunto  tu- 
viese el  carácter  de  urgente  á  juicio  del  Alcalde;  y  si 
aquel  se  reprodujere,  el  voto  del  Alcalde  será  decisivo. 
Si  el  Gobernador  de  la  Provincia  presidiera  acciden- 
talmente decidirá  también  el  voto  del  Alcalde  ó  de 
quien  hiciere  sus  veces. — Art.  101. 

214.  Votaciones. — Son  nominales  cuando  se  trate 
de  asuntos  relativos  á  los  mismos  concejales  ó  á  per- 
sonas de  su  familia  dentro  del  cuarto  grado,  en  cuyo 
caso  ser á,n  secretas,  debiendo  salir  del  salón  mientras 
se  discuta  y  vote  el  asunto  el  Concejal  interesado.* — 
Art.  102  Ley  municipal. 

215.  Actas. — De  cada  sesión  ha  de  extenderse 
por  e)  Secretario  del  Ayuntamiento  un  acta  en  que  de- 
ben constar:  1?  los  nombres  del  Presidente  y  demás 
concejales  presentes;  29  los  asuntos  que  se  trataren; 
3?  lo  resuelto  sobre  ellos;  4?  el  resultado  de  las  vota- 
ciones; 5o  la  lista  de  las  nominales  cuando  las  hubiese 
y  69  la  opinión  de  las  minorías  y  sus  fundamentos. — 
El  acta  ha  de  ser  firmada  por  los  concejales  que  hu- 
bieren concurrido  á  la  sesión,  por  los  presentes  cuan- 
do se  dé  cuenta  de  ella  y  por  el  Secretario. — El  acta 
de  la  sesión  inaugural  será  firmada  por  todos  los  que 
á  ella  concurran,  expresando  los  que  no  sepan  firmar. 
—Art.  103  Ley  municipal. 

216.  Autoridad  del  libro  de  actas.— El  libro 
de  actas  del  Ayuntamiento  es  un  instrumento  público 
y  solemne.  Ningún  acuerdo  que  no  conste  explícita 
y  terminantemente  en  el  acta  á  que  se  refiere  tendrá 
valor  alguno.  Este  libro  estará  extendido  en  papel 
del  sello  correspondiente;  (1)  y  todas  sus  hojas  lleva- 


Cl)  El  sello  10? — Art.  43  de  la  Instrucción  para  el  uso  del  sello  y  tim- 
bre del  Estado. 
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rán  la  rúbrica  del  Alcalde  y  el  sello  del  Ayuntamiento. 
— Art.  104  Ley  municipal. 

217.  Extracto  de  los  acuerdos;  su  publica- 
ción.— A  fin  de  cada  mes  en  las  capitales  de  Provincia 
y  de  partido  y  pueblos  que  tengan  mas  de  4,000  ha- 
bitantes, y  de  cada  trimestre  en  los  demás,  ha  de  fir- 
marse por  el  Secretario  un  extracto  de  I03  acuerdos 
tomados  por  el  Ayuntamiento  durante  el  mismo;  y 
aprobado  por  la  Corporación,  se  debe  remitir  al  Go- 
bernador de  la  Provincia  para  su  inserción  en  el  perió- 
dico oficial  (el  BoldinJ. — Art.  105. 

218.  Prevención. — Los  trámites  de  instrucción 
y  discusión  no  servirán  nunca  de  excusa  á  los  Ayun- 
tamientos para  dilatar  el  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones que  las  leyes  les  imponen. — Art.  106. 

SECCION  IV. 

ATRIBUCIONES  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS. 

219.  Son  los  Ayuntamientos  corporaciones  eco- 
nómico-administrativas. Sólo  pueden  ejercer  las  fun- 
ciones que  les  están  cometidas  por  las  leyes.  Su  tra- 
tamiento es  impersonal.  De  su  competencia  es  el 
gobierno  y  dirección  de  los  intereses  peculiares  de  los 
pueblos  con  sujeción  á  las  leyes. — Art.  68  y  69  Ley 
municipal. 

220.  Acuerdos. — Así  se  denominan  los  actos  y 
resoluciones  de  los  Ayuntamientos.  Divídense  en  dos 
clases:  ejecutivos,  ó  sean  los  que  desde  luego  y  sin  in- 
tervención de  autoridad  alguna  superior  deben  cum- 
plirse y  los  que  han  menester  para  que  se  ejecuten 
de  la  previa  aprobación,  bien  del  Gobernador  de  la 
Provincia  bien  del  Gobernador  General. 

38 
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221.  Acuerdos  ejecutivos.  (1) — Resuelven  los 
Ayuntamientos  en  todo  lo  que  tenga  relación  con  los 
objetos-  siguientes: 

I.  Establecimiento  y  creación  de  servicios  muni- 
cipales referentes  ai  arreglo  y  ornato  de  la  vía  pública, 
comodidad  é  higiene  del  vecindario,  fomento  de  sus 
intereses  materiales  y  morales,  á  saber: 

1.  Apertura  y  alineación  de  calles  y  plazas  y  de 
toda  clase  de  vías  de  comunicación. 

2.  Empedrado,  alumbrado  y  alcantarillado. 

3.  Surtido  de  aguas. 

4.  Paseos  y  arbolado. 

5.  Establecimientos  balnearios,  lavaderos,  casas  de 
mercado  y  mataderos. 

6.  Servicios  sanitarios. 

7.  Edificios  municipales,  y  en  general  todo  género 
de  obras  públicas  necesarias  para  el  cumplimiento  de 
los  servicios,  con  sujeción  á  la  legislación  de  obras  pú- 
blicas. 

II.  Policía  urbana  y  rural,  ó  sea  cuanto  tenga  re- 
lación con  el  buen  órden  y  vigilancia  de  los  servicios 
municipales  establecidos;  cuidado  déla  vía  pública  en 
general,  y  limpieza,  higiene  y  salubridad  del  pue- 
blo. (2) 

III.  Administración  municipal,  que  comprende  el 
aprovechamiento,  cuidado  y  conservación  de  todas  las 
fincas,  bienes  y  derechos  pertenecientes  al  Municipio 
y  establecimientos  que  de  él  dependan,  y  la  determi- 
nación, repartimiento,  recaudación,  inversión  y  cuenta 


(1)  Por  el  Gobierno  (¿eneral  se  ha  declarado  en  27  de  Setiembre  de  1881 
que  es  ejecutivo  el  acuerdo  de  un  Ayuntamiento  sobre  embargo  de  bienes 
para  hacer  efectivas  las  contribuciones. 

(2)  En  20  de  Junio  de  1879  fueron  aprobadas  las  "Bases  Orgánicas  para 
la  creación  de  la  Policía  municipal,  urbana  y  rural  j  de  seguridad  de  la 
Habana."   A  ellas  nos  hemos  referido  ya. 
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de  todos  los  arbitrios  é  impuestos  necesarios  para  la 
realización  de  los  servicios  municipales.  (1) — Art.  69 
Ley  municipal. 

222.  Acuerdos  que  requieren  la  aprobación 
del  Gobernador  de  la  Provincia. — Proponen  los 
Ayuntamientos  sobre  los  objetos  siguientes: 

l9    Ferias  y  mercados. 

2?    Policía  de  seguridad. 

3?    Instrucción  primaria. 

49    Instrucción  de  beneficencia. 

59  Formación  de  las  ordenanzas  municipales  de 
policía  urbana  y  rural.  El  Gobernador  las  aprueba 
oyendo  á  la  Diputación  provincial.  En  caso  de  discor- 
dia, si  el  Ayuntamiento  insistiere,  la  aprobación  en  los 
puntos  á  que  aquella  se  refiera,  corresponde  al  Gober- 
nador General,  prévia  consulta  al  Consejo  de  Adminis- 
tración. Ni  en  ellas,  ni  en  los  reglamentos  y  disposi- 
ciones que  los  Ayuntamientos  formasen  para  su  ejecu- 
ción, se  contravendrá  á  las  leyes  generales  del  país.  (2) 
— Arts.  69,  70,  71  y  72  Ley  municipal. 

6?  En  las  podas  y  cortas  en  los  montes  municipa- 
les.— Art.  80  Ley  municipal. 

223.  Multas. — Las  penas  que  por  infracción  de 
las  ordenanzas  y  reglamentos  impongan  los  Ayunta- 
mientos, sólo  pueden  ser  multas  que  no  excedan  de 
diez  pesos  en  las  capitales  de  Provincia  y  localidades 
dé  igual  población;  cinco  en  las  de  partido  judicial  y 
pueblo  de  4.000  habitantes  y  tres  en  los  restantes,  con 
el  resarcimiento  del  daño  causado  é  indemnización  de 
gastos  y  arrestos  de  un  dia  por  peso  en  caso  de  insol- 


(1)  Véase  en  el  Libro  II  de  esta  obra ''Hacienda  municipal."  Allí  se 
trata  también  de  las  prestaciones  personales  porque  constituyen  un  im- 
puesto. 

(2)  En  la  Península,  las  ordenanzas  municipales  requieren  únicamente 
a  aprobación  del  Gobernador. 
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vencía.  Para  la  exacción  de  las  multas  se  procederá 
de  acuerdo  con  lo  que  disponen  los  artículos  181,  re- 
glas 1?,  2*  y  3?,  182  y  184  de  que  nos  ocuparemos  al 
hablar  de  la  ((dependencia  y  responsabilidad  de  los  con- 
cejales y  de  los  agentes  de  la  administración  munici- 
pal.)) El  Juez  de  paz  (hoy  municipal)  desempeñará 
las  funciones  que  en  el  art.  184  se  encomiendan  al  de 
primera  instancia.  Contra  la  imposición  gubernativa 
(la  del  Alcalde)  puede  el  multado  reclamar  ante  el 
Ayuntamiento  y  entablar  en  su  caso,  esto  es,  de  dene- 
gatoria, el  recurso  ante  el  Gobernador. — Art.  73  Ley 
municipal. 

224.  Nombramiento  de  empleados  y  agen- 
tes.— Al  Gobernador  de  la  Provincia  corresponde 
nombrar  el  Secretario  del  Ayuntamiento,  á  propuesta 
en  terna  del  mismo  y  previo  concurso.  El  Ayunta- 
miento nombra  los  demás  empleados  y  á  los  agentes 
de  la  administración  municipal.  Es  de  advertirse  que 
los  agentes  de  vigilancia  municipal  que  usen  armas  de- 
penden exclusivamente  del  Alcalde  en  su  nombra- 
miento y  separación. — Arts.  71,  74  y  118  L.  M. 

225.  Separación  de  los  mismos. — El  Ayunta- 
miento  puede  destituir  al  Secretario.  Se  requiere  el 
acuerdo  de  las  dos  terceras  partes  de  la  totalidad  de 
los  concejales.  Se  ha  de  informar  al  Gobernador  re- 
mitiéndole cópia  del  acta.  También  puede  separar  al 
Contador,  mediando  causa  grave  y  previo  expediente. 
— Arts.  120  y  155  Ley  municipal. — Por  resolución 
del  Gobierno  General  de  31  de  Diciembre  de  1880  se 
ha  dispuesto  se  forme  expediente  por  los  Ayuntamien- 
tos para  la  separación,  suspensión  y  corrección  de  los 
empleados  y  dependientes  que  perciban  sueldo  de  los 
fondos  municipales.  (1) 

(1)  En  la  Península,  los  Ayuntamientos  nombran  y  separan  todos  sus 
empleados  yagentes.— Art.  74  Ley  municipal. 
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226.  Derecho  de  petición  y  de  queja. — Los 

Ayuntamientos  pueden  representar  acerca  de  los  ne- 
gocios de  su  competencia  al  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia, al  Gobernador  General,  al  Gobierno  y  á  las 
Cortes. — Fuera  del  caso  en  que  representen  en  queja 
del  Alcalde,  del  Gobernador  ó  de  la  Diputación,  han 
de  hacerlo  por  conducto  del  primero;  del  segundo  ade- 
más, cuando  representen  al  Gobernador  General  y 
de  éste,  siempre  que  se  dirijan  al  Gobierno  ó  á  las 
Córtes.  Si  en  el  término  de  ocho  días  no  dieren  cur- 
so las  dos  autoridades  primeramente  citadas  á  las  re- 
presentaciones de  los  Ayuntamientos  podrán  repetir- 
las en  queja  directamente.  Si  en  el  término  de  dos 
meses  no  les  diere  curso  el  Gobernador  General,  po- 
drán los  Ayuntamientos  repetirlas  en  queja  al  Minis- 
tro de  Ultramar  ó  á  las  Córtes  en  su  caso. 

227.  Enagenaciones  y  permutas  de  los  bie- 
nes municipales;  reglas. — Y*  Los  terrenos  so- 
brantes de  la  vía  pública  y  concedidos  al  dominio 
particular  y  los  efectos  inútiles,  pueden  ser  vendidos 
exclusivamente  por  el  Ayuntamiento. — 2*  Los  con- 
tratos relativos  á  los  edificios  municipales,  inútiles  pa- 
ra el  servicio  á  que  estaban  destinados  y  créditos  par- 
ticulares á  favor  del  pueblo,  necesitan  la  aprobación 
del  Gobernador,  oyendo  á  la  Comisión  provincial. — 
3^  Es  necesaria  la  aprobación  del  Gobernador  Ge- 
neral, prévio  informe  del  de  la  Provincia  y  de  la  Co- 
misión provincial,  para  todos  los  contratos  relativos  á 
los  demás  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  del  Mu- 
nicipio.— (Art.  81  Ley  municipal.) — El  Alcalde  debe 
cuidar  de  remitir  los  antecedentes  dentro  de  un  plazo 
que  no  exceda  de  ocho  días,  contado  desde  la  fecha 
del  acuerdo. — Art.  83. 

228.  En  que  casos  es  necesaria  la  autori- 
zación para  litigar. — Para  entablar  pleitos  á  nom- 
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bre  de  los  pueblos  menores  de  4.000  habitantes  es  ne- 
cesaria la  autorización  de  la  Diputación  provincial. 
En  todo  caso  ha  de  tomarse  el  acuerdo,  previo  dictá- 
men  conforme  de  dos  letrados.  No  se  necesita  auto- 
rización ni  dictámen  de  letrados  para  utilizar  los 
interdictos  de  retener  ó  recobrar  ni  los  de  obra  nueva 
ó  vieja,  ni  para  seguir  los  pleitos  en  que  el  Ayunta- 
miento fuese  demandado.  En  el  primer  caso,  ha  de 
cuidar  el  Alcalde  de  remitir  los  antecedentes  en  un 
término  que  no  exceda  de  ocho  dias,  contados  desde 
la  fecha  del  acuerdo. — Arts.  82  y  83  (1) 

229.  Caminos. — Es  obligación  de  los  Ayunta- 
mientos la  composición  y  conservación  de  los  caminos 
vecinales.  Respecto  á  los  rurales,  obligarán  á  los  in- 
teresados en  los  mismos  á  su  reparación  y  conserva- 
ción. Para  lograr  tan  útiles  objetos  han  de  acordar 
ios  medios  en  Junta  de  asociados  para  los  vecina- 
les y  en  Junta  de  interesados  para  los  rurales.  Los 
Gobernadores  velarán  por  el  cumplimiento  de  esta 
parte  tan  interesante  de  la  Administración,  en  virtud 
de  las  facultades  que  las  leyes  les  conceden. — Art.  69 
Ley  municipal. 

230.  Asociación  de  Ayuntamientos.— Estos, 
con  autorización  y  aprobación  del  Gobernador,  (2) 
pueden  fonftar  entre  si  y  con  los  inmediatos,  asociacio- 
nes y  comunidades  para  la  construcción  y  conservación 
de  caminos,  guardería  rural,  aprovechamientos  vecina- 
les y  otros  objetos  de  su  exclusivo  interés.  Estas  co- 
munidades se  regirán  por  una  Junta  compuesta  de  un 
delegado  por  cada  Ayuntamiento,  presidida  por  un 

(1)  Los  Juzgados  y  Tribunales  no  pueden  admitir  interdictos  contra  las 
providencias  administrativas  de  los  Ayuntamientos  y  Alcaldes  en  los  asun- 
tos de  su  competencia. — Art.  85  Ley  municipal. 

(2)  En  la  Península,  no  se  requiere  autorización  ni  aprobación  del  Go- 
bernador.— Art.  80  Ley  municipal. 
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Vocal  que  la  Junta  elija.  La  Junta  formará  las  cuen- 
tas y  presupuestos,  que  serán  sometidas  á  las  munici 
pales  de  cada,  y  en  efecto  de  aprobación  de  todas  ó  de 
algunas,  al  Gobernador,  que  resolverá  oyendo  á  la 
Comisión  provincial.  Al  Gobernador  General  corres- 
ponde cuidar,  por  medio  de  sus  delegados,  del  fomen- 
to y  protección  de  las  asociaciones  y  comunidades  de 
Ayuntamientos  para  fines  de  seguridad,  instrucción, 
asistencia,  policía,  construcción  y  conservación  de  ca- 
minos, aprovechamientos  rurales  11  otros  servicios  de 
índole  análoga.  Estas  comunidades  han  de  ser  siem- 
pre voluntarias  y  estarán  regidas  por  Juntas  de  dele- 
gados de  los  Ayuntamientos,  que  celebrarán  alternati- 
vamente sus  reuniones  en  las  respectivas  cabezas  de 
los  distritos  municipales  asociados.  Cuando  se  pro- 
duzcan reclamaciones  contra  la  administración  dedi-« 
chas  comunidades,  serán  resueltas  por  el  Gobernador- 
General,  con  audiencia  del  Consejo  de  Administración, 
salvas  las  cuestiones  de  propiedad  que  quedan  reser- 
vadas á  los  Tribunales  de  justicia. — Arts.  76  y  77  L.  M. 

231.  Atribuciones  delegadas. — A  mas  de  las 
atribuciones  propias  que,  por  razón  de  su  índole  y  fi- 
nes, poseen  los  Ayuntamientos,  tienen  otras  delegadas. 
Respecto  al  ejercicio  de  estas,  se  acomodarán  á  lo 
mandado  por  las  leyes  y  disposiciones  generales  que  á 
ellas  se  refieran. — Art.  85  Ley  municipal. — En  el  70, 
último  párrafo  se  prescribe  que  en  los  asuntos  que  no 
sean  de  su  competencia,  están  igualmente  obligados  á 
auxiliar  la  acción  de  las  Autoridades  generales  y  loca- 
les para  el  cumplimiento  de  aquella  parte  de  las  leyes 
que  se  refiera  á  los  habitantes  del  término  municipal 
ó  deba  cumplirse  dentro  del  mismo,  á  cuyo  efecto  han 
de  proceder  en  conformidad  á  lo  que  determinen  las 
mismas  leyes  y  los  reglamentos  dictados  para  su  eje- 
cución. 
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232.    Atribuciones  de  carácter  político. — Los 

Ayuntamientos,  en  unión  del  número  cuadruplo  del  de 
los  individuos  de  los  mismos,  vecinos  y  mayores  con- 
tribuyentes, concurren,  por  medio  de  compromisarios, 
con  la  Diputación  de  la  Provincia  respectiva  á  la  elec- 
ción de  Senadores.— Art.  20  de  la  Constitución  de  la 
Monarquía  y  Ley  electoral  para  Senadores. 


CAPITULO  Y. 

i 

De  los  Conceiales. 


233.  Concejales  y  Regidores. — La  Ley  distin- 
gue entre  estos  dos  términos,  que  en  el  lenguaje  co- 
rriente son  sinónimos.  «Concejales))  son  los  individuos 
todos  que  forman  la  Corporación  municipal,  excepto 
el  Alcalde,  cuando  hubiere  sido  nombrado  por  el  Go- 
bernador General  de  fuera  de  la  misma.  «Regidores» 
son  los  concejales  que  no  ejercen  autoridad,  esto  es, 
que  no  son  Tenientes  de  Alcaldes,  sino  meros  miem- 
bros del  Cuerpo  capitular;  (1)  pero  unos  y  otros  están 
sujetos  á  las  mismas  reglas  como  concejales  que  son 
todos. 

234.  Naturaleza  del  cargo. — Es  gratuito,  obli- 
gatorio, honorífico  y  de  origen  electivo. — Arts.  30  y  60 
Ley  municipal. 

235.  Suspensión  y  destitución. — El  Goberna- 
dor de  la  Provincia  puede  suspender  á  los  regidores  y 
el  Gobernador  General  destituirlos,  según  explicaré- 


(1)   Art.  30  Ley  municipal. 
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mos  al  ocuparnos  de  la  dependencia  y  responsabilidad 
de  los  concejales. — Arts.  186  y  188  Ley  muni- 
cipal. 

236.  Ausencias. — Los  regidores  necesitan  licen- 
cia del  Ayuntamiento  para  ausentarse  de  su  término 
por  mas  de  ocho  dias.  Aun  cuando  la  ausencia  hubiere 
de  ser  por  ménos  tiempo,  lo  comunicarán  por  escrito 
al  Alcalde.  También  necesitan  licencia  del  Ayunta- 
miento para  ausentarse  en  dias  de  sesión  ordinaria  ó 
extraordinaria  y  por  mas  tiempo  del  que  medie  entre 
dos  sesiones  ordinarias.  Solo  puede  concederse  licen- 
cia á  la  par  á  la  cuarta  parte  del  número  total  de  con- 
cejales.— Arts.  113  y  116  Ley  municipal. 

237.  Lugar  en  que  deben  desempeñar  sus 
funciones. — Dentro  del  término  municipal  á  que 
pertenezcan,  sin  que  para  su  ejercicio  puedan  ser  obli- 
gados á  salir  de  él. — Art.  117. 

238.  Concejales  suplentes. — El  Gobernador  de 
la  Provincia  nombra  concejales  con  el  carácter  de  su- 
plentes cuando  fuere  necesario  para  completar  el  nú- 
mero que  la  ley  exije  á  los  efectos  de  deliberar  y  acor- 
dar; por  ejemplo,  en  el  caso  de  suspensión  de  los 
propietarios. — (Art.  9?,  inciso  8?  de  la  Ley  provincial.) 
— Por  el  Gobierno  General  se  ha  declarado  en  30  de 
Setiembre  de  1881  y  de  conformidad  con  lo  informa- 
do por  el  Consejo  de  Administración,  que  los  conceja- 
les suplentes  Ínterin  lo  sean  tienen  perfecto  derecho 
á  figurar  en  las  ternas  para  la  designación  de  Alcalde 
(art.  49  Ley  municipal,)  y  para  sustituir  á  los  Tenien- 
tes de  Alcalde. — Art.  115.  (1) 

239.  Concejales  interinos. — En  el  caso  de  que, 
faltando  ménos  de  medio  año  para  las  elecciones  ordi- 
narias, ocurrieren  vacantes  que  asciendan  á  la  tercera 


(1)    Gaceta  de  la  Habana  de  8  de  Octubre  de  1881. 


parte  del  número  total  de  concejales,  el  Gobernador 
de  la  Provincia  nombrará  con  el  carácter  de  interinos, 
á  personas  que  en  épocas  anteriores  hayan  perteneci- 
do por  elección  al  Ayuntamiento. — Art.  46  Ley  mu- 
nicipal. 


CAPITULO  VI. 


Del  Secretario  del  Ayuntamiento. 


240.  Necesidad  del  cargo. — Todo  Ayuntamien- 
to debe  tener  un  Secretario  pagado  de  sus  fondos». — 
Art.  118  Ley  municipal. 

241.  Condiciones  legales. — Para  ser  Secretario 
se  necesita  ser:    1?,  español;    29,  mayor  de  edad; 
39,  estar  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles  y 
políticos,  y  4?,  poseer  ios  conocimientos  de  la  iñs 
truccion  primaria. — Art.  119. 

242.  Incapacidades. — No  pueden  ser  secretarios 
en  propiedad  ni  interinamente:  l9  Los*  Concejales 
del  mismo  Ayuntamiento.  29  Los  notarios  y  escriba- 
nos en  tanto  que  desempeñen  las  funciones  propias  de 
estos  cargos.  3?  Los  empleados  activos  de  todas  cla- 
ses, (1)  49  Los  particulares  ó  facultativos  que  ten- 
gan contratos  ó  compromisos  de  servicios  con  el  Ayun- 


(1)  Por  el  Gobierno  General  se  ha  declarado  en  22  de  Setiembre  de 
1881  y  prévia  consulta  al  Consejo  de  Administración,  qne  este  es  caso  de 
incompatibilidad  y  no  de  incapacidad,  desestimándose,  por  tanto,  la  alzada 
interpuesta  por  D.  Manuel  Lários  contra  el  nombramiento  de  D.  Agustin 
María  Guaxardo,  empleado  activo,  para  la  Secretaría  del  Ayuntamiento  de 
la  Habana. — Gaceta  de  25  Setiembre  de  1881. 
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tamiento  ó  común  de  vecinos.  59  Los  que  directa  ó 
indirectamente  tengan  parte  en  servicios,  contratas  ó 
suministros  dentro  del  distrito  municipal,  por  cuenta 
de  éste  ó  de  la  Provincia.  69  Los  que  tengan  pen- 
diente cuestión  administrativa  ó  judicial  con  el  Ayun- 
tamiento ó  con  los  establecimientos  que  se  hallen  ba- 
jo su  dependencia  ó  administración.  7o  Los  deudores 
á  fondos  municipales  como  segundos  contribuyentes.  (1) 
— Art.  119  Ley  municipal. 

243.  Incompatibilidad. — El  cargo  de  Secreta- 
rio es  incompatible  con  todo  otro  cargo  municipal. — 
Art.  119. 

244.  Nombramiento. — Corresponde  al  Goberna- 
dor de  la  Provincia,  á  propuesta  en  terna  del  Ayunta- 
miento, previo  concurso. — Art.  118. 

245.  Suspensión. — Los  Alcaldes  pueden  suspen- 
der á  los  Secretarios,  dando  al  Gobernador  cuenta  do- 
cumentada para  su  conocimiento  y  aprobación.  El 
Gobernador  de  la  Provincia  puede  también,  mediando 
causa  grave,  suspender  á  los  secretarios  de  Ayun- 
tamiento, dando  parte  al  Gobernador  General. — 
Art.  120. 

246.  Destitución. — El  Ayuntamiento  puede  des- 
tituir al  Secretario.  Se  requiere  el  acuerdo  de  las  dos 
terceras  partes  de  la  totalidad  de  los  concejales;  en 


(1)  Son  segundos  contribuyentes:  los  que  resulten  deudores  al  Tesoro 
público  por  haber  tenido  á  su  cargo  la  cobranza  ó  administración  d3  las 
contribuciones  y  de  cualesquiera  fondos  pertenecientes  al  Estado,  ó  cuya 
recaudación  se  verifique  por  cuenta  del  mismo,  los  empleados,  depositarios, 
cajeros,  liquidadores  y  comisionados  del  Tesoro  [ó  MuDicipio]  que  resulten 
alcanzados  y  los  fiadores  ó  personas  responsables,  ya  por  razón  de  obliga- 
ciones contraidas  en  las  fianzas  ya  por  su  intervención  oficial  en  las  diligen- 
cias y  aprobación  de  éstas,  ya  por  razón  de  actos  administrativos  que  hu- 
biesen ejercido  como  funcionarios  públicos. — [Art.  3,  Instrucción  3  de  Di- 
ciembre, 1869  relativa  al  procedimiento  de  apremio.] — Como  fácilmente  se' 
comprende,  es  aplicable  al  Municipio 
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cuyo  caso  se  informará  al  Gobernador  de  la  Provincia, 
remitiéndole  cópia  del  acta.  El  Gobernador  puede 
también  destituirlo,  si  mediare  causa  grave,  dando  par- 
te al  Gobernador  General. — Art.  120. 

247.  Recursos. — Corresponde  al  interesado  el 
recurso  de  alzada  para  ante  el  Gobernador  General: 
l9  contra  la  aprobación  que  el  Gobernador  diere  á  la 
suspensión  decretada  por  el  Alcalde;  2?  contra  la  sus- 
pensión dispuesta  por  el  Gobernador;  y  3?  contra  la 
destitución  que  proceda  del  mismo.  El  Gobernador 
General  resuelve  oyendo  al  Consejo  de  Administración. 
—Art.  120. 

248.  Obligaciones. — Son 

1?  Asistir  sin  voz  ni  voto  k  todas  las  sesiones  del 
cuerpo  municipal  para  darle  cuenta  de  la  correspon- 
dencia y  de  los  expedientes  en  la  forma  y  orden  que 
le  prevenga  el  Presidente. 

2?  Redactar  el  acta  de  cada  sesión,  leerla  al  prin- 
cipio de  la  siguiente  y,  aprobada  que  sea,  hacerla 
transcribir  fielmente  en  el  libro  destinado  al  efecto, 
cuidando  de  recoger  las  firmas  y  estampando  la  suya 
entera  en  el  lugar  correspondiente. 

39  Preparar  los  expedientes  para  los  trabajos  de 
las  comisiones  y  la  resolución  del  Ayuntamiento. 

4V  Anotar  bajo  su  firma  en  cada  expediente  la  re- 
solución del  Ayuntamiento. 

59  Extender  las  minutas  de  los  acuerdos  y  resolu- 
ciones del  Cuerpo  municipal  y  de  las  comisiones  en 
su  caso. 

60  Preparar  los  expedientes,  anotar  las  resolucio- 
nes y  extender  las  minutas  de  los  acuerdos  del  Alcal- 
de cuando  no  hubiere  Secretario  especial  al  efecto. 

79  Certificar  de  todos  los  actos  oficiales  del  Cuer- 
po municipal  y  del  Alcalde  donde  no  hubiese  Secreta- 
rio especial  y  expedir  las  certificaciones  á  que  hubiere 
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lugar.  Estas  para  ser  valederas  requieren  el  V?  B? 
del  Alcalde. 

8?  Dirigir  y  vigilar  á  los  empleados  de  la  Secreta- 
ría de  que  es  Jefe, 

9o  Auxiliar  á  las  Juntas  periciales,  sin  retribución 
especial,  en  la  formación  de  amillaramientos  y  re- 
partos. 

10.  Cualquier  otro  encargo  que  las  leyes  le  atribu- 
yan ó  el  Ayuntamiento  le  confiare  dentro  de  la  esfera 
y  objeto  de  su  empleo. — Art.  121. 

249.  Archivo  municipal. — Donde  no  hubiere 
Archivo,  será  cargo  del  Secretario  custodiar  y  ordenar 
el  Archivo  municipal.  Formará  inventario  de  todos 
los  papeles  y  documentos,  y  lo  adicionará  cada  año  con 
un  apéndice,  del  cuál,  así  como  del  inventario,  remi- 
tirá cópia  con  el  V?  B?  del  Alcalde  á  la  Diputación 
provincial. — Art.  122. 

250.  Correcciones  disciplinarias. — Los  Ayun- 
tamientos pueden  imponer  á  sus  secretarios  las  co- 
rrecciones disciplinarias  que  tengan  por  conveniente, 
dentro  de  sus  facultades,  por  las  faltas  ó  abusos  que 
cometieren  en  el  ejercicio  de  su  cargo  y  no  diesen 
lugar  á  encausamiento  criminal. — Art.  124. 

251.  Secretario  del  Alcalde, — Los  Secretarios 
de  Ayuntamiento  lo  serán  del  Alcalde;  pero  en  la  ca- 
pital de  la  Provincia  y  pueblo  de  igual  ó  mayor  núme- 
ro de  habitantes,  el  Alcalde  tiene  lacultad  para  nom- 
brar un  Secretario  especial,  cuyo  sueldo  será  determi- 
nado por  la  «Junta  municipal.  Los  Secretarios  de 
Alcaldía,  donde  los  hubiere,  quedarán  en  cuanto  á 
responsabilidad  igualados  al  del  respectivo  Ayunta- 
miento, salvas  las  diferencias  consiguientes  en  la  parte 
de  atribuciones. — Arts.  125  y  126. 


CAPITULO  Vil; 


De  los  recursos  contra  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos. 


252.  I.  Suspensión  administrativa. — Hay  tres 
clases  que  distinguir: 

I?"  Suspensión  de  oficio. — El  Alcalde  está  obli- 
gado á  suspender  por  sí,  la  ejecución  de  los  acuerdos 
del  Ayuntamiento  en  los  casos  siguientes:  1?  Por  re- 
caer en  asuntos  que,  según  la  Ley  municipal  ú  otras 
especiales,  no  sean  de  la  competencia  del  Ayunta- 
miento. 29  Por  delincuencia. — También  ha  de  sus- 
penderla si  de  los  acuerdos  resultaren  perjuicio  á  los 
intereses  generales  ó  peligro  para  el  orden  público. 
Dará  cuenta  al  Gobernador  para  la  resolución  que 
proceda. — Art.  167. 

2?  Suspensión  á  instancia  de  cualquier  resi- 
dente del  pueblo. — También  está  obligado  el  Alcai- 
de á  suspender  la  ejecución  de  los  acuerdos  en  los 
casos  de  incompetencia  y  delincuencia,  si  lo  pidiere 
cualquier  residente  del  pueblo, — Art.  167. 

Regla  común  á  las  suspensiones  expresadas. 
— Deben  ser  razonadas  con  expresión  concreta  y  pre- 
cisa de  las  disposiciones  en  que  se  funden. — Art.  167. 
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3*  •  Suspensión  á  instancia  de  parte  interesa- 
da.— El  Alcalde  suspenderá  también  la  ejecución  de 
los  acuerdos  que  por  su  asunto  no  fueren  de  la  com- 
petencia de  la  Corporación  municipal,  cuando  de  ella 
hubiere  de  resultar  perjuicio  en  los  derechos  civiles  de 
un  tercero,  sea  ó  no  residente  en  el  pueblo,  siendo 
necesario  que  lo  solicite  el  interesado  y  que  al  mismo 
tiempo  reclame  contra  el  acuerdo. — Art.  168. 

253.  II.  Reclamación  para  ante  el  Gober- 
nador de  la  Provincia. — Ha  de  interponerse  ante 
el  Alcalde  en  el  término  de  treinta  dias  contados  des- 
de la  publicación  del  acuerdo.  El  Alcalde  debe,  bajo 
su  responsabilidad  personal,  remitir  la  alzada  con  su 
informe  en  el  término  de  ocho  dias  al  Gobernador  que 
resolverá  con  audiencia  de  la  Comisión  Provincial. — 
Art.  169.  (1) 

254.  Efectos  de  la  suspensión. — Suspendido  el 
acuerdo  por  razón  de  delincuencia,  ó  por  razón  de  in- 
competencia, arriba  indicados,  debe  el  Alcalde  remitir 
los  antecedentes  al  Gobernador  de  la  Provincia  en  el 
término  de  ocho  dias.  Si  la  suspensión  hubiere  tenido 
efecto  mediante  el  caso  .de  delincuencia,  debe  el  Go- 
bernador pasar  los  antecedentes  dentro  del  mismo 
plazo  de  ocho  dias  al  Juez  ó  tribunal.    Si  ia  suspen- 


dí) Conforme  al  artículo  citado,  parece  que  no  procede  recurso  alguno 
en  la  vía  administrativa  contra  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  en  asun- 
tos de  su  competencia,  pues  la  reclamación  ante  el  Gobernador  Civil  de  la 
Provincia  implica  la  solicitud  de  suspensión  de  un  acuerdo  en  asuntos  que 
no  sean  de  la  competencia  del  Ayuntamiento  y  cuya  ejecución  pueda  dar 
lugar  á  perjuicios  en  los  derechos  civiles  de  un  tercero.  Entendemos,  sin 
embargo,  que,  en  razón  á  que  un  acuerdo  bien  puede  iníerir  agravio  aun 
cuando  el  Ayuntamiento  haya  procedido  en  el  círculo  de  sus  atribuciones, 
procede  el  recurso  de  alzada  para  ante  el  ^Gobernador  Civil.  No  de  otra 
suerte  cabe  explicar  el  artículo  171  en  que  se  dice:  '"Suspendido  ó  apelado 
algun'acuerdo  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores,  remitirá 
el  Alcalde  los  antecadentes  al  Gobernador  en  el  término  de  ocho  dias  para 
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sion  hubiere  sido  por  razón  de  incompetencia,  el 
Gobernador,  oída  la  Comisión  Provincial,  dejará  sub- 
sistente la  suspensión  y  remitirá  el  expediente  al  Go- 
bernador General  para  su  resolución.  Si  el  Goberna- 
dor General  entendiere  que  la  suspensión  no  procede, 
la  levantará  inmediatamente,  sin  mas  procedimiento, 
revocando  la  resolución  del  de  la  Provincia.  En  otro 
caso,  ha  de  pasar  el  expediente  al  Consejo  de  Admi- 
nistración; oido  el  cual  resolverá.  También  puede 
resolver  por  sí  y  bajo  su  responsabilidad,  cuando  la 
urgencia  del  asunto  no  consintiese  mayores  dilaciones. 
La  resolución  ha  de  ser  siempre  motivada,  debiendo 
publicarse  en  la  «Gaceta  de  la  Habana»  y  en  el  «Bole- 
tín Oficial»  de  la  Provincia.  Contra  la  resolución  del 
Gobierno  General  procede  el  recurso  contencioso  ad- 
ministrativo.— Arts.  171,  172,  173  y  174  Ley  muni- 
cipal. 

255.  III.  Demanda. — Los  que  se  crean  perju- 
dicados en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos,  haya  sido  ó  no  suspendida  su  ejecu- 
ción, pueden  reclamar  contra  ellos  mediante  demanda 
ante  el  Juez  ó  tribunal  competente,  según  lo  que  aten- 
dida la  naturaleza  del  asunto  dispongan  las  leyes.  Para 
interponer  esta  demanda  se  concede  un  plazo  de  treinta 


los  fines  á  que  haya  lugar."  Ya  en  el  artículo  169  se  preceptúa  que  en  el 
caso  de  reclamación  establecida  conjuntamente  con  la  solicitud  de  suspen- 
sión, el  Alcalde  remita  la  alzada  con  su  informe  en  el  término  de  ocho  dias 
al  Gobernador.  No  es  de  presumir  que  para  el  mismo  caso  se  hayan  dicta- 
do dos  artículos  en  iguales  términos.  En  nuestro  sentir,  el  169  sólo  hace 
relación  á  los  acuerdos  en  asuntos  que  no  sean  de  la  competencia  de  los 
Ayuntamientos  y  susceptibles  de  suspensión;  y  el  171  á  los  que  adoptados 
en  asuntos  de  la  competencia  de  los  Ayuntamientos  sean,  por  lo  mismo, 
ejecutivos,  según  el  art.  79.— Coa  arreglo  al  art.  171  de  la  Ley  municipal  de 
la  .Península,  se  concede  el  recurso  de  alzada  á  cualquiera,  sea  ó  no  resi- 
dente en  el  pueblo,  que  se  crea  perjudicado  por  la  ejecución  de  un  acuerdo 
del  Ayuntamiento  dictado  en  asuntos  de  su  competencia. 
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dias  después  de  notificado  el  acuerdo  ó  de  comunicada 
la  suspensión  en  su  caso,  pasado  el  cual  sin  haberlo 
verificado  queda  levantada  de  derecho  y  consentido  el 
acuerdo. — Art.  170. 

256.  Suspensión  judicial.; — El  Juez  ó  tribunal 
que  entienda  en  el  asunto  puede  suspender  por  prime- 
ra providencia,  á  petición  del  interesado,  la  ejecución 
del  acuerdo,  si  ya  no  lo  hubiese  sido  por  el  Alcalde, 
cuando  á  su  juicio  proceda  y  convenga,  á  fin  de  evitar 
un  perjuicio  grave  é  irreparable. — Art.  170. 

257.  IV.  Alzada  para  ante  la  Comisión  Pro- 
vincial.— Procede  contra  los  acuerdos  sobre  inclusio- 
nes en  las  listas  electorales  para  Concejales  y  Diputa- 
dos provinciales,  y  sobre  exclusiones  de  las  mismas, 
debiendo  advertirse  que  las  Comisiones  provinciales 
deben  resolver  en  los  quince  primeros  dias  del  mes  de 
Marzo,  oyendo  á  los  interesados. — Art.  26  de  la  Ley 
electoral  de  20  de  Agosto  de  1870. 


CAPITULO  YIII. 


De  la  dependencia  y  responsabilidad  de  los  concejales 
y  de  sus  agentes. 

258.  Dependencia- — El  Gobernador  General  es 
el  Jefe  superior  de  los  Ayuntamientos  y  el  único. au- 
torizado para  trasmitirles,  por  medio  del  Gobernador 
de  la  Provincia  las  disposiciones  del  Gobierno  que  de- 
ban ejecutar  conforme  á  las  leyes.  Los  Ayuntamientos, 
los  Alcaldes  y  los  Regidores  en  todos  los  asuntos  que  la 
ley  no  les  cometa  exclusiva  é  independientemente,  es- 
tán bajo  la  autoridad  y  dirección  administrativa  del 
Gobernador  de  la  Provincia. — Art.  175  Ley  municipal. 

259.  Casos  de  responsabilidad. — Los  Ayunta- 
mientos, Alcaldes  y  Concejales  incurren  en  responsa- 
bilidad: 

l9  Por  infracción  manifiesta  de  ley  en  sus  actos  ó 
acuerdos,  bien  sea  atribuyéndose  facultades  que  no  les 
compete,  ó  abusando  de  las  propias; 

29  Por  desobediencia  ó  desacato  á  sus  superiores 
gerárquicos; 

o9  Por  negligencia  ú  omisión  de  que  pueda  resul- 
tar perjuicio  á  los  intereses  ó  servicios  que  están  bajo 
su  custodia. — Art.  176. 

260.  Clases  de  responsabilidad  y  su  exten- 
sión.—Es  administrativa  ó  judicial,  según  la  natura- 
leza de  la  acción  ú  omisión  que  la  motive;  y  solo  al- 


canza  á  los  vocales  que  hubiesen  tomado  en  la  una  ó 
en  la  otra.— Art.  177. 

261.  Responsabilidad  administrativa. — Com- 
prende: l9,  la  amonestación;  2o,  el  apercibimiento;  3?, 
la  multa  y  49,  la  suspensión. — Art.  178. 

262.  I.  Amonestación. — Procede  en  los  casos 
de  error,omision  ó  negligencia  leves,  no  mediando  rein- 
cidencia, y  siendo  de  fácil  reparación  el  daño  causado. 

263.  II.  Apercibimiento. — Procede  en  los  ca- 
sos de  reincidencia  en  falta  reprendida,  y  en  los  de  ex- 
tralimitacion  de  poder,  abuso  de  facultades  y  negli- 
gencia, cuyas  consecuencias  no  sean  irreparables  6 
graves. 

264.  III.  Multa. — Procede  siempre  que  lo  de- 
terminen las  leyes  y  disposiciones  generales,  y  en  los 
casos  de  reincidencia  en  faltas  castigadas  con  aper- 
cibimiento, de  extralimitacion,  abuso  de  autoridad, 
negligencia  ó  desobediencia  grave,  que  no  exijan  la 
suspensión  ni  produzcan  responsabilidad  criminal. — 
Art.  179. 

265.  Quien  impone  las  multas  y  máximun 
de  las  mismas. — Los  Gobernadores  pueder  impo- 
nerlas á  los  Alcaldes,  Tenientes  de  Alcalde  y  Regido- 
res por  las  faltas  en  que  respectivamente  incurriesen, 
señalándose  la  cuota  en  proporción  al  número  de  Con- 
cejales de  cada  pueblo  en  la  forma  siguiente: 


NÜMSEO  DE  CONCEJALES. 

Alcaldes. 

Regidores. 

De    5  á  7   

$  10 

.$  2-)) 

De    8  á  10   

»  15 

»  2-40 

De  11  a  14   

»  20 

»  5-  » 

De  15  á  18   

»  25 

»  8-» 

De  19  á  21   

»  30 

» 10-  » 

(Artículo  180.) 
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266.  Reglas  para  la  imposición  y  exacción 
de  multas. — 1*  Han  de  imponerse  previa  resolu- 
ción por  escrito  y  motivada. 

2?  La  resolución  ha  de  comunicarse  por  escrito  al 
multado,  debiendo  expedírsele  el  competente  recibo 
del  pago. 

3*  Deben  cobrarse,  así  como  los  apremios,  en  pa- 
pel del  sello  correspondiente. 

4?  Han  de  ser  pagadas  precisamente  del  peculio 
particular  de  los  multados. 

5^  Son  extensivas  á  todos  los  individuos  del  Ayun- 
tamiento que  sean  responsables  por  el  acto  ó  acuerdo, 
que  las  motive. — Art.  181. 

267.  Plazo  para  el  pago  de  las  multas. — Se 
concede  un  plazo  proporcional  á  su  cuantía,  y  que  no 
há  de  bajar  de  diez  dias  ni  exceder  de  veinte.  Tras- 
currido el  plazo  procede  el  apremio  contra  ios  moro- 
sos. El  apremio  no  puede  ser  mayor  de  un  5  p%  dia- 
rio del  total  de  la  multa,  sin  que  exceda  en  ningún 
caso  del  duplo  de  la  misma. — Art.  182. 

268.  Recursos  contra  la  imposición  de  mul- 
tas.— l9  Puede  el  interesado  reclamar  ante  el  mismo 
Gobernador,  pidiendo  el  alzamiento  de  la  multa  con 
las  razones  que  lo  justifiquen. 

2?  Contra  la  providencia  del  Gobernador  confir- 
mando la  multa  impuesta,  procede  el  recurso  por  in- 
fracción de  forma  ante  el  tribunal  contencioso  admi- 
nistrativo. 

Si  en  definitiva  fuere  declarada  improcedente  la 
multa,  se  dispondrá  la  devolución  de  su  importe  al  in- 
teresado.—Art.  183.  (1) 

(1)  En  la  Península  procede  la  reclamación  por  la  vía  administrativa  ó 
por  la  judicial;  la  primera  ante  el  Gobierno,  y  la  segunda  ante  la  Audiencia 
en  primera  instancia,  prévia  reclamación  gubernativa  á  la  autoridad  que 
hubiese  impuesto  la  multa. — Art.  187  Ley  municipal. 
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2W.  Vía  de  apremio. — No  pueden  expedirse 
gubernativamente  comisionados  de  ejecución  para  ha- 
cer efectivas  las  multas.  Cuando  los  multados  dejasen 
de  satisfacer  la  multa,  no  obstante  el  apremio,  el  Go- 
bernador ha  de  oficiar  al  Juez  de  1*  instancia  del 
partido,  expresando  la  causa  que  haya  motivado  la 
imposición  de  la  multa  y  su  cuantía  y  liquidación,  y 
requiriendo  su  autoridad  para  hacerla  efectiva.  El 
Juez  ha  de  proceder  á  la  exacción  por  los  trámites  de 
la  vía  de  apremio. — Art.  184. 

270.  IV.  Suspensión. — Los  Gobernadores  pue- 
den suspender  á  sus  Tenientes  de  Alcalde  y  Kegidores 
cuando  cometieren  extralimitacion  grave  con  carácter 
político,  y  señaladamente  en  los  casos  siguientes: 

1?    Por  haber  dado  publicidad  al  acto. 
29    Por  excitar  á  otros  Ayuntamientos  á  come- 
terlos. 

39    Por  producir  alteración  en  el  orden  público. 

También  podrá  acordarse  la  suspensión  en  los  ca- 
sos de  desobediencia  grave,  insistiendo  en  ella  después 
de  haber  sido  apercibidos  y  multados. — Art.  186. 

271.  Término  de  la  suspensión. — No  puede 
exceder  de  cuatro  meses.  .  Pasado  este  plazo  sin  que 
se  hubiese  mandado  proceder  á  la  formación  de  causa 
ó  decretádose  la  destitución  gubernativa,  volverán  los 
suspensos  al  ejercicio  de  sus  funciones,  cesando  en 
ellas  los  que  les  hubiesen  reemplazado. — Art.  187. 

272.  Resolución  del  Gobernador  General  y 
recurso  contra  la  misma. — El  Gobernador  de  la 
Provincia  deberá  remitir  al  Gobernador  General  en  el 
término  de  ocho  dias  el  expediente  de  suspensión.  El 
Gobernador  General,  prévia  consulta  del  Consejo  de 
Administración,  y  sin  pérdida  de  tiempo,  levantará  la 
suspensión  ó  decretará  la  destitución  gubernativa, 
quedando  inhabilitados  los  Concejales  destituidos  para 
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ejercer  de  nuevo  el  cargo  durante  seis  años  al  ménos. 

Contra  la  resolución  del  Gobierno  General  procede 
el  recurso  contencioso  administrativo. — Art.  188  y  191. 

273.  Responsabilidad  criminal! — En  el  caso 
de  que  exista,  el  Gobernador  General  ha  de  remitir 
los  antecedentes  al  Juzgado  de  1^  instancia  del  parti- 
do á  que  corresponda  el  Ayuntamiento.  Los  jueces  y 
tribunales  aplicarán  las  disposiciones  del  Código  Pe- 
nal.—Art.  189. 

274.  Acción  penal. — Además  de  los  recursos 
administrativos,  cualquier  vecino  ó  hacendado  del  pue- 
blo tiene  acción  ante  los  tribunales  de  Justicia  para 
denunciar  y  perseguir  criminalmente  á  los  Alcaldes, 
Concejales  y  Asociados,  siempre  que  estos  en  el  esta- 
blecimiento, distribución  y  recaudación  de  los  arbi- 
trios ó  impuestos  se  hayan  hecho  culpables  de  fraude 
ó  de  exacciones  ilegales,  y  muy  especialmente  en  los 
casos  siguientes: 

1?  Si  cualquiera  de  los  Concejales  y  Asociados,  en 
el  año  que  lo  son,  pagan  una  cuota  menor  por  repar- 
timiento impuesto  ó  licencia,  comparada  con.  el  año 
anterior  al  desempeño  de  su  cargo,  siendo  igual  ó  su- 
perior la  cantidad  total  repartible,  á  ménos  de  probar 
que  han  sufrido  en  su  riqueza  disminución  bastante  á 
justificar  aquella  baja. 

29  Cuando  el  producto  total  de  los  repartimientos 
y  arbitrios  distribuidos  excediese  de  la  cantidad  pre- 
supuestada y  6  p%  de  recargo. 

39  Cuando  las  cuotas  determinadas  por  los  arbi- 
trios fuesen  superiores  á  lo  que  la  Ley  permite. 

40  Cuando  establecieren  y  recaudaren  cualquiera 
clase  de  impuestos  no  comprendidos  en  el  presupuesto. 

Los  tribunales  de  Justicia,  una  vez  probado  el  he- 
cho, y  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  Código  Penal 
harán  las  declaraciones  siguientes: 


Primer  caso. — Imposición  de  doble  cuota  á  los 
culpables. 

Segundo  y  tercer  caso. — Anulación  del  reparti- 
miento en  lo  que  exceda  á  la  cantidad  autorizada,  y 
devolución  délas  recaudadas,  con-  multa  igual  al  so- 
brante, mancomunadamente  impuesta  álos  Concejales 
y  Asociados  culpables. 

Cuarto  caso. — Anulación  del  arbitrio  impuesto  y 
devolución  de  las  cantidades  recaudadas,  con  multa 
igual  á  su  importe,  exigida  en  la  forma  expresada  en 
el  caso  anterior. 

275.  Responsabilidad  de  los  agentes. — Todos 
los  agentes  del  Ayuntamiento  por  él  nombrados  y  pa-i 
gados  están  sujetos  á  su  obediencia  y  son  responsables 
gubernativamente  ante  el  mismo  con  sujeción  ála  Ley 
municipal  y  judicialmente  ante  los  tribunales  por  los 
delitos  y  faltas  que  cometiesen. — Art.  194  Ley  muni- 
cipal. 


CAPITULO  IX. 


Del  Gobierno  político  de  los  Distritos  municipales. 

276.  A  quien  corresponde. — Al  Alcalde,  como 
representante  del  Gobierno,  desempeñando  todas  las 
atribuciones  que  las  leyes  le  encomienden,  bajo  la  di- 
rección del  Gobernador  de  la  Provincia.  En  todo  lo 
relativo  al  gobierno  político,  la  autoridad,  deberes  y 
responsabilidad  del  Alcalde"  son  independientes  del 
Ayuntamiento  respectivo. — Los  Tenientes  de  Alcalde, 
en  sus  secciones  respectivas,  obran  siempre  por  dele- 
gación y  bajo  la  dirección  del  Alcalde  como  represen- 
tante del  Gobierno  en  los  mismos  términos  que  aquel 
lo  es  en  el  distrito  municipal.  Los  Alcaldes  de  barrio 
en  los  suyos  respectivos  ejercerán  las  funciones  -de 
gobierno  político  que  con  arreglo  á  las  leyes  les  dele- 
garán los  Alcaldes  ó  los  Tenientes,  conformándose  en 
todo  caso  con  las  disposiciones  de  los  primeros  y  del 
Gobernador  de  la  Provincia. — Arts.  196,  197,  198  y 
199  Ley. municipal. 


CAPITULO  X. 


De  la  administración  de  los  pueblos  agregados  á  un 
Término  municipal. 

277.  Forma  de  su  administración. — Los  pue- 
blos que,  formando  con  otros  Término  municipal,  ten- 
gan territorio  propio,  aguas,  pastos,  montes  ó  cuales- 
quiera derechos  que  les  sean  peculiares,  conservarán 
sobre  ellos  su  administración  particular,  nombrando  al 
efecto  una  Junta  que  se  compondrá  de  un  Presidente 
y  de  dos  6  cuatro  vocales,  elegidos  directamente  uno 
y  otros  por  los  vecinos  del  pueblo  y  de  entre  ellos 
mismos.  Serán  cuatro  los  vocales  para  los  pueblos  de 
60  ó  mas  vecinos  y  dos  cuando  sea  menor  el  vecinda- 
rio. La  elección  tendrá  lugar  en  un  solodiay  se  hará 
con  arreglo  á  la  Ley  electoral.  Será  Presidente  el  que 
hubiere  alcanzado  mayor  número  de  votos.  La  ins- 
pección la  ejerce  el  Ayuntamiento  respectivo  en  lo  que 
toca  á  la  administración. — Arts.  86  y  siguientes  hasta 
el  92  Ley  municipal. 


LIBRO  SEGUNDO. 


MATERIA  ADMINISTRATIVA. 
.    TITULO  I. 

De  las  personas  bajo  el  punto  de  vista 
administrativo. 

CAPITULO  I. 

De  la  población. 
SECCION  PRIMERA. 

LOS  EXTRANJEROS.  (1) 

278.  Quienes  son  extrangeros.— Conforme  4  la 
Ley  de  4  de  Julio  de  1870,  que  es  la  vigente  en  la 
materia,  son  extranjeros: 

l9  Todas  las  personas  nacidas  de  padres  extranje- 
ros fuera  del  territorio  español. 

2?  Los  nacidos  fuera  del  territorio  español  de  pa- 
dre extranjero  y  madre  española  mientras  no  reclamen 
la  nacionalidad  española. 

39    Los  nacidos  en  territorio  español  de  padres  ex- 

(1)  De  los,  nacionales,  sus  derechos  y  obligaciones,  hemos  hablado  en 
el  Libro  Preliminar.  • 
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tranjeros  ó  de  padre  extranjero  y  madre  española, 
mientras  no  hagan  aquella  reclamación. 

4?  Los  españoles  que  hayan  perdido  su  naciona- 
lidad. 

5?  Los  nacidos  fuera  del  territorio  español  de  pa- 
dres que  hayan  perdido  la  nacionalidad  española. 

6?  La  mujer  española  casada  con  extranjero. — Con- 
sidéranse  los  buques  nacionales  como  parte  de  los  do- 
minios españoles. — Art.  1? 

279.  Clases  en  que  se  dividen. — La  Ley  dis- 
tingue tres:  domiciliados,  transeúntes  y  emigrados.  Do- 
miciliados son  los  que  tienen  casa  abierta  ó  llevan  tres 
años  de  residencia  en  la  Provincia  ó  están  inscritos  en 
el  registro  como  domiciliados. — Son  transeúntes  aque- 
llos en  quienes  no  concurren  ninguna  de  las  circuns- 
tancias expresadas;  y  emigrados  los  que  careciendo  de 
las  mismas  circunstancias  no  se  hallen  inscritos  en 
el  registro  como  transeúntes  y  lleven  más  de  tres  meses 
de  permanencia  en  la  Provincia. — Art.  3? 

280.  Necesidad  del  registro. — Para  ser  consi- 
derado como  extranjero,  es  preciso  estar  inscrito  en 
el  registro  de  extranjeros  que,  conforme  á  la  resolución 
del  Gobierno  General  de  21  de  Diciembre  de  1880, 
debe  llevarse  en  los  Gobiernos  de  Provincia  y  en  el 
Consulado  respectivo. — Art.  7? 

281.  Particulares  que  debe  contener  el  re- 
gistro.— El  nombre,  edad,  naturaleza,  estado  y  pro- 
fesión del  interesado. —  Su  calidad  de  domiciliado, 
transeúnte  ó  emigrado. — La  clase  de  establecimiento 
que  abra. — La  familia  que  le  acompañe;  y  cualesquie- 
ra otras  circunstancias  que  sirvan  para  determinar  su 
estado  civil. — Art.  8? 

282.  Requisitos  parala  inscripción. — Ha  de 
hacerse  en  vista  de  los  documentos  que,  para  la  iden- 
tificación de  su  persona,  presente  el  que  lo  pida,  ó 
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sea  el  pasaporte  ó  documento  correspondiente  que 
identifique  su  persona;  en  su  defecto  una  información 
de  testigos.  (1) — Los  documentos  ó  las  diligencias  de 
información  deben  remitirse  originales  en  el  término 
de  ocho  dias  al  Gobernador  de  la  Provincia,  quien  dis- 
pondrá se  baga  la  inscripción  en  el  Registro,  se  espida 
la  cédula  correspondiente  (2)  y  se  remita  todo  por  el 
mismo  conducto  al  interesado.  Estas  diligencias  debe- 
rán ejecutarse  en  el  término  de  15  dia&  á  contar  desde 
el  dia  de  la  recepción  de  los  documentos  en  el  Gobier-¡ 
no.  La  información  de  testigos,  las  diligencias  de  re- 
misión y  todas  las  demás  necesarias  para  la  inscripción, 
se  practican  y  estienden  de  oficio  y  sin  derechos,  así 
como  el  certificado  que  ha  de  darse  al  extranjero  para 
que  acredite  la  identidad  de  su  persona  Ínterin  se  ins- 
cribe en  el  Registro. — Arts.  10,  12,  13  y  14. 

283.  Domicilio  legal  del  extranj  ero. — Para  los 
efectos  legales,  se  considera  domicilio  legal  de  un  ex- 
tranjero, el  pueblo  donde  tenga  casa  abierta,  ó  donde 
habite  al  cumplirse  los  tres  años  de  su  residencia  en  la 
Provincia  ó  en  la  Isla.  Cuando  tenga  casa  abierta  en 
dos  ó  mas  pueblos,  ha  de  elegir  uno  para  domicilio.— 
Art.  15. 

284.  Solicitud  de  domicilio. — Ha  de  pedirse  al 
Ayuntamiento,  espresándose  el  motivo  y  objeto  y  las 
condiciones  y  circunstancias  del  interesado.  Si  fuere 
denegado,  podrá  reclamarse  ante  el  Gobierno  de  la 
Provincia  y  contra  este,  ai  Gobernador  General,  que 
resolverá  sin  ulterior  recurso.  El  Ayuntamiento  debe 
resolver  en  el  término  de  15  días;  pasados,  se  enten- 


(X)  Ha  de  efectuarse  ante  el  Alcalde  municipal.  También  puede  tener 
lugar  ante  el  Cónsul  respectivo,  en  cuyo  caso  este  remitirá  el  oportuno  tes- 
timonio íntegro  y  autorizado  al  Gobierno. 

(2)  La  cédula  se  expide  por  el  Gobierno  de  la  Provincia  respectiva  si  se 
tratare  de  transeúntes. 
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derá  concedido  el  domicilio.  La  alzaba  ha  de  resolverse 
en  el  término  de  un  mes;  si  no,  se  entenderá  anulado 
el  acuerdo  apelado  y  concedido  el  domicilio. — Arts. 
17  y  18. 

285:  Residencia  de  los  transeúntes. — Podrán 
residir  en  el  punto  que  elijan.  Sin  embargo,  si  los  re- 
sidentes en  un  punto  determinado  pudieran  por  su  nú- 
mero, procedencia  ú  otras  circunstancias  poner  en 
peligro  las  relaciones  amistosas  de  España  con  otra 
Nación,  el  Gobierno  ó  el  Gobernador  General  podrá 
señalarles  otro  punto  de  residencia. 

286.  Residencia  de  los  emigrados. — Residirán 
en  el  punto  que  les  señale  el  Gobernador  General  y 
después  el  Gobierno.  Entre  tanto  estarán  bajo  la  vigi- 
lancia del  Gobernador  de  la  Provincia  ó  del  Alcalde 
respectivo,  esto  es,  del  pueblo  donde  primeramente  se 
presentasen.  La  Autoridad  local  tijará  el  punto  de  re- 
sidencia, dando  cuenta  inmediata  al  Gobernador  de  la 
Provincia  y  al  Gobernador  General  en  su  caso. — Ar- 
tículo 21. 

287.  Cuando  pasa  el  emigrado  á  ser  tran- 
seúnte ó  domiciliado. — Todo  emigrado  pasa  á  la 
clase  de  transeúnte  ó  domiciliado  á  los  seis  meses  de 
su  entrada  en  el  territorio  ó  antes  si  lo  pidiese  ó  hu- 
biese identificado  su  persona. — Art.  26. 

288.  Derecho  de  expulsión. — El  emigrado  que 
no  pudiendo  identificar  su  persona,  faltase  á  la  verdad 
en  la  relación  de  su  nombre  y  circunstancias  podrá  ser 
espulsado  de  la  Isla  por  el  Gobierno  ó  por  el  Gober- 
nador. General.  Igualmente  puede  serlo  el  que  para 
identificar  su  persona  presentare  documentos  falsos,  ó 
hiciese  una  falsa  información.  Incurre  también  en  res- 
ponsabilidad criminal. — Art.  28. 

289.  I.  Condición  política  de  los  extranjeros. 
— Tienen  derecho:  á  la  seguridad  de  su  persona,  bienes, 
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domicilio  y  correspondencia,  establecida  por  las  leyes 
para  los  españoles; — á  reunirse  y  asociarse  en  los  ca- 
sos y  con  las  condiciones  que  estén  determinados  para 
los  españoles  y  siempre  que  no  sea  en  hostilidad  á  los 
Estados  que  estén  con  España  en  relaciones  amistosas; 
— á  emitir  y  publicar  sus  ideas  con  arreglo  á  la  ley  de 
lá  materia,  (1)— con  la  limitación  indicada; — á  dirigir 
peticiones  á  los  poderes  públicos  y  á  las  autoridades 
en  la  forma  establecida  para  los  españoles; — á  practi- 
car en  privado  (2)  cualquier  culto  religioso,  sin  mas  li- 
mitaciones que  las  reglas  universales  de  derecho  y  de 
moral; — al  disfrute  si  fueren  domiciliados,  de  todos  los 
aprovechamientos  comunes  del  pueblo  en  que  tengan 
su  domicilio.— Arts.  29,  30  y  36. 

290.  Exenciones. — Están  exentos  del  servicio 
militar  y  de  las  cargas  concejiles  personales.  Los  do- 
miciliados con  casa  abierta  están  sujetos  á  las  cargas 
de  alojamiento  y  bagajes. — Arts.  35  y  37. 

291.  Incapacidades. — Ningún  extranjero  pue- 
de ser  elector  ni  elegible  para  los  cargos  públicos  de 
elección  popular;. ni  ejercer  cargo  alguno,  aunque  no 
sea  de  elección  popular,  que  tenga,  anexa  jurisdicción 
ó  autoridad;  ni  obtener  beneficio  alguno  eclesiástico; 
ni  obtener  empleo  alguno  público  de  los  que  no  llevan 
anexa  autoridad  ó  jurisdicción,  á  no  ser  que  haya  en- 
trado al  servicio  de  España  con  permiso  de  su  Go- 
bierno respectivo  ó  que,  si  esta  circunstancia  no  con- 
curre, se  le  habilite  especialmente  para  ello  por  el 
Gobierno  español.  En  este  último  caso,  debe  renun- 
ciar, antes  de  tomar  posesión,  á  la  protección  de  su 

{1)  Conforme  á  la  ley  de  imprenta  vigente,  es  necesaria  la  condición  de 
ciudadano  español  para  publicar  ó  dirigir  un  periódico  político,  ó  para  pu- 
blicar un  folleto  de  carácter  político. — Árts.  4?  y  71. 

(2)  Por  el  art.  11  de  la  Constitución  no  se  permite  mas  culto  público  que 
el  de  la  Iglesia  católica,  apostólica,  romana. 

27 
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país,  en  cuanto  se  refiere  al  ejercicio  de  su  cargo. — 
Arts.  31  y  32. 

292.  Cargas. — Están  obligados  al  pago  de  las  con- 
tribuciones de  todas  clases  que  Correspondan  según 
las  leyes,  reglamentos  y  tarifas  de  la  industria  ó  co- 
mercio que  ejerciesen.  Los  domiciliados  están  ade- 
más sujetos  á  los  impuestos  municipales  y  provinciales 
y  á  los  donativos,  préstamos  y  contribuciones  perso- 
nales, ordinarias  y  extraordinarias,  Los  bienes  raices 
ó  muebles  pertenecientes  á  extranjeros  de  cualquier 
clase  que  estos  sean  y  aunque  no  residan  en  territorio 
español,  están  sujetos  á  todos  los  impuestos  que  gra- 
viten sobre  los  bienes  de  igual  naturaleza  pertenecien- 
tes á  los  españoles. — Arts.  33  y  34. 

293.  II.  Condición  civil  de  los  extranjeros. 
— Pueden  adquirir  y  poseer  toda  clase  de  bienes,  mue- 
bles é  inmuebles;  ejercer  cualquier  clase  de  industria 
y  dedicarse  á  cualquier  profesión  para  cuyo  ejercicio 
no  se  exijan  títulos  de  aptitud  expedidos  por  las  auto- 
ridades españolas;  y  ejercer  también  el  comercio,  con 
arreglo  al  Código  mercantil.  Las  demás  disposicio- 
nes de  la  Ley,  se  refieren  al  derecho  penal,  y  al  pro- 
cedimiento civil  y  criminal. 

SECCION  II. 

.  LA  NATURALIZACION. 


294.  Por  R  O.  de  24  de  Abril  de  1878  se  ha  decla- 
rado, .de  acuerdo  con  el  parecer  de  la  Sección  de 
Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  que  en  punto  á  natu- 
ralización ele  extranjeros,  está  vigente  aun  la  Real 
Cédula  de  21  de  Octubre  de  18*17,  por  más  que  diste 
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mucho  el  espíritu  de  recelo  y  desconfianza  que  en  ella 
domina  del  moderno  de  espansion  y  buena  acogida  que 
se  nota  en  la  Ley  de  4  de  Julio  de  1870. 

295.  Término*  para  la  naturalización. — Con- 
forme al  art.  3  déla  Real  Cédula  citada  es  nece- 
saria la  residencia  de  cinco  años.  En  dicha  R.  O.  se 
preceptúa:  «que  es  indispensable  que  acrediten  los 
extranjeros  su  residencia  en  la  Isla,  cualquiera  que  sea 
la  calificación  que  hayan  obtenido,  (domiciliados,  tran- 
seúntes ó  emigrados)  con  cinco  años  de  antelación.)) 

296.  Modo  y  forma  de  obtenerla. — Se  puede 
obtener,  bien  por  virtud  de  carta  de  naturaleza,  bien 
por  haber  ganado  vecindad. —  (Art.  2  de  la  Ley  de 
extranjería  de  4  de  Julio  de  1870). — Con  arreglo  á  la 
nota  Y,  título  XIV,  Libro  I  dé  la  Novísima  Recopila- 
ción, aun  vigente,  se  distinguen  cuatro  clases  de  natu- 
ralización: la  absoluta,  que  equipara  el  naturalizado  al 
español,  la  que  solo  da  derecho  en  lo  secular;  la  que 
solo  dá  el  derecho  de  obtener  cierta  renta  eclesiástica; 
y  la  que  solo  confiere  derecho  en  lo  secular  para  gozar 
honores  y  oficios.  Para  conceder  las  tres  primeras, 
necesitábase  el  voto  del  Reino  en  Córtes;  el  Rey  otor- 
gaba la  última.  Hoy,  las  tres  primeras  son  objeto  de 
una  Ley;  y  la  última  se  concede  por  el  Gobierno,  oyen- 
do la  Sección  de  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de 
Estado.  Falta  una  legislación  clara,  sencilla  y  homo- 
génea sobre  este  asunto,  así  en  la  Península  como  en 
esta  Isla.  '  Se  gana  vecindad:  estableciéndose  en  esta 
Isla  con  medios  de  vivir  propios,  casándose  con  espa- 
ñola y  domiciliándose  en  territorio  español;  adquirien- 
do bienes  raices;  obteniendo  carta  de  vecindad;  ejer- 
ciendo industria  ú  oficios  útiles. — Se  exige:  1?  que 
preste  juramento  de  fidelidad  al  Rey  y  dé  obediencia 
á  las  leyes  y  prácticas  del  Reino:  2V  que  renuncie  al 
fuero  de  extranjería  y  á  toda  relación,  unión  y  depen- 
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dencia  del  país  de  su  origen  en  lo  que  respecta  al  orden 
político',  gubernativo  y  de  sujeción  civil;  y  39  que  pro- 
meta no  reclamar  la  protección  extranjera,  ni  la  de 
sus  embajadores,  ministros  y  cónsules. — (Párrafo  5?, 
Ley  9%  Título  XI,  Libro  V,  Novísima  Recopilación 
y  la  nota  10  del  mismo  título.)  En  esta  Isla,  corres- 
ponde al  Gobernador  General  conceder  la  naturaliza- 
ción, con  arreglo  á  la  Real  Cédula  citada. 


SECCION  III. 

DE  LOS  HABITANTES  DE  LOS  TÉRMINOS    MUNICIPALES;  DE  SUS 
t     DERECHOS  Y  OBLIGACIONES.  " 


297.  División. — Se  dividen  en  residentes  y  tran- 
seuntes. — Los  residentes  se  subdividen  en  vecinos  y 
domiciliados. — Árt.  11  Ley  municipal. 

298.  Quién  es  vecino. — Es  vecino  todo  español 
emancipado  (1)  que  reside  habitualmente  en  un  Tér- 
mino municipal  y  se  halla  inscrito  con  tal  carácter  en 
el  padrón  del  pueblo. 

299.  Quién  es  domiciliado. — Todo  español  que, 
sin  estar  emancipado,  reside  habitualmente  en  el  Tér- 
mino, formando  parte  de  la  casa  ó  familia  de  un 
vecino. 

300.  Quién  es  transeúnte. — Todo  el  que  no  es- 
tando comprendido  en  los  casos  anteriores,  se  encuen- 

(1)  El  que  halla  fuera  de  la  potestad  paterna,  ora  por  el  ministerio  de  la 
Ley  (matrimonio,  malos  tratamientos  al  hijo ),  ora  por  voluntad  del  padre, 
ora  por  la  muerte  de  este. 
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tra  en  el  Término  accidentalmente. — Art.  12  Ley 
municipal. 

301.  Necesidad  del  empadronamiento. — To- 
do español  ha  de  constar  empadronado  como  vecino  ó 
domiciliado  en  algún  municipio.  El  que  tuviere  resi- 
dencia alternativa  en  varios,  optará  por  la  vecindad  en 
uno  de  ellos.  Nadie  puede  ser  vecino  de  mas  d<  un 
pueblo;  si  alguno  se  hallase  inscrito  en  el  padrón  de 
dos  ó  mas  pueblos,  se  estimará  como  válida  la  vecin- 
dad últimamente  declarada,  quedando  desde  entónces 
anuladas  las  anteriores. — Art.  13  Ley  municipal. 

302.  Declaratoria  de  vecindad. — La  cualidad 
de  vecino  se  declara  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte  por 
el  Ayuntamiento  respectivo. 

1?  El  Ayuntamiento  declarará  de  oficio  vecino  á 
todo  español  emancipado  que  en  la  época  de  formarse 
ó  de  rectificarse  el  padrón  lleve  dos  años  de  residencia 
fija  en  el  Término  municipal.  También  hará  igual 
declaración  respecto  á  los  que  en  las  mismas  épocas 
ejerzan  cargos  públicos  que  exijan  residencia  fija  en 
el  Término,  aun  cuando  no  hayan  completado  los  dos 
años. 

29  El  Ayuntamiento,  en  cualquier  época  del  año, 
declarará  vecino  á  todo  el  que  lo  solicite,  sin  que  por 
ello  quede  exento  de  satisfacer  las  cargas  municipales, 
que  le  correspondan  hasta  aquella  fecha  en  el  pueblo 
de  su  anterior  residencia.  El  solicitante  ha  de  probar 
que  lleva  en  el  Término  una  residencia  efectiva  conti- 
nuada por  espacio  de  seis  meses  á  lo  ménos. — Arts.  15 

y  16. 

303.  El  Empadronamiento. — Es  obligación  de 
los  Ayuntamientos  formar  el  padrón  de  todos  los  ha- 
bitantes existentes  en  su  Término,  con  expresión  de 
su  calidad  de  vecinos,  domiciliados  y  transeúntes,  nom- 
bre, edad,  profesión,  residencia  y  demás  circunstancias 
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que  la  estadística  exija  y  el  Gobierno  determine. — 
Art.  17. 

304.  Nuevo  empadronamiento  quinquenal  y 
rectificación  anual. — Cada  cinco  años  se  ha  de  hacer 
un  nuevo  empadronamiento,  que  será  rectificado  todos 
los  años  intermedios,  con  las  inscripciones  de  oficio  ó  á 
instancia  de  parte  y  las  eliminaciones  por  incapacidad 
legal,  defunción  ó  traslación  de  vecindad  ocurridas  du- 
rante el  año.  Los  vecinos  que  cambien  de  domicilio, 
los  padres  ó  tutores  de  los  que  se  incapaciten  y  los 
herederos  y  testamentarios  de  los  finados,  están  obli- 
gados á  dar  al  Ayuntamiento  la  declaración  corres- 
pondiente para  que  tenga  lugar  la  eliminación. — 
Art.  18. 

305.  Formación  de  listas. — Hecho  el  empadro- 
namiento quinquenal  ó  su  rectificación  anual,  el  Ayun- 
tamiento ha  de  formar  dos  listas  en  extracto:  una  que 
exprese  las  alteraciones  ocurridas  durante  el  año  y 
otra  comprensiva  de  todos  los  habitantes  que  resulten 
en  el  distrito  al  ultimarse  la 'operación.  Estas  listas 
se  publicarán  inmediatamente. — Art.  19. 

306.  Epoca  en  que  deben  hacerse  el  empa- 
dronamiento y  las  rectificaciones. — Se  verifica- 
rán en  el  mes  de  Diciembre,  y  estarán,  así  como  las 
listas,  á  disposición  de  cuantos  quieran  examinarlos 
en  la  Secretaría  del  Ayuntamiento  los  dias  y  horas 
útiles. 

307.  Reclamaciones. — En  los  quince  siguientes 
dias  el  Ayuntamiento  recibirá  las  reclamaciones  que 
cualquier  residente  en  el  término  hiciese  contra  el  em- 
padronamiento ó  sus  rectificaciones,  y  resolverá  acer- 
ca de  ellas  en  lo  restante  del  mes,  consignando  en  el 
libro  de  actas  el  acuerdo  que  tome  respecto  de  cada 
interesado,  á  quien  lo  comunicará  por  escrito  inmedia- 
tamente.— Art,  20. 
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308.  Recurso  de  alzada. — Contra  las  decisio- 
nes de  los  Ayuntamientos  procede  el  recurso  de  alza- 
da para  ante  la  Diputación  provincial.  Será  entabla- 
do ante  el  Alcalde  dentro  de  los  tres  dias  siguientes 
á  la  notificación  escrita  del  acuerdo.  El  Alcalde  re- 
mitirá sin  dilación  alguna  el  expediente  á  la  Diputa- 
ción. Esta  ha  de  resolver  en  el  término  de  un  mes 
ejecutivamente,  esto  es,  sin  ulterior  recurso,  en  vista 
de  las  razones  alegadas  por  los  interesados  y  el  Ayun- 
tamiento, comunicando  á  este  su  fallo  circunstanciado; 
después  de  lo  cual,  y  hechas  en  la  semana  siguiente 
las  rectificaciones  á  que  hubiere  lugar,  se  declarará 
ultimado  el  padrón  y  se  publicarán  las  listas  rectifica- 
das.—Art.  21. 

309.  Autoridad  del  padrón. — Es  un  instrumen- 
to solemne,  público  y  fehaciente,  que  sirve  para  todos 
los  efectos  administrativos. — Art.  22. 

310.  Resúmen  del  número  de  vecinos,  do- 
miciliados y  transeúntes. — Los  Ayuntamientos  de- 
ben remitir  á  la  Diputación  en  el  último  mes  de  cada 
año  económico  (Junio)  un  resúmen  del  numero  de 
vecinos  domiciliados  y  transeúntes,  clasificado  en  la 
forma  que  para  el  censo  de  población  determine  el  Go- 
bernador General  de  la  Isla. — Art.  23. 

311.  Derechos  de  los  habitantes  de  un  tér- 
mino municipal. — Todo  el  que  recurra  á  la  autori- 
dad municipal  tiene  derecho  á  exigir  de  la  misma  un 
resguardo,  en  el  cual  se  haga  constar  la  demanda  ó  la 
queja  y  la  fecha  y  la  hora  en  que  hubieren  sido  produ- 
cidas.— Todos  los  habitantes  de  un  Término  munici- 
pal tienen  también  acción  y  derecho  para  reclamar 
contra  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos,  así  como 
para  denunciar  y  perseguir  criminalmente  á  los  Al- 
caldes, Regidores  y  Vocales  de  la  Asamblea  de  aso- 
ciados en  los  casos,  tiempo  y  forma  que  presenten  las 
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disposiciones  de  la  Ley  municipal  y  Reglamento  de 
12  de  Setiembre  de  1868.  (1) 

312.  División,  aprovechamiento  y  disfrute  de 
los  bienes  comunales. — Si  el  pueblo  tuviese  bienes 
de  aprovechamiento  comunal,  se  observará  para  su 
arreglo  y  distribución  anual  las  reglas  siguientes,  que 
enumera  el  art.  75  de  la  Ley  municipal  de  la  Península: 
1*  Cuando  los  bienes  comunales  no  se  presten  á  ser 
utilizados  en  igualdad  de  condiciones  por  todos  los  ve- 
cinos del  pueblo,  el  disfrute  y  aprovechamiento  será 
adjudicado  en  pública  licitación  entre  los  mismos  ve- 
cinos esclusivamente,  prévias  las  tasaciones  necesarias, 
y  la  división  en  lotes  si  á  ello  hubiere  lugar.  2*  Si 
los  bienes  fueren  susceptibles,  de  utilización  general, 
el  Ayuntamiento  verificará  la  distribución  de  los  pro- 
ductos entre  todos  los  vecinos,  formando  al  efecto  di- 
visiones ó  lotes  que  adjudicará  á  cada  uno  con  arre- 
glo á  cualquiera  de  las  tres  bases  siguientes:  Por  fa- 
milias ó  vecinos. — Por  personas  ó  habitantes. — Por  la 
cuota  del  repartimiento,  si  lo  hubiere.  3^  La  distri- 
bución por  vecinos  se  hará  con  extricta  igualdad  en- 
tre cada  uno  de  ellos,  sea  cual'  fuere  el  número  de  in- 
dividuos de  que  conste  su  familia  ó*  que  vivan  en  su 
compañía  y  bajo  su  dependencia. — La  distribución 
por  personas  se  hará  adjudicando  á  cada  vecino  la 
parte  que  le  corresponda  en  proporción  al  número  de 
habitantes  residentes  de  que  conste  su  casa  ó  familia. 
— La  distribución  por  la  cuota  de  repartimiento  se 
verificará  entre  los  vecinos  sujetos  á  su  pago,  adjudi- 
cando á  cada  uno  la  parte  que  en  proporción  á  la  cuo- 
ta repartida  corresponda.    En  este  caso  se  adjudicará 

(1)  Es  el  dictado  para  determinar  la  manera  de  procesar  á  los  emplea- 
dos públicos  y  á  los  miembros  de  las  Corporaciones  provinciales  y  munici- 
pales. Está  en  suspenso  por  no  necesitarse  boy  la  prévia  autorización, 
según  hemos  dicho  al  hablar  de  las  atribuciones  del  Gobierno  General. 
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á  los  vecinos  pobres  exceptuados  del  pago  una  por- 
ción que  no  exceda  de  lo  que  corresponda  al  contri- 
buyente por  cuota  más  baja. — 4?  En  casos  extraor- 
dinarios, y  cuando  las  atenciones  del  pueblo  así  lo 
exijan,  puede  el  Ayuntamiento  acordar  la  subasta  en- 
tre vecinos  de  los  aprovechamientos  comunales  pro- 
piamente dichos  ó  fijar  el  precio  que  cada  uno  ha  de 
satisfacer  por  el  lote  que  le  haya  sido  adjudicado.- — 
El  régimen,  aprovechamiento  y  conservación  de  los 
montes  municipales  se  sujetarán  á  la  legislación  del 
ramo. — Art.  26. 

313.  Obligaciones  de  los  vecinos. — Están  su- 
jetos á  las  cargas  que  para  los  servicios  municipales  y 
provinciales  se  impongan,  en  la  forma  y  proporción 
que  determina  la  Ley  municipal. — Art.  26. 

314.  Quienes  tienen  la  consideración  de  pro- 
pietarios.— Para  cuanto  se  refiere  á  la  administra- 
ción económica  municipal  y  á  los  derechos  y  obliga- 
ciones que  de  ella  emanan  respecto  á  los  residentes, 
tendrán  la  consideración  de  propietarios  por  las  fincas 
que  labren,  ocupen  ó  administren,  los  siguientes:" 

1?  Los  administradores,  apoderados  ó  encargados 
de  los  propietarios  forasteros,  sin  perjuicio  de  los  ca- 
sos siguientes,  ya  sea  que  por  cuenta  y  en  nombre  de 
éstos  se  hallen  al  frente  de  algún  establecimiento 
agrícola,  industrial  ó  mercantil  abierto  en  el  distrito, 
ó  ya  se  limiten  á  la  cobranza  y  recaudación  de  ren- 
tas. 

29  Los  colonos,  arrendatarios  ó  aparceros  de  tin- 
cas rústicas,  residan  ó  no  en  el  distrito  los  propieta- 
rios ó  administradores. 

3?  Los  inquilinos  de  fincas  urbanas,  cuando  estu- 
vieren arrendadas  á  una  sola  persona,  y  su  dueño,  ad- 
ministrador ó  encargado  no  residiese  en  el  distrito. — ■ 
Art.  27. 

28 
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315.  Los  extranjeros.— Gozarán  de  los  dere- 
chos que  les  correspondan  por  los  tratados  ó  por  la  ley 
especial  de  extranjería.  (1) 

SECCION  III. 

LOS  PATROCINADOS. 


316.  Legislación  vigente. — La  Ley  de  13  de 

Febrero  de  1880  mandando  cese  en  esta  Isla  el  estado 
de  esclavitud  y  el  Reglamento  de  8  de  Mayo  del  mis- 
mo año  formado  por  el  Gobierno  General  y  aprobado 
por  R.  O.  de  2  de  Julio,  con  ligeras  modificaciones. 

Patronato. — Los  inscritos, como  siervos  en  el  cen- 
so ultimado  en  1877  y  que  hubiesen  continuado  en  ser- 
vidumbre, quedan  bajo  el  patronato  de  sus  poseedores 
durante  el  tiempo  máximo  de  ocho  años. — El  patrona- 
to es  trasmisibie  por  todos  los  medios  que  el  derecho 
reconoce,  no  pudiendo  trasmitirse  sin  trasmitir  al  nue- 
vo patrono  el  de  los  hijos  menores  de  doce  años  y  el 
de  su  padre  ó  madre  respectivamente.  En  ningún 
caso  se  permite  separar  los  individuos  que  constituyan 
familia,  sea  cual  fuere  el  origen  de  esta. — Arts.  2?  y 
7?  de  la  Ley.  (2) 

317.  Derechos  del  patrono. — l9  El  de  utilizar 
el  trabajo  de  sus  patrocinados  art.  3  Ley. — Salvo  en 
los  casos  de  fuego  ó  de  otra  fuerza  mayor,  se  ha  de 
reservar  diariamente  á  los  patrocinados,  lo  ménos  siete 
horas  para  dormir,  dos  para  las  comidas,  y  dos  para 
descanso  ú  ocupaciones  propias,  y  además  un  día  COm- 


fl,)    Ya  hemos  citado  sus  disposiciones. — Véase  art.  36. 
(2)   La  trasmisión  del  patronato  se  efectuará  ante  la  Junta  respectiva. — 
Art.  40  Reglamento. 
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pleto  á  la  semana.  Esto  no  obstante,  en  tiempo  de 
zafra  podrá  exigírseles  las  horas  de  trabajo  necesarias 
según  costumbre;  en  cambio,  no  se  les  exigirá  en  el 
resto  del  año  mas  de  once  horas  diarias.  Puede  obli- 
gárseles en  toda  época  á  que  en  los  dias  de  completo 
descanso  desempeñen  las  faenas  que  son  de  costumbre 
en  tales  dias. — Art.  28  Reglamento. 

29  El  de  representarlos  en  todos  los  actos  civiles  y 
judiciales,  con  arreglo  á  las  leyes. — Art.  3?  Ley. 

3?  El  de  ejercer  facultades  coercitivas  y  discipli- 
narias, sin  que  por  ello  puedan  imponer  el  castigo  cor- 
poral prohibido  por  la  Ley  de  4  de  Julio  de  1870. 
Podrán,  sin  embargo,  castigar  las  faltas  graves  con 
cepo  y  grillete  durante  uno  á  doce  dias,  quedando  los 
patronos  facultados  para  duplicar  este  plazo,  si  no  se 
notase  enmienda  en  el  patrocinado. — Art.  14  de  la  Ley 
y  36  del  Reglamento.  (1) 

318.    Obligaciones  del  patrono. — l9  Mantener 


(1)  En  ese  mismo  artículo  se  enumeran  las  faltas  en  que  pueden  incurrir 
los  patrocinados  [leves,  menos  leves  y  graves]  y  su  castigo  respectivo.  Le- 
ves: la  resistencia  pasiva  al  trabajo  cuando  fuere  unipersonal;— la  salida  de 
la  casa  ó  de  la  finca  sin  permiso; — las  querellas  ó  discordias  con  otros  sir- 
vientes; la  falta  de  respeto  ó  de  obediencia  al  patrono  ó  al  representante  y 
familiares,  y-  cualquiera  otro  hecho  análogo. — Castigo:  cepo  durante  uno  á 
cuatro  dias. — Menos  leves: — la  repetición  de  las  leves;  la  fuga  de  la  casa  ó 
de  la  finca  que  no  exceda  de  4  dias; — la  desobediencia  grave  ó  perturbación 
en  el  orden  del  trabajo,  ú  otra  de  igual  índole. — Castigo: — cepo  de  uno  á  8 
dias. — Graves:  la  falta  de  enmienda  en  el  patrocinado;  las  injurias  al  patro- 
no, sus  representantes  ó  familiares; — la  fuga  que  excediese  de  4  dias  no  pa- 
sando de  dos  semanas; — el  dar  consejo  á  los  otros  trabajadores  para  que  se 
resistan  al  trabajo,  para  que  no  cumplan  con  sus  deberes  y  para  que  practi- 
quen ó  dejen  de  practicar  algún  otro  acto  que  amenace  con  una  perturba- 
ción en  el  orden  interior  de  la  finca  ó  establecimiento. — Castigo: — cepo 
y  grillete  durante  uno  á  doce  dias,  pudiéndose  duplicar  este  plazo. — Los 
patronos  podrán  igualmente  disminuir  el  extipendio  mensual  de  los  patroci- 
nados en  proporción  al  tiempo  que  estos  dejaren  de  trabajar  por  hallarse 
sufriendo  castigo;  pero  si  hicieren  uso  de  ese  derecho  deberán  dar  el  oportu- 
no conocimiento  á  la  Junta  respectiva. 


\ 
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á  sus  patrocinados. — Debe  suministrar  á  cada  uno  por, 
día,  ocho  onzas  de  carne  fresca  ó  salada  y  cinco  libras 
de  vianda  sanas  ó  bien  otro  alimento  adecuado  en  can- 
tidad suficiente. — Art.  49  Ley  y  29  Reglamento. 

2?  Vestirlos.  Debe  suministrarles  dos  mudas  de 
ropa  al  año,  dos  pares  de  zapatos,  gorros  ó  sombreros, 
dos  pañuelos,  un  chaquetón  y  una  frazada. — Art.  49 
Ley  y  30  Reglamento. 

3?    Asistirlos  en  sus  enfermedades. — Art.  4o 

4?  Retribuir  su  trabajo  con  él  estipendio  mensual 
de  uno  á  dos  pesos,  en  moneda  corriente  de  plata  ú 
oro  ó  su  equivalente  en  billetes  del  Banco  español  de 
esta  Isla,  para  los  que  tengan  mas  de  diez  y  ocho  años 
y  no  hayan  alcanzado  mayor  edad.  Para  los  que  la 
hayan  cumplido,  el  extipendio  será  de  tres  pesos.  Con 
un  peso  debe  retribuirse  al  patrocinado  que  tenga  diez 
y  ocho  años.  En  caso  de  inutilidad  para  el  trabajo,  por 
enfermedad  ó  por  cualquiera  otra  causa,  no  estará 
obligado  el  patrono  á  entregar  la  parte  de  extipendio 
que  corresponda  al  tiempo  que  dicha  inutilidad  hubie- 
re durado. — Art.  6?  de  la  Ley  y  31  Reglamento.  (1) 

319.  Causas  que  determinan  la  extinción 
del  patronato. — 1*  Mediante  el  órden  gradual  de 
edades  de  los  patrocinados  de  mayor  á  menor.  Se 
verificará  por  cuartas  partes  del  número  de  indivi- 
duos sujetos  á  cada  patrono  comenzando  al  terminar 
el  quinto  año  y  siguiendo  al  final  de  los  sucesivos  hasta 
que  cese  definitivamente  al  concluir  el  octavo. — La 
designación  de  los  que  deban  salir  clel  patronato,-  se  ha- 
rá ante  las  Juntas  locales  con  un  mes  de  anterioridad 
á  la  terminación  del  quinto  año,  y   demás  sucesivos. 

(1)  Por  R.  O.  de  2  de  Diciembre  de  1881  se  dispone  que  el  pago  del  exti* 
pendió  mensual  ha  de  hacerse  en  el  primer  dia,  sea  ó  no  feriado,  siguiente 
al  vencimiento  del  mes  y  que,  justificado  debidamente  que  se  faltó  al  pago, 
procede  considerar  incurso  al  patrono  en  la  pérdida  de  sus  derechos. 
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Si  hubiere  de  la  misma  edad  más  individuos  de  los 
que  deban  salir  del  patronato  en  un  mismo  año,  un 
sorteo  verificado  ante  dichas  Juntas  designará  los  que 
hayan  de  salir  del  patronato,  que  serán  los  que  obten- 
gan número  mas  bajo.  Cuando  el  número  de  patroci- 
nados siendo  mayor  de  cuatro  no  fuere  divisible  por 
éste,  el  exceso  aumentará  un  individuo  á  cada  una  de 
las  primeras  designaciones.  Si  no  llegare  á  cuatro,  la 
designación  se  hará  por  terceras  partes,  por  mitad  ó 
de  una  vez;  pero  la  obligación  del  patrono  no  será  exi- 
gible  sino  al  final  del  sexto,  sétimo  ú  octavo  afio  res- 
pectivamente. En  el  Reglamento  se  fija  la  forma, 
método  y  extensión  de  los  registros  y  empadronamien- 
tos que  hayan  de  servir  para  las  designaciones. — Art. 
7?  y  8?  de  la  Ley. 

2*  La  renuncia  del  patrono,  salvo  si  los  patrocina- 
dos fueren  menores,  sexagenarios  ó  estuvieren  enfer- 
mos ó  impedidos.— Art.  7? 

3*  El  acuerdo  mútuo  del  patrono  y  del  patrocina- 
do, sin  intervención  extraña,  excepto  la  de  los  padres 
si  fueren  conocidos  y  en  su  defecto  de  las  juntas  loca- 
les respectivas,  cuando  se  trate  de  menores  de  veinte 
años,  determinándose  la  edad,  si  no  pudiere  justificar- 
se, por  informe  pericial. — Art.  79 

4*  La  indemnización  de  servicios,  mediante  entre- 
ga al  patrono  de  la  suma  de  treinta  á  cincuenta  pesos 
anuales,  según  sexo,  edad  y  circunstancias  del  patro- 
cinado por  el  tiempo  que  faltare  á  éste  de  los  cinco 
primeros  años  de  patronato  y  el  término  medio  de  los 
tres  restantes. — Art,  7? 

5*  Cualquiera  de  las  causas  de  manumisión  esta- 
blecidas en  las  leyes  civiles  y  penales,  ó  la  falta  del 
patrono  á  los  deberes  que  sobre  él  pesan. 

320.  Situación  de  los  patrocinados  que  hu- 
bieren salido  del  patronato. — Gozarán  de  sus  de- 


rechos  civiles,  pero  quedarán  bajo  la  protección  del 
Estado  y  sujetos  á  las  leyes  y  reglamentos  que  impon- 
gan la  necesidad  de  acreditar  la  contratación  de  su 
trabajo  ó  un  oficio  ú  ocupación  conocidos,  siendo  de 
advertir  que. la  obligácion  de  acreditar  la  contratación 
de  su  trabajo,  durará  cuatro  años  y  los  que  la  quebran- 
ten serán  tenidos  por  vagos.  Trascurridos  los  cuatro 
años,  disfrutarán  de  todos  sus  derechos  civiles  y  polí- 
ticos. Los  que  fuesen  menores  de  veinte  anos  y  no 
tuviesen  padres,  quedarán  bajo  la  inmediata  protec- 
ción del  estado. — Arts.  9  y  10. 

321.  Situación  de  los  coartados. — Conservarán 
en  su  nuevo  estado  de  patrocinados  los  derechos  ad- 
quiridos por  la  coartación,  pudiendo  además  eximirse 
del  patronato  entregando  á  sus  patronos  la  diferencia 
que  resulte  entre  la  cantidad  que  tuvieren  dada  y 
la  que  corresponda  por  indemnización  de  servicios 
con  arreglo  á  lo  ya  indicado. — Artículo  11  de  la 
Ley. 

322.  Juntas  de  patronato. — En  cada  Provincia 
ha  de  existir  una  Junta  presidida  por  el  Gobernador  y, 
en  su  defecto,  por  el  Presidente  de  la  Diputación  pro- 
vincial, compuesta  de  un  Diputado  provincial,  del  Juez 
de  1*  instancia  decano,  si  hubiere  más  de  uno,  del 
Promotor  fiscal,  también  decano  en  el  mismo  caso,  del 
Procurador  Síndico  primero  de  la  capital  y  de  dos 
contribuyentes,  uno  de  los  cuales  ha  de  ser  patrono. 
Estos  son  nombrados  por  el  Gobernador  Civil,  quien 
designa  además  cuatro  suplentes,  dos  de  ellos  patro- 
nos, debiendo  someterse  los  nombramientos  de  voca- 
les y  suplentes  á  la  aprobación  del  Gobernador  Gene- 
ral. En  la  sustitución  se  procurará  que  no  resulten 
ser  patronos  los  dos  vocales  contribuyentes.  Las  per- 
sonas designadas  se  renovarán  cada  dos  años  siendo 
permitida  la  reelección.   El  cargo  es  gratuito  y  sólo 
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renimciable  por  los  mayores  de  sesenta  años  y  los 
físicamente  impedidos  sin  que  puedan  ejercerlo  los 
extranjeros,  los  menores,  los  que  no  sepan  leer  y  es- 
cribir, los  empleados  y  militares  en  activo  servicio,  los 
que  se  hallen  procesados  con  auto  de  prisión  miéntras 
no  sea  declarada  su  inocencia,  los  que  por  sentencia 
judicial  se  hallen  cumpliendo  penas  que  los  inhabiliten 
para  el  ejercicio  de  cargos  públicos  ó  los  sujeten  á  la 
vigilancia  de  la  autoridad.  Ha  de  procurarse  que  el 
nombramiento  recaiga  en  personas  que  residan  en  la 
cabeza  del  respectivo  territorio  donde  han  de  ejercer 
sus  funciones. 

En  los  municipios  donde  convenga  á  juicio  de  los 
respectivos  Gobernadores  y  prévia  la  aprobación  del 
General,  se  formarán  también  Juntas  locales  con 
idénticas  atribuciones  que  las  provinciales  (R.  O.  2  Di- 
ciembre 1881,)  presididas  por  el  Alcalde  y  com- 
puestas del  Procurador-Síndico,  uno  de  los  mayores 
contribuyentes  y  dos  vecinos. — Art.  15  de  la  Ley  y 
1?,  2?,  3?,  4?  y  5?  del  Reglamento.— La  asistencia  es 
obligatoria,  bajo  la  pena  de  multa  que  señala  el  art.  94 
Ley  municipal,  si  no  mediare  justa  causa. — R.  O.  9  de 
Mayo  de  1881. 

323.  Atribuciones  de  las  Juntas  de  patrona- 
to.— Estas  y  el  ministerio  fiscal  deben  vigilar  por  el 
exacto  cumplimiento  de  esta  Ley  y  el  del  Reglamen- 
to; girando  á  ese  efecto  visitas  mensuales  á  las  fincas. 
— (R.  O.  2  Diciembre  1881;)  intervienen  en  la  tras- 
misión del  patronato;  en  la  terminación  del  mismo, 
salvo  en  el  caso  de  acuerdo  mútuo  entre  el  patrono  y 
el  patrocinado;  dirimen  y  resuelven  todas  las  cuestio- 
nes que  se  susciten  entre  patronos  y  patrocinados  con 
motivo  de  la  aplicación  de  la  Ley  y  Reglamento.  Al 
Síndico  corresponde  representar  á  los  patrocinados 
cuando  en  cualquier  Tribunal  ejerciten  derechos  con- 
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trarios  á  los  de  los  patronos. — Art.  10  y  11  del  Re- 
glamento. (1) 

324.  Empleados  de  las  Juntas. — Cada  Junta 
tendrá  un  Secretario  que  será  el  Jefe  de  la  oficina  y 
los  demás  empleados  necesarios.    Corresponde  al  Se- 

.  cretario  con  los  demás  empleados  llevar  los  registros, 
preparar  los  asuntos  de  que  hubiese  de  ocuparse  la 
Junta,  á  cuyas  sesiones  asistirá  sin  voto.  Al  Secre- 
tario toca  también  extender  las' actas,  cuyo  libro  pre- 
sentará dentro  de  las  24  horas  de  celebrada  aquella  al 
Presidente  para  el  exámen  y  firma  correspondiente. 
Las  comunicaciones  que  salgan  de  la  Junta  deberán 
ir  firmadas  por  el  Presidente. — Arts.  102,  103,  104, 
105  y  106  del  Reglamento. 

325.  Modo  de  funcionar  las  Juntas. — Al  reci- 
birse una  solicitud,  queja  ó  reclamación,  se  procederá 
á  resolverla,  prévio  expediente,  si  el  asunto  lo  requie- 
re y  con  audiencia  de  los  interesados  y  demás  perso- 
nas á  quienes  sea  conveniente  examinar.  En  el  tras- 
curso de  las  24  horas  de  presentada  por  los  patrociná- 
dos  una  reclamación,  si  esta  exije  la  asistencia  del 
patrono,  se  pasará  papeleta  de  citación  al  mismo  ó  á 
su  representante,  designándose  un  plazo  de  15  dias 
para  que  comparezca,  trascurridos  los  cuales,  si  el  pa- 
trono no  asistiera,  por  sí  ó  por  medio  de  persona  au- 
torizada, se  procederá  sin  su  intervención  á  lo  que 
corresponda.  Cuando  no  sea  un  sólo  individuo  el  pa- 
trono, se  citará  á  la  persona  que  tuviere  á  su  inmedia- 
to cargo  al  patrocinado.  Si  el  patrono  se  hallase 
ausente  y  no  se  le  reconociese  representante,  se  le  de- 
jará en  su  morada  la  papeleta  de  citación  de  la  que 


(1)  Por  la  R.  O.  ya  citada,  de  2  de  Diciembre  de  1881  se  ha  declarado 
que  los  patrocinados  tienen  personalidad  propia  para  interponer  los  recur- 
sos á  que  se  refieren  los  arts.  6  y  9  del  Reglamento. 
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deberá  firmar  un  ejemplar  algunos  de  los  familiares, 
ó  en  su  defecto,  dos  testigos.  En  las  fincas  de  campo 
los  administradores  harán  las  veces  de  los  patronos. 
Cuando  las  Juntas  ó  cualquiera  autoridad  tengan  pre- 
cisión de  dar  albergue  á  los  patrocinados  serán  estos 
remitidos  al  depósito  municipal. — Arts.  12,  13,  14  y 
siguientes  del  Reglamento. 

326.  Recursos  contra  las  decisiones  de  las 
Juntas. — Contra  las  adoptadas  por  las  municipales 
procede  la  apelación  en  el  término  de  15  dias  para  ante 
la  provincial,  en  la  inteligencia  de  que  trascurridos  sin 
haberse  interpuesto  la  apelación,  los  acuerdos  se  en- 
tenderán firmes  y  serán  ejecutivos  á  los  30  dias  de  la 
notificación  á  los  interesados,  si  en  este  plazo  no  se 
hubieren  entablado  los  recursos  judiciales  ó  conten- 
cioso-administrativos  procedentes. — Contra  las  decisio- 
nes de  las  Juntas  provinciales  podrán  las  partes  inte- 
resadas, dentro  de  los  30  dias  siguientes  al  de  la 
notificación,  entablar  los  recursos  judiciales  ó  conten- 
cioso-administrativos  quesean  procedentes.  A  la  ter- 
minación del  plazo  prefijado,  las  decisiones  de  las 
Juntas  provinciales  causarán  estado  y  se  tendrán  por 
ejecutivas,  si  contra  ellas  no  se  hubiere  entablado  nin- 
gún recurso. — Cuando  los  acuerdos  de  las  Juntas  lo- 
cales y  las  decisiones  de  las  provinciales  sean  favora- 
bles á  la  libertad,  mientras  esté  pendiente  su  ejecu- 
ción de  alguna  apelación  ó  recurso  y  durante  la 
tramitación  de  los  que  se  interpongan,  estarán  obli- 
gados los  patronos  á  garantizar,  á  satisfacción  de  las 
Juntas,  que  si  los  fallos  pendientes  ó  recurridos  llega- 
sen á  ser  firmes,  pagarán  á  los  patrocinados  los  jorna- 
les que  como  hombres  libres  les  corresponden  desde 
el  dia  en  que  se  declaró  la  completa  emancipación, 
quedando  además  el  patrocinado  bajo  la  protección 
del  Promotor  fiscal  del  respectivo  Juzgado  para  ase- 

29 
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gurar  la  integridad  de  todos  los  derechos  que  se  les 
tenga  declarados. — (R.  O.  de  2  de  Diciembre  de  1881, 
que  ha  dado  una  nueva  redacción  á  los  arts.  6?  y  9.° 
del  Reglamento.) — En  otra  R.  O.  de  la  misma  fecha  se 
ha  declarado  que  los  patrocinados  tienen  personalidad 
propia  para  utilizar  los  recursos  indicados,  según  te- 
nemos ya  dicho. — Por  el  Gobierno  General  está  dis- 
puesto que  si  la  parte  interesada  (el  patrono)  no 
hubiere  dado  aviso  á  la  Junta  respectiva  de  haber  in- 
terpuesto alguno  de  los  recursos  de  que  trata  el  art.  99, 
se  ejecuten  los  acuerdos  y  que  las  Juntas,  al  notificar 
á  los  patronos  cualquier  decisión  favorable  á  los  pa- 
trocinados, les  pregunten  si  están  conformes  con  ella, 
y,  siendo  afirmativa  su  respuesta,  se  cumplimente  des- 
de luego  el  acuerdo. — 21  Setiembre  1882. 


SECCION  IV. 

LOS  LIBERTOS. 


327.  Los  individuos  que  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  la  Ley  de  4  de  Julio  de  1870,  sean  libres  por  ha- 
ber nacido  con  posterioridad  al  17  de  Setiembre  de 
1868,  están  sujetos  á  las  prescripciones  de  la  misma, 
excepto  en  todo  lo  que  pueda  serles  más  ventajosa  la 
de  13  de  Febrero  de  1880.  Los  que  resultaren  libres 
por  no  aparecer  inscritos  en  el  censo  de  esclavos  que 
habia  de  quedar  terminado  en  la  Isla  de  Cuba  en  31 
de  Diciembre  de  1870,  según  el  artículo  19  de  dicha 
Ley  de  4  de  Julio,  quedan  bajo  la  inmediata  protec- 
ción del  Estado  y  obligados  á  acreditar,  hasta  que  tras- 
curran 4  años,  la  contratación  de  su  trabajo  ó  un  oficio 
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ú  ocupación  conocidos. — Art.  12  de  la  Ley  13  de  Fe- 
brero de  1880. 

328.  Junta  Central  Protectora  de  Libertos. 
Su  organización  y  atribuciones. — Se  compone  del 
Gobernador  General,  Presidente,  de  un  vice-Presiden- 
te  nombrado  por  dicha  autoridad,  de  los  primeros 
Síndicos  del  Ayuntamiento  de  la  Habana,  de  diez  y 
seis  vocales  propietarios,  la  mitad  de  ellos  no  poseedo- 
res de  esclavos,  hoy  patrocinados,  elegidos  por  el  Go- 
bernador General  entre  los  ciento  cincuenta  mayores 
contribuyentes,  residan  ó  no  en  la  capital,  de  diez  y 
seis  suplentes,  ocho  que  no  poseen  esclavos,  hoy  pa- 
trocinados, y  de  un  Secretario  propuesto  por  la  Junta 
y  nombrado  por  el  Gobernador  General. 

Incumbe  á  la  Junta  Central  la  formación  del  padrón 
general  de  esclavos.  Esta  atribución,  dada  la  Ley  de 
13  de  Febrero,  no  puede  -tener  más  objeto  que  deter- 
minar quienes  están  ó  no  comprendidos  en  los  benefi- 
cios de  la  Ley  de  4  de  Julio  al  efecto  de  ser  clasifica- 
dos los  antiguos  esclavos  en  libertos  y  patrocinados. 
A  la  Junta  Central  corresponde  también  formar  las 
listas  y  registros  de  libertos  de  toda  la  Isla  que  fuere 
necesario  formar  ó  que  se  prevenga  en  adelante,  pre- 
via la  aprobación  del  Gobernador  General. — Art.  13  y 
16  del  Reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la  Ley 
de  4  de  Julio  sobre  la  abolición  gradual  de  la  esclavi- 
tud, aprobado  por  Real  Decreto  de  5  de  Agosto  de 
1872. 

329.  Juntas  provinciales. — Con  arreglo  art.  6o 
del  Reglamento  citado,  les  corresponde  cuidar  de  que 
se  cumplan  las  obligaciones  impuestas  á  los  patronos 
por  el  art.  79  de  la  Ley  de  1870;  procurar  que  se  haga 
efectivo  el  pago  de  los  jornales  que  el  art.  8  de  la  Ley 
determina;  procurar  que  la  terminación  del  patronato 
al  cumplir  los  individuos  la  edad  de  22  años  surta 
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todos  sus  efectos;  auxiliar  á  los  libertos  comprendidos 
en  los  artículos  3?  y  59  de  la  Ley;  ejercer  todas  las 
funciones  de  la  cúratela  sobre  los  libertos  menores  de 
22  años  que  no  estén  bajo  patronato;  intervenir  con  su 
aprobación  en  las  estipulaciones  y  actos  de  trasmisión 
del  patronato;  llevar  registros  de  los  individuos  cuya 
protección  les  está  confiada;  cuidar  de  qué  los  patro- 
nos cumplan  sus  obligaciones  respecto  de  los  libertos 
mayores  de  60  años;  entender  en  la  renuncia  y  cam- 
bio de  patronato;  formar  los  padrones,  las  listas  y  los 
registros  que  para  la  aplicación  de  la  Ley  fuesen  ne- 
cesarios; resolver  las  reclamaciones  que  se  hagan  sobre 
exclusión  ó  inclusión  en  las  listas  de  libertos;  dirimir 
las  controversias  entre  patronos  y  clientes. — Si  los  in- 
teresados no  se  conformasen  con  su  decisión,  podrán 
acudir  en  término  de  30  dias  á  la  Junta  Central,  que 
resuelve  sin  ulterior  recurso  en  el  órden  administrati- 
vo. El  que  se  sintiere  agraviado  por  su  resolución, 
tiene  expedito  el  recurso  contencioso-administrativo 
ó  el  contencioso  judicial. — Arts.  7?  y  89del  Reglamen- 
to ya  mencionado. 

SECCION  V. 

FOMENTO  DE  LA  POBLACION. 


330.  Inmigración. — Es  de  interés  público  facili- 
tar el  aumento  de  población,  puesto  que  constituye 
uno  de  los  elementos  de  fuerza  y  prosperidad  para  los 
pueblos.  A  ese  intento  cumple  remover  todos  los 
obstáculos  y  suprimir  todas  las  trabas  que  se  opongan 
á  la  inmigración,  ó  sea,  á  la  entrada  y  permanencia  de 
personas  no  nacidas  en  el  país  de  que  se  trate.  La 
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experiencia  tiene  demostrado  que  las  medidas  pura- 
mente administrativas  encaminadas  á  recomendar  la 
inmigración  no  producen  resultado  alguno,  pues  la  in- 
migración tiene  por  ley  propia  la  expontaneidad  y 
afluye  allí  donde  las  instituciones  dan  de  sí  garantías 
sólidas  á  la  seguridad  personal,  al  trabajo,  á  los  dere- 
chos individuales  y  al  pleno  desarrollo  de  la  actividad. 
En  cuanto  á  la  inmigración  que  debe  favorecerse,  el 
buen  sentido  y  la  experiencia  aconsejan  que  sea  la 
blanca  y  por  familias  para  que  de  esta  suerte  existan 
en  los  inmigrantes  condiciones  de  aptitud,  de  morali- 
dad y  progreso,  y  además  propósito  de  arraigo.  Vamos 
á  examinar  ahora  las  disposiciones  relativas  á  la  inmi- 
gración. 

331.  Inmigración  peninsular. — Por  las  Leyes 
de  Indias  ningún  natural  de  las  Españas  podía  pasar 
á  las  Américas  sin  la  expresa  licencia  del  Rey  ó  de  la 
casa  de  Contratación  de  Sevilla,  Era  tan  rígida  la  Ley 
que  no  eximía  de  la  licencia  ni  á  los  clérigos  y  frailes 
ni  á  los  que  nacidos  en  Indias,  hubieren  ido  á  la  Pe- 
nínsula y  quisieran  regresar  luego  á  su  país  natal. 
Véanse  en  comprobación  La  Ley  1^,  Tít.  XXVI,  Li- 
bro 9?  y  la  Ley  14,  Título  XXVI,  Libro  10  de  la 
Recopilación  de  Indias. — Por  R.  O.  de  24  de  Diciem- 
bre de  1834,  repetida  y  recomendada  en  otra  de  10 
de  Julio  de  1835,  se  dispone  que  cualquiera  particular 
que  haya  de  trasladarse  á  los  dominios  de  Indias  des- 
de la  Península,  haga  una  sumaria  información  en  ex- 
pediente gubernativo  por  ante  el  Subdelegado  de  poli- 
cía del  distrito  ó  partido  á  que  corresponda  el  pueblo 
de  su  domicilio  para  justificar  que,  léjos  de  intentar  el 
abandono  de  su  familia,  ha  obtenido  el  competente 
permiso  para  el  viaje;  que  con  él  no  trata  de  sustraer- 
se á  los  preceptos  de  ninguna  autoridad,  ni  de  huir  del 
servicio  de  las  armas,  ni  de  evadir  el  cumplimiento  de 
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obligaciones,  que  tampoco  tiene  nota  fea  en  virtud  de 
la  cual  pueda  considerarse  como  perjudicial  ó  nocivo 
en  aquellos  dominios,  y  por  último,  que  ningún  impe- 
dimento racional  se  opone  á  que  verifique  el  viaje. — 
En  R.  O.  de  29  de  Julio  de  1838,  se  declara  haber 
acreditado  la  experiencia  que  no  eran  suficientes  los 
requisitos  exigidos  por  las  de  1834  y  35,  se  adicionan 
por  lo  cual  con  las  siguientes  reglas:  1^,  que  los  Jefes 
políticos  no  den  pasaportes  para  Ultramar  á  los  que 
hallándose  en  edad  de  18  á  25  años  no  acrediten  que 
hacen  el  viaje  para  unirse  á  sus  familias,  para  cuidar 
ó  administrar  bienes  que  allí  les  pertenezcan,  ó  para 
algún  otro  objeto  que  descubra  una  causa  forzosa;  2?, 
que  en  los  puntos  de  desembarque  se  les  exija,  además 
del  pasaporte,  testimonio  del  expediente  gubernativos 
á  que  se  refieren  dichas  Reales  Ordenes;  3a,  que  á  los 
españoles  europeos  que  traten  de  embarcarse  para 
Ultramar  en  puertos  extranjeros  no  les  expidan  pasa- 
portes los  Cónsules  si  no  presentan  el  expediente  gu- 
bernativo en  forma;  y  4^,  que  los  Comandantes  milita- 
res de  marina  y  Capitanes  de  puerto  cuiden  de  que  no 
se  permita  desembarcar  en  América  individuos  que 
carezcan  de  la  correspondiente  licencia. — En  R.  O.  de 
2  de  Febrero  dé  1 850,  se  previene  á  los  Gobernadores 
de  las  Provincias  del  litoral  que  pongan  en  conoci- 
miento de  los  Capitanes  y  patrones  de  los  buques  mer- 
cantes de  la  carrera  de  América  que,  en  caso  de  que 
admitan  á  su  bordo  cualquier  pasajero  sin  pasaporte, 
las  autoridades  de  Ultramar  los  obligarán  á  volverlos 
á  la  Península  á  su  costa.  (1) 

332.  Inmigración  extranjera. — Por  las  Leyes 
de  Indias  estaba  vedado  á  los  extranjeros  penetrar  en 

(l)  Por  K.  O.  de  3  de  Diciembre  de  1879,  publicada  en  la  Gaceta  de  la 
Habana  en  3  de  Febrero  de  1880,  se  recomienda  eficazmente  á  los  emigran- 
tes peninsulares  que  se  dirijan  á  esta  Isla  y  que  en  ella  se  establezcan. 
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los  dominios  españoles  del  Nuevo  Mundo.  La  Ley  .7*, 
título  XXVII,  libro  9V  está  concebida  en  estos  térmi- 
nos: ((Ordenamos  y  mandamos  que  ningún  puerto  ni 
parte  de  nuestras  Indias  Occidentales,  Islas  y  Tierra 
Firme  de  los  mares  del  Norte  y  Sur,  se  admita  nin- 
gún género  de  trato,  pena  de  la  vida  y  perdimiento  de 
todos  sus  bienes  á  los  que  contravinieren  á  ésta  nues- 
tra Ley  » — Para  esta  Isla  se  dictó  en  1817  la  cé- 
lebre Real  Cédula  de  21  de  Octubre.  Hé  aquí  sus 
preceptos.  «I9  Todos  los  extranjeros  de  potencias  y 
naciones  amigas,  que  pretendan  establecerse,  ó  que  lo 
estén  ya  en  la  Isla  de  Cuba,  deberán  hacer  constar  que 
profesan  la  religión  católica  romana  y  sin  esta  indis- 
pensable circunstancia  no  se  les  permitirá  domiciliarse 
allí;  29  á  los  admitidos  les  recibirá  el  Gobernador  ju- 
ramento de  fidelidad  y  vasallaje;  39  pasados  los  cinco 
primeros  años  y  obligándose  á  permaneeer  perpetua- 
mente en  la  Isla,  pueden  aspirar  y  se  les  concederá 
todos  los  beneficios  de  la  naturalización;  49  durante 
los  cinco  primeros  años  pueden  llevarse  libremente  los 
bienes  que  hubieran  traido,  pero  de  los  que  hubiesen 
aumentado  han  de  contribuir  con  un  diez  por  ciento; 
59  no  podrán  los  colonos  extranjeros,  durante  los  cinco 
años  de  domicilio,  ejercitarse  en  el  comercio  marítimo 
ni  tener  tienda  ó  almacén,  ni  ser  dueños  de  embarca- 
ciones; pero  podrán  interesarse  en  compañía  ó  sociedad 
en  los  negocios  mercantiles  que  se  hiciesen  por  espa- 
ñoles.))— En  disposiciones  posteriores  como  el  «Bando 
de  Gobernación  y  Policía))  y  la  ((Instrucción  Regla- 
mentaria de  las  formalidades  para  la  llegada,  circula- 
ción y  salida  de  gentes  de  la  Isla  de  Cuba»  de  1850, 
se  reproducen  los  preceptos  restrictivos  de  la  R.  Cé- 
dula de  1817. 

Por  la  Ley  de  Extrangería  de  4  de  Julio  de  1870, 
de  cuyas  disposiciones  nos  hemos  ocupado  en  la  Sec- 
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cion  1^  de  este  capítulo,  se  han  derogado  en  su  mayor 
parte  los  preceptos  de  la  R.  Cédula  antes  mencionada, 
pues  los  extranjeros  pueden  ya  entrar,  residir  y  esta- 
blecerse libremente  en  el  territorio  de  las  provincias 
españolas  de  Ultramar. 

333.  Colonización. — Es  la  inmigración  el  prin- 
cipio generador  de  la  colonización,  pero  no  basta  para 
que  esta  exista,  ya  que  requiere  la  permanencia  y  el 
arraigo  del  inmigrado  en  el  pais,  á  fin  de  que  contribu- 
ya al  progreso  de  la  riqueza  y  al  desenvolvimiento  de 
todos  los  intereses  dignos  de  un  pueblo  culto.  Las  dis- 
posiciones dictadas  en  materia  de  colonización  se  han 
limitado  en  su  mayor  parte  á  realizar  el  propósito  de 
traer  á  esta  Isla  brazos  para  los  trabajos  agrícolas,  co- 
mo ha  sucedido  respecto  de  los  llamados  colonos  asiá- 
ticos. Merece,  sin  embargo,  especial  atención  el  E.  D. 
de  27  de  Octubre  de  1877,  sobre  colonización  de  esta 
Isla,  Pasamos  á  indicar  sus  principales  disposiciones. 
Previénese  al  Gobernador  General  de  Cuba  que  pro- 
ceda á  hacer  un  repartimiento,  no  tan  solo  de  los  bal- 
díos y  realengos,  sino  también  de  los  bosques  del  Es- 
tado que  no  deban  reservarse  para  su  aprovechamiento 
ó  no  sean  susceptibles  de  enagenacion  ventajosa,  los 
terrenos  de  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos,  que  no 
sean  indispensables  al  común  de  vecinos,  y  los  que  ce- 
dan voluntariamente  para  este  fin  los  grandes  propie- 
tarios de  la  Isla,  entre  las  clases  de  personas  expresa- 
das á  continuación:  1*,  licenciados  del  ejército  de  Cuba 
y  voluntarios  movilizados,  ó  que  hayan  asistido  á  fun- 
ción de  guerra;  2*,  vecinos  de  los  pueblos  de  la  Isla 
que  habiendo  permanecido  fieles  al  Gobierno,  hayan 
sufrido  pérdidas  considerables  en  sus  bienes  por  causa 
de  la  guerra;  3*,  individuos  presentados  á  indulto  á 
las  autoridades  y  fuerzas  del  Gobierno.  Cada  suerte 
de  tierra  se  ha  de  componer  del  número  de  hectáreas 
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que  en  la  zona  donde  radique  se  considere  suficiente 
al  mantenimiento  de  un  hombre  que  la  cultive.  Al 
soltero  ó  casado  sin  hijos  se  le  concederán  dos  suer- 
tes; al  casado  con  hijos,  tres  suertes.  Por  circuns- 
tancias especiales  ó  extraordinarios  merecimientos  de 
los  colorios  se  les  podrá  conceder  hasta  cinco  suertes 
que  será  el  máximun.  Las  concesiones  de  terrenos  se 
harán  en  propiedad  y  á  perpetuidad.  Deberán  los 
colonos  recibir  un  título  provisional  y  gratuito,  que 
caducará  á  los  tres  años  si  al  cabo  de  este  tiempo  no 
han  puesto  en  cultivo  las  suertes  respectivas,  las  cua- 
les no  podrán  enagenar  ni  hipotecar  durante  el  men- 
cionado trienio.  Trascurrido  ese  término,  y  justifi- 
cando el  colono  que  ha  roturado  y  cultivado  sus  suertes, 
se  le  cangeará  el  título  provisional  por  otro  definitivo 
y  podrá  disponer  libremente  de  su  propiedad.  Duran- 
te cinco  años,  á  contar  desde  la  fecha  del  segundo 
título,  estará  exento  el  colono  del  pago  al  estado  de 
toda  clase  de  contribuciones  por  las  tierras  que  le  ha- 
yan sido  adjudicadas  y  por  los  edificios  que  en  ellas 
hubiere  construido. — Por  R.  D.  de  29  de  Noviembre 
de  1878,  se  aprobó  el  Reglamento  para  la  ejecución 
de  lo  dispuesto  en  el  R.  D.  de  27  de  Octubre  de  1877 
á  que  nos  acabamos  de  referir. 

Por  R.  O.  de  15  de  Abril  de  1879,  dictada  de  con- 
formidad con  el  parecer  del  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  se  dispuso  que  se  devolviera  al  Gobernador  Ge- 
neral de  esta  Isla  la  solicitud  de  D.  Juan  Secchi  pi- 
diendo autorización  para  introducir  600  indios  vene- 
zolanos en  esta  Antilla.  Fúndase  dicha  R.  O.  en  que 
el  Gobierno  no  debe  intervenir  en  lo  que  se  relacione 
á  la  inmigración  de  extranjeros,  puesto  que  debe  re- 
gir en  este  asunto  la  Ley  de  4  de  Julio  de  1870  y  de- 
jarse á  la  iniciativa  particular,  limitándose  la  inter- 
vención oficial  á  la  inspección  y  vigilancia  para  el 
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cumplimiento  de  las  disposiciones  generales  que  sobre 
la  materia  se  han  dictado  y  se  hallan  vigentes. 

SECCION  VI. 

LA  SANIDAD. 


334.  Deber  de  la  Administración. — Es  la  con- 
servación de  la  salubridad  pública  una  de  las  primeras 
obligaciones  que  reclaman  el  celo  y  la  diligencia  de  la 
Administración,  si  ésta  ha  de  corresponder  á  su  obje- 
to y  fin,  ó  sea  el  beneficio  de  los  Administradores. 
Y  es  tanta  su  importancia  que  no  sólo  el  Estado  sino 
también  la  Provincia  y  el  Municipio  deben  prestarle 
atención  preferente,  como  lo  indica  el  art.  80  de  la 
Ley  provincial  y  el  70  de  la  Ley  municipal. 

335.  Legislación  vigente. — El  «Reglamento  ge- 
neral para  el  régimen  económico  y  administrativo  del 
ramo  de  Sanidad  de  esta  Isla.»  de  1874;  circulares  de 
11  de  Octubre  de  1871  y  30  de  Setiembre  de  1873  y 
resolución  del  Grobierno  General  de  12  de  Marzo 
de  1879. 

336.  Organización.    I.   Juntas  municipales. 

— En  cada  municipio  de  la  Isla  ha  de  existir  una  Jun- 
ta de  Sanidad  con  la  denominación  de  ((Municipal.» 
Las  Juntas  municipales  se  dividen  en  «litorales  y  te- 
rritoriales.» Las  primeras  pertenecen  á  los  puertos 
habilitados,  ó  que  en  adelante  se  habiliten;  las  segun- 
das á  todas  las  poblaciones  del  interior.  Están  com- 
puestas del  Alcalde  municipal,  Presidente;  del  Capi- 
tán del  Puerto  y#el  Administrador  de  la  Aduana  en 
las  litorales;  de  un  Comerciante;  del  Cura  párroco  más 
antiguo;  de  un  Propietario;  de  un  Arquitecto  ó  Maes- 
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tro  de  obras;,  de  un  Industrial;  de  dos  Médicos;  del 
Inspector  de  cementerios,  donde  lo  hubiere,  y  del 
Subdelegado  más  antiguo;  de  un  Farmacéutico;  de  un 
Veterinario  de  primera  clase  y  de  un  Secretario  facul- 
tativo con  voz  y  voto,  que  lo  será  en  las  litorales  el 
Médico  de  la  visita  de  naves,  y  donde  hubiere  dos  el 
segundo;  y  en  las  territoriales  un  Profesor  de  buena 
reputación.  Cuando  por  la  naturaleza  de  la  población 
no  sea  posible  la  designación  de  los  vocales  expresados, 
se  compondrán  las  Juntas  del  número  que  esté  en 
aptitud.  Los  Vocales  de  la  Junta  municipal  son  pro- 
puestos por  el  Alcalde. 

337.  Diputaciones  sanitarias  de  los  puertos. 
La  forman  el  Alcalde  municipal,  Presidente,  el  Capi- 
tán del  Puerto,  Vice- Presidente,  el  Comerciante  Vocal 
de  la  Junta  municipal,  uno  de  los  Médicos  de  la  mis- 
ma, el  Médico  que  esté  de  turno  en  la  visita  de  naves, 
donde  haya  dos  ó  más  y  un  Secretario  que  lo  será  el 
de  la  Junta  municipal. 

338.  II.  Juntas  provinciales. — En  cada  capi- 
tal de  Provincia  habrá  una  Junta  de  Sanidad  con  la 
denominación  de  ((Provincial)).  La  forman:  el  Gober- 
nador Civil,  Presidente,  un  Diputado  provincial,  Vice- 
presidente, el  Jefe  económico,  un  Hacendado,  un  Co- 
merciante, un  Industrial,  un  Arquitecto,  dos  Médicos 
de  concepto,  un  Farmacéutico,  el  Subdelegado  de  vete- 
rinaria y  un  Secretario  facultativo  con  voz  y  voto, 
Doctor  en  medicina  v  cirujía.  Los  Vocales  serán  pro- 
puestos por  los  Gobernadores. 

339.  III.  Junta  Superior  de  Sanidad. — Radi- 
ca en  la  capital  de  la  Isla  y  la  forman  el  Gobernador 
General,  Presidente,  el  Secretario  del  Gobierno  Ge- 
neral, Vice-Presidente,  y  cuando  no  un  alto  empleado, 
cesante  ó  jubilado  de  Administración  pública,  el  Sub- 
director de  Hacienda,  un  Consejero  de  Administración, 
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el  Jefe  de  la  Sanidad  Militar,  el  Jefe  de  Sanidad  de 
la  Armada,  dos  Comerciantes  navieros  ó  importadores, 
dos  individuos  que  representen  á  la  propiedad,  dos 
que  representen  á  la  industria,  un  Ingeniero  civil,  dos 
Profesores  médicos  de  concepto,  dos  Profesores  farma- 
céuticos y  un  Secretario  Vocal  con  voz  y  voto,  que 
sea  Doctor  en  medicina  y  cirujía. — El  Gobernador 
General  nombra  los  Vocales  de  la  Junta  Superior. 

340.  Tratamientos. — La  Junta  Superior  de  Sa- 
nidad tiene  en  cuerpo  el  tratamiento  de  «Excelencia,)) 
y  sus  Vocales  el  de  ((Señoría.»  lo  mismo  que  los  de 
todas  las  demás,  así  provinciales  como  municipales. 

341.  Duración  del  cargo  de  Vocal. — Dura  dos 
años,  pudiendo  ser  reelegidos  aquellos  que  se  hayan 
distinguido  en  el  servicio.  Exceptúanse  los  Vocales 
que  sirvan  plazas  retribuidas. 

342.  Orden  gerárquico. — Las  Juntas  municipa- 
les se  entenderán  para  todos  los  actos  del  servicio  «con 
las  provinciales  y  estas  con  la  superior. — Resolución 
Gobierno  General  de  12  de  Marzo  de  1879. 

343.  IV.  Objetos  y  deberes  de  las  Juntas  de 
Sanidad. — Su  objeto  principal  es  la  conservación  de 
la  salud  pública,  á  cuyo  fin  procurarán  impedir  en  sus 
respectivos  distritos  la  introducción  por  mar  ó  por  tie- 
rra de  las  enfermedades  contagiosas  ó  pestilenciales, 
empleando  las  medidas  mas  oportunas  y  eficaces  para 
sofocarlas  en  su  origen,  evitar  su  propagación  ó  ate- 
nuar su  intensidad,  cuando  desgraciada  é  inesperada- 
mente se  presentasen.  Se  ocuparán  además,  excitando 
la  Junta  Superior  el  celo  de  los  Cuerpos  facultativos, 
con  cuyo  auxilio  debe  contar  y  consultando  las  subal- 
ternas á  los  peritos  de  su  jurisdicción,  en  tratar  de 
conseguir  que  las  simplemente  epidémicas  y  de  carác- 
ter ordinariamente  benigno,  así  como  las  estacionales 
que  en  virtud  de  la  constitución  médica  reinante  ó  por 


otras  diversas  causas  se  manifestasen  con  tal  gravedad 
que  alarmen  al  vecindario,  lleven  el  curso  ménos  fu- 
nesto que  sea  dable.  Examinarán  todas  las  necesida- 
des y  mejoras  que  reclame  una  buena  policía  de  salu- 
bridad, para  proponer  á  quien  corresponda  los  medios 
de  llenar  las  primeras  y  de  obtener  las  liltimas.  Cui- 
darán también  de  proponer  á  las  autoridades  locales 
todas  las  medidas  concernientes  á  la  mayor  limpieza 
y  salubridad  de  las  poblaciones,  contando  entre  aque- 
llas el  que  no  se  acumulen  principios  de  infección, 
como  aguas  estancadas,  amontonamiento  de  materias 
animales  y  vegetales  en  putrefacción,  reunión  de  mu- 
chos pobres  ó  gente  vaga  en  estrechos  recintos,  ente- 
rramiento dentro  ó  muy  cerca  de  poblado  y  otras  cau- 
sas semejantes.  Estará  además  á  su  cargo  cuidar  de 
la  conservación  y  de  la  propagación  de  la  vacuna  pro- 
curando por  todos  los  medios  que  le  sugiera  el  mas 
ardiente  celo  sostener  continuamente  en  trasmisión  tan 
precioso  antídoto.  Han  de  cuidar  igualmente  de  la 
formación  de  la  estadística  de  la  mortalidad.  Corres- 
pondiendo al  instituto  sanitario  velar  sobre  cuanto  se 
refiere  á  la  salud  pública,  pueden  ser  consultadas  las 
Juntas  por  la  autoridad  civil,  siempre  y  cuando  se  tra- 
te de  creación  de  hospitales,  cárceles,  hospicios,  mer- 
cados, rastros,  talleres  ó  fábricas  de  objetos  cuyas 
emanaciones  puedan  ser  ofensivas  á  la  salud  del  vecin- 
dario. Las  Juntas  de  Sanidad  están  en  la  obligación 
de  saber  el  estado  de  la  salud  pública  en  sus  respecti- 
vos distritos,  tocando  á  la  Superior  del  ramo  hallarse 
constantemente  instruida  del  de  la  de  toda  la  Isla. — 
Arts.  1,  2,  3,  4,  5  y  6  del  Reglamento.— (Capítulo  1?) 

344.  Visita  de  sanidad  á  los  buques. — Para 
precaver  la  introducción  por  la  vía  marítima  de  enfer- 
medades pestilenciales  ó  contagiosas  la  Diputación 
sanitaria  cuidará  con  el  mayor  celo  y  escrupulosidad 


—  238  — 


de  cerciorarse  no  solo  del  estado  de  salud  de  la  dota- 
ción y  pasajeros  de  todo  buque  que  entre  en  el  puerto 
de  su  dependencia,  sino  que  al  mismo  tiempo  se  ins- 
truirá de  todas  aquellas  circunstancias  que  hayan  ocu- 
rrido durante  la  navegación  y  en  las  que  ó  bien  la 
gente  de  á  bordo  ha  podido  recibir  un  contagio  por 
recalada  ó  comunicación  con  otro  buque  ó  bien  se  ha 
densuelto  expontáneamente  entre  ellos  una  infección 
morbosa. — Art.  I9,  capítulo  29  del  Reglamento.  (1) 

345.  Cuarentenas  marítimas. — Es  el  tiempo 
determinado  por  la  ley  que  han  de  estar  incomunica- 
dos el  buque,  personas  y  efectos  cuando  proceden  de 
un  punto  invadido  por  enfermedades  contagiosas. — 
Son  de  dos  clases:  de  rigor  y  de  observación. — Las 
primeras  duran  veinte  dias,  si  miéntras  tanto  no  ocu- 
rren accidentes;  el  término  de  las  segundas  es  de  quin- 
ce y  siete  dias  á  lo  ménos.  Procede  la  cuarentena  de 
observación  por  siete  dias  cuando  los  motivos  fueren 
leves,  en  cuyo  caso  no  se  purificarán  los  efectos  por 
medio  de  la  ventilación;  pero  si  los  motivos  fuesen  de 
entidad,  serán  cuando  menos  de  quince  los  dias  de  ob- 
servación. En  este  término  se  ventilarán  y  purificarán 
las  camas,  ropa  de  uso  y  equipaje  de  la  dotación  y  pa- 
sajeros.— Las  cuarentenas  de  rigor  corresponden  siem- 


(í)  Por  el  Gobierno  General  está  dispuesto:  1?  Que  en  los  puertos  de 
esta  Isla  no  se  pase  la  visita  de  Sanidad  á  los  buques  hasta  que  estos  se  ha- 
llen fondeados.  2?  Que  las  Diputaciones  de  puerto,  al  pasar  la  visita  de 
Sanidad,  no  entiendan  con  nadie  más  que  con  el  Capitán  ó  Comandante  del 
barco  ó  con  el  segundo  de  á  bordo,  cuando  esté  enfermo  aquel  y  no  pueda 
salir  á  la  escala  ó  portalón.  3?  Que  cuando  el  equipaje  de  un  buque  ex- 
ceda de  cincuenta  personas,  se  excuse  su  presencia  á  la  borda,  y  que  el  Ca- 
pitán, bajo  su  única  y  exclusiva  responsabilidad,  manifieste  en  declaración 
jurada  las  novedades  que  hubiese  tenido  ó  tuviese  el  barco;  y  4?  Que  ex- 
cepto en  los  casos  ya  prevenidos  por  el  Gobierno  Supremo,  la  visita  de  Sa- 
nidad no  se  pase  más  que  de  sol  á  sol,  conforme  previene  el  Reglamento. — 
Resolución  de  13  de  Noviembre  de  1882,  Gaceta  del  18. 
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pre  que  proceda  la  embarcación  de  puntos  apestados  ó 
en  que  reine  epidémicamente  alguna  enfermedad  con- 
tagiosa, y  cuando  accidentalmente  se  haya  desenvuelto 
á  bordo  un  tifus  ú  otra  de  las  enfermedades  contagio- 
sas ó  de  infección  miasmática. — Arts.  1?,  2?  y  3?  cap. 
3  del  Reglamento. 

346.  Expurgo. — Inmediatamente  que  se  dispon- 
ga la  cuarentena  de  rigor,  se  practicarán  las  diligencias 
conducentes  á  expurgar  el  cargamento  del  buque  que 
estará  purificándose  mientras  subsista  aquella.  Para 
que  el  expurgo  de  los  cargamentos  de  los  buques  pro- 
cedentes de  puertos  apestados  ó  de  aquellos  en  que  sin 
esa  circunstancia  se  hubiese  desenvuelto  una  enferme- 
dad contagiosa  ó  pestilencial  se  verifique  con  la  breve- 
dad y  perfección  posibles,  se  practicará  aquel  ya  en  los 
mismos  buques  conductores,  ya  en  los  pontones  desti- 
nados á  ese  efecto  ó  ya  simultáneamente  en  unos  y 
otros,  según  la  naturaleza  y  magnitud  de  los  carga- 
mentos.— Artsículos  l9  y  2?,  capítulo  4?  del  Regla- 
mento. 

347.  Lazaretos. — Lugares  en  que  son  puestas  á 
observación  las  personas,  equipajes  y  aun  mercancías 
procedentes  de  países  infestados. — Hay  dos  en  esta 
Isla:  Mariel  y  Santiago  de  Cuba.  A  ellos  se  dirigirán 
los  buques  que  habiendo  entrado  en  otros  puertos  de 
la  Isla,  tengan  que  sufrir  una  cuarentena  de  rigor. 
Pasarán  á  los  Lazaretos  para  su  mejor  asistencia  los 
enfermos  de  la  dotación  y  todos  los  pasajeros  de  un 
buque  procedente  de  un  punto  apestado  ó  á  cuyo  bor- 
do se  hubiere  desenvuelto  accidentalmente  un  tifus  ú 
otra  enfermedad  contagiosa  ó  de  infección  miasmática, 
durante  su  navegación  ó  estando  el  buque  en  cua- 
rentena.— Artículos  l9  y  29,  capítulo  5?  del  Regla- 
mento. 

348.  Inspección  del  ganado  importado;  re- 


—  240  — 


glas  y  tarifa.  (1) — 1*  La  inspección  del  ganado  que 
se  importe  por  el  puerto  de  la  Habana  se  ha  de  com- 
poner de  dos  Profesores  veterinarios  de  1*  clase  que 
devengarán  los  derechos  que  se  señalan  en  la  tarifa, 
divisibles  entre  ámbos  por  iguales  partes.  En  los  de- 
más puertos  habrá  un  Veterinario  ó  Albéitar  que  per- 
cibirá la  mitad  de  los  derechos  que  señala  la  tarifa. — 
2?  Tan  pronto  como  llegue  un  buque  conduciendo 
ganado  habrá  de  situarse  en  el  muelle  destinado  á  la 
descarga,  estando  obligados  sus  consignatarios  á  avisar* 
á  los  Inspectores  veterinarios,  para  que  presencien  el 
alijo.  Verificado  éste  y  conducido  el  ganado  á  los 
corrales  destinados  al  efecto,  la  Inspección  veterinaria 
pedirá  al  Capitán  del  buque  el  número  exacto  de  reses 
que  conduce,  procediendo  inmediatamente  al  reco- 
nocimiento prevenido. — 3^  Cuando  el  buque  conduz- 
ca ganado  caballar  ó  mular,  la  Inspección  veterinaria 
pasará  á  bordo,  donde  precisamente  habrá  de  verifi- 
carse el  reconocimiento. — 4?"  Practicada  la  operación 
con  la  mayor  escrupulosidad,  lo  acreditarán  los  Ins- 
pectores con  certificados  que  expidan,  en  los  que  se 
consignará  el  nombre  del  buque  importador,  su  proce- 
dencia y  número  de  animales  que  conduzca,  expli- 
cando los  que  por  enfermedad  contagiosa,  cuya  clase 
también  se  hará  constar,  se  hayan  de  separar  para  ser 
inmediatamente  inutilizados,  enterrándolos  ó  quemán- 
dolos en  parajes  donde  no  puedan  producir  esos  actos 
daños  á  la  población. — 5^  Cuando  haya  razonable  te- 
mor de  nuevos  casos  de  enfermedad  contagiosa  en  el 
resto  del  ganado,  se  sujetará  éste  á  una  observación 
en  un  sitio  aislado,  cuya  duración  mínima  será  de  sie- 
te dias;  y  será  obligación  de  la  Inspección  dar  un  par- 


(1)  Kesolucion  del  Gobierno  General  de  25  de  Noviembre  de  1881. — 
Gaceta  del  26. 


te  diario  á  la  Junta  municipal  de  Sanidad,  expresivo 
del  estado  de  las  reses,  para  que  en  su  vista  proceda 
la  misma  á  lo  que  haya  lugar. — 6^  Los  certificados 
serán  por  triplicado  remitiéndose  uno  al  Gobierno  Ci- 
vil, otro  á  la  Secretaría  de  la  Junta  municipal  de  Sa- 
nidad y  otro  al  dueño  del  ganado  para  que  le  sirva  de 
gobierno. — 7*  Las  infracciones  se  castigarán  con 
arreglo  al  Código  penal. — Por  la  visita  á  bordo  de  un 
buque  que  conduzca  ganado  caballar  ó  mular,  se  abo- 
•  narán  á  cada  Profesor  veterinario,  cinco  pesos  en  oro. 
Por  el  reconocimiento  de  cada  caballo,  cincuenta  centa- 
vos. Por  el  de  cada  mulo  veinte  y  cinco.  Por  la  visi- 
ta de  un  buque  que  conduzca  ganado  vacuno,  tres  pe- 
sos. Por  el  reconocimiento  de  cada  res  vacuna  diez 
centavos. 
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CAPITULO-  II. 


De  las  elecciones. 


SECCION  I. 

ELECCIONES  MUNICIPALES. 

349.  Ley  vigente. — Es  la  electoral  de  20  de 
Agosto  de  1870  con  las  modificaciones  introducidas 
por  la  de  16  de  Diciembre  de  1876  y  las  que  se  des- 
prenden de  la  municipal  publicada  en  esta  Isla. 

350.  I.  Quiénes  son  electores. — 1?  Los  ve- 
cinos cabezas  de  familia  con  casa  abierta  que  lleven 
dos  años  por  lo  ménos  de  residencia  fija  en  el  Térmi- 
no municipal  y  vengan  pagando  (1)  por  bienes  propios 
(2)  alguna  cuota  (3)  de  contribución  de  inmuebles, 

(1)  No  es  indispensable  satisfacer  la  cuota  contributiva;  basta  que  se 
baya  devengado. — Eesolucion  Gobierno  General  comunicada  al  Civil  de 
Puerto-Príncipe  en  telégrama  de  28  Agosto  1878. 

(2 )  Se  consideran  además  bienes  propios:  respecto  del  marido  los  de  su 
mujer,  mientras  subsista  la  sociedad  conyugal;  respecto  de  los  padres,  los 
de  sus  hijos  que  legítimamente  administren;  respecto  de  los  hijos,  los  suyos 
propios  cuyo  usufructo  tuvieren  por  cualquier  concepto. — Art.  5V,  último 
párrafo. — Ley  electoral. 

(3)  Por  la.  2?  de  las  disposiciones  transitorias  que  acompañaron  á  la  Ley  • 
municipal  se  estableció  que  "en  tanto  no  se  publicara  la  Ley  electoral  á  que 
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cultivo,  (1)  ganadería,  ó  de  subsidio  industrial  ó  de 
comercio,  (2)  con  un  año  de  anterioridad  á  la  forma- 
ción de  las  listas  electorales. 

2?  Los  que  acrediten  ser  empleados  civiles  del 
Estado,  la  Provincia  ó  el  Municipio  en  servicio  activo. 
Han  de  acreditar  también  la  residencia  fija  de  dos 
años.  Es  de  advertirse  que  los  individuos  de  la  clase 
de  subalternos  no  tienen  el  carácter  de  empleados  pú- 
blicos. Pertenecen  á  dicha  clase  todos  los  que  presten 
un  servicio  puramente  material,  cualquiera  que  sea  la 
asignación  ó  premio  que  se  les  señale. — Arts.  14  y  15, 
R.  D.  de  3  de  Junio  de  1866.  Conforme  al  proyecto  de 
Ley  de  que  se  habla  en  la  página  43,  no  tienen  el  ca- 
rácter de  empleados  públicos  los  que  sirvan  plazas  do- 
tadas con  sueldo  inferior  á  300  pesos  anuales. — Art.  5. 

3?  Los  cesantes,  con  haber  por  clasificación,  jubi- 
lados ó  retirados  del  Ejército  ó*  Armada.  Han  de 
acreditar  igualmente  la  residencia  fija  de  dos  años. 

4?    Los  mayores  de  edad  que  llevando  dos  años  por 

se  refiere  el  art.  40,"  fueran  electores  los  que  vinieran  pagando  la  cuota  de 
cinco  pesos.  A  pesar^de  haberse  publicado  en  la  Gaceta  de  la  Habana  la  Ley 
electoral  en  16  de  Agosto  de  1878,  se  mandó  por  el  Gobierno  General  en  28 
de  Enero  de  1881,  continuara  rigiendo  la  mencionada  disposición  transi- 
toria. 

(1)  Por  resolución  del  Gobierno  General  de  19  de  Setiembre  1878  se  dis- 
pone que  en  todo  arrendamiento  ó  aparcería  se  imputen  los  dos  tercios  de 
la  contribución  al  propietario  y  el  tercio  restante  al  colono  ó  colonos,  como 
se  preceptúa  en  el  art.  18  de  la  Ley  electoral  para  Diputados  á  Cortes. 

(2)  Conforme  á  la  resolución  del  Gobierno  General  de  29  de  Agosto  de 
1878,  para  incluir  en  las  listas  y  censo  electoral  los  socios  de  compañías 
mercantiles,  deberán  reclamar  los  gerentes  la  inclusión  de  aquellos,  si  reú- 
nen las  condiciones  de  electores,  presentando  al  efecto  en  el  respectivo 
Ayuntamiento  una  nota  expresiva  del  tanto  por  ciento  que  á  cada  socio 
corresponda  en  las  utilidades  de  la  sociedad,  á  fin  de  que  con  este  dato  y  el 
de  la  contribución  total  que  la  referida  sociedad  satisfaga,  se  haga  el  corres- 
pondiente prorateo  que  demuestre  si  los  socios  deben  ó  no  ser  comprendidos 
en  las  listas  de  electores  y  elegibles. — A  la  sombra  de  esta  disposición  pue- 
den cometerse  y  se  han  cometido  no  pocos  fraudes  y  abusos. 
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lo  ménos  de  residencia  en  el  Término  municipal,  jus- 
tifiquen su  capacidad  profesional  ó  académico  por  me- 
dio de  un  título  oficial. 

En  los  pueblos  menores  de  cien  vecinos,  todos  ellos 
son  electores,  sin  mas  excepciones  que  las  generales 
que  pasamos  á  exponer. — Art.  Io 

351.  Excepciones. — 1*  Los  que  por  sentencia 
ejecutoria  estén  privados  del  ejercicio  de  derechos  po- 
líticos. 

2?  Los  que  ai  verificarse  las  elecciones  se  hallen 
procesados  criminalmente,  si  contra  ellos  se  hubiese 
dictado  auto  de  prisión  y  no  la  hubieren  subrogado 
con  fianza  en  los  casos  en  que  sea  admisible  con  arre- 
glo á  derecho. 

3^  Los  sentenciados  á  pena*»  aflictivas  ó  correccio- 
nales, mientras  no  hayan  extinguido  sus  condenas  y 
obtenido  rehabilitación  con  arreglo  á  las  leyes. 

4r  Los  que  careciendo  de  medios  de  subsistencia, 
reciban  esta  en  establecimientos  benéficos  ó  los  que 
se  hallen  empadronados  como  mendigos  y  autorizados 
por  los  municipios  para  implorar  la  caridad  pública. — 
Art.  2? 

352.  II.  Quiénes  son  elegibles. — Son  elegi- 
bles para  Concejales: 

l9  En  las  poblaciones  mayores  de  mil  vecinos  los 
electores  que,  además  de  llevar  cuatro  años  por  lo  mé- 
nos  de  residencia  fija  (1)  en  el  Término  municipal, 
paguen  una  cuota  directa  de  las  que  comprenden  en 
la  localidad  los  dos  primeros  tercios  de  las  listas  de  con- 
tribuyentes por  el  impuesto  territorial  y  por  el  de  sub- 
sidio industrial  y  de  comercio. 

(1)  "Ha  de  entenderse  continua  y  sin  interrupción;  no  pudiendo  acumu- 
larse los  diversos  períodos  de  tiempo  de  residencia  en  un  pueblo  para  com- 
pletar el  que  la  Ley  señala." — Orden  del  Ministerio  de  la  Gobernación  de 
17  de  Febrero  de  1873. 


—  245  — 


29  En  los  municipios  menores  de  mil  y  mayores 
de  cuatrocientos  vecinos,  los  electores  que,  además  de 
llevar  cuatro  años  por  lo  ménos  de  residencia  fija  en 
el  Término,  satisfagan  cuotas  comprendidas  en  los 
primeros  'cuatro  quintos  de  las  listas  de  contribuyentes 
por  el  impuesto  territorial  y  por  el  de  subsidio  Indus- 
trial y  de  Comercio. 

39  En  los  pueblos  que  no  excedan  de  cuatrocientos 
vecinos,  son  elegibles  todos  los  electores. 

4V  Todos  los  que  contribuyan  con  cuota  igual  á  la 
mas  baja  que  en  cada  Término  municipal  corresponda 
pagar  para  serlo, — conforme  á  lo  expuesto. 

5o  Los  que  siendo  vecinos  paguen  alguna  cuota  de 
contribución  y  acrediten  por  medio  de  título  oficial  su 
capacidad  profesional  ó  académica. 

6°  Los  que  acrediten  que  sufren  descuento  en  los 
haberes  que  perciben  de  fondos  generales,  provinciales 
ó  municipales,  siempre  que  el  importe  del  descuento 
se  halle  comprendido  en  la  proporción  ya  marcada  para 
los  elegibles  en  las  poblaciones  de  mil  y  cuatrocientos 
vecinos  respectivamente. 

Se  estimará  la  cuota  acumulando  las  que  satisfagan 
los  contribuyentes  dentro  y  fuera  del  pueblo  por  im- 
puesto directo  del  Estado  y  por  recargos  municipa- 
les. (1) 


(1)  Por  R.  0.  de  18  de  Enero  de  1882  se  ha  resuelto,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Estado,  la  consulta  hecha  por  el  Gobernador  Civil  de  la  Provin- 
cia de  la  Habana  acerca  de  la  significación  de  la  palabra  pueblo  que  contie- 
ne el  párrafo  5?.  art.  6  de  la  Ley  electoral  municipal  y  de  si  ha  de  contribuir 
el  elector  ó  elegible  dentro  del  pueblo  en  cuyas  listas  figure,  "en  el  sentido 
"de  que  la  palabra  pueblo  se  usa  en  el  texto  consultado  en  la  acepción  de 
"Término  municipal  y  en  el  que  basta  que  el  elector  ó  elegible  contribuya 
"con  la  cuota  legal  necesaria  para  serlo,  bien  la  pague  en  el  Término  mu- 
"nicipal  en  cuyas  listas  figure,  bien  en  cualquiera  otro  de  la  Provincia  co- 
rrespondiente ó  de  la  Isla." 
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Para  computar  la  contribución  á  los  elegibles,  se 
considerarán  bienes  propios;  respecto  de  los  maridos 
los  de  sus  mujeres,  mientras  subsista  la  sociedad  con- 
yugal; respecto  de  los  padres,  los  de  sus  hijos  que  le- 
gítimamente administren;  respecto  de  los  'hijos,  los 
suyos  propios  cuyo  usufructo  tuvieren  por  cualquier 
concepto. — Art.  69 

353.  Incapacidades. — No  pueden  ser  elegi- 
dos: 

1?  Los  que  desempeñen  ó  hayan  desempeñado  tres 
meses  antes  de  las  elecciones  cargo  ó  Comisión  de 
nombramiento  del  Gobierno,  con  ejercicio  de  autori- 
dad, en  la  Provincia,  distrito  ó  localidad  donde  se  ve- 
rifiquen.— Art.  79 

29  Los  Diputados  provinciales  ó  á  Cortes  y  los 
Senadores. 

39  Los  Jueces  de  Paz,  Notarios  y  otras  personas 
que  desempeñen  cargos  públicos  declarados  incompati- 
bles con  el  de  Concejal  por  leyes  especiales. 

40  Los  que  desempeñen  funciones  públicas  retri- 
buidas, aun  cuando  hayan  renunciado  el  sueldo.  Los 
Catedráticos  de  Universidad  ó  Instituto  podrán  ser 
Concejales  en  las  poblaciones  donde  desempeñen  sus 
destinos. 

59  Los  que  directa  ó  indirectamente  tengan  parte 
en  servicios,  contratas  ó  suministros  dentro  del  Tér- 
mino municipal  por  cuenta  de  su  Ayuntamiento,  de 
la  Provincia  ó  del  Estado. 

6?  Los  deudores  como  segundos  contribuyentes  á 
los  fondos  municipales,  provinciales  ó  generales,  con- 
tra quienes  se  haya  expedido  apremio. 

7?  Los  que  tengan  contienda  administrativa  ó 
judicial  pendiente  con  el  Ayuntamiento  ó  con  los 
establecimientos  que  se  hallan  bajo  su  dependen- 


—  247  — 

cia  ó  administración. — Artículo  43  Ley  Munici- 
pal.  (1) 

8?    Los  contratistas  y  sus  fiadores  de  obras  y  ser- 
vicios públicos,  que  se  paguen  con  fondos  del  Munici 
pió, -de  la  Provincia  ó  del  Estado,  ni  los  Administrado- 
res de  dichas  obras  y  servicios. 

99  Los  recaudadores  de  contribuciones  y  sus  fia- 
dores. 

10.  Los  deudores  al  Estado  que  lo  sean  por  cual- 
quier clase  de  contrato. 

11.  No  solo  los  deudores  en  concepto  de  segundos 
contribuyentes y  sino  también  los  fiadores  y  mancomu- 
nados. 

12.  Los  que  reciban  sueldo  del  Municipio. — Ari 
89,  incisos  1,  2,  3  y  4,  Ley  municipal. 

354.  Incapacidad  posterior  á  la  elección. — 

En  cualquier  tiempo  en  que  después  de  la  elección, 
un  elector  adquiera  alguna  de  las  cualidades  expresa- 
das, la  incapacidad  que  cada  una  de  ellas  lleva  consigo 
producirá  su  efecto  y  aquel  en  quien  se  halle  perderá 
inmediatamente  el  cargo. — Art.  8?,  último  párrafo,  Ley 
electoral. 

A  quien  toca  declararla. — Al  Ayuntamiento  res- 
pectivo corresponde  conocer  en  primer  término  de  las 
incapacidades  que  se  adquieran  ó  descubran  pasado  el 
periódo  electoral  y  en  apelación,  la  Comisión  provin- 
cial,— R  O.  de  4  de  Diciembre  de  1879. 

355.  Incompatibilidades. — Si  bien  con  arreglo  al 
artículo  15  de  la  Ley  electoral  el  cargo  de  Concejal  es 
incompatible  con  todo  destino  retribuido  por  el  Gobier- 


(1)  Aunque  algunos  de  los  casos  enumerados  pudieran  ser  considerados 
corno  de  incompatibilidad  y  no  de  incapacidad,  sin  embargo,  disipa  toda 
duda  el  artículo  9?  de  la  Ley  electoral  por  cuanto  á  que  dispone  que  no  pue- 
den ser  elegidos  Concejales  los  comprendidos  en  el  art.  43  de  la  Ley  muni- 
cipal. 
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no  ó  por  la  Casa  Real;  y  con  los  de  Notario  público  y 
Juez  de  Paz  de  su  respectivo  distrito  ó  colegio  electo- 
ral; con  todo  empleo  retribuido  de  fondos  provinciales 
ó  municipales  y  con  el  de  Diputado  provincial,  es  de 
advertirse,  sin  embargo,  que,  según  hemos  indicado 
ya,  el  artículo  99  de  la  misma  Ley  electoral  prescribe 
que  los  casos  referidos  sean  de  incapacidad  y  no  de  in- 
compatibilidad. 

356.  III.  Listas  electorales. — A  los  Ayunta- 
mientos toca  formarlas  con  arreglo  al  padrón  de  vecin- 
dad.— Deben  fijarlas  al  público  durante  los  quince  dias 
primeros  del  octavo  mes  de  cada  año  (Febrero),  á  fin 
de  que  los  interesados  tengan  conocimiento  de  ellas  y 
puedan  hacer  las  reclamaciones  de  inclusión  ó  de  ex- 
clusión que  juzguen  oportunas.  (1) — Art.  22,  Ley 
electoral. 

257. — Reclamaciones. — Han  de  hacerse  ante  el 
Ayuntamiento  respectivo  en  la  primera  quincena  del 
octavo  mes  de  cada  año  [Febrero],  debiendo  resolver 
acerca  de  ellas  por  mayoría  de  votos,  en  lo  que  reste 
del  citado  mes,  y  consignándose  en  el  libro  de  actas  el 
acuerdo  que  tome  respecto  á  cada  interesado,  á 
quien  se  comunicará  por  escrito  inmediatamente. — 
Art.  26. 

Los  que  se  creyesen  agraviados,  podrán  recl amal- 
ante la  Comisión  provincial,  la  que,  oyendo  al  interesa- 
do, en  los  primeros  quince  días  del  noveno  mes  del 
año  económico  (Marzo). — El  mismo  artículo.  (2) 

De  estas  resoluciones  puede  establecerse  el  recurso 
de  apelación  ante  la  Audiencia  del  territorio,  que  lo 
sustanciará  y  determinará,  oyendo  á  las  partes  y  al 


(í)  La  omisión  da  origen  á  responsabilidad  penal.— Art.  173,  inciso  6?, 
Ley  electoral. 

(2)   Téase  "Recursos  contra  los  acuerdos  de  la  Comisión  provincial." 
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Ministerio  fiscal,  en  los  restantes  dias  del  citado  mes. 
— El  mismo  artículo. 

Todo  vecino  podrá  reclamar  igualmente  la  inclusión 
ó  exclusión  de  electores  ante  el  Ayuntamiento  de  su 
municipio  y  aducir  las  pruebas  para  apoyar  su  recla- 
mación, pudiendo  del  mismo  modo  alzarse  de  las  pro- 
videncias que  sobre  ellas  recaigan  ante  la  Comisión 
provincial. — El  alcalde  dará  recibo  de  las  solicitudes 
que  se  le  entreguen. — Art.  27. 

358.  Documentos  para  acreditar  la  capaci- 
dad ó  incapacidad  electoral. — Así  los  Tribunales 
de  justicia  y  demás  Autoridades  judiciales  ó  adminis- 
trativas, como  los  Curas  párrocos,  expedirán  grátis  y 
en  papel  de  oficio,  cualquiera  clase  de  documentos  que 
necesite  el  elector  ó  vecino  para  acreditar  su  capaci- 
dad ó  la  capacidad  ó  incapacidad  de  otros  electores. — 
Han  de  pedirse  por  medio  de  solicitudes,  expresándo- 
se el  objeto  con  que  se  piden,  sin  que  puedan  utilizarse 
con  otro  fin, — Art.  28.  (1) 

359.  Publicación  de  las  listas  ultimadas. — 
Durante  los  primeros  quince  dias  del  décimo  mes  de 
cada  año  económico  (Abril)  se  han  de  publicar  en  to- 
dos los  municipios  las  listas  electorales  ultimadas,  con 
la  designación  de  los  colegios  y  secciones  á  que  co- 
rresponden los  electores. — Art.  30. — Son  inalterables 
hasta  su  rectificación. — R.  O.  de  31  de  Diciembre 
de  1879. 

360.  Libro  de  censo  electoral. — Se  forma  con 
arreglo  á  las  listas  rectificadas  y  ultimadas. — En  él  han 
de  inscribirse  por  órden  alfabético  y  numeración  co- 
rrelativa los  que  con  arreglo  á  la  ley  gocen  del  derecho 
electoral. — Sus  hojas  deben  estar  numeradas,  selladas 


(1)  La  negativa  j  el  retardo  dan  origen  á  responsabilidad  penal. — Art. 
173,  incisos  15  j  16,  Ley  electoral. 
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y  rubricadas  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  con 
el  Visto  Bueno  del  Alcalde  y  la  firma  de  diez  electo- 
res sacados  á  la  suerte  de  los  Vocales  asociados  de  la 
Junta  municipal,  si  saben  firmar. — No  pueden  intro- 
ducirse en  este  libro  enmiendas,  adiciones  ni  raspadu- 
ras; debiendo  constar  en  apéndice  las  incapacidades  que 
ocurran  en  el  tiempo  que  media  desde  la  formación  del 
libro  hasta  la  víspera  de  verificarse  la  elección  (1)  y 
también  los  errores  que  en  su  redacción  se  hayan  co- 
metido.— De  este  libro  han  de  sacarse  dos  copias  auto- 
rizadas, en  que  constará  el  número  de  electores  y  de 
cédulas  entregadas,  remitiéndose  á  más  tardar,  quince 
dias  antes  de  la  elección,  una  al  Alcalde  de  la  cabeza 
del  distrito  electoral  para  diputados  provinciales  y  la 
otra  á  la  Diputación  provincial. — Arts.  19,  20  y  21. 

361.  Libros  talonarios. — Encada  Ayuntamien- 
to debe  haber  libros  talonarios  de  cédulas  electorales 
en  número  igual  al  de  colegios  ó  secciones  que  com- 
prenda el  término  municipal. — Estos  libros  han  de  reno- 
varse en  todas  las  elecciones,  incluyendo  en  ellos  á 
todos  los  electores  que  tengan  acreditado  su  derecho 
en  el  del  censo  electoral  y  no  se  hayan  incapacitado 
después. — Art.  18. 

362.  Cédulas  electorales. — Para  acreditar  el  de- 
recho electoral  y  poder  ejercitarlo,  ha  de  entregarse 
por  los  Alcaldes  á  cada  elector  á  domicilio  en  el  mes 
de  Abril  una  cédula  talonaria,  que  comprenderá  dos 
talones.  No  puede  usarse  del  segundo,  ó  sea  de  la 
«cédula  duplicada»  sino  en  el  caso  de  que  por  omisión 
ó  por  injusta  denegación  de  los  Alcaldes,  no  hubiese 
sido  entregada  al  elector  la  cédula  á  que  tenía  dere- 
cho, ó  cuando  la  hubiese  perdido.    Entónces  podrá 


(1)  Los  Jueces  deben  remitir  testimonios  de  los  autos  de  prisión  j  de  las 
ejecuciones  que  priven  del  derecho  electoral. — Art.  29. 
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reclamar  del  Presidente  de  la  mesa  electoral,  identifi- 
cada previamente  su  persona,  la  entrega  del  segundo 
talón,  debiendo  en  este  caso  votar  en  el  acto  con  la 
fórmula  «voto  con  cédula  duplicada.» — La  mesa  lo  ha- 
rá constar  en  la  lista  de  votantes. — Arts.  17  y  34.  (1) 
— En  el  caso  de  nuevas  elecciones  y  de  renovación 
de  los  libros  talonarios,  se  repartirán  las  cédulas  diez  « 
dias  ántes  de  verificarse  las  elecciones. — Art.  31. 

363.  Lugar  en  que  debe  ¡votarse. — Ningún 
elector  puede  votar  más  que  en  el  colegio  electoral  ó 
sección  que  designe  su  cédula  talonaria. — Cuando  un 
elector  haya  cambiado  de  domicilio  después  de  empa- 
dronado y  de  hallarse  inscrito  en  las  listas  electorales 
ultimadas,  debe  votar  precisamente  en  el  colegio  ó 
sección  á  que  pertenecía  cuando  se  le  reconoció  su 
derecho,  sin  que  pueda  hacerlo  en  el  de  su  domicilio. 
—Art.  32. 

364.  Remisión  de  libros  talonarios  y  de  nota 
certificada  de  las  incapacidades  ocurridas. — 

En  el  primer  dia  de  elección,  ántes  de  constituirse  la 
mesa  provisional,  debe  remitir  el  Alcalde  á  los  cole- 
gios y  sus  secciones  los  libros  talonarios  de  los  electo- 
res que  correspondan  á  su  demarcación  y  nota  certifi- 
cada de  las  incapacidades  en  que  hayan  incurrido  los 
electores  con  posterioridad  á  su  inclusión  en  el  libro 
de  censo  electoral,  acompañando  los  comprobantes. — 
Art,  33. 

365.  Fijación  de  listas. — En  la  parte  exterior 
de  cada  local  en  que  se  verifiquen  las  elecciones  se  fi- 
jarán dos  dias  ántes  que  empiecen,  una  lista  certifica- 
da de  los  electores  que  corresponden  al  colegio  ó  sec- 

t 


(1)  Incurre  eu  responsabilidad  penal  el  Alcalde  ó  Presidente  de  mesa 
que  se  negare  á  entregar  la  cédula  ó  el  duplicado,  según  el  caso.— Art.  173, 
inciso  1?  Ley  electoral. 
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cion,  y  permanecerá  expuesta  al  público  hasta  que 
hayan  terminado. — Art.  37. 

366.  De  qué  modo  deben  colocarse  las  me- 
sas electorales.- — Han  de  colocarse  de  modo  que  los 
electores  puedan  ver  el  acto  de  entregar  las  papeletas 
y  su  introducción  en  la  urna. — Art.  38. 

367.  Disposiciones  generales. — Los  Presiden- 
tes de  mesa  han  de  cuidar  de  que  tanto  el  salón  cuan- 
to las  avenidas  que  conduzcan  al  local,  estén  siempre 
despejados,  de  manera  que  los  votantes  puedan  entrar 
y  salir  fácilmente.  Los  Presidentes  tendrán  á  su  dis- 
posición los  agentes  municipales  que  consideren  nece- 
sarios para  conservar  el  orden  y  hacer  respetar  su 
autoridad.  Todo  elector  de  un  distrito  tiene  entrada 
en  todos  los  colegios  y  secciones  en  que  el  distrito 
estuviere  dividido,  pudiendo  hacer  en  cualquiera  las 
protestas  y  reclamaciones  que  crea  fundadas.  Nadie 
puede  entrar  en  el  local  de  elecciones  con  palo,  bastón 
ni  arma  alguna,  á  excepción  de  los  electores  que  por 
impedimento  físico  necesitan  apoyarse  en  bastón  ó 
muleta,  los  cuales  no  podrán  permanecer  en  el  local 
mas  que  el  tiempo  preciso  para  emitir  su  voto.  El 
elector  que  infringiere  este  precepto  y  advertido  no  se 
sometiere  á  las  órdenes  del  Presidente,  será  expulsa- 
do del  local  y  perderá  el  derecho  de  votar  en  la  elec- 
ción de  que  se  tratare.  Las  Autoridades  podrán,  sin 
embargo,  usar  dentro  del  colegio  el  bastón  y  demás 
insignias  de  su  mando. — Arts.  39,  40,  41  y  43. 

368.  IV.  Procedimiento  electoral. — Colegios 
y  secciones  electorales.— A  los  Ayuntamientos  co- 
rresponde dividir  en  los  respectivos  Términos  munici- 
pales en  colegios  y  secciones  electorales.  Ha  de  haber 
tantos  colegios  cuantos  crea  conveniente  el  Ayunta- 
miento, con  tal  que  no  sean  ménos  que  el  número  de 
Tenientes  de  Alcalde  y  que  un  mismo  colegio  no  for- 
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me  parte  de  diferentes  distritos.  En  los  pueblos  que 
no  excedan  de  800  vecinos  se  constituirá  una  sola  me- 
sa. El  Ayuntamiento  podrá  dividirlos  colegios  <  en 
tantas  secciones  como  sean  necesarias  para  facilitar  la 
emisión  del  voto,  siempre  que  el  número  no  exceda 
del  de  Alcaldes  de  barrio.  Los  grupos  de  población 
rural,  que  según  la  Ley  municipal,  deben  formar  ba- 
rrios, constituirán  sección  si  excediesen  de  800  veci- 
nos.— Art.  37  Ley  municipal. 

369.  Reclamaciones. — La  división  acordada  de- 
be anunciarse  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  el  Bole- 
tín Oficial  de  la  Provincia  respectiva.  Los  vecinos  y 
domiciliados  del  Término  municipal  pueden  hacer 
dentro  del  mes  siguiente,  á  contar  desde  la  fecha  de  la 
publicación  del  acuerdo,  las  reclamaciones  que  creye- 
sen oportunas.  El  Ayuntamiento  las  examinará  y  re- 
mitirá informadas,  juntamente  con  la  cópia  certific  ida 
del  acuerdo  de  división,  al  Gobernador  de  la  Pro  in- 
cia  dentro  de  los  quince  dias  siguientes  á  la  espirac  ion 
del  plazo.  El  Gobernador,  oida  la  Diputación,  resol- 
verá en  cuanto  á  los  puntos  á  que  las  reclamaciones  se 
contraigan,  y  comunicará  su  acuerdo  dentro  de  un  mes 
desde  que  le  fuere  remitido  el  expediente  (1). — Arts. 
38  Ley  municipal  y  46  Ley  electoral. 

370.  Tiempo  que  debe  subsistir  la  división. 
— Hecha  la  división  de  un  Término  municipal,  no  pue- 
de alterarse  hasta  pasados  dos  años  por  lo  mé*nos.  Sólo 
puede  alterarse  en  el  caso  de  que  por  el  trascurso  del 
tiempo  no  corresponda  á  las  condiciones  y  circunstan- 
cias que  se  tuvieron  en  cuenta  para  hacerla;  pero  nun- 
ca en  los  tres  meses  que  precedan  á  cualesquiera  elec- 
ciones ordinarias.  El  expediente  de  variación  dará 
principio  por  iniciativa  del  Ayuntamiento,  siguiéndose 


(1)    En  la  Península,  resuelve  la  Diputación.— Art.  38  Ley  municipal. 
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los  mismos  trámites  que  quedan  indicados. — Art.  39 
Ley  municipal  y  47  Ley  electoral. 

371.  Epoca  de  las  elecciones. — Las  ordinarias 
tendrán  lugar  en  la  primera  quincena  del  undécimo  mes 
del  año,  económico  (Mayo),  debiendo  advertirse  que 
se  efectúan  cada  dos  años,  por  mitad.  Salen  los  mas 
antiguos;  si  todos  Concejales  fueren  de  la  misma  fecha, 
se  hará  la  renovación  de  la  mitad  por  sorteo.  Dentro 
de  la  quincena,  el  Gobernador  General  señala  los  dias 
de  elecciones.  En  las  parciales  ó  extraordinarias,  se 
fija  la  fecha  de  la  elección  por  el  Gobernador  de  la 
Provincia. — Arts.  44,  45  y  46  de  la  Ley  municipal  y 
49  de  la  Ley  electoral, 

372.  Hora  á  que  deben  abrirse  los  colegios 
electorales. — Los  colegios  ó  secciones  electorales 
han  de  abrirse  al  público  á  las  nueve  de  la  mañana  del 
dia  fijado  para  la  elección.  A  esa  hora,  concurrirá  á 
cada  colegio  ó  sección  el  Alcalde  ó  Regidor  á  quien 
corresponda  por  orden  y  á  falta  de  estos,  el  Alcalde 
de  barrio  que  deba  presidir  la  mesa  interina.  El 
Ayuntamiento  ha  de  hacer  la  designación  de  Presiden- 
tes dos  dias  antes  delv  fijado  para  la  elección,  publicán- 
dose en  la  parte  exterior  del  local. — Art.  50  y  51. 

373.  Necesidad  del  libro  talonario  del  censo 
electoral  y  de  las  listas  de  electores. — A  cada 
colegio  ó  sección  se  llevará  por  la  autoridad  que  deba 
presidir  y  se  colocará  sobre  la  mesa  el  libro  talonario 
del  censo  electoral  que  le  corresponda  y  una  lista  por 
orden  alfabético  y  numérico  de  los  electores  del  mis- 
mo con  dos  casillas  en  blanco  para  estampar  en  ellas 
la  palabra  «votó».  La  primera  casilla  es  para  la  vota- 
ción de  la  mesa  y  la  segunda  para  la  de  candidatos. 
Habrá  también  un  ejemplar  de  la  Ley  electoral  y  una 
urna  para  depositar  los  votos. — Art.  52. 

374.  Primer  dia  de  elecciones. — Designación 
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de  la  mesa  definitiva. — A  la  hora  señalada,  ocupa- 
rá su  puesto  el  Presidente  é  invitará  á  los  dos  mas 
ancianos  y  á  los  dos  mas  jóvenes  de  los  electores  pre- 
sentes, entre  los  que  sepan  leer  y  escribir,  á  tomar 
asiento  en  la  mesa  para  ejercer  las  funciones  de  Se- 
cretarios escrutadores  interinos.  Si  hubiere  reclama- 
ciones sobre  la  edad,  se  estará  á  lo  que  resulte  del 
libro  talonario.  Hecho  lo  expresado,  el  Presidente 
anunciará  en  alta  voz:  «Se  procede  á  la  votación  de  la 
mesa  definitiva.»  Se  compone  de  un  Presidente  y 
cuatro  Secretarios,  elegidos  por  papeletas  y  por  mayo- 
ría de  votos,  sin  que  cada  elector  pueda  elegir  mas  que 
Presidente  y  dos  Secretarios,  á  fin  de  salvar  la  repre- 
sentación de  las  minorías.  Los  electores  se  acercarán 
uno  á  uno  á  la  mesa;  exhibirán  su  cédula  electoral 
respectiva  ó  pedirán  el  duplicado,  según  hemos  dicho 
anteriormente;  entregarán  la  papeleta  con  su  voto,  que 
es  secreto;  el  Presidente  la  introducirá  en  la  urna  di- 
ciendo: «voto  del  elector  Fulano  de  tal.»  La  cédula 
será  sellada  en  el  anverso  y  devuelta  al  elector,  des- 
pués de  haber  anotado  un  Secretario  en  la  lista  nume- 
rada la  palabra  «votó.»  Debe  anotarse  también,  en  su 
caso,  el  voto  con  «cédula  duplicada.»  Si  ocurriese  al- 
guna duda  sobre  h  personalidad  del  elector  ó  sobre  la 
legitimidad  de  su  cédula,  se  identificará  en  el  primer 
caso  con  el  testimonio  de  los  electores  presentes 
y  en  el  segundo,  se  cotejará  la  cédula  con  el  talón.  Si 
no  se  identificare  la  persona  ó  si  resultase  falsa  la 
cédula,  no  se  permitirá  votar,  haciéndose  así  constar 
en  el  acta,  sin  perjuicio  de  tomar  las  disposiciones 
convenientes  para  remitir  á  los  Tribunales  de  Justicia 
al  pretendido  elector.  A  las  tres  en  punto  de  la  tarde, 
prohibirá  el  Presidente,  en  nombre  de  la  Ley,  la  en- 
trada en  el  local,  haciendo  cerrar  las  puertas  si  lo  con- 
siderase preciso.    Continuará  luego  la  votación  para 
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recibir  los  votos  de  los  electores  presentes,  y  luego 
que  hubiese  votado  el  último,  un  Secretario  pregunta- 
rá. «¿Hay  algún  elector  presente  que  no  haya  votado!» 
No  habiendo  quien  reclame  ó  votando  los  que  falten, 
el  Presidente  dirá:  «Queda  cerrada  la  votación.»  No 
se  admitirá  ningún  otro  voto  y  se  permitirá  de  nuevo 
la  entrada.  Cerrada  la  votación,  un  Secretario  leerá 
en  alto  los  nombres  de  los  electores  que  hayan  tomado 
parte  en  la  votación  y  publicará  su  número.  En  se- 
guida, el  Presidente,  abriendo  la  urna,  dirá:  «Se  vá 
á  proceder  al  escrutinio.» 

Se  verificará  sacando  el  Presidente  las  papeletas  de 
la  urna  una  á  una,  desdoblándolas,  leyéndolas  en  voz 
baja  y  entregándolas  después  á  uno  de  los  Secreta- 
rios para  que  á  su  vez  las  lea  en  alta  voz  y  las  deposi- 
te sobre  la  mesa  en  el  órden  que  vayan  salien- 
do. Los  otros  Secretarios  llevarán  simultáneamente 
nota  de  la  votación  para  Presidente  y  Secretarios,  cu- 
yas tres  notas  se  confrontarán  y  en  caso  de  duda,  se 
cotejarán  con  las  papeletas  que  se  hayan  ido  colocan- 
do sobre  la  mesa.  Todo  elector  tiene  derecho  á  leer 
por  sí  ó  á  pedir  que  se  vuelvan  á  leer,  contar  y  con- 
frontar las  papeletas  con  las  notas  de  los  Secretarios. — 
Las  papeletas,  cuya  validéz  ofreciere  duda,  se  dejarán 
aparte  y  continuará  el  escrutinio. — En  las  papeletas 
en  que  se  hubiese  omitido  la  distinción  de  Presidente 
y  Secretarios,  se  entenderá  designado  para  el  primer 
cargo  el  primero  que  se  halle  inscrito  y  para  Secreta- 
rio los  dos  siguientes;  Si  contuvieren  más  nombres, 
se  tendrán  por  valederos  los  tres  primeros  y  por  nulos 
los  lemás. — Las  ilegibles  se  tendrán  por  nulas.  Y  sobre 
las  faltas  de  ortografía,  leves  diferencias  de  nombres  y  . 
ape  lidos,  inversión  de  éstos  ó  supresión  de  alguno, 
decidirá  la  mesa  en  sentido  favorable,  cuando  no  haya 
elector  alguno  del  colegio  ó  sección  con  quien  pueda 
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equivocarse  el  nombre  del  contenido  en  la  papeleta, 
consignando  en  el  acta  los  hechos,  sus  resoluciones  y 
las  protestas  que  se  hicieren,  uniendo  en  este  caso  al 
expediente  las  papeletas  que  hubiesen  sido  objeto  de 
cuestión. — Cuando  se  encontrasen  dobladas  juntamen- 
te dos  papeletas,  si  contuviesen  los  mismos  nombres 
y  por  el  mismo  órden,  se  contarán  como  una  sola, 
pero  si  hubiese  entre  ellas  alguna  diferencia  esencial 
que  afectase  á  los  cargos,  se  anularán  todas. — Las  pa- 
peletas sólo  se  apreciarán  para  confrontar  el  número 
de  votantes. — No  se  admitirá  ninguna  reclamación  ni 
protesta  sobre  la  edad  ó  la  incapacidad  del  elector  ni 
en  el  acto  de  votar  ni  en  el  del  escrutinio.  Todo  elec- 
tor inscrito  tiene  derecho  á  votar,  á  rnénos  que  su  in- 
capacidad conste  en  el  apéndice  al  censo  electoral. — 
Terminada  la  lectura  de  las  papeletas,  dictadas  las  re- 
soluciones sobre  los  casos  dudosos  y  admitidas  las  pro- 
testas á  que  diesen  lugar,  se  procederá  al  recuento  de 
los  .votos  después  de  haber  preguntado  el  Presidente 
por  tres  veces  consecutivas  en  alta  voz:  «¿Hay  algu- 
na protesta  que  hacer  contra  el  escrutinio?»  No  ha- 
biéndola ó  resueltas  las  que  se  hagan,  cada  Secretario 
verificará  el  recuento  de  los  votos  obtenidos  por  los 
candidatos,  y  si  resultare  conformidad,  se  extenderá 
una  lista  de  los  que  hubiesen  obtenido  votos  por  órden 
de  mayor  á  menor,  sin  omitir  ninguno.  Si  no  hubie- 
re conformidad,  se  procederá  á  nueva  revisión  y  re- 
cuento de  las  papeletas,  ateniéndose  á  lo  que  de  estas 
resulte.  De  la  lista  se  dará  lectura  en  alta  voz  por 
uno  de  los  Secretarios  y  concluida,  el  que  haya  presi- 
dido la  mesa,  proclamará  Presidente  del  colegio  ó  sec- 
ción electoral  al  elector  que  para  este  cargo  hubiese 
obtenido  mayor  número  de  votos  y  Secretarios  á  los 
cuatro  que  para  este  cargo  hubiesen  obtenido  mayor 
número  de  sufragios. — Proclamados  los  elegidos,  se 

33  . 
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recontarán  públicamente  las  papeletas  y  se  quemarán 
acto  continuo,  excepto  aquellas  sobre  las  que  se  hu- 
biese hecho  alguna  reclamación,  que  se  unirán  al  ex- 
pediente. Si  alguno  de  los  elegidos  no  se  hallase 
presente  al  concluir  el  escrutinio,  se  le  avisará  á  do- 
micilio por  el  Presidente  de  la  interina;  y  si  no  se 
presentase  en  el  término  de  una  hora  se  entenderá  que 
renuncia  y  se  tendrá  por  elegido  al  que  le  siga  en 
número  de  votos.  Si  ninguno  se  presentase  media 
hora  después,  serán  reemplazados  los  que  falten  por 
el  Presidente  ó  Secretario  de  la  mesa  interina,  cada 
uno  en  sus  cargos  respectivos,  sorteándose  para  Cubrir 
el  número  de  los  que  no  se  hayan  presentado  de  la 
clase  de  Secretarios,  los  que  hubiesen  desempeñado  la 
interina. — El  Presidente  de  esta  dará  posesión  de  sus 
cargos  á  los  elegidos,  declarando  constituido  el  colegio 
ó  sección  electoral.  En  el  mismo  dia,  los  Secretarios- 
de  la  interina  redactarán  y  firmarán  el  acta  de  la  elec- 
ción de  la  definitiva,  que  se  depositará  en  la  Secreta- 
ría del  Ayuntamiento  antes  de  las  once  de  la  mañana 
del  dia  siguiente,  donde  podrán  examinarla  los  electo- 
res.— Arts.  53  y  siguientes  hasta  el  70  inclusives,  de 
la  Ley  electoral. 

375.  Segundo  dia  de  elecciones. — Comienza 
la  elección  de  Concejales. — Constituidos  á  las  nueve 
de  la  mañana  en  el  colegio  ó  sección  electoral  el  Pre- 
sidente y  Secretarios  escrutadores,  se  declarará  por  el 
primero  en  alta  voz  «que  se  empieza  la  votación  para 
Concejales.»  El  procedimiento  es  igual  al  establecido 
para  la  elección  de  la  mesa.  Es  de  advertirse  que 
cada  elector  no  puede  votar  más  de  dos  Concejales 
cuando  hayan  de  elegirse  tres;  ni  más  de  tres  cuando 
cuatro-,  ni  más  de  cuatro  cuando  seis-,  ni  más  de  cinco 
cuando  siete,  á  fin  de  dejar  á  salvo  la  representación 
de  las  minorías.    Los  nombres  que  excediesen  serán 
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nulos.  En  las  secciones  se  votará  el  mismo  número 
que  corresponda  al  Colegio  de  que  dependan. — A  las 
cuatro  en  punto  de  la  tarde  se  procederá  al  escrutinio 
en  la  misma  forma  prescrita  para  la  elección  de  mesa. 
Acto  continuo  el  Presidente  y  Secretarios  redactarán 
el  acta  parcial,  que  se  remitirá  ántes  de  las  ocho  de  la 
mañana  del  dia  siguiente  á  la  Secretaría  del  distrito 
municipal,  expidiendo  el  Secretario  con  el  Vto.  Bno. 
del  Alcalde  la  correspondiente  certificación  que  entre- 
gará al  Presidente  de  la  mesa.  A  cada  acto  se  unirá 
una  lista  de  los  electores  que  hayan  tomado  parte  en 
la  elección,  la  cual  se  sacará  de  la  numerada  en  que 
se  hayan  ido  anotando  los  votos. — El  Presidente  y 
Secretarios  han  de  cuidar,  bajo  su  mas  estrecha  res- 
ponsabilidad de  que  se  fijen  ántes  de  las  nueve  de  la 
mañana  del  dia  siguiente,  en  la  parte  exterior  del  cole- 
gio electoral  ó  sección,  las  listas  con  los  nombres  de 
ios  electores  que  hayan  tomado  parte  en  la  votación  y 
la  de  los  candidatos  con  los  votos  que  hubiesen  obte- 
nido, por  orden  de  mayor  á  menor. — Arts.  71  v  si- 
guientes de  la  Ley  electoral  hasta  el  76  inclusive,  y 
art.  42  de  la  Ley  municipal. 

376.  Tercer  dia  de  elecciones. — A  las  nueve 
de  la  mañana  se  volverá  á  abrir  el  colegio  electoral  sin 
necesidad  de  anuncio.  Ocuparán  la  mesa  el  Presiden- 
te y  los  Secretarios  escrutadores  y  continuará  la  vota- 
ción. Si  en  el  primero  ó  segundo  dia  de  votación  para 
Concejales  hubiesen  emitido  sus  sufragios  todos  los 
electores,  se  dará  por  terminada  la  votación.  Se  re- 
dactará el  acta  parcial  se  llenarán  las  demás  formali- 
dades ya  indicadas. — Art.  77  Ley  electoral. 

377.  Cuarto  dia  de  elecciones. — Igual  á  los 
anteriores, — Concluida  la  votación  y  redactada  su  acta 

•  parcial,  se  publicarán  las  listas  de  los  votantes  y  de  los 
que  hubieren  obtenido  votos  y  se  extenderá  el  acta 
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general  del  colegio  ó  sección  uniendo  á  ella  los  resul- 
tados de  los  escrutinios  anteriores  con  todos  los  inci- 
dentes de  la  elección,  conforme  á  lo  establecido  para 
las  parciales. — Art.  78. 

378.  Escrutinio  general  del  colegio. — Al  dia 
siguiente  de  concluida  la  elección,  en  los  colegios  que 
se  hubiesen  dividido  en  secciones,  se  reunirán  las  me- 
sas de  estas  á  las  del  colegio  para  practicar  el  escruti- 
nio general  del  mismo.  El  Presidente  de  la  mesa  del 
colegio  presidirá  esta  Junta.  Del  escrutinio  que  prac- 
tique se  levantará  la  correspondiente  acta  que  firma- 
rán todos  los  concurrentes,  observándose  en  su  redac- 
ción lo  establecido  para  las  generales  de  las  secciones. 
—Art.  79. 

379.  Comisionados  para  el  escrutinio  gene- 
ral del  distrito. — En  las  poblaciones  en  que  haya 
mas  de  dos  colegios  .electorales,  cada  mesa  elegirá  á 
pluralidad  de  votos,  al  terminar  la  votación  del  último 
dia,  un  Secretario  escrutador  que  asista  como  comisio- 
nado al  escrutinio  general  del  distrito  municipal. — Si 
hubiese  únicamente  uno  ó  dos  colegios  sin  secciones, 
serán  comisionados  en  el  primer  caso,  los  cuatro  Se- 
cretarios escrutadores,  y  en  el  segundo,  dos  por  cada 
colegio,  elegidos  en  la  forma  que  queda  indicada. — En 
los  colegios  que  se  hubiesen  dividido  en  secciones  se 
nombrarán  el  comisionado  ó  comisionados  que  corres- 
pondan por  las  Juntas  de  escrutinio  del  colegio  y  sec- 
ción ó  secciones  y  después  de  hacer  el  escrutinio. — 
Art.  81. 

380.  Escrutinio  general  del  distrito  munici- 
pal; proclamación  de  Concejales;  caso  de  empa- 
te en  la  elección. — El  escrutinio  general  del  distrito 
ha  de  efectuarse  en  todos  los  pueblos  el  segundo  do- 
mingo del  undécimo  mes  del  año  económico  (Mayo),  á 
las  diez  en  punto  de  la  mañana,  en  las  casas  Consisto- 


ríales,  donde  deben  reunirse  todos  los  comisionados  de 
los  colegios,  con  asistencia  del  Ayuntamiento,  presidi- 
do por  el  Alcalde  primero.  Ni  este,  ni  el  Ayunta- 
miento tienen  voto. — Constituida  la  Junta,  deben  nom- 
brarse por  mayoría  de  votos,  entre  los  comisionados, 
cuando  su  número  llegare  por  lo  ménos  á  cinco,  cuatro 
Secretarios  escrutadores,  llamados  á  comprobar  las 
actas  y  recuentos  de  votos.  En  los  pueblos  en  que  por 
haber  ménos  de  cinco  colegios,  no  llegare  á  ese  núme- 
ro el  de  los  comisionados,  se  elegirán  del  mismo  modo 
dos  de  estos  por  ellos  mismos  y  otros  dos  de  los  Con- 
cejales y  de  entre  ellos,  para  que  los  cuatro  procedan 
en  calidad  de  Secretarios  á  la  comprobación  y  recuen- 
to de  los  votos.  Los  dos  Secretarios  de  nombramien- 
to del  Ayuntamiento  tienen  voto. — Hecha  la  confron 
tacion  de  las  actas  y  efectuado  el  recuento  de  los 
votos,  examinará  la  Junta  todas  las  reclamaciones  de 
los  electores  contra  la  legítima  representación  de  los 
Presidentes  ó  Secretarios  de  los  colegios  y  secciones 
electorales,  validez  de  la  elección  ó  autenticidad  ó 
exactitud  de  las  actas. — De  estas  reclamaciones,  de  los 
motivos  que  para  apreciarlas  ó  desecharlas  haya  teni- 
do la  Junta  de  las  resoluciones  que  sobre  ellas  hubiese 
adoptado  y  de  las  protestas  á  que  diesen  lugar,  se  de- 
berá hacer  expresa  mención  en  el  acta. — Serán  pro- 
clamados Concejales  de  cada  colegio  electoral  los  que 
resulten  con  mayoría  relativa  de  votos  hasta  comple- 
tar el  número  de  los  que  corresponda  elegir.  Encaso 
de  empate  entre  los  electores  decidirá  la  suerte.  He- 
cha la  proclamación  de  los  Concejales  electos  por  cada 
colegio,  se  hará  la  de  los  que  componen  el  Ayunta- 
miento del  pueblo. — Se  extenderá  un  acta,  en  que  se 
hará  mención  de  las  reclamaciones  que  se  hubiesen 
hecho  por  los  electores,  resoluciones  que  se  hubiesen 
adoptado  y  de  las  protestas  que  hubiere  habido,  auto- 


—  262  — 

rizándola  todas  las  presentes,  archivándose  en  la  Se- 
cretaría del  Ayuntamiento. — Arts.  81  y  siguientes 
hasta  el  85  inclusive  de  la  Ley  electoral. 

381.  Exposición  al  público  de  los  nombres 
de  los  elegidos. — Reclamaciones  sobre  la  elección  ó 
incapacidad  de  los  elegidos, — Los  nombres  de  los  ele- 
gidos se  expondrán  al  público  en  los  sitios  de  costum- 
bre durante  la  segunda  quincena  áelundécimo  mes  del 
año  económico  (Mayo). — En  este  Término  los  electo- 
res podrán  hacer  por  escrito  ante  el  Ayuntamiento  las 
reclamaciones  que  tengan  por  conveniente  sobre  la 
nulidad  de  la  elección  ó  incaoacidad  legal  de  los  ele- 
gidos.— Art.  86. 

382.  Reunión  del  Ayuntamiento  y  comisio- 
nados para  resolver  las  reclamaciones. — El  pri- 
mer dia  del  duodécimo  mes  económico  (Junio,)  debe 
reunirse  el  Ayuntamiento  en  sesión  pública  extraordi- 
naria con  los  Comisionados  de  la  Junta  general  de  es- 
crutinio, y  con  citación  de  los  elegidos  contra  cuya 
capacidad  se  hubiese  reclamado.  Los.  Comisionados 
resolverán  definitivamente  todas  las  protestas  sobre 
nulidad  de  la  elección,  y  en  unión  con  el  Ayuntamien- 
to, las  que  se  refieran  á  la  incapacidad  ó  excusas  le- 
gales (1)  de  los  elegidos,  oyendo  ántes  sus  defensas. — 
De  esta  sesión  se  levantará  acta,  en  la  que  deben  ex- 
presarse los  fundamentos  de  las  resoluciones  adopta- 
das y  de  lo  que  hubiesen  expuesto  en  su  defensa  los 
elegidos.  A  ella  se  unirán  las  reclamaciones  y  se  ar- 
chivarán con  el  acta  de  la  elección. — Las  resoluciones 
adoptadas  serán  ejecutorias,  si  notificadas  á  los  intere- 


(1)    Pueden  excusarse:  1?  Los  mayores  de  60  años  y  los  físicamente 
•       impedidos;  2?    Los  que  hayan  sido  Senadores,  Diputados  á  Cortes,  Diputa- 
dos provinciales  hasta  dos  años  después  de  haber  cesado  en  sus  respectivos 
cargos.— Art.  43  Ley  municipal. 
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sados  (1)  á  presencia  de  los  testigos,  no  hiciesen  nue- 
va reclamación  para  ante  el  Gobierno  de  Provincia  (2) 
dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  la  notificación. 
— Arts.  87  y  88. 

383.  Remisión  de  los  expedientes  y  decisión 
de  las  reclamaciones. — Los  Ayuntamientos  deben 
remitir  inmediatamente,  bajo  su  responsabilidad  los 
oportunos  expedientes  al  Gobierno  de  la  Provincia  (3) 
con  copia  certificada  (4)  de  la  sesión  extraordinaria» — 
El  Gobernador  oyendo  á  la  Comisión  provincial,  re- 
solverá (5)  de  una  manera  definitiva.  (6)  todas  las  re- 
clamaciones, declarando  la  validez  ó  nulidad  de  las 
elecciones,  ó  la  capacidad,  incapacidad  ó  excusas  de 
los  elegidos.  Estas  resoluciones  deben  dictarse  antes 
del  dia  20  del  duodécimo  mes  económico  (Junio),  en 
que  quedarán  terminados  todos  estos  expedientes;  y  á 
ese  efecto,  tomarán  los  Gobernadores  las  disposiciones 
que  crean  más  oportunas.  Pasado  ese  dia,  devolverán 
los  Gobernadores  todos  los  expedientes  á  los  respec- 

* 

(1)  No  solo  son  interesados  los  que  hubiesen  hecho  reclamación,  sino 
también  los  Concejales  electos  á  quienes  afecte  la  resolución. — K.  O.  de  20 
de  Octubre  de  1879. 

(2)  El  texto  vigente  en  la  Península  dice:  "  para  ante  la  Comisión 

provincial  " 

(3)  El  texto  vigente  en  la  Península  dice:  "  á  la  Comisión  provin- 
cial " 

(4)  Así  lo  dispone  la  citada  E.  O.  de  20  de  Octubre  de  1879,  toda  vez 
que  el  acta  original  debe  archivarse,  según  el  art.  87. 

(5)  Yéase  lo  que  hemos  manifestado  en  nota  al  hablar  de  las  atribucio- 
nes de  la  Comisión  provincial  respecto  á  las  decisiones  sobre  la  validez  de 
las  elecciones  é  incapacidad  de  los  elegidos. 

(G)  Por  R.  O.  de  16  de  Octubre  de  1879,  se  ha  declarado  que  procede  el 
recurso  de  alzada  ante  el  Grobierno  contra  las  decisiones  de  la  Comisión  pro- 
vincial, aquí  del  Gobernador.  Entre  nosotros,  cabe  la  alzada  para  ante  el 
Gobernador  General,  el  cual  resolverá  oyendo  al  Consejo  de  Administración. 
Así  se  ha  hecho  en  el  caso  de  la  nulidad  de  las  elecciones  efectuadas  en 
Remedios  en  Mayo  de  1881. 
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tivos  Ayuntamientos,  y  en  los  que  no  hubiesen  resuel- 
to, se  llevará  á  efecto  lo  acordado  sobre  las  protestas 
de  la  elección,  incompatibilidades  ó  excusas  de  los 
elegidos,  por  los  Comisionados  de  las  Juntas  de  escru- 
tinio y  Ayuntamiento  en  sesión  extraordinaria. — Las 
declaraciones  de  nulidad  deben  publicarse  en  el  Bole- 
tín Oficial  de  la  Provincia,  con  expresión  de  sus  fun- 
damentos.-— Art.  89  y  90. 

384.  Anulación  de  la  elección  por  vicios  co- 
metidos en  la  de  la  mesa;  sus  efectos. — En  ese 
caso,  el  Gobernador  encargará  la  Presidencia  de  la 
mesa  interina  al  Alcalde  del  pueblo  de  la  cabeza  de 
Partido  judicial,  }r  si  hubiese  ocurrido  en  el  distrito 
del  pueblo  cabeza  de  partido,  se  encargará  la  Presi- 
dencia al  Alcalde  del  pueblo  inmediato. — Las  nuevas 
elecciones  deberán  estar  celebradas  para  fines  del  duo- 
décimo mes  económico  (Junio),  á  cuyo  efecto  el  Go- 
bernador pondrá  en  conocimiento  del  Ayuntamiento 
respectivo  su  acuerdo  de  nulidad,  ordenándole  que 
proceda  á  nueva  elección. — Si  por  cualquier  motivo 
no  se  hubiese  nombrado  el  nuevo  Ayuntamiento  para 
el  primer  dia  del  primer  mes  del  año  económico  (Ju- 
lio), seguirá  el  del  año  anterior  hasta  que  la  elecion  se 
verifique  y  h'aya  tomado  posesión  el  nuevamente  ele- 
gido.— Arts.  91  y  92. 

SECCION  II. 

ELECCIONES  PROVINCIALES. 


385.  Ley  vigente. — La  de  20  de  Agosto  de 
1870,  con  las  modificaciones  introducidas  por  la  de 
16  de  Diciembre  de  1876.    Deben  tenerse  también 
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en  cuenta  varias  disposiciones  de  la  Ley  provincial  que 
citaremos  oportunamente. 

386.  Quiénes  son  electores. — Los  que  lo  sean 
de  Concejales. — Conforme  á  los  artículos  33  y  34  de 
la  nueva  Ley  provincial  de  la  Península,  tienen  dere- 
cho á  votar  Diputados  provinciales  y  á  ser  inscritos 
como  electores  en  las  listas  del  censo  electoral  del  dis- 
trito á  que  corresponda  su  domicilio  respectivo:  l9,  to- 
dos los  españoles  varones  mayores  de  edad  que  acre- 
diten saber  leer  y  escribir;  2V,  el  que,  no  sabiendo 
leer  ni  escribir,  sea  contribuyente  dentro  ó  fuera  del 
distrito  de  su  domicilio  con  cualquiera  cuota  pagada 
con  un  año  de  antelación,  por  la  contribución  de  in- 
muebles, cultivo  y  ganadería,  y  con  dos  años  por  sub- 
sidio industrial  y  de  comercio;  y  el  licenciado,  con  li- 
cencia limpia  de  toda  nota  desfavorable,  del  servicio 
del  Estado  en  el  ejército  ó  en  la  marina  de  guerra. 
No  tienen  derecho  electoral,  aunque  sepan  leer  y  es- 
cribir, los  que,  careciendo  de  medios  de  subsistencia, 
reciban  esta  en  establecimientos  sostenidos  por  la  be- 
neficencia pública  ó  privada,  ó  estuvieren  empadrona- 
dos como  mendigos  y  autorizados  para  implorar  la 
caridad  pública. 

387.  Quienes  son  elegibles. — Todos  los  que 
teniendo  aptitud  para  ser  Diputarlos  á  Córtes  tengan 
su  vecindad  dentro  de  la  Provincia. — Art.  19,  Ley 
provincial.  (1) 

388.  Incapacidades. — 1>  No  pueden  ser  elegi- 
dos Diputados  provinciales  los  que  desempeñen,  ó 
hayan  desempeñado  tres  meses  ántes  délas  elecciones 


(1)  Para  ser  elegido  Diputado  á  Cortes  se  requiere  ser  español,  de  esta- 
do seglar,  mayor  de  edad  y  gozar  de  todos  los  derechos  civiles.— Art.  29  de 
la  Constitución  de  la  Monarquía. — Con  arreglo  al  art.  35  de  la  Ley  provin- 
cial de  la  Península,  se  requiere  además  ser  natural  de  la  Provincia  ó  llevar 
en  ella  cuatro  años  consecutivos  de  vecindad. 

34 
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cargo  ó  comisión  de  nombramiento  del  Gobierno,  con 
ejercicio  de  Autoridad  en  la  Provincia. — Art.  7°  Ley 
electoral.  Conviene  advertir  que  por  la  Audiencia  de  la 
Habana,  en  Sentencia  pronunciada  en  5  de  Mayo  de 
1880,  el  cargo  de  Consejero  de  Administración,  aunque 
sea  con  el  carácter  de  suplente,  constituye  incapaci- 
dad (1). — 2?  Los  contratistas  y  sus  fiadores  de  obras  y 
servicios  públicos  que  se  paguen  con  fondos  del  Estado, 
provinciales  y  municipales,  y  los  administradores  de  di- 
chas obras  y  servicios. — 3*  Los  recaudadores  de  contri- 
buciones y  sus  fiadores. — 4?  Los  deudores  al  Estado  que 
lo  sean  por  cualquier  clase  de  contrato. — 5*  Los  deu- 
dores en  concepto  de  segundos  contribuyentes,  los  fia- 
dores y  mancomunados  en  ámbos  casos, — 6*  Los  que 
reciban  sueldo  de  la  Provincia  ó  de  alguno  de  sus 
municipios. — 7^  Los  empleados  activos  del  Estado. — 
8*.  Los  Diputados  á  Córtes. — 9*  Los  Alcaldes,  Te- 
nientes y  Regidores. — 10.  Los  que  directa  ó  indirec- 
tamente tengan  parte  en  servicios,  contratas  ó  sumi- 
nistros dentro  de  la  Provincia  por  cuenta  de  ésta,  del 
Estado  ó  de  los  Ayuntamientos. — 11.  Los  que  desem- 
peñen cargos  públicos  que  por  las  leyes  éspeciales 
estén  declarados  incompatibles  con  el  de  Diputado 
provincial. — 12.  Los  que  tengan  contienda  adminis- 
trativa ó  judicial  pendiente  con  la  Diputación  ó  con 
los  establecimientos  sujetos  á  la  dependencia  y  admi- 
nistración de  ésta. — Es  de  advertirse  que  el  cargo  de 
Catedrático  de  Universidad  ó  de  Instituto  en  la  capital 
de  la  Provincia  es  compatible  con  el  de  Diputado  pro- 
vincial (2).— Arts.  8?  Ley  electoral  y  19  de  la  L.  P. 

(1)  Caso  de  D.  Celso  Golmayo. — Boletín  Oficial  de  la  Sabana  de  29  de 
Mayo. 

(2)  Aunque  alguno  de  los  casos  de  incapacidad  parece  que  debieran 
serlo  de  incompatibilidad,  sin  embargo,  dado  el  precepto  del  inciso  4?,  art. 
3?  de  la  Ley  electoral,  todos  los  casos  enumerados  son  casos  de  incapacidad. 
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En  cualquier  tiempo  en  que  después  de  la  elección, 
se  adquiera  alguna  de  las  cualidades  expresadas,  la 
incapacidad  que  cada  una  de  ellas  lleva  consigo  pro- 
ducirá su  efecto  y  aquel  en  quien  se  halle  perderá 
inmediatamente  el  cargo.  La  declaratoria  de  incapa- 
cidad corresponde  á  la  Diputación. — Art.  8?,  ya  citado. 

Para  el  cargo  de  Diputado  provincial  no  se  compu- 
tarán á  los  candidatos  electos  los  votos  que  obtengan 
en  las  localidades  donde  ejerzan  jurisdicción,  aunque 
sea  de  elección  popular  el  cargo  que  desempeñen. — 
Art.  10  Ley  electoral. 

389.  Incompatibilidades. — Reproducimos  lo  que 
á  este  respecto  hemos  dicho  al  hablar  de  las  eleccio- 
nes de  Concejales. 

390.  Excusas. — Son  las  mismas  que  para  los  car- 
gos de  Concejales. — Art.  19,  Ley  provincial. 

39L  Colegios  y  secciones  electorales. — Los 
mismos  que  hayan  servido  para  las  elecciones  munici- 
pales (1), — Art.  21  Ley  provincial. 


(1)  La  división  de  las  Provincias  en  distritos  electorales  es  de  la  incum- 
bencia del  Gobierno  Supremo,  oyendo  á  las  respectivas  Diputaciones.  Se 
dividirá  cada  Provincia  en  tantos  distritos  electorales  como  Diputados  pro- 
vinciales tenga  que  elegir.  Cada  distrito  nombra  un  solo  Diputado.  Nin- 
gún Municipio  puede  formar  parte  de  distintos  distritos  electorales.  La 
Diputación  ha  de  formar  un  proyecto,  que  debe  ser  publicado  en  la  Gaceta 
de  la  Habana  ántes  de  elevar  la  propuesta  al  Gobierno  General,  con  un  mes 
de  antelación.  Durante  este  tiempo  serán  recibidas  por  el  Gobernador  de  la 
Provincia  las  reclamaciones  y  observaciones  que  hicieren  los  Ayuntamien- 
tos y  vecinos,  las  que,  con  su  informe  y  el  proyecto,  pasarán  al  Gobernador 
General  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  á  la  espiración  del  plazo.  El 
Gobernador  General  debe  remitir  el  proyecto  con  su  informe  al  Ministerio 
de  Ultramar  por  el  correo  mas  inmediato.  El  Ministerio,  oyendo  al  Consejo 
de  Estado,  fijará  la  división  de  los  distritos  con  la  designación  de  sus  res- 
pectivas cabeceras  en  el  plazo  más  breve  posible.  Una  vez  hecha  la  divi- 
sión y  designación,  no  podrán  ser  alteradas  sino  prévio  expediente  justifica- 
tivo que  resolverá  el  Ministerio,  con  audiencia  del  Consejo  de  Estado. — 
Arts.  15,  16,  17  y  18,  Ley  provincial. 
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392.  Procedimiento  electoral. — El  establecido 
para  las  elecciones  municipales  en  cuanto  á  las  de  mesa 
y  á  los  de  candidatos,  debiendo  advertirle  que  la  elec- 
ción es  unipersonal,  esto  es,  que  cada  distrito  elige  un 
solo  diputado. — Art.  102  de  la  Ley  electoral  (1).  Los 
demás  trámites  hasta  la  proclamación  del  Diputado  en 
la  Junta  de  segundo  escrutinio  son  iguales  á,  los  esta- 
blecidos para  la  elección  de  Diputados  á  Córtes  con- 
forme á  los  artículos  118  y  siguientes  basta  el  128 
inclusive,  de  la  Ley  electoral  de  25  de  Agosto  de  1870, 
según  preceptúa  el  103  de  la  misma.  Vamos  á  indi- 
car las  disposiciones  contenidas  en  los  mencionados 
artículos. 

393.  Junta  de  escrutinio. — A  los  tres  dias  de 
concluida  la  elección  en  los  colegios  electorales,  ha  de 
instalarse  en  el  pueblo  ó  cabeza  del  distrito  la  Junta 
de  escrutinio  del  mismo,  compuesta  de  un  Secretario 
comisionado  por  cada  colegio  electoral,  el  que  será 
elegido  por  la  mesa  después  de  concluida  la  votación 
del  último  día.    Las  mesas  de  las  secciones  se  reuni- 


(1)  Conforme  al  art.  8?  de  la  nueva  Ley  provincial  de  la  Península,  ha- 
brá en  cada  Provincia  el  número  de  Diputados  que  resulte  de  !a  agrupación 
de  cada  dos  partidos  judiciales  precisamente  colindantes  en  un  distrito  que 
elegirá  cuatro  Diputados.  Cuando  el  número  de  partidos  judiciales  sea  im- 
par, aquel  que  cuente  mayor  número  de  habitantes  formará  por  sí  solo  un 
distrito,  que  elegirá  cuatro  Diputados.  En  las  Provincias  que  tengan  siete 
partidos  judiciales,  los  tres  que  cuenten  mayor  número  de  habitantes  forma- 
rán otros  tantos  distritos  electorales,  cada  uno  de  los  cuales  elegirá  cuatro 
Diputados.  En  las  Provincias  compuestas  de  seis  partidos  judiciales,  los 
dos  mas  numerosos  formarán  cada  uno  un  solo  distrito,  eligiendo  cuatro 
Diputados,  mientras  que  los  cuatro  partidos  restantes  se  agruparán  en  dos 
distritos  electorales  y  en  la  forma  expresada  ya.  Cuando  las  Provincias  se 
compongan  de  cinco  ó  de  ménos  partidos  judiciales,  cada  uno  formará  por  sí 
solo  distrito  eligiendo  cuatro  Diputados. — Según  el  art.  11,  cada  elector  de- 
be votar  tres  candidatos.  Si  las  papeletas  de  votación  contuvieren  más 
nombres,  el  voto  se  computará  solamente  á  los  que  ocupen  los  tres  prime- 
ros lugares. 
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rán  con  la  del  colegio  de  que  dependan  para  hacer  la 
elección  de  este  comisionado.  Estos  llevarán  á  la 
Junta  copias  literales  certificadas  de  las  actas  de  los 
tres  dias  de  elección  de  sus  colegios  y  secciones  y  de 
los  documentos  que  se  hayan  presentado.  EIJuez  de 
1*  instancia  presidirá  la  Junta  pero  sin  voto.  En  de- 
fecto del  Juez  de  instancia  presidirán  los  que  están 
llamados  á  sustituirlo.  Constituida  la  mesa  á  las  diez 
de  la  mañana  en  el  local  destinado  al  efecto,  se  empe- 
rezará el  escrutinio  con  la  lectura  de  los  arta.  118  y 
119.  En  seguida  se  presentarán  por  el  Alcalde  de  la 
cabeza  de  distrito  las  certificaciones  de  las  actas  de 
los  colegios  electorales  que  se  le  hubiesen  remitido  y 
las  que  trajesen  los  comisionados.  Unos  y  otros  do- 
cumentos serán  escrupulosamente  confrontados  por 
cuatro  Secretarios  escrutadores  elegidos  en  el  acto  por 
los  comisionados.  El  Presidente  con  los  Secretarios 
hará  el  recuento  y  resumen  de  los  votos  obtenidos  por 
cada  candidato.  Si  no  se  presentasen  en  la  cabeza 
del  distrito  alguno  ó  algunos  de  los  comisionados  á  la 
hora  señalada,  se  hará,  no  obstante,  el  recuento  y  re- 
sumen de  los  votos  por  las  certificaciones  que  hubie- 
sen remitido  sus  colegios  al  Alcalde  de  la  cabeza  del 
distrito.  La  Junta  de  escrutinio  no  podrá  anular  nin- 
gún acta  ni  voto:  sus  atribuciones  se  limitan  k  efectuar 
sin  discusión,  el  recuento  de  los  votos  emitidos  en  los 
colegios  y  secciones  electorales,  ateniéndose  extricta- 
mente  á  los  que  resulten  computados  por  sus  respec- 
tivas mesas.  Si  sobre  el  recuento  ^ocurriese  alguna 
cuestión,  la  decidirá  la  Junta  por  mayoría  de  votos. 
Si  respecto  al  número  de  votos  y  de  votantes  no  apa- 
reciese conformidad  entre  las  certificaciones  presenta- 
das por  el  Alcalde  de  la  cabeza  del  distrito  y  las  de  los 
comisionados,  se  estará  al  resultado  de  las  que  estos 
hubiesen  presentado,  y  se  pasará  el  tanto  de  culpa  á 


1 
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los  Tribunales  para  que  procedan  en  justicia  á  lo  que 
hubiere  lugar.  Concluido  el  escrutinio,  el  Presidente 
proclamará  Diputado  al  candidato  que  hubiese  obteni- 
do mayor  número  de  votos.  Del  acta  del  escrutinio 
ha  de  remitirse  una  copia  literal  firmada  por  el  Presi- 
dente y  los  Secretarios  al  Gobernador  de  la  Provincia. 
El  acta  se  archivará  en  la  Secretaría  del  Ayuntamien- 
to de  la  cabeza  del  distrito  con  las  certificaciones  de 
las  actas  de  los  colegios  y  secciones  remitidas  al  Al- 
calde y  las  presentadas  por  los  comisionados.  De  di- 
cha acta  se  remitirá  inmediatamente  al  Diputado  pro- 
clamado una  certificación  expedida  por  el  Secretario 
del  Ayuntamiento  de  la  cabeza  del  distrito  con  el 
Vto.  Bno.  del  Alcalde.  En  ella  se  hará  constar  el  nú- 
mero de  votantes  que  hayan  tomado  parte  en  la  elec- 
ción del  distrito,  los  votos  obtenidos  por  los  candida- 
tos, las  protestas  y  sus  resoluciones  que  se  hubiesen 
hecho  y  tomado  en  los  colegios  y  su  proclamación.  Es- 
ta certificación  le  servirá  de  credencial  al  Diputado 
electo.  Terminadas  todas  las  operaciones  de  la  Junta, 
el  Presidente  la  declarará  disuelta. 

394  Publicación  del  resultado  de  las  elec- 
ciones.— El  resultado  de  las  ordinarias  y  extraordina- 
rias se  publicarán  en  el  Boletín  Oficial  de  la  Provincia 
con  los  resúmenes  de  los  votos  que  hayan  obteni- 
do todos  los  candidatos. — Artículo  106.  Ley  electo- 
ral. 

395.    Remisión  de  actas  á  la  Diputación. — 

El  Gobernador,  ocho  dias  ántes,  por  lo  ménos,  del  se- 
ñalado para  la  apertura  de  la  Diputación  provincial,  re- 
mitirá á  la  Secretaría  de  ésta  las  actas  de  las  Juntas 
de  escrutinio  de  los  distritos  electorales  y  demás  do- 
cumentos que  haya  recibido  referentes  á  las  eleccio- 
nes.— Art.  107. 

A  fin  de  completar  la  exposición  de  esta  materia, 
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de  suyo  importante,  pasamos  á  indicar  ciertas  pres- 
cripciones legales  de  interés. 

396.  Epoca  para  las  elecciones. — Las  ordina- 
rias empezarán  en  la  primera  quincena  del  tercer  mes 
del  año  económico  (Setiembre),  el  dia  que  se  fije  por 
el  Gobernador  General,  Este  dia  será  el  mismo  para 
todas  las  Provincias  y  distritos. — Art.  98  Ley  elec- 
toral. 

397.  Elecciones  parciales, — En  los  casos  de 
renuncia  ó  vacantes  extraordinarias  que  por  cualquier 
causa  ocurran,  se  procederá  á  hacer  elecciones  par- 
ciales ingresando  el  elegido  ó  elegidos  en  lugar  del 
que  se  reemplace  ó  reemplacen. — Art.  99  Ley  elec- 
toral. 

398.  Convocatoria. — Corresponde  hacerla  así  de 
las  elecciones  ordinarias  como  de  las  extraordinarias 
al  Gobernador  de  la  Provincia,  quien  la  anunciará  en 
ios  cinco  dias  siguientes  á  la  órden  ó  el  acuerdo  en  que 
se  funden  debiéndose  verificar  en  un  plazo  que  no  ba- 
je de  diez  dias,  ni  exceda  de  veinte. — Art.  100  Ley 
electoral. 

399.  Designación  de  local. — Los  Ayuntamien- 
tos, con  ocho  dias  de  anticipación  al  designado  para  la 
elección,  acordarán  y  publicarán  el  local  en  que  haya 
de  verificarse  en  cada  colegio  ó  sección.— Art.  101 
Ley  electoral. 

SECCION  III. 

ELECCIONES  DE  DIPUTADOS  Á  CORTES.  (1) 

400.  Ley  vigente. — Es  la  de  28  de  Diciembre 
de  1878. 


(I)  Por  "R.  D.  de  9*&e  Junio  de  1878  se  restituyó  á  la  Isla  de  Cuba  el 
voto  en  Cortes,  de  que  habia  sido  privada  en  1837. 
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401.  Quiénes  son  electores. — Io  Todo  espa- 
ñol de  edad  de  veinte  y  cinco  años  cumplidos  que  sea 
contribuyente  dentro  ó  fuera  del  mismo  distrito  por 
la  cuota  mínima  para  el  Tesoro  de  125  pesetas  anuales 
por  impuesto  territorial  ó  urbano,  ó  por  subsidio  in- 
dustrial ó  de  comercio.  Para  adquirir  el  derecho  elec- 
toral ha  de  pagarse  la  contribución  territorial  con  un 
año  de  antelación  y  el  subsidio  con  dos  años. — (Art. 
15  y  142.) — Para  computar  la  contribución  á  los  que 
pretendan  el  derecho  electoral,  se  considerarán  como 
bienes  propios:  Io  con  respecto  á  los  maridos  los  de 
sus  mujeres  miéntras  subsista  la  sociedad  conyugal, 
29,  con  respecto  á  los  padres,  los  de  sus  hijos  de  que 
sean  legítimos  administradores,  y  39,  con  respecto  á 
los  hijos,  los  suyos  propios  de  que  por  cualquier  con- 
eepto  sean  sus  madres  usufructuarias. — Art.  16. — A 
los  sócios  de  compañías  que  no  sean  anónimas  se  ha 
de  computar  también  la  contribución  que  paguen  las 
mismas  compañías,  distribuida  en  proporción  al  inte- 
rés que  cada  uno  tenga  en  la  sociedad;  y  no  siendo 
éste  conocido,  por  iguales  partes. — Art.  17. — En  todo 
arrendamiento  ó  aparcería,  se  imputarán  para  los  efec- 
tos electorales  los  dos  tercios  de  la  contribución  al 
propietario,  y  el  tercio  restante  al  colono  ó  colonos. — 
Art.  18. 

2?  También  tienen  derecho  á  ser  inscritos  en  las 
listas  como  electores,  siempre  que  hayan  cumplido 
veinte  y  cinco  años: 

Primero.  Los  individuos  de  número  de  las  Reales 
Academias  Española,  de  la  Historia,  de  San  Fernan- 
do, de  Ciencias  Exactas,  Físicas  y  Naturales,  de  Cien- 
cias Morales  y  Políticas,  y  de  Medicina. 

Segundo.  Los  individuos  de  los  Cabildos  Eclesiás- 
ticos y  los  Curas  párrocos  y  sus  Tenientes  ó  coadju- 
tores. 


Tercero.  Los  empleados  activos  de  todos  los  ra- 
mos de  la  Administración  pública,  de  las  Córtes,  de 
la  Casa  Real,  de  las  Diputaciones  y  Ayuntamientos  que 
gocen  por  lo  ménos  2,000  pesetas  anuales  de  sueldo, 
y  los  cesantes  y  jubilados,  sea  cualquiera  su  haber  por 
este  concepto,  y  los  Jefes  de  xidministracion  cesantes, 
aún  cuando  no  tuvieran  haber  alguno. 

Cuarto.  Los  Oficiales  generales  .del  ejército  y  ar- 
mada exentos  del  servicio  y  los  Jefes  y  oficiales  mili- 
tares y  marinos  retirados,  con  goce  de  pensión  por  esta 
cualidad  ó  por  la  cruz  pensionada  de  San  Fernando, 
aunque  sean  de  la  clase  de  soldado. 

Quinto.  Los  que  llevando  residencia  por  lo  ménos 
de  dos  años  en  el  Término  del  Municipio  justifiquen 
su  capacidad  profesional  ó  académica  por  medio  de 
título  oficial. 

Sexto.  Los  pintores  ó  escultores  que  hayan  obte- 
nido premio  de  primera  ó  segunda  clase  en  las  Expo- 
siciones nacionales  é  internacionales. 

Sétimo.  Los  Relatores  ó  Secretarios  de  sala  y  Es- 
cribanos de  Cámara  de  los  Tribunales  Supremos  y 
superiores,  y  los  Notarios  y  Procuradores,  Escribanos 
de  juzgados  y  Agentes  colegiados  de  negocios  que  lle- 
ven por  lo  ménos  dos  años  de  residencia  en  el  Térmi- 
no municipal  y  justifiquen  su  capacidad. 

Octavo.  Los  Profesores  y  Maestros  de  cualquiera 
enseñanza  costeada  de  fondos  públicos. 

Noveno.  Los  Maestros  de  1?  y  2^  enseñanza  que 
tengan  título. — Art.  19. 

402.    Incapacidades. — No  pueden  ser  electores: 

l9  Los  que  por  sentencia  firme  de  Tribunal  com- 
petente hayan  sido  condenados  á  las  penas,  como  prin- 
cipales ó  accesorias,  de  inhabilitación  perpetua  absolu- 
ta ó  especial  para  derechos  políticos  ó  cargos  públicos 
aunque  hubiesen  sido  indultados,  á  no  haber  obtenido 

35 
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ántes  de  la  elección  rehabilitación  personal  por  medio 
de  una  Ley. 

2?  Los  que  por  igual  sentencia  hayan  sido  conde- 
nados á  cualquiera  de  las  penas  que  el  Código  penal 
clasifica  como  aflictivas  si  no  hubieran  obtenido  legal- 
mente rehabilitación  dos  años  por  lo  ménos  ántes  de  la 
elección. 

3?  Los  que  habiendo  sido  condenados  por  senten- 
cia firme  á  cualquiera  de  las  otras  penas  establecidas 
por  el  Código,  no  acreditaren  haber  cumplido  la  con- 
dena ántes  de  la  elección. 

4?  Los  que  por  incapacidad  física  ó  moral  ó  por 
sentencia  penal  se  hallaren  en  estado  de  interdicción 
civil. 

59  Los  concursados  ó  quebrados  no  rehabilitados 
conforme  á  la  Ley  y  que  no  acrediten  documental- 
mente  haber  cumplido  todas  sus  obligaciones. 

6?  Los  deudores  á  fondos  públicos  como  segundos 
contribuyentes. 

79  Los  que  habiendo  estado  sujetos  á  servidumbre, 
no  lleven  por  lo  ménos  tres  años  de  ser  libertos  y 
exentos  de  patronato. — Arts.  89,  20  y  143. 

403.  Del  modo  de  adquirir  y  perder  el  dere- 
cho electoral. — La  Ley  establece  un  procedimiento 
de  carácter  judicial,  por  lo  que  no  puede  ser  objeto  del 
derecho  administrativo.  Véase  el  capitulo  29,  Título 
tercero  de  dicha  Ley.  (1) 

(1)  Indicarémos,  sin  embargo,  las  disposiciones  que  contiene.  El  dere- 
cho electoral  se  obtiene  y  pierde  por  virtud  de  declaración  judicial.  Es  Juez 
competente  el  de  1?  instancia  del  partido  judicial  comprendido  en  el  distrito 
en  cuyas  listas  haya  de  hacerse  la  inclusión  ó  exclusión.  La  acción  es  popu- 
lar entre  los  electores  ya  inscritos,  quienes  lo  mismo  que  los  propios  intere- 
sados, pueden  ejercitarla  en  cualquier  tiempo.  Será  oido  siempre  el  Ministe- 
rio fiscal.  ÜTo  se  admite  ni  tramita  ninguna  demanda  de  inclusión  qúe  no  se 
presente  con  la  justificación  documental  del  derecho  reclamado.  Debe  com- 
prender las  calidades  de  edad,  contribución,  ó  capacidad  y  vecindad  en  el 
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404.  Formación  y  rectificación  anual  del 
censo  electoral. — En  la  Secretaría  municipal  del 
pueblo  cabeza  de  cada  distrito  electoral  ha  de  abrirse 
un  libro  titulado  «Registro  del  Censo  electoral,»  divi- 
dido en  tantas  partes  cuantas  fueren  las  secciones  en 
que  esté  dividido  el  distrito.  Cada  una  de  estas  par- 
tes tendrá  el  rótulo  siguiente:  «Registro  del  Censo 
Electoral  del  Distrito  de. .  . .»  «Sección  Primera  . .  . .» 
y  así  sucesivamente  con  la  numeración  correlativa  en 
todas  las  secciones.    En  cada  una  de  ellas  se  anota- 


pueblo  respectivo.  Admitida  la  demanda,  se  publica  la  pretensión  por  edic- 
tos que  se  fijarán  en  los  sitios  acostumbrados  del  pueblo  cabeza  de  partido  y 
en  los  del  domicilio  de  la  persona  cuya  inscripción  se  pida,  anunciándose  en 
el  Boletín  Ojicial.  Dentro  de  20  dias,  contados  desde  la  fecha  del  Boletín  en 
que  se  haya  anunciado  la  pretensión,  habrá  lugar  á  la  oposición.  Espirado 
dicho  término,  sin  oposición,  se  pasará  el  expediente  al  Ministerio  fiscal,  que 
lo  devolverá  con  su  dictámen  á  los  tres  dias.  Si  el  Ministerio  fiscal  no  se  opu- 
siese, se  dictará  sentencia  definitiva  razonada  dentro  de  24  horas;  declarando 
ó  negando  el  derecho  electoral.  Es  apelable  en  ambos  efectos.  Si  no  se  ape- 
lase, quedará  ejecutoriado  y  se  cumplirá.  Si  mediara  oposición,  se  dará  in- 
mediatamente copia  del  escrito  de  oposición  á  la  parte  actora  y  se  convoca- 
rá á  juicio  verbal,  que  se  celebrará  lo  mas  tarde  5  dias  después  de  fenecidos 
los  20.  En  el  acto  podráu  presentarse  nuevas  justificaciones  que  no  sean  de 
testigos.  Concluido  el  juicio  verbal  y  dentro  del  siguiente  se  dictará  senten- 
cia, apelable  en  ambos  efectos.  Si  un  elector  trasladase  su  vecindad  á  otro 
distrito  ó  sección,  le  bastará  para  ser  inscrito  en  las  listas  del  nuevo  domici- 
lio acreditar  este  documentalmente  y  que  estaba  inscrito  en  las  correspon- 
dientes á  la  sección  de  su  anterior  vecindad;  pero  se  admitirá  prueba  en  con- 
trario. La  demanda  de  exclusión  ha  de  presentarse  con  justificación  docu- 
mental negativa  del  concepto  por  que  figure  en  las  listas'el  elector  ó  afirma- 
tiva respecto  á  las  circunstancias  que  producen  incapacidad.  Los  trámites 
son  los  de  las  demandas  de  inclusión,  debiendo  siempre  ser  citados  personal- 
mente los  electores  de  cuya  exclusión  se  trate,  por  cédula  acompañada  de 
cópia  literal  de  la  demanda  y  documentación.  Al  elector  le  basta  justificar 
la  calidad  que  se  le  niegue.  Puede  hacerlo  otro  elector.  El  término  para  ape- 
lar es  de  3  dias,  y  el  de  comparencia  de  15,  pudiendo  interponerse  el  recurso 
en  la  misma  diligencia  de  notificación.  Las  apelaciones  se  sustancian  como 
los  de  los  interdictos  posesorios  sin  formar  apuntamiento  y  con  audiencia  del 
Fiscal.  Contra  el  fallo  de  la  Audiencia  no  se  dá  recurso.  El  papel  es,  el  de 
oficio. 


rán  por  orden  alfabético  de  los  apellidos  los  nombres 
de  todos  los  electores  correspondientes  á  la  misma,  en 
dos  listas  separadas  que  comprenderán:  la  primera,  los 
electores  que  lo  sean  contribuyentes;  la  segunda,  los 
electores  en  concepto  de  capacidad.  Cada  una  de  estas 
listas  estará  dividida  en  cuatro  columnas  verticales 
para  anotar  en  la  primera  el  nombre  y  apellidos  pater- 
no y  materno  del  elector,  en  la  segunda  el  concepto 
de  su  derecho  electoral,  en  la  tercera  el  punto  donde 
sea  contribuyente  ó  adquiera  el  título  profesional  aca- 
démico, y  en  la  cuarta  su  domicilio  dentro  de  la  sec- 
ción. Estas  listas  constituyen  el  censo  electoral  del 
distrito.  Los  libros  del  registro,  como  protocolo  ó 
matrícula  del  mismo,  estarán  bajo  la  inmediata  inspec- 
ción de  una  Comisión  permanente  que  se  denominará 
«Comisión  Inspectora  del  Censo  Electoral,»  compues- 
ta del  Alcaide,  Presidente,  y  de  cuatro  electores  nom- 
brados por  el  Ayuntamiento  del  pueblo  cabeza  del 
distrito,  los  cuales  se  renovarán  por  mitad  cada  dos 
años  y  serán  personalmente  responsables  con  el  Se- 
cretario municipal,  que  lo  será  también  de  la  Comi- 
sión, de  todas  las  faltas  que  se  cometieren  en  la  for- 
malidad y  exactitud  de  los  asientos.  Cada  Concejal 
solamente  podrá  nombrar  la  mitad  de  los  que  hayan 
de  elegirse.  Todo  elector  que  varié  de  domicilio  den- 
tro de  cada  distrito  y  de  cada  sección  electorales  lo 
participará  por  escrito  á  la  Comisión,  dejando  nota  de  su 
nueva  morada  en  la  Secretaría.  Las  listas  del  censo  elec- 
toral así  formadas  tendrán  por  cabeza  la  indicación  del 
año  en  que  han  de  regir  y  al  pié  la  rectificación  que 
firmarán  todos  los  individuos  de  la  Comisión  Inspec- 
tora con  su  Secretario,  el  día  primero  de  Enero  de 
cada  año,  redactada  en  los  términos  siguientes: — «Las 
listas  que  preceden  comprenden  sin  omisión  ni  adición 
alguna,  los  nombres  de  todos  los  electores  para  Dipu- 
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tados  á  Cortes,  según  los  datos  auténticos  remitidos  á 
esta  Comisión  hasta  su  fecha,  y  de  su  exactitud  certi- 
can  los  infrascritos; — (fecha  y  firmas).» 

En  cuadernos  separados  de  los  libros  del  Registro, 
que  se  denominarán  de  alta  y  baja  del  censo  electoral, 
correspondiendo  uno  á  cada  sección,  se  anotarán  suce- 
sivamente con  el  órden  y  clasificación  convenientes  los 
nombres:  1.°,  de  los  electores  inscritos  que  hubiesen 
fallecido;  2.°,  de  los  que  hubiesen  perdido  legalmente 
su  domicilio  dentro  del  distrito,  con  referencia  á  los  pa- 
drones de  la  respectiva  municipalidad  y  á  las  notas  de 
aviso  de  los  interesados;  3.°,  de  los  que  hubieren  sido 
incapacitados  ó  mandados  excluir  de  las  listas,  con 
referencia  á  las  ejecutorias  procedentes  de  los  Juzga- 
dos competentes;  y  4.°,  de  los  nuevos  electores  man- 
dados inscribir  por  sentencia  judicial,  también  con 
igual  referencia.— Arts.  49,  50,  51,  52,  53  y  54.  (1) 

405.  Rectificación  anual. — El  dia  1?  de  Diciem- 
bre de  cada  año  se  publicarán  por  edictos  en  todos  los 
Ayuntamientos  de  cada  sección  electoral  y  se  inserta- 
rán en  el  Boletín  Oficial  de  la  Provincia,  las  anotacio- 
nes de  alta  y  baja  del  censo  que  se  hubiesen  hecho 
durante  el  año.  Hasta  el  dia  10  del  mismo  mes  admitirá 
la  Comisión  las  reclamaciones  que  se  hicieren  por 
cualquier  elector  inscrito  en  las  listas  vigentes  ó  por 
los  interesados  en  las  anotaciones  de  alta  y  baja  pu- 
blicadas contra  la  exactitud  de  las  mismas  y  las  resol- 

(1 )  Cometen  el  delito  de  falsedad  electoral  los  funcionarios  ó  particula- 
res que  con  el  fin  de  dar  ó  quitar  el  derecho  electoral  alteren  las  listas,  los 
asientos  del  censo  y  sus  modificaciones  ó  certifiquen  inexactamente  sobre 
bienes,  títulos  ó  cualidades  en  que  se  funde  el  derecho  ó  incapacidad  electo- 
ral; los  interesados  ó  sus  representantes  que  con  iguales  fines  falten  á  sa- 
biendas á  la  verdad  en  sus  actos,  peticiones  y  declaraciones;  y  los  Presiden- 
tes de  las  Comisiones  inspectoras  que  habiendo  recibido  los  avisos  para 
anotar  las  variaciones  en  las  casillas  del  censo  de  su  distrito  dejaran  inten- 
cionalmente  de  anotarlas— inciso  1?  y  2? — Átt.  124. 
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verá  de  plano,  con  vista  de  sus  antecedentes  en  la  Se- 
cretaría, notificando  en  el  acto  süs  resoluciones  á  los 
reclamantes,  quienes  podrán  hasta  el  dia  20  del  propio 
mes  acudir  en  queja  ai  Juzgado  competente. — Con 
arreglo  á  las  operaciones  indicadas,  serán  rectificadas 
las  listas  y  así  rectificadas  se  inscribirán  en  el  «Regis- 
tro del  censo  electoral.)) — Dentro  de  los  ocho  primeros 
dias  del  mes  de  Enero  se  publicarán  impresas  y  se 
insertarán  además  por  suplemento  en  el  Boletín  Ofi- 
cial de  la  Provincia,  las  listas  del  censo  electoral  de 
cada  distrito  así  ultimadas  y  se  comunicarán  á  las  sec- 
ciones de  diferente  demarcación  municipal  las  cópias 
respectivas  certificadas  por  el  Secretario  de  la  Comi- 
sión inspectora  con  el  Vto.  Bno.  del  Presidente. — 
Arts.  55,  56,  57,  58  y  59. 

406.  Carácter  definitivo  de  las  listas. — Las  lis- 
tas electorales,  así  rectificadas  y  publicadas,  serán  de- 
finitivas y  regirán  hasta  la  nueva  rectificación  anual. — 
Art.  60. 

407.  Quienes  son  elegibles. — Para  ser  elegido 
Diputado  á  Cortes  se  requiere  ser  español,  de  estado 
seglar,  mayor  de  edad  y  gozar  de  todos  los  derechos 
civiles. — Art.  29  de  la  Constitución  y  7?  de  la  Ley 
electoral. 

408.  Incapacidades  absolutas. — Los  seis  casos 
primeros  que  hemos  indicado  al  hablar  de  los  electo- 
res y  además  los  siguientes: 

l9  Los  contratistas  de  obras  ó  servicios  públicos 
de  cualquiera  clase  que  se  costeen  con  fondos  del  Es- 
tado ó  tengan  por  objeto  la  recaudación  de  rentas  pú- 
blicas y  los  que  de  resultas  de  tales  contratas  tengan 
pendientes  contra  el  Grobierno  reclamaciones  de  inte- 
rés propio.  Esta  incapacidad  será  extensiva  á  los 
fiadores  y  consocios  de  los  contratistas. 

2?    Los  que  habiéndose  hallado  sujetos  á  servidum 
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bre  no  lleven  por  lo  ménos  diez  años  de  ser  libertos  y 
exentos  de  patronato. — Art.  8  y  141. 

409.  Incapacidades  relativas. — 1.°  Los  em- 
pleados de  real  nombramiento,  con  relación  á  los  dis- 
tritos ó  Provincias  en  que  ejerciesen  su  empleo. 

2.  °  Los  funcionarios  de  Provincia  ó  de  otras  de- 
marcaciones, aunque  su  nombramiento  sea  de  elección 
popular,  que  individual  ó  colectivamente  ejerzan  au- 
toridad, mando  civil  ó  militar  ó  jurisdicción  de  cual- 
quier clase,  con  relación  á  los  distritos  sometidos  en 
todo  ó  en  parte  á  su  autoridad,  mando  ó  jurisdicción. 

3.  °  Los  Ingenieros  de  caminos,  montes  y  minas, 
con  relación  á  los  distritos  ó  provincias  donde  ejercie- 
ren sus  cargos  por  comisión  del  Gobierno. 

4.  °  Los  que  hubiesen  presidido  la  mesa  electoral, 
con  relación  á  la  sección  de  su  presidencia. 

5.  °  Los  contratistas  de  obras  ó  servicios  de  interés 
municipal  ó  provincial.con  relación  á  las  Provincias  ó 
distritos  interesados  en  dichas  obras  ó  servicios. — La 
incapacidad  determinada  en  el  caso  1.°  no  alcanza  á 
los  empleados  de  la  Administración  central. — La  de- 
terminada en  el  2.°  se  entiende  en  cuanto  á  las  Dipu- 
taciones provinciales,  limitada  á  los  Presidentes  de  las 
mismas  y  á  los  individuos  que  compongan  la  Comisión 
permanente  respecto  á  los  votos  de  toda  la  provincia; 
y  relativamente  á  los  Ayuntamientos,  á  los  Alcaldes 
y  Tenientes  de  Alcalde  respecto  á  los  votos  del  Muni- 
cipio. La  incapacidad  relativa  subsiste  hasta  un  año 
después  de  que  hubiese  cesado  el  motivo,  á  no  ser 
que  recaiga  en  persona  que  durante  ese  término  haya 
ejercido  el  cargo  de  Diputado  á  Córtes  por  el  mismo 
distrito.  En  cualquier  tiempo  que  un  Diputado  se 
inhabilitase,  se  declarará  su  incapacidad  y  perderá  in- 
mediatamente el  cargo. — Los  que  estén  ya  en  posesión 
del  cargo  de  Diputado  no  podrán  ser  admitidos  en  el 
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mismo  Congreso  por  virtud  de  una  elección  parcial 
si  no  lo  hubiesen  renunciado  ántes  de  la  convocación 
del  distrito  para  dicha  elección  parcial. — Arts.  9,  10, 
11  y  12. 

410.  Carácter  del  cargo  de  Diputado  á  Cor- 
tes.— Es  gratuito  y  voluntario,  pudiendo  renunciarse 
ántes  y  después  de  haberlo  jurado,  si  bien  no  cabe 
admitir  la  renuncia  sino  en  el  caso  de  que  el  Congreso 
haya  aprobado  previamente  el  acta  de  la  elección.— 
Los  Diputados  representan  individual  y  colectivamen- 
te á  la  Nación. — Arts.  1  y  13. 

411.  Número  de  Diputados  que  elije  la  Isla 
de  Cuba;  distritos  y  secciones. — Corresponde  á 
esta  Isla  elegir  veinte  y  cuatro  Diputados.  A  ese  fin 
se  divide  su  territorio  en  seis  distritos  electorales,  á 
saber:  Pinar  del  Rio,  que  elije  tres;  la  Habana,  que  elije 
ocho;  Matánzas,  tres;  Santa  Clara,  cinco;  Puerto- 
Príncipe,  uno;  y  Santiago  de  Cuba,  cuatro.  Los  dis- 
tritos se  dividen  en  secciones:  Pinar  del  Pió  com- 
prende 17;  la  Habana,  32;  Matánzas  12;  Santa  Clara, 
19;  Puerto-Príncipe,  4;  y  Santiago  de  Cuba,  9.  En 
cada  sección  existe  un  colegio  electoral. 

412.  Procedimiento  electoral.  I.  Constitu- 
ción de  los  colegios  electorales. — Diez  dias  ántes 
del  señalado  para  la  elección,  ha  de  anunciar  el  Ayun- 
tamiento por  medio  de  edictos  la  designación  del  edi- 
ficio en  que  ha  de  constituirse  el  colegio  electoral, 
convocando  á  los  electores  para  que  concurran  allí  á 
votar.  (1)  Con  la  misma  antelación  han  de  exponer- 
se al  público  las  listas  vigentes  de  electores  de.  la  sec- 
ción.— Las  votaciones  han  de  hacerse  en  cada  sec- 


(1)  Cometen  falsedad  electoral  los  Alcaldes  ó  individuos  de  la  Comisión 
inspectora  que  no  hubieren  publicado  oportunamente  los  edictos  designando 
el  local  ó  hubieran  incurrido  maliciosamente  en  errores  manifiestos; — inciso 
3V  art.  124. 
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cion  bajo  la  presidencia  del  Alcalde  del  Ayuntamiento 
cabeza  de  la  misma,  (1)  asociado  del  número  de  in- 
terventores que  corresponda.— Arts.  62  y  63. 

413.  Nombramiento  de  los  Interventores. — 
Los  designan  "los  electores,  bien  por  escrito  en  cédulas, 
que  firmarán,  bien  por  medio  de  actas  notariales  exten- 
didas en  papel  de  oficio  y  autorizadas  por  Notario  del 
colegio  del  mismo  territorio.  No  puede  proponerse 
en  cada  cédula  ó  acta  notarial  más  que  á  dos  personas. 
También  puede  designarse  á  dos  suplentes.  Todos 
los  propuestos  deben  ser  precisamente  electores  de  la 
misma  sección  y  han  de  saber  leer  y  escribir.  Las 
cédulas  se  redactarán  así: 

«Los  que  suscriben  proponen  para  Interventores  de 
la  mesa  electoral  de  esta  sección,  á  los  electores  de  la 
misma  siguientes: 

B*vD.-    

|á  d   

También  proponen  para  suplentes  á 

Mf    D.  .......  ...... 

D..  

(Fecha  y  firmas.» ) 

A  continuación  podrán  las  personas  designadas  de- 
clarar bajo  su  firma  que  aceptan. 

Las  actas  notariales  se  extenderán  en  la  forma  ordi- 
naria que  determinan  las  leyes. 

Dos  de  los  electores  que  suscriban  la  propuesta,  de- 
ben rubricar  á  la  márgen  todas  las  hojas  de  la  cédula 


(l)  Cuando  hubiere  mas  de  una  sección,  presidirá  por  su  orden  los  Te- 
nientes y  Concejales. — Art.  63. 

36 
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y  firmar  sobre  el  pliego  cerrado  en  que  han  de  pre- 
sentarla esta  manifestación: 

«Sección  de.  

Respondemos  de  la  autenticidad  de  las  firmas  de  la 
propuesta  contenidas  en  este  pliego. 

(Fecha  y  firmas.)) ) 
■ 

Sin  esta  garantía  no  son  admisibles  los  pliegos. 

Las  actas  notariales  han  de  ser  presentadas  también 
en  pliego  cerrado,  en  cuyo  sobre,  lo  mismo  que  en  el 
texto  del  acta,  el  Notario  que  las  autorice,  ha  de  dar 
fé  de  conocimiento  de  todos  y  cada  uno  de  los  electo- 
res que  en  ellas  figuren,  aunque  no  la  suscriban  por 
no  saber  escribir,  siendo  personalmente  responsable  de 
la  verdad  de  la  propuesta  (1). — Arts  64  y  65. 

414.  Constitución  de  las  mesas  electorales. — 
El  domingo  inmediato  anterior  al  señalado  para  la 
elección,  á  las  once  en  punto  de  la  mañana,  se  consti- 
tuirá en  sesión  pública  la  Comisión  inspectora  del  Cen- 
so electoral,  bajo  la  presidencia  sin  voto  del  Juez  á 
quien  corresponda,  ó  sea  el  de  la  capital  del  distrito 
electoral;  (2)  en  el  local  destinado  para  la  instalación 
del  Colegio  v  en  el  acto  y  no  ántes,  serán  recibidos  y 
depositados  los  pliegos  sobre  la  mesa  con  el  debido 
órden  por  secciones. — A  las  doce  en  punto  anunciará 
el  Presidente  que  se  vá  á  proceder  á  ]a apertura  délos 
pliegos.  Tendrá  efecto  empezando  por  los  de  la  ca- 
beza del  distrito  y  siguiendo  por  los  de  las  secciones 
según  el  órden  de  su  numeración  correlativa.   El  Pre- 

(1)  Por  K.  O.  de  5  de  Abril  de  1879  se  ha  declarado  que  la  firma  del 
elector  en  la  cédula  ó  la  del  Notario  en  el  acta  no  puede  suplirse  de  modo 
alguno. 

(2)  Si  hubiere  mas  de  uno;  presidirá  el  Decano. — Art.  98. 
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sidente  abrirá  y  leerá  los  pliegos;  el  Secretario  escri- 
birá en  el  acta  lo  que  de  ellos  resultare.  Abiertos 
todos  los  pliegos  de  una  sección,  serán  confrontados 
los  nombres  de  Jas  firmas  y  los  de  los  electores  que 
figuren  en  las  actas  notariales  con  los  de  la  lista  elec- 
toral correspondiente.  No  se  tomarán  en  cuenta  los 
que  no  resultasen. inscritos  ni  tampoco  los  de  los  elec- 
tores que  aparezcan  concurriendo  simultáneamente  en 
diferentes  propuestas.  En  ese  caso,  se  pasarán  las 
propuestas  al  Tribunal  competente  para  lo  que  proce- 
da en  justicia.  Hecha  la  confrontación,  se  consigna- 
rán en  el  acta  el  número  de  pliegos  abiertos  y  admiti- 
dos, los  nombres  de  los  Interventores  y  suplentes 
designados  en  cada  cédula  ó  acta  notarial  y  el  número 
de  los  electores  concurrentes  á  cada  propuesta. — El 
número  de  Interventores  de  cada  sección  no  puede 
pasar  de  seis. — Si  no  se  presentase  pliego  alguno  ó  si 
el  número  de  los  propuestos  no  llegare  á  cuatro,  la 
Comisión  Inspectora  los  nombrará  libremente  entre 
los  electores  de  la  sección,  en  el  primer  caso,  y  en  el, 
segundo,  los  completará,  asociada  á  los  ya  designados. 
— Proclamados  los  Interventores,  serán  llamados,  ¡si 
estuvieren  presentes,  para  la  aceptación,  si  no  hubie- 
ren aceptado  ya  en  las  cédulas.  Si  estuvieren  ause'n- 
tes,  se  les  comunicará  en  el  mismo  dia  su  nombra- 
miento, debiendo  contestar  dentro  de  dos  dias  Si 
no  aceptaren  los  Interventores  ó  si  no  reunieren  las 
condiciones  legales,  serán  reemplazados  por  los  su- 
plentes; en  defecto  de  éstos,  por  cualesquiera  de  los 
electores.  En  caso  de  que  los  excluidos  ó  renuncian- 
tes fuesen  los  dos  nombrados  en  un  mismo  pliego,  y 
no  hubiese  en  él  suplentes,  la  mayoría  de  la  Comisión, 
asociada  de  los  otros  Interventores,  si  los  hubiese  ya 
proclamados,  nombrará  libremente  á  otros  dos  electo- 
res.— El  cargo  de  Interventor,  después  .de  aceptado, 
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es  obligatorio. — Terminadas  las  operaciones  indicadas, 
se  procederá  sin  levantar  mano  á  la  redacción  del  ac- 
ta, que  habrán  de  suscribif  todos  los  individuos  de  la 
Comisión  con  su  Secretario,  insertándose  en  ella  las 
protestas  y  reclamaciones  formuladas  y  las  resolucio- 
nes que  sobre  ellas  deberá  dictar  de  plano  la  Comisión. 
Los  autores  de  las  reclamaciones  firmarán  también, 
si  quisieren. — El  Presidente  declarará  acto  continuo 
constituidos  los  colegios  de  todas  las  secciones  del 
distrito  y  citará  á  los  Interventores  para  la  hora  en 
que  habrán  de  comenzar  las  votaciones,  levantando  en 
seguida  la  sesión,  sin  permitir  que  se  trate  de  asunto 
alguno  fuera  de  los  ya  indicados.  El  acta,  con  los 
pliegos  y  documentos  á  ella  anejos,  se  archivará  en  la 
Secretaría  de  la  Comisión.  Una  cópia  literal  certifi- 
cada será  remitida  por  el  Presidente  á  la  Secretaría 
del  Congreso  de  los  Diputados,  remitiéndose  al  mis- 
mo tiempo  á  los  Ayuntamientos  de  las  cabezas  de  las 
secciones,  certificaciones  parciales  autorizadas  por  el 
Secretario  con  el  Vto.  Bno.  del  Presidente,  y  en  las 
que  se  designarán  los  Interventores  nombrados. — f 
Arts.  66,  67,  68,  69,  70,  71,  72,  73,  74  y  75.  (1) 

415.  II.  Votaciones, — Ha  de  señalarse  siempre 
un  domingo.  La  votación  ha  de  hacerse  simultánea- 
mente en  todas  las  secciones  del  distrito.  Comenzará 


(1)  Cometen  el  delito  de  falsedad  electoral  los  que  alteraren  las  firmas  ó 
sellos  ó  verificaran  cualquiera  modificación  ó  manejo  fraudulento  en  los  pro- 
puestos de  Interventores,  apertura  de  sus  pliegos,  actas  de  sus  contenidos, 
designación  de  suplentes  y  demás  operaciones  relativas  á  la  constitución  del 
Colegio  electoral;  y  los  Presidentes  y  Secretarios  de  la  Comisión  inspectora 
que  maliciosamente  dejaren  de  remitir  á  la  Secretaría  del  Congreso  y  á  las 
secciones  las  actas  de  constitución  de  los  Colegios  y  las  de  escrutinio. — In- 
ciso 4?  y  5?,  art.  124. — Cometen  falta  contra  el  derecho  electoral  los  Presi- 
dentes, Secretarlos  ó  Interventores  que,  después  de  haber  aceptado  su  cargo 
lo  abandonen  ó  se  nieguen  á  firmar  las  actas  ó  acuerdos  de  la  mayoría; — in- 
ciso 2?,*art.  129. 
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4  las  ocho  en  punto  de  la  mañana,  continuando  sin  in- 
terrupción hasta  las  cuatro  de  la  tarde,  en  que  se  de- 
clarará definitivamente  cerrada  y  comenzará  el  re- 
cuento de  los  votos.  (1) — Art.  76  y  77. 

416.  Modo  y  forma  de  la  votación. — Es  se- 
creta. Se  ha  de  hacer  en  esta  forma:  Él  elector  se 
acercará  á  la  mesa,  y  dando  su  nombre,  entregará  por 
su  propia  mano  al  Presidente  una  papeleta  de  papel 
blanco,  doblada,  en  la  cual  estará  escrito  ó  impreso  el 
nombre  del  candidato.  El  Presidente  la  depositará 
en  la  urna,  después  de  certificarse,  en  caso  de  duda, 
por  el  exámen  que  harán  los  Interventores  de  las  lis- 
tas, de  que  en  ellas  está  inscrito  el  nombre  del  votan- 
te, y  dirá  en  alta  voz:  «Fulano  vota.»  En  todo  caso 
el  Presidente  tendrá  siempre  á  la  vista  del  público  la 
papeleta  desde  el  momento  de  la  entrega  hasta  que  la 
deposite  en  la  urna.  Dos  de  los  Interventores  anota- 
rán en  lista  duplicada  los  nombres  de  los  electores, 
numerados  por  el  orden  con  que  vayan  dando  los  vo- 
tos.—Art.  79.  (2) 


(1)  Si  por  alteración  del  orden,  grave  y  material,  no  pudiere  tener  lugar 
la  elección  en  una  sección  el  di  a  señalado,  se  verificará  al  tercero  dia  anun- 
ciándolo  previamente  24  horas  antes  en  todos  los  pueblos  de  la  sección,  art. 
77. — Si  á  la  hora  señalada  no  se  hubiese  presentado  alguno  de  los  Interven- 
tores ó  su  suplente,  no  se  suspenderá  la  votación,  sin  perjuicio  de  la  respon- 
sabilidad que  incumba  á  los  ausentes  que  no  justifiquen  causa  legítima. — Si 
faltaren  todos  ó  la  mayor  parte,  el  Presidente  completará  su  número  nom- 
brando libremente  los  que  fuesen  necesarios  entre  los  electores  presentes. — 
Art.  78. — Cometen  el  delito  de  falsedad  electoral  los  Presidentes  de  mesa  ó 
funcionarios  ó  particulares  que  maliciosamente  alterasen  los  dias  y  horas  de 
la  elecciorí  ó  indujeren  á  error  á  los  electores; — inciso  6?,  art.  124. 

(2 )  Comeien  el  delito  de  falsedad  electoral  los  que  aplicasen  indebida- 
mente votos  á  favor  de  un  candidato  ó  le  privaran  de  ellos  así  para  el  cargo 
de  Diputado  como  cualquiera  otro  que  se  menciona  en  la  Ley;  los  que  por 
cualquier  procedimiento  directo  ó  indirecto  procuren  atacar  el  secreto  de  la 
elección  con  el  fin  de  influir  en  el  resultado;  los  Presidentes  ó  Secretarios 
que  cambien  ó  alteren  la  papeleta  que  el  elector  les  entregue  ó  la  o'culten  á 
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-  417.    Duda  sobre  la  identidad  personal. — Se 

suspenderá  en  ese  caso  la  admisión  del  voto  hasta  que 
ai  final  de  la  votación  decida  la  mesa  lo  que  correspon- 
da sobre  la  reclamación  que  al  efecto  hubiere  hecho 
un  elector. — La  mesa  decidirá  por  mayoría  de  votos. 
Será  necesario  para  rechazar  el  voto  que  se  presente 
en  el  acto  prueba  suficiente.  En  todo  caso  se  man- 
dará pasar  al  Tribunal  competente,  el  tanto  de  culpa 
que  resulte  para  que  se  exija  la  responsabilidad  que 
proceda,  así  al  que  aparezca  usurpador  del  Estado  y 
nombre  ageno  como  al  reclamante  que  hubiese  hecho 
esta  imputación  falsamente. — Arts.  80  y  81.  (1) 

418.  Escrutinio  parcial. — A  las  cuatro  en  pun- 
to de  la. tarde,  anunciará  el  Presidente  en  alta  voz  que 
se  va  á  cerrar  la  votación  y  ya  no  le  permitirá  á  na- 
die entrar  en  el  local.  Por  tres  veces  preguntará  el 
Presidente,  con  intérvalo  de  un  minuto,  si  alguno  de 


la  vista  del  público  antes  de  depositarla  en  la  urna;  los  Presidentes,  Inter- 
ventores ó  Secretarios  que  cometieran  error  malicioso  en  la  anotación  de  las 
listas  de  los  electores  que  depositen  su  voto  en  las  urnas  y  los  individuos 
que  suscitaren  dudas,  maliciosamente  también,  sobre  la  identidad  de  la  per- 
sona del  elector  ó  sus  derechos,  dificultándole  ó  impidiéndole  su  ejercicio;  y 
los  Presidentes,  Interventores  y  Secretarios  que  en  la  extracción  de  papele- 
tas de  la  urna, ' recuento  de  ellas,  lectura  y  computación  de  los  votos  emiti- 
dos, cometieran  alguna  inexactitud  de  hecho  ó  alguna  infracción  de  las  pres- 
cripciones relativas  á  la  constitución  de  los  Colegios,  á  las  votaciones  y  á  los 
escrutinios  generales,  siempre  que  aparezcan  la  intención  de  alterar  por  esos 
medios  el  resultado  de  las  operaciones  ó  de  dificultar  la  comprobación  de  los 
procedimientos  electorales. — Incisos  7?,  8?,  9?,  10  y  11. — Art.  24 — Cometen 
igual  delito  los  que  siendo  electores,  voten  dos  ó  mas  veces,  bien  con  nom- 
bre ageno,  bien  cualquier  otro  medio  fraudulento; — inciso  12  del  mismo  art. 
— Cometen  falta  contra  el  derecho  electoral  los  que  negasen  admisión  de  re- 
cursos y  protestas  que  se  formulen,  cualquiera  que  sea  su  índole,  ó  dejasen 
de  proveer  al  que  presente  alguna  de  esas  reclamaciones,  del  oportuno  reci- 
bo ó  se  resistiesen  á  insertar  en  el  acta  todas  las  dudas,  reclamaciones  y  pro- 
testas motivadas,  ya  se  hayan  hecho  de  palabra  ó  por  escrito; — inciso  3?, — 
art.  129. 
(1)   Véase  la  nota  anterior. 


los  electores  presentes  ha  dejado  de  votar.  Se  admi- 
tirán los  votos  que  se  dén  á  continuación.  Los  indi- 
viduos de  la  mesa  votarán  los  últimos.  Se  rubricarán 
por  los  Interventores  las  listas  numeradas  de  los  vo- 
tantes á  continuación  del  último  nombre  en  ellas  ins- 
crito. En  seguida  declarará  el  Presidente  «cerrada  la 
votación»  y  se  procederá  al  escrutinio,  leyendo  el  Pre- 
sidente en  alta  voz  las  papeletas,  que  extraerá  de  la 
urna  una  por  una.  Los  Interventores  computarán  el 
número  de  las  papeletas  así  leidas  con  el  de  los  electo- 
res votantes  anotados  en  las  listas  numeradas. — Arts. 
82  y  83.  (1) 

419.  Número  de  candidatos  que  puede  votar 
cada  elector. — En  los  distritos  que  no  deban  elegir 
mas  que  un  Diputado,  (2)  cada  elector  no  puede  escri- 
bir en  su  papeleta  mas  que  el  nombre  de  un  solo  can- 
didato.— En  los  que  elijan  tres,  (3)  cada  elector  no 
puede  dar  su  voto  mas  que  á  dos  candidatos  en  una 
sola  papeleta  para  dejar  á  salvo  la  representación  de 
las  minorías. — En  los  que  deban  elegir  cuatro  (4)  ó 
cinco,  (5)  cada  elector  solo  podrá  dar  su  voto  á  tres 
candidatos  en  una  sola  papeleta. — De  igual  manera, 
solo  podrá  cada  elector  votar  en  su  papeleta  á  cuatro 
candidatos  si  fueren  seis  los  Diputados;  á  cinco  si  fue- 
ren siete  y  á  seis  si  fueren  ocho  (6). — Art.  84. — rSerán 
nulas  las  papeletas  en  blanco,  las  que  no  fueren  inte- 
ligibles y  las  que  no  contengan  nombres  propios  de 
personas.  Si  contuvieren  varios  nombres  en  mayor 
número  del  establecido,  solo  valdrá  el  voto  para  los 


(1)  Véase  la  nota  al  párrafo  416. 

(2)  Puerto-Prínsipe. 

(3)  Pinar  del  Eio  y  Matanzas. 

(4)  Santiago  de  Cuba. 

(5 )  Santa  Clara. 

(6)  La  Habana. 
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que  completen  ese  número  por  el  orden  en  que  ^estén 
escritos.  Si  no  fuere  posible  determinar  el  órden,  se- 
rá nulo  el  voto  en  totalidad, — Cuando  sobre  el  conte- 
nido de  una  papeleta  leida  por  el  Presidente  manifes- 
tase duda  algún  elector,  tendrá  derecho,  si  lo  reclamare, 
á  que  se  le  permita  examinarla  en  el  acto  por  sí  mis- 
mo.— Terminado  el  escrutinio,  el  Presidente  anuncia- 
rá en  alta  voz  el  resultado;  especificando  el  número  de 
papeletas  leídas,  el  de  los  electores  que  hubieren  vo- 
tado y  el  de  los  votos  que  hubiere  obtenido  cada  can- 
didato. Acto  continuo  se  quemarán  las  papeletas  á 
presencia  de  los  concurrentes,  pero  no  las  nulas,  ni 
las  que  hubiesen  sido  objeto  de  reclamación,  pues  unas 
y  otras  deben  unirse  al  acta,  archivándose  con  ella 
para  tenerlas  á  disposición  del  Congreso. — Concluidas 
las  operaciones  indicadas,  el  Presidente  y  los  Inter- 
ventores firmarán  el  acta  de  la  sesión.  Será  archiva- 
da en  la  Secretaría  de  la  Comisión.  Una  cópia  literal 
será  entregada  el  mismo  dia  en  la  Administración  de 
correos  en  pliego  cerrado  y  sellado.  El  Administra- 
dor dará  recibo  con  expresión  del  dia  y  hora  en  que  le 
fué  entregado  el  pliego  y  lo  remitirá  inmediatamente 
certificado  á  la  Secretaría  del  Congreso. — Arts.  82,  83, 
84,  85,  86,  87,  88,  89  y  90. 

420.  Designación  de  un  Interventor  para  el 
escrutinio  general. — Debe  hacerse  ántes  de  disol- 
verse la  mesa.  Se  hará  por  la  mayoría  de  los  indivi- 
duos de  la  mesa.  Se  dará  ai  designado  la  credencial 
correspondiente  y  otra  cópia  literal  del  acta  de  la  se- 
sión de  votación  igual  á  la  remitida  al  Congreso. — 
Art,  91. 

421.  Exposición  al  público  de  copias  de  las 
listas  de  votantes  y  del  resumen  de  los  votos. — 

Antes  de  las  diez  de  la  mañana  del  dia  siguiente  al  de 
la  votación  se  expondrán  al  público,  fuera  de  las  puer- 
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tas  del  colegio  electoral,  copias  de  las  listas  numera- 
das de  los  votantes  y  del  resumen  de  los  votos  obte- 
nidos por  los  candidatos.  Serán  certificadas  por  el 
Presidente  y  los  Interventores  y  un  duplicado  de  las 
mismas  será  remitido  en  el  propio  dia  al  Gobernador 
de  la  Provincia,  quien  dispondrá  su  inmediata  publica- 
ción en  el  Boletín  Oficial. — Art.  92. 

422.  Entrega  de  certificaciones. — Si  alguno  de 
los  candidatos  que  hubiese  obtenido  votos,  ó  cualquier 
elector  en  su  nombre,  requiere  certificación  de  las  lis- 
tas y  resúmenes  de  votos,  se  le  dará  sin  demora  por  la 
mesa.— Art.  93.  (1) 

423.  III.  Escrutinios  generales. — El  domin- 
go inmediato  siguiente  al  de  la  votación,  á  las  diez  en 
punto  de  la  mañana,  se  instalará  en  sesión  pública  en 
el  pueblo  cabeza  del  distrito  electoral  la  Junta  de  es- 
crutinio general  para  verificar  el  de  los  votos  dados  en 
todas  sus  secciones.  Si  no  pudiere  reunirse  el  dia  se- 
ñalado, lo  hará  en  el  mas  inmediato  que  sea  posible. — 
Es  Presidente  el  Juez  de  Ia  instancia;  y  si  hubiere 
mas  de  uno,  el  Decano.  En  defecto  de  Juez  de  1* 
instancia,  presidirá  un  Promotor  fiscal. — Art.  97  y  98. 

424.  Quiénes  componen  la  Junta. — l9  Todos 
los  individuos  de  la  Comisión  Inspectora  del  censo 
electoral; — 2-  Uno  de  los  Interventores  por  cada  una 
de  las  mesas  electorales  de  todas  las  secciones. — 
Art.  99. 

425.  Modo  de  funcionar  la  Junta. — Constitui- 
da ésta,  se  designará  por  el  Presidente  cuatro  Secre- 
tarios entre  los  comisionados.  Uno  de  estos,  después 
de  haber  leido  las  disposiciones  de  la  Ley  referentes 

(1)  Cometen  falta  contra  el  derecho  electoral,  los  que  se  nieguen  á  faci- 
litar á  los  candidatos  ó  electores  que  los  representen,  certificación  del  núme- 
ro- de  votantes  en  cada  sección  ó  colegio  y  del  resultado  del  escrutinio,  ó  que 
dilaten  el  expedirla  mas  de  24  horas. — Inciso  1?,  art.  129. 

37 
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al  acto,  dará  cuenta  de  los  resúmenes  de  cada  votación, 
tomándolos  otros  las  anotaciones  convenientes.  A 
medida  que  se  vayan  examinando  las  actas  se  podrán 
hacer  y  se  insertarán  en  el  acta,  las  reclamaciones  y 
protestas  á  que  hubiere  lugar  sobre  la  legalidad  de  las 
votaciones.  Solamente  pueden  hacerlas  los  individuos 
de  la  Junta.— Arts.  101  y  102. 

426.  Atribuciones  de  la  Junta. — Se  limitan  á 
verificar  sin  discusión  el  recuento  de  los  votos  emiti- 
dos en  las  secciones,  según  las  actas.  Si  sobre  el  re- 
cuento se  provocare  alguna  duda  ó  cuestión,  se  estará 
á  lo  que  decida  la  mayoría. — Art.  103. 

427.  Proclamación  de  Diputados. — Terminado 
el  recuento  de  votos,  se  leerá  en  alta  voz  por  uno  de 
los  Secretarios  el  resumen  general  de  su  resultado  y 
el  Presidente  proclamará  en  el  acto  Diputados  electos 
á  los  candidatos  que  aparezcan  con  mayor  número  de 
votos  en  todo  el  distrito  hasta  completar  el  número  de 
los  que  al  mismo  corresponda.  En  caso  de  empate,  el 
Presidente  proclamará  Diputados  presuntos  á  los  can- 
didatos empatados.  El  Congreso  resolverá. — Arts. 
104  y  105. 

428.  Acta. — De  todo  lo  ocurrido  se  extenderá 
acta  detallada  por  duplicado  que  suscribirán  todos  los 
individuos  de  la  Junta.  Uno  de  los  ejemplares,  for- 
mará con  las  de  las  votaciones  de  las  secciones  y  los 
documentos  originales  anejos  á  una  y  otros  el  expe- 
diente de  la  elección  del  distrito,  que  se  conservará  en 
la  Secretaría  de  la  Comisión  Inspectora  á  disposición 
del  Congreso  (1).  El  otro  ejemplar  será  elevado  in- 
mediatamente á  la  Secretaría  del  Congreso. — Art.  106. 


(1)  Cometen  el  delito  de  falsedad,  los  Presidentes  j  Secretarios  de  la 
Comisión  Inspectora  que  maliciosamente  dejaren  de  remitir  al  Congreso  las 
actas  de  escrutinio, — Inciso  5°,  art.  124. 
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429.  Certificaciones  parciales. — Del  acta  de 
escrutinio  general  se  expedirán  certificaciones  parcia- 
les en  número  igual  al  de  los  Diputados  electos  ó  pre- 
suntos proclamados.  Les  serán  remitidas  directamente 
por  el  Presidente  y  servirán  de  credenciales  para  pre- 
sentarse en  el  Congreso. — Art.  107. 

430.  Disolución  de  la  Junta. — Terminadas  to- 
das las  operaciones  de  la  misma,  el  Presidente  la  de- 
clarará disuelta. — Art  108  (1) 

431.  Elecciones  parciales. — Requiérese  acuerdo 
prévio  de  las  Córtes.  Para  los  distritos  que  deben 
elegir  tres  ó  mas  Diputados,  solamente  se  entenderá 
que  hay  vacante  cuando  por  cualquier  causa,  faltasen 
dos  por  lo  menos.  Si  fuesen  dos  los  Diputados  que 
hubiese  que  elegir  no  podrá  cada  elector  votar  mas 
que  á  un  solo  candidato.  En  el  Real  Decreto  de  con- 
vocatoria se  señalará  el  dia  en  que  haya  de  hacerse  la 


(1)  El  Congreso  examina  y  juzga  de  la  legalidad  de  las  elecciones,  con- 
forme á  su  Keglamento  admitiendo  como  Diputados  á  los  que  resulten  legal- 
mente elegidos  y  proclamados  y  con  la  capacidad  personal  necesaria  para  el 
cargo.  También  ha  de  admitir  y  proclamar  los  candidatos  que  sin  haberlo  sido 
como  electos  por  ningún  distrito,  reclamen  su  admisión  fundados  en  haber 
obtenido  en  diversos  distritos  y  en  elección  general,  votos  en  minoría  ó  em- 
pate respecto  á  cada  distrito  que  acumulados  dén  un  total  de  10.000  por  lo 
menos.  Este  derecho  está  limitado  por  las  condiciones  siguientes: — 1?  No 
ejercer  ó  haber  ejercido  en  propiedad  ó  comisión  cualquier  cargo  público  de 
real  nombramiento,  incluso  el  de  Ministro  de  la  Corona,  desde  el  dia  de  la 
convocatoria  hasta  el  de  la  elección  inclusive. — 2*  No  son  acumulables  los 
votos  obtenidos  en  distritos  á  que  corresponda  elegir  3  ó  mas  Diputados,  ni 
tampoco  los  obtenidos  en  elecciones  parciales. — 3?  Eeclamar  en  el  término 
perentorio  de  30  dias  naturales  después  de  la  constitución  definitiva  del  Con- 
greso.— 4?  Preceder  la  aprobación  de  todas  las  actas  de  elección  de  que  re- 
sulten los  votos  que  se  acumulen  y  la  aprobación  especial  de  la  computación 
de  los  mismos  votos  acumulados  según  el  resultado  de  dichas  actas. — 5?  IsTo 
pueden  ser  admitidos  por  este  concepto  mas  de  10  Diputados,  proclamándose 
los  que  resultaren  con  mayor  número  de  votos. — En  caso  de  elección  empa- 
tada, si  uno  solo  de  los  candidatos  tuviese  aptitud  legal,  será  admitido  y  pro- 
clamado desde  luego  una  vez  aprobada  la  elección.  También  lo  será  el  que 


elección,  sin  que  se  pueda  fijar  ántes  de  los  20  ni  des- 
pués de  los  30,  contados  desde  la  fecha  de  la  convoca- 
toria—Arts.  110,  111  y  112. 

432.  Procedimiento. — La  elección  parcial  se  ha- 
ce por  los  trámites  y  en  la  forma  prescritos  para  las 
elecciones  generales. — Art.  113. 

SECCION  IV. 

ELECCIONES  DE  SENADORES.  (1) 

433.  Ley  vigente. — La  electoral  de  8  de  Febre- 
ro de  1877  para  Senadores. 

434.  Electores. — Para  serlo  es  necesario  ser  es- 
pañol, mayor  de  edad  con  arreglo  á  la  legislación  de 


resulte  legalmente  elegido,  si  hubiere  en  el  acta  protestas  justificadas  con- 
tra la  votación  del  otro  ú  otros  candidatos.  En  otro  caso  decide  la  suerte, 
declarándose  nula  la  elección  si  el  distrito  no  pudiese  elegir  mas  que  un  Di- 
putado.— Los  Diputados  electos  han  de  presentar  la  credencial  en  la  Secre- 
taría del  Congreso  antes  de  que  termine  el  primer  mes  de  sesiones  de  la  2'? 
legislatura,  si  la  elección  fué  general.  Si  hubiere  sido  parcial  dentro  de  la 
legislatura  inmediatamente  posterior  á  su  elección.  La  omisión  equivale  á  la 
renuncia. — Electo  un  mismo  individuo  por  dos  ó  mas  distritos,  optará  en  el 
término  de  8  dias  siguientes  á  la  aprobación  de  la  última  de  sus  actas  si  ya 
estuviere  admitido,  ó  de  30  dias  en  otro  caso,  A  falta  de  opción  expresa,  de- 
cidirá la  suerte. — Los  electores  y  candidatos  podrán  acudir  ante  el  Congreso 
en  cualquier  tiempo  antes  de  la  aprobación  del  acta  con  las  reclamaciones 
que  les  convenga  contra  la  validéz  ó  el  resultado  de  la  elección  ó  contra  la 
capacidad  legal  del  Diputado  electo  antes  de  haber  sido  admitido. — Arts. 
115  al  119. 

(1)  Por  la  Ley  de  9  de  Enero  de  1879,  la  Provincia  de  la  Habana  elige 
tres  Senadores  y  dos  cada  una  de  las  de  Matanzas,  Pinar  del  Rio,  Puerto- 
Príncipe,  Santa  Clara  y  Santiago  de  Cuba. — El  Arzobispo  de  Cuba  con  sus 
sufragáneos  y  Cabildos,  elige  uno;  otro  la  Universidad  de  la  Habana  con  los 
Institutos  y  Escuelas  especiales  de  la  Isla  y  otro  las  Sociedades  económi- 
cas de  la  grande  y  de  la  pequeña  Antilla.  Total,  16. 
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Castilla  (25  años),  cabeza  de  familia,  hallarse  avecin- 
dado y  con  casa  abierta  en  un  pueblo  de  la  Monarquía, 
y  gozar  de  todos  los  derechos  civiles  y  políticos. — 
Art.3.° 

435.  Elegibles. — Lo  son  los  comprendidos  en  el 
art.  22  de  la  Constitución  (1).— Art.  4o 

436.  Incapacidades. — No  pueden  ser  elegidos 
por  las  Diputaciones  provinciales  y  Compromisarios: 
l9  Los  que  desempeñen  ó  hayan  desempeñado  tres 
meses  antes  de  la  elección  cargo  ó  comisión  de  nom- 
bramiento del  Gobierno  con  ejercicio  de  autoridad  en 
las  Provincias  donde  se  verifique.  29  Los  contratistas 
y  sus  fiadores  de  obras  y  servicios  públicos  que  se  pa- 
guen con  fondos  del  Estado,  provinciales  ó  municipa- 
les, ni  los  Administradores  de  dichas  obras  y  servicios. 
3?  Los  Recaudadores  de  contribuciones  y  sus  fiadores. 
En  ningún  caso  pueden  ser  elegidos  los  deudores  al 
Estado  que  lo  sean  por  cualquiera  clase  de  contratas  ó 
en  concepto  de  segundos  contribuyentes. — Artículos 
5*  y  6?  (2). 

437.  Incompatibilidades. — El  cargo  de  Senador 
es  incompatible:  l9  Con  todo  empleo  activo  retri- 
buido con  fondos  del  Estado,  provinciales  ó  municipa- 
les que  no  esté  comprendido  en  las  categorías  que  de- 
signa el  art.  22  de  la  Constitución.  2o  Con  el  de 
Diputado  á  Cortes  y  con  el  de  Concejal  de  cual- 
quier Ayuntamiento,  excepto  el  de  Madrid. — En  caso 
de  incompatibilidad,  debe  optarse  en  el  término  de 
ocho  dias  después  de  la  admisión  en  et  Senado. — 
Art.  7o  y  8? 

438.  Formación  de  listas. — El  dia  1?  de  Enero 


(1)  Yéase  el  "Libro  preliminar. " 

(2)  Los  Diputados  provinciales  no  pueden  ser  elegidos  Senadores  por  sus 
respectivas  provincias. — Art.  8?  "  , 
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de  todos  los  años  deben  formar  y  publicar  los  Ayun- 
tamientos listas  de  sus  individuos  y  de  un  número 
cuadruplo  de  vecinos  del  mismo  pueblo  con  casa  abier- 
ta y  que  paguen  mayor  cuota  de  contribuciones  direc- 
tas, sin  acumularse  lo  que  satisfagan  en  ningún  otro. 
Si  hubiere  dos  ó  más  que  paguen  igual  cuota,  decidi- 
rá la  suerte. — Art.  25. 

439.  Exposición  al  público  de  las  listas;  re- 
clamaciones.— Las  listas  permanecerán  expuestas 
al  público  hasta  el  dia  20  de  Enero.  El  Ayuntamien- 
to resolverá  las  reclamaciones  que  sobre  las  mismas  se 
hagan  ántes  de  1.°  de  Febrero. — Art.  26, 

440.  Alzadas. — Contra  las  resoluciones  del  Ayun- 
tamiento cabe  el  recurso  de  apelación  para  ante  la 
Comisión  provincial.  Esta  debe  resolver  en  los  15 
dias  siguientes. — (Art.  27.) — De  las  resoluciones  de 
la  Comisión,  cabe  el  recurso  de  alzada  para  ante  la 
Audiencia  del  territorio,  que  fallará  hasta  el  1.°  de 
Marzo  sin  causar  costas. — Art.  28. 

441.  Publicación  de  las  listas  definitivas. — 
Antes  del  dia  8  de  Marzo  deben  los  Ayuntamientos 
publicar  las  listas  definitivas. — Art.  29. 

442.  Elección  de  Compromisarios. — Ha  de 
tener  lugar  ocho  dias  ántes  de  señalado  por  el  Gobier- 
no para  la  elección  de  Senadores,  la  de  Compromisarios 
que  han  de  concurrir  á  la  capital  de  la  Provincia  para 
verificarla  referida  elección.  Cada  distrito  municipal 
elegirá  un  número  de  compromisarios  igual  á  la  sexta 
parte  de  los'Concejales.  Si  los  Concejales  no  llegaren 
á  seis  se  elegirá  un  Compromisario.  Sólo  son  elegibles 
los  individuos  del  Ayuntamiento  y  mayores  contribu- 
yentes que  concurran  al  acto  y  sepan  leer  y  escribir. 
A  las  10  de  la  mañana  se  reunirán  en  las  Casas  Con- 
sistoriales, previamente  citados  por  el  Alcalde  y  bajo 
su  presidencia,  los  Concejales  y  mayores  contribuyen- 
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tes.  Después  de  la  lectura  del  R.  D.  de  convocatoria 
y  de  los  arts.  de  la  Constitución  y  de  la  Ley  electoral 
relativos  al  acto,  que  hará  el  Secretario  del  Ayunta- 
miento, se  constituirá  la  mesa  interina,  asociándose  al 
Alcalde  los  dos  más  ancianos  como  escrutadores  y  el 
más  jóven  como  Secretario.  Acto  continuo  se  ha  de 
proceder  á  la  elección  por  papeletas  de  dos  Escruta- 
dores y  un  Secretario.  Constituida  la  mesa  definitiva, 
se  procederá  á  la  elección  de  Compromisario  ó  Com- 
promisarios, quedando  elegidos  los  que  alcanzaren 
mayor  número  de  votos.  La  votación  se  hace  por 
medio  de  papeletas. — (Art.  30,  31,  32,  33  y  34.)  — 
Los  Compromisarios  deben  presentarse  en  la  capital 
dos  dias  antes  del  señalado  para  la  elección,  con  las 
certificaciones  respectivas  de  sus  nombramientos,  de 
las  que  se  tomará  nota  en  la  Secretaría  de  la  Diputa- 
ción, expresando  en  ella  el  dia  de  la  presentación. — 
Art.  30. 

443.  Junta  electoral. — La  componen  la  Diputa- 
ción provincial  y  los  Compromisarios.  Reunida  á  las 
diez  de  la  mañana  en  el  local  designado,  bajo  la  presi- 
dencia del  Presidente  de  la  Diputación,  previa  lectura 
del  R,.  D.  de  convocatoria,  de  los  artículos  de  la  Cons- 
titución y  de  la  Ley  electoral  pertinentes  al  caso  y  de 
la  lista  de  Compromisario  que  hubieren  presentado  sus 
certificaciones,  designará  el  Presidente  entre  los  Com- 
promisarios á  cuatro  Secretarios  escrutadores  interinos, 
recayendo  el  nombramiento  en  los  dos  mas  ancianos  y 
los  dos  mas  jóvenes.  Constituida  la  mesa  interina,  se  pro- 
cederá á  la  elección  definitiva  por  votación  secreta  por 
papeletas  entre  los  Compromisarios  presentes  (1).  Es 
de  advertirse  que  no  podrá  procederse  á  la  elección  de 


(l)  De  los  cuatro  escrutadores,  cada  elector  no  puede  designar  mas  que 
á  dos. —Art.  42. 
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la  mesa  definitiva  sin  que  se  hallen  presentes  la  mitad 
mas  uno  de  los  que  tengan  derecho  á  votar. — Si  no 
hubiere  el  número  necesario,  se  dirigirá  aviso  por  medio 
del  Boletín  Oficial  á  todos  los  Ayuntamientos  de  los 
pueblos  cuyos  Compromisarios  no  se  hubiesen  presen- 
tado, fijándoles  el  término  de  10  dias  para  que  lo  veri- 
fiquen, bajo  apercibimiento  que  se  celebrará  la  elec- 
ción con  el  número  que  concurra. — Arts.  37,  38,  39 
y  40. 

444.  Elección  de  Senadores. — Reunida  la  Jun- 
ta electoral  á  las  10  de  la  mañana  del  siguiente  dia, 
declarará  el  Presidente  que  empieza  la  votación.  Vo- 
tarán primero  los  cuatro  escrutadores,*  después  los 
Diputados  y  Compromisarios  indistintamente  y  por 
último  el  Presidente.  La  votación  ha  de  hacerse  por 
papeletas  en  papel  blanco,  impresas  ó  manuscritas,  que 
el  Presidente  depositará  en  la  urna  después  de  exami- 
nada la  certificación  de  nombramiento,  que,  sellada, 
devolverá.  Un  Secretario  escrutador  anotará  los  vo- 
tos. Las  papeletas  contendrán  solo  el  nombre  y  ape- 
llido de  los  Senadores  que  hayan  de  elegirse  (1). — 
Cuando  los  candidatos  ó  alguno  de  ellos  no  hayan  reu- 
nido la  mitad  mas  uno  de  los  votos  hay  que  proceder 
á  segunda  votación;  pero  no  pueden  entrar  en  ella  sino 
los  que  hayan  obtenido  mayor  número  de  votos  hasta 
el  duplo  de  los  que  deban  elegirse.  En  caso  de  em- 
pate, decidirá  la  suerte.  En  la  segunda  elección,  basta 
la  mayoría  relativa.  Terminadas  estas  operaciones, 
tendrá  lugar  la  proclamación  de  los  Senadores  electos, 
extendiéndose  por  los  Secretarios  la  correspondiente 
acta.  El  original  debe  depositarse  en  la  Secretaría  de 
la  Diputación.    Una  cópia  se  remitirá  al  Ministerio  de 


(!)  En  la  elección  de  Senadores  no  se  dá  entrada  á  la  representación  de 
las  minorías. 
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ia  Gobernación  y  otra  se  entregará  á  cada  uno  de  los 
Senadores  electos  en  concepto  de  credencial. — Arts. 
49  y  siguientes  hasta  el  55. 

445.  Elecciones  parciales. — La  renovación  par- 
cial tiene  lugar  por  mitad  cada  cinco  años,  según  el 
art.  24  de  la  Constitución.  La  designación  de  los  Se- 
nadores á  quienes  corresponda  salir  se  hará  en  la 
forma  que  determine  el  Reglamento  del  Senado.  Las 
vacantes  naturales  por  muerte,  renuncia,  opción,  etc. 
serán  reemplazadas  por  las  Corporaciones  ó  Provin- 
cias de  que  procediere  el  que  la  cause,  observándose 
las  reglas  establecidas  y  teniendo  lugar  el  dia  que  él 
Gobierno  señale,  pré*vio  aviso  del  Senado.  Los  Sena- 
dores nuevamente  elegidos  ocuparán  el  lugar  y  duran- 
te el  tiempo  porque  debieren  serlo  aquellos  á  quienes 
reemplazan. — Arts.  56  al  59. 


CAPITULO  Itt 


De  las  reuniones  públicas. 

446.  Ley  vigente, — La  de  15  de  Junio  de  1880, 
hecha  extensiva  á  esta  Isla  por  R.  D.  de  1°  de  No- 
viembre de  1880. 

447.  Derecho  de  reunión  pacífica;  condición 
para  su  ejercicio. — El  derecho  de  reunión  pacífica 
que  concede  á  los  españoles  el  artículo  13  de  la  Cons- 
titución puede  ejercitarse  por  todos,  sin  mas  condición, 
cuando  la  reunión  ha)  a  de  ser  pública,  que  la  de  dar 
los  que  la  convoquen  conocimiento  escrito  y  firmado 
del  objeto,  sitio,  dia  y  hora  de  la  reunión,  24  horas 
ántes,  al  G.obernador  Civil  en  las  capitales  de  Provin- 
cia, y  á  la  Autoridad  local  en  las  demás  poblaciones. — 
Art.  1? 

448.  Qué  se  entiende  por  reunión  pública. — 

Para  los  efectos  de  la  Ley,  se  entiende  por  pública  la 
reunión  que  haya  de  constar  de  mas  de  20  personas  y 
haya  de  celebrarse  en  edificio  donde  no  tengan  su  do- 
micilio habitual  los  que  la  convoquen.— Art.  2? 

449.  Casos  en  que  es  necesario  el  permiso 
prévio. — Las  reuniones  públicas,  procesiones  cívicas, 
séquitos  y  cortejos  de  igual  índole  necesitan,  para  ce- 
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lebrarse  en  las  calles,  plazas,  paseos  ó  cualquiera  otro 
lugar  de  tránsito,  el  permiso  previo  y  por  escrito  de 
las  Autoridades  ya  indicadas. — Art.  3?  . 

450.  Asistencia  de  la  Autoridad. — A  toda  reu- 
nión pública  puede  asistir  la  Autoridad  personalmente, 
ó  por  medio  de  sus  delegados.  En  caso  de  asistir 
personalmente,  ocupará  el  sitio  de  preferencia,  pero 
sin  presidir  ni  mezclarse  en  las  discusiones. — Art.  4.° 

451.  Casos  de  suspensión  y  disolución. — La 
Autoridad  mandará  suspender  ó  disolver  el  acto: 
l9  Toda  reunión  pública  que  se  celebre  fuera  de  las 
condiciones  legales.  2?  Todas  aquellas  que,  habién- 
dose convocado  con  arreglo  á  la  ley,  trata  de  objetos 
no  consignados  en  el  avisó  ó  se  verifique  en  sitio  di- 
verso del  designado.  39  Las  que  en  cualquier  forma 
embaracen  el  tránsito  público.  4?  Las  definidas  y 
enumeradas  en  el  art.  177  del  Código  penal.  (1)  Y 
59  Aquellos  en  que  se  cometa  ó  se  trate  de  cometer 
cualquiera  de  los  delitos  que  se  determinan  en  el  títu- 
lo 3.°  libro  2.°  del  mismo  Código.  (2)  En  todos  es- 
tos casos  la  Autoridad  debe  dar  inmediatamente  cuen- 
ta al  Gobierno,  y  en  los  -  dos  últimos,  debe  pasar 


(1)  K.  0.  24  de  Mayo  de  1882. — El  artículo  que  se  cita  dice  así:  "No  son 
reuniones  ó  manifestaciones  pacíficas:  1?  Las  que  se  celebraren  con  infracción 
de  las  disposiciones  de  policía  establecidos  con  carácter  general  ó  permanente 
en  el  lugar  en  que  la  reunión  ó  manifestación  tenga  efecto.  2?  Las  reuniones 
al  aire  libre  ó  manifestaciones  políticas  que  se  celebran  de  noche.  3?  Las 
reuniones  ó  manifestaciones  á  que  concurriere  un  cierto  número  de  individuos 
con  armas  de  fuego,  lanzas,  sables,  espadas,  machetes  ó  cualesquiera  otras 
armas  análogas.  Las  reuniones  ó  manifestaciones  que  se  celebraren  con  el 
fin  de  cometer  alguno  de  los  delitos  penados  en  este  Código,  ó  las  en  que 
estándo  celebrándose,  se  cometiere  alguno  de  los  delitos  penados  en  título 
3?,  Libro  2?  del  mismo." 

(2)  Son  los  siguientes;  rebelión,  sedición,  atentados  contra  la  Autoridad 
y  sus  agentes,  resistencia  y  desobediencia,  desacatos,  insultos,  injurias  y 
amenazas  á  la  Autoridad,  insultos,  injurias  y  amenazas  á  sus  agentes  y  á 
los  demás  funcionarios  públicos;  desórdenes  públicos. 
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además  al  Tribunal  competente  el  oportuno  tanto  de 
culpa. — Las  reuniones  á  que  se  refiere  el  art.  2.°, 
cuando  se  celebren  por  los  electores  de  una  circuns- 
cripción durante  el  período  electoral,  pueden  ser  sus- 
pendidas por  el  delegado  de  la  Autoridad  si  incurren 
en  alguno  de  los  casos  señalados.  Podrá  verificarse 
la  reunión  suspendida  dentro  de  las  24  horas  siguien- 
tes, si  los  que  la  hubiesen  convocado  lo  pusieren  en 
conocimiento  de  la  Autoridad.  Si  hubiere  lugar  en 
este  caso  á  una  segunda  suspensión,  se  entenderá  de- 
finitivamente disuelta  la  reunión.— Arts.  5?  y  6? 

452.  Bxposiciones. — Las  prescripciones  de  la 
Ley  de  que  se  trata  no  alcanzan:  l9  á  las  procesiones 
del  culto  católico;  29  á  las  reuniones  de  este  mismo 
culto  ni  á  las  de  los  demás  tolerados  que  se  verifiquen 
en  los  templos  o  cementerios;  39á  las  que  verifican  las 
asociaciones  y  establecimientos  autorizados  con  arre- 
glo á  sus  estatutos  aprobados  por  la  Autoridad;  4°  á 
los  que  tienen  lugar  en  las  funciones  de  teatro  y  de- 
más espectáculos. 


CAPITULO  IV. 


De  los  impresos. 


453.  Ley  vigente. — Es  la  de  7  de  Enero  de  1879 
hecha  extensiva  á  esta  Isla,  con  modificaciones,  por  el 
R.  D.  de  7  de  Abril  de  1881. 

454  Que  se  entiende  por  impreso. — La  mani- 
festación del  pensamiento  con  palabras  fijadas  sobre 
papel,  tela  ó  cualquier  otra  materia,  por  medio  de  le- 
tras de  imprenta,  litografía,  fotografía  ó  por  otro  de 
los  procedimientos  empleados  hasta  el  dia  ó  que  en 
adelante  se  emplearen. — Art.  I9 

455.  Clases  de  impresos. — Libros,  folletos,  ho- 
jas sueltas,  carteles  y  periódicos.  Se  entiende  por 
libro  todo  impreso  que,  sin  ser  periódico,  reúna  en  un 
solo  volumen  200  ó  mas  páginas. — Folleto:  todo  im- 
preso que,  sin  ser  periódico,  reúna  en  un  solo  volumen 
mas  de  8  páginas  y  ménos  de  200. — Es  hoja  suelta 
todo  impreso  que,  sin  ser  periódico,  no  exceda  de  8 
páginas.  Es  cartel  todo  impreso  destinado  á  fijarse 
en  los  parajes  públicos.  Se  entiende  por  ((periódico» 
toda  série  de  impresos  que  salgan  á  luz  una  ó  mas  ve- 
ces al  dia  ó  por  intervalos  de  tiempo  regulares  ó  irre- 
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guiares  que  no  excedan  de  30  dias,  con  título  constan- 
te.—Art.  2? 

456.  Autorización  para  la  publicación  de  pe- 
riódicos politicos. — Se  necesita  autorización  expresa 
del  Gobernador  General.  Al  efecto  su  fundador  acu- 
dirá previamente  á  dicha  Autoridad  por  conducto  del 
Gobernador  de  la  Provincia  respectiva,  exponiendo  el 
título  que  ha  de  llevar,  el  establecimiento  tipográfico 
en  que  haya  de  imprimirse  y  el  nombre  del  fundador 
propietario  ó  de  la  sociedad  legalmente  constituida  que 
lo  haya  de  fundar  y  en  este  caso  el  nombre  del  geren- 
te. El  fundador  .propietario  ó  el  gerente,  ha  de  ser 
ciudadano  español,  mayor  de  edad,  llevar  dos  años  de 
vecindad  por  lo  ménos  en  el  punto  en  que  el  periódico 
se  publique,  pagar  150  pesetas  de  contribución  terri- 
torial ó  con  dos  años  de  antelación  300  pesetas  por  sub- 
sidio industrial  y  estar  en  el  libre  ejercicio  de  sus  dere- 
chos civiles  y  políticos. — Nadie  podráintentarni  realizar- 
la publicación  de  mas  de  un  periódico  político  diario. 
— Para  acreditar  las  circunstancias  referidas,  se  fija  el 
plazo  de  40  dias  desde  que  se  solicite  la  autorización. 
La  Autoridad,  examinando  los  documentos  presenta- 
dos, resolverá  en  el  plazo  de  otros  20  dias  si  se  han 
acreditado  ó  no.  En  el  primer  caso,  podrá  publicarse 
el  periódico  desde  luego;  en  el  29  nó,  hasta  tanto  se 
subsanen  los  defectos  que  en  la  documentación  se  ob- 
serven. Sí  trascurridos  los  40  dias,  no  se  hubiesen 
acreditado  las  circunstancias  mencionadas,  se  entende- 
rá que  se  renuncia  á  la  publicación  del  periódico. — 
Arts.  4,  5  y  7. 

457.  Recurso  de  queja. — De  la  negativa  del 
Gobernador  General  podrá  acudirse  en  queja  al  Mi- 
nistro de  Ultramar,  por  conducto  del  mismo  Gober- 
nador, el  cual  remitirá  el  expediente  al  Ministerio  con 
su  informe .  por  el  correo  mas  inmediato.    El  Mi- 
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nistro  resolverá,  oido  el  Consejo  de  Ministros. — 
Art.  6.  (1) 

458.  Folletos  no  políticos. — Limítase  la  Ley  á 
exigir  que  se  dé  conocimiento  de  su  publicación  á  los 
Gobernadores  de  Provincia  en  las  capitales  y  al  Alcal- 
de en  las  demás  poblaciones. — Art.  70. 

459.  Folletos  políticos. — El  autor  ha  de  justifi- 
car ante  el  Gobernador  ó  el  Alcalde,  según  el  caso, 
que  es  ciudadano  español  mayor  de  edad.  La  justifi- 
cación se  hará  en  el  plazo  de  10  dias;  la  Autoridad 
resolverá  en  el  de  5. — En  caso  negativo,  puede  recu- 
rrirse  en  alzada  del  Alcalde  ante  el  Gobernador,  quien 
resolverá  dentro  de  8  dias.  Puede  apelarse  en  el  pla- 
zo de  5  dias  para  ante  el  Gobernador  General.  Este 
resolverá  definitivamente  dentro  de  otros  ocho  dias. — 
Arts.  71,  72  y  73. 

460.  Hojas  sueltas  y  carteles. — Necesítase 
para  su  publicación  del  prévio  permiso  de  la  Autori- 
dad. Caben  los  recursos  indicados  para  el  caso  del 
folleto  político. — Se  considera  hoja  suelta  el  suplemen- 
to de  cualquier  periódico  que  se  publique  separada- 
mente.— Arts.  73  y  78. 

461.  Infracciones  de  policía. — IV  La  publica- 
ción de  todo  impreso,  sea  cual  fuere  su  clase,  ántesde 
haberse  llenado  los  requisitos  previstos  por  la  Ley. — 
29  La  publicación  de  cualquier  periódico  político  des- 
pués de  haber  dejado  trascurrir  sin  publicarse  8  dias, 
si  es  diario  y  5  números,  si  no  lo  es. — 3?  La  inserción 
de  artículos  y  noticias  políticas  en  periódicos  ó  folletos 
que  no  tengan  ese  carácter. — Se  castigarán  por  el  Go- 
bernador ó  el  Alcalde,  según  la  localidad,  con  el  se- 


.  (I)  Las  demás  disposiciones  relativas  á  los  periódicos,  no  pertenecen  al 
derecho  administrativo,  pues  se  refieren  á  los  delitos  y  sus  penas,  al  enjui- 
ciamiento, al  Tribunal  de  Imprenta  y  al  Fiscal. 


caestro  de  la  tirada  y  la  multa  de  125  á  2,500  pesetas 
al  dueño  de  la  imprenta  ó  del  establecimiento  tipográ- 
fico. En  caso  de  insolvencia,  tendrá  lu^ar  la  prisión 
subsidiaria  á  razón  de  un  dia  de  prisión  por  cada  25 
pesetas. — También  cometen  infracción  de  policía  los 
fundadores  propietarios  ó  gerentes  de  un  periódico 
que  dejen  de  enviar  dos  horas  ántes  de  su  repartición, 
dos  ejemplares  á  la  Fiscalía  de  imprenta,  dos  á  la  Se- 
cretaría del  Gobierno  General,  y  otros  dos  al  Gobier- 
no de  Provincia,  si  se  publica  en  la  Habana.  En  las 
demás  capitales  de  Provincia  se  presentarán  dos  ejem- 
plares en  la  Fiscalía  y  dos  en  el  Gobierno  Civil.  En 
las  poblaciones  donde  haya  Juzgado  de  1?  instancia, 
dos  ejemplares  en  la  Fiscalía  y  dos  en  la  Alcaldía.  En 
los  pueblos  restantes,  los  cuatro  ejemplares  en  la 
Alcaldía.  Cometen  igualmente  infracción  los  funda- 
dores propietarios  ó  gerentes  que,  condenados  en 
juicio  verbal  á  insertar  la  sentencia  y  la  comunicación 
relativas  á  la  vindicación  de  las  injurias  que  el  periódi- 
co hubiere  inferido  á  personas  ó  autoridades. — En 
este  caso  y  en  el  anterior,  incurrirá  el  fundador  pro- 
pietario ó  el  gerente  en  la  multa  de  65  á  1,250  pesetas 
que  se  le  exigirán  por  el  Gobernador  ó  por  el  Alcalde, 
según  el  caso,  y  con  la  prisión  subsidiaria,  si  resultare 
insolvente.— Arts.  79,  80,  81  y  82. 

462.  Casos  en  que  se  requiere  licencia  de 
las  Autoridades  gubernativas.— Exígese  parala 
venta  por  las  calles  y  plazas,  en  las  estaciones  de  los 
ferro-carriles  y  en  los  establecimientos. públicos,  de 
impresos,  bajo  la  pena  de  arresto  de  uno  á  diez  dias  y 
multa  de  15  á  125  pesetas. — Art.  83. 

463,  Repartidores  de  periódicos. — Deben  lle- 
var siempre  consigo  un  documento  firmado  por  los  Di- 
rectores, en  que  se  haga  constar  que  están  autorizados 
para  repartirlos  á  domicilio. — La  contravención  se  cas- 
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tiga  con  multa  de  15  á  125  pesetas  y  reprensión, — con 
arreglo  al  art.  597  del  Código  penal. — Art.  84. 

464.  Otra  contravención. — Con  multa  de  15  á 
125  pesetas  y  reprensión  los  que  vendan  á  voces  en  lu- 
gares públicos  ó  sobre  la  vía  pública,  impresos  cuya 
venta  no  esté  permitida  especialmente,  así  como  délos 
que  por  cualquier  modo  alteren  el  título  del  impreso 
bajo  el  cual  está  autorizada  su  venta. — Art.  85. 

465.  Recurso  de  alzada. — Por  R.  O.  de  5  de  Ju- 
nio de  1881,  dada  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la 
Sección  de  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  se  esta- 
blece que  «contra  las  providencias  de  los  Alcaldes  en 
que  se  impongan  multas  por  infracciones  de  policía, 
comprendidas  en  la  Ley  de  imprenta,  procede  el  re- 
curso de  alzada  para  ante  el  Gobernador  General,  así 
como  también  contra  las  que  este  dicte,  ya  sea  impo- 
niendo multas  por  sí  mismo,  ya  decidiendo  las  apela- 
ciones.»— De  la  alzada  conoce  el  Ministerio  de  Ultra- 
mar. (1) 

466.  -  Registro. — En  los  Gobiernos  Civiles  y  en  las 
Alcaldías  ha  de  haber  un  registro  donde  consten  con 
toda  exactitud  las  licencias  concedidas  para  repartir 
impresos  y  el  nombre,  profesión  y  domicilio  de  las  per- 
sonas de  cualquier  edad  y  sexo,  á  quienes  se  concedan. 
A  los  menores  irresponsables — según  el  Código,  no  se 
les  concederá  sino  á  solicitud  de  persona  mayor  de 
edad,  que  será  la  responsable. — Art,  87. 

467.  Prescripción  de  la  acción  contra  las  in- 
fracciones.— Prescribe  á  los  ocho  dias  de  haberse  co- 
metido el  hecho  que  la  produce,  sin  haberla  intentado. 
—Art.  88. 

468.  Dibujos,  grabados,  litografías,  fotogra- 


i  (l)  Esta  R.  O.  se  dictó  para  Puerto-Rico,  haciéndose  extensiva  á  esta 
Isla. 

39 
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fías,  etc. — No  pueden  anunciarse,  exhibirse,  vender- 
se ó  publicarse  sin  el  permiso  prévio  del  Gobernador 
ó  del  Alcalde,  según  la  localidad.  No  es  necesario  para 
los  grabados  de  las  publicaciones  literarias,  científicas 
ó  artísticas  que  no  sean  diarias.  En  cualquier  tiempo 
que  aparezca  que  en  alguna  de  las  mencionadas  pro- 
ducciones publicadas  con  el  permiso  competente  se  ha 
cometido  cualquiera  de  los  delitos  de  imprenta,  se  pro- 
hibirá su  circulación  y  recogerán  todos  los  ejemplares 
que  pudiesen  ser  habidos,  salvo  el  derecho  de  los  in- 
teresados á  reclamar  daños  y  perjuicios  contra  la  Au- 
toridad que  haya  dado  el  permiso. — Contra  las  resolu- 
ciones del  Alcalde  podrán  recurrir  los  interesados  al 
Gobernador  de  la  Provincia  y  contra  las  de  este  al  Go- 
bernador General. — Art.  93: 

469.  Impresos  que  se  publiquen  en  el  ex- 
tranjero.— El  Gobernador  General  puede  impedir  su 
introducción  y  circulación.  Exceptúanse  los  libros  im- 
presos en  idioma  extranjero.  Para  ello  se  necesita  que 
se  haya  incoado  contra  ellos  querella  ó  denuncia  cri- 
minal.— La  responsabilidad  recáe  sobre  los  que  veri- 
fiquen su  expendicion  ó  circulación  en  el  territorio  de 
la  Isli.— Art,  94. 
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En  la  página  300,  línea  12,  donde  dice  Exposiciones;  léase  Ex- 
cepciones. 


ELEMENTOS  TEORICO-PRACTÍCOS 

DEL. 

BEREGHO  ADMINISTRATIVO 

VIGENTE  EN  CUBA 

POR 

O.  ANTONIO  OOViN  Y  TORRES. 


Obra  premiada  por  el  Círculo  de  Abogados 
en  el  certamen  de  1882. 


TOMO  II- 


EIDITOIEtr  MIG-UEL  A.TuGMX>J^. 

LIBRERIA  "LA  ENCICLOPEDIA/'  O'REILLY,  96. 

1383. 


Imp.  EL  COERZO  MILITAS»  Biela,  91. 


CAPITULO  Y. 


De  la  Instrucción  pública. 


470.  Su  importancia. — Es  uno  de  los  deberes 
primordiales,  así  del  Estado  como  de  la  Provincia  y 
del  Municipio,  contribuir  en  su  esfera  respectiva  al 
desenvolvimiento  de  la  cultura  intelectual,  base  y  au- 
xiliar poderosísimo  de  la  moralidad  de  los  pueblos. 
Las  ciencias  y  las  artes  son  el  más  bello  ornamento  de 
la  civilización;  constituyen  la  condición  esencial  para 
realizar  sólidos  y  fructuosos  progresos  en  las  esferas 
todas  de  la  actividad  individual  y  social,  pues  á  más 
de  encerrar  grandes  méritos  en  órden  á  las  ideas  y  en 
punto  á  la  teoría  y  á  los  puros  goces  de  la  inteligencia 
y  del  sentimiento,  prestan  valiosos  é  incalculables  ser- 
vicios en  lo  que  respecta  á  la  satisfacción  de  las  nece- 
sidades prácticas  por  la  aplicación  de  los  principios 
que  descubren  y  desenvuelven. 

471.  Legislación  vigente. — Comprende:  l9  el 
Plan  de  Estudios  aprobado  por  R.  O.  de  7  de  Diciem- 
bre de  1880,  con  las  modificaciones  introducidas  á  con- 
secuencia de  la  R  O.  de  14  de  Setiembre  de  1880, 
por  la  que  se  hizo  extensivo  á  esta  Isla  el  R.  D.  de  13 
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de  Agosto  de  1880;  2?  el  Reglamento  de  la  Univer- 
sidad de  la  Habana,  el  de  los  establecimientos  de  Se- 
gunda enseñanza,  el  de  la  Escuela  profesional,  el  de 
la  de  Dibujo,  Pintura  y  Escultura,  el  del  Profesorado 
público  y  para  la  provisión  de  cátedras  y  en  parte  el 
Reglamento  de  la  Instrucción  primaria  de  10  de  No- 
viembre de  1871,  á  más  de  otras  disposiciones  que  se 
citarán  oportunamente. 


SECCION  I. 


GOBIERNO  Y  ADMINISTRACION  DE  LA  INSTRUCCION  PUBLICA. 


472.  I.  Administración  Central. — Ministe- 
rio de  Ultramar. — Corresponde  al  Ministro  de  Ul- 
tramar las  mismas  atribuciones  y  facultades  en  los 
asuntos  de  Instrucción  pública  de  esta  Isla,  que  al  Mi- 
nistro de  Fomento  en  la  Península,  y,  en  ese  concepto 
aconsejar  al  Rey  en  todos  los  asuntos  relativos  á  esta 
parte  de  la  Administración  pública  y  refrendar  las 
Reales  disposiciones. — Art.  241  del  Plan  y  243  de  la 
Ley  de  9  de  Setiembre  de  1857,  (1) 

Al  Gobierno  Supremo  incumbe,  según  el  Plan  y  los 
Reglamentos: 

l9    Modificar,  disminuir  ó  aumentar,  oido  el  Real 


(1)  El  precepto  citado  del  Plan  de  Estudios  no  es  aplicable  á  las  de?nás 
atribuciones  que  en  dicho  art.  de  la  Ley  de  1859  se  concede  al  Ministro  de 
Fomento:  presidir  las  sesiones  del  Keal  Consejo  de  Instrucción  pública,  con- 
ferir el  grado  de  Doctor  y  expedir  los  títulos  profesionales.  Estas  dos  úl 
timas  facultades  corresponden  al  Gobernador  General. 


Consejo  de  Instrucción  pública,  las  materias  asignadas 
á  cada  enseñanza,  siempre  que  así  lo  exija  el  mayor 
lustre  de  los  estudios  ó  lo  aconsejen  los  progresos  de 
los  conocimientos  humanos. — Art,  98  del  Plan. 

29  Encargar  á  un  Profesor  dos  secciones  de  una 
misma  asignatura,  considerándose,  en  tal  caso,  las  sec- 
ciones como  asignaturas  distintas  para  los  efectos  del 
art,  173  de  la  Ley  de  9  de  Setiembre  de  1857. — Art. 
102  del  Plan. 

39  Publicar  los  programas  de  las  materias  que  son 
objetos  de  cada  una  de  las  asignaturas  que  correspon- 
den á  las  diversas  enseñanzas,  debiendo  los  Profesores 
sujetarse  á  ellos  en  sus  explicaciones.  Exceptúanse 
en  las  facultades  los  estudios  posteriores  á  la  Licen- 
ciatura.— Art.  108  del  Plan. 

49  Publicar  cada  tres  años  las  listas  señalando  los 
libros  de  texto. — Art.  111  del  Plan. 

5?  Promover  las  enseñanzas  para  los  sordo-mudos 
y  ciegos. — Art,  134  del  Plan. 

6?  Dirigirlos  establecimientos  públicosde  segunda 
enseñanza,  dictando  sus  planes,  programas  de  estudios 
y  reglamentos  literarios  y  administrativos  y  nombran- 
do sus  Jefes,  Profesores,  Empleados  y  Dependientes 
en  la  forma  prescrita  en  las  leyes  y  reglamentos,  ex- 
ceptuándose los  Seminarios  Conciliares,  que  se  regi- 
rán conforme  á  lo  prescrito  en  los  Sagrados  Cánones 
y  lo  concordado  con  la  Santa  Sede. — Art.  146  del 
Plan. 

79  Autorizar,  oido  el  Real  Consejo  de  Instrucción 
pública,  á  los  Colegios  fundados  y  regidos  por  alguna 
comunidad  religiosa  para  sustituir  á  los  Institutos  pú- 
blicos en  las  capitales  donde  no  los  haya. — Art.  166 
del  Plan. 

8?  Cuidar  del  establecimiento  de  academias  de  Ju- 
risprudencia, Medicina  y  Farmacia  y  de  Museos  y  Ar- 


6  — 


chivos;  y  promover  el  aumento  y  mejora  de  las  biblio- 
tecas existentes, — Arts.  172,  174  y  175  del  Plan. 

99  Separar  á  los  Profesores  que  sean  de  su  nom- 
bramiento, préVio  informe  del  Real  Consejo  de  Ins- 
trucción pública  y  con  audiencia  del  interesado. — Art. 
180  del  Plan. 

10.  Encargar  áun  Profesor,  además  de  la  asigna- 
tura de  que  sea  titular,  otra,  mediante  la  gratificación 
que  se  establezca,  siempre  que  lo  estime  conveniente 
para  mayor  economía  ó  provecho  de  la  enseñanza. — 
Art.  184  del  Plan. 

11.  Conceder  las  categorías  de  ascenso  y  término, 
á  propuesta  en  terna  del  Real  Consejo  de  Instrucción 
pública.— Art.  233  del  Plan. 

12.  Nombrar  el  Rector  de  la  Universidad,  de  en- 
tre los  Catedráticos  de  término  de  la  misma;  el  Vice- 
Rector,  á  propuesta  del  Gobernador  General,  de  entre 
los  Catedráticos  de  término  ó  ascenso;  el  Secretario 
General;  el  Decano  de  cada  una  de  las  Facultades,  de 
entre  los  Catedráticos,  pn  esta  del  Gobernador  Ge- 
neral.—Arts.  257,  258,  259  y  262  del  Plan. 

13.  Nombrar  el  Director  de  la  Escuela  Profesional 
y  del  Instituto,  debiendo  recaer  la  designación  en  un 
Profesor  del  establecimiento  respectivo.  Podrá,  sin 
embargo,  cuando  las  circunstancias  lo  exijan  y  prévia 
consulta  del  Real  Consejo  de  Instrucción  pública, 
nombrar  un  Director  que  no  sea  Catedrático,  con  tal 
que  tenga  el  grado  de  Doctor  ó  Licenciado  en  Ciencias 
ó  Filosofía  y  Letras  ó  sea  persona  de  reconocida  apti- 
tud.— Arts.  263  del  Plan  y  1?  del  Reglamento  de  los 
establecimientos  de  segunda  enseñanza. 

14.  Conceder  licencia  por  un  año  á  los  Catedrá- 
ticos que  al  cabo  de  seis  años  consecutivos  de  ense- 
ñanza quisieren  viajar  por  Europa  ó  por  algún  otro 
pais  lejano. — Art.  28  del  Reglamento  de  la  Universi- 
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dad  y  25  del  de  los  Establecimientos  de  Segunda  ense- 
ñanza. 

15  Conferir  las  cátedras,  previa  oposición,  cuando 
proceda. — Art.  35  del  Reglamento  respectivo. 

473.  Real  Consejo  de  Instrucción  pública. — 
Será  oido  en  los  casos  y  en  la  forma  que  previene  el 
Plan  de  Estudios.— Art.  241. 

Ha  de  informar,  pues,  en  los  casos  siguientes: 
1?    Sobre  la  modificación,  disminución  ó  aumen- 
to de  las  materias  asignadas  á  cada  enseñanza. — 
Art.  98. 

29  Sobre  la  provisión  de  textos  por  medio  de  con- 
cursos ó  por  otro  medio,  con  destino  á  las  asignaturas 
para  las  cuales  no  los  haya  á  propósito. — Art.  116. 

3?  En  los  expedientes  instruidos  al  efecto  de  au- 
torizar á  los  Colegios  fundados  y  regidos  por  alguna 
comunidad  religiosa  para  dar  la  segunda  enseñanza  en 
las  capitales  donde  no  hubiere  Institutos  públicos. — 
Art.  166. 

49  En  los  expedientes  de  separación  de  los  Pro- 
fesores.— Art.  180. 

59  Sobre  la  traslación  de  Profesores  á  otro  Esta- 
blecimiento ó  asignatura,  salvo  si  se  acordase  en  Con- 
sejo de  Ministros. — Art.  183. 

69  Con  arreglo  al  art.  233,  corresponde  al  Real 
Consejo  de  Instrucción  pública,  proponer  en  terna  á 
los  Catedráticos  para  las  categorías  de  ascenso  y  tér- 
mino. 

474.  II.  Administra  c  on  insular. — El  Gobier- 
no General. — Como  Delegado  del  Ministro  de  Ultra- 
mar, es  el  Jefe  Superior  del  ramo  de  Instrucción  pú- 
blica de  la  Isla.  Por  su  conducto  se  comunican  las 
órdenes  del  Gobierno  Supremo.    Le  incumbe: 

l9    Presidir  las  sesiones  de  la  Junta  Superior  de 


I 


•  _  8  — 

Instrucción  pública  y  de  las  demás  corporaciones  del 
ramo,  siempre  que  asista  á  ellas. 

2?  Consultar  al  Gobierno  Supremo  en  todos  los 
asuntos  relativos  á  esta  parte  de  la  Administración  pú- 
blica, que  no  estén  previstos  en  las  leyes  y  cumplir 
las  Reales  disposiciones. 

3?  Expedir  los  títulos  profesionales. — Art.  242  del 
Plan. 

4?  Procurar  que  los  respectivos  Párrocos  tengan 
repasos  de  Doctrina  y  Moral  Cristiana  para  los  niños 
de  las  escuelas  elementales,  lo  ménos  una  vez  cada  se- 
mana.— Art.  11. 

5?  Acordar  la  división  de  las  clases  en  seccio- 
nes, á  cargo  de  los  mismos  Profesores  titulares  y  de 
los  auxiliares. — Art.  102. 

6?  Cuidar  de  que  en  las  escuelas  se  adopten,  ade- 
más de  aquellos  libros  que  sean  propios*  para  formar 
el  corazón  de  los  niños,  inspirándoles  sanas  máximas 
religiosas  y  morales,  otros  que  los  familiaricen  con  los 
conocimientos  científicos  é  industriales  más  sencillos 
y  de  más  general  aplicación  á  los  usos  de  la  vida. — 
Art.  114. 

7o  Autorizar  la  incorporación  en  los  establecimien- 
tos literarios  de  la  Isla  los  años  académicos  cursados 
en  pais  extranjero,  en  Universidades  6  escuelas  re- 
glamentadas por  el  Gobierno,  prévia  consulta  de  la 
Junta  Superior  de  Instrucción  pública. — Arts.  119 
y  120. 

8o  Conceder  habilitación  para  ejercer  sus  respec- 
tivas profesiones  á  los  graduados  extranjeros  que  lo 
solicitaren,  previo  informe  de  la  Junta  Superior  y  del 
Rector  de  la  Universidad. — Art.  121. 

9o  Dictar  las  disposiciones  convenientes,  oida  la 
Junta  Superior,  para  la  equitativa  distribución  de  los 
fondos  que  se  consignen  anualmente  en  el  presupuesto 


general  de  la  Isla  para  auxiliar  á  los  pueblos  que  no 
puedan  costear  todos  los  gastos  ds  la  1*  enseñanza. — 
Art.  122. 

10.  Cuidar  de  que  por  lo  menos  en  las  capitales  de 
Provincia  y  pueblos  que  lleguen  á  diez  mil  almas,  se 
establezcan  Escuelas  de  párvulos. — Art.  131. 

11.  Fomentar  el  establecimiento  de  lecciones  noc- 
turnas ó  de  domingo  para  los  adultos. — Art.  132. 

12.  Promover  la  enseñanza  para  los  sordo-mudos 
y  ciegos. — Art.  134. 

13.  Cuidar  de  inculcar  en  los  patronos  la  obliga- 
ción en  que  están  de  instruirles,  sobre  todo  en  lo  rela- 
tivo á  la  parte  moral  y  religiosa,  con  arreglo  á  la  Ley 
de  abolición. — Art.  136. 

14.  Promover  el  establecimiento  de  Escuelas,  nor- 
males de  Maestras  para  mejorar  la  instrucción  de  las 
niñas,  declarando  Escuelas  modelos,  las  que  estime 
conveniente,  previos  los  requisitos  que  determinará  el 
Reglamento. — Art.  141. 

15.  Conceder  subvenciones  á  los  Institutos  pro- 
vinciales, con  cargo  al  presupuesto  de  Fomento  de  la 
Isla.— Art.  166. 

16.  Separar  á  los  Profesores  cuyo  nombramiento 
le  corresponda,  en  virtud  de  expediente  gubernativo, 
previa  consulta  de  la  Junta  Superior  y  con  audiencia 
del  interesado. — Art.  180. 

17.  Suspender  al  Profesor,  oida  la  Junta  Superior 
y  dando  cuenta  sin  dilación  al  Gobierno  Supremo. — 
Art.  181. 

18.  Autorizar  á  los  Profesores  de  Establecimien- 
tos públicos  para  enseñar  en  privados  y  dar  lección 
particulares. — Art.  186, 

19.  Visar  los  certificados  de  aptitud  y  moralidad 
para  regentear  Escuelas  elementales  incompletas  y  de 
párvulos. — Art.  192. 
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20.  Nombrar  los  Maestros  de  Escuela  de  primera 
enseñanza. — Art.  193. 

21.  Conceder  permiso  para  que  en  las  Escuelas 
completas,  puedan  agregarse  las  funciones  de  Maestro 
á  las  de  Cura  Párroco,  Secretario  del  Ayuntamiento  ú 
otras  compatibles  con  la  enseñanza,  permiso  que 
sólo  podrá  dar  para  pueblos  de  escaso  vecindario. — 
Art.  200. 

22.  Determinar  el  sueldo  fijo  de  los  Maestros  de 
Escuelas  públicas  elementales  completas,  oyendo  á  los 
respectivos  Ayuntamientos,  á  la  Junta  Superior  y  á  la 
local.— Art,  202. 

23.  Adoptar  cuantos  medios  esté  á  su  alcance  para 
asegurar  á  los  Maestros  el  puntual  pago  de  sus  dota- 
ciones, pudiendo,  cuando  fuere  necesario,  establecer 
en  las  capitales  de  Provincia  la  recaudación  y  distri- 
bución de  los  fondos  consignados  para  este  objeto  y 
para  el  material  de  Escuelas,  á  fin  de  que  los  pagos  se 
hagan  con  la  debida  regularidad  y  exactitud.  Con  el 
propio  objeto  podrá  acordar,  si  llegase  áser  necesaria, 
la  intervención  de  los  fondos  municipales. — Art.  207. 

24.  Hacer  la  propuesta  en  terna  al  Gobierno  Su- 
premo para  la  provisión  de  Vocales  de  la  Junta  Supe- 
rior.—Art.  243. 

25.  Proponer  al  Gobierno  Supremo  un  Catedrático 
de  ascenso  ó  término  para  el  cargo  de  Vice-Rector  de 
la  Universidad. — Art.  258. 

26.  Proponer  un  Catedrático  para  el  cargo  de  De- 
cano de  Facultad. — Art.  262. . 

27.  Nombrar  los  Vocales  de  las  Juntas  provincia- 
les que  lo  hayan  de  ser  en  concepto  de  padres  de  fa- 
milia, á  propuesta  en  terna  del  Gobernador  Civil. — 
Art.  272. 

28..  Nombrar  el  representante  de  Ja  Comisión  pro- 
vincial y  el  del  Ayuntamiento  en  las  Juntas  provincia- 
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les, á  propuesta  en  terna  de  las  respectivas  Corpora- 
ciones.— Art.  274. 

29.  Promover  la  creación  y  fomento  de  los  Es- 
tablecimientos que  según  Ley  deben  sostener  las 
Provincias  y  pueblos. 

30.  Adoptar  las  medidas  que  crea  conducentes  al 
fomento  y  mejora  de  la  Universidad,  si  fuesen  de  sus 
atribuciones,  ó  consultarlas  en  otro  caso  al  Gobierno 
de  S.  M. 

31.  Resolver  las  consultas  que  se  le  dirijan,  siem- 
pre que  para  ello  no  haya  que  alterar  Reales  dispo- 
siciones. 

32.  Proveer  á  las  necesidades  de  la  enseñanza 
nombrando  personas  que  la  desempeñen  provish  tal- 
mente cuando  algunas  Cátedras  estén  vacantes  y  no 
haya  quien,  según  los  reglamentos,  deba  sustituirlas. 

33.  Nombrar,  suspender  y  separar  á  todos  los 
Empleados  no  facultativos  cuya  dotación  anual  pase  de 
quinientos  pesos  y  no  llegue  á  mil. 

34.  Conceder  licencia  por  tres  meses  á  los 
Profesores  y  por  cuatro  á  los  Jefes  y  demás  Em- 
pleados. 

35.  Proponer  al  Gobierno  de  S.  M.  la  "persona 
que  haya  de  desempeñar  el  cargo  de  Secretario  de  la 
Universidad. — Art.  1?  del  Reglamento  de  la  Univer- 
sidad. 

36.  Decidir  los  expedientes  de  suspensión  de  Pro- 
fesores por  mas  de  tres  meses,  con  audiencia  del  inte- 
resado y  de  la  Junta  Superior. — Art.  21  del  referido 
Reglamento. 

37.  Conceder  en  casos  justificados,  licencia  por  seis 
meses  á  los  Catedráticos,  si  llevasen  seis  años  conse- 
cutivos de  enseñanza. — Art.  28. 

38.  Nombrar  los  Profesores,  auxiliares  á  propuesta 
del  Rector,  que  hayan  de  tener  á  su  cargo  la  Bibliote- 
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ca  y  los  Gabinetes  y  Laboratorios  del  establecimiento- 
— Art.  32. 

39.  Convocar  el  Claustro  ordinario,  cuando  lo  juz- 
gue conveniente. — Art.  64. 

40.  Confirmar  las  penas  de  pérdida  del  curso  ó 
expulsión  impuestas  por  el  Consejo  de  disciplina  á  los 
alumnos — Art.  231. 

41.  Conferir  el  grado  de  Doctor,  pudiendo  dele- 
gar.—Art.  278. 

42.  Nombrar  el  Secretario  de  Instituto,  á  propues- 
ta del  Director. — Art.  29  del  Reglamento  de  los  esta- 
blecimientos de  2*  enseñanza. 

43.  Privar  de  sueldo  hasta  por  un  mes  al  Catedrá- 
tico que  reincidiere,  después  de  amonestado  por  el 
Director  en  la  falta  de  haber  dejado  de  anotar  las  fal- 
tas de  asistencia  de  los  alumnos  ó  la  manera  como 
hayan  respondido  á  las  preguntas  y  los  actos  de  inquie- 
tud y  travesura. — Art.  20. 

44.  Resolver  los  expedientes  sobre  Establecimiento 
de  Colegios  de  2^  Enseñanza,  con  audiencia  dé  la 
Junta  Superior. — Art.  218. 

45.  Nombrar,  á  propuesta  de  la  Secretaría  del 
Gobierno  General,  los  Jueces  que  hayan  de  formar  los 
tribunales  de  oposiciones  á  las  Cátedras,  designando 
entre  los  mismos  Jueces,  el  que  haya  de  desempeñar 
el  cargo  de  Presidente. — Art.  13  del  Reglamento  para 
la  provisión  de  Cátedras. 

475.  La  Junta  Superior. — Organización  y 
atribuciones. — Se  compone  de  un  Vice-Presidente  y 
doce  Vocales  mas  nombrados  por  el  Gobierno  Supre- 
mo á  propuesta  en  terna  del  Gobernador  General, 
Presidente  nato.  Son  Vocales  natos:  un  Consejero  de 
Administración,  el  Rector  de  la  Universidad,  el  Vica- 
rio general  Eclesiástico  y  el  Contador  general  de  Ha- 
cienda.   Divídese  en  tres  Secciones:  1^  de  Primera 
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Enseñanza — 2^  de  Segunda  Enseñanza,  de  Enseñan- 
zas Superiores,  preparatorias  y  profesionales.  3^  de 
Ciencias.  En  cada  Sección  hay  un  Ponente,  con  el 
sueldo  anual  de  tres  mil  pesos.  Es  Secretario  el  Jefe 
de  la  Sección  de  Fomento  de  la  Secretaría  del  Go- 
bierno  General. — Ha  de  ser  oida  la  Junta: 

l9  En  la  formación  de  los  Reglamentos  que  se 
dicten  para  la  ejecución  del  Plan  de  Estudios. 

29  En  la  creación  ó  supresión  de  cualquier  esta- 
blecimiento público  de  Enseñanza  y  en  las  autoriza- 
cionés  para  los  establecimientos  privados. 

39    En  la  creación  ó  supresión  de  Cátedras. 

49  En  la  provisión  de  plazas  de  auxiliares  faculta- 
tivos de  la  Enseñanza. 

5?    En  la  aprobación  de  libros  de  texto. 

6o  En  los  expedientes  de  separación  de  Maestros 
de  Instrucción  primaria. 

7?  En  los  casos  en  que  el  Gobernador  General 
debe  informar  al  Gobierno  Supremo  con  arreglo  al 
Plan  de  Estudios. 

89  En  los  demás  casos  que  previene  el  mismo  ó 
expresen  los  Reglamentos. — Arts.  237  y  siguientes 
hasta  el  255  del  Plan. 

476.  III.  Administración  provincial. — Jun- 
tas Provinciales;  organización  y  atribuciones. — 
En  lo  económico  dependen  de  la  respectiva  Diputa- 
ción; y  en  lo  demás  del  Gobierno  Civil.  Las  compo- 
nen: el  Gobernador  Civil,  Presidente;  un  Eclesiástico 
delegado  del  Diocesano;  un  Diputado  provincial  de  la 
Comisión  permanente,  nombrado  por  el  Gobernador 
General,  á  propuesta  en  terna  de  la  Comisión;  un  Re- 
gidor del  Ayuntamiento  de  la  Capital,  nombrado  tam- 
bién por  el  Gobernador  General,  á  propuesta  en  terna 
del  Ayuntamiento;  el  Juez  de  1*  Instancia,  y  donde 
hubiere  mas  de  uno,  el  que  designe  el  Gobernador 
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General;  el  Director  de  la  Escuela  Normal  y  en  su 
deiecto,  un  Profesor  de  esta  clase  de  Escuelas  ó  un 
Maestro  de  Instrucción  primaria  Superior;  el  Inspec- 
tor de  i*  Enseñanza  cuando  el  cargo  se  restablezca;  el 
Director  del  Instituto  público,  donde  lo  hubiere;  y  tres 
padres  de  familia  nombrados  por  el  Gobernador  Ge- 
neral, á  propuesta  en  terna  del  Gobernador  Civil.  Es 
Secretario  el  del  Gobierno  Civil. — En  ausencia  del 
Gobernador,  preside  el  Diputado  Provincial.  Los  Vo- 
cales natos  y  los  que  lo  sean  como  individuos  de  Cor- 
poraciones, dejarán  de  pertenecer  á  la  Junta  cuando 
cesen  en  el  desempeño  de  su  cargo:  los  de  nombra- 
miento del  Gobierno,  cesarán  á  los  dos  años,  pero  po- 
drán ser  reelectos.  Las  Juntas  provinciales  ejercen 
las  atribuciones  que  señalan  la  Ley  9  de  Setiembre  de 
1857  y  el  Reglamento  general  de  20  de  Julio  de  1859, 
en  cuanto  no  se  opusieren  al  Plan  vigente.  Les  co- 
rresponde, pues: 

1°  Informar  al  Gobierno  en  los  casos  previstos  y 
demás  en  que  se  les  consulte. 

29  Promover  la  mejora  y  adelanto  de  los  estableci- 
mientos de  1^  y  2*  Enseñanza. 

3?  Vigilar  sobre  la  buena  administración  de  los 
fondos  de  los  mismos  establecimientos. 

49  Dar  cuenta  al  Gobierno  de  las  faltas  que  ad- 
viertan en  la  enseñanza  y  régimen  de  los  Institutos  y 
Escuelas  puestas  á  su  cuidado. — Arts.  265,  266  y  267 
del  Plan  y  E.  O.  de  18  de  Junio  de  1880. 

477.  IV.  Administración  local. — Juntas  lo- 
cales; su  organización  y  atribuciones. — Se  com- 
ponen: del  Alcalde,  Presidente;  de  un  Regidor;  del 
Cura  Párroco;  y  de  tres  padres  de  familia.  En  los 
pueblos  de  mas  de  diez  mil  almas,  podrá  aumentarse 
el  número  de  Vocales  en  concepto  de  padres  de  fami- 
lia, á  propuesta  del  Alcalde  donde  hubiere  mas  de  un 
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Párroco  designará  el  Diocesano  el  que  haya  de  formar 
parte  de  la  Junta.  El  Gobernador  Civil  nombra  los 
Vocales  en  concepto  de  padres  de  familia,  á  propuesta 
del  Ayuntamiento.  Es  Secretario  el  del  Ayunta- 
miento. Los  Vocales  que  lo  sean  como  individuos  del 
Ayuntamiento  cesarán  cuando  dejen  de  pertenecer  al 
mismo;  los  de  nombramiento  de  gobierno  se  renova- 
rán cada  dos  años;  pero  pueden  ser  reelectos. — Arts. 
270  y  272  del  Plan  y  R.  O.  de  18  de  Junio  de  1880. 

Sus  atribuciones  son  las  señaladas  en  la  resolución 
del  Gobierno  General  de  21  de  Setiembre  de  1881,  á 
saber:  1^  Informar  al  Gobierno  en  los  casos  previs- 
tos por  la  Ley  de  9  de  Setiembre  de  1857  y  demás 
en  que  se  les  consulte.  2*  Promover  las  mejoras  y 
adelantos  de  los  establecimientos  de  1?  enseñanza,  3^ 
Vigilar  la  buena  administración  de  los  fondos  de  los 
mismos  establecimientos.  4^  Dar  cuenta  á  la  Junta 
provincial  de  instrucción  pública  de  las  faltas  que  ad- 
viertan en  la  enseñanza  y  régimen  de  las  Escuelas 
puestas  á  su  cuidado.  Con  arreglo  al  art.  192  del 
Plan  de  Estudios,  corresponde  á  las  Juntas  locales  ex- 
pedir los  certificados  de  aptitud  y  moralidad  para  re- 
gentear Escuelas  incompletas,  prévio  exámen  de  las 
asignaturas  correspondientes,  verificado  ante  la  misma 
Junta  y  dos  Maestros  que  designarán  las  Juntas  pro- 
vinciales, según  lo  dispuesto  por  el  Gobierno  General. 

477.  Inspectores  generales. — Lo  son  los  Voca- 
les ponentes  de  la  Junta  Superior  de  Instrucción 
pública.— Art.  279  del  Plan. 
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SECCION  II. 

PRIMERA  ENSEÑANZA. 


478.  División.— Se  divide  en  "Elemental"  y  "Su- 
perior".— Art.  I9  del  Plan. 

479.  Primera  enseñanza  elemental. — Com- 
prende: l9  Doctrina  cristiana  y  nociones  de  Historia 
Sagrada  acomodadas  á  los  niños.  29  Lectura.  3?  Es- 
critura. 49  Principios  de  Gramática  castellana  con 
ejercicios  de  Ortografía.  5?  Principios  de  Aritmética 
con  el  sistema  legal  de  medidas,  pesas  y  monedas. 
69  Breves  nociones  de  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio, según  las  localidades.  La  enseñanza  que  no 
abrace  todas  las  materias  expresadas,  se  considerará 
como  incompleta. — Arts.  2?  y  39 

480.  Primera  enseñanza  superior. — Abraza, 
además  de  una  prudente  ampliación  de  las  materias 
de  la  elemental:  1?  Principios  de  Geometría,  de  Di- 
bujo Lineal  y  de  Agrimensura.  29  Rudimentos  de 
Historia  y  Geografía,  especialmente.de  España.  3?  No- 
ciones de  Física  y  de  Historia  natural  acomodadas  á 
las  necesidades  mas  comunes  de  la  vida. — Art.  4.° 

481.  Enseñanza  de  las  niñas. — En  la  elemen- 
tal y  superior,  se  omiten  las  breves  nociones  de  Agri- 
cultura,  Industria  y  Comercio,  los  principios  de  Geo- 
metría, Dibujo  Lineal  y  Agrimensura  y  las  nociones 
de  Física  é  Historia  natural,  reemplazándose  con: 
1?  Labores  propias  del  sexo.  29  Elementos  de  Di- 
bujo aplicado  á  las  mismas  labores  y  3?  Ligeras  no- 
ciones de  Higiene  doméstica. — Art.  59 

482.  Sordos-mudos  y  ciegos. — La  1?  enseñanza 
debe  darse  con  las  modificaciones  convenientes  á  los 
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sordos-inudos  y  ciegos  en  los  establecimientos  especia- 
les que  se  creasen  con  ese  objeto. — Art.  69 

483.  La  primera  enseñanza  elemental  es 
obligatoria. — Los  padres,  y  tutores  ó  encargados  en- 
viarán á  las  Escuelas  públicas  á  sus  hijos  y  pupilos 
desde  la  edad  de  seis  años  basta  la  de  nueve,  á  no  ser 
que  les  proporcionen  suficientemente  esta  clase  de 
instrucción  en  sus  casas  ó  en  un  establecimiento  par- 
ticular.— Art.  7? 

Los  que  no  cumpliesen  con  este  deber  habiendo 
Escuela  en  el  pueblo  ó  á  distancia  tal  que  puedan 
los  niños  concurrir  á  ellas  cómodamente,  serán  amo- 
nestados y  compelidos  por  la  Autoridad  y  castigados 
en  su  caso  con  la  multa  de  dos  á  veinte  reales  fuertes. 
—Art.  8? 

484.  La  primera  enseñanza  elemental  es 

gratuita. — Se  dará  en  las  Escuelas  públicas  á  los  ni- 
ños cuyos  padres,  tutores  ó  encargados  no  puedan  pa- 
garla, mediante  certificación  expedida  al  objeto  por  el 
respectivo  Cura  párroco  y  visada  por  la  Autoridad  ad- 
ministrativa de  la  localidad. — Art.  9. 

485.  No  existen  cursos. — Los  estudios  de  la  1^ 
enseñanza  no  están  sujetos  á  determinado  número  de 
cursos.  Durarán  todo  el  año  y  disminuirán  en  la  ca- 
nícula las  horas  de  clase. — Art.  10. 

486.  Enseñanza  religiosa. — El  Gobernador  Ge- 
neral ha  de  procurar  que  los  respectivos  Curas  párro- 
cos tengan  repasos  de  Doctrina  y  Moral  cristiana  para 
los  niños  de  las  Escuelas  elementales,  lo  ménos  una 
vez  cada  semana. — Art.  11. 


3 
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SECCION  III. 

LA  SEGUNDA  ENSEÑANZA.  (1) 

487.  Estudios  que  comprende. — 1?  generales^ 
2?  de  aplicación  á  las  profesiones  industriales. — Art.  12. 

488.  Est  udios  generales. — Los  constituyen  las 
materias  siguientes:  Latin  y  castellano  con  ejercicios 
prácticos.  Retórica  y  Poética.  Francés,  Inglés  ó 
Alemán.  Psicología,  Lógica  y  Filosofía  moral.  Geo- 
grafía general  y  particular  de  España.  Historia  de 
España.  Historia  universal.  Aritmética  y  Algébra. 
Geometría  y  Trigonometría.  Física  y  Química.  His- 
toria natural  en  principios  de  Fisiología  é  Higiene. 
Agricultura. — Art.  4?  Real  Decreto  de  13  de  Agosto 
de  1880. 

489.  Estudios  de  aplicación. — Dibujo  lineal, 
topográfico,  de  adorno  y  de  figura.  Nociones  de  me- 
cánica industrial  y  de  Química  aplicada  á  las  artes. 
Topografía  elemental  teórieo-práctica,  con  medición 
de  superficies,  aforos  y  levantamiento  de  planos.  Arit- 
mética mercantil  y  Teneduría  de  libros,  práctica 
de  contabilidad,  correspondencia  y  operaciones  mer- 
cantiles. Francés,  Inglés,  Alemán  é  Italiano. — Art. 
4.°  ya  citado. 

490.  Forma  en  que  deben  hacerse  los  estu- 
dios generales. — Las  asignaturas  de  Latin  y  Caste- 

(1)  Por  E.  0.  de  14  de  Setiembre  de  1881  se  dispuso  que  la  carrera  de 
Perito  mercantil  quedase  instalada  desde  el  curso  de  1882  á  83  en  el  Institu- 
to de  la  Habana,  toda  vez  que  los  estudios  de  la  expresada  carrera  están 
comprendidos  en  los  de  aplicación  que  forman  parte  de  la  2*  Enseñanza,  de- 
biendo estudiarse  en  la  Escuela  Profesional  las  asignaturas  que  abarca  la 
carrera  de  Profesor  Mercantil  restablecida  con  arreglo  al  art.  74  del  Plan. 
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llano  se  dividirán  en  dos  cursos  de  lección  diaria.  Las 
de  Psicología,  Lógica  y  Filosofía  moral,  Aritmética  y 
Algebra,  Geometría  y  Trigonometría,  Física  y  Quími- 
ca, Historia  natural  y  Agricultura  constituirán  cada 
una  un  curso  de  lección  diaria.  Las  de  lenguas  vivas, 
dos  cursos  de  lección  alterna.  La  Geografía  general 
y  particular  de  España,  la  Historia  de  España  y  la 
Universal  se  explicarán  cada  una  en  curso  de  tres  lec- 
ciones semanales. — Art.  5.°  R.  D.  citado. 

491.  Distribución  normal  délos  estudios  ge- 
nerales de  segunda  enseñanza. — Primer  grupo. 
Latin  y  Castellano,  primer  curso;  Geografía.  Segundo 
grupo.  Latin  y  Castellano,  segundo  curso;  Historia 
de  España.  Tercer  grupo.  Retórica  y  Poética,  Arit- 
mética y  Algébra;  Historia  universal;  Francés,  primer 
curso.  Cuarto  grupo.  Física  y  Química.  Historia 
natural  con  principios  de  Fisiología  é  Higiene,  Agri- 
cultura.— Art.  11  de  dicho  R.  D. 

492,  Ingreso  en  la  segunda  enseñanza. — Se 
requiere  la  aprobación  en  un  exámen  teórico-práctico 
de  todas  las  materias  que  constituyen  la  primera  ense- 
ñanza elemental  completa  ante  el  Tribunal  competen- 
te. (1)  La  parte  teórica  del  exámen  será  individual  y 
la  práctica  podrá  ser  colectiva  de  dos  ó  mas  aspiran- 
tes escribiendo  estos  al  dictado  y  con  la  debida  vigi- 
lancia un  período  gramatical  y  resolviendo  por  escrito 
sencillas  operaciones  relativas  á  las  cuatro  reglas  fun- 
damentales de  la  Aritmética.  Tan  pronto  como  ter- 
mine el  exámen  práctico,  calificarán  los  Jueces  los 
ejercicios  y  suscribirán  el  acta  correspondiente  á  cada 
alumno. — Art.  16  Plan  de  Estudios. 


(1)  Lo  componen  el  Catedrático  de  primer  año  de  Latin  y  castellano,  el 
de  Aritmética  y  Algébra  y  otro  nombrado  por  el  Director  del  Instituto. — 
Art.  124  Reglamento  de  los  establecimientos  de  2*  enseñanza. 
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493.  Grado  de  Bachiller. — Terminados  los  es- 
tudios generales  de  2^  enseñanza  podrán  los  alumnos 
ser  admitido  al  grado  de  Bachiller. — Art.  15, 

494.  Ingreso  en  los  estudios  de  aplicación  de 
segunda  enseñanza. — Se  requiere  ser  aprobado  en 
un  exámen  genera]  de  las  materias  que  comprende,  la 
1*  enseñanza  superior. — Art.  19. 


SECCION  IV. 

FACULTADES  Y  ENSEÑANZA  SUPERIOR  Y  PROFESIONAL. 


495.  Su  carácter  común. — Habilitan  para  el 
ejercicio  de  determinadas  profesiones. — Art.  27. 

496.  Requisito  para  matricularse. — Eequiére- 
se  haber  probado  los  estudios  generales  de  2?  ense- 
ñanza; y  para  la  admisión  á  la  prueba  de  curso,  haber 
obtenido  el  título  de  Bachiller. — Art.  28. 

497.  I.  Facultades. — Son  seis:  de  Filosofía  y 
Letras;  de  Ciencias  físico-matemáticas,  físico-químicas 
y  naturales;  de  Farmacia;  de  Medicina,  y  de  Derecho. 
Los  estudios  de  Facultad  se  hacen  en  dos  períodos: 
Licenciatura  y  Doctorado.  (1) 

498.  Filosofía  y  Letras.  Estudios  que-  com- 
prende.— Periodo  de  Licenciatura. — Metafísica, 
Historia  universal,  Historia  crítica  de  España,  Lengua 
griega,  Literatura  general,  Literatura  griega  y  latina, 
Literatura  española  y  Hebreo  ó  árabe.  La  asignatura 
de  Historia  universal  se  divide  en  dos  cursos  y  en 


(1)  En  esta  Isla  no  se  encuentra  autorizada  la  Universidad  para  confe 
rir  el  grado  de  Doctor  mas  que  en  Farmacia,  Medicina  y  Derecho. 
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otros  dos  la  de  Metafísica.  Son  de  lección  diaria  los 
cursos  de  Historia  universal,  Historia  crítica  de  Es- 
paña, Lengua  griega,  Literatura  griega  y  latina  y  He- 
breo ó  árabe.  De  tres  lecciones  semanales:  Metafísi- 
ca, Literatura  general  y  Literatura  española. — Arts. 
31  y  32. 

499.  Distribución  normal  de  estos  estudios. 
Período  de  Licenciatura. — Frimer  grupo.  Meta- 
física, primer  curso.  Historia  universal,  primer  cur- 
so. Lengua  griega,  primer  curso.  Literatura  general. 
Segundó  grupo.  Metafísica,  segundo  curso.  Historia 
universal,  segundo  curso.  Literatura  griega  y  latina. 
Tercer  grupo.  Historia  crítica  de  España.  Literatu- 
ra española.  Hebreo  ó  árabe. — Art.  17  R.  D.  de  13 
Agosto  de  1880. 

500.  Facultad  de  Ciencias;  Secciones  que 
comprende. — Tres:  de  Físico-matemáticas,  de  Físi- 
co-químicas y  naturales. — Art.  35  del  Plan. 

501.  Estudios  de  la  Licenciatura  comunes  á 
las  tres  Secciones. — Análisis  matemático.  Geome- 
tría. Geometría  analítica.  Química  general.  Ampliación 
de  la  Física.  Historia  natural.  Cosmografía  y  Física  del 
globo.  Dibujo  lineal  y  topográfico. — Art.  36. 

502.  Especiales  de  la  Sección  de  Ciencias 
Físico-matemáticas, — Cálculo  diferencial  é  inte- 
gral de  diferencias  y  variaciones.  Mecánica  racional. 
Geometría  descriptiva.  Geometría.  Física  superior. 
Ejercicios  prácticos  de  Física. — Art.  36. 

503.  Sección  de  Ciencias  Físico-químicas. — 
Práctica  de  Química  inorgánica.  Ejercicios  prácticos 
de  Física.  Dibujo  aplicado  á  las  Ciencias  físico-quí- 
micas. 

504.  Sección  de  Ciencias  naturales. — Orga- 
nografía  y  Fisiología  vegetal.  Mineralogía.  Zoogra- 
fía  de  vertebrados  vivientes  y  fósiles.  Id.  de  moluscos 
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y  zoófitos  vivientes  y  fósiles.  Id.  ele  articulados  vivien- 
tes y  fósiles.  Fitografía  y  geografía  botánica.  Geo- 
logía con  ejercicios  prácticos  y  excursiones  científicas. 
Dibujo  de  aplicación  á  las  Ciencias  naturales. — Art.  36. 

505.  Facultad  de  Farmacia. —  Distribución 
normal  de  las  asignaturas  que  comprende.  Período 
de  Licenciatura.  Primer  grupo.  Ampliación  de  la 
física.  Historia  natural.  Química  general.  Segundo 
grupo.  Materia  farmacéutica  mineral  y  animal;  idem 
vegetal.  Tercer  grupo.  Farmacia  químico-inorgánica. 
Cuarto  grupo.  Farmacia  químico-orgánica.  Quinto 
grupo.  Ejercicios  prácticos  de  determinación  de  plan- 
tas medicinales  y  reconocimientos  de  drogas.  Prácti- 
cas de  operaciones  farmacéuticas.  Período  del  Doctora- 
do. Análisis  química  aplicada  á  las  Ciencias  médicas. 
Historia  de  las  Ciencias  médicas. — Art.  54  del  R  D. 
13  Agosto  1880. 

506.  Facultad  de  Medicina.  Agrupación  nor- 
mal de  las  asignaturas  que  comprende.  Perío- 
do de  Licenciatura. — Primer  grupo.  Anatomía, 
primer  curso.  Física,  Química,  Ejercicios  de  desec- 
cion.  Primer  curso.  Segundo  grupo.  Anatomía,  se- 
gundo curso.  Fisiología  humana,  Historia  natural. 
Ejercicios  de  disección.  Segundo  curso.  Tercer  gru- 
po. Higiene  privada.  Patología  general  con  su  clínica 
y  Anatomía  é  Histología  patológico-generales.  Tera- 
péutica, Materia  médica  y  Arte  de  recetar.  Cuarto 
grupo.  Patología  especial  médica.  Patología  especial 
quirúrgica.  Obstetricia.  Enfermedades  de  mujeres  y 
niños.  Quinto  grupo.  Clínica  médica.  Primer  curso. 
Clínica  quirúrgica,  primer  curso.  Clínica  de  Obste- 
tricia. Anatomía  quirúrgica,  operaciones,  apósitos  y 
vendajes.  Sexto  grupo.  Clínica  médica,  segundo  cur- 
so. Id.  quirúrgica,  segundo  curso.  Medicina  legal  y 
Toxicología.  Higiene  pública.    Doctorado.  Historia 
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de  las  Ciencias  médicas.  Ampliación  de  la  Histología 
normal  y  patológica.  Análisis  química  aplicada  á  las 
Ciencias  médicas. — Art.  48,  R.  D. 

507.  Facultad  de  Derecho.  Secciones  que 
comprende-Dos:  la  de  Derecho  civil  y  canónico  y  la 
de  Derecho  administrativo. — Art.  54.  Plan  de  Estu- 
dios. 

508.  Distribución  normal  de  los  estudios  de 
la  Sección  de  Derecho  civil  y  canónico.  Perío- 
do de  Licenciatura. — Primer  grupo.  Prolegómenos 
del  Derecho.  Historia  y  Elementos  de  Derecho  roma- 
no. Primer  curso.  Historia  universal.  Primer  curso 
Literatura  general.  Segundo  grupo.  Elementos  de  De- 
recho romano.  Segundo  curso.  Economía  política  y 
Estadística.  Historia  universal.  Segundo  curso.  Lite- 
ratura griega  y  latina.  Tercer  grupo.  Derecho  civil 
español.  Primer  curso.  Derecho  político  y  administra- 
tivo. Derecho  canónico.  Literatura  española.  Cuarto 
grupo,  Dereche  civil  español.  Segundo  curso.  Disci- 
plina eclesiástica.  Quinto  grupo.  Derecho  mercantil  y 
penal.  Teoría  de  los  procedimientos  judiciales  de  Es- 
paña y  Práctica  forense.  Doctorado.  Filosofía  del 
Derecho  y  Derecho  internacional  público.  Historia 
general  del  Derecho.  Historia  eclesiástica,  concilios  y 
colecciones  canónicas. — Art.  29,  R.  D.  citado. 

509.  Distribución  normal  de  los  estudios  de 
la  Sección  de  Derecho  administrativo. — Licen- 
ciatura.— Primer  grupo.  Historia  universal.  Primer 
curso.  Lite-ratura  general.  Nociones  de  Derecho  civil 
mercantil  y  penal  de  España.  Segundo  grupo.  Historia 
universal.  Segundo  curso.  Literatura  griega  y  latina. 
Derecho  político  y  administrativo  español.  Economía 
política  y  Estadística.  Tercer  grupo.  Literatura  espa- 
ñola. Instituciones  de  Hacienda  pública  de  España. 
Derecho  político  comparado. — Art.  29  de  dicho  R.  D. 
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510.  II.  Enseñanzas  superiores.— Son  las  si- 
guientes: la  de  Bellas  Artes  que  comprende  los  de  Pin- 
tura, Grabado  y  Escultura  y  las  carreras  de  Arquitec- 
tura y  del  Notariado, — Art,  63,  Plan  de  Estudios. 

511.  Bellas  Artes. — Para  comenzar  los  estudios 
relativos  á  las  mismas  se  necesita: 

1?  Estar  instruido  en  la  enseñanza  primaria  su- 
perior. 

29  Tener  conocimiento  de  Dibujo  hasta  copiar  la 
figura  entera. 

3?  Ser  aprobado  en  un  exámen  de  estas  materias. 
—Art.  64. 

512.  Estudios  que  comprende*  —  Anatomía 
pectórica.  Dibujo  del  antiguo  y  del  natural.  Perspectiva 
y  paisaje.  Colorido  y  composición.  Escultura.  Grabado 
en  dulce.  Id.  en  hueco.  Teoría  é  historia  de  las  Bellas 
Artes.  No  están  sujetos  á  determinado  número  de 
cursos. — Art.  65. 

513.  Carrera  de  Arquitectura. — Para  ingre- 
sar en  ella  se  requiere: 

l9  Haber  estudiado  las  materias  siguientes:  Com- 
plemento de  Algebra,  Geometría  y  Trigonometría 
rectilínea  y  esférica.  Geometría  analítica  de  dos  y  tres 
dimensiones.  Cálculo  diferencial  é  integral.  Mecánica. 
Geometría  descriptiva.  Geodesia.  Física  experimen- 
tal. Zoología,  botánica  y  mineralogía  con  nociones  de 
Geología. 

29  Tener  conocimiento  de  Dibujo  hasta  copiar  á 
la  aguada  detalles  de  edificios  de  todos  géneros. 

39  Ser  aprobado  en  un  exámen  general  de  las 
materias  indicadas. — Art.  67. 

514.  Estudios  que  comprende. — Construc- 
ción científica.  Teorías  mecánicas  aplicadas  á  la  es- 
tabilidad de  las  obras  y  aprovechamiento  de  aguas  y 
máquinas.   Construcción  teórica:  análisis  y  manipula- 
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cion  de  los  materiales;  construcción  de  todos  géneros. 
Construcción  práctica:  cortes  de  piedras,  maderas  y 
metales;  trazados  gráficos,  monteas,  replanteos  y  reso- 
lución de  problemas  de  construcción.  Estética  y  teo- 
rías generales  del  Arte.  Reseña  histórico-analítica  de 
los  principales  monumentos  de  todos  tiempos.  Arqui- 
tectura legal.  Nociones  de  higiene  de  óptica  y  acús- 
tica. Composición,  invención,  decoración  y  distribu- 
ción. Estos  estudios  deben  hacerse  en  tres  arlos  á  lo 
ménos. — Art.  74. 

515.  Carrera  del  Notariado.  Condiciones 
para  ingresar  en  ella. — Se  necesita  además  del 
grado  de  Bachiller,  estar  versado  en  la  lectura  de  le- 
tra del  siglo  XVI  y  posteriores. — Art.  77. 

516.  Estudios  que  comprende. — Nociones  de 
Derecho  civil,  mercantil  y  penal  de  España.  Teoría 
y  práctica  de  la  redacción  de  documentos  públicos 
y  actuaciones  judiciales.  Además,  deben  asistir  los 
alumnos  di  rante  tres  años  al  oficio  de  un  Notario  ó 
Escribano  público.  Los  estudios  antedichos  han  de 
hacerse  en  dos  años  á  lo  ménos. — Art,  78. 

517.  III.  Enseñanzas  profesionales. — Son 
las  siguientes:  la  de  Veterinaria,  la  de  Profesores  mer- 
cantiles; la  de  Náutica;  la  de  Maestros  de  obras,  Apa- 
rejadores y  Agrimensores;  la  de  Maestro  de  1*  ense- 
za. — Art.  74,  Plan  de  Estudios. 

518.  Carrera  de  Veterinaria. — Se  rije  por  el 
Reglamento  aprobado  porR.  D.  de  2  de  Julio  de  1871. 
—Art.  81. 

519.  Estudios  que  constituye  la  carrera  de 
Profesor  mercantil. — Reseña  histórica  del  comercio. 
Nociones  del  Derecho  internacional  mercantil.  Co- 
nocimientos de  efectos  de  comercio  público  y  privados 
de  las  principales  naciones.    Conocimiento  teórico- 
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práctico  de  ios  artículos  que  son  más  generalmente 
objeto  de  comercio. — Art.  83. 

520.  Enseñanza  de  náutica;  estudios  que 
comprende. — Geografía  física  y  política.  Física  ex- 
perimental. Cosmografía.  Pilotaje  y  maniobra.  Dibu- 
jo lineal  topográfico,  geográfico  é  hidrográfico.  Estu- 
dios prácticos  en  los  buques.  Geometría  descriptiva 
con  aplicación  á  los  buques.  Elementos  de  mecánica 
aplicada  y  resistencia  de  materiales  y  construcción  y 
arquitectura  naval. — Art.  84. 

521.  División  de  la  carrera  de  náutica. — En 
dos  Secciones:  la  de  pilotos  y  la  de  constructores-  na- 
vales. El  Reglamento  determinará  que  estudios  ha 
de  comprender  cada  una  de  ellas. — Art.  85. 

522.  Carrera  de  aparejador  y  agrimensor. 
Condiciones  para  el  ingreso. — l9,  haber  probado 
académicamente  Elementos  de  Aritmética  y  Algebra 
y  de  Geometría  y  Trigonometría  rectilínea;  29,  tener 
conocimiento  de  Dibujo  lineal  hasta  copiar  los  varios 
órdenes  de  arquitectura  y  39,  ser  aprobado  en  un  exá- 
men  de  las  materias  expresadas. — Art.  86. 

523.  Estudios  que  comprende. — Topografía 
reducida  al  levantamiento  de  planos,  construcción  de 
perfiles  y  trazados  de  las  curvas  de  nivel.  Elementos 
de  Geometría  descriptiva  y  sus  aplicaciones  á  las  som- 
bras y  á  los  cortes  de  piedra,  madera  y  metales.  No- 
ciones de  mecánica  aplicada  á  la  construcción.  Cono- 
cimiento de  los  materiales,  su  manipulación  y  empleo 
en  las  obras;  construcción  de  todos  géneros;  montea 
aplicada  á  la  cantería;  carpintería  y  obras  de  hierro. — 
Art.  87. 

524.  Carrera  de  Maestro  de  obras. — Han  de 

estudiar  los  alumnos,  después  de  probadas  las  asigna- 
turas en  el  párrafo  anterior;  Io  Composición  de  edifi- 
cios rurales  y  demás  que  los  Maestros  de  obras  están 
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autorizados  para  dirigir;  2?  parte  legal  correspondiente 
á  la  profesión. — Art.  88. 

525.  Maestro  de  primera  enseñanza;  estu- 
dios necesarios. — Catecismo  espiicado  de  la  Doctrina 
cristiana.  Elementos  de  Historia  sagrada.  Lectura. 
Caligrafía.  Gramática  castellana  con  ejercicios  prác- 
ticos de  composición.  Aritmética.  Nociones  de  Geo- 
metría. Dibujo  lineal  y  agrimensura.  Elementos  de 
Geografía.  Compendio  de  Historia  de  España.  Nocio- 
nes de  agricultura.  Principio  de  educación  y  métodos 
de  enseñanza.  Práctica  de  la  enseñanza. — Art.  93. 

526.  Maestro  de  primera  enseñanza  superior; 
estudios  que  se  requieren. — Las  materias  expresa- 
das en  el  párrafo  anterior.  Un  curso  completo  de 
pedagogia  en  lo  relativo  á  la  primera  enseñanza  con 
aplicación  también  á  la  de  sordos-mudos  y  ciegos. 
Derecho  administrativo  en  cuanto  concierna  á  la  pri- 
mera enseñanza. — Art.  94. 

527.  Maestra  de  primera  enseñanza;  condi- 
ciones que  se  requieren. — Haber  estudiado  con  la 
debida  extensión  en  la  Escuela  normal  las  materias 
que  abrazan  la  primera  enseñanza  de  niñas,  elemental 
ó  superior,  según  el  título  á  que  se  aspire.  Estar  ins- 
truida en  principios  de  educación  y  métodos  de  ense- 
ñanza. También  se  admitirán  á  las  Maestras  los  estu- 
dios privados,  siempre  que  acrediten  dos  años  de 
práctica  en  algunas  escuelas  modelos. — Art.  95. 


SECCION  V. 

LIBROS    DE  TEXTO. 


528.    Textos  forzosos.    Todas  las  asignaturas  de 


/ 
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la  primera  y  segunda  enseñanza,  las  de  las  carreras 
superiores  y  profesionales  y  las  de  las  facultades  hasta 
el  grado  de  Licenciado  se  estudiarán  por  libros  de 
texto.  Estos  libros  serán  señalados  en  las  listas  que 
el  Gobierno  Supremo  publicará  cada  tres  años.  La 
Doctrina  cristiana  se  estudiará  por  el  catecismo  que 
señale  el  Prelado  de  la  diócesis.  La  Gramática  y  Or- 
tografía de  la  Academia  Española  serán  textos  obliga- 
torios y  tínicos  para  estas  materias  en  la  enseñanza 
pública. 


SECCION  VI. 


ESTUDIOS  HECHOS  EN  PAIS  EXTRANJERO. 


529.  Incorporación  de  los  mismos.  Serán  ad- 
mitidos á  incorporación  en  los  establecimientos  litera- 
rios de  la  Isla,  los  años  académicos  cursados  en  país 
extranjero,  en  universidades  ó  escuelas  reglamentadas 
y  sostenidas  por  el  Gobierno,  siempre  que  se  acrediten 
hechos  con  buena  nota  los  estudios  al  efecto  requeri- 
dos en  el  plan  de  estudios  vigente,  y  en  igualdad  de 
extensión  y  tiempo,  completando  en  caso  contrario  las 
materias  ó  el  tiempo  que  faltáren.  Será  además  re- 
quisito indispensable  para  la  incorporación,  que  los  in- 
teresados se  sugeten  á  un  exámen  prévio  de  cada  una 
de  las  asignaturas  correspondientes  á  los  expresados 
años,  ante  una  comisión  nombrada  por  el  Gobernador 
General  y  presidida  por  un  individuo  de  la  Junta  Su- 
perior de  Instrucción  pública.  Para  cada  incorpora- 
ción será  necesaria  una  autorización  especial  del  Go- 
bernador General,  oida  la  Junta  Superior.  Los  agra- 
ciados pagarán  los  derechos  de  matrícula  que  habrían 
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satisfecho  si  hubieran  estudiado  en  la  Isla. — Arts.  119 

y  120. 

530.  Habilitación.  El  Gobernador  General  pue- 
de por  justas  causas  y  prévio  informe  de  la  Junta  Su- 
perior y  del  Rector  de  la  Universidad,  que  á  su  vez 
oirá  al  claustro  de  profesores  de  la  facultad  correspon- 
diente, conceder  habilitación  para  ejercer  sus  respec- 
tivas profesiones  en  la  Isla,  á  los  graduados  extranjeros 
que  lo  solicitaren  siempre  que  acrediten  la  validez  de 
sus  títulos  y  haber  ejercido  la  misma  profesión  por 
seis  años,  ó  en  defecto  de  este  último  requisito,  sean 
aprobados  en  un  examen  de  las  asignaturas  cursadas 
por  los  naturales,  precedida  de  la  justificación  de  ha- 
berlas estudiado  en  establecimiento  público.  En  uno 
y  otro  caso,  los  graduados  extranjeros  pagarán  por  la 
habilitación  de  sus  títulos  una  cantidad  igual  á  los  de- 
rechos que  por  los  mismos  se  exigen  en  los  estableci- 
mientos literarios  de  la  Isla.  Las  habilitaciones  conce- 
didas en  esta  forma  serán  temporales  y  no  producirán 
otro  objeto  que  el  del  simple  ejercicio  de'  las  profesio- 
nes.  (1)—  Art.  121. 

SECCION  VII. 

ESTABLECIMIENTOS  PUBLICOS  DE  ENSEÑANZA. 


531.    I.    Escuelas  de  primera  enseñanza. — 

Son  las  que  se  sostienen  en  todo  ó  en  parte  con  fon- 
dos públicos,  obras-pias  ú  otras  fundaciones  destina- 
das al  efecto.  Están  á  cargo  de  los  respectivos  pueblos 


(1)  PorR.  0.  de  18  de  Enero  de  1881  se  ha  declarado  que  los  ingenie- 
ros civiles  que  hayan  obtenido  su  título  en  el  extranjero,  no  han  menester  de 
habilitación  porque  la  carrera  de  que  se  trata  esta  considerada  como  libre. 
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que  deben  incluir  en  sus  presupuestos  municipales  co- 
mo gasto  obligatorio,  la  cantidad  necesaria  para  aten- 
der á  ellas,  teniendo  en  su  abono  los  productos  de  las 
referidas  fundaciones.  El  Gobiento  debe  consignar 
anualmente  en  el  presupuesto  general  de  la  Isla  la  can- 
tidad de  diez  mil  pesos  por  lo  ménos,  para  auxiliar  á 
los  pueblos  que  no  puedan  costear  por  sí  todas  los 
gastos  de  la  1*  enseñanza.  El  Gobernador  General, 
oida  la  Junta  Superior,  dictará  las  disposiciones  con- 
venientes para  la  equitativa  distribución  de  estos  fon- 
dos.—Art.  122. 

532.  División  de  las  escuelas. — Se  dividen  en 
incompletas  y  completas.  Estas  se  subdividen  en  ele- 
mentales y  superiores.  En  todo  pueblo  de  500  almas 
habrá  necesariamente  una  escuela  pública  elemental 
de  niños,  y  otra,  aunque  sea  incompleta,  de  niñas. 
Las  incompletas  de  niños  no  pueden  consentirse  sino 
en  pueblos  de  menor  vecindario.  En  los  pueblos  que 
lleguen  á  2000  almas  habrá  dos  escuelas  completas  de 
niños  y  otras  dos  de  niñas.  En  los  que  tengan  4000 
almas  habrá  tres,  y  así  sucesivamente  aumentándose 
una  escuela  de  cada  sexo  por  cada  2000  habitantes,  y 
contándose  en  este  número  las  escuelas  privadas,  pero 
la  tercera  parte,  á  lo  ménos,  será  siempre  de  escuelas 
públicas.  En  las  capitales  de  provincias  y  poblaciones 
que  lleguen  á  10.000  almas,  una  de  las  escuelas  pú- 
blicas deberá  ser  superior.  Los  ayuntamientos  po- 
drán establecerlas  en  pueblos  de  menor  vecindario, 
cuando  lo  crean  conveniente,  sin  perjuicio  de  sostener 
la  elemental  ó  elementales  que  les  corresponda.  Los 
pueblos  que  no  lleguen  á  500  habitantes,  deberán  reu- 
nirse á  otros  inmediatos  para  formar  juntos  un  distrito 
donde  se  establezca  escuela  elemental  completa,  siem- 
pre que  la  naturaleza  del  terreno  permita  álos  niños 
concurrir  á  ella  cómodamente,  en  otro  caso,  cada  pue- 
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blo  establecerá  una  escuela  incompleta,  y  si  aun  esto 
no  fuera  posible,  la  tendrá  por  temporada.  Las  escue- 
las incompletas  y  las  de  temporada  se  desempeñarán 
por  adjuntos  ó  pasantes  bajo  la  dirección  y  vigilancia 
del  maestro  de  la  escuela  completa  más  próxima.  En 
las  escuelas  públicas  elementales  y  superiores  de  pri- 
mera enseñanza  de  maestros,  se  podrán  recibir  alum- 
nos pensionados  siempre  que  nada  se  perjudique  por 
eso  la  instrucción  de  los  gratuitos  que  se  sufraga  de 
fondos  públicos.  Unicamente  en  las  escuelas  incom- 
pletas, se  permitirá  la  concurrencia  de  los  niños  de 
ámbos  sexos  en  un  mismo  local  y  aún  así  con  la  se- 
paración debida. — Arts.  124  al  130. 

532.  Escuelas  de  párvulos. — El  Gobernador 
General  cuidará  que  por  lo  menos  en  las  capitales  de 
Provincia  y  pueblos  que  lleguen  á  2000  almas  se  es- 
tablezcan escuelas  de  párvulos. — Art.  131. 

534.  Enseñanza  de  adultos. — Debe  fomentar 
igualmente  el  establecimiento  de  lecciones  de  noche  ó 
de  domingo  para  los  adultos  cuya  instrucción  haya  si- 
do descuidada  ó  quieran  adelantar  en  conocimientos. 
En  los  pueblos  que  lleguen  á  10.000  almas  habrá  pre- 
cisamente una  de  estas  eusefianzas,  y  además  una  cla- 
se de  dibujo  lineal  y  de  adorno  con  aplicación  á  las 
artes  mecánicas. — Arts.  132  y  133. 

535.  Enseñanza  de  sordo-mudos  y  ciegos. — 
El  Gobierno  Supremo  promoverá  la  enseñanza  para 
esos  desgraciados,  procurando  que  haya  por  lo  m¿nos 
una  Escuela  de  esta  clase  en  la  Habana,  y  que  en  las 
públicas  de  niños  se  atienda  en  cuanto  sea  posible  á 
la  educación  de  aquellos.  (1) — Art.  134. 


(1)  El  número  de  Escuelas  públicas  asciende  en  esta  Isla  á  912,  asistien- 
do á  ellas  34,895  niños  de  ámbos  sexos. — Gaceta  de  la  Habana,  18  Octu- 
bre 1881. 
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536.  II.  Escuelas  normales  de  primera  en- 
señanza.   Su  objeto. — Para  que  los  que  intenten 

dedicarse  al  magisterio  de  1?  enseñanza  puedan  ad- 
quirir la  instrucción  necesaria,  habrá  una  Escuela  nor- 
mal en  la  capital  de  cada  Provincia;  á  ella  se  agregará 
una  Escuela  práctica  que  será  la  superior  correspon- 
diente á  la  localidad. — Arts.  137  y  138. 

537.  Su  sostenimiento. — Los  gastos  de  las  Es- 
cuelas normales  provinciales  se  satisfarán  de  los  res- 
pectivos presupuestos  de  la  Provincia,  quedando  á  su 
beneficio  el  importe  de  las  matrículas.  El  Gobierno 
podrá  auxiliar  su  sostenimiento  si  lo  estimase  conve- 
niente.—Art.  139. 

538.  III.  Establecimientos  públicos  de  se- 
gunda enseñanza.  Su  objeto. — Para  el  estudio  de 
la  2-  enseñanza  ha  de  haber  institutos  provinciales  ó 
locales  según  estén  á  cargo  de  las  Provincias  ó  de  los 
pueblos. 

Cada  Provincia  tendrá  un  instituto  que  comprenda 
rodos  los  estudios  generales  de  2^  enseñanza  y  los  de 
aplicación  que  el  Gobierno  estime  conveniente  esta- 
blecer, oida  la  Junta  provincial.  A  ese  efecto,  están 
obligadas  las  Provincias  á  incluir  en  sus  presupuestos 
la  cantidad  á  que  asciendan  los  sueldos  de  todos  los 
catedráticos  y  demás  gastos  del  establecimiento,  te- 
niendo en  su  abono  las  rentas  que  posea  el  Instituto 
y  los  derechos  académicos  que  satisfagan  los  alumnos. 
Es  de  advertirse  que  el  Gobierno  puede  hacerse  cargo 
de  sostener  los  institutos,  mediante  una  cantidad  alza- 
da que  la  Provincia  ha  de  entregar  anualmente  al 
estado,  ó  en  otra  forma.  Al  Grobierno  incumbe  diri- 
gir los  establecimientos  públicos  de  2*  enseñanza  dic- 
tando sus  planes,  programas  de  estudios  y  reglamentos 
literarios  y  administrativos  y  nombrando  sus  Jefes, 
Profesores,  Empleados  y  dependientes.  Exceptúanse 
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los  Seminarios  conciliares  que  se  ¡regirán  conforme  á 
lo  prescrito  en  los  Sagrados  Cánones  y  á  lo  concordado 
con  la  Santa  Sede. — Arts.  142  al  146. 

539.  Régimen  interior  de  los  institutos. — 
Tendrán  un  Director  nombrado  por  el  Gobierno  Su- 
premo. Este  cargo  ha  de  recaer  en  un  Profesor  del 
establecimiento.  Tendrá  también  un  Secretario  que 
será  un  Catedrático  nombrado  por  el  Gobierno  Gene- 
ral á  propuesta  del  Director.  Habrá  por  último  una 
Junta  de  Profesores,  correspondiendo  la  presidencia 
al  Director.  La  Junta  tiene  el  carácter  de  Consejo 
de  disciplina  para  conocer  de  las  faltas  académicas  de 
los  alumnos  cuya  represión  le  encomiende  el  regla- 
mento. (1)— Arts.  263  al  270. 

540.  IV.  Establecimientos  públicos  de  en- 
señanza superior  y  profesional.  Universidad 
de  la  Habana. — La  sostiene  el  Estado,  el  cual  per- 
cibe la  rentas  asi  como  los  derechos  de  matrículas, 
grados  y  títulos  científicos.  En  ella  se  enseñan  las 
materias  correspondientes  á  todas  las  facultades.  (2) 
— Art.  155  y  156. 

541.  Gobierno  y  administración  de  la  Uni- 
versidad.— Al  frente  de  la  misma  hay  un  Rector, 
nombrado  por  el  Gobierno  Supremo  de  entre  los  Ca- 
tedráticos de  término. 

Hay  un  Vice-Rector  nombrado  por  el  Gobierno 
Supremo  de  entre  los  Catedráticos  de  término  ó  as- 
censo á  propuesta  del  Gobernador  General,  Suple  al 
Rector  en  vacantes,  ausencias  ó  enfermedades. 

(1)  En  esta  Isla  á  más  del  Instituto  de  2?  enseñanza  de  la  Habana,  sos- 
tenido por  el  Estado,  existen  los  de  Santa  Clara,  Puerto-Príncipe  fy  Santia- 
go de  Cuba. 

(2)  La  Universidad  de  la  Habana  fué  establecida  por  R.  Cédula  de  23 
de  Setiembre  de  1728,  merced  á  las  gestiones  de  los  religiosos  de  la  orden 
de  predicadores,  Se  le  dió  el  nombre  de  Real  y  Pontificia  Universidad.  En 
1842  fué  secularizado  el  establecimiento. 

5 
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Hay  también  un  Secretario  nombrado  por  el  Go- 
bierno Supremo. 

Para  obtener  este  destino  se  requiere  ser  licenciado 
ó  haber  recibido  título  equivalente  en  la  enseñanza 
superior.  Hay  también  un  Consejo  universitario  para 
aconsejar  al  Rector  en  los  asuntos  graves  y  juzgar  á 
los  Profesores  y  alumnos  en  los  casos  que  determine 
el  reglamento. 

Al  frente  de  cada  facultad  existe  un  Decano,  nom- 
brado por  el  Gobierno  Supremo  de  entre  los  Catedrá- 
ticos á  propuesta  del  Gobernador  General. 

Los  Catedráticos  de  la  Universidad  constituyen  el 
cláustro  ordinario. 

El  reglamento  determina  la  composición  del  cláus- 
tro extraordinario. — Arts.  256  al  261. 

542.  Observatorio  Meteorológico  de  la  Ha- 
bana.— Subsistirá  con  la  obligación  de  dar  en  él  la 
enseñanza  propia  de  su  instituto. — ArL  157- 

543.  Títulos. — Los  de  profesor  de  cada  una  de 
las  enseñanzas  superiores  y  profesionales,  no  podrán 
expedirse  en  la  isla  sino  por  las  escuelas  mencionadas 
y  habilitarán  para  el  ejercicio  de  las  carreras  respec- 
tivas siempre  que  estén  firmados  por  el  Gobernador 
General  y  tomada  razón  por  la  Secretaría  del  Gobier- 
no General. — Art.  158. 

544.  Régimen  interior  de  las  Escuelas  de 
enseñanza  superior  y  profesional. — Cada  una  ha 
de  tener  un  Director  nombrado  por  el  Gobierno  Su- 
premo. 

El  cargo  ha  de  recaer  en  un  profesor  del  estableci- 
miento. Han  de  tener  también  un  Secretario  nombra- 
do por  el  Gobierno  General  á  propuesta  del  director  y 
que  ha  de  ser  Catedrático.  Ha  de  existir  igualmente 
una  Junta  de  Profesores. — Arts.  263  al  270. 


SECCION  VIII. 

ESTABLECIMIENTOS  PRIVADOS. 


545.  Su  carácter  y  quienes  pueden  fundarlos. 

— Son  establecimientos  privados  los  creados  y  soste- 
nidos por  fondos  particulares,  y  pueden  fundarlos  to- 
dos los  españoles. — Arts.  160  y  161.  (1)  1 

546.  Su  régimen. — Los  directores,  empresarios 
ó  fundadores  de  establecimientos  privados  de  ense- 
ñanza pueden  adoptar  con  entera  libertad  las  disposi- 
ciones que  juzguen  más  conducentes  á  su  buen  régi- 
men literario  y  administrativo. 

El  Gobierno  únicamente  se  reserva  el  derecho  de 
inspeccionarlos  en  cuanto  se  refiera  á  la  moral  y  á  las 
condiciones  higiénicas,  y  el  de  corregir,  en  la  forma 
que  los  reglamentos  prescriban,  las  faltas  que  en  estas 
materias  se  cometan. — Art,  162. 

547.  Inscripción  de  matrículas  é  incorpora- 
ción de  estudios. — Los  alumnos  de  establecimientos 
privados  de  2^  enseñanza  deberán  hacer  sus  matrícu- 
las en  la  época  señalada  para  los  que  estudian  en  ins- 
titutos públicos,  siendo  de  advertir  que  no  son  in- 
corporables  más  que  las  asignaturas  que  se  hubieren 
estudiado  con  arreglo  la  lo  establecido  por  los  regla- 
mentos.— Arts.  163  y  164. 


(1)   Artículo  12  de  la  Constitución  de  la  Monarquía. 
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SECCION  IX. 

ENSEÑANZA  DOMÉSTICA. 


548.    Qué  se  entiende  por  ella,  y  sus  efectos. 

— Entiéndese  por  enseñanza  doméstica  la  que  reciben 
los  alumnos  en  la  casa  donde  habitan  no  siendo  de 
pensión.  Se  considerará  casa  de  pensión  aquella  don- 
de vivan  más  de  cuatro  alumnos  que  no  tengan  paren- 
tesco entre  sí,  ni  con  el  cabeza  de  la  familia. 

La  enseñanza  doméstica  no  está  sujeta  á  inspección 
oficial. 

Los  estudios  hechos  en  el  hogar  doméstico  no  han 
menester  para  surtir  efectos  académicos  de  otro  re- 
quisito que  el  de  la  matrícula,  la  cual,  así  como  el  exá- 
men,  deberá  hacer  se  también  en  los  institutos  provin- 
ciales y  en  la  época  marcada  para  los  alumnos  de  estos. 
— Art.  168  al  170. 


SECCION  X. 

ACADEMIAS,  BIBLIOTECAS,    ARCHIVOS   Y  MUSEOS 


549.  Su  carácter. — -Se  consideran  para  los  efec^ 
tos  del  plan  de  estudios  vigente,  como  dependencias 
del  ramo  de  instrucción  pública. 

El  Gobierno  Supremo  cuidará  del  establecimiento 
de  Academias  de  Jurisprudencia,  Medicina  y  Farma- 
cia, procurando  que  tengan  á  su  disposición  en  cuanto 
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sea  posible  los  medios  de  Henar  el  objeto  de  su  ins- 
tituto. 

Debe  cuidar  también  del  establecimiento  de  museos 
y  archivos.— Arts.  171,  172,  174  y  175. 

550.  Autorización  especial. — Para  establecer 
academias  públicas  ú  otras  corporaciones  que  tengan 
por  objeto  discutir  ó  estudiar  cuestiones  relativas  á 
cualquier  ramo  del  saber  humano,  se  necesita  autori- 
zación especial, — Art.  173.  (1) 

SECCION  XI. 

PROFESORADO  TUBLICO. 

551.  Del  profesorado  en  general.— Condicio- 
nes que  se  requieren  para  su  ejercicio. 

1?  Ser  español,  circunstancia  que  no  se  exije  álos 
profesores  de  lenguas  ni  á  los  de  música  vocal  é*  ins- 
trumental. 

2?  Justificar  buena  conducta  religiosa  y  moral. — 
Art.  177. 

552.  Incapacidades. — No  pueden  ejercer  el  pro- 
fesorado. 

1?  Los  que  padezcan  enfermedad  ó  defecto  físico 
que  imposibilite  para  la  enseñanza. 

2?  Los  que  hubiesen  sido  condenados  á  penas 
aflictivas  ó  que  lleven  consigo  l¿i  inhabilitación  para 
cargos  públicos  y  derechos  políticos,  á  no  tener  una 
rehabilitación  suficiente  v  especial  para  la  enseñanza. 
—Art,  178. 


(1)  Son  de  citarse  eii  esta  Isla  la  Academia  de  Ciencias  Médicas,  Fí- 
sicas y  Naturales,  el  Círculo  de  Abogados  y  la  Sociedad  Antropológica,  cor- 
poraciones que  tienen  su  origen  en  la  iniciativa  privada. 
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553.  Nombramiento  y  separación. — Corres- 
ponde el  nombramiento  de  los  Profesores  de  los  Esta- 
blecimientos públicos  al  Gobierno  ó  á  sus  delegados. 
Ningún  profesor  puede- ser  separado  sino  en  virtud  de 
sentencia  judicial  ó  de  espediente  gubernativo  en  el 
cual  se  declare  que  no  cumple  con  los  deberes  de  su 
cargo,  que  infunde  en  unos  discípulos  doctrinas  perni- 
ciosas ó  que  es  indigno  por  su  conducta  moral. 

El  espediente  se  formará  con  audiencia  del  intere- 
sado y  consulta  del  Heal  Consejo  de  Instrucción  pú- 
blica ó  de  la  Junta  Superior,  según  proceda  su  nom- 
bramiento del  Gobierno  Supremo  ó  del  General. 

La  separación  de  un  catedrático  por  causas  distin- 
tas solo  podrá  acordarse  en  Consejo  de  Ministros. — 
Arts.  179  y  180. 

554.  Suspensión.— El  Gobernador  General  pue- 
de suspender  al  Profesor  por  los  motivos  expresados, 
oida  la  Junta  Superior  y  dando  cuenta  sin  dilación  al 
Gobierno  Supremo,  con  el  espediente.— Art.  181. 

555.  Compatibilidad. — El  ejercicio  del  profeso- 
rado es  compatible  con  el  de  cualquier  profesión  hon- 
rosa que  no  perjudique  el  cumplido  desempeño  de  la 
enseñanza  é  incompatible  con  todo  otro  empleo  ó  des- 
tino público. — Art.  185. 

556.  I.  Maestros  de  primera  enseñanza. 
Título. — Han  de  tener  el  título  correspondiente. 

557.  Excepción. — Los  que  regenteen  Escuelas 
incompletas  podrán  ejercer  mediante  un  «certificado  de 
aptitud  y  moralidad»  expedido  por  la  Junta  Local  y 
visado  por  el  Gobernador  General. — Art.  191y  192. 

558.  Provisión, — Las  plazas  de  Maestros  cuya 
dotación  no  llegue  á  365  pesos  y  las  de  Maestras,  cuyo 
sueldo  sea  menor  de  250  pesos,  se  proveerán  sin  ne- 
cesidad de  oposición.  Se  hará  el  nombramiento  á 
propuesta  de  la  Junta  provincial. 


Las  Escuelas  cuya  dotación  exceda  de  las  cantida- 
des expresadas  se  proveerán  por  oposición. — Arts. 
196  y  197. 

559.  II.    Maestros  de  Escuelas  Normales. 

Se  requiere  haber  probado  los  estudios  necesarios 
para  obtener  el  título  de  Maestro  Superior  y  estudia- 
do posteriormente  en  la  Escuela  normal  central  el 
curso  propio  de  los  Maestros  normales.  Este  último 
requisito  se  dispensa  á  los  que  con  buena  nota  lleven 
consagrados  ocho  años  á  la  enseñanza  en  Escuela  su- 
perior.— Art.  210. 

560.  Ingreso. — En  el  Magisterio  de  las  Escuelas 
normales  se  entrará  por  oposición  y  se  ascenderá  por 
concurso. — Art.  212. 

561.  III.  Catedráticos  de  Instituto. — Se  con- 
sideran tales: 

1?  Los  de  los  estudios  generales  de  2?  enseñanza. 
29    Los  de  los  estudios  de  aplicación. — Art.  213. 

562.  Requisitos. — l9  Tener  21  años  cumplidos. 
29    Tener  el  título  correspondiente.    Este,  en  los 

estudios  generales,  es  el  grado  de  Licenciado  en  la 
facultad  á  que  corresponda  la  asignatura. 

En  las  enseñanzas  de  aplicación,  los  Reglamentos 
determinarán  para  qué  asignaturas  se  ha  de  exigir  el 
grado  de  Licenciado  y  para  qué  otras  el  título  Superior 
ó  profesional  de  la  carrera  á  que  corresponden  los  res- 
pectivos estudios. 

Los  Profesores  de  lenguas  vivas  y  dibujo  y  los  de 
música  vocal  é  instrumental  y  declamación  no  necesi- 
tan título.— Art,  214, 

563.  División. — En  tres  clases  correspondientes 
á  las  categorías  de  «entrada,))  (1,000  pesos)  «ascenso)) 
(1,250  pesos)  y  «término»  (1,500  pesos). — Art,  215. 

564.  Provisión. — Las  plazas  vacantes  han  de 
proveerse  por  oposición  ó  por  concurso  entre  los  Pro- 
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fesores  de  los  Institutos  de  las  Provincias  cubanas. — 
Art,  216. 

565.  Escalafón  general. — Los  Catedráticos  de 
Instituto  de  la  Isla  entran  á  formar  parte  del  escala- 
fon  general  de  todos  los  del  Reino,  en  que  ascenderán 
por  antigüedad. — Art.  220. 

566.  IV.  Catedráticos  de  enseñanza  profe- 
sional.—Se  consideran  tales  los  de  aquellas  enseñan- 
zas para  cuyo  estudio  se  exija  á  los  alumnos  la  prepa- 
ración de  que  trata  el  Plan  vigente. — Art.  221. 

567.  Requisitos: — l9  Tener  21  años  cumplidos. 
29    Tener  el  grado  de  Licenciado  en  la  facultad  á 

que  corresponda  la  asignatura  6  el  título  profesional, 
término  de  la  respectiva  carrera. — Art.  222. 

568.  División  y  provisión.-— Es  aplicable  lo  que 
se  lia  dicho  respecto  de  los  Catedráticos  de  Instituto. 
—Art.  223. 

569.  V.  Catedráticos  de  Facultad.—- Se  con- 
sideran tales: 

l9    Los  de  la  Universidad. 

2?  Los  de  las  enseñanzas  superiores,  que  no  pue- 
den comenzarse  sin  haber  obtenido  el  título  de  Bachi- 
ller en  Artes. 

3?  Los  que  desempeñen  asignaturas  preparatorias 
para  las  Facultades  y  Escuelas  Superiores. — Art.  225. 

570.  Requisitos: — l9  Tener  21  años  de  edad. 
2?    Tener  el  título  correspondiente.  Este  es  en  las 

enseñanzas  superiores  el  que  se  obtenga  ai  terminar 
los  estudios;  en  la  Facultad  de  Ciencias,  el  de  Doctor 
en  ellas  ó  los  de  Ingeniero  ó  Arquitecto;  en  las  demás 
Facultades  el  de  Doctor. 

Cuando  la  Facultad  tenga  várias  Secciones,  el  títu- 
lo de  Doctor  ha  de  ser  en  aquella  á  que  pertenezca  la 
asignatura. — Art.  226. 
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Esceptúanse  las  enseñanzas  de  Pintura,  Escultura 
y  Música.— Art,  228. 

571.  División. — Divínense  en  ((numerarios»  y 
«auxiliares.)) — Art.  227. 

572.  Categorías. — Son  tres:  «de  entrada,»  «de  as- 
censo» y  «de  Término.»  Corresponde  á  la  primera  las 
tres  sextas  partes;  .podrán  optar  á  la  de  ascenso  las  dos 
sextas  partes  y  á  la  de  término  la  otra  sexta  parte. 
Las  categorías  de  ascensos  y  término  se  conceden  por 
el  Gobierno  á  propuesta  en  terna  del  Real  Consejo  de 
Instrucción  pública  en  atención  á  los  méritos  y  servi- 
cios. En  igualdad  de  circunstancias,  se  atenderá  á  la 
mayor  antigüedad. 

La  categoría  de  ascenso  aumenta  en  500  pesos  el 
sueldo  y  la  de  término  en  1000. 

Los  numerarios  de  entrada  tienen  el  sueldo  de 
1500  pesos.— Arts.  231  al  237. 

573.  Escalafón  general. — Los  catedráticos  nu- 
merarios de  la  Universidad  de  la  Habana  entran  á 
formar  parte  del  escalafón  general  de  todos  los  del 
Reino,  en  que  ascenderán  por  antigüedad  rigurosa, — 
Art,  230. 

574.  VI.  Profesores  auxiliares. — Desempe- 
ñan las  Cátedras  vacantes  ó  no  servidas  por  su  titular 
á  causa  de  ausencias  ó  enfermedades.  Su  número  se- 
rá al  ménos  uno  por  cada  tres  Cátedras  y  dos  para 
cada  Instituto. 

Las  circunstancias  en  los  aspirantes,  forma  de  pro- 
visión, sueldo  y  atribuciones  se  determinarán  por  una 
disposición  especial. — Arts.  238  al  240. 


CAPITULO  Yt 


Beneficencia  pública. 


575.  Su  objeto. — El  Estado  estima  como  el  cum- 
plimiento de  un  alto  deber  social  atender  á  los  desva- 
lidos y  menesterosos,  cuidando  de  que  tengan  asisten- 
cia eficaz  en  sus  enfermedades;  ó  de  que  durante  ellas 
alcancen  también  protección  (dementes);  ó  de  que,  en 
su  desamparo,  encuentren  ayuda  y  condiciones  de  edu- 
cación moral  é  instrucción  que  los  ponga  en  aptitud 
de  ejercer  un  arte  ú  oficio  (expósitos);  ó  de  que  no  se 
vean  amenazados  por  el  hambre  ni  por  la  falta  de  al- 
bergue (mendigos). 

No  todos  los  escritores  están  de  acuerdo  en  esta 
materia.  Entienden  unos  que  el  ejercicio  de  la  cari- 
dad debe  reservarse  en  absoluto  á  los  individuos  y  á 
asociaciones  particulares  porque  solo  existen  entónces 
el  verdadero  sentimiento,  la  iniciativa  inteligente,  la 
justa  apreciación  de  las  circunstancias  y  la  diligencia 
solícita,  condiciones  que  en  vano  se  buscarían  en  la 
beneficencia  oficial  entregada  á  manos  mercenarias,  á 
funcionarios  que  aplican  fríamente  y  no  siempre  con 
oportunidad  ni  acierto  las  prescripciones  de  un  re- 
glamento. 

Otros  juzgan  que  el  Gobierno  está  obligado  á  ejer- 
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cer  la  caridad  por  exigirlo  así  razones  de  humanidad 
y  de  conveniencia  pública. 

No  cabe  profesar  en  esta  materia  principios  absolu- 
tos. Es  necesario  atender  al  grado  de  iniciativa  y 
cultura  de  cada  pueblo;  á  la  elevación  de  sus  senti- 
mientos y  á  la  índole  de  sus  costumbres.  Pueblos 
hay  en  que  la  iniciativa  individual,  el  espíritu  publico 
y  la  asociación  particular  hacen  prodigios  siempre  que 
se  trata  de  remediar  á  necesitados  y  de  socorrer  á 
menesterosos. 

Otros  hay  en  que  el  Estado  tiene  que  ocupar  el  lu- 
gar que,  bien  visto,  corresponde  á  la  acción  de  los  ciu- 
dadanos; pero  que  estos  no  se  cuidan  de  ejercer,  ya 
por  falta  de  hábito,  ya  por  indiferencia  y  desvío. 

576.  Es  obligatoria. — La  Beneficencia  pública 
es  un  deber  que  pesa  no  sólo  sobre  el  Estado  sino  tam- 
bién sobre  el  Municipio  y  la  Provincia. — Art.  70  Ley 
municipal  y  43  Ley  provincial. 

577.  Legislación  vigente. — El  Reglamento  ge- 
neral de  29  de  Agosto  de  1860,  aprobado  por  R.  O.  de 
29  de  Agosto  de  1860,  con  las  modificaciones  intro- 
ducidas por  la  resolución  del  Gobierno  General  de  3 
de  Enero  de  1879. 

578.  I.  Administración  insular.  Gobierno 
General. — La  dirección  Superior  del  ramo  correspon- 
de al  Gobernador  General.    Son  sus  atribuciones: 

I  Io  Dictar  las  disposiciones  generales  que  exija  el 
servicio  del  ramo. 

29  Formar  reglamentos  para  el  régimen  y  gobier- 
no de  los  establecimientos  de  Beneficencia. 

39  Entender  en  todo  lo  concerniente  á  la  dirección 
de  los  generales. 

49  Resolver  acerca  de  las  enagenaciones  de  bienes 
del  ramo. 
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59  Autorizar  á  los  establecimientos  de  Beneficen- 
cia para  adquirir  bienes,  censos  y  derechos. 

69  Autorizar  á  los  mismos  establecimientos  para 
litigar. 

79  Aprobar  los  arrendamientos  de  las  fincas  de  los 
establecimientos  generales. 

89  Aprobar  los  presupuestos  de  ingresos  y  gastos 
de  los  establecimientos  y  las  cuentas  de  los  mismos. 

9?  Instruir  y  elevar  al  Gobierno  Supremo  los  ex- 
pedientes relativos  á  la  creación  y  suspensión  de  esta- 
blecimientos, agregación  ó  segregación  de  sus  rentas 
en  todo  ó  en  parte. 

10.  Nombrar  y  separar  los  empleados  de  los  esta- 
blecimientos generales  y  á  los  facultativos  de  todos 
ellos. 

11.  Girar  visitas  á  los  establecimientos  de  Bene- 
ficencia. 

12.  Ejercer  respecto  de  ellos  las  funciones  propias 
de  la  inspección  y  vigilancia  que  le  corresponden. — 
Art.  15. 

579.  Junta  general.  Organización  y  atribu- 
ciones.— Se  compone  del  Gobernador  General,  Pre- 
sidente; del  Prelado  Diocesano,  Vice-presidente  nato; 
de  dos  Capitulares  del  Cabildo  Catedral;  de  dos  Con- 
sejeros de  Administración;  de  un  individuo  de  la  Jun- 
ta Superior  de  Sanidad,  médico;  de  un  individuo  de 
la  Junta  Superior  de  Instrucción  pública;  del  Rector 
de  la  Universidad;  del  Jefe  de  la  Sección  de  Adminis- 
tración de  la  Secretaría  del  Gobierno  General;  del 
Contador  general  de  Hacienda;  del  Director  de  la 
Real  Sociedad  Económica;  de  cinco  individuos  más  y 
de  un  Secretario.  Dichos  Vocales  son  nombrados  por 
el  Gobernador  General,  precediendo  al  de  los  Capitu- 
lares la  propuesta  del  R,  Prelado  y  al  de  Secretario, 
la  de  la  misma  Junta. 
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Además  de  ejercer  en  los  establecimientos  genera- 
les las  atribuciones  que  las  provinciales  y  municipales 
en  los  de  su  respectiva  competencia,  es  consultiva  del 
Gobierno  General. 

Le  incumbe: 

l9  Proponer  al  Gobierno  General  la  adopción  de 
las  disposiciones  generales  que  considere  convenientes 
para  el  buen  servicio  del  ramo. 

29  Proponer  los  reglamentos  de  los  establecimien- 
tos generales  de  Beneficencia. 

3?  Consultar  al  Gobierno  General  en  los  expe- 
dientes relativos  á  la  enagenacion  de  los  bienes,  cen- 
sos y  derechos  del  ramo  y  adquisición  de  los  mismos. 

4?  Consultar  acerca  de  la  autorización  para  litigar 
á  los  establecimientos  de  Beneficencia. 

5V  Emitir  su  parecer  en  ios  expedientes  relativos 
al  arrendamiento  de  los  bienes  délos  establecimientos 
generales. 

69  Examinar  y  censurar  los  presupuestos  y  cuen- 
tas de  todos  ellos. 

79  Emitir  su  voto  en  los  expedientes  relativos  á 
la  creación  y  supresión  de  los  establecimientos  de 
Beneficencia,  agregación  y  segregación  de  sus  rentas. 

8.°  Proponer  en  terna  para  la  provisión  de  los  car- 
gos facultativos  de  los  establecimientos  de  Beneficen- 
cia. 

í)9  Consultar  igualmente  en  todos  los  demás  casos 
en  que  el  Gobierno  General  le  pida  su  dictámen. — 
Arts.  5,  6  y  16.  (1) 

(1)  Cuando  el  Gobernador  General  no  se  conforme  con  el  parecer  déla 
Junta  en  los  casos  indicados  con  los  números  1°  4"  y  9o,  dará  cuenta  al  Go- 
bierno Supremo  con  remisión  del  expediente  para  la  resolución  definitiva. 
Para  llevar  á  cabo  lo  que  se  expresa  con  el  número  3.°,  son  indispensables 
las  dos  terceras  partes  de  los  votos  y  la  conformidad  del  Gobierno  General. 
Xo  existiendo  esta  circunstancia,  se  consultará  al  Gobierno  Supremo. — 
Art.  17. 
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580.  II.  Administración  provincial.  Gobier- 
no civil. — Corresponde  al  Gobernador  civil  de  la 
Provincia: 

1?  Servir  de  órgano  de  comunicación  entre  el  Go- 
bierno General  y  las  Juntas  municipales,  consignando 
su  dictamen  en  todos  los  asuntos  que  elevare  á  la  re- 
solución de  aquel. 

2V  Adoptar,  dando  cuenta  al  Gobierno  General, 
las  medidas  generales  de  carácter  urgente  que  pueda 
hacer  necesario  el  estado  del  ramo  en  la  Provincia. 

3o  Nombrar  y  separar  á  los  empleados  de  los  es- 
tablecimientos municipales  con  la  excepción  de  los 
facultativos  y  á  no  ser  que  por  sus  reglamentos  espe- 
ciales correspondiera  aquella  facultad  á  otra  autoridad 
ó  corporación. — Art.  18. 

581.  Juntas  provinciales;  organización  y 
atribuciones. — Cada  Junta  Provincial  se  compone: 
del  Gobernador  Civil,  Presidente;  de  dos  Eclesiásticos 
á  falta  de  Capitulares;  de  un  Diputado  provincial;  de 
un  miembro  de  la  Junta  de  Sanidad;  de  tres  Vocales 
más. 

En  la  de  Santiago  de  Cuba  el  Prelado  es  Vice-pre- 
sidente  nato  y  propone  los  dos  Capitulares.  En  las 
demás  Provincias  ocupan  el  lugar  de  éstos  los  dos 
Eclesiásticos,  á  propuesta  también  del  Prelado  res- 
pectivo. Los  demás  individuos  son  nombrados  por 
el  Gobernador  General,  á  propuesta  del  Gobernador 
Civil. 

Corresponde  á  las  Juntas  provinciales: 
l9    Ejercer  respecto  del  Gobernador  Civil  y  de  los 
establecimientos  municipales  de  la  Provincia  las  atri- 
buciones de  la  Junta  General  señaladas  con  los  núme- 
ros I?  y  2? 

2?    Consultar  al  Gobernador  Civil  la  adopción  de 
medidas  generales  de  carácter  urgente  que  pueda 
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hacer  necesario  el  estado  del  ramo  en  la  Provin- 
cia. 

3V  Consignar  su  dictámen  en  los  espedientes  de 
enagenacion  y  adquisición  de  censos,  bienes  y  dere- 
chos de  parte  de  los  establecimientos  de  la  Provincia, 
en  los  relativos  á  la  autorización  á  los  mismos  para  li- 
tigar y  en  los  concernientes  á  su  creación  ó  supresión 
y  agregación  ó  segregación  de  sus  bienes. 

49  Emitir  dictámen  en  los  espedientes  relativos  al 
arrendamiento  de  los  bienes  de  los  establecimientos 
municipales  de  la  Provincia. 

5?  Consultar  al  Gobierno  Civil  en  todos  los  de- 
más casos  en  que  crea  conveniente  pedirle  su  dictá- 
men.— Arts.  7?  y  19. 

582.  III.  Administración  local. — Juntas  mu- 
nicipales; organización  y  atribuciones. — Se  com- 
ponen: del  Alcalde  Municipal,  Presidente;  de  un  Cura 
Párroco  donde  no  hubiere  más  de  cuatro  parroquias, 
de  dos  donde  pasare  de  este  número;  de  dos  Regidores; 
del  Subdelegado  de  Medicina  y  Cirujía  y  no  habién- 
dolo, de  un  Médico  avecindado  en  el  pueblo;  de  dos 
Vocales  más  si  los  vecinos  llegasen  á  200  y  uno  si  no 
llegare  á  ese  número;  de  los  Patrones  de  los  estable- 
cimientos existentes  en  la  Municipalidad.  Dichos  Vo- 
cales son  nombrados  por  el  Gobernador  Civil,  á  pro- 
puesta del  Alcalde. 
'  Corresponde  á  la  Juntas  Municipales: 

l9    Ejecutar  los  acuerdos  del  Gobernador  General 
i  y  del  Civil  en  lo  relativo  á  los  establecimientos  muni- 
cipales de  su  rádio. 

29  Proponer  los  reglamentos  de  los  mismos  esta- 
blecimientos y  cuantas  medidas  sean  conducentes  al 
mejor  servicio  de  los  mismos. 

39  Entender  en  todo  lo  concerniente  á  la  Direc- 
ción de  los  citados  establecimientos. 
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49  Instruir  los  espedientes  relativos  á  la  enagena- 
cion  y  adquisición  de  censos,  bienes  y  derechos  de 
parte  de  los  establecimientos  municipales;  los  relativos 
á  la  autorización  á  los  mismos  para  litigar  y  los  con- 
cernientes á  su  creación  ó  supresión  y  agregación  ó 
segregación  de  sus  bienes. 

59  Instruir  los  espedientes  para  el  arrendamiento 
de  los  bienes  pertenecientes  á  los  establecimientos  de 
su  cargo. 

60  Formalizar  los  presupuestos  de  ingresos  y  gas- 
tos y  las  cuentas  anuales  de  los  mismos  establecimien- 
tos. 

79    Recibir  é  informar,  previa  publicación  de  la  va- 
cante, las  solicitudes  para  cargos  facultativos  de  los 
4  mismos. 

89  Suspender  en  casos  urgentes  y  dando  cuenta 
al  Gobierno  Civil  los  empleados  de  dichos  estableci- 
mientos. 

99  Proponer  al  Gobierno  Civil  para  los  cargos  no 
facultativos  de  los  mismos  establecimientos  y  nombrar 
interinamente  en  caso  de  vacante. 

Proponer  igualmente  si  lo  estimasen  conveniente,  la 
reunión  en  uno,  de  dos  ó  más  hospitales  de  caridad  en 
los  puntos  que  los  hubiere  con  separación  de  salas  pa- 
ra hombres  y  mujeres. 

Las  Juntas  Municipales  han  de  existir  en  los  pue- 
blos en  que  exista  algún  establecimiento  de  Benefi- 
cencia. 

Los  de  aquellos  pueblos  en  que  radiquen  las  casas 
de  Maternidad  que  en  lo  sucesivo  se  creen,  ejercerán 
igualmente  las  señaladas  respecto  de  los  estableci- 
mientos de  dicha  clase. — Arts.  5  y  21/ 

583.  Establecimientos  de  Beneficencia;  su 
clasificación. — Son  públicos,  á  excepción  de  los  que 
costeen  exclusivamente  con  fondos  propios,  donados  ó 
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legados  por  particulares,  cuya  Dirección  y  Adminis- 
tración estén  confiadas  á  Patronos  designados  por  el 
fundador.  Cuando  por  cualquier  motivo  se  entrega  el 
patronato,  regirá  el  Reglamento  general  del  ramo. 

Los  públicos  se  dividen  en  ((generales»  (1)  y  muni- 
cipales)). (2) 

Los  primeros  admitirán  indistintamente  individuos 
procedentes  de  todas  las  poblaciones  de  la  Isla. 

Los  municipales  admitirán  tan  solo  los  correspon- 
dientes á  las  poblaciones  de  su  rádio  respectivo.  Tam- 
bién admitirán  los  de  fuera,  abonando  los  Ayunta- 
mientos correspondientes  las  dietas  que  devenguen. 

584.  Bienes  y  rentas  de  Beneficencia. — Son 
bienes  propios  de  la  misma  cualesquiera  que  sea  su 
género  y  condición,  todos  los  que  poseen  ó  á  cuya  po- 
sesión tengan  derecho  los  establecimientos  entónces 
existentes  y  los  creados  ulteriormente. 

Lo  son  también  las  cantidades  que  se  consignen  en 
los  presupuestos  generales,  provinciales  y  municipa 
los. 

Los  contratos  para  servicios  y  obras  se  sujetarán  á 
las  prescripciones  dictadas  en  10  de  Julio  de  1856  pa- 
ra la  Administración  de  propios  y  arbitrios,  esto  es, 
por  medio  de  subasta,  previa  la  instrucción  del  espe- 
diente oportuno. 

Los  contratos,  subarriendos  y  alquileres  de  fincas 
de  los  establecimientos  se  verificarán  por  la  Junta  del 
establecimiento  ó  por  la  Municipal,  necesitándose  de 
la  aprobación  del  Gobernador  General  si  se  tratase  de 
establecimientos  generales  y  de  la  del  Civil  si  de  Mu- 
nicipales. 

(1)  La  casa  de  Dementes,  imico  de  osa  clase  que  existe. 

(2)  La  casa  de  Beneficencia  y  Maternidad  de  la  Habana,  por  ejemplo. — 
El  reciente  planteamiento  del  régimen  provincial  es  causa  de  que  no  haya 
aun  establecimientos  provinciales. 

7 


La  enagenacion  de  los  bienes  se  realiza  por  las  Jun- 
tas con  los  requisitos  siguientes: 

l9  Deliberación  del  Ayuntamiento  acerca  de  la  ne- 
cesidad y  utilidad  de  la  enagenacion. 

2?  Tasación  en  venta  y  renta  practicada  por  dos 
peritos  y  hecha  pública  á  fin  de  que  los  vecinos  pue- 
dan reclamar  contra  la  tasación  ó  venta. 

3?    Autorización  del  Gobierno  General. 

49  Pública  y  doble  subasta  en  el  pueblo  donde  ra- 
dique la  finca  y  en  la  capital  de  la  Provincia. 

La  recaudación  de  los  bienes  propios  de  los  esta- 
blecimientos se  hará  por  los  administradores  de  los 
mismos  con  arreglo  á  los  contratos  aprobados  ó  á  las 
imposiciones  y  demás  títulos  constituidos. 

585.  Presupuestos  y  contabilidad  de  Bene- 
ficencia.— En  el  mes  de  Febrero  de  cada  año  los  Di- 
rectores de  los  establecimientos  ó  quien  hiciere  sus 
veces,  formarán  el  presupuesto  de  gastos  é  ingresos 
que  haya  de  regir  en  el  año  siguiente.  Debe  remitir- 
se al  Gobierno  General,  si  el  establecimiento  es  de 
los  generales;  y  á  la  Junta  municipal  si  fuere  muni- 
cipal. 

Respecto  á  este,  se  oirá  ai  Ayuntamiento.  Aproba- 
dos por  el  Gobernador  General,  se  incluirán  en  los 
presupuestos  generales  de  la  Isla  ó  en  los  municipales, 
según  la  naturaleza  del  establecimiento. 

Las  cuentas*  las  forma  el  Administrador;  las  exami- 
na la  Junta  municipal;  y  las  aprueba  el  Gobernador 
General.  Deben  rendirse  dentro  de  los  dos  meses 
primeros  del  año  siguiente  de  aquel  á  que  correspondan. 


TITULO  II. 


Intereses  sociales. 


CAPITULO  I. 

Del   orden  público, 


586.  Su  importancia. — La  conservación  del  ór- 
den  y  la  seguridad  de  las  personas  y  de  las  propieda- 
des son  necesidades  que  reclaman  en  todo  pueblo  ci- 
vilizado solícita  atención  y  satisfacción  cumplida.  De 
no  ser  así,  desaparecerían  todos  los  beneficios  que  con- 
sigo trae  la  existencia  en  el  seno  de  la  sociedad.  Di- 
solveríase  y  en  lugar  de  las  leyes  y  de  las  autoridades 
constituidas  legítimamente,  imperarían  la  fuerza  y  la 
arbitrariedad,  manteniéndose  en  los  ánimos  la  intran- 
quilidad y  la  alarma.  Hay  leyes  ó  instituciones  que, 
por  su  naturaleza  y  fin,  están  llamadas  á  llenar  un  ser- 
vicio social  de  tanta  entidad.  Pasamos  á  examinarlas?. 

587.  Policía  de  seguridad  ó  de  Gobierno. — 
Está  confiada  en  esta  Isla  á  los  cuerpos  de  Policía  de 
vigilancia  y  Orden  público  en  las  poblaciones  y  á  la 
Gurdia  civil  en  los  campos.  «La  policía  de  Gobierno, 


si  lia  de  atender  eficazmente  á  la  conservación  del  or- 
den en  la  sociedad  y  á  la  defensa  de  sus  intereses,  no 
ha  de  limitarse  solo  á  impedir  que  las  perturbaciones 
del  órden  público  que  se  produzcan  adquieran  el  de- 
sarrollo que  se  propusieran  sus  iniciadores  y  que  se 
realicen  por  completo  las  agresiones  contra  las  perso- 
nas y  propiedades  de  los  individuos;  debe  también  evi- 
tar en  cuanto  sea  posible  la  comisión  de  estos  delitos, 
y  á  este  efecto  necesario  es  que  posea-  medios  adecua- 
dos no  solo  á  mantener  en  respeto  á  los  mal  avenidos 
con  la  sociedad  por  la  constante  exhibición  de  Ja  fuer- 
za pública  á  este  fin  destinada  y  la  represión  instantá- 
nea de  cualquier  atentado  de  aquellos,  sí  que  además 
debe  procurar  por  el  más  perfecto  conocimiento  de 
éstos,  de  las  artes  que  emplean  para  lograr  sus  fines  y 
por  el  desarrollo  de  la  más  exquisita  vigilancia,  preve- 
nir la  perpetración  de  sus  atentados  y  facilitar  la  apre- 
hencion  en  el  caso  de  que  la  comisión  de  aquellos  no 
pudiese  evitarse,  no  solo  de  sus  ejecutores,  sí  que  tam- 
bién de  sus  instigadores  y  cómplices;  y  de  aquí,  la  na- 
tural división  de  la  policía  en  policía  de  seguridad  y  po- 
licía de  vigilancia,  al  ejemplo  de  lo  practicado  recien- 
temente y  con  plausible  resultado  en  la  Península.» 
Preámbulo  del  Decreto  del  Gobierno  General  de  16 
de  Junio  de  1879  aprobando  la  plantilla  del  personal 
de  la  policía  de  gobierno  y  el  Reglamento  orgánico 
para  la  misma;  todo  lo  cual  ha  sido  confirmado  por 
R.  O.  de  23  de  Junio  de  1880. 

588.  Organización  del  cuerpo  de  policía. — 
Se  compone  de  dos  servicios:  el  primero  llamado  de 
vigilancia  y  seguridad  á  cargo  del  Gobierno;  y  el  se- 
gundo municipal,  al  de  los  Ayuntamientos,  según  los 
reglamentos  que  formen.— Art.  1?  del  Reglamento  or- 
gánico. 

589.  Objeto  inmediato  del  servicio  de  vigi- 
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lancia  y  seguridad. — 1"  El  conocer  todos  los  ele- 
mentos del  mal  que  existan  en  las  poblaciones,  con  el 
fin  de  impedir  en  lo  posible  los  delitos  y  de  auxiliar 
la  acción  judicial  en  el  descubrimiento  de  aquellos  y 
en  la  captura  de  sus  autores,  teniendo  á  su  cargo, 
como  importante  accesorio,  el  registro  del  movimiento 
de  la  población. 

29  La  protección  de  las  personas,  los  domicilios  y 
los  bienes  de  los  ciudadanos.  El  *  mantenimiento  del 
orden  en  las  reuniones  públicas,  en  los  paseos,  en  los 
teatros  y  demás  diversiones;  en  los  cafés  y  en  los  es- 
tablecimientos de  bebidas  y  comidas,  y  la  prestación 
de  auxilio  á  toda  autoridad  y  persona  que  lo  reclame 
para  evitar  un  mal,  impedir  un  delito  ó  aprehender  un 
delincuente. — Art.  2. 

590.  Jefe  superior  de  la  policía  de  la  Isla. — 
Lo  es  el  Gobernador  General,  y  bajo  sus  órdenes  es 
Jefe  inmediato  en  cada  una  de  las  seis  Provincias,  el 
Gobernador  Civil  de  la  misma.— Art.  3. 

591.  Quienes  prestan  el  servicio  de  vigilan- 
cia y  seguridad. — En  las  poblaciones,  los  respecti- 
vos cuerpos  de  empleados  civiles,  la  guardia  de  vigi- 
lancia de  infantería  y  caballería  y  la  fuerza  militar  de 
orden  público,  donde  exista;  y  en  los  campos,  la  Guar- 
dia civil.  Para  el  servicio  de  policía  se  dividen  las  pro- 
vincias en  distritos,  por  Inspecciones  (1)  y  Celadurías. 
En  cada  distrito  hay  un  Inspector  6  Celador,  y  la  fuer- 
za correspondiente.  El  cuerpo  de  empleados  civiles 
se  compone  del  número  de  Inspectores,  Subinspecto- 
res y  Celadores  designado  para  cada  Provincia,  te- 
niendo á  su  frente  al  Jefe  de  Policía  de  la  misma  y 
cuyo  nombramiento  ó  separación  corresponden  libre- 
mente al  Gobernador  General.  Los  demás  empleados 


(1)   Hoy  se  denominan  "Delegaciones." 
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son  nombrados  también  por  el  Gobernador  General, 
pero  á  propuesta  de  los  Gobernadores  civiles. — Arts. 
4,  5,  6,  7  y  8  del  Reglamento  orgánico. 

592.  Disposiciones  generales  para  la  presta- 
ción del  servicio. — 1*  En  el  Gobierno  de  cada  Pro- 
vincia lia  de  haber  un  Negociado  de  órden  público. 

2^  .  En  cada  Término  municipal  el  Alcalde  ejercerá 
las  atribuciones  de  órden  público  que  le  delegue  el 
Gobierno  de  Provincia.  Se  debe  dar  al  Jefe  de  poli- 
cía parte  diario  de  los  hechos  que  ocurran  en  las  últi- 
mas 24  horas.  En  las  oficinas  de  policía  deben  llevarse 
tos  registros  siguientes: 

1?    Padrón  general  de  vecindario. 

2?    Registro  del  movimiento  de  la  población. 

3?    Registro  de  extranjeros  transeúntes. 

4?    Registro  de  reclamados  por  la  Autoridad. 

5?    Registro  de  sirvientes  de  todas  clases. 

6?  Registro  de  casas  de  huéspedes,  de  dormir,  de 
bebidas,  de  préstamos,  de  cafés,  billares,  fondas  y  de- 
más establecimientos  análogos.  Estos  registros  los 
llevarán  los  Inspectores,  Sub-inspectores  y  Celadores 
en  sus  distritos  respectivos. 

7?  Registro  reservado  de  personas  sospechosas  en 
materia  criminal.  Lo  llevará  por  sí  mismo  el  Ins- 
pector. 

89  Registro  de  la  conducta  de  los  empleados  en  el 
servicio.  Lo  lleva  el  Jefe  de  policía.  Estos  dos  últi- 
mos registros  son  reservados.  Para  el  servicio  que 
preste  la  fuerza  de  guardia  de  vigilancia  y  guardias  de 
orden  público  ha  de  haber: 

1?  Un  Negociado  en  la  Jefatura  de  policía  de  la 
Provincia, 

29  Una  prevención  en  cada  casa-cuartel  de  órden 
público. 

3?    Distribución  de  los  guardias  en  parejas,  pique- 
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tes  y  rondas.  Para  el  servicio  de  la  Guardia  civil  ha 
de  haber: 

19  Una  oficina  central  en  la  Jefatura  ó  Coman- 
dancia de  Guardia  civil  de  la  Provincia. 

20  La  distribución  de  guardias  en  parejas,  piquetes 
y  rondas.— Arts.  11,  12,  13,  14,  16  y  17. 

593.  Detención  de  personas. — Toda  persona 
que  por  cualquier  concepto  sea  detenida  por  la  policía 
será  conducida  con  buenos  modos  é  inmediatamente  á 
la  Inspección  del  distrito  respectivo,  en  las  capitales, 
y  á  la  dependencia  de  policía  correspondiente,  en  lo* 
pueblos.  El  que  haya  verificado  la  detención,  hará 
entrega  del  detenido  al  Jefe  de  la  oficina,  extendién- 
dose en  el  acto  en  el  libro  que  se  llevará  al  efecto  la 
partida  correspondiente  que  comprenderá:  la  filiación 
del  detenido;  la  causa  de  la  detención  y  de  la  persona 
que  la  haya  dispuesto;  la  hora  de  la  detención  y  de  la 
entrega.  Será  firmada  por  la  persona  que  hubiere 
hecho  la  entrega  y  por  el  Jefe  de  la  oficina. — Art.  22. 

594.  Atribuciones  del  Gobernador  General. 
— 1?  Nombra  á  los  empleados  del  cuerpo  desde  Ce- 
lador en  adelante  y  los  Secretarios  de  las  Jefaturas. 

2?  Resuelve  las  alzadas  contra  las  resoluciones  de 
los  Gobernadores  y  las  quejas  que  se  presenten  por 
causa  de  las  mismas  resoluciones. 

3*  Confiere  directamente  á  cualquier  empleado  en 
uno  ii  otro  de  los  ramos  de  policía,  las  comisiones  del 
servicio  que  crea  necesarias. — Art.  24. 

595.  Facultades  y  obligaciones  del  Gober- 
nador Civil. — 1*  Nombrar  por  delegación  todos  los 
empleados  del  ramo  que  tengan  ménos  de  600  pesos 
de  haber. 

2?  Poner  en  conocimiento  del  Gobierno  General 
lodo  cuanto  pueda  ser  de  interés. 

3*    Dirigir  el  servicio  de  los  ramos  de  policía. 
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4*  Resolver  todas  las  cuestiones  y  expedientes  re- 
lativos al  servicio. 

5^  Visitar  por  sí  ó  por  medio  del  Jefe  de  policía, 
una  vez  al  ménos  cada  tres  meses,  las  oficinas  todas 
de  policía. — Art.  25. 

596.  Facultades  y  obligaciones  de  los  Jefes 
de  policía  y  de  la  Guardia  civil. — 1*  Llevar  el 
registro  reservado. 

2^  Corregir  disciplinariamente  las  faltas  de  todos 
los  empleados  del  ramo. 

3*  Vigilar  el  cumplimiento  de  todos  los  subalter- 
nos del  ramo. 

4^    Recorrer  los  Términos  de  la  Provincia. 

5^  Reclamar  los  datos  necesarios  para  formar  el 
dia  último  de  cada  mes  el  estado  délas  novedades 
ocurridas  en  la  Provincia. 

6*  Trasmitir  á  los  Inspectores  las  órdenes  supe- 
riores. 

7*    Dar  los  informes  que  el  Gobierno  pida. 

8*    Vigilar  á  todo  el  cuerpo  de  su  mando. — Art.  26. 

597.  Obligaciones  de  los  Inspectores  (1)  y 
Celadores. — 1?  Llevar  por  sí  los  Registros  de  que 
ya  se  ha  hablado. 

2^    Adquirir  conocimiento  detallado  del  distrito. 

3*    Conocer  igualmente  los  vecinos  del  mismo. 

4^  Vigilar  cuidadosamente  á  todas  las  personas 
acerca  de  las  cuales  se  tengan  ó  adquieran  malos  an- 
tecedentes. 

5*  Vigilar  é  inspeccionar  toda  clase  de  casas  ó  es- 
tablecimientos públicos. 

6^  Procurar  la  captura  de  todo  delincuente  ó  de 
toda  persona  que  le  designe  la  Autoridad. — Art.  28. 

598.  Auxiliares  de  la  policía. — Los  Alcaldes 


(1)   Hoy  '  'Delegados. " 


(le  barrio,  los  agentes  municipales,  los  serenos  del 
Ayuntamiento;  y  los  privados  del  comercio  y  cuales- 
quiera otros  dependientes  armados  que  tengan  los  mu- 
nicipios, están  obligados  á  prestar  toda  su  cooperación 
6  auxilio  á  la  policía,  debiendo  suministrarle  cuantas 
noticias  conozcan  y  ellos  les  pidan  relativas  al  servicio. 

599.  Policía  municipal. — Se  compone  de  los 
individuos  encargados  de  hacer  cumplir  las  disposicio- 
nes contenidas  en  las  ordenanzas  municipales  y  en  los 
reglamentos  dictados  para  el  buen  servicio  de  los  ra- 
mos que  corren  á  cargo  de  los  Ayuntamientos.  Los 
agentes  de  vigilancia  municipal  que  usen  armas  depen- 
den exclusivamente  del  Alcalde  en  su  nombramiento 
y  separación. — Art.  71  de  la  Ley  municipal. 

600.  Guardas  de  campo. — Está  vigente  el  Re- 
glamento aprobado  por  el  Gobierno  General  en  21  de 
Noviembre  de  1881.  Se  han  establecido  para  vigilar 
el  cumplimiento  de  las  ordenanzas  rurales  y  protejer 
en  el  campo  la  seguridad  de  las  personas  y  las  propie- 
dades. Podrán  ser  puestos  por  los  Ayuntamientos  y 
Juntas  municipales  ó  por  los  particulares.  Su  esta- 
blecimiento deja  en  su  fuerza  y  vigor  los  deberes  y 
atribuciones  de  la  Guardia  civil. — Arts.  I9,  29  y  39 

601.  Guardas  de  campo  municipales.  Nom- 
bramiento; condiciones,  distintivo  y  armas. — 
Son  nombrados  por  el  Alcalde  municipal  á  propuesta 
en  terna  hecha  por  el  Ayuntamiento  ó  Junta  munici- 
pal. Ha  de  recaer  en  personas  que  reúnan  las  condi- 
ciones siguientes:  edad,  25  á  50  años;  constitución 
robusta;  no  tener  defecto  físico  que  le  impida  el  cum- 
plido desempeño  de  su  cargo;  saber  leer  y  escribir; 
ser  de  reconocidas  buenas  costumbres;  no  haber  sido 
condenado  á  penas  aflictivas;  no  haber  sido  antes  ex- 
pulsado de  guarda  de  campo  municipal  ni  de  guarda  de 
campo  jurado;  no  tener  propiedad  rural,  ni  ser  colono 
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ni  ganadero  en  el  distrito  ni  en  los  limítrofes.  Pres- 
tarán en  manos  del  Alcalde  y  en  presencia  del  Secre- 
tario del  Ayuntamiento  juramento  de  desempeñar  bien 
y  fielmente  su  encargo;  y  les  serán  entregados  en  se- 
guida el  distintivo  y  el  título  de  su  nombramiento,  fir- 
mado por  el  Alcalde  y  refrendado  por  el  Secretario.  El 
título  expresará  el  nombre,  apellidos,  naturaleza,  edad, 
vecindad  y  señas  personales. 

El  Alcalde  y  el  Secretario  no  pueden  exigir  de- 
rechos ni  percibir  retribución  alguna  por  el  nombra- 
miento, juramento  y  expedición  de  título.  De  los 
nombramientos,  después  de  prestado  el  juramento,  ha 
de  darse  cuenta  al  Gobierno  Civil  de  la  Provincia. 
El  distintivo  es  una  bandolera  ancha  de  cuero,  con  una 
placa  de  latón  de  4  pulgadas  de  largo  y  3  de  ancho, 
con  el  nombre  del  pueblo  en  el  centro  y  al  rededor  el 
lema  «Guarda  de  campo.» 

Han  de  usar  así  los  de  á  pié  como  los  de  á  caballo 
una  carabina  con  su  bayoneta  y  10  cartuchos  con  bala 
por  lo  ménos,  y  los  de  á  caballo,  además,  un  machete 
igual  á  los  de  la  Guardia  civil,  pendiente  de  cinturon 
y  tirante  de  cuero. 

En  los  pueblos  en  que  haya  mas  de  un  guarda  de 
campo,  el  Alcalde,  de  acuerdo  con  el  Ayuntamiento 
encargará  á  cada  uno  los  cuartones  ó  barrios  en  que 
debiere  prestar  el  servicio, — Arts.  4o  al  14. 

602.  Sus  obligaciones. — Recorrerán  y  vigilarán 
constantemente  el  término  municipal,  cuartón,  ó  ba- 
rrio que  les  esté  designado,  desde  ántes  de  amanecer 
hasta  entrada  la  noche,  y  durante  el  todo  ó  parte  de 
ésta,  cuando  la  necesidad  lo  exija,  y  siempre  que  lo  or- 
dene el  Alcalde  Municipal  ó  el  de  Barrio  respectivo. 

Constantemente  llevarán  el  distintivo  armas  y  el  tí- 
tulo de  su  nombramiento. 

Denunciarán  á  la  autoridad  competente: 
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l9  Todo  delito  y  falta  contra  la  propiedad  rural  y 
contra  la  seguridad  personal. 

2?  Todo  acto  por  el  cual,  aunque  no  se  hubiere 
causado  daño  á  la  propiedad  rural,  se  hubiere  atenta- 
do álos  derechos  del  propietario,  bien  sea  invadiéndo- 
la, bien  tomando  ó  disponiendo  de  alguna  cosa,  cual- 
quiera que  ella  sea,  comprendida  en  las  heredades  age- 
nas,  sea  esta  de  la  clase  que  quiera. 

3?  Toda  omisión  ó  descuido,  del  cual  pueda  resul- 
tar daño  ó  perjuicio  á  la  propiedad  agena,  sea  esta  de 
la  clase  que  quiera. 

4?    Toda  infracción  de  las  ordenanzas. 

Harán  las  denuncias  de  las  faltas  en  el  preciso  tér- 
mino de  veinte  y  cuatro  horas  contadas  desde  la  en 
que  tuvieren  conocimiento  de  haberse  aquellas  come- 
tido. 

Las  de  los  delitos  la§  harán  inmediatamente,  sin 
más  intervalo  que  el  preciso  para  trasladarse  al  pueblo 
en  que  resida  la  autoridad  que  de  ellos  ha  de  conocer, 
aunque  no  sea  más  que  previamente,  y  á  la  cual  en- 
tregarán el  reo  y  los  efectos  aprehendidos. 

Expresarán  al  hacer  la  denuncia: 

1?    El  dia  y  hora  en  que  el  hecho  fué  ejecutado. 

29  El  nombre,  apellidos  y  vecindad  del  autor  y 
sus  cómplices  presuntos,  si  fueren  conocidos. 

3?  El  punto  en  que  tuvo  Ingar  la  ejecución,  el  mo- 
do y  demás  circunstancias  con  que  se  verificó. 

49  El  nombre,  apellido  y  vecindad  de  los  testigos 
presenciales. 

59  La  de  la  persona  contra  cuya  seguridad  ó  pro- 
piedad se  hubiere  atentado. 

6?  Por  último,  los  efectos  aprehendidos  al  que  co- 
metió la  falta. 

Los  guardas  municipales  no  tendrán  ninguna  parti- 
cipación en  las  multas,  ni  en  las  penas  pecuniarias  que 
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se  impusieren  á  virtud  de  las  denuncias  hechas  por 
ellos. 

No  obstante,  la  obligación  de  entregar  el  reo  y  los 
efectos  aprehendidos  á  la  Autoridad  que  haya  deconocer 
del  delito*,  se  abstendrán,  y  cesarán  los  guardas  muni- 
cipales en  toda  intervención  y  procedimiento,  cuando 
estuviese  presente  ó  se  presentare  antes  de  haber  efec- 
tuado la  denuncia,  cualquier  agente  déla  Administra- 
ción pública,  á  quien  por  su  instituto  corresponda  en- 
tender en  el  asunto. 

Todo  guarda  de  campo  municipal  es  responsable  y 
está  obligado  con  su  sueldo  y  bienes  á  la  indemniza- 
ción de  cualquier  daño  cometido  en  el  término,  cuar- 
tón ó  barrio  de  que  estuviere  encargado,  y  que  debien- 
do denunciarlo  no  lo  denunciare,  y  del  que  aun  cuando 
lo  denuncie,  no  presente,  pudiendo,  al  verdadero  cau- 
sante 6  responsable. 

Los  guardas  decampo  municipales  darán  inmediata- 
mente parte  al  Alcalde,  de  los  acontecimientos  siguien- 
tes: 

l9  De  todo  aquello  á  que  están  obligados  por  las 
leyes  relativas  á  la  policía  judicial. 

"2°  De  cualquiera  enfermedad  epidémica  6  conta- 
giosa que  aparezca  en  alguno  de  los  ganados  del  tér- 
mino, cuartón  ó  barrio  que  les  estuviere  encomendado, 
de  lo  cual  darán  también  conocimiento  á  los  dueños  ó 
mayorales  de  los  otros  ganados  que  se  hallen  en  el 
mismo  punto. 

39  De  cualquiera  incendio  de  edificios  ó  arbola- 
dos. 

4?  Ultimamente,  de  todo  suceso,  que  reclame  la 
protección,  auxilio  ó  intervención  de  la  autoridad  local. 

Kecogerán  y  presentarán  al  Alcalde,  las  caballerías, 
ganados  y  efectos  de  cualquier  clase  que  encontraren 
perdidos  ó  abandonados. 
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Protegerán  á  los  que  en  su  persona  ó  propiedad 
fuesen  atacados  ó  se  vieren  expuestos  á  serlo. 

Ninguna  autoridad  ni  funcionario  público,  bajo  pre- 
texto alguno,  puede  distraer  á  los  guardas  de  campo 
municipales  del  ejercicio  de  su  empleo,  con  comisio- 
nes, servicios,  ni  encargos  de  ninguna  especie,  salvo 
en  los  casos  en  que  lo  requiera  el  cumplimiento  del 
servicio  público  ó  vecinal  á  que  estuviesen  obligados. 

No  obstante  Lo  prevenido  en  el  artículo  anterior,  los 
guardas  municipales  prestarán  auxilio  dentro  del  tér- 
mino municipal  á  las  autoridades  locales,  sus  depen- 
dientes y  agentes  de  cualquier  ramo  de  la  Administra- 
ción pública,  siempre  que  lo  necesitaren  y  se  lo  requie- 
ran para  alguna  diligencia  del  servicio  público,  sin 
perjuicio  de  su  principal  obligación;  reclamándolo  á  su 
vez  de  éstos  cuando  les  fuere  necesario. 

Solo  se  exigirán  álos  guardas  decampo  municipales, 
los  servicios  de  que  se  habla  en  este  artículo,  cuando 
sea  absolutamente  preciso;  pues  en  otro  caso,  no  se  les 
podrá  distraer  bajo  pretexto  alguno  del  ejercicio  de 
sus  funciones. 

Sin  licencia  del  Alcaide  Municipal,  no  podrán  los 
guardas  de  campo  municipales,  ausentarse  del  término 
por  ningún  tiempo.  Al  solicitarlo,  designarán  las  per- 
sonas que  de  su  cuenta,  bajo  su  responsabilidad,  y 
durante  su  ausencia,  hayan  de  servir  sus  plazas,  sin 
cuyo  requisito,  y  el  de  merecer  las  personas  designa- 
das la  aprobación  del  Alcalde,  no  les  será  concedida 
por  éste  la  licencia.  Lo  mismo  se  practicará  siempre 
que  por  cualquiera  causa  haya  de  dispensarse  á  los 
guardas  por  algún  tiempo  del  deber  de  recorrer  y  vi- 
gilar el  término  municipal,  cuartón  ó  barrio  que  les 
esté  designado. — Arts.  del  15  al  27. 

603.  Guardas  de  campo  particulares  no  ju- 
rados.—Los  propietarios  rurales,  pueden,  si  lo  creen 


conveniente,  nombrar  guardas  particulares  para  la  cus- 
todia especial  de  sus  propiedades  y  de  sus  cosechas  ó 
frutos.  Estos  guardas  serán  considerados  como  sim- 
ples criados  ó  colonos,  y  los  guardas  de  campo  muni- 
cipales y  la  Guardia  civil,  les  prestarán  la  protección 
y  auxilio  que  en  general  han  de  dar  por  su  Instituto  á 
la  población  rural. 

Los  guarda  particulares  no  pueden  usar  del  distin- 
tivo señalado  para  los  municipales,  ni  otro  alguno  que 
pueda  confundirse  con  él. 

Para  que  estos  guardas  particulares  puedan  usar  las 
armas  permitidas  á  los  municipales,  es  preciso,  que 
los  propietarios  á  quienes  sirven,  soliciten  la  licencia 
del  Alcalde  Municipal,  por  conducto  del  Inspector  6 
Celador  de  policía  en  que  estén  situadas  las  propieda- 
des cuya  guarda  estuviere  encomendada  á  aquellos,  ó 
directamente;  expresando  al  mismo  tiempo  el  nombre 
y  circunstancias  de  los  individuos  para  quienes  los  des- 
tinan, constituyéndose  fiadores  de  aquellos. — Arts.  28, 
29  y  30. 

604.    Guardas  de  campo  particulares  jurados. 

— Los  propietarios,  colonos,  ó  arrendatarios  rurales 
pueden  nombrar  también  si  lo  creen  necesario,  guar- 
das particulares  jurados. 

Para  desempeñar  las  funciones  de  guarda  particular 
jurado,  se  necesitará: 

l9  Que  el  guarda  sea  propuesto  al  Alcalde  del  pue- 
blo en  que  radiquen  las  propiedades  que  ha  de  custo- 
diar. 

29  Que  el  propuesto  goce  de  buena  opinión  y  fa- 
ma, y  no  haya  sido  nunca  procesado,  ó  que  habiéndo- 
lo sido,  hubiera  recaido  sentencia  absolutoria. 

39  Que  no  haya  sido  despedido  del  cargo  de  guar- 
da municipal,  ni  privado  del  de  guarda  particular 
-jurado  por  cualquiera  de  las  causas  siguientes: 
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Por  no  haber  hecho  las  denuncias  que  debía. 
Por  haber  hecho  denuncia  falsa. 
Por  no  dar  los  partes  prevenidos. 
Por  recibir  gratificación  ó   regalo  de  cualquier 
especie. 

Por  exigir  multas  ó  cometer  cualquiera  otra  exac- 
ción. 

Por  faltar  al  respeto  á  las  Autoridades  ó  desobede- 
cer indebidamente  sus  órdenes. 

Por  no  prestar  la  protección  que  debía  á  las  perso- 
nas ó  propiedades  atacadas. 

Por  algún  otro  acto  ú  omisión  que  infiera  nota  des- 
favorable en  su  moralidad. 

4?  Que  ántes  de  verificar  el  nombramiento,  reciba 
el  Alcalde  los  informes  del  Alcalde  del  barrio  de  su 
residencia,  del  Cura  Párroco  en  cuya  feligresía  esté 
avecindado,  y  del  Jefe  de  la  Comandancia  de  la  Guar- 
dia civil  á  cuya  Provincia  pertenezcan  las  propiedades 
que  han  de  ser  custodiadas,  y  que  estos  informes  se 
unan  precisamente  ai  expediente  de  nombramiento. 

59  Que  el  nombrado  preste  juramento  en  manos 
del  Alcalde  y  á  presencia  del  Secretario  del  Ayunta- 
miento, de  desempeñar  fielmente  su  cargo. 

69  Que  el  Alcalde  le  expida  un  título  en  que,  no 
solamente  conste  el  juramento  prestado,  sino  también 
el  nombre,  apellidos,  naturaleza,  vecindad,  edad,  esta- 
tura, y  demás  señas  personales  del  individuo.  De 
este  título  se  dará  copia  al  Comandante  de  la  Guardia 
civil.  No  se  exigirá  retribución  alguna  á  los  propie- 
tarios, ni  á  los  guardas  jurados  por  la  expedición  de 
títulos,  ni  por  las  diligencias  que  estos  ocasionaren. 

El  distintivo  de  los  guardas  jurados  será  una  ban- 
dolera de  cuero  con  placa  de  latón  que  tendrá  esta 
inscripción:  «Guarda  jurado,»  expresando  el  nombre 
del  propietario;  tanto  este  distintivo  como  las  armas  y 
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municiones  serán  costeadas  por  el  guarda  ó  propieta- 
tario,  según  su  particular  convenio. 

Cuando  los  propuestos  carezcan  de  alguno  de  los 
requisitos  señalados  el  Alcalde  se  negará  á  extender  el 
nombramiento.  Si  el  propietario  considera  infundada 
la  negativa  del  Alcalde  para  hacer  el  nombramiento, 
podrá  recurrir  al  Gobernador  de  la  Provincia. 

El  Alcalde  dará  también  parte  al  Gobernador  de  la 
Provincia  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  10,  de 
los  nombramientos  de  guardas  particulares  que  hiciere, 
añadiendo  el  nombre  del  propietario  y  finca  respectiva. 

La  Guardia  civil,  llevará  al  propio  tiempo  un  regis- 
tro de  los  guardas  particulares  jurados  que  se  nombren 
por  el  Alcalde,  y  de  los  delitos,  faltas  ó  infracciones 
que  cometieren,  á  fin  de  que  estos  datos  puedan  pro- 
ducir los  efectos  oportunos  en  los  últimos  informes 
que  se  ofrezcan,  cuyo  registro  se  formará  con  los  an- 
tecedentes que  en  todos  los  casos  les  darán  los  Alcal- 
des, al  mismo  tiempo  que  los  elevan  al  Gobierno  de 
la  Provincia. 

Si  los  guardas  jurados  cometieren  algún  delito  ó  fal- 
ta, serán  denunciados  por  el  Alcalde  ó  sus  subalternos, 
ó  la  Guardia  civil  á  la  Autoridad  ó  Tribunal  compe- 
tente. 

Las  simples  infracciones  de  los  guardas  jurados  en 
el  cumplimiento  de  su  deber,  serán  denunciadas  en  la 
misma  forma  al  Alcalde  que  expidió  el  nombramiento 
y  al  propietario  que  hizo  la  propuesta. 

Los  guardas  llevarán  siempre  consigo  el  distintivo 
y  armas  de  su  uso  y  el  título  de  su  nombramiento. 

Aunque  el  único  objeto  á  que  los  guardas  de  campo 
particulares  jurados  deben  atender,  sea  la  custodia  de 
las  propiedades  que  al  efecto  le  hayan  sido  encomen- 
dadas, y  de  cuyo  objeto  no  pueden  ser  por  nadie  dis- 
traídos, salvo  en  los  casos  citados  en  el  artículo  26, 
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por  el  carácter  de  agentes  de  la  Autoridad  de  que  se 
hallan  investidos,  deberán  denunciar  á  quien  corres- 
ponda los  actos  punibles  que  presenciaren  ó  de  los 
cuales  tuvieren  conocimiento.  Por  lo  tanto  están  obli- 
gados: 

1?  A  denunciar  los  actos  enumerados  en  el  artículo 
16,  y  á  hacer  las  denuncias  en  el  término  y  la  forma 
que  disponen  el  17  y  el  18. 

29  x\  dar  al  Alcalde  los  partes  prevenidos  en  el  22 
y  á  presentar  al  mismo  los  efectos  que  refiere  el  23. 

39  A  prestar  á  las  personas,  Autoridades,  sus 
agentes,  y  á  los  de  la  administración,  la  protección  y 
auxilios  ordenados  en  el  24  y  26. 

49  Los  guardas  jurados  dirigirán  también  sus  avi- 
sos y  con  toda  exactitud,  al  Jefe  de  la  Guardia  civil, 
y  á  la  pareja  más  inmediata  de  este  Cuerpo  ó  á  la  de 
guardas  municipales,  con  objeto  de  obtener  el  mejor 
servicio. 

o?  Las  caballerías,  ganados  y  efectos  de  cualquie- 
ra clase  que  los  guardas  jurados  encontrasen  perdidos 
ó  abandonados,  los  entregarán  á  los  Alcaldes  ó  los  de- 
positarán en  las  casas  rurales  de  los  propietarios 
á  quienes  sirven,  dándoles  conocimiento  inmediata- 
mente, y  también  á  la  pareja  de  la  Guardia  civil  más 
próxima. 

69  Cuando  los  guardas  jurados  aprehendieren  al- 
gún presunto  delincuente,  lo  entregarán  sin  demora  á 
la  Guardia  civil  del  punto  más  inmediato. 

79  Los  guardas  jurados,  prestarán  siempre  y  en 
todos  casos  los  auxilios  que  se  les  pidan  por  la  Guar- 
dia civil,  no  olvidando  que  este  Cuerpo  conforme  á  sus 
reglamentos,  ejerce  la  vigilancia  principal  en  todas 
partes,  y  que  tiene  obligación  de  denunciar  los  hechos 
de  todas  clases  de  que  conozca,  sea  cualquiera  la  cate- 
goría y  jurisdicción  á  que  pertenezca  el  autor. 

9 
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En  los  casos  expresados  en  el  artículo  20,  se  abs- 
tendrán los  guardas  jurados  particulares,  de  toda  ínter-  ] 
vención  y  procedimiento,  y  practicarán  lo  que  páralos  j 
guardas  municipales  se  previene  en  dicho  artículo. 

Tampoco  tendrán  los  guardas  particulares  jurados,  j 
ninguna  participación  en  las  multas  exigidas  por  denun-  I 
cias  que  hubieran  hecho. — Arts.  31  al  38. 

605.  Penas  en  que  incurren  los  guardas  de 
campo  municipales  y  los  particulares  jurados.  J 
—Serán  amonestados  y  reprendidos  por  el  Alcalde  I 
municipal,  sin  perjuicio  de  las  penas  que  puedan  im-  I 
ponerles  los  Tribunales,  los  guardas  municipales  del  1 
campo,  que  por  primera  vez  cometieren  cualquiera  de  1 
las  faltas  siguientes; 

1?  Embriagarse,  concurrir  á  las  casas  de  mal  vivir,  i 
asociarse  ó  tratar  con  personas  de  mala  conducta  ó  de  1 
mala  nota, 

2^    Jugar  á  juegos  prohibidos  en  cualquier  tiempo,  ! 
y  á  los  permitidos  en  horas  de  servicio;  ocupar  en  la  ] 
caza,  pesca  ó  cualquiera  otra  distracción,  el  tiempo 
que  deben  invertir  exclusivamente  en  el  cumplimien-  1 
to  de  sus  deberes. 

3^  Traer  sucias  é  inútiles  las  armas,  y  mal  conser- 
vadas las  prendas  que  á  costa  de  los  fondos  del  común 
se  les  haya  suministrado. 

4^  No  usar  en  actos  del  servicio  el  distintivo,  ar-  I 
mas  y  título  de  su  nombramiento. 

5*  Ausentarse  del  término  municipal,  sin  licencia  i 
del  Alcalde. 

Los  guardas  de  campo  particulares  jurados,  serán 
igualmente  reprendidos  y  amonestados,  cuando  por  j 
primera  vez  ejecuten  los  actos  referidos  bajo  el  niime- 
ro  primero,  y  el  de  jugar  á  juegos  prohibidos  de  que 
se  hace  mérito  en  el  segundo. 

Serán  suspensos  de  empleo  y  sueldo  por  tiempo  de 
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quince  á  treinta  dias,  ajuicio  del  Alcalde  Municipal, 
los  guardas  de  campo  municipales  que  también  incu- 
rran en  las  Faltas  siguientes: 

Ia  Dejar  un  dia  entero  sin  salir  á  recorrer  el  tér- 
mino, cuartón  ó  barrio  que  le  estuviere  encomendado. 

2a  Ausentarse  del  término  municipal,  sin  licencia 
del  Alcalde. 

3a  Demorar  las  denuncias  por  más  tiempo  que  el 
prefijado  en  el  artículo  17. 

4*  Negar  á  los  que  se  la  reclamasen  la  protección 
ordenada  en  el  24,  cuando  fuere  cierta  la  necesidad  de 
ella,  y  aunque  ningún  daño  llegaren  á  experimentar, 
ni  en  su  persona,  ni  en  sus  bienes. 

5*  No  prestar  el  auxilio  prevenido  en  el  art.  26, 
siempre  que  realmente  fuese  necesario,  aun  cuando  por 
cualquier  accidente,  se  practicare  al  fin  la  diligencia,  ó 
se  verificare  el  acto,  para  el  cual  le  fuese  reclamado. 

6a  Ser  en  cualquiera  otra  manera  negligentes  en 
el  cumplimiento  de  sus  deberes. 

7*  Reincidir  en  algunas  de  las  faltas  enumeradas 
en  el  artículo  anterior. 

A  los  guardas  de  campo  particulares  jurados  que  co- 
metan las  faltas  de  los  números  3,  4  y  5,  y  que  por 
primera  vez  reincidieren  en  las  de  que  se  hace  mérito 
en  el  último  párrafo  del  artículo  precedente,  les  será 
impuesta  una  multa  igual  al  importe  desús  salarios  de 
ocho  á  quince  dias,  á  juicio  del  Alcalde,  y  se  hará  efec- 
tiva en  papel  municipal. 

Serán  separados  de  sus  plazas  con  nota  para  no  vol- 
ver á  servirlas  y  para  no  ser  admitidos  como  guardas 
de  campo  particulares  jurados,  los  guardas  de  campo 
municipales  que  cometan  también  por  primera  vez  las 
faltas  de: 

1*  Ausentarse  del  término  municipal  siü  licencia 
del  Alcalde, 
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2?  No  denunciar  algún  acto  que  hayan  presencia- 
do ó  del  que  tuviesen  noticia,  y  el  cual  sea  denuncia- 
ble  con  arreglo  al  artículo  16. 

3^  Hacer  una  denuncia  falsa,  ya  sea  respecto  al 
hecho,  ó  á  la  persona  del  autor. 

4^  No  dar  en  sus  casos  respectivos  los  partes  pre- 
venidos en  el  artículo  22. 

5^  Recibir  gratificación  ó  regalo  de  cualquiera  es- 
pecie, de  algún  propietario  rural,  colono  ó  ganadero. 

6^  Imponer  ó  exigir  por  sí,  multas  ó  hacer  cual- 
quiera otra  exacción  á  los  que  dieren  motivo  para  ser 
denunciados. 

7?  Faltar  al  respeto  debido  á  las  Autoridades,  v 
desobedecer  las  órdenes  del  Alcalde  Municipal -y  de 
sus  subordinados  que  le  sean  superiores. 

8*  No  prestar  la  protección  ordenada  en  el  artícu- 
lo 24,  siempre  que  por  ello  se  hubiere  seguido  algún 
daño  á  la  persona  ó  á  los  bienes  de  los  reclamantes. 

9^  Negar  el  auxilio  prevenido  en  el  art.  26,  cuando 
por  esta  causa  no  se  hubiere  podido  practicar  la  dili- 
gencia ó  verificar  elacto  para  el  cual  les  fué  requerido. 

10?  Ejecutar  algún  acto  que  merezca  la  califica- 
ción de  delito. 

11?  Reincidir  por  primera  vez  en  algunas  de  las 
faltas  mencionadas  en  el  artículo  anterior,  y  por  se- 
gunda en  las  de  que  trata  el  39. 

Los  guardas  de  campo  particulares  jurados  que  co- 
metan las  faltas  designadas  con  los  números  desde  el 
2  hasta  el  10,  ambos  inclusive,  y  que  reincidiesen  por 
primera  vez  en  las, del  párrafo  último  del  artículo  an 
terior,  y  por  segunda  en  el  del  39,  perderán  el  carác- 
ter y  consideraciones  de  guardas  municipales,  agentes 
de  la  Autoridad,  quedando  incapacitados  para  perte- 
necer á  esta  clase  y  para  volver  á  ser  guardas  de  cam- 
po particulares  jurados. 


Las  penas  de  que  trata  el  artículo  anterior,  se  en- 
tienden sin  perjuicio  de  las  que  en  su  caso  merezcan 
y  sean  impuestas  á  ios  guardas,  así  municipales  como 
particulares  jurados,  con  arreglo  al  Código  penal;  y 
sin  perjuicio  también  de  la  libre  facultad  del  Alcalde 
para  destituir  á  los  unos,  y  de  la  de  los  propietarios 
para  despedir  á  los  otros,  siempre  que  lo  estimen  con- 
veniente. 

Para  la  imposición  de  las  penas  expresadas,  proce- 
derá el  Alcalde  gubernativamente  oyendo  previamen- 
te á  los  interesados,  y  teniendo  presentes  las  hojas  de 
sus  servicios,  que  según  el  artículo  45,  ha  de  llevar  el 
Secretario  del  Ayuntamiento,  al  que  en  todo  caso  dará 
conocimiento  de  sus  resoluciones  en  este  punto,  para 
que  pueda  hacer  en  dichas  hojas  el  correspondiente 
asiento. — El  Gobernador  de  la  Provincia  podrá  cono- 
cer en  queja  de  estas  providencias,  y  su  fallo  causará 
estado. 

Siempre  que  algún  guarda  de  campo  municipal  ó 
particular  jurado  cesare,  le  serán  recojidos  el  título, 
distintivo  y  armas,  siendo  además  inutilizado  el  pri- 
mero.— Arts.  39  al  44. 

606.  Hojas  de  servicio  de  los  guardas  de 
campo  municipales  y  particulares  jurados. — El 
Secretario  del  Ayuntamiento  llevará  un  libro  en  que 
en  hojas  distintas  para  cada  guarda  de  campo,  así  mu- 
nicipal como  particular  jurado  anotará: 

1*  El  nombre,  apellidos,  naturaleza,  vecindad, 
edad,  estatura  y  demás  señas  personales  del  individuo. 

2^  La  fecha  de  su  nombramiento;  el  dia  en  que 
prestó  juramento;  el  en  que  le  fué  expedido  el  título; 
el  en  que  se  dió  parte  de  su  nombramiento  al  Gober- 
nador de  la  Provincia  y  las  prendas  costeadas  del  co- 
mún que  hubiere  recibido. 

3^    Las  denuncias  que  hiciere  y  los  demás  méritos 
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nes  y  cualquiera  otra  pena  que  se  le  imponga;  el  dia, 
mes  y  año  en  que  por  destitución  ó  por  cualquiera 
otra  causa  que  también  se  expresará  cesare  de  servir; 
y  por  último  el  dia,  mes  y  año  en  que  se  le  hubiere 
recogido  el  título,  distintivo  y  armas. — Art  45. 

607.  Disposiciones  transitorias. — Como  en  los 
pueblos  de  la  Isla  de  Cuba  no  hay  el  suficiente  núme- 
ro de  personas  expeditas  para  optar  á  estos  destinos, 
por  la  falta  de  brazos  que  en  ella  existe,  se  tendrá  pre- 
sente: 

1*  Que  á  estos  destinos  pueden  optar  los  licencia- 
dos del  Ejército  y  Milicias,  que  tengan  su  licencia  sin 
nota  alguna,  y  preferentemente  los  procedentes  de  la 
Guardia  civil. 

2?  Que  estos  individuos  presentarán  además  de  su 
licencia  un  certificado  del  Jefe  de  su  Cuerpo,  que  ha- 
ga especial  recomendación  de  sus  circunstancias. 

3?  Que  los  licenciados  que  lleven  más  de  seis  me- 
ses de  cumplido  su  servicio,  habrán  de  llenar  todos  los 
requisitos  que  se  señalan  en  este  Reglamento,  lo  mis- 
mo que  los  que  no  procedan  de  la  clase  militar. 

Los  guardas  de  campo  municipales,  y  particulares 
de  las  fincas,  que  existen  en  la  actualidad,  han  de  su- 
jetarse á  las  disposiciones  del  Reglamento. 


CAPITULO  II. 


De  la  ley  de  orden  público. 

608.  Ley  vigente.— Es  la  de  23  de  Abril  de 
1870,  publicada  en  esta  Isla  en  24  de  Setiembre 
de  1879. 

609.  Estado  de  prevención  y  alarma. — Las 

disposiciones  de  la  Ley  serán  aplicadas  únicamente 
cuando  se  haya  promulgado  la  Ley  de  suspensión  de 
garantías,  á  que  se  refiere  el  artículo  17  de  la  Consti- 
tución, y  dejarán  de  aplicarse  cuando  dicha  suspensión 
haya  sido  levantada  por  las  Córtes. — Art.  I9 
Son  objeto  de  la  Ley: 

l9  Las  medidas  gubernativas  que  las  Autoridades 
civiles  y  militares  pueden  y  deben  adoptar  para  man- 
tener y  restablecer  el  órden  público,  y  para  prevenir 
los  delitos  contra  la  Constitución  del  Estado,  contra  la 
seguridad  interior  y  exterior  del  mismo,  y  contra  el 
orden  público,  que  la  vigente  Ley  penal  condena. 

2?  Las  competencias  de  los  Jueces  y  Tribunales 
en  las  causas  criminales  que  se  forman  sobre  dichos 
delitos,  y  el  procedimiento  á  que  estas  han  de  ajus- 
tarse (1). 


1  (1)  Esta  Ley  no  abraza  los  casos  de  guerra  extranjera  ni  de  guerra  civil 
formalmente  declarada.^Art,  3?  de  los  adicionales. 


Publicada  la  Ley  de  suspensión  de  garantías  á  que 
se  refiere  el  artículo  Io,  se  considera  declarado  por  el 
mismo  hecho  el  estado  de  prevención,  hallándose  fa- 
cultada desde  este  momento  la  Autoridad  Civil  para 
adoptar  cuantas  medidas  preventivas  y  de  vigilancia 
conceptúe  convenientes  á  fin  de  asegurar  el  orden  pú- 
blico.—Arts.  2?  y  3? 

La  Autoridad  Civil  excitará  por  oficio  á  la  judicial 
para  que  proceda  desde  luego  contra  los  que  compren- 
da que  son  responsables  en  algún  sentido  de  los  deli- 
tos expresados  en  el  artículo  2? 

Si  se  formaren  grupos,  dictará  las  medidas  oportu- 
nas para  su  disolución,  intimando  á  los  fautores  y 
auxiliares  de  la  agitación  que  se  disuelvan;  y  en  el  caso 
de  no  ser  obedecida  á  la  tercera  intimación,  utilizará 
la  fuerza  de  que  disponga,  al  efecto  de  restablecer  la 
calma  y  dejar  expedita  la  vía  pública. — Arts.  4?  y  5? 

Propondrá  al  Gobierno  y  en  caso  urgente  acordará 
desde  luego  la  suspensión  de  las  publicaciones  que 
preparen,  exciten  ó  auxilien  la  comisión  de  los  delitos 
de  que  habla  el  artículo  2?  de  esta  Ley,  y  señalada- 
mente los  comprendidos  en  los  artículos  167  y  1TA 
del  Código  penal,  dando  cuenta  al  Gobierno  de  las 
determinaciones  que  sobre  este  punto  adopte.  Eeco- 
jerá  los  ejemplares  que  encontrase  de  aquellas  publi- 
caciones, remitiéndolos  con  las  personas  responsables 
de  los  delitos  expresados,  al  Juzgado  ordinario  compe- 
tente para  los  efectos  de  justicia. — Art.  6? 

La  Autoridad  Civil,  en  este  estado,  podrá  detener  y 
detendaá  á  cualquiera  persona,  si  lo  considerase  nece- 
sario para  la  conservación  del  órden. 

Los  detenidos  en  esta  forma  no  deberán  confundirse 
con  los  presos  y  detenidos  por  delitos  comunes. 

Podrá  asimismo  compeler  á  mudar  de  residencia  ó 
domicilio  á  las  personas  que  considere  peligrosas,  6 


contra  las  que  existan  racionales  sospechas  de  partici- 
pación en  dichos  delitos. 

El  cambio  de  domicilio  no  podrá  decretarse  á  más 
de  150  kilómetros  de  distancia  del  pueblo  del  compe- 
lido  á  mudarle. 

El  destierro,  que  desde  luego  puede  acordar  la  Au- 
toridad á  una  distancia  que  no  exceda  de  250  kilóme- 
tros, se  entiende  levantado  de  hecho  y  de  derecho,  así 
como  el  cambio  de  domicilio,  terminado  que  haya  el 
período  de  suspensión  temporal  de  las  garantías  cons- 
titucionales, si  antes  no  fuesen  éstas  restablecidas. 

Los  motivos  de  las  providencias  á  que  se  contraen 
éste  y  los  tres  anteriores  artículos,  se  harán  constar  en 
acta  que  se  levante,  ó  expediente  que  se  forme  antes 
ó  después  de  llevarlas  á  ejecución. — Arts.  7?,  8?  y  99 

La  Autoridad  civil  podrá  también  entrar  en  el  do- 
micilio de  cualquier  etspañol  ó  extranjero  residente  en 
España  sin  su  consentimiento,  y  examinar  sus  papeles 
y  electos.  Pero  nada  de  esto  podrá  verificarse  sino 
por  la  misma  Autoridad  ó  por  un  Delegado  suyo,  pro- 
visto de  órden  formal  y  escrita.  En  uno  y  otro  caso 
el  reconocimiento  de  la  casa,  papeles  y  efectos  tendrá 
siempre  que  ser  presenciado  por  el  dueño  ó  encargado 
de  la  misma,  ó  uno  ó  más  indiiduos  de  su  familia,  y 
por  dos  vecinos  de  la  propia  casa  ó  de  las  inmediatas, 
si  se  hallasen  en  ella,  y  en  su  defecto,  por  do*  vecinos 
del  mismo  pueblo. 

No  hallando  en  ella  al  dueño  ó  encargado  de  la  casa, 
ni  á  ningún  individuo  de  la  familia,  se  hará  el  recono- 
cimiento á  presencia  tínicamente  de  los  dos  vecinos 
indicados,  levantándose  acta  del  reconocimiento,  que 
firmará  con  ellos  la  Autoridad  ó  su  Delegado. 

Cuando  un  delincuente  contra  el  órden  publico  fue- 
re sorprendido  infraganti,  y  perseguido  por  la  Autori- 
dad civil  ó  sus  subordinados  ó  dependientes  se  retó- 
lo 


giare  en  su  propio  domicilio  ó  en  el  ajeno,  podrán  éstos 
penetrar  en  él;  pero  solo  para  el  efecto  de  la  apre- 
hensión. 

Los  deberes  y  atribuciones  de  la  Autoridad  en  el 
estado  de  agitación,  alarma,  desorden  ó  tumulto,  se 
subordinarán  á  lo  que  prescriben  esta  Ley  y  el  artículo 
181  del  Código  penal.— Arts.  10  y  11. 

Si  la  Autoridad  civil,  una  vez  empleados  todos  los 
medios  de  que  en  circunstancias  ordinarias  dispone,  y 
los  que  para  las  extraordinarias  le  otorgan  los  prece- 
dentes artículos,  no  pudiese  por  sí  sola,  ni  auxiliada 
por  la  judicial,  dominar  la  agitación  y  restablecer  el 
orden,  lo  prevendrá  en  un  bando,  que  se  publicará  con 
la  solemnidad  posible,  é  inmediatamente  después  dis- 
pondrá que  la  militar  proceda  á  la  adopción  de  las 
medidas  que  reclame  la  paz  pública,  prévia  la  decla- 
ración del  estado  de  guerra. — Art.  12. 

Cuando  la  rebelión  ó  sedición  se  manifiesten  desde 
los  primeros  momentos,  rompan  el  fuego  los  rebeldes 
ó  sediciosos,  ó  comprenda  la  Autoridad  civil  la  urgen- 
te necesidad  de  apelar  á  la  fuerza  y  resignar  el  mando 
para  dominarlos,  se  pondrá  de  acuerdo  con  la  Autori- 
dad ]udicial  y  la  militar,  y  dispondrá  la  inmediata  de- 
claración del  estado  de  guerra. 

Si  no  hubiese  acuerdo  entre  estas  Autoridades,  ni 
tiempo  para  tomarlo,  se  entrará  desde  luego  provisio- 
nalmente en  el  estado  de  guerra  en  los  dos  primeros 
casos  del  párrafo  anterior,  dando  directamente  cuenta 
de  todo  al  Gobierno  y  á  las  Autoridades  superiores 
gerárquicas  respectivamente. — Art.  13. 

Si  ocurriese  la  rebelión  ó  sedición  en  capital  de  Pro- 
vincia, la  Autoridad  civil,  para  los  efectos  del  artículo 
anterior,  lo  será  el  Gobernador  de  la  misma  ó  el  que 
haga  sus  veces,  y  las  Autoridades  judicial  y  militar  las 
superiores  en  el  órden  gerárquico.  En  los  demás  pue- 


blos  se  reunirán  para  dicha  declaración  el  Juez  de 
primera  instancia  ó  el  decano,  si  hubiese  más  de  uno, 
el  Alcalde  popular  y  el  Jefe  militar  que  ejerza  el  man- 
do de  las  armas. 

En  el  caso  de  que  que  en  dichos  pueblos  no  exis- 
tiera Autoridad  militar  que  ejerza  el  mando  de  las  ar- 
mas, el  Alcalde  popular,  Jefe  superior  de  la  Milicia, 
asumirá  las  facultades  que  corresponden,  según  esta 
Ley,  á  la  Autoridad  militar  en  el  estado  de  guerra. 

En  la  capital  de  la  Monarquía  y  puntos  donde  resi- 
dan el  Jley  ó  la  Regencia  del  Reino,  no  podrá  decla- 
rarse el  estado  de  guerra  sin  autorización  del  Gobierno. 

El  Gobierno,  cuando  hayan  ocurrido  actos  de  rebe- 
lión ó  sedición,  en  dos  ó  más  Provincias,  ó  se  hayan 
presentado  grupos  considerables  de  rebeldes  ó  sedicio- 
sos armados  en  ellas,  determinará  el  territorio  que  que- 
da sujeto  al  estado  de  guerra. — Arts.  14  y  15. 

Recibida  por  la  Autoridad  judicial  la  comunicación 
á  que  se  refiere  el  artículo  4?  de  esta  Ley,  ó  sin  reci- 
birla, si  tuviere  conocimiento  de  los  sucesos  ántes  de 
que  llegue  á  su  poder,  .el  Juez  ó  Jueces  de  primera 
instancia  de  la  población  donde  ocurran  aquellos,  dan- 
do cuenta  al  Regente  de  la  Audiencia,  se  constituirán 
en  sus  Juzgados,  acompañados  de  los  Promotores  Fis- 
cales respectivos  y  del  Escribano  que  designen,  aun- 
que no  esté  en  turno,  pudiendo  valerse  de  él  ó  de  otro 
durante  el  procedimiento,  si  creyeren  que  lo  exige  así 
la  Administración  de  justicia. 

Inmediatamente  formarán  los  Jueces  la  correspon- 
diente causa  sobre  delitos  contra  el  órden  público,  y 
los  de  rebelión  y  sedición,  si  hubiere  méritos  para  ello, 
dedicándose  exclusivamente  á  este  servicio  preferente, 
á  cuyo  fin,  si  lo  creyeren  necesario,  delegarán  la  juris- 
dicción para  los  demás  negocios  en  el  Juez  de  paz  que 
corresponda. 


Darán  aviso  sin  pérdida  de  tiempo  á  la  Autoridad 
civil  de  hallarse  constituidos  en  Tribunal,  ofreciéndo- 
le su  cooperación,  y  de  estar  formando  causa  sobre  los 
sucesos  que  hayan  producido  la  alarma  ó  el  desórden, 
reclamándole  las  datos  que  crean  convenientes  para  la 
pronta  averiguación  de  los  hechos  criminales  que  sean 
objeto  del  procedimiento. — Arts.  16,  17  y  18. 

Si  los  delitos  contra  el  orden  público  ocurriesen  en 
punto  donde  exista  Audiencia  Territorial,  se  constitui- 
rá en  sesión  permanente  la  Sala  de  Gobierno  en  el 
punto  que  el  Regente  designe,  adoptando  los  acuerdos 
oportunos  para  la  pronta  sustanciacion  de  las  causas. 

En  otro  caso  los  Regentes  dictarán  á  los  Jueces  que 
conozcan  de  estas  causas  las  órdenes  conducentes  al 
propio  fin,  dando  cuenta  á  la  Sala  de  Gobierno  para 
la  aprobación  ó  reforma  de  dichas  órdenes.  A  este 
propósito,  la  referida  Sala  se  reunirá  diariamente, 
mientras  lo  considere  necesario,  á  las  horas  que  el  Re- 
gente le  señale. — Art.  19. 

610.  Estado  dé  Guerra. — Resignado  el  mando 
por  la  Autoridad  civil  en  la  militar,  y  en  los  casos  á 
que  se  contrae  el  artículo  13  dé  esta  Ley,  quedará  de- 
clarado en  estado  de  guerra  el  territorio  de  la  Provin- 
cia en  que  ocurran  aquellos  sucesos,  lo  que  se  hará 
saber  al  público  por  medio  de  bandos  y  edictos  que 
contengan  las  prevenciones  y  medidas  oportunas. 

En  dicho  bando  se  intimará  á  los  rebeldes  ó  sedi-  * 
ciosos  y  perturbadores  que  depongan  toda  actitud  hos- 
til, y  presten  obediencia  á  la  Autoridad  legítima. 

Los  que  lo  hicieren  en  el  término  que  el  bando  fije, 
y  no  habiendo  término  señalado,  en  el  de  dos  horas, 
quedarán  exentos  de  pena,  excepto  los  autores  ó  Jefes 
de  la  rebelión,  sedición  ó  desórden,  y  los  reincidentes 
en  estos  delitos. 

Los  autores  y  Jefes  referidos  serán  indultados  déla 


pena  que  les  corresponda,  caso  de  rendirse  dentro  del 
término  que  expresa  el  párrafo  anterior,  y  sufrirán  la 
inmediata  inferior  en  su  grado  mínimo  al  medio.  Los 
reincidentes  quedarán  sujetos  á  la  vigilancia  de  la  Au- 
toridad por  el  hecho  de  serlo. 

Publicado  el  bando  y  terminado  el  plazo  que  en  él 
se  señale,  serán  disueltos  á  todo  tráncelos  grupos  que 
se  hubieren  formado,  empleando  la  fuerza  si  fuese  ne- 
cesario, hasta  reducirlos  á  la  obediencia,  aprehendien- 
do á  los  que  no  se  entreguen  y  poniéndolos  á  dispo- 
sición de  la  Autoridad  judicial  cuando  deban  ser 
juzgados  por  ella,  ó  en  la  forma  que  se  expresa  en  el 
título  IV  de  esta  Ley. 

Serán  considerados  como  presuntos  reos  los  que  se 
encuentren  ó  hubiesen  estado  en  los  sitios  del  com- 
bate durante  éste,  sin  perjuicio  de  probar  su  inculpa- 
bilidad, hallándose  en  el  mismo  caso  los  que  sean 
aprehendidos  huyendo  ó  escondidos,  después  de  haber 
estado  con  los  rebeldes  ó  sediciosos. 

Los  habitantes  de  las  casas  donde  se  hubiesen  he- 
cho fuertes  los  rebeldes  ó  sediciosos  no  serán  conside- 
rados presuntos  criminales  por  el  solo  hecho  de  en- 
contrarse en  ellas.  Pero  si  resultase  haber  tenido 
participación  en  los  delitos  á  que  se  refiere  esta  Ley, 
sufrirán  la  pena  correspondiente. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo 
de  este  artículo  los  individuos  de  las  asociaciones  filan- 
trópicas legalmente  establecidas  para  el  socorro  délos 
heridos  en  caso  de  guerra. — Arts.  20,  21  y  22. 

Los  delitos  de  rebelión  y  sedición  y  los  comunes 
cometidos  con  ocasión  de  ellos,  serán  castigados  res- 
pectivamente, según  lo  dispuesto  en  el  Código  penal 
y  en  la  forma  determinada  en  el  art.  184. — Art.  23. 

Todo  funcionario  ó  corporación,  cualquiera  que  sea 
su  Autoridad  ó  cargo  prestará  inmediatamente  así  á 
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la  Autoridad  militar  como  á  la  civil,  el  auxilio  que 
éstas  le  pidan  para  sofocar  la  rebelión  ó  sedición  y 
restablecer  el  órden. 

El  funcionario  ó  corporación  que  no  prestase  inme- 
diato auxilio  á  la  Autoridad  superior  militar  ó  civil, 
será  en  el  acto  suspendido  de  su  empleo  ó  cargo,  y 
reemplazado  en  é\  interinamente  hasta  la  resolución 
del  Gobierno,  á  quien  se  dará  cuenta  al  eíecto;  todo 
sin  perjuicio  de  las  penas  en  que  incurra  por  conse- 
cuencia del  procedimiento  que  stí  instruirá  para  depu- 
rar su  responsabilidad  ó  irresponsabilidad  criminal. — 
Art.  24. 

Las  Autoridades  civiles  continuarán  funcionando  en 
todos  los  asuntos  propios  de  sus  atribuciones  que  no 
se  refieran  a)  órden  público,  limitándose  en  cuanto  á 
éste  á  las  facultades  que  la  militar  les  delegase  ó  deje 
expeditas;  debiendo  en  uno  y  otro  caso  darla  directa- 
mente los  partes  y  noticias  que  les  reclame,  y  las  de- 
más que  con  referencia  al  órden  público  lleguen  á  su 
conocimiento. — Art.  25. 

La  Autoridad  militar,  á  la  vez  que  adopte  las  medi- 
das comprendidas  en  los  artículos  precedentes  y  que 
restablezca  el  órden  )  prestigio  de  la  Autoridad  átodo 
trance,  dispondrá  que  inmediatamente  se  instruyan 
las  causas  á  que  baya  lugar,  y  se  formen  los  Consejos 
de  guerra  que  han  de  fallar  las  que  correspondan  á  la 
jurisdicción  militar,  según  lo  que  expresan  los  artícu- 
los siguientes. — Art.  26". 

Los  Consejos  de  guerra  ordinarios  fallarán  las  cau- 
sas en  que,  siendo  la  rebelión  de  carácter  militar, 
aparezcan  reos  de  estos  delitos  ó  sus  anejos,  militares 
de  mar  y  tierra  en  activo  servicio,  cualquiera  que  sea 
su  situación  y  categoría. 

Las  causas  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior  se 
considerarán  de  carácter  militar,  cuando  los  rebeldes  ó 


r  -    •  —  79  — •  ■ 

sediciosos  estén  mandados  por  Jefes  militares,  y  cuan- 
do el  movimiento  se  inicie  ó  sostenga  por  fuerzas  ar- 
madas del  Ejército  ó  de  la  Milicia  popular. — Art.  27. 

También  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  de  los 
Consejos  de  guerra  ordinarios,  con  arreglo  á  la  Orde- 
nanza, los  Jefes,  los  Oficiales  de  la  Milicia  popular 
armada  ó  los  que  en  su  defecto  y  de  cualquier  modo 
hagan  veces  de  tales,  y  los  rebeldes  y  sediciosos  que 
en  número  mayor  de  doce  individuos  se  levanten  en 
armas  ó  sostengan  con  ellos  la  bandera  de  la  rebelión 
y  sedición  en  despoblado,  si  fueren  aprehendidos  por 
fuerzas  públicas,  sean  ó  no  del  Ejército  permanente, 
destinadas  á  su  persecución,  ya  por  las  Autoridades 
militares,  ya  por  las  civiles. 

Los  Jefes  principales  de  una  rebelión  ó  sedición 
armada,  de  carácter  no  militar,  durante  el  período  de 
guerra,  quedan  también  sujetos  al  Consejo  de  gue- 
rra ordinario. — Art.  29. 

Todos  los  demás  milicianos  populares  armados;  y 
los  que  sin  pertenecer  á  la  milicia  popular  tomen  par- 
te con  armas  y  en  poblado  en  una  rebelión  ó  sedición, 
sean  éstas  ó  no  de  carácter  militar,  si  hiciesen  resis- 
tencia á  las  fuerzas  públicas,  serán  juzgados  y  senten- 
ciados también  por  el  Consejo  de  guerra  ordinario, 
siguiéndose  en  el  procedimiento  los  trámites  que  se- 
ñalan las  Ordenanzas  militares  y  disposiciones  espe- 
ciales que  le  determinan. 

Este  Consejo  de  guerra  se  compondrá  de  cuatro 
Capitanes  nombrados  por  la  Autoridad  militar,  el  Juez 
de  primera  Instancia,  el  de  Paz  y  el  Promotor  Fiscal 
mas  antiguo  en  el  pueblo  cabeza  de  partido  judicial 
donde  el  Consejo  se  celebre,  ó*  quien  haga  sus  veces. 

Si  el  Juez  de  Paz  no  fuere  letrado,  le  reemplazará, 
según  el  número  de  órden,  el  suplente  que  lo  sea;  si 
no  le  hubiere,  asistirá  al  Consejo  el  Juez  de  Paz  ó  su- 
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píente  letrado  del  año  ó  años  anteriores;  y  no  habién- 
dolo tampoco,  el  Abogado  más  antiguo  del  pueblo 
donde  se  celebre. 

Será  Presidente  del  Consejo  el  Vocal  que  según  las 
leyes  civiles  y  militares  fuere  de  mayor  categoría.  Y 
si  sobre  esto  ocurriera  duda,  el  que  disfrute  más  suel- 
do por  razón  de  su  empleo.  Disfrutando  sueldo  igual, 
el  más  antiguo  en  el  empleo  que  le  devengue. 

Los  procesados  podrán  hacer  la  defensa  por  medio 
de  señores  Oficiales  ó  Letrados  en  ejercicio,  que  nom- 
bren, no  pudiéndose  limitar  su  facultad  de  nombrar 
defensor  á  sólo  Oficiales  del  Ejército. 

Todos  los  demás  que  se  consideren  responsables  en 
cualquier  concepto  de  los  expresados  delitos  de  rebe- 
lión y  sedición,  serán  juzgados  y  .sentenciados  por  la 
jurisdicción  común,  y  conforme  al  procedimiento  á  que 
por  esta  Ley  ha  de  ajustarse. 

En  su  consecuencia,  si  instruidas  las  diligencias  su- 
marias pór  mandato  de  la  Autoridad  militar,  aparecie- 
sen complicados  como  reos  de  los  expresados  delitos 
personas  no  comprendidas  en  los  tres  precedentes  ar- 
tículos, los  Fiscales  de  las  causas  harán  expedir  inme- 
diatamente los  oportunos  testimonios  del  tanto  de 
culpa,  y  los  remitirán  al  Juez  de  primera  Instancia 
que  corresponda,  por  conducto  de  la  Autoridad  militar 
Superior,  la  que  con  toda  seguridad  pondrá  los  pre- 
suntos reos  á  disposición  de  dicho  Juez  de  primera 
Instancia  para  los  efectos  de  justicia. — Arts,  29  y  30. 

La  Autoridad  militar,  en  el  estado  de  guerra,  podrá 
adoptar  las  mismas  medidas  que  la  Civil,  y  las  demás 
á  que  esta  Ley  la  autoriza.  Cuidará  muy  especialmen- 
te de  que  los  Jefes  ó  Comandantes  de  las  fuerzas  que 
conduzcan  presos,  ya  á  disposición  de  su  Autoridad, 
ya  á  la  de  la  Civil  ó  Judicial,  lo  verifiquen  con  toda 
seguridad  al  punto  de  su  destino;  y  cuando  no  llega- 
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ren  á  él,  mandará  que  se  formen  las  causas  oportunas 
para  averiguar  y  castigar  las  faltas  y  delitos  que  en  este 
delicado  servicio  se  cometan,  cualquiera  que  sea  la 
clase  del  Jefe  que  lo  desempeñe. — Art.  31. 

Para  declarar  levantado  el  estado  de  guerra,  luego 
que  hayan  terminado  la  rebelión  ó  sedición,  se  cele- 
brará previamente  un  Consejo  por  las  Autoridades 
militar,  civil  y  judicial,  de  la  capital  de  la  Provincia 
declarada  en  dicho  estado  de  guerra;  y  si  hubiere  una- 
nimidad de  votos,  se  llevará  á  cabo  el  acuerdo,  dán- 
dose inmediatamente  cuenta  al  Gobierno. 

Si  el  acuerdo  no  fuese  por  unanimidad,  sino  por 
mayoría  de  votos,  no  se  llevará  á  cabo,  Ínterin  el  Go- 
bierno, á  quien  se  dará  asimismo  cuenta  con  urgencia, 
no  resuelve  lo  que  corresponda  en  Consejo  de  Minis- 
tros. 

Sólo  al  Gobierno  corresponde  levantar  el  estado  de 
guerra  cuando  haya  hecho  la  declaración  en  los  casos 
que  determina  el  artículo  15. — Art.  32. 

Levantado  que  sea  el  estado  de  guerra,  serán  remi- 
tidos á  los  Juzgados  competentes,  para  su  continua- 
ción y  demás  efectos  de  justicia,  todas  las  causas  contra 
aquellas  personas  que  se  hallen  sometidas  al  Tribunal 
excepcional  por  virtud  de  esta  Ley. 

Las  Autoridades  civiles  y  militares  no  podrán  en 
ningún  caso  establecer  ni  imponer  otra  penalidad  que 
la  prescrita  anteriormente  por  las  Leyes. — Arts.  33 
y  34. 

611.  Bandos  que  dicten  las  Autoridades  y 
sus  infracciones. — Las  Autoridades  civiles  y  milita- 
res, en  el  período  de  suspensión  de  garantías,  publica- 
rán ademas  los  bandos  que  consideren  necesarios  para 
mantener  mejor  el  orden  público,  con  sujeción  estric- 
ta, y  bajo  su  responsabilidad,  á  las  prescripciones 

constitucionales  que  no  hayan  sido  suspendidas  con 
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arreglo  al  artículo  17  de  la  Constitución;  estableciendo 
en  dichos  bandos  las  penas  en  que  incurren  los  infrac- 
tores, y  las  aplicarán  gubernativamente. 

En  ningún  caso  podrán  señalar  mayores  penas  que 
las  siguientes:  multa  hasta  125  pesetas  ó  arresto 
hasta  ocho  dias,  si  dictare  el  bando  un  Alcalde  po- 
pular. 

Cuando  sea  el  Gobernador  de  la  Provincia  quien  le 
dicte,  podrá  elevar  la  multa  á  250  pesetas,  y  el  arres- 
to hasta  quince  dias,  á  la  par  ó  separadamente. 

Los  multados  por  infracción  de  bandos,  que  sean 
insolventes,  sufrirán  por  vía  de  sustitución  el  arresto, 
según  lo  prevenido  en  el  artículo  504  del  Código 
penal. 

El  arresto  por  vía  de  sustitución  no  podrá  exceder 
de  los  dias  porque  pueden  imponerle  aquellas  Autori- 
dades respectivamente  conforme  á  lo  prescrito  en  el 
artículo  anterior. 

La  Autoridad  militar  podrá  corregir  también  del 
mismo  modo  y  en  la  misma  forma  que  la  civil,  y  con 
la  limitación  consignada  en  el  artículo  35,  las  infrac- 
ciones de  sus  bandos  en  el  período  de  estado  de  gue- 
rra, sin  que  puedan  la  superior  del  distrito  y  de  la 
Provincia  señalar  pena  mayor  que  la  de  quince  dias  de 
arresto  y  250  pesetas  de  multa,  las  dos  á  la  par  ó  una 
sola;  y  las  demás  Autoridades  militares  ocho  dias  de 
arresto  y  125  pesetas  en  la  propia  forma. 

Caso  de  ser  insolventes  los  multados,  sufrirán  el 
arresto  por  vía  de  sustitución,  sin  que  pueda  exceder, 
el  que  por  tal  concepto  se  imponga,  de  los  ocho  ó 
quince  dias  señalados  respectivamente  en  este  artícu- 
lo.—Arts.  35  al  38. 

Las  Autoridades  civiles  y  militares  llevarán  un  libro, 
en  el  que  extenderán  las  providencias  que  acuerden, 
imponiendo  gubernativamente  la  multa  y  el  arresto 


expresados,  haciendo  constar  en  ellas  claramente  el 
motivo  de  su  imposición. 

La  providencia  se  hará  saber  gubernativamente  al 
infractor  por  tos  dependientes  ó  subordinados  de  aque- 
llas Autoridades,  entregándole  copia  literal  de  la  mis- 
ma. El  penado  firmará  el  recibo  de  esta  copia  al  pié 
de  la  diligencia  que  ha  de  extender  el  encargado  de 
hacerle  saber  dicha  providencia:  si  no  supiere,  ó  no 
pudiere  firmar,  lo  hará  un  testigo  á  su  ruego;  si  no 
quisiere,  lo  verificarán  dos  testigos  requeridos  verbal- 
mente  por  el  encargado  de  hacer  saber  la  providencia. 

Si  á  la  primera  diligencia  en  busca  no  fuere  hallado 
el  penado  en  su  domicilio,  se  hará  saber  á  cualquiera 
de  los  familiares  mayor  de  veinte  y  un  años  que  moren 
en  la  casa,  con  entrega  de  la  copia  literal  de  la  provi- 
dencia, y  guardándose  las  reglas  establecidas  en  el 
artículo  anterior. 

Si  ni  el  penado  ni  ninguno  de  los  familiares  se  en- 
contraren en  la  casa  á  la  primera  diligencia  en  busca, 
se  entenderán  dichas  diligencias  con  cualquiera  de  los 
vecinos  mas  inmediatos  ó  personas  que  habitan  en  las 
casas  de  éstos  y  sean  familiares  mayores  de  veinte  y 
un  años. — Arts.  39  y  40. 

Las  providencias  acordadas  por  las  Autoridades  Su- 
periores civiles  de  la  Provincia,  la  militar  del  distrito 
y  el  Comandante  militar  de  una  Provincia,  son  ejecu- 
tivas. Contra  ellas  no  cabe  recurso  de  alzada.  Los 
infractores  pueden,  sin  embargo,  entablar  recurso  de 
revisión  ante  las  mismas  Autoridades,  cuyo  fallo  en 
este  caso  será  ejecutorio. 

Las  providencias  de  las  Autoridades  inferiores  civil 
y  militar  que  impongan  arresto,  se  llevarán  á  efecto 
desde  luego. 

Sin  embargo  de  su  ejecución,  dichas  Autoridades, 
con  copia  literal  de  la  providencia,  la  consultarán  con 
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las  Superiores  respectivas  en  el  mismo  día,  siendo  po- 
sible, y  los  arrestados  podrán  acudir  ante  éstas  por 
escrito  y  por  conducto  de  las  inferiores,  exponiendo  lo 
que  tenga  por  conveniente. 

Las  Autoridades  inferiores  dirigirán  inmediatamen- 
te á  su  destino  estas  reclamaciones  con  su  informe;  y 
si  se  hicieren  dentro  de  las  primeras  veinte  y  cuatro 
horas  de  la  ejecución  de  sus  providencias,  omitirán  la 
consulta,  limitándose  á  cursarlas  é  informarlas. 

Las  providencias  en  que  se  impongan  multas  meno- 
res de  30  pesetas,  son  ejecutivas  también  desde  luego, 
y  se  observará  respecto  á  ellas  lo  determinado  en  el 
artículo  anterior. 

Las  providencias  en  que  se  impongan  multas  meno- 
res de  30  pesetas,  no  se  llevarán  á  efecto  hasta  que  la 
Autoridad  Superior  respectiva,  recibida  la  consulta  6 
la  reclamación  en  su  caso  hecha  por  el  multado,  en  las 
primeras  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  la  notifi- 
cación, con  el  informe  de  la  Autoridad  que  impuso  la 
multa,  confirme,  modifique  ó  revoque  dicha  providen- 
cia cuya  superior  resolución  será  ejecutada  sin  ulterior 
recurso. — Ari*.  41  y  42.  (1) 


(1 )  Las  demás  disposiciones  de  la  Ley  se  refieren  al  procedimiento  ante 
la  Autoridad  judicial  ordinaria  en  las  causas  por  los  delitos  que  se  expresan 
en  su  artículo  2? 


CAPITULO  III. 


Del  bandolerismo  y  vagancia. 

612.  Legislación  vigente. — Es  la  Ley  de  8  ele 
Enero  de  1877,  hecha  extensiva  áesla  Isla  por  R.  De- 
creto de  17  de  Octubre  de  1879.  Indicaremos  sus 
principales  disposiciones. 

Tan  luego  como  se  verifique  el  secuestro  de  una  ó 
mas  personas  en  cualquiera  de  las  seis  Provincias  de 
ia  Isla,  se  aplicará  en  ella  y  en  las  limítrofes  que  se 
consideren  en  caso  análogo,  la  penalidad  y  el  procedi- 
miento objeto  de  la  Ley,  previa  declaración  del  Go- 
bernador General  de  acuerdo  con  la  Junta  de  Autori- 
dades y  dando  cuenta  al  Gobierno  de  S.  M. 

Los  que  promuevan  ó  ejecuten  un  secuestro  y  los 
que  concurran  á  la  comisión  del  delito  con  actos  sin 
los  cuales  no  hubiera  podido  realizarse,  son  castigados 
con  pena  de  cadena  perpetua  ó  muerte. 

El  conocimiento  de  estos  delitos  corresponde  exclu- 
sivamente á  un  Consejo  de  guerra  permanente,  que 
debe  constituirse,  llegado  el  caso,  en  cada  Provincia. 

613.  Vagancia. — Se  entienden  por  vagos  á  los 
que  no  posean  bienes  ó  rentas,  ni  ejercen  habitual- 
mente  profesión,  arte  ú  oficio,  ni  tienen  empleo,  des- 
tino, industria,  ocupación  lícita  ó  algún  otro  medio 
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legítimo  y  conocido  de  subsistencia,  por  más  que  sean 
casados  y  con  domicilio  fijo. — Art.  69  de  dicha  Ley  y 
10  del  Código  penal,  párrafo  25. 

614.  Juntas  de  vagancia. — En  cada  Provincia 
existe  constituida  una  Junta  compuesta  del  Goberna- 
dor, Presidente,  del  Comandante  General,  del  Juez 
decano  de  1*  Instancia,  del  Jefe  de  la  Guardia  civil  y 
de  dos  Diputados  provinciales.  Esta  Junta  puede  fi- 
jar, durante  un  año,  el  domicilio  de  los  vagos  y  gente 
de  mal  vivir. — Art.  6?  ya  citado. 


CAPITULO  IV. 


De  los  establecimientos  insalubres,  peligrosos  é  incómodos. 


615.  Legislación  vigente. — El  reglamento  apro- 
bado por  R.  O.  de  7  de  Mayo  de  1859: 

616.  Clasificación  de  los  establecimientos. — 

Se  consideran  insalubres  aquellos  que  por  las  condi- 
ciones que  ordinariamente  acompañan  á  la  industria  á 
que  se  destinan,  puedan  afectar  más  ó  ménos  grave- 
mente á  la  salubridad  pública. 

Se  consideran  peligrosos  los  que  son  susceptibles  de 
causar  daños  materiales  á  la  seguridad  de  las  personas 
y  á  las  propiedades. 

Son  incómodos  los  que  ordinariamente  producen 
molestia  ó  incomodidad  á  las  habitaciones  contiguas. 

617.  Requisitos  para  su  apertura. — Ha  de  so- 
licitarse autorización  al  Gobernador  de  la  Provincia  ó 
al  Alcalde,  según  el  caso. 

En  la  instancia  debe  designarse  la  industria  á  que 
el  establecimiento  se  ha  de  dedicar,  los  procedimien- 
tos que  han  de  emplearse  y  el  lugar  en  que  ha  de  fun- 
darse. 

Debe  acompañarse  plano  demostrativo  del  sitio  y  de 
la  distancia  que  separa  el  establecimiento  del  períme- 
tro de  la  población  y  habitaciones  y  diseño  del  local. 
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618.  Requisitos  para  la  concesión. — La  solici- 
tud debe  publicarse  en  el  Boletín  Oficial  de  la  Provin- 
cia para  que  los  que  se  consideren  perjudicados  recla- 
men en  el  término  de  quince  dias.  Cerrado  dicho 
plazo,  se  oirá  á  la  Junta  local  de  Sanidad,  y  se  decre- 
tará luego  la  concesión  ó  su  negativa,  en  resolución 
fundada.  Los  interesados  pueden  alzarse  para  ante  el 
Gobierno  General.  Contra  la  decisión  de  éste  proce- 
de la  vía  contencioso-administrativa. 

619.  Situación  de  los  establecimientos  peli- 
grosos.— Se  colocarán  dentro  ó  fuera  del  perímetro 
de  las  poblaciones,  pero  en  puntos  poco  habitados  y 
alejados  de  los  centros  de  las  mismas  y  que  se  desig- 
narán en  cada  caso,  teniendo  en  cuenta  las  circunstan- 
cias de  la  industria  de  que  se  trate  y  la  naturaleza  y 
entidad  de  los  peligros  que  presentare. 

620.  Situación  de  los  establecimientos  insa- 
lubres é  incómodos. — Los  insalubres  se  colocarán 
fuera  de  las  poblaciones  y  á  una  distancia  del  períme- 
tro de  las  mismas  y  toda  habitación  que  no  bajará  de 
160  metros;  y  los  incómodos  he  colocarán  indistinta- 
mente en  el  interior  ó  exterior  de  las  poblaciones,  si 
bien  en  la  localidad  y  con  las  condiciones  que  deter- 
minase la  Autoridad. 

621.  Caducidad  de  los  permisos  y  cierre  de 
los  establecimientos. — Las  licencias  caducan: 

1?  Por  no  hacer  uso  de  ellas  en  el  espacio  de  tres 
meses. 

2?  Por  interrumpirse  sus  trabajos  por  más  de  un 
año. 

3?  Por  levantar  el  establecimiento  del  punto  que 
se  designó  en  la  concesión. 

En  el  caso  de  que  alguno  de  los  establecimientos 
insalubres  ó  peligrosos  presente  graves  é  irreparables 
inconvenientes  para  la  salubridad  pública  ó  seguridad 
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del  vecindario  se  mandará  cerrar  por  el  Gobernador 
General. 

Para  adoptar  esta  resolución  es  indispensable  formar 
expediente,  oir  al  Consejo  de  Administración,  tasar 
daños  y  perjuicios  é  indemnizarlos. 

Cuando  el  cierre  del  establecimiento  fuere  urgente 
podrá  decretarse  ántes  de  la  tasación  é  indemnización. 

Se  consideran  daños  y  perjuicios  las  pérdidas  rea- 
les y  positivas  ocasionadas  por  la  medida  gubernativa. 


12 


CAPITULO  V. 


De  los  juegos,  rifas  y  espectáculos  públicos. 


622.  Riñas  de  gallos. — Con  arreglo  á  la  circu- 
lar de  28  de  Abril  de  1865,  aclaratoria  de  las  de  21 
de  Noviembre  de  1855  y  22  de  Setiembre  de  1861, 
no  pueden  tener  lugar  más  que  los  domingos  y  demás 
dias  de  fiesta  entera,  general  ó  local,  contándose  entre 
los  últimos  los  de  patrono  de  cada  pueblo;  por  lo  que 
dispuso  el  Gobierno  General  en  14  de  Febrero  de 
1879,  que  no  se  hicieran  gestiones  ni  se  diera  curso  á 
solicitudes  pidiendo  lidias  extraordinarias  de  gallos  por 
laudable  ó  justificado  que  pudiera  parecer  el  motivo 
que  se  expusiera.  Esta  disposición  se  recordó  en  12 
de  Abril  de  1879.  En  10  de  Enero  de  1882  se  reiteró 
el  exacto  cumplimiento  de  las  disposiciones  vigentes 
en  esta  materia.  Las  lidias  de  gallos  constituyen  un 
verdadero  azote  para  la  moralidad  y  los  intereses  bien 
entendidos  del  pueblo.  Vician  las  costumbres,  per- 
vierten y  endurecen  los  sentimientos,  son  contrarias  á 
la  virtud  de  la  previsión  y  del  ahorro,  produciendo  el 
malestar  y  la  ruina  en  las  familias.   Todo  reclama  im- 
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penosamente  la  supresión  absoluta  é  inmediata  de 
juego  tan  inhumano  y  pernicioso. 

623.  Rifas. — En  Decretos  de  9  de  Diciembre  de 
1870  y  1?  de  Marzo  de  1872,  aprobados  por  el  Go- 
bierno General  de  la  Isla,  se  establecen  las  siguientes 
reglas: 

Ia  No  puede  tener  lugar  rifa  alguna  sin  prévio 
permiso  del  Gobernador  General,  oyendo  á  las  ofici- 
nas de  Hacienda. 

2a  Ha  de  solicitarse  el  permiso  expresándose  los 
objetos,  su  valor,  el  sorteo  á  que  ha  de  ajustarse,  el 
precio  de  cada  billete,  la  subdivisión  de  estos  y  la  su- 
ma total  que  han  de  producir. 

En  el  caso  de  ajustarse  las  rifas  á  los  sorteos  de  la 
loteria,  porque  los  interesados  prefieran  establecer 
bazares  ú  otra  forma  cualquiera  para  hacerlas,  deberá 
presentarse  explicado  el  plan  de  las  rifas  con  todos  sus 
detalles,  quedando  en  la  potestad  del  Gobierno  exigir 
si  fuese  necesario  fianza  que  garantice  el  resultado  de 
Ja  operación. 

3R  Sólo  se  concederá  permiso  á  personas  de  arrai- 
go y  de  antecedentes  satisfactorios,  siempre  que  se 
contraiga  la  solicitud  á  objetos  de  que  los  interesados 
quieran  desprenderse. 

4a  La  Hacienda  Publica  tiene  derecho  al  10  p% 
íntegro  del  valor  total  de  los  billetes  que  se  expidan 
para  cada  rifa,  sea  ó  no  ajustada  á  los  sorteos  de  la 
loteria. 

5a  En  ningún  caso  se  admitirá  reclamación  sobre 
la  cuota  pagada  á  la  Hacienda  aunque  la  rifa  no  se 
efectué.  Si  se  pretendiese  celebrarla  de  nuevo,  apla- 
zarla, ó  expedir  nuevos  billetes,  volverán  á  pagarse  los 
derechos  á  la  Hacienda. 

6a    Los  objetos  que  se  rifaren  sin  permiso  del  Go- 
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bierno  caerán  en  comiso  y  su  valor  será  aplicado  al 
tesoro,  concediéndosele  la  tercera  parte  al  denuncia- 
dor y  entregándose  á  los  culpables  á  los  Tribunales  de 
justicia. 

7-1  El  que  fuese  aprehendido  expendiendo  billetes 
de  rifa  sin  permiso  ó  sin  contramarca  oficial,  incurrirá 
en  la  multa  del  cuádruplo  del  valor  total  que  represen- 
ten sin  perjuicio  del  procedimiento  criminal. 

8?  Se  prohibe  á  todos  los  impresores  y  litógrafos 
imprimir  ó  litografiar  billetes  ó  papeletas  para  rifas, 
sin  que  se  les  presenten  órden  expresa  de  la  Autori- 
dad bajo  las  mismas  multas  y  responsabilidades  que  se 
indican  en  la  regla  anterior, 

En  la  misma  pena  incurrirán  los  impresores  y  litó- 
grafos que  alterasen  el  número  ó  cualquiera  de  las 
condiciones  de  los  billetes  aprobados. 

9^  Puede  autorizarse  la  celebración  de  bazares 
cuando  se  destina  una  parte  de  sus  productos  á  obras 
piadosas  ó  de  utilidad  general.  • 

Por  Resolución  del  Gobierno  General  de  31  de 
Agosto  de  1878  se  ha  dispuesto  que  los  expedientes 
para  rifas  y  bazares  se  preparen  en  los  Gobiernos  de 
Provincia  hasta  que  falte  el  trámite  de  oir  á  la  Ha- 
cienda y  que  en  ese  estado  se  envíen  al  Gobierno  Ge- 
neral para  la  resolución  definitiva. 

624.  Férias  y  diversiones  públicas. — Por  Re- 
solución del  Gobierno  General  de  1?  de  Agosto  de 
1881  se  recuerda  la  observancia  de  las  circulares  de 
24  de  Enero  de  1860  y  22  de  Setiembre  de  1861  so- 
bre férias  y  diversiones  públicas  y  conforme  á  las  que 
es  necesario  el  próvio  permiso  de  la  Autoridad  local  y 
la  existencia  de  un  motivo  que  las  justifique. 

625.  Espectáculos  públicos. — Reglamentos  es- 
peciales determinan  las  condiciones  necesarias  para  la 


conservación  del  orden  en  los  locales  destinados  á  es- 
pectáculos públicos.  Así,  hay  Reglamento  especial 
para  Teatros  y  Reglamento  especial  para  Plaza  de 
toros.  (1) 


(1)  De  la  persecución  y  castigo  de  juegos  prohibidos  no  conoce  ya  la 
Autoridad  gubernativa  en  razón  á  constituir  un  delito  que  el  Código  penal 
castiga.  Los  Tribunales  de  justicia  son,  pues,  los  únicos  competentes.  Cir- 
cular de  la  Audiencia  de  la  Habana  de  4  de  Febrero  de  1881. 


CAPITULO  YI. 


De  las  armas  permitidas  y  prohibidas. 


626.  Armas  permitidas. — Previa  licencia  expe- 
dida por  el  Gobernador  de  la  Provincia  respectivo, 
pueden  portarse  armas  de  fuego  largas,  pistolas  de 
arzón,  revólvers  de  igual  tamaño,  espada  ó  sable  de 
marca.  Las  licencias  expedidas  serán  válidas  en  toda 
la  Isla  en  caso  de  viaje.  Resoluciones  del  Gobierno 
General  de  6  de  Mayo  de  1854,  21  de  Marzo  de  1862, 
22  de  Setiembre  de  1870  y  20  y  30  de  Enero  de  1879. 

Los  mayorales  y  demás  operarios  blancos  de  las  fin- 
cas de  campo  podrán  dentro  de  ellas  portar  machetes 
y  otras  armas  permitidas;  pero  fuera  sólo  deberán 
llevar  el  machete  ceñido  á  ¡acintura. 

Se  prohibe,  sin  embargo,  en  poblado  no  yendo  á 
caballo  y  en  todas  las  reuniones  de  campo. — Art.  145 
y  149  del  bando  de  buen  Gobierno. 

627.  Armas  prohibidas. — Pistolas,  trabucos,  ca- 
rabinas, bastones  escopetas  ó  de  pistola,  estoques  y 
toda  hoja  oculta  en  bastón,  rejones,  almaredas,  jiferos, 
puñales,  navajas,  la  bayoneta  en  escopeta  de  caza,  da- 
ga, sables  ó  cuchillos  de  monte  menor  de  cuatro  pal- 
mos, y  por  último,  todo  cuchillo  de  punta,  chico  ó 
grande. 
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Está  prohibido  también  el  uso  del  manatí  ú  otras 
sustancias  animales  flexibles,  capaces  de  producir  gra- 
ve daño  con  su  percusión,  bajo  pena  de  50  pesos  de 
multa. — Art.  74  del  bando  d.e  Gobernación  y  Policía 
y  Resolución  de  6  de  Mayo  de  1854. — Por  disposición 
del  Gobierno  General  de  6  de  Mayo  de  1854  que  se 
acaba  de  citar,  se  establecen  como  penas,  multa  de  10 
á  25  pesos,  según  las  circunstancias  ó  la  prisión  co- 
rrespondiente, y  el  máximum  en  caso  de  reincidencia, 
ó  bien,  el  procedimiento  á  que  hubiere  lugar.  (1) 


(1 )  Por  el  artículo  599  del  Código  penal  se  castiga  con  la  pena  de  15  á 
125  pesetas  de  multa  á  los  que  cometieren  la  falta  de  usar  armas  sin  licen- 
cia, lo  cual  hace  creer  que  la  Autoridad  gubernativa  carece  hoy  de  las  atri- 
buciones que  á  este  respecto  le  confieren  las  disposiciones  administrativas. 


CAPITULO  VIL 


De  las  Cárceles  y  Presidios. 


SECCION  I. 

CÁRCELES. 


628.  Legislación  vigente. — Reglamento  de  23 
de  Diciembre  de  1852. 

629.  Dependencia  de  las  Cárceles. — El  Jefe 
Superior  de  las  mismas,  es  el  Gobernador  General. 

630.  Juntas  de  Cárceles. — Para  su  mejor  cui- 
dado é  inspección  ha  de  constituirse  en  cada  pueblo 
una  Junta  inspectora,  compuesta  del  Alcalde,  del  Re- 
gidor diputado  de  Cárcel,  del  Párroco,  si  hubiere  mas 
de  uno,  el  de  la  parroquial  mayor  y  de  tres  vecinos 
honrados  y  caritativos  nombrados  por  el  Gobernador 
General. 

631.  Atribuciones. — 1?  Hacer  que  el  Alcaide 
y  demás  empleados  cumplan  puntualmente  con  sus 
respectivos  deberes. 

2*  Cuidar  de  que  los  encarcelados  estén  vestidos, 
aseados,  alimentados  y  bien  tratados. 
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3*  Cuidar  de  que  no  falten  camas,  asientos,  luz  y 
agua. 

4?  Promover  y  establecer  talleres  de  artes  mecá- 
nicas para  que  los  presos  que  tengan  oficio  lo  ejerciten 
y  el  que  nó,  lo  aprenda. 

5^  Establecer  escuela  de  doctrina  cristiana,  lectu- 
ra y  escritura. 

6*    Administrar  fondos. 

632.  Condiciones  que  deben  reunir  las  Cár- 
celes,— Estar  aisladas,  ser  seguras,  fuertes,  de  muros 
altos,  secas,  ventiladas  y  claras  en  todas  sus  piezas; 
constar  cada  departamento  de  dimensiones  proporcio- 
nadas al  número  de  presos  y  clases  que  respectiva- 
mente haya  de  contener  á  la  vez;  tener  patios  y  algi- 
bes,  con  llaves  de  agua;  lavadero,  lugares  excusados  y 
baño. 

633.  Clasificación  de  las  Cárceles. — Se  divi- 
den en  cuatro  clases:  á  la  primera  pertenecen  las  de 
la  Habana,  Puerto  Príncipe  y  Santiago  de  Cuba  (ca- 
pitales de  los  antiguos  Departamentos;)  á  la  2*,  las  de 
Matánzas,  Cárdenas,  Santa  Clara,  Trinidad,  Sancti- 
Spíritus,  Cienfuegos,  San  Juan  de  los  Remedios,  Ba- 
yamo  y  Pinar  del  Rio;  á  la  3?  las  de  Baracoa,  Holguin, 
Manzanillo,  Guanabacoa,  Güines,  San  Antonio,  Beju- 
cal, Mariel  y  Sagua;  y  á  la  4^  las  de  los  demás  pue- 
blos y  villas. 

634.  Alcaide. — Es  el  Jefe  de  la  Cárcel;  custodia 
de  sus  llaves,  de  la  seguridad,  órden  y  buen  trato  de 
los  presos  bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad,  To- 
dos los  empleados  están  bajo  sus  órdenes. 

Responde  de  cualquier  abuso  que  se  cometa  dentro 
del  recinto  de  la  Cárcel,  si  no  lo  evitase  ó  corrigiese. 

Participa  al  Inspector  de  mes  lo  que  ocurra  digno 
de  atención.  Vigila  el  exacto  cumplimiento  de  las 
contratas  de  suministros. 

13 
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No  puede  admitir  preso  alguno  sin  orden  escrita  de 
Juez  ó  empleado  que  tenga  autoridad  de  prender,  ni  le 
soltará  sin  la  órden  de  libertad  del  Juez. 

635.  Nombramiento. — El  Gobernador  General, 
pré*via  convocatoria,  y  á  propuesta  en  terna  del  Go- 
bernador Civil  de  la  Provincia  respectiva,  nombra  á 
los  Alcaides. — Resolución  del  Gobierno  General  de 
28  de  Enero  de  1879. 

636.  Libro  de  entradas  y  salidas. — El  Alcaide 
debe  llevar  un  libro  en  folio  de  entradas  y  salidas  que 
llenará  el  escribiente,  donde  le  haya,  dejando  un  blan- 
co marginal  de  la  mitad  de  cada  pliego. 

En  la  otra  mitad  se  asentarán  por  órden  de  fechas 
las  entradas  de  los  presos,  expresándose  en  cada  asien- 
to el  nombre  y  apellidos  del  preso,  apodo  ó  sobrenom- 
bre, si  lo  tuviese,  su  naturalidad,  vecindad,  estado, 
edad,  ejercicio,  motivo  de  la  prisión,  persona  que  lo 
condujo,  Autoridad  que  dispuso  su  arresto,  el  Juez  y 
Escribano  de  la  causa. 

637.  Presos. — El  capítulo  69  se  ocupa  de  los  pre- 
sos. Determina  los  actos  á  que  están  sometidos  (re- 
gistro;) de  sus  deberes  (respeto,  obediencia  y  sumi- 
sión; órden  y  compostura;)  actos  que  se  les  permiten 
(leer,  escribir,  recibir  visitas,  otorgar  documentos, 
ocuparse  de  cualquier  estudio  ó  manufactura  lícita, 
vender  y  comprar;)  de  las  condiciones  de  aseo,  limpie- 
za y  comodidad;  de  las  horas  de  comer,  recibir  visitas, 
recojerse  y  levantarse;  de  los  incomunicados;  de  la 
asistencia  á  la  Escuela  los  presos  menores  de  25 
años,  etc. 

638.  Enfermerías. — En  Cárceles  de  1*  y  2?  cla- 
se deben  establecerse  enfermerías,  situándolas  conve- 
nientemente, distribuyéndolas  y  acondicionándolas  de 
modo  que  á  juicio  de  los  facultativos,  satisfagan  á  sus 
fines,  teniéndose  presente  en  su  distribución,  el  caso 


de  poder  pasar  á  su  recinto  algún  enfermo  incomuni- 
cado. 

639.  Régimen  carcelario. — Harto  defectuoso 
es  el  régimen  que  en  las  Cárceles  de  esta  Isla  existe. 

Confundidos  están  los  que  se  encuentran  tan  solo 
arrestados,  los  que  están  sujetos  á  la  prisión  provisio- 
nal y  los  que  extinguen  una  condena,  creándose  así 
relaciones  de  que  resulta  las  mas  de  las  veces  que  el 
bueno  se  trueque  en  malo  y  el  malo  se  haga  peor  y 
obligando  á  personas  cuya  culpabilidad  no  está  decla- 
rada á  vivir  sometidas  á  las  mismas  reglas  que  los  ya 
sentenciados.  Ni  el  aislamiento  prudente  y  necesario 
se  practica,  ni  se  encuentra  organizado  el  trabajo. 

No  es  maravilla,  por  tanto,  que  en  nuestras  Cárce- 
les ocurran  graves  desórdenes,  se  perpetren  delitos  y 
tengan  los  vicios  mas  repugnantes,  oportunidades  so- 
bradas para  ejercer  su  pernicioso  influjo  y  su  acción 
disolvente  de  todo  principio  de  moralidad,  dignidad 
personal  y  decoro  en  las  relaciones  sociales. 


SECCION  II. 

TRESIDIOS. 


640.  Legislación  vigente. — Reglamento  de  31 
de  Marzo  de  1854. 

641.  Dependencia  del  ramo. — La  Autoridad 
Superior  radica  en  el  Gobernador  General. 

642.  Número  de  presidios. — Hay  dos  en  esta 
Isla,  llamados  ((departamentales:»  el  de  la  Habana  y  el 
de  Santiago  de  Cuba.  En  ellos  extinguen  sus  conde- 
nas los  sentenciados. 
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643.  Organización. — (1)  Al  frente  del  Presidio 
de  la  Habana,  hay  un  Comandante  caracterizado  al 
ménos  con  el  grado  de  Jefe  en  el  Ejército.  Hay  ade- 
más un  segundo  encargado  del  Detall,  con  el  grado  de 
Capitán,  un  subalterno  que  ejerce  las  funciones  de 
Ayudante  habilitado,  un  Capellán  y  un  Cirujano. 

El  de  Cuba,  no  tiene  mas  que  un  Comandante  de  la 
clase  de  Capitán  y  un  subalterno  Ayudante,  encargado 
del  Detall 

Los  Presidios  están  divididos  en  «brigadas»  de  cien 
hombres.  Cada  una  tiene  un  «capataz»  de  brigada  de 
1*  clase  y  otro  de  2?  procedentes  de  Sargentos  licen- 
ciados del  Ejército,  con  buenas  notas. 

644.  Gobierno  interior  y  disciplina. — I.  De- 
beres del  presidiario. — Obediencia  á  todos  los 
superiores,  asiduidad  en  los  trabajos  á  que  fuere  des- 
tinado; moderación  y  compostura  en  acciones  y  pa- 
labras. 

No  puede  usar  de  otro  vestido  que  del  reglamenta- 
rio, ni  tomar  bebidas  espirituosas,  ni  hablar  sino  por 
corto  rato  con  las  personas  extrañas  al  Presidio,  prévio 
permiso  del  encargado  de  la  custodia;  ni  mudar  de 
sitio  en  el  dormitorio,  sin  permiso  del  cabo. 

645.  II. — Escuadras. — Cada  brigada  se  divide 
en  cuatro  escuadras,  según  las  fuerzas  que  tengan. 

Al  frente  de  cada  una  de  ellas  hay  dos  «cabos»  de 
la  clase  de  presidiarios  pero  sin  prisiones. 

Para  obtener  el  cargo  han  de  haber  cumplido  con 
buena  é  irreprensible  conducta  lo  ménos  la  tercera 
parte  de  su  condena  en  los  que  tengan  de  uno  á  cuatro 
años  y  la  mitad  los  que  la  tuvieren  de  mas  tiempo. 

646.  III. — Galeras. — Denomínanse  así  los  dor- 


(1)  Por  Decreto  del  Gobierno  General  de  24  de  Julio  de 
mida  la  "Inspección  general  de  Presidios." 


1878  fué  supri- 
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mitorios  de  los  presidiarios.  Están  bajo  la  custodia 
de  los  llamados  «presidentes  de  galera»  que  pertene- 
cen á  la  clase  de  cabo.  Los  de  vara  están  á  sus  ór- 
denes. 

647.  IV. — Escolta  fija. — Tiene  por  objeto  la 
vigilancia  de  los  presidiarios,  cortando  todo  género  de 
distracciones  y  conversaciones  con  los  penados. 

Consta  la  del  Presidio  de  la  Habana  de  cincuenta 
hombres  por  lo  ménos,  que  serán  elegidos  entre  los 
soldados  licenciados  del  Ejército  que  lo  soliciten. 

Su  Jefe  inmediato  es  el  oficial  Ayudante,  por  cuyo 
conducto  deben  todos  los  individuos  hacer  las  recla- 
maciones y  producir  las  quejas  que  creyeren  justas  y 
fundadas. 

648.  Carga  del  Estado. — El  sostenimiento  de 
los  Presidios  corresponde  al  Estado.  Al  efecto  se  in- 
cluye en  los  presupuestos  generales  de  esta  Isla,  la 
partida  correspondiente. 


CAPITULO  ¥111. 


De  las  casas  de  préstamos. 


649.  Legislación  vigente. — El  Reglamento  de- 
finitivo aprobado  por  el  Gobierno  General  de  17  de 
Marzo  de  1882.  Los  preceptos  que  comprende  son 
los  que  á  continuación  se  expresan: 

1?  Para  abrir  una  casa  de  préstamos,  se  solicitará 
de  la  Autoridad  la  licencia  correspondiente  en  la  for- 
ma general  que  lo  hacen  todos  los  establecimientos 
públicos;  y  una  vez  obtenida,  se  presentará  en  la  ofi- 
cina de  la  policía  del  distrito  para  su  anotación. 

29  Las  casas  de  préstamos,  llevarán  la  contabili- 
dad con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  Código  de  Comer- 
cio en  sus  artículos  del  32  al  55,  y  por  la  especialidad 
de  su  giro,  y  conforme  al  art.  570  del  Código  penal, 
tendrán  además  un  libro  talonario  impreso,  en  que 
asentarán  por  orden  numérico  de  operaciones,  todas 
las  que  hagan,  sin  claros  ni  entrerenglonados,  expre- 
sando las  cantidades  prestadas,  los  plazos  ó  intereses, 
los  nombres  y  domicilios  de  los  que  las  reciban,-  según 
su  cédula  de  vecindad,  de  que  tomarán  razón,  y  la  na- 
turaleza y  calidad  y  valor  de  los  objetos  dados  en 
prenda. 
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3?  De  todo  préstamo,  se  entregará  al  interesado 
por  el  prestamista,  la  cédula  ó  resguardo  impreso  que 
previene  el  art.^71  del  mismo  Código  penal,  la  cual 
será  talonaria  igual  á  su  matriz,  y  contendrá  el  mismo 
número  de  órden  del  libro  respectivo. 

4?  Las  casas  de  préstamos  no  podrán  admitir  em- 
peños, adquirir  en  compra,  ni  facilitar  préstamos,  á  los 
menores  de  edad,  soldados  y  patrocinados,  aunque  es- 
tuvieren autorizados  por  sus  padres  ó  tutores,  Jefes  y 
patronos. 

59  Los  prestamistas  cuidarán  de  cumplir  con  toda 
exactitud,  las  prescripciones  de  este  Reglamento, 
puesto  que  son  responsables  civil  y  criminalmente, 
con  arreglo  á  las  Leyes,  de  todo  fraude  que  en  sus  ca- 
sas se  cometan;  y 

69  Las  infracciones  de  este  Reglamento,  serán  co- 
rregidas por  la  Autoridad  gubernativa,  cuando  no  sean 
de  las  comprendidas  en  los  artículos  citados  del  Códi- 
go penal,  pues  en  este  caso,  corresponde  su  califica- 
ción y  castigo  á  los  Tribunales  de  justicia. 


TITULO  III. 


Del  dominio  público. 

650.  Cosas  que  lo  constituyen. — Las  que  per- 
tenecen en  pleno  dominio  á  la  Nación  y  cuyo  uso  com- 
prende á  todo  el  mundo,  no  estando  en  este  concepto 
en  el  comercio  general. 


CAPITULO  I. 


Del  mar  y  sus  playas. 

651.  Legislación  vigente. — La  Ley  de  Aguas 
de  3  de  Agosto  de  1866,  remitida  á  esta  isla  por  R.  O. 
del  mismo  mes  y  año. 

652.  Dominio  nacional  y  uso  público. — Lo 

son: 

l9.  Las  costas  ó  fronteras  marítimas  del  territorio 
con  sus  abras,  ensenadas,  cabos,  radas,  bahias  y  puer- 
tos. 

29  El  mar  litoral,  ó  sea  la  zona  marítima  que  ci- 
ñe las  costas  en  toda  la  anchura  determinada  por  el 
derecho  internacional.  En  esta  zona  dispone  y  arregla 
el  Estado  los  aprovechamientos  así  como  el  derecho  de 
asilo  é  inmunidad,  conforme  á  las  leyes  de  los  tratados 
internacionales: 

30  Las  playas.  Se  entiende  por  playa  el  espacio 
que  alternativamente  cubren  y  descubren  las  aguas  en 
el  movimiento  de  la  marea.  Forma  su  límite  interior  ó 
terrestre  la  línea  basta  donde  lleguen  las  más  altas 
mareas.  Donde  no  fueren  sensibles  las  mareas,  em- 
pieza la  playa  por  la  parte  de  tierra  en  la  línea  adon- 
de llegan  las  aguas  en  las  tormentas  ó  temporales  or- 
dinarios. 

u 
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4?  Los  terrenos  que  se  unen  á  las  playas  por  las 
accesiones  y  aterramientos  que  ocasiona  el  mar. — Ar- 
tículos l9  y  4? 

653.  Servidumbre  de  salvamento. — Las  here- 
dades colindantes  al  mar  están  sometidas  á  dicha  ser- 
vidumbre, que  comprende  una  zona  de  veinte  metros, 
contados  tierra  adentro  desde  el  límite  interio^  de  la 
playa  y  de  la  que  se  hará  uso  público  en  los  casos  de 
naufragio  para  salvar  y  depositar  los  restos,  efectos  y 
cargamentos  de  los  buques  náufragos. — Arts.  8?  y  99 

654.  Servidumbre  de  vigilancia. — A  ella  están 
sometidas  también  las  heredades  colindantes  al  mar  ó 
sus  playas.  Consiste  en  la  obligación  de  dejar  expedi- 
ta una  vía  que  no  excederá  de  seis  metros  de  anchura, 
y  la  cual  se  hallará  dentro  de  la  zona  litoral  terrestre. 
—Arts.  8?  y  10? 

655.  Uso  y  aprovechamiento  de  las  aguas 
del  mar  y  de  sus  playas. — La  navegación  dentro 
del  mar  litoral  ó  de  la  zona  litoral  marítima  es  común 
á  todos  los  buques  nacionales  y  extranjeros  con  suge- 
cion  á  las  leyes  y  reglamentos  especiales  que  se  dicta- 
ren. Las  operaciones  de  carga  y  descarga  en  los  puer- 
tos, en  tanto  que  las  mercancías  y  efectos  se  hallen  á 
flote,  serán  propias  de  las  tripulaciones  de  los  buques 
respectivos  ó  de  los  matriculados  de  mar,  sin  distin- 
ción de  departamentos  marítimos  ni  privativa  de  agre- 
miaciones. 

El  derecho  de  pescar  desde  la  playa  es  del  público 
conforme  á  los  reglamentos  y  policía  del  ramo.  El  de 
pescar  á  flote  en  la  zona  litoral  marítima  es  exclusivo 
de  los  matriculados  ó  mareantes  españoles.  El  uso  de 
las  aguas  del  mar  es  público,  quedando  sugeto  en 
cuanto  á  la  fabricación  de  la  sal  á  lo  que  prescriben 
las  leyes  especiales  de  Hacienda.  Es  también  público 
el  uso  de  las  playas  bajo  la  vigilancia  de  la  Autoridad 
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civil,  sin  que  sea  lícito  hacer  construcción  alguna  en 
ellas  sin  previo  permiso  de  los  Gobernadores  en  las 
capitales  marítimas  y  de  los  Alcaldes  en  los  demás 
pueblos.— Arts.  12,  13,  14,  16,  17,  18  y  19. 


CAPITULO  II. 


De  las  aguas  terrestres. 

656.  Sus  clases. — Pluviales,  vivas,  manantiales 
y  corrientes;  muertas  ó  estancadas  y  subterráneas. 

657.  Dominio  de  las  pluviales. — Pértenecen  al 
dueño  de  un  prédio  las  aguas  pluviales  que  caen  ó  se 
recojen  en  el  mismo  mientras  discurran  por  él;  pero 
pértenecen  al  dominio  público  las  que  discurren  por 
torrentes  ó  ramblas,  cuyos  cauces  sean  del  mismo  do- 
minio público. — Art.  30. 

658.  Dominio  de  las  vivas,  manantiales  y  co- 
rrientes.— Son  de  dominio  público: 

1°    Las  aguas  que  nacen  continua  ó  discontinua- 
mente en  terrenos  del  mismo  dominio. 
29    La  de  los  rios. 

3?  Las  continuas  ó  discontinuas  de  manantiales  y 
arroyos  que  corren  por  sus  cáuces  naturales.— Art.  33, 

659.  Dominio  de  las  aguas  muertas  ó  estan- 
cadas.— Son  del  dominio  público  los  lagos  y  lagunas 
formados  por  la  naturaleza  que  ocupan  terrenos  pú- 
blicos.— Art.  44. 

660.  Dominio  de  las  aguas  subterráneas, — 
Pertenecen  al  dueño  de  un  prédio  en  plena  propiedad 
las  aguas  subterráneas  que  en  él  hubiese  obtenido  por 
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medio  de  pozos  ordinarios  cualquiera  que  sea  el  apa- 
rato empleado  para  extraerlas. — Art.  45. 

661.  Pozos. — Todo  propietario  puede  abrir  libre- 
mente pozos  y  establecer  artificios  para  elevar  aguas 
dentro  de  sus  fincas,  aunque  con  ellas  resultasen  amen- 
güadas  las  aguas  de  sus  vecinos.  Deberá,  sin  embargo, 
guardarse  la  distancia  de  2  metros  entre  pozo  y  pozo 
dentro  de  las  poblaciones  y  de  15  metros  en  el  cam- 
po, entre  la  nueva  excavación  y  los  pozos,  estanques, 
fuentes  y  acequias  permanentes  de  los  vecinos.  La  au- 
torización para  abrir  pozos  ordinarios  ó  norias  en  te- 
rrenos públicos  se  conceden  por  los  Ayuntamientos. 
El  que  la  obtenga  adquirirá  plena  propiedad  de  las 
aguas  que  hallare. — Arts.  46  y  47. 

662.  Alumbramientos. — Cuando  se  buscare  el 
alumbramiento  de  aguas  subterráneas  por  medio  de 
pozos  artesianos  ó  por  socavones  ó  galerías,  el  que  las 
hallase  é  hiciese  surgir  á  la  superficie  del  terreno  será 
dueño  de  ellas  á  perpetuidad,  sin  perder  su  derecho, 
aunque  salgan  de  la  finca  donde  vieron  la  luz  cualquie- 
ra que  sea  la  dirección  que  el  alumbrador  quiera  dar- 
les en  todo  tiempo.  Si  el  dueño  de  las  aguas  alum- 
bradas no  constituye  acueducto  para  ellas  en  los 
prédios  inferiores  que  atraviesen,  sino  que  las  dejase 
abandonadas  á  su  curso  natural,  entónces  entrarán  los 
dueños  de  estos  prédios  á  disfrutar  del  derecho  even- 
tual que  se  concede  respecto  de  los  manantiales  natu- 
rales superiores. 

El  dueño  de  cualquier  terreno  puede  alumbrar  y 
apropiarse  plenamente  por  medio  de  pozos  artesianos 
y  por  socavones  ó  galerías  las  aguas  que  existen  debajo 
de  la  superficie  de  su  finca,  con  tal  que  no  distraiga  ó 
aparte  aguas  públicas  de  su  corriente  natural.  Por 
regla  general,  cuando  amenazare  peligro  inminente  de 
que  un  pozo  artesiano  ó  un  socavón  ó  galería  distraiga 
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ó  merme  las  aguas  de  una  fuente  ó  de  una  corriente 
destinadas  al  abastecimiento  de  una  población  ó  riegos 
existentes,  se  suspenderán  las  obras  siempre  que  fue- 
sen denunciadas  por  el  Ayuntamiento  ó  por  la  mayoría 
de  los  regantes. 

Si  del  reconocimiento  por  dos  peritos  nombrados 
por  las  partes  y  tercero  en  discordia  según  el  derecho 
común,  resultare  existir  el  peligro  inminente,  no  po- 
drán continuarse  las  labores,  sino  que  se  declarará 
por  el  Gobierno  anulada  la  concesión. 

Las  labores  mencionadas  no  podrán  ejecutarse  á 
menor  distancia  de  40  metros  de  edificios  ajenos,  ni  de 
un  ferro-carril  ó  carretera,  ni  á  menos  de  100  metros 
de  otro  alumbramiento  ó  fuente,  canal  ó  acequia  ó 
abrevadero  público,  sin  la  licencia  correspondiente  de 
los  dueños,  ó  en  su  caso  de  los  Ayuntamientos,  prévia 
formación  de  expediente;  ni  dentro  de  la  zona  de  los 
puntos  fortificados,  sin  permiso  de  la  Autoridad  mi- 
litar. 

Tampoco  podrán  efectuarse  dentro  de  una  perte- 
nencia minera,  sin  preVia  estipulación  de  resarcimiento 
de  perjuicios.  Si  no  hubiere  avenencia,  fijará  las  con- 
diciones de  la  indemnización  la  Autoridad  administra- 
tiva, preVio  informe  de  peritos  nombrados  ai  efecto. — 
Arts.  48,  49  y  50. 

663.  Calicatas. — (1)  Nadie  puede  hacer  calica- 
tas en  busca  de  aguas  subterráneas  en  terrenos  de 
propiedad  particular  sin  expresa  licencia  de  sus  dueños. 
Para  hacerlas  en  terrenos  del  Estado  ó  del  común  de 
algún  pueblo  se  necesita  la  autorización  del  Goberna- 
dor de  la  Provincia. 

Sin  embargo,  cuando  la  negativa  del  dueño  del  te- 

(1)  Investigaciones  en  busca  de  aguas  ó  minas.  De  calar,  ahondar,  y 
catar;  mirar  con  cuidado:  cala  y  cata,  ahonda  y  mira. — Barcia,  Dicciona- 
rio etimológico. 
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rreno  contrariase  fundadas  esperanzas  de  hallazgos  de 
aguas,  según  criterio  pericial,  podrá  el  Gobernador, 
oidas  las  razones  en  que  se  funde  la  negativa,  conce- 
der el  permiso  limitado  á  tierras  incultas  y  de  secano; 
siendo  las  de  regadío,  jardines  y  parajes  cercados  ex- 
clusiva de  los  dueños  la  concesión,  sin  recurso  alguno 
contra  su  negativa. — Art.  51. 

En  la  solicitud  para  las  calicatas  ó  investigaciones 
se  expresará  el  paraje  que  se  intenta  explorar  y  la 
extensión  superficial  del  terreno  para  las  operaciones. 
El  Gobernador  de  la  Provincia,  prévios  los  trámites 
que  establezca  el  reglamento,  concederá  ó  negará  la 
autorización,  la  cual  se  entenderá  siempre  salvo  el  de- 
recho de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  tercero,  en  lo 
que  sea  extraño  á  los  resultados  fortuitos  del  alum- 
bramiento.— Art.  52. 

Las  limitaciones  contenidas  en  los  artículos  49  y  50, 
respecto  al  dueño  de  un  terreno,  son  también  aplica- 
bles á  las  autorizaciones  ciue  concede  la  Administra- 
cion  en  los  del  Estado  ó  del  común. — Art.  53. 

A  toda  autorización  para  calicatas  precederá  siem- 
pre la  constitución  de  un  depósito  en  metálico  de  100 
á  2,000  escudos,  según  los  casos,  ó  en  su  equivalencia 
en  papel  de  la  Deuda  del  Estado,  para  responder  de 
los  daños  y  perjuicios  que  se  ocasionaren,  y  de  la  re- 
posición de  las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían  antes, 
si  no  se  llevase  á  cabo  el  alumbramiento. — Art.  54. 

Al  otorgarse  la  autorización  para  calicatas,  se  de- 
marcará una  zona  paralelográmica,  dentro  de  la  cual 
nadie  podrá  hacer  iguales  esploraciones.  La  dimen- 
sión de  esta  zona  será  mayor  ó  menor,  según  la  cons- 
titución y  circunstancias  del  terreno;  pero  nunca  exce- 
derá para  socavones  ó  galerías,  de  la  superficie  de 
cuatro  hectáreas.  Un  mismo  individuo  podrá  obtener, 
á  la  vez  ó  sucesivamente,  la  autorización  para  diver- 
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sas  zonas,  cumpliendo  respecto  de  cada  una  con  las 
condiciones  del  art.  54  y  demás  de  esta  Ley. 

Dentro  de  seis  meses,  contados  desde  que  se  conce- 
da la  autorización  para  calicatas,  formalizará  el  conce- 
sionario la  solicitud  para  la  realización  de  su  proyecto, 
acompañando  una  memoria  explicativa.  Instruido  el 
expediente  en  los  términos  que  establezca  el  regla- 
mento y  anunciando  el  proyecto  en  el  Boletín  Oficial, 
lo  resolverá  el  Gobernador,  oido  el  Ingeniero  Jefe  del 
ramo  de  Minas  en  la  Provincia  ó  distrito  y  dando  par- 
te al  Gobierno. — Art.  56. 

Terminados  los  trabajos  del  alumbramiento  dentro 
de  los  plazos  señalados  en  la  concesión,  se  expedirá  el 
correspondiente  título  de  propiedad  de  las  aguas  ha- 
lladas.— Art.  57. 

Los  que  dentro  de  los  seis  meses  otorgados  para  las 
operaciones  exploratorias  no  solicitaren  la  concesión 
definitiva,  los  que  no  terminaren  los  trabajos  de  alum- 
bramiento en  el  plazo  señalado  en  la  órden  de  autori- 
zación, y  los  que  después  de  terminados  y  aun  de  ha- 
ber obtenido  el  título  de  propiedad,  dejaren  cegar  las 
obras  é  inutilizarse  las  aguas  halladas,  perderán  los 
derechos  que  hubiesen  adquirido  por  las  respectivas 
autorizaciones  y  concesiones,  las  cuales  podrán  decla- 
rarse caducadas  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte. 

A  la  declaración  de  caducidad  precederá  indispen- 
sablemente la  Audiencia  del  concesionario,  ó  su  cita- 
ción por  edictos  ó  por  los  periódicos  oficiales,  si  se 
ignorase  su  paradero,  pudiendo  prorógarsele  el  plazo 
si  lo  solicitase  y  presentase  fianza  suficiente  á  juicio 
de  la  Administración. — Art.  58. 

664.  Reglas  especiales  para  el  alumbra- 
miento por  medio  de  pozos  artesianos. — l?-  Los 
seis  meses  que  se  conceden  en  los  arts.  56  y  58,  se 
entienden  aquí  para  dar  principio  á  los  trabajos. 
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2C?  No  se  fijará  plazo  para  su  conclusión,  pero  no 
podrán  suspenderse  por  mas  de  4  meses,  bajo  pena  de 
caducidad,  salvo  fuerza  mayor. 

3*  Se  marcará  una  zona  que  podrá  extenderse 
hasta  1,000  hectáreas.  Todas  las  aguas  subterráneas 
llevadas  á  la  superficie  tendrán  para  su  aplicación  el 
derecho  de  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  y  el 
de  la  ocupación  temporal  para  la  construcción  de  sus 
obras  así  superficiales  como  subterráneas. — Art.  59. 

665.  Derecho  de  propiedad  de  los  concesio- 
narios.— Los  concesionarios  de  pertenencias  mineras, 
socavones  y  galerías  generales  de  desagüe  de  minas, 
tienen  la  propiedad  de  las  aguas  halladas  en  sus  labo- 
res mientras  conserven  la  de  sus  minas  respectivas. — 
Art.  60. 

666.  Minados  antiguos. — En  su  prolongación  y 
conservación  continuarán  guardándose  las  distancias 
que  requieren  para  su  construcción  y  explotación  en 
cada  localidad,  respetándose  siempre  los  derechos  ad- 
quiridos.— Art.  61. 

667.  Explotaciones  en  cuencas  ó  valles. — 
Puede  el  Gobierno  hacer  concesiones  para  la  explora- 
ción y  alumbramiento  de  aguas  subterráneas  en  cuen- 
cas ó  valles,  formando  estos  de  extensión  limitada  pol- 
las vertientes  ó  divisorias,  con  la  mira  del  abasteci- 
miento de  las  poblaciones  y  grandes  riegos  ú  otras 
aplicaciones  útiles,  siempre  que  á  juicio  de  facultativos 
no  puedan  perjudicar  á  tercero. — Art.  62. 

668.  Disposiciones  comunes. — Si  las  aguas  so- 
brantes de  las  fuentes,  cloacas  y  establecimientos  pú- 
blicos de  las  poblaciones  hubiesen  sido  aprovechadas 
por  los  dueños  de  los  terrenos  inferiores  el  tiempo  de 
veinte  años,  no  podrán  los  Ayuntamientos  alterar  el 
curso  de  aquellas  aguas  ni  impedir  la  continuación  del 
aprovechamiento  sino  por  causa  de  utilidad  pública 
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debidamente  justificada  y  previa  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios. — Art.  63. 

También  en  las  aguas  alumbradas,  que  por  sobran- 
tes corriesen  libremente  y  fuesen  aprovechadas  por 
los  prédios  inferiores  á  virtud  de  obras  permanentes  ó 
bien  por  división  continua  ó  de  turno  y  tandeo,  por 
tiempo  de  veinte  años  á  ciencia  y  paciencia  del  alum- 
brador dueño  de  ellas,  podrán  los  tales  prédios  infe- 
riores continuar  aprovechándola  indefinidamente. — 
Art.  64. 

Respecto  de  unas  y  otras  aguas,  de  que  tratan  los 
dos  artículos  anteriores,  los  prédios  inferiormente  si- 
tuados que,  por  su  posición  y  mayor  proximidad  al 
nacimiento,  tuviesen  preferencia  para  el  aprovecha- 
miento eventual  sin  ponerlo  en  práctica,  la  perderán 
relativamente  á  los  mas  bajos  y  lejanos,  que  por  espa- 
cio de  un  año  y  un  dia  hubiesen  consecutivamente 
aprovechado  aquellas  aguas,  según  en  los  artículos  41 
y  42  se  dispuso  respecto  de  la  de  manantiales  natura- 
les.—Art.  65. 

669.  Alveo  ó  cáuce  de  las  aguas,  riberas  ó 
márgenes. — Aguas  pluviales. — Alveo  ó  cáuce  na- 
tural de  las  corrientes  de  aguas  pluviales  es  el  terreno 
que  estas  cubren  durante  sus  avenidas  ordinarias,  en 
barrancos,  ramblas  ú  otras  vías  naturales. 

Los  cáuces  naturales  de  que  habla  el  artículo  ante- 
rior y  que  no  son  de  propiedad  privada,  pertenecen  al 
dominio  público. 

Son  de  propiedad  privada,  los  cáuces  naturales  de 
aguas  de  lluvia  que  atraviesan  fincas  de  dominio  pri- 
vado. 

El  dominio  privado  de  los  álveos  de  aguas  pluviales 
no  autoriza  para  construir  en  ellos  obras  que  puedan 
hacer  variar  el  curso  natural  de  las  mismas  en  perjui- 
cio de  tercero,  ó  cuya  destrucción  por  la  fuerza  de  las 
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avenidas  pueda  causar  grave  daño  á  predios,  fábricas 
ó  establecimientos,  fuentes,  caminos  ó  poblaciones  in- 
feriores.—Arts.  66,  67,  68  y  69. 

670.  Arroyos  y  ríos;  álveo  y  riberas. — Alveo 
6  cauce  natural  de  un  arroyo  ó  rio  es  el  terreno  que 
cubren  sus  aguas  en  las  mayores  crecidas  ordinarias. 

Los  álveos  de  todos  los  arroyos  pertenecen  á  los 
dueños  de  las  heredades  ó  de  los  terrenos  que  atra- 
viesan. 

Son  de  dominio  público  los  álveos  en  terreno  públi- 
co, de  los  arroyos  por  donde  corren  aguas  manantiales. 

Corresponden  también  al  dominio  público  los  álveos 
ó  cáuces  naturales  de  los  rios. 

Se  entienden  por  riberas  de  un  rio  las  fajas  ó  zonas 
laterales  de  sus  álveos  que  solamente  son  bañadas  por 
las  aguas  en  las  crecidas  que  no  causan  inundación. 
El  dominio  privado  de  las  riberas  está  sujeto  á  la  ser- 
vidumbre de  tres  metros  de  zona  para  uso  público,  en 
el  interés  general  de  la  navegación,  la  llotacion,  la  pes- 
ca y  el  salvamento. 

Sin  embargo,  cuando  los  accidentes  del  terreno  lo 
exigieren  ó  lo  aconsejaren,  se  ensanchará  ó  se  estre- 
chará la  zona  de  esta  servidumbre,  conciliando  todos 
los  intereses. — Arts.  70,  71,  72  y  7o. 

671.  Lagos,  lagunas  y  charcas:  álveo  y  ori- 
llas.— Alveo  6  fondo  natural  de  los  lagos,  lagunas  ó 
charcas,  es  el  terreno  que  en  ellos  ocupan  las  aguas  en 
su  mayor  altura  ordinaria. 

Corresponden  á  los  dueños  de  las  fincas  colindantes 
los  álveas  de  los  lagos,  lagunas  ó  charcas  que  no  per- 
tenezcan al  Estado,  ó  por  título  especial  de  dominio  á 
algún  particular. 

Las  orillas  de  los  lagos  navegables  que  se  hallen 
cultivadas  no  están  sujetas  á  más  servidumbre  que  á  la 
de  salvamento  en  casos  de  naufragio,  en  los  términos 
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heredades  limítrofes  al  mar.  Se  exceptúan  los  puntos 
que  la  Autoridad  designe  para  embarque  y  desembar- 
que, depósitos  de  barcos  y  demás  operaciones  del  ser- 
vicio de  navegación. — Arts.  74,  75  y  76. 

672.  Accesiones,  arrastres  y  sedimentos  de 
las  aguas. — Los  terrenos  que  fueren  accidentalmen- 
te inundados  por  las  aguas  de  los  lagos  ó  por  los  arro- 
yos, rios  y  demás  corrientes,  continuarán  siendo  pro- 
piedad de  sus  dueños  respectivos. 

Los  cáuces  de  rios  que  queden  abandonados  por  va- 
riar naturalmente  el  curso  de  las  aguas,  pertenecen  á 
los  dueños  de  los  terrenos  en  toda  la  longitud  respec- 
tiva. Si  el  cauce  abandonado  separaba  heredades  de 
distintos  dueños,  la  nueva  línea  divisoria  correrá  equi- 
distante de  unas  y  otras. 

Cuando  un  rio  navegable  ó  flotable,  variando  natu- 
ralmente de  dirección,  se  abra  un  nuevo  cáuce  en  he- 
redad privada,  este  cauce  entrará  en  el  dominio  pú- 
blico. El  dueño  de  la  heredad  lo  recobrará  siempre 
que  las  aguas  volviesen  á  dejarlo  en  seco,  ya  natural- 
mente, ya  por  virtud  de  trabajos  al  efecto. 

Los  cáuces  públicos  que  queden  en  seco  á  conse- 
cuencia de  trabajos  autorizados  por  concesión  especial, 
son  de  los  concesionarios,  á  no  establecerse  otra  cosa 
en  las  condiciones  con  que  aquella  se  hizo. 

Cuando  la  corriente  de  un  arroyo,  torrente  ó  rio  se- 
grega de  su  ribera  una  porción  conocida  de  terreno 
y  la  trasporta  á  las  heredades  fronteras  ó  á  las  inferio- 
res, su  dueño  conserva  su  propiedad. 

Si  la  porción  conocida  de  terreno  segregado  de  una 
ribera  queda  aislada  en  el  cáuce,  continúa  pertenecien- 
do incondicionalmente  á  su  antiguo  dueño.  Lo  mismo 
sucederá  cuando,  dividiéndose  un  rio  en  brazos,  cir- 
cunde y  aisle  algunos  terrenos. 
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Las  islas  que  por  sucesiva  acumulación  de  arrastres 
superiores  se  van  formando  en  los  rios,  pertenecen  á 
los  dueños  de  las  riberas  ú  orillas  más  cercanas  á  ca- 
da una,  ó  á  la  de  ambas  riberas  si  la  isla  se  hallase  en 
medio  del  rio,  dividiéndose  entonces  longitudinalmen- 
te por  mitad.  Si  una  sola  isla  así  formada  distase  de 
una  ribera  más  que  de  otra,  será  únicamente  y  por 
completo  dueño  suyo  el  de  la  ribera  más  cercana. 

Pertenece  á  los  dueños  de  los  terrenos  confinantes 
con  los  arroyos,  torrentes,  rios  y  lagos  el  acrecenta- 
miento que  reciban  paulatinamente  por  la  accesión  ó 
sedimentación  de  las  aguas. 

Los  sedimentos  minerales  quedan  sujetos,  en  cuan- 
to á  su  explotación,  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  minas. 

Cualquiera  puede  recojer  y  salvarlos  animales,  ma- 
deras, frutos,  muebles  y  otros  productos  de  la  indns- 
tria,  arrebatado  por  las  corrientes  de  las  aguas  públi- 
cas ó  sumergidos  en  ellas,  presentándolos  inmediata- 
mente á  la  Autoridad  local,  que  dispondrá  su  depósito 
ó  su  venta  en  pública  subasta  cuando  no  puedan  con- 
servarse. Se  anunciará  en  seguida  el  hallazgo  en  el 
mismo  pueblo  y  limítrofes  superiores;  y  si  dentro  de 
seis  meses  hubiese  reclamación  por  parte  del  dueño, 
se  le  entregará  el  objeto  ó  su  precio,  previo  abono  de 
los  gastos  de  conservación  y  del  derecho  de  salvamen- 
to. Este  derecho  consistirá  en  un  10  p%.  Trascurrido 
aquel  plazo  sin  haber  reclamado  el  dueño,  perderá  es- 
te su  derecho,  y  se  devolverá  todo  á  quien  lo  salvó, 
previo  abono  de  los  gastos  de  conservación. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  no  tendrá  lugar 
desde  el  momento  en  que  el  dueño  de  los  objetos  pro- 
vea á  su  salvamento. 

Las  brozas,  ramas  y  leñas  que  vayan  flotando  en  las 
aguas;  ó  sean  depositadas  por  ellas  en  el  cáuce  ó  ien 
terrenos  del  dominio  público,  son  del  primero  que  las 
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recoje;  las  dejadas  en  terrenos  del  dominio  particular 
ó  sus  riberas  son  del  dueño  de  las  fincas  respec- 
tivas. 

Los  árboles  arrancados  y  trasportados  por  la  co- 
rriente de  las  aguas  pertenecen  al  propietario  del  te- 
rreno á  donde  vinieron  á  parar,  si  no  los  reclaman 
dentro  de  un  mes  sus  antiguos  dueños,  quienes  debe- 
rán abonar  los  gastos  ocasionados  en  recojer  los  árbo- 
les ó  ponerlos  en  lugar  seguro. 

Los  objetos  sumergidos  en  los  cáuces  públicos  siguen 
perteneciendo  á  sus  dueños;  pero  si  durante  un  año 
no  los  extrajeren,  serán  de  las  personas  que  lo  verifi- 
casen, previo  el  permiso  de  la  Autoridad.  Si  ofrecie- 
sen obstáculo  en  perjuicio  de  las  corrientes,  ó  de  la 
viabilidad,  se  concederá  por  la  Autoridad  un  término 
prudente  á  los  dueños;  y  trascurrido  aquel  sin  que  ha- 
gan uso  de  su  derecho,  se  procederá  á  la  extracción 
como  de  cosa  abandonada. 

El  dueño  de  objetos  sumergidos  en  aguas  de  pro- 
piedad particular  solicitará  del  dueño  de  estas  el  per- 
miso para  extraerlos,  cuyo  permiso  no  podrá  negarse 
cuando  se  afiance  la  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios. En  caso  de  negativa,  concederá  el  permiso  la 
Autoridad  local  previa  fianza  á  su  satisfacción  y  bajo 
la  responsabilidad  del  solicitante. — Arts.  77  al  88, 

673.  Obras  de  defensa  contra  las  aguas  pú- 
blicas.— Los  dueños  de  prédios  lindantes  con  cáuces 
públicos  tienen  libertad  de  hacer  plantaciones  en  sus 
respectivas  márgenes  y  riberas  y  poner  defensas  de 
estacadas  contra  las  aguas,  siempre  que  lo  juzguen 
necesario,  dando  de  ello  oportunamente  noticia  á  la 
Autoridad  local.  La  Autoridad,  no  obstante,  podrá, 
después  de  oir  á  los  interesados,  mandar  suspender  ta- 
les1 operaciones,  cuando  por  su  naturaleza  amenacen 
causar  perjuicios  á  la  navegación  ó  flote  de  los  rios, 
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desviar  las  corrientes  de  su  curso  natural  ó  producir 
inundaciones. 

Cuando  las  plantaciones  y  cualquiera  obra  de  defen- 
sa que  se  intente  hayan  de  invadir  el  cáuce,  no  podrán 
ejecutarse  sin  prévia  autorización  del  Gobierno  en  los 
rios  navegables  y  flotables,  y  del  Gobernador  de  la 
Provincia  en  los  demás  rios. 

Al  solicitar  la  autorización,  los  interesados  acompa- 
ñarán un  cróquis  ó  plano,  según  lo  exija  la  importan- 
cia de  la  obra;  y  oidos  los  dueños  de  los  terrenos  co- 
lindantes y  fronterizos  y  el  Ingeniero  de  la  Provincia, 
concederá  el  Gobernador  ó  negará  el  permiso,  en  re- 
solución motivada. — Arts.  89,  90  y  91. 

En  los  cáuces  donde  convengan  obras  costosas,  los 
Gobernadores  concederán  una  autorización  general 
para  que  los  dueños  de  los  prédios  limítrofes,  cada 
cual  en  la  parte  de  cáuce  lindante  en  su  respectiva 
ribera,  puedan  construirlas,  pero  sujetándose  á  las  con- 
diciones que  se  fijen  en  la  concesión  encaminadas  á 
evitar  que  unos  propietarios  perjudiquen  á  otros.  Cuan- 
do las  obras  sean  de  alguna  consideración,  el  Gober- 
nador, á  solicitud  de  los  que  las  promuevan,  podrá 
obligar  á  costearlas  á  todos  los  propietarios  que  hayan 
de  ser  beneficiados  siempre  que  preste  su  conformidad 
la  mayoría,  computada  por  la  parte  de  propiedad  que 
cada  uno  represente  y  que  parezca  completa  y  facul- 
tativamente justificada  la  común  utilidad.  En  tal  caso, 
cada  cual  contribuirá  al  pago  según  las  ventajas  que 
reporte. 

Para  hacer  constar  la  voluntad  de  los  interesados, 
se  reunirán  en  Junta  presidida  por  el  Alcalde  ó  por  la 
persona  que  haya  designado  el  Gobernador  si  intere- 
sare á  varios  pueblos. 

Resultando  mayoría,  ha  de  elegirse  á  pluralidad  de 
votos  una  Comisión  que  forme  el  reparto  de  las  cargas, 
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ocupándose  luego  de  su  recaudación  y  aplicación. — 
Arts.  92,  93  y  94. 

La  ejecución  de  las  obras  se  hará  por  el  sistema  que 
prefiera  la  comunidad,  bajo  la  dirección  de  un  Inge- 
niero, mediante  la  activa  vigilancia  de  la  Comisión,  la 
cual  rendirá  cuenta  justificada  á  sus  comitentes.  Los 
que  se  estimen  perjudicados  por  los  acuerdos  y  actos 
de  la  Comisión,  pueden  acudir  en  queja  al  Gobernador, 
quien  ejercerá  la  alta  inspección  que  le  corresponde. 
— Art.  95. 

Siempre  que  para  precaver  ó  contener  inundacio- 
nes inminentes  sea  preciso  en  caso  de  urgencia  prac- 
ticar obras  provinciales  ó  destruir  las  existentes  en 
toda  clase  de  prédios,  la  Autoridad  administrativa 
local  podrá  acordarlo  desde  luego  bajo  su  responsabi- 
lidad; pero  en  la  inteligencia  de  que  habrán  de  indem- 
nizarse después  las  pérdidas  y  los  perjuicios  ocasiona- 
dos, señalándose  un  5  por  100  anual  de  interés,  desde 
el  dia  en  que  se  causó  el  daño  hasta  que  se  verifique 
la  indemnización. 

El  abono  de  ésta  correrá  respectivamente  á  cargo 
del  Estado,  de  los  Ayuntamientos  ó  de  los  particula- 
res, según  á  quién  pertenezcan  los  objetos  amenaza- 
dos por  la  inundación  y  cuya  defensa  haya  ocasionado 
los  daños. 

Las  obras  locales  estarán  á  cargo  de  los  Ayunta- 
mientos respectivos  y  serán  costeados  por  ellos;  y  por 
el  Estado  los  de  interés  general  necesarias  para  defen- 
der de  inundaciones  las  vías,  establecimientos  públi- 
cos y  territorios  considerables  y  para  conservar  encau- 
zados y  expeditos  los  rios  navegables  ó  flotables.— 
Arts.  96  y  97. 

Cuando  por  efecto  de  las  obras  costeadas  por  el  Es- 
tado ó  por  los  pueblos  hubieren  de  recibir  también 
beneficio  ó  acrecer  las  propiedades  ribereñas,  contri- 
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buirá  la  colectividad  de  los  dueños  de  éstas  con  la  par- 
te proporcional  que  convengan  con  ei  Estado  ó  con  el 
Ayuntamiento.  La  cuota  individual  de  cada  interesa- 
do se  fijará  por  un  perito  nombrado  por  cada  parte  y 
tercero  en  caso  de  discordia,  según  el  derecho  común. 

El  Gobierno  completará  el  estudio  general  de  los 
rios,  para  señalar  con  acierto  los  puntos  donde  con- 
vengan obras  de  encauzamiento  y  defensa  destinadas 
á  preservar  las  heredades,  evitar  inundaciones,  sanear 
encharcamientos  y  mantener  expedita  la  flotación  y 
navegación. — Arts.  98  y  99. 

674.  Desecación  de  lagunas  y  terrenos  pan- 
tanosos.— Los  dueños  de  lagunas  ó  terrenos  pantano- 
sos ó  encharcadizos  que  quieran  desecarlos  ó  sanearlos, 
podrán  extraer  de  terrenos  públicos,  con  permiso  del 
Gobernador,  la  piedra  y  tierra  que  consideren  indis- 
pensable para  el  terraplén  y  demás  obras. 

Cuando  las  lagunas  ó  terrenos  pantanosos  pertenez- 
can á  varios  dueños,  y  no  siendo  posible  la  desecación 
parcial,  pretendan  varios  de  ellos  que  se  efectúe  en 
común,  el  Gobierno  podrá  obligar  á  todos  los  propie- 
tarios á  que  costeen  colectivamente  las  obras  destina- 
das ai  efecto,  siempre  que  esté'  conforme  la  mayoría, 
entendiéndose  por  tal  los  que  representen  mayor  ex- 
tensión de  terreno  saneable.  Si  alguno  de  los  propie- 
tarios resistiese  el  pago  y  prefiriese  ceder  gratuitamen- 
te á  los  condueños  su  parte  de  propiedad  saneable, 
podrá  hacerlo. 

Para  explorar  la  voluntad  de  la  mayoría  se  convo- 
cará á  todos  los  propietarios  á  una  Junta  en  los  tér- 
minos que  establece  el  artículo  94,  observándose  en  su 
celebración  y  en  la  ejecución  de  las  obras  que  se 
acuerden  las  demás  prescripciones  contenidas  en  el 
mismo. 

Si  las  lagunas  ó  parajes  pantanosos  perteneciesen  al 

16 
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Estado  ó  á  algún  común  de  vecinos,  procurará  el  Go- 
bierno que  se  desequen  y  saneen  para  ensanche  de 
terreno  laborable  en  el  país. 

Cuando  se  declarase  insalubre  por  quien  correspon- 
da una  laguna  ó  terreno  pantanoso  ó  encharcadizo, 
procede  forzosamente  su  desecación  ó  saneamiento.  Si 
fuere  de  propiedad  privada,  se  hará  saber  á  los  dueños 
para  que  dispongan  el  desagüe  ó  terraplén  en  un  plazo 
que  se  les  señalará  por  el  Gobierno. 

Si  la  mayoría  de  los  dueños  se  negase  á  ejecutar  la 
desecación,  el  Gobierno  podrá  concederla  á  cualquier 
particular  ó  empresa  que  se  ofreciese  á  llevarla  á  cabo, 
prévia  Real  aprobación  del  proyecto  y  planos. 

El  terreno  saneado  quedará  de  propiedad  de  quien 
hubiese  realizado  la  desecación  ó  saneamiento,  abo- 
nando únicamente  á  los  antiguos  dueños  la  suma  co- 
rrespondiente á  la  capitalización  del  rendimiento  anual 
que  de  tales  pantanos  ó  encharcamiento  perciban. — 
Arts.  100  al  105. 

Si  los  pantanos,  lagos  ó  terrenos  encharcad izos,  de- 
clarados insalubres,  perteneciesen  al  Estado,  y  se  pre- 
sentase quien  se  ofrezca  á  desecarlos  y  sanearlos,  será 
admitida  su  proposición,  mediante  el  abono  por  el  con- 
cesionario del  rendimiento  anual  capitalizado  según  el 
articulo  anterior. 

Si  no  hubiera  quien  se  presentase  á  hacer  proposi- 
ción, ó  esta  fuera  inatendible,  se  dispondrán  por  el 
Gobierno  los  estudios  y  planos  y  se  presentase  quien 
se  ofrezca  á  desecarlos  y  sanearlos,  será  admitida  su 
proposición  mediante  el  abono  por  el  concesionario  del 
rendimiento  anual  capitalizado. 

Si  nadie  se  presentare,  ó  no  fuere  atendible  la  pro- 
posición, se  dispondrán  por  el  Gobierno  los  estudios  y 
planos,  y  se  presentará  un  proyecto  de  Ley  de  sub- 
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vención  del  Tesoro,  mediante  la  cual  se  saque  la  em- 
presa á  pública  subasta. — Art.  106. 

El  peticionario  podrá  reclamar,  si  le  conviniese  la 
declaración  de  utilidad  pública. — Art.  107. 

Cuando  por  efecto  de  la  desecación  pueda  darse 
riego  mediante  el  pago  de  un  cánon,  el  derecho  á  su 
cobro  no  excederá  de  99  años. — Art.  108. 

Las  disposiciones  generales  relativas  á  las  autoriza- 
ciones de  estudios  y  derechos  de  los  que  las  obtengan, 
obligaciones  de  los  concesionarios,  caducidad  de  las 
concesiones  y  reconocimiento  de  las  obras  ejecutadas 
para  el  aprovechamiento  de  aguas  públicas,  asi  como  los 
beneficios  de  que  gozan  las  empresas  de  canales  de 
riego,  según  los  artículos  245  y  246,  son  aplicables  á 
las  autorizaciones  otorgadas  á  empresas  particulares 
para  la  desecación  de  pantanos  y  encharcamientos,  sin 
perjuicio  de  las  condiciones  especiales  que  en  cada  ca- 
so se  fijen  y  establezcan. 

Los  terrenos  reducidos  á  cultivo  por  medio  de  la 
desecación  6  terraplén,  gozarán  de  las  ventajas  de  los 
terrenos  que  de  nuevo  se  roturan. — Arts.  109  y  110. 

675.  Servidumbres  en  materia  de  agua, — 
Servidumbres  naturales. — Los  terrenos  inferiores 
están  sujetos  á  recibir  las  aguas  que  naturalmente  y 
sin  obra  del  hombre  fluyen  de  los  superiores,  así  como 
la  piedra  ó  tierra  que  arrastran  en  su  curso.  Pero  si 
las  aguas  fuesen  productos  de  alumbramientos  artifi- 
ciales, ó*  sobrantes  de  acequias  de  riego,  ó  procedentes 
de  establecimientos  industriales  que  de  nuevo  se  crea- 
ren, tendrá  el  dueño  del  predio  inferior  derecho  á  exi- 
gir resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. 

Si  en  cualquiera  de  los  tres  últimos  casos  del  artícu- 
lo precedente,  que  confieren  derecho  de  resarcimiento 
al  predio  inferior,  le  conviniese  al  dueño  de  éste  dar 
inmediata  salida  á  las  aguas  para  eximirse  de  la  servi- 
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(lumbre,  sin  perjuicio  para  el  superior  ni  para  tercero, 
podrá  hacerlo  á  su  costa,  ó  bien  aprovecharse  eventual- 
mente  de  las  mismas  aguas  si  le  acomodase,  renuncian- 
do entre  tanto  al  resarcimiento. 

El  dueño  del  prédio  inferior  ó  sirviente  tiene  tam- 
bién derecho  á  hacer  dentro  de  él  ribazos,  malecones  6 
paredes  que,  sin  impedir  el  curso  de  las  aguas,  sirvan 
para  regularizarlas  ó  para  aprovecharlas  en  su  caso. 

Del  mismo  modo  puede  el  dueño  del  predio  superior 
ó  dominante  construir  dentro  de  él  ribazos,  malecones 
ó  paredes  que,  sin  agravar  la  servidumbre  del  prédio 
inferior,  suavicen  la  corriente  de  las  aguas,  impidiendo 
que  arrastren  consigo  la  tierra  vegetal  ó  causen  otros 
desperfectos  en  la  finca. 

Cuando  el  dueño  del  prédio  inferior  varíe  la  salida 
de  las  aguas  procedentes  de  alumbramiento  según  los 
artículos  48  y  112,  y  con  ello  irrogue  daño  á-  tercero, 
podrá  este  exigir  indemnización  ó  resarcimiento.  No 
se  reputa  daño  el  contrariar  ó  suprimir  el  aprovecha- 
miento de  las  aguas  sobrantes  á  los  que  lo  venían  dis- 
frutando eventualmente. 

Cuando  el  agua  acumule  en  un  prédio  piedras,  tierra, 
broza  ú  otros  objetos  que,  embarazando  su  curso  natu- 
ral, puedan  producir  embalses  con  inundaciones,  dis- 
tracción de  las  aguas  ú  otros  daños,  los  interesados 
podrán  exigir  del  dueño  del  prédio  que  remueva  el  es- 
torbo 6  les  permita  removerlo. 

Si  el  dueño  no  residiere  en  el  pueblo,  el  requeri- 
miento se  entenderá  con  su  apoderado  ó  colono;  y  si 
tampoco  estos  estuviesen  en  él  y  el  caso  fuese  urgente, 
ó  se  negase  infundadamente  el  permiso,  lo  concederá 
la  Autoridad  local.  Los  gastos  que  se  originen  de  los 
trabajos  de  desbroce  y  limpia  serán  satisfechos  por  to- 
dos los  propietarios  que  participen  de  su  beneficio  en 
proporción  al  interés  que  reporten.    Si  hubiese  lugar 


á  indemnización  de  danos,  será  á  cargo  dei  causante. 
— Arts.  111  al  116. 

676. — Servidumbre  de  acueducto. — Puede  im- 
ponerse la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  para  la 
conducción  de  aguas  destinadas  á  algún  servicio  públi- 
co que  no  exija  la  formal  espropiaeion  del  terreno.  Si 
la  obra  hubiese  de  ser  costeada  con  fondos  del  Estado, 
decretará  la  servidumbre  el  Gobierno;  y  si  eon  fondos 
provinciales  o  municipales,  el  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia, después  de  oir,  según  los  casos,  á  la  Diputación 
Provincial  ó  al  Ayuntamiento, 

Puede  imponerse  también  la  servidumbre  forzosa  de 
acueducto  para  objetos  de  interés  privado  en  los  casos 
siguientes: 

l9    Establecimiento  ó  aumento  de  riegos. 

29    Establecimiento  de  baños  y  fábricas. 

39    Desecasion  de  lagunas  y  terrenos  pantanosos. 

4?  Evasión  ó  salida  de  aguas  procedentes  de  alum- 
bramientos artificiales. 

59    Salidas  de  aguas  de  escorrentías  y  drenajes. 

En  los  tres  primeros  casos  puede  imponérsela  ser- 
vidumbre, no  solo  para  la  conducción  de  las  aguas  ne- 
cesarias, sino  también  para  evasión  de  las  sobrantes. 

La  servidumbre  según  el  artículo  anterior  la  decre- 
tará el  Gobernador  de  la  Provincia,  prévia  instrucción 
de  expediente,  con  audiencia  de  los  dueños  de  los 
terrenos  que  hayan  de  sufrir  el  gravámen. 

No  puede  imponerse  la  servidumbre  forzosa  de  acue- 
ducto sobre  edificios,  ni  sobre  jardines,  ni  huertos  exis- 
tentes al  tiempo  de  hacerse  la  solicitud. 

Tampoco  podrá  tener  lugar  la  servidumbre  forzosa 
de  acueducto  por  dentro  de  otro  acueducto  preexisten- 
te; pero  si  el  dueño  de  este  la  consintiere  y  el  dueño 
del  prédio  sirviente  se  negare,  se  instruirá  el  oportuno 
expedienté  para  obligar  al  del  prédio  á  avenirse  al 
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nuevo  gravámen,  previa  indemnización,  si  se  le  ocupa- 
se mayor  zona  de  terreno. 

Siempre  que  un  terreno  de  regadío  que  ántes  recibía 
el  agua  por  un  solo  punto  se  divida  por  herencia,  venta 
ú  otro  título,  entre  dos  6  mas  dueños,  los  de  la  parte 
superior  quedan  obligados  á  dar  paso  al  agua  como 
servidumbre  de  acueducto  para  el  riego  de  las  inferio- 
res, sin  poder  exigir  por  ello  indemnización,  á  no'  ha- 
berse pactado  otra  cosa  en  la  traslación  de  dominio.  El 
acueducto  ó  regadera  se  abrirá  por  donde  designen  pe- 
ritos nombrados  por  las  partes  y  tercero  en  discordia 
según  derecho,  quienes  procurarán  conciliar  el  mejor 
aprovechamiento  del  agua  con  el  menor  juicio  del  pre- 
dio sirviente. — Arts.  117  al  122. 

La  servidumbre  forzosa  de  acueducto  se  constituirá: 
Io    Con  acequia  abierta,  cuando  no  sea  peligrosa 
por  su  profundidad  ó  situación  ni  ofrezca  otros  incon- 
venientes. 

2?  Con  acequia  cubierta,  cuando  lo  exijan  su  pro- 
fundidad, su  contigüidad  á  habitaciones  ó  caminos,  ó 
algún  otro  motivo  análogo,  á  juicio  de  la  Autoridad. 

3?  Con  cañería  ó  tubería,  cuando  pudieran  las 
aguas  inficionar  á  otras  ó  absorber  sustancias  nocivas 
ó  causar  daño  á  obras  6  edificios. 

Si  el  acueducto  hubiese  de  atravesar  vías  comunales, 
concederá  el  permiso  el  Alcalde,  y  cuando  necesitase 
atravesar  vías  ó  cáuces  públicos,  lo  concederá  el  Go- 
bernador de  la  Provincia  en  la  forma  que  prescribe  el 
reglamento.  Cuando  tuviese  que  cruzar  canales  de 
navegación  ó  rios  navegables  ó  flotables  otorgará  el 
permiso  el  Gobierno.— Arts.  123  y  124. 

El  dueño  del  terreno  sobre  que  trate  de  imponerse 
la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  podrá  oponerse 
por  alguna  de  las  causas  siguientes: 

1*    Por  no  ser  el  que  la  solicite  dueño  ó  concesio- 
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nario  del  agua  ó  del  terreno  en  que  intente  utili- 
zarla. 

2*  Por  poderse  establecer  sobre  otros  prédios  con 
iguales  ventajas  para  el  que  pretenda  imponerla,  y 
menores  inconvenientes  para  el  que  haya  de  sufrirla. 

Si  hubiese  oposición  se  comunicará  el  escrito  al  que 
solicitó  la  servidumbre  y  admitidas  las  justificaciones 
por  una  ú  otra  parte,  se  oirá  al  Consejo  provincial  (Co- 
misión provincial),  debiendo  emitir  sudictámen  dentro 
de  un  mes  y  resolverá  el  Gobefnador  concediendo  ó 
negando  dentro  de  otro  mes  con  recurso  á  la  vía  con- 
tenciosa. 

Si  la  oposición  se  fundase  en  lo  dispuesto  en  la  con- 
icion  1*  del  artículo  125  y  el  peticionario  de  la  ser- 
idumbre  acreditase  estar  poseyendo  el  agua  ó  el 
erreno  como  dueño,  accederá  el  Gobernador,  sin  per- 
*uicio  de  lo  que  se  resuelva  en  juicio  de  propiedad.  En 
caso  dudoso  declarará  que  no  há  lugar  á  la  concesión 
asta  que  se  decida  la  cuestión  de  propiedad. — Arts. 
125  y  126. 

La  servidumbre  forzosa  de  acueducto  puede  estable- 
cerse temporaleó  perpétuamente.  Se  entenderá  perpé- 
tua  para  los  efectos  de  esta  ley  cuando  su  duración  ex- 
ceda de  diez  años. 

Si  la  servidumbre  fuese  temporal  se  abonará  previa- 
mente al  dueño  del  terreno  el  duplo  del  arriendo  co- 
rrespondiente á  la  duración  del  gravámen  por  la  parte 
que  se  le  ocupa,  con  la  adición  del  importe  de  los  da- 
ños y  desperfectos  que  por  el  mismo  espacio  de  tiem- 
po se  computen  para  el  resto  de  la  finca.  Además  será 
de  cargo  del  dueño  del  prédio  dominante  el  reponer  las 
cosas  á  su  antiguo  estado,  terminada  la  servidumbre. 
Si  esta  fuese  perpétua,  se  abonará  el  valor  del  terreno 
ocupado  y  el  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  causaren 
al  resto  de  la  finca,  inclusos  los  que  procedan  de 


su  fraccionamiento  por  interposición  de  la  ace- 
quia. 

El  valor  del  terreno  ocupado  á  perpetuidad  se  gra- 
duará ñor  el  amillaramiento  aumentado  de  un  50 
por  100. 

La  servidumbre  temporal  no  puede  prorogarse,  pero 
si  convertirse  en  perpetua  sin  necesidad  de  nueva  con- 
cesión, abonando  el  concesionario  lo  establecido  en  el 
artículo  anterior,  aunque  tomándose  en  consideración 
y  cuenta  lo  satisfecho  "¡por  la  servidumbre  temporal. 

Serán  de  cuenta  del  que  haya  promovido  y  obtenga 
la  servidumbre  de  acueducto  todas  las  obras  necesarias 
para  su  construcción,  conservación  y  limpia.  A  estos 
fines  podrá  ocupar  temporalmente  los  terrenos  indis- 
pensables para  el  depósito  de  materiales,  prévia  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios,  ó  fianza  suficiente.  La 
Administración  ó  los  interesados  podrán  compelerlo  á 
ejecutar  las  obras  y  mondas  necesarias  para  impedir 
estancamientos  ó  filtraciones,  de  que  se  originen  dete- 
rioros. 

Al  establecerse  la  servidumbre  forzosa  de  acueduc- 
to se  fijará,  según  la  naturaleza  y  configuración  del  te- 
rreno, la  anchura  que  deben  tener  la  acequia  y  sus 
márgenes. 

A  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  es  inherente 
el  derecho  de  paso  por  sus  márgenes  para  su  exclusivo 
servicio. — Arts.  127  al  131. 

Si  el  acueducto  atravesase  vias  públicas  ó  partícula- 
íes,  de  cualquier  naturaleza  que  sean,  quedará  obliga- 
do el  que  haya  obtenido  la  concesión  á  construir  y  con- 
servar las  alcantarillas  y  puentes  necesarios;  y  si  hu- 
biese de  atravesar  otros  acueductos,  se  procederá  de 
modo  que  no  retarde  ni  acelere  el  curso  de  las  aguas, 
ni  disminuya  su  caudal  ni  adultere  su  calidad. 

Cuando  el  dueño  de  un  acueducto  que  atravesase 
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tierras  ajenas  solicite  agrandarle  para  que  reciba  ma- 
yor caudal  de  agua,  se  observarán  los  mismos  trámites 
que  para  su  establecimiento. 

El  dueño  de  un  acueducto  podrá  fortificar  sus  már- 
genes con  céspedes,  estacadas,  paredes  ó  ribazos  de 
piedra  suelta,  pero  no  con  plantaciones  Je  ninguna  cla- 
se. El  dueño  del  predio  sirviente  tampoco  podrá  hacer 
plantación  ni  operación  alguna  de  cultivo  en  las  mis- 
mas márgenes;  y  las  raices  que  penetren  en  ellas  po- 
drán ser  cortadas  por  el  dueño  del  acueducto. 

La  servidumbre  de  acueducto  no  obsta  para  que  el 
dueño  del  predio  sirviente  pueda  cerrarlo  y  cercarlo, 
así  como  edificar  sobre  el  acueducto  mismo,  de  mane- 
ra que  éste  no  experimente  perjuicio  ni  se  imposibili- 
ten las  reparaciones  y  limpias  necesarias.  Las  hará 
oportunamente  el  dueño  del  acueducto,  dando  aviso 
anticipado  al  dueño,  arrendatario  ó  administrador  del 
prédio  sirviente.  Si  para  la  limpia  y  monda  fuese  pre- 
ciso demoler  parte  de  algún  edificio,  el  costo  de  su  re- 
paración será  de  cargo  de  quien  hubiese  edificado  so- 
bre el  acueducto,  en  caso  de  no  haber  dejado  las  co- 
rrespondientes aberturas  ó  boquetes  para  aquel  servicio. 

El  dueño  de  un  prédio  sirviente  podrá  construir  so- 
bre el  acueducto  puentes  para  pasar  de  una  á  otra  par- 
te de  su  prédio;  pero  lo  hará  con  la  solidez  necesaria  y 
de  manera  que  no  se  amengüen  las  dimensiones  del 
acueducto,  ni  se  embarace  el  curso  del  agua. 

En  toda  acequia  ó  acueducto  el  agua,  el  cáuce,  los 
cajeros  y  las  márgenes,  serán  considerados  como  parte 
integrante  de  la  heredad  6  edificio  á  que  van  destina- 
das las  aguas. 

En  su  consecuencia,  nadie  podrá,  sino  en  los  casos 
de  los  artículos  136  y  137,  construir  edificio,  puente 
ni  acueducto  sobre  acequia  6  acueducto  ajenos,  ni  de- 
rivar agua,  ni  aprovecharse  de  los  productos  de  ella, 

17 


—  130  — 

ni  de  los  de  sus  márgenes,  ni  utilizar  la  fuerza  de  la 
corriente,  sin  expreso  consentimiento  del  dueño. 

Tampoco  podrán  los  dueños  de  los  prédios  que  atra- 
vesare una  acequia  ó  acueducto  ó  por  cuyos  linderos 
corriere,  alegar  derecho  de  posesión  al  aprovechamien- 
to de  su  cáuce,  ni  márgenes,  á  no  fundarse  en  títulos 
de  propiedad  expresivos  de  tal  derecho.  Si  por  ser  la 
acequia  de  construcción  inmemorial  ó  por  otra  causa 
no  estuviese  bien  determinada  su  anchura,  ó  sea  la  de 
su  cáuce,  se  fijará  según  el  artículo  131,  cuando  no  hu- 
biese restos  y  vestigios  antiguos  que  la  comprueben. 

En  las  acequias  pertenecientes  á  comunidades  re- 
gantes, se  observará  sobre  el  aprovechamiento  de  las 
corrientes  y  de  los  cáuces  y  márgenes  lo  prescrito  en 
las  respectivas  ordenanzas. 

La  concesión  de  la  servidumbre  legal  de  acueducto 
sobre  los  prédios  ajenos  caducará,  si  dentro  del  plazo 
que  se  hubiese  prefijado  no  hiciese  el  concesionario  uso 
de  ella,  después  de  completamente  satisfecha  al  dueño 
de  cada  predio  sirviente  la  valoración  según  el  art.  128. 

La  servidumbre  ya  establecida  se  extinguirá: 

l9  Por  consolidación,  ó  sea  reuniéndose  en  una  so- 
la persona  el  dominio  de  las  aguas  y  el  de  los  terrenos 
afectos  á  la  servidumbre. 

29  Por  espirar  el  plazo  menor  de  diez  años,  fijados 
en  la  concesión  de  la  servidumbre  temporal. 

39  Por  el  no  uso  durante  el  tiempo  de  20  años,  ya 
por  imposibilidad  ó  negligencia  de  parte  del  dueño  de 
la  servidumbre,  ya  por  actos  del  sirviente  contrarios  á 
ella  sin  contradicción  del  dominante. 

4?  Por  expropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad 
pública. 

El  uso  de  la  servidumbre  de  acueducto  por  cualquie- 
ra de  los  condóminos  conserva  el  derecho  para  todos 
impidiendo  la  prescripción  por  desuso. 
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Extinguida  una  servidumbre  temporal  de  acueducto 
por  el  trascurso  del  tiempo  y  vencimiento  del  plazo,  el 
dueño  de  ella  tendrá  solamente  derecho  á  aprovechar- 
se de  los  materiales  que  fuesen  suyos,  volviendo  las 
cosas  á  su  primitivo  estado.  Lo  mismo  se  entenderá 
respecto  del  acueducto  perpetuo  cuya  servidumbre  se 
extinguiere  por  imposibilidad  ó  desuso. 

Las  servidumbres  urbanas  de  acueducto,  canal,  fuen- 
te, cloaca,  sumidero  y  demás  establecidas  para  el  ser- 
vicio público  y  privado  de  las  poblaciones,  edificios, 
jardines  y  fábricas,  se  regirán  por  las  ordenanzas  ge- 
nerales y  locales  de  policía  urbana.  Las  procedentes  de 
contratos  privados  que  no  afecten  á  las  atribuciones  de 
los  cuerpos  municipales  se  regirán  por  las  leyes  comu- 
nes.—Arts.  132  al  141. 

677.  Servidumbre  de  estribo  de  presa  y  de 
parada  ó  partidor. — Puede  imponerse  forzosamente 
la  de  estribo  cuando  el  que  intente  construir  una  presa 
no  sea  dueño  de  las  riberas  ó  terrenos  donde  haya  de 
apoyarla  y  el  agua  que  por  ella  se  deba  tomar  se  desti- 
ne á  un  servicio  público  ó  de  los  de  interés  privado 
comprendidos  en  el  artículo  118. 

Si  fuese  para  el  aprovechamiento  de  aguas  públicas, 
el  Gobierno  instruirá  expediente  y  al  hacer  la  conce- 
sión decretará  también  la  servidumbre  forzosa  de  es- 
cribo, previa  audiencia  del  dueño  ó  diferios  del  terreno. 
Si  las  aguas  fuesen  de  dominio  privado,  la  servidumbre 
la  impondrá  el  Gobernador,  con  sujeción  á  los  trámites 
establecidos  para  la  de  acueducto. 

Decretada  la  servidumbre,  se  abonará  previamente 
al  dueño  del  predio  ó  prédios  sirvientes  el  valor  del  te- 
rreno que  deba  ocuparse,  según  el  art.  128  y  luego  el 
de  los  daños  y  perjuicios  que  puedan  resultar  de  las 
fincas. 

El  que  para  dar  riego  de  su  heredad  ó  mejorarla 


necesite  construir  parada  6  partidor  en  la  «acequia  ó 
regadera  por  donde  haya  de  recibirlo,  sin  vejámen  ni 
mermas  á  las  demás  regantes,  podrá  exijir  que  los  due- 
ños de  las  márgenes  permitan  su  construcción,  prévio 
abono  de  daños  y  perjuicios,  inclusos  los  que  se  origi- 
nen en  la  nueva  servidumbre.  Si  los  dueños  de  las  már- 
genes se  opusieren,  el  Alcalde,  después  de  oírlos  y  al 
sindicato  encargado  de  la  distribución  del  agua  si  lo 
hubiere  y  á  falta  de  ésta  el  Ayuntamiento,  podrá  con- 
ceder el  permiso.  De  su  resolución  puede  apelarse  al 
Gobernador. — Arts.  142  al  146. 

678.  Servidumbre  de  abrevadero  y  de  saca 
de  agua. — Las  servidumbres  de  abrevadero  y  de  saca 
de  agua,  solamente  podrán  imponerse  en  lo  sucesivo 
por  causa  de  utilidad  pública  en  favor  de  alguna  pobla- 
ción ó  caserío  prévia  la  correspondiente  indemnización. 

No  se  impondrán  en  lo  sucesivo  estas  servidumbres 
sobre  los  pozos  ordinarios,  las  cisternas  ó  algibes,  ni 
los  edificios  ó  terrenos  cercados  de  pared. 

Las  servidumbres  de  saca  de  agua  y  abrevadero  lle- 
van consigo  la  obligación  de  los  prédios  sirvientes  de 
dar  paso  á  persona  y  ganados  hasta  el  punto  donde  ha- 
yan de  surtirse  de  agua  y  apagar  la  sed.  Precederá  in- 
demnización. 

Corresponde  al  Gobernador  de  la  Provincia  decre- 
tar la  imposición  forzosa  de  estas  servidumbres,  con 
sujeción  a  los  trámites  establecidos  parala  de  acueduc- 
to. Al  decretarla  se  fijará,  según  su  objeto  y  las  cir- 
cunstancias de  la  localidad,  la  anchura  de  la  vía  ó  sen- 
da que  haya  de  conducir  al  abrevadero  ó  al  punto  des- 
tinado para  sacar  el  agua. 

Los  dueños  de  los  prédios  sirvientes  podrán  variar 
la  dirección  de  la  vía  ó  senda  destinada  al  uso  de  estas 
servidumbres,  pero  no  su  anchura  ni  entrada,  y  en  to- 


do  caso,  sin  que  la  variación  perjudique  al  uso  de  la 
servidumbre. — Arts.  147  al  151. 

679.  Servidumbre  de  camino  de  sirga  y  de- 
más inherentes  á  los  prédios  ribereños. — Los 

prédios  contiguos  á  las  riberas  de  los  rios  navegables 
ó  flotables  están  sujetos  á  la  servidumbre  de  camino 
de  sirga.  La  anchura  de  éste  será  de  un  metro  si  se 
destinase  á  peatones,  y  de  dos  si  á  caballerías.  Cuan- 
do lo  escarpado  del  terreno  ú  otros  obstáculos  lo  exi- 
jan, el  camino  de  sirga  se  abrirá  por  el  punto  más 
conveniente. 

El  Gobierno,  al  clasificar  los  rios  navegables  y  flo- 
tables, determinará  el  ancho  del  camino  de  sirga  y  la 
márgen  del  rio  por  donde  haya  de  llevarse. 

En  los  rios  que  nuevamente  se  declaren  navegables 
ó  flotables,  precederá  al  establecimiento  del  camino  de 
sirga  la  correspondiente  indemnización,  con  arreglo  á 
la  ley  de  expropiación  forzosa. 

Cuando  un  rio  navegable  ó  flotable  deje  permanen- 
temente de  serlo,  cesará  también  la  servidumbre  del 
camino  de  sirga. 

El  camino  de  sirga  es  exclusivo  para  el  servicio  de 
la  navegación  y  flotación  fluvial. 

Los  canales  de  navegación  no  tienen  derecho  al  ca- 
mino de  sirga;  más  si  surgiere  la  necesidad  de  él,  po- 
drá imponerse  esta  servidumbre  según  la  ley  de  ex- 
propiación forzosa. 

En  el  camino  de  sirga  no  podrán  hacerse  plantacio- 
nes, siembras,  cercas,  zanjas,  ni  cualesquiera  otras 
obras  ó  labores  que  embaracen  el  uso.  El  dueño  del 
terreno  podrá  no  obstante  aprovecharse  exclusivamen- 
te de  las  leñas  bajas  ó  yerbas  que  naturalmente  se 
crien  en  él. 

Las  ramas  de  los  árboles  que  ofrezcan  obstáculos  á 


la  navegación  ó  flotación  y  al  camino  de  sirga  serán 
cortadas  á  conveniente  altura. 

Los  predios  ribereños  están  sujetos  á  la  servidumbre 
de  que  en  ellos  se  amarren  6  afiancen  las  maromas  ó 
cables  necesarios  para  el  establecimiento  de  barcas  de 
paso,  previa  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

El  establecimiento  de  esta  servidumbre  para  barcas 
corresponde  al  Gobernador,  oidos  previamente  los  due- 
ños de  los  terrenos  sobre  que  haya  de  imponerse. — 
Arts.  152  ai  161. 

Si  para  precaver  que  las  avenidas  arrebaten  las  raa-  e 
deras  conducidas  á  flote  por  los  rios,  fuere  necesario 
extraerlas  y  depositarlas  en  los  predios  ribereños,  los 
dueños  de  estos  no  podrán  impedirlo,  y  solo  tendrán 
derecho  al  abono  de  daños  y  perjuicios.  A  él  quedarán 
especialmente  responsables  las  maderas,  las  cuales  no 
se  retirarán  sin  que  sus  conductores  hayan  pagado  ó 
prestado  fianza. 

También  están  sujetos  los  prédios  ribereños  á  con- 
sentir que  se  depositen  las  mercancías  descargadas  y 
salvadas  en  caso  de  avería,  naufragio  ú  otra  necesidad 
urgente,  quedando  responsables  las  mismas  al  abono 
de  daños  y  perjuicios  en  los  términos  del  artículo  an- 
terior. 

Los  dueños  de  las  riberas  de  los  rios  están  obliga- 
dos á  permitir  que  los  pescadores  tiendan  y  sequen  en 
ellas  sus  redes,  y  depositen  temporalmente  el  produc- 
to de  la  pesca  sin  internarse  en  la  finca,  ni  separarse 
más  de  tres  metros  de  la  orilla  del  rio,  según  el  art. 
73,  á  menos  que  los  accidentes  del  terreno  exijan  en 
algún  caso  la  concesión  y  fijación  de  mayor  latitud. 
Donde  no  exista  la  servidumbre  del  tránsito  por  las  ri- 
beras para  los  aprovechamientos  comunes  de  las  aguas 
podrá  el  Gobernador  establecerla,  señalando  su  anchu- 
ra, prévia  indemnización  del  dueño  del  terreno. 
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Cuando  los  cálices  de  los  rios  ó  barrancos  hayan  de 
desbrozarse  y  limpiarse  de  arena,  piedras  ú  otros  obje- 
tos depositados  por  las  aguas,  que  obstruyendo  ó  tor- 
ciendo su  curso  amenacen  causar  daño,  se  someterán 
los  predios  ribereños  á  la  servidumbre  temporal  y  de- 
pósito de  las  materias  extraídas;  abonándose  previa- 
mente los  daños  y  perjuicios  ó  dándose  la  oportuna 
fianza.— Arts.  162  al  165. 

680.  Aprovechamientos  comunes  de  las 
aguas  públicas,  para  el  servicio  doméstico,  fa- 
bril y  agrícola. — Mientras  las  aguas  corran  por  sus 
cauces  naturales  y  públicos,  todos  podrán  usar  de  ellas 
para  beber,  lavar  ropas,  vasijas  y  cualesquiera  otra  cla- 
se de  objetos,  bañarse  y  abrevar  ó  bañar  caballerías  y 
ganados,  con  sujeción  á  los  reglamentos  y  bandos  de 
policía  municipal. 

En  las  aguas  que,  apartadas  artificialmente  de  sus 
cauces  naturales  y  públicos,  discurriesen  por  canales, 
acequias  ó  acueductos  descubiertos,  aunque  pertenez- 
can á  concesionarios  particulares,  todos  podrán  extraer 
y  conducir  en  vasijas  la  que  necesiten  para  usos  do- 
mésticos ó  fabriles  y  para  el  riego  de  plantas  aisladas; 
pero  la  extracción  habrá  de  hacerse  precisamente  á 
mano,  sin  género  alguno  de  máquina  ó  aparato  y  sin 
detener  el  curso  del  agua  ni  deteriorar  las  márgenes 
del  canal  ó  acequia.  Todavía  deberá  la  Autoridad  li- 
mitar el  uso  de  este  derecho,  cuando  cauce  perjuicio 
al  concesionario  de  las  aguas.  Se  entiende  que  en  pro- 
piedad privada  nadie  puede  entrar  para  buscar  ó  usar 
el  agua,  á  no  mediar  licencia  del  dueño. 

Del  mismo  modo,  en  los  canales,  acequias  ó  acue- 
ductos de  aguas  públicas  al  descubierto,  aunque  de 
propiedad  temporal  de  los  concesionarios,  todos  podrán 
lavar  ropas,  vasijas  ú  otros  objetos,  siempre  que  con 
ello  no  deterioren  las  márgenes,  ni  exija  el  uso  á  que 
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se  destinen  las  aguas  que  se  conserven  en  estado  de 
pureza.  Pero  no  se  podrán  bañar  ni  abrevar  ganados 
ni  caballerías,  sino  precisamente  en  los  puntos  desti- 
nados á  este  objeto. 

681.  Para  la  pesca. — Todos  pueden  pescar  en 
los  cáuces  públicos,  sujetándose  á  los  reglamentos  de 
policía,  con  tal  que  no  se  embarace  la  navegación  y 
flotación. 

En  los  canales,  acequias  ó  acueductos  para  la  con- 
ducción de  aguas  públicas,  aunque  construidos  por 
concesionarios  de  éstas,  y  á  ménos  de  habérseles  re- 
servado el  aprovechamiento  de  la  pesca  por  las  condi- 
ciones de  la  concesión,  puede  el  público  pescar  con 
anzuelos,  redes  ó  nasas,  sujetándose  á  los  reglamentos, 
con  tal  que  no  se  embarace  el  curso  del  a^ua,  ni  se 
deteriore  el  canal  ó  sus  márgenes 

Solamente  con  licencia  de  los  dueños  de  las  riberas 
se  podrán  construir  en  ellas  ó  en  la  parte  del  cáuce 
contiguo,  encañizadas  ó  cualesquiera  otra  clase  de  apa- 
ratos destinados  á  la  pesca. 

En  los  rios  navegables  no  podrá  ejercerse,  sin  em- 
bargo, ni  aun  por  los  mismos  dueños  de  las  riberas,  el 
derecho  consignado  en  el  artículo  anterior,  sin  permi- 
so del  Gobernador  de  la  Provincia,  quien  únicamente 
lo  concederá  cuando  no  se  embarace  el  curso  de  la 
navegación.  En  los  flotables  no  será  necesario  el  per- 
miso, pero  los  dueños  de  las  pesqueras  estarán  obliga- 
dos á  quitarlas  y  dejar  expedito  el  cáuce,  siempre  que 
á  juicio  de  la  Autoridad  puedan  estorbar  ó  perturbar 
la  flotación. 

Los  dueños  de  encañizadas  ó  pesqueras  establecidas 
en  los  rios  navegables  ó  flotables  no  tendrán  derecho 
á  indemnización  por  los  daños  que  en  ellas  causaren 
los  barcos  ó  las  maderas  en  su  navegación  ó  flotación, 
á  no  mediar  por  parte  de  los  conductores  infrac- 
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cion  de  los  Reglamentos,  malicia  ó  evidente  negligen- 
cia. 

En  las  aguas  de  dominio  privado  y  en  las  concedidas 
para  establecimiento  de  viveros  ó  criaderos  de  peces 
solamente  podrán  pescar  los  dueños  ó  concesionarios, 
ó  los  que  de  ellos  obtuvieren  permiso,  sin  más  restric- 
ciones que  las  relativas  á  la  salubridad  pública. 

682.  Para  la  navegación  y  flotación. — El  Go- 
bierno, con  audiencia  de  las  Juntas  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio  y  de  las  Diputaciones  provincia- 
les respectivas,  declarará  por  medio  de  Reales  Decre- 
tos los  rios  que  en  todo  ó  en  parte  deban  considerarse 
como  navegables  ó  flotables. 

En  los  rios  navegables  la  Autoridad  designará  los 
sitios  para  el  embarque  y  desembarque  de  pasajeros  y 
mercancías.  Los  terrenos  necesarios  para  este  uso  es- 
tarán sujetos  á  expropiación  forzosa. 

Las  obras  para  canalizar  ó  hacer  navegables  ó  flota- 
bles los  rios  que  no  lo  sean  naturalmente,  podrán  ser 
ejecutadas  por  el  Estado  ó  por  empresas  concesiona- 
rias. En  este  último  caso,  las  concesiones  se  sujetarán 
á  los  trámites  prescritos  para  las  de  canales  de  navega- 
ción. 

Cuando  para  convertir  un  rio  en  navegable  ó  flota- 
ble por  medio  de  obras  de  arte  haya  que  destruir  fá- 
bricas, presas  ú  otras  obras  legítimamente  construidas 
en  sus  cáuces  ó  riberas,  ó  privar  del  riego  ú  otro  apro- 
vechamiento á  los  que  con  buen  derecho  lo  disfruta- 
sen, precederá  la  expropiación  forzosa  é  indemnización 
de  los  daños  y  perjuicios. 

La  navegación  en  los  rios  es  enteramente  libre  para 
todos  los  buques  nacionales,  exclusivamente  dedicados 
á  ella,  aunque  con  sujeción  á  los  reglamentos  y  al  pa- 
go de  los  derechos  para  la  generalidad  establecidos  ó 
que  se  estableciesen.   De  ello  se  formará  en  cada  rio 
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una  matricula  especial.  Los  demás  buques  nacionales 
ó  extranjeros  navegarán  por  los  ríos,  ateniéndose  á  las 
reglas  generales  de  la  navegación  marítima  que  les  sean 
aplicables. 

El  mando  y  tripulación  délos  barcos  destinados  ex- 
clusivamente á  la  navegación  fluvial,  son  profesión  ú 
ocupación  completamente  libres. 

Los  barcos  propios  de  los  ribereños  ó  de  algún  es- 
tablecimiento industrial  con  destino  exclusivo  al  servi- 
cio ó  recreo  de  sus  dueños  no  satisfarán  derechos  de 
navegación,  ni  estarán  sujetos  á  más  disposiciones  re- 
glamentarias que  las  que  sean  exijidas  por  la  policía 
del  rio  y  la  seguridad  de  los  demás  barcos  que  por  é\ 
navegaren. — Arts.  175  al  181. 

En  los  rios  no  declarados  navegables  ó  flotables,  to- 
do el  que  sea  dueño  de  ámbas  riberas,  ú  obtenga  per- 
miso de  quienes  lo  fueren,  podrá  establecer  barcas  de 
paso  para  el  servicio  de  sus  predios  ó  de  la  industria  á 
que  estuviese  dedicado. 

En  los  rios  meramente  flotables  no  podrá  verificar- 
se la  conducción  de  maderas  sino  en  las  épocas  que  pa- 
ra cada  uno  de  ellos  se  designare  por  el  Gobierno,  oidas 
las  Juntas  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  y  las 
Diputaciones  provinciales,  á  fin  de  conciliar  esta  aten- 
ción con  la  de  los  riegos. 

Cuando  en  los  rios  no  declarados  flotables  puedan 
verificarse  la  flotación  en  tiempo  de  grandes  crecidas  ó 
con  el  auxilio  de  presas  movibles,  podrá  autorizarla  el 
Gobernador  de  la  Provincia,  siempre  que  no  perjudi- 
que á  los  riegos  ó  industrias  establecidos,  y  se  afian- 
ce por  los  peticionarios  el  pago  de  daños  y  perjui- 
cios. 

En  los  rios  navegables  ó  flotables  no  se  podrá  cons- 
truir en  lo  sucesivo  ninguna  presa  sin  las  necesarias 
exclusas  y  portillos  ó  canalizos  para  la  navegación  ó 
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flotación,  siendo  su  conservación  de  cuenta  del  dueño 
de  tales  obras. 

En  los  rios  navegables  y  flotables,  los  patrones  de 
ios  barcos  y  los  conductores  de  las  maderas  serán  res- 
ponsables de  los  daños  que  aquellos  y  estas  ocasiona- 
ren. 

•  La  responsabilidad  se  hará  efectiva  sobre  los  barcos 
ó  maderas,  á  no  mediar  fianza  suficiente,  sin  perjuicio 
del  derecho  que  á  los  dueños  competa  contra  los  pa- 
trones ó  conductores. 

Al  cruzar  los  puentes  ú  otras  obras  del  Estado  ó 
del  común  de  los  pueblos  ó  de  particulares,  se  ajusta- 
rán los  patrones  y  conductores  á  las  prescripciones  re- 
glamentarias y  bandos  de  la  Autoridad.  Si  causaren 
algún  deterioro,  abonarán  todos  los  gastos  que  produz- 
ca su  reparación,  prévia  cuenta  justificada. 

Los  daños  y  deterioros  causados  según  los  artículos 
anteriores  en  las  heredades,  en  los  puentes,  ó*  en  otras 
obras  de  los  rios  ó  sus  riberas,  se  apreciarán  por  peri- 
tos nombrados  por  las  partes  y  tercero  en  discordia 
conforme  al  derecho  común. 

Los  peritos  y  los  funcionarios  públicos  que  interven- 
gan en  los  reconocimientos  y  diligencias  consiguientes 
á  la  apreciación  de  daños  y  deterioros,  no  devengarán 
más  derechos  que  los  señalados  en  los  aranceles  judi- 
ciales. Ninguna  otra  Autoridad,  corporación  ó  parti- 
cular podrá  percibir  por  ello  derecho  ó  emolumentos 
de  ninguna  especie. 

Toda  madera  que  vaya  á  cargo  de  un  mismo  conduc- 
tor será  responsable  al  pago  de  los  daños  y  deterioros, 
aun  cuando  perteneciese  á  diferentes  dueños  y  la  de 
uno  solo  fuese  la  causante.  El  dueño  ó  dueños  de  la 
madera  que  se  embargue  y  venda  en  su  caso  podrá  re- 
clamar de  los  demás  el  reintegro  de  la  parte  que  á  ca- 
da cual  corresponda  pagar  á  prorata,  sin  perjuicio 


del  derecho  que  á  todos  asista  contra  el  conduc- 
tor. 

Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  se  observará, 
también,  cuando  por  avenidas  ú  otra  causa  se  hayan 
reunido  dos  ó  más  conducciones  diferentes  de  made- 
ras, mezclándose  de  tal  suerte  que  no  sea  posible  de- 
terminar á  cuál  de  ellas  pertenecía  la  causante  del  da- 
ño. En  tal  caso  se  considerarán  como  una  sola  conduc- 
ción, y  los  procedimientos  se  entenderán  con  cualquie- 
ra de  los  conductores,  al  cuál  quedará  á  salvo  el 
derecho  de  reclamar  contra  los  demás  el  pago  de  lo 
que  pudiere  corresponderle. — Arts.  182  al  191. 

683.  Concesiones  y  aprovechamientos  espe- 
ciales de  las  aguas  públicas. — Es  necesaria  auto- 
rización para  el  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas, 
especialmente  destinadas  á  empresas  de  interés  públi- 
co, privado,  salvo  los  casos  exceptuados  en  las  artícu- 
los 37,  223,  225,  226  y  233  de  la  presente  Ley. 

Al  que  tuviere  derechos  declarados  de  las  aguas  pú- 
blicas de  un  rio  ó  arroyo,  y  no  los  hubiese  ejercitado, 
ó  únicamente  en  parte,  se  le  conservan  íntegros  por  el 
espacio  de  20  años  después  de  la  promulgación  de  la 
presente  Ley. 

Pasado  este  tiempo  caducarán  tales  derechos  á  la 
parte  de  las  aguas  no  aprovechadas,  sin  perjuicio  de  lo 
que  se  dispone  por  regla  general  en  el  siguiente  ar- 
tículo. 

En  tal  caso  es  aplicable  al  aprovechamiento  ulterior 
de  las  aguas  lo  dispuesto  en  los  artículos  34,  37,  41 
y  42. 

De  todos  modos,  cuando  se  anuncie  un  proyecto  de 
riego  ó  de  aplicación  industrial  de  las  mismas  aguas, 
'tendrá  el  poseedor  de  aquellos  derechos  la  obligación 
de  presentar  su  título  en  el  término  de  un  año  después 
del  anuncio.  Si  sus  derechos  reconociesen  el  origen  de 
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título  oneroso,  obtendrán  en  su  caso  la  correspondien- 
te indemnización. 

El  que  durante  20  años  hubiese  disfrutado  de  un 
aprovechamiento  de  aguas  públicas  sin  oposición  de  la 
Autoridad  ni  de  tercero,  continuará  disfrutándolo  aun 
cuando  no  pueda  acreditar  que  obtuvo  la  correspon- 
diente autorización. 

Toda  concesión  de  aguas  públicas  se  entenderá  sin 
perjuicio  de  tercero  y  salvo  el  derecho  de  propiedad. 

El  otorgamiento  de  aguas  públicas  para  cualquier 
aprovechamiento  no  infiere  responsabilidad  al  Gobier- 
no respecto  de  la  disminución  que  por  causas  fortuitas 
pudiesen  experimentar  las  mismas  aguas  en  lo  suce- 
sivo. 

En  las  concesiones  de  aprovechamiento  de  aguas 
públicas  va  incluida  la  de  los  terrenos  necesarios  para 
las  obras  de  la  presa  y  de  los  canales  y  acequias  siem- 
pre que  sean  públicas  ó  del  Estado  ó  del  común  de 
vecinos. 

En  toda  concesión  se  fijará  en  metros  cúbicos  ó  en 
litros  por  segundo  la  cantidad  de  agua  concedida,  y  si 
para  riego,  se  expresará  además  por  hectáreas  la  ex- 
tensión del  terreno  que  haya  de  regarse.  Siempre  que 
no  se  exprese  otra  cosa,  el  uso  continuo  se  entiende 
por  todos  los  instantes;  si  fuese  por  dias,  el  dia  natu- 
ral se  entenderá  por  24  horas  desde  media  noche;  si 
fuese  durante  el  dia  ó  la  noche,  se  entenderá  entre  la 
salida  y  la  puesta  del  sol;  y  si  fuese  por  semanas,  se 
contarán  desde  las  12  de  la  noche  del  domingo:  si  fue- 
se por  los  dias  festivos  ó  con  exclusión  de  ellos,  se  en- 
tenderán los  de  precepto  en  que  no  se  pueda  trabajar, 
considerándose  únicamente  dias  festivos  aquellos  que 
eran  tales  en  la  época  de  la  concesión  ó  del  contrato. 

Las  autorizaciones  para  hacer  estudios  de  todo  apro- 
vechamiento de  aguas  marítimas  ó  terrestres  las  con- 
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cederá  el  Gobernador,  llevando  consigo  los  derechos 
siguientes: ' 

l9  El  de  poder  reclamar  la  protección  y  auxilio  de 
las  Autoridades. 

2?  El  de  poder  entrar  en  propiedad  ajena  para  ve- 
rificar los  estudios,  previo  permiso  del  dueño,  admi- 
nistrador ó  colono,  si  residiese  en  el  pueblo;  y  en  el 
caso  contrario  ó  en  el  de  negativa,  el  del  Alcalde,  quien 
debe  concederlo  siempre  que  se  afiance  competente- 
mente el  pago  dentro  de  39  dia,  de  los  daños  que  pu- 
diesen causarse. 

3?  El  de  conservar  la  propiedad  de  sus  estudios  y 
planos  y  disponer  de  ellos. 

Siempre  que  mediase  subvención  del  Estado,  de  las 
provincias  ó  de  los  pueblos,  las  concesiones  de  apro- 
vechamientos de  agua,  lo  mismo  que  las  de  desecación 
y  saneamiento,  se  adjudicarán  en  pública  subasta.  En 
tal  caso,  si  el  remate  no  quedara  á  favor  de  quien  pre- 
sentó los  estudios  y  planos  aprobados,  será  reintegrado 
del  valor  de  ellos  por  el  rematante  en  virtud  de  tasa- 
ción pericial  anterior  á  la  subasta. 

No  mediando  subvención,  serán  preferidos  para  la 
concesión  los  proyectos  de  más  importancia  y  utilidad, 
y  en  igualdad  de  circunstancias  los  que  ántes  hubiesen 
sido  presentados. 

En  todo  caso,  se  fijará  en  la  concesión  el  máximo 
cánon  que  el  concesionario  pueda  exijir  á  los  regantes 
por  cada  metro  cúbico  de  agua. 

Todo  concesionario  depositará  en  garantía  del  cum- 
plimiento de  las  condiciones  de  la  adjudicación  ó  con- 
cesión 1  por  100  del  presupuesto  de  las  obras.  Si  de- 
jare trascurrir  quince  dias  sin  hacer  el  depósito,  se  de- 
clarará sin  efecto  la  adjudicación  ó  concesión. 

Si  hubiese  mediado  subasta  pública  con  fianza  exi- 
gida á  los  que  tomasen  parte  en  ella,  esta  fianza  la 


—  143  — 

perderá  el  adjudicatorio  que  á  los  quince  dias  de  la 
adjudicación  no  constituyere  el  depósito  de  que  trata 
el  párrafo  anterior. 

A  las  empresas  concesionarias  se  les  devolverá  la 
suma  del  depósito  de  garantía,  á  medida  que  acredi- 
ten haber  ejecutado  los  trabajos  suficientes  á  cubrir  su 
importe,  y  en  reemplazo  del  depósito  se  considerará 
especialmente  hipotecada  la  obra  hecha. 

En  toda  concesión  de  aprovechamiento  de  aguas 
públicas  se  fijará  el  término  para  la  conclusión  de  las 
obras.  Trascurrido  este  sin  haberse  terminado  las 
obras,  ni  solicitádose  próroga  mediante  justa  causa,  la 
Autoridad  de  quien  hubiese  emanado  la  concesión  la 
declarará  caducada  por  sí  ó  á  instancia  de  tercero  y 
prévia  Audiencia  del  concesionario.  Podrá  dictarse 
igual  declaración  siempre  que,  aun  después  de  termi- 
nadas las  obras,  haya  dejado  de  hacerse  uso  del  agua 
por  espacio  de  un  año  y  un  dia  continuos  en  el  objeto 
para  que  fué  concedida,  á  no  mediar  fuerza  mayor  11 
otra  causa  excepcional. 

Cuando  á  consecuencia  de  la  declaración  de  cadu- 
cidad de  un  aprovechamiento  de  aguas  públicas  se 
hiciere  nueva  concesión  á  un  tercero,  podrá  este  apro- 
vechar las  obras  hechas  por  el  anterior  concesionario, 
reintegrándole  de  su  valor  á  juicio  de  peritos,  siempre 
que  sean  declaradas  útiles  y  necesarias. 

Terminadas  las  obras  se  procederá  á  su  inspección 
facultativa  para  declarar  si  se  han  ejecutado  con  arre- 
glo á  las  condiciones  de  la  concesión.  Esta  declara- 
ción se  hará  por  la  misma  Autoridad  que  hubiere  con- 
cedido el  aprovechamiento. 

En  todo  aprovechamiento  de  aguas  públicas  para 
canales  de  navegación  ó  riego,  acequias  y  saneamien- 
tos, serán  propiedad  perpétua  de  los  concesionarios 
los  saltos  de  agua  y  las  fábricas  y  establecimientos  in- 
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dustriales  que  á  su  inmediación  hubiesen  construido  y 
planteado. 

En  la  concesión  de  aprovechamiento  de  aguas  pú- 
blicas se  observará  el  siguiente  orden  de  preferencia: 
l9    Abastecimiento  de  poblaciones. 
29    Abastecimiento  de  ierro-carriles. 
39  Riegos. 

49    Canales  de  navegación. 

o?  Molinos  y  otras  fábricas,  barcas  de  paso  y  puen- 
tes flotantes. 

6?    Estanques  para  viveros  ó  criaderos  de  peces. 

Dentro  de  cada  clase  serán  preferidas  las  empresas 
de  mayor  importancia  y  utilidad;  y  en  igualdad  de  cir- 
cunstancias, las  que  antes  hubiesen  solicitado  el  apro- 
vechamiento. 

Todo  aprovechamiento  de  aguas  públicas  está  suje- 
to á  exportación  por  causa  de  utilidad  pública,  previa 
la  indemnización  correspondiente,  en  favor  de  otro 
aprovechamiento  que  le  preceda  según  el  órden  fijado 
en  el  artículo  anterior;  pero  no  en  favor  de  los  que  le 
sigan,  á  no  ser  en  virtud  de  ley  especial. 

En  casos  urgentes  de  incendio,  inundación  ú  otra 
calamidad  pública,  la  Autoridad  ó  sus  dependientes 
podrán  disponer  instantáneamente  y  sin  tramitación  ni 
ndemnizacion  prévia,  pero  con  sujeción  á  ordenanzas 
y  reglamentos,  de  las  aguas  necesarias  para  contener 
ó  evitar  el  daño.  Si  las  aguas  fuesen  públicas,  no  ha- 
brá lugar  á  indemnización;  mas  si  tuviesen  aplicación 
industrial  ó  agrícola,  ó  fueren  de  dominio  particular, 
y  con  su  distracción  se  hubiese  ocasionado  perjuicio 
apreciable,  será  éste  indemnizado  inmediatamente. 

En  toda  concesión  de  canales  de  navegación  ó  rie- 
go, ó  de  acequias,  así  como  en  las  empresas  de  dese- 
cación y  saneamiento,  los  capitales  extranjeros  que  se 
empleen  en  la  construcción  de  las  obras  y  adquisición 


de  terrenos,  quedan  bajo  la  salvaguardia  del  Estado,  y 
están  exentos  de  represalias,  confiscaciones  y  embar- 
gos por  causa  de  guerra. 

684.  Para  abastecimiento  de  poblaciones. — 
Unicamente  cuando  el  caudal  normal  de  agua  que  dis- 
frute una  población  no  llegare  á  50  litros  al  dia  por 
cada  habitante,  podrá  concedérsele  de  las  destinadas  á 
otros  aprovechamientos  la  cantidad  que  falte  para  com- 
pletar aquella  dotación. 

Si  la  población  necesitada  de  aguas  potables  disfru- 
tase ya  un  caudal  de  las  no  potables,  pero  aplicables  á 
otros  casos  públicos  y  domésticos,  podrán  completár- 
sele 20  litros  diarios  de  las  primeras  por  habitante, 
aunque  esta  cantidad  agregada  á  la  no  potable,  exceda 
de  los  50  litros  fijados  en  el  artículo  anterior. 

Cuando  el  agua  que  para  el  abastecimiento  de  una 
población  se  tome  inmediatamente  de  un  rio  no  exceda 
de  la  vigésima  parte  de  la  destinada  á  aprovechamien- 
tos inferiores,  no  habrá  lugar  á  la  indemnización,  sino 
que  todos  los  que  disfruten  de  tales  aprovechamientos 
se  someterán  á  la  disminución  que  á  proporción  les  co- 
rresponda. En  los  demás  casos  deberá  indemnizarse 
préviamente  á  aquellos  á  quienes  se  prive  de  aprove- 
chamientos legítimamente  adquiridos. 

No  se  decretará  la  enajenación  forzosa  de  aguas  de 
propiedad  particular  para  el  abastecimiento  de  una  po- 
blación, sino  cuando  falten  aguas  públicas  que  puedan 
ser  fácilmente  aplicadas  al  mismo  objeto. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores, 
podrá  el  Gobernador  de  la  Provincia  en  épocas  de  ex- 
traordinaria sequía,  y  oido  el  Consejo  provincial,  acor- 
dar la  expropiación  temporal  del  agua  necesaria  para 
el  abastecimiento  de  una  población,  prévia  la  corres- 
pondiente indemnización  en  el  caso  de  que  el  agua 
fuese  de  dominio  particular. 

19 
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Las  concesiones  de  aprovechamiento  de  aguas  públi- 
cas para  abastecimiento  de  poblaciones  se  otorgarán 
por  el  Gobernador,  siempre  que  la  cantidad  no  exce- 
diese de  50  litros  por  segundo,  mediante  instrucción  de 
expediente  en  que,  dada  la  debida  publicidad  al  pro- 
yecto, sean  oidos  cuantos  se  consideren  expuestos  á 
algún  perjuicio.  En  excediendo  de  50  litros  por  se- 
gundo la  cantidad  de  agua  para  el  abastecimiento  de 
una  población,  se  hará  la  concesión  por  el  Gobierno. 

Cuando  la  concesión  se  otorgue  en  favor  de  una  em- 
presa particular,  se  fijará  en  la  misma  concesión,  pré- 
vios  los  trámites  reglamentarios,  la  tarifa  de  precios 
que  puedan  percibirse  por  suministro  del  agua  y  tu- 
bería. 

Las  concesiones  de  que  habla  el  artículo  anterior 
serán  temporales,  y  su  duración  no  podrá  exceder  de 
99  años;  trascurridos  los  cuales  quedarán  todas  las 
obras,  así  como  la  tubería,  en  favor  del  común  de  los 
vecinos,  pero  con  la  obligación  por  parte  del  Ayunta- 
miento de  respetar  los  contratos  celebrados  entre  la 
empresa  y  los  particulares  para  el  suministro  del  agua 
á  domicilio. 

Otorgada  la  concesión,  corresponde  al  Ayuntamiento 
el  formar  los  reglamentos  para  el  régimen  y  distribu- 
ción de  las  aguas  en  el  interior  de  las  poblaciones,  con 
sujeción  á  las  disposiciones  generales  administrativas. 

685.  Para  el  abastecimiento  de  ferro-carri- 
les.— Las  empresas  de  ferro-carriles  podrán  aprove- 
char, con  autorización  competente,  las  aguas  públicas 
que  sean  necesarias  para  el  servicio  de  los  mismos.  Si 
las  aguas  estuvieren  destinadas  de  antemano  á  otros 
aprovechamientos,  deberá  proceder  la  expropiación  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  208. 

La  autorización  la  concederá  el  Gobernador  de  la 
Provincia  cuando  el  gasto  de  agua  no  hubiere  de  exce- 
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der  de  50  metros  cúbicos  al  dia:  en  pasando  de  esta 
cantidad,  resolverá  el  Gobierno. 

Con  igual  autorización  y  para  el  mismo  objeto  po- 
drán las  empresas  abrir  galerías,  pozos  verticales  ó  no- 
rias, y  perforar  pozos  artesianos  en  terrenos  públicos  ó 
comunes;  y  cuando  fueren  de  propiedad  privada,  previo 
permiso  del  dueño  ó  de  la  Autoridad  en  su  caso,  con  lo 
demás  que  previenen  los  artículos  51  y  siguientes. 

La  autorización  se  concederá  después  de  instruido 
expediente,  con  citación  y  audiencia  de  los  particula- 
res ó  corporaciones  á  quienes  pudiera  perjudicarse. 

Cuando  los  ferro-carriles  atraviesen  terrenos  de  re- 
gadío en  que  el  aprovechamiento  del  agua  sea  inheren- 
te ai  dominio  de  la  tierra,  las  empresas  tendrán  dere- 
cho á  tomar  en  Jos  puntos  más  convenientes  para  el  ser- 
vicio del  ferro-carril  la  cantidad  de  agua  correspondien- 
te al  terreno  que  hayan  ocupado  y  pagado,  quedando 
obligados  á  satisfacer  en  la  misma  proporción  el  cánon 
de  regadío  ó  á  sufragar  los  gastos  ordinarios  y  extraor- 
dinarios de  acequia,  según  los  casos. 

A  falta  de  los  medios  autorizados  en  los  artículos 
anteriores  podrán  las  empresas  de  ferro-carriles  pedir 
la  expropiación  para  el  exclusivo  servicio  de  éstos;  y 
con  arreglo  á  la  Ley  de  expropiación  forzosa,  del  agua 
de  dominio  particular  que  no  esté  destinada  á  usos  do- 
mésticos. 

686.  Para  riegos. — Los  dueños  de  prédios  conti- 
guos á  vías  públicas  podrán  recojer  las  aguas  pluviales 
que  por  ellas  discurran  y  aprovecharlas  en  el  riego  de 
sus  prédios,  sujetándose  á  las  disposiciones  que  las 
Autoridades  administrativas  adoptaren  para  la  conser- 
vación de  las  mismas  vías. 

Los  dueños  de  los  prédios  lindantes  con  cáuces  pú- 
blicos de  rieras,  ramblas  ó  barrancos,  pueden  aprove- 
char en  su  regadío  las  aguas  pluviales  que  por  ellos 
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discurran,  construyendo  al  efecto,  sin  necesidad  de  au- 
torización, malecones  de  tierra  y  piedras  sueltas  ó  pre- 
sas móviles  ó  automóviles. 

Cuando  estos  malecones  ó  presas  puedan  producir 
inundaciones  ó  causar  cualquier  otro  perjuicio  al  pú- 
blico, el  Alcalde  por  sí,  ó  á  instancia  de  parte,  compro- 
bado el  peligro,  mandará  al  que  los  construyó  que  los 
destruya  ó  reduzca  sus  dimensiones  á  las  necesarias 
para  desvanecer  todo  temor.  Si  amenazaren  causar 
perjuicio  á  los  particulares,  podrán  estos  reclamar  á 
tiempo  ante  la  Autoridad  local;  y  si  el  perjuicio  se  rea- 
liza, tendrán  expedito  su  derecho  ante  los  tribunales 
de  Justicia. 

Los  que  durante  veinte  años  hubiesen  aprovechado 
para  el  riego  de  sus  tierras  las  aguas  pluviales  que 
discurren  por  una  riera,  rambla  ó  barranco  del  dominio 
público,  podrán  oponerse  á  que  los  dueños  de  predios 
superiores  les  priven  de  este  aprovechamiento.  Pero 
si  solamente  hubiesen  aprovechado  parte  del  agua,  no 
podrán  impedir  que  otros  utilicen  la  restante,  siempre 
que  quede  expedito  el  curso  de  la  cantidad  que  de  an- 
tiguo aprovechaban  ellos. 

Lo  dispuesto  en  los  artículos  que  preceden  respecto 
á  aguas  pluviales  es  aplicable  á  los  manantiales  discon- 
tinuos que  solo  fluyen  en  épocas  de  abundancia  de  llu- 
vias. 

Cuando  se  intente  construir  presas  ó  azudes  perma- 
nentes de  fábrica,  á  fin  de  aprovechar  en  el  riego  las 
aguas  pluviales  ó  manantiales  discontinuas  que  corran 
por  los  cáuces  públicos,  será  necesaria  la  autorización 
del  Gobernador  de  la  Provincia.  Esta  autorización  se 
concederá,  prévia  presentación  del  proyecto  de  la  obra 
al  cual  se  dará  publicidad  para  que  acudan  á  oponerse 
los  que  á  ello  se  creyesen  con  derecho. 

Para  construir  pantanos  dedicados  á  recojer  y  con- 
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servar  aguas  públicas,  pluviales  ó  manantiales,  se  ne- 
cesita autorización  del  Gobierno  6  del  Gobernador 
de  la  Provincia,  según  se  determine  en  los  reglamen- 
tos. 

Si  estas  obras  fueren  declaradas  de  utilidad  pública, 
podrán  ser  expropiados,  previa  la  correspondiente  in- 
demnización, los  que  tuviesen  derecho  adquirido  á 
aprovechar  en  su  curso  inferior  las  aguas  pluviales  6 
manantiales,  discontinuas  ó  continuas  que  hayan  de  ser 
detenidas  y  acopiadas  en  el  pantano.  Si  mediase  con- 
cierto y  avenencia  podrán  los  interesados  inferiores 
aquietarse  adquiriendo  el  derecho  á  determinados  rie- 
gos con  las  aguas  del  pantano. 

En  los  rios  navegables,  los  ribereños  podrán  en  sus 
respectivas  riberas  establecer  libremente  norias,  bom- 
bas ó  cualquiera  otro  artificio  destinado  á  extraer  las 
aguas  necesarias  para  el  riego  de  sus  propiedades  limí- 
trofes, siempre  que  no  causen  perjuicios  á  la  navega- 
ción. En  los  demás  rios  públicos  será  necesaria  la  au- 
torización del  Gobernador  de  la  Provincia. 

Si  en  cualquiera  de  los  casos  del  párrafo  anterior  hu- 
biera de  hacerse  h  extracción  del  agua  funcionando  el 
vapor  como  fuerza  motriz,  la  autorización  del  Gober- 
nador recaerá  sobre  expediente  instruido,  con  publica- 
ción en  el  Boletín  Oficial  y  apreciación  de  oposiciones. 

Es  necesaria  la  concesión  del  Gobierno  para  el  apro- 
vechamiento de  aguas  públicas  con  destino  á  riegos, 
cuya  derivación  ó  toma  deba  verificarse  por  medio  de 
presas,  azudes  ú  otra  obra  importante  y  permanente, 
construida  en  rios,  rieras,  arroyos  y  cualquier  otra  cla- 
se de  corrientes  naturales  continuas,  siempre  que  ha- 
yan de  derivarse  más  de  100  litros  ele  agua  por  se- 
gundo. 

Si  la  cantidad  de  agua  que  ha  de  derivarse  o  dis- 
traerse de  su  corriente  natural  no  excediese  de  100  li- 
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tros  por  segundo,  se  hará  la  concesión  por  el  Goberna- 
dor de  la  Provincia,  previo  el  oportuno  expediente. 

En  la  misma  forma  autorizarán  los  Gobernadores  la 
reconstrucción  de  las  presas  antiguas  destinadas  á  rie- 
gos ú  otros  usos.  Cuando  sean  mera  reparación  las  obras 
que  hubieren  de  ejecutarse  en  las  presas,  bastará  la 
autorización  de  los  Alcaldes. 

Las  concesiones  de  agua  hechas  individual  ó  colec- 
tivamente á  los  propietarios  de  las  tierras  para  el  riego 
de  éstas  serán  á  perpetuidad.  Las  que  se  hicieren  á 
sociedades  ó  empresas  para  regar  tierras  ajenas,  me- 
diante el  cobro  dé  un  cánon,  serán  por  un  plazo  que  no 
exceda  de  99  años,  trascurrido  el  cual,  quedarán  las 
tierras  libres  del  cánon  y  pasará  á  la  comunidad  de  re- 
gantes el  dominio  colectivo  de  las  presas,  acequias  y 
demás  obras  exclusivamente  precisas  para  los  riegos. 

Al  solicitar  las  concesiones  de  que  tratan  los  articu- 
les anteriores,  se  acompañará: 

l9    El  proyecto  de  las  obras. 

29  Si  la  solicitud  fuere  individual,  justificación  de 
estar  poseyendo  el  peticionario  como  dueño  de  las  tie- 
rras á  que  intente  dar  riego. 

39  Si  fuere  colectiva,  la  conformidad  de  la  mayoría 
de  los  propietarios  de  las  tierras  regables  computada 
por  la  extensión  superficial  que  cada  uno  represente. 

49  Si  fuere  por  sociedad  6  empresario,  las  tarifas 
del  cánon  que  en  frutos  ó  en  dinero  deban  pagar  las 
tierras  que  hayan  de  regarse. 

En  las  Provincias  donde  deban  tomarse  las  aguas  se 
expenderán  al  público  los  planos,  la  Memoria  explica- 
tiva y  el  presupuesto  de  gastos,  con  la  tarifa  del  cánon 
de  riego,  anunciándose  la  admisión  por  término  de  un 
mes  de  las  oposiciones  y  reclamaciones. 

Si  la  toma  de  aguas  excediere  de  100  litros  por  se- 
gundo, se  hará  también  la  publicación  del  anuncio  en 
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las  Provincias  inferiormente  situadas,  á  fin  de  que 
puedan  reclamar  los  que  se  creyeren  perjudicados. 

De  las  oposiciones  y  reclamaciones  se  dará  conoci- 
miento al  peticionario  de  las  aguas  para  que  conteste. 
En  seguida  se  pedirá  informe  á  la  Junta  provincial  de 
Agricultura,  Industria  y  Comercio  para  que  manifieste 
si  es  6  no  útil  el  proyecto  á  la  Industria  rural  ó  fabril 
y  para  en  su  caso  proponga  el  máximo  cánon  exigible 
á  los  regantes  por  metro  cúbico;  al  Consejo  provincial 
(hoy  Comisión)  para  que  exponga  si  se  atacan  ó  vul- 
neran derechos  adquiridos  y  al  Ingeniero  Jefe  provin- 
cial de  caminos,  canales  y  puertos,  para  que  dé  concre- 
tamente su  clictámen  facultativo  sobre  la  solidez  de  las 
presas,  puentes,  alcantarillas  y  otras  obras  de  arte 
proyectadas. 

Los  proyectos  presentados  serán  resueltos  en  el 
término  de  seis  meses;  de  no  ser  así  se  entenderán 
aprobados. 

Cuando  existan  aprovechamientos  en  uso  de  un  de- 
recho reconocido  y  valedero,  solamente  cabrá  nueva 
concesión  cuando  del  aforo  de  las  aguas  en  años  ordi- 
narios resultase  sobrante  el  caudal  que  se  solicite. 
Hecho  el  aforo  se  tendrá  en  cuenta  la  época  propia  de 
los  riegos,  según  terrenos  y  cultivos  y  extensión  rega- 
gle.  En  años  de  escasez  no  podrán  tomar  el  agua  los 
nuevos  concesionarios  mientras  no  estén  cubiertas  to- 
das las  necesidades  de  los  usuarios  antiguos. — Arts. 
232  al  241. 

No  será  necesario  el  aforo  de  las  aguas  estiales  para 
hacer  concesiones  de  las  invernales,  primaverales  y 
torrenciales  que  no  estuviesen  estacional  ó  accidental- 
mente aprovechadas  en  terrenos  inferiores,  siempre 
que  la  derivación  se  establezca  ála  altura  ó  nivel  con- 
venientes, y  se  adopten  las  precauciones  necesarias 
para  evitar  perjuicios  ó  abusos. 


Cuando,  corriendo  las  aguas  públicas  de  un  rio  en 
todo  ó  parte  por  bajo  de  la  superficie  de  su  lecho 
imperceptibles  á  la  vista,  se  construyan  malecones  ó 
se  empleen  otros  medios  para  elevar  su  nivel  hasta  ha- 
cerlas aplicables  al  riego  ú  otros  usos,  este  resultado 
se  considerará  para  los  efectos  de  la  presente  Ley  como 
un  alumbramiento  del  agua  convertida  en  utilizable. 

Sin  embargo,  los  regantes  6  industriales  interiormen- 
te situados,  que  por  prescripción  ó  por  reales  concesio- 
nes hubiesen  adquirido  legítimo  título  al  uso  y  aprove- 
chamiento de  aquellas  aguas  artificialmente  reaparecidas 
a  la  superficie,  tendrán  derecho  á  reclamar  y  oponerse 
al  nuevo  alumbramiento  superior  en  cuanto  hubiese  de 
ocasionarles  perjuicios. 

Los  molinos  y  otros  establecimientos  industriales 
que  resultasen  perjudicados  por  la  desviación  de  las 
aguas  de  un  rio  ó  de  un  arroyo,  según  lo  dispuesto  en 
la  presente  Ley,  recibirán  en  todo  caso  del  concesio- 
nario de  la  nueva  obra  la  indemnización  correspondien- 
te. Esta  consistirá  en  el  importe  del  perjuicio,  por 
convenio  entre  las  partes;  mas  si  no  hubiese  avenencia, 
procederá  la  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública, 
apordada  por  el  Gobernador  de  la  Provincia,  previo 
expediente,  haciéndose  la  valoración  del  molino  ó  es- 
tablecimiento por  capitalización  de  la  contribución, 
según  el  artículo  128. 

Las  empresas  de  canales  de  riego  gozarán: 

l9  De  la  facultad  de  abrir  canteras,  recojer  piedra 
suelta,  construir  hornos  de  cal,  yeso  y  ladrillo  y  depo- 
sitar efectos  ó  establecer  talleres  para  la  elaboración 
de  materiales  en  los  terrenos  contiguos  á  las  obras.  Si 
estos  terrenos  fuesen  públicos,  ó  de  aprovechamiento 
común,  usarán  las  empresas  de  aquella  facultad  con 
arreglo  á  sus  necesidades;  mas  si  fuesen  de  propiedad 
privada,  se  entenderán  previamente  con  el  dueño  ó  su 
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representante  por  medio  del  Alcalde,  y  afianzarán  com- 
petentemente la  indemnización  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  pudieran  irrogar. 

2°  De  la  exención  de  los  derechos  de  hipotecas  que 
devenguen  las  traslaciones  de  dominio,  ocurridas  en 
virtud  de  la  ley  de  expropiación. 

3?  De  la  exension  de  toda  contribución  á  los  capi- 
tales que  se  inviertan  en  las  obras. .  . 

49  En  los  pueblos  en  cuyos  términos  se  hiciere  la 
construcción,  los  dependientes  y  operarios  de  la  em- 
presa tendrán  derecho  á  las  leñas,  pasto  para  los  gana- 
dos de  trasporte  empleados  en  los  trabajos  y  demás 
ventajas  que  disfruten  los  vecinos. 

Durante  los  diez  primeros  años  se  computará  á  los 
terrenos  reducidos  nuevamente  á  riego  la  misma  renta 
imponible  que  tenían  asignada  en  el  último  amillara- 
miento,  y  con  arreglo  á  ella  satisfarán  las  contribucio- 
nes é  impuestos. 

Será  obligación  de  las  empresas  conservar  las  obras 
en  buen  estado  durante  el  tiempo  de  la  concesión.  Si 
estas  se  inutilizaren  para  el  riego,  dejarán  las  tierras 
de  satisfacer  el  cánon  establecido  mientras  carezcan 
del  agua  estipulada,  y  el  Gobierno  fijará  un  plazo  para 
la  reconstrucción  ó  reparación.  Trascurrido  este  plazo 
sin  haber  cumplido  el  concesionario,  á  no  mediar  fuer- 
za mayor,  en  cuyo  caso  podrá  prorogársele,  se  decla- 
rará caducada  la  concesión. 

Hecha  la  declaración  de  caducidad,  tanto  en  el  caso 
previsto  en  el  artículo  anterior,  como  en  el  de  no  ha- 
berse terminado  las  obras  en  el  plazo  señalado  en  las 
condiciones  de  la  concesión,  se  sacará  esta  á  nueva  su- 
basta y  se  adjudicará  al  que  con  derecho  á  percibir  de 
los  regantes  el  mismo  cánon  ofrezca  mayor  cantidad 
por  la  compra  ó  traspaso.  Esta  cantidad  se  entregará 
al  antiguo  concesionario  como  valor  de  las  obras  exis- 

20 
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tentes  y  terrenos  expropiados,  quedando  subrogado  el 
nuevo  en  sus  derechos  y  obligaciones. 

Para  el  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas  so- 
brantes de  riegos  ó  procedentes  de  filtraciones  ó  esco- 
rrentías,  así  como  para  las  de  drenaje  se  observará, 
donde  no  hubiere  establecido  un  régimen  especial,  lo 
dispuesto  en  los  artículos  34  y  siguientes  sobre  apro- 
vechamiento de  aguas  sobrantes  de  dominio  parti- 
cular. 

En  los  regadíos  hoy  existentes  y  regidos  por  reglas, 
ya  escritas  ya  consuetudinarias,  ningún  regante  será 
perjudicado  ni  menoscabado  en  el  disfrute  del  agua  de 
su  dotación  y  uso  por  la  introducción  de  cualquiera 
novedad  en  la  cantidad,  aprovechamiento  ó  distribu- 
ción de  las  aguas  en  el  término  regable.  Pero  tampo- 
co tendrá  derecho  á  ningún  aumento,  si  se  acrecentase 
el  caudal  por  esfuerzos  de  la  comunidad  de  los  mismos 
regantes  ó  de  alguno  de  ellos,  á  menos  que  él  hubiese 
contribuido  á  sufragar  proporcionalmente  los  gastos. 

En  interés  general  del  mejor  aprovechamiento  de  las 
aguas,  proveerá  el  Gobierno  al  reconocimiento  de  los 
riegos  existentes,  con  la  mira  de  alcanzar  que  ningún 
regante  desperdicie  el  agua  de  su  dotación  que  pudiera 
servir  á  otro  necesitado  de  ella,  y  con  la  de  evitar  que 
las  aguas  torrenciales  se  precipiten  improductiva  y  aun 
nocivamente  en  el  mar,  cuando  otras  comarcas  las  ape- 
tezcan y  pidan  para  riegos  y  aprovechamientos  esta- 
cionales sin  menoscabo  de  derechos  adquiridos. — Arts. 
242  al  252. 

688.  Aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  canales  de  navegación. — La  autorización  á 
una  sociedad,  empresa  ó  particular  para  canalizar  un 
rio  con  el  objeto  de  hacerlo  navegable,  ó  para  construir 
un  canal  de  navegación,  se  otorgará  siempre  por  una 
Ley,  en  la  que  se  determinará  si  la  obra  ha  de  ser 
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auxiliada  con  fondos  del  Estado,  y  se  establecerán  las 
demás  condiciones  de  la  concesión. 

La  duración  de  estas  concesiones  no  podrá  exceder 
de  99  años;  pasados  los  cuales,  entrará  el  Estado  en  el 
libre  y  completo  disfrute  de  las  aguas  y  del  material 
de  explotación,  con  arreglo  á  las  condiciones  en  la  con- 
cesión establecidas. 

Exceptúanse,  según  la  regla  general,  los  saltos  de 
agua  utilizados  y  los  edificios  construidos  para  estable- 
cimientos industriales,  que  quedarán  de  propiedad  y 
libre  disposición  de  los  concesionarios. 

Al  presentarse  á  las  Córtes  el  proyecto  de  Ley  para 
la  concesión,  se  acompañarán  los  documentos  si- 
guientes: 

1?  El  proyecto  completo  de  las  obras,  con  arreglo 
á  formularios. 

2?  La  tarifa  de  precios  máximos  que  puedan  exi- 
girse por  navegación,  pasaje  y  trasporte. 

3°  Una  información  de  utilidad  del  proyecto,  con 
Audiencia  de  la  respectiva  Diputación  provincial  y  de 
las  de  las  provincias  inferiormente  situadas. 

Pasados  los  10  primeros  años  de  hallarse  en  explo- 
tación un  canal,  y  en  lo  sucesivo  de  10  en  10  años  se 
procederá  á  la  revisión  de  las  tarifas. 

Las  empresas  podrán  en  cualquier  tiempo  reducir  los 
precios  de  las  tarifas,  poniéndolo  en  conocimiento  [del 
Gobierno.  En  este  caso,  lo  mismo  que  en  los  del  articulo 
anterior,  se  anunciarán  al  público  con  tres  meses  al 
menos  de  anticipación  las  alteraciones  que  se  hicieren. 

Será  obligación  de  los  concesionarios  conservar  en 
buen  estado  las  obras,  así  como  el  servicio  de  explota- 
ción, si  estuviere  á  su  cargo. 

Cuando  por  faltar  al  cumplimiento  de  este  deber  se 
imposibilitase  la  navegación,  el  Gobierno  fijará  un  pla- 
zo para  la  reparación  de  las  obras  ó  reposición  del  ma- 


terial;  y  trascurrido  que  sea  sin  haberse  conseguido  el 
objeto,  declarará  caducada  la  concesión  y  anunciará 
nueva  subasta  que  tendrá  lugar  en  los  términos  pres- 
critos para  los  canales  de  riego  en  el  artículo  247. — 
Arts.  253  al  258. 

689.  Para  barcas  de  paso,  puentes  y  esta- 
blecimientos industriales. — En  los  ríos  no  navega- 
bles ni  flotables,  los  dueños  de  ambas  riberas  podrán 
establecer  barcas  de  paso  ó  puentes  de  madera  desti- 
nados al  servicio  público,  previa  la  autorización  del 
Alcalde,  quien  fijará  las  tarifas  y  las  condiciones  nece- 
sarias para  que  su  construcción,  colocación  y  servicio 
ofrezcan  á  los  transeúntes  la  debida  seguridad. 

El  que  quiera  establecer  en  los  rios  meramente  flo- 
tables barcas  de  paso  ó  puentes  para  poner  en  comuni- 
cación pública  caminos  rurales  ó  vecinales,  solicitará 
la  autorización  del  Gobernador  de  la  Provincia,  expre- 
sando el  punto  en  que  intente  colocarlos,  sus  dimen- 
siones, sistema  y  servicio,  acompañando  la  tarifa  de 
pasaje.  El  Gobernador  concederá  la  autorización  en 
los  términos  prescritos  en  el  artículo  anterior  respecto 
de  los  Alcaldes,  cuidando  además  de  que  no  se  emba- 
race el  servicio  de  la  flotación. 

En  los  rios  navegables  tan  solo  el  Gobierno  podrá 
conceder  autorización  á  particulares  para  establecer 
barcas  de  paso  ó  puentes  flotantes  para  uso  público. 
Al  concederla,  fijará  las  tarifas  de  pasaje  y  las  condi- 
ciones requeridas  por  el  servicio  de  la  navegación  y 
flotación,  así  como  por  la  seguridad  de  los  transeún- 
tes. 

Las  concesiones  de  que  hablan  los  artículos  anterio- 
res no  obstarán  para  que  el  Gobierno  establezca  barcas 
de  paso  y  puentes  flotantes  ó  fijos,  siempre  que  lo  con- 
sidere conveniente  para  el  servicio  público.  Cuando 
este  nuevo  medio  de  tránsito  imposibilitase  ó  dificul- 
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tase  materialmente  el  uso  de  una  barca  ó  puente  de 
propiedad  particular,  se  indemnizará  al  dueño  con  arre- 
glo á  la  Ley  de  expropiación  forzosa. 

En  los  ríos  no  navegables  ni  flotables,  el  que  fuese 
dueño  de  ámbas  riberas  puede  libremente  establecer 
cualquier  artificio,  maquinaria  ó  industria.  Siendo  sola- 
mente dueño  de  una  ribera  no  podrá  pasar  del  medio 
del  cáuce.  En  uno  y  otro  caso  deberá  plantear  el  esta- 
blecimiento sin  perjuicio  de  los  predios  limítrofes  ni  de 
los  regadíos,  y  sin  peligro  para  las  industrias  inferior- 
mente  situadas. 

La  autorización  para  establecer  en  los  rios  navega- 
bles ó  flotables  cualesquiera  aparatos  ó  mecanismos  flo- 
tantes, hayan  ó  no  de  trasmitir  el  movimiento  á  otros 
fijos  en  la  ribera,  se  concederá  por  el  Gobernador,  pre- 
via la  instrucción  de  expediente  en  que  se  oiga  á  los 
dueños  de  una  ribera  y  otra  y  á  los  de  los  estableci- 
mientos industriales  inmediatamente  inferiores,  acredi- 
tándose además  las  circunstancias  siguientes: 

l9  Ser  el  solicitante  dueño  de  la  ribera  donde  de- 
ban amarrarse  las  barcas  para  el  proyectado  estableci- 
miento, 6  haber  obtenido  permiso  ele  quien  lo  sea. 

29    No  ofrecer  obstáculo  á  la  navegación  ó  flotación. 

Siempre  que  la  alteración  de  las  corrientes  ocasiona- 
das por  los  establecimientos  flotantes  produjese  daño 
evidente  á  los  ribereños  6  cuando  lo  exigiese  el  tráfico 
de  la  navegación  ó  flotación,  podrá  derogarse  la  conce- 
sión, sin  derecho  en  el  concesionario  á  indemnización 
alguna.  Si  por  cualquier  otra  causa  de  utilidad  pública 
hubiese  necesidad  de  suprimir  los  mecanismos  de  esta 
clase,  serán  indemnizados  sus  dueños,  con  arreglo  á  la 
ley  de  expropiación  forzosa,  con  tal  que  hubiesen  sido 
establecidas  legalmente  y  estuviesen  en  uso  constante. 
Se  entenderá  que  no  están  en  uso  constante  cuando  hu- 
biesen trascurrido  dos  años  continuos  sin  tenerlo. 
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Tanto  en  los  ríos  navegables  ó  flotables  como  en  los 
que  no  lo  sean  compete  al  Gobernador  la  autorización 
para  el  establecimiento  de  molinos  ú  otros  mecanismos 
industriales  en  edificios  construidos  cerca  de  las  orillas, 
á  los  cuales  se  conduzca  por  cacera  el  agua  necesaria, 
que  después  se  reincorpore  á  la  corriente  del  rio.  Pre- 
cederá la  presentación  del  proyecto  completo  de  las 
obras,  al  que  se  dará  publicidad  instruyéndose  el  opor- 
tuno expediente,  con  citación  de  los  dueños  de  las  pre- 
sas inmediatas,  superiores  é  inferiores.  En  ningún  caso 
se  concederá  esta  autorización,  perjudicándose  á  la  na- 
vegación ó  flotación  de  los  rios  y  establecimientos  in- 
dustriales existentes. 

Para  aprovechar  en  el  movimiento  de  mecanismos 
fijos  las  aguas  que  discurran  por  un  canal  ó  acequia 
propios  de  una  comunidad  de  regantes,  será  necesario 
el  permiso  de  éstos.  Al  efecto  se  reunirán  en  junta  ge- 
neral y  decidirá  la  mayoría  de  los  asistentes,  computa- 
dos los  votos  por  la  propiedad  que  cada  uno  represente. 
De  su  negativa  cabrá  recurso  al  Gobernador,  quien 
oyendo  á  los  regantes,  al  ingeniero  de  la  provincia  y  al 
Consejo  provincial,  podrá  conceder  el  aprovechamiento 
siempre  que  no  cause  perjuicio1-  al  riego  ni  á  otras  in- 
dustrias, á  no  ser  que  la  comunidad  de  regantes  qui- 
siera aprovechar  por  sí  misma  la  fuerza  motriz;  en  cuyo 
caso  tendrá  la  preferencia,  debiendo  dar  principio  álas 
obras  dentro  de  un  año. 

Cuando  un  establecimiento  industrial  comunicase  á 
las  aguas  sustancias  y  propiedades  nocivas  á  la  salubri- 
dad ó  á  la  vegetación,  el  Gobernador  dispondrá  que  se 
haga  un  reconocimiento  facultativo;  y  si  resultase  cier- 
to el  perjuicio,  mandará  que  se  suspenda  el  trabajo  in- 
dustrial hasta  que  sus  dueños  adopten  el  oportuno  re- 
medio. Los  derechos  y  gastos  del  reconocimiento  serán 
satisfechos  por  el  que  hubiere  dado  la  queja  si  resulta- 
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se  infundada,  y  en  otro  caso  por  el  dueño  del  estable- 
cimiento. 

Las  concesiones  de  aprovechamiento  de  aguas  públi- 
cas para  establecimientos  industriales  serán  á  perpe- 
tuidad. 

Los  mecanismos  y  los  establecimientos  industriales 
que  dentro  de  los  rios  ó  en  sus  riberas  aprovechen  el 
agua  como  fuerza  motriz  estarán  exentos  de  contribu- 
ción durante  los  diez  primeros  años. — Arts.  259  al  270. 

690.  Para  viveros  ó  criaderos  de  peces. — Los 
Gobernadores  podrán  conceder  el  aprovechamiento  de 
aguas  públicas  para  formar  lagos,  remansos  ó  estanques 
destinados  á  viveros  ó  criaderos  de  peces,  siempre  que 
no  se  cause  perjuicio  á  otros  aprovechamientos  inferio- 
res con  derecho  adquirido. 

Para  la  industria  de  que  habla  el  artículo  anterior, 
el  peticionario  presentará  el  proyecto  completo  de  las 
obras  y  el  título  que  acredite  ser  dueño  del  terreno 
donde  haya  de  construirse,  ó  haber  obtenido  el  consen- 
timiento de  quien  lo  fuere.  El  Gobernador  instruirá  el 
oportuno  expediente  con  citación  ó  audiencia  ele  los 
dueños  de  los  predios  limítrofes  y  del  Ayuntamiento  y 
Junta  de  Sanidacl. 

Los  concesionarios  de  aguas  públicas  para  riegos, 
navegación  ó  establecimientos  industriales,  podrán  for- 
mar en  sus  canales  6  terrenos  contiguos  que  hubiesen 
adquirido,  remansos  ó  estanques  para  viveros  de  peces 
con  autorización  del  Alcalde,  previos  los  requisitos  es- 
tablecidos. Las  autorizaciones  para  establecimiento  de 
viveros  de  peces  son  á  perpetuidad. — Arts.  271  al  273. 

691.  Policía  de  las  aguas. — Corresponde  á  la 
Administración  cuidar  del  gobierno  y  policía  de  las 
aguas  públicas  y  sus  cáuces  naturales,  así  como  vigilar 
sobre  las  privadas,  en  cuanto  puedan  afectar  á  la  salu- 
bridad pública  y  seguridad  de  las  personas  y  bienes. 
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El  Gobierno  dictará  ai  efecto  las  disposiciones  gene- 
rales convenientes,  fijando  las  penas  pecuniarias  con 
que  deban  ser  castigados  los  infractores,  en  armonía 
con  las  prescripciones  del  Código  penal. 

La  policía  de  los  muelles  en  rios,  lagos  y  puertos  es- 
tará á  cargo  de  la  Autoridad  civil  local,  con  interven- 
ción de  la  de  Marina,  en  donde  la  hubiere,  en  la  parte 
que  le  atribuye  el  tratado  59,  libro  79  de  las  ordenan- 
zas generales  de  la  Armada,  relativamente  á  la  policía 
de  los  puertos.  Mientras  se  publica  la  Ley  de  puertos, 
un  reglamento  especial  dictado  por  el  Gobierno  deter- 
minará la  intervención  y  cooperación  del  ramo  de  Ma- 
rina y  de  la  Administración  civil  en  lo  concerniente  á 
puertos  y  playas,  muelles  y  embarcaderos;  dejando  á 
la  industria  privada  toda  la  latitud  de  acción  que  re- 
quiere para  su  desarrollo,  sin  perjuicio  del  buen  orden. 

Las  providencias  dictadas  por  la  Administración  ac- 
tiva en  materia  de  aguas,  según  la  presente  Ley,  cau- 
sarán estado,  si  no  se  recurriese  contra  ellas  .por  la  vía 
gubernativa  ante  el  inmediato  superior  gerárquico;  ó 
por  la  vía  contenciosa,  siempre  que  proceda  dentro  del 
plazo  que  señalen  las  Leyes  y  reglamento;  ó  en  su  de- 
fecto, dentro  de  tres  meses,  contados  desde  la  fecha  en 
que  se  publicase  la  providencia  ó  se  notificare  al  inte- 
resado. 

Contra  las  providencias  dictadas  por  la  Administra- 
ción dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones  en  materia 
de  aguas  no  se  admitirán  interdictos  por  los  Tribuna- 
les de  Justicia.  Unicamente  podrán  conocer  éstos  á 
instancia  de  parte  cuando  en  los  casos  de  expropiación 
forzosa  prescritos  en  esta  Ley  no  hubiese  precedido  al 
desahucio  la  correspondiente  indemnización. — Arts. 
275  al  278. 

692.  Comunidades  de  regantes  y  sus  sindi- 
catos.— En  los  aprovechamientos  colectivos  de  aguas 
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públicas  para  riegos  siempre  que  el  número  de  hectá- 
reas regables  llegase  á  200,  se  formarán  necesariamen- 
te una  comunidad  de  regantes  sujeta  al  régimen  de  sus 
ordenanzas  de  riego;  y  cuando  fuere  menor  el  número 
de  hectáreas,  quedará  á  voluntad  de  la  mayoría  la 
formación  de  la  comunidad,  salvo  el  caso  en  que  á  jui- 
cio del  Gobernador  de  la  Provincia  lo  exigiesen  los 
intereses  locales  de  la  Agricultura. 

Toda  comunidad  tendrá  un  sindicato  elegido  por 
ella,  y  encargado  de  la  ejecución  de  las  ordenanzas  y 
de  los  acuerdos  de  la  misma  comunidad. 

Las  comunidades  de  regantes  formarán  las  ordenan- 
zas de  riego  con  arreglo  á  las  bases  establecidas  en  la 
Ley,  sometiéndolas  á  la  aprobación  del  Gobierno,  quien 
no  podrá  negarla  ni  introducir  variaciones  sin  oir  sobre 
ello  al  Consejo  de  Estado. 

.  Las  aguas  públicas  destinadas  á  aprovechamientos 
colectivos  que  hasta  ahora  hayan  tenido  un  régimen 
especial  consignado  en  sus  ordenanzas,  continuarán 
sujetas  al  mismo  mientras  la  mayoría  de  los  interesa- 
dos no  acuerde  modificarlo,  con  sujeción  á  lo  prescrito 
en  la  presente  Ley. 

Cuando  en  el  curso  de  un  rio  existan  varias  comuni- 
dades y  sindicatos,  podrán  formarse  por  convenio  mú- 
tuo  uno  ó  más  sindicatos  centrales  ó  comunes  para  la 
defensa  de  los  derechos  y  conservación  y  fomento  de 
los  intereses  de  todos.  Se  compondrán  de  represen- 
tantes de  las  comunidades  interesadas. 

El  número  ele  los  representantes  que  hayan  de  nom- 
brarse será  proporcional  á  la  extensión  de  los  terrenos 
regables,  comprendidos  en  las  demarcaciones  respec- 
tivas. 

El  número  de  los  individuos  del  sindicato  ordinario 
y  su  elección  por  la  comunidad  de  regantes  se  deter- 
minarán en  las  ordenanzas,  atendida  la  extensión  de 
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los  riegos,  según  las  acequias  que  requieran  especial 
cuidado  y  los  pueblos  interesados  en  cada  comunidad. 

En  las  mismas  ordenanzas  se  fijarán  las  condiciones 
de  los  electores  y  elegibles,  y  se  establecerán  el  tiem- 
po y  forma  de  la  elección,  así  como  la  duración  de  los 
cargos,  que  siempre  serán  gratuitos,  y  no  podrán  re- 
husarse sino  en  casos  de  reelección. 

Todos  ios  gastos  hechos  por  una  comunidad  para  la 
construcción  de  presas  y  acequias,  ó  para  su  repara- 
ción, entretenimiento  ó  limpia,  serán  sufragados  por 
los  regantes  en  equitativa  proporción. 

Los  nuevos  regantes  que  no  hubiesen  contribuido  al 
pago  de  las  presas  ó  acequias  construidas  por  una  co- 
munidad, sufrirán  en  beneficio  de  esta  un  recargo,  con- 
certado en  términos  razonables. 

Cuando  uno  ó  más  regantes  de  una  comunidad  ob- 
tuviesen el  competente  permiso  para  hacer  de  su  cuen- 
ta obras  en  la  presa  ó  acequias  con  el  fin  de  aumentar 
el  caudal  de  las  aguas,  habiéndose  negado  á  contribuir 
los  demás  regantes,  éstos  no  tendrán  derecho  á  mayor 
cantidad  de  agua  que  la  que  anteriormente  disfruta- 
ban. El  aumento  obtenido  será  de  libre  disposición  de 
los  que  hubiesen  costeado  las  obras,  y  en  su  conse- 
cuencia se  arreglarán  los  turnos  de  riego  para  que  sean 
respetados  los  derechos  respectivos. 

Y  si  alguna  persona  pretendiese  conducir  aguas  á 
cualquiera  localidad  aprovechándose  de  las  presas  ó 
acequias  de  una  comunidad  de  regantes,  se  entenderá 
y  ajustará  con  ella  lo  mismo  que  lo  haría  un  parti- 
cular. 

En  los  sindicatos  habrá  precisamente  un  vocal  que 
represente  las  fincas  que  por  su  situación  ó  por  el  ór- 
den  establecido,  sean  las  últimas  en  recibir  el  riego;  y 
cuando  la  comunidad  se  componga  de  varias  colectivi- 
dades, ora  agrícolas,  ora  fabriles,  directamente  intere- 
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sadas  en  la  buena  administración  de  unas  aguas,  ten- 
drán todas  en  el  sindicato  su  correspondiente  repre- 
sentación, proporcionada  ai  derecho  que  respectiva- 
mente les  asista  al  uso  y  aprovechamiento  de  las  mis- 
mas aguas.  Del  propio  modo  cuando  el  aprovecha- 
miento haya  sido  concedido  á  una  Empresa  particular, 
el  concesionario  será  vocal  nato  del  sindicato. 

La  comunidad  formará  el  reglamento  para  el  sindi- 
cato. 

Son  atribuciones  del  sindicato: 

1?  Vigilar  los  intereses  de  la  comunidad,  promover 
su  desarrollo  y  defender  sus  derechos. 

2*  Dictar  las  disposiciones  convenientes  para  la 
mejor  distribución  y  aprovechamiento  de  las  aguas,  res- 
petando los  derechos  adquiridos  y  las  costumbres 
locales. 

3^  Nombrar  y  separar  sus  empleados  en  la  forma 
que  establece  el  reglamento. 

4*  Formar  los  presupuestos  y  repartos,  y  censurar 
las  cuentas,  sometiendo  unas  y  otras  á  la  aprobación 
de  la  Junta  de  la  comunidad. 

5^  Convocar  á  juntas  generales  extraordinarias 
cuando  lo  crea  necesario. 

6?  Proponer  á  las  juntas  las  ordenanzas  y  el  re- 
glamento ó  cualquiera  alteración  que  conceptuase  útil 
introducir  en  lo  existente. 

7^  Establecer  los  turnos  rigurosos  de  agua,  conci- 
llando los  intereses  de  los  diversos  cultivos  entre  los 
regantes  y  cuidando  de  que  en  los  años  de  escasez  se 
disminuya  en  justa  proporción  la  cuota  respectiva  á 
cada  finca. 

8?  Todas  las  que  les  concedan  las  ordenanzas  de 
la  comunidad  ó  el  reglamento  especial  del  mismo  sin- 
dicato. 

Cada  sindicato  elegirá  de  entre  sus  Vocales  un  Pre- 


sidente  y  un  Vicepresidente  con  las  atribuciones  que 
establezcan  las  ordenanzas  y  el  reglamento. 

Las  comunidades  de  regantes  celebrarán  juntas  ge- 
nerales ordinarias  en  las  épocas  marcadas  por  las  or- 
denanzas de  riego.  Estas  ordenanzas  determinarán  las 
condiciones  requeridas  para  tomar  parte  en  las  delibe- 
raciones, y  el  modo  de  computar  los  votos,  en  propor- 
ción á  la  propiedad  que  representen  los  interesa- 
dos. 

Las  juntas  generales,  á  las  cuales  tendrán  derecho 
de  asistencia  todos  los  regantes  de  la  comunidad  y  los 
industriales  interesados,  resolverán  sobre  los  asuntos 
árduos  de  interés  común  que  los  sindicatos  ó  alguno 
de  los  concurrentes  sometieren  á  su  decisión — Arts. 
279  al  289. 

693.  Jurados  de  riego. — Además  del  sindicato 
4iabrá  en  toda  comunidad  de  regantes  uno  ó  más  Ju- 
rados, según  lo  exija  la  estension  de  los  riegos. 

Cada  Jurado  se  compondrá  de  un  Presidente,  que 
será  un  Vocal  del  sindicato  designado  por  éste,  y  del 
número  de  Jurados,  tanto  propietarios  como  suplentes 
que  fije  el  reglamento  del  sindicato,  nombrados  todos 
por  la  comunidad. 

Las  atribuciones  de  los  Jurados  se  limitarán  al  in- 
mediato cuidado  de  la  equitativa  distribución  de  las 
aguas  según  los  respectivos  derechos  y  al  reconoci- 
miento y  resolución  de  las  cuestiones  de  hecho  que  se 
susciten  sobre  el  riego  entre  los  interesados  en  él.  Sus 
procedimientos  serán  públicos  y  verbales  en  la  forma 
que  determine  el  reglamento,  pero  consignándose  en 
un  libro  los  fallos  que  serán  ejecutorios. 

Las  penas  que  se  señalen  en  las  ordenanzas  de  rie- 
go por  infracciones  ó  abusos  en  el  aprovechamiento  de 
las  aguas,  obstrucción  de  las  acequias  ó  de  sus  boque- 
ras y  otros  excesos,  consistirán  únicamente  en  indem- 
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nizaciones  pecurriarias  que  se  aplicarán  al  perjudicado 
y  á  los  fondos  de  la  comunidad. 

Si  el  hecho  envolviese  criminalidad,  podrá  ser  de- 
nunciado al  Tribunal  competente  por  el  regante  ó  el 
industrial  perjudicado  y  por  el  sindicato. 

Donde  existan  de  antiguos  Jurados  de  riego,  conti- 
nuarán con  su  actual  organización  mientras  las  respec- 
tivas comunidades  no  acuerden  proponer  al  Gobierno 
su  reforma.— Arts.  290  al  294. 

694.  Competencia  de  jurisdicción  en  materia 
de  aguas. — Compete  á  los  tribunales  contencioso- 
administrativos  conocer  de  los  recursos  contra  las  pro- 
videncias dictadas  por  la  Administración  en  materia 
de  aguas,  en  los  casos  siguientes: 

19  Cuando  por  ellas  se  lastimen  derechos  adquiri- 
dos en  virtud  de  disposiciones  emanadas  de  la  misma 
Administración. 

29  Cuando  se  imponga  á  la  propiedad  particular 
una  servidumbre  forzosa  ó  alguna  otra  limitación  ó 
gravámen  en  los  casos  previstos  por  la  Ley. 

3?  En  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  resarci- 
mientos de  daños  y  perjuicios  á  consecuencia  de  las 
limitaciones  y  gravámenes  de  que  habla  el  párrafo  an- 
terior. 

Compete  á  los  tribunales  de  Justicia  el  conocimien- 
to de  las  cuestiones  relativas. 

I9  Al  dominio  de  las  aguas  públicas  y  al  dominio 
y  posesión  de  las  privadas. 

29  Al  dominio  de  las  playas,  álveos  6  cáuces  de 
los  rios  y  al  dominio  y  posesión  de  las  riberas,  sin  per- 
juicio de  la  competencia  de  la  Administración  para  de- 
marcar, apear  y  deslindar  lo  perteneciente  al  dominio 
público. 

3?  A  las  servidumbres  de  aguas,  fundadas  en  títu- 
los de  derecho  civil. 
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4?    Al  derecho  de  pesca. 

Corresponde  también  á  los  tribunales  de  Justicia  el 
conocimiento  de  las  cuestiones  suscitadas  entre  parti- 
culares sobre  preferente  derecho  de  aprovechamiento 
según  la  presente  Ley: 

1?    De  las  aguas  pluviales. 

2?  De  las  demás  aguas  fuera  de  suscáuces  natura- 
les cuando  la  preferencia  se  funde  en  títulos  de  dere- 
cho civil. 

Compete  igualmente  á  los  tribunales  de  Justicia  el 
•  conocimiento  de  las  cuestiones  relativas  á  daños  y  per- 
juicios ocasionados  á  tercero  en  sus  derechos  de  pro- 
piedad particular  cuya  enajenación  no  sea  forzosa:  [j¡j 

1°    Por  la  apertura  de  pozos  ordinarios. 

29  Por  la  apertura  de  pozos  artesianos  y  por  la 
ejecución  de  obras  subterráneas. 

3?  Por  toda  clase  de  aprovechamientos  en  favor  de 
particulares.— Arts.  295  al  298. 

695.  Disposiciones  generales. — Se  respetan  los 
derechos  legítimamente  adquiridos  y  el  dominio  pri- 
vado sobre  aguas  de  acequias  y  fuentes  ó  manantiales. 
Deróganse  todas  las  disposiciones  anteriores,  que  es- 
tuvieren en  contradicción  con  las  de  esta  Ley; — Arts. 
299  y  300. 


CAPITULO  III. 


De  los  caminos  ordinarios. 


'696.  Son  cosas  públicas. — Los  caminos,  como 
los  rios  y  los  puertos,  pertenecen  al  dominio  público  y 
en  este  concepto  incumbe  al  Gobierno  dictar  reglas 
acerca  del  uso  común  de  toda  vía  de  comunicación  y 
trasporte. 

697.  Su  importancia. — Es  uno  de  los  primeros 
deberes  de  toda  Administración  bien  inspirada  fomen- 
tar la  construcción  de  caminos  al  intento  de  facilitar 
las  comunicaciones,  contribuyendo  de  esa  suerte  á  la 
multiplicación  de  los  centros  de  población,  al  floreci- 
miento de  la  agricultura,  y  á  la  prosperidad  del  comer- 
cio; en  una  palabra,  nace  y  se  aumenta  la  circulación 
de  la  riqueza  en  provecho  de  los  intereses  generales  y 
se  crean  hábitos  de  sociabilidad  y  cultura. 

698.  Legislación  vigente. — La  ordenanza  para 
la  conservación  y  policía  de  los  caminos  ordinarios, 
aprobado  en  8  de  Enero  de  1867,  el  R.  D.  de  22  deí 
mismo  mes,  reglamentando  el  servicio  de  los  caminos 
y  carreteras,  la  R.  O.  de  25  de  Marzo  de  1868  fijando 
el  ancho  de  las  carreteáis  de  l9  y  29  órden. 

699.  División. — Los  caminos  y  carreteras  se  di- 
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viden  en  vías  de  servicio  público  y  vías  de  servicio 
particular.— Art.  1?  R.  D.  22  de  Enero  de  1867. 

700.  I.    Caminos  de  servicio  público. — Se 

clasifican  según  su  importancia  y  utilidad  en  carrete- 
ras de  Io  y  2V  órden  y  caminos  vecinales.  Carreteras 
de  primer  órden  serán  las  que  partiendo  del  ferro-ca- 
ril  central,  vayan  á  terminar  en  puntos  importantes  de 
ámbas  costas.  De  2°  órden: 

1?  Las  que  partiendo  de  la  misma  línea  férrea  va- 
yan á  poblaciones,  capitales  de  provincia  (distrito,  di- 
ce el  R.  D.) 

29    Las  que  comuniquen  entre  sí  dichas  capitales. 

3?  Las  que  arrancando  de  la  misma  línea  central 
ó  de  una  capital  de  provincia,  conduzcan  á  algún  puer- 
to en  que  haya  Aduana  habilitada.  Son  caminos  veci- 
nales los  que  por  conducir  á  la  capital  de  una  provin- 
cia, á  un.  mercado,  carretera  de  1?  y  2?  órden,  estación 
de  ferro-carril,  canal,  puerto  ó  por  cualquiera  otra  cir- 
cunstancia interesen  á  uno  ó  más  pueblos  ó  caseríos. 
— Arts.  2?  y  3? 

7 01 .  Anchos  y  pendiente  máximas. — Carrete- 
ras de  primer  órden;  ancho  de  explanación:  7  metros; 
pendiente  máxima:  5  por  100.  2?  orden,  ancho:  6'  me- 
tros, 50  centímetros;  pendiente,  7  por  100;  conservan- 
do á  los  firmes  el  ancho  de  5  m.  50  y  5  m.  que  les  co- 
rresponde y  quedando  para  los  paseos  en  ámbos  órde- 
nes la  anchura  total  de  1  m.  50  que  podrá  aumentarse 
hasta  2  m.  50  y  2  m.  cuando  así  lo  exija  la  afluencia 
del  tránsito.  Caminos  vecinales;  ancho:  6  m;  pendien- 
te máxima:  7  por  100. — Art.  9?  del  R.  D.  citado  y 
R.  O.  de  25  de  Marzo  de  1868. 

702.  Carreteras  y  caminos  vecinales;  estu- 
dio, construcción  y  conservación.- — Respecto  de 
las  primeras,  se  hará  por  cuenta  del  Estado;  y  respec- 
to de  los  segundos,  por  los  Ayuntamientos,  no  pudién- 
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(lose  dar  principio  á  construcción  de  carretera  alguna 
ó  camino  vecinal  sin  que  esté  hecha  en  debida  forma 
su  clasificación,  aprobado  el  correspondiente  proyecto 
y  acordada  su  ejecución. — Arts.  11  y  12.  (1) 

703.  II.  Caminos  de  servicio  particular. — 
Se  considerarán  como  caminos  de  servicio  particular 
los  que  sirviendo  para  la  explotación  de  minas,  cante- 
ras y  montes,  para  la  comunicación  de  establecimientos 
industriales  ó  de  otra  cualquiera  clase,  ó  para  el  ser- 
vicio de  edificios,  haciendas  ó  propiedades  particula- 
res, pasen  por  terrenos  que  no  sean  propiedad  del  que 
construya  el  camino.  Las  actuales  servidumbres  que 
no  merezcan  ser  declaradas  caminos  vecinales  se  com- 
prenderán en  este  artículo. 

Los  que  quieran  estudiar  una  carretera  ó  camino  de 
servicio  particular  solicitarán  de  los  Gobernadores  ó 
«Jefes  civiles  de  distrito  la  correspondiente  autoriza- 
ción, obtenida  la  cual  adquirirán  el  derecho  de  entrar 
en  las  propiedades  particuhires,  con  objeto  de  hacer 
las  operaciones  necesarias  al  estudio,  previo  aviso  á  los 
dueños  ó  colonos  de  las  que  se  hallen  cercadas,  y  que- 
dando en  todo  caso  obligados  á  la  indemnización  de 
los  daños  que  causaren,  para  lo  cual  prestarán  el  de- 
bido afianzamiento. 

Los  caminos  de  servicio  particular  podrán  ser  de- 
clarados de  utilidad  pública  para  el  goce  de  los  dere- 
chos y  beneficios  que  señala  el  decreto   sobre  expro- 


( 1)  Es  obligación  de  los  Ayuntamientos  la  composición  y  conservación 
de  los  caminos  vecinales.  En  cuanto  á  los  caminos  rurales,  los  Ayuntamien- 
tos obligarán  á  los  interesados  en  los  mismos  á  su  reparación  y  conserva- 
ción. Para  lograr  tan  útiles  objetos  acordarán  los  medios  en  Junta  de  aso- 
ciados para  los  vecinales  y  en  'unta  de  interesados  para  los  rurales.  Los 
Gobernadores  velarán  por  el  cumplimiento  de  esta  parte  tan  interesante  de 
la  Administración,  en  virtud  de  las  facultades  que  les  conceden  las  leyes. — 
Art.  69.  L.  municipal. 

22 
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piacion  forzosa  por  causa  de  utilidad  pública,  siempre 
que  su  importancia  ló  requiera  y  que  así  resultare  de 
la  información  que  se  practique  con  arreglo  á  los  trá- 
mites prescritos  por  aquel  decreto  ó  que  en  lo  sucesi- 
vo rijan  sobre  la  materia. 

Los  caminos  de  servicio  particular  podrán  ser  de- 
clarados de  uso  público,  en  todo  ó  en  parte  de  su  lon- 
gitud, siempre  que  así  resultare  conveniente,  previa 
instrucción  de  expediente  promovido  por  la  Adminis- 
tración ó  por  los  particulares,  cuyo  expediente  seguirá 
los  trámites  prescritos  en  los  artículos  anteriores  de 
este  decreto.  El  todo  ó  parte  del  camino  de  servicio 
particular  que  sea  declarado  de  uso  público  quedará 
sujeto  á  las  órdenes  y  prescripciones  vigentes  ó  que 
en  lo  sucesivo  rijan  para  esta  clase  de  vías. 

Para  proceder  á  la  construcción  de  uno  de  estos  ca- 
minos se  necesita,  además  de  la  autorización  del  Go- 
bernador Superior  Civil  que  acerca  de  él  haya  recaido 
la  declaración  de  utilidad  pública. 

Los  caminos  de  servicio  particular  estarán  regidos 
por  las  Ordenanzas  ó  disposiciones  vigentes  para  las 
actuales  servidumbres  rurales  conocidas  con  el  nombre 
de  serventías,  ó  por  las  que  en  lo  sucesivo  rijan. 

Las  disposiciones  adoptadas  respecto  délos  caminos 
particulares  no  se  entienden  con  los  que  los  dueños 
construyan  dentro  de  sus  propiedades. — Arts,  19  al 
25  del  K.  D.  de  22  de  Enero. 

704.  Conservación  y  policía  de  los  caminos; 
de  las  carreteras,  obras  y  arbolados. — No  será 
lícito  hacer  represas,  pozos  ó  abrevaderos  en  las  bocas 
de  los  puentes  y  alcantarillas,  ni  en  las  márgenes  de 
los  caminos  á  menor  distancia  que  la  de  25  metros  de 
éstos.  Los  contraventores  incurrirán  en  la  multa  de 
10  á  40  escudos,  (5  á  20  pesos)  además  de  subsanar 
el  perjuicio  causado. 
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Los  cultivadores  de  las  heredades  lindantes  con  el 
camino,  que  con  el  plantío  y  labores  de  las  mismas 
ocasionen  daño  á  los  muros  de  sostenimiento,  aletas 
de  alcantarillas,  estribos  de  puentes  y  á  cualquiera 
otra  obra  ó  que  labren  en  los  taludes  de  este  ó  terre- 
nos anejos  á  ál,  incurrirán  en  la  multa  de  10  á  40  es- 
cudos (5  á  20  pesos),  que  señala  el  artículo  anterior, 
además  de  subsanar  él  daño  causado. 

Los  labradores  que  al  tiempo  de  cultivar  las  here- 
dades inmediatas  a  los  caminos,  y  los  pastores  y  ga- 
naderos que  con  sus  ganados  dejaren  caer  en  los  pa- 
seos y  cunetas  de  aquellos,  tierra  ó  cualquier  cosa  que 
impida  el  libre  curso  de  las  aguas,  estarán  obligados  á 
su  limpia  y  reparación. — Arts.  I9,  2?  y  3?  de  la  Orde- 
nanza de  8  de  Enero  de  1867. 

Los  dueños  de  las  heredades  lindantes  con  los  ca- 
minos no  podrán  impedir  el  libre  curso  de  las  aguas 
que  provienen  de  aquellos  haciendo  zanjas,  calzadas  ó 
levantando  el  terreno  de  dichas  heredades. — Art.  49 

El  que  cerrare  el  camino  público  sin  permiso  del 
Gobierno  lo  abrirá  á  su  costa  y  pagará  200  escudos, 
(100  pesos)  de  multa,  además  de  abonar  los  perjuicios 
que  hubiere  ocasionado. 

Si  el  camino  fuese  paso  de  un  rio  inaccesible  ó  des- 
filadero entre  serranías,  la  multa  será  de  400  á  600 
escudos,  (200  á  300  pesos). — Arts.  5  y  6. 

Los  dueños  de  heredades  lindantes  con  los  caminos 
y  en  posición  costanera  ó  pendiente  sobre  éstos  no  po- 
drán cortar  los  árboles  en  los  25  metros  de  distancia 
á  las  carreteras  sin  licencia  de  la  autoridad  local,  pre- 
cedido reconocimiento  del  Ingeniero  encargado,  y  en 
manera  alguna  arrancar  raices  para  impedir  que  las 
aguas  lleven  tierra  al  camino  ó  caigan  trozos  del  te- 
rreno, y  si  contravinieren  serán  obligados  á  costear  la 
obra  necesaria  para  evitar  semejantes  daños.  Cuando 
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la  autoridad  impida  al  propietario  la  facultad  de  cor- 
tarlos, deberá  el  Estado  indemnizarle  con  arreglo  á  la 
Ley  de  expropiación. — xlrt.  7? 

Los  carruajes  de  cualquier  clase  deberán  marchar 
al  paso  de  las  caballerías  en  todos  los  puentes,  sean  és- 
tos de  la  clase  que  fueren,  y  no  podrán  dar  vueltas  en- 
tre sus  barandillas  ó  antepechos.  Los  que  contravinie- 
ren incurrirán  en  la  multa  de*12  á  24  escudos,  (6  á 
12  pesos),  además  de  pagar  el  daño  que  de  este  modo 
hubieren  causado. 

Los  conductores  que  abrieren  surcos  en  los  caminos, 
sus  paseos  ó  márgenes  para  meter  las  ruedas  de  los 
carruajes  ó  cargarlos  más  cómodamente,  sufrirán  la 
multa  de  12  ó  24  escudos  y  resarcirán  el  daño  cau- 
sado. 

Ningún  carruaje  ni  caballería  podrá  marchar  por  fue- 
ra del  firme  ó  calzada  del  camino  ó  sea  por  sus  paseos; 
y  su  dueño  ó  conductor,  si  lo  hiciere,  pagará  de  12  á 
24  escudos  (6  á  12  pesos)  por  cada  carruaje,  y  por 
cada  caballería  un  escudo. 

Cuando  en  los  caminos  se  hicieren  recargos  ó  cual- 
quiera obra  de  reparación,  los  carruajes  ó  caballerías 
deberán  marchar  por  el  paraje  que  se  demarcare  al 
efecto,  y  los  contraventores  serán  responsables  del  da- 
ño que  causaren,  además  de  imponérseles  las  mismas 
multas  indicadas  en  el  artículo  anterior. 

Los  dueños  ó  conductores  de  los  carruajes,  caballe- 
rías ó  ganados  que  cruzasen  el  camino  por  parajes 
distintos  de  los  destinados  á  este  fin,  ó  que  han  servi- 
do siempre  para  ir  de  unos  pueblos  á  otros  ó  para  en- 
trar ó  salir  de  las  heredades  limítrofes,  pagarán  el 
daño  que  hubieran  causado  en  los  paseos,  cunetas  y 
márgenes  del  camino,  además  de  la  multa  de  16  escu- 
dos, (8  pesos). 

El  que  rompa  ó  de  cualquier  modo  cause  daño  en 


en  los  guardaruedas,  antepechos  ó  sus  albardillas,  ó  en 
otras  obras  de  los  caminos,  así  como  en  las  pirámides, 
postes  indicadores  ó  postes  kilométricos,  ó  borre  las 
inscripciones  de  éstos,  ó  maltrate  las  fuentes  y  abre- 
vaderos construidos  en  la  vía  pública  ó*  los  árboles 
plantados  en  las  márgenes  de  los  caminos,  ó  permita 
que  lo  hagan  sus  caballerías  y  ganados,  pagará  el  per- 
juicio y  una  multa  de  6  á  24  escudos,  (3  á  12  pesos). 
— Arts.  8?  al  13. 

Se  prohibe  barrer,  recojer  basura,  rascar  tierras  ó 
tomarlas  en  los  caminos,  sus  paseos,  cunetas  ó  escar- 
pes, pena  de  6  á  12  escudos,  (3  á  6  pesos)  de  multa 
y  reparación  del  daño  causado,  pero  ios  encargados  de 
carreteras  podrán  permitir  la  extracción  del  barro  ó 
basuras  de  ellas  prescribiendo  las  reglas  que  al  efecto 
crean  oportunas. — Art.  14. 

Se  prohibe  todo  arrastre  de  maderas,  ramajes  6  ara- 
dos en  los  caminos  y  lo  mismo  el  atar  las  ruedas  de 
los  carruajes,  bajo  la  multa  de  un  escudo  porcada  ma- 
dero, 2  si  fuere  arado  que  lleve  al  extremo  chapa  ó 
clavo  de  hierro,  y  15  por  cada  carruaje  que  lleve  rueda 
atada,  además  de  resarcir  el  daño  causado. — Art.  15. 

Los  conductores  de  carruajes,  sin,  distinción  alguna, 
deberán  observar  las  reglas  siguientes  en  el  uso  de 
planchas  de  hierro  que  lleven  para  disminuir  la  veloci- 
dad de  los  mismos: 

1*  La  plancha  deberá  ser  igual  al  modelo  aproba- 
do por  la  Inspección. 

2*  No  podrá  hacerse  uso  de  las  planchas  sino  en 
las  cuestas  y  distancias  marcadas  al  efecto  por  los  In- 
genieros encargados  de  las  carreteras. 

3*  La  plancha  deberá  aplicarse  á  las  ruedas  de 
manera  que  su  centro  quede  sentado  de  plano  sobre  el 
camino. 
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4ll  Los  carruajes,  cuando  lleven  planchas  puestas, 
solo  podrán  marchar  al  paso  de  las  caballerías. 

La  infracción  á  las  expresadas  prevenciones  se  cas- 
tigará con  la  multa  de  12  á  24  escudos,  y  la  repara- 
ción del  daño  que  se  cause. — Art.  16. 

705.  Tránsito  de  las  carreteras. — Los  Capi- 
tanes de  partido  (1)  cuidarán,  en  sus  respectivos  tér- 
minos, que  el  camino  y  sus  márgenes  estén  libres  y 
desembarazados,  sin  permitir  estorbo  alguno  que  obs- 
truya el  tránsito  público,  especialmente  en  las  calles 
de  travesía  de  los  pueblos. 

No  podrán  los  particulares  hacer  acopios  de  mate- 
riales, tierras,  abonos  y  extiércoles,  amontonar  frutos, 
mieses  ú  otra  cualquiera  cosa  sobre  el  camino,  sus  pa- 
seos ó  cunetas,  ni  colgar  6  tender  ropa  en  los  mencio- 
nados parajes  en  el  interior  de  las  poblaciones:  se  per- 
mitirá el  acopio  de  materiales,  dejando  por  lo  menos 
4  metros  francos  para  el  tránsito,  siempre  que  no  ex- 
ceda dé  17  metros  la  longitud  de  la  parte  obstruida. 
A  los  que  contravinieren  á  lo  dispuesto  en  este  artícu- 
lo, se  impondrá  una  multa  de  6  á  8  escudos  por  pri- 
mera vez  y  24  escudos  por  la  segunda. 

Las  pilas,  zarzas,  matorrales,  cercas  de  piña  y  todo 
género  de  ramaje'que  sirva  de  resguardo" ó  de  cerco  á 
los  campos  y  heredades  lindantes  con  el  camino,  debe- 
rán estar  bien  cortados  y  de  modo  que  no  salgan  al 
mismo. 

Los  arrieros  y  conductores  de  carruajes  que  hicie- 
ren suelta  y  den  de  comer  á  sus  ganados  en  el  camino 
ó  sus  paseos,  sufrirán  la  multa  de  5  escudos  por  cada 
carruaje  y  de  uno  por  cada  caballería  ó  cabeza  de  ga- 
nado, además  de  pagar  cualquier  perjuicio  que  causa- 
ren. 


(1)    Hoy  debe  entenderse  '-los  Alcaldes  municipales. 


La  pena  establecida  en  el  artículo  anterior,  es  apli- 
cable á  los  dueños  y  pastores  de  cualquier  ganado  que 
esté  pastando  en  las  alamedas,  paseos,  cunetas  y  talu- 
des del  camino. 

Ni  en  él  ni  en  sus  paseos  y  márgenes,  se  podrán 
poner  tinglados  ó  puestos  ambulantes,  aunque  sean 
para  la  venta  de  comestibles,  sin  la  licencia  correspon- 
diente. 

Delante  de  las  posadas  ni  en  otro  paraje  alguno  de 
la  vía  pública,  podrá  dejarse  ningún  carruaje  suelto,  y 
al  dueño  ó  conductor  del  que  así  se  encontrare,  se  le 
impondrá  una  multa  de  5  á  12  escudos.  En  igual  pe- 
na incurrirá  todo  persona  que  eche  animales  muertos 
sobre  el  camino  á  menor  distancia  de  25  metros  de 
sus  márgenes,  además  de  imponérsele  la  obligación  de 
sacarlos  fuera. 

Las  caballerías,  recuas,  ganado  y  carruajes  de  toda 
especie,  deberán  dejar  libre  la  mitad  del  camino  á  lo 
ancho,  para  no  embarazar  el  tránsito  á  los  demás  de 
su  especie,  y  al  encontrarse  en  un  punto  los  que  van 
y  vienen,  marcharán  arrimándose  cada  uno  á  su  res- 
pectivo lado  derecho. 

A  los  arrieros  que  llevando  más  de  dos  caballerías 
caminaren  pareados,  se  les  multará  con  5  escudos  á 
cada  uno,  y  si  fuesen  carruajes  los  que  así  caminan,  se 
exigirá  igual  cantidad  por  cada  uno. 

Cuando  en- cualquier  paraje  de  la  vía  pública  las  re- 
cuas y  carruajes  se  encontraren  con  los  conductores 
de  la  correspondencia  pública,  deberán  dejar  á  éstos 
el  paso  expedito,  multa  de  5  á  12  escudos  [82.50  á  6.] 

Bajo  la  misma  multa  establecida  en  el  artículo  an- 
terior, á  ninguno  será  permitido  correr  á  escape  en  el 
camino  ni  llevar  de  este  modo  caballerías,  ganado  y 
carruajes  á  la  inmediación  de  otro  de  su  especie,  ó  de 
las  personas  que  van  á  pié. 
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Igual  multa  se  aplicará  á  los  arrieros  y  conductores 
cuyas  recuas,  ganados  y  carruajes  vayan  por  el  camino 
sin  guia  ó  persona  que  los  conduza. 

En  las  cuestas  marcadas  en  la  regla  2*  del  art.  16 
no  podrán  bajar  los  carruajes  sino  con  plancha  ú  otro 
aparato  que  disminuya  la  velocidad  de  sus  ruedas,  y 
al  que  faltare  á  esta  disposición  llevando  pasajeros,  se 
le  impondrá  la  multa  de  12  á  50  escudos. 

Todos  los  carruajes  sin  excepción  alguna  deberán 
llevar  en  su  frente  un  farol  encendido  durante  la  no- 
che, imponiéndose  la  multa  de  8  escudos  álos  conduc- 
tores por  cada  vez  que  contravengan  á  esta  preven- 
ción.— Arts.  17  al  30. 

706.  Obras  contiguas  á  la  vía  pública. — En 
las  fachadas  de  las  casas  contiguas  al  camino  no  podrá 
ponerse  cosa  alguna  colgante  ó  saliente  que  pueda 
ofrecer  incomodidad,  riesgo  ó  peligro  á  los  pasajeros 
ó  á  las  caballerías  y  carruajes.  Se  prohibe  asimismo 
los  canalones  y  los  desagües  que  no  estén  arreglados 
á  las  prevenciones  que  en  cada  caso  dicte  el  Ingenie- 
ro. Los  Capitanes  de  partido,  cuando  reciban  denun- 
cias por  dichas  causas,  señalarán  un  breve  término  pa- 
ra que  se  quiten  los  estorbos,  imponiendo  una  multa 
de  6  á  20  escudos  al  que  no  lo  hiciere  en  el  tiempo 
señalado. 

Cuando  el  punto  de  división  de  los  kilómetros  re- 
caiga en  el  interior  de  la  travesía  de  la  carretera  por 
un  pueblo,  en  vez  del  poste  kilométrico  se  pondrá  en 
la  fachada  de  la  casa  más  próxima  una  lápida  figura- 
da, dada  de  cal,  en  la  que  aparecerá  una  inscripción 
con  la  indicación  kilométrica  correspondiente.  Esta 
lápida  se  colocará  á  una  altura  suficiente  del  suelo,  á 
fin  de  que  no  pueda  borrarse  ó  sufrir  algún  deterioro. 

(Juando  las  casas  ó  edificios  contiguos  al  camino  y 
en  particular  las  fachadas  que  linden  con  él  amenacen 


ruina,  ios  Capitanes  de  partido  darán  inmediatamente 
aviso  al  Ingeniero  encargado  de  la  carretera  por  medio 
ile  los  capataces  ó  mayorales  de  las  cuadrillas  repara- 
doras ó  de  cualquier  otro  dependiente  del  ramo,  para 
que  proceda  á  su  reconocimiento  por  sí  mismo  ó  dis- 
ponga se  verifique  éste  por  uno  de  sus  subalternos. 

El  Ingeniero  deberá  examinar  cualquier  edificio  pú- 
blico ó  privado  del  cual  se  tenga  indicio  de  que  ame- 
naza ruina  sobre  el  camino;  y  cuando  alguno  se  hallare 
en  este  caso,  lo  pondrá  en  conocimiento  del  Capi- 
lan  ele  partido,  expresando  si  la  ruina  es  ó  no  próxi- 
ma, advirtiendo  al  propio  tiempo  si  el  mismo  está  en 
virtud  ele  alineación  aprobada  sujeto  á  retirar  su  línea 
de  fachada  para  dar  mayor  ensanche  á  la  vía  pública, 
— Arts.  31  al  34. 

Dentro  de  la  distancia  de  25  metros  colaterales  de 
la  carretera  no  se  podrá  construir  edificio  alguno,  ni 
ejecutar  alcantarillas  ú  otras  obras,  ni  establecer  presas 
y  artefactos,  ni  abrir  cauces  para  la  toma  y  conducción 
de  las  aguas  sin  la  correspondiente  licencia. 

Las  peticiones  de  licencias  para  construir  ó  reedifi- 
car en  las  expresadas  fajas  de  terrenos  á  ambos  lados 
del  camino*  se  dirigirán  al  Capitán  del  partido  del  pue- 
blo respectivo,  expresando  el  paraje,  calidad  y  destino 
del  edificio  ú  obra  que  se  trata  de  ejecutar. 

El  Capitán  de  partido  (1)  remitirá  dichas  instancias 
con  las  observaciones  que  estime  oportunas  al  Ingenie- 
ro Jefe  del  Distrito,  para  que,  previo  reconocimiento, 
señale  la  distancia  y  alineación  á  que  deberá  sujetarse 
en  la  confrontación  del  camino  la  construcción  de  la 
obra  proyectada,  expresando  en  su  caso  las  demás  ad- 
vertencias, precauciones  ó  condiciones  facultativas  que 
deberán  observarse  en  su  ejecución,  para  no  causar  per- 
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juicio  á  la  vía  pública  ni  á  sus  obras,  paseos  ni  arbola- 
do. Los  interesados  estarán  obligados  á  presentar  el 
plano  de  la  obra  proyectada,  si  el  Ingeniero  lo  creyere 
necesario,  para  que  éste  dé  su  dictámen  con  el  debido 
Conocimiento. 

Los  Jefes  civiles  del  distrito  á  quienes  se  elevará 
por  los  Ingenieros  el  expediente  para  su  resolución, 
concederán  licencias  para  construir  ó  reedificar,  con  su- 
jeción á  la  alineación  y  condiciones  que  aquellos  hu- 
bieren marcado,  cuidando  de  que  se  observen  puntual- 
mente por  los  dueños  de  las  obras. — Arts.  35  al  38. 

A  los.  que  sin  licencia  expresada  ejecutasen  cualquie- 
ra obra  dentro  de  los  25  metros  de  uno  y  otro  lado  del 
camino,  ó  se  apartase  de  la  alineación  marcada,  ó  no 
observase  las  condiciones  con  que  se  les  hubiese  con- 
cedido la  licencia,  les  obligará  el  Jefe  civil  del  distrito, 
por  medio  del  Capitán  de  partido  á  la  demolición  de  la 
obra,  caso  ele  perjudicar,  á  juicio  del  Ingeniero,  á  las 
de  la  carretera,  sus  paseos,  cunetas  v  arbolados. — 
Art.  39. 

Cuando  se  susciten  contestaciones  con  motivo  de  la 
alineación  y  condiciones  facultativas  señaladas  por  el 
Ingeniero  en  la  forma  y  casos  previstos  en  los  artículos 
anteriores,  el  Capitán  de  partido  las  pondrá  en  su  co- 
nocimiento, y  éste,  informando  de  nuevo  el  expedien- 
te, lo  elevará  al  Jefe  civil,  en  vista  del  cual  volverá  á 
providenciar  esta  Autoridad  de  acuerdo  con  el  dictá- 
men facultativo.  Si  aun  así  se  suscitasen  contestaciones 
y  no  hubiere  conformidad  por  parte  de  los  interesados 
se  remitirá  el  expediente  al  Inspector  general  de  Obras 
públicas  para  la  resolución  del  Gobernador  Superior 
civil. 

El  Jefe  civil  del  distrito,  resolverá,  ála  posible  bre 
vedad,  sobre  los  expedientes  de  que  trata  el  artícul 
anterior;  pero  si  hallare  motivo  para  no  conformars 


con  el  parecer  del  Ingeniero,  los  pasará  sin  demora  á 
la  Inspección  general  de  Obras  públicas,  para  que  el 
Gobierno  Superior  civil  decida  lo  que  fuere  justo  y 
conveniente. — Arts.  40  y  41. 

El  propietario  á  quien  la  Autoridad  designe  la  licen- 
cia para  hacer  alguna  obra  ó  á  quien  se  le  señale  una 
alineación  que  considere  inaceptable,  podrá  entablar  el 
recurso  que  corresponda. — Art.  42. 

707.  Acotamientos  y  amojonamientos  de  los 
terrenos  adyacentes  á  las  carreteras. — Corres- 
ponde á  los  Capitanes  de  partido  (Alcaldes  municipa- 
les), acompañados  de  los  empleados  y  dependientes 
del  ramo.  Han  de  hacerse  por  términos,  prévia  citación 
á  los  interesados  con  15  dias  de  anticipación.  Han  de 
asistir  los  dueños  de  las  propiedades  colindantes  ó  sus 
apoderados,  el  Regidor  Síndico  del  Ayudante  ó  el 
individuo  de  esta  Corporación  que  la  misma  designe  y 
el  Ingeniero  del  distrito  ó  el  Ayudante  ó  sobrestante 
que  el  mismo  comisione  al  efecto. 

Para  hacer  el  acotamiento  referido  se  procederá  de 
la  manera  siguiente: 

1*  La  época  en  que  se  verificará  será  la  que  cause 
menos  perjuicio  á  la  agricultura,  según  parecer  del 
Ayuntamiento  respectivo. 

2^  Será  atendido  todo  informe  de  testigos,  que  de- 
claren los  límites  de  la  faja  de  terrenos  que  correspon- 
dió al  camino.  Se  considerarán  válidas  las  señales  que 
aun  existiesen  en  otros  trozos  del  camino,  en  el  que 
no  haya  habido  intrusión  de  los  propietarios  colin- 
dantes. 

3*  Se  contarán  como  pertenecientes  al  camino  los 
terrenos  de  donde  ha  estado  en  uso  extraer  tierras  pa- 
ra el  mismo,  ó  en  donde  ha  sido  costumbre  depositar 
éstas  ú  otros  materiales,  sea  que  dichos  terrenos  estén 
cultivados  recientemente  ó  estén  sin  cultivo;  pues  aun- 
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que  no  haya  documentos  que  puedan  presentarse  para 
la  justificación,  la  posesión  pacífica  en  que  de  ellos  se 
ha  estado  puede  considerarse  clá  derecho  de  propiedad, 
á  menos  que  otra  cosa  no  se  justificase  en  dicha  forma, 
sobre  lo  que  resolverá  el  Jefe  civil  del  distrito. 

4?  En  los  puntos  en  que  por  ninguno  de  los  medios 
dichos  puede  averiguarse  cuál  sea  el  verdadero  límite 
del  camino,  se  tendrá  presente:  primero,  el  ancho  que 
debe  tener  su  explanación,  según  las  disposiciones  vi- 
gentes: segundo,  que  las  cunetas  han  de  tener  al  menos 
L,40  metros  de  ancho  en  la  parte  superior  y  los  escar- 
pes exteriores  una  inclinación  de  45  grados;  y  tercero, 
que  además  de  la  latitud  que  estas  consideraciones 
produzcan  deberá  tomarse  una  faja  de  un  metro  desde 
la  línea  exterior  de  la  cuneta  ó  de  los  taludes  ó  escar- 
pes como  límite  al  cual  pueden  llegar  los  labradores 
con  el  cultivo,  para  no  incurrir  en  las  penas  que  marca 
la  Ordenanza  á  los  contraventores  á  los  artículos  2?  y 
39  ele  la  misma.  Otra  consideración  habrá  además  de 
observarse,  y  es  que  en  los  trozos  en  desmonte  debe 
hacerse  una  cuneta  de  coronación  para  conservar  los 
taludes  é  impedir  que  la  cuneta  inferior  se  obstruya 
con  facilidad.  Deducido  así  el  ancho  total  de  la  faja,  si 
se  probase  que  no  ha  habido  intrusión  por  parte  de  los 
propietarios  colindantes,  se  procederá  á  dar  al  camino 
el  ancho'que  requiere  mediante  indemnización,  formán- 
dose aparte  el  oportuno  expediente  de  expropiación. 

5?  En  las  sabánas  y  terrenos  eriales  ó  del  común 
se  tomará  una  faja  además  de  cuatro  metros  de  ancho: 
pues  estos  ensanches  son  muy  necesarios  para  los  usos 
y  reparaciones  délos  caminos. 

6^  En  las  travesías  de  las  poblaciones  se  procederá 
á  las  mismas  averiguaciones,  y  se  formará  un  plano  en 
que  se  detallen  claramente  los  límites  que  deberá  te- 
ner el  camino,  para  que  con  arreglo  á  él  se  ajusten  las 
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nuevas  construcciones  y  las  reedificaciones,  obligando 
á  que  se  retire  el  propietario  que  haya  cometido  la  in- 
trusión. 

Comprobada  la  intrusión  en  la  carretera  y  sus  par- 
tes accesorias  por  cualquier  colindante,  se  allanarán 
las  zanjas,  vallados,  cercas  ó  tapias  que  hayan  construi- 
do para  internar  en  su  propiedad  los  terrenos  usurpa- 
dos, verificándose  esta  operación  y  la  colocación  de  los 
hitos  á  costa  de  los  intrusos.  Al  efecto  se  íes  fijará  un 
aaes  de  término  por  el  Capitán  ele  partido,  con  señala- 
miento de  la  multa  correspondiente  en  caso  de  no  dar 
cumplimiento. 

Las  operaciones  de  amojonamiento  y  acotamiento  se 
irán  extendiendo  por  los  empleados  de  Obras  públicas 
en  un  cuaderno  foliado  y  rubricada  cada  hoja  por  el 
ingeniero  Jefe  del  distrito.  En  él  se  anotarán  y  deta- 
llarán los  arrumbamientos;  disminución  y  aumento  de 
anchur.'i,  límites  de  las  propiedades  y  longitud  de  las 
partes  rectas,  de  manera  que  por  dichas  anotaciones  se 
pueda  en  todo  tiempo  tener  un  conocimiento  exacto  de 
la  faja  de  terreno  que  pertenezca  á  la  carretera.  Estos 
cuadernos  contendrán  el  acotamiento  hecho  en  toda  una 
jurisdiccion.  Al  fin  ele  cada  partido  suscribirá  su  con- 
.  tenido  el  Capitán  del  partido,  (1)  los  testigos  y  los 
empleados  de  Obras  públicas. 

Del  cuaderno  de  toda  una  jurisdicción  se  sacará  una 
copia,  que  le  remitirá  el  Ingeniero  Jefe  del  distrito  al 
Jefe  civil  respectivo  para  que  obre  en  todo  tiempo  en 
su  oficina. 

En  el  caso  en  que  surjan  cuestiones  de  propiedad  al 
verificarse  los  amojonamientos,  pasará  su  conocimiento 
á  los  Tribunales  ordinarios  ó  á  los  especiales  á  quienes, 
según  las  leyes,  corresponda  el  asunto. — Arts.  45  al  48. 
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708,  Denuncias  por  infracciones. — No  podrá 
exigirse  pena  alguna  de  las  prefijadas  en  la  Ordenanza, 
sino  mediante  denuncia  ante  los  Capitanes  de  parti- 
do (1)  ó  de  las  personas  que  los  representen  (2)  en 
los  pueblos  mas  próximos  al  punto  de  la  carretera  en 
que  fuese  detenido  el  contraventor. 

Las  aprehensiones  y  denunciáis  podrán  hacerse  por 
cualquiera  persona;  deberán  hacerla  los  dependientes 
de  policía  de  los  pueblos  por  donde  pase  la  carretera, 
pero  corresponde  con  especialidad  á  las  Obras  Publi- 
cas, capataces  y  peones  destinados  al  servicio  de  di- 
chas carreteras,  que  tienen  la  cualidad  de  guardas 
jurados  para  perseguir  á  los  infractores  de  la  presente 
Ordenanza. 

Presentadas  las  denuncias  ante  los  Capitanes  dé  par- 
tido, procederán  estos  de  plano,  y  oyendo  á  los  intere- 
sados, les  impondrán  en  su  caso  las  multas  que  van 
establecidas,  cumpliendo  con  lo  prevenido  en  esta  Or- 
denanza, sin  omisión  ó  demora  alguna,  como  es  de  es- 
perar de  su  celo  para  el  servicio  público. 

Hechas  las  denuncias  por  los  empleados  de  Obras 
Públicas  á  los  Alcaldes  municipales  y  sus  Tenientes, 
si  no  se  aplicasen  ó  se  pusiesen  obstáculos  para  la  apli- 
cación inmediata  de  las  disposiciones  de  esta  Ordenan- 
za, aquellos  empleados,  sin  entrar  en  contestaciones 
con  la  Autoridad  local,  darán  parte  minucioso  de  lo 
ocurrido  al  Ingeniero  del  distrito.  Este  hará  la  de- 
nuncia de  lo  ocurrido  al  Jefe  civil,  y  si  de  estas  Auto- 
ridades tampoco  se  obtuviese  la  corrección  de  los 
abusos  denunciados,  se  ciará  parte  al  Inspector  general 
para  que  con  su  informe  se  resuelva  el  caso  por  el  Go- 
bierno Superior  civiL  (3)  Caso  de  no  haber  Ingeniero 


(1 )  Alcaldes  rnunieipales. 

(2)  Tenientes  de  Alcalde^y  Alcaldes  de  barrio. 

(3)  Hoy  Gobierno  General. 
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en  el  distrito,  se  harán  las  denuncias  al  Ayudante  que 
haga  de  Jefe  interino. 

El  producto  de  las  multas  impuestas  que  se  harán 
efectivas  en  e]  papel  correspondiente  se  dividirá  en  tres 
partes:  dos  para  el  Estado  y  una  para  el  denunciador. 
— Arts.  49  al  53. 

Los  Gobernadores  y  Jefes  civiles  de  distrito,  en  sus 
respectivas  demarcaciones,  cuidarán  que  se  observen 
puntualmente  las  disposiciones  contenidas  en  la  Orde- 
nanza, procediendo  con  arreglo  á  la  Ley  contra  los  Ca- 
pitanes de  partido  que  hubiesen  cometido  ó  tolerado 
alguna  infracción  de  ella. 

En  todos  los  portazgos  situados  en  las  carreteras  ge- 
nerales habrá  fijo  un  ejemplar  de  la  presente  Ordenan- 
za, otro  se  entregará  á  cada  uno  de  los  Jefes  civiles  de 
distrito  y  Capitanes  de  partido  de  los  pueblos  que  se 
hallan  en  igual  caso,  y  asimismo  á  todos  los  sobrestan- 
tes, mayorales  de  cuadrillas,  reparaderos  y  demás  em- 
pleados de  Obras  públicas  en  dichas  carreteras. 

En  todos  los  casos  de  aplicación  de  la  parte  penal  de 
la  Ordenanza,  los  que  se  consideren  agraviados  podrán 
pedir  la  reforma  de  la  providencia,  que,  contra  ellos 
haya  recaído,  á  la  Autoridad  gubernativa  inmediata,  y 
sucesivamente  hasta  llegar  á  la  del  Gobierno  Superior 
civil,  sobre  cuya  providencia  podrán  intentar  la  vía 
contenciosa,  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigen- 
tes. 

Una  disposición  general  del  Gobernador  Superior  ci- 
vil, determinará  las  carreteras  á  las  cuales  será  aplica- 
ble esta  ordenanza.— -Arts.  54  al  57. 

709.  Conservación  y  policía  de  los  caminos 
vecinales. — Le  son  aplicables  las  disposiciones  de  que 
ya  se  hablado  relativas  á  las  carreteras,  obras  y  arbo- 
lados y  al  tránsito  de  aquellas. 

También  son  aplicables  las  concernientes  á  las  obras 
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contiguas  á  la  vida,  arriba  citadas,  con  las  modificacio- 
nes siguientes: 

1*  En  lugar  del  Ingeniero  de  que  habla  el  art.  33, 
los  Alcaldes  municipales  consultarán  con  los  facultati- 
vos encargados  del  camino,  si  los  hubiese,  y  en  su  de- 
fecto con  maestros  ó  peritos  de  la  localidad  que  les 
merezcan  confianza. 

2?  En  vez  del  art.  34  se  tendrá  presente  que  si 
del  exámen  que  se  ha  mencionado  en  el  párrafo  ante- 
rior resultase  el  estado  ruinoso  del  edificio,  el  Alcalde 
municipal  lo  notificará  al  dueño  para  su  conformidad  y 
para  que  proceda  al  apeo  y  demás  que  corresponda. 
En  el  caso  de  no  conformarse  el  propietario,  se  decidi- 
rá lo  conveniente  por  los  trámites  prefijados  en  las 
ordenanzas  municipales  para  los  derribos  obligatorios 
dentro  de  la  población. 

3?  En  lugar  del  art.  37  se  entenderá  que  los  Al- 
caldes municipales  pueden  conceder  licencia  oyendo 
siempre  que  sea  posible  á  un  maestro  ó  persona  que 
sea  perita.  El  plano  de  que  habla  el  segundo  párrafo 
del  citado  artículo  deberá  presentarse  por  el  dueño  ó 
solicitante,  si  así  conviniese,  á  juicio  de  la  Autoridad 
local. 

4?  Quedará  sin  aplicación  á  los  caminos  vecinales 
el  art.  38. 

5*  La  obligación  que  puede  imponer  el  Jefe  civil 
del  distrito,  según  él  artículo  39,  será  para  los  cami- 
nos vecinales  peculiar  del  Alcalde  municipal. 

6^  Cuando  se  susciten  las  contestaciones  y  dificul- 
tades de  que  hablan  los  artículos  40  y  41,  el  Alcalde 
municipal  suspenderá  todo  procedimiento  y  dará  cuen- 
ta al  Gobernador  para  que  éste  dé  al  expediente  el 
curso  conveniente  para  su  resolución,  quedando  en  con- 
secuencia.sin  aplicación  á  los  caminos  vecinales  los  dos 
artículos  citados. — Arts.  58  al  60., 


Son  igualmente  aplicables  las  disposiciones  referen- 
tes  á  los  acotamientos  y  amojonamientos  con  las  si- 
guientes modificaciones: 

l*  En  lugar  de  los  empleados  de  Obras  Públi- 
cas de  que  hablan  los  artículos  43  y  44,  el  Giobernador 
si  así  fuere  indispensable,  podrá  comisionar  un  Maes- 
tro, Aparejador,  Agrimensor  ó  persona  perita  para 
practicar  el  acotamiento  ó  amojonamiento,  á  no  ser  que 
en  la  jurisdicción  no  hubiese  persona  con  estas  condi- 
ciones, en  cuyo  caso  acudirá  aquella  Autoridad  al  Go- 
bernador General,  para  que  le  facilite  los  auxilios  de 
personal  que  fueren  necesarios. 

2*?  El  ancho  de  1,40  centímetros  en  la  parte  supe- 
rior de  las  cunetas  que  señala  el  párrafo  cuarto  del 
artículo  45  debe  entenderse,  respecto  á  los  caminos 
vecinales,  que  será  solo  el  necesario  para  dar  desagüe 
á  los  terrenos,  y  que  en  consecuencia  variará  según  las 
localidades.  Este  ancho  no  podrá  exceder  del  fijado 
en  dicho  párrafo  cuarto,  y  lo  señalarán  en  el  acto  del 
acotamiento  los  peritos  que  practiquen  la  operación. 

3*  El  cuaderno  de  que  habla  el  art.  47  estará  fo- 
liado y  rubricado  por  el  Gobernador.  En  él  se  anotarán 
las  operaciones  del  acotamiento  y  se  archivará  en  la 
Jefatura  civil,  y  una  copia  de  la  parte  correspondiente 
en  la  Capitanía  de  partido  respectivo. — Art.  61. 

Las  denuncias  de  que  habla  el  art.  50  corresponden 
con  especialidad  á  los  peones  camineros,  si  los  hubiese, 
y  á  los  guardas  rurales. — Art.  62. 

El  art.  55  será  aplicable  á  las  multas  impuestas  pol- 
la infracción  de  la  Ordenanza  en  los  camines  vecinales, 
con  la  sola  diferencia  de  que  las  dos  terceras  partes  que 
según  aquel  corresponden  al  Estado  deben  ingresar  en 
los  fondos  de  los  Ayuntamientos  destinados  á  la  repa- 
ración de  estas  vías,  con  los  demás  recursos  que  tienen 
igual  objeto,  y  la  otra  tercera  parte  entregarse  al  de- 
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nunciador  como  allí  se  expresa,  pero  teniendo  además 
presente  que  habrá  de  exigirse  siempre  su  total  im- 
porte en  metálico,  y  no  en  papel  de  multas. 

Es  aplicable  á  los  caminos  vecinales  el  art.  56  de  la 
Ordenanza.  Los  Gobernadores,  prévia  la  autorización 
del  Gobernador  General,  anunciarán  con  un  mes  de  an- 
ticipación en  su  jurisdicción,  los  caminos  vecinales  en 
que  deberá  observarse. — Arts.  63  y  64. 

Los  caminos  que  no  hayan  sido  anunciados  en  la  for- 
ma dicha,  asi  como  los  de  servicio  particular  ó  serven- 
tías, quedan  sujetos  á  las  disposiciones  vigentes  ó  que 
en  lo  sucesivo  rijan  sobre  servidumbres  rurales  en  la 
Isla. — Art.  55. 


CAPITULO  IV. 


Serventías  públicas. 


710.  Legislación  vigente. —  Título  3?  de  las 
«Ordenanzas  Rurales»  de  1857,  y  Reglamento  de  30 
de  Abril  de  1862. 

711.  Requisitos  para  la  existencia  legal  de 
las  servidumbres  públicas. — l9  Que  sean  vías  que 
sirvan  para  poner  á  varios  fundos  en  comunicación  con 
poblaciones,  con  la  costa,  con  algún  camino  de  hierro, 
carretera  general  ó  camino  vecinal;  29  que  cuenten  un 
año  y  un  día  de  existencia. — Art.  68  de  las  Ordenan- 
zas Rurales  y  l9  del  Reglamento. 

712.  Prohibiciones  á  los  dueños  ó  arrendata- 
rios de  los  terrenos  colindantes. — No  podrán  ai 
hacer  cualquiera  obra  ó  trabajo  en  su  propiedad,  estor- 
bar el  libre  curso  de  las  aguas  que  provengan  de  di- 
chas serventías,  sopeña  de  reposición  y  una  multa  de 
dos  á  diez  pesos.  No  pueden  cercar  por  ríos  o  arroyos 
por  pequeños  que  sean,  á  menos  que  hagan  compuer- 
tas ó  estacadas  para  el  libre  curso  de  las  aguas  cuidan- 
do de  que  dichas  compuertas  estén  siempre  limpias  de 
las  basuras,  ramajes,  troncos  y  cuantas  más  cosas 
arranquen  las  corrientes,  para  que  éstas  en  sus  derra- 
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mes,  no  perjudiquen  á  los  caminos  y  serventías. — 
Art.  69. 

713.  Conservación  y  entretenimiento  de  las 
serventías. — Corre  á  cargo  de  los  propietarios  6 
arrendatarios  ele  los  fundos  colindantes,  ó  del  fundo 
que  aquellas  atravesasen.  El  ancho  será  de  ocho  varas 
aumentándose  hasta  diez  cuando  pasaren  por  bosques 
y  reduciéndose  á  seis  cuando  atravesaren  por  desfila- 
deros—Art.  70, 

714.  Alteración  de  las  serventías.—El  intere- 
sado que  quiera  alterar  el  estado  legal  existente  sobre 
una  serventía,  deberá  presentar  con  la  oportuna  ins- 
tancia razonada  exponiendo  el  hecho,  al  Alcalde  (en- 
tonces Teniente  Gobernador)  un  plano  topográfico  au- 
torizado por  agrimensor  público  que  demuestre  la  di- 
rección y  trayecto  de  la  vía  de  que  se  trate,  marcando 
las  fincas  limítrofes  á  que  pueda  interesar  su  cierre  ó 
apertura,  y  una  lista  en  que  se  expresen  los  nombres 
y  vecindarios  de  sus  dueños.  Se  publicará  en  la  Gace- 
ta de  la  Habana  y  en  cedulones  por  tres  dias  la  peti- 
ción, para  que  en  el  plazo  ele  ocho  dias  ocurran  á  exa- 
minar la  instancia,  plano  y  documentos.  Si  se  opusie- 
sen deberán  hacerlo  por  medio  de  instancia  dentro  del 
término  de  quince  dias  desde  el  tercero  de  la  publica- 
ción. Al  dia  siguiente  del  vencimiento,  deberán  pre- 
sentarse los  opositores  en  la  Casa  Capitular  á  la  hora 
fijada  y  elegir  peritos  que  rectifiquen  la  apelación  si 
no  estuvieren  conforme  con  la  practicada.  Si  no  me- 
diare oposición,  la  Autoridad  local  nombrará  un  perito 
que  revise  la  operación  ejecutada  y  si  no  hubiere  con- 
formidad entre  los  agrimensores  se  procederá  al  nom- 
bramiento de  un  tercero. — Art.  29  3?  y  49  del  Regla- 
mento. 

715.  — Cuestión  acerca  de  la  mayor  ó  menor 
antigüedad  de  la  serventía. — Se  abrirá  informa- 
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cion  testifical.  No  podrá  pasar  de  seis  el  número  de 
testigos  y  habrán  de  ser  dueños  de  fincas  rurales  del 
mismo  término  y  vecinos  de  él  al  tiempo  al  que  se  re- 
fiere la  cuestión.  Practicado  el  informativo,  se  oirá  al 
Ayuntamiento  remitiéndose  todo  con  informe  ele  la  Au- 
toridad local  al  Gobernador  General. — Art.  69 

716.  Recurso  contencioso-adrninistrativo.— 
Pueden  establecerlo  los  que  se  estimen  perjudicados 
por  la  resolución  del  Gobierno  General.  Si  la  resolu- 
ción es  mandando  abrir  alguna  serventía  que  se  hubie- 
re indebidamente  cerrado,  se  cumplirá  la  resolución  no 
obstante  el  recurso.  Si  contuviere  solo  un  cierre  podrá 
suspenderse  hasta  la  resolución  que  se  dicte  por  la  al- 
zada, á  juicio  de  la  Autoridad  que  hubiere  dictado  la 
providencia  reclamada. — Art.  79 

717.  Apertura  de  una  nueva  serventía. — 8c 
observarán  las  reglas  establecidas  sobre  expropiación 
forzosa  por  causa  de  utilidad  pública.  Así  se  hará  tam- 
bién cuando  creyese  la  Autoridad  necesario  estable- 
cer una  nueua  servidumbre  en  beneficio  del  público. — 
Art,  99 


CAPITULO  Y. 


De  los  ferro-carriles. 

718.  Legislación  vigente.— Conforme  á  lo  de- 
clarado por  R.  O.  de  27  de  Setiembre  de  1882,  «la  le- 
gislación vigente  en  esta  Isla  para  la  concesión,  cons- 
trucción y  explotación  de  ferro-carriles  es  la  expresa- 
mente mandada  observar  por  el  art.  27  de  la  Ley  de 
présup u estos  de  5  de  Junio  de  1880  6  consignada  en 
las  Leyes  generales  de  23  de  Noviembre  de  1877  y 
sus  respectivos  reglamentos  en  cuanto  no  se  opongan  á 
las  prescripciones  que  dicha  Ley  establece,  habiendo 
dicha  legislación  derogado  todas  las  anteriores  dictadas 
en  oposición  á  ellas.» 

La  Ley  general  de  ferro-carriles  y  de  policía  de  los 
mismos  de  23  de  Noviembre  de  1877  y  el  Reglamen- 
'to  de  24  de  Mayo  de  1878  para  la  ejecución  de  la  pri- 
mera, vigentes  en  la  Península,  se  han  publicado  en 
la  Gaceta  de  la  Habana  en  los  números  correspondien- 
tes al  dia  12  de  Enero  y  siguientes  de  este  año  [1883], 
no  obstante  formar  la  legislación  que  viene  rigiendo  en 
esta  Isla  desde  1880,  según  se  declara  en  la  R.  O.  á 
que  se  ha  hecho  referencia.  Vigente  se  encuentra  tam- 
bién la  Instrucción  aprobada  por  R.  D.  de  28  de  Ju- 
nio de  1880,  dictada  en  cumplimiento  del  artículo  27 


de  la  Ley  de  presupuestos,  para  la  concesión  de  ferro- 
carriles en  esta  Isla.  Expondremos  en  primer  lugar 
las  prescripciones  del  artículo  27  de  la  Ley  de  presu- 
puestos citada  y  de  la  Instrucción  mencionada,  que 
forman  una  legislación  especial  y  preferente,  y  luego 
las  disposiciones  de  las  Leyes  generales  y  Reglamento 
arriba  indicados. 

719.  1  Ley  de  presupuestos  de  1880. — Con  arre- 
glo á  su  artículo  27,  el  Gobierno  facilitará  la  construc- 
ción de  la  red  de  ferro-carriles  de  esta  Isla,  prefiriendo 
las  líneas  siguientes: 

Santa  Clara  á  Sancti-Spiritus. 

Sancti-Spiritus  á  San  Luis  déla  Enramada  por  Cie- 
go de  Avila,  Puerto-Príncipe,  Victoria  de  las  Tunas, 
Cauto-Embarcadero,  Bayamo  y  Jiguaní. 

Victoria  de  las  Tunas  á  San  Luis  de  la  Enramada 
por  Holguin. 

Bayamo  á  Manzanillo. 

Puerto-Príncipe  á  Santa  Cruz  del  Sur. 

San  Miguel  de  Nuevitas  á  Zanja. 

Holguin  á  Gribara. 

Canoa  á  la  bahia  de  Nipc. 

El  Cristo  á  Guaso. 

Santa  Catalina  de  Guaso  á  Sagua  de  Tánamo. 

Las  concesiones  de  los  diferentes  trozos  de  estas 
líneas  habrán  de  adjudicarse  en  pública  subasta,  y  sir- 
viendo de  base  la  subvención  ó  el  capital  á  garantizar 
por  el  Estado,  según  los  casos,  y  mediante  fianza,  sub- 
vencionándose: 

1?  Con  la  exención  de  derechos  de  importación 
sobre  el  material  necesario. 

29  Con  la  entrega  anual  de  una  cantidad  que  no 
exceda  de  2.700  pesos  fuertes  por  kilómetro  explota- 
do, en  concepto  de  anticipo,  reintegrable  con  la  mitad 
de  los  productos  brutos  de  la  explotación,  ó  con  una 
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garantía  de  interés  de  todo  ó  parte  del  capital  inverti- 
do en  la  línea;  participación  por  mitad  en  este  segun- 
do caso  en  los  dividendos,  cuando  los  accionistas  per- 
ciban más  de  8  por  100  de  interés. 

3?  Cesión  gratuita  á  las  empresas  de  los  terrenos 
de  propiedad  del  Estado  ó  de  los  pueblos  que  sean  ne- 
cesarios parala  construcción  y  explotación  de  las  líneas. 

4?  Derecho  de  expropiación  por  causa  dehitilidad 
pública,  y  prévia  indemnización,  de  las  propiedades 
particulares  indispensables  para  la  construcción  y  ex- 
plotación. 

Disfrutarán  estas  concesiones  las  franquicias  que 
expresa  el  art.  4?  de  la  Ley  general  de  ferro-carriles 
de  23  de  Noviembre  de  1877. 

Queda  autorizado  el  Gobierno  para  otorgar  estas 
concesiones  sin  necesidad  de  proyecto  préviamente 
aprobado,  pero  con  sujeción  á  determinadas  condicio- 
nes técnicas  de  trazado  y  de  ejecución  y  á  determina- 
do itinerario,  entendiéndose  aplicables  las  dos  leyes 
generales  de  23  de  Noviembre  de  1877,  y  sus  respec- 
tivos reglamentos  en  cuanto  no  se  opongan  á  las  pres- 
cripciones anteriores. 

Podrán  concederse  líneas  sin  la  subvención  á  que 
se  refiere  el  caso  segundo  del  párrafo  segundo,  y  estas 
líneas  gozarán  de  las  demás  franquicias  y  derechos  con- 
signados en  esta  Ley.  Se  adjudicarán  también  en  su- 
basta, mediante  fianza,  sirviendo  de  regulador  para  la 
licitación  el  plazo  en  que  hayan  de  construirse,  y  ad- 
judicándose á  la  empresa  que  más  lo  abrevie. 

720.  Instrucción  para  la  concesión  de  ferro- 
carriles.:— En  cumplimiento  del  artículo  27  de  la  Ley 
de  presupuestos  para  la  Isla  de  Cuba  de  5  de  Junio  de 
1880,  el  Gobernador  General  otorgará  la  concesión  de 
la  construcción  y  explotación  de  las  líneas  de  ferro-ca- 
rril que  se  consideran  como  preferentes  en  dicha  Ley 
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y  de  cualesquiera  otras  concedidas  con  arreglo  .  á  la 
misma. — Art.  I9 

Las  cláusulas  generales,  garantías,  subvenciones  y 
franquicias  con  que  se  harán  dichas  concesiones,  serán 
tas  expresadas  en  dicha  Ley  y  en  las  generales  de  fe- 
rro-carriles y  de  policía  de  los  mismos  de  23  de  No- 
viembre de  1877  y  sus  respectivos  Reglamentos  de 
24  de  Mayo  de  1878  y  8  de  Setiembre  del  propio  año, 
en  cuanto  no  se  opongan  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
21  de  la  Lev  de  presupuestos  de  Cuba  ya  citada.— 
Art,  2. 

La  concesión  de  todas  las  líneas  se  hará  mediante 
subasta  y  por  el  plazo  de  noventa  y  nueve  afios,  tras- 
currido el  cual  pasarán  á  ser  propiedad  del  Estado. 

La  subasta  para  las  líneas  que  disfruten  en  forma  de 
anticipo  reintegrable,  durante  todo  el  plazo  de  la  con- 
cesión, de  una  subvención  anual  por  kilómetro  expío 
tado,  versará  sobre  la  cantidad  que  se  asigne  á  cada 
línea  como  subvención  y  que  no  podrá  exceder  en  nin-  * 
guna  de  dos  mil  setecientos  pesos  por  kilómetro. 

Para  las  líneas  que  disfruten  garantía  de  interés  del 
capital  invertido  en  la  construcción,  dicho  interés  será 
de  ocho  por  ciento  anual,  y  la  subasta  versará  sobre  el 
capital  que  ha  de  devengarlo. 

Para  las  líneas  que  no  tengan  subvención  ni  garan- 
tía de  interés  por  el  capital  invertido,  la  subasta  gira- 
rá sobre  el  plazo  en  que  se  hayan  de  construir. — Art.  o. 

La  Inspección  de  Obras  Públicas  de  Cuba  redacta- 
rá en  el  plazo  máximo  de  un  mes  el  proyecto  de  las 
tarifas  máximas,  aplicables  á  todas  las  líneas  que  en 
lo  sucesivo  se  concedan  en  la  Isla,  asi  como  el  de  las 
disposiciones  que  han  de  observarse  en  la  percepción 
de  los  derechos  de  estas  tarifas,  que  serán  también  co- 
munes á  todas  las  líneas. 

Este  proyecto  de  tarifas  y  de  disposiciones  para  su 
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aplicación,  será  informado  brevemente  por  la  Junta 
Consultiva  de  01>ras  Públicas  y  después  por  el  Conse- 
jo de  Administración  de  la  Isla,  y  el  Gobernador  Ge- 
neral lo  aprobará  con  las  modificaciones  que  estime 
oportunas.  Las  alteraciones  sucesivas  se  consultarán 
con  el  Gobierno. — Art.  4. 

Las  condiciones  técnicas  de  trazado  y  de  ejecución 
de  las  líneas  subvencionadas,  se  determinarán  por  la 
Inspección  de  O  o  ras  Públicas.  En  su  consecuencia, 
en  vista  de  los  estudios  ya  hechos  para  algunas  de  las 
líneas  y  de  los  datos  que  pueda  procurarse  para  las 
restantes,  fijará  para  cada  una  su  itinerario,  reducido 
á  marcar  las  poblaciones  y  puntos  principales,  por  los 
cuales  ó  por  cuyas  cercanías  deba  pasar  la  línea,  el 
rblio  mínimo  de  las  curvas,  la  inclinación  máxima  de 
las  rasantes,  la  clase  de  las  principales  obras  de  arte  que 
han  cíe  ser  de  carácter  permanente  y  los  plazos  que  de- 
ban otorgarse  para  empezar  las  obras  y  para  poner  ca- 
da trozo  del  camino  en  explotación.  El  ancho  de  la 
vía  será  el  ordinario  en  los  ferro-carriles  de  Cuba,  pe- 
ro en  casos  especiales  y  justificados  debidamente  po- 
drá ser  menor.  En  las  estaciones  y  en  los  apartaderos 
que  se  establezcan*  para  el  cruce  de  los  trenes,  habrá 
dos  vías  por  lo  ménos. — Art.  5? 

Propondrá  igualmente  la  Inspección  de  Obras  Pú- 
blicas para  cada  línea,  al  propio  tiempo  que  tas  condi- 
ciones expresadas  en  el  artículo  anterior,  la  subven- 
ción máxima  reintegrable  que  ha  de  disfrutar  durante 
el  período  de  la  concesión  y  anualmente  por  cada  ki- 
lómetro explotado,  si  se  adopta  este  medio  de  auxilio. 

Para  el  caso  de  que  se  prefiera  á  la  subvención 
anual,  la  garantía  de  interés  al  capital  invertido  en  las 
construcciones,  determinará  la  Inspección  el  capital 
máximo  por  kilómetro  que  ha  de  reconocerse  con  de- 
recho á  dicha  garantía,  y  el  coste  de  la  explotación  por 
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kilómetro  que,  como  máximo,  será  reconocido  al  con- 
cesionario para  deducir  los  beneficios  que  realice,  pero 
entendiéndose  que  si  los  verdaderos  gastos  de  la  ex- 
plotación fuesen  menores  que  el  coste  máximo  calcu- 
lado, aquellos  serán  los  que  se  tendrán  en  cuenta  para 
determinar  los  productos  líquidos  de  la  explotación.— 
Art.  6. 

Las  líneas  que  no  disfruten  subvención  en  ninguna 
de  las  dos  formas  expresadas  no  están  sujetas  á  con- 
diciones técnicas  de  trazado  y  de  ejecución,  ni  á  las 
tarifas  máximas. — Art.  7. 

La  Inspección  de  Obras  Publicas  redactará  lo*s  plie- 
gos de  condiciones  para  la  concesión  de  las  líneas  sub- 
vencionadas. Los  de  las  líneas  no  subvencionadas  po- 
drán ser  presentados  por  Compañías  ó  particulares. — 
Art.  8. 

Redactado  el  pliego  de.  condiciones  de  una  línea,  se 
someterá  á  informe  de  la  Junta  Consultiva  de  Obras 
Publicas  y  del  Consejo  de  Administración  de  la  Isla  y 
podrá  el  Gobernador  General  aprobarlo  por  sí,  dando 
cuenta  inmediatamente  al  Gobierno.  En  el  caso  de  que 
el  Gobernador  General  lo  creyese  oportuno,  remitirá 
el  expediente  á  la  resolución  del  Gobierno. — Art.  9. 

Aprobado  por  el  Gobernador  General  ó  por  el  Go- 
bierno, según  los  casos,  el  pliego  de  condiciones  de 
construcción  de  una  línea,  se  anunciará  la  subasta  pú- 
blica para  la  adjudicación  de  la  concesión. — Art.  10. 

Las  subastas  se  celebrarán  en  la  Habana,  anuncián- 
dose con  tres  meses  de  anticipación  cuando  menos. 
Para  tomar  parte  en  ellas  deberá  depositarse  el  uno 
por  ciento  del  capital  reconocido  á  cada  línea  para  la 
garantía  de  interés.  Este  depósito  se  elevara  hasta  el 
tres  por  ciento  del  mismo  capital,  en  el  plazo  de  los 
treinta  dias  siguientes  al  en  que  se  nolitíque  la  adju- 
dicación, y  servirá  de  garantía  del  cumplimiento  de  las 
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condiciones  de  la  concesión.  La  garantía  será  devuel- 
ta al  concesionario  cuando,  mediante  certificado  del 
Ingeniero  Inspector,  se  pruebe  que  se  ha  invertido  en 
obras  una  cantidad  doble  del  importe  de  aquella,  que- 
dando desde  entonces  reemplazada  la  garantía  por  la 
obra  ejecutada. — Art,  11. 

Adjudicada  la  concesión  de  una  línea,  la  inspección 
de  los  agentes  de  la  Administración  pública,  se  ejerce- 
rá solo  en  lo  necesario  para  velar  por  el  cumplimiento 
de  dichas  condiciones  y  por  lo  que  interese  á  la  segu- 
ridad pública,  permitiéndose  la  explotación  en  cuanto 
la  línea  ó  sus  secciones  satisfagan  á  estas  condiciones, 
sin  perjuicio  de  que  se  terminen  sus  obras  y  se  com- 
plete su  material  en  plazos  prudenciales. — Art.  12. 

De  todas  las  vicisitudes  y  progreso  que  vaya  tenien- 
do cada  línea  dará  cuenta  el  Gobernador  General  al 
Gobierno.-— Art,  13. 

El  Tesoro  de  la  Isla  abonará  á  los  concesionarios  de 
las  líneas  que  disfruten  subvención  anual  kilométrica, 
el  importe  que  corresponda  en  cada  semestre  á  los  ki- 
lómetros explotados,  principiando  el  devengo  de  la 
subvención  para  cada  sección  desde  el  dia  primero  del 
semestre  siguiente  á  la  apertura  de  cada  una.  De  este 
importe  se  deducirá,  con  arreglo  á  la  Ley  el  cincuen- 
ta por  ciento  del  producto  bruto  que  en  el  semestre 
haya  rendido  la  parte  explotada,  y  la  diferencia  será 
la  que  se  pagará  al  concesionario  de  cada  línea,  como 
subvención  reintegrable. 

Cuando  durante  cuatro  semestres  consecutivos  el 
cincuenta  por  ciento  de  los  productos  brutos  de  una 
línea  exceda  ó  equivalga  á  la  subvención,  cesará  para 
su  concesionario  todo  derecho  á  la  subvención  en  lo 
sucesivo;  pero  el  Tesoro  seguirá  percibiendo  el  exceso 
de  dicho  cincuenta  por  ciento  sobre  el  importe  de  la 
subvención,  hasta  reintegrarse  de  los  pagos  que  por 
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este  concepto  baya  hecho  en  semestres  anteriores,  sin 
recargo  alguno  ríe  intereses  por  el  adelanto. — Art,  14. 

Para  las  líneas  que  disfruten  garantía  de  interés, 
éste  se  aplicará  al  capital  ó  coste  kilométrico  que  re- 
sulte de  la  subasta  y  al  número  de  kilómetros  explo- 
tados en  cada  semestre  completo.  Del  importe  del  in- 
terés semestral  así  obtenido,  se  deducirá  el  producto 
líquido  ó  sea  la  diferencia  entre  el  producto  bruto  y 
los  gastos  de  explotación  que  determina  el  párrafo  se- 
gundo del  artículo  69  de  esta  Instrucción.  La  diferen- 
cia entre  el  interés  del  semestre  y  el  producto  líquido, 
será  lo  que  el  Tesoro  de  la  Isla  pagará  á  los  respecti 
vos  concesionarios. 

Cuando  durante  cuatro  semestres  consecutivos  en 
los  productos  líquidos  de  la  explotación  de  una  línea, 
calculados  como  queda  dicho,  igualen  ó  excedan  del 
interés  de  ocho  por  ciento  anual  del  capital  que  ha  de 
devengarlo,  cesará  para  lo  sucesivo  el  derecho  á  la  ga- 
rantía de  interés;  pero  el  Tesoro  seguirá  percibiendo 
el  cincuenta  por  ciento  del  exceso  sobre  dicho  ocho 
por  ciento. — Art.  15. 

Miéntras  que  para  cada  línea  subsista  el  derecho  al 
percibo  de  la  subvención  ó  de  la  garantía  de  interés, 
la  Administración  pública  ejercerá  en  la  gestión  eco- 
nómica de  la  Empresa  la  intervención  necesaria  para 
conocerlos  productos  brutos  de  la  explotación,  así  co- 
mo también  para  asegurarse  de  que  los  gastos  de  la 
misma  no  son  inferiores  á  los  fijados  para  cada  línea. 
Se  entenderá  por  gastos  de  la  explotación,  sólo  los  que 
ésta  ocasione  por  vigilancia,  conservación  y  reparación 
de  la  línea,  sus  obras,  edificios  y  material;  los  del  per- 
sonal y  material  del  servicio  de  tracción,  del  movi- 
miento, de  talleres  y  almacenes,  los  de  Administración 
general  y  los  demás  análogos,  pero  de  ningún  modo 
los  intereses  y  amortización  de  los  empréstitos,  el  au- 


—  198  — 

mentó  de  obras  ó  de  material,  y  todos  los  demás  que 
no  sean  los  ele  explotación  de  las  líneas. — Art.  16. 

La  Administración  no  ejercerá  intervención  alguna 
en  la  administración  de  las  líneas  construidas  sin  sub- 
vención.— Art.  17. 

721.  Ley  general  y  Reglamento. — Clasifica- 
ción de  los  ferro-carriles. — Son  objeto  de  esta  Ley 
todos  los  ferro-carriles,  cualquiera  que  sea  el  sistema 
de  tracción  empleado.— Art.  1?  de  la  Ley. 

Los  ferro-carriles  se  dividen  en  líneas  de  servicio 
general  y  de  servicio  particular. 

Son  ferro-carriles  de  servicio  general  los  que  se  en- 
tregan á  la  explotación  pública  para  el  trasporte  de 
viajeros  y  tráfico  de  mercancías;  y  deservicio  particu- 
lar los  que  se  destinan  á  la  exclusiva  explotación  de  una 
industria  determinada  ó  al  uso  privado.— Arts.  2  y  3. 

Forman  el  plan  general  de  ferro-carriles  para  los 
efectos  de  esta  Ley  las  líneas  construidas  y  las  com- 
prendidas en  la  Ley  de  2  de  Julio  de  1870,  sus  anejas 
y  especiales.— Art.  49 

Son  líneas  de  servicio  generales  todas  las  compren- 
didas en  el  plan  fijado  en  el  artículo  anterior  y  las  que 
en  lo  sucesivo  se  incluyan  en  el  mismo,  y  también  pue- 
den serlo  las  destinadas  á  la  explotación  de  cuencas 
carboníferas  y  minas  de  importancia  que  sean  clasifi- 
cadas con  aquél  carácter.— Art.  5. 

El  plan  general  de  ferro-carriles  no  podrá  alterarse 
ni  modificarse  sino  en  virtud  de  una  Ley. — Art.  6. 

Todas  las  líneas  de  ferro-carriles  de  servicio  gene- 
ral son  de  dominio  público  y  serán  consideradas  como 
obras  de  utilidad  pública  que  llevan  consigo  la  expro- 
piación forzosa. — Art.  7. 

La  declaración  del  servicio  general  de  un  ferro-ca- 
rril destinado  á  la  explotación  de  una  cuenca  carboní- 
fera ó  minas  de  importancia,  se  hará  por  una  Ley.  Pa- 
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ra  obtenerla  será  siem|3re  necesario  una  información 
pericial  acerca  de  la  importancia  del  criadero,  la  cual 
habrá  de  practicar  el  Ministerio  de  Fomento  oyendo 
á  la  Junta  Superior  facultativa  de  Minería. — Art.  8. 

722.  Concesión  y  autorización  para  construir 
los  ferro  carriles  de  servicio  general. — La  cons- 
trucción de  las  líneas  de  servicio  general  podrá  verifi- 
carse por  el  Gobierno,  ó  por  Compañías,  ó  particula- 
res.— Art.  9. 

Para  que  el  Gobierno  pueda  emprender  la  construc- 
ción de  una  línea  con  fondos  del  Estado  ó  con  el 
auxilio  de  las  provincias  ó  de  los  pueblos,  es  necesario 
que  la  línea  esté  incluida  en  el  plan,  y  además  autori- 
zada por  una  Ley  especial  su  inmediata  ejecución.— 
Art.  10. 

Cuando  se  haya  de  construir  una  línea  de  servicio 
general  por  particulares  ó  Compañía,  deberá  preceder 
siempre  á  la  concesión  una  Ley  que  establézcalas 
condiciones  con  que  esta  deba  otorgarse. — Art.  11. 

Podrá'auxiliarse  con  fondos  públicos  la  construcción 
de  las  líneas  de  servicio  general: 

l9    Ejecutando  con  ellos  determinadas  obras. 

2?  Entregando  á  las  Empresas  en  períodos  deter- 
minados una  parte  del  capital  invertido. 

3°  Permitiéndoles  el  aprovechamiento  de  obras 
ejecutadas  para  uso  público,  compatibles  con  el  de  los 
ferro-carriles. 

4?  Concediendo  la  exención  de  los  derechos  de 
Aduanas  al  material  de  construcción  y  explotación  de 
los  ferro-carriles,  con  extricta  sujeción  á  lo  que  respec- 
to de  este  punto  prescriban  las  Leyes  de  Presupues- 
tos ó  cualquiera  otra  que  se  halle  vigente.— Art.  12. 

Las  provincias  y  los  pueblos  interesados  inmediata- 
mente en  la  construcción  de  una  línea  de  servicio  ge- 
neral contribuirán  con  el  Estado  á  la  subvención  otor- 
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gada,  en  la  proporción  y  en  la  forma  qne  determine  la 
Ley  á  que  se  refiere  el  art.  11. — Art.  13. 

Fijado  por  las  leyes  de  concesión  el  auxilio  que  ha- 
ya de  otorgarse  á  las  Empresas  constructoras,  se  saca- 
rá bajo  aquel  tipo  á  pública  subasta  por  término  de 
tres  meses  la  concesión,  y  se  adjudicará  al  mejor  pos- 
tor, con  obligación  de  abonar  este  á  quien  correspon- 
da el  importe  de  los  estudios  del  proyecto  que  hubie- 
sen servido  para  la  concesión,  importe  que  deberá  fijar- 
se ántes  de  hacerse  la  subasta  en  los  casos  y  en  la 
forma  que  determinen  los  reglamentos.— Art.  14. 

Para  poder  tomar  parte  en  las  subastas  es  preciso 
acreditar  que  se  ha  depositado  en  garantía  de  las  pro- 
posiciones que  se  presenten  el  1  por  100  del  valor  to- 
tal del  ferro-carril  según  el  presupuesto  aprobado. — - 
Art.  15.  . 

No  podrán  en  ningún  caso  expedirse  los  títulos  de 
concesión  de  las  líneas  de  servicio  general  mientras  el 
concesionario  no  acredite  haber  depositado  en  garan- 
tía de  sus  obligaciones  el  5  por  100  del  importe  del 
presupuesto,  si  la  concesión  íuese  subvencionada,  y  el 
3  por  100  si  no  lo  fuese. 

Si  el  concesionario  dejase  trascurrir  15  días  sin  ve- 
rificar este  depósito,  se  declarará  sin  efecto  la  adjudi- 
cación, con  pérdida  de  la  fianza  prestada,  y  se  volverá 
á  subastar  la  concesión  de  la  línea  en  el  término  de 
40  dias.— Art.  16. 

Las  Empresas  concesionarias  de  líneas  subvencio- 
nadas no  podrán  disponer  de  las  sumas  que  hayan  de- 
positado en  garantía  de  la  construcción  del  ferro-carril 
hasta  que  tengan  totalmente  concluidas  las  obras  obje- 
to de  la  concesión.  En  el  caso  en  que  la  línea  no  sea 
subvencionada,  la  garantía  podrá  devolverse  cuando  se 
justifique  tener  obras  hechas  por  un  valor  equivalente 
á  la  tercera  parte  del  importe  de  las  comprendidas  en 
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la  concesión,  quedando  dichas  obrás  en  garantía  del 
cumplimiento  de  las  condiciones  estipuladas. — Art,  17. 

No  se  podrá  alterar  en  manera  alguna  por  el  conce- 
sionario el  proyecto  que  haya  servido  de  base  para  la 
concesión  de  una  línea  sin  que  preceda  la  correspon- 
diente autorización  del  Ministro  de  Fomento,  otorgada 
con  los  requisitos  que  se  señalen  en  el  reglamento  de 
la  presente  Ley. — Art.  18. 

Cuando  por  consecuencia  de  las  variaciones  de  que 
trata  el  artículo  anterior  se  disminuya  el  coste  de  las 
obras,  se  rebajarán  proporcionalmente  á  esta  disminu- 
ción las  subvenciones  directas,  si  las  variaciones  ó  mo- 
dificaciones hiciesen  aumentar  el  coste  de  la  obra,  aun 
cuando  con  ellas  se  perfeccionen  las  mismas  y  se  ob- 
tengan ventajas  en  su  uso,  no  se  aumentarán  por  eso 
nunca  las  subvenciones  otorgadas  por  la  Ley  de  con- 
cesión.— Art.  19. 

Terminados  los  trabajos,  y  cuando  corresponda  al 
concesionario  la  explotación  de  la  línea,  se  reservará 
el  Estado  la  vigilancia  por  medio  de  sus  agentes  facul- 
tativos, para  que  aquella  se  verifique  con  arreglo  á  las 
condiciones  establecidas. — Art.  20. 

El  concesionario  podrá,  previa  autorización  del  Mi- 
nistro de  Fomento,  trasferir  sus  derechos,  quedando 
obligado  el  qué  los  adquiera  en  los  mismos  términos  y 
con  las  mismas  garantías  ai  cumplimiento  de  las  con- 
diciones estipuladas. — Art.  21. 

Las  concesiones  de  las  líneas  de  servicio  general  se 
otorgarán  por  término  de  99  años  cuando  más. — 
Art.  22. 

Al  terminar  el  plazo  de  la  concesión  adquirirá  el 
Estado  la  línea  concedida  con  todas  sus  dependencias, 
entrando  en  el  goce  completo  del  derecho  de  explota- 
ción.— Art.  23. 

Ninguna  concesión  de  ferro-carriles  constituye  mo- 
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nopolio  á  favor  de  las  Compañías  ni  de  los  partic ala- 
res, y  cualquiera  otra  concesión  ulterior  de  caminos, 
canales,  ferro-carriles,  trabajos  de  navegación  ú  otros, 
en  la  misma  comarca  donde  esté  situado  el  ferro-carril, 
ó  en  otra  contigua  ó  distante,  no  podrá  servir  de  fun- 
damento para  reclamar  indemnización  alguna  á  favor 
de  ninguno  de  los  concesionarios.- — Art.  24. 

723.  Formalidades  con  que  debe  pedirse  la 
autorización  ó  concesión. — Cuando  el  Gobierno 
estime  conveniente  ejecutar  con  fondos  públicos  una 
línea  de  ferro-carril  de  las  incluidas  en  el  plan,  pre- 
sentará á  las  Córtes  con  el  proyecto  de  Ley  de  auto- 
rización los  documentos  siguientes: 

l9    Una  memoria  descriptiva  del  proyecto. 

29    El  plan  general  y  el  perfil  longitudinal. 

o9  El  presupuesto  de  construcción  y  el  anual  de  la 
reparación  y  conservación  de  las  obras. 

49  El  presupuesto  del  material  de  explotación  y  el 
anual  de  su  reparación  y  conservación. 

o9  La  tarifa  de  los  precios  máximos  que  deban  exi- 
girse por  peaje  y  trasporte. 

69  Las  demás  condiciones  que  estime  oportunas. — 
Art.  25. 

Los  particulares  y  Compañías  que  pretendan  la  con- 
cesión de  una  línea  de  ferro-carril  declarada  de  servi- 
cio general,  dirigirán  su  solicitud  al  Ministro  de  Fo- 
mento, debiendo  presentar  con  ella  los  documentos  que 
constituyen  el  proyecto  y  acreditar  además  haber 
depositado  en  garantía  de  sus  proposiciones  el  1  por 
300  del  importe  total  de  las  obras  y  material  de  ex- 
plotación de  la  línea,  según  los  presupuestos. — Art.  26. 

Aprobado  el  proyecto  y  aceptadas  recíprocamente 
las  condicioues  ele  la  concesión,  el  Gobierno  presentará 
á  las  Córtes  el  oportuno  proyecto  de  Ley  con  los  do- 
cumentos expresados  en  el  art.  25. — Art.  27. 


(Juanclo  los  particulares  ó  Compañías  pretendan  la 
declaración  de  servicio  público  para  una  línea  férrea 
que  intenten  construir,  dirigirán  su  solicitud  al  Minis- 
tro de  Fomento,  acompañada  de  una  Memoria  y  de  un 
plano  y  perfil  general  de  la  línea.  Dicho  Ministerio, 
abriendo  una  información  en  que  se  oiga  á  las  Diputa- 
ciones provinciales  y  Ayuntamientos  interesados  en  la 
construcción,  así  como  á  las  corporaciones  y  funciona- 
rios que  á  su  juicio  puedan  ilustrar  la  materia,  y  á  la 
Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  pre- 
sentará con  el  resultado  de  esta  información  el  proyec- 
to de  Ley  á  las  Cortes  para  que  el  ferro-carril  se  in- 
cluya en  el  plan  de  los  ele  servicio  general.  Hecha 
esta  declaración  se  seguirán  los  trámites  marcados  para 
otorgar  la  concesión,  si  á  ella  hubiere  lugar. — Art.  28. 

Cuando  se  presenten  dos  ó  más  peticiones  con  dife- 
rentes proyectos  para  que  un  ferro-carril  de  servicio 
público  se  declare  de  interés  general,  se  abrirá  la  in- 
formación de  que  trata  el  artículo  anterior  sobre  todos 
ellos,  á  fin  de  que  la  Ley  de  declaración  recaiga  en  el 
que  más  ventajas  ofrezca  á  los  intereses  generales  del 
país. — Art.  29, 

724.  Formalidades  necesarias  para  la  decla- 
ración de  servicio  general  en  favor  de  una  línea 
no  comprendida  en  el  plan  del  Estado. — Deter- 
minadas por  el  artículo  4?  de  la  Ley  de  ferro-carriles  las 
líneas  de  servicio  general  que  constituyen  el  Plan  de  es- 
ta clase  de  obras,  para  introducir  en  el  mencionado  Plan 
cualquiera  variación,  habrá  que  sujetarse  á  las  forma- 
lidades que  previene  la  citada  Ley  y  á  las  prescripciones 
del  presente  reglamento. — Art.  i?  del  Reglamento. 

Cuando  se  considere  necesario  ó  conveniente  agre- 
gar al  Plan  una  línea  de  ferro-carril,  deberá  formarse 
ante  todo  un  anteproyecto  de  la  misma,  con  arreglo  á 
lo  que  prescribe  para  estos  caébs  é)  artículo  0?  •<-]«!  re- 
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glamento  de  6  de  Julio  de  1877  para  el  cumplimiento 
de  la  Ley  general  de  Obras  públicas. 

Este  anteproyecto  deberá  constar  de  los  documentos 
siguientes: 

1°  Memoria  explicativa  en  que  se  haga  la  descrip- 
ción general  de  las  obras  }r  se  justifique  la  convenien- 
cia del  trazado  y  la  utilidad  del  ferro-carril  cuya  eje- 
cución ha  de  reportar  interés  general. 

2°  Un  plano  general  y  un  perfil  longitudinal  que 
hagan  ver  la  dirección  que  ha  de  seguir  el  trazado,  y 
demuestren  que  existe  la  posibilidad  de  su  realización 
dentro  de  las  condiciones  técnicas  aceptables  en  esta 
clase  de  vías. 

3-  Un  avance  lo  más  aproximado  posible  del  coste 
del  ferro-carril,  incluso  el  del  material  móvil  que  fuere 
necesario  para  su  explotación. 

49  Los  principales  elementos  de  la  tarifa  de  pre- 
cios de  peaje  y  trasporte  que  habrian  de  adoptarse 
para  la  explotación  de  la  obra  y 

o9  Datos  estadísticos  acerca  del  movimiento  pro- 
bable por  la  vía  que  se  trata  de  ejecutar  para  poder 
juzgar  de  las  utilidades  que  reportarla  su  ejecución. 

Los  anteproyectos  deberán  redactarse  con  sujeción 
á  las  instrucciones  vigentes  o  á  las  que  dicte  con  este 
objeto  la  Dirección  general  de  Obras  públicas,  Comer- 
cio y  Minas. — Art  2. 

Cuando  la  iniciativa  para  la  inclusión  ,  de  una  línea 
en  el  Plan  parta  del  Gobierno,  el  Ministro  de  Fomento 
ordenará  que  el  anteproyecto  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo anterior  sea  redactado  por  el  Ingeniero  ó  Comisión 
ele  Ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  que  al 
efecto  se  designe,  debiendo  dictarse  por  la  Dirección 
General  de  Obras  públicas,  Comercio  y  Minas  las  ins- 
trucciones especiales  que  se  creyeren  del  caso. 

La  iniciativa  expresada  podrá  partir  asimismo  de  un 
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Ayuntamiento,  Diputación  provincial,  ó  cualesquiera 
otras  Corporaciones  oficiales,  y  también  de  particula- 
res ó  empresas  á  quienes  interese  la  ejecución  de  la 
línea,  según  se  previene  en  el  artículo  28  de  la  Ley. 
En  este  caso  las  Corporaciones  ó  particulares  interesa- 
dos deberán  presentar  al  Ministerio  de  Fomento  una 
solicitud  á  la  que  acompañarán  el  anteproyecto  y  docu- 
mentos á  que  se  refiere  el  artículo  anterior. 

En  todos  los  casos  en  que  se  solicite  la  declaración 
de  servicio  general,  se  publicará  la  petición  en  la  Ga- 
ceta y  Boletines  Oficiales  de  las  Provincias  correspon- 
dientes, concediendo  el  plazo  de  un  mes  para  la 
presentación  por  otras  Corporaciones,  particulares  6 
Empresas  que  solicitaren  á  su  favor  igual  declaración. 
Los  que  quisieren  hacer  uso  de  este  derecho  habrán 
de  presentar  dentro  del  plazo  marcado  su  solicitud, 
acompañando  el  anteproyecto  correspondiente,  para  que 
pueda  procederse  á  lo  que  previene  el  artículo  29. — 
Art.  o. 

El  anteproyecto  ó  anteproyectos  admitidos  se  some- 
terán á  la  información  que  prescribe  el  artículo  28  de 
la  Ley  á  que  este  reglamento  se  refiere,  y  el  10  del 
reglamento  para  la  ejecución  de  la  de  Obras  públicas. 

Cumplida  esta  formalidad  se  pasará  el  expediente  á 
la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos 
para  que  informe,  así  acerca  de  la  parte  técnica  de  la 
obra,  como  respecto  á  la  conveniencia  de  la  declaración 
de  servicio  general,  y  sobre  cuál  de  las  solicitudes  de- 
ba ser  preferida. — Art.  4. 

En  vista  del  resultado  de  los  trámites  señalados  en 
los  artículos  anteriores,  el  Ministro  de  Fomento  decidi- 
rá sobre  la  conveniencia  de  la  declaración  solicitada  y 
sobre  el  anteproyecto  que  deba  ser  preferido.  Si  la 
decisión  fuere  negativa  se  considerará  terminado  el 
expediente  sin  más  trámites,  devolviéndose  en  su  caso 
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el  anteproyecto  ó  anteproyectos  á  las  Corporaciones  ó 
particulares  que  los  hubieren  presentado,  Si  la  deci- 
sión fuese  favorable,  el  Ministro  de  Fomento  llevará  á 
las  Córtes  el  oportuno  proyecto  de  Ley,  acompañado 
de  todos  los  documentos  relativos  á  la  información,  y 
del  anteproyecto  que  hubiese  merecido  la  preferencia. 

Promulgada  la  Ley,  quedará  la  línea  declarada  de 
servicio  general,  siendo  incluida  en  el  Plan  general  de 
ferro-carriles  de  esta  clase,  y  considerada  como  de  uti- 
lidad pública  para  los  efectos  de  la  Ley  de  expropia- 
ción, todo  con  arreglo  á  los  artículos  5?,  G9  y  79  de  la 
especial  de  ferro-carriles. — Art.  5. 

Cuando  se  solicitare  la  declaración  de  servicio  gene 
ral  en  favor  de  una  línea  destinada  á  la  explotación  de 
cuencas  carboníferas  ó  ferruginosas,  se  seguirán  los 
trámites  marcados  en  los  artículos  del  2  al  5  del  regla 
mentó;  pero  á  la  información  de  que  trata  el  4?  deberá 
agregarse  otra  pericial  en  que  se  oiga  acerca  de  la  im 
portancia  de  dichas  cuencas  mineras  á  los  Ingenieros 
del  ramo  y  á  la  Junta  Superior  facultativa,  según  lo 
dispuesto  de  el  artículo  8?  de  la  Ley.    Análogo  pro- 
cedimiento se  seguirá  siempre  que  se  trate  de  ramales 
ó  Centros  industriales  de  importancia,  oyendo  á  las 
Diputaciones  y  Juntas  de  Agricultura  de  las  Provin- 
cias interesadas  y  al  Consejo  de  Agricultura,  Indus- 
tria y  Comercio. 

725.  Ejecución  de  ferro-carriles  por  cuenta 
del  Estado. — El  Ministro  de  Fomento  designará  al 
Ingeniero  ó  Comisión  de  Ingenieros  de  Caminos,  Ca- 
nales y  Puertos  que  han  de  hacer  los  estudios  corres- 
pondientes, según  el  artículo  57  de  la  Ley. 

El  Ingeniero  ó  Comisión  deberán  ante  todo  formar 
el  presupuesto  de  los  gastos  que  ocasionaren  los  estu 
dios,  a  tenor  de  lo  prescrito  en  el  artículo  .4°  del  regla- 
mento para  la  ejecución  de  la  Ley  de  Obras  públicas, 
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observándose  lo  determinado  en  el  mismo  articulo 
respecto  de  la  aprobación  del  presupuesto.— Art.  7  del 
reglamento. 

Los  documentos  de  que  deberá  constar  todo  proyec- 
to de  ferro-carril  que  mande  formar  el  Gobierno  serán 
los  designados  en  el  artículo  69  del  reglamento  para  la 
ejecución  de  la  Ley  .general  de  Obras  públicas,  y  se 
redactarán  con  arreglo  á  las  siguientes  prescripciones: 

1*  La  Memoria  comprenderá  la  descripción  del 
trazado  y  la  de  las  obras  de  mayor  importancia,  el  nú- 
mero, clase  y  situación  de  las  estaciones  y  los  estados 
de  alineaciones  y  rasantes,  con  expresión  de  los  radios 
de  las  curvas  en  las  primeras, 

2*  Él  plano  general  y  el  perfil  longitudinal  de  toda 
•la  línea,  así  como  los  planos  y  perfiles  por  trozos,  y  en 
los  correspondientes  á  las  obras  de  fábrica  que  com- 
prenda el  proyecto,  se  incluirán  todos  los  detalles  y 
acotamientos  necesarios  para  dar  completa  idea  del 
trazado. 

3*  En  el  pliego  de  condiciones  se  hará  la  descrip- 
ción de  las  obras  y  se  detallarán  los  requisitos  á  que 
han  de  satisfacer  los  materiales  que  se  empleen  en  las 
mismas,  así  como  todo  lo  referente  á  su  mano  de  obra 
y  empleo  en  los  trabajos. 

4^  El  presupuesto  contendrá  los  detalles  de  cubi- 
cación, los  precios  de  aplicación  y  demás  datos  nece- 
sarios para  dar  á  conocer  el  coste  total  del  ferro-carril. 

Todos  estos  documentos  se  redactarán  con  arreglo  á 
los  formularios  que  rigen  para  la  formación  de  los  pro- 
yectos de  ferro-carriles,  ó  á  los  que  en  lo  sucesivo  se 
prescriban,  así  como  á  las  reglas  generales  de  servicio 
é  instrucciones  especiales  que  tenga  por  conveniente 
dictar  la  Dirección  General  ele  Obras  públicas,  Comer- 
cio y  Minas. — Art.  8. 

A  los  documentos  expresados  en  el  artículo  ante- 
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rror,  que  son  los  que  constituyen  el  proyecto  en  su 
parte  técnica,  se  agregarán  los  siguientes: 

1°  Una  relación  detallada  del  material  que  para  la 
ejecución  y  explotación  del  ferro-carril  fuere  necesario. 

2°  La  tarifa  detallada  de  los  precios  máximos  de 
peaje  y  trasporte  de  viajeros  y  mercancías,  con  una 
instrucción  en  que  se  dicten  las  correspondientes  re- 
glas para  la  aplicación  de  la  tarifa. 

89  Datos  estadísticos  acerca  del  movimiento  que 
probablemente  tendrá  lugar  por  el  ferro-carril  proyec- 
tado, calculando  en  vista  ele  tales  datos  y  de  la  aplica- 
ción de  la  tarifa  las  utilidades  que  pueda  reportar  la 
ejecución  de  la  obra. 

Para  la  redacción  de  estos  documentos  se  tendrá 
también  en  cuenta  lo  que  prescriban  las  instrucciones 
vigentes,  ó  las  que  en  lo  sucesivo  se  dicten  al  efecto 
por  la  Dirección  General  del  Ramo. 

Acompañará  además  al  proyecto  el  pliego  de  condi- 
ciones particulares  y  económicas  á  que  se  refiere  el  nú- 
mero 39  del  artículo  17  del  reglamento  de  6  de  Julio 
de  1877,  y  que  deberá  contener  todas  las  prescripcio- 
nes que  allí  se  consignan. — Art.  9. 

En  el  caso  de  que  las  Provincias  ó  pueblos  intere- 
sados en  la  ejecución  de  un  ferro-carril  se  comprome- 
tiesen á  auxiliar  al  Estado,  compartiendo  con  él  los 
gastos  de  la  construcción,  se  agregarán  al  expediente 
las  actas  en  que  consten  formalmente  los  compromisos 
contraidos  por  dicha  Corporación,  con  especificación  de 
los  auxilios  ofrecidos  por  ellas  y  de  los  plazos  en  que 
hayan  de  ser  entregados  al  Gobierno. — Art.  10. 

El  Ministro  de  Fomento  podrá  someter  á  informe  de 
las  Corporaciones  que  estime  competentes  el  proyecto 
y  documentos  á  que  se  refieren  los  anteriores  artículos, 
pero  á  condición  de  oir  siempre  y  en  todos  los  casos  á 
la  Junta  Consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 


Cumplidas  estas  formalidades,  podrá  recaer  sobre  el 
proyecto  la  aprobación  superior,— Art.  11. 

Aprobado  el  proyecto  de  un  ferro-carril,  se  presen- 
tará a,  las  Córtese!  oportuno  proyecto  de  Ley  pidiendo 
autorización  para  la  ejecución  de  la  línea,  según  se 
prescribe  en  el  artículo  10  dé  la  Ley  de  23  de  Noviem- 
bre de  1877;  obtenida  dicha  autorización  legislativa,  y 
habiendo  fondos  consignados  al  efecto,  se  procederá  á 
la  construcción  de  la  línea  con  arreglo  al  proyecto  y 
condiciones  facultativas  y  económicas  anejas  al  mismo 
y  con  sugecion  á  lo  prescrito  en  los  artículos  del  14  al 
17  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  General 
de  Obras  públicas;  quedando  en  su  caso  los  pueblos  y 
Provincias  interesados  en  la  obligación  de  satisfacer  al 
Estado  los  auxilios  que  hubieren  ofrecido. 

Terminada  la  construcción  de  una  línea,  el  Gobierno, 
teniendo  presente  lo  que  para  estos  casos  previene  el 
artículo  27  de  la  Ley  general  de  Obras  públicas  de  13 
de  Abril  de  1877  y  el  53  de  la  de  23  de  Noviembre 
del  mismo  año,  resolverá  si  la  explotación  del  ferro- 
carril ha  de  hacerse  por  cuenta  del  Estado  ó  por  con- 
trata. 

En  este  último  caso  el  contratista  percibirá  los  ar- 
bitrios con  arreglo  á  las  tarifas  aprobadas  por  el  uso 
y  aprovechamiento  del  ferro-carril  durante  el  tiempo 
que  se  estipule,  y  entregando  cada  año  al  Estado  una 
cantidad  como  compensación  de  los  gastos  ocasionados 
por  la  construcción  de  la  línea. 

Las  contratas  se  verificarán  siempre  mediante  lici- 
tación pública,  que  versará  sobre  mejora  de  la  anuali- 
dad que  haya  de  satisfacerse  según  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  anterior.— Art.  13. 

Para  el  arriendo  de  la  explotación  de  un  ferro-carril 
ejecutado  por  el  Estado,  regirá  el  oportuno  pliego  de 
condiciones,  que  será  aprobado  por  el  Ministro  de  Fo- 
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mentó,  oyendo  previamente  á  la  Junta  Consultiva  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos. 

En  dicho  documento  se  consignará: 

l9  La  anualidad  que  habrá  de  satisfacer  el  contra- 
tista y  que  ha  de  servir  de  base  á  la  licitación. 

2(-  El  número  ele  años  durante  los  cuales  el  con- 
tratista ha  de  disfrutar  del  percibo  de  los  arbitrios  se- 
ñalados en  las  tarifas. 

3-  El  material  móvil  que  haya  de  emplearse  en  la 
explotación,  siempre  que  se  estipule  que  este  material 
ha  de  ser  de  cuenta  del  contratista  y  no  del  Estado. 

4°  Que  la  conservación  y  reparación  de  las  obras 
de  todas  clases  y  del  material  móvil  ha  de  ser  de  cuen- 
ta del  contratista  durante  los  anos  de  la  contrata. 

5-  Que  el  contratista  tiene  la  obligación  de  no  in- 
terrumpir el  servicio,  á  no  ser  por  caso  de  fuerza  ma- 
yor, y  de  entregar  el  camino  en  buen  estado  de  servicio 
ai  término  de  la  contrata;  haciéndose  igual  declaración, 
si  así  procediese,  respecto  al  material. móvil. 

6°  Los  casos  de  recision  de  la  contrata  y  las.  con- 
secuencias de  esta  recision. 

7?  Todas  las  demás  prescripciones  que  se  conside- 
ren oportunas,  teniendo  en  cuenta  lo  prevenido  para 
este  caso  en  el  artículo  54  del  reglamento  de  6  de  Ju- 
lio para  el  cumplimiento  de  la  Ley  general  de  Obras 
públicas,  y  lo  que  marca  el  artículo  28  del  mismo  re- 
glamento para  los  casos  de.  concesión. — Art.  14. 

726.  Explotación  de  los  ferro-carriles. — Todo 
ferro-carril  tendrá  dos  aprovechamientos  distintos:  el 
de  peaje  y  el  de  trasporte. — Art.  45  de  la  Le}^ 

Los  precios  de  uno  y  otro  serán  los  que  señalen  las 
tarifas  que  rijan  en  cada  línea.— Art.  46. 

El  pliego  de  condiciones  de  la  concesión  expresará 
las  tarifas  especiales  para  determinados  servicios  del 
Estado,  así  como  también  los  gratuitos,  figurando  en- 


tare  es  tos.  la  conducción  de  los  correos  ordinarios,  la 
cual,  así  como  todo  lo  concerniente  á  la  explotación  de 
los  ferro-carriles,  se  establecerá  por  el  Ministerio  de 
Fomento,  de  acuerdo  en  cada  caso  con  los  Ministerios 
respectivos. — Art.  47. 

A  las  Empresas  de  conducción  y  á  los  particulares 
que  empleen  material  propio,  sólo  podrá  exigirse  el  pa- 
go de  la  tarifa  de  peaje. — Art.  48. 

Pasados  los  cinco  primeros  años  de  hallarse  en  ex- 
plotación el  ferro-carril,  y  después  de  cinco  en  cinco 
años,  se  procederá  á  la  revisión  de  las  tarifas. 

Si  el  Gobierno  creyese  que,  sin  perjuicio  de  los  in- 
tereses de  la  Empresa,  pueden  bajarse  en  los  precios 
de  ellas,  y  esta  no  conviniese  en  la  reducción,  podrá, 
sin  embargo,  llevarse  á  efecto  por  una  Ley,  garanti- 
zando á  la  Empresa  los  productos  totales  de  último 
año,  y  además  el  aumento  progresivo  que  hayan  teni- 
do por  termino  medio  en  el  último  quinquenio. — 
Art,  41). 

Las  Empresas  podrán  en  cualquier  tiempo  reducir 
los  precios  de  las  tarifas  como  tengan  por  conveniente, 
poniéndolo  en  conocimiento  del  Ministerio  de  Fomento. 
—Art,  50. 

Siempre  que  hayan  de  alterarse  las  tarifas  se  anun- 
ciará al  público  con  la  debida  anticipación. — Art.  51. 

En  todas  las  líneas  se  establecerá  un  telégrafo,  cuyo 
número  ele  hilos  y  demás  condiciones  referentes  al  ser- 
vicio de  la  línea  y  al  oficial  se  determinarán  en  el  pliego 
de  condiciones  de  la  concesión. — Art,  52. 

Cuando  por  culpa  de  la  Empresa  se  interrumpa  to- 
tal ó  parcialmente  el  servicio  público  del  ferro-carril, 
el  Gobierno  tomará  desde  luego  las  disposiciones  ne- 
cesarias para  asegurarlo  provisionalmente  á  costa  de 
aquella, 

En  el  término  de  seis  meses  deberájustificar  la  Em- 


presa  concesionaria  que  cuenta  con  los  recursos  sufi- 
cientes para  continuar  la  explotación;  pudiendo  ceder 
esta  á  otra  Empresa  ó  tercera  persona,  previa  autori- 
zación especial  del  Gobferno. 

Si  aun  por  este  medio  no  continuara  el  servicio,  se 
tendrá  por  caducada  la  concesión. — Art.  52. 

La  explotación  de  los  ferro-carriles  del  Estado  se 
hará  por  el  Gobierno  6  por  Empresas  que  contraten 
este  servicio  en  pública  subasta,  según  sea  más  conve- 
niente á  los  intereses  públicos. — Art.  54. 

En  toda  concesión  se  consignará  la  facultad  del  Go- 
bierno de  ejercer  la  vigilancia  é  intervención  necesarias 
á  fin  de  mantener  en  buen  estado  el  servicio  de  los 
ferro-carriles  y  asegurarse  de  los  gastos  é  ingresos  de 
las  Empresas. — Art.  55. 

En  la  Ley  y  reglamento  que  se  formen  para  la  poli- 
cía de  los  ferro-carriles,  se  determinará  lo  conveniente 
sobre  su  conservación  y  seguridad.— Art.  56. 

727. — Ejecución  y  explotación  por  concesio- 
nes á  particulares  ó  Compañías  sin  subvención 
ni  auxilio  de  fondos  públicos.— Las  líneas  de  ser- 
vicio general  cuyos  proyectos  bubieren  sido  estudiados 
por  el  Gobierno,  podrán  ser  construidas  por  medio  de 
concesiones  á  particulares  6  Compañías,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  la  Ley  General  de  Obras  públicas,  y 
en  los  capítulos  2°  y  3?  del  reglamento  para  su  ejecu- 
ción, según  que  se  lleven  á  cabo  sin  auxilio  alguno  6 
con  cualquiera  de  las  subvenciones  que  determina  la 
Ley  de  Ferro-carriles  de  23  de  Noviembre  de  1877. 

En  la  ejecución  de  un  ferro-carril  por  concesión  re- 
girán las  condieiones  generales  establecidas  ó  que  se 
establecieren  en  lo  sucesivo,  las  facultativas  que  for- 
men parte  del  proyecto  y  las  particulares  y  económi- 
cas que  para  cada  caso  se  estipulen. 

Serán  objeto  de:  las  condiciones  particulares  las  in- 
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determinadas  en  las  generales,  el  arreglo  de  las  cuotas 
de  tarifa,  las  fechas  en  que  han  de  comenzarse  y  ter- 
minarse los  trabajos,  la  designación  de  la  fianza  que 
deba  prestar  y  demás  cláusulas  especiales  que  se  de- 
terminen para  el  otorgamiento  de  la  concesión. — Art. 
15  del  reglamento. 

El  estudio  de  una  línea  declarada  de  servicio  gene- 
ral, podrá  hacerse  por  particulares  ó  Compañías  siem- 
pre que  estas  soliciten  y  obtengan  la  autorización  su- 
perior que  requiere  al  efecto  el  artículo  58- de  la  Ley 
de  23  de  Noviembre  de  1877. 

La  autorización  en  su  caso  se  otorgará  con  las  for- 
malidades prevenidas  en  el  artículo  59  de  la  misma 
Ley  y  el  21  del  reglamento  de  la  general  de  Obras  pú- 
blicas. 

Los  proyectos  que  presenten  los  particulares  habrán 
de  constar;  de  los  mismos  documentos  y  redactarse  en 
igual  forma  que  los  mencionados  en  los  artículos  8(?  y 
9?  del  presente  reglamento  para  los  ferro-carriles  cons- 
truidos por  cuenta  del  Estado. — Art.  16. 

Los  particulares  ó  Compañías  que  pretendan  la  con- 
cesión sin  subvención  de  una  línea  de  ferro-carril  de- 
clarada de  servicio  general,  deberán  presentar  al  Mi- 
nisterio de  Fomento  su  solicitud  acompañada  del  pro- 
yecto completo  de  la  vía,  redactado  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior,  y  del  documento  que 
acredite  haberse  hecho  el  depósito  del  1  por  100  del 
importe  del  presupuesto.  Presentado  el  proyectó  se 
publicará  la  petición  en  La  Gaceta  de  Madrid  y  en  los 
Boletines  Oficiales  de  las  Provincias  interesadas,  conce- 
diendo un  término  improrogable  de  30  dias  para  la  ad- 
misión de  otras  peticiones  de  concesión  que  pueden 
mejorar  la  solicitada,  según  el  artículo  64  de  la  Ley 
General  de  Obras  públicas. — Art.  17. 

Si  trascurrido  el  plazo  no  se  hubiere  presentado 
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ningún  nuevo  proyecto,  se  pasará  el  del  peticionario 
al  ingeniero  jefe  de  la  división  correspondiente  para 
que  proceda  á  su  confrontación  sobre  el  terreno  y 
para  que  informé  acerca  del  estudio  de  la  línea.  Los 
gastos  de  confrontación  son  de  cuenta  del  peticionario, 
el  cual  deberá  depositar  sn  importe  en  la  Tesorería  de 
Provincia,  según  el  artículo  24  de  la  Ley  de  Obras 
públicas.  Devuelto  el  proyecto  por  el  ingeniero,  será 
sometido  á  la  información  prescrita  por  el  artículo  24, 
pasándolo  después  á  Ja,  Junta  Consultiva  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos,  cuyo  dictamen  deberá  referirse  no 
sólo  á  la  parte  técnica,  sino  también  al  exámen  de  las 
tarifas  propuestas  y  demás  circunstancias  que  para  la 
concesión  deben  tenerse  presentes,  según  el  artículo 
26  del  reglamento. — Art.  18. 

•  Si  de  la  tramitación  resultare  ser  necesario  ó  conve- 
niente introducir  modificaciones,  bien  en  la  parte"  téc- 
nica, bien  en  la  económica,  ó  en  las  condiciones  bajo 
las  cuales  hubiere  de  hacerse  la  concesión,  se  devol- 
verá el  proyecto  al  peticionario  para  que  haga  las  re- 
formas oportunas,  dentro  del  plazo  que  se  le  señale  al 
efecto  ó  para  que  retire  su  petición  si  no  le  conviene 
modificar  su  proyecto.  Cuando  el  interesado  no  se 
conformase  con  lo  que  en  definitiva  se  resuelva  por  la 
Superioridad  en  los  puntos  de  controversia,  se  consi- 
derará desechado  el  proyecto  y  será  devuelto  al  peti- 
cionario con  el  depósito  que  hubiere  constituido. — 
Art.  19.  - 

En  el  caso  de  que  se  trate  de  una  concesión  sin  sub- 
vención y  para  lo  cual  sólo  se  hubiere  presentado  una 
propuesta,  dicha  concesión  se  otorgará  sin  las  formali- 
dades de  subasta  pública,  pero  siempre  por  medio  de 
una  Ley.  Al  efecto,  el  Ministro  de  Fomento  presen- 
tará á  las  Cortes  el  oportuno  proyecto  de  Ley,  acom- 
pañado de  todos  los  documentos  que  se  mencionan  en 


t 


f  -     -  —  215  —  ■         ,:,ÍL¡  ■ 

el  artículo  25  de  la  Ley  y  en  los  correspondientes  del 
reglamento. — Art.  20. 

Elevado  á  Ley  el  proyecto  y  constituida  la  fianza 
del  3  por  109  del  importe  del  presupuesto  en  el  térmi- 
no que  marca  el  artículo  16  de  la  Ley,  se  expedirá  al 
interesado  ó  Empresa  el  titulo  correspondiente,  ele- 
vándose á  escritura  pública  el  contrato,  incluyendo  en 
olía  literalmente  el  pliego  de  condiciones  generales,  la 
Ley  especial  de  concesión,  las  condiciones  particulares 
y  económicas  y  la  tarifa  de  derechos  máximos. 

Durante  el  número  de  años  que  determine  la  Ley 
de  concesión,  que  no  excederá  de  noventa  y  nueve,  el 
concesionario  podrá  explotar  el  camino  y  disfrutar  de 
los  privilegios  y  exenciones  que  se  consignan  en  el  ca- 
pituló IV  de  la  Ley  de  Ferro-carriles,  así  como  del 
derecho  de  expropiar  con  arreglo  á  las  disposiciones 
vigentes  los  terrenos  y  edificios  que  fueren  necesarios 
para  la  ejecución  de  las  obras. — Art,  21. 

El  concesionario  procederá  en  la  ejecución  de  las 
obras  con  arreglo  á  las  condiciones  de  la  concesión  y 
bajo  la  inspección  que  corresponde  á  los  agentes  del 
Gobierno,  según  determinan  á  la  Ley  general  de  Obras 
públicas  y  el  artículo  40  del  reglamento  de  fi  de  Julio 
de  1877. 

Durante  la  ejecución  no  podrán  introducirse  en  el 
proyecto  aprobado  variaciones  ni  modificaciones  que 
no  hubieren  sido  debidamente  autorizadas,  previos  los 
dictámenes  de  los  Ingenieros  encargados  de  la  inspec- 
ción y  vigilancia  de  las  obras  y  el  parecer  de  la  Junta 
Consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

La  fianza  del  3  por  100  no  será  devuelta  al  conce- 
sionario mientras  no  justifique  tener  obras  hechas  por 
un  valor  equivalente  á  la  tercera  parte  del  importe  de 
las  comprendidas  en  la  concesión,  según  se  previene  en 
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el  artículo  17  de  la  Ley  de  23  áe  Noviembre  de  1877. 
— Art.  22. 

Concluidas  todas  las  obras,  el  concesionario  hará  (\ 
sus  expensas,  con  asistencia  de  los  Ingenieros  del  Go- 
bierno, el  amojonamiento  y  plano  detallado  del  ferro- 
carril y  todas  sus  dependencias,  formando  también  un 
estado  descriptivo  de  las  estaciones,  puentes  y  demás 
obras  de  fábrica  y  edificios  que  se  hubieren  construido. 

De  cada  uno  de  los  documentos  y  planos  que  se 
mencionan  en  el  párrafo  anterior  y  del  acta  del  amo- 
jonamiento, entregará  el  concesionario  un  ejemplar 
competentemente  autorizado  á  la  Dirección  General  de 
Obras  públicas  durante  el  primer  año  de  la  explotación 
de  la  linea  ó  trozo  de  línea  á  que  se  refieran.— Art.  23. 

No  podrá  ponerse  en  explotación  el  todo  ó  parte 
de  un  ferro-carril  sin  que  preceda  autorización  del 
Ministro  de  Fomento,  en  vista  del  acta  de  recono- 
cimiento de  las  obras  y  material  del  camino,  redactada 
por  los  Ingenieros  del  Gobierno  encargados  de  la  ins- 
pección, en  que  se  declare  que  puede  abrirse  la  vía  al 
tránsito  público;  acta  que  deberá,  con  su  propio  infor- 
me, remitir  á  la  Superioridad  el  Gobernador  de  la  res- 
pectiva Provincia. — Art.  24. 

Las  Empresas  concesionarias  explotarán  los  ferro- 
carriles durante  los  años  determinados  por  su  concesión, 
con  arreglo  á  las  tarifas  aprobadas  y  según  las  condi- 
ciones que  se  hubiesan  estipulado  para  su  aplicación. 

Las  mismas  empresas  formarán  los  reglamentos  ne- 
cesarios para  el  buen  servicio,  administración  y  explo- 
tación de  sus  líneas,  sometiéndolos  á  la  aprobación  del 
Ministerio  de  Fomento  cuando  afecten  á  la  segundad 
de  la  explotación  ó  á  las  relaciones  del  público  con  las 
Compañías. 

Los  concesionarios  quedan  en  libertad  de  elegir,  sin 
otras  restricciones  que  las  que  impongan  las  disposi- 
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ciernes  vigentes,  el  personal  de  todas  clases  para  la  eje- 
cución y  explotación  de  las  líneas,  así  como  la  organi- 
zación de  este  personal  y  todo  lo  concerniente  al 
régimen  interior  de  la  Compañía. 

El  Ministro  de  Fomento  ejercerá  por  medio  de  sus 
agentes  la  inspección  y  vigilancia  que  le  corresponde 
por  la  Ley,  tanto  en  la  parte  facultativa  como  en  la 
administrativa,  debiendo  las  Empresas  concesionarias 
cumplimentar  las  órdenes  que  los  expresados  agentes 
les  comuniquen  dentro  de  sus  atribuciones  y  según  las 
disposiciones  que  rigieren  sobre  la  materia. — Art.  25. 

Las  Empresas  estarán  obligadas  á  conservar  en  buen 
estado  el  camino  de  hierro  y  sus  dependencias  de  mo- 
do que  su  circulación  sea  fácil  y  segura  constantemente, 
siendo  de  cuenta  de  las  mismas  todos  los  gastos  de 
conservación  y  reparación,  tanto  ordinarios  como  ex- 
traordinarios. 

El  ferro-carril  será  considerado  y  guardado  como 
los  demás  caminos  públicos,  y  los  guardas  que  al  efec- 
to nombren  las  Empresas  concesionarias  podrán  usar 
de  iguales  armas  y  disfrutar  de  las  mismas  prerogati- 
vas  que  los  peones  camineros  de  las  carreteras  del  Es- 
tado. Para  que  puedan  invocar  estos  privilegios  los 
expresados  guardas,  deberán  llevar  el  distintivo  que 
acuerde  cada  Empresa,  el  cual  habrán  de  usar  en  todos 
los  actos  de  servicio. — Art.  26. 

Siempre  que  el  Grobierno  considere  oportuno  proce- 
der á  la  revisión  de  las  tarifas  con  arreglo  á  la  facul- 
tad que  le  concede  el  artículo  49  de  la  Ley,  deberá 
preceder  á  cualquiera  modificación  que  en  ellas  se  trate 
de  hacer  una  información,  en  que  habrá  de  oirse  preci- 
samente á  la  Empresa  concesionaria,  á  las  Juntas  de 
Agricultura,  Industria  y  Comercio  de  las  Provincias 
que  atraviese  el  ferro-carril,  á  las  Diputaciones  de  la 
misma,  al  Ingeniero  Jefe  de  la  división,  á  los  Grober- 
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nadores,  á  la  Junta  Consultiva  de  Caminos,  y  al  Con- 
sejo Superior  de  Agricultura. 

Terminada  la  información  se  determinará  en  su  caso 
por  medio  de  un  Real  Decreto  la  rebaja  que  deba  ha- 
cerse en  las  tarifas;  y  si  la  Empresa  concesionaria  no 
consintiese  la  reducción,  se  presentará  por  el  Ministro 
de  Fomento  á  las  Córtes  el  oportuno  proyecto  de  Ley 
para  llevarla  á  efecto  y  determinar  los  medios  de  ga- 
rantizar al  concesionario  los  productos  totales  del  año 
anterior  al  de  la  revisión  y  el  aumento  progresivo  que 
los  rendimientos  del  ierro-carril  hubieren  tenido  en  el 
quinquenio  que  finalizó  en  el  expresado  año. — Art.  27. 

Además  de  los  casos  de  caducidad  prescritos  en  el 
artículo  36  de  la  Ley  de  ferro-carriles,  lo  serán  tam- 
bién los  que  señale  la  Ley  especial  de  la  concesión  y 
el  que  determina  el  artículo  61  de  la  general  de  Obras 
públicas.- -Art.  28. 

Se  considerarán  como  casos  de  fuerza  mayor  para 
los  efectos  del  artículo  36  de  la  Ley: 

1?  Las  inundaciones  y  crecidas  de  los  rios,  siem- 
pre que  fuesen  mayores  que  las  que  por  tradición  ó  de 
otro  modo  fehaciente,  conste  que  han  tenido  lugar  en 
épocas  más  6  ménos  remotas. 

2?  Los  incendios  ocasionados  .por  la  electricidad 
atmosférica. 

3°    Las  epidemias. 

49    Los  terremotos. 

59  Los  hundimientos  y  resbalamientos  de  los  te- 
rrenos en  que  se  establecieren  ó  hubiesen  de  estable- 
cerse las  obras,  así  como  los  desprendimientos  de 
grandes  bloques  ó  masas  de  las  montañas,  ó  aludes  ex- 
traordinarios de  las  nieves. 

69  Los  destrozos  causados  en  tiempo  de  guerra  pol- 
las fuerzas  beligerantes,  ó  los  ocasionados  por  sedicio- 
nes populares. 
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7.°  Los  robos  tumultuosos  y  las  demoliciones  vio- 
lentas. 

8?  En  general  todos  aquellos  accidentes  extraor- 
dinarios cuyos  efectos  sean  evidentemente  irresistibles. 
Art.  29. 

Siempre  que  un  concesionario  pida  próroga  para  la 
terminación  de  las  obras  de  su  concesión,  fundándose 
en  averías  producidas  por  caso  fortuito,  deberá  acudir 
al  Ministro  de  Fomento  dentro  del  plazo  improrogable 
de  veinte  dias,  contados  desde  la  fecha  del  aconteci- 
miento, manifestando  los  desperfectos  ocurridos  6  los 
perjuicios  que  se  le  hubiesen  ocasionado,  las  causas  á 
que  deban  atribuirse,  los  medios  que  hubiese  empleado 
para  evitar  los  daños  y  el  tiempo  que  á  su  juicio  haya 
que  invertir  en  las  reparaciones. 

El  Ministro  de  Fomento,  oyendo  al  Ingeniero  Jefe 
de  la  división  á  que  corresponda  la  linea  y  á  la  Sec- 
ción de  ferro-carriles  de  la  Junta  Consultiva,  redactará 
un  interrogatorio  para  que  sirva  de  base  á  una  infor- 
mación que  en  averiguación  de  los  hechos  habrá  de 
llevarse  á  cabo. 

En  esta  información  serán  oidos  los  Ayuntamientos 
de  los  pueblos  y  las  Diputaciones  de  las  Provincias  en 
que  hubiesen  ocurrido  los  siniestros;  los  Ingenieros 
Jefes  de  las  mismas  Provincias  y  el  de  la  respectiva 
división  de  ferro-carriles:  los  Gobernadores  respectivos 
serán  los  encargados  de  dirigir  las  informaciones  en  lo 
relativo  á  sus  Provincias,  remitiéndolas  con  su  dictá- 
men  á  la  Dirección  General  de  Obras  públicas,  Co- 
mercio y  Minas. 

El  expediente  pasará  después  á  la  Junta  Consultiva 
de  Caminos,  Canales  y  Puertos  para  que  informe  sobre 
la  declaración  de  caso  fortuito  y  sobre  la  solicitud  de 
próroga  hecha  por  el  concesionario: 

Se  oirá  por  último  al  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
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coa  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  párrafo  primero  del 
art.  36  de  la  Ley  de  ferro-carriles. — Art.  30. 

Observados  los  trámites  señalados  en  el  artículo 
precedente,  el  Ministro  de  Fomento  podrá  prorogar  los 
plazos  establecidos  en  la  Ley  de  concesión,  teniendo 
presente  lo  prescrito  en  el  citado  artículo  36  de  la 
Ley. 

Iguales  trámites  se  seguirán  cuando  pretenda  el  con- 
cesionario eximirse  de  la  caducidad  á  causa  de  haberse 
interrumpido  total  6  parcialmente  el  servicio  de  ex- 
plotación por  causa  fortuita  ó  de  fuerza  mayor,  debien- 
do en  tal  caso  resolverse  la  demanda  por  el  Ministro 
de  Fomento.— Art.  31. 

El  expediente  de  caducidad  de  una  concesión  podrá 
promoverlo  el  Ministro  de  Fomento  por  sí  ó  en  virtud 
de  reclamación  del  Ingeniero  Jefe  de  la  división,  de  la 
Diputación  ó  la  Junta  ele  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio de  cualquiera  de  las  Provincias  interesadas,  ó 
de  los  Gobernadores  de  las  mismas. 

El  funcionario  6  Corporación  que  considere  llegado 
el  caso  de  caducidad,  acudirá  al  Ministro  de  Fomento 
con  una  exposición  razonada,  en  que  se  aduzcan  los 
fundamentos  de  la  reclamación.  Se  pasará  esta  soli- 
citud desde  luego  al  concesionario  para  que  conteste  á 
los  cargos  que  se  le  hagan,  y  después  se  procederá  so- 
bre estas  bases  á  una  información  que  instruirán  los 
Gobernadores  de  las  Provincias  interesadas,  y  en  que 
serán  oidos  los  funcionarios  y  Corporaciones  que  se 
mencionan  en  el  párrafo  primero  del  presente  artículo; 
debiendo  remitir  por  último  las  expresadas  Autorida- 
des el  resultado  de  sus  diligencias  al  Ministro  de  Fo- 
mento. 

El  expediente  pasará  de  nuevo  al  concesionario, 
dándole  un  plazo,  que  no  podrá  exceder  de  30  dias, 
para  que  exponga  cuanto  considere  del  caso  en  su  de- 
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fensa,  y  después  se  oirá  á  la  Junta  Consultiva  de  Ca- 
minos, Canales  y  Puertos  y  al  Consejo  de  Estado  en 
pleno. 

En  vista  de  la  información,  si  así  procediese,  se  de- 
clarará la  caducidad  por  el  Ministro  de  Fomento,  contra 
cuya  resolución  podrá  el  concesionario  entablar  recur- 
so contencioso  en  los  términos  marcados  en  el  artículo 
34  de  la  Ley  de  ferro-carriles. — Art.  32. 

Las  consecuencias  de  la  declaración  de  caducidad 
de  una  línea  de  ferro-carril  serán  las  que  se  especifi- 
can en  los  adíenlos  del  37  al  41,  ambos  inclusives,  de 
fa  Ley  de  ferro-carriles. 

Para  que  las  prescripciones  citadas  puedan  tener 
efecto,  así  que  en  una  concesión  se  declare  definitiva- 
mente caducada,  se  procederá  por  los  Ingenieros  del 
Estado  que  designe  el  Ministro  de  Fomento  y  por  los 
peritos  que  nombre  el  concesionario  á  la  medición  y 
valoración  contradictorias  de  las  obras  ejecutadas  en  la 
línea,  materiales  acopiarlos' para  las  mismas  y  material 
móvil  destinado  á  la  explotación,  así  como  de  los  edi- 
ficios y  dependencias  de  toda  especie.  La  medición 
y  valoración  se  liarán  ajustadas  á  los  precios  del  pre- 
supuesto que  acompañó  al  proyecto  del  camino,  y  á 
ellas  deberá  unirse  una  Memoria  explicativa  de  las  o- 
peraciones  ejecutadas,  expresando  el  estado  en  que  se 
encuentren  las  obras  y  material  en  la  época  en  que  la 
tasación  se  verifique,  y  el  valor  real  que  tengan  si  hu- 
biesen sufrido  algún  demérito  por  el  trascurso  del 
tiempo  ó  por  el  uso  ó  por  defectos  de  construcción;  se 
acompañarán  asimismo  planos  del  camino,  edificios  y 
obras  de  todas  clases. 

Si  hubiese  divergencia  entre  los  Ingenieros  del  Es- 
tado y  los  representantes  de  la  Empresa  sobre  la  tasa- 
ción, cada  una  de  las  partes  redactará  por  separado  su 
Memoria,  haciendo  constar  los  hechos  acerca  de  los 
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cuales  exista  la  disidencia,  y  los  fundamentos  en  que 
ésta  se  apoye. 

Se  oirá  después  sobre  la  medición  y  valoración  y 
sobre  las  reclamaciones  del  interesado,  en  su  caso,  el 
dictámen  de  la  Junta  Consultiva  de  Caminos,  Canales 
y  Puertos.— Art,  33. 

La  valoración  de  las  obras  y  material  hecho  con 
arreglo  á  las  prescripciones  del  artículo  anterior  y 
competentemente  aprobada  después  por  el  Ministro  de 
Fomento,  servirá  de  base  á  la  aplicación  de  los  artí- 
culos 37  al  41  de  la  Ley. 

Del  importe  definitivo  de  la  tasación  se  deducirá  la 
fianza  6  la  parte  de  ella  que  se  hubiere  devuelto  al 
concesionario  en  la  época  de  la  declaración  de  caduci- 
dad con  arreglo  al  artículo  69  de  la  Ley  General  de 
Obras  públicas  y  al  35  de  la  especial  de  ferro-carriles. 
Se  deducirán  asimismo  los  gastos  de  la  tasación,  y  el 
importe  restante  será  el  tipo  para  las  subastas  á  que 
se  refieren  los  artículos  citados  de  la  misma  Ley  ge- 
neral. 

Al  espirar  el  término  de  la  concesión,  el  Gobierno 
reemplazará  á  la  Empresa  concesionaria  en  todos  los 
derechos  de  propiedad  de  terrenos  y  obras  designadas 
en  el  estado  y  planos  mencionados  en  el  artículo  23  de 
este  reglamento,  y  entrará  inmediatamente  en  el  goce 
del  camino  de  hierro  con  todas  sus  dependencias  y 
productos. 

La  Empresa  tendrá  la  obligación  de  entregar  en 
buen  estado  dé  servicio  el  camino  de  hierro  y  sus  de- 
pendencias, tales  como  estaciones,  muelles  de  carga  y 
descarga,  establecimientos  de  los  puntos  de  partida  y 
llegada,  casas  de  guarda  y  vigilantes,  oficinas,  etc. 

Tendrá  igualmente  obligación  de  entregar  en  buen 
estado  de  servicio  el  material  móvil,  en  la  cantidad 


que  como  mínima  fijen  las  condiciones  particulares  de 
la  concesión. — Art.  35. 

Dos  años  ántes  del  término  legal  de  la  concesión, 
el  Ministro  de  Fomento  designará  un  Ingeniero  ó  una 
Comisión  de  Ingenieros  para  que  verifique  el  recono- 
cimiento general  de  la  línea  y  de  todas  sus  dependen- 
cias así  como  el  del  material  móvil  de  todas  clases  y  de- 
más que  el  concesionario  debe  entregar  al  Estado; 
según  el  artículo  anterior. 

Del  resultado  de  este  reconocimiento  dará  en  se- 
guida cuenta  al  Ministro  de  Fomento,  el  que  en  su 
vista  ordenará  cuanto  sea  preciso  para  que  las  obras, 
edificios,  material  y  demás  dependencias  se  encuen- 
tren en  buen  estado  el  dia  en  que  deba  hacer  entrega 
el  concesionario.  Si  este  se  resistiese  á  cumplir  las 
órdenes  que  se  le  comunicasen,  el  Ministro  de  Fo- 
mento dispondrá  que  se  ejecuten  por  cuenta  de  la  Em- 
presa, aunque  para  ello  hubiese  que  embargar  los  pro- 
ductos de  la  explotación. — Art.  3G.  * 

El  dia  en  que  espire  el  término  de  una  concesión, 
la  Empresa  concesionaria  hará  la  entrega  formal  del 
camino;  su  material  y  dependencias,  según  las  condi- 
ciones estipuladas,  á  quien  el  Ministro  de  Fomento 
designare,  mediante  inventario  detallado  y  con  arreglo 
á  las  instrucciones  especiales  que  se  dicten  al  efecto. 

De  la  entrega  se  levantará  acta,  que  firmarán  el  re- 
presentante del  Ministro  de  Fomento  y  el  concesiona- 
rio. El  acta  se  remitirá  al  Ministro  de  Fomento,  sin 
cuya  aprobación  no  se  tendrá  por  válida  la  entrega. 
La  referida  aprobación  no  podrá  recaer  sino  después 
de  oir  á  la  Junta  Consultiva  de  Caminos,  Canales  y 
Puertos.— Art.  37. 

Aprobada  el  acta  de  entrega,  el  camino,  con  todas 
sus  dependencias  y  material,  pasará  á  ser  propiedad 
plena  del  Estado,   verileándose  la  explotación  por 
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cuenta  del  mismo  y  bajo  la  dependencia  del  Ministe- 
rio de  Fomento. 

Si  el  Gobierno  decidiese  que  la  explotación  se  veri- 
ficase por  contrata,  se  observarán  ios  artículos  13  y  14 
del  presente  reglamento,  siendo  preferida  en  la  su- 
basta en  igualdad  de  condiciones  la  Empresa  cuya 
concesión  hubiese  terminado,  siempre  que  la  misma 
creyere  conveniente  hacer  uso  del  derecho  que  por  es- 
te artículo  se  le  confiere. — Art.  38. 

Si  dentro  del  tiempo  hábil  que  se  prefija  en  el  art. 
17  del  presente  reglamento  se  hubieren  presentado 
una  ó  más  peticiones  de  concesión  para  una  misma  lí- 
nea, se  hará  para  cada  uno  de  los  proyectos  admitidos 
la  confrontación  que  se  menciona  en  el  artículo  18,  así 
como  la  información  que  prescribe  el  24  del  reglamen- 
to de  la  Ley  general  de  Obras  públicas;  información 
que  en  este  caso  deberá  extenderse  á  la  comparación 
entre  ios  proyectos  presentados,  para  examinar  si  al- 
guno de  ellos  merece  la  preferencia  entre  los  demás. 

Informarán  después  la  Junta  consultiva  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos  y  la  Sección  de  Fomento  del  Conse- 
jo de  Estado,  decidiéndose  en  su  caso  por  Real  Decreto 
acerca  de  la  preferencia  que  deba  darse  á  uno  de  los 
proyectos  en  competencia  para  otorgar  á  su  autor  la 
concesión  solicitada,  y  devolviendo  los  demás  á  los  in- 
dividuos ó  corporaciones  que  los  presentaron,  con  los 
depósitos  correspondientes.  Promulgada  la  Ley  nece- 
saria al  efecto,  según  lo  prevenido  en  el  artículo  20  de 
este  reglamento,  será  declarado  concesionario  el  fir- 
mante de  la  propuesta  aceptada,  después  de  que  aquel 
verifique  la  consignación  de  la  fianza  del  3  por  100  del 
presupuesto  dentro  del  plazo  de  quince  dias,  á  contar 
desde  la  fecha  en  que  se  le  comunique  la  órden  de  ad- 
judicación.— Art.  39. 

Si  de  las  informaciones  resultare,  á  juicio  del  Minis- 


tro  de  Fomento,  que  entre  las  mejores  proposiciones 
do  petición  para  la  concesión  de  una  línea  de  ferro-ca- 
nil existe  igualdad  de  condiciones  en  dos  ó  más  de 
dichas  propuestas,  la  concesión  se  hará  prévia  licita- 
ción en  publica  subasta,  á  la  que  servirá  de  tipo  el 
proyecto  presentado  en  primer  lugar,  siempre  que  su 
autor  se  conformase  con  las  variantes  que  le  hubiesen 
sido  impuestas,  al  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  19 
del  presente  reglamento.  En  defecto  de  esta  conformi- 
dad se  designará  el  proyecto  que  hubiese  de  servir  de 
base  al  remate,  ateniéndose  á  lo  que  previene  para  es- 
tos casos  al  artículo  34  del  reglamento  de  la  Ley  ge- 
neral de  Obras  públicas. — Art.  40. 

Determinado  el  proyecto  que  hubiese  de  servir  de 
base  á  la  subasta,  y  antes  de  la  presentación  á  las 
Córtes  del  proyecto  de  Ley  de  concesión,  se  procede- 
rá á  la  tasación  del  referido  proyecto  ateniéndose  en 
todas  sus  partes  á  lo  que  prescribe  al  efecto  el  art.  35 
del  reglamento^para  el  cumplimiento  de  la  Ley  gene- 
ral de  Obras  públicas. 

Cumplida  esta  formalidad  y  promulgada  la-Ley  de 
concesión,  se  anunciará  el  remate  por  término  de  tres 
meses,  y  al  acto  podrán  concurrir  no  sólo  los  firman- 
tes de  las  propuestas  presentadas  y  admitidas,  sino  to- 
dos los  que  lo  pretendan  y  exhiban  certificación  de 
haber  hecho  el  depósito  del  1  por  100  del  importe  del 
presupuesto  adoptado. 

Para  la  subasta  se  seguirán  exactamente  los  trámi- 
tes que  se  designan  en  los  artículos  36,  37  y  38  del 
reglamento  de  la  Ley  general  de  Obras  públicas,  de- 
clarándose adjudicada  la  concesión  al  mejor  postor;  en 
la  inteligencia  de  que  al  firmante  del  proyecto  que  hu- 
biese servido  de  base  á  la  subasta  se  le  reserva  el  de- 
recho de  tanteo,  y  tiene  además  el  de  percibir  del  re- 
matante el  valor  del  referido  proyecto. — Art.  41. 

29 


—  226  — 

Aprobada  que  sea  la  concesión,  constituirá  el  con- 
cesionario dentro  del  plazo  de  quince  dias,  á  contar 
desde  la  fecha  en  que  le  fuere  comunicada  la  órden  de 
adjudicación  del  remate,  la  fianza  del  3  por  100  del 
importe  del  presupuesto  que  sirvió  de  base  á  la  subas- 
ta. Al  efecto  se  le  remitirá  á  la  mano  el  oficio  corres- 
pondiente y  se  le  exigirá  recibo  en  que  conste  la  fecha 
en  que  dicho  oficio  hubiere  llegado  á  su  poder. 

En  el  caso  de  no  ser  el  concesionario  el  autor  del 
proyecto  que  hubiese  servido  de  base  ála  subasta,  de- 
berá acreditar  con  documento  fehaciente,  dentro  del 
plazo  de  un  mes,  á  contar  desde  la  fecha  expresada  en 
el  párrafo  anterior,  haber  satisfecho  al  autor  del  men- 
cionado proyecto  el  importe  de  la  tasación  á  que  se 
refiere  el  párrafo  primero  del  artículo  precedente  del 
presente  reglamento. — Art.  42. 

El  que  hubiese  obtenido  la  concesión  de  una  línea 
de  ferro-carril  en  cualquiera  de  los  casos  y  términos 
prescritos  en  los  artículos  39  y  41  del  presente  regla- 
mento, tendrá  las  obligaciones  y  disfrutará  de  los  de— 
rechos  que  en  las  Leyes  vigentes  se  consignan  para 
las  concesiones  de  obras  sin  subvención,  observándose 
en  la  ejecución  de  las  obras,  en  su  explotación,  y  por.j 
fin,  en  cuanto  á  la  concesión  se  refiere,  lo  prevenido 
en  los  artículos  del  22  al  37  del  presente  reglamento. 
—Art.  43. 

728.  Ejecución  y  explotación  por  concesio- 
nes á  particulares  ó  compañías  con  subvención. 

— Cuando  el  Gobierno  hubiere  hecho  por  sí  los  estu- 
dios de  una  línea  de  ferro-carril  en  los  términos  pres- 
critos en  los  artículos  del  79  al  99  del  presente  regla- 
mento, y  creyese  oportuno  proceder  á  ejecutarla  por 
concesión,  otorgando  subvención  en  cualquiera  de  las 
formas  que  se  enumeran  en  el  artículo  12  de  la  Ley 
de  Ferro-carriles,  se  oirá  acerca  del  proyecto  y  de  la 


—  227  —  . 

necesidad  de  la  subvención,  su  clase  y  entidad,  á  las 
Diputaciones,  á  las  Juntas  de  Agricultura  de  las  pro- 
vincias interesadas  y  á  los  Gobernadores.  Informará 
después  la  Junta  Consultiva,  y  cumplida  esta  formali- 
dad y  en  vista  de  lo  que  resulte  del  expediente,  el  Mi- 
nistro de  Fomento  presentará  á  las  Cortes  el  oportuno 
proyecto  de  Ley  en  que  se  determinen  las  cláusulas 
de  la  concesión,  las  tarifas  con  arreglo  á  las  cuales  ha- 
ya de  explotarse,  el  número  de  años  que  la  concesión 
ha  de  durar,  los  auxilios  que  hubiesen  de  otorgarse  al 
concesionario,  la  forma  y  plazo  en  que  deberá  entre- 
garse la  subvención,  y  demás  requisitos  que  previenen 
las  Leyes  y  Reglamentos. 

En  el  mismo  proyecto  de  Ley  se  determinará  á  la 
proporción  y  forma  en  que  han  de  contribuir  con  el 
Estado  á  la  subvención  otorgada  las  provincias  y  pue- 
blos á  quienes  interese  la  línea,  según  previene  el  ar- 
tículo 13  de  la  Ley  de  Ferro -car riles. — Art.  44. 

Sancionada  y  publicada  la  Ley  de  concesión,  se  sa- 
cará la  línea  á  remate  en  el  término  de  tres  me- 
ses. 

La  subasta  se  celebrará  con  arreglo  á  las  instruc- 
ciones vigentes,  y  para  poder  tomar  parte  en  ella  de- 
berán los  Imitadores  depositar  previamente,  donde  el 
anuncio  señale,  una  cantidad  equivalente  al  1  por  100 
del  importe  del  presupuesto  aprobado. 

'Servirá  de  tipo  al  remate  la  subvención  señalada, 
sobre  cuya  rebaja  deberán  recaer  las  propuestas  que 
se  presenten. — Art.  45. 

Si  la  subvención  consistiese  en  la  entrega  á  la  Em- 
presa de  determinadas  obras  construidas  por  cuenta 
del  Estado,  y  con  sujeción  á  lo  que  se  marca  en  los 
artículos  del  7?  al  12  del  presente  reglamento,  la  lici- 
tación versará  en  primer  término  sobre  la  reducción 
de  las  tarifas,  haciéndose  el  remate  según  lo  preveni- 
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do  en  el  párrafo  tercero  del  artículo  36  del  reglamento 
de  la  Ley  General  de  Obras  públicas. 

Si  hubiese  igualdad  entre  dos  ó  mas  de  las  propo- 
siciones más  ventajosas,  se  verificará  una  nueva  licita- 
ción, al  tenor  de  lo  prevenido  en  el  artículo  37  del  re- 
ferido reglamento;  y  si  ninguno  de  los  interesados 
hiciese  propuesta  alguna  en  esta  nueva  licitación,  se 
declarará  mejor  postor  al  que  hubiere  obtenido  el  nú- 
mero más  bajo  en  el  sorteo  que  ha  de  preceder  á  la 
apertura  de  los  pliegos  en  la  primera  subasta. 

Levantada  acta  del  remate  y  aprobado  por  el  Minis- 
tro de  Fomento,  será  declarado  concesionario  el  que 
resultare  mejor  postor  en  la  primera  ó  segunda  de  las 
licitaciones  á  que  se  refieren  los  párrafos  anteriores. — 
Art.  46. 

Si  la  subvención  consistiese  en  la  entrega  á  la  Em- 
presa de  una  parte  del  capital  invertido,  que  se  fijará 
determinadamente  en  la  Ley  de  concesión,  el  remate 
versará  en  primer  término  sobre  rebaja  del  importe 
de  la  subvención,  y  después,  en  caso  de  igualdad  de 
propuestas,  sobre  rebaja  en  las  tarifas,,  apelándose  en 
el  de  rebaja  igual  en  estas  á  la  de  disminución  en  el 
número  de  años  de  la  concesión;  todo  con  sujeción  es- 
tricta á  lo  que  para  estos  casos  prescriben  los  artículos 
43  y  44  del  reglamento  de  la  Ley  General  de  Obras 
públicas. — Art.  47. 

En  los  casos  3-  y  4o  del  artículo  12  de  la  Ley  de 
Ferro- carriles;  es  decir,  cuando  la  subvención  consista 
en  conceder  al  constructor  de  la  línea  el  aprovecha- 
miento de  otras  obras  ejecutadas  para  uso  público, 
compatible  con  el  de  ferro-carriles;  ó  en  eximir  de  los 
derechos  de  Aduanas  el  material  de  construcción  y  ex- 
plotación, la  subasta  recaerá  sobre  mejora  de  las  tari- 
fas en  primer  término  y  después  sobre  la  disminución 
de  años  de  concesión,  procediéndose  engodo  según  lo 


dispuesto  en  el  artículo  46  del  presente  reglamento. — 
Art,  48. 

El  concesionario  entregará  donde  corresponda  y  en 
el  plazo  marcado  en  el  artículo  1G  de  la  Le)  de  Ferro- 
carriles una  fianza  equivalente  al  5  por  100  del  im- 
porte del  presupuesto  aprobado,  cuya  cantidad  no  le 
será  devuelta  mientras  no  tenga  totalmente  termina- 
das las  obras,  objeto  de  3a  concesión.  Constituida  la 
fianza  se  procederá  á  la  ejecución  de  las  obras  con 
arreglo  á  las  cláusula  y  condiciones  de  la  concesión. — 
Art.  49. 

Si  la  subvención  consistiese  en  obras  ejecutadas  ya 
por  la  Administración,  se  hará  entrega  de  ellas  al  con- 
cesionario, preVio  inventario  y  tasación  de  las  mismas, 
que  se  insertarán  en  el  acta  correspondiente,  en  que 
firmará  su  recibo  el  concesionario. 

Si  el  auxilio  consistiese  en  la  entrega  de  una  canti- 
dad en  metálico  ó  valores,  se  abonará  á  la  Empresa  en 
la  forma  y  plazos  estipulados,  prévia  siempre  certifi- 
cación de  los  Ingenieros  del  Estado  encargados  de  la 
inspección.  El  pago  de  "la  subvención  en  estos  casos 
se  hará  á  la  Empresa  directamente  por  el  Gobierno, 
al  cual  á  su  vez  deberán  abonar  las  Provincias  y  pue- 
blos la  parte  de  subvención  que  les  corresponda  según 
hubiere  determinado  la  Ley. 

Cuando  hubiere  de  entregarse  á  la  Empresa  conce- 
sionaria alguna  obra  de  uso  público  compatible  con  el 
del  ferro-carril,  se  hará  la  entrega  mediante  las  for- 
malidades análogas  á  las  indicadas  en  el  primer  párra- 
fo de  este  mismo  artículo. 

Si  la  subvención  consistiese  en  la  exención  de  los 
derechos  de  Aduanas,  se  observarán  las  formalidades 
prevenidas  en  las  disposiciones  vigentes,  ó -las  que  en 
lo  sucesivo  se  dicten  por  las  leyes  ó  reglamentos  co- 
rrespondientes.— Art.  50  del  Reglamento. 


La  concesión  de  un  ferro-carril  á  la  que  se  hubiese 
otorgado  subvención,  caducará  en  los  casos  previstos 
en  la  Ley  general  de  Obras  públicas  y  en  la  de  ferro- 
carriles. Se  exceptúan  los  casos  de  fuerza  mayor  que 
se  enumeran  en  el  artículo  29  del  presente  reglamen- 
to, y  que  deberán  justificarse  en  los  términos  prescri- 
tos en  el  artículo  49  del  reglamento  de  la  Ley  general 
de  Obras  públicas. 

En  caso  de  caducidad  se  deducirán  de  la  tasación 
que  habrá  de  hacerse  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
los  artículos  33  y  34  del  presente  reglamentof  el  im- 
porte de  la  fianza  si  esta  hubiere  sido  devuelta,  los 
gastos  de  tasación  y  subasta  y  los  abonos  hechos  al 
concesionario  y  entregados  al  mismo  en  terrenos, 
obras,  metálico  ú  otra  clase  de  valores.  El  resto  será 
la  cantidad  por  la  que  se  sacarán  á  subasta  las  obras 
hechas  y  materiales  acopiados. 

Respecto  á  los  demás  trámites  sobre  declaración  de 
caducidad  v  consecuencia  de  la  misma  regirán  las 
prescripciones  de  la  Ley  y  los  artículos  correspondien- 
tes del  presente  reglamento. — Art.  51. 

En  la  ejecución  de  las  obras  se  atendrá  el  concesio- 
nario al  proyecto  aprobado,  en  el  que  no  podrán  intro- 
ducirse variaciones  ni  modificaciones  sino  con  sujeción 
á  los  trámites  que  marca  el  artículo  22  del  presente 
reglamento.  En  este  caso  las  consecuencias  de  las 
variaciones  que  se  autoricen  serán  las  prescritas  en  el 
artículo  19  de  la  Ley  de  Ferro-carriles. 

Se  observarán  en  lo  concerniente  á  la  ejecución  de 
las  obras  y  á  la  explotación  de  una  línea  subvenciona- 
da las  prescripciones  contenidas  en  los  artículos  del  23 
al  27  del  presente  reglamento,  respecto  á  los  planos  y 
documentos  que  han  de  formarse  á  la  conclusión  de 
las  obras;  á  la  necesidad  de  autorización  para  comen- 
zar á  explotar  el  camino;  á  las  facultades  y  obligacio- 


nes  del  concesionario  en  la  explotación;  á  la  conserva- 
ción, reparación  y  guarda  del  camino,  y  á  las 
formalidades  para  la  revisión  de  las  tarifas. 

Asimismo  deberá  observarse  lo  que  previenen  los 
artículos,  35,  36  y  37  sobre  las  formalidades  con  que 
ha  de  hacerse  la  entrega  del  ferro-carril  al  terminar  la 
concesión. — Art.  52. 

Cuando  un  particular  ó  Compañía  pretendiere  la 
concesión  de  una  línea  de  ferro-carril  con  subvención, 
deberá  dirigir  la  correspondiente  petición  al  Ministro 
de  Fomento,  acompañando  el  proyecto  con  arreglo  á 
los  artículos  8?  y  9"  y  acreditando  haber  hecho  el  de- 
pósito del  1  por  100  del  presupuesto. 

En  la  petición  se  hará  constar  la  clase  de  subven- 
ción que  se  solicite,  indicando  su  importe  y  la  forma 
en  que  deba  verificarse  su  abono,  razonando  todos 
estos  extremos,  para  justificar  la  necesidad  ó  conve- 
niencia del  auxilio  que  se  pretendiere. — Art.  53. 

Recibidos  en  el  Ministerio  de  Fomento  los  docu- 
mentos que  se  indican  en  el  artículo  anterior,  se 
publicarán  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  los  Boletines 
Oficiales  de  las  Provincias  interesadas  los  anuncios 
correspondientes,  concediéndose  un  plazo  de  treinta 
dias  para  la  admisión  de  proposiciones  que  puedan  me- 
jorar la  primera. 

Si  trascurrido  el  plazo  fijado  no  se  presentase  pro- 
puesta alguna,  ó  si  no  fueren  admisibles  las  que  se 
presentaren  por  carecer  de  los  requisitos  que  exije  la 
Ley  y  marca  el  presente  reglamento,  se  remitirá  el 
proyecto  al  Ingeniero  Jefe  de  la  división  correspon- 
diente para  que  proceda  á  la  confrontación  y  emita  el 
informe  á  que  se  refiere  el  artículo  18. 

Se  procederá  después  á  la  información  de  que  trata 
el  artículo  44,  y  en  vista  del  resultado  del  expediente 


podrá  recaer  sobre  el  proyecto  y  sobre  los  demás  do- 
cumentos la  aprobación  superior. 

En  el  caso  de  conceptuarse  necesario  introducir 
algunas  modificaciones  en  el  proyecto  ó  en  cualquiera 
de  las  cláusulas  de  la  concesión,  se  procederá  según  lo 
prescrito  para  este  caso  en  el  artículo  19  de  este  re- 
glamento.— Art.  54. 

Aprobado  el  proyecto  y  convenidas  las  bases  de  la 
concesión,  se  procederá  á  la  tasación  de  los  estudios, 
la  cual  se  verificará  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el 
artículo  35  del  reglamento  para  el  cumplimiento  déla 
Ley  general  de  Obras  públicas. — Art.  55. 

El  Ministro  de  Fomento  presentará  á  las  Cortes  el 
oportuno  proyecto  de  Ley  para  que  se  autorice  la  eje- 
cución del  ferro-carril.  Acompañará  al  referido  pro- 
yecto el  aprobado  para  la  línea  de  que  se  trate,  con 
todos  los  demás  documentos  necesarios  para  deter- 
minar las  bases  de  la  concesión,  las  tarifas  de  ex- 
plotación, la  clase  y  entidad  de  los  auxilios  que  ha  de 
otorgar  el  Estado,  la  proporción  en  que  han  de  con- 
tribuir las  Provincias  y  municipalidades  interesadas,  y 
demás  requisitos  que  exijen  las  Leyes  y  reglamentos. 

Promulgada  la  Ley,  se  sacará  la  concesión  á  subas- 
ta por  término  de  tres  meses,  según  lo  prevenido  en 
el  artículo  45  de  este  reglamento;  debiendo  advertir 
que  en  este  caso  el  autor  de  la  propuesta  presentada 
tiene  derecho  á  quedarse  con  el  remate  por  el  tan- 
to, y  además  á  que  se  le  abone  en  otro  caso  por  el 
adjudicatorio  los  gastos  del  proyecto  con  arreglo  á 
la  tasación  practicada,  acerca  de  la  cual  regirán  las 
prescripciones  del  artículo  42  del  reglamento  para  la 
ejecución  de  la  Ley  general  de  Obras  publicas. 

Son  aplicables  en  todas  sus  partes  al  caso  de  que  se 
trata  es  decir,  á  la  ejecución  por  concesión  de  un  ferro- 
carril subvencionado  á  propuesta  de  un  particular  ó 


Compañía,  los  trámites,  reglas  y  prescripciones  que 
contienen  los  artículos  del  46  al  52  del  reglamento, 
que  se  refieren  al  caso  en  que  la  iniciativa  de  la  eje- 
cución hubiese  partido  del  Gobierno.— Art.  56. 

Si  dentro  del  plazo  fijado  en  el  artículo  54  se  hubie- 
sen presentado  propuestas  admisibles  para  la  ejecución 
de. un  ferro-carril,  se  extenderá  á  todas  ellas  y  á  los 
proyectos  correspondientes  lo  prescrito  en  el  mismo 
artículo  respecto  á  la  confrontación  sobre  el  terreno  y 
á  la  información  á  que  deben  someterse.  Tanto  el 
Ingeniero  Jefe  como  los  informantes  harán  en  sus  dic- 
támenes la  comparación  entre  los  diversos  proyectos 
presentados,  dando  su  opinión  acerca  del  órden  de 
preferencia  en  que  deben  ser  considerados. 

Se  oirá  después  sobre  todos  los  extremos  del  expe- 
diente el  parecer  de  la  Junta  Consultiva  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos  y  el  de  la  Sección  de  Fomento  del 
Consejo  de  Estado,  y  en  vista  de  todo  decidirá  el  Mi- 
nistro de  Fomento  acerca  del  proyecto  que  hubiere  de 
ser  elegido,  procediéndose  después  á  su  tasación  en 
los  términos  prevenidos  para  casos  análogos  en  este 
reglamento. 

A  los  autores  de  los  demás  proyectos  les  serán  de- 
vueltos los  suyos  con  los  depósitos  que  hicieron  al 
presentarlos. — Art.  57. 

En  igualdad  de  circunstancias  entre  la  primera  pro- 
puesta y  cualquiera  de  las  demás  que  se  hubiesen 
presentado  posteriormente,  será  preferida  la  primera, 
y  su  proyecto  el  que  se  tase  y  sirva  de  base  á  la  con- 
cesión. 

En  igualdad  de  circunstancias  entre  dos  ó  más  de 
las  propuestas  presentadas  con  posterioridad  á  la  pri- 
mera, se  declarará  en  todo  caso  preferible  la  que  hu- 
biese sido  presentada  con  antelación,  cuyo  proyecto 
será  entónces  el  que  se  tasará  y  servirá  de  base  á  la 
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concesión.  Para  prevenir  toda  duda  acerca  de  la  fecha 
de  la  presentación  de  los  proyectos,  se  observará  es- 
trictamente en  estos  casos  lo  previsto  en  el  artículo  23 
del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  general  de 
Obras  públicas. — Art.  58. 

Determinado  por  uno  ú  otro  de  los  medios  indica- 
dos en  los  dos  artículos  anteriores,  según  los  casos,  el 
proyecto  que  ha  de  servir  de  base  á  la  concesión,  y 
tasado  dicho  proyecto,  se  presentará  á  las  Córtes  el 
oportuno  de  Ley  y  se  seguirán  en  todo  lo  demás  las 
prescripciones  prefijadas  en  los  artículos  del  45  al  52 
del  presente  reglamento,  respecto  á  la  subasta  ó  su- 
bastas, ejecución,  explotación  y  entrega  del  camino  en 
los  casos  en  que  se  ejecute  con  subvención. — Art.  59. 

729.  Privilegios  y  exensiones  generales  á  las 
empresas  de  interés  general. — Los  capitales  ex- 
tranjeros que  se  empleen  en  las  construcciones  de 
ierro-carriles  y  los  empréstitos  para  este  objeto,  que- 
dan bajo  la  salvaguardia  del  Estado,  y  están  exentos 
de  represalias,  confiscaciones  ó  embargos  por  causa  de 
¿Hierra. — Art,  30  de  la  Ley. 

Se  conceden  desde  luego  á  todas  las  Empresas  de 
ierro-carriles  de  interés  general: 

l9  Los  terrenos  de  dominio  público  que  'hayan  de 
ocupar  el  camino. y  sus  dependencias. 

29'  El  beneficio  de  vecindad  para  el  aprovecha- 
miento de  leñas,  pasto  y  demás  de  que  disfrutan  los 
vecinos  de  los  pueblos  cuyos  términos  atraviese  la  lí- 
nea, para  los  dependientes  y  trabajadores  de  las  Em- 
presas y  para  la  manutención  de  los  ganados  de  tras- 
porte empleados  en  los  trabajos. 

39  La  facultad  de  abrir  canteras,  recoger  piedra 
suelta,  construir  hornos  de  cal,  yeso  y  ladrillo,  deposi- 
tar materiales  y  establecer  talleres  para  elaborarlos  en 
los  terrenos  contiguos  á  la  línea.  Si  estos  terrenos  fue- 
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sen  públicos,  se  usará  de  aquella  facultad  dando  aviso 
previo  á  la  autoridad  local;  mas  si  fuesen  de  propiedad 
particular  ó  de  las  provincias  ó  Municipios,  no  se  po- 
drá usar  de  ellos  sino  después  de  avenidas  las  partes, 
ya  sea  por  mútuo  concierto,  ya  en  virtud  de  la  Ley  de 
expropiación  forzosa  en  cuanto  á  la  ocupación  tempo- 
ral se  refiere. 

49  La  facultad  exclusiva  de  percibir,  mientras  dure 
la  concesión  y  con  arreglo  á  las  tarifas  aprobadas,  los 
derechos  de  peaje  y  de  trasporte,  sin  perjuicio  de  los 
que  puedan  corresponder  á  otras  Empresas. 

59  Para  las  líneas  reversibles  al  Estado,  la  exen- 
ción de  los  derechos  de  hipoteca  devengados  ó  que  se 
devenguen  por  las  traslaciones  de  dominio  verificadas 
para  la  construcción  de  estas  líneas  férreas  y  sus  de- 
pendencias en  virtud  de  la  Ley  de  expropiación,  así 
corno  también  las  que  tengan  lugar  para  los  mismos 
objetos  por  contratos  verificados  por  las  Compañías 
con  particulares.  (1) — Art.  31. 

730.  Caducidad  de  las  concesiones  para  ser- 
vicio general. — La  declaración  de  caducidad  de  la 
concesión  de  una  línea  de  servicio  general  se  hará 
siempre  prévio  expediente  instruido  según  el  regla- 
mento.— Art.  32  de  la  Ley. 

Para  declarar  la  caducidad  de  una  concesión  deberá 
ser  oido  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. — Art.  33. 

De  la  resolución  del  Gobierno  declarando  la  cadu- 


(1)  Por  R.  O.  de  28  de  Diciembre  de  1863,  declarada  vigente  por  el  Go- 
bierno General  en  27  de  Enero  de  1881,  se  concede  á  las  empresas  ferro-ca- 
rrileras la  exención  de  toda  contribución  municipal  sobre  el  capital  y  los 
productos;  y  por  la  de  7  de  Junio  de  1881,  dictada  de  acuerdo  con  el  parece  r 
de  la  Sección  de  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  se  declara  que  no  es  con- 
veniente sujetar  á  las  empresas  de  ferro-carriles  de  esta  Isla  á  que  contribu- 
yan al  repartimiento  por  razón  de  los  kilómetros  yacentes  en  cada  término 
y  paraderos  y  edificios  que  en  él  radiquen. 


cidad  podra  el  concesionario  reclamar  por  la  vía  con- 
tencioso-administrativa  dentro  del  término  de  dos  me- 
ses, contados  desde  el  dia  en  que  se  publique  en  la 
Gaceta  Oficial. 

Si  no  reclamase  dentro  de  este  plazo  tendrá  por 
consentida  la  resolución  ministerial,  y  no  habrá  con- 
tra ella  recurso  alguno — Art.  34. 

La  caducidad  de  una  concesión  por  faltas  imputa- 
bles al  concesionario,  llevará  siempre  consigo  la  pér- 
dida de  la  fianza  en  beneficio  del  Estado. — Art.  35. 

Las  concesiones  de  ferro-carriles  comprendidas  en 
este  capítulo  caducarán  en  cualquiera  de  los  casos  si- 
guientes: 

1?  Si  no  diera  principio  á  las  obras  6  no  se  termi- 
naran dentro  de  los  plazos  señalados  en  la  Ley  de  con- 
cesión, salvo  en  los  casos  de  fuerza  mayor,  declarados 
tales  previo  expediente  en  que  se  oiga  al  Consejo  de 
Estado  en  pleno. 

Cuando  ocurriera  alguno  de  estos  casos,  y  se  justifi- 
case debidamente  podrá  prorogar  los  plazos  estable- 
cidos el  Ministro  de  Fomento  por  el  tiempo  absoluta- 
mente necesario,  que  nunca  podrá  exceder  del  señala- 
do en  la  concesión  para  ejecutar  las  obras. 

Espirada  la  próroga,  caducará  la  concesión  si  no  se 
cumpliera  lo  prescrito  al  otorgarla. 

2?  Si  se  interrumpiere  total  y  parcialmente  el  ser- 
vicio público  de  la  línea,  salvo  los  casos  de  fuerza  ma- 
yor, declarados  tales  en  la  forma  que  se  prescribe  en 
el  párrafo  primero  de  este  artículo. 

o9  Cuando  la  Compañía  concesionaria  fuese  di- 
suelta por  resolución  administrativa  ó  judicial,  ó  bien 
declarada  en  quiebra. — Art.  36. 

En  los  casos  de  caducidad  por  disolución  y  quiebra, 
el  Ministerio  de  Fomento  se  incautará  ele  las  obras  y 
del  material  fijo  y  móvil,  encargándose  de  la  explota- 


cion  por  medio  de  un  Consejo  que  nombrará,  dando  re- 
presentación en  él  á  los  intereses  ele  los  accionistas, 
obligacionistas  v  acreedores  déla  Empresa  caducada. — 
Art.  37. 

Si  al  declarar  la  caducidad  no  se  hubiesen  comenza- 
do las  obras,  la  Administración  queda  desligada  de  to- 
do compromiso  con  el  concesionario.  Si  se  hubiesen 
ejecutado  algunas  obras  ó  todas  ellas,  se  sacarán  á  su- 
basta, adjudicándose  la  concesión  al  postor  que  ofrezca 
mayor  cantidad. 

El  nuevo  concesionario  satisfará  entonces  al  primiti- 
vo el  importe  del  remate. 

Ei  tipo  para  esta  subasta  será  el  importe  á  que  as- 
ciendan, según  la  tasación  que  se  practique,  los  gastos 
del  proyecto,  los  terrenos  comprados,  las  obras  ejecu- 
tadas y  los  materiales  de  construcción  y  de  explotación 
existentes,  deducidos  los  abonos  hechos  al  concesiona- 
rio y  entregados  al  mismo  en  terrenos,  obras,  metálico 
ú  otra  clase  de  valores.  La  tasación  se  verificará  pol- 
los Ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  que  el 
Ministro  de  Fomento  designe,  y  por  los  peritos  nom- 
brados por  el  concesionario. — Art.  38. 

Si  á  la  subasta  de  que  trata  el  artículo  anterior  no 
acudiese  postor  alguno,  se  anunciará  una  nueva  por 
término  de  dos  meses  y  bajo  el  tipo  délas  dos  terceras 
partes  de  la  tasación. 

Si  aún  así  quedase  desierta  la  subasta  por  falta  de 
postores,  se  anunciará  una  tercera  y  última  por  térmi- 
no de  un  mes  y  sin  tipo  fijo. — Art.  39. 

Si  en  cualquiera  de  las  tres  subastas  á  que  se  refie- 
ren los  artículos  anteriores  se  hiciesen  proposiciones 
admisibles  dentro  de  los  términos  anunciados,  quedará 
el  ferro-carril  adjudicado  al  mejor  postor,  el  cual  dará 
en  garantía  el  3  ó  el  5  por  100  del  valor  de  las  obras 
que  faltasen  ejecutar  con  arreglo  á  la  concesión,  siendo 
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aplicables  al  nuevo  concesionario  los  efectos  que  esta 
Ley,  como  lo  eran  para  el  primero,  quedando  sujeto  á 
todas  las.  prescripciones,  y  sustituyendo  al  anterior 
concesionario  en  todas  sus  obligaciones  v  derechos. — 
Art.  40. 

Del  importe  de  las  obras  rematadas  que  deberá  en- 
tregar el  adjudicatario  en  los  términos  del  artículo  an- 
terior se  deducirán  los  gastos  de  tasación  y  subasta,  y 
el  resto  se.  entregará  á  quien  de  derecho  corresponda. 
—Art.  41. 

En  el  caso  de  no  adjudicarse  la  concesión  en  ningu- 
na de  las  tres  subastas,  se  incautará  el  Estado  de  las 
obras  para  continuarlas  silo  juzgase  oportuno  con  arre- 
glo á  lo  prescrito  en  la  Ley,  sin  que  el  primitivo  con- 
cesionario tenga  derecho  á  indemnización  alguna. — 
Art.  42. 

731.  Condiciones  de  arte  de  las  construccio- 
nes para  servicio  general.— Los  ferro-carriles  de 
servicio  general  se  construirán  con  arreglo  á  las  condi- 
ciones siguientes: 

1*  El  ancho  de  la  vía  ó  distancia  entre  los  bordes 
interiores  de  las  barras  carriles  será  de  un  metro  67 
centímetros  (seis  piés  castellanos). 

2?  El  ancho  de  la  entrevia  será  de  1  metro  80  cen- 
tímetros (seis  piés  y  seis  pulgadas  castellanos). 

3?  Las  demás  dimensiones,  así  como  las  otras  con- 
diciones de  arte,  se  fijarán  en  cada  caso  particular  por 
el  Ministerio  de  Fomento,  oyendo  á  la  Junta  Consul- 
tiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

#  Los  ferro-carriles  de  servicio  general  p#drán 
construirse  con  una  ó  dos  vías  6  combinando  estos  sis- 
temas.— Art.  43  de  la  Ley. 

Cuando  hayan  de  establecerse  líneas  no  comprendi- 
das en  la  red  general,  podrán  modificarse  las  condicio- 
nes técnicas  expresadas  en  el  artículo  precedente, 


—  239  — 

fijando  aquellas  á  que  deba  satisfacer  la  línea,  en  la 
Ley  especial  que  ha  de  proceder  á  su  concesión. — 
Art,  44. 

732.  De  los  estudios  de  las  lineas  de  ferro- 
carriles.— El  Ministerio  de  Fomento  dispondrá  que  se 
hagan  los  estudios  y  se  completen  los  comenzados,  re- 
lativos á  las  líneas  comprendidas  en  el  plan  general, 
por  Ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  para 
que  con  sus  respectivos  estudios  pueda  presentar  el 
Gobierno  á  las  Córtes  el  oportuno  proyecto  de  Ley  de 
autorización  de  subasta. — Art.  57  de  la  Ley. 

El  Ministro  de  Fomento  podrá  autorizar  á  los  parti- 
culares y  compañías  para  que  verifiquen  estudios  con 
el  fin  de  reunir  los  datos  y  documentos  que  según  las 
prescripciones  de  esta  Ley  son  necesarios  para  obtener 
la  concesión  ele  una  línea,  sin  que  por  esta  autoriza- 
ción se  entienda  conferido  derecho  alguno  contra  el  Es- 
tado, ni  limitada  de  ninguna  manera  la  facultad  que 
tiene  el  Ministerio  de  Fomento,  para  conceder  iguales 
autorizaciones  á  los  que  pretendan  el  estudio  de  la 
misma  línea. — Art.  58. 

A  la  concesión  de  estudios  deberá  preceder  el  depó- 
sito de  la  fianza  que  el  Ministro  de  Fomento  estime 
suficiente  para  responder  de  los  perjuicios  que  con  di- 
cho estudio  puedan  ocasionarse  en  los  terrenos  cruza- 
dos por  la  línea. 

La  aprobación  del  proyecto  no  tendrá  lugar  sin  que 
preceda  su  confrontación,  practicada  sobre  terreno  pol- 
los ingenieros  del  Estado  y  el  dictámen  de  la  Junta 
Consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos. — Art.  59. 

733.  Gestión  administrativa  de  los  ferro-ca- 
rriles.— Corresponde  al  Ministro  de  Fomento  la  reso- 
lución de  todas  las  cuestiones  referentes  á  la  construc- 
ción y  explotación  de  los  caminos  de  hierro,  así  como 
la  policía  de  los  mismos  y  la  aplicación  de  los  pliegos 
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de  condiciones,  inclusas  las  tarifas  de  almacenaje,  car- 
ga, descarga  y  expedición. — Art.  60  de  la  Ley. 

La  vigilancia  que  sobre  la  conservación  y  explota- 
ción de  ferro-carriles  compete  al  Gobierno,  se  ejercerá 
por  el  Ministro  de  Fomento, 

El  reglamento  y  las  instrucciones  especiales  que  se  \ 
dicten  para  el  cumplimiento  de  esta  Ley,  determina- 
rán la  organización  del  personal  destinado  á  este  ser- 
vicio, las  condiciones  de  aptitud  que  habrán  de  probar 
los  individuos  del  mismo  que  no  pertenezcan  al  facul- 
tativo de  Obras  públicas,  y  las  funciones  que  unos  y 
otros  hayan  de  desempeñar. — Art.  61. 

731    Inspección  y  vigilancia  de  los  ferro-car- 
riles.— La  gestión  que  acerca  de  la  construcción,  ex- 
plotación y  policía  de  los  ferro-carriles  corresponde  al  | 
Ministro  de  Fomento,  así  como  la  vigilancia  que  al  mis-  í 
mo  compete  ejercer  sobre  este  servicio,  según  lo  pre- 
ceptuado en  los  artículos  60  y  61  de  la  Ley  de  ferro- 
carriles, se  ejercerán  con  arreglo  á  las  instrucciones 
especiales  que  rijan  en  la  actualidad  ó  se  dictasen  en 
lo  sucesivo,  y  á  los  principios  que  se  fijan  en  el  pre- 1 
senté  reglamento. — Art.  60  del  Reglamento. 
.    La  inspección  que  debe  el  Gobierno  ejercer  sobre  los 
ferro-carriles,  se  divide  en  inspección  técnica  ó  facul-  j 
tativa,  é  inspección  administrativa  ó  mercantil.  Ambas 
se  ejercerán  por  funcionarios  dependientes  del  Minis-*! 
terio  de  Fomento,  quien  podrá  disponer  que  el  perso- 
nal de  todas  clases  destinado  á  la  inspección  de  una 
red  depende  del  Ingeniero  Jefe  de  la  división,  o  que 
las  inspecciones  facultativa  y  administrativa,  se  ejer- 
zan por  funcionarios  independientes  entre  sí. — Art.  61. 

Los  gastos  ele  inspección  serán  de  cargo  del  Estado 
ó  de  las  Compañías  de  ferro-carriles,  según  se  halle  es- 
tipulado en  las  cláusulas  de  concesión  de  cada  línea. 

En  el  caso  de  que  las  Compañías  se  hallen  obligadas 
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á  satisfacer  todo  ó  parte  de  los  gastos  expresados,  el 
pago  de  los  mismos  se  realizará  directamente  por  el 
Rstado,  debiendo  ingresar  en  el  Tesoro  como  reintegro 
á  los  capítulos  correspondientes  del  presupuesto,  las 
cantidades  que  por  este  concepto  deban  ser  abonadas 
por  las  Empresas. — Art.  62. 

La  inspección  fucultativa  se  considerará  á  su  vez 
dividida  en  dos  partes,  á  saber:  primera,  la  que  debe 
ejercerse  sobre  la  construcción,  vía  y  obras,  y  explo- 
tación técnica,  y  segunda,  la  que  corresponde  al  mate- 
rial y  tracción. 

Se  considera  perteneciente  á  la  primera  parte  todo 
cuanto  se  refiere  al  estudio,  confrontación  y  exámen 
de  los  proyectos,  á  la  construcción  de  las  líneas,  con- 
servación y  reparación  de  las  obras,  via,  material  fijo 
y  edificios,  á  la  vigilancia  del  camino,  de  las  señales  y 
agujas,  y  á  la  composición  y  velocidad  de  los  trenes. 

Comprende  la  segunda  parte  todo  lo  relativo  á  la 
conservación  y  reparación  del  material  móvil. — Art.  63. 

La  inspección  facultativa  se  ejercerá  por  Ingenieros 
del  Cuerpo  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  auxiliados 
por  Ingenieros  mecánicos  cuando  el  Gobierno  así  lo  es- 
time conveniente,  por  Ayudantes  del  personal  subal- 
ternos de  Obras  públicas  y  por  vigilantes  que  reúnan 
las  circunstancias  que  previene  este  reglamento. — 
Art.  64. 

La  inspección  facultativa  estará  en  cada  una  de  las 
divisiones  creadas,  ó  que  se  crearen  en  lo  sucesivo,  á 
cargo  de  un  Ingeniero  de  laclase  de  Jefes,  del  cual  de- 
penderá, en  el  caso  de  que  este  servicio  estuviere  se- 
parado del  administrativo,  el  personal  de  todas  clases 
á  que  se  refiere  el  artículo  anterior.  Los  Ingenieros 
mecánicos  afectos  al  servicio  de  las  divisiones  serán  los 
especialmente  encargados  de  lo  relativo  á  la  conserva- 
ción y  reparación  del  material  móvil,  ejerciendo  su  car- 
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go  á  las  órdenes  de  los  Ingenieros  de  las  divisiones  co- 
rrespondientes.— Art.  65.* 

Los  funcionarios  facultativos  que  hubiesen  de  ejer- 
cer el  servicio  de  la  inspección  técnica  serán  nombra- 
dos libremente  por  el  Ministerio  de  Fomento,  como  los 
de  su  clase  que  desempeñan  los  demás  servicios  de 
Obras  públicas. 

Los  Ingenieros  mecánicos  serán  nombrados  de  la 
misma  manera. 

En  cuanto  á  los  vigilantes  afectos  á  la  inspección  fa- 
cultativa, serán  elegidos  entre  los  licenciados  del  Ejér- 
cito que  hubieren  servido  en  cuerpos  facultativos  6 
Guardia  Civil,  siempre  que  tuviesen  buenas  notas  en 
sus  hojas  de  servicio.  Los  empleados  de  esta  clase  no 
podrán  ser  separados  del  servicio  sino  por  faltas  co- 
metidas en  el  mismo,  previo  expediente  instruido  con 
arreglo  á  los  trámites  que  se  fijen  en  las  instituciones 
que  se  dicten.— Art.  66. 

Corresponde  á  la  inspección  administrativa  de  los 
ferro-carriles  cuanto  se  refiere  á  la  explotación  comer- 
cial, á  las  relaciones  entre  el  público  y  los  empleados 
de  las  Compañías  afectos  á  dicha  explotación,  á  la  ac- 
ción y  vigilancia  que  al  Gobierno  compete  ejercer  so- 
bre este  personal,  y  á  la  seguridad  de  la  circulación  en 
caso  de  atentado  contra  los  trenes  ó  alteración  del  ór- 
den  público. — Art.  67. 

El  personal  destinado  á  la  inspección  administrativa 
se  compondrá  de  Inspectores  Jefes,  Inspectores  espe- 
ciales y  Comisarios,  cuvo  número  y  sueldo  serán  los 
que  se  fijen  en  las  leyes  de  Presupuestos,  con  arreglo 
á  las  necesidades  del  servicio. — Art.  68. 

Los  funcionarios  destinados  al  servicio  de  la  inspec- 
ción administrativa  serán  nombrados  por  el  Ministro  de 
Fomento  con  arreglo  á  lo  que  disponen  ó  en  lo  sucesi- 


vo  dispusieren  las  leyes  é  instrucciones  especiales  sobre 
la  materia. 

Dichos  empleados  deberán  tener  conocimiento  exacto 
de  las  leyes  generales  de  ferro-carriles,  de  sus  pliegos 
de  condiciones  y  tarifas  de  la  Ley  y  reglamento  de  po- 
lioía  de  los  mismos  y  de  cuantas  disposiciones  se  hu- 
bieren dictado  por  el  Gobierno  y  las  Compañías  sobre 
los  servicios  del  telégrafo  y  de  la  explotación  comercial 
de  las  líneas. — Art.  69. 

Los  Inspectores  y  Comisarios  destinados  al  servicio 
de  la  inspección  administrativa  de  los  ferro-carriles,  no 
podrán  ser  separados  de  sus  destinos  sino  por  faltas 
cometidas  en  el  desempeño  de  sus  cargos  y  prévia  la 
formación  del  oportuno  expediente  con  arreglo  á  los 
trámites  que  se  fijen  en  las  instrucciones  que  se  dicten 
al  efecto.— Art.  70. 

735.  Ferro-carriles  destinados  al  uso  parti- 
cular.— Los  ferro-carriles  destinados  á  la  explotación 
de  una  industria,  ó  á  uso  particular,  podrán  ejecutarse 
sin  más  restricciones  que  aquellas  que  impongan  los 
reglamentos  de  seguridad  y  salubridad  públicas,  siem- 
pre que  con  las  obras  no  se  ocupe  ni  afecte  el  dominio 
público,  ni  para  su  construcción  se  exija  la  expropia- 
ción forzosa. — Art.  62  de  la  Ley. 

No  podrá  concederse  la  expropiación  forzosa  para  la 
construcción  de  un  ferro-carril  de  los  incluidos  en  el 
artículo  anterior,  ni  la  ocupación  de  terrenos  del  Es- 
tado, pero  sí  los  del  dominio  público,  con  arreglo  á  la 
Ley  general  de  Obras  públicas. — Art.  63. 

Cuando  los  ferro-carriles  destinados  á  la  explotación 
de  una  industria  ó  á  un  uso  particular  fuesen  de  tal 
importancia  que  alcanzasen  á  prestar  un  servicio  pú- 
blico, podrá  concederse  la  ocupación  de  terrenos  del 
Estado  por  medio  de  una  Ley  y  el  derecho  á  la  expro- 
piación forzosa. — Art.  64. 
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Una  vez  hecha  la  concesión  de  que  tratan  los  artícu- 
los anteriores,  el  particular  6  Compañía  que  la  ob- 
tenga, podrá  construir  el  ferro-carril  y  servirse  de  él  en 
los  términos  que  estime  conveniente,  sin  mas  interven- 
ción por  parte  del  Gobierno  que  aquella  que  se  refiera 
á  las  condiciones  de  seguridad,  de  policía  y  buen  régi- 
men de  las  cosas  de  dominio  público. — Art.  65. 

Los  particulares  ó  Compañía  que  pretendan  construir 
y  explotar  un  ferro-carril  de  los  comprendidos  en  los 
artículos  que  preceden,  dirigirán  su  solicitud  al  Minis- 
tro de  Fomento  acompañada  del  proyecto. — Art.  66. 

El  Ministro  de  Fomento  pedirá  para  ilustrar  su  jui- 
cio los  informes  que  crea  convenientes,  siendo  siempre 
requisito  indispensable  para  la  aprobación  del  proyecto 
el  dictámen  previo  de  la  Junta  Consultiva  del  Cuerpo 
de  Ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos. -Art.  67. 

Estos  ferro-carriles  serán  concedidos  por  el  Gobierno 
por  99  anos  cuando  se  pida  la  ocupación  de  dominio 
público,  á  no  ser  que  otra  cosa  se  establezca  en  una 
Ley  especial. 

Serán  objeto  de  una  Ley  cuando  se  solicite  la  decla- 
ración de  utilidad  pública. — Art.  68  de  la  Ley. 

Los  ferro-carriles  destinados  al  servicio  de  una  in- 
dustria ó  uso  particular  para  cuya  ejecución  no  se  so- 
licite ocupación  de  dominio  público  ni  la  expropiación 
forzosa,  podrán  realizarse  sin  otra  formalidad  que  la  de 
dar  conocimiento  de  su  construcción  á  la  Autoridad  su- 
perior civil  de  la  Provincia  correspondiente,  pudiendo 
explotarse  después  sin  otras  restricciones  que  las  que 
impongan  los  reglamentos  de.  salubridad  y  seguridad 
pública,  al  tenor  de  lo  expresado  en  el  artículo  62  de 
la  Ley  de  ferro-carriles. — Art.  71  del  Reglamento. 

Cuando  un  particular  6  Compañía  pretenda  ejecutar 
una  línea  de  ferro-carril  para  el  servicio  de  una  indus- 
tria privada,  y  necesite  para  ello  la  ocupación  de  te- 


rreno  de  dominio  público,  el  interesado  presentará  al 
Ministro  de  Fomento  una  solicitud,  acompañada  del 
proyecto  correspondiente. 

Este  proyecto  constará  solamente  de  una  Memoria 
explicativa  con  la  descripción  del  trazado,  un  plano  ge- 
neral y  perfil  también  general,  los  particulares  del  te- 
rreno de  dominio  público  que  la  línea  atraviese,  las 
plantas  y  alzados  de  las  obras  que  se  propongan  para 
dichos  terrenos  y  el  presupuesto  aproximarlo  del  costo 
de  tales  obras. — Art.  72. 

Los  documentos  expresados  en  el  artículo  anterior 
se  remitirán  al  Gobernador  de  la  Provincia  correspon- 
diente para  que  abra  sobre  ellos  la  información  que 
prescribe  el  artículo  67  de  la  Ley  de  ferro-carriles.  El 
Gobernador  oirá  en  esta  información  á  los  Ayuntamien- 
tos de  los  términos  municipales  que  atraviese  la  línea, 
á  la  Diputación  provincial  y  al  Ingeniero  Jefe  ele  la 
¡Provincia.  Dicha  Autoridad  remitirá  después  el  ex- 
pediente con  su  informe  al  Ministerio  de  Fomento,  el 
cual,  por  mpdio  de  una,  Real  orden  podrá  conceder  la 
autorización  solicitada  después  de  oida  la  Junta  Con- 
sultiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

Concedida  la  autorización,  el  peticionario  podrá  cons- 
truir y  explotar  el  camino  sin  otras  restricciones  que 
las  que  se  refieren  á  la  salubridad  y  seguridad  pública 
y  á  las  condiciones  que  se  le  hubieren  impuesto  en  la 
orden  de  autorización  para  el  uso  del  dominio  público 
que  se  hubiere  concedido. 

Antes  de  comenzar  los  trabajos,  el  interesado  pres- 
tará en  fianza  una  cantidad  equivalente  al  5  por  100 
del  presupuesto  de  las  obras  que  hubieren  de  ejecutar- 
se sobre  terreno  de  dominio  público,  cuya  fianza  le  será 
devuelta  cuando  justifique  haber  satisfecho  los  compro- 
misos contraidos. — Art.  73. 

La  intervención  ele  los  agentes  administrativos  en  las 
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concesiones  á  que  se  refieren  los  dos  artículos  prece- 
dentes, se  limitará  á  vigilar  el  exacto  cumplimiento  de 
las  condiciones  qne  se  hubiesen  impuesto  para  la  eje- 
cución de  las  obras  que  hayan  de  establecerse  sobre  los 
terrenos  de  dominio  público  cedidos  al  concesionario. 

Las  autorizaciones  de  esta  clase  quedarán  anuladas 
si  por  parte  de  los  concesionarios  no  se  diese  el  debido 
cumplimiento  á  las  cláusulas  estipuladas  en  la  orden 
de  concesión,  debiendo  en  tal  caso  demolerse  las  obras 
que  hubiesen  ejecutado  en  terrenos  de  dominio  públi- 
co, y  retirarse  todos  los  materiales  para  que  los  expre- 
sados terrenos  queden  libres  en  el  mismo  estado  en  que 
se  encontraban  ántes  del  otorgamiento  de  la  conce- 
sión. 

El  concesionario  podrá  acudir  por  la  vía  contenciosa 
contra  la  Heal  orden  de  anulación,  pero  una  vez  con- 
firmada ésta  perderá  la  fianza  constituida,  y  los  terre- 
nos cedidos  volverán  á  formar  parte  del  dominio  pú- 
blico.— Art.  75. 

Para  la  ejecución  de  todo  ferro-carril  destinado  al 
uso  público,  aunque  no  de  interés  general  y  la  de  todos 
aquellos  que  destinados  á  una  industria  privada  ó  uso 
particular  hayan  de  servir  para  el  uso  público,  podrá 
pretenderse  la  ocupación  del  dominio  del  Estado  y  el 
derecho  de  expropiación  del  privado.  En  este  caso,  la 
Compañía,  particular  ó  interesado  dirigirá  al  Ministro 
una  solicitud,  acompañada  del  proyecto  de  la  línea 
ajustado  á  lo  que  prescribe  en  los  artículos  8?  y  99  del 
presente  Reglamento. 

A  los  documentos  que  constituyen  el  proyecto  se 
agregarán  los  que  el  peticionario  considere  del  caso 
para  probar  la  necesidad  de  la  expropiación,  y  una  re- 
lación por  términos  municipales  de  los  propietarios  cu- 
yas fineas  hubieren  de  ser  ocupadas. — Art.  75. 

El  Ministro  de  Fomento  remitirá  al  Gobernador  de 


la  Provincia  correspondiente  el  proyecto  y  documentos 
á  que  se  refiere  el  articulo  anterior,  para  que  proceda 
á  la  información  que  previene  la  Ley. 

Esta  información  versará  á  la  vez  sobre  la  ocupación 
del  dominio  del  Estado  y  sobre  la  conveniencia  de  la 
declaración  de  utilidad  pública.  El  Gobernador  anun- 
ciará en  el  Boletín  Oficial  la  petición  solicitada,  con  la 
lista  nominal  de  los  interesados  en  la  expropiación;  or- 
denará al  peticionario  que  verifique  el  replanteo,  y  oi- 
rá las  reclamaciones  que  presentaren  ante  el  Alcalde 
respectivo  los  propietarios  6  sus  representantes,  ajus- 
tándose en  todos  estos  trámites  á  lo  que  previene  el 
artículo  156  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la 
Ley  general  de  Obras  públicas. 

Se  pasará  después  el  expediente  al  peticionario  pa- 
ra que  se  haga  cargo  y  conteste  á  las  reclamaciones 
presentadas,  y  el  Gobernador,  oida  la  Comisión  perma- 
nente de  la  Diputación  Provincial  y  al  Ingeniero  Jefe 
de  la  División,  remitirá  dicho  expediente  con  su  pro- 
pio informe  al  Ministro  de  Fomento. — Art.  76. 

El  Ministro  de  Fomento  pasará  el  expediente  á  la 
Junta  Consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  para 
que  informe,  tanto  sobre  las  circunstancias  técnicas  del 
proyecto,  como  sobre  los  incidentes  y  reclamaciones 
que  se  hubieren  suscitado,  y  para  que  proponga  las  ba- 
ses con  arreglo  á  las  cuales  pueda  otorgarse  la  conce- 
sión. 

Con  todos  estos  antecedentos  el  Ministro  de  Fomen- 
to presentará  á  las  Cortes  el  oportuno  proyecto  de  Ley, 
según  los  artículos  64  y  68  de  la  de  Ferro-carriles. 

Sancionada  y  promulgada  la  Ley,  quedará  otorgada 
la  concesión,  y  por  lo  tanto  sujeta  ipso  fado  en  todo  lo 
que  sea  aplicable  á  cuanto  se  prescribe  respecto  de  las 
concesiones  no  snbvencionaclas. — Art.  77. 

736.    Tramvías. — Se  designan  bajo  la  denomina- 


cion  de  trainvías  para  los  efectos  de  esta  Ley,  los  fe- 
rro-carriles establecidos  sobre  vías  públicas. — Art.  09 
de  la  Ley. 

La  aprobación  de  los  proyectos  de  tramvías  que  ha- 
yan de  ocupar  carreteras  del  Estado  ó  provinciales, 
corresponde  al  Ministerio  de  Fomento. 

Será  igualmente  de  la  competencia  del  Ministerio 
de  Fomento,  prévio  expediente  instruido  conforme  á 
la  Ley  Provincial  y  Municipal,  la  aprobación  de  los 
proyectos  de  tramvías  cuyo  desarrollo  exija  la  ocupa- 
ción simultánea  de  carreteras  del  Estado  ó  de  las  pro- 
vincias y  de  caminos  municipales  6  vías  urbanas. — 
Art.  70. 

Cuando  los  traumas  hayan  de  establecerse  sobre  ca- 
minos municipales,  la  aprobación  de  sus  proyectos  se- 
rá de  cargo  de  los  Gobernadores  civiles,  los  cuales  pa- 
ra concederla  habrán  de  oir  á  los  Ingenieros  Jefes  de 
Caminos  de  las  provincias. — Art.  71. 

En  todos  los  casos,  cuando  la  tracción  haya  de  veri- 
ficarse por  un  motor  distinto  de  la  fuerza  animal,  co- 
rresponde al  Ministerio  de  Fomento  la  aprobación  de 
los  proyectos  de  tramvías. — Art.  72. 

La  concesión  de  los  tramvías  corresponde  al  Minis- 
tro de  Fomento  cuando  las  obras  hayan  de  ocupar  ca- 
rreteras del  Estado  de  dos  ó  más  provincias,  ó  simul- 
táneamente carreteras  del  Estado  y  vías  de  las  pro- 
vincias ó  municipios,  prévio  expediente  instruido  se- 
gún las  Leyes  Provincial  y  Municipal  en  los  dos  últi- 
mos casos. — Art.  73. 

Cuando  los  tramvías  havan  ele  establecerse  sobre 
carreteras  que  estén  exclusivamente  á  cargo  de  una 
sola  provincia  ó  sobre  caminos  vecinales  de  dos  ó  más 
Municipios,  la  concesión  corresponde  á  la  Diputación 
Provincial. — Art.  74. 

Dicha  concesión  compete  á  los  Ayuntamientos  cuan- 
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do  los  tramvías  ocupen  caminos  que  estén  á  cargo  ele 
un  solo  Municipio.  Cuando  sean  puramente  urbanos 
habrá  de  proceder  la  aprobación  del  Ministerio  de  la 
Gobernación. — Art.  75. 

Las  concesiones  de  tramvías  no  podrán  hacerse  por 
más  de  GO  años,  y  serán  objeto  de  subasta  que  versa- 
rá sobre  el  tipo  de  las  tarifas  máximas  6  sobre  el  pla- 
zo de  la  concesión. — Art.  7G. 

En  el  reglamento  que  se  redacte  para  el  cumplimien- 
to de  la  presente  Ley,  se  consignarán  las  condiciones 
generales  á  que  deberán  sujetarse  los  tramvías,  tanto 
en  lo  relativo  á  sus  condiciones  técnicas  como  á  la  tra- 
mitación que  haya  de  darse  á  los  expedientes  de  su 
concesión. — Art.  77. 

En  el  pliego  de  condiciones  especiales  que  ha  de  for- 
mar parte  de  la  concesión  de  todo  tramvía,  se  fijarán 
las  condiciones  particulares  que,  además  de  las  genera- 
les á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  deberán  regir 
para  su  construcción  y  explotación. — Art.  78. 

737.  Formalidades  necesarias  para  la  conce- 
sión de  tramvías. — Ningún  tramvía,  o  sea  ferro-ca- 
rril establecido  sobre  una  vía  publica,  podrá  ser  ejecu- 
tado mientras  no  se  forme  y  apruebe  su  correspondien- 
te proyecto. 

Este  proyecto  deberá  constar: 

l9  De  una  Memoria  en  que  se  haga  la  descripción 
del  tramvía  y  se  demuestren  las  ventajas  que  de  su 
ejecución  reportarán  los  intereses  públicos. 

2?  De  un  plano  general  en  que  se  marque  clara- 
mente la  dirección  del  camino;  de  un  perfil  general 
también  que  manifieste  sus  rasantes,  y  de  los  corres- 
pondientes planos  de  detalle  en  que  se  dé  clara  idea 
del  sistema  que  hubiere  de  emplearse  sobre  la  vía  pú- 
blica en  las  diversas  circunstancias  en  que  ésta  se  en- 
contrare. Si  se  atravesasen  poblaciones,  (5  el  tramvía 
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se  estableciese  sobre  vías  urbanas,  se  acompañarán 
también  planos  en  grande  escala  de  las  calles  por  don- 
de se  dirija  la  línea  y  su  posición  respecto  de  las  ace- 
ras y  de  las  fachadas  de  las  casas. 

o9  De  un  pliego  de  condiciones  facultativas  en  que 
se  describan  las  obras  y  se  den  detalles  relativos  á  la 
construcción. 

4?    De  un  presupuesto. 

59  Y  de  la  tarifa  de  los  precios  que  han  de  exigir- 
so  por  la  explotación  de  tramvía,  con  un  cálculo  de  los 
rendimientos  probables  de  la  Empresa. — Art.  78  del 
Reglamento. 

La  aprobación  del  proyecto  de  que  se  trata  en  el  ar- 
tículo anterior,  corresponde  al  Ministro  de  Fomento: 

l9  Guando  el  tramvía  que  se  propone  hubiere  de 
ocupar  una  carretera  del  Estado. 

2?  Cuando  hubiere  de  ocupar  una  carretera  provin- 
cial. 

39  Cuando  ocupare  en  parte  una  carretera  del  Es- 
tado y  en  parte  una  carretera  provincial. 

4?  Cuando  ocupare  en  parte  una  carretera  del  Es- 
tado y  en  parte  un  camino  municipal  6  vía  urbana. 

5?  Cuando  á  la  vez  hubiere  de  ocupar  una  carrete- 
ra provincial  y  un  camino  municipal  ó  vía  urbana. 

69  Cuando  la  tracción  hubiere  de  verificarse  por  un 
motor  distinto  de  la  fuerza  animal,  cualquiera  que  sea 
la  vía  pública  que  se  trate  de  ocupar. — Art.  79. 

La  aprobación  de  proyectos  de  tramvías  corresponde 
á  los  Gobernadores  de  las  Provincias  cuando  aquellos 
hubieren  de  establecerse  en  toda  su  longitud  sobre 
caminos  municipales  ó  vías  urbanas.— Art.  80. 

Siempre  que  un  particular  6  Compañía  pretendiere 
ejecutar  un  tramvía  de  los  designados  en  el  artículo  79, 
dirigirá  su  petición  al  Ministro  de  Fomento,  acompa- 
ñada del  proyecto  á  que  se  refiere  el  artículo  78,  acre- 


(litando  haber  hecho  el  depósito  de  una  cantidad  equi- 
valente al  1  por  100  del  presupuesto.  , 

Después  se .  anunciará  la  petición  en  la  Gaceta  y 
Boletín  Oficial  de  la  Provincia  correspondiente;  dando 
el  plazo  de  un  mes  para  la  admisión  de  peticiones  que 
puedan  mejorar  la  primera. — Art.  81. 

Si  dentro  del  plazo  hábil  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior  no  se  hubiere  admitido,  ningún  otro  proyecto, 
el  presentado  pasará  al  Ingeniero  Jefe  de  la  Provincia 
para  que  verifique  su  confrontación  sobre  el  terreno  .en 
toda  la  parte  en  que  haya  de  ocupar  una  carretera  del 
Estado. 

Después  se  pasará  á  la  Diputación  por  conducto  del 
Gobernador,  para  cfUe  el  Jefe  facultativo  ele  las  obras 
provinciales  verifique  igual  confrontación  en  lo  tocante 
á  la  parte  clel  tramvía  que  hubiere  de  ocupar  carrete- 
ras provinciales. 

Y  por  último,  el  Gobernador  pasará  el  proyecto  al 
Ayuntamiento  o  Ayuntamientos  respectivos,  para  que 
los  facultativos  correspondientes  lo  confronten  sobre  el 
terreno  en  toda  la  parte  que  las  obras  hubiesen  de 
ocupar  caminos  municipales  ó  vías  urbanas  dentro  del 
término  de  cada  Municipio. 

El  Ingeniero  Jefe  y  los  Jefes  facultativos  de  Obras 
públicas,  provinciales  y  municipales  que  hubieren  eje- 
cutado las  operaciones  de  confrontación  manifestarán 
si  los  datos  presentados  son  exactos,  y  al  propio  tiem- 
po informarán  acerca  de  la  parte  técnica,  manifestando 
si  en  su  concepto  puede  admitirse  el  proyecto  tal  como 
se  presenta,  6  si  habrá  necesidad  de  introducir  en  él 
algunas  modificaciones. — Art.  82. 

En  el  caso  de  que  dentro  del  plazo  de  los  treinta 
dias  designados  en  el  artículo  31  se  hubiesen  presen- 
tado y  admitido  nuevos  proyectos,  estos  se  pasarán 
igualmente,  al  propio  tiempo  que  el  primero,  á  los  In- 


genieros  del  Estado  y  Jefes  facultativos  de  los  servi- 
cios provinciales  y  municipales  para  que  se  verifique  la 
confrontación  de  todos  ellos  en  los  términos  prefijados 
en  el  articulo  anterior. 

En  este  caso  los  informes  de  los  funcionarios  facul- 
tativos se  extenderán  á  la  comparación  entre  los  di- 
versos proyectos,  manifestando  si  alguno  merece  la 
preferencia,  y  las  razones  en  que  esta  opinión  se  funda. 

En  todo  caso  los  gastos  de  la  confrontación  serán  de 
cuenta  del  peticionario  ó  peticionarios  á  quienes  corres- 
pondan los  proyectos  respectivos. — Art.  83. 

Los  informes  de  que  tratan  los  dos  artículos  ante- 
riores se  dirigirán  al  Gobernador  con  los  proyectos  á 
que  se  refieran,  y  una  vez  recibiólos  por  dicha  Autori- 
dad, dispondrá  la  misma  que  se  proceda  á  una  infor- 
mación en  los  términos  que  para  estos  casos  previenen 
la  Ley  general  de  Obras  públicas,  el  reglamento  para 
su  ejecución  y  el  artículo  87  de  éste. — Art.  84. 

Cuando  se  trate  de  un  tramvía  que  hubiere  de  ocu- 
par solamente  una  carretera  del  Estado,  serán  oidos 
en  esta  información  el  Ingeniero  Jefe  de  la  Provincia 
y  la  Comisión  permanente  de  la  Diputación  provincial, 
debiendo  el  Gobernador  remitir  el  expediente  con  su 
informe  al  Ministro  de  Fomento. — Art.  8-3. 

Si  sólo  hubieren  de  ocuparse  carreteras  provinciales 
dentro  de  los  límites  de  una  misma  Provincia,  se  con- 
sultará á  la  Diputación  provincial,  que  emitirá  su  infor- 
me, oyendo  previamente  al  Director  facultativo  de  la 
Corporación,*  después  informará  el  Ingeniero  Jefe,  y 
por  último  el  Gobernador  al  elevar  el  expediente  á  la 
Superioridad.  De  un  modo  análogo  se  procederá  si 
las  obras  hubiesen  de  ocupar  á  la  vez  carreteras  del 
Estado  y  de  las  Provincias,  agregando  el  informe  de 
la  Comisión  permanente,  que  habrá  de  ser  oida  des- 
pués del  Ingeniero  Jefe. — Art.  8G. 


>Si  el  tramvía  hubiere  de  ocupar  en  parle  una  carre- 
tera del  Estado  y  en  parte  otra  municipal  ó  vías  urba- 
nas, serán  oídos  en  primer  logarlos  Ayuntamientos  de 
los  pueblos  interesados,  en  los  cuales  se  abrirá  una 
información  pública  por  espacio  de  veinte  (lias  á  lo 
menos,  á  la  que  podrán  acudir  todos  los  vecinos  que 
se  consideren  interesados,  exponiendo  lo  que  tengan 
por  conveniente.  Los  Ayuntamientos  informarán  des- 
pués de  consultado  previamente  el  parecer  del  Jefe 
facultativo.  En  seguida  se  oirá  al  peticionario  para 
que  conteste  á  las  reclamaciones  qne  se  hubieren  he- 
cho. Después  se  consultará  al  Ingeniero  Jefe  de  la 
Provincia  y  á  la  Comisión  permanente  de  la  Diputa- 
ción provincial,  debiendo  informar  el  último  el  Gober- 
nador al  elevar  el  expediente  al  Ministro  de  Fomento. 
— Art.  87. 

Si  á  la  vez  hubiera  de  ocuparse  una  carretera  pro- 
vincial y  otra  municipal  o  vías  urbanas,  se  oirá  en  pri- 
mer termino  al  Ayuntamiento  ó  Ayuntamientos  inte- 
resados, según  preceptúa  el  artículo  anterior,  después 
á  la  Diputación  provincial,  la  que  informará  oyendo 
|réviamente  el  parecer  de  su  Director  facultativo.  Se 
pisará  luego  el  expediente  al  peticionario  para  que 
pueda  contestar  á  las  observaciones  y  reclamaciones 
que  se  hubieren  hecho,  y  cumplida  esta  formalidad, 
informarán  el  ingeniero  Jefe,  la  Comisión  permanente, 
cuyo  dictamen  recaerá  sobre  los  puntos  de  derecho 
que  hubieren  podido  suscitarse,  y  por  último  el  Gober- 
nador, que  remitirá  el  expediente  al  Gobierno. — 
Art,  88.  . 

Cuando  se  trate  de  un  camino  en  que  la  tracción 
hubiere  de  ejercerse  por  medio  del  vapor,  6  del,  aire 
comprimido,  6  de  cualquier  otro  modo  que  no  sea  la 
fuerza  animal,  las  informaciones  á  que  se  refieren 
los  artículos  del  84  al  88,  tendrán  lugar  según  los 
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casos,  ateniéndose  á  las  reglas  en  ellos  establecidas, 
extendiéndose  en  este  caso  á  las  ventajas  é  inconve- 
nientes que  pueda  tener  el  empleo  del  motor  que  se 
proponga,  y  á  las  condiciones  que  en  su  caso  habrían 
de  imponerse  para  prevenir  Jos  perjuicios  que  pudieran 
irrogarse  al  tránsito  público. — Art.  89. 

Cuando  fueren  dos  ó  más  los  proyectos  admitidos  y 
confrontados,  las  informaciones  recaerán  sobre  todos 
ellos  á  la  vez,  debiendo  los  particulares,  funcionarios  y 
Corporaciones  informantes  manifestar  su  opinión  acer- 
ca de  cual  merezca  la  preferencia.  En  este  caso,  los 
peticionarios  serán  oidos  en  la  información  por  el  orden 
inverso  de  la  presentación  de  sus  proyectos,  de  modo 
que  el  autor  del  primero  que  se  presentó  habrá  de  sor 
el  último  á  quien  se  oiga,  cuidando  siempre  los  Gober- 
nadores de  conceder  los  plazos  más  cortos  posibles  para 
que  los  peticionarios  remitan  sus  contestaciones,  con  el 
fin  de  abreviar  la  tramitación. — Art.  90. 

En  todos  los  casos  á  que  se  refieren  los  artículos 
anteriores,  una  vez  recibido  el  expediente  en  el  Minis- 
terio de  Fomento,  se  pasará  á  la  Junta  Consultiva  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos,  para  que  informe  acerca 
de  la  parte  técnica  del  provecto  ó  proyectos  presenta- 
dos, así  como  respecto  á  la  preferencia  que  deba  darse 
á  uno  de  ellos,  debiendo  al  propio  tiempo  proponer  las 
condiciones  con  arreglo  á  las  que  en  su  caso  podrá 
otorgarse  la  concesión. 

El  Ministro  de  Fomento  aprobará,  si  así  procediere 
en  vista  del  expediente  el  proyecto  presentado,  ó  el 
que  merezca  la  preferencia  entre  los  admitidos. 

Si  de  la  tramitación  resultare  que  para  aprobar  el 
proyecto  es  preciso  introducir  en  él  algunas  modifica- 
ciones, se  procederá  en  tal  caso  como  se  previene  en  el 
artículo  19  del  presente  reglamento. — Art.  91. 

Cuando  el  proyecto,  de  tramvía  se  encontrase  en  al- 
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gimo  de  los  casos  mencionados  en  el  artículo  7o  ele  la 
Ley  de  ferro-carriles,  es  decir,  cuando  las  obras  hubie- 
sen de  ocupar  carreteras  del  Estado,  carreteras  pro- 
vinciales pertenecientes  á  más  de  una  Provincia,  carre- 
teras del  Estado  y  de  las  Provincias  simplemente,  y 
en  fin,  carreteras  del  Estado  y  de  los  Municipios  ó 
vías  urbanas  á  la  vez,  aprobado  el  proyecto  en  los  tér- 
minos fijados  en  el  artículo  anterior,  se  procederá  á  su 
tasación,  según  para  casos  análogos  se  prefija  en  el 
presente  reglamento. — Art.  92. 

El  Ministro  de  Fomento,  que  es  á  quien  compete 
otorgar  la  concesión  en  los  casos  marcados  en  el  artícu- 
lo 78  de  la  Ley,  anunciará  en  seguida  la  subasta  de  las 
obras  por  término  de  dos  meses  y  sobre  la  base  del 
proyecto  aprobado. 

La  subasta  versará,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
76  de,  la  misma  Ley,  sobre  el  tipo  de  las  tarifas  á 
igualdad  de  proposiciones  sobre  el  plazo  de  la  conce- 
sión; debiendo  advertirse  que  en  todo  caso  el  autor  del 
proyecto  aprobado  se  le  reserva  el  derecho  de  tanteo 
en  el  remate,  y  que  si  este  no  hiciese  uso  de  él,  debe- 
rá el  rematante  abonarle  dentro  del  plazo  de  un  mes  el 
importe  del  proyecto  según  la  tasación  practicada. — 
Art.  03. 

En  caso  de  que  de  las  informaciones  que  deban  ha- 
cerse resultare  igualdad  de  condiciones  entre  dos  ó 
más  de  los  proyectos  admitidos,  se  considerará  como 
preferible  el  que  fué  presentado  con  prioridad,  el  cual 
será  en  este  caso  el  que  se  tasará  y  servirá  de  base  á 
la  subasta  de  que  tratan  los  artículos  anteriores. — 
Art.  94. 

Adjudicado  el  remate,  el  declarado  concesionario 
constituirá  dentro  del  término  de  15  dias  una  fianza 
equivalente  alo  por  100  del  presupuesto,  según  pre- 
viene la  Ley  para  el  caso  de  ferro-carriles  subveneio- 


nados.  El  concesionario  ejecutará  las  obras  con  arre- 
glo á  las  cláusulas  estipuladas,  y  bajo  la  inspección  y 
vigilancia  de  los  Ingenieros  del  Estado  en  toda  hipar- 
te en  que  se  ocupen  carrereras  del  mismo.  En  la 
parte  en  que  el  tramvía  ocupe  carreteras  de  la  Pro- 
vincia, la  inspec'cion  habrá  de  ejercerse  por  los  Direc- 
tores facultativos  de  las  obras  provinciales,  correspon- 
diendo dicha  inspección  á  los  Agentes  facultativos  de 
los  Ayuntamientos  en  toda  la  parte  en  que  la  obra 
ocupe  caminos  municipales  ó  vías  urbanas  dentro  de 
las  poblaciones. — Art.  95. 

Cuando  llegue  el  término  de  la  concesión,  que  no 
podrá  extenderse  á  más  de  setenta  años,  según  el 
artículo  76  de  la  Ley  de  Ferro-carriles,  el  Gobierno, 
la  Provincia  ó  pueblos  entrarán  en  el  disfrute  f  apro- 
vechamiento de  la  parte  da  tramvía  ejecutado  respec- 
tivamente en  carreteras  del  Estado,  provinciales  y 
municipales  ó  vías  urbanas,  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones especiales  que  en  cada  caso  se  dicten  para  lle- 
var á  cabo  la  explotación  y  repartición  de  sus  produc- 
tos entre  las  partes  interesadas. — Art.  96. 

A  iguales  trámites  que  los  designados  en  los  artícu- 
los anteriores  se  sujetarán  los  proyectos  y  otorgamiento 
de  las  concesiones  de  tramvías  en  que  la  fuerza  de 
tracción  se  ejerza  por  motores  distintos  del  de  fuerza 
animal  en  cuyo  caso  compete  siempre  al  Ministro  de 
Fomento  aprobar  los  proyectos  y  conceder  su  ejecu- 
ción á  los  particulares  ó  Compañías  que  las  solicita- 
ren.-— Art.  97. 

En  las  concesiones  de  tramvías  hechas  por  el  Minis- 
tro de  Fomento  en  los  términos  prevenidos  en  la  Ley 
de  Ferro-carriles,  regirán  en  cuanto  les  sean  aplicables 
y  no  se  opongan  á  las  prescripciones  de  los  artículos 
anteriores,  todas  las  que  contiene  el  capítulo  IV  del 


presente  reglamento  relativamente  á  las  concesiones 
de  ferro -carriles  subvencionados.— Art.  98. 

Si  él  t  rain  vía  hubiese  de  ocupar  una  ó  más  carrete- 
ras provinciales  comprendidas  dentro  del  término  de 
una  misma  provincia,  aprobado  el  proyecto  por  el  Mi- 
nistro de  Fomento  con  arreglo  al  artículo  91  se  pasará 
ni  Gobernador  para  que  lo  trasmita  á  la  Diputación 
Provincial,  á  la  (pie  en  este  caso  corresponde  otorgar 
la  concesión  según  lo  determinado  en  el  artículo  74  de 
la  Ley. 

Lo  mismo  se  observará  en  eí  caso  de  ocupación  si- 
multánea de  carreteras  provinciales  y  municipales  ó 
vías  urbanas,  en  que  corresponde  al  Ministro  de  Fo- 
mento la  aprobación  del  proyecto  y  á  las  Diputaciones 
el  otorgamiento  de  la  concesión. — Art.  99. 

La  Diputación  hará  en  seguida  tasar  el  proyecto 
aprobado,  y  después  se  anunciará  la  subasta,  proce- 
piéndose  en  todo  lo  demás  con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  este  reglamento  y  en  los  artículos  que  fueren  apli- 
cables del  capítulo  V  del  de  (>  de  Julio  de  1877,  que 
trata  de  las  concesiones  para  la  ejecución  de  obras  pro- 
vinciales.— Art.  100. 

Si  el  tramvía  hubiese  de  ocupar  carreteras  munici- 
pales ó  vías  urbanas  solamente,  el  peticionario  dirigirá 
el  proyecto,  acompañado  de  una  solicitud,  al  Gober- 
nador de  la  Provincia  á  quien  en  este  caso  compete  la 
aprobación.  El  Gobernador  hará  pública  en  el  Boletín 
Oficíale]  anuncio  correspondiente  concediendo  el  pla- 
zo de  30  dias  para  presentar  propuestas  que  pudieran 
mejorar  la  primera. — Art.  101. 

El  proyecto  será  después  remitido  al  Alcalde,  quien 
dispondrá  sea  confrontado  sobre  el  terreno  por  el  Jefe 
facultativo  del  servicio  de  obras  municipales,  some- 
tiendo después  dicho  proyecto  á  una  información  pú- 
blica que  dirigirá  el  mismo  Alcaide  y  en  la  cual  serán 
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oídos  los  vecinos  del  pueblo  que  crean  oportuno  pre- 
sentar objeciones  y  reclamaciones,  á  cuyo  efecto  se 
concederá  un  plazo  que  no  baje  de  20  días. 

El  Alcalde  pasará  después  el  resultado  de  la  infor- 
mación pública  al  peticionario  para  que  conteste;  oirá 
después  al  Ayuntamiento  en  pleno,  y  con  su  informe 
pasará  por  último  el  expediente  al  Gobernador. 

Si  dentro  del  término  de  30  dias  indicado  en  el  ar- 
tículo 101  se  hubiesen  presentado  y  admitido  nuevas # 
propuestas,  la  confrontación  sobre  el  terreno,  el  infor- 
me facultativo,  las  informaciones  públicas  y  los  dictá- 
menes del  Ayuntamiento  y  del  Alcalde  habrán  de  re- 
caer sobre  todas  las  proposiciones  admitidas  y  acerca 
de  su  preferencia,  que  por  resultado  de  la  comparación 
de  sus  respectivas  ventajas  ó  inconvenientes  merez- 
ca una  de  ellas  sobre  las  demás  en  competencia. — 
Art.  102. 

El  Gobernador,  prévio  dictámen  del  Ingeniero  Jefe 
de  la  Provincia,  resolverá  sobre  la  aprobación  del  pro- 
yecto. Cuando  dicha  Autoridad  considére  las  obras  de 
mucha  importancia  ó  cuando  disintiere  de  la  opinión 
del  Ingeniero  Jefe,  elevará  el  expediente  con  su  pro- 
pio dictámen  al  Ministro  de  Fomento,  el  que  decidirá 
definitivamente  oyendo  á  la  Junta  Consultiva  de  Ca- 
minos, Canales  y  Puertos,  según  se  previene  en  el  ar- 
tículo 93  del  reglamento  para  el  cumplimiento  de  la 
Ley  general  de  Obras  públicas. — Art.  103. 

Si  el  tramvía  hubiere  de  ocupar  carreteras  munici- 
pales ó  vías  urbanas  dentro  de  un  solo  término  muni- 
cipal, en  cuyo  caso  compete  á  los  Ayuntamientos  otor- 
gar las  concesiones  según  el  artículo  74  de  la  Ley,  el 
Gobernador  remitirá  el  proyecto  aprobado  al  Ayunta- 
miento correspondiente,  el  cual,  prévia  la  tasación  del 
proyecto,  anunciará  la  subasta  y  hará  la  concesión  con 
arreglo  álas  prescripciones  del  capítulo  VII  del  re- 
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glamento  de  6  de  Julio  para  el  cumplimiento  de  la  Ley 
general  de  Obras  públicas. — Art.  104. 

Si  el  tramvía  hubiere  de  ocupar  carreteras  ó  vías 
correspondientes  á  más  de  un  Municipio,  pero  dentro 
de  una  misma  Provincia,  el  proyecto  deberá  presen- 
tarse por  separado  para  cada  uno  de  los  términos  mu- 
nicipales que  atraviese,  y  en  cada  uno  de  los  pueblos 
deberán  hacerse  la  confrontación  y  las  informaciones 
á  que  se  refiere  el  artículo  102  de  este  reglamento. 

El  Gobernador  de  la  Provincia,  así  que  reúna  los 
expedientes  de  los  Municipios  interesados,  procederá 
á  la  aprobación  del  proyecto  completo  en  los  términos 
fijados  en  el  artículo  103. — Art.  105. 

Aprobado  el  proyecto  por  el  Gobernador  en  el  caso 
expresado  en  el  artículo  anterior,  se  pasará  el  expe- 
diente á  la  Diputación  Provincial,  que  es  á  quien  en 
tal  caso  compete  otorgar  la  concesión,  según  lo  preve- 
nido en  el  artículo  74  de  la  Ley  de  Ferro-carriles. 

La  Diputación  procederá  en  lo  demás  según  previe- 
nen los  artículos  99  y  100  del  presente  reglamento. — 
Art.  106. 

guando  las  carreteras  municipales  que  hubiere  de 
ocupar  el  tramvía  pertenecieren  á  Ayuntamientos  de 
diversas  provincias,  se  seguirán  en  cada  uno  de  los 
Municipios  la  información  y  demás  trámites  como  en 
el  caso  del  artículo  105,  y  los  Gobernadores  habrán 
de  ponerse  de  acuerdo  en  un  todo  ántes  de  proceder 
á  la  aprobación  del  proyecto. 

Si  se  llegase  á  este  acuerdo,  el  proyecto  se  conside- 
rará aprobado,  y  se  procederá  á  la  concesión  por  las 
Diputaciones  de  las  provincias  respectivas. 

Si  existiera  divergencia  entre  los  Gobernadores 
acerca  de  la  aprobación  del  proyecto,  se  dirimirá  por 
el  Ministro  de  Fomento,  al  que  se  pasarán  los  expe- 
dientes por  las  expresadas  Autoridades. 
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El  Ministro  decidirá  definitivamente,  después  de  oír 
á  la  Junta  Consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

De  un  modo  análogo  se  resolverá  acerca  del  otor- 
gamiento de  su  concesión,  en  el  caso  de  que  no  exis- 
tiese perfecto  acuerdo  sobre  todas  las  cláusulas  y  con- 
diciones entre  las  Diputaciones  interesadas. — Art.  107. 

Las  concesiones  de  tramvias  hechas  por  ios  Ayun- 
tamientos en  virtud  de  lo  prescrito  en  la  Ley  de  Fe- 
rro-carriles y  en  los  artículos  correspondientes  de  este 
reglamento,  se  sujetarán,  en  cuanto  les  sea  aplicable 
y  no  se  halle  en  contradicción  con  lo  que  aquí  pre- 
venido, á  las  prescripciones  del  capítulo  VII  del  re- 
glamento para  la  ejecución  de  la  Ley  general  de  Obras 
públicas.— Art.  108. 

738.  Condiciones  generales  parala  construc- 
ción y  explotación  de  los  tramvias. — El  Gobier- 
no, oyendo  á  la  Junta  Consultiva  de  Caminos,  Canales 
y  Puertos,  redactará  un  pliego  de  condiciones  genera- 
les que  habrá  de  observarse  en  las  concesiones  de 
tramvias,  ateniéndose  á  las  bases  que  al  efecto  se  pre- 
fijan en  los  artículos  siguientes  del  presente  reglamen- 
to.— Art.  109  del  Reglamento. 

Toda  concesión  de  esta  clase  se  entenderá  hecha 
sin  perjuicio  de  tercero  y  dejando  á  salvo  los  derechos 
particulares,  según  lo  prescrito  en  el  artículo  28  del 
reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  general.— 
Art.  110. 

La  fianza  que  habrá  de  exigirse  álos  concesionarios 
será  del  5  por  100  del  importe  del  presupuesto  apro- 
bado, y  no  se  devolverá  hasta  que  se  terminen  todas 
las  obras  comprendidas  en  la  concesión. — Art.  111. 

Los  tramvias  habrán  de  establecerse  siempre  de  ma- 
nera que  no  causen  perjuicio  ni  entorpecimiento  á  la 
circulación  de  los  vehículos  ordinarios  que  transiten 
por  la  carretera  ó  vías  que  ocupen.  No  se  admitirá  por 


consiguiente  sistema  alguno  en  que  los  carriles  sobre- 
salgan por  encima  de  la  superficie  del  camino,  y  en 
las  condiciones  generales  se  prescribirá  la  latitud  mí- 
nima de  las  calles  en  que  pueda  establecerse  un  tram- 
vía,  determinando  la  situación  que  los  carriles  habrán 
de  tener  para  que  puedan  cruzarse  los  vehículos  del 
t  rain  vía  con  los  ordinarios  y  con  los  estacionados  en 
la  carretera  ó  calle  para  las  operaciones  de  carga  y 
descarga.  Asimismo  se  establecerán  las  reglas  oportunas 
para  que  no  sufra  perjuicios  ni  molestias  el  tránsito 
de  los  pateones. — Art.  112. 

La  parte  de  carretera  ó  calle  ocupada  por  un  tram- 
vía,  ó  el  ancho  de  ella  que  se  fije,  se  conservará  por 
cuenta  del  concesionario,  quien  al  efecto  renovará  y 
reformará  los  firmes  y  empedrados  con  materiales  de 
buena  calidad,  siempre  que  fuere  necesario  á  juicio  de 
los  agentes  facultativos  encargados  de  la  inspección. 

En  el  establecimiento  del  tramvía  y  en  las  opera- 
ciones de  conservación  y  reparación  se  cuidará  de  no 
introducir  modificación  alguna,  ni  en  las  rasantes  de 
la  carretera  ó  calles,  ni  en  el  perfil  trasversal  que  las 
mismas  afecten. — Art.  113. 

Cuando  el  tramvía  fuere  de  una  sola  vía  habrán  de 
establecerse  apartaderos  convenientemente  situados,  á 
fin  de  evitar  entorpecimientos  en  la  circulación. — 
Art.  114. 

Las  obras  habrán  de  ejecutarse  con  arreglo  al  pro- 
yecto aprobado,  en  el  que  no  podrá  introducirse  mo- 
dificación alguna  sin  aprobación  del  Ministro  de  Fo- 
mento ó  del  Gobernador  de  la  Provincia  en  su  caso. 
—Art.  115. 

No  podrá  ponerse  un  tramvía  á  disposición  del 
público  sino  después  de  reconocido  por  los  Ingenieros 
6  agentes  facultativos  de  las  Diputaciones  ó  Ayunta- 
mientos, según  los  casos.    Estos  funcionarios  darán 
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parte  del  resultado  de  sus  reconocimientos  al  Gober- 
nador de  la  Provincia,  y  si  los  informes  fueren  favo- 
rables, la  expresada  Autoridad  resolverá  que  se  abra 
el  tramvía  al  servicio  público,  dando  cuenta  al  Mi- 
nistro de  Fomento  en  todos  los  casos  en  que  la  con- 
cesión hubiere  sido,  otorgada  por  dicho  Ministerio. — 
Art.  116. 

Lh  Empresa  explotará  el  tramvía  durante  los  años 
determinados  por  la  concesión  con  arreglo  á  las  tari- 
fas aprobadas,  cuyos  tipos  en  ningún  caso  podrán  ex- 
cederse. 

Será  obligación  del  concesionario  tener  asegurada 
la  circulación  del  tramvía,  salvo  los  casos  de  fuerza 
mayor.  Si  se  interrumpiese  el  paso  por  causas  impu- 
tables al  concesionario,  el  Ministerio  de  Fomento  ó  la 
Diputación  ó  Ayuntamiento  que  hubiere  otorgado  la 
concesión  adoptarán  las  medidas  conducentes  para 
restablecerla  á  costa  de  la  Empresa. — Art.  117. 

La  Empresa  podrá  elegir  libremente  los  medios  de 
ejecución  del  tramvía,  así  como  los  empleados  que 
destine  á  su  explotación  y  administración.  Formará 
asimismo  los  reglamentos  necesarios  para  el  servicio 
público,  dando  cuenta  al  Ministerio  de  Fomento  ó  á 
la  Autoridad  correspondiente  según  los  casos. 

En  lo  relativo  á  la  seguridad  y  salubridad  públicas, 
se  atendrá  la  Compañía  á  lo  que  exijan  el  Gobierno  y 
las  Autoridades  correspondientes  cdín  arreglo  á  las 
Leyes  y  reglamentos  generales,  y  á  los  especiales  de 
policía  de  las  carreteras  y  Ordenanzas  municipales  de 
los  pueblos  que  atraviese  la  línea. — Art.  118. 

Al  espirar  la  concesión,  la  Empresa  entregará  á 
quien  corresponda  en  buen  estado  de  servicio  él  tram- 
vía, sus  dependencias,  material  y  medios  de  tracción, 
y  el  Gobierno,  Diputaciones  ó  Ayuntamientos  á  quie- 
nes se  haga  la  entrega,  entrarán  en  el  pleno  disfrute 
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de  los  vencimientos  que  produjere  la  explotación  del 
tramvía. — Art.  119.  % 

Además  de  las  condiciones  generales  que  han  de 
regir  en  la  concesión  de  todo  tramvía,  se  estipularán 
otras  especiales  que  contendrán  las  prescripciones 
correspondientes  á  las  épocas  en  que  deban  empezar- 
se y  terminarse  las  obras,  importe  de  la  fianza,  tarifas 
de  arbitrios  exigibles  por  el  uso  y  aprovechamiento  de 
las  obras,  duración  de  la  concesión  y  casos  de  caduci- 
dad (si  se  agregasen  algunos  especiales  á  los  previstos 
por  la  Ley  general  de  Obras  públicas  y  la  de  Ferro- 
carriles), con  todo  lo  demás  que  se  creyere  del  caso 
*  para  la  buena  construcción  de  la  vía  y  de  interés  para 
el  servicio  público. — Art.  120. 

Cuando  el  motor  empleado  para  la  tracción  no  fue- 
se la  fuerza  animal,  en  las  condiciones  generales  habrá 
de  estipularse  que  las  máquinas,  si  fuese  de  vapor,  no 
produzcan  humo  ni  ruido  especial  que  pueda  apartar 
á  las  caballerías  de  los  vehículos  ordinarios;  que  se 
use  de  poderosos  frenos  para  poder  parar  el  tren  lo 
más  pronto  posible,  que  la  velocidad  no  pase  de  20 
kilómetros  por  hora  en  las  carreteras,  y  que  se  mode- 
re hasta  igualar  á  la  de  los  caballos  al  paso  dentro  de 
las  poblaciones,  así  como  en  donde  la  circulación 
sea  muy  activa  que  se  adopte  el  sistema  de  señales 
más  á  propósito,  y  que  se  observen,  en  fin,  todas  las 
reglas  y  precauciones  posibles,  tanto  para  que  el  trán- 
sito ordinario  se  verifique  con  desembarazo  y  sin  peli- 
gro, como  para  evitar  accidentes  de  toda  clase. 

En  ningún  caso  se  autorizará  el  cambio  de  motor 
animal  establecido  en  un  tramvía  por  otro  motor  dife- 
rente sin  previa  concesión  otorgada  por  el  Ministro  de 
Fomento,  con  arreglo  en  un  todo  á  lo  prevenido  en  la 
Ley  y  en  los  artículos  correspondientes  del  presente 
reglamento. — Art.  121. 
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739.  Disposiciones  generales.— Lo  consignado 
en  la  presente  Ley  no  invalida  ninguno  de  los  derechos 
adquiridos  con  anterioridad  á  su  publicación  y  con 
arreglo  á  la  legislación  entónces  vigente. 

Quedan  derogadas  las  Leyes,  decretos  y  demás  dis- 
posiciones anteriormente  dictadas  que  estén  en  oposi- 
ción con  la  presente  Ley. — Arts.  79  y  80. 

740.  Policía  de  los  ferro-carriles. — Conserva- 
ción de  las  vías  públicas  aplicables  á  los  ferro-carriles. 

Son  aplicables  á  los  ferro-carriles  las  Leyes  y  las 
disposiciones  de  la  Administración,  relativas  á  carre- 
teras que  tienen  por  objeto: 

l9  La  conservación  de  cunetas,  taludes,  muros,  I 
obras  de  fábrica  ó  de  cualquier  otra  clase. 

2°    Las  servidumbres  para  la  conservación  de  la 
vía  impuestas  á  las  heredades  inmediatas, 

39  Las  servidumbres^  impuestas  á  estas  mismas 
heredades  respecto  á  alineaciones,  construcciones  de 
todas  clases,  aperturas  de  zanjas,  libre  curso  de  las 
aguas,  plantaciones,  poda  de  árboles,  explotación  de 
minas,  de  terrenos,  de  escoriales,  de  canteras  y  de 
cualquiera  otra  clase.  La  zona  á  que  se  extienden  es- 
tas servidumbres  es  la  de  20  metros  á  cada  lado  del 
ferro-carril. 

4?  Las  prohibiciones  que  tienden  á  evitar  toda  cía- 
so  de  daño  á  la  vía. 

59  La  prohibición  de  poner  objetos  colgantes  ó 
salientes  que  ofrezcan  incomodidad  ó  peligro  á  las  per- 
sonas ó  á la  vía. 

6°  La  prohibición  de  establecer  acopio  de  materia- 
les, piedras,  tierras,  abonos,  frutos  ó  cualquier  otro 
objeto  que  perjudique  al  libre  tránsito. — Art.  1?  de  la 
Ley  especial. 

741.  Conservación  de  las  vías  especiales  á 
los  ferro-carriles. — En  toda  la  extensión  del  ferro- 
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carril  110  se  permitirá  la  entrada  ni  al  apacentamiento 
de  ganados.  Si  por  atravesar  el  ferro-carril  alguna  ca- 
rretera ó  camino  tuviesen  que  pasar  ganados,  se  veri- 
ficará siempre  sin  que  se  altere  ni  detenga  la  marcha 
de  los  trenes,  y  en  la  forma  que  se  disponga  por  regla 
general  para  aquel  tránsito. — Art.  29 

En  una  zona  de  tres  metros  á  uno  y  otro  lado  del 
ferro-carril  solo  se  podrán  construir  en  adelante  muros 
ó  paredes  de  cerca,  pero  no  fachadas  que  tengan  aber- 
turas y  salidas  sobre  el  camino.  Esta  disposición  no 
es  extensiva  á  las  construcciones  anteriores  á  la  pro- 
mulgación de  esta  Ley  ó  al  establecimiento  de  un  ca- 
*  mino  de  hierro,  las  cuales  podrán  ser  reparadas  y 
conservadas  en  el  estado  que  tuvieren,  pero  sin  que 
sean  reedificadas.  Si  fuese  necesario  hacer  alguna  de- 
molición ó  modificación  de  fábrica  en  beneficio  del  fe- 
rro-carril se  procederá  con  arreglo  á  lo  que  previene  el 
artículo  11  de  esta  Ley. 

Dentro  de  la  zona  marcada  en  el  párrafo  tercero  del 
articulo  1?  no  se  podrán  construir  edificios  cubiertos 
con  cañizo  ú  otras  materias  combustibles  en  los  ferro- 
carriles explotados  con  locomotoras. — Art.  49 

La  prohibición  de  establecer  acopios  de  materiales, 
tierras,  piedras  ó  cualquiera  otra  cosa  de  que  queda 
hecha  mención  en  el  párrafo  GV  del  artículo  l9,  es  ex- 
tensiva en  los  ferro-Qarriles  á  cinco  metros  á  cada  lado 
de  la  vía  respecto  á  los  objetos  no  inflamables  y  á  20 
metros  respecto  á  los  inflamables. — Art.  59 

No  tendrá  lu^ar  la  prohibición  del  artículo  anterior: 
1?    En  los  depósitos  de  materias  incombustibles 
que  no  excedan  de  la  altura  del  camino,  en  el  caso  de 
que  este  vaya  en  terraplén. 

29  En  los  depósitos  temporales  de  materias  desti- 
nadas al  abono  y  cultivo  de  las  tierras  y  de  las  cose- 
chas durante  la  recolección;  pero  en  caso  de  incendio 

34 


por  el  paso  de  locomotoras,  los  dueños  no  tendrán  de- 
recho á  indemnización. — Art.  6o 

El  Gobernador  de  la  Provincia  podrá  autorizar, 
oyendo  á  los  Ingenieros  del  Gobierno  y  de  las  Em- 
presas, el  acopio  de  materiales  no  inflamables,  pero 
la  autorización  será  revocable  á  su  voluntad.  No  podrá 
el  Gobernador  extender  su  autorización  á  los  depósitos 
de  materias  inflamables.— Art.  79  . 

Los  caminos  de  hierro  estarán  cerrados  en  toda  su 
extensión  por  ámbos  lados.  El  Ministerio  de  Fomento 
oyendo  á  la  Empresa,  si  la  hubiere,  determinará  por 
cada  línea  el  modo  y  plazo  en  que  debe  llevarse  á 
cabo  el  cerramiento.  Donde  los  ferro-carriles  crucen 
otros  caminos  á  nivel,  se  establecerán  barreras  que 
estarán  cerradas,  y  solo  se  abrirán  para  el  paso  los 
carruajes  y  ganados  con  arreglo  á  lo  que  le  determine 
el  reglamento. — Art.  89 

742.  Disposiciones  comunes. — Lasf  distancias 
marcadas  en  el  párrafo  tercero  del  articulo  l9  y  en  los 
artículos  39  y  59  de  esta  Ley,  se  contarán  cíesele  la 
línea  interior  de  los  taludes  del  terraplén  de  los  ferro- 
carriles, desde  la  superior  de  los  desmontes  y  desde  el 
borde  exterior  de  las  cunetas.  A  falta  de  esta  se  con- 
tarán desde  una  línea  trazada  á  metro  y  medio  de  ca- 
rril exterior  de  la  vía.  El  reglamento  fijará  la  distan- 
cia mínima  de  las  estaciones  en  que  se  podrán  edificar 
ó  establecer  depósitos.— Art.  99 

El  Ministerio  ele  Fomento,  en  cosas  especiales,  po- 
drá disminuir  las  distancias  á  que  se  refiere  el  artículo 
que  antecede,  previo  el  oportuno  expediente  en  que 
resulte  la  necesidad  ó  conveniencia  de  hacerla  y  no  si- 
guiese perjuicio  á  la  regularidad,  conservación  y  libre 
tránsito  de  la  vía. — Art.  10. 

Siempre  que  haya  derechos  particulares  existentes 
con  anterioridad  al  establecimiento  de  un  ferro-carril  ó 
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á  la  publicación  de  esta  Ley,  que  después  de  ella  no 
puedan  crearse  y  sea  necesario  suprimirlos  por  necesi- 
dad ó  utilidad  de  los  ferro-carriles,  se  observarán  las 
reglas  establecidas  en  la  Ley  de  17  de  Julio  de  1836 
para  ta  expropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica, lo  preceptuado  en  la  Ley  de  Obras  públicas  y 
las  disposiciones  administrativas  dadas  6  que  se  die- 
ren para  su  ejecución. — Art.  11. 

713.  Faltas  cometidas  por  los  concesiona- 
rios ó  arrendatarios  de  los  ferro-carriles. — El 
concesionario  ó  arrendatario  do  la  explotación  de  un 
ferro-carril  que  falte  á  las  cláusulas  del  pliego  genera1, 
de  condiciones,  ú  á  las  particulares  ele  su  concesión,  ó 
á  las  resoluciones  para  la  ejecución  de  estas  cláusulas 
en  todo  lo  que  se  refiere  al  servicio  de  la  explotación 
de  la  línea  ó  del  telégrafo,  ó  al  relativo  á  la  navegación, 
viabilidad  de  los  caminos  de  todas  clases  ó  libre  paso 
de  las  aguas,  incurrirá  en  una  multa  de  2¿>0  á  2.500 
pesetas. — Art.  12. 

Estará  además  obligado  el  concesionario  ó  arrenda- 
tario á  reparar  las  faltas  ó  daños  causados  en  el  plazo 
que  se  señale;  si  no  lo  hiciere,  lo  verificará  por  el  la 
Administración,  exigiéndole  para  ello  el  importe  de  los 
gastos  interviniendo  los  productos  de  las  estaciones. — 
Art.  13. 

Los  concesionarios  ó  arrendatarios  de  los  ferro-carri- 
les responderán  al  Estado  y  á  los  particulares  de  los 
daños  y  perjuicios  causados  por  los  Administradores, 
Directores  y  demás  empleados  en  el  servicio  de  explo- 
tación del  camino  y  del  telégrafo.  Si  el  ferro-carril  se 
explota  por  cuenta  del  Estado,  estará  sujeto  á  la  mis- 
ma responsabilidad  respecto  de  los  particulares.  Lo 
dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  sin  perjuicio  de 
la  responsabilidad  individual  en  que  los  Directores, 
Administradores,  Ingenieros  ó  empleados  de  cualquier 
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otra  clase  puedan  haber  incurrido  y  de  las  facultades 
discrecionales  que  en  caso  de  huelgas,  subversión  del 
órden  y  conspiraciones  corresponden  al  Gobierno. — 
Art.  14. 

Ei  Ministro  de  Fomento,  sin  intervenir  en  el  nom- 
bramiento de  los  empleados  de  las  Empresas  para  el 
servicio  de  la  explotación,  podrá  exigir  de  las  Compa- 
ñías la  separación  de  los  empleados  que  considere  pe- 
ligrosos para  la  seguridad  de  los  viajeros  y  la  conser- 
vación del  órden  público. — Art.  15. 

744.  Delitos  y  faltas  especiales  contraía  se- 
guridad y  conservación  de  los  ferro-carriles. 
— El  que  voluntariamente  destruya  ó  descomponga  la 
vía  de  hierro,  ponga  obstáculos  en  ella  que  impidan  el 
libre  tránsito  ó  puedan  producir  un  descarrilamiento, 
será  castigado  con  la  pena  de  prisión  correccional.  En 
el  caso  de  que  se  verifique  descarrilamiento,  la  pena 
será  de  presidio. — Art.  16. 

En  el  caso  de  causarse  la  destrucción  ó  descompo- 
sición en  rebelión  ó  sedición,  si  no  apareciesen  los  au- 
tores del  delito,  incurrirán  en  la  pena  impuesta  en  el 
artículo  anterior  los  promovedores  y  caudillos  princi- 
pales de  la  sedición  ó  rebelión. — Art.  17. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores  se  en- 
tenderá sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  civil  y  cri- 
minal en  que  puedan  incurrir  los  delincuentes  por  los 
delitos  de  homicidio,  heridas  y  daños  de  todas  clases 
que  puedan  resultar  y  por  los  de  rebelión  y  sedición. 
—Art.  18. 

En  la  concurrencia  de  dos  ó  más  penas,  los  Jueces 
y  Tribunales  impondrán  la  mayor  en  su  grado  máxi- 
mo.— Art.  19. 

A  ios  que  amenacen  con  la  perpetración  de  un  deli- 
to de  los  comprendidos  en  los  artículos  16  y  17,  se  les 
castigará  con  las  penas  prescritas  en  el  artículo  507 


del  Código  penal,  observando  la  escala  en  él  estable- 
cida, pero  imponiendo  siempre  las  penas  en  el  grado 
máximo,  y  cuando  esté  señalado  el  grado  máximo  la 
inmediatamente  superior  en  su  grado  mínimo.— Art.  20. 

El  que  por  ignorancia,  imprudencia,  descuido  ó  falta 
de  cumplimiento  á  las  leyes  y  reglamentos  de  la  Ad- 
ministración causare  en  el  ferro-carril  ó  en  sus  depen- 
dencias un  mal  que  ocasione  perjuicio  á  las  personas  ó 
á  las  cosas,  será  castigado  con  arreglo  al  artículo  581 
del  Código  penal,  como  reo  de  imprudencia  temeraria. 
—Art,  21. 

Con  las  mismas  penas  serán  castigados  los  maqui- 
nistas, conductores,  guardafrenos,  Jefes  de  estación, 
¡telegrafistas  y  demás  dependientes  encargados  del  ser- 
vicio y  vigilancia  de  la  vía,  que  abandonen  el  puesto 
durante  su  servicio  respectivo.  Más  si  resultare  algún 
perjuicio  á  las  personas  ó  á  las  cosas,  serán  castigados 
con  la  pena  de  prisión  correccional  á  prisión  menor. — 
Art.  22. 

Los  que  resistan  á  los  empleados  de  los  caminos  de 
hierro  en  el -ejercicio  de  sus  funciones,  serán  castiga- 
dos con  las  penas  que  el  Código  penal  impone  á  los 
que  resisten  á  los  agentes  de  la  Autoridad. — Art.  23. 

Los  contraventores  álas  disposiciones  citadas  á  los 
reglamentos  de  la  Administración  y  resoluciones  délos 
Gobernadores  para  la  policía,  seguridad  y  explotación  de 
los  ferrocarriles,  serán  castigados  con  una  multa  de  15  á 
150  pesetas,  según  la  gravedad  y  circunstancias  de  la  tras- 
gresion  y  de  su  autor.  Si  con  arreglo  al  Código  pena) 
hubieren  incurrido  en  pena  más  grave,  se  le  impondrá 
solamente  esta.  En  caso  de  reincidencia  la  multa  será 
de  30  á  300  pesetas.— Art.  24. 

Los  que  no  paguen  la  multa  que  se  les  impusiere, 
sufrirán  el  apremio  personal  con  arreglo  al  artículo  50 
del  Código  penal. — Art,  25. 


Sin  perjuicio  de  las  penas  señaladas  en  los  artículos 
anteriores,  deberán  los  que  hubiesen  infringido  las  dis- 
posiciones de  esta  Ley,  destruir  las  excavaciones,  cons- 
trucciones y  cubiertas,  suprimir  los  depósitos  de  mate- 
rias inflamables  ó  de  otro  género  que  hayan  hecho,  y 
reparar  los  daños  ocasionados  en  los  ferro-carriles.  Los 
Alcaldes  señalarán  el  plazo  para  hacerlo,  después  de 
oír  al  que  representa  la  Administración  del  ferro-carril, 
ó  á  la  Empresa  en  su  caso.  Si  en  el  plazo  señalado  no 
lo  hicieren,  la  Administración  cuidará  de  ejecutarlos  á 
cuenta  del  que  no  hubiere  obedecido.  En  este  caso  la 
cobranza  de  los  gastos  se  hará  del  mismo  modo  que  la 
de  las  contribuciones.— Art.  26. 

745.  Procedimiento. — Los  que  cometan  delitos 
penados  en  esta  Ley  serán  juzgados  por  la  jurisdicción 
ordinaria,  cualquiera  que  .sea  su  fuero. — Art.  27. 

Exceptúase  de  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior 
los  que  sólo  hayan  incurrido  en  multa.  Para  la  impo- 
sición dé  estas  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

Primera.    El  derecho  de  denunciar,  es  popular. 

Segunda.  Las  denuncias  deberán  hacerse  ante  los 
Jueces  municipales  en  cuyo  término  se  hubiese  come- 
tido la  trasgresion. 

Tercera.    La  sustanciacion  é  instancias  de  estos  jui- 
cios serán  las  prescritas  para  los  de  faltas  comunes. 
K^Cuarta.    Las  declaraciones  de  los  encargados  de  la 
dirección  del  camino  y  de  los  guardas  jurados  harán  fé 
salvo  la  prueba  en  contrario. 

Quinta.  Las  penas  impuestas  en  estos  juicios  se 
harán  cumplir  por  los  Jueces  municipales. — Art.  28. 

Las  multas  á  los  concesionarios  ó  arrendatarios  de 
los  ferro-carriles  en  los  casos  expresados  en  el  artículo 
12,  sólo  podrán  imponerse  por  los  Gobernadores,  des- 
pués de  oir  á  los  interesados,  al  Ingeniero  Jefe  de 
la  división  y  á  la  Corporación  que  ejerza  la  jurisdicción 


contencioso-administrativa.  Las  multas  impuestas  por 
los  Gobernadores  á  los  concesionarios  ó  arrendatarios 
de  los  ferro-carriles  no  podrán  ser  condenadas  sino  por 
el  Ministro  de  Fomento,  oyendo  previamente  al  Con- 
sejo de  Estado. — Art.  29. 
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CAPITULO  YI. 


Del  servicio  de  obras  públicas. 

746.  Organización.— En  27  de  Marzo  .de  1866 
se  aprobó  el  Reglamento  formado  para  reorganizar  el 
servicio  de  Obras  públicas  en  esta  Isla.  En  su  capí- 
tulo primero  se  enumeran  las  atribuciones  de  la  Direc- 
ción de  Administración,  centro  oficial  que  hoy  no 
existe;  por  lo  que  las  atribuciones  indicadas  correspon- 
den al  Gobernador  General,  pues  el  cargo  de  Secreta- 
rio de  dicho  Gobierno  no  tiene,  dada  su  naturaleza  y 
facultades,  la  autoridad  que  incumbía  á  la  Dirección 
de  Administración.  El  Secretario  del  Gobierno  Gene- 
ral se  limita  á  preparar  el  despacho  de  los  asuntos  ad- 
ministrativos para  la  resolución  del  Gobernador  Gene- 
ral, al  paso  que  el  Director  de  Administración  poseía 
atribuciones  propias  para  conocer  de  aquellos  y  resol- 
verlos. Conforme  al  expresado  Reglamento  corres- 
pondía á  la  Dirección  de  Administración  el  estudio, 
dirección  y  vigilancia  de  los  caminos  públicos  ordina- 
rios costeados  con  fondos  generales  ó  municipales;  de 
los  ferro-carriles  también  públicos;  de  los  puentes  y 
muelles  mercantes,  y  de  los  faros,  boyas  y  demás  cons- 
trucciones de  interés  general  marítimo;  de  los  canales 


de  navegación  y  riego,  de  las  obras  necesarias  para  la 
navegación  y  flote  de  los  rios?  de  las  que  exija  el  mejor 
régimen  y  aprovechamiento  de  todas  las  aguas  públi- 
cas, de  las  de  desagüe  y  saneamiento  de  terrenos  pan- 
tanosos; de  la  construcción  de  los  edificios  civiles  y  de 
todas  las  demás  obras  públicas  de  análoga  especie, 
debiendo  ejercerse  estas  atribuciones  por  conducto  del 
Inspector  General  del  ramo,  con  audiencia  de  la  Junta 
Consultiva  en  los  casos  en  que  se  determine.  Era  el 
Director  de  Administración  Jefe  del  Servicio  de  Obras 
públicas  y  Presidente  de  la  Junta  Consultiva,  corres- 
pondiéndole  en  ese  concepto  adoptar  las  resoluciones 
definitivas  en  los  casos  previstos  por  los  Reglamentos, 
Decretos  y  Disposiciones  generales;  dictar  las  órdenes 
necesarias  para  llevar  á  efecto  lo  mandado  por  las  dis- 
posiciones referidas;  dar  cuenta  al  Ministerio  de  Ul- 
tramar de  ios  acuerdos  de  la  Junta  que  requirieran 
Real  Aprobación;  comunicará  los  Ingenieros  por  con- 
ducto del  Gobernador  General,  las  Reales  órdenes  con 
las  instrucciones  y  prescripciones  convenientes  para 
la  buena  construcción  y  administración  de  las  obras; 
distribuir  y  dar  destino  á  todos  los  ingenieros  y  su- 
balternos, y  circular  las  cláusulas  y  condiciones  gene- 
rales para  las  contratas  públicas.  También  era  de  su 
incumbencia  ejercer  en  la  forma  determinada  por  los 
Reglamentos  las  atribuciones  conducentes  al  estudio, 
dirección  y  vigilancia  de  las  obras  costeadas  por  el 
presupuesto  general  de  la  Isla;  al  examen,  aprobación 
é  inspección  de  las  obras  costeadas  por  los  municipios; 
al  exámen  de  los  expedientes  de  concesión  á  particu- 
lares ó  empresas  de  ferro-carriles  y  demás  obras;  y  al 
buen  desempeño  délas  demás  facultades  señaladas  por 
los  Reglamentos. 

747.  Inspector  General. — Conforme  al  art.  3? 
del  Reglamento  ya  citado,  el  Inspector  General  es  el 
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Jefe  inmediato  del  servicio  bajo  la  dependencia  del 
Director  de  Administración,  hoy  del  Gobierno  Gene- 
ral. Le  compete  examinar  todos  los  expedientes  á 
que  se  refiere  el  artículo  primero  del  Eeglamento;  de- 
sempeñar los  trabajos  y  atribuciones  que  se  encomen- 
daban á  la  suprimida  Dirección  de  Obras  públicas  por 
la  Instrucción  de  7  de  Octubre  de  1854,  salvas  las  mo- 
dificaciones introducidas  por  el  Eeglamento;  dictar  las 
resoluciones  necesarias  para  la  preparación,  instrucción 
y  tramitación  de  los  expedientes  indicados  y  para  la 
ejecución  de  los  trabajos  aludidos;  dictar  las  resolucio- 
nes que  exija  la  aplicación  de  los  Reglamentos  y  dis- 
posiciones vigentes  en  lo  que  se  refiere  al  servicio  del 
ramo  por  parte  de  los  ingenieros,  auxiliares  y  subal- 
ternos del  mismo;  y  proponer  al  Director  de  Admi- 
nistración, hoy  Gobierno  General  para  la  decisión  que 
corresponda  las  resoluciones  definitivas  que  deban  dic- 
tarse en  los  expedientes. — Por  R,  D.  de  28  Marzo  de 
1867,  fué  suprimido  el  cargo  de  Inspector  general,  sien- 
do luego  restablecido. 

748.  Junta  Consultiva. — Según  el  artículo  59  del 
Reglamento  orgánico,  han  de  formar  la  Junta  Consul- 
tiva: el  Director  de  Administración,  Presidente;  el  Ins- 
pector General,  Vice-presidente;  los  Inspectores  de 
Departamento;  los  Jefes  de  Sección  de  la  Inspección 
General,  el  Inspector  de  minas;  el  Arquitecto  de  Ha- 
cienda, el  Jefe  de  la  Sección  de  Telégrafos  en  casos 
determinados,  y  un  Secretario.  Por  el  artículo  pri- 
mero del  Reglamento  para  el  régimen  interior  de  la 
Junta  se  dispone  que  forme  parte  de  ella  un  Arquitec- 
to municipal  designado  por  el  Gobierno.  Por  R.  O. 
de  6  de  Diciembre  de  1873  se  mandó  que  el  Arqui- 
tecto de  Obras  públicas  del  distrito  de  la  Habana  for- 
mara parte  de  la  Junta  Consultiva,  con  voto  cuando  se 
trate  de  construcciones  civiles.  Ha  de  someterse  al  in- 


forme  de  la  Junta:  los  Reglamentos  generales  para  los 
diferentes  ramos  del  servicio;  todos  los  proyectos  de 
Obras  públicas  que  deban  sujetarse  á  la  aprobación 
del  Gobierno  Supremo,  ó  del  Gobernador  General,  ya 
las  costee  el  Estado  ó  los  pueblos,  ya  se  atienda  á  ellas 
con  fondos  de  compañías,  empresas  ó  particulares;  los 
expedientes  que  se  instruyan  con  motivo  de  las  faltas 
que  cometan  en  el  servicio  los  ingenieros  y  empleados 
que  los  auxilien  en  la  ejecución  y  conservación  de  las 
Obras  públicas,  siempre  que  no  se  refieran  á  acciones 
ú  omisiones  penadas  por  las  leyes;  todos  los  demás 
asuntos  que  determinen  los  Reglamentos  y  Disposicio- 
nes vigentes.  Además  podrá  ser  oida  acerca  de  los 
expedientes  de  Obras  públicas  en  que  el  Gobierno  esti- 
me conveniente  su  informe.  Así  se  establece  en  el  ar- 
tículo 69  del  Reglamento  orgánico. 

El  10?  del  Reglamento  interior  de  la  Junta,  señala 
así  mismo  como  obligación  de  aquella,  estudiar  las  re- 
formas administrativas  y  reglamentarias  que  se  crean 
necesarias  para  simplificar  la  marcha  de  los  asuntos  de 
Obras  públicas,  corregir  abusos  y  evitar  trámites  y  re- 
quisitos embarazosos;  examinar  y  apreciar  los  antece- 
dentes que  proporcionen  los  ingenieros  y  los  inspecto- 
res en  sus  visitas  para  formar  con  esos  datos  y  los  de- 
más que  se  estimen  conducentes,  una  Memoria  de 
todas  las  operaciones  de  la  Inspección  al  te'rmino  de 
cada  año,  la  cual  se  remitirá  al  Gobierno  Supremo;  y 
por  .último,  llamar  la  atención  déla  Superioridad  so- 
bre cuantos  asuntos  relativos  al  ramo  de  Obras  públi- 
cas crea  conveniente  para  introducir  mejoras  de  cual- 
quiera especie. 

749.  Servicio  Provincial. — Inspección  de  fe- 
rro-carriles.— Por  R.  O.  de  27  de  Octubre  de  1878, 
se  dispuso  que  el  servicio  de  Obras  públicas  de  esta 
Isla  se  hiciera  en  lo  sucesivo  por  Provincias,  tomando 
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las  denominaciones  de  las  capitales  de  las  mismas,  y 
que  hubiera  en  cada  una  un  Ingeniero  Jefe  y  los  inge- 
nieros y  personal  subalterno  que  el  Gobierno  determi- 
nase, según  las  necesidades  del  servicio.  Por  la  misma 
R.  O,  se  restablece  la  Inspección  de  ferro-carriles 
comprendiendo  las  líneas  de  las  Provincias  de  la  Haba- 
na, Pinar  del  Rio,  Matanzas  y  Santa  Clara,  bajo  la  de- 
pendencia de  la  Inspección  General  de  Obras  públicas. 
Las  Jefaturas  de  las  Provincias  de  Puerto-Príncipe  y 
Santiago  de  Cuba  se  encomienda  á  los  Ingenieros  Jefes 
de  dichas  Provincias. 

Finalmente,  mándase  por  dicha  R.  O.  que  el  perso- 
nal facultativo  de  las  Provincias  é  Inspección  de  ferro- 
carriles sea  por  ahora,  el  siguiente:  Provincia  de  la 
Habana,  un  Ingeniero  Jefe,  dos  Ingenieros  primeros  y 
seis  ayudantes;  Provincia  de  Santiago  de  Cuba,  un  In- 
geniero Jefe,  un  Ingeniero  primero  y  dos  ayudantes; 
Provincia  de  Pinar  del  Rio,  Matanzas,  Santa-Clara  y 
Puerto-Príncipe,  cada  una  de  un  Ingeniero  Jefe  y  dos 
ayudantes.  Inspección  de  ferro-carriles  del  Oeste,  un 
Ingeniero  Jefe  y  dos  ayudantes. 

Corresponde  á  los  Ingenieros  Jefes  distribuir  los 
trabajos  entre  los  ingenieros  y  subalternos  que  tengan 
á  sus  órdenes;  informar  sobre  los  proyectos  de  que  no 
sean  autores  y  sobre  los  asuntos  que  el  Inspector  Ge- 
neral les  encargue;  practicar  las  visitas  á  las  obras 
dictando  por  sí,  ó  proponiendo,  según  los  casos,  las 
medidas  que  crean  necesarias;  dirijir  por  sí  mismos  las 
construcciones  importantes  en  los  casos  de  impedimen- 
to ó  falta  de  Ingenieros;  recibir  las  obras  nuevas  ter- 
minadas cuando  así  se  disponga.  Son  Jefes  de  la  ofici- 
na, del  archivo  y  dependencias  del  ramo  ó  servicio  de 
un  cargo;  han  de  dar  conocimiento  á  los  Gobernadores 
de  los  abusos  ó  faltas  que  contra  los  Reglamentos  ge- 
nerales cometan  sus  subalternos,  los  particulares  ó  las 
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autoridades  locales,  conferenciando  con  los  Goberna- 
dores sobre  los  asuntos  en  que  los  consulten  y  propo- 
niendo al  Inspector  General  cuantas  mejoras  les  sugie- 
ran sus  conocimientos  y  experiencia  en  la  organización, 
desarrollo  y  servicio  de  dichas  obras.  (Artículo  20  del 
Reglamento  orgánico.) 

750.  Distintas  clases  de  Obras  públicas. — El 
Decreto-ley  de  14  de  Noviembre  de  1868,  hecho  ex- 
tensivo á  esta  Isla  en  27  del  propio  mes  y  año,  clasifi- 
ca del  modo  siguiente  las  Obras  públicas: 

l9  Obras  construidas  por  particulares. — Queda  el 
dueño  libre  de  fijar  las  tarifas,  peajes,  derechos  y  en 
general,  los  precios  que  juzgue  convenientes  para  el 
uso  de  dichas  obras.  Las  cuestiones  que  se  susciten 
con  las  personas  á  quienes  perjudique  su  estableci- 
miento, se  ventilarán  ante  los  tribunales  ordinarios. 
Cuando  la  obra  que  los  particulares  pretendan  llevar 
á  cabo  haya  de  ejecutarse  ya  dentro  del  dominio  pú- 
blico, ya  ocupando  una  parte  de  él,  ya  afectándole  en 
algún  modo,  deberá  proceder  á  la  ejecución  de  dicha 
obra  una  autorización  del  Gobierno  ó  de  sus  delegados. 

29  Obras  provinciales  y  municipales. — Es  una  de 
las  obligaciones  que  pesan  sobre  las  Diputaciones  y 
Ayuntamientos.  Estás  procederán  en  el  nombramien- 
to de  los  empleados  que  se  han  de  encargar  de  la  di- 
rección, vigilancia  é  inspección  de  las  obras  en  la  for- 
ma que  para  otros  servicios  está  prescrito  en  la  Ley  de 
Diputaciones  y  Ayuntamientos.  El  Estado  se  reserva 
ejercer  la  alta  inspección  y  exigir  responsabilidad 
cuando  proceda. 

39  Obras  construidas  por  el  Estado. — El  Estado 
costea  en  totalidad  ó  contribuye  en  parte  á  la  cons- 
trucción de  las  obras  afectas  á  los  servicios  que  están 
á  su  cargo,  siempre  que  ningún  particular,  empresa  ó 
corporación  lo  solicite. 


751.  Aprobación  de  los  proyectos. — Rije  el 
R  D.  de  8  de  Octubre  de  1875.  Por  él  se  dispone  que 
el  Gobernador  General  podrá  aprobar  los  proyectos  de 
toda  clase  de  servicios  y  obras  públicas,  sean  nuevas, 
de  conservación  ó  reparación,  cuyos  presupuestos  no 
excedan  de  cinco  mil  pesos,  siempre  que  sus  decretos 
estén  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  Junta  Con- 
sultiva y  por  el  Consejo  de  Administración  en  los  ca- 
sos en  que  proceda  oirlo,  pues  si  faltare  el  referido 
acuerdo,  ó  si  los  presupuestos  excedieran  de  la  cifra 
expresada,  habrán  de  remitirse  los  expedientes  á  la 
resolución  del  Gobierno.  El  Gobernador  General  ha  de 
remitir  en  copia,  y  en  el  plazo  de  treinta  dias,  los  ex- 
pedientes y  proyectos  que  apruebe.  Lo  dispuesto  se 
entiende  sin  perjuicio  de  las  atribuciones  concedidas  á 
la  Autoridad  Superior  para  los  casos  graves,  urgentes 
y  de  imprescindible  necesidad,  demostrada  en  la  for- 
ma establecida.  Sus  resoluciones  serán  comunicadas 
al  Gobierno  á  la  mayor  brevedad  para  el  definitivo 
acuerdo  que  proceda.  Es  de  advertirse  que  por  el  ar- 
tículo primero  de  la  Instrucción  de  28  de  Junio  de 
1880,  dictado  en  cumplimiento  de  la  Ley  de  presu- 
puestos, el  Gobernador  General  se  encuentra  autoriza- 
do para  "otorgar  la  concesión  de  la  construcción  y 
explotación  de  las  líneas  que  se  consideran  como  prefe- 
rentes en  dicha  Ley  y  de  cualesquiera  otras  concedidas 
con  arreglo  á  la  misma." 

752.  Abjudicacion  y  ejecución  de  las  Obras 
públicas. — Están  vigentes  el  R.  D.  de  5  de  Mayo  de 
1876  y  la  Instrucción  aprobada  en  8  de  Marzo  de  1877. 
Conforme  al  artículo  primero  del  mencionado  R.  D., 
las  Obras  públicas  y  servicios  á  ellas  anejos,  que  se  ha- 
llan á  cargo  de  la  Inspección  General,  han  de  ejecu- 
tarse por  regla  general  por  contrata  adjudicada  en  su- 
basta pública,  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes. 
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Según  el  artículo  segundo,  en  los  casos  exceptuados 
de  ias  solemnidades  de  las  subastas  por  el  artículo  69 
del  R.  D.  de  27  de  Febrero  de  1852,  hecho  extensivo 
á  esta  Isla  en  29  de  Setiembre  de  1856,  se  procurará 
contratar  las  obras  y  servicios  comprendidos  en  ellos 
mediante  los  contratos  particulares  ó  conciertos  que 
previene  el  artículo  cuarto  de  la  Instrucción  de  25  de 
Agosto  de  1858  dictada  para  Filipinas,  y  de  cuyo 
artículo  tercero  se  hace  también  mención.  Por  el  ar- 
tículo tercero  del  R.  D.  que  nos  ocupa,  quedan  tam- 
bién exceptuados  de  la  adjudicación  en  subasta  públi- 
ca y  podrán  ser  objeto  de  contrato  entre  particulares, 
las  obras,  parte  de  obras  y  efectos  que  hayan  de  cons- 
truirse ó  adquirirse  en  la  Península  ó  en  el  extranjero 
para  ser  trasportados  á  esta  Isla. 

Las  obras  que  se  hallen  en  este  caso,  y  cuyo  impor- 
te no  excediese  de  cinco  mil  pesos,  las  podrá  contratar 
el  Gobernador  General.  Conforme  al  artículo  cuarto, 
podrán  ser  ejecutadas  por  el  sistema  de  Administra- 
ción: las  obras  y  servicios  cuyo  importe  no  exceda  de 
mil  pesos,  sin  que  para  ello  sea  necesario  intentar  su 
contratación  por  medio  de  subasta  pública  ni  de  con- 
trato particular;  las  que  excediendo  de  dicha  cifra  se 
hallen  comprendidas  en  alguno  de  los  casos  exceptua- 
dos por  el  artículo  sexto  del  R.  D.  de  27  de  Febrero 
de  1852  y  el  tercero  de  la  Instrucción  de  25  de  Agos- 
to de  1858  ántes  citados,  y  no  hubiera  sido  posible 
contratarlas  particularmente  después  de  intentarlo,  si 
de  los  informes  de  la  Junta  Consultiva  resulta  que  es 
más  conveniente  que  se  ejecuten  por  Administración 
que  no  el  aumentar  los  precios  ó  variar  las  condicio- 
nes para  sacarlas  nuevamente  á  subasta. 

En  este  último  caso  se  procurará  de  nuevo  contra- 
tarlas en  licitación  pública  ó,  en  su  defecto,  por  con- 
trato particular,  ántes  de  disponer  su  ejecución  por 
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Administración;  las  que,  cualquiera  que  sea  su  impor- 
te, sean  declaradas  de  imprescindible  necesidad  y  ur- 
gentes por  los  trámites  marcados  en  la  legislación  vi- 
gente; las  que  exijan  un  especial  cuidado  bajo  el  punto 
de  vista  técnico,  siempre  que  lo  proponga  la  Junta 
Consultiva.  En  los  casos  expresados  corresponde  or- 
denar la  ejecución  por  el  sistema  de  Administración  al 
Gobernador  General  páralos  presupuestos  que  no  ex- 
cedan de  mil  pesos.  Si  la  obra  ó  servicio  tiene  un  cos- 
te superior,  sin  que  sea  de  carácter  urgente,  su  ejecu- 
ción por  Administración  se  consultará  al  Ministro  de 
Ultramar.  Dispone  el  artículo  quinto  que  cuando  en 
las  obras  cuya  ejecución  se  ordene  por  el  sistema  de 
Administración  entre  algún  material  ó  efecto  por  ma- 
yor valor  de  mil  pesos,  habrá  de  intentarse  su  contra- 
tación por  licitación  pública  y,  en  su  defecto,  por  con- 
trato particular  como  si  constituyera  por  sí  un  servicio, 
no  procediéndose  á  su  ejecución  ó  acopio  por  Admi- 
nistración sino  en  los  casos  y  por  los  trámites  señala- 
dos. 

Con  arreglo  al  artículo  sexto,  la  compra  de  los  ma- 
teriales ó  efectos  necesarios  para  las  obras  que  se 
hagan  por  Administración,  y  la  reparación  ó  composi- 
ción de  las  ya  existentes,  podrán  disponerla  los  Inge- 
nieros Directores  de  las  obras  hasta  el  importe  de 
quinientos  pesos,  y  con  autorización  del  Inspector  Ge- 
neral cuando  exceda  de  esta  cifra  hasta  la  de  diez  mil 
pesos.  Cuando  el  importe  de  algún  material  ó  efecto 
entre  en  alguna  obra  por  mayor  valor,  se  procurará  su 
adquisición  por  contrata  eñ  subasta  pública  ó  en  su 
defecto,  por  contrato  particular;  pero  si  no  fuese  po- 
sible adquirirlos  de  este  modo,  se  autorizará  su  com- 
pra, ó  su  fabricación,  ó*  su  extracción  por  Administra- 
ción, dando  la  autorización  de  esta  cifra  en  adelante 
el  Gobernador  General.  Por  el  artículo  sétimo  se  de- 
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clara  que  las  prescripciones  anteriores  comprenden  las 
obras  públicas  y  servicios  á  ellas  anejas  cualquiera  que 
sea  la  procedencia  de  los  fondos  con  que  se  costeen. 

El  artículo  octavo  establece  que  el  Gobernador  Ge- 
neral habrá  de  dar  cuenta  al  Ministerio  de  Ultramar 
de  la  contratación  en  subasta  pública  ó  por  concierto 
particular  de  toda  obra  ó  servicio  cuyo  coste  exceda 
de  mil  pesos  y  de  las  autorizaciones  para  su  ejecución 
por  Administración  ó  para  compra  de  materiales  y 
efectos  que  excedan  de  dicha"  cifra.  Conforme  á  la 
Instrucción  de  8  de  Marzo  de  1877,  los  conciertos 
particulares  para  la  adjudicación  por  contrata  de  las 
Obras  públicas  y  servicio^  á  ellas  anejos,  habrán  de 
celebrarse  por  los  Ingenieros  Jefes  de  dichos  servicios, 
quienes  podrán  delegar  en  otros  Ingenieros  cuando  los 
actos  hayan  de  tener  lugar  fuera  de  la  capital  de  la 
Provincia.  Los  proyectos,  presupuestos  y  pliegos  de 
condiciones  facultativas  y  económicas  que  deban  regir 
para  los  contratos  adjudicados,  serán  los  mismos  que 
hayan  sido  aprobados  por  la  Autoridad  competente,  y 
que  en  su  caso  hayan  servido  para  la  adjudicación  en 
subasta  pública.  Si  se  tratara  de  contratar  materiales, 
efectos  ó  servicios  para  alguna  obra  que  se  ejecute  por 
sistema  de  Administración  se  redactarán  y  aprobarán 
previamente  los  presupuestos  y  condiciones  correspon- 
dientes, en  armonía  con  el  proyecto  general  de  la  obra. 
Lo  propio  se  hará  cuando  se  trate  de  enajenar  mate- 
riales ó  efectos  innecesarios  del  servicio  de  las  Obras 
públicas. 

El  Ingeniero  encargado  de  un  concierto  particular 
publicará  en  el  periódico  oficial  de  la  localidad  en  que 
aquel  haya  de  tener  lugar,  fijando  el  dia  y  la  hora 
hasta  la  cual  recibirá  las  proposiciones  de  los  licitado- 
res  de  la  obra  ó  servicio,  salvo  los  casos  previstos  en 
el  párrafo  noveno,  artículo  sexto  del  R.  D.  de  27  de 
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Febrero  de  1852,  y  en  el  párrafo  segundo,  artículo 
tercero  de  la  Instrucción  de  25  de  Agosto  de  1858,  en 
los  cuales  no  se  publicará  anuncio  alguno.  Si  en  la  lo- 
calidad no  hubiere  periódico  oficial,  el  anuncio  se  ha- 
rá en  los  particulares,  y  en  su  defecto,  por  edictos  ó 
por  otros  medios  usuales  en  el  país.  Se  expresará  el 
importe  de  la  obra  ó  servicio,  que  será  el  presupuesto 
de  contrata  aprobado,  la  fecha  de  la  aprobación  y  la 
Autoridad  que  la  haya  prestado:  también  se  publicará 
el  pliego  de  condiciones  y  se  dirá  el  sitio  en  que  pue- 
dan examinarse  los  demás  documentos.  El  plazo  para 
presentar  proposiciones  no  bajará  por  regla  general  de 
diez  días,  que  podrá  reducirse  hasta  tres  en  casos  ur- 
gentes. 

Los  que  deseen  tomar  á  su  cargo  la  obra  ó  servicio 
presentarán  sus  proposiciones  por  escrito  las  cuales 
irán  acompañadas  del  documento  que  acredite  haberse 
constituido  el  depósito  preVio  necesario  para  tomar 
parte  en  la  licitación,  cuyo  importe  expresará  también 
el  anuncio:  se  considerará  nula  toda  proposición  qué 
carezca  de  este  requisito  ó  que  no  se  ajuste  en  su  re- 
dacción al  modelo  que  acompañará  al  anuncio,  ó  que- 
introduzca  variación  en  las  condiciones  aprobadas.  El 
Ingeniero  encargado  de  celebrar  el  concierto  adjudica- 
rá provisionalmente  la  contrata  al  autor  de  la  proposi- 
ción más  ventajosa,  devolviendo  á  los  demás  los  res- 
guardos de  sus  depósitos.  En  el  caso  de  resultar  iguales 
dos  ó  más  proposiciones  la  adjudicación  provisional  se 
hará  al  licitante  que  ofrezca  mayores  garantías  de  cum- 
plimiento de  su  compromiso,  á  juicio  del  encargado 
del  acto,  pero  no  devolverá  los  resguardos  de  los  de- 
más hasta  la  adjudicación  definitiva. 

Esta  la  hará  el  propio  Ingeniero  cuando  el  importe 
de  la  obra  ó  servicio  no  exceda  de  cinco  mil  pesos;  si 
excediere,  la  adjudicación  definitiva  la  hará  el  Gober- 


nador  General,  á  quien  se  pasará  el  expediente  del 
concierto  con  todos  sus  antecedentes.  Comunicada  al 
contratista  la  adjudicación,  constituirá  la  fianza  definiti- 
va que  expresen  las  condiciones  del  contrato  dentro 
del  plazo  y  en  el  punto  que  las  mismas  prescriban  y  se 
formalizará  el  compromiso  ó  escritura  pública  según 
los  casos.  Cuando  el  importe  no  exceda  de  cinco  mil 
pesos  la  fórmula  del  contrato  será  una  obligación  entre 
el  Ingeniero  encargado  de  celebrar  el  contrato  y  el 
contratista,  extendida  en  papel  del  sello  correspon- 
diente, costeado  por  éste;  cuando  el  importe  exceda  de 
dicha  cifra  se  celebrará  escritura  publica  entre  el  Go- 
bernador General  y  el  contratista,  costeada  por  éste. 
En  ámbos  casos  deberá  el  documento  contener  todos 
los  antecedentes  necesarios,  y  que  están  prevenidos, 
para  establecer  con  toda  claridad  la  obligación  mútua 
que  contraen  la  Administración  y  el  contratista. 

753.  Pliego  de  condiciones  generales. — Rige, 
para  los  contratos  de  Obras  públicas,  el  aprobado  por 
el  R.  D.  de  25  de  Diciembre  de  1867. 

Pasamos  á  indicar  las  prescripciones  que  contiene: 

754.  I.  Disposiciones  generales. — No  pueden 
ser  contratistas:  los  menores  de  edad;  los  que  se  hallen 
procesados  criminalmente,  si  hubiese  recaido  auto  de 
prisión;  los  que  por  sentencia  judicial  hayan  padecido 
penas  corporales  ó  aflictivas  y  no  hubiesen  obtenido 
rehabilitación;  los  que  se  hallen  bajo  interdicción  judi- 
cial por  incapacidad  física  ó  moral;  los  que  estuviesen 
fallidos  ó  en  suspensión  de  pagos  ó  con  sus  bienes 
intervenidos;  los  apremiados  como  deudores  á  los  cau- 
dajes  públicos  como  segundos  contribuyentes;  los  que 
hayan  sido  inhabilitados  por  la  Administración  para 
tomar  á  su  car^  >  servicios  públicos  por  su  falta  de  cum- 
plimiento en  contratos  anteriores. — Art.  I9 

Ha  de  prestarse  la  fianza  que  prefije  el  pliego  de 
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condiciones  particulares,  la  cual  se  depositará  en  el 
punto  designado  en  el  mismo  pliego,  no  debiendo  exce- 
der nunca  del  10  por  100  de  la  cantidad  en  que  se 
haya  hecho  la  adjudicación.  En  el  término  de  30  días, 
contados  desde  la  fecha  de  la  órden  de  adjudicación,  ha 
de  presentar  el  adjudicatario  la  carta  de  pago  que 
acredite  la  constitución  de  la  fianza.  Si  no  lo  hiciere, 
perderá  el  depósito  provisional  y  quedará  anulada  la 
adjudicación. — Arts.  2?  y  39 

Son  de  cuenta  del  adjudicatario  todos  los  gastos  que 
ocasione  la  extensión  del  documento  en  que  se  consig- 
ne la  contrata. — Art.  49 

Ha  de  entregarse  al  contratista  copia  autorizada  de 
los  planos,  presupuesto  y  pliego  de  condiciones,  facili- 
tándosele los  demás  documentos  del  proyecto  para 
que  pueda  examinarlos,  6  copiarlos  si  lo  creyera  nece- 
sario.— Art.  5? 

Los  contratistas  quedan  obligados  \  las  decisiones 
de  las  Autoridades  y  tribunales  administrativos  en 
todo  lo  relativo  á  las  cuestiones  que  puedan  tener  con 
la  Administración  sobre  la  ejecución  de  sus  contratos, 
renunciando  al  derecho  común. — Art.  6? 

El  pliego  de  condiciones  generales  regirá  en  todo 
aquello  en  que  no  sea  modificado  por  las  particulares 
de  cada  contrata. — Art.  79 

755.  II.  Ejecución  de  las  Obras. — Ellngenie- 
ro  encargado  de  ellas  hará  el  trazado  y  replanteo  de 
las  mismas  sobre  el  terreno  con  sujeción  á  los  planos  y 
perfiles,  estableciendo  las  señales  convenientes,  referi- 
das en  cuanto  sea  posible  á  puntos  invariables  que  sir- 
van de  comprobación,  extendiéndose  por  duplicado  un 
acta  que  firmarán  el  Ingeniero  y  el  contratista,  en  la 
que  se  acredite  haberse  verificado  el  replanteo  con 
arreglo  al  proyecto.  Uno  de  los  ejemplares  se  unirá  al 
expediente  de  la  contrata,  quedando  otro  en  poder  del 
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contratista  y  remitiéndose  copia  á  la  Inspección  de 
Obras  públicas. — Art.  8  9 

Son  de  cuenta  del  Estado  los  gastos  del  replanteo  ge- 
neral y  los  que  sean  necesarios  para  la  formación  del 
expediente  de  expropiación;  y  del  contratista,  los 
que  ocasionen  los  replanteos  parciales  que  pueda  exi- 
gir el  curso  de  las  obras. — Art.  9? 

El  contratista  dará  principio  á  la  obra  en  la  época  fija- 
da; empleará  en  ella  el  suficiente  número  de  operarios 
y  las  ejecutará  con  extrictá  sujeción  á  los  planos  y  per- 
files que  forma  parte  del  proyecto,  á  las  condiciones  fa- 
cultativas del  mismo  y  á  las  instrucciones  y  órdenes  que 
le  diere  el  Ingeniero  por  sí  ó  por  medio  de  sus  subal- 
ternos, pudiendo  exigir  que  se  le  comuniquen  por  escri- 
to. Si  por  un  obstáculo  de  cualquier  clase,  independiente 
de  la  voluntad  del  contratista,  no  pudiese  comenzar  las 
obras  en  el  tiempo  prefijado  ó  tuviese  que  suspenderlas, 
se  le  otorgará  una  próroga  proporcionada  para  el  cum- 
plimiento de  su  contrata. — Art.  11. 

Durante  la  ejecución  de  las  Obras  el  contratista  ó 
su  representante  fijará  su  residencia  en  un  punto  próxi- 
mo á  las  mismas,  del  que  no  podrá  ausentarse  sin  co- 
nocimiento del  Ingeniero.  En  este  caso  dejará  una 
persona  que  le  sustituya,  con  la  facultad  de  dar  las  con- 
venientes disposiciones  y  de  hacer  los  pagos  de  los  ope- 
rarios, á  fin  de  que  por  su  ausencia  no  se  paralicen  los 
trabajos.  Cuando  el  contratista  falte  á  esta  prescrip- 
ción, serán  válidas  las  notificaciones  que  se  le  hagan  de- 
positándolas en  manos  de  la  Autoridad  local  del  pueblo 
de  su  residencia  oficial. — Art.  12. 

El  contratista,  por  sí  ó  por  medio  de  sus  encargados, 
acompañará  á  los  Ingenieros  en  las  visitas  que  hagan  á 
las  obras,  siempre  que  éstos  lo  exijan.  Cuidará  asimismo 
de  que  los  propietarios  y  cultivadores  de  los  terrenos 
colindantes  no  invadan  con  las  labores  la  zona  acotada 
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para  la  ejecución  de  los  trabajos,  ni  deposite  en  la  mis- 
ma materiales  de  ninguna  especie. — Art.  13. 

El  contratista  no  podrá  recusar  al  Ingeniero  encarga- 
do de  las  obras,  ni  á  los  Ayudantes  y  sobrestantes  que 
estén  á  sus  órdenes  para  vigilar  su  ejecución. 

No  podrá  tampoco  exigir  que  por  otro  facultativo 
se  hagan  reconocimientos  y  tasaciones  de  las  ejecuta- 
das y  de  los  materiales  acopiados  durante  el  tiempo  de 
la  contrata,  á  pretexto  de  que  no  se  abonan  las  cantida- 
des proporcionales  á  buena  cuenta,  6  de  que  se  le  exige 
más  de  lo  que  corresponde  con  arreglo  á  las  condiciones. 
Sin  embargo,  si  hubiese  razones  especiales  y  fundadas 
á  juicio  del  Gobierno  Superior  Civil,  este  resolverá  lo 
que  sea  justo  sobre  las  reclamaciones  que  los  contra- 
tistas juzguen  conveniente  hacer,  pero  sin  que  este  sea 
motivo  para  que  se  altere  el  curso  natural  de  las  obras. 
—Art.  14. 

El  número  de  operarios  y  los  medios  auxiliares  nece- 
sarios para  la  ejecución  de  las  obras  serán  siempre  pro- 
porcionados á  la  extensión  y  naturaleza  de  las  que  ha- 
yan de  ejecutarse;  y  á  fin  de  que  el  Ingeniero  pueda 
asegurarse  del  cumpMmiento  de  esta  condición,  se  le 
pasará  nota  de  los  mismos  por  el  contratista  siempre 
que  la  reclame. — Art.  ]5. 

El  Ingeniero  tendrá  derecho  á  exigir  que  sean  despe- 
didos los  operarios  del  contratista  por  causa  de  insubor- 
dinación ó  cualquier  otra  que  influya  en  el  buen  órden 
de  los  trabajos. — Art.  16. 

Será  de  cuenta  del  contratista  indemnizar  á  los  pro- 
pietarios de  los  daños  que  se  causen  con  la  esplotacíon 
de  las  canteras  que  le  señale  el  Ingeniero;  con  la  ex- 
tracción de  tierras  para  la  ejecución  de  los  terraplenes; 
con  la  ocupación  de  los  terrenos  para  formar  caballeros 
y  para  colocar  talleres  y  materiales;  con  la  habilitación 
de  caminos  para  trasporte  de  estos,  y  con  los  demás  tra- 
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bajos  que  requiera  la  obra,  cumpliendo  los  requisitos 
que  prescribe  el  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley 
de  expropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pública, 
á  menos  que  se  convenga  amigablemente  con  los  propie- 
tarios acerca  de  la  tasación  y  pago  de  los  perjuicios 
causados;  debiendo  en  este  caso  exhibir,  cuanto  fuere  re- 
querido, el  convenio  que  con  aquellos  hubiese  celebrado. 

No  se  admitirá  al  contratista  reclamación  alguna  fun- 
dada en  la  insuficiencia  de  las  partidas  asignadas  en  el 
presupuesto  de  la  obra  para  estos  gastos. — Art.  17. 

Los  contratistas  podrán  explotar  las  canteras  y  ex- 
traer los  materiales  que  se  encuentren  en  los  terrenos 
del  Estado  ó*  del  común  de  los  pueblos,  sin  abonar  in- 
demnización de  ninguna  especie.  Si  las  canteras  ó  ma- 
teriales se  hallasen  en  terrenos  de  propiedad  particular, 
deberán  indemnizar  al  dueño  de  cuantos  daños  y  per- 
juicios se  le  irroguen,  y  únicamente  cuando  la  cantera 
se  halle  abierta  y  en  explotación  se  le  satisfará  el  im- 
porte del  material  extraido  por  unidad  al  precio  que 
se  venda  en  el  mercado.  En  ningún  caso  podrá  el  con- 
tratista vender  los  materiales,  á  no  ser  que  le  pertenez- 
can en  propiedad  independientemente  de  su  calidad 
de  contratista. — Art.  18. 

No  podrá  el  contratista  por  sí,  bajo  ningún  pretesto, 
hacer  obra  alguna  sino  con  extricta  sujeción  al  proyecto, 
sin  que  tenga  derecho  al  abono  de  las  obras  que  ejecu- 
tare en  contravención,  á  no  ser  que  presente  órden  es- 
crita del  Ingeniero. — Art.  19. 

Los  materiales  se  tomarán  de  los  puntos  designados 
ó  de  los  que  determine  el  Ingeniero,  debiendo  llenar 
las  condiciones  requeridas  en  cada  caso  especial,  estar 
perfectamente  preparados  y  ser  empleados  conforme 
á  las  reglas  del  arte.  No  se  procederá  á  su  empleo  sin 
que  ántes  sean  examinados  y  aceptados  en  los  términos 
y  forma  que  prescriba  el  Ingeniero. — Arts.  20  y  21. 
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Cuando  los  desmontes  produzcan  piedra  que  pueda 
aprovecharse  para  cualquier  otra  obra  de  la  contrata  á 
juicio  del  Ingeniero,  tendrá  el  contratista  obligación  de 
apilarla  en  los  puntos  próximos  al  de  extracción  y  en  la 
forma  que  el  mismo  Ingeniero  prescriba. — Art.  22. 

Cuando  los  materiales  no  fuesen  de  buena  calidad  ó 
no  estuvieren  bien  preparados,  el  Ingeniero  dará  órden 
al  contratista  para  que  los  reemplace  á  su  costa  con  otros 
arreglados  á  condiciones.  Si  lo  resistiere,  formará  aquel 
una  relación  de  las  faltas  que  tengan  y  la  pasará  al  con- 
tratista, quien  á  su  vez  expondrá  las  razones  que  le 
asistan  para  no  conformarse,  y  ele  todo  se  dará  cuenta 
al  superior  inmediato  para  la  resolución  que  parezca  más 
justa.  Si  las  circunstancias  ó  estado  de  la  obra  no  per- 
mitiese esperar,  el  Ingeniero  tendrá  facultad  para  em- 
plear los  materiales  que  mejor  le  parezca,  á  fin  de  evitar 
los  perjuicios  que  pudieran  resultar  de  la  paralización 
de  los  trabajos,  asistiendo  al  contratista  el  derecho  de 
la  indemnización  de  los  perjuicios  que  se  le  hayan  cau- 
sado, en  el  caso  de  que  el  Gobierno  General  no  apruebe 
la  determinación  del  Ingeniero. — Art.  23. 

Cuando  los  ingenieros  adviertan  vicios  en  las  cons- 
trucciones, ya  sea  en  el  curso  de  su  ejecución  ó  ya  án- 
tes  de  verificarse  definitivamente  su  entrega,  podrán 
disponer  que  las  partes  defectuosas  se  desmuelan  y  re- 
construyan á  costa  del  contratista,  el  cual  es  exclusi- 
vamente responsable  de  la  ejecución  de  las  obras  que 
haya  contratado  y  de  las  faltas  que  en  las  mismas  pue- 
dan notarse,  sin  que  le  sirva  de  disculpa  ni  de  derecho 
alguno  el  que  el  Ingeniero  ó  sus  subalternos  les  hayan 
examinado  y  reconocido  durante  su  construcción,  pues 
todas  son  de  su  cuenta  y  riesgo,  independientemente 
de  la  inspección  de  aquel  y  de  la  responsabilidad  en 
que  á  su  vez  pueda  incurrir.  Si  se  negare  á  la  demoli- 
ción y  reconstrucción,  se  procederá  en  términos  añálo- 
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gos  á  los  expresados  en  el  artículo  anterior. — Art.  24. 

Si  el  Ingeniero  tuviere  fundadas  razones  para  creer 
en  la  existencia  de  vicios  ocultos  de  construcción  en  las 
obras  ejecutadas,  ordenará  en  cualquier  tiempo,  ántes 
de  la  recepción  definitiva,  la  demolición  de  las  que  sean 
necesarias  para  reconocer  las  que  suponga  defectuo- 
sas. Los  gastos  de  demolición  y  de  reconstrucción  que 
se  ocasionen  serán  de  cuenta  del  contratista,  siempre 
que  los  vicios  existan  realmente:  en  caso  contrario  co- 
rrerán á  cargo  de  la  Administración. — Art.  25. 

Serán  de  cuenta  y  riesgo  del  contratista  los  andamia- 
jes, cimbras,  aparatos  y  demás  medios  auxiliares  de  la 
construcción,  ateniéndose  sin  embargo  á  las  prevencio- 
nes que  el  Ingeniero  crea  conveniente  hacerle  para  la 
mayor  seguridad  de  los  operarios. 

Todos  los  medios  auxiliares  quedarán  á  beneficio 
del  contratista  á  la  conclusión  de  las  obras,  siempre  que 
no  se  estipule  lo  contrario  en  las  condiciones  particula- 
res, sin  que  pueda  fundar  reclamación  alguna  en  la  in- 
suficiencia de  dichos  medios  cuando  estuvieren  detalla- 
dos en  el  presupuesto  ó  en  la  partida  alzada  que  en 
el  mismo  se  les  asigne. — Art.  26. 

No  podrá  ponerse  inscripción  alguna  en  las  obras 
sin  autorización  del  Gobierno  General. — Art.  27. 

El  Gobierno  se  reserva  la  propiedad  de  las  antigüe- 
dades, objetos  de  arte  y  sustancias  minerales  utilizables 
para  la  enseñanza  pública  que  se  encuentren  en  las  es- 
cavaciones  y  demoliciones. — Art.  28. 

756.  III.  Condiciones  económicas. — Se  abo- 
nará al  contratista  la  obra  que  realmente  ejecute,  sea 
más  ó  menos  que  la  calculada.  Por  consiguiente,  el  nú- 
mero de  unidades  de  cada  clase  de  obra  consignado 
en  d  presupuesto  no  podrá  servirle  de  fundamento 
para  entablar  reclamación  de  ninguna  especie,  salvo  la 
expresada  en  el  artículo  50. — Art.  29. 
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Siempre  que  se  aprovechen  materiales  procedentes 
de  los  desmontes,  se  hará  su  abono  en  la  escavacion  de 
donde  procedan  descontando  su  importe  en  la  obra 
que  se  empleen. — Art.  30. 

Cuando  el  contratista  emplease  voluntariamente,  con 
autorización  del  Ingeniero,  materiales  de  mayores  di- 
mensiones que  las  marcadas  en  las  condiciones  parti- 
culares, solo  tendrá  derecho  al  abono  de  la  obra  que 
resulte  de  la  cubicación  hecha  con  arreglo  al  proyecto, 
y  aplicando  los  precios  de  la  contrata.  Si  tuviesen  di- 
mensiones, y  apesar  de  esto  se  declarasen  admisibles, 
se  hará  su  abono  con  arreglo  á  lo  que  resulte  de  la  cu- 
bicación. 

Será  de  abono  lo  que  proceda  por  razón  de  aumen- 
tos de  dimensiones  de  los  materiales,  siempre  que  el 
Ingeniero  lo  haya  ordenado  por  escrito  al  contratista. 
—Art.  31. 

Las  cantidades  calculadas  para  las  obras  accesorias, 
aunque  figuren  por  una  partida  alzada  en  el  presupues- 
to general,  no  serán  abonadas  sino  á  los  precios  de  la 
contrata,  con  arreglo  á  los  proyectos  particulares  que 
para  ellas  se  formen,  ó  en  su  defecto  por  lo  que  resul- 
te de  la  medición  final. — Art.  32. 

Se  abonarán  íntegras  las  partidas  consignadas  en  el 
presupuesto  de  la  obra  para  medios  auxiliares  de  eje- 
cución y  para  las  indemnizaciones  de  daños  y  perjui- 
cios á  que  se  refiere  el  artículo  17. — Art.  33. 

Los  pagos  se  harán  en  las  épocas  que  fijan  las  con- 
diciones particulares  de  la  contrata,  por  medio  de 
libramientos  expedidos  en  virtud  de  las  certificaciones 
de  obras  dadas  por  el  Ingeniero.  Los  libramientos  y  su 
importe  se  entregarán  precisamente  al  contratista  á 
cuyo  favor  se  hayan  rematado  las  obras,  ó  á  persona 
legalmente  autorizada  por  él  y  nunca  á  ningún  otro, 
aunque  se  libren  despachos  ó  exhortos  por  cualquiera 
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Tribunal  ó  Autoridad  para  su  detención.  Unicamente 
del  residuo  que  quedare  después  de  hecha  la  última 
recepción  de  las  obras  con  arreglo  á  las  condiciones,  y 
de  la  fianza  si  no  hubiera  sido  necesario  retenerla  para 
el  cumplimiento  de  la  contrata,  podrá  verificarse  el 
embargo. — Art.  34. 

Las  certificaciones  de  obras  se  extenderán  en  los 
plazos  que  se  fijen  en  el  pliego  de  condiciones  econó- 
micas del  contrato,  teniendo  el  carácter  de  documentos 
provisionales  á  buena  cuenta,  sujetos  á  las  rectificacio- 
nes y  variaciones  que  produzca  la  liquidación  final. 
Tanto  en  las  certificaciones  como  en  las  liquidaciones 
finales,  se  aplicará  al  resultado  de  las  valoraciones  he- 
chas según  los  precios  del  presupuesto  la  baja  corres- 
pondiente á  la  mejora  obtenida  en  la  subasta. 

Se  comprenderán  en  las  certificaciones  las  tres  cuar- 
tas partes  del  valor  de  los  materiales  cuando  se  hallen 
acopiados  al  pié  de  obra,  según  valoración  que  de  ellos 
haga  el  Ingeniero,  teniendo  en  cuenta  este  abono  para 
deducirlo  del  importe  total  de  las  obras  construidas 
con  dichos  materiales. — Arts.  35,  36  y  37. 

Cuando  fuere  preciso  hacer  agotamientos  que  por  las 
condiciones  no  sean  de  cuenta  del  contratista,  tendrá 
éste  la  obligación  de  satisfacer  los  gastos  de  toda  clase 
que  ocasionen,  que  le  serán  reembolsados  por  la  Ad- 
ministración por  separado  de  los  de  contrata.  A  este 
efecto  deberá  hacer  los  pagos  á  presencia  de  la  perso- 
na designada  por  el  Ingeniero,  la  cual  formará  las  lis- 
tas que  unidas  á  los  recibos  servirán  de  documentos 
justificativos  délas  cuentas  en  las  cuales  estampará  su 
Vto.  Bno.  el  Ingeniero.  Además  de  registrar  mensual- 
mente  estos  gastos  al  contratista,  se  lo  abonará  con 
ellos  el  2  por  100  de  su  importe,  como  interés  del  d'ne- 
ro  que  ha  adelantado  y  remuneración  del  trabajo  y  di- 
ligencia que  ha  tenido  que  prestar. — Art.  38. 


En  ningún  caso  podrá  el  contratista,  alegando  retra- 
so en  los  pagos,  suspender  los  trabajos  ni  reducirlos  á 
menor  escala  que  la  que  proporcionalmente  correspon- 
da con  arreglo  al  plazo  en  que  deban  terminarse.  Cuan- 
do esto  suceda,  podrá  la  Administración  llevar  á  cabo 
lo  que  disponen  los  artículos  56,  57  y  58. — Art.  39. 

El  contratista  no  tendrá  derecho  á  indemnización 
por  causa  de  pérdidas,  averías  ó  perjuicios  ocasionados 
por  su  negligencia,  falta  de  medios  ó  erradas  operacio- 
nes. No  se  comprenden  en  esta  prescripción  los  casos 
de  fuerza  mayor,  siempre  que  el  contratista  presente 
sobre  ellos  la  reclamación  oportuna  en  el  preciso  tér- 
mino de  10  dias  después  del  acontecimiento.  Se  con- 
siderarán como  caso  de  fuerza  mayor:  los  incendios 
ocasionados  por  la  electricidad  atmosférica;  las  aveni- 
das repentinas  de  los  rios;  los  grandes  temporales  ma- 
rítimos y  en  general  aquellos  accidentes  que  es  impo- 
sible prevr  ni  evitar.  La  indemnización,  si  procediere, 
consistirá  en  antidad  en  que  se  tase,  con  arreglo  á 
los  precios  de  la  contrata,  Ja  pérdida  que  realmente 
haya  experimentado  el  contratista.  Será  circunstancia 
indispensable  para  optar  á  la  indemnización,  que  el 
contratista  acredite  haber  procurado  por  todos  los  me- 
dios posibles  evitar  los  efectos  del  acontecimiento  y 
adoptado  las  disposiciones  que  con  este  objeto  le  hu- 
biese prescrito  el  Ingeniero. 

El  contratista  no  podrá,  bajo  ningún  pretesto  de 
error  ú  omisión,  reclamar  aumento  de  los  precios  fija- 
dos en  el  cuadro  general  que  acompañe  al  presupuesto. 

Tampoco  se  le  admitirá  reclamación  de  ninguna  es- 
pecie que  se  funde  en  indicaciones  que  sobre  las  obras, 
sus  precios  y  demás  circunstancias  del  proyecto  se  ha- 
gan en  la  Memoria,  por  no  ser  documento  que  sirva  de 
base  á  la  contrata. 

Las  equivocaciones  materiales  que  el  presupuesto 
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pueda  contener,  ya  por  variación  de  los  precios  respec- 
to de  los  del  cuadro,  ya  por  errores  en  las  cantidades 
de  obra  ó  en  su  importe,  se  corregirán  en  cualquier 
época  que  se  observen;  pero  no  se  tendrán  en  cuenta 
para  los  efectos  consignados  en  el  artículo  50,  sino  en 
el  caso  de  que  sobre  ellas  se  hubiese  reclamado  en  el 
término  de  cuatro  meses,  contados  desde  la  fecha  de 
la  adjudicación. 

En  ningún  caso  podrá  alegar  el  contratista  los  usos 
y  costumbres  del  país  respecto  de  la  aplicación  de  los 
precios  ó  medición  de  las  obras,  cuando  se  hallen  en 
contradicción  con  el  presente  pliego  de  condiciones  ó 
con  el  particular  de  la  contrata. 

757.  Modificaciones  del  proyecto. — Si  antes 
de  principiarse  las  obras,  ó  durante  su  construcción  la 
Administración  resolviere  ejecutar  por  sí  parte  de  las 
que  comprenda  la  contrata,  ó  acordare  introducir  en  el 
proyecto  modificaciones  que  produzcan  aumento  ó  re- 
ducción, y  aun  supresión  de  las  cantidades  de  obra, 
marcadas  en  el  presupuesto,  ó  sustitución  de  una  clase 
de  fábrica  por  otra,  siempre  que  esta  sea  de  las  com- 
prendidas en  la  contrata,  serán  obligatorias  para  el 
contratista  estas  disposiciones,  sin  que  tenga  derecho, 
en  caso  de  reducción  ó  supresión  de  obia,  á  reclamar 
ninguna  indemnización  á  pretesto  de  beneficios  que 
hubiera  podido  obtener  en  la  parte  reducida  ó  supri- 
mida. 

Si  para  llevar  á  efecto  las  modificaciones  á  que  se 
refiere  el  artículo  anterior  juzgase  necesario  la  Admi- 
nistración suspender  el  todo  ó  parte  de  las  obras  con- 
tratadas, se  comunicará  por  escrito  la  órden  correspon- 
diente al  contratista,  procediéndose  á  la  medición  de 
la  obra  ejecutada  en  la  parte  á  que  alcance  la  suspen- 
sión, y  extendiéndose  acta  del  resultado. 

Siempre  que  sin  hallarse  estipulado  en  las  condicio- 
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nes  particulares  del  contrato  se  crea  conveniente  em- 
plear materiales  pertenecientes  al  Estado,  solo  se 
abonará  al  contratista  el  valor  del  trasporte  y  de  la 
mano  de  obra,  sin  que  tenga  derecho  á  reclamar  indem- 
nización de  ningún  género,  ó  no  ser  que  hubiese  hecho 
el  acopio  de  los  materiales  contratados.  Esta  altera- 
ción deberá  considerarse  como  una  modificación  al 
proyecto  de  la  contrata  para  los  efectos  del  artículo  50. 

Cuando  se  juzgue  necesario  emplear  materiales  6 
ejecutar  obras  que  no  figuren  el  presupuesto  de  la  con- 
trata, se  valuará  su  importe  á  los  precios  asignados  en 
el  mismo  presupuesto  á  otras  obras  ó  materiales  análo- 
gos. Si  los  precios  no  pudiesen  determinarse  por 
comparación,  se  fijarán  por  el  Ingeniero,  de  acuerdo 
con  el  contratista,  sometiéndolos  á  la  aprobación  supe- 
rior y  con  sujeción  á  la  baja  del  remate.  No  habiendo 
conformidad  para  la  fijación  de  estos  precios  entre  la 
Administración  y  el  contratista,  quedará  éste  relevado 
de  la  construcción  de  la  parte  de  obra  ele  que  se  trata, 
sin  derecho  á  indemnización  de  ninguna  clase,  abonán- 
dole, sin  embargo,  los  materiales  que  sean  de  recibo  y 
que  hubiesen  quedado  sin  empleo  por  la  modificación 
introducida. — Art.  47. 

Cuando  en  la  contrata  se  comprendan  unas  obras  de 
tal  naturaleza  que,  figurando  por  una  cantidad  alzada 
en  el  presupuesto,  no  se  haga  su  proyecto  definitivo 
sino  á  medida  que  se  vayan  conociendo  sus  circunstan- 
cias, se  aplicarán  á  estas  obras  las  disposiciones  que 
para  los  proyectos  de  modificación  se  determinan  en 
los  artículos  44  y  50. — Art.  48. 

758.  V.  Casos  de  rescisión. — l9  La  muerte 
del  contratista,  á  no  ser  que  los  herederos  forzosos 
ofrezcan  llevarlo  á  cabo  bajo  las  mismas  condiciones. 
El  Gobierno  puede  ó  no,  admitir  su  ofrecimiento,  según 
convenga,  sin  que  en  el  último  caso  tengan  derecho  á 
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indemnización  alguna,  aunque  sí  á  que  se  adquieran 
por  el  Estado,  previa  tasación,  las  herramientas  útiles 
y  efectos  destinados  á  las  obras. — Art.  49. 

2?  Las  modificaciones  que  alteren  los  contratos  de 
manera  que  en  el  importe  total  resulte  una  diferencia 
de  la  6*  parte  en  más  ó  en  menos,  según  los  artículos 
44  y  46.  El  contratista  tendrá  derecho  á  la  rescisión 
y  al  abono  de  los  materiales  que  sean  de  recibo  y  que 
queden  sin  emplear.  Lo  mismo  se  observará  cuando 
la  alteración  sea  producida  por  las  equivocaciones  ma- 
teriales á  que  se  refiere  el  artículo  42,  siempre  que  se 
haya  reclamado  en  el  término  que  en  el  mismo  artícu- 
lo se  determina,  ó  cuando  provenga  de  la  diferencia 
entre  el  presupuesto  detallado  de  las  obras  á  que  alu- 
da el  48  y  la  cantidad  alzada  que  para  las  mismas  fi- 
gure en  el  general  de  la  contrata.  Cuando  se  reúnan 
dos  ó  tres  de  las  causas  expresadas  podrán  acumularse 
sus  resultados  para  el  efecto  de  producir  derecho  á  la 
rescisión. — Art.  50. 

3?  Si  el  Gobierno  General  dispone  que  cesen  ó  se 
suspendan  indefinidamente  las  obras.  El  contratista 
tendrá  derecho  á  la  rescisión,  procediéndose  á  la  recep- 
ción provisional  de  las  ejecutadas  y  á  la  final  cuando 
haya  expiado  el  término  de  su  garantía. — Art.  51. 

4  9  Si,  trascurrido  el  término  señalado  para  la  eje- 
cución, no  se  alza  la  suspensión  á  que  se  refiere  el 
articulo  45.  Se  procederá  desde  luego  á  la  recepción 
provisional  de  lo  ejecutado  y  á  lo  final,  expirado  que 
sea  el  plazo  de  garantía,  si  el  contratista  hiciese  uso  de 
su  derecho.  Igual  derecho  se  le  concede  cuando  dure 
más  de  un  año  la  suspensión,  siempre  que  el  importe 
de  la  obra  exceda  de  un  sexto  del  total  de  la  contrata. 
—Art,  52. 

59  Si  durante  la  ejecución  de  las  obras  experimen- 
taren los  precios  un  aumento  notable,  siempre  que  del 
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expediente  que  él  instruya  resulte:  l9,  que  la  alza  ha 
tenido  lugar  desde  la  época  en  que  se  verificó  la  subas- 
ta, no  desde  que  se  formó  el  proyecto;  29,  que  no  es  de- 
bida á  la  ejecución  de  las  obras  á  que  se  refiere  la  con- 
trata sino  á  la  de  otras  que  se  hayan  emprendido  con 
posterioridad,  ó  á  una  causa  general  no  prevista;  3?, 
que  no  es  producida  por  circunstancias  de  carácter 
transitorio,  como  las  faenas  de  la  agricultura,  y  otras 
análogas.  Se  entiende  por  aumento  notable  el  que  apli- 
cado á  la  masa  de  obra  que  falte  ejecutar  diere  una 
cantidad  superior  al  sexto  del  importe  total  de  la  con- 
trata. Ea  el  caso  de  que  por  alza  de  precios,  se  recla- 
me la  rescisión,  no  se  suspenderán  las  obras.  Si  tras- 
curridos tres  meses  no  hubiere  resuelto  el  Gobierno 
General,  se  considerará  de  hecho  rescindida  la  contra- 
ta, procediéndose  á  la  liquidación  de  lo  ejecutado  hasta 
entonces,  á  los  precios  de  la  misma,  sin  aumento  algu- 
no ni  abono  de  ninguna  clase,  prévia  la  indemnización 
de  perjuicios. — Arts.  53  y  54. 

En  los  casos  3?  y  49,  las  herramientas  y  útiles  indis- 
pensables á  las  obras,  con  las  cuales  no  quiera  quedar- 
se .el  contratista,  se  tomarán  por  el  Gobierno  General, 
prévia  valuación  convencional  ó  por  peritos,  sin  aumen- 
to de  ninguna  especie.  Los  materiales  acopiados  y 
puestos  al  pié  de  obra,  si  son  de  recibo,  serán  igual- 
mente tomados  por  cuenta  de  la  Administración,  al 
precio  de  la  contrata,  así  como  los  materiales  acopiados 
fuera  de  las  obras  siempre  que  el  contratista  los  tras- 
porte al  pié  de  aquellas  en  el  término  de  un  mes,  á  no 
ser  que  la  Administración  prefiera  recibirlos  en  el  pun- 
to en  que  se  encuentren.  Se  concederá,  además,  al 
contratista  una  indemnización  que  determinará  el  Go- 
bierno, oyendo  al  Consejo  de  Estado,  pero  que  nunca 
excederá  del  3  por  100  del  valor  de  las  obras  que  res- 
ten por  ejecutar. — Art.  55. 
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6?  Si  el  contratista  dejare  trascurrir  el  término  que 
le  hubiere  señalado  el  Ingeniero  sin  haber  obedecido  á 
las  prescripciones  de  éste  relativas  al  número  de  ope- 
rarios y  al  orden  que  deba  seguir  en  los  trabajos,  á  fin 
de  que  cese  la  demasiada  lentitud  que  hubiere  obser- 
vado en  la  ejecución  de  las  obras.  Si  esta  ha  de  conti- 
nuarse por  Administración,  el  contratista  no  tendrá  in- 
tervención alguna  en  su  dirección  y  organización,  pero 
podrá  presenciar  los  pagos,  sin  derecho  á  reclamaciones 
respecto  de  precios  ele  materiales  ó  de  jornales  satisfe- 
chos. Si  la  Administración  resuelve  continuar  la  obra 
por  nueva  contrata  señalará  el  tipo  que  crea  convenien- 
te para  la  subasta  ó  subastas  sucesivas.  En  este  caso 
y  en  el  anterior  responderá  la  fianza  del  primitivo  con- 
tratista del  mayor  coste  que  pudiera  tener  sobre  el 
importe  de  su  contrata  así  como  de  la  conservación 
durante  el  plazo  de  garantía  de  las  que  ejecutó,  devol- 
viéndosele el  resto  de  aquella,  si  lo  hubiere,  á  la  de- 
terminación de  las  obras,  sin  que  en  ningún  caso  tenga 
derecho  á  la  economía  que  se  obtenga  en  la  ejecución 
respecto  del  precio  en  que  las  haya  contratado. — 
Arts.  56,  57  y  58. 

79  Si  el  contratista  dejase  de  cumplir  en  el  tiempo 
estipulado  su  contrata.  En  este  caso  quedará  de  hecho 
rescindida,  con  pérdida  de  la  fianza,  sin  que  se  le  ad- 
mita ninguna  reclamación.  Sólo  cuando  demuestre  que 
el  retraso  de  las  obras  fué  producido  por  motivos  ine- 
vitables y  ofrezca  cumplir  su  compromiso  dándole 
próroga  del  tiempo  que  se  le  habia  designado  podrá 
la  Administración,  si  así  lo  tuviere  por  convenien- 
te, concederle  lo  que  prudencialmente  le  parezca. — 
Art.  59. 

Cuando  la  rescisión  de  una  contrata  tenga  lugar  en 
los  casos  2?  y  59,  no  tendrá  derecho  el  contratista  á 
reclamar  indemnización  de  ningún  género,  ni  á  que  se 
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adquieran  por  la  Administración  los  útiles  y  las  herra- 
mientas destinados  á  las  obras. — Art.  60. 

759.  VI.  Medición,  recepción  de  las  obras 
y  liquidación  final. — Las  mediciones  parciales  se 
verificarán  en  los  plazos  señalados  en  las  condiciones 
económicas  de  la  contrata,  citándose  previamente  al 
contratista  por  si  crée  conveniente  presenciarlas.  Que- 
dan sujetas  á  las  rectificaciones  á  que  dé  lugar  la  me- 
dición final.  La  cantidad  y  naturaleza  de  la  obra 
hecha  se  justificará  en  la  medición  general  del  modo 
siguiente:  con  los  perfiles  del  proyecto,  de  que  se  dará 
conocimiento  al  contratista  al  tiempo  del  replanteo  de 
las  obras,  haciéndose  entónces  su  comprobación  sobre, 
el  terreno  y  rectificándose  los  que  resultaren  equivo- 
cados. Verificado  el  replanteo  y  comprobación  de  los 
perfiles,  se  hará  constar  en  las  hojas  correspondientes 
de  los  planos  la  conformidad  del  contratista;  con  los 
perfiles  que  se  formen  al  tiempo  de  hacer  la  medición 
de  la  obra  ejecutada,  que  deberán  tomarse  precisa- 
mente en  los  mismos  puntos  á  que  corresponden  los 
del  proyecto,  firmándose  por  el  Ingeniero  y  el  contra- 
tista; con  los  perfiles  que  en  el  mismo  punto  se  tomen 
durante  la  ejecución  de  los  desmontes,  á  petición  del 
contratista  y  por  orden  del  Ingeniero,  tomándose  ade- 
más perfiles  intermedios  en  los  puntos  de  paso  que 
resultarían  si  se  consideraran  perfiles  longitudinales 
en  las  diferentes  capas  de  terreno  que  se  presenten, 
anotándose  las  distancias  de  estos  últimos  á  los  más 
próximos  del  proyecto,  sin  admitirse  reclamación  algu- 
na al  contratista  por  razón  de  cambio  en  la  naturaleza 
de  los  terrenos,  puesto  que  los  que  hubiesen  ocurrido 
deben  hallarse  justificados  por  los  perfiles  tomados  du- 
rante el  curso  de  los  trabajos;  de  un  modo  análogo  y 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  Ingeniero,  se  lleva- 
rá nota  de  las  excavaciones  que  se  hagan  para  los  ei- 
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alientos  y  fuera  del  emplazamiento  de  las  obras  para 
la  ejecución  de  los  terraplenes. — Art.  62. 

Por  los  encargados  de  la  Inspección  y  vigilancia  de 
los  trabajos  se  tomarán  asimismo,  durante  la  ejecución 
de  las  obras,  notas  para  determinar  las  distancias  me- 
dias á  que  lleven  los  materiales  y  los  productos  de  las 
escavaciones,  en  el  supuesto  de  que  deberá  atenerse 
el  contratista  á  lo  que  el  Ingeniero  le  prefije  sobre  la 
ejecución  de  esta  clase  de  trabajos.  El  abono  de  las 
conducciones  se  hará  con  arreglo  á  lo  que  resulte  de 
las  notas  expresadas,  sin  que  el  contratista  pueda  fun- 
dar reclamación  alguna  en  las  indicaciones  que  sobre 
distancias  se  hagan  en  los  documentos  del  proyecto. — 
Art.  63. 

La  medición  final  y  recepción  provisional  se  verifi- 
cará, inmediatamente  después  de  terminadas  las  obras, 
por  el  Ingeniero,  ó  ingenieros,  que  el  Gobierno  Gene- 
ral designe  al  efecto  con  precisa  asistencia  del  contra- 
tista ó  su  representante  debidamente  autorizado,  á  me- 
nos que  no  declare  por  escrito  que  renuncia  á  este 
derecho  y  que  se  conforma  de  antemano  con  el  resul- 
tado de  esta  operación.  En  el  caso  de  que  el  contratis- 
ta se  negare  á  presenciarla,  ó  en  el  de  no  conteste  á 
la  invitación  que  deberá  dirigirle  el  Ingeniero  por  es- 
crito, el  Jefe  del  distrito  acudirá  á  la  Autoridad  local  de 
más  categoría  que  en  él  hubiese,  para  que  disponga  su 
citación;  y  si  tampoco  entonces  concurriese,  dicha  Au- 
toridad nombrará  de  oficio  una  persona  que  le  repre- 
sente, siendo  de  cuenta  del  mismo  los  gastos  que  esta 
representación  ocasionare. — Art.  64. 

La  recepción  definitiva  se  llevará  á  efecto  tan  pronto 
como  espire  el  término  señalado  para  la  garantía,  que  se 
fijará  en  las  condiciones  particulares.  Durante  este  pla- 
zo quedará  el  contratista  responsable  de  la  conserva- 
ción y  reparación  de  las  obras  contratadas. — Art.  65. 
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En  las  actas  que  se  extiendan  de  medición  y  recep- 
ción, y  en  los  documentos  que  las  acompañen,  deberá 
aparecer  la  conformidad  del  contratista  ó  su  represen- 
tante, aunque  éste  haya  sido  nombrado  de  oficio:  en 
caso  de  conformidad  expondrá  sumariamente,  y  á  re- 
serva de  ampliarlas  dentro  del  preciso  término  de  30 
dias,  las  razones  que  tengá^ara  ello.  Si  dejare  trascu- 
rrir este  término  sin  verificarlo,  se  entenderá  que  se 
conforma,  sin  admitirle  ulterior  reclamación.  De  di- 
chas actas  y  documentos  deberá  entregarse  al  contra- 
tista copia  autorizada. — Art.  66. 

La  liquidación  definitiva  se  hará  en  vista  de  la  me- 
dición general.  Esta  liquidación  se  redactará  en  la 
forma  que  se  halla  prevenida  ó  que  en  lo  sucesivo  se 
previniere  en  los  reglamentos,  y  deberá  comprender 
todos  los  trabajos  ejecutados,  comunicando  su  resulta- 
do al  contratista  para  los  efectos  expresados  en  el  ar- 
tículo anterior.  A  ella  acompañarán,  primero,  los  esta- 
dos de  cubicaciones  y  la  série  de  perfiles  y  secciones 
trasversales  que  hayan  servido  de  base  para  formarlos; 
segundo,  los  detalles  de  las  mediciones  de  todas  las 
obras  que  comprende  la  contrata, — Art.  67. 

A  la  recepción  definitiva  acompañará  la  liquidación 
de  las  obras  de  conservación  de  cargo  del  contratista 
durante  el  plazo  de  garantía,  cuando  según  las. condi- 
ciones de  la  contrata  le  sean  de  abono. — Art.  68. 

Si  las  obras  no  estuviesen  ejecutadas  con  arreglo  á 
las  condiciones  de  la  contrata,  se  suspenderá  la  recep- 
ción hasta  que  se  hallen  en  este  estado;  en  la  inte- 
ligencia de  que  desde  el  dia  en  que  se;  haya  verificado 
el  primer  reconocimiento  para  la  definitiva  cesará  el 
abono  de  materiales  que  se  hace  al  contratista  para  la 
conservación. — Art.  69. 

No  se  devolverá  la  fianza  al  contratista  hasta  que  se 
apruebe  la  recepción  definitiva  y  justifique  haber  satis- 
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fecho  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  que 
comprende  su  cuenta. — Art.  70. 

Si  el  Gobierno  General  creyere  conveniente  hacer 
recepciones  parciales,  no  por  esto  tendrá  derecho  el 
contratista,  aunque  quede  libre  de  la  responsabilidad 
de  las  obras  recibidas,  á  que  se  le  devuelva  la  parte 
proporcional  de  la  fianza, ,  (pe  quedará  íntegra  hasta  la 
terminación  de  todas  '  las  obras,  para  responder  del 
cumplimiento  de  la  contrata,  según  se  dispone  en  el 
artículo  anterior. — Art.  71. 

760.  Muelles.— Por  R  O.  de  8  de  Marzo  de  1859 
se  dictaron  reglas  para  la  construcción  de  muelles  y 
almacenes  en  los  puertos  habilitados  y  embarcaderos  de 
esta  Isla.  Conforme  á  ellas,  divídense  los  muelles  en 
generales  y  de  uso  especial,  perteneciendo  á  los  pri- 
meros los  que  se  destinan  á  la  carga  y  descarga  de  los 
buques  que  hagan  el  comercio  de  cabotaje  por  los  puer- 
tos habilitados  y  correspondiendo  á  los  segundos  los 
que  sirven  solo  para  embarcar  los  frutos  de  las  fincas  é 
ingenios  ó  los  productos  de  algunas  minas  ó  industrias 
con  destino  á  un  puerto  habilitado  de  la  Isla.  Según 
lo  vaya  exigiendo  el  servicio  y  desarrollo  de  la  nave- 
gación, la  Dirección  de  Obras  Públicas  (hoy  Inspec- 
ción) ha  de  levantar  un  plano  de  todos  los  muelles 
generales  que  deban  hacerse  en  cada  uno  de  los  puer- 
tos habilitados  para  el  comercio  exterior  y  de  cabota- 
je, no  permitiéndose  construir  ningún  muelle  general 
fuera  de  este  plano. 

Cuando  el  Gobierno  y  los  particulares  intenten  cons- 
truir un  muelle  de  uso  especial  han  de  formar  también 
y  presentar  al  Gobernador  General  el  plano  de  todas 
las  obras  que  quieran  llevar  á  cabo. 

Ningún  muelle,  cualquiera  que  sea  su  clase,  deberá 
impedir  la  defensa  ni  libre  entrada  y  salida  de  los 
puertos. 
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Todos  los  muelles  generales  que  se  construyan  de 
nuevo  quedarán  separados  por  medio  de  una  verja  de 
las  poblaciones  ó  edificios  inmediatos,  disposición  ex- 
tensiva á  los  muelles  generales  existentes  siempre  que 
sus  circunstancias  no  impidan  absolutamente  la  cons- 
trucción de  la  verja.  H 

No  se  permite  levantar  ningún  almacén  ni  edificio 
particular  á  menor  distancia  de  sesenta  piés  de  la  ver- 
ja. Lo  mismo  ha  de  observarse  respecto  de  los  mue- 
lles de  uso  especial  midiéndose  los  sesenta  piés  del 
sitio  que  debiera  ocupar  la  verja. 

Con  sujeción  á  los  planos,  á  las  demás  disposicio- 
nes indicadas,  á  las  condiciones  de  arte  que  en  cada 
caso  proponga  ó  apruebe  la  Inspección  de  Obras  Pú- 
blicas, y  después  de  haber  oido  á  las  Autoridades  Su- 
periores de  Guerra,  Marina  y  Hacienda,  y  que  reúnen 
las  condiciones  que  requiere  la  buena  administración 
de  la  renta  de  Aduanas,  construirá  el  Gobierno,  6 
permitirá  construir  á  los  particulares  cuantos  almace- 
nes quieran  procurando  no  interrumpirla  continuidad 
de  los  muelles  generales. 

El  permiso  para  construir  no  dá  derecho  al  dominio 
de  los  terrenos  ocupados  con  las  obras.  Sólo  estas 
corresponden  en  propiedad,  ásus  dueños  por  el  tiempo 
que  se  fije  en  la  concesión,  que  no  excederá  de  no- 
venta y  nueve  años,  verificándose  luego  la  reversión 
al  Estado. 

La  Hacienda  no  exigirá  cánon  ni  recibirá  indemni- 
zación alguna  por  los  terrenos  que  ocupen  los  muelles 
y  las  obras  anejas  á  ellos  que  construyan  los  particu- 
lares. 

Si  dos  ó  más  personas  pidiesen  permiso  para  cons- 
truir un  muelle  en  un  mismo  punto  de  la  ribera  del 
mar,  podrá  abrirse  entre  ellas  una  licitación,  conce- 
diéndose el  permiso;  primero,  al  que  presente  el  pro- 
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yecto  más  completo,  tanto  por  su  extensión  como  por 
su  buena  construcción  y  que  ofrezca  mayor  solidez  y 
duración;  segundo,  al  que  mejore  el  término  de  la  con- 
cesión; tercero,  al  que  ofrezca  mayor  ventaja  al  servi- 
cio público  y  del  Estado  por  la  reducción  de  tarifa; 
cuarto,  al  que  prometa  #ar  por  terminado  el  muelle 
en  inénos  tiempo;  y,  quinto,  á  los  dueños  de  terrenos 
colindantes  que  deban  ocupar  los  muelles.  En  todos 
los  permisos  á  los  particulares  se  consignará:  primero, 
el  tiempo  en  que  deben  terminarse  los  muelles,  pasa- 
do el  cual  quedará  sin  efecto  la  concesión  si  no  estu- 
viesen hechos;  segundo,  la  obligación  de  ceder  al 
Estado  la  propiedad  de  los  muelles,  terraplenes,  etc., 
cuando  lo  exija  el  interés  público,  sin  más  indemni- 
zación que  el  valor  de  las  obras  existentes. 

Los  Reglamentos  y  tarifas  que  determinen  los  de- 
rechos de  atraque  que  debe  cobrar  la  Hacienda  en  los 
muelles  construidos  por  cuenta  del  Gobierno  regirán 
igualmente  para  el  cobro  de  los  mismos  derechos  por 
los  dueños  de  muelle  de  propiedad  particular.  Sus 
dueños  no  podrán  exigir  derechos  de  atraque  si  se  , 
suprimieren  en  los  del  Estado. 

Las  reglas  establecidas  no  obligan  á.los  dueños  de 
los  muelles  y  almacenes  particulares  ya  terminados  á 
introducir  ninguna  alteración,  pero  no  podrán  recons- 
truirlos sin  sujetarse  á  todas  las  condiciones  que  se 
exijen  para  los  muelles  nuevos,  ni  impedir  que  los  ge- 
nerales se  construyan  en  cualquier  tiempo  con  arreglo 
á  los  planos  aprobados  por  el  Gobierno. 

Por  R.  O.  de  22  de  Agosto  de  1866,  se  ampliaron 
las  reglas  mandadas  á  observar  por  la  de  8  de  Marzo 
de  1859,  en  el  sentido  y  forma  que  pasamos  á  expo- 
ner. Corresponde  al  Gobernador  General  la  aproba- 
ción de  los  proyectos  generales  de  muelles  y  almace- 
nes, los  puertos  habilitados,  embarcaderos  y  en  el 
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litoral  de  la  Isla,  con  arreglo  á  lo  que  se  dispone  en  di- 
cha R.  O.  de  1859;  siendo  también  de  su  resolución  las 
concesiones  de  licencias  para  nuevas  construcciones 
y  reedificaciones  de  muelles  y  almacenes  respecto  á 
los  que  no  exista  proyecto  general  aprobado,  así  como 
la  de  los  que  se  hallen  dentro  de  los  límites  marcados 
en  los  proyectos  aprobados.  (1) 

Los  Gobernadores,  previo  informe  de  conformidad 
del  Ingeniero  Jefe,  concederán  licencia  para  las  obras 
de  conservación  y  entretenimiento  de  los  muelles  y 
almacenes  existentes.  En  las  licencias  deberá  cons- 
tar siempre  el  expresado  informe. 

Quedan  reservadas  al  Gobernador  General  las  con- 
cesiones para  verificar  estudios  en  los  puertos  habili- 
tados y  en  el  litoral  de  la  Isla,  y  á  los  Gobernadores 
las  de  licencias  para  efectuar  reconocimientos  y  estu- 
dios de  muelles  y  almacenes  dentro  de  los  límites  de 
los  proyectos  aprobados  prévia  consulta  del  Capitán 
del  Puerto  y  de  la  Autoridad  militar  del  punto,  si  los 
estudios  han  de  verificarse  en  alguna  zona  militar,  de 
fortificaciones  ú  otro  uso  del  ramo  de  Guerra. 

El  Gobernador  General  comunicará  á  las  Autorida- 
des Superiores  de  Hacienda  y  Marina  y  al  Inspector 
General  de  Obras  Públicas,  así  como  también  á  la  de 
Guerra,  remitiéndole  copia  de  los  proyectos  y  conce- 
siones aprobados  cuando  estos  se  hallen  en  punto  de 
la  jurisdicción  militar,  á  fin  de  que  por  su  conducto 
llegue  á  noticia  de  sus  correspondientes  subordinados. 

Lo  mismo  practicarán  los  Gobernadores  respecto 
de  las  Autoridades  locales  de  dichos  ramos. 

En  caso  de  disentimiento  entre  las  Autoridades  lo- 
cales y  el  Ingeniero,  se  suspenderá  la  resolución,  re- 
servándose al  Gobernador  General. 


(1)  Han  de  tenerse  en  cuenta  el  R.  D.  de  5  de  Octubre  de  1875  y  el  de 
5  de  Mayo  de  1876.    Véanse  párrafos  751  y  752,  página  9  de  este  tomo. 
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Si  las  Autoridades  locales  de  Guerra,  Marina  ó 
Hacienda  juzgaren  inconveniente  ó  perjudicial  al  Es- 
tado cualquiera  de  las  licencias  de  reparación  concedi- 
das por  los  Gobernadores,  lo  manifestarán  á  aquellos 
para  que  dispongan  lo  conveniente.  Si  no  les  satisfa- 
ciere  las  resoluciones  que  adopten,  lo  expondrán  de 
nuevo  para  que  se  suspendan  las  obras  poniéndolo  en 
conocimiento  de  sus  Jefes  y  superiores  para  que  estos 
lo  consulten  al  Gobernador  General,  el  cual  resolverá 
oyendo  á  las  Autoridades  que  estime  conveniente. 

Las  licencias  cuya  concesión  se  reservan  al  Gobier- 
no General,  se  sujetarán  á  lo  que  en  cada  caso  se  de- 
termine. El  plazo  máximo  de  concesión  es  de  noventa 
y  nueve  años. 

Si  las  construcciones  fuesen  de  otro  género  más 
costoso  que  el  de  las  concedidas  hasta  la  fecha,  ó  las 
dificultades  de  construcción  de  un  muelle  la  hiciera 
tan  dispendiosa  que  se  presumiese  razonablemente 
que  en  dicho  período  no  podría  el  contratista  obtener 
una  regular  y  prudente  ganancia  después  de  resarcirse 
del  capital  empleado,  se  variará  el  período  de  conce- 
sión por  el  Gobierno  General,  oyendo  á  la  Inspección 
General  de  Obras  Públicas,  si  el  término  hubiere  sido 
menor  de  noventa  y  nueve  años,  sin  que  ens  ningún 
caso,  pueda  exceder  de  éste. 

Los  particulares  que  pretendan  hacer  alguna  obra 
en  los  muelles  ó  almacenes  en  la  zona  marítima,  en  la 
ribera  del  mar  y  en  la  zona  de  comunicación  y  servi- 
cio elevarán  sus  instancias  por  conducto  del  Gober- 
nador. (1) 

(1)  Son  de  dominio  público  la  zona  marítima  con  la  extensión  que  mar- 
can las  leyes  internacionales,  la  ribera  del  mar  que  comprende  el  espacio 
de  terreno  entre  la  baja  y  pleamar  en  las  altas  mareas,  y  la  zona  de  comu- 
nicación y  servicio  con  un  ancho  de  16  metros  y  72  centímetros  alrededor 
de  la  ribera  del  mar,  contando  del  límite  mas  hácia  la  tierra  de  la  misma. 
K.  O.  citada. 
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Los  particulares  á  quienes  se  hagan  concesiones  de 
muelles  tendrán  la  obligación  de  prestarlos  gratuita  y 
preferentemente  para  el  servicio  de  los  buques  del 
Estado  cuando  fuere  necesario. 

Queda  prohibido  ejecutar  obra  ni  estudio  alguno  en 
los  puertos  habilitados,  embarcaderos,  litoral,  zona 
marítima  y  de  comunicación  y  servicio  de  los  mismos 
sin  previa  licencia  de  la  Autoridad  correspondiente, 
suspendiéndose  toda  obra  que  se  ejecute  sin  dicha  li- 
cencia. 

Los  infractores,  así  como  los  que  se  excedieren  en 
las  licencias  que  se  les  hubiere  concedido,  serán  cas- 
tigados: primero,  con  la  suspensión  expresada;  segun- 
do, con  la  obligación,  para  poder  continuar  la  obra,  de 
practicar  la  tramitación  correspondiente  hasta  obtener 
la  licencia  necesaria;  tercero,  con  el  derribo  á  su  costa 
de  la  parte  ó  el  todo  de  la  obra,  que  se  oponga  al  cum- 
plí miento  del  proyecto  aprobado  ó  que  exceda  de  la 
licencia  concedida,  y,  cuarto,  con  una  multa  propor- 
cionada á  la  gravedad  de  las  circunstancias  y  al  mayor 
ó  menor  costo  de  lo  ejecutado  sobre  lo  cual  habrá  de 
oirse  el  dictámen  del  Ingeniero  Jefe. 

Las  Autoridades  á  quienes  corresponda  la  conce- 
sión, impondrán  las  referidas  multas,  con  arreglo  al 
R  D.  de  28  de  Febrero  de  1856. 

La  ejecución  de  las  obras  y  expediente  para  su  con- 
cesión deberán  sujetarse  además  á  las  disposiciones 
del  Reglamento  de  27  de  Marzo  de  1866,  reorganizan- 
do el  servicio  de  Obras  Públicas  en  esta  Isla.  (1) 


(1)   Yéanse  los  párrafos  746,  751  y  752,  páginas  2  y  9  de  este  tomo. 


CAPITULO  YII. 

De  los  contratos  administrativos. 


761.  Legislación  vigente.— El  R  D.  de  27  de 

Febrero  de  1852.  Dicho  R,  D.  se  hizo  extensivo  á 
esta  Isla  por  R.  O.  de  29  de  Setiembre  de  1856.  Es 
de  advertirse  que  se  refiere,  no  sólo  á  toda  clase  de 
contratos  sobre  servicios  públicos,  sino  también  á  las 
Obras  Públicas.  Respecto  de  estas  últimas,  deben 
tenerse  en  cuenta  las  disposiciones  especiales  que  se 
exponen  en  el  capítulo  anterior. 

762.  Subasta  y  remate. — Los  contratos  por 
cuenta  del  Estado  han  de  celebrarse  por  remate  so- 
lemne y  público,  previa  la  correspondiente  subasta, 
anunciándose  con  treinta  dias  por  lo  ménos  de  antici- 
pación, por  carteles  y  por  medio  de  la  Gaceta  de  la 
Habana  y  de  los  Boletines  Oficiales  de  las  Provincias 
respectivas. 

Sólo  en  casos  urgentes  podrá  la  Administración 
acortar  el  término  expresado,  pero  sin  que  baje  de 
diez  dias.  Al  anuncio  deberán  acompañar  los  pliegos 
de  condiciones,  y  cuando  esto  no  sea  posible  se  desig- 
nará el  sitio  en  que  estarán  de  manifiesto  como  tam- 
bién las  relaciones,  memorias,  planos,  modelos,  mués- 
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tras  y  demás  objetos  cuyo  conocimiento  sea  necesario 
para  la  debida  inteligencia  de  las  condiciones. 

Se  expresará  además  la  forma  en  que  tendrá  lugar 
la  subasta,  con  el  modelo  de  proposiciones,  que  se  han 
de  presentar  por  escrito  y  en  pliegos  cerrados,  las  con- 
diciones ó  garantías  que  se  exijan  de  los  licitadores,  el 
lugar,  dia  y  hora  y  la  Autoridad  ante  la  cual  ha  de 
verificarse  el  acto. 

También  deberá  prevenirse  en  el  mismo  anuncio, 
para  el  caso  en  que  dos  ó  más  proposiciones  iguales 
dejen  suspendida  la  adjudicación,  si  se  ha  de  verificar 
esta  en  el  mismo  acto  ó  en  otros  sucesivos,  y  en  que 
forma;  pero  no  podrán  ser  admitidos  en  la  nueva  lici- 
tación sino  los  autores  de  las  propuestas  que  hubieren 
causado  el  empate. — Arts.  I9  y  29 

El  Gobierno  designará  siempre  el  tipo  ó  precio  del 
servicio  que  contrate,  insertándolo  en  el  pliego  de 
condiciones  para  que  tenga  toda  publicidad.  En  los 
casos,  sin  embargo,  en  que  las  Leyes  tengan  estable- 
cido reservar  el  precio,  ó  cuando  las  circunstancias 
# especiales  del  servicio  lo  exijan  á  juicio  del  Gobierno, 
se  consignará  dicho  precio  en  un  pliego  cerrado  y  se- 
llado, el  cual  se  entregará  en  esa  forma  al  que  presida 
la  subasta  para  su  apertura,  después  de  leidos  los  plie- 
gos de  las  proposiciones,  á  fin  de  que  pueda  tener  lu- 
gar ia  adjudicación  del  servicio,  si  estuvieren  arregla- 
das á  lo  que  en  aquel  se  prescriba. — Art.  39 

La  adjudicación  del  remate  recaerá  siempre  sobre 
la  proposición  más  ventajosa,  pero  deberá  estar  exac- 
tamente arreglada  á  la  forma  que  previamente  se  hu- 
biere establecido  para  la  subasta. 

El  Gobierno  y  sus  Delegados  en  su  caso,  aprobarán 
todos  los  remates  siempre  que  deban  serlo  por  haber- 
se cumplido  todas  las  condiciones;  mas  estos  no  po- 
drán ser  anulados  sino  por  el  Gobierno,  oido  el  Con- 
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sejo  de  Estado.  Cuando  el  rematante  no  cumpliese 
las  condiciones  que  deba  llenar  para  el  otorgamiento 
de  la  escritura,  ó  impidiese  que  esta  tenga  efecto  en 
el  término  que  se  señale,  se  tendrá  por  rescindido  el 
contrato  á  perjuicio  del  mismo  rematante. 

Los  efectos  de  esta  declaración  serán:  primero,  que 
se  celebre  nuevo  remate  bajo  iguales  condiciones,  pa- 
gando el  primer  rematante  la  diferencia  del  primero 
al  segundo;  segundo,  que  satisfaga  también  aquel  los 
perjuicios  que  hubiere  recibido  el  Estado  con  la  de- 
mora del  servicio. 

Para  cubrir  estas  responsabilidades  se  le  retendrá 
siempre  la  garantía  de  la  subasta  y  aun  se  podrá  secues- 
trarle bienes  hasta  cubrir  las  responsabilidades  proba- 
bles, si  aquella  no  alcanzase.  No  presentándose  pro- 
posición admisible  para  el  nuevo  remate,  se  hará  el 
servicio  por  cuenta  de  la  Administración  á  perjuicio 
del  primer  rematante. — Arts.  49  y  59 

763.  Excepciones. — Quedan  exceptuados  de  las 
solemnidades  de  las  subatas  y  remates  públicos:  pri- 
mero, los  contratos  que  no  excedan  de  treinta  mil 
reales  en  su  total  importe,  ó  de  seis  mil  las  entregas 
que  deban  hacerse  anualmente,  si  el  concierto  se  veri- 
fica por  uno  de  los  Ministros  de  la  Corona;  segundo, 
los  contratos  que  no  excedan  de  quince  mil  reales  en 
su  total  importe,  ó  de  tres  mil  en  las  entregas  que  deban 
hacerse  anualmente,  si  el  concierto  se  verifica  por  las 
Direcciones  Generales;  tercero,  los  contratos  que  no 
excedan  de  cinco  mil  reales  en  su  total  importe,  ó  sea, 
mil  pesos  las  entregas  anuales,  si  el  contrato  se  celebra 
por  delegación  en  las  Provincias  y  se  autorizare  para 
ello  por  el  Gobierno  ó  su  Delegado;  cuarto,  los  contra- 
tos sobre  objetos  cuyo  productor  disfrute  privilegio  de 
invención  ó  introducción;  quinto,  aquellos  que  sean 
sobre  artículos  en  que  no  haya  más  de  un  solo  produc- 
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tor;  sexto,  los  que  versen  sobre  objetos  de  que  no  ha- 
ya más  ele  un  sólo  poseedor;  sétimo,  los  contratos  de 
reconocida  urgencia  que  por  circunstancias  imprevistas 
demandaren  un  pronto  servicio  que  no  dé  lugar  á  los 
trámites  prefijados;  octavo,  los  que  se  verifiquen  des- 
pués de  dos  subastas  consecutivas  sin  haber  licitado- 
res,  con  tal  de  que  no  excedan  del  tipo  fijado  en  las 
condiciones;  noveno,  los  contratos  en  que  la  seguridad 
del  Estado  exija  garantías  especiales  ó  gran  reserva 
por  parte  de  la  Administración;  décimo,  los  contratos 
de  explotación,  fabricación  ó  abastecimiento  que  se  ha- 
gan por  vía  de  ensayo. 

Para  celebrar  cualquiera  de  los  mencionados  contra- 
tos deberá  preceder  un  R.  D.  de  autorización  expedido 
con  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros;  y  en  cuanto  á 
los  comprendidos  en  los  números  4.°,  5?,  6?  y  79,  el 
dictamen  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  ó  de  las 
respectivas  Secciones  del  mismo,  según  lo  exigiere  la 
importancia  del  asunto. 

Se  formará  préviamente  el  pliego  de  condiciones, 
incluyéndose  entre  ellas  la  garantía  acomodada  al  caso 
qué  haya  de  prestar  el  contratista. 

Su  validéz  dependerá  siempre  de  la  aprobación  Su- 
perior en  el  órden  ascendente  de  las  Autoridades  ó 
funcionarios  que  celebren  dichos  actos;  y  cuando  el 
contrato  lo  hubiere  hecho  el  Ministro  correspondiente, 
se  acordará  dicha  aprobación  en  Consejo  de  Ministros, 
sin  que  sean  extensivas  estas  prescripciones  á  los  ca- 
sos en  que  una  necesidad  de  fuerza  mayor  obligue  ála 
Administración  á  contraer  los  compromisos  menciona- 
dos ni  á  los  que  estén  previstos  en  los  Reglamentos 
Generales  de  los  respectivos  servicios. — Arts.  6, 
7y8. 

También  se  exceptúan  de  la  subasta  y  remate  los 
contratos  para  operaciones  del  Tesoro  relatiyas  á  su 
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deuda  flotante,  y  las  negociaciones,  descuentos  y  tras- 
lación material  de  caudales. — Art.  1° 

764.  Disposiciones  generales. — En  los  pliegos 
de  condiciones  mencionados  en  los  artículos  2°  y  79, 
deberán  preverse  los  casos  de  falta  de  cumplimiento 
por  parte  de  los  contratistas,  determinando  la  acción 
que  haya  de  ejercer  la  Administración  sobre  las  garan- 
tías y  demás  medios  por  los  que  se  hubiere  de  compe- 
ler á  aquellos  á  que  cumplan  sus  obligaciones  y  á  que 
resarzan  los  perjuicios  irrogados  por  dicha  causa. 

Cuando  ocurriesen  tales  casos,  las  disposiciones  gu- 
bernativas de  la  Administración  serán  ejecutivas,  que- 
dando á  salvo  el  derecho  de  los  contratistas  para  dirigir 
sus  reclamaciones  y  demandas  por  la  vía  Contencioso- 
Administrativo. — Art.  9. 

Las  multas  y  demás  indemnizaciones  á  que  dieren 
lugar  los  contratistas  se  harán  efectivas  gubernativa- 
mente: primero,  sobre  las  sumas  en  metálico  ó  en  efec- 
tos de  la  deuda  del  Estado  que  estuviesen  consignados 
en  garantía  de  sus  obligaciones;  segundo,  sobre  cual- 
quiera otra  clase  de  efectos  ó  bienes  dados  en  afianza- 
miento ó  especialmente  hipotecados  por  los  mismos 
contratistas  ó  sus  fiadores;  tercero,  sobre  los  demás 
bienes  que  á  unos  y  á  otros  pertenecieren.  En  la  eje- 
cución y  venta  de  los  bienes,  se  procederá  sumariamente 
y  por  los  trámites  de  la  vía  de  apremio  con  arreglo  á  lo 
que  para  la  recaudación  de  tributos,  rentas  y  créditos 
del  fisco  establecen  las  Leyes  é  Instrucción  de  Ha- 
cienda Pública. — Arts.  10  y  11. 

Ningún  contrato  celebrado  con  la  Administración  po- 
drá someterse  á  juicio  arbitral,  resolviéndose  cuantas 
cuestiones  puedan  suscitarse  sobre  su  cumplimiento, 
inteligencia,  rescisión  y  efectos  por  la  vía  contencioso- 
administrativa. — Art.  12. 

La  compra  de  efectos  que  se  han  de  recibir  inmedia- 
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tamente  para  todos  los  servicios  públicos  podrá  verifi- 
carse y  quedará  justificada  por  una  cuenta  simple  ó 
factura  del  proveedor,  acompañadas  del  recibo  corres- 
pondiente siempre  que  su  importe  no  exceda  de  los 
límites  que  señalen  los  Reglamentos  respectivos.  Lo 
propio  se  verificará  con  el  giro  y  movimiento  de  cau- 
dales.— Art.  13. 

El  Gobierno  aplicará  las  disposiciones  de  este  De- 
creto, por  medio  de  Reglamentos,  á  los  servicios  y 
Obras  Públicas  provinciales  y  municipales,  sin  más 
excepción  que  la  de  aquellos  servicios  que  no  lleguen 
á  cinco  mil  reales  en  las  Provincias,  ni  á  dos  mil  en 
las  municipalidades. — Art.  14. 


• 


CAPITULO  YIII. 


De  la  Expropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pública. 

765.  Legislación  vigente. — El  Decreto  de  la 
Regencia  del  Reino  de  15  de  Diciembre  de  1841,  ha- 
ciendo extensivas  á  Ultramar  las  reglas  entonces  (1)  vi- 
gentes en  la  Península  para  la  enagenacion  forzosa  por 
causa  de  utilidad  pública,  y  la  R.  O.  de  29  de  Enero 
de  1860. 

766.  Requisitos  para  la  expropiación.    I. — 

Declaración  solemne  de  que  la  obra  proyectada  es  de 
utilidad  pública  y  permiso  competente  para  ejecutarla. 
La  declaración  será  objeto  de  una  Ley,  siempre  que 
para  ejecutarla  haya  necesidad  de  imponer  una  contri- 
bución que  grave  á  una  ó  más  Provincias.  En  los 
demás  casos  corresponde  al  Gobernador  General,  de- 
biendo preceder  las  siguientes  circunstancias: 

1*  Publicación  en  la  Gaceta  de  la  Habana  dando 
tiempo  proporcionado  para  que  los  habitantes  del  pue- 
blo ó  pueblos  que  se  supongan  interesados  puedan  ha- 
cer presente  lo  que  se  les  ofrezca  y  parezca. 


(1)  Hoy  rije  en  la  Península  la  Ley  de  10  de  Enero  de  1879,  y  el  Regla- 
mento  de  13  de  Junio  del  mismo  año.  Ha  sido  hecha  extensiva  á  esta  Isla 
por  R.  D.  de  10  de  Junio  de  1881  para  el  ramo  de  guerra  en  tiempo  de  paz. 
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2*  Informe  del  Ayuntamiento  ó  Ayuntamientos 
respectivos  y  del  Consejo  de  Administración,  por  ha- 
ber sucedido  éste  á  las  Juntas  de  Comercio  y  Fo- 
mento. (1) 

II.  — Declaración  de  que  es  indispensable  que  se 
ceda  ó  enagene  el  todo  ó  parte-  de  una  propiedad  para 
ejecutar  la  obra.  Esta  declaración  corresponde  al  Go- 
bernador Civil,  (2)  previa  audiencia  de  los  interesa- 
dos. En  el  caso  de  que  el  dueño  no  se  conformase, 
podrá  alzarse  para  ante  la  Audiencia  territorial,  á 
quien  se  remitirá  el  expediente  original  y  donde,  oyen- 
do al  ministerio  fiscal  y  pasados  los  autos  al  Relator, 
citadas  las  pai  tes,  se  señalará  dia  para  la  vista  y  se 
determinará  definitivamente  sin  más  trámites  ni  lugar 
á  otro  recurso. 

Los  tutores,  maridos  y  demás  personas  que  tienen 
impedimento  legal  para  vender  los  bienes  que  adminis- 
tran, quedan  autorizados  para  ejecutarlo,  sin  perjuicio 
de  asegurar  con  arfeglo  á  las  Leyes  las  cantidades  que 
reciban  por  premio  de  indemnización  en  favor  de  sus 
menores  ó  representados. 

III.  — Justiprecio  de  lo  que  haya  de  cederse  o  ena- 
genarse  y  de  los  daños  y  perjuicios.  Ha  de  hacerse 
por  peritos  nombrados  uno  por  cada  parte,  6  tercero  en 
discordia  por  entrambas;  y  no  mediando  acuerdo,  hará 
el  nombramiento  el  Gobernador  Civil,  procediendo  de 
oficio  y  sin  causar  costas;  en  cuyo  caso  queda  á  los  in- 


(1)  So  entiende  por  obras  de  utilidad  pública  las  que  tienen  por  objeto 
directo,  proporcionar  al  Estado  en  general,  á  una  ó  más  Provincias,  ó  á  uno 
ó  más  pueblos,  cualesquiera  usos  ó  disfrutes  de  beneficio  común,  bien  sean 
ejecutadas  por  cuenta  del  Estado,  de  las  Provincias  ó  pueblos,  bien  por 
compañías  ó  empresas  particulares  autorizadas  competentemente. — Art.  2? 
del  Real  Decreto  citado. 

(2)  El  R.  D.  habla  de  Gobernadores  y  Tenientes  Gobernadores,  (R.  O, 
29  de  Enero  de  1860.) 
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teresados  el  derecho  de  recusar  hasta  por  dos  veces  al 
nombrado. 

IV.— Pago  del  precio  de  la  indemnización.  El  pre- 
cio íntegro  de  la  tasación  se  satisfará  al  interesado  con 
anticipación  á  su  desahucio,  ó  se  depositará  si  hubiere 
reclamación  de  tercero  por  razón  de  enfiténsis,  servi- 
dumbre, hipoteca,  arriendo  ú  otro  cualquier  gravámen 
que  afecte  la  finca,  dejando  á  los  tribunales  ordinarios 
la  declaración  de  los  derechos  respectivos.  Además, 
se  abonará  al  interesado  el  3  por  ciento  del  precio  ín- 
tegro de  la  tasación. 


titulo  rv. 


Dominio  del  Estado. 


767.  Su  naturaleza. — Las  cosas  que  constituyen 
el  dominio  del  Estado  son  públicas,  perteneciendo,  en 
ese  concepto  á  la  Nación;  pero  su  uso  y  aprovecha- 
miento no  son  comunes.  Al  Gobierno  toca  adminis- 
trarlas exclusivamente  como  también  le  corresponde 
disfrutarlos  para  provecho  general,  pues  con  sus  pro- 
ductos atiende  en  parte  á  los  servicios  que  son  de  in- 
terés colectivo. 


CAPITULO  I. 


De  los  bienes  mostrencos,  vacantes  y  abintestatos. 


768.  Legislación  vigente. — Ley  de  10  de  Mayo 
de  1835,  hecha  extensiva  á  esta  Isla  por  R.  O.  de  23 
de  Julio  del  mismo  año. 

769.  Cuales  son  los  bienes  indicados. — 1? 
Los  que  estuvieren  vacantes  y  sin  dueño  conocido  por 
no  poseerlos  individuo  ni  corporación  alguna. 

2°  Los  buques  que  por  naufragio  arriben  á  las  cos- 
tas, igualmente  que  los  cargamentos,  frutos,  alhajas  y 
demás  que  se  hallare  en  ellos,  luego  que  pasado  el 
tiempo  prevenido  por  las  Leyes  resulte  no  tener  dueño 
conocido. 

3°  En  igual  forma  lo  que  el  mar  arrojare  á  las  pla- 
yas, sea  ó  no  procedente  de  buques  que  hubiesen  nau- 
fragado ó  cuando  resulte  no  tener  dueño  conocido.  Se 
exceptúan  de  esta  regla  los  productos  de  la  misma 
mar  y  los  efectos  que  las  Leyes  conceden  al  primer 
ocupante  ó  á  aquel  que  los  encuentra. 

4°  La  mitad  de  los  tesoros,  ó  sea  de  las  alhajas, 
dinero  ú  otra  cualquier  cosa  de  valor,  ignorada  ú  ocul- 
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tada  que  se  hallen  en  terrenos  pertenecientes  al  Esta- 
do, observándose  en  la  distribución  de  los  que  se  en- 
cuentren en  propiedades  particulares  las  disposiciones 
de  la  Ley  45,  título  28,  Partida  3? 

Las  mjnas  de  cualquiera  especie  continúan  sujetas  á 
la  legislación  particular  del  ramo. 


CAPITULO  II. 


0  /      De  los  montes. 

770.  Su  importancia. — Son  de  suma  necesidad 
para  la  construcción,  para  los  usos  y  exigencias  de  la 
vida  así  como  también  ejercen  una  influencia  poderosa 
en  la  buena  distribución  ele  las  aguas  y  en  el  sanea- 
miento de  las  condiciones  atmosféricas.  De  ahí  que 
interese  sobremanera  su  replantacion  y  entreteni- 
miento. 

771.  Legislación  vigente. — El  Real  Decreto  de 
21  de  Abril  *ie  1876. 

772.  Organización  administrativa  del  ramo. 

— Dependen  del  Gobierno  General.  El  Jefe  inmedia- 
to es  el  «Inspector  General»,  á  quien  corresponde: 

1°  Formar  y  ejecutar,  mediante  la  aprobación  su- 
perior, los  proyectos  de  ordenación  y  los  planos  de 
aprovechamiento  de  los  montes. 

29    Verificar  el  deslinde  de  los  montes  públicos. 

39  Procurar  la  liberación  y  el  arreglo  de  sus  ser- 
vidumbres y  cargas. 

4?  Ejercer  la  vigilancia  necesaria  para  la  conserva- 
ción de  los  montes  del  Estado,  para  que  la  administra- 
ción de  los  demás  montes  públicos  que  no  le  pertenez- 


can  se  sujete  á  las  condiciones  legales  y  para  que  en 
los  de  particulares  se  observen  las  reglas  de  policía 
general  á  que  están  sometidos. 

59  Intervenir  en  la  venta  de  los  montes  que  sin 
menoscabo  de  los  intereses  públicos  deben  pastar  á  ma- 
nos de  los  particulares. 

6?    Formar  la  estadística  de  los  montes. 

7?  Desempeñar  los  demás  servicios  y  comisiones 
concernientes  al  ramo  que  la  Superioridad  le  encargue. 

La  Isla  se  divide  en  tres  distritos  forestales,  subdi- 
vidiéndose  en  comarcas  y  cuarteles.  Al  frente  de  cada 
uno  de  los  mencionados  distritos  hay  un  Ingeniero 
Jefe. 

773.  Definición  legal. — Bajo  la  denominación  de 
montes  se  comprenden  todos  los  terrenos  destinados 
particularmente  á  la  producción  de  maderas  y  leñas  y 
las  tierras  de  pastos  no  cultivadas. 

774.  División. — -En  dos  clases:  públicos  y  de  par- 
ticulares. 

775.  Montes  públicos. — Se  reputan  tales  los  del 
Estado,  de  los  pueblos  y  de  las  corporaciones  depen- 
dientes del  Gobierno  de  S.  M.  y  aquellos  en  que  el  Es- 
tado, los  pueblos  6  las  corporaciones  públicas  tengan 
comunidad  de  disfrutes  con  cualquier  otro  propietario. 

776.  Montes  de  particulares. — Los  que  con 
justo  título  pertenezcan  al  dominio  privado. 

777.  Aprovechamientos  de  montes  públicos. 
— No  es  lícito  aprovechamiento  alguno  sin  la  compe- 
tente autorización  del  Gobernador  General,  previo  in- 
forme del  Inspector. 

El  Gobernador  General  no  puede  conceder  ningún 
aprovechamiento  que  no  esté  comprendido  en  el  plan 
anual  de  los  montes  sometidos  á  este  régimen  ó  sean 
los  de  reconocida  importancia. 

Podrá,  sin  embargo,  autorizar  los  aprovechamientos 
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que  fuere  necesario  utilizar,  tales  como  los  necesarios 
para  los  servicios  de  Guerra  y  Marina,  productos  de 
corta  fraudulenta,  de  incendio  etc. 

Bajo  ningún  concepto  se  permite  conceder  aprove- 
chamientos gratuitos.  Todo  aprovechamiento  de  pro- 
ductos forestales  se  adjudicará  precisamente  en  subas- 
ta pública,  anunciándose  por  lo  menos  con  un  mes  de 
anticipación  en  los  Boletines  oficiales  de  las  Provincias. 
Si  el  valor  en  tasación  excediese  de  12,500  pesetas,  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  la  Habana.  Para  la  redac- 
ción de  los  pliegos  de  condiciones,  que  correrá  á  cargo 
de  la  Inspección,  se  tendrán  presentes  y  se  consigna- 
rán en  ellos: 

1°    Que  el  contrato  es  á  suerte  y  ventura. 

29  Que  no  se  admitirá  postura  que  no  cubra  la  ta- 
sación. 

3?  Que  será  de  cuenta  del  rematante  todos  los 
gastos  del  expediente  y  derechos  de  subasta  y  escri- 
turas de  contrato  y  fianza. 

4?  La  época  en  que  ha  de  quedar  terminado  el 
aprovechamiento. 

59  Que  no  podrán  comenzarse  los  aprovechamien- 
tos sin  prévia  licencia  por  escrito  del  Ingeniero  Ins- 
pector, so  pena  de  considerarse  como  aprovechamiento 
fraudulento. 

6?  Que  el  rematante  que  dejare  trascurrir  el  plazo 
señalado  sin  haber  terminado  el  aprovechamiento  per- 
derá los  productos  que  no  hubiere  extraído,  que  que- 
darán á  favor  del  dueño  del  monte. 

7°  Que  la  corta  se  verificará  bajo  la  dirección  de  los 
empleados  del  ramo. 

89  Que  el  rematante  no  tendrá  derecho  al  resarci- 
miento de  daños  por  casos  fortuitos  é  imprevistos  ni 
tampoco  á  reclamar  la  falta  de  árboles  señalado,  si  lo 
notara  empezado  el  aprovechamiento. 


—  53  — 


9o  Que  desde  la  fecha  del  permiso  para  el  aprove" 
chamiento  hasta  que  se  apruebe  como  bueno  será  res" 
ponsable  el  rematante  de  las  infracciones  de  Jas  Orde- 
nanzas, falta  de  cumplimiento  del  pliego  de  condiciones 
ó  daño  en  el  terreno  comprendido  en  el  aprovechamien- 
to si  sus  encargados  no  lo  denunciaren  ó  avisaren  por 
escrito  al  empleado  encargado  de  la  dirección  de  las 
operaciones  en  el  término  de  seis  dias,  presentando 
siempre  el  autor  del  siniestro  ó  demostrando  satisfac- 
toriamente su  causa. 

778.  Reglas  para  la  incoaccion  y  tramitación 
de  los  expedientes.— 1$  Por  Decreto  del  Gobierno 
General  de  26  ele  Enero  de  1877  se  establecieron  re- 
glas para  la  incoaccion  y  tramitación  de  los  expedien- 
tes que  traten  de  aprovechamientos  forestales,  decla- 
rándose por  Decreto  de  13  de  Agosto  del  mismo  año  que 
dichas  reglas  deben  aplicarse  así  á  los  aprovechamien- 
tos que  se  verifiquen  en  fincas  forestales  como  á  los 
que  se  intenten  en  montes  contiguos  á  fincas  agrícolas 
y  cuyos  productos  no  destinándose  á  usos  propios  ó  de 
la  misma  finca,  sean  trasportados  fuera  de  ellas  con 
cualquier  objeto  especulativo.  Las  reglas  indicadas 
son  las  siguientes: 

1*  La  autorización  para  verificar  cualquier  aprove- 
chamiento forestal,  aunque  sea  para  atender  á  los  ser- 
vicios de  Guerra  y  Marina  en  montes,  cualesquiera 
que  sea  su  pertenencia,  se  solicitará  del  Gobernador 
General  cuya  Autoridad  resolverá  lo  que  estime  con- 
veniente, prévio  informe  del  Inspector  de  montes. 

2*  Si  la  propiedad  del  monte  perteneciese  á  parti- 
cular, esto  es,  que  con  justo  y  legítimo  título  pertenece 
exclusivamente  al  dominio  privado,  el  expediente  se 
incoará  en  el  Gobierno  ó  Tenencia  de  Gobierno,  (1)  á 
que  corresponda  el  territorio  donde  se  halle  enclavada 


(1)    Hoy  ka  de  entenderse  el  Gobierno  Civil  de  la  Provincia. 
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la  finca.  En  la  solicitud  de  autorización  se  harán 
constar  todos  los  linderos  del  monte  y  los  nombres  de 
los  propietarios  colindantes;  los  nombres  de  los  sitios 
en  que  se  han  de  verificar  los  aprovechamientos,  la 
clase,  calidad  y  cantidad  de  éstos,  así  como  las  vías 
por  donde  se  han  de  conducir  los  productos  y  puntos  á 
donde  se  dirijan.  A  la  referida  solicitud  acompañará 
una  certificación  expedida  por  el  Ayuntamiento  corres- 
pondiente, en  la  que  se  consignarán  todos  los  antece- 
dentes de  propiedad  y  datos  referentes  á  la  finca,  que 
consten  en  el  amillaramiento.  Si  el  monte  colinda  con 
monte  público,  se  acompañará  también  un  plano  de  la 
ó  las  partes  colindantes. 

3*  Por  la  Autoridad  local  se  informará  la  solicitud 
de  que  se  trata,  aduciendo  cuantos  datos  consten  relati- 
vamente á  lo  solicitado  y  con  respecto  á  la  propiedad 
de  la  finca,  con  cuyos  antecedentes  y  á  la  mayor  bre- 
vedad se  remitirá  el  expediente  al  Gobierno  General. 

4C--  Si  el  monte  en  que  se  pretende  hacer  el  apro- 
vechamiento es  monte  público,  esto  es,  si  el  monte 
pertenece  al  Estado,  á  los  pueblos,  á  corporaciones  de- 
pendientes del  Gobierno  de  S.  M.,  á  bienes  embarga- 
dos, ó  bien  el  Estado,  los  pueblos  ó  las  Corporaciones, 
tienen  participación  en  ellos  por  cualquier  motivo  que 
sea,  también  el  expediente  se  incoará  en  el  Gobierno 
ó  Tenencia  de  Gobierno  respectivo.  En  la  referida 
solicitud  se  expresarán  los  nombres  de  los  sitios  en  que 
se  pretende  hacer  los  aprovechamientos,  la  cantidad, 
calidad  y  clase  de  productos.  El  expediente  se  remi- 
tirá á  la  mayor  brevedad  posible  al  Gobierno  Gene- 
ral.  (I) 

5^    Todo  aprovechamiento  de  productos  forestales 


(1)  Por  Decreto  del  Gobierno  General  de  2  de  Setiembre  de  1878  se 
derogó  la  parte  de  esta  regla  en  que  se  exigía  el  depósito  de  100  pesos  en 
oro. 


que  no  sea  concedido  ó  autorizado  por  el  Gobernador 
General,  se  considerará  como  fraudulento  y  los  infrac- 
tores á  las  Ordenanzas  de  montes  serán  juzgados  con 
arreglo  á  la  Legislación  vigente. 

Todos  los  productos  de  montes  para  circular 
libremente  por  la  Isla  ó  ser  embarcados  en  cualquiera 
de  sus  puertos  ó  playas  deberán  ir  acompañados  de  la 
correspondiente  guía.  Los  referidos  productos  que  se 
encuentren  sin  este  requisito,  se  considerarán  como 
fraudulentos,  serán  decomisados  y  denunciado  el  he- 
cho á  la  Autoridad  más  inmediata  para  que  proceda 
como  corresponde  con  arreglo  á  la  Legislación. 

7?  Los  Gobernadores,  Tenientes  Gobernadores,  así 
como  todos  los  demás  Delegados  de  Autoridad,  bajo 
su  responsabilidad,  cumplirán  y  harán  cumplir  todas 
las  disposiciones  comprendidas  en  este  Decreto. 


CAPITULO  III. 


Minas. 

779.  Legislación  vigente.— El  R.  D.  de  13  de 
Octubre  de  1863. 

780.  Objetos  de  la  minería. — Todas  las  sustan- 
cias inorgánicas,  metalíferas,  combustibles,  salinas, 
fosfatos  calizos,  cuando  se  presenten  en  filones  que 
exijan  operaciones  mineras  y  las  piedras  preciosas  que 
en  la  superficie  ó  en  el  interior  de  la  tierra  se  presten 
á  explotación.  Corresponden  al  Estado  y  nadie  podrá 
disponer  de  ellas  sin  concesión  expedida  por  el  Gober- 
nador General.  Las  producciones  minerales  silíceas  y 
calcáreas,  las  arenas,  las  tierras  arcillosas,  magnesia- 
nas  y  ferruginosas;  las  margas  y  las  demás  sustancias 
de  esta  clase  que  tengan  aplicación  á  la  construcción, 
á  la  agricultura  ó  á  las  artes  so/i  de  aprovechamiento 
común  cuando  se  hallen  en  terreno  del  Estado  ó  de 
los  pueblos,  y  de  explotación  particular  cuando  el  te- 
rreno sea  de  propiedad  privada.  Las  arenas  auríferas 
y  las  estanníferas,  así  como  las  tierras  ferruginosas 
(acres  ó  almagres)  son  de  libre  aprovechamiento. 

78L  Calicatas. — Todo  español  ó  extranjero  pue- 
de hacer  libremente  labores  someras  para  descubrir 
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los  minerales  de  que  se  ha  tratado  en  cualquiera  terre- 
nos que  no  estuvieren  dedicados  al  cultivo,  ya  perte- 
nezcan al  Estado  ó  á  los  pueblos,  ya  sean  de  propiedad 
particular.  Estas  labores  denominadas  ((calicatas))  no 
podrán  exceder  de  una  escavacion  de  dos  metros  li- 
neales en  cuadro  y  un  metro  de  profundidad,  ni  abrir- 
se á  menor  distancia  de  40  metros  de  un  edificio,  ca- 
mino de  hierro,  carretera,  canal,  fuente,  abrevadero  ú 
otra  servidumbre  pública  ni  á  1,400  de  los  puntos  for- 
tificados, á  ménos  que  se  obtenga  licencia  de  la  autori- 
dad militar  y  en  los  demás  casos  del  Gobernador  Ge- 
neral. 

782.  Pertenencias  de  minas. — La  pertenencia 
común  de  una  mina  es  un  sólido  de  base  rectangular 
de  300  metros  de  largo  por  200  de  ancho,  horizuntal- 
mente  medido  al  rumbo  que  designe  el  interesado  y 
de  profundidad  vertical  indefinida.  En  las  minas  de 
hierro,  carbón  de  piedra,  antracita,  liquito,  turba,  as- 
falto, arcillas  lituminosas  ó  carbonosas,  sulfato  de  sosa 
y  sal  gemma,  tendrá  cada  pertenencia  500  metros  de 
lado  sobre  300.  En  las  arenas  auríferas  ó  estanníferas, 
comprenderá  la  pertenencia  60.000  metros  cuadrados 
ó  superficiales. 

783.  Petición  de  pertenencias  mineras.-Pue- 
de  procederse  por  uno  de  dos  medios:  la  investigación 
ó  el  registro.  Lo  mismo  en  la  una  que  en  el  otro,  la 
prioridad  de  la  solicitud  confiere  derecho  preferente  á 
la  concesión  y  propiedad. 

784.  Galerías  generales  de  investigación, 
desagüe  y  trasporte. — El  que  intente  la  apertura  de 
un  socavón  ó  galería  en  terreno  franco,  puede,  si  le 
concerniere,  solicitar  la  concesión  de  un  grupo  ó  coto 
jninero.  Si  esto  no  fuere  posible  por  deber  atravesar 
ía  galería  terrenos  ocupados  en  todo  ó  parte  por  mi- 
nas concedidas  ó  registradas,  ó  en  investigación,  el  em- 

8 
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presario  habrá  de  celebrar  conciertos  y  estipulaciones 
previas  con  los  interesados. 

785.  Concesión  de  terrenos  y  escoriales — Son 

objeto  de  concesión  los  terrenos  procedentes  de  minas 
y  los  escoriales  de  oficinas  de  beneficio,  con  tal  que 
unos  y  otros  estén  abandonados.  La  solicitud  se  diri- 
girá al  Gobernador  acompañada  de  la  designación  y 
de  un  plano  formado  por  un  Ingeniero  de  minas.  La 
labor  legal  consistirá  en  tres  pozos  ó  zanjas  en  dife- 
rentes puntos  del  manchón,  con  las  dimensiones  nece- 
sarias para  poner  de  manifiesto  la  naturaleza  y  circuns- 
tancias del  escorial  ó  terreno.  El  Gobernador  remitirá 
el  expediente  al  Gobierno  General  para  su  resolución. 

786.  Condiciones  generales  de  la  minería, — 
Los  dueños  de  minas  y  los  investigadores,  los  laborea- 
rán según  las  prescripciones  del  arte  y  cumplirán  las 
disposiciones  de  seguridad  y  policía  que  señalare  el 
Reglamento.  Las  faltas  se  penarán  con  multas  que  no 
excederán  de  100  pesos  ni  de  200  en  caso  de  reinci- 
dencia. Desde  la  toma  de  posesión  de  las  pertenencias 
mineras,  escoriales  y  terrenos  en  virtud  de  título  y  de 
la  concesión  de  investigaciones,  han  de  establecerse 
en  unos  y  otros  parajes  labores  formales,  que  por  lo 
ménos  han  de  sostenerse  183  dias  al  año.  Para  que  se 
consideren  pobladas  ó  en  actividad  las  minas,  escoria- 
les, terrenos  é*  investigaciones  han  de  tener  cuatro  ope- 
rarios por  razón  de  cada  pertenencia  durante  la  mitad 
del  año. 

787.  Cancelación  de  expedientes,  caducidad 
de  concesiones  y  trámites  de  nueva  adjudica- 
ción.— Los  expedientes  quedan  sin  curso  y  fenecidos: 

l9    Cuando  prévio  requerimiento,  se  faltare  á  cual- 
quiera de  los  requisitos  establecidos  para  los  registra-^ 
dores,  á  saber;  consignación  de  la  cantidad  que  desig- 
ne el  Reglamento" para  cubrir  gastos  oficiales  y  satis- 
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facer  los  de  expedición  de  títulos  de  propiedad; 
presentación  al  registro  de  la  designación  y  del  plano 
del  terreno;  habilitación  de  la  labor  legal;  solicitud  de 
la  demarcación  dentro  del  término  señalado  y  cuando 
apremiado  al  pago  del  cánon  fijo  resultare  insolvente. 

2?  Cuando  alguno  de  los  registradores  de  perte- 
nencias ó  demasías  de  terrenos  ó  escoriales  ó  solicitan- 
te de  permiso  para  investigación,  acudiere  á  la  autori- 
dad correspondiente  por  escrito  desistiendo  de  su  pro- 
pósito. Caduca  y  se  pierde  la  propiedad: 

Io  Cuando  no  se  cumplan  las  condiciones  de  la 
concesión. 

2V  Cuando  por  mala  dirección  ó  ejecución  amena- 
zan ruina  las  labores,  si  requerido  el  dueño  no  las  for- 
tifica en  el  término  que  se  le  señale. 

39  Cuando  faltándose  al  pago  del  cánon  fijo  y  per- 
seguido el  deudor  por  la  vía  de  apremio,  resultare 
insolvente. 

40  Por  abandono. 
5?    Por  renuncia. 

788.    Oficinas  dt  beneficio  de  minerales. — 

Cuando  el  fabricante  no  se  aviniere  con  el  dueño  del 
terreno  donde  intente  plantear  su  oficina  de  beneficio, 
acudirá  al  Gobernador  Civil  para  que,  instruido  el  ex- 
pediente prescrito  por  la  Ley  de  expropiación  forzosa, 
recaiga  la  declaración  de  si  es  ó  no  de  pública  utilidad 
el  establecimiento.  De  la  resolución,  podrá  reclamarse 
por  los  dueños  del  terreno  ó  por  el  industrial  ante  el 
Gobernador  General.  Este  resuelve  definitivamente. 

Cuando  hayan  de  establecerse  altos  hornos  ó  forjas 
catalanas  ú  otra  cualquiera  oficina  de  beneficio  que 
requiera  combustible  vegetal  ó  salto  de  aguas,  es  ne- 
cesaria la  autorización  del  Gobierno  General,  prévio 
expediente  instruido  por  el  Gobernador  Civil,  con  au- 
diencia de  los  interesados,  de  un  Ingeniero  de  minas, 
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del  Ingeniero  de  montes,  del  Gobernador  de  cuya 
Provincia  haya  de  sacarse  el  carbón  y  del  Consejo  de 
Administración.  En  todo  lo  relativo  á  las  oficinas  de 
beneficio  de  minerales  que  no  se  halle  determido  por 
elíL  D.  déla  materia,  regirán  las  reglas  de  derecho 
común  aplicables  á  los  demás  establecimientos  indus- 
triales. 

789.    Autoridad  y  jurisdicción  de  minería. — 

Todos  los  expedientes  son  puramente  gubernativos. 
Los  resuelve  en  definitiva  el  Gobernador  General, 
oyendo  al  Consejo  de  Administración,  si  lo  estima 
conveniente  y  siempre  que  los  expedientes  contuvie- 
ren oposición.  De  las  resoluciones  finales  del  Gober- 
nador General  puede  interponerse  el  recurso  conten- 
cioso-administrativo.  Hay  una  Inspección  general 
facultativa  de  minas. 


CAPITULO  IY. 


De  los  terrenos  baldíos  y  bienes  de  regulares. 


790.  Definición  legal. — Con  arreglo  á  la  R  O. 
de  12  de  Mayo  de  1851,  llámanse  «baldíos»  los  terre- 
nos ociosos  que  el  Estado  conserva  en  su  dominio  y 
cuyas  producciones  consisten  en  los  frutos  expontá- 
neos  del  suelo  ó  sean  los  terrenos  que  no  correspon- 
diendo al  dominio  privado  pertenecen  al  dominio  pú- 
blico para  su  común  disfrute  y  aprovechamiento  y  no 
están  destinados  á  labor  ni  adehesados».  Al  hablar  de 
la  colonización  citamos  las  disposiciones  del  R  D.  de 
27  de  Octubre  de  1877  en  que  se  manda  el  reparto 
por  suertes  de  los  terrenos  baldíos  entre  las  clases  de 
personas  que  en  ei  mismo  se  designan  á  fin  de  que  en 
un  término  qué  también  se  señala  los  pongan  en  cul- 
tivo. 

791.  Bienes  de  regulares. — Se  denominan  así 
los  que  habiendo  pertenecido  á  las  corporaciones  re- 
ligiosas y  conventos,  han  sido  incautados  por  el  Es- 
tado á  consecuencia  de  la  supresión  de  aquellos.  Tam- 
bién se  llaman  «bienes  nacionales.» 


TITULO  "V. 


Bienes  de  Corporación. 


792.  Personas  jurídicas. — Los  Municipios  y 
Provincias  no  son  meras  circunscripciones  administra- 
tivas establecidas  al  intento  de  facilitar  la  acción  del 
Poder  Ejecutivo;  son  entidades  propias,  personas  jurí- 
dicas que  tienen  su  representación  legítima  en  los 
Ayuntamientos  y  Diputaciones,  pudiendo  como  tales 
poseer  bienes,  derecbos  y  acciones;  contraer  obligacio- 
nes y  comparecer  ante  los  Tribunales  de  Justicia. 

793.  Municipios. — En  comprobación  de  lo  que 
se  acaba  de  manifestar,  pueden  citarse  los  artículos  81 
y  82  de  la  Ley  Municipal,  de  que  hemos  hablado  ya. 
El  primero  se  refiere  á  las  enajenaciones  y  fórmulas 
de  los  bienes  municipales  y  el  segundo,  á  los  litigios 
que  hayan  de  entablarse  ó  sostenerse  á  nombre  de  los 
pueblos.  También  es  de  citarse  el  artículo  75  de  la 
vigente  en  la  Península,  á  que  se  refiere  el  26  de  la 

#  nuestra  y  que  trata  del  modo  de  división,  aprovecha- 
miento y  disfrute  de  los  bienes  comunales  del  pueblo, 
siendo  de  advertir  que  hay  unos  bienes  que  aunque 
pertenecen  al  Municipio  no  son  de  aprovechamiento 
común,  por  ejemplo,  las  rentas;  y  otros  que  sí  lo  son, 
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por  ejemplo,  calles,  plazas,  etc.  Aquellos  se  denomi- 
nan «propios»  y  estos  «comunes.))  Ni  siempre  pueden 
los  Ayuntamientos  proceder  con  libertad  en  la  materia 
de  que  se  trata.  Las  más  veces  han  menester  autori- 
zación del  Gobierno  ó  de  sus  delegados  ó  de  las  Cor- 
poraciones provinciales,  según  hemos  indicado  oportu- 
namente. Fúndase  esto  en  que  se  estima  á  los  Muni- 
cipios en  perpetuo  estado  de  minoridad,  necesitando 
de  la  tutela  que  se  llama  administrativa. 

794.  Provincias. — Es  aplicable  á  estas  lo  que 
queda  consignado  en  punto  á  los  Municipios.  Véanse 
los  artículos  43  y  70  de  la  Ley  provisional,  de  que  ya 
nos  hemos  ocupado  al  examinar  las  atribuciones  de  las 
Diputaciones  provinciales  en  esta  Isla. 


TITULO  VI. 


Intereses  económicos. 


capitulo  r 

Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

795.  Juntas  provinciales. — Por  E.  D.  de  19  de 

Marzo  de  1880,  se  han  establecido  en  esta  las  Juntas 
provinciales  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  su- 
primiéndose las  Juntas  jurisdiccionales  creadas  en 
1863.  Al  propio  tiempo  se  han  hecho  extensivos  á 
esta  Isla  el  Decreto  orgánico  de  26  de  Junio  de  1874 
y  los  de  13  de  Noviembre  del  mismo  año,  que  lo  com- 
pletan y  desarrollan. 

796.  Objeto  de  las  Juntas  provinciales. — Es- 
tudiar el  estado  en  que  se  hallan  en  su  respectiva 
región  la  Agricultura,  la  Industria  y  el  Comercio  para 
ayudar  al  Gobierno,  á  los  Centros  oficiales  y  especial- 
mente á  los  particulares,  á  difundir  los  medios  de  ilus- 
tración y  progreso  con  el  fin  de  mejorar  lo  existente  é 


introducir  los  adelantamientos  de  otros  paises  que  sean 
aplicables  á  nuestro  clima,  suelo  y  costumbres,  y  con- 
tribuir con  todas  sus  fuerzas  á  que  la  aplicación  de  los 
elementos  de  mejora  y  progreso  sea  eficaz  y  convenien- 
te.— Art.  I9  Reglamento. 

797.  Organización. — Se  componen  las  Juntas  de 
Azocales  natos  y  Vocales  residentes.— Son  natos: 

Un  individuo  de  la  Comisión  permanente  de  la  Di- 
putación Provincial. 

El  Ingeniero  Jefe  de  montes. 

El  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento. 

fJn  profesor  de  Agricultura  por  cada  Instituto,  es- 
cuela ó  establecimiento  de  enseñanza  agrícola. 

El  Director  ó  Presidente  de  la  Sociedad  Económica. 

El  Delegado  de  Veterinaria. 

El  Visitador  de  la  ganadería. 

El  Ingeniero  Jefe  de  minas. 

El  de  Caminos,  Canales  y  Puertos. 

El  Registrador  de  la  propiedad. 

El  Jefe  Económico  de  la  Provincia. 

El  Director  del  Instituto  de  2?  Enseñanza. 

El  Director  del  Banco  Español. 

El  Síndico , del  Colegio  de  Corredores  y  Agentes  de 
Bolsa. 

El  Director  de  la  Escuela  Industrial. 

El  Capitán  del  Puerto. 

El  Director  de  la  Escuela  de  Náutica. 

El  Ingeniero  industrial. 

Y  el  Contraste  de  pesas  y  medidas. 

Los  residentes  son  18,  de  libre  elección  del  Grober 
nador  de  la  Provincia. 

Ocho  deberán  tener  propiedad  territorial  en  la  mis- 
ma. Todos  han  de  estar  domiciliados  en  la  Provincia 
y  haberse  distinguido  por  sus  conocimientos  y  servi- 
cios en  cualquiera  de  los  ramos  de  las  Ciencias,  de  las 
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Artes  ó  de  las  Industrias  agrícolas  ó  del  Comercio. — 
Art.  2?  del  Reglamento,  11,  12,  13  y  14  del  Decreto 
de  26  de  Junio  de  1874,  y  59  y  69  del  de  13  de  No- 
viembre del  mismo  año. 

El  Gobernador  de  la  Provincia  es  Presidente  nato. 
La  Secretaría  está  á  cargo  del  oficial  de  la  Sección  de 
Fomento  del  Gobierno  Civil. 

798.  Atribuciones,  deberes  y  derechos. — 1? 
Informar  al  Gobernador,  á  la  Diputación  Provincial  y 
á  los  Ayuntamientos  en  los  casos  en  que  este  conside- 
ren convenientes  para  los  intereses  locales  oir  su  dic- 
támen, 

2o  Proponer  cuanto  estimen  necesario  para  el  pro- 
greso de  las  ciencias  y  artes  agrícolas. 

39  Informar  en  los  expedientes  de  colonización  y 
población  rural,  así  como  sobre  los  asuntos  concer- 
nientes al  cultivo,  conservación  y  mejora  de  los  pre- 
dios rústicos,  ya  sean  agrarios  ó  forestales,  sobre  la 
riqueza  pecuaria,  sistemas  de  riego,  construcción  de 
■canales,  perforación  de  pozos  artesianos  y  aprovecha- 
mientos de  aguas,  abonos  naturales  y  artificiales,  etc. 

4?  Inspeccionar  el  estado  general  agrícola  de  la 
Provincia,  así  como  el  industrial  y  mercantil  y  estu- 
diar los  obstáculos  que  se  opongan  ó  puedan  oponerse 
á  su  desarrollo  y  progreso. 

5?  Remitir  anualmente  al  Gobierno,  y  siempre  que 
las  circunstancias  lo  exijan,  memorias  é  informes  úti- 
les para  fomentar  los  ramos  de  la  producción  y  del 
consumo  agrícolas. — Art.  I9  del  Reglamento  20  y  21 
del  Decreto  de  26  de  Junio  y  8V  del  de  14  de  No- 
viembre ya  citados. 
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SECCION  í. 

AGRICULTURA. 


799.  Mercedes. — Fué  costumbre  antigua  en  esta 
Isla  que  los  Ayuntamientos  ó  cabildos  concedieran 
licencias  ó  mercedes  de  terreno  para  hatos  y  corrales 
de  crianza  y  para  estancias,  otorgándose  por  lo  regu- 
lar con  la  carga  de  reconocer  á  censo  una  módica  can- 
tidad en  favor  de  los  fondos  de  propios,  y  á  veces 
gratuitamente. 

Por  R.  Cédula  de  2o  de  Noviembre  de  1729  se  pro- 
hibió á  los  cabildos  que  hicieran  nuevas  mercedes. 
Precaria  era  la  situación  de  la  propiedad  pues  además 
de  que  los  títulos  en  que  se  fundaban  no  la  conferían 
completa,  se  ignoraba  la  extensión  de  las  mercedes, 
produciendo  no  poca  confusión. 

La  Real  Cédula  de  16  de  Julio  de  1819,  verdadero 
fundamento  de  la  propiedad  territorial  de  esta  Isla, 
confirmó  á  los  poseedores  de  terrenos  en  el  dominio 
de  los  mismos  á  perpetuidad  y  sin  reserva  alguna. 

800.  Trabajos  agrícolas. — Para  llevarlos  á  cabo 
se  permitió  la  trata  africana,  suprimida  en  1822,  sub- 
sistiendo sin  embargo  la  esclavitud  de  la  raza  negra. 
Al  efecto  de  aboliría  gradualmente  se  dió  la  Ley  de  4 
de  Julio  de  1870.  Por  la  de  13  de  Febrero  de  1880 
ha  cesado  en  esta  Isla  el  estado  de  esclavitud,  sustitu- 
yéndole el  patronato  por  término  de  8  años. 

Abolida  la  trata,  se  llevó  á  efecto  la  importación  de 
colonos  asiát  icos,  sujetos  á  contrata  y  con  destino  á  los. 
campos.  Hoy  los  subditos  del  Imperio  Chino  están 
equiparados  á  los  demás  extrangeros,  según  el  tratado 


celebrado  entre  España  y  China  en  17  de  Noviembre 
de  1877. 

801.  Privilegio  de  los  ingenios  de  fabricar 
azúcar  y  su  extinción. — Se  les  concedió  por  las  Le- 
yes de  Indias  el  privilegio  de  no  poderse  trabar  ejecu- 
ción en  ellos,  á  no  ser  por  cantidades  debidas  al  tesoro 
público,  ó  ascendentes  á  todo  su  valor,  con  prohibi- 
ción de  renunciarse  esta  gracia. 

802.  Haciendas  comuneras. — Son  las  merceda- 
das  á  varios  dueños.  Para  su  deslinde  rije  el  voto 
consultivo  de  la  Audiencia  de  Puerto  Príncipe  de  19 
de  Abril  de  1819,  cuya  aplicación  corresponde  á  los 
Tribunales  de  justicia. 

803.  Ley  Hipotecaria.-  Sus  prescripciones  esen- 
ciales ó  sean  la  publicidad  y  la  especialidad  de  las  hi- 
potecas y  la  creación  de  registros  de  la  propiedad 
inmueble  y  de  los  derechos  reales,  están  llamadas  á 
producir  grandes  beneficios  á  la  agricultura,  porque 
servirán  de  base  á  la  creación  de  instituciones  de  cré- 
dito territorial,  elemento  poderoso  para  el  desarrollo  y 
prosperidad  ele  la  riqueza  agrícola. 

SECCION  II. 

PROPIEDAD  PECUARIA. 


804.  Registro  de  la  Propiedad  pecuaria. — 

Por  decreto  é  instrucción  del  Gobierno  General  de  13 
de  Agosto  de  1880,  se  ha  establecido  el  «Registro»  de 
que  se  trata. 

805.  Inscripción  en  el  Registro.— Los  alcaldes 
de  barrio  deben  inscribir  en  el  «Registro  municipal  de 
la  propiedad  pecuaria»  todas  las  caballerías  y  rases  que 


tengan  más  do  un  ano,  así  como  el  ganado  de  cerda  y 
lanar  de  más  de  seis  meses,  estantes  en  sus  respectivas 
jurisdicciones,  sea  cual  fuese  la  clase  y  condición  del 
dueño. 

De  esta  inscripción  se  expedirá  certificado  al  dueño 
ó  su  representante  si  lo  solicitare.  Cuando  por  muerte, 
venta  6  pase  de  uno  o  más  animales,  dejando  estos  de 
pertenecer  á  un  término  municipal,  los  dueños  ó  sus 
representantes  deberán  dar  el  oportuno  aviso  por  escri- 
to en  la  alcaldía  del  barrio  en  que  estuviesen  inscritos, 
para  que  causen  baja  en  el  Registro  respectivo. 

806.  Compra  y  venta  de  caballerías  £  reses 
mayores. — Deben  acudir  el  vendedor  y  comprador 
ante  el  alcalde  de  barrio  con  una  nota  suscrita  por  ám- 
bos  ó  por  sus  representantes  autorizados,  en  que  se  de 
cuenta  de  la  operación  y  se  expresen  sus  circunstan- 
cias; y  puesto  por  dicha  autoridad  el  visto  bueno  y  el 
sello  convspenriiente  de  su  oficina  en  el  documento  re- 
ferido, se  tomará  razón  de  los  resultados  que  produzca 
para  el  registro  en  su  asiento  respectivo.  El  que  con- 
traviniere, incurrirá  en  la  multa  de  un  peso  por  cada 
res  ó  caballería. 

807.  Conducción  y  tránsito  de  caballerías  y 
reses  mayores. — Para  conducir  cualquier  número  de 
caballerías  ó  reses  mayores  de  un  termino  municipal  á 
otro,  es  necesario  pase  de  tránsito  expedido  por  el  al- 
calde de  barrio  del  lugar  en  que  estuvieren  registra- 
das. El  que  careciere  de  este  documento,  pagará  una 
multa  de  dos  pesos  por  cada  animal  que  conduzca  sin 
ese  requisito  y,  además,  se  le  depositarán  las  reses  6 
caballerías  indocumentadas  hasta  qife  se  haga  la  averi- 
guación correspondiente. 
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SECCION  III. 

PROPIEDAD  INDUSTRIAL. 


808.  Patentes  de  invención. — Rige  la  Ley  de 
30  de  Julio  de  1878,  hecha  extensiva  á  esta  Isla  por 
R.  D.  de  14  de  Mayo  de  1880.  Comprende  62  artícu- 
los y  11  títulos. 

El  l9  de  los  títulos  contiene  disposiciones  generales. 
El  29  se  ocupa  de  la  duración  y  cuota  ele  las  pa- 
tentes. 

El  3?,  de  las  formalidades  para  la  expedición  de  las 
patentes. 

El  4?,  de  la  publicación  de  las  mismas  y  publicidad 
de  las  descripciones,  dibujos,  muestras  ó  modelos. 

El  5?,  de  los  certificados  de  adición. 

El  6?,  de  la  cesión  y  trasmisión  del  derecho  que  con- 
fieren las  patentes. 

El  79,  de  las  condiciones  para  el  ejercicio  del  pri- 
vilegio. 

El  8?,  de  la  nulidad  y  caducidad  de  las  patentes. 

El  99,  de  la  usurpación  y  falsificación  de  las  paten- 
tes y  de  las  penas  en  que  incurren  los  usurpadores  y 
falsificadores. 

El  10,  de  la  jurisdicción  en  materia  de  patentes. 

Y  el  11  comprende  disposiciones  transitorias. 

809.  Disposiciones  generales. —  Todo  español 
ó  extranjero  que  pretenda  establecer  ó  haya  estableci- 
do en  los  dominios  españoles  una  industria  nueva  en 
los  mismos,  tendrá  derecho  á  la  explotación  exclusiva 
de  su  industria  durante  cierto  número  de  años,  (1)  bajo 


(1)  Veiute  si  se  trata  de  objetos  de  propia  invención  y  nuevos  y  cinco,  si 
de  los  demás. 


—  Ti- 
las reglas  y  condiciones  que  se  previenen  en  la  ley.  El 
derecho  se  adquiere  obteniendo  del  Gobierno  una  «pa- 
tente de  invención.» 

Pueden  ser  objeto  de  patente: 

Las  máquinas,  aparatos,  instrumentos,  procedimien- 
tos ú  operaciones  mecánicas  ó  químicas  en  todo  ó  en 
parte  sean  de  propia  invención  y  nuevos,  ó  que  sin 
estas  condiciones  no  se  hallan  establecidos  ó  practica- 
dos del  mismo  modo  y  forma  en  los  dominios  espa- 
ñoles. 

Los  productos  ó  resultados  industriales  nuevos,  ob- 
tenidos por  medios  nuevos  ó  conocidos,  siempre  que 
su  explotación  venga  á  establecer  en  el  pais  un  ramo 
de  industria. 

Se  consideran  como  nuevo  lo  que  no  es  conocido  ni 
se  halla  establecido  ó  practicado  en  los  dominios  es- 
pañoles ni  en  el  extranjero. 

El  derecho  que  confiere  la  patente  podrá  trasmitirse 
en  todo  ó  en  parte  por  cualquiera  de  los  medios  esta- 
blecidos por  nuestras  leyes  respecto  á  la  propiedad 
particular. 

La  patente  puede  ser  concedida  á  un  solo  individuo 
ó  á  varios,  ó  á  una  Sociedad,  sean  nacionales  ó*  ex- 
tranjeros; y  se  considerará  concedida,  no  solo  para  la 
Península  ó  Islas  adyacentes,  sino  para  las  provincias 
de  Ultramar. 

No  pueden  ser  objeto  de  patente: 

l9  El  resultado  6  producto  de  las  máquinas,  apa- 
ratos, instrumentos,  procedimientos  ú  operaciones  de 
que  ya  se  ha  tratado,  á  menos  que  su  explotación  ven- 
ga á  establecer  un  ramo  de  industria  en  el  país. 

2?    El  uso  de  los  productos  naturales. 

o9  Los  principios  ó  descubrimientos  científicos, 
mientras  permanezcan  en  la  esfera  de  lo  especulativo 
y  no  lleguen  á  traducirse  en  máquina,  aparato,  instru- 


mentó,  procedimiento  ú  operación  mecánica  ó  química 
de  carácter  práctico  industrial. 

49  Las  preparaciones  farmacéuticas  ó  medicamen- 
tos de  toda  clase. 

5?  Los  planes  ó  combinaciones  de  crédito  6  de 
hacienda. 

Las  patentes  se  expiden  sin  previo  exámen  de  no- 
vedad y  utilidad:  no  deben  considerarse  por  tanto  en 
ningún  caso  como  declaración  ni  calificación  de  nove- 
dad ni  de  utilidad  del  objeto  sobre  que  recaigan. 

Las  calificaciones  de  esta  naturaleza  corresponden 
al  interesado,  quien  las  hará  ,  bajo  su  responsabilidad, 
quedando  sujeto  á  las  resultas  que  la  ley  establece. 

810.  Marcas  de  fábrica. — Está  vigente  el  Re- 
glamento aprobado  por  R.  O.  de  31  de  Marzo  de  1882. 
Comprende  las  disposiciones  siguientes: 

l9  Para  que  los  fabricantes  puedan  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  de  los  usurpadores  de  las  marcas  y 
distintivos  de  sus  fábricas,  han  de  solicitar  previamen- 
te de  los  Gobernadores  de  sus  respectivas  Provincias 
se  les  expida  certificación  de  marca. 

29  La  solicitud  del  fabricante  ha  de  ir  acompañada 
de  una  nota  detallada,  en  que  se  especifiquen  con  toda 
claridad  la  clase  de  sello  adoptado,  las  figuras  y  signos 
que  contenga,  su  materia,  el  artefacto  sobre  que  se  im- 
prima y  el  nombre  de  su  dueño. 

39  Cuando  los  fabricantes  deseen  guardar  secreto 
acerca  del  método  empleado  en  la  impromacion  de  la 
marca,  lo  expresarán  así,  describiéndolo  en  pliego  cerra- 
do y  sellado  que  solo  se  abrirá  en  caso  de  litigio. 

4?  por  los  Gobernadores  de  Provincia  han  de  expe- 
dirse á  los  solicitantes  los  certificados  de  la  presenta- 
ción de  sus  instancias  y  en  el  término  de  G  dias  y  bajo 
su  responsabilidad  la  remitirán  al  Gobierno  General 
con  los  demás  documentos  presentados. 


59  Previo  informe  de  la  Real  Sociedad  Económica 
y  del  Ayuntamiento  de  la  Habana  en  lo  referente  á 
tabacos  y  cigarros  por  tener  hasta  el  dia  el  registro  de 
dichas  industrias,  sobre  si  la  marca  se  ha.  usado  ya  en 
artefactos  de  la  misma  clase,  obtendrá  el  fabricante  un 
título  que  acredite  haber  presentado  y  hecho  constar 
su  distintivo  expresándose  con  toda  precisión  su  forma 
y  demás  circunstancias. 

69  El  solicitante  pagará  por  la  expedición  del  títu- 
lo, doce  pesos  y  medio  en  papel  de  reintegro  que  se 
unirá  al  documento,  que  firmará  el  Gobernador  Ge- 
neral, tomándose  razón  en  el  Registro  que  al  efecto  se 
llevará  en  el  Negociado  de  Industria  y  Comercio  déla 
Secretaría  General. 

7?  Podrán  los  fabricantes  adoptar  para  los  produc- 
tos de  sus  fábricas  el  distintivo  que  estimasen  oportu- 
no y  sin  perjuicio  de  tercero,  exceptuándose  única- 
mente las  Armas  Reales  y  las  insignias  y  condecora- 
ciones españolas,  á  no  estar  competentemente  autori- 
zados. También  se  exceptúan  los  distintivos  de  que 
otros  hayan  obtenido  con  anterioridad  certificado  de 
existencia. 

8?  Los  fabricantes  que  carezcan  de  certificado  no 
podrán  perseguir  enjuicio  á  los  que  usen  del  distintivo 
por  ellos  empleado  en  los  productos  de  sus  fábricas; 
pero  si,  le  hubiesen  obtenido  no  solamente  se  hallarán 
autorizados  para  reclamar  ante  los  tribunales  contra  los 
usurpadores  la  pena  prescrita  en  el  artículo  287  del 
Código  Penal,  sino  también  para  pedir  la  indemniza- 
ción de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  les  hayan 
ocasionado.  Este  derecho  seguirá  en  la  prescripción  las 
mismas  reglas  de  la  propiedad  mueble. 

9°  Sólo  se  considerará  marca  en  uso,  aquella  de 
cuya  existencia  se  haya  obtenido  el  correspondiente 
certificado. 
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10.  Las  marcas  autorizadas  y  reconocidas  de  que 
se  libre  certificado  á  los  interesados  quedarán  archiva- 
das en  la  Real  Sociedad  Económica,  publicándose  en 
la  Gaceta  por  trimestres  las  concedidas  en  este  perío- 
do y  á  fin  de  año,  el  estado  general  ele  todas  las  con- 
cedidas en  su  trascurso.  En  caso  de  litigio  ante  el 
Juez  competente,  se  exhibirá  el  dibujo  de  la  marca 
y  copia  testimoniada  de  la  nota  que  expresa  la  dispo- 
sición. 

11.  La  inscripción  de  las  marcas  hecha  con  extric- 
ta  sujeción  al  Decreto  del  Gobierno  General  de  8  de 
Marzo  de  1870,  será  válida  para  los  efectos  de  la  dis- 
posición octava;  no  lo  será  para  las  que  se  han  efectua- 
do sin  ajustarse  ásus  prescripciones.  Esto  no  obstante, 
y  con  objeto  de  unificar  la  inscripción  de  todas  las 
marcas,  deberán  los  fabricantes  solicitarla  de  nuevo 
dentro  del  preciso  é  improrogable  término  de  un  año, 
observándose  las  reglas  siguientes: 

1?  Se  publicará  en  la  Gaceta  la  petición  del  intere- 
sado, y  por  espacio  de  treinta  dias  serán  admitidas  las 
reclamaciones  que  contra  ellas  se  presentasen. 

2^  Si  las  hubiere  corresponderá  la  decisión  á  los 
tribunales  competentes. 

3*  Si  no  las  hubiere  trascurridos  los  treinta  dias  y 
previo  informe  de  la  Real  Sociedad  Económica,  se  ex- 
pedita el  certificado. 

129  Debiendo  sugetarse  la  inscripción  de  marcas 
extranjeras  á  los  respectivos  tratados  de  comercio  que 
se  hubiesen  celebrado  con  sus  gobiernos,  las  solicitudes 
que  al  efecto  se  presentaren,  se  elevarán  á  la  resolu- 
ción del  Gobierno  de  S.  M. 

13.  Todas  las  dudas  que  ocurran  toca  de  resolverlas 
al  Gobierno  General,  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes, leyes,  decretos  y  órdenes  que  rijan  en  la  Pe- 
nínsula. 


14.  Se  derogan  todas  las  disposiciones  anteriores 
sobre  el  asunto  y  las  órdenes  y  decretos  que  se  opon- 
gan á  este  Reglamento.  (1) 


SECCION  IV. 

COMERCIO. 

811.  División. — Divídese  el  comercio  en  interior 
y  exterior. 

812.  Comercio  interior. — Es  la  circulación  y 
cambio  de  productos  en  el  país,  ya  procedentes  del 
mismo,  ya  importados  del  extranjero,  habiendo  dos 
clases:  comercio  al  por  mayor  y  comercio  al  por  menor. 
No  debe  existir  traba  alguna  que  se  oponga  á  su  fo- 
mento y  desarrollo,  sin  perjuicio  de  las  restricciones 
fundadas  en  razones  de  órden  público,  moralidad  y 
salubridad.  Al  comercio  interior  pertenece  también  el 
de  cabotaje. 

813.  Comercio  exterior, — Por  las  Leyes  de  In- 


(1)  En  19  de  Junio  de  1882  se  celebró  con  los  Estados-Unidos  un  trata- 
do sobre  marcas  de  fábrica,  estipulándose  lo  siguiente: 

1?  Los  subditos  y  ciudadanos  de  cada  una  de  las  Partes  contratantes 
disfrutarán  en  los  dominios  y  posesiones  de  la  otra,  de  los  mismos  derechos 
que  los  naturales  del  pais,  en  todo  lo  concerniente  á  la  propiedad  de  marca 
de  fábrica  ó  de  comercio,  de  dibujos  ó  modelos  industriales  ó  de  manufactu- 
ras de  cualquier  clase. 

21  Las  personas  que  deseen  obtener  la  protección  expresada,  deberán  so- 
meterse á  las  formalidades  requeridas  por  las  leyes  de  los  respectivos  países. 

3?  El  convenio  estará  en  vigor  tan  pronto  como  se  promulgue  en  ámbos 
paises  y  tendrá  fuerza  por  10  años  después  y  además  hasta  la  expiración  de 
un  año  después  de  que  cualquiera  de  las  partes  contratantes  haya  participa- 
do á  la  otra  su  deseo  de  que  termine  el  mismo,  teniendo  libertad  cada  una 
de  las  partes-  para  hacer  esta  notificación  á  la  otra  al  concluir  dicho  período 
de  10  años  ó  en  cualquier  tiempo  después. 


dias  se  encontraba  prohibido  en  absoluto  y  bajo  seve- 
veras  penas  el  comercio  con  el  extranjero. 

Por  la  R.  O.  de  20  de  Enero  de  1784  se  extremó  la 
prohibición  al  punto  de  que  no  era  lícito  admitir  en 
los  puertos  de  las  Indias  á  ninguna  embarcación  parti- 
cular extranjera,  bajo  protesto  alguno,  incluso  el  de 
hospitalidad  y  el  de  alegar  que  se  fuera  á  pique.  Las 
guerras  en  que  se  vio  complicada  España  á  fines  del 
siglo  XVIII  trajeron  no  pocas  veces  su  incomunicación 
con  las  Américas.  A  eso  se  debió  que  en  R.  O.  de  18 
de  Noviembre  de  1797  se  permitiese  el  trasporte  de 
efectos  no  prohibidos  en  buques  extranjeros  desde  los 
puertos  de  las  potencias  neutrales  directamente  á  los 
de  la  América  española  con  lo  cual  las  Antillas  gana- 
ron considerablemente  en  riqueza  y  prosperidad;  y  si 
bien  esa  medida  fué  dictada  con  carácter  de  transitoria 
quedó  confirmada,  sin  embargo,  con  respecto  á  esta 
Isla  en  R.  O.  de  8  de  Enero  de  1801.  En  10  de  Fe- 
brero de  1818  se  dio  el  memorable  ((Reglamento»  con- 
cediendo á  la  grande  Antilla  la  libertad  de  comerciar 
con  el  extranjero,  merced  á  los  patrióticos  esfuerzos 
del  benemérito  cubano  D.  Francisco  de  Arango  Parre- 
ño.  Desde  entonces  existe  en  esta  Isla  el  libre  comer- 
cio exterior,  aunque  contrariado  por  crecidos  derechos 
de  exportación  é  importación  y  por  los  derechos  dife- 
renciales de  bandera.  (1)  El  régimen  aduanero  está 
sometido  á  ordenanzas  que  han  comenzado  á  regir  en 
1^  de  Junio  de  1881. 


(1 )  Con  la  Ley  de  2U  de  Julio  de  18S2  se  han  establecido  bases  para  la 
reforma  de  los  aranceles  de  esta  Isla,  y  son  las  siguientes: 

Primera,  se  unificarán  les  derechos  establecidos  en  los  aranceles  de  im- 
portación de  Cuba  y  Puerto-Bico,  quedando  subsistentes  como  derechos 
únicos  los  de  la  tercera  columna  de  los  aranceles  vigentes,  sin  perjuicio  do 


CAPITULO  II. 


De  la  propiedad  intelectual, 

814.  Ley  vigente. — La  de  10  de  Enero  de  1879, 
publicada  en  esta  Isla  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
II.  O.  de  14  del  propio  mes  y  año. 

815.  Extensión  de  la  propiedad  intelectual. 
— Comprende  las  obras  científicas,  literarias  ó  artísti- 
cas que  pueden  darse  á  luz  por  cualquier  medio. 

816.  A  quienes  corresponde. — l9  A  los  autores 
respecto  de  sus  propias  obras. 


las  sucesivas  alteraciones  que  produzca  La  rectificación  periódica  de  las  ta- 
blas de  valores. 

Segunda,  la  reforma  se  verificará  gradualmente  en  un  período  de  diez 
años,  rebajando  los  derechos  marcados  en  las  columnas  primera  y  segunda 
y  el  exceso  ó  diferencia  que  media  entre  los  de  la  columna  tercera  y  cuarta 
en  la  forma  que  sigue:  en  1?  de  Julio  de  1882,  el  5  por  ciento;  de  1883,^el  5> 
de  1884,  el  5;  de  1885,  el  1.0;  de  188C,  el  10;  de  1887,  el  10;  de  1888;  el  10;  de 
1889,  el  15;  de  1890,  el  15  y  el  de  1891,  el  15. 

Tercera,  se  autoriza  al  Gobierno  para  aplicar  desde  luego  los  derechos  de 
la  tercera  columna  del  arancel  vigente  á  los  productos"  y  procedencias  de 
aquellas  naciones  que  en  debida  forma  otorguen  á  los  "productos  y  proce- 
dencias de  esta  Isla  por  lo  ménos  una  rebaja  equivalente. 

Cuarta,  desde  1?  de  Julio  de  1891,  el  comercio  y  la  navegación  entre  los 
puertos  de  la  Península,  Filipinas,  Cuba  y  Puerto-Rico  serán  de  cabotaje. 

Quinta,  hasta  que  se  establezca  la  franquicia  de  derechos  arancelarios  en- 


2?  A  los  traductores  respecto  de  su  traducción,  si 
la  obra  original  es  extranjera,  ó  si  siendo  española,  ha 
pasado  al  dominio  público  ó  si  ha  obtenido,  en  caso 
contrario  el  permiso  del  autor. 

3?  A  los  que  refunden,  copian,  extractan,  compen- 
dian ó  reproducen  obras  originales,  respecto  de  sus 
trabajos,  con  tal  que  siendo  aquellas  españolas  se  ha- 
yan hecho  estos  con  permiso  de  los  propietarios. 

4?  A  los  editores  de  obras  inéditas  que  no  tengan 
dueño  conocido,  ó  de  cualquiera  otras  también  inédi- 
tas, de  autores  conocidos  que  hayan  llegado  á  ser  de 
dominio  público. 

5o  A  los  derecho  habientes  de  los  anteriormente 
expresados. 

6?  A  los  autores  de  mapas,  planos  ó  diseños  cien- 
tíficos. 

7o    A  los  compositores  de  música. 
89    A  los  autores  de  obra  de  arte,  respecto  á  la  re- 
producción de  las  mismas  por  cualquier  medio. 

9?    A  los  derecho  habientes  de  los  anteriormente 


tre  las  dos  Antillas,  las  mercancías  nacionales  que  se  acredite  en  forma  ha  • 
herios  adeudado  en  una  de  aquellas,  y  sean  después  reexpedidas  á  otra,  es- 
tarán sujetas  sólo  al  pago  del  exceso  que  resulte  eatre  los  derechos  de  los 
respectivos  aranceles. 

Sexta,  las  mercancías  extranjeras,  pocedentes  de  los  puertos  de  la  Penín- 
sula y  Filipinas,  nacionalizadas  mediante  el  pago  de  derechos,  podrán  intro- 
ducirse por  los  puertos  habilitados  de  las  Provincias  de  Cuba,  prévia  la  jus- 
tificación correspondiente  sin  pago  de  nuevos  derechos,  excepto  si  fuere 
mayor  el  que  corresponda  satisfacer,  y,  en  este  caso,  se  abonará  solamente 
la  diferencia.  Igual  régimen  se  observará  recíprocamente  en  las  importa- 
ciones de  esta  clase  de  una  á  otra  Antilla. 

Sétima,  los  buques  que  se  dediquen  á  la  conducción  de  mercancías  ó  pa- 
sajeros entre  la  Península  y  sus  Provincias  de  Ultramar,  ó  de  una  ó  de  otra 
Provincia  ultramarina,  satisfarán  en  ellas  por  derechos  de  navegación  y 
puerto  los  establecidos.  Con  arreglo  al  artículo  21  de  la  Ley  de  Presupues- 
tos de  21  de  Julio  de  1878  en  la  Península  para  el  comercio  de  primera  clase, 
salvo  la  diferencia  en  el  valor  de  la  moneda. 
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expresados.  También  alcanzan  los  beneficios  de  la 
Ley  al  Estado  y  sus  corporaciones  y  á  las  provinciales 
y  municipales,  y  á  los  institutos  científicos,  literarios 
ó  artísticos,  de  otra  clase  legalmente  establecidos. 

817.  Duración. — La  propiedad  intelectual  corres- 
ponde á  los  autores  durante  su  vida  y  se  trasmite  á 
sus  herederos  testamentarios  por  el  término  de  80 
años. 

818.  Registro. — En  todas  las  bibliotecas  provin- 
ciales y  en  las  del  Instituto  de  2*  Enseñanza  de  las 
capitales  de  Provincia  donde  falten  aquellas,  se  abrirá 
un  Registro  en  el  cual  se  anotarán  por  órden  cronoló- 
gico las  obras  científicas,  literarias  ó  artísticas  que  en 
ellas  se  presenten  para  los  objetos  de  la  Ley,  debiendo 
remitirse  tres  ejemplares  al  ministerio  de  Ultramar  con 
destino  á  la  Biblioteca  del  mismo,  al  ministerio  ele  Fo- 
mento y  á  la  Biblioteca  Nacional.  También  se  anota- 
rán en  el  Registro  los  grabados,  litografías,  planos  de 
arquitectura,  cartas  geográficas  ó  geológicas  y,  en  ge- 
neral, cualquier  diseño  ele  índole  artística  ó  científica. 
Para  gozar  de  los  beneficios  de  la  Ley  es  necesario  ha- 
ber inscrito  el  derecho  en  el  Registro  de  la  propiedad 
intelectual. 

Los  autores  de  las  obras  científicas,  literarias  ó  ar- 
tísticas están  exentos  de  todo  impuesto,  contribución 
ó  gravámen  por  razón  de  inscripción  en  el  Registro. 
Los  cuadros,  las  estatuas,  los  bajos  y  altos  relieves, 
los  modelos  de  arquitectura  ó  topografía  y,  en  general, 
todas  las  obras  del  arte  histórico,  escultura  ó  plástico 
quedan  escluidas  de  la  obligación  del  Registro. 

819.  Depósito. — Los  propietarios  de  las  obras 
científicas,  literarias  ó  artísticas,  han  de  entregar  fir- 
mados en  la  respectiva  Biblioteca  Provincial  cuatro 
ejemplares:  uno  que  ha  de  permanecer  depositado,  y 
tres  que  deben  ser  remitidos  al  Ministerio  de  Ultramar, 
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según  se  ha  dicho  ya.  Las  obras  excluidas  de  la  obli- 
gación del  Registro  lo  están  también  de  la  del  de- 
pósito. 

820.  Reglas  de  caducidad. — Toda  obra  no 
inscrita  en  el*  Registro  podrá  ser  publicada  de  nuevo, 
reimpresa  por  el  Estado,  por  las  corporaciones  científi- 
cas, ó  por  los  particulares  durante  diez  años,  á  contar 
desde  el  dia  en  que  terminó  el  derecho  de  inscribirla, 
ó  sea  un  año  á  contar  desde  el  dia  de  la  publicación. 

2*  Si  pasase  un  año  más  después  de  los  diez  sin 
que  el  autor  ni  su  derecho  habiente  inscriban  la  obra 
en  el  Registro,  entrará  esta  definitiva  y  absolutamen- 
te en  el  dominio  público. 

3*  Las  obras  no  publicadas  de  nuevo  por  su  pro- 
pietario, durante  veinte  años,  pasarán  al  dominio  pú- 
blico. 


i 


CAPITULO  III. 


De  las  Sociedades  anónimas. 


821 .  Legislación  vigente. — Ei  Reglamento  apro- 
bado por  R.  D.  en  16  de  Agosto  de  1878.  Nos  limi- 
taremos á  indicar  las  disposiciones  que  se  relacionan 
con  el  derecho  administrativo. 

822.  Aprobación. — Corresponde  al  Gobernador 
General  la  constitución  de  las  compañías  mercanti- 
les por  acciones  cuyo  objeto  sea  exclusivamente  in- 
dustrial. 

823.  Requisitos  para  abrir  suscriciones. — 

Se  necesita  del  previo  permiso  del  Gobernador  Gene- 
ral. Al  efecto  los  interesados  solicitarán  la  autoriza- 
ción exponiendo  el  objeto  y  las  bases  fundamentales 
de  la  sociedad.  Obtenida  la  autorización  para  la  sus- 
cricion  se  procederá  á  esta  y  ántes  del  término  de 
seis  meses  se  presentará  la  solicitud  definitiva  de  la 
Sociedad. 

824.  Trámites  de  la  solicitud  definitiva. — De- 
ben acompañarse  los  documentos  siguientes: 

ii 
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Io    La  copia  original  de  la  escritura  de  fundación. 

2?  Copia  del  Reglamento  y  del  acta  de  la  Junta 
en  que  aquella  se  hubiese  discutido  y  aprobado. 

39  Un  estado  jurado  de  las  acciones  suscritas  cuyo 
número  ha  de  componer  la  mitad  á  lo  ménos  del  capi- 
tal social.  Debe  oirse  el  parecer  de  la  Junta  de  Agri- 
cultura, Industria  y  Comercio,  de  la  Sociedad  Econó- 
mica y  del  Consejo  de  Administración.  Instruido  el 
expediente  lo  remitirá  el  Gobernador  General  al  Minis- 
terio de  Ultramar,  si  se  tratase  de  Compañías  que  se 
propongan  la  ejecución  ó  explotación  de  las  obras 
públicas  ó  realizar  operaciones  de  crédito,  comisión, 
giros,  préstamos  y  descuentos;  pero,  si  la  compañía  se 
propone  un  objeto  exclusivamente  industrial,  se  apro- 
bará ó  desaprobará  por  el  Gobierno  General,  dando 
cuenta  instructiva  de  la  resolución  al  Ministerio  si  se 
conformase  con  el  dictamen  del  Consejo  de  Adminis- 
tración, y  de  todo  el  expediente  si  aquella  no  estuviese 
conforme  con  el  dictámen  indicado. 

825.  Registro. — El  Secretario  del  Gobierno  Civil 
de  cada  provincia  ha  de  llevar  un  Registro  para  las  so- 
ciedades y  demás  documentos  públicos  de  carácter 
mercantil,  denominado  "Registro  General  del  Comer- 
cio." Dicho  funcionario  dirigirá  al  Gobierno  atestado 
de  hallarse  inscrita  la  sociedad  para  unirlo  al  expe- 
diente de  aprobación. 

826.  Inventarios  y  balances. — Después  de  exa- 
minados y  aprobados  en  la  Junta  General  de  Accionistas, 
se  remitirán  dos  ejemplares  por  la  Administración  de  la 
compañía  al  Gobernador  General  acompañados  del  cer- 
tificado del  acta  de  la  aprobación.  En  el  plazo  de  trein- 
ta dias,  á  contar  desde  la  celebración  de  la  Junta 
General  de  accionistas,  se  dirigirá  por  la  expresada 
autoridad  al  Ministerio  de  Ultramar  una  copia  de  los 
documentos  mencionados. 


827.  Reforma  ó  ampliación. — Cualquiera  que 
se  haga  en  el  contrato  de  sociedad  debe  verificarse 
con  las  mismas  solemnidades  prescritas  para  cele- 
brarlo. (1) 


(1 )  Por  R.  O.  de  tí  de  Mayo  de  1881,  se  ha  declarado  qua  las  reformas 
de  los  Estatutos  de  Sociedades  anónimas  anteriores,  como  la  Compañía  de 
Almacenes  de  Regla  y  Banco  del  Comercio,  han  de  sujetarse  á  las  proscrip- 
ciones del  Reglamento  de  16  de  Agosto  de  1878. 


CAPITULO  IV. 


De  los  Bancos  de  emisión  y  descuento. 

828.  Legislación  vigente. — Rige  el  R.  D.  de  16 
ele  Agosto  de  1878. 

829.  Banco  Español  de  la  Isla  de  Cuba. — Asi 

se  denomina  el  único  de  emisión  y  descuento  que  pue- 
de existir  en  esta  Antilla. 

830.  Forma  pan*  la  concesión. — Por  Reales 
decretos  acordados  en  Consejo  de  Ministros,  previa  la 
información  que  el  Gobierno  estime  oportuna  y  des- 
pués de  oido  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  publicando 
á  la  vez  los  Estatutos  y  Reglamentos  aprobados  en  la 
Gaceta  de  Madrid. 

831.  Depósito. — El  Gobierno  exigirá  un  depósito 
á  los  fundadores  ántes  de  otorgarles  la  concesión.  Es- 
ta caducará  con  pérdida  del  depósito  á  los  cuatro  me- 
ses de  su  fecha  en  Cuba.  El  término  es  prorogable 
por  dos  meses. 

832.  Condición  para  funcionar. — Tener  en  ar- 
cas el  25  p.g  de  su  capital. 
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833.  Duración. — La  duración  de  cada  banco  será 
de  veinte  y  cinco  años  á  contar  desde  el  dia  de  la  con- 
cesión. Este  término  es  prorogablerá  petición  de  la 
Junta  General  de  Accionistas,  formulada  un  año  ántes 
de  su  conclusión  y  previos  los  mismos  trámites  exigi- 
dos para  la  creación  délos  bancos. 

834.  Importe  de  las  acciones. — Será  de  qui- 
nientas pesetas  efectivas  cada  una.  Los  accionistas  de 
los  bancos  sólo  responderán  del  importe  de  sus  accio- 
nes respectivas. 

835.  Emisión. — El  establecimiento  está  facultado 
para  emitir  una  suma  de  billetes  al  portador,  igual  al 
triple  de  su  capital  efectivo,  teniendo  la  obligación  de 
conservar  en  moneda  corriente  de  oro  y  plata  ó  barras 
del  mismo  metal  en  sus  cajas,  la  tercera  parte,  cuando 
menos,  del  importe  de  los  billetes  en  circulación. 

836.  Operaciones  ordinarias.  —  Consisten  en 
descontar,  girar,  prestar,  llevar  cuentas  corrientes,  eje- 
cutar cobranzas,  recibir  depósitos  voluntarios,  necesa- 
rios y  judiciales,  asi  como  en  contratar  por  el  Gobierno 
y  sus  dependientes  debidamente  autorizados.  En  nin- 
gún caso,  quedarán  en  descubierto  con  arreglo  á  los 
estatutos. 

837.  Operaciones  especiales. — 1*    Las  que  son 

propias  de  los  bancos  hipotecarios. 

2?  Hacer  empréstitos  á  las  provincias  y  municipios 
de  su  territorio  y  á  las  compañías  y  sociedades  esta- 
blecidas en  el  mismo. 

3?-  Comerciar  en  metales  de  oro  y  plata,  sea  en 
pasta  ó  en  moneda. 

838.  Nombramiento  de  un  Gobernador. — 
El  Gobierno  de  S.  M.  nombra  libremente  un  Goberna- 
dor para  el  Banco  de  esta  Isla,  y  dos  subgobernadores 
á  propuesta  en  terna  de  las  Juntas  Generales  de  Accio- 
nistas. 
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839.  Consejo  de  Gobierno  ó  de  Administra- 
ción.— Lo  nombra  la  Junta  General  de  Accionistas. 
Tiene  el  Consejo  todas  las  atribuciones  necesarias  para 
garantir  eficazmente  los  intereses  de  los  Accionistas  de 
tal  modo,  que  ninguna  operación  puede  hacerse  sin  su 
conocimiento. 


CAPITULO  Y. 

Del  servicio  de  Correos  y  Telégrafos. 


840.  Su  importancia. — Grande  es  el  desarrollo 
que  estos  medios  de  comunicación  han  alcanzado  en  los 
pueblos  civilizados;  y  con  razón,  puesto  que  contribu- 
yen poderosamente  á  estrechar  los  lazos  sociales,  á  fa- 
cilicitar  la  difusión  de  las  ideas,  á  fomentar  los  inte- 
reses materiales  y  á  satisfacer  necesidades  morales. 
Así  es  que  todas  las  naciones  cultas  procuran  mejorar 
y  perfeccionar  servicios  que  revisten  utilidad  tan  pa- 
tente. Uno  de  los  medios  más  eficaces  que  á  ese  in- 
tento se  ha  empleado  ha  sido  la  unión  Postal  universal, 
en  que  se  ba  atendido  con  loable  solicitud  á  que  la 
correspondencia  reúna  las  condiciones  de  rapidez,  se- 
guridad y  modicidad. 

SECCION  I 

CORREOS. 

841.  Organización  admínistrativa.-Existe  una 

«Administración  General  de  Correos»  para  toda  la  Isla, 
que  depende  del  Gobierno  General.  En  cada  Provincia 
existe  una  ((Administración  Principal,»  subordinada  á 
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la  General  y  que  depende  del  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia respectiva.  La  Administración  General  es  tam- 
bién la  principal  de  la  Provincia  de  la  Habana.  Por 
último,  en  las  provincias  hay  Administraciones  subal- 
ternas y  carterias. — R.  D.  de  28  de  Febrero  de  1879. 

842.  Clase  de  correspondencia  que  se  admi- 
ten á  circulación. — 1^1  Cartas  ordinarias. 

2a    Tarjetas  postales. 
3a  Periódicos. 

4a  Libros,  ya^sean  encuadernados  á  la  rústica,  pas- 
ta ó  media  pasta,  revistas,  anales,  manuales  y  boleti- 
nes, litografías,  autografías  y  dibujos,  obrasj)or  entre- 
gas sin  encuadernar,  papeles  de  comercio  ó  de  negocios, 
pruebas  de  imprenta  con  correcciones  manuscritas  que 
sólo  se  refieran  al  texto  de  la  obra,  participaciones  de 
nacimiento  ó  defunción  y  cambios  de  domicilio  ó  de  ve- 
dad; manuscritos,  tarjetas  de  visita  y  de  retratos  foto- 
gráficos remitidos  bajo  sobre  abierto. 

5?  Medicamentos  en  polvo,  grano  ó  pasta  dura  ó 
rama,  cristales  de  vacuna,  muestras  del  comercio,  suel- 
tas ó  en  paquetes,  calcos  epigráficos  obtenidos  por  me- 
dio de  papeles  humedecidos,  plantillas  de  baldosas, 
zócalos,  mosáicos,  etc. 

843.  Dirección  defla correspondencia. — Datos 
que  debe  contener:  1?  Nombre  y  apellido  de  las  per- 
sonas á  quien  el  objeto  se  dirije. 

2.  °    Su  categoría  ó  profesión. 

3.  °    La  calle  y  número  de  la  casa. 

49  El  punto  de  residencia,  que  se  escribirá  en  la 
parte  inferior  de  la  dirección,  á  fin  de  evitar  errores, 
en  la  manipulación  de  la  correspondencia. 

844.  Franqueo  de  la  correspondencia. — Es 
siempre  obligatorio  el  de  las  cartas  ordinarias  destina- 
das al  interior  'de  las  poblaciones,  á  cualquier  punto 
de  la  Isla  y  á  las  Provincias  de  la  Península. 
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845.  Certificación  de  la  correspondencia. — 

Tiene  por  objeto  hacer  constar  su  depósito  legal  en  el 
correo,  el  cual  mediante  un  módico  recargo  ofrece  ga- 
rantías especiales  para  su  trasmisión  y  entrega.  En  ca- 
so de  extravío  ó  pérdida,  la  Administración  abona  la 
cantidad  de  cincuenta  pesetas,  salvo  los  casos  de  sinies- 
tro ó  fuerza  mayor.  Esta  indemnización  se  refiere  á 
los  certificados  dirijidos  al  interior  de  la  Isla  ó  á  cual- 
quiera punto  de  la  Península  y  en  general  para  los  paí- 
ses con  los  cuales  existen  convenios  postales.  Para  op- 
tar á  este  derecho  es  preciso  que  la  reclamación  se 
produzca  dentro  del  término  de  dos  meses,  á  contar 
desde  la  fecha  de  su  imposición  para  los  certificados 
dirigidos  á  la  Isla;  seis  para  la  Penínsuk  y  un  año 
para  los  dirijidos  al  extranjero. 

846.  Apartado  Oficial. — La  Autoridad  ó  Auto- 
ridades Superiores  del  Gobierno  tienen  la  preferencia 
de  recibir  sus  correspondencia  antes  que  el  público  y 
y  en  el  momento  de  llegar  los  correos,  cualesquiera 
que  sean  las  horas  del  dia  y  de  la  noche.  De  particu- 
lares. Los  que  quieran  apartar  su  correspondencia,  se- 
rán también  preferidos  al  resto  del  público  y  la  recibi- 
rán directamente  de  las  dependencias  de  correos  hasta 
las  10  de  la  noche.  Para  disfrutar  de  este  beneficio 
deben  abonar  un  derecho  especial,  cuyo  pago  se  efec- 
túa por  meses,  por  trimestres,  por  semestres  y  por 
anualidades. 

SECCION  II. 

TELÉGRAFOS. 

847.  Organización  administrativa.-Existe  una 

«Inspección  General,»  que  depende  del  Gobierno  Ge- 

12 


—  90  — 

neral.  Existen  además,  Jefes  de  'Estación,  y  el  Cuerpo 
de  Telegrafistas.— R.  D.  4  de  Febrero  de  1878. 

848.  Servicio  Telegráfico. — Conforme  al  R.  D. 
de  30  de  Junio  de  1871,  hecho  extensivo  á  esta  Isla 
por  R.  O.  de  29  de  Noviembre  de  1878,  se  ha  estable- 
cido en  esta  Isla  tres  clases  de  servicios  telegráficos,  á 
más  del  que  presta  el  Estado;  á  saber:  el  de  las  esta- 
ciones telegráficas  municipales,  el  de  las  empresas  y  el 
de  los  particulares. 

849.  Telégramas  oficiales. — Son  los  que  ver- 
san puramente  sobre  asuntos  del  servicio  del  Estado 
que  sean  expedidos  por  las  Autoridades  Superiores  de 
los  ramos  de  Administración  Civil,  Militar,  de  Marina 
y  Judicial,  así  como  también  del  Eclesiástico.  Están 
exentos  de  pago.  También  lo  están  las  contestaciones. 
— Decreto  del  Gobierno  General  de  26  de  Junio  de 
1878. 

850.  Telégramas  particulares.-. Su  tramitación 
exje  el  pago  de  una  cuota  en  sellos  del  ramo  y  cuya 
ascendencia  depende  del  número  de  palabras.  La  Ad- 
ministración está  obligada  á  que  este  servicio  se  preste 
con  toda  eficacia  y  prontitud.  (1) 

851.  Cables. — A  más  de  las  líneas  telegráficas  te- 
rrestres existen  las  submarinas,  llamadas  cables,  cuyo 
servicio  está  sujeto  á  disposiciones  especiales,  así  res- 
pecto á  su  concesión,  que  corresponde  al  Gobierno  de 
S.  M.,  como  á  su  explotación. 


(1)  Por  Decreto  del  Gobierno  General  de  22  de  Junio  de  1878,  se  conce- 
de el  uso  de  claves  mercantiles  reservadas  á  los  bancos,  sociedades  y  co- 
merciantes, poniéndose  la  traducción  al  reverso  del  telégrama. 


TITULO  "VII. 


La  Hacienda. 


CAPITULO  I. 

De  Hacienda  Insular. 

852.  Su  naturaleza. — La  Hacienda  Insular  se 
refiere  á  la  recaudación,  administración  é  inversión  de 
impuestos  con  destino  á  servicios,  cargos  y  obligaciones 
del  Estado  en  esta  Isla. 


SECCION  1. 

ORGANIZACION  Y  ADMINISTRACION. 


853.    Dirección  General  de  Hacienda. — Es 

una  de  las  dependencias  Centrales  del  Gobierno  Gene- 
ral. A  su  cargo  está  la  gestión  económica  Superior 
de  la  Isla.    Fué  establecida  por  Decreto  del  Poder  Eje- 


outivo  de  la  República  dado  en  diez  de  Marzo  de  1874. 
La  desempeña  un  Jefe  Superior  de  Administración 
nombrado  por  el  Gobierno  de  S.  M. 

854.  Secretaría-Subdireccion. — Es   la  oficina 

donde  se  centralizan  los  actos  de  la  gestión  Superior 
económica  de  la  Isla  y  la  llamada  á  secundar  las  dispo- 
siciones de  la  Dirección  General  de  Hacienda. 

Le  corresponde  vigilar  el  cumplimiento  de  los  ser- 
vicios económicos  y  centralizar  en  cuanto  convenga  á 
la  inspección  superior,  los  resultados  generales  de  la 
gestión  de  las  rentas  terrestres  y  marítimas,  instru- 
yendo los  expedientes  sobre  consultas  de  los  agentes 
administrativos,  sobre  reclamaciones  de  particulares, 
sobre  contratos  y  operaciones  de  crédito. 

Le  corresponde  también  el  personal  de  todas  las  de- 
pendencias del  ramo,  el  registro  general,  archivo  y  bi- 
blioteca de  ta  Dirección  y  entenderse  directamente  con 
las  oficinas  centrales  y  locales  en  todo  aquello  que  con- 
tribuya á  la  más  completa  instrucción  de  los  expedien- 
tes, y  convengan  para  facilitar  los  acuerdos  de  la  Di- 
rección General. 

Se  divide  en  cinco  secciones: 

1*  Los  asuntos  generales  y  vigilancia  superior  de 
la  Administración  Económica. 

2^  Despacho  de  expedientes  y  asuntos  relativos  á 
las  Rentas  terrestres  y  marítimas. 

3?  Comprobación  é  investigación  de  la  contribución 
directa. 

4?    Especial  de  impuestos. 

5?  Especial  de  Administración  de  Bienes  embar- 
gados. 

El  Secretario  Sub-Director  sustituye  al  Director  en 
los  casos  de  ausencia  ó  enfermedad.  Reglamento  de 
8  de  Abril  de  1877. 

855.  Contaduría  General. — Es  la  Interventora 


general  de  la  Administración  Económica  del  Estado  y 
el  centro  donde  se  dirigen  y  en  que  se  reúnen  todos 
los  resultados  que  produce  la  cuenta  y  razón  del  haber 
público.  Por  tanto,  le  compete  dirigir  y  fiscalizar  las 
operaciones  de  aquella,  inclusa  la  de  los  ramos  de 
guerra  y  marina  y  llevar  por  partida  doble  la  general 
de  la  Isla;  examinar,  comprobar,  deducir  y  hacer  cuan- 
tos reparos  ofrezcan  las,  cuentas;  exigir  el  pago  de  los 
derechos  que  pueda  descubrir  á  favor  del  Estado  den- 
tro o  fuera  del  examen  y  censura  de  las  mismas;  re- 
dactar las  generales  mensuales  y  anuales,  provisionales 
y  definitivas  y  remitirlas  al  tribunal  de  Cuentas  y  aL 
Ministerio  de  Ultramar;  instruir  los  expedientes  que 
exija  el  mejor  servicio;  despachar  y  resolver  los  de  su 
competencia  y  prepar  ar  el  de  los  que  haya  de  resolver 
la  superioridad;  y  las  cuentas  de  la  Administración 
de  Bienes  Embargados. 

Comprende  una  Secretaría,  á  cuyo  cargo  está  la 
parte  informativa  de  la  Legislación  Administrativa, 
el  Registro  General  y  cierre,  recibos  y  envió  de  cuen- 
tas, reparos  del  Tribunal  de  Cuentas,  impresiones, 
fianzas,  reintegros  y  desfalcos,  personal  general  de  Ha- 
cienda y  activo. 

Comprende  también  una  sección  de  rentas,  otra  de* 
gastos,  otra  del  tesoro  y  de  la  teneduría  de  libros. — 
Reglamento  de  IV  de  Mayo  de  1877. 

856.  Tesorería  General. — Como  Centro  del  Te- 
soro le  corresponde  la  administración,  manejo  y  custo- 
dia de  los  fondos  públicos,  cuya  recaudación,  ingreso 
y  aplicación  á  las  necesidades  y  servicios  del  Estado, 
autorizan  las  leyes;  y  la  creación  y  situación  material 
de  los  fondos,  así  como  también  la  dirección  inmediata 
en  la  contabilidad  correspondiente  á  las  operaciones 
del  Tesoro. 

Está  dividida  en  los  negociados  siguientes:  Teñe- 
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daría  de  libros.  Contabilidad  de  los  ingresos,  Contabi- 
lidad de  los  Pagos,  Sección  de  Cuentas,  Caja,  Secreta- 
ría, Registro  y  Archivo,  Negociado  especial  de  clases 
pasivas  y  Negociado  especial  para  las  operaciones 
del  empréstito  de  Cuba, — Reglamento  de  8  de  Abril 
de  1877. 

857.  Ordenación  General  delegada  de  Pa- 
gos.— El  Ordenador  General  es  el  Jefe  autorizado 
para  liquidar  y  ordenar  previo  acuerdo  del  Director 
General,  el  pago  de  todas  las  obligaciones  y  servicios 
del  Estado,  exceptuándose  la  devolución  de  depósitos 
y  fianzas  hechas  en  provincias,  los  premios  de  jugado- 
res á  la  lotería  y  las  atenciones  de  los  ramos  de  guerra 
y  marina  que  tienen  ordenadores  especiales. 

Corresponde  al  Ordenador  General  liquidar  las  obli- 
gaciones y  servicios  de  los  conceptos  y  ramos  siguien- 
tes: Obligaciones  generales,  Gracia  y  Justicia,  Hacien- 
da, Gobernación,  Fomento,  Estado  y  Fernando  Póo. 

Le  corresponde  también  formar  y  someter  á  la  apro- 
bación del  Director  la  distribución  mensual  de  fondos, 
dirijir  á  la  Tesorería  General  los  pedidos  de  los  fon- 
dos que  han  de  situarse  en  cada  punto  para  satisfacer 
las  indicadas  obligaciones,  extender  y  firmar  todos  los 
libramientos,  llevar  un  Registro  de  los  mismos,  llevar 
cuenta  individual  á  todos  los  empleados  de  los  ramos 
y  servicios  que  competen  á  la  Ordenación;  llevar  cuen- 
ta á  los  individuos  de  clases  pasivas,  comprobar  con  la 
Intervención  y  la  Contaduría  y  Tesorería  Generales 
los  resultados  de  su  contabilidad  para  la  debida  con- 
formidad y  exactitud  de  las  operaciones  y  de  los  pagos 
y  reintegros,  redactar  y  pasar  á  la  Contaduría  General 
al  cerrarse  el  ejercicio  del  presupuesto,  relación  nomi- 
nal expresiva  de  todas  las  obligaciones  reconocidas  y 
liquidadas,  durante  el  mismo,  que  no  hayan  sido  satis- 
fechas, consignando  las  causas  porque  se  hallan  pen- 
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dientes  de  pago.  Existe  en  la  Ordenación  un  Inter- 
ventor encargado  de  fiscalizar  todas  las  operaciones, 
órdenes,  liquidaciones,  documentos,  libramientos  y  jus- 
tificantes en  que  se  funde  y  descanse  la  Ordenación  de 
los  pagos. — Reglamento  de  8  de  Abril  de  1877. 

858.  Administración  General  de  Loterías. — 
Corresponde  al  Administrador  instruir  los  expedientes 
á  que  dé  lugar  la  gestión  de  la  Renta,  dirijir  la  gestión 
de  la  misma,  distribuir  el  personal,  presidir  los  sorteos, 
rendir  las  cuentas,  aprobar  las  marcas  que  deben  lle- 
var los  billetes  y  la  clave  reservada  de  las  contraseñas 
manuscritas,  distribuir  por  sorteos  los  billetes,  ordenar 
los  pagos,  asistir  diariamente  al  corte  de  caja  de  la 
cual  conservará  una  de  las  dos  llaves  que  debe  tener, 
remitir  diariamente  á  la  Dirección,  Contaduría  y  Teso- 
rería Generales  el  corte  de  caja  firmado  por  él  y  por  el 
Interventor  de  la  Renta,  apercibir  y  reprender  á  sus 
subordinados,  proponer  la  creación  y  supresión  de  Ad- 
ministraciones locales,  proponer  á  la  Dirección  el  nom- 
bramiento y  separación  délos  Administradores  locales. 
Debe  prestar  una  fianza  de  $5.000.  La  Administración 
se  divide  en  cinco  negociados:  de  Secretaría  á  cuyo 
cargo  está  el  registro,  el  personal  y  la  preparación  de 
los  expedientes  que  no  correspondan  á  los  otros;  de 
Marcas,  á  cuyo  cargo  está  estampar  en  los  billetes  las 
marcas  y  también  en  'las  plantillas  que  le  facilite  el  de 
contraseñas  y  en  los  cuadernos,  del  Interventor;  de 
contraseñas,  encargado  de  recibir  los  billetes  de  cada 
sorteo  y  del  movimiento  de  los  mismos  así  como  tam- 
bién de  presentar  á  la  aprobación  del  Jefe  la  clave  de 
contraseñas  reservadas  de  cada  sorteo;  de  distribución, 
encargado  del  plan  de  distribución  de  los  billetes  entre 
los  administradores  y  suscritores;  y  el  de  Archivo. 

Hay  un  Interventor  de  Loterías,  para  fiscalizar  los 
actos  y  operaciones  de  la  Administración.  Tiene  otra 
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llave  de  la  caja,  y  está  obligado  á  prestar  fianza  de 
$3.000.— Reglamento  de  8  de  Abril  de  1877. 

859.    Inspección  General  de  Hacienda. — Es 

un  centro  del  cual  es  Jefe  nato  el  Director  General  del 
ramo.  El  Inspector  Jefe,  además  de  los  trabajos 
peculiares  á  su  carácter  de  tal,  tiene  á  su  cargo  el  des- 
pacho diario  y  directo  con  el  Director  General.  Co- 
rresponde á  este  centro: 

l9  Visitar  é  inpeccionar  todas  las  oficinas  pertene- 
cientes á  los  diversos  ramos  de  la  Administración 
Provincial  de  Hacienda, 

2?  Proponer  cuantas  mejoras  crea  beneficiosas  á  la 
Administración. 

39  Exigir  los  datos  y  noticias  que  juzgue  necesa- 
rios al  mejor  servicio. 

49  Practicar  las  averiguaciones  que  estime  indis- 
pensables para  esclarecer  cualquier  acto  administrativo. 

59  Indicar  los  procedimientos  que  mejor  conduzcan 
á  la  realización  de  los  derechos  del  Tesoro. 

G9  Ejercer  las  atribuciones  que  especialmente  le 
confiera  la  Dirección  General. 

Siempre  que  lo  reclame  la  naturaleza  de  los  hechos 
que  motiven  las  visitas,  las  girarán,  en  los  casos  ordi- 
narios, los  Inspectores  o  Sub-inspectores  con  el  perso- 
nal suficiente.  Los  Inspectores  pueden  delegar  sus 
funciones  en  los  Sub-inspectores  y  éstos  en  los  Oficia- 
les de  la  Inspección,  siempre  que  estén  servidos  por 
funcionarios  de  igual  ó  menor  categoría  que  el  visita- 
dor. Cuando  los  Inspectores  creyesen  motivada  la 
suspencion  de  un  funcionario,  la  propondrá  inmediata- 
mente al  Director  General,  indicando  la  necesidad  que 
patentiza  la  urgencia  de  la  medida,  sin  perjuicio  de 
justificarla  en  debida  forma  por  medio  del  expediente 
administrativo,  para  que  el  Centro  Superior  pueda 
aquilatar  la  importancia  del  hecho  y  la  corrección  que 


amerite,  conforme  á  lo  preceptuado  en  el  Reglamento 
orgánico  sobre  las  carreras  civiles  de  Ultramar.  De- 
ben ser  objeto  de  preferente  interés  parala  Inspección: 

l9  El  exámen  minucioso  y  concienzudo  de  todas 
las  operaciones  que  practiquen  las  económicas  y  su- 
balternas de  las  provincias,  así  en  lo  relativo  al  pe- 
ríodo corriente  con  los  atrasos. 

29  La  inspección  detallada  y  precisa  de  todos  los 
documentos  peculiares  á  los  diversos  ramos  que  cons- 
tituyen las  dependencias  respectivas,  fijando  su  es- 
pecial atención  en  el  organismo  y  funciones  de  cada 
negociado  para  "proponer  en  su  caso  la  resolución  que 
estime  conveniente  al  mejor  servicio. 

39  La  vigilancia  más  estricta  sobre  cuanto  se  rela- 
cione con  la  investigación  de  la  riqueza,  resumen  de  la 
Estadística,  Contabilidad  y  Recaudación;  lo  mismo  que 
con  la  Renta  de  Loterías,  de  Aduanas,  Efectos  tim- 
brados, Regularizaron,  Percepción  y  liquidación  de  los 
impuestos  sobre  trasportes  de  mercancías  y  viajeros,  el 
de  Cédulas  personales,  el  de  Consumo  de  ganado  y  el 
de  traslación  de  dominio  (derechos  reales,  hipotecas, 
patrocinados,  censos,  etc.) — Reglamento  de  15  de  Agos- 
to de  1881. 

860.    Administración  Económica  Provincial. 

— La  gestión  de  la  Hacienda  Pública  en  cada  una  de 
las  seis  provincias  cubanas  está  desempeñada: 

l9  Por  una  dependencia  en  cada  capital  que  se  de- 
nomina Administración  Económica,  dividida  en  tres 
secciones  encargadas  respectivamente  de  la  parte  pu- 
ramente administrativa,  ó  sea,  la  preparación  y  feneci- 
miento de  todas  las  operaciones  hasta  declarar  los  de- 
rechos y  obligaciones  que  correspondan  á  la  Hacienda 
y  liquidarlos;  la  Interventora  ó  fiscal,  que  verifica  las 
operaciones  de  contabilidad;  y  la  de  caja,  ó  sea,  el  re- 
cibo, custodia  y  entrega  de  todos  los  caudales  y  de- 
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más  valores  públicos,  así  como  de  los  efectos  tim- 
brados. 

2?  Por  Administraciones  de  Aduanas,  llamadas  á 
realizar  las  operaciones  propias  del  reconocimiento  y 
liquidación  de  los  derechos  y  obligaciones  de  la  Ha- 1 
cienda  con  sujeción  á  los  aranceles  y  ordenanzas  de  la 
renta,  correspondiéndole  también  la  recaudación  direc- 
ta de  sus  valores.  Se  dividen  en  dos  secciones:  una 
Administrativa  y  otra  Fiscal  ó  Interventora. 

39  Por  Administraciones-Depositarías  de  Partido, 
Subalternas  de  Rentas.  Dependen  de  las  Administra- 
ciones Económicas  de  sus  respectivas  provincias.  Tie- 
nen á  su  cargo  la  custodia  y  expedición  de  los  efectos 
que  se  destinen  al  consumo  de  la  localidad  ó  distrito  en 
que  se  establezcan. — Reglamento  de  9  de  Setiembre 
de  1878. 


SECCION  II. 

CONTABILIDAD  Y  PRESUPUESTOS. 

861.  Legislación  vigente. — Decreto  de  la  Ad- 
ministración Económica  y  Contabilidad  de  Ultramar 
de  12  de  Setiembre  de  1870.  Instrucción  para  llevar- 
lo á  efecto  de  4  de  Octubre  del  mismo  año,  y  Ley  de 
Presupuestos  de  esta  Isla  de  5  de  Junio  de  1880'. 

862.  Elementos  que  constituyen  la  Hacien- 
da Pública. — El  producto  de  todas  las  contribucio- 
nes, rentas,  fincas,  derechos  y  todo  género  de  valores 
.pertenecientes  al  Estado,  el  cual  atiende  al  sosteni- 
miento de  las  cargas  públicas. 

863.  Agentes  encargados  de  la  gestión  de 
la  Hacienda. — Ya  hemos  hablado  de  todos  ellos. 

864.  Presupuestos  generales. — Forman  el  acti- 


—  99  — 

vo  del  Estado  el  importe  de  todas  las  propiedades, 
rentas,  contribuciones  y  derechos;  y  el  pasivo  todas 
sus  obligaciones  y  todos  los  gastos  de  su  servicio.  De 
uno  y  otro  ha  de  formarse  anualmente  un  Presupuesto 
detallado  por  secciones,  capítulos  y  artículos,  ó  sea, 
por  ramos,  servicios  y  conceptos.  Son  únicamente 
obligaciones  exijibles  del  Estado  las  comprendidas  en 
el  presupuesto  aprobado,  y  las  que  se  reconozcan  por 
disposiciones  especiales.  El  Ministro  de  Ultramar  re- 
dacta con  vista  de  los  proyectos  formados  por  la  Di- 
rección General  de  Hacienda  de  acuerdo  con  el  Go- 
bierno General,  los  presupuestos  generales  de  esta  Isla 
y  los  presenta  á  las  Córtes,  prévia  aprobación  del  Con- 
sejo de  Ministros,  para  su  discusión  y  voto. 

865.  Créditos  extraordinarios,  supletorios  y 
transferencia  de  créditos. — Cuando  ocurran  gastos 
urgentes  y  de  imprescindible  necesidad  referentes á  ha- 
beres personales,  manutención  de  tropa;  y  en  los  casos 
de  guerra,  calamidad  6  alteración  del  órden  público, 
que  no  tengan  crédito  asignado  en  el  presupuesto,  po- 
drá la  Administración  de  Cuba  conceder  créditos  ex- 
traordinarios. Podrá  también  conceder  créditos  suple- 
torios en  los  mismos  casos,  siempre  que  no  alcanzare 
la  cantidad  presupuestada.  En  los  demás  casos  se  li- 
mitará á  elevar  los  expedientes  instruidos  al  efecto  á 
la  resolución  del  Gobierno  Supremo,  expresando  de 
un  modo  terminante  que  no  se  ha  librado  cantidad  al- 
guna.— Art.  18  de  la  Ley  de  Presupuestos  de  Cuba  de 
5  de  Junio  de  1880. 

Las  transferencias  de  créditos  sobrantes  entre  capí- 
tulos de  una  misma  sección  del  presupuesto  deben 
acordarse  precisamente  en  Consejo  de  Ministros;  y  las 
que  se  hagan  entre  artículos  de  un  mismo  capítulo,  por 
el  Ministerio  de  Ultramar,  salvo  el  caso  de  urgencia 
reconocida,  en  que  podrá  acordarse  por  la  Administra- 
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cion  de  esta  Isla,  solicitando  inmediatamente  la  apro- 
bación del  Gobierno  con  arreglo  al  artículo  29  del 
R.  D.  citado.  Estas  transferencias,  así  como  los  crédi- 
tos extraordinarios  y  los  supletorios-  ya  referidos,  se 
conceden  sólo  durante  el  ejercicio  del  presupuesto  y 
su  período  de  ampliación,  ó  sean,  los  seis  meses  si- 
guientes para  terminar  la  liquidación  y  ejecución  de 
los  cobros  y  pagos  no  realizados  al  finalizar  el  mismo. 
— Art.  14  de  la  mencionada  Ley. 

866.  Formalizaciones. — Están  prohibidos  los 
pagos  en  suspenso,  ó  sean,  de  aquellas  atenciones  que 
por  su  índole  no  permiten  la  previa  justificación.  Las 
cantidades  que  se  deban  satisfacer,  cuyos  justificantes 
no  puedan  obtenerse  al  tiempo  de  hacer  los  pagos,  se 
aplicarán  desde  luego  á  los  capítulos  correspondientes, 
quedando  responsables  los  Jefes  encargados  de  los 
mismos  servicios  de  la  justificación  que  habrán  de  en- 
tregar á  la  Intervención  de  las  ordenaciones  Yespecti- 
vas  en  el  improrogable  plazo  de  tres  meses. — Art.  20 
de  la  anunciada  Ley. 

867.  Cargarémes,  Cartas  de  pago  y  Libra- 
mientos.— Los  cargaremes  son  los  mandamientos  de 
cargo  para  la  caja,  ó  sea,  documentos  que  autorizan  el 
ingreso  de  derechos  liquidados  á  favor  de  la  Hacienda. 
Deben  entregarse  á  los  interesados  para  que  realicen 
el  pago  en  la  caja.  Las  cartas  de  pago  son  documen- 
tos de  cargo  expedido  por  los  tesoreros  ó  Jefes  de  ca- 
ja para  resguardo  de  los  deudores  de  la  Hacienda,  por 
sus  entregas  en  efectos.  Libramientos  son  los  manda- 
tos de  pago  á  las  Tesorerías.  Todo  pago  ha  de  hacer- 
se en  virtud  de  libramiento  expedido  por  el  Ordenador 
respectivo,  y  á  él  deben  acompañarse  los  documentos 
originales  de  su  justificación. — Art.  39  del  R.  D.  y  10, 
12  y  16  de  la  Instrucción. 

868.  División  de  los  agentes  de  la  Adminis- 


tracion. — l9  Agentes  administrativos,  ó  sean,  los 
Administradores  de  contribuciones,  los  de  Rentas  es- 
tancadas, los  de  Aduanas,  los  de  Loterías,  los  funciona- 
rios que  tengan  á  su  cargo  la  Administración  de  los 
bienes  de  propiedad  del  Estado,  Correos,  Telégrafos, 
etc.,  y  los  Ordenadores  de  Pagos. 

2?  Agentes  interventores  ó  fiscales,  á  saber,  los 
Contadores  de  Hacienda  públicos,  los  de  las  Adminis- 
traciones de  Aduanas,  los  Interventores  de  todas  las 
Oficinas,  así  Administrativas  como  Económicas,  los 
Contadores  de  las  Administraciones  de  Loterías  y  los 
Contadores  (5  Interventores  militares  <5  de  marina. 

3?  Agentes  del  Tesoro,  ó  sean  los  Tesoreros  de  Ha- 
cienda Pública,  los  Depositarios,  los  de  Administra- 
ciones locales  y  los  Jefes  de  caja. — Arts.  21,  22,  23  y 
24  de  la  Instrucción. 

869.  Objeto  de  la  contabilidad  del  Estado. — 
Facilitar  la  formación  de  las  cuentas  generales  y  par- 
ciales y  llevar  cuenta  y  razón  exacta  y  bien  ordenada 
á  todos  los  elementos  qué  concurran  á  formar  el  haber 
de  la  Hacienda  Pública  y  á  los  que  intervienen  en  su 
distribución. — Art.  63.  Instrucción. 

870.  Clasificación. — General  y  detallada, 

La  primera  debe  llevarse  por  el  sistema  de  partida 
doble  y  tendrá  por  objeto  la  cuenta  y  razón  de  todos 
los  conceptos  y  ramos  de  los  presupuestos  de  ingresos 
y  gastos.  Se  divide  en  dos  partes:  de  los  ingresos;  y  de 
los  gastos.  En  la  de  ingresos  han  de  llevarse  dos  cuen- 
tas: la  de  presupuesto  y  la  de  valores.  En  la  de  los 
gastos  se  llevará  también  dos  cuentas:  la  de  presu- 
puesto y  la  de  gastos. 

La  segunda,  ó  sea,  la  detallada,  comprende  tres  cla- 
ses de  cuentas:  individuales,  colectivas  y  generales. 
Las  primeras  que  se  refieren  á  personas,  han  de  lle- 
varse por  «Debe))  y  «Haber;»  las  segundas,  que  consti- 
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tuyen  el  grupo  de  las  individuales  en  cada  concepto, 
han  de  llevarse  con  la  distinción  correspondiente;  y 
las  últimas,  que  comprenden  ei  grupo  que  abraza  cada 
capítulo,  se  llevará  por  Provincias  y  localidades. 

SECCION  III. 

IMPUESTOS. 


871.  Legislación  vigente. — Ley  de  Presupues- 
tos de  Cuba  de  7  de  Julio  de  1882. 

872.  Contribuciones  directas. — El  16  por  100 

de  las  utilidades  liquidas  de  la  propiedad  urbana,  de 
la  industria,  del  comercio,  de  las  profesiones,  de  las 
artes  y  demás  medios  de  producción;  el  8  por  100  de 
la  propiedad  rústica  no  destinada  á  la  producción  del 
tabaco  y  del  azúcar;  y  el  2  por  100  sobre  los  rendi- 
mientos líquidos  de  las  fincas  destinadas  á  la  produc- 
ción de  azúcar  y  tabaco. 

Son  de  cuenta  del  Tesoro  los  gastos  de  cobranza, 
rectificación  de  amillaramientos  ó  padrones  y  de  com- 
probación de  las  reclamaciones  de  agravio  cuando  este 
resulte  justificado. — Arts.  49  y  5o 

873.  Cobranza  de  la  contribución  directa. — 
Está  vigente  la  Instrucción  aprobada  por  el  Gobierno 
General  de  22  de  Octubre  de  1879  y  Reglas  dictadas 
en* 20  de  Marzo  de  1882.  Conforme  á  las  disposicio- 
nes de  la  Instrucción,  la  cobranza  puede  hacerse  direc- 
tamente por  la  Administración  ó  por  medio  de  recau- 
dadores, pudiéndose  también  invitarse  á  los  Ayunta- 
mientos á  encabezarse  por  un  tanto  alzado  para  satis- 
facer un  tributo  correspondiente  á  su  jurisdicción.  Con 
arreglo  al  artículo  O9  de  la  Ley  de  7  de  Julio  de  1882 
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sobre  la  Deuda  del  Tesoro  de  Cuba,  y  según  lo  dis- 
puesto por  R.  O.  de  8  de  Agosto  del  mismo  año,  el 
Banco  Español  de  la  Isla  de  Cuba  tiene  á  su  cargo  la 
recaudación  de  las  contribuciones  directas,  al  mismo 
tiempo  que  el  pago  de  intereses,  amortización  y  demás 
gastos  que  anualmente  exija  el  servicio  de  las  deudas 
creadas  por  la  mencionada  Ley.  El  Banco  ha  de  efec- 
tuar la  cobranza  llevando  su  gestión  solamente  hasta 
el  primer  grado  de  apremio  inclusive  y  percibiendo  por 
razón  de  gastos  el  premio  de  cuatro  y  tres  cuartos  por 
ciento  del  importe  total  de  los  recibos  que  se  le  entre- 
guen para  el  cobro.  La  realización  de  este  servicio  ha 
de  verificarse  conforme  al  convenio  celebrado  en  4  de 
Agosto  de  1876  entre  el  Ministerio  de  Hacienda  y  el 
Banco  de  España  para  la  recaudación  de  las  contribu- 
ciones directas  de  la  Península,  salvo  las  modificacio- 
nes que  exijan  las  circunstancias  de  localidad  y  la  li- 
mitación ántes  expresada  de  los  grados  de  apremio, 
que  de  mutuo  acuerdo  se  introduzcan  por  la  Dirección 
General  de  Hacienda  y  el  Banco.  Entre  este  y  aquella, 
se  han  estipulado,  con  aprobación  del  Gobierno  Gene- 
ral y  consulta  del  Supremo,  reglas  para  llevar  á  efecto 
lo  dispuesto.  (1)  Con  sujeción  á  ellas,  el  Banco  se  ha 
encargado  de  la  recaudación  desde  l9  de  Enero  de  es- 
te año  (1883,)  con  la  garantía  del  capital  que  lo  cons- 
tituye, debiendo  nombrar  en  cada  Provincia  el  número 
suficiente  de  Agentes  o  Delegados  para  que  en  su  nom- 
bre practiquen  la  cobranza  dentro  de  los  plazos  fijados 
en  la  Instrucción  con  las  alteraciones  que  en  las  reglas 
de  que  se  trata  se  establecen. 

Si  en  algún  término  municipal  no  encontrase  el  Ban- 
co persona  que  se  encargue  ele  la  cobranza,  puede  in- 
vitar al  Ayuntamiento  para  que  la  realice  por  cuenta 


(1)    Gaceta  de  Ja  Habana  de  19  de  Diciembre  de  1882. 
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del  mismo  Banco  mediante  el  tanto  por  ciento  de  pre- 
mio que  convengan,  quedando  sujeta  la  municipalidad 
á  la  responsabilidad  de  que  trata  el  artículo  79  de  la 
Instrucción  de  12  de  Abril  de  1882  y  conservando  el 
Banco  la  directa  para  la  Hacienda.  Pueden  los  contri- 
buyentes hacer  el  pago  de  sus  cuotas  en  los  pueblos  ó 
localidades  que  más  les  convenga,  de  aquellos  en  que 
el  Banco  tenga  sucursales  6  agentes  propios  de  recau- 
dación, siempre  que,  con  quince  de  anticipación  al  tri- 
mestre, lo  soliciten  por  escrito.  El  Banco  autorizará  y 
habilitará  los  recibos  para  la  cobranza,  estampando  un 
sello  entre  la  conjunción  del  recibo  y  la  matriz,  que 
deberá  ser  firmado  por  el  funcionario  que  designe.  (1) 

874.  Contribuyentes  morosos. — El  plazo  que 
se  fija  para  la  recaudación  en  cada  trimestre  sin  recar- 
go alguno,  es  el  siguiente:  para  la  Habana,  30  dias;  pa- 
ra Matanzas,  Cárdenas,  Cienfuegos,  Sagua,  Puerto- 
Príncipe  y  Cuba,  15;  para  los  demás  pueblos  no  con- 
signados, 10  dias.  Terminado  el  plazo,  se  considerará 
moroso  al  contribuyente,  incurriendo  desde  luego  en 
el  recargo  del  dos  por  ciento  sobre  el  importe  de  su 
cuota.- — Regla  12^  de  las  indicadas,  y  artículos  30  y  31 
de  la  Instrucción. 

875.  Apremios. — El  primer  grado  de  apremio,  ó 
ejecutivo,  consiste  en  la  notificación  individual  á  los 
contribuyentes  en  las  capitales  de  provincia  y  demás 
pueblos  donde  haya  oficina  recaudadora,  que  por  no 
haber  satisfecho  sus  cuotas  en  el  plazo  señalado  resul- 
ten morosos,  á  fin  de  que  las  abonen  dentro 'de  tercero 


(1)  En  3  de  Marzo  de  este  año  (1883)  se  dictó  por  la  Dirección  General  de 
Hacienda,  de  acuerdo  con  el  Banco,  el  Keglamento.  para  llevar  á  cabo  el  co- 
bro de  impuestos  directos. — Por  resolución  del  Gobierno  General,  de  5  de 
Abril  de  este  año  (1883,)  se  ha  dispuesto  que  los  delegados  del  Banco  Espa- 
ñol y  las  Oficinas  de  Eentas  solamente  admitan  en  cada  pago  hasta  dos  pe- 
sos cinco  centavos  en  moneda  de  plata. 
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dia.  La  notificación  ha  de  hacerse  por  los  Delegados 
del  Banco  ó  sus  agentes  recaudadores  por  medio  de  pa- 
peletas impresas  autorizadas,  extendiéndose  por  du- 
plicado. 

En  el  ejemplar  principal,  se  hará  constar  la  fecha  de 
la  notificación  y  firma  del  notificado  ó  la  de  los  testi- 
gos, si  aquel  se  negase  á  admitirla,  devolviéndose  re- 
quisitada  en  dicha  forma  para  que  forme  cabeza  del 
expediente  de  apremio  en  caso  necesario.  El  otro  ejem- 
plar, se  dejará  en  el  domicilio  del  contribuyente,  ex- 
presando la  fecha  en  que  se  verifique  la  entrega.  Las 
notificaciones  podrán  hacerse  al  contribuyente  á  que 
corresponda,  á  su  representante  ó  á  alguno  de  sus  fa- 
miliares mayor  de  edad. 

La  notificación  á  los  morosos  quedará  terminada  por 
parte  de  los  Delegados  del  Banco  en  un  plazo  igual  al 
señalado  para  pagar  sin  recargo.  El  dos  por  ciento  de- 
vengado por  los  Agentes  del  Banco  en  las  citadas  pa- 
peletas de  conminación  que  se  devuelvan,  quedará  á 
favor  de  la  Hacienda  Pública. — Reglas  13  y  14  de  las 
indicadas  y  Reglas  1*,  4*  y  5?  de  las  dictadas  en  20 
de  Marzo  de  1882. 

Terminado  el  plazo  de  notificación  sin  haberse  rea- 
lizado el  cobro,  se  continuará  inmediatamente  el  pro- 
cedimiento en  su  segundo  y  tercer  grados,  ó  sea,  el 
embargo  de  bienes  muebles  y  el  de  bienes  inmuebles, 
si  necesario  fuese.  Los  derechos  que  en  este  caso  de- 
vengue el  ejecutor,  pues  la  gestión  del  segundo  y  ter- 
cer grados  corresponde  á  la  Hacienda,  se  ajustarán  á 
lo  siguiente:  hasta  500  escudos  inclusive  de  débito  el 
cinco  por  ciento  en  el  segundo  grado  y  el  ocho  por 
ciento  en  el  tercero;  de  501  á  1000,  el  cuatro  y  el  sie- 
te respectivamente;  de  1001  á  3000  el  tres  y  el  seis; 
de  3001  á  5000,  el  dos  y  el  cinco;  de  5001  en  adelan- 
te, el  uno  y  el  cuatro.  La  diligencia  de  segundo  grado 

14 
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será  nula  para  la  exacción  de  los  derechos  de  apremio, 
sin  que  conste  en  el  expediente  la  de  notificación. — 
Reglas  6*  y  7*  de  las  dictadas  en  20  de  Mayo  de  1882. 

La  forma  del  segundo  grado  de  apremio,  ó  sea,  el 
embargo  de  bienes  muebles  ha  de  hacerse  en  la  forma 
siguiente:  el  ejecutor,  provisto  de  la  competente  auto- 
rización del  Jefe  Económico,  se  presentará  al  Alcalde 
del  domicilio  del  contribuyente  impetrando  su  auxilio, 
y  obtenido,  requerirá  al  deudor  al  pago.  Si  no  lo  hicie- 
re en  el  acto,  procederá  el  ejecutor  á  embargar  bienes 
muebles  y  semovientes,  frutos  6  rentas  en  cantidad 
bastante  á  cubrir  principal,  recargos  y  costas.  Hecho 
así  se  conminará  al  deudor  á  pagar  en  el  término  de 
tercero  dia  con  el  recargo  y  las  costas  causadas.  Si  pa- 
gare, se  levantará  el  embargo  inmediatamente;  y  si  no 
pagare,  se  procederá  á  la  tasación  de  los  efectos  em- 
bargados por  medio  de  dos  peritos,  uno  nombrado  por 
la  parte  y  otro  por  el  ejecutor;  el  tercero,  en  caso  de 
discordia,  será  nombrado  por  el  Alcalde.  La  venta  se 
hará  en  subasta  anunciándose  por  término  de  diez  dias 
en  la  capital  de  la  Provincia  y  en  el  pueblo  donde  se 
hagan  las  diligencias. 

Si  no  se  presentare  postor,  que  cubra  la  tasación,  se 
procederá  á  segunda  subasta  rebajando  el  precio  una 
tercera  parte.  Realizada  la  venta  el  producto  se  apli- 
cará á  pagar  el  crédito,  los  recargos  y  costas.  Si  la 
venta  no  produjera  lo  suficiente  se  ampliará  el  embar- 
go y  se  verificará  otro  remate  en  la  misma  forma. — 
Art.  39  de  la  Instrucción  de  22  de  Octubre  de  1879. 

Se  exceptúan  del  embargo: 

1?  Los  ganados  destinados  al  cultivo  de  las  fincas 
ó  al  acarreo  de  los  frutos  y  los  carros,  aperos,  máqui- 
nas y  demás  instrumentos  de  labor. 

2o  Los  instrumentos,  herramientas  ó  útiles  que  los 
artesanos  necesiten  para  sus  trabajos  personales;  la 
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cama  compuesta  de  las  piezas  ordinarias  del  deudor  y 
su  consorte  y  la  de  los  hijos  que  vivan  en  la  compañía 
y  bajo  su  potestad. 

4V  Los  libros  propios  de  los  profesores  de  jurispru- 
dencia, medicina,  enseñanza  y  demás  facultades  cien- 
tíficas. 

59  Los  uniformes,  armas  y  equipo  de  los  mili- 
tares. 

69  Los  esclavos  (hoy  patrocinados)  destinados  á  la 
labor  de  los  ingenios  y  al  cultivo  de  cualquier  otra  cla- 
se de  fincas,  se  considerarán  como  parte  de  ellas  y  no 
podrán  embargarse  en  concepto  de  bienes  muebles. — 
Art.  35  de  la  Instrucción  citada. 

Si  no  se  encontraren  al  deudor  bienes  muebles  para 
cubrir  su  débito,  se  procederá  al  tercer  grado  de  apre- 
mio en  la  forma  siguiente:  el  Recaudador  dará  parte 
al  Jefe  Económico,  el  cual  autorizará  al  Ejecutor  para 
proceder  al  embargo  de  bienes  inmuebles.  El  Ejecu- 
tor, provisto  de  la  autorización,  se  presentará  al  Al- 
calde del  pueblo  impetrando  su  auxilio,  y,  obtenido, 
requerirá  al  deudor  al  pago. 

Si  no  pagare  en  el  acto,  procederá  el  Ejecutor  á 
embargar  bienes  inmuebles  en  cantidad,  á  lo  más,  tri- 
ple de  lo  que  importe  el  principal,  recargos  y  costas. 
Hecho  el  embargo,  se  continuará  el  procedimiento  es- 
tablecido para  el  de  bienes  muebles,  con  la  diferencia 
de  anunciarse  la  .subasta  por  término  de  30  dias  en  la 
capital  de  la  Provincia  y  en  el  pueblo  donde  radiquen 
las  fincas.  Verificada  la  venta,  ha  de  pasarse  el  expe- 
diente al  Jefe  Económico  para  la  aprobación  del  rema- 
te, requiriéndose  al  deudor  para  que  otorgue  la  escri- 
tura. 

Si  no  quisiere  otorgarla  se  hará  constar  así  en  el 
expediente,  y  la  otorgará  el  Jefe  Económico  por  ante 
el  Escribano  de  Hacienda.    En  la  escritura  se  hará 
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relación  de  la  causa  de  la  venta  y  del  resultado  de  la 
subasta. — Art.  4?  de  la  Instrucción  mencionada. 

Los  procedimientos  de  apremio  son  exclusivamente 
gubernativos,  no  pudiendo  intervenir  los  Tribunales  de 
Justicia  mientras  solo  se  trate  del  interés  directo  de  la 
Hacienda. 

Los  derechos  páralos  peritos  ó  tasadores  son  los 
que  determina  la  R.  O.  de  23  de  Abril  de  1880,  ó  sean, 
hasta  cien  pesos,  el  diez  por  ciento;  de  ciento  uno  á 
quinientos,  el  ocho;  de  quinientos  uno  á  mil,  el  seis; 
de  mil  uno  á  cinco  mil,  el  cuatro;  de  cinco  mil  uno  á 
diez  mil,  el  dos  y  medio;  de  diez  mil  uno  á  cincuenta 
mil,  el  uno;  de  cincuenta  mil  en  adelante,  el  medio  por 
ciento.  El  tanto  por  ciento  señalado  sólo  puede  co- 
brarse sobre  el  importe  del  recibo,  y  en  ningún  caso 
sobre  el  valor  que  se  dé  á  los  bienes  embargados. — 
Regla  8^  de  las  dictadas  en  20  de  Marzo  de  1882. 

876.  Impuesto  de  derechos  reales  y  trasmi- 
sión de  bienes. — Establecido  por  las  Leyes  de  Pre- 
supuestos de  esta  Isla  de  1880  y  1882.  Para  su  ad- 
ministración y  realización,  está  vigente  el  Reglamento 
provisional  aprobado  en  28  de  Febrero  de  este 
año  (1883). 

877.  Actos  sujetos  al  impuesto. — 1?  Las  tras- 
laciones de  dominio  de  bienes  inmuebles  y  las  de  de- 
rechos reales  sobre  los  mismos. 

2?  La  constitución,  reconocimiento,  modificación 
ó  extinción  de  derechos  reales  afectos  á  los  bienes  in- 
muebles. 

3.°  Las  trasmisiones  de  dominio  de  bienes  muebles 
que  se  verifiquen  por  causa  de  muerte. 

Y  49  Las  de  igual  naturaleza  que  se  efectúen  por 
consecuencia  de  actos  judiciales  ó  administrativos,  6 
en  virtud  de  contratos  otorgados  ante  Notario. — Art.  3. 

878.  Tipos  de  imposición. — Adjudicaciones. 
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— Las  adjudicaciones  en  pago,  las  compra-ventas,  re- 
ventas y  cesiones  á  título  oneroso  de  bienes  inmuebles 
y  derechos  reales,  satisfarán  el  3  por  100  de  los  valo- 
res estipulados  en  las  mismas,  salvo  el  derecho  de  la 
Administración  para  comprobarlos,  según  las  disposi- 
ciones de  este  Reglamento. — Art.  4. 

En  las  adjudicaciones  de  bienes  inmuebles  y  dere- 
chos reales  por  vía  de  comisionó  encargo  para  pago,  se 
exigirá  desde  luego  el  mismo  tipo  de  3  por  100,  sin 
perjuicio  de  derecho  á  la  devolución  que  competa  cuan- 
do los  inmuebles  ó  derechos  sean  cedidos  por  el  adju- 
dicatario al  acreedor  en  solvencia  de  su  crédito  ó  ena- 
genados  para  este  objeto  en  el  término  de  un  año,  á 
contar  desde  la  fecha  de  la  adjudicación. 

Las  trasmisiones  en  estos  dos  últimos  casos  se  liqui- 
darán por  las  reglas  ordinarias. 

Cuando  las  adjudicaciones  para  pago|consistan  en 
bienes  muebles  ó  semovientes  adeudarán  el  0'50  por 
100  de  su  valor,  sin  derecho  á  la  devolución  estableci- 
da en  el  párrafo  precedente. — Art.  5, 

879.  Compra- ventas. — Las  compra  ventas  con 
cláusula  de  retrocesión  pagarán  el  3  por  100  según  dis- 
pone el  artículo  4o;  pero  si  por  cumplirse  la  condición 
impuesta  vuelve  la  propiedad  sea  nuda  ó  plena  al  ven- 
dedor, pagará  este  el  1  por  100. 

La  trasmisión  del  derecho  de  re  tro  ven  ta  en  virtud 
de  contratas,  queda  sujeta  al  pago  del  3  por  100  del 
precio  por  el  que  se  adquiere  el  derecho;  debiendo 
completar  el  adquirente  al  usar  de  este,  el  impuesto 
del  3  por  100  del  valor  total  del  inmueble. 

Si  la  trasmisión  del  expresado  derecho  se  verifica 
por  sucesión  testada  ó  intestada,  se  pagará  lo  que  co- 
rresponda, según  la  escala  de  herencias  y  legados, 
computándose  el  valor  del  derecho  de  retroventa  por 
la  diferencia  del  inmueble  ó  derecho  real  á  que  se  re- 
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fiera,  ó  el  precio  que  hubiere  mediado  en  el  primitivo 
contrato  de  venta  con  pacto  de  retrocesión. 

El  heredero  ó  legatario  del  derecho  de  retroventa, 
al  hacer  uso  de  él,  satisfará  el  1  por  100  á  cuyo  pago 
venia  obligado  su  causante. — Art.  6. 

880.  Permutas. — En  las  permutas  pagará  cada 
permutante  el  1¿50  por  100  del  valor  igual  de  los  bie- 
nes respectivos;  y  por  la  diferencia  de  valor,  si  resul- 
tase entre  unos  y  otros  pagará  el  3  por  100  aquel  que 
figure  como  mayor  adquirente  en  la  cantidad  que  lo  sea. 

Las  permutas  de  fincas  rústicas  cuando  cada  una  de 
estas  no  exceda  de  tres  hectáreas  de  cabida  y  además 
alguna  de  ellas  resulte  acumulada  á  otra  perteneciente 
con  anterioridad  á  uno  de  los  permutantes,  pagara  el 
tipo  establecido  en  el  número  3?  del  artículo  30. — 
Art.  7. 

881.  Derechos  reales;  constitución,  recono- 
cimiento, modificación  ó  extinción. — La  constitu- 
ción, reconocimiento,  modificación  ó  extinción  ele  los 
derechos  reales  impuestos  sobre  bienes  inmuebles  de 
cualquier  modo  que  se  denominen  por  la  Ley  ó  la  cos- 
tumbre, satisfarán  por  regla  general  el  3  por  100  del 
capital  constituido,  reconocido,  modificado  ó  extin- 
guido. 

En  los  censos  la  capitalización  para  los  efectos  del 
impuesto,  se  llevará  á  cabo  el  3  por  100  del  cánon 
anual. 

Las  redenciones  de  censos  del  Estado,  pagarán  el 
tipo  establecido  en  el  número  9?  del  artículo  30. 

La  distribución  del  capital  y  pensiones  de  los  cen- 
sos y  demás  derechos  reales  entre  las  fincas  afectas  ó 
la  reducción  á  una  ó  varias  fincas  de  derechos  que  gra- 
vitan sobre  mayor  número  d^e  ellas,  se  reputarán  para 
los  efectos  del  impuesto  como  simple  modificación  de 
la  hipoteca. — Art.  8. 


Por  la  constitución,  reconocimiento  ó  modificación 
del  derecho  real  de  hipoteca,  se  pagará  el  0'50  por  100 
del  valor  ó  capital  garantido  con  aquella.  La  extin- 
ción devengará  el  O'IO  por  100  del  mismo  valor  o 
capital  garantido  si  tiene  aquella  lugar  dentro  de  los 
dos  años  de  la  constitución;  0'25  por  100  si  se  verifi- 
can dentro  del  plazo  de  dos  á  cinco  años  y  0'50  por 
100  si  fuese  mayor  la  duración.  Si  la  extinción  se 
verifica  por  refundirse  la  propiedad  en  el  acreedor  hi- 
potecario, no  devengará  derecho  alguno,  sin  perjuicio 
del  pago  del  impuesto  por  la  adjudicación. 

La  constitución  y  la  extinción  de  la  hipoteca  que 
se  verifique  para  garantir  la  recaudación  de  fondos  y 
valores  de  la  Hacienda  pública;  la  extinción  de  la 
constituida  en  favor  de  la  Administración,  y  la  consti- 
tución y  extinción  de  las  hipotecas  en  garantía  del  pre- 
cio ó  de  parte  de  él  en  las  ventas,  devengarán  el  tipo 
de  0¿10  por  100  conforme  á  los  números  1?  y  17  del 
artículo  30. 

La  trasmisión  del  derecho  de  hipoteca  pagará  como 
la  de  cualquier  otro  derecho  real  según  el  título,  pero 
á  título  oneroso  0'50. — Art.  9. 

Las  hipotecas  así  legales  como  voluntarias  y  los  de- 
más derechos  reales  sobre  bienes  inmuebles  constitui- 
dos con  anterioridad  al  dia  l9  de  Julio  de  1880,  no 
están  sujetos  al  impuesto;  pero  lo  satisfarán  las  que 
siéndolo  por  tiempo  determinado  se  proroguen  ó  hayan 
prorogado  tácita  o  expresamente  después  de  aquella 
fecha. 

Corresponde  á  las  oficinas  liquidadoras  apreciar  en 
cada  caso  si  ha  existido  la  próroga  tácita  á  que  se  re- 
fiere el  párrafo  anterior.  * 

Si  el  interesado  no  estuviese  conforme  con  la  apre- 
ciación, podrá  intentar  la  reclamación  correspondiente 
ante  el  Jefe  Económico  de  la  Provincia. — Art.  10. 
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La  extinción  de  las  hipotecas  constituidas  con  ante- 
rioridad al  1?  de  Julio  de  1880  no  satisfarán  el  im- 
puesto. 

Si  lo  pagaren  por  haberse  prorogado  tácita  ó  expre- 
samente, lo  satisfarán  también  á  la  extinción,  así  como 
cualquier  modificación  que  en  ellas  se  verifique  que 
pueda  considerarse  como  novación  de  contrato. — 
Art.  11. 

882.  Pensiones;  constitución,  reconocimien- 
to, modificación  ó  extinción. — La  constitución, 
reconocimiento,  modificación  ó  extinción  de  pensiones 
de  cualquier  clase  ó  denominación,  pagarán:  si  la  pen- 
sión es  vitalicia  6  sin  tiempo  limitado,  el  2  por  100  del 
capital  de  la  pensión;  si  es  temporal,  O'IO  por  100  por 
cada  dos  años  de  duración,  pero  sin  que  exceda  del  2 
por  100,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  que  se  fije. 

Cuando  en  el  documento  se  determine  el  capital  de 
la  pensión,  el  impuesto  se  liquidará  por  aquel. 

Si  la  constitución  de  la  pensión  lo  fuese  en  cambio 
de  la  cesión  de  bienes,  la  pensión  se  liquidará  por  el 
valor  de  estos. 

Si  no  apareciese  en  el  documento  el  valor  de  la  pen- 
sión, se  calculará  este  al  3  por  100. — Art.  12. 

883.  Arrendamientos.  — La  constitución  del 
arrendamiento  inscribible,  según  la  vigente  Ley  hipo- 
tecaria, satisfará  el  O'IO  por  100  de  la  renta  de  un  año. 

Los  subarriendos,  subrogaciones,  cesiones,  retroce- 
siones de  los  propios  arriendos,  pagarán  asimismo  el 
O'IO  por  100  de  la  renta  de  un  año. 

Si  la  renta  debe  satisfacerse  en  especie  ó  frutos,  se 
evaluarán  estos  por  el  precio  medio  del  quinquenio 
anterior  al  año  del  contrato. — Art.  13. 

884.  Bienes  y  derechos  reales  aportados  á 
las  sociedades. — Los  bienes  y  derechos  reales  apor- 
tados á  la  constitución  de  toda  clase  de  sociedades,  ex- 
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ceptuando  la  conyugal,  pagarán  el  0'50  por  100  de  su 
valor. 

Igual  cuota  satisfarán  al  tiempo  de  disolverse,  con- 
vertirse ó  trasformarse  las  sociedades,  las  adjudicacio- 
nes ó  trasmisiones  que  se  hagan  á  los  socios  ó  á  otra 
sociedad,  de  los  bienes  ó  derechos  reales  que  consti- 
tuían el  todo  ó  parte  del  haber  social.  Si  en  estos  ca- 
sos se  adjudican  á  un  socio  los  mismos  bienes  ó  dere- 
chos que  aportó,  solo  pagará  0'25  por  100. 

Cuando  las  sociedades  emitan  acciones,  la  cantidad 
que  de  esta  se  ingrese  será  capital  aportado. 

Si  emitiesen  obligaciones,  el  capital  desembolsado  se 
considerará  como  préstamo  y  será  gravado  con  el  O'IO 
al  ingreso;  é  igual  cantidad  del  capital  por  que  se  haga 
la  amortización,  satisfarán  al  llevarse  estos  á  efecto 
así  las  obligaciones  que  se  emitan  en  lo  sucesivo  como 
los  emitidos  con  anterioridad  á  la  presente  Ley. 

Las  sociedades  que  emitan  acciones  ú  obligaciones 
deberán  presentarse  en  las  oficinas  liquidadoras  al  ha- 
cer efectivos  los  capitales  representados  por  aquellas  y 
al  verificarse  la  amortización  total  ó  parcial  de  las  obli- 
gaciones para  realizar  el  pago  de  los  derechos  corres- 
pondientes; y  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  ad- 
ministrativas que  establece  este  Reglamento,  serán 
considerados  como  defraudadores  los  representantes 
legales  de  las  sociedades  que  lleven  á  efecto  aque- 
llas operaciones  sin  haber  pagado  préviamente  el  im- 
puesto. 

Las  sociedades  mercantiles  ú  otras  que  no  emitan 
acciones  ni  obligaciones,  se  liquidarán  con  arreglo  á 
las  reglas  siguientes: 

1*  En  la  constitución,  por  todo  lo  que  se  aporte  en 
bienes  muebles  ó  semovientes,  pero  no  en  inmuebles  ó 
derechos  reales  O'IO. 

2*    En  las  prórogas  devengará  el  O'IO  la  parte  de 
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capital,  por  toda  clase  de  bienes,  que  exceda  al  que  se 
aportó  á  la  constitución. 

3?  En  la  disolución,  solo  devengará  el  0'50  por  to- 
da clase  de  bienes  por  la  diferencia  de  más  con  rela- 
ción al  capital  aportado. 

4?  Cuando  uno  ó  vários  socios  se  separen  quedan- 
do subsistente  la  sociedad,  solo  se  liquidará  la  parte 
correspondiente  al  socio  saliente  y  con  arreglo  á  la  re- 
gla anterior. — Art.  14. 

La  propiedod  minera  contribuirá  como  bienes  mue- 
bles ó  como  inmuebles. 

Contribuirá  como  bienes  muebles  cuando  esté  repre- 
sentada por  acciones  nominativas  ó  al  portador,  y  se 
trasmita  por  título  hereditario,  por  escritura  pública, 
ó  por  acto  administrativo  ó  judicial. 

Contribuirá  con  bienes  inmuebles  cuando  no  esté 
representada  por  acciones,  bien  se  trate  de  la  trasmi- 
sión de  la  mina,  ó  de  la  constitución,  modificación  ó  ex- 
tinción de  los  derechos  reales  sobre  la  misma.-Art.  15. 

La  constitución  de  Sociedades  para  la  explotación 
minera  satisfará  el  impuesto  establecido  para  toda  cla- 
se de  Sociedades. — Art.  16. 

885.  Transacciones  litigiosas. — Por  las  tran- 
sacciones litigiosas  satisfará  el  impuesto  aquel  en  cuyo 
favor  quede  la  cosa  disputada,  y  con  arreglo  al  tipo  co- 
rrespondiente al  título  en  virtud  del  cual  se  ha  proce- 
dido y  determinado  la  transacción. 

Si  se  diese  el  caso  de  no  alegarse  un  título  determi- 
nante de  la  transacción  se  liquidará  el  impuesto  en 
concepto  de  nueva  sesión. 

Si  en  la  transacción  mediaren  condiciones  tales  co- 
mo constitución  de  pensiones,  reconocimiento  de  dere- 
chos reales,  entregas  á  metálico,  cambio  ó  permuta  de 
bienes  ú  otras  que  alteren  respecto  á  todo  ó  á  parte  de 
los  bienes  ó  derechos  reales  objeto  de  la  transacción, 
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la  naturaleza  del  acto  ó  título  que  se  haya  ostentado 
al  entablar  la  demanda,  se  liquidará  el  impuesto  por  el 
concepto  respectivo,  prescindiendo  de  dicho  acto  6 
título. 

Cuando  á  consecuencia  de  dichas  condiciones  resul- 
te alterada  la  naturaleza  del  acto  ó  título  fundamento 
de  la  demanda  respecto  á  una  parte  de  los  bienes,  que- 
dando subsistente  respecto  á  otra,  se  liquidará  el  im- 
puesto por  cada  una  de  ellas  según  queda  expresado. 

Para  que  la  transacción  se  repute  tal  á  los  efectos 
del  impuesto,  es  indispensable  que  se  realice  después 
de  entablada  la  demanda  ó  celebrado  el  acto  de  conci- 
liación en  los  asuntos  que  lo  requieran,  ó  bien  en  el 
mismo  acto  conciliatorio. 

Cuando  por  efecto  de  la  transacción  queden  los  bie- 
nes ó  derechos  reales  en  posesión  del  que  ya  la  tenía, 
este  no  pagará  el  impuesto  si  resulta  debidamente  sa- 
tisfecho en  la  época  en  que  los  empezó  á  poseer. 

Los  convenios  ó  contratos  entre  partes,  aún  cuando 
tengan  por  origen  cuestiones  privadas  y  así  se  haga 
constar  en  los  documentos  públicos  correspondientes, 
se  liquidarán  como  cesiones,  adjudicaciones,  donacio- 
nes, etc.,  siempre  que  no  se  haya  hecho  litigioso  el 
asunto. — Art.  17. 

886.  Bienes  muebles  ó  semovientes;  trasla- 
ciones.— Las  traslaciones  de  bienes  muebles  6  semovien- 
tes verificadas  en  virtud  de  actos  judiciales  ó  admi- 
nistrativos, ó  de  contratos  otorgados  ante  Notario 
satisfarán  el  1  por  100  de  su  valor  si  por  esos  actos  ó 
contratos  se  adjudican,  declaran,  reconocen  ó  trasmiten 
perpétua,  indefinida  é  irrevocablemente  á  favor  de 
cualquiera  persona,  establecimiento,  Corporación,  So- 
ciedad ó  Institución,  cantidades  en  metálico,  efectos 
públicos  6  comerciales,  frutos,  géneros,  caldos,  y  en 
general  toda  clase  de  bienes  muebles  ó  semovientes. 
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Los  bienes  muebles  6  semovientes  que  en  virtud  de 
actos  ó  contratos  de  la  clase  anteriormente  expresados 
se  trasmitan  revocable  ó  temporalmente,  pagarán  0'50 
por  100  de  su  valor. 

Las  cantidades  en  metálico  que  no  constituyan  pre- 
cio de  bienes  muebles  é  inmuebles  ó  de  servicios  per- 
sonales, no  se  considerarán  sujetas  á  devengo  del  im- 
puesto. 

Los  préstamos  otorgados  ante  Notario  ó  por  acto  ju- 
dicial devengarán  CIO  por  100  si  no  están  garantidos 
con  hipoteca.  Si  lo  estuviesen  satisfarán  únicamente 
el  derecho  correspondiente  á  la  hipoteca. — Art.  18. 

Para  los  efectos  del  impuesto  deben  considerarse  co- 
mo nuevas  traslaciones  de  propiedad,  las  renuncias  ó 
cesiones  del  derecho  adquirido  por  un  postor  cuando 
se  verifiquen  después  de  ejecutado  el  remate  y  de  ha- 
berse otorgado  á  su  favor  la  correspondiente-  escritura 
pública,  ó  cuando  sin  haberse  llenado  este  requisito  se 
haya  consumado  el  contrato  por  la  mútua  entrega  de 
la  finca  y  del  precio  á  no  ser  que  el  cedente  acredite 
con  documento  público  anterior  á  su  intervención  en 
la  venta  que  obró  por  comisión  ó  mandato  expreso  del 
concesionario. — Art.  19. 

887.  Patronato;  cesiones  á  título  oneroso. — 
Las  cesiones  d  titulo  oneroso  del  patronato  de  los  an- 
tiguos esclavos  aunque  es  trasmisible  por  todos  los  bie- 
ne~  conocidos  en  derecho,  y  forma  parte  de  los  bienes, 
según  la  Ley  de  abolición  de  13  de  Febrero  de  1880, 
debe  estimarse  como  un  derecho  abstracto  de  naturale- 
za especial  y  no  contribuirá  al  impuesto. — Art.  20. 

888.  Donaciones  inter  vivos. — Las  donaciones 
ínter  vivos  pagarán  los  mismos  tipos  que  las  sucesiones, 
según  el  grado  de  parentesco  entre  el  donante  y  el  do- 
natario, si  consisten  en  bienes  inmuebles  ó  derechos 
reales. 


Las  que  consistan  en  bienes  muebles  ó  semovientes, 
solo  satisfarán  el  1  por  100. — Art.  21. 

889.  Sucesiones. — Las  sucesiones  de  bienes  de 
todas  clases  y  derechos  reales,  ya  se  verifiquen  á  títu- 
lo de  herencia,  de  legado  ó  donación  mortis  cansa,  pa- 
garán, según  el  grado  de  parentesco  entre  el  causante 
ó  donante  y  el  adquirente,  con  arreglo  á  los  tipos  que 
se  expresan: 

Entre  ascendientes  y  descendientes  legí- 
timos   1  por  100 

Ascendientes  y  descendientes  naturales...    2   „  ,, 

Cónyuges   3    „  „ 

Colaterales  de  segundo  grado   4    „  „ 

Idem  de  tercero  idem   5    „  ,, 

ídem  de  cuarto  idem   6  ,:, 

Colaterales  de  quinto  grado   7  „ 

ídem  del  sexto  al  décimo  grado  inclusive.    8  „ 
tdem  del  grado  má»  distante  del  décimo 

y  extraños   9    „  „ 

En  favor  del  alma   12  „ 

(Art.  22.) 

Si  las  Leyes  concediesen  á  uno  de  los  cónyuges  par- 
te legítima  en  la  herencia  del  otro,  'lo  que  se  herede 
por  tal  concepto  solo  devengará  lo  señalado  á  las  suce- 
siones entre  ascendientes  y  descendientes  legítimos. 
—Art.  23. 

Las  adquisiciones  del  ajuar  de  casa  y  de  las  ropas 
del  uso  personal,  por  título  de  sucesión,  y  las  primeras 
sucesiones  directas  de  los  bienes  que  constituyan  co- 
lonias agrícolas  y  poblaciones  rurales,  pagarán  según 
los  números  5  y  7  del  art.  30. — Art.  24. 

En  los  fideicomisos  se  pagará  desde  luego  el  2  por 
100.  Si  no  se  publicase  en  el  término  de  un  año  la  vo- 
luntad del  testador,  se  completará  hasta  el  12,  pero  si 
se  publicase  dentro  de  dicho  término,  pagará  con  arre- 
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glo  al  grado  de  parentesco  del  heredero,  si  este  fuese 
pariente  del  testador  y  el  9  por  100  si  no  lo  fuese,  de- 
duciendo el  2  por  100  satisfecho  anteriormente. 

Si  en  algún  caso  el  tipo  de  liquidación  correspon- 
diente al  grado  de  parentesco  entre  el  heredero  y  el 
testador  fuese  menor  de  2  por  100  pagado  provisional- 
mente, se  considerará  dicho  pago  como  definitivo,  sin 
ulterior  consecuencia  para  el  Tesoro  ni  para  el  contri- 
buyente.— Art.  25. 

En  los  fideicomisos  en  que  se  dejen  en  propiedad  los 
bienes  hereditarios  al  heredero  fiduciario,  aún  cuando 
con  la  obligación  de  levantar  alguna  carga,  se  liquidará 
el  impuesto  como  herencia  en  propiedad,  según  el  gra- 
do de  parentesco  entre  el  testador  y  el  heredero  fidu- 
ciario. 

Esto  no  obstante,  si  la  obligación  se  redujese  á  en- 
tregar cantidad  fija  á  persona  determinada,  perpetúa 
temporal  ó  vitaliciamente,  satisfará  el  impuesto  por  la 
tarifa  de  constitución  de  pensiones  aquel  á  cuyo  favor 
se  constituya,  deduciéndose  el  capital  de  la  pensión 
del  valor  liquidable  de  la  herencia  fiduciaria,  si  todos  ó 
parte  de  los  bienes  quedasen  afectos  al  pago  de  la  can- 
tidad. Cuando  la  obligación  fuese  temporal  pagará 
también  á  su  cesación,  ya  sea  el  heredero  fiduciario,  si 
existe,  ó  ya  sus  herederos,  el  impuesto  correspondien- 
te al  capital  antes  deducido,  según  el  tipo  de  liquida- 
ción de  las  herencias,  y  con  arreglo  á  su  respectivo 
parentesco  con  el  fideicomitente. — Art.  26. 

Cuando  algún  testador  dispusiere  de  sus  bienes,  sus- 
tituyendo unos  herederos  á  otros,  se  pagará  el  impuesto 
en  cada  sustitución  con  arreglo  al  grado  de  parentesco 
entre  el  sustituto  y  el  sustituido,  reputándose  que  la 
trasmisión  ha  ido  haciéndose  sucesivamente  de  unos  á 
otros,  sin  otra  limitación  que  la  de  la  facultad  de  testar 
por  ellos  que  se  reservó  el  primitivo  testador. — Art.  27. 


890.  Vínculos  y  mayorazgos;  patronatos  y 
capellanías. — Por  las  adquisiciones  de  bienes  y  de- 
rechos reales  correspondientes  á  la  mitad  reservables 
del  vínculo  y  mayorazgos,  continuarán  satisfaciendo  el 
2  por  100  los  inmediatos  sucesores  de  los  mismos. 

Igual  tipo  satisfarán  los  adjudicatarios  de  bienes  de 
patronato  y  capellanías  y  otras  fundaciones  análogas. 

Las  trasmisiones  de  los  muebles,  inmuebles  y  dere- 
chos reales  verificadas  con  arreglo  al  convenio  celebra- 
do con  la  Santa  Sede  en  25  de  Junio  de  1867  deven- 
garán el  impuesto  conforme  al  artículo  39. — Art.  28. 

891.  Expedientes  para  inscribir  la  posesión 
ó  el  dominio. — Por  las  informaciones  ó  expedientes 
para  inscribir  la  posesión  ó  el  dominio  de  que  tratan 
los  artículos  6  á  10  de  la  Ley  hipotecaria  de  la  Isla  de 
Cuba,  se  pagará  el  tipo  correspondiente  al  activo  tras- 
lativo de  la  propiedad  que  se  alegare  ó  hiciere  constar 
según  la  Tarifa  vigente  en  la  fecha  de  la  realización  de 
dicho  acto. 

Si  no  se  alegare,  ó  alegado  no  se  justificare  dicho 
acto  adquisitivo  ó  no  se  precisare  su  fecha,  se  satisfará 
el  3  por  100  correspondiente  á  la  adjudicación  de  bie- 
nes inmuebles  ó  derechos  reales. — Art.  29. 

892.  Otros  actos. — Contribuirán  con  el  O'IO  por 
100  de  su  valor  los  actos  siguientes: 

1*  La  constitución  y  la  extinción  de  la  hipoteca 
que  se  verifique  para  garantir  la  recaudación  de  fon- 
dos ó  valores  de  la  Hacienda  Pública  y  la  extinción  de 
la  constituida  en  favor  de  la  Administración. 

Se  halla  por  lo  tanto  sujeta  al  pago  de  0'10  por  100 
la  constitución  y  extinción  de  las  hipotecas  que  otor- 
guen los  Agentes  de  recaudación  de  las  contribuciones 
en  garantía  de  dicha  recaudación  á  favor  del  Estado  6 
particular  que  tenga  á  su  cargo  dicho  servicio. 

2*    La  extinción  legal  de  las  servidumbres  perso- 
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nales  y  reales,  entendiéndose  por  extinción  legal  de 
las  primeras  la  reunión  de  las  mismas  en  la  propiedad 
y  por  extinción  legal  de  las  segundas  la  desaparición 
ó  demolición  del  predio  dominante  ó  del  sirviente  ó  la 
reunión  de  los  dos  en  uno  solo. 

3^  Las  permutas  de  fincas  rústicas,  cuando  cada 
una  de  estas  no  exceda  de  tres  hectáreas  de  cabida,  y 
además  algunas  de  ellas  resulte  acumulada  á  otra  per- 
teneciente con  anterioridad  á  uno  de  los  permutantes. 

4^  Las  aportaciones  directas  de  bienes  ó  de  dere- 
chos reales  verificados  por  los  cónyugues  al  constituir- 
se la  sociedad  legal,  así  como  al  disolverse  legalmente 
dicha  sociedad,  las  adjudiciones  hechas  á  los  cónyuges 
de  la  misma  suma  de  bienes  ó  derechos  reales  aporta- 
dos ó  de  las  que  le  correspondan  en  conceptos  de  ga- 
nanciales. Las  aportaciones  verificadas  por  medio  de 
terceras  personas,  durante  la  sociedad  conyugal  ó  á  su 
constitución,  pagarán  por  el  concepto  jurídico  en  vir- 
tud del  cual  pasarán  á  poder  de  los  consortes. 

5*  Las  adquisiciones  del  ajuar  de  casa  y  de  las 
ropas  de  uso  personal  cuando  se  verifiquen  por  título 
de  sucesión. 

6^  Los  actos  ó  contratos  otorgados  directamente 
á  favor  de  los  establecimientos  de  Beneficencia  soste- 
nidos del  todo  ó  en  parte  con  fondos  que  figuren  en  los 
presupuestos  generales  de]  Estado,  y  los  otorgados 
también  directamente  á  favor  de  establecimientos  de 
Instrucción  pública  en  todas  sus  clases  y  grados. 

7*  Las  compras  y  primeras  enagenaciones  de  los 
bienes  que  constituyen  colonias  agrícolas  y  poblacio- 
nes rurales,  ó  que  se  adquieran  para  este  objeto  hechas 
por  los  fundadores  de  las  mismas  ó  por  sus  herederos. 
El  mismo  tipo  se  aplicará  á  las  primeras  sucesiones  di- 
rectas de  los  mismos  bienes,  todo  sin  perjuicio  de  los 
derechos  adquiridos  á  la  publicación  de  esta  Ley. 
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8*  Las  adquisiciones  hechas  directamente  de  los 
bienes  enagenados  por  el  Estado. 

9*  Las  redenciones  de  los  censos  de  igual  proce- 
dencia, así  como  las  de  los  arrendamientos  anteriores 
al  año  de  1800. 

10.  Las  adquisiciones  de  bienes  inmuebles  y  de- 
rechos reales  verificadas  por  las  empresas  de  ferro-ca- 
rriles en  virtud  de  expropiación  forzosa. 

11.  Las  adquisiciones  de  igual  clase  de  bienes, 
derechos,  realizados  por  las  empresas  de  canales  de 
riego. 

12.  Las  adquisiciones  de  bienes  inmuebles  y  de- 
rechos reales  y  las  redenciones  de  cargas  eclesiásticas 
que  tengan  lugar  con  arreglo  al  convenio  celebrado  con 
la  Santa  Sede  en  25  de  Junio  de  1867  sobre  capella- 
nías colativas  del  patronato  familiar,  memorias,  obras 
pías  y  otras  fundaciones  análogas. 

13.  Los  contratos  de  trasmisión  de  los  templos 
destinados  al  culto  de  la  religión  católica,  apostólica, 
romana. 

14.  Los  contratos  de  adquisición  de  terrenos  que 
los  Ayuntamientos  hagan  para  el  ensanche  de  las  vías 
públicas;  igual  tipo  pagarán  los  mismos  actos  otorga- 
dos con  igual  objeto  en  favor  de  las  Provincias. 

15.  Las  concesiones  de  aprovechamientos  de  aguas 
que  otorgue  el  Estado,  y  los  contratos  que  sobre  ellas 
otorguen  al  Estado,  las  Provincias  y  los  Municipios. 

16.  Los  actos  de  traspaso 'del  derecho  de  explota- 
ción y  los  de  trasmisión  en  cualquiera  forma  de  los 
ferro-carriles  y  canales  de  riego,  siempre  que  deban 
revertir  al  Estado  concluido  el  término  de  las  conce- 
siones. 

17.  La  constitución  y  extinción  de  las  hipotecas  en 
garantía  del  precio  ó  de  parte  de  él  en  las  ventas. 

893.    Edificios  en  las  zonas  de  ensanche. — 

16 
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Las  trasmisiones  de  los  edificios  que  se  construyen  en 
las  zonas  de  ensanche,  devengarán  la  mitad  de  los  de- 
rechos señalados  en  este  Reglamento,  durante  los  seis 
primeros  años. — Art.  31. 

La  exención  relativa  á  los  edificios  que  se  constru- 
yan en  las  zonas  de  ensanches,  empezarán  á  contarse 
desde  la  licencia  de  construcción.  El  ensanche  debe 
haber  sido  aprobado  oficialmente,  prévios  los  trámites 
legales  que  se  hallen  establecidos. — Art.  32. 

894.  Bxenciones. — Los  terrenos  adjudicados  á 
nuevos  colonos  por  el  Estado,  las  provincias,  ó  los  Mu- 
nicipios en  virtud  del  Real  Decreto  de  27  de  Octubre 
de  1877  sobre  repartimiento  de  terrenos,  baldíos  y 
realengos,  bosques  del  Estado  y  terrenos  de  propios  y 
arbitrios  de  los  pueblos,  y  los  edificios  construidos  en 
dichos  terrenos,  estarán  exentos  del  impuesto  de  de- 
rechos reales  y  trasmisión  de*  bienes,  durante  los  tres 
años  de  la  concesión  provisional  y  cinco  más  de  pro- 
piedad definitiva  á  contar  desde  la  fecha  del  título  de- 
finitivo, con  arreglo  al  artículo  31  del  Reglamento  de 
29  de  Noviembre  de  1878. 

Las  Juntas  locales  encargadas  del  repartimiento  de- 
berán poner  en  conocimiento  de  los  liquidadores  y 
Jefes  Económicos  respectivos  las  fechas  en  que  se  ex- 
tiendan tanto  los  títulos  provisionales  como  los  defini- 
tivos de  las  suertes  adjudicadas  á  los  efectos  de  esta 
exención,  según  previenen  los  artículos  34  y  35  del 
expresado  Reglamento. — Art.  33. 

El  Estado  gozará  de  exención  del  impuesto  por  las 
adquisiciones  de  bienes  ó  derechos  reales  que  se  veri- 
fiquen en  su  favor. 

Los  compradores  anteriores  á  primero  de  Julio  de 
1882  de  bienes  enajenados  por  el  Estado,  si  se  les  con- 
cedió por  él  este  derecho  en  la  fecha  de  la  venta,  por 
el  tiempo  y  forma  que  se  tuviere  pactado. 
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Los  contratos  de  refacción  de  las  fincas  dedicadas 
al  cultivo  de  la  caña  de  azúcar,  aunque  se  garanticen 
con  hipoteca,  así  como  la  venta  de  cualquier  forma  de 
azúcares,  caña  y  mieles  devengará  O'IO. — Art.  34. 

Los  bienes  dejados  para  el  socorro  de  los  pobres  es- 
tarán también  exentos  del  pago  de  impuesto  de  dere- 
chos reales  y  trasmisión  de  bienes. — Art.  35. 

895.  Tipo  exigible. — En  ningún  caso  se  exigirá 
el  impuesto  por  otro  tipo  de  liquidación  que  los  seña- 
lados por  las  tarifas  vigentes  en  la  fecha  del  otorga- 
miento de  los  respectivos  actos  y  contratos,  ó  que  se 
hubieren  abierto  las  respectivas  sucesiones, — Art,  36. 

896.  Quien  debe  pagar  el  impuesto. — Satisfa- 
rá en  todo  caso  el -impuesto  el  que  adquiera  ó  recobre 
el  derecho  gravado,  y  aquel  á  cuyo  favor  se  reconoz- 
can, trasmitan,  declaren  ó  adjudiquen  los  bienes  ó  de- 
rechos, sin  que  esto  obste  para  que  las  partes  contra- 
tantes establezcan  entre  £Í  las  condiciones  especiales 
que  estimen  convenientes. 

En  los  arrendamientos  corresponde  satisfacer  el  im- 
puesto al  arrendatario  ó  colono,  salvo  los  pactos  espe- 
ciales en  contrario  que  serán  respetados  por  la  Admi- 
nistración en  cuanto  á  la  exacción  del  mismo. — 
Art.  37. 

897.  Reglas  de  liquidación  y  exacción. — El 

impuesto  se  exijirá  con  arreglo  á  la  verdadera  natura- 
leza del  acto  ó  contrato  liquidable,  cualquiera  que 
sea  la  denominación  que  las  partes  le  hayan  dado. — 
Art,  38. 

A  una  sola  convención  no  puede  exijirse  más  que  el 
pago  de  un  solo  derecho. 

Pero  cuando  un  mismo  acto  ó  contrato  comprenda 
varias  convenciones  sujetas  al  impuesto,  se  exigirá  el 
derecho  señalado  á  cada  una  de  ellas  en  la  Tarifa. — 
Art.  39. 
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Para  que  sea  exigí  ble  el  impuesto  se  requiere  la 
existencia  de  un  acto  expreso  ó  deducido,  con  arreglo 
á  los  principios  de  Derecho,  cuyo  nombre  ó  concepto 
de  liquidación  figure  en  la  Tarifa  del  impuesto. 

Los  contratos  innominados  devengarán  por  los  con- 
ceptos análogos  de  la  propia  Tarifa. — Art.  40. 

La  trasmisión  de  derechos  ó  acciones  que  lleve  con- 
sigo la  de  bienes  de  todas  clases  ó  derechos  reales, 
devengará  el  impuesto  por  los  mismos  conceptos  y  ti- 
pos que  las  que  se  efectúen  de  los  propios  bienes  y 
derechos. — Art.  41.. 

Los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  én  toda  cla- 
se de  actos  y  contratos,  y  los  bienes  muebles,  cuando 
se  trasmiten  por  un  título  hereditario,  siguen  la  con- 
dición del  territorio  en  que  se  hallan  situados  ó  cons- 
tituidos, cualesquiera  que  sean  la  nacionalidad  ó  dere- 
cho foral  de  las  partes  contratantes  ó  adquirentes  y  el 
lugar  en  que  se  otorgue  el  documento  liquidable. 

La  trasmisión  de  bienes  muebles  en  virtud  del  acto 
judicial  ó  administrativo  de  contrato  otorgado  ante  No- 
tario ó  de  otro  título  que  no  sea  hereditario,  queda 
sujeto  al.  pago  del  impuesto  establecido  en  el  lugar  en 
que  se  otorgue  el  contrato  ó  se  dicte  la  providencia  ó 
auto  que  produzca  la  trasmisión,  cualesquiera  que  sean 
la  vecindad,  residencia,  nacionalidad  ó  derecho  foral 
del  adquirente. — Art.  42. 

Los  bienes  que  por  su  naturaleza,  uso,  destino,  apli- 
cación ó  adherencia  se  consideren  inmuebles  ó  raices 
por  el  derecho  común,  satisfarán  en  tal  concepto  el 
impuesto  qne  corresponda  al  acto  ó  contrato  de  que 
sean  objeto. — Art.  43. 

Con  arreglo  á  lo  declarado  por  el  artículo  4?  de  la 
Ley  Hipotecaria  para  la  Isla  de  Cuba,  de  16  de  Mayo 
de  1879,  vigente  desde  1?  de  Ma)o*de  1880,  no  se 
considerarán  bienes  inmuebles  los  oficios  públicos 


enagenados  de  ia  Corona,  las  inscripciones  de  la  deuda 
pública,  ni  las  acciones  de  Bancos  y  Compañías  mer- 
cantiles aunque  sean  nominativas,  ni  las  de  Sociedades 
comunes,  cualquiera  que  sea  su  denominación. — 
Art.  44. 

Cuando  en  un  solo  contrato  y  por  un  solo  título  se 
trasmitan  en  junto  y  por  Un  precio  único  bienes  mue- 
bles, inmuebles  y  derechos  reales,  el  tipo  de  liquida- 
ción será  el  correspondiente  á  los  inmuebles. — Art.  45. 

La  exacción  del  impuesto  correspondiente  á  la  tras- 
misión por  actos  entre  vivos  de  bienes  inmuebles  6 
derechos  reales  requiere  la  existencia  de  un  documen- 
to público  ó  privado;  la  de  los  bienes  muebles  ó  se- 
movientes, la  de  uno  otorgado  ante  Notario  ó  expe- 
dido por  Autoridades  judiciales  ó  administrativas. — 
Art.  46. 

Los  documentos  redactados  en  idioma  ó  dialecto 
que  no  sea  el  castellano,  se  presentarán  á  la  liquida- 
ción del  impuesto,  acompañados  de  su  traducción 
hecha  por  la  oficina  de  la  Interpretación  de  lenguas  6 
por  funcionarios  competentemente  autorizados. — Ar- 
tículo 47. 

Cuando  en  los  documentos  presentados  no  conste 
el  valor  de  los  bienes  inmueblés  o  derechos  reales  su- 
jetos al  impuesto,  los  interesados  acompañarán  decla- 
ración firmada  en  que  lo  consignen. 

Si  el  documento  contiene  trasmisión  de  bienes 
muebles  ó  semovientes,  cuya  estimación  no  se  deter- 
mine, la  declaración  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior 
ha  de  constar  en  documento  público. — Art.  48. 

Cuando  en  los  documentos  presentados  no  conste 
expresamente  la  duración  de  las  pensiones,  cargas,  etc, 
se  considerarán  como  de  tiempo  ilimitado. — Art.  49. 

En  los  contratos  en  que  medie  precio,  áun  cuando 
este  deba  entregarse  á  plazos,  la  liquidación  é  inme- 


diata  exacción  del  impuesto  siempre  se  hará  por  su 
total  importe. — Art.  50. 

La  adquisición  en  las  herencias  y  legados  se  entien- 
de siempre  verificada  el  dia  del  fallecimiento  del  cau- 
sante.— Art.  51. 

En  las  sucesiones  hereditarias,  cualesquiera  que 
sean  las  particiones  y  adjudicaciones  que  los  interesa- 
dos hagan  por  su  conveniencia  propia  ó  por  sus  fines 
particulares,  han  de  considerarse  como  si  se  hubiesen 
hecho  con  extricta  igualdad  proporcional  de  lo  bueno, 
mediano  ó  inferior  en  bienes  muebles,  inmuebles,  y 
derechos,  para  los  efectos  del  impuesto  exigiendo  á 
cada  heredero  ó  legatario  el  tanto  por  ciento  que  le 
corresponda  según  el  grado  de  parentesco  con  el  tes- 
tador ó  causante  de  la  parte  que  le  correspondía  y  de- 
bió adjudicarse. 

Esta  regla  no  es  aplicable  cuando  por  razón  de  la 
clase  de  bienes  y  por  el  grado  de  parentesco  de  los 
herederos  y  legatarios  se  contribuya  por  el  mismo  ti- 
po, exigiendo  en  este  caso  á  cada  heredero  ó  legatario 
el  tanto  por  ciento  que  le  corresponda  según  los  gra- 
dos de  parentesco  de  la  parte  que  se  adjudica. — Art.  52. 

Los  grados  de  parentesco  á  que  se  refiere  este  Re- 
glamento son  todos  de  consanguinidad  y  han  de  regu- 
larse por  la  Ley  civil. 

Los  afines  se  considerarán  extraños  para  los  efectos 
del  impuesto.  Los  parientes  naturales,  también  se 
considerarán  extraños,  salvo  en  la  línea  directa. — 
Art.  53. 

Los  hijos  arrogados  con  arreglo  á  los  trámites  y 
prescripciones  que  el  derecho  común  establece,  tienen 
la  consideración  de  legítimos,  para  los  efectos  del  im- 
puesto. 

Los  hijos  adoptados  se  considerarán  como  extraños. 
—Art.  54. 
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Para  la  exacción  del  impuesto  por  herencia,  legados 
y  donaciones  mortis  causa,  con  relación  á  los  hijos  na- 
turales se  tendrán  presentes  las  siguientes  reglas: 

1*  En  el  concepto  de  hijos  naturales  declarados 
legalmente,  están  comprendidos  todos  los  que  tienen 
su  filiación  paterna  legítimamente  establecida  por  el 
reconocimiento  del  padre,  ya  sea  dicho  reconocimien- 
to hecho  directamente  por  el  mismo  padre,  ya  decla- 
rado por  sentencia  judicial. 

2*  El  concepto  de  hijos  naturales  no  declarados 
legalmente  corresponde,  con  relación  solamente  á  la 
madre  y  su  familia,  á  los  hijos  ilegítimos  de  padre  des- 
conocido, ó  que  no  puede  reconocerlos  con  arreglo  á 
las  Leyes  y  á  quienes  estas  atribuyan  derechos  here- 
ditarios en  falta  de  descendencia  legítima,  respecto  á 
la  misma  madre. 

3^  Los  hijos  ilegítimos  que  no  estén  comprendi- 
dos en  ninguno  de  los  casos  anteriores,  se  considera- 
rán extraños  al  causante  de  la  herencia  para  los  efec- 
tos del  impuesto. — Art.  55. 

Las  arras  ofrecidas  por  el  marido  á  la  mujer  no  pue- 
den estimarse  como  donaciones propter  nuptias  ni  como 
aportaciones  directas,  sino  como  donaciones  entre  cón- 
yuges para  el  efecto  de  exijir  el  pago  del  impuesto, 
que  equiparados  á  los  legados  deben  liquidarse  á  la 
disolución  del  matrimonio,  pero  con  arreglo  á  la  legis- 
lación y  tipos  vigentes  al  tiempo  de  ofrecerse,  que  es 
cuando  realmente  se  adquiere  el  derecho  á  ellas,  sin 
perjuicio  de  lo  que  dispone  el  artículo  56. 

La  trasmisión  á  título  lucrativo  de  créditos  no  exi- 
gibles  de  presentes  no  contribuirá  hasta  que  estos  se 
realicen,  prévia  la  oportuna  garantía  que1  asegure  el 
pago  del  impuesto  á  juicio  de  la  Administración  del 
ramo  y  bajo  su  responsabilidad,  bastando  en  los  bienes 
inmuebles  ó  derechos  reales  con  que  se  tome  nota  en 
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forma  en  él  registro  de  la  propiedad  en  la  declaratoria 
del  documento  y  en  el  libro  especial  de  la  oficina  res- 
pectiva.— Art.  57. 

Los  bienes  ó  derechos  sobre  cuya  trasmisión  se  de- 
venga el  impuesto,  llevan  afecta  donde  quiera  y  sea 
cual  fuere  su  poseedor,  la  obligación  de  pagar  las  cuo 
tas  devengadas  con  motivo  de  esa  trasmisión.- — Art.  58. 

En  los  autos  ó  contratos  en  que  medie  alguna  con- 
dición supresiva,  no  se  exigirá  el  impuesto  hasta  que 
esta  se  cumpla,  anotándose  este  aplazamiento  de  pago 
en  el  documento  y  en  los  libros  de  la  oficina  liquida- 
dora. 

Si  la  condición  fuere  resolutoria,  se  exigirá,  desde 
luego  el  impuesto,  á  reserva  de  devolverlo  con  deduc- 
ción de  50  por  100  de  su  importe  por  el  tiempo,  sea 
el  que  fuere,  que  hubiese  subsistido  el  acto  ó  causado 
efecto  el  contrato. — Art.  59. 

La  nulidad  y  la  rescisión  de  los  actos  ó  contratos  no 
produjeron  ningún  efecto  lucrativo  á  la  persona  á  quien 
perjudique  la  declaración  judicial,  darán  derecho  á  la 
devolución  de  la  cantidad  que  se  hubiese  abonado  por 
el  impuesto.  Si  no  se  acreditase  aquella  circunstancia 
solo  se  devolverá  el  50  por  100  del  importe  de  los  de- 
rechos pagados,  siempre  que  se  reclame  en  tiempo  y 
forma. — Art.  60. 

898.  Plazos  de  presentación  de  documentos 
y  sus  prórogas.— Todo  documento  que  contenga  ac- 
to ó  contrato,  sujeto  ó  nó  al  pago  del  impuesto,  ha  de 
presentarse  forzosamente  en  la  oficina  liquidadora  que 
corresponda,  dentro  de  los  plazos  señalados  en  este 
Reglamento,  bajo  la  sanción  penal  establecida  en  el 
mismo. — Art.  61. 

La  presentación  de  documentos  se  hará  con  sujeción 
á  las  reglas  siguientes: 

1*    Si  el  documento  comprende  únicamente  bienes 


inmuebles  ó  derechos  reales  se  presentará  en  la  ofici- 
na liquidadora  del  partido  en  el  que  radiquen  los  de 
mayor  valor. 

2*  Si  á  más  de  bienes  inmuebles  ó  derechos  rea- 
les comprendiese  bienes  muebles  ó  semovientes,  la 
presentación  se  verificará  en  la  oficina  del  partido 
donde  radiquen  los  inmuebles  ó  derechos  reales,  según 
la  regla  anterior;  y 

3?  Si  solo  comprende  bienes  muebles  trasmitidos 
por  acto  solemne,  judicial  ó  administrativo,  ó  por  con- 
trato escriturario,  en  la  oficina  á  que  corresponda  el 
lugar  en  que  se  verifique  el  acto,  ó  bien  en  que  se 
otorgue  el  contrato,  ó  voluntad  de  los  interesados. — 
Art.  62. 

Los  documentos  deben  presentarse  á  bis  oficinas 
liquidadoras  en  las  horas  en  que  deben  estar  abiertas 
al  público.  Las  oficinas  estarán  abiertas  todos  los  dias 
hábiles,  seis  horas  en  cada  uno,  las  cuales  se  seña- 
larán por  el  liquidador,  anunciándolo  al  público  por 
los  medios»  propios  de  cada  localidad;  y  con  15  dias  de 
anticipación,  las  variaciones  que  reclame  el  cambio  de 
cada  estación. 

En  la  entrada  de  la  oficina  debe  haber  un  anuncio 
fijo  expresando  las  horas  de  despacho. — Art.  63. 

Los  liquidadores  darán  recibo  de  los  documentos 
que  se  les  entreguen  con  expresión  del  dia  de  la  pre- 
sentación, que  anotarán  también  en  los  mismos.  De- 
terminarán igualmente  en  los  recibos  el  dia  del  ven- 
cimiento del  piazo  dentro  del  cual  han  de  abonar  el 
impuesto  los  interesados,  fuera  del  caso  en  que  se  ve- 
rifique la  comprobación  de  valores. — Art.  64. 

Las  escrituras  de  venías  y  demás  clases  de  contra- 
tos, así  como  las  informaciones  posesorias  ó  de  propie- 
dad, se  presentarán  á  la  liquidación  del  impuesto  den- 
tro de  treinta  dias  contados  desde  el  siguiente  á  su 
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otorgamiento,  si  se  hubiere  verificado  este  en  la  Pro- 
vincia de  la  oficina  en  que  haya  de  hacerse  la  liquida- 
ción; y  dentro  de  ochenta  dias  si  hubiere  tenido  lugar 
en  otra  Provincia  de  la  Isla. 

Los  testimonios  ó  certificados  de  ejecutorias  y  actos 
judiciales  ó  administrativos,  se  *  presentarán  en  los 
mismos  plazos  señalados  en  el  párrafo  anterior,  á  con- 
tar desde  la  fecha  en  que  los  fallos  judiciales  ó  actos 
administrativos  fueren  ejecutorios. — Art.  65. 

Los  contratos  de  trasmisión  que  se  otorguen  fuera 
de  la  Isla  de  Cuba,  en  otro  país  de  América,  se  pre- 
sentarán en  el  plazo  de  ocho  meses;  de  dos  años  los 
que  se  otorguen  en  Europa  ó  Africa  y  en  tres  si  hu- 
bieran sido  otorgados  en  Asia  ú  Oceanía. — Art.  66. 

El  plazo  para  la  presentación  de  documentos  relati- 
vos á  herencias  y  legados  será  de  seis  meses,  á  contar 
desde  el  fallecimiento  del  causante.  Este  plazo  podrá 
prorogarse  por  la  Administración  Económica  por  otros 
seis  meses  á  solicitud  de  la  parte  interesada. 

Cuando  la  sucesión  dependa  del  nacimiento  de  un 
postumo  se  contarán  aquellos  plazos  desde  la  fecha  de 
su  nacimiento  legal. — Art.  67.  (1) 

Si  dentro  de  los  referidos  plazos  de  seis  meses  ó  un 
año  respectivamente  no  se  formalizasen  los  documen- 
tos, se  presentará  en  las  oficinas  liquidadoras: 

l9  Declaración  descriptiva  y  valorada  de  bienes  y 
derechos. 

2?  La  primera  copia  de  las  disposiciones  testamen- 
tarias si  las  hubiese,  y 

3?    Relación  ele  herederos  y  legatarios  en  que  se 


(1)  Los  plazos  son  fatales,  contándose  todos  los  dias,  con  deducción  de 
los  de  fiesta  entera,  las  del  Rey,  Reina  y  heredero  inmediato  al  trono,  el 
juéves  y  viernes  de  la  semana  Santa  y  los  de  fiesta  Nacional.  Esta  deduc- 
ción no  es  aplicable  á  los  plazos  fijados  por  meses  ó  años. — Art.  10  de  los 
adicionales. 
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exprese  y  justifique  el  parentesco  con  el  causante  y  la 
'participación  de  cada  uno  en  el  caudal  hereditario. 

En  caso  de  sucesión  intestada  sustituirá  á  la  copia 
del  testamento  testimonio  de  la  declaración  de  herede- 
ros; y  si  esta  estuviese  pendiente,  relación  de  los  que 
se  hubiesen  presentado  como  interesados  en  la  heren- 
cia con  determinación  del  grado  de  parentesco  que 
alegaren. 

En  vista  de  estos  documentos  se  practicará  una 
liquidación  provisional,  satisfaciendo  los  derechos  co- 
rrespondientes con  arreglo  á  ella,  y  como  pago  á  cuen- 
ta de  la  definitiva  que  se  verificará  dentro  de  los  dos 
años  siguientes,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  provisio- 
nal, cuyo  plazo  podrá  prorogarse  por  otros  dos  más; 
pero  con  abono  en  este  caso  del  6  por  100,  de  la  dife- 
rencia desde  el  dia  de  la  provisional. — Art.  68, 

Si  al  vsncer  los  plazos  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior  no  fuesen  conocidos  los  herederos,  deberán 
presentarse  á  la  liquidación  los  poseedores  ó  Adminis- 
tradores, con  cualquier  título  de  los  bienes  relictos,  y 
se  satisfará  el  impuesto  como  si  la  trasmisión  se  veri- 
ficase en  el  décimo  grado  de  parentesco;  sin  perjuicio 
á  la  devolución  que  competa,  si  se  pidiese  en  tiempo 
y  forma,  cuando  se  haga  la  declaración  judicial  de  he- 
rederos y  se  practique  la  liquidación  definitiva. — 
Art.  69. 

Los  plazos  de  medio  año  y  un  año  fijados  en  los 
artículos  que  anteceden,  se  ampliarán  respectivamente 
á  nueve  meses  y  á  año  y  medio,  y  si  el  fallecimiento 
ocurriese  en  otro  país  de  América,  á  un  año  y  dos  años 
si  hubiese  tenido  lugar  en  Europa  ó  Africa;  y  á  un 
año  y  medio  y  tres  años  si  se  hubiese  verificado  en  Asia 
ú  Oceanía. — Art.  70. 

Cuando  la  trasmisión  de  bienes  ó  derechos,  bien  por 
contrato  entre  vivos  ó  bien  por  causa  de  muerte,  ad- 
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quiera  el  carácter  ríe  litigiosas,  se  considerarán  en  sus- 
penso todos  los  plazos  establecidos  pur  este  Reglamen- 
to, no  empezando  á  correr  sino  desde  que  recaiga  sen 
tencia  firme. 

Si  la  Administración  tuviese  motivos  para  suponer 
que  el  litigio  promovido  era  un  pretesto  para  dilatar 
el  pago  del  impuesto,  podrán  imponer  la  multa  corres- 
pondiente y  exigir  el  6  por  100  como  si  no  hubiera 
existido  el  litigio. — Art.  71. 

La  próroga  de  los  plazos  de  presentación  excepto 
en  el  caso  á  que  se  refiere  el  párrafo  2°  del  articulo 
67,  se  concederá  por  el  Ministerio  de  Ultramar. 

Para  conceder  la  próroga  es  preciso  que  existan 
circunstancias  muy  atendibles,  debidamente  justifica- 
das, y  que  se  solicite  ántes  de  espirar  el  plazo. 

La  concesión  de  toda  próroga  lleva  necesariamente 
consigo  la  obligación  de  satisfacer  el  6  por  100  anual 
del  impuesto  que  devengue  el  acto  ó  contrato  á  que  se 
refiera  la  gracia,  desde  el  dia  siguiente  inclusive  á  la 
fecha  en  que  termine  el  plazo,  según  las  disposiciones 
de  este  Reglamento.  El  plazo  se  considerará  proro- 
gado  desde  el  dia  siguiente  al  de  su  terminación,  sea 
cual  fuese  la  fecha  en  que  se  conceda  y  comunique  la 
próroga. 

La  denegación  de  las  prórogas  lleva  consigo  la  im- 
posición de  las  responsabilidades  que  establece  este 
Reglamento  por  el  trascurso  de  los  términos  prefija- 
dos en  él— Art.  72. 

El  impuesto  recae  sobre  el  valor  de  los  bienes  y 
derechos  sujetos  al  mismo. 

El  valor  de  los  primeros  se  establece  con  relación 
al  precio  en  venta,  y  el  de  los  segundos  con  sujeción  á 
las  siguientes  reglas: 

1*    El  del  derecho  de  usufructo,  el  de  lanuda  pro- 
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piedad  y  los  de  uso  y  habitación,  el  25  por  100  del 
valor  de  la  tinca, 

2*  En  los  usufructos  de  carácter  general,  consti- 
tuidos por  testamento,  abonará  el  usufructuario  el  25 
por  100,  y  el  nudo  propietario  el  75  por  100  restante 
hasta  completar  el  derecho  correspondiente  á  la  suce- 
sión en  su  caso,  con  arreglo  al  artículo  22  de  este  Re- 
glamento. 

3?  Las  servidumbres  reales,  por  el  5  por  100  del 
valor  del  predio  dominante,  á  no  constar  documento. 
— Art.  73. 

La  regla  1*  de  las  expresadas  en  el  artículo  anterior 
es  aplicable  en  general,  cuando  se  trate  de  la  trasmi- 
sión particular  de  alguno  ó  algunos  de  los  derechos, 
que  en  ella  se  consignan. 

Si  la  trasmisión  de  los  cuatro  derechos,  aunque  he- 
cha de  cada  uno  de  ellos  á  distinta  persona,  fuese  total 
ó  absoluta,  se  establecerá  para  la  percepción  del  im- 
puesto el  valor  de  los  bienes  con  relación  al  precio  en 
venta;  liquidándose  á  cada  uno  de  los  adqui rentes  de 
una  ó  más  de  las  servidumbres  personales  sobre  el  25 
por  100  de  dicho  precio,  según  el  concepto  por  que 
respectivamente  adquieran;  y  el  adquirente  de  la  nuda 
propiedad  satisfará  igualmente  por  su  parte  el  que  le 
corresponda  sobre  el  resto  del  valor  total  délos  bienes 
trasmitidos. — Art.  74. 

Para  que  se  consideren  trasmitidos  derechos,  y  no 
bienes,  á  los  efectos  del  artículo  anterior,  es  preciso 
que  el  que  trasmite  se  reserve,  ó  la  nuda  propiedad  o 
alguua  ó  algunas  de  las  servidumbres  personales  refe- 
ridas en.  la  regla  1*  del  artículo  73. 

Si  se  reservase  algún  derecho  real,  taF  como  pen- 
sión, censo,  servid umbres  ú  otro  análogo,  se  reputará 
el  acto  como  trasmisión  de  bienes,  y  no  como  trasmi- 
sión de  derechos. — Art.  75. 
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Lo  establecido  en  el  artículo  74  es  aplicable  aun 
cuando  no  se  trasmitan  simultáneamente,  y  en  un  solo 
acto  ó  contrato  la  nuda  propiedad  y  las  servidumbres 
personales  mencionados  en  la  regla  1*  del  artículo  73 
con  tal  que  al  trasmitirse  la  nuda  propiedad  ó  cual- 
quiera de  las  servidumbres  indicadas,  resulte  que  el 
que  trasmite  era  anteriormente  dueño  en  dominio  pie-, 
no  del  inmueble  ó  inmuebles,  que  la  presten,  ó  de  cu- 
ya nuda  propiedad  se  trate. — Art.  76. 

Cuando  la  nuda  propiedad  se  trasmita  al  dueño  de 
una  servidumbre  personal,  prestada  por  el  mismo  in- 
mueble, satisfará  el  impuesto  correspondiente  al  título 
porque  adquiera  sobre  el  25  por  100  del  valor  total 
del  inmueble,  si  el  que  le  trasmite  la  nuda  propiedad 
no  tuvo  nunca  el  dominio  pleno;  ó  sobre  el  total  valor 
del  inmueble  en  caso  contrario,  deduciendo  el  25  por 
100  sobre  el  cual  hubiere  pagado  el  adquirente  al  en* 
trar  en  posesión  de  la  servidumbre,  ó  más  si  hubiere 
otras  servidumbres  disgregadas  por  las  cuales  se  hu- 
biese pagado  el  i  ni  puesto. — Art.  77. 

A  la  constitución,  modificación,  trasmisión,  recono- 
cimiento ó  extinción  de  toda  servidumbre  real  se  de- 
clarará el  valor  del  prédio  dominante,  conforme  á  la 
regla  3?  del  artículo  73.— Art.  78. 

En  las, traslaciones  de  efectos  públicos,  el  impuesto 
se  satisfará  por  el  valor  efectivo  de  aquellos  según  los 
precios  de  cotización  en  la  plaza  el  dia  en  que  se  veri- 
fique la  adquisición  legal;  y  si  en  este  no  se  hubieran 
cotizado,  se  atenderá  á  la  cotización  del  dia  inmediato 
anterior.  Cuando  se  trate  de  efectos  que  no  son  coti- 
zables en  la  plaza,  quedará  á  salvo  el  derecho  de  la 
Administración  para  comprobar  el  valor  que  se  haya 
declarado. — Art.  79. 

En  las  compra-ventas  en  que  el  precio  estipulado 
deba  entregarse  á  plazos,  teniendo  el  comprador  la  fa- 


cuitad  de  dar  en  cada  uno  de  ellos  metálico  ó  efectos 
públicos  á  su  elección,  se  liquidará  el  impuesto  desde 
luego  por  el  valor  efectivo  de  estos  en  el  dia  del  con- 
trato, cualquiera  que  sea  en  adelante  el  que  puedan 
alcanzar. — Art.  80. 

Para  establecer  el  líquido  del  capital,  precio,  valor 
ó  estimación  que  constituye  la  base  de  la  liquidación 
del  impuesto,  se  averiguará  ante  todo  el  importe  total 
de  las  cargas  deducibles. 

Por  tales  se  entienden  las  que  disminuyen  realmen- 
te el  capital,  precio,  valor  ó  estimación  de  la  cosa,  ó 
sean  los  censos,  pensiones  ó  demás  gravámenes  de 
naturaleza  perpetua,  temporal  ó  redimible  que  afecten 
á  los~  bienes;  pero  no  las  hipotecas  en  garantía  de  prés- 
tamos, ni  las  fianzas  constituidas  por  cualquiera  otra 
causa  sobre  los  muebles  ó  derechos  reales. 

La  baja  de  las  cargas  deducibles  tendrá  lugar  en 
toda  trasmisión  de  bienes  ó  derechos  reales,  va  sea 
por  título  oneroso  ó  por  lucrativo,  siempre  que  el  va- 
lor, precio  ó  estimación  que  se  atribuya  á  los  bienes  ó 
derechos  trasmitidos  sea  el  que  les  corresponda  según 
aprecio  pericial,  cuando  la  Administración  lo  creyese 
conveniente,  con  abstracción  de  toda  clase  de  obliga- 
ciones.— kxt.  81. 

Las  deudas  de  cualquier  clase  y  naturaleza,  serán 
deducibles  en  cuanto  se  adjudiquen  bienes  en  pago  6 
para  pago  de  ellas,  contribuyendo  la  adjudicación  en 
uno  ú  otro  concepto,  según  proceda,  con  arreglo  á  los 
artículos  49  y  59 

En  todo  caso  debe  justificarse  la  preexistencia  de 
las  deudas  de  manera  que  haga  fe  en  juicio.  Si  no  se 
justificare  la  preexistencia,  se  satisfará  el  impuesto  co- 
rrespondiente á  su  importe  como  si  no  existieran,  y  se 
satisfará  además  por  la  adjudicación  de  bienes  que  se 
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hiciese  á  tercera  persona  en  representación  de  las  deu- 
das no  justificadas. 

Igual  justificación  requerirá  la  suposición  de  deudas 
por  depósitos  ó  por  cualquier  otro  concepto  análogo,  y 
en  general  todas  las  que  se  paguen  ó  figuren  pagadas 
al  acreedor  en  metálico,  bienes  muebles  ó  semovien- 
tes, satisfaciendo  entonces  este  último  el  impuesto 
como  adqui rente  de  bienes  muebles. — Art.  82. 

899.  Comprobación  de  valores. — La  Adminis- 
tración por  medio  de  sus  agentes,  puede  comprobar 
en  todos  los  casos  el  valor  declarado  de  los  bienes  y 
derechos  reales  que  son  objeto  del  impuesto  con  los 
datos  que  posea  y  pueda  adquirir;  acudiendo  en  último 
término  á  la  tasación  pericial  en  que  intervenga  el  con- 
tribuyente.— Art.  83. 

El  medio  ordinario  de  comprobación  es  el  padrón 
de  la  riqueza  territorial  ó  amillaramiento;  sin  perjuicio 
de  acudir  á  los  precios  medios  de  ventas  y  otros  datos, 
y  á  la  tasación  pericial  en  los  casos  v  en  la  turma  que 
se  determinará  en  los  artículos  sucesivos. — Art.  84. 

La  tasación  pericial  se  considera  como  un  medio 
extraordinario,  y  sólo  se  acudirá  á  ella  cuando  los  or- 
dinarios de  comprobación  no  produzcan  el  resultado 
de  conocer  el  verdadero  valor  de  los  bienes  ó  derechos 
reales. — Art.  85. 

La  acción  administrativa  de  comprobación  prescribe 
al  año  de  la  presentación  de  los  documentos  á  liquidar, 
cuando  estos  son  públicos  ó  solemnes  y  á  la  liquida- 
ción sea  definitiva. 

Pasado  este  término  sin  haber  dado  principio  á  las 
operaciones,  la  Administración  admitirá  para  los  efec- 
tos de  la  liquidación  del  impuesto  los  valores  presen- 
tados por  el  contribuyente. — Art.  86. 

La  comprobación  puede  suspenderse  por  el  plazo  de 
un  año  como  máximun  cuando  se  trate  de  trasmisiones 
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á  título  lucrativo.  Esta  suspensión  se  concederá  por 
el  Jefe  Económico  de  la  Provincia  en  vista  de  instan- 
cia del  interesado,  el  cual  vendrá  obligado  en  tal  caso 
á  abonar:  primero,  el  6  por  100  de  interés  anual  de 
demora  por  la  diferencia  entre  el  impuesto  que  se  exi- 
ja sin  la  comprobación,  y  el  que  después  de  hecha  esta 
se  liquide;  y  segundo,  el  exceso  de  premio  de  liquida- 
ción por  dicha  diferencia. 

El  tiempo  de  prescripción  de  la  acción  administra- 
tiva no  empezará  á  contarse  en  este  caso  sino  desde 
que  se  presenten  de  nuevo  los  documentos,  aunque  los 
bienes  radiquen  en  otra  distinta. 

La  Administración  del  ramo  en  la  Provincia  inter- 
vendrá en  la  comprobación  censurándola,  aprobándola, 
acordando  la  tasación  y  practicando  los  demás  actos 
que  se  expresan  en  este  Reglamento;  pero  podrá  dele- 
gar en  la  oficina  liquidadora  del  partido  la  facultad  de 
aprobar  la  comprobación  dentro  de  la  cuantía  que  de- 
termine la  misma  Administración,  y  cuando  además 
los  valores  que  resulten  de  la  comprobación  sean  me- 
nores que  los  declarados,  6  siendo  mayores,  sean  acep- 
tados por  el  contribuyente. 

En  tal  caso  de  esta  delegación  exigirá  que  se  le  dé 
conocimiento  por  la  oficina  liquidadora  de  las  compro- 
baciones que  apruebe. — Art.  88. 

En  los  actos  y  contratos  á  título  oneroso,  tendrá  lu- 
gar la  comprobación  únicamente  cuando  haya  motivos 
fundados  para  considerar  disminuidos  los  valores  de- 
clarados; pero  en  las  traslaciones  á  título  lucrativo,  la 
comprobación  se  verificará  en  todos  los  casos  con  los 
amillaramientos  de  la  riqueza  territorial.  En  las  Pro- 
vincias donde  no  hubiere  amillaramientos,  se  hará  la 
comprobación  con  los  precios  medios  de  ventas  ú  otros 
datos.— Art.  89. 

Cuando  haya  de  procederse  á  la  comprobación  con 
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arreglo  al  artículo  anterior,  la  oficina  liquidadora  del 
partido  en  que  se  ha  hecho  ya  la  presentación  de  do- 
cumentos fijará  el  valor  de  los  bienes  ó  derechos  rea- 
les, en  vista  de  los  datos  qne  posea,  de  los  que  facilite 
el  interesado  ó  reclame  de  la  Administración  de  la 
Provincia. 

En  el  caso  de  que  alguna  de  las  fincas  ó  derechos 
reales  radique  en  distinta  Provincia,  acudirá  la  oficina 
liquidadora  á  la  Administración  de  aquella  Provincia 
los  antecedentes  necesarios,  si  no  se  adujesen  los  bas- 
tantes para  los  interesados. — Art.  90. 

La  comprobación  del  valor  declarado  con  los  ami- 
llaramientos  se  hará' capitalizando  el  líquido  imponible 
que  en  estos  figura  al  10  por  100,  verificándose  por 
cada  finca  individualmente. 

En  el  caso  de  que,  sin  culpa  del  contribuyente,  fi- 
guren las  fincas  englobadas,  podrá  admitirse  el  resul- 
tado de  la  comprobación  bajo  la  base  de  capitalizar  el 
total  líquido  imponible,  si  aquel  fuese  igual  ó  mayor 
que  el  declarado  por  el  contribuyente.  También  podrá 
admitirse  el  resultado  de  las  cédulas  de  declaración  en 
defecto  de  amillaramiento,  siempre  que  el  valor  que 
figure  en  ellas  sea  igual  ó  mayor  que  el  declarado  en 
el  documento  liquidable. 

Fuera  de  estos  casos,  ios  defectos  de  los  amillara- 
mi  en  tos  que  imposibiliten  la  comprobación  producirán 
las  mismas  consecuencias  que  si  los  bienes  no  estuvie- 
sen amillarados. — Art.  SI. 

Si  el  valor  declarado  es  mayor  ó  igual  ai  que  resul- 
ta de  la  comprobación  con  los  amillaramientos,  prévia 
la  aprobación  de  la  Administración  de  la  Provincia  se 
girará  desde  luego  la  liquidación  por  aquel,  sin  perjui- 
cio de  que  dentro  del  año  de  prescripción  de  la  acción 
de  comprobación  pueda  ampliarse  de  nuevo  esta. — 
Art.  92, 
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Si  el  valor  declarado  resultase  inferior  al  de  los  anii- 
llaramientos,  el  liquidador  participará  al  contribuyente 
el  valor  que  se  fija  á  cada  uno  de  los  bienes  ó  á  todos 
ellos,  en  el  caso  de  que  la  capitalización  se  haya  hecho 
por  el  total  imponible.  Dentro  de  quince  dias  mani- 
festará el  contribuyente  su  conformidad  con  el  mayor 
valor  fijado,  ó  alegará  lo  que  crea  conveniente,  acom- 
pañando en  este  último  caso  la  justificación  que  dis- 
ponga.— Art.  93. 

La  Administración  Económica  de  la  Provincia,  á  la 
que  se  elevará  el  expediente,  aprobará  la  valoración 
fijada  por  el  Liquidador  ó  dispondrá  que  sea  rectifi- 
cada. 

En  el  primer  caso,  y  previa  la  conformidad  del  con- 
tribuyente, se  comunicará  al  Liquidador  la  órden  de 
aprobación  con  remisión  del  expediente  y  se  liquidará 
el  impuesto. 

Si  se  acordase  la  rectificación,  se  pondrá  de  nuevo 
en  conocimiento  del  contribuyente  dentro  del  plazo  y 
á  los  efectos  del  artículo  anterior. — Art.  94. 

Si  el  contribuyente  no  aceptase  el  mayor  valor  fija- 
do, la  Administración,  en  vista  de  las  alegaciones  he- 
chas por  aquel,  de  los  documentos  que  haya  aducido, 
y,  después  de  apurados  todos  los  medios  de  que  pueda 
disponer  para  llegar  al  conocimiento  del  verdadero  va- 
lor de  los  bienes  ó  derechos  reales,  resolverá  el  que  ha 
de  servir  de  base  á  la  liquidación,  ó  acordará  la  ta- 
sación. 

En  el  caso  de  no  conformarse  el  contribuyente,  po* 
drá  entablar  su  reclamación  ante  el  Jefe  Económico  de 
la  Provincia. — Art.  95. 

La  tasación  pericial  procederá  forzosamente  en  los 
casos  siguientes: 

1?    Si  las  fincas  no  se  hallan  amillaradas. 

2°    Si  el  valor  que  resulta  de  amillaramiento  exce- 
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de  en  un  2  por  100  ó*  más  del  declarado,  siempre  que 
no  sea  aceptado  por  el  contribuyente,  y 

3?  Cuando  haya  motivos  fundados  para  creer  que 
los  amillaramientos  ó  demás  antecedentes  consultados 
no  dan  la  base  exacta  del  valor  de  los  bienes. — Art.  96. 

Acordada  la  tasación,  se  dirigirá  la  oportuna  orden 
al  Liquidador;  el  cual  la  comunicará  al  contribuyente. 

En  toda  órden  de  tasación  se  determinará,  según  los 
casos,  la  responsabilidad  que  alcanza  al  contribuyente 
en  el  pago  de  honorarios  de  los  peritos. — Art.  97. 

Dentro  del  plazo  de  ocho  dias  desde  que  se  haya 
notificado  el  acuerdo  de  tasación,  de  cuya  fecha  se  da- 
rá conocimiento  por  el  Liquidador  á  la  Administración 
designará  ésta  su  perito;  y  si  dentro  del  plazo  de  quin- 
ce dias  no  nombrase  el  contribuyente  el  suyo  ó  bien 
renunciase  á  nombrarlo  ó  aceptase  el  de  la  Hacienda, 
se  procederá  por  este  á  practicar  la  operación. 

En  el  caso  de  que  el  perito  designado  por  el  Admi- 
nistrador ó  el  contribuyente  renunciase,  se  nombrará 
otro;  y  si  el  nombrado  de  nuevo  por  el  contribuyente 
renunciase  también,  hará  la  tasación  solo  el  de  Hacien- 
da.—Art.  98. 

El  perito  ó  peritos  después  de  hecha  la  tasación,  ex- 
pedirán certificación  expresiva  del  valor  que  atribuyan 
á  cada  uno  de  los  bienes  que  hayan  tasado  y  de  sus 
circunstancias.  La  certificación  se  expedirá  separada- 
mente por  los  peritos  que  hayan  intervenido. — Art.  99. 

Si  los  dos  peritos  no  estuviesen  conformes  en  la  ta- 
sación, la  Administración  nombrará  un  tercero,  ó  invi- 
tará al  contribuyente  á  aceptar  el  mayor  valor  de  tasa- 
ción según  las  circunstancias  de  cada  caso. — Art.  100. 

Solo  cuando  no  haya  tasado  es  con  título  correspon- 
diente, según  la  clase  y  naturaleza  de  los  bienes  ó  de- 
rechos que  deban  justipreciarse,  podrán  nombrarse 
peritos  prácticos  que  verifiquen  la  operación;  haciéndo- 
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se  constar  ei  motivo  de  su  nombramiento  y  cuidando 
de  que  los  designados  sean  de  los  que  lleven  mas 
tiempo  de  ejercicio  como  tales  peritos  prácticos. — 
Art.  101. 

Los  peritos  devengarán  respectivamente  los  dere- 
chos ú  honorarios  legalmente  establecidos,  ó  los  san- 
cionados por  la  costumbre  en  cada  localidad,  siempre 
que  sean  inferiores  á  los  de  arancel. — Art.  102. 

Los  contribuyentes  vienen  obligados  á  satisfacer 
siempre  los  honorarios  de  los  peritos  que  intervengan 
en  la  tasación,  cuando  esta  se  lleve  á  cabo  á  virtud  de 
lo  dispuesto  en  los  números  Io  y  29  del  artículo  96. — 
Art.  103. 

También  satisfarán  en  todos  los  casos  los  honorarios 
del  perito  que  ellos  designen,  y  del  nombrado  por  la 
Hacienda  cuando  renuncien  á  designarlo,  ó  acepten  el 
de  esta. 

En  todos  los  demás  casos,  los  honorarios  del  perito 
de  la  Hacienda  no  aceptado  por  el  contribuyente,  y  del 
tercero,  si  lo  hubiere,  se  abonarán,  según  el  resultado 
de  la  tasación,  por  la  Administración  ó  el  interesado. 
Si  de  la  tasación  resultase  un  valor  menor,  igual  ó  su- 
perior en  ménos  del  10  por  100  del  declarado,  se  satis- 
farán por  la  Administración;  y  si  el  valor  de  la  tasa- 
ción excediese  en  un  10  por  100  ó  más  del  declarado, 
serán  de  cuenta  del  contribuyente. — Art.  104. 

Terminada  la  tasación  y  en  vista  de  su  resultado  y 
de  los  datos  que  crea  oportuno  consultar,  la  Adminis- 
tración acordará  su  aprobación  ó  que  se  amplíe,  segun 
los  casos. — Art.  104. 

Antes  de  proceder  los  peritos  á  la  tasación,  puede 
suspenderse  esta  á  instancia  del  contribuyente  y  siem- 
pre que  acepte  el  valor  fijado  en  la  comprobación  por 
la  Administración. 

También  podrá  suspenderse,  prévio  el  abono  de  todos 
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los  derechos  de  tasación,  aun  cuando  esta  se  esté  ya 
verificando.- — Art.  105. 

Las  Administraciones  de  Provincia  y  Oficinas  liqui- 
dadoras adoptarán  las  medidas  conducentes  á  la  pron- 
ta ejecución  de  las  operaciones  de  comprobación  y  de 
tasación  en  su  caso. 

Los  documentos  y  expedientes  de  comprobación,  se 
archivarán  numerados,  consignando  en  el  libro  registro 
de  liquidaciones  la  oportuna  nota. — Art.  106. 

900.  Práctica  de  la  liquidación  y  pago  de  de- 
rechos.— Dentro  del  plazo  de  ocho  dias,  á  contar  des- 
de el  siguiente  inclusive  al  de  la  presentación  de  un 
documento,  procederá  el  Liquidador  á  fijar  el  impuesto 
que  deba  satisfacerse  si  no  hubiese  de  verificarse  la 
comprobación  de  valores. — -Art.  107. 

El  Liquidador  deberá  reclamar  á  los  interesados  to- 
dos los  documentos  que  haga  precisos  la  práctica  legal 
de  la  liquidación. 

En  los  casos  de  donaciones,  herencias  y  legados  ha- 
rá constar  necesariamente  de  un  modo  oficial  el  grado 
de  parentesco  entre  el  contribuyente  y  su  donante  6 
causa  habiente,  aún  cuando  se  aleguen  dichos  títulos 
en  informaciones  de  posesión  ó  propiedad. — Art.  108. 

El  Liquidador  á  quien  se  presente  un  documento 
cualquiera  sujeto  al  impuesto,  practicará  la  liquidación 
y  exijirá  el  pago  íntegro  correspondiente  aún  cuando 
el  documento  comprenda  bienes  y  derechos  que  radi- 
que en  distintas  demarcaciones  territoriales. 

Por  el  documento  que  se  presente  á  la  liquidación 
solo  se  liquidarán  los  derechos  que  haya  de  pagar  la 
persona  á  cuyo  nombre  estuviese  librado,  aún  cuando 
comprenda  actos  ó  contratos  liquidables  á  nombre  de 
un  tercero,  á  no  ser  que  este  último  solicite  la  liqui- 
dación. 

En  el  primer  caso  el  Liquidador  tomará  del  docu- 
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mentó  las  notas  convenientes  para  poder  exigir  que  los 
terceros  interesados  se  presenten  á  liquidar,  si  incu- 
rriesen en  mora. — Art.  109. 

Si  hecho  el  exámen  de  un  documento  aparece  clara 
y  manifiestamente  que  no  está  sujeto  al  impuesto,  ó 
que  goza  de  una  exención  por  existir  texto  expreso 
que  aplicar  ó  instrumento  de  fuerza  legal  en  que  apo- 
yarla, se  pondrá  por  el  Liquidador,  bajo  su  exclusiva 
responsabilidad,  una  nota  en  el  documento  presentado 
que  diga  lo  siguiente:  "Examinado  este  documento,  se 
devuelve  al  interesado,  porque  el  acto  (o  contrato)  que 
comprende  no  está  sujeto  al  impuesto  ó  porqué  está 
exceptuado  del  impuesto  según  (tal  disposición),  fecha 
y  sello  y  firma  del  Liquidador. 

Si  la  exención  ofreciese  dudas,  el  Liquidador  consul- 
tará inmediatamente  el  caso  á  la  Administración  Eco- 
nómica, exponiendo  los  fundamentos  que  para  ello  ten- 
ga, y  remitiendo  á  dicha  Oficina  los  documentos 
originales  ó  copia  certificada  en  papel  comun.-Art.  110. 

Las  liquidaciones  se  extenderán  á  nombre  de  cada 
contribuyente,  y  tantas  cuantos  sean  los  conceptos  par- 
ciales que  produzcan  liquidación. 

En  toda  liquidación  se  citará  el  concepto  general  que 
le  corresponda  y  el  número  del  concepto  parcial  con- 
que éste  figura  en  la  Tarifa. 

Cada  contribuyente  es  responsable  de  la  cuota  per- 
sonal que  le  corresponda  satisfacer. 

En  las  adquisiciones  de  bienes  muebles  ó  semovien- 
tes por  razón  de  legado  ó  de  donación  mortis  causa,  se- 
rán subsidiariamente  responsables  los  herederos  testa- 
mentarios ó  cumplidores  de  las  últimas  voluntades, 
quienes  descontarán  á  los  legatarios  ó  donatarios  en  su 
dia  las  cantidades  que  por  su  cuenta  hubiesen  antici- 
pado para  el  pago  del  impuesto. — Art.  111. 

Practicada  que  sea  la  liquidación,  se  notificará  su 
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resultado  á  los  interesados  para  que  dentro  del  térmi- 
no establecido,  procedan  al  pago  de  su  importe,  hacién- 
doles saber  la  multa  en  que  incurren  en  caso  contrario. 
—Art,  112. 

El  pago  del  impuesto  se  hará  precisamente  en  metá- 
lico.—Art.  113. 

El  pago  del  impuesto  se  verificará  dentro  del  plazo 
de  diez  y  seis  dias  contados  desde  el  siguiente  inclusi- 
ve al  en  que  se  presentó  el  documento  á  la  liquidación 
cuando  no  haya  comprobación  de  valores;  y  si  la  hu- 
biese se  pagará  en  el  plazo  de  ocho  dias  contados 
desde  la  fecha  en  que  se  notifique  la  liquidación. — 
Art,  104. 

Por  ningún  motivo  los  interesados  podrán  diferir  el 
pago  del  impuesto  liquidado  ni  aún  á  pretesto  de  re- 
clamación contra  la  liquidación  practicada,  sin  perjuicio 
del  derecho  á  la  devolución  que  procediese. 

La  Dirección  General  de  Hacienda,  á  propuesta  de 
los  Jefes  Económicos,  oido  los  abogados  del  Estado  y 
Liquidadores  respectivos,  podrá  conceder  prórogas  pa- 
ra el  pago  del  impuesto  cuando  se  reúnan  las  condicio- 
nes siguientes: 

l9  Que  cuando  el  importe  del  impuesto  fiscal  por 
derechos  reales  y  trasmisión  de  bienes  en  actos  de  ju- 
risdicción voluntaria,  exceda  de  cinco  mil  pesos,  se  pa- 
guen en  dos  plazos;  el  primero  dentro  del  término  or- 
dinario de  diez  y  seis  dias  y  el  segundo  en  un  pagaré 
que  se  realizará  el  mismo  dia  del  año  próximo  venide- 
ro con  el  aumento  del  seis  por  ciento. 

2?  Que  cuando  dicho  importe  exceda  de  diez  mil 
pesos  se  pague  en  tres  plazos,  el  primero  al  contado  y 
el  segundo  y  tercero  en  pagarés  á  uno  ó  dos  años  de 
la  fecha  del  primer  plazo,  con  el  aumento  correspon- 
diente del  seis  y  doce  por  ciento. 

3?    Que  á  la  seguridad  del  pago  de  los  expresados 
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pagarés,  quedan  hipotecadas  las  fincas  y  sus  productos 
con  la  hipoteca  legal  especial. 

4?  No  disfrutaran  de  ese  beneficio  las  enajenacio- 
nes, adjudicaciones  y  demás  transacciones  judiciales 
en  toda  clase  de  juicios. — Art.  115. 

Se  concederá  también  próroga  del  plazo  legal  para 
satisfacer  el  impuesto  cuando  en  la  constitución  de  pen- 
siones alimenticias  concurran  las  circunstancias  y  se 
cumplan  los  requisitos  siguientes: 

1*  Que  dichas  pensiones  recaigan  en  personas  que 
préviamente  justifiquen  carecer  de  toda  otra  clase  de 
bienes  y  no  figuren  en  las  matrículas  de  la  contribu- 
ción industrial. 

2*  Que  abonen  la  cuarta  parte,  la  tercera  ó  la  mi- 
tad de  la  pensión  en  los  períodos  en  que  la  perciban, 
según  su  importe  anual  y  conforme  á  la  escala  que  pa- 
ra la  retención  de  sueldos  ó  pensiones  se  halla  estable- 
cida ó  se  establezca  por  la  legislación  común. 

3°  Que  afiancen  con  garantía  que  considere  sufi- 
ciente el  Jefe  de  la  Administración  Económica  y  bajo 
su  responsabilidad  el  pago  del  impuesto  y  de  los  inte- 
reses de  demora  en  los  plazos  y  en  la  forma  que  co- 
rresponda. 

4o  Que  esta  concesión  de  próroga  se  entienda  con 
la  obligación  de  abonar  el  seis  por  ciento  anual  por  via 
de  demora. 

Y  59  Que  se  contraiga  el  importe  de  la  cantidad 
liquidada  por  la  pensión  en  la  cuenta  de  Rentas  públi- 
cas, practicándose,  á  medida  que  se  ingrese  cada  uno 
de  los  plazos,  la  liquidación  del  seis  por  ciento  de  de- 
mora, que  ingresará  por  separado. — Art.  116. 

Si  el  que  adquiriere  el  derecho  de  nuda  propiedad 
careciese  de  bienes,  se  aplazará  el  pngo  de  la  liquida- 
ción que  en  todo  caso  debe  girarse,  haciendo  constar 

aquella  circunstancia  y  se  resolverá  ó  no  el  aplaza- 

i» 
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miento  por  el  Gobernador  General  á  propuesta  de  la 
Dirección  General  de  Hacienda  en  alzada  ai  Ministerio 
de  Ultramar. 

Concluido  el  usufructo,  el  nuevo  propietario  pagará 
la  liquidación  como  tal  y  la  que  se  gire  por  el  usufruc- 
to que  adquiere  entonces. 

Al  efecto,  deberá  presentarse  en  la  Oficina  Liquida- 
dora dentro  de  los  plazos  que  señala  el  artículo  65  á 
contar  desde  la  fecha  en  que  sé  verifique  legalmente  la 
consolidación  de  ámbos  derechos. — Art.  117. 

Verificado  el  pago  del  impuesto  en  el  plazo  que  mar- 
ca el  artículo  114,  el  Liquidador  extenderá  en  el 
documento  liquidado  una  nota  en  que  conste  dicho 
pago. 

Sin  perjuicio  de  esto,  las  Administraciones  Económi- 
cas en  las  capitales  de  provincia  y  las  Administracio- 
nes Subalternas  ó  Colecturías  en  los  demás  pueblos 
cabezas  de  partido,  expedirán  además  de  la  carta  de 
pago  correspondiente  una  certificación  en  papel  sellado 
de  Oficio  de  referencia  al  ingreso  y  con  todas  las  cir- 
cunstancias de  este,  con  arreglo  al  modelo  que  se  es- 
tablezca, para  que  aquella  pueda  quedar  archivada  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  según  determinan  los  ar- 
tículos 262  de  la  Ley  Hipotecaria  parala  Isla  de  Cuba 
y  70  del  Reglamento  para  su  ejecución. — Art.  118. 

Si  un  documento  comprende  bienes  ó  derechos  que 
deban  inscribirse  en  distintos  Registros  de  la  propie- 
dad, el  interesado  manifestará  á  la  Oficina  Liquidado- 
ra los  Registros  en  que  tenga  que  presentarse  á  inscri- 
bir, y  facilitará  el  papel  de  oficio  necesario  para  las 
certificaciones  de  que  trata  el  párrafo  siguiente. 

En  el  propio  caso,  las  Administraciones  Económicas 
en  las  capitales  de  Provincia  y  las  Subalternas  en  los 
partidos,  expedirán  además  de  la  carta  de  pago,  tantas 
certificaciones  de  referencia  al  ingreso  con  expresión 


—  147  — 

de  todas  las  circunstancias  de  este,  cuantos  sean  los 
Registros  en  que  hayan  de  inscribirse  bienes. 

Por  las  expresadas  certificaciones  que  se  librarán  al 
solo  efecto  de  la  inscripción  de  los  títulos,  no  se  abona- 
rán honorarios  y  serán  entregadas  á  los  interesados 
para  los  efectos  de  los  artículos  262  de  la  Ley  Hipote- 
caria y  70  de  su  Reglamento. — Art.  119. 

Para  cumplir  lo  prescrito  en  el  artículo  70  del  Re- 
glamento para  la  ejecución  de  la  Ley  Hipotecaria  de 
Cuba,  en  el  caso  de  que  haya  necesidad  de  reinscrip- 
ción de  títulos  ó  documentos  á  consecuencia  de  haberse 
destruido  ó  inutilizado  en  todo  ó  en  parte  los  libros 
del  Registro  de  la  propiedad,  se  observarán  las  reglas 
siguientes: 

1*  Al  solicitar  los  interesados  la  reinscripción  de 
sus  títulos  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  15, 
de  la  Ley  Hipotecaria,  acompañarán  con  los  documen- 
mentos  la  certificación  de  la  carta  de  pago  del  impuesto 
que  debieron  satisfacer  al  hacer  la  primera  inscripción 
y  debió  quedar  en  su  poder.  Si  hubiesen  sufrido  pér- 
dida ó  extravío  la  carta  de  pago  y  el  certificado  que 
se  expidieron  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 70  de  dicho  Reglamento  acompañarán  los  inte- 
resados una  nueva  certificación  de  la  Administración  ó 
Colecturía  respectiva,  de  la  que  resulte  haberse  satis- 
fecho el  impuesto  correspondiente  al  acto  6  contrato, 
cuyo  título  se  pretende  reincidir. 

2f  Con  la  certificación  presentarán  una  copia  lite- 
ral firmada  por  los  mismos  interesados  ó  por  el  que  la 
presente  ó  por  un  testigo  si  este  no  pudiese  firmar. 

3*  El  Registrador  cotejará  el  original  y  la  copia  y 
encontrándola  exacta,  pondrá  con  media  firma  el  con- 
forme y  sellada  con  el  del  Registro,  la  archivará  en 
lugar  de  la  carta  de  pago  original. 

4?    En  la  certificación  que  presenten  los  interesa- 
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dos,  el  Registrador  que  se  quedare  con  la  copia  en  la 
forma  expuesta,  pondrá  nota  expresándolo  así,  con  las 
formalidades  de  media  firma  y  sello  marcadas  en  la 
regla  anterior. 

5*  Cuando  el  documento  que  haya  de  ser  objeto  de 
la  inscripción  comprenda  varias  fincas  situadas  en  el 
territorio  de  varios  Registros,  al  presentar  los  intere- 
sados á  cada  uno  de  los  Registradores  la  certificación, 
acompañarán  la  copia  de  ella  y  se  observarán  las  demás 
formalidades  prevenidas  en  las  reglas  anteriores. 

6?  En  el  caso  de  haberse  destruido  ó  extraviado 
las  cartas  de  pago  ó  certificados  que  los  Registradores 
deben  conservar  á  los  efectos  del  artículo  262  de  la 
Ley  Hipotecaria  sin  haber  desaparecido  los  asientos 
en  que  constan  inscritos  ó  anotados  los  actos  ó  contra- 
tos á  que  las  mismas  se  refieran,  deberán  solicitar  de 
los  oficinas  de  Hacienda  una  relación  certificada  que 
comprenda  las  cantidades  satisfechas  por  razón  del 
impuesto  que  oportunamente  devengarán  aquellos  actos 
y  contratos,  cuya  relación  quedará  archivada  en  el 
Registro.— Artl20. 

901.  Investigación  de  documentos  y  denun- 
cias.— La  Administración  puede  obligar  por  medio  de 
apremio  á  Ir  presentación  de  documentos  ó  declaraciones 
de  valores  cuando  haya  terminado  el  plazo  legal  para 
efectuarlo.— Art.  121. 

Cuando  la  Administración  tenga  conocimiento  de 
que  un  documento  sujeto  al  pago  del  impuesto  no  se 
ha  presentado  á  la  respectiva  oficina  liquidadora  dentro 
del  plazo  referido,  podrá  reclamarlo  previamente  al 
interesado,  señalándole  el  término  de  ocho  dias;  con 
apercibimiento,  en  el  caso  de  no  presentarlo,  de  exigir 
á  su  costa  una  copia  expedida  por  el  Notario  ó  funcio- 
nario que  autorice  el  documento. 

Con  esta  copia  á  la  vista  se  practicará  la  liquidación 
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que  debe  ser  notificada  á  los  interesados;  y  si  en  el 
término  de  ocho  dias  no  verificasen  el  pago  del  derecho 
multas,  intereses  y  demás  gastos,  se  procederá  por  la 
vía  de  apremio. — Art.  122. 

Cuando  do  sea  conocida  la  persona  responsable  del 
impuesto,  no  se  haya  otorgado  documento  alguno  ó 
este  fuese  privado,  la  Administración  practicará  las 
oportunas  diligencias  investigadora,  debiendo  dirigir 
su  acción  contra  los  poseedores  de  los  bienes  trasmiti- 
dos. En  vista  del  resultado  de  aquellas,  procederá 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  precedente. 
—Art.  123. 

El  particular  que  pasado  el  plazo  de  la  presentación 
de  los  documentos  sin  que  esta  se  haya  efectuado,  de- 
nuncie el  hecho  á  la  Administración  Económica  ó  al 
Liquidador  respectivo,  percibirá  el  importe  de  la  multa 
correspondiente  al  fraude  denunciado,  con  arreglo  á  ías 
disposiciones  de  este  Reglamento. — Art.  124. 

Para  que  las  denuncias  sean  admisibles  es  preciso 
que  se  formulen  en  el  papel  sellado  correspondiente,  y 
que  la  persona  que  las  autorice  exprese  sus  circunstan- 
cias con  relación  á  la  cédula  de  empadronamiento. 
Deberá  manifestar  asimismo  el  mayor  número  de  datos 
y  antecedentes  para  determinar,  del  modo  más  exacto 
posible,  los  hechos  denunciados. — Art.  125. 

Presentada  la  denuncia  en  dichos  términos,  la  Ad- 
ministración del  ramo  dará  de  ella  el  oportuno  recibo, 
pidiendo  inmediatamente  informe  acerca  del  contenido 
al  liquidador  á  quien  corresponda. 

Este  funcionario  manifestará,  en  vista  de  los  antece- 
dentes que  existan  en  su  oficina  ó  de  los  demás  que 
pueda  procurarse,  si  es  ó  nó  procedente  la  denuncia. 

La  Administración,  oyendo  al  abogado  de  Estado,  y 
prévia  las  demás  diligencias  oportunas,  resolverá  lo 
que  mejor  estime,  dando  conocimiento  de  su  acuerdo 


—  150  — 

al  denunciador,  ó  á  este  y  al  denunciado,  según  proce- 
da, para  los  efectos  consiguientes. 

Deberá  desestimarse  toda  denuncia  que  se  refiera  á 
actos  ó  contratos  conocidos  previamente  por  la  Admi- 
nistración.— Art.  126. 

902    Gestión  del  impuesto. — Está  encomendada: 

1?    Al  Ministro  de  Ultramar. 

2?  A  la  Dirección  General  de  Hacienda,  y  por  sí. 
ya  proponiendo  al  Gobernador  General. 

3o    A  las  Administraciones  Económicas. 

49  A  las  Oficinas  liquidadoras  de  partido. — Ar- 
tículo 127. 

Corresponde  al  Ministerio,  aparte  de  la  alta  inspec- 
ción general  sobre  este  ramo  como  sobre  los  demás 
ramos  de  la  Administración  Económica: 

1?  Resolver  sobre  las  instancias  de  los  particulares 
en  solicitud  de  próroga  de  plazos  para  la  presentación 
de  documentos  y  pago  del  impuesto. 

2°  Conceder  ó  negar  las  instancias  que  individual- 
mente hagan  los  particulares  solicitando  perdón  de 
multas  en  que  hayan  incurrido  con  ocasión  del  impuesto. 

3?  Decidir  sobre  las  consultas  que  se  le  dirijan  ó 
sobre  las  reformas  que  se  propongan  por  el  Gobernador 
General,  relativas  á  las  bases  y  á  la  economía  adminis- 
trativa del  impuesto:  y 

4?  Acordar  todas  las  disposiciones  que  tiendan  al 
exacto  cumplimiento  de  las  disposiciones  relativas  á 
este  impuesto. — Art.  128. 

Además  de  las  facultades  especiales  que  atribuye 
la  Dirección  General  de  Hacienda  este  Reglamento,  le 
corresponde: 

1?  Cuidar  de  que  se  cumplan  y  hagan  cumplir  las 
disposiciones  oficiales  de  cualquier  carácter  que  sean, 
referentes  al  impuesto. 

2?    Disponer  que  se  reúnan  en  tiempo  oportuno  los 
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datos  que  considere  necesarios  para  la  mejor  dirección 
y  Administración  del  impuesto. 

3?  Resolver  las  dudas  y  consultas  de  las  Adminis- 
traciones Económicas  sobre  aplicación  de  las  disposi- 
ciones de  este  Reglamento,  ó  proponer  al  Ministerio 
por  conducto  del  Gobernador  General,  aquellas  que 
considere  procedentes. 

4?  Proponer  al  Gobernador  General  cuando  lo  es- 
time necesario,  el  nombramiento  de  visitadores,  comi- 
sionados ó  delegados  especiales  para  las  visitas  de 
inspección  que  acordare  dicha  Autoridad  superior. 

5?  Adoptar  cuantas  disposiciones  contribuyan  á 
mejorar  el  servicio,  uniformar  la  práctica  de  la  liquida- 
ción y  regulai'izar  la  recaudación. 

6?  Cuidar  de  que  los  Jefes  Económicos  de  las  Pro- 
vincias, los  Administradores  subalternos  y  Colectores 
de  rentas  y  los  liquidadores  del  impuesto,  llenen  con 
exactitud  sus  respectivas  obligaciones. 

7?  Reclamar  los  expedientes  ó  datos  de  todas  cla- 
ses que  considere  necesario  para  revisar  y  adoptar  en 
su  consecuencia  lo  que  proceda. 

8?  Tramitar  ó  resolver  los  expedientes  de  su  pecu- 
liar procedencia. 

9?  Ordenar  y  modificar  cuando  lo  reclame  el  servi- 
cio, los  modelos  de  documentos,  estados  y  libros  nece- 
sarios para  la  liquidación,  recaudación  y  administración 
del  impuesto. — Art  129. 

Lo  concerniente  al  impuesto  de  derechos  reales,  corre 
privativamente  á  cargo  de  los  Abogados  del  Estado  en 
la  Administración  Central  y  Provincial  de  la  Isla  de 
Cuba. 

Estos  funcionarios,  estarán  bajo  las  órdenes  del  Jefe 
de  la  Administración  Económica  en  lo  relativo  al  im- 
puesto y  tendrán  el  deber  de  asesorar  oficialmente  á 
los  funcionarios  encargados  de  cualquier  ramo  de  la 
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Administración  Económica  en  sus  respectivas  Provin- 
cias, en  todos  los  asuntos  en  que  lo  determinen  los 
Reglamentos  ó  lo  requiera  su  más  acertada  resolución. 
— Art.  130. 

El  exámen  de  Jos  documentos  y  calificación  pericial 
del  concepto  porque  deban  contribuir  los  actos  y  con- 
tratos sujetos  al  impuesto,  es  privativo  de  los  Liquida- 
dores y  de  los  Abogados  del  Estado. 

Las  Contadurías  de  las  Administraciones  Económi- 
cas solo  tendrán  derecho  á  conocer  de  las  liquidaciones 
en  cuanto  afecte  á  la  exactitud  de  las  operaciones  arit- 
méticas, sin  perjuicio  de  su  acción  fiscal. — Art.  131. 

En  cada  Administración  Económica,  habrá  un  indi- 
viduo, cuando  raénos,  del  cuerpo  de  Abogados  del  Es- 
tado, á  quien  auxiliará  el  personal  que  hagan  necesario 
la  importancia  y  extensión  del  servicio;  debiendo  pro- 
curarse que  estos  auxiliares  tengan  los  conocimientos 
especiales  de  la  materia. 

En  sus  relaciones  con  los  demás  funcionarios  de  la 
Administración  pública  deberán  ser  tratados  con  la 
fórmula  particular  de  Abogado  del  Estado. — Artícu- 
lo 132. 

Los  Abogados  del  Estado,  como  encargados  que  son 
por  la  Ley  del  Negociado  de  Derechos  Reales,  desem- 
peñarán además  de  las  funciones  especiales  que  les 
encomienda  este  Reglamento,  las  siguientes: 

1*  Procurar  Ja  debida  y  exacta  gestión  del  impues- 
to, ejerciendo  para  ello  la  más  escrupulosa  vigilancia, 
y  proponiendo  al  Jefe  de  la  Administración  la  recla- 
mación de  los  datos  y  la  adopción,  de  las  medidas  que 
conceptúen  necesarias. 

2*  Examinar  y  censurar  los  estados,  documentos  y 
cuentas  que  deben  rendir  los  Liquidadores,  cuidando  de 
que  se  remitan  en  los  plazos  establecidos,  devolvién- 
dolos para  su  rectificación  cuando  proceda,  y  redactan- 


do  además  los  que  deban  rendir  las  Administraciones 
Económicas. 

3*  Promover  la  aclaración  de  las  dudas  que  se  sus- 
citen, á  fin  de  que  la  administración  del  impuesto  se 
lleve  con  entera  exactitud,  dando  conocimiento  de  las 
irregularidades  que  observen  ó  supongan  fundadamen- 
te en  uno  ú  otro  concepto  las  oficinas  de  liquidación. 

4*  Instruir  los  expedientes  que  de  oficio,  por  de- 
nuncia ó  á  instancia  de  parte  se  promuevan,  extractando 
al  efecto  las  solicitudes,  comunicaciones  y  documentos 
que  se  produzcan  con  la  regularidad  debida,  y  emitiendo 
los  dictámenes  ó  informes  requeridos  en  cada  caso. 

5*  Proponer  al  Jefe  Económico  que  se  reclamen 
de  quien  corresponda  todos  los  documentos,  copias 
autorizadas  ó  certificaciones  que  sean  precisas  para 
ilustrar  ó  ampliar  los  expedientes,  ó  para  ejercer  la  in- 
vestigación y  fiscalización  necesarias. 

6*  Redactar  los  acuerdos  de  las  Administraciones 
determinando  en  ellos  los  puntos  de  hecho  y  de  dere- 
cho que  resulten,  los  considerandos  que  se  deduzcan,  y 
las  disposiciones  legales  aplicables  al  caso  de  que  se 
trate,  y  rubricando  como  garantía  de  su  intervención 
toda  la  correspondencia  oficial  relativa  al  Impuesto. 

7'?  Intervenir  en  la  tramitación  de  todos  los  expe- 
dientes formados  á  propuesta  suya,  ó  en  cumplimiento 
de  órdenes  superiores  sobre  faltas  y  omisiones  que 
cometan,  ó  en  que  incurran  los  liquidadores'  y  los  de- 
más funcionarios  á  quienes  se  imponen  deberes  que 
cumplir  por  este  Reglamento,  proponiendo  cuando  co- 
rresponda la  corrección  ó  la  multa  que  proceda. 

8*  Cuidar  de  que  los  libros,  estados  y  documentos 
necesarios  para  la  recaudación,  liquidación,  adminis- 
tración y  estadística  del  impuesto  se  redacten  con  ex- 
tricta  sujeción  á  los  modelos  que  establezca  la  Direc- 
ción general  del  ramo. 
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9a  Revisar  todas  las  liquidaciones  que  se  practi- 
quen en  tocias  las  capitales  de  Provincia  y  aquellas  Je 
las  de  las  oficinas  de  partido  que  revelen  mayor  impor- 
tancia por  su  concepto  ó  cuantía,  en  vista  de  los  esta- 
dos mensuales  ó  de  las  noticias  particulares  que  ad- 
quieran. 

10.  Girar  las  visitas  y  desempeñar  las  comisiones 
relativas  al  impuesto  que  se  le  encomienden. 

11.  Proponer  con  anticipación  á  los  Jefes  económi- 
cos uno  ó  más  Abogados  para  que  les  suplan  durante 
sus  ausencias  y  enfermedades. — Art.  133. 

Los  Abogados  del  Estado  tienen  en  absoluto  la  obli- 
gación de  realizar  los  trabajos  y  desempeñar  las  comi- 
siones que  los  Jefes  Económicos  les  confieran  en  cir- 
cunstancias extraordinarias;  pero  no  mediando  éstas  no 
serán  distraídos  del  ejercicio  de  sus  especiales  fun- 
ciones. 

Están  asimismo  sujetos,  como  todos  los  demás  em- 
pleados, á  las  reglas  de  orden  interior  y  de  relaciones 
con  el  público  que  se  establezcan. — Art.  134. 

Los  Abogados  del  Estado  despacharán  directamente 
con  los  Jefes  Económicos,  todos  aquellos  asuntos  refe- 
rentes al  Impuesto. — Art.  ]  35. 

Los  Jefes  Económicos  se  conformarán  ó  no  con  el 
parecer  de  los  Abogados  del  Estado  en  los  asuntos 
cuya  resolución  corresponda  á  aquellos. 

En  el  caso  de  no  conformarse,  recaerá  en  dichos  Je- 
fes la  responsabilidad  del  acuerdo. 

En  la  Administración  desempeñarán  las  funciones 
que  les  atribuyen  las  disposiciones  generales,  y  las  es- 
peciales determinadas  en  este  Reglamento. — Art.  136. 

Además  de  las  facultades  y  deberes  marcados  espe- 
cialmente en  este  Reglamento  como  correspondientes 
á  las  Administraciones  Económicas,  les  compete: 

L°    Ejercer  respecto  á  los  Liquidadores  y  al  servi- 


ció  de  toda  la  Provincia,  las  mismas  atribuciones  que 
se  señalan  en  general  á  la  Dirección  General  de  Ha- 
cienda, en  los  números  í9,  2?,  5?,  6?,  7?  y  8?,  del  ar- 
tículo 129. 

2o  Adoptar  cuantas  medidas  de  fiscalización,  gene- 
rales y  especiales,  sean  necesarias  para  averiguar  y 
perseguir  las  ocultaciones  y  fraudes  que  se  cometan. 

3°  Reclamar  de  cuantos  por  su  posición  oficial  in- 
tervienen en  actos  y  contratos  sujetos  al  Impuesto,  los 
datos  y  noticias  conducentes  á  la  buena  y  exacta  Ad- 
ministración del  mismo. 

4?  Examinar  y  comprobar  las  noticias  y  datos  que 
reclamen  ó  reciban,  cuidando  de  que  los  Liquidadores 
los  examinen  y  comprueben  á  su  vez  cuando  corres- 
ponda, dándoles  parte  del  resultado. 

5?  Obligar  a  la  presentación  de  documentos  en  los 
casos  y  según  los  trámites  establecidos  en  este  Regla- 
mento. 

69  Resolver  en  primera  instancia  las  reclamaciones 
que  contra  las  liquidaciones  del  impuesto  puedan  for- 
mular los  interesados. 

79  Proponer  á  la  Dirección  General  de  Hacienda, 
cuando  lo  crean  indispensable,  la  práctica  de  visitas. 

8?  Verificarlo  también  de  las  multas  y  recargos 
correspondientes  por  demora  de  presentación  de  docu- 
mentos y  de  pago  del  Impuesto. 

9°  Dar  cuenta  á  la  Dirección  de  las  multas  en  que 
incurran  los  funcionarios  de  todas  clases  de  su  respec- 
tiva Provincia,  á  quienes  se  imponen  deberes  por  este 
Reglamento. 

Y  10.  Proponer  á  la  Dirección  General  de  Hacien- 
da la  formación  de  expedientes  correccionales  y  gu- 
bernativos contra  los  Liquidadores. — Art.  137. 

Las  oficinas  de  liquidaciones  estarán  á  cargo  de  los 
Registradores  de  la  propiedad,  quienes  en  este  concep- 


to  dependerán  de  la  Dirección  General  de  Hacienda  y 
como  Registradores  seguirán  dependiendo  de  la  Direc- 
ción de  Gracia  y  Justicia  del  Ministerio  de  Ultramar. 

Las  funciones  que  desempeñen  como  Liquidadores 
se  entenderán  sin  perjuicio  del  exacto  cumplimiento  de 
todos  los  deberes  que  les  impone  el  cargo  de  Registra- 
dor.—Art.  138. 

Los  Liquidadores  necesitan  un  título  especial  expe- 
dido por  el  Gobernador  General  de  Cuba,  en  nombre 
y  por  delegación  del  Ministro  de  Ultramar. — A.rt.  139. 

La  fianza  que  tienen  prestada  ó  que  presten  como 
Registradores,  queda  afecta  á  las  responsabilidades 
que  contraigan  como  Liquidadores,  sin  perjuicio  de  las 
responsabilidades  á  que  está  afecta  por  la  Ley  Hipo- 
tecaria, las  cuales  se  harán  efectivas  en  su  caso  con 
arreglo  á  dicha  Ley. — Art.  140. 

Los  Liquidadores  tendrán  el  deber  de  nombrar  bajo 
su  responsabilidad,  en  el  mes  siguiente  á  la  toma  de 
posesión,  el  sustituto  que  haga- sus  veces  en  ausencias 
y  enfermedades,  dando  cuenta  al  Jefe  Económico  de 
la  Provincia,  de  la  persona  designada  para  su  aproba- 
ción.— Art.  141. 

Los  Registradores  de  la  propiedad  que  desempeñen 
las  funciones  de  Liquidadores  no  podrán  ausentarse 
del  punto  en  que  deban  residir  sin  ponerlo  antes  en 
conocimiento  de  la  Administración  Económica  respec- 
tiva.—Art,  142. 

En  los  casos  en  que  á  consecuencia  de  traslación, 
suspensión,  reparación,  renuncia  ó  fallecimiento,  no  se 
hallasen  servidos  los  Registros  de  la  propiedad  por  per- 
sonas designadas  competentemente  al  efecto,  el  Jefe 
Económico  respectivo  podrá  encargar  de  la  liquidación 
bajo  su  responsabilidad  personal,  mediante  los  honora- 
rios marcados  en  el  Arancel,  al  que  desempeñe  interi- 
namente el  Registro  de  la  propiedad  ó  á  otro  empleado 


activo  o  cesante  que  reúna  la  cualidad  de  letrado,  has- 
ta la  definitiva  provisión  del  Registro  ó  rehabilitación 
del  propietario. — Art.  143. 

Sin  perjuicio  de  las  funciones  determinadas  en  dis- 
tintos artículos  de  este  Reglamento,  los  liquidadores 
desempeñarán  las  que  á  continuación  se  expresan: 

1*  Cumplir  y  hacer  cumplir  las  disposiciones  que 
las  Administraciones  Económicas  Provinciales  les  co- 
muniquen; llevar  los  libros,  formarlos  estados  y  redac- 
tar los  documentos  que  se  les  prevenga  en  los  términos 
forma  y  plazos  señalados. 

2*  Auxiliar  eficazmente  y  en  primer  término  á  la 
investigación,  fiscalización  y  comprobación  general  de 
documentos  y  valores,  iniciando  expedientes,  procuran- 
do datos  y  evacuando  los  informes  que  se  les  pidan. 

3*  Observar  si  los  documentos  que  les  sean  pre- 
sentados están  extendidos  en  el  papel  sellado  corres- 
pondiente, poniendo  en  conocimiento  de  la  Administra- 
ción las  faltas  que  noten. 

4*  Dar  cuenta,  á  las  respectivas  Administraciones 
Económicas  para  que  estas  á  su  vez  puedan  hacerlo  á 
la  Dirección  General  de  Hacienda,  de  toda  falta  de 
cumplimiento  á  las  prescripciones  legales  que  tengan 
conexión  con  el  impuesto,  ya  proceda  de  parte  de  las 
Autoridades  y  funcionarios  que  según  este  Reglamen- 
to tengan  deberes  especiales  que  cumplir. 

5?  Dar  cuenta  ó  relación  mensual  á  dichas  Admi- 
nistraciones de  las  liquidaciones  practicadas  y  su  im- 
porte durante  el  mes. 

6*  Expresar  en  letra,  en  la  nota  de  pago  que  deben 
poner  en  los  documentos  sujetos  al  impuesto:  primero, 
la  fecha  del  Registro,  ó  sea  de  su  entrada  en  la  Oficina 
Liquidadora:  segundo,  el  número  de  orden  con  que  fi- 
guran en  el  libro  correspondiente:  tercero,  el  concepto 
por  que  contribuyen  al  impuesto;  y  cuarto,  la  cantidad 


liquidada  por  derechos  del  Tesoro.  Cuando  el  docu- 
mento contenga  diferentes  actos  y  contratos,  los  Li- 
quidadores los  indicarán,  enunciando  distintamente  los 
extremos  ántes  mencionados,  y 

7^  Estampar  en  todo  informe,  documento,  nota  tí 
recibo  que  deban  redactar  ó  expedir,  un  sello  según  el 
modelo  que  se  determine. — Art.  144. 

Los  Liquidadores  del  impuesto,  devengarán  los  ho- 
norarios que  á  continuación  se  expresan: 

1°  Por  el  examen  de  todo  documento  que  contenga 
hasta  20  folios,  esté  ó  no  sujeto  al  impuesto,  y  por 
extensión  de  la  nota  correspondiente  $0*25,  por  cada 
folio  que  pase  de  20  á  $0'02. 

2o  Por  la  busca  de  antecedentes  y  expedición  de 
certificación  relativa  al  Impuesto,  á  instancia  de  parte 
interesada  6  por  mandato  judicial,  un  peso. 

Si  la  certificación  ocupa  más  de  una  página  de  20 
líneas  á  20  sílabas,  por  cada  página,  más,  esté  ó  no 
ocupada  íntegramente  $0'50. 

3°  Por  la  liquidación  del  impuesto,  el  1'50  por  100 
del  importe  de  las  cuotas  del  Tesoro. 

Cuando  se  practique  la  liquidación  provisional  á  que 
se  refiere  el  artículo  68  de  este  Reglamento,  se  exiji- 
rán  los  honorarios  que  procedan. 

Al  verificarse  la  definitiva  se  exijirá  por  esta  el 
premio  con  arreglo  á  los  números  Io  y  2°  de  este  ar- 
tículo; pero  el  1'50  por  100  á  que  se  refiere  el  número 
39  del  mismo,  solo  se  exigirán  por  la  diferencia  entre 
las  dos  liquidaciones,  cuando  la  definitiva  ascendiese  á 
mayor  suma  qué  la  provisional.  > 

Guando  la  duplicidad  de  las  operaciones  de  liquida- 
ción sea  independiente  de  la  voluntad  de  los  interesa- 
dos, se  abonará  una  sola  vez  el  premio  de  liquidación, 
ateniéndose  á  la  definitiva. — Art.  145. 

Los  Liquidadores  exijirán  de  los  contribuyentes,  se- 


gun  el  Arancel,  las  cantidades  que  deben  satisfacerles 
al  recojer  la  liquidación  para  hacer  el  pago  del  impues- 
to. El  importe  de  dichas  cantidades  lo  expresarán  los 
Liquidadores  en  el  Estado  mensual  de  liquidaciones 
que  deben  dirijir  á  la  respectiva  Administración. — 
Art.  146. 

En  las  capitales  de  Provincia  la  recaudación  de  las 
cuotas  y  demás  cantidades  que  el  Tesoro  deba  percibir 
por  razón  del  impuesto;  se  hará  directamente  por  la 
caja  de  la  respectiva  Administración  Económica,  con 
las  formalidades  establecidas.  En  los  demás  puntos  por 
las  Administraciones  Subalternas  ó  Colecturías  de  las 
cabezas  de  partido  Judicial. — Art.  147. 

Cuando  la  interinidad  de  la  Oficina  Liquidadora  ten- 
ga lugar  en  capital  de  Provincia,  el  encargado  de  la 
liquidación  del  impuesto,  mediante  los  honorarios  mar- 
cados en  el  Arancel,  lo  será  el  Abogado  del  Estado  de 
la  Administración,  á  no  ser  que  á  ello  se  opusiese  al- 
guna causa  atendible. — Art.  148. 

Los  Liquidadores  quedan  sujetos  por  sus  actos,  fal- 
tas y  omisiones  á  la  consiguiente  responsabilidad,  la 
cual  se  hará  efectiva  en  los  términos  generales  esta- 
blecidos y  en  los  especiales  de  este  Reglamento. — 
Art.  140. 

La  responsabilidad  en  que  puedan  incurrir  los  liqui- 
dadores es  de  tres  clases,  disciplinaria,  gubernativa  y 
ordinaria. 

La  primera  tiene  dos  grados;  primero,  reprensión 
por  escrito  con  apercibimiente  de  mayor  rigor;  y  se- 
gundo, multa  de  25  á  100  pesos. 

La  segunda  consistirá  en  suspensión  de  funciones 
por  el  tiempo  de  uno  á  seis  meses. 

La  tercera  la  que  en  cada  caso  declaren  ó  impongan 
los  tribunales  ordinarios,  con  arreglo  á  las  prescripcio- 
nes de  la  penalidad  común.-— Art.  150. 


—  160  — 

Se  incurrirá  en  responsabilidad  correccional  de  pri- 
mer grado  por  faltas  de  celo,  subordinación  y  otras 
análogas  relativas  al  exacto  cumplimiento  de  sus  fun- 
ciones; y  en  la.  de  segundo  grado,  por  reincidencia  en 
la  misma  clase  de  fnltas. 

Se  acordará  la  suspensión  de  funciones,  incurriendo 
por  tercera  vez  en  las  mismas  faifas  ó  por  las  de  acti- 
tud ó  de  moralidad. 

Se  incurrirá  en  responsabilidad  ordinaria  por  hechos 
que  constituyan  delito  o  faltas,  castigadas  en  el  Códi- 
g  o  p  e  n  al . — Ar  r .  151. 

Será  competente  para  declarar  la  responsabilidad 
disciplinaria  el  Jefe  Económico  de  Ja  Provincia.  Esta 
responsabilidad  se  hará  constar  siempre  en  el  expe- 
diente personal  del  que  en  ella  incurra. 

La  gubernativa  se  declarará  por  la  Autoridad  á  quien 
corresponda  el  nombramiento  del  funcionario  que  haya 
de  ser  suspenso. — Art.  152. 

Antes  de  dictarse  resoluciones  si  se  trata  de  la  res- 
ponsabilidad gubernativa,  el  Liquidador  presunto  res- 
ponsable podrá  defenderse  por  escrito,  debiendo  pa- 
sársele al  efecto  el  correspondiente  pliego  de  cargos, 
que  contestará,  en  el  término  de  diez  días,  desde  que 
oficialmente  se  le  entregue. 

Podrá  asimismo  presentar  documentos  y  testigos  de 
descargo. — Art.  153. 

En  todas  las  oficinas  de  liquidación,  lo  mismo  que 
en  los  Negociados  del  Impuesto  de  las  Administracio- 
nes Económicas  y  en  la  Dirección  General  de  Ha- 
cienda, se  hallará  constantemente  expuesta  al  público 
la  tarifa. — Art.  154. 

903.  Reglas  de  tramitación. — Devoluciones. 
— La  tramitación  de  todos  los  expedientes  y  reclama- 
ciones á  que  den  lugar  las  disposiciones  de  este  Regla- 


—  161  — 

mentó,  se  ajustará  á  lo  prevenido  en  los  artículos 
siguientes. — Art.  155. 

Todo  el  que  presente  una  reclamación  oficial,  expre- 
sará necesariamente,  si  obra  en  nombre  propio,  por 
encargo,  delegación  ó  poder  de  un  tercero,  y  además 
el  punto  de  su  residencia,  con  las  señas  de  su  domicilio, 
para  que  pueda  enterársele  á  tiempo  de  ios  acuerdos  ó 
resoluciones  que  se  dicten. — Art.  156. 

Los  acuerdos  definitivos  que  dicten  las  oficinas  con 
arreglo  á  sus  respectivas  atribuciones  en  todo  asunto 
cuyo  plazo  de  apelación  no  se  halle  especialmente  de- 
terminado, causarán  estado,  sin  que  contra  ellos  se 
admita  ulterior  recurso  administrativo. 

A  los  quince  dias  los  de  las  Oficinas  Liquidadoras. 

A  los  treinta  los  de  las  Administraciones  Econó- 
micas. 

A  los  sesenta  los  de  la  Dirección  General. — Art.  ]  57. 

La  vía  contenciosa,  cuando  proceda,  deberá  estable- 
cerse de  los  acuerdos  del  Gobernador  General  y  de  los 
de  la  Dirección  General  de  Hacienda  dentro  del  plazo 
de  noventa  dias  y  de  las  sentencias  de  la  Sección  de 
lo  Contencioso  del  Consejo  de  Administración  para  ante 
el  Consejo  de  Estado  en  el  término  de  diez,  como  pre- 
ceptúan los  artículos  I?  y  60  del  Real  Decreto  de  4 
de  Julio  de  1861,  relativo  al  procedimiento  contencioso- 
ad  ministra  ti  vo  e  n  las  Pro  viu  cías  de  Ult  ra  mar. — Art.  158. 

Los  plazos  señalados  en  los  dos  artículos  anteriores 
son  fatales  ó  improrogables,  y  comenzarán  á  correr:  pa- 
ra los  particulares,  desde  el  dia  siguiente  inclusive  al 
de  la  notificación  administrativa,  según  lo  dispuesto  en 
los  artículos  160  y  163;  y  respecto  al  Estado,  desde  el 
dia  en  que  dentro  de  un  año,  la  Administración  activa, 
en  sus  diversos  grados  gerárquicos,  entienda  que  una 
providencia  anterior  causó  algún  perjuicio  á  los  intere- 
ses públicos. 
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Cuando  esto  suceda,  se  dará  inmediatamente  cono- 
cimiento á  los  interesados,  marcándoles  el  plazo  de  dos 
meses  para  que  dentro  de  él  puedan  mostrarse  parte 
en  el  asunto  si  lo  estiman  conveniente.  Si  dejan  tras- 
currir dicho  plazo,  sin  alegación  alguna,  se  entiende 
.  que  renuncian  á  todo  derecho. — Art.  159. 

Al  comunicarse  á  los  interesados  ó  á  sus  represen- 
tantes todo  acuerdo  de  carácter  definitivo,  se  les  indi- 
cará el  recurso  que  pueden  utilizar  contra  él,  el  término 
fatal  dentro  del  que  han  de  efectuarlo  y  la  oficina  ó 
tribunal  ante  el  cual  debe  entablarse. 

A  la  comunicación  de  todo  acuerdo  definitivo  se 
acompañará  una  cédula  impresa  con  los  espacios  corres- 
pondientes según  modelo,  que  recojerá  el  encargado  de 
entregarla  con  la  firma  del  interesado.  Si  el  interesado 
no  supiere  ó  no  pudiere  firmar,  lo  hará  á  su  ruego  un 
testigo  mayor  de  edad.  Si  no  quisiere  firmar  ni  prestar 
testigo  que  lo  haga  por  él,  firmarán  dos  testigos  mayo- 
res de  edad,  requeridos  al  efecto  por  el  portador  del 
acuerdo. — Art.  160. 

Cuando  no  se  encuentre  al  interesado  en  su  domici- 
lio, firmarán  la  cédula  de  notificación  y  recibo  del 
acuerdo,  su  mujer,  hijos  6  criados,  todos  los  cuales  han 
de  ser  mayores  de  14  años. 

En  defecto  de  estas  personas  ó  en  caso  de  no  saber 
firmar  ó  de  negarse  á  ello,  lo  harán  dos  vecinos  mayo- 
res de  edad,  v  si  no  los  hubiere  ó  estos  también  se  ne- 
gasen,  se  entregará  la  comunicación  con  la  cédula  al 
Alcalde  popular  ó  al  de  barrio,  cuyos  funcionarios  la 
firmarán  y  serán  responsables  de  la  entrega  del  referi- 
do acuerdo. — Art.  161. 

Cuando  no  pudiesen  ser  habidos  en  manera  alguna 
los  interesados  ni  sus  familias  ni  criados  por  haberse 
ausentado  á  puntos  desconocidos,  la  notificación  se  ha- 
rá por  medio  del  Boletín  Oficial  de  la  Provincia  ó  de  la 


Gaceta  de  la  Habana,  previo  acuerdo  de  la  Administra- 
do Económica. 

A  los  treinta  dias  de  esta  publicación  quedará  firme 
y  subsistente  el  acuerdo.— Art.  162. 

Verificada  la  notificación  en  la  forma  posible,  según 
lo  determinado  en  los  artículos  anteriores,  surtirá  todos 
los  efectos,  trascurridos  los  plazos  legales,  según  los 
casos,  sin  que  se  admita  reclamación  alguna  contra  sus 
resultados. — Art.  163. 

Si  la  persona  á  quien  debe  notificarse  un  acuerdo 
definitivo  en  cualquier  grado,  se  manifestare  sabedora 
por  escrito  de  la  providencia  ántes  de  haberle  sido  co- 
municada en  la  forma  establecida  en  los  artículos  160 
al  162,  la  notificación  surtirá  desde  entónces  sus  efec- 
tos como  si  estuviere  hecha  oficialmente. — Art.  164. 

La  cédula  de  notificación  se  unirá  inmediatamente 
al  expediente  ó  antecedentes  de  su  referencia,  para  que 
en  ellos  obre  los  efectos  correspondientes. — Art.  165. 

Todo  recurso  de  alzada  se  entablará  ante  quien  co- 
rresponda, por  conducto  de  la  Oficina  contra  cuyo 
acuerdo  se  reclama. 

Esta  informará  lo  que  proceda  en  cada  caso  y  hará 
constar  necesariamente: 

1?    El  dia  en  que  se  notificó  el  acuerdo  apelado. 

29  El  término  concedido  para  intentar  su  refor- 
ma; y 

3°    La  fecha  con  que  se  ha  presentado  la  apelación. 

Si  resultare  que  la  instancia  ha  sido  presentada  pa- 
sado el  plazo  concedido  para  la  apelación,  no  se  le  dará 
curso  y  se  llevará  á  efecto  desde  luego  (si  ya  no  lo  es- 
tuviere) lo  acordado,  en  la  forma  que  se  halla  dispues- 
to.—Art.  166. 

Todo  recurso  de  alzada,  cualquiera  que  sea  su  gra- 
do, debe  considerarse  interpuesto  ante  la  Oficina  in- 
mediatamente superior  á  aquella  contra  cuya  resolución 


se  reclame,  aún  cuando  los  interesados  por  equi- 
vocación ó  ignorancia,  dirijan  mal  sus  resultados. — 
Art.  167. 

La  Oficina  á  la  cual  corresponda  el  conocimiento  de 
alzada,  deberá  fallar  necesariamente,  en  definitiva  el 
asunto,  con  arreglo  á  sus  facultades,  sin  poder  someterlo 
al  fallo  de  otra  Oficina  superior  á  pretexto  de  consulta. 

Esto  no  obsta  para  que  puedan  elevarse  consultas  ra- 
zonablemente justificadas  en  términos  generales. — 
Art.  168. 

Los  contribuyentes  que  se  creyeren  con  derecho  á 
que  se  les  devuelva  alguna  cantidad,  se  dirijirán  á  la 
Administración  Económica  correspondiente  en  instan- 
cia solicitando  la  devolución,  \  en  su  vista  se  instruirá 
el  oportuno  expediente,  que  se  compondrá: 

1?    De  la  solicitud  del  interesado. 

2?  De  los  documentos  que  hayan  dado  origen  al 
ingreso,  bien  originales,  ó  en  copia  certificada  por  la 
Administración. 

39    Del  informe  del  Liquidador. 

4°    Del  dictamen  del  Abogado  del  Estado. 

Y  59  De  la  certificación  del  ingreso,  expedida  por 
la  Caja  de  la  Oficina  Recaudadora. 

En  dichas  certificaciones  se  expresará  la  fecha  del 
ingreso  y  concepto  de  este. — Art.  169. 

Dicho  expediente  se  elevará  á  la  Dirección  General 
de  Hacienda  para  la  resolución  que  proceda. 

La  devolución  se  acordará  por  dicha  Dirección,  y 
una  vez  acordada  se  adoptarán  las  oportunas  medidas 
á  fin  de  que  se  verifique  el  pago.  Si  se  negare  la  devo- 
lución podrá  recurrirse  en  alzada  al  Ministerio  de  Ul- 
tramar.— Art.  170. 

Ninguna  reclamación  pidiendo  la  devolución  de  can- 
tidades satisfechas  de  más  por  razón  del  impuesto  será 
admitida  pasado  un  ano  desde  que  se  haya  notificado 
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la  providencia  administrativa  ó  judicial  en  que  se  fun- 
de aquella. 

No  se  acordará  la  devolución  de  lo  que  el  contribu- 
yente crea  pagado  de  más  á  virtud  de  una  liquidación 
ó  acuerdo  administrativo  que  se  haya  consentido. 

De  la  necesidad  de  providencia  administrativa  (3  ju- 
dicial para  pedirla  devolución,  se  exceptúa: 

1?  Las  devoluciones  en  los  casos  de  adjudicación 
para  pago  de  deudas,  contándose  el  año  desde  la  fecha 
de  la  escritura  de  venta  ó  cesión  de  los  bienes  inmue- 
bles ó  derechos  reales  adjudicados  con  dicho  objeto. 

2?  Las  devoluciones  por  cumplimiento  de  condi- 
ciones resolutorias,  en  cuyo  caso  el  año  correrá  desde 
el  dia  en  que  se  cumpla  la  condición. 

3o  Las  de  lo  pagado  por  enagenacion  de  bienes, 
que  á  virtud  del  retracto  quedan  sin  efecto,  contándo- 
se el  año  desde  la  fecha  de  la  adjudicación  de  la  sen- 
tencia ejecutiva  por  que  se  declare  el  retracto: 

Y  49  Las  devoluciones  de  lo  pagado  de  más  por 
un  error  material  ó  de  hecho,  como  una  equivocación 
padecida  en  las  operaciones  practicadas  para  liquidar 
el  impuesto,  el  señalamiento  de  un  tipo  mayor  del  que 
proceda  por  el  concepto  de  liquidación  ó  el  pago  de  la 
misma  cantidad  en  dos  ó  más  oficinas.  En  tales  casos, 
el  año  se  contará  desde  la  fecha  en  que  se  verificó  el 
pago  por  el  contribuyente. — Art,  171. 

904.  Obligaciones  de  los  funcionarios  judi- 
ciales, de  sus  auxiliares,  y  de  las  Autoridades 
administrativas. — Los  Jueces  de  Primera  Instancia, 
Alcaldes,  Registradores  de  la  propiedad,  Jueces  mu- 
nicipales, Notarios  públicos  y  Escribanos  actuarios, 
están  obligados  á  facilitar  á  la  Administración  los  da- 
tos y  noticias  que  esta  les  reclame  en  el  tiempo  y  for- 
ma que  determina  este  Reglamento,  y  bajo  las  penas 
que  en  el  mismo  se  prescriben. — Art.  172. 


Lü3  Jueces  de  Primera  Instancia  cuidarán  en  su 
caso,  de  que  los  Escribanos  actuarios  que  de  ellos  de- 
pendan remitan  á  los  Liquidadores  de  su  respectiva 
jurisdicción  un  estado  mensual  de  los  juicios  de  ab-in- 
testato  y  de  testamentaría  que  hayan  aprobado  duran- 
te dicho  período. — Art.  173. 

Cuidarán  asimismo  de  que  los  Auxiliares  expresados 
del  órden  judicial  remitan  mensualmente  notas  de  los 
fallos  ejecutoriados  ó  que  tengan  el  carácter  de  sen- 
tencias firmes,  por  las  cuales  se  adjudiquen,  declaren, 
reconozcan  ó  trasmitan  perpetua,  indefinida,  temporal, 
revocable  é  irrevocablemente,  cantidades  en  metálico 
que  no  constituyan  precio  de  bienes  muéblese  inmue- 
bles ó  de  servicios  personales. — Art.  174. 

Cuidarán  también  de  que  los  expresados  funciona- 
rios remitan  mensualmente  estados  de  las  adjudicacio- 
nes de  efectos  públicos,  comerciales,  frutos,  géneros, 
caldos  y  en  general  de  toda  clase  de  bienes  muebles  ó 
semovientes;  ya  sea  que  se  adjudiquen  á  los  deman- 
dantes en  pago  de  débitos  de  cualquier  clase  ó  servi- 
cio, ó  ya  que  se  adjudiquen  á  tercera  persona  para 
pago  de  débitos,  costas  v  demás  conceptos  análogos. — 
Art.  175. 

Las  Autoridades  administrativas  que  ejerciendo  ju- 
risdicción ó  autoridad  de  cualquier  especie,  propia  ó 
delegada,  aprueben  subastas  de  bienes  muebles  semo- 
vientes están  obligadas  á  pasar  mensualmente  á  la  Ad- 
ministración Económica  de  la  Provincia,  notas  de  las 
que  se  realicen,  con  expresión  del  valor  de  los  bienes 
subastados  y  demás  antecedentes  que  se  determinen. 

Esta  obligación  es  extensiva  á  los  Comisionados  de 
apremio  cuando  las  subastas  se  hicieren  en  virtud  de 
procedimientos  para  el  cobro  de  débitos  ó  descubier- 
tos á  favor  del  Estado,  de  las  Provincias  ó  de  los  mu- 
nicipios.— Art.  176. 


Los  Registradores  de  la  propiedad  no  admitirán  do- 
cumento alguno  á  inscripción  ó  registro  sin  que  cons- 
te extendida  en  aquel  la  nota  de  estar  satisfecho  el 
impuesto  ó  de  que  el  acto  á  que  el  documento  se  re- 
fiera se  halla  exento  de  pago. — Art.  177. 

El  Gobierno  General,  de  acuerdo  con  los  RR.  Pre- 
lados ó  Gobernadores  eclesiásticos  Sede  vacante  adop- 
tará las  medidas  necesarias  para  que  con  referencia  á 
los  libros  de  defunción  íaciliten  los  Párrocos  ó*  Coad- 
jutores, relaciones  nominales  de  los  fallecidos,  con  los 
datos  que  la  Administración  señale. 

Estas  relaciones  se  remitirán  trimestralmente  á  las 
Administraciones  Económicas  respectivas  para  que 
estas  las  dirijan  á  los  Liquidadores  del  impuesto  á  los 
efectos  convenientes. — Art.  178. 

Los  Notarios  estarán  obligados  á  facilitar  á  la  Ad- 
ministración las  noticias  que  esta  les  reclame,  por  sí 
ó  por  medio  de  sus  agentes,  sobre  actos  en  que  ha- 
yan intervenido  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  res- 
pectivas v  se  hallen  sujetos  al  pairo  del  impuesto. — 
Art.  179.' 

Formarán  también  mensual  mente  un  índice  expli- 
cativo de  todas  las  escrituras  que  autoricen  sobre  actos 
ó  contratos  sujetos  al  impuesto,  por  los  cuales  se  tras- 
mitan bienes  ó  se  constituyan,  trasmitan,  reconozcan, 
modifiquen  ó  extingan  derechos  sujetos  á  inscripción, 
según  la  Ley  Hipotecaria,  y  lo  remitirán  al  Liquida- 
dor de  su  distrito. — Art.  180. 

Todo  Notario  que  autorice  cualquier  documento  su- 
jeto al  pago  del  impuesto,  expresará  al  pie  del  mismo 
la  obligación  de  presentarlo  á  liquidar  dentro  del  pla- 
zo determinado. — Art.  181. 

Los  Escribanos  actuarios  están  obligados  á  advertir 
á  los  interesados,  en  cuyo  favor  recaigan  fallos  que  pro- 
duzcan entregas  de  cantidades  en  metálico  sujetas  al 
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impuesto,  el  deber  en  que  están  de  presentar  á  la  li- 
quidación las  declaraciones  consiguientes  y  los  plazos 
señalados  para  el  pago. 

Esta  advertencia  habrá  de  hacerse  por  diligencia 
escrita,  que  firmarán  los  interesados,  ó  en  su  defecto 
por  los  medios  que  establecen  las  Leyes  de  Enjuicia- 
miento. 

Igual  advertencia  y  con  iguales  requisitos  harán  á 
los  adjudicatarios  de  bienes  muebles  ó  semovientes. — 
Art.  182. 

Los  Notarios  públicos  y  los  Escribanos  actuarios 
quedan  obligados  á  expedir  en  papel  de  Oficio  las  co- 
pias que  la  Administración  Económica  de  su  Provin- 
cia ó  de  otra  cualquiera,  exija  de  los  documentos  que 
autoricen  y  se  refieran  á  acto»  y  contratos  sujetos  al 
impuesto,  y  que  no  hubieren  sido  presentados  en  tiem- 
po hábil,  á  reserva  de  que  le  sean  satisfechos  sus  de- 
rechos por  los  interesados. — Art.  183. 

No  se  admitirán  por  los  Juzgados,  Tribunales  ordi- 
narios y  especiales,  ni  por  las  Oficinas  ni  Corporacio- 
nes del  Municipio,  de  la  Provincia  ó  del  Estado,  docu- 
mentos en  que  no  conste  haber  pagado  el  impuesto  de 
derechos  reaies  y  trasmisión  de  bienes,  ó  la  nota  de 
exención  si  pur  ellos  se  constituyen,  trasmiten,  reco- 
nocen, modifican  ó  extinguen  derechos  ó  bienes  in- 
muebles, muebles  ó  semovientes,  perpetua,  indefinida 
revocable  é  irrevocablemente;  los  Juzgados,  Tribuna- 
les, Oficinas  y  Corporaciones,  devolverán  á  los  intere- 
sados los  documentos  que  se  presenten  como  otorgados 
sin  los  requisitos  que  la  Ley  exije  y  no  permitirán  que 
quede  de  ellos  testimonio,  copia  ni  extracto  en  los  ex- 
pedientes, pero  darán  conocimiento  de  ellos  á  la  Ad- 
ministración Económica  respectiva. 

Exceptúase  el  caso  en  que  los  documentos  antedi- 
chos sean  presentados  ó  invocados  por  persona  áqnien 
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de  algún  modo  interesen  pero  que  no  esté  obligada  al 
pago  del  impuesto. — Art.  184. 

905.  Prescripciones  penales  y  perdones. — 
Los  contribuyentes  que  incurriesen  en  multa  por  falta 
de  presentación  de  documentos  del  Impuesto,  dentro 
de  los  plazos  señalados,  aún  cuando  sean  relevados  de 
dicha  pena,  satisfarán  precisamente  en  todos  los  casos 
el  interés  de  demora  á  razón  del  6  por  100  anual. 

Este  interés  comenzará  á  devengarse  desde  el  dia 
siguiente  inclusive  á  la  fecha  en  que  se  haya  incurrido 
en  la  multa. — Art.  185.  (1) 

El  procedimiento  para  la  exacción  de  toda  clase  de 
multas  será  puramente  administrativo,  y  se  incoará  y 
seguirá  por  la  via  de  apremio  conforme  á  instrucción, 

(1)  Los  actos  y  contratos  anteriores  á  la  publicación  de  este  Keglamen- 
to  que  no  se  hubiesen  presentado  á  la  liquidación  y  pago  del  impuesto  den- 
tro de  los  plazos  legales  quedan  libres  de  multas,  si  los  interesados  cuinplie-' 
ren  ámbos  requisitos  en  el  término  de  2>años  contados  desde  la  publicación, 
(16  y  17  Marzo,  1883).  Esto  mismo  es  aplicable  á  los  documentos  que  otor- 
gados ántes  de  dicha  fecha  se  hallasen  pendientes  de  declaración  oficial  de 
procedencia  de  multa  y  á  los  que  aunque  se  hubiese  hecho  esta  declaración, 
no  hubiese  llegado  el  caso  de  ingresar  su  importe  en  el  Tesoro.  Para  que  el 
perdón  délas  multas  sea  aplicable  álos  contribuyentes  indicados,  es  preciso 
que  satisfagan  ántes  y  en  su  totalidad  el  impuesto  devengado  por  los  docu- 
mentos que  hubieren  presentado  á  la  liquidación,  a  cuyo  efecto  la  Adminis- 
tración Económica  les  reclamará  el  débito  que  resulte  contra  ellos,  observan- 
do en  las  modificaciones  individuales  que  debe  hacerles,  las  formalidades 
prescritas  en  los  artículos  ICO  y  siguientes,  y  señalándoles  para  el  pago  el 
plazo  de  3  meses  como  término  extraordinario  ó  improrogable.  Transcurrido 
esto  y  sin  otra  notificación  se  procederá  ejecutivamente  al  apremio  por  la 
cantidad  total  á  que  asciende  la  cuota  del  impuesto,  la  multa  en  que  se  hu- 
biese incurrido  y  el  recargo  del  6  por  100  de  interés  anual  por  razón  de  de- 
mora. Este  perdón  general  se  refiere  tan  solo  á  la  parte  que  corresponde  al 
Tesoro,  sin  perjuicio  en  ningún  caso  de  los  derechos  adquiridos  por  los  de- 
nunciadores cuando  por  gestión  do  los  mismos  las  Administraciones  Econó- 
micas hubieren  conocido  oficialmente  el  asunto.  Las  Administraciones 
Económicas  publicarán  inmediatamente  en  los  Boletines  Oficiales  de  su  res- 
pectiva Provincia  esta  disposición,  aparte  de  las  notificaciones  individuales. 
— Artículo  1?  de  los  adiciónale*. 
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sin  que  pueda  entablarse  recurso  alguuo  mientras  no 
se  realice  el  pago  ó  consignación  en  las  Cajas  del  Te- 
soro.—Art.  186. 

Las  multas  contra  particulares  señaladas  en  este 
Reglamento  se, impondrán  por  el  Jefe  Económico,  ya 
conozca  por  sí  de  la  causa  de  ellas,  ya  deba  ese  cono- 
cimiento á  noticias  que  le  hayan  dado  los  Liquidado- 
res. 

El  acuerdo  de  la  Administración  causa  estado  si 
dentro  del  término  del  artículo  157,  no  han  recurrido 
los  interesados  contra  él  ante  la  Dirección  General  de 
Hacienda,  utilizando  los  recursos  ya  administrativos,  ya 
contenciosos  que  concede  este  Reglamento. — Art.  187. 

Las  multas  en  que  incurrieren  las  Autoridades  y 
funcionarios  de  que  trata  el  artículo  anterior  por  su  in- 
tervención en  la  gestión  del  impuesto,  se  declararán 
por  las  Administraciones  Económicas  é  impondrán  por 
el  Ministerio  de  Ultramar. — Art.  188. 

Cuando  haya  fallecido  el  contribuyente  incurso  en 
multa,  sus  herederos  estarán  dispensados  de  la  misma, 
pero  no  del  pago  de  los  derechos  é  interés  del  6  por 
100  de  demora.— Art.  189. 

La  tercera  parte  de  las  multas  impuestas  correspon- 
de en  todos  los  casos  al  Liquidador  del  partido. 

En  el  caso  de  que  haya  denunciante,  éste  tendrá 
derecho,  una  vez  aprobada  la  denuncia,  á  percibir  del 
resto  de  la  multa,  ó  sea  de  las  dos  terceras  partes,  las 
cantidades  que  á  continuación  se  expresan. 

Si  las  dos  terceras  partes  no  exceden  de  100  pesos, 
la  totalidad  de  dichas  dos  terceras  partes. 

Si  exceden  de  100  pesos  dicha  suma  y  el  10  por 
100  de  la  diferencia  entre  los  100  pesos  y  el  importe 
total  de  las  dos  terceras  partes  de  la  multa  impuesta. — 
Art.  190. 

Al  hacer  efectivo  el  importe  de  las  multas,  se  liqui- 
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dará  la  parte  correspondiente  al  Tesoro,  al  Liquidador 
y  al  denunciante  en  su  caso. 

La  parte  del  Tesoro  se  abonará  en  papel  de  pagos 
al  Estado,  consignándose  en  las  dos  mitades  del  papel 
las  notas  correspondientes  del  importe  de  la  multa,  fe- 
cha del  acuerdo  de  imposición,  precepto  en  que  se  fun- 
da, nombre  del  interesado  y  demás  circunstancias. 
Una  de  las  mitades  se  entregará  al  contribuyente  des- 
pués de  autorizadas  y  selladas  las  notas,  y  la  otra  se 
unirá  á  las  liquidaciones  en  las  capitales,  y  en  los  par- 
tidos á  los  estados  de  liquidaciones. — Art.  191. 

La  parte  de  multa  correepondiente  al  Liquidador  y 
al  denunciante  en  su  caso  se  abonará  precisamente  en 
metálico,  pudiendo  á  voluntad  del  contribuyente  ha- 
cerse el  pago  en  la  Administración  local  ó  Colecturía 
del  partido  ó  en  la  Caja  de  la  Administración  Econó- 
mica de  la  Provincia  como  depósito  administrativo.  La 
Administración  Local  ó  la  Económica  ordenará  la  en- 
trega de  la  parte  que  corresponda  á  cada  uno  de  los 
partícipes  dentro  del  mes  en  que  se  haga  efectiva,  si 
esto  tuvo  lugar  ántes  del  dia  20  y  en  otro  caso  en  el 
mes  siguiente. 

Las  órdenes  de  entrega  no  se  expedirán  hasta  que 
haya  trascurrido  el  plazo  para  reclamar  contra  la  mul- 
ta.—Art.  192. 

No  se  concederán  en  adelante  perdones  generales 
de  multas,  sino  en  virtud  de  una  Ley. 

Los  perdones,  sean  ó  no  generales,  no  alcanzarán  á 
la  parte  de  multa  correspondiente  al  denunciador,  y  los 
individuales  no  alcanzarán  á  la  parte  que  se  señala  en 
las  multas  al  Liquidador.— 193. 

El  perdón  individual  de  las  multas  mencionadas  en 
este  Reglamento,  corresponde  al  Ministerio  de  Ultra- 
mar, el  cual  podrá  solo  concederlo  por  circunstancias 
muy  extraordinarias  debidamente  comprobadas. 


—  172  ~ 

Se  autoriza  al  Gobernador  General  para  aplicar  esta 
gracia,  á  propuesta  de  la  Dirección  General  de  Ha- 
cienda, cuando  las  circunstancias  del  caso  así  lo  acon- 
sejen, pero  dando  siempre  cuenta  al  Ministerio  de  Ul- 
tramar.— Art.  194. 

No  se  dará  curso  á  instancia  alguna  en  solicitud  de 
perdón  de  multa  por  falta  de  presentación  ó  de  pago, 
sin  que  conste  haberse  verificado  aquella,  practicado  la 
liquidación  correspondiente,  satisfechos  los  derechos 
designados  ó  impuesta  la  multa  cuyo  perdón  se  recla- 
me.— Art.  195. 

No  se  impondrán  otras  multas  que  las  señaladas  por 
este  Reglamento,  cualesquiera  que  sean  el  concepto 
penado  y  la  fecha  en  que  se  hubiere  incurrido  en  fal- 
tas—Art.  196. 

Cuando  los  contribuyentes  hayan  dejado  de  pagar 
el  impuesto  por  no  presentar  sus  documentos  á  las  Ofi- 
cinas Liquidadoras,  dentro  de  los  plazos  señalados, 
pagarán  la  multa  de  10  por  100  sobre  la  cuota  liqui- 
dada, si  lo  satisfacen  dentro  de  un  término  igual  al  del 
plazo  ya  trascurrido;  y  del  25  por  100  si  no  lo  paga- 
sen hasta  después  de  haber  pasado  ese  doble  término. 
—Art.  197. 

El  contribuyente  que  habiendo  presentado  en  tiem- 
po sus  documentos  no  satisfaga  el  impuesto  dentro  del 
plazo  que  determina  el  artículo  114,  incurrirá  en  la 
multa  de  10  por  100  de  la  cuota  liquidada,  sin  perjui- 
cio de  satisfacer  en  este  caso  y  en  el  del  artículo  ante- 
rior las*costas  del  apremio  si  hubiese  necesidad  de  ex- 
pedirlo, para  obtener  el  pago  de  la  cuota  y  de  las  mul- 
tas.—Art.  198. 

Las  Autoridades  que  no  presten  á  la  Administración 
ó  á  sus  representantes  los  auxilios  que  les  reclamen 
para  asuntos  propios  del  impuesto,  sufrirán  una  multa 
de  3  á  15  pesos,  sin  perjuicio  de  las  penas  que  corres- 


—  173  — 

pondan,  si  íbnnándose  causa,  apareciese  de  su  resis- 
tencia á  la  prestación  de  los  auxilios  reclamados,  con- 
nivencia en  algún  fraude  ú  ocultación. 

Si  en  juicio  ó  fuera  de  él  admitiesen  un  documento 
que  no  haya  contribuido,  siendo  de  los  sometidos  al 
impuesto,  incurrirán  en  una  multa  igual  al  10  por  100 
del  importe  de  los  derechos  defraudados,  que  en  caso 
de  reincidencia  se  elevará  á  un  25  por  100. — Art.  199. 

Los  Registradores  de  la  propiedad  que  admitan  á 
inscripción  ó  registro  cualquier  documento  de  los  suje- 
tos al  Impuesto  sin  que  conste  en  él  la  nota  de  haber- 
lo satisfecho  responderán  subsidiariamente  con  su 
fianza  y  demás  bienes  que  posean  del  pago  del  Im- 
puesto. 

Si  registrare  algún  documento  de  los  declarados 
exentos  del  Impuesto,  sin  que  conste  en  aquel  la  nota 
del  Liquidador  ó  dejasen  de  poner  de  manifiesto  á  los 
Agentes  de  la  Administración,  autorizados  al  efecto, 
las  cartas  de  pagos  que  deben  conservar  en  su  poder, 
como  previene  el  artículo  262  de  la  Ley  Hipotecaria, 
y  los  libros  del  Registro,  según  determina  el  236,  incu- 
rrirán la  primera  vez  en  la  multa  de  3  á  15  pesos,  se- 
gún las  circunstancias  del  caso,  y  doble  en  el  de  rein- 
cidencia, sin  perjuicio  de  poner  su  falta  en  conoci- 
miento de  la  Dirección  General  de  Gracia  y  Justicia 
del  Ministerio  de  Ultramar  para  la  resolución  que  pro- 
ceda.—Art,  200. 

Responden  los  Liquidadores  de  la  multa  del  10  por 
100  por  falta  de  pago  del  Impuesto  dentro  de  los  16 
dias  siguientes  á  la  presentación  de  documentos,  así 
como  del  interés  del  6  por  100  anual  que  se  impone 
por  demora  á  los  contribuyentes,  si  por  apatía,  falta 
de  celo  6  por  consideraciones  indebidas  hácia  los  deu- 
dores del  Impuesto  no  ingresan  dentro  del  plazo  mar- 
cado las  cantidades  que  deban  satisfacerse. 


La  falta  de  entrega  en  la  caja  de  la  Administración 
Económica  dentro  de  los  plazos  señalados  de  los  fon- 
dos recaudados  en  cada  mes,  hará  responsables,  al 
subalterno  de  Rentas  del  pago  del  6  por  100  de  inte- 
rés anual,  prévia  la  declaración  de  la  responsabilidad 
á  cargo  del  que  hubiese  incurrido  en  falta. — Art.  201. 

No  se  podrán  hacer  alteraciones  en  los  amillara- 
mientos  de  la  riqueza  inmueble  sin  la  prévia  presenta- 
ción del  título  ó  documento  en  que  conste  la  trasmi- 
sión y  el  pago  de  los  derechos  correspondientes,  bajo 
la  pena  de  5  á  30  pesos,  que  será  impuesta  por  el  Jefe 
Económico  al  funcionario  que  llevase  á  cabo  dicha  al- 
teración. 

Guando  por  haberse  verificado  la  trasmisión  verbal- 
mente  no  exista  instrumento  público  ó  privado  en  que 
se  consigne,  los  interesados  deberán  presentar  una 
declaración  en  que  manifiesten  cual  ha  sido  aquella. 
En  esta  declaración  debe  aparecer  necesariamente  la 
circunstancia  de  haberse  satisfecho  el  Impuesto, — 
Art.  202. 

Incurren  los  Liquidadores  en  responsabilidad,  con 
cargo  á  sus  respectivas  fianzas,  si  cometen  errores, 
hechos  ú  omisiones  no  penados  por  el  Código,  aunque 
no  hubieren  causado  perjuicio  al  Tesoro  público;  cuya 
responsabilidad  habrá  de  hacerse  efectiva  por  la  vía 
administrativa  de  apremio. — Art.  203. 

Los  Notarios  que  autoricen  documentos  sin  que  se 
les  haga  constar  por  los  interesados  que  el  título  ó  ins- 
trumento, mediante  el  cual  acreditan  el  derecho  que 
se  impone,  modifica,  reconoce,  trasmite  ó  estingue, 
pagó  el  Impuesto  ó  se  halla  exento  de  él,  incurrirán 
en  la  multa  de  30  pesos  por  primera  vez  y  de  30  más 
por  cada  reincidencia. 

En  iguales  penas  incurrirán  si  no  advierten  en  todos 
los  casos  á  los  interesados  los  plazos  en  que  deben 


presentar  los  documentos  á  la  liquidación  del  Impues- 
to, y  las  penas  que  están  señaladas  por  esta  omisión. 

Estas  multas  son  independientes  de  la  acción  que 
se  reserva  á  los  interesados  para  poder  reclamar  de  los 
Notarios  el  reintegro  de  las  penas  en  que  hubieren  in- 
currido por  consecuencia  de  su  falta  de  cumplimiento 
al  deber  que  se  les  impone  en  el  párrafo  anterior. 

Incurren  los  Notarios  en  la  multa  de  1  á  5  pesos  si 
dejan  de  remitir  á  los  Liquidadores  de  su  distrito  el 
índice  mensual  prevenido  en  el  artículo  180  y  en  la  de 
5  á  10  cuando  la  falta  se  repita. — Art.  205. 

Incurren  también  en  la  multa  de  75  á  150  pesos, 
según  la  gravedad  de  la  falta,  si  de  cualquier  modo 
alterasen  en  los  documentos  el  verdadero  valor  sujeto 
al  derecho,  sin  perjuicio  de  la  pena  que  les  correspon- 
da en  la  cansa  que  se  les  formará  por  falsificación. 

Los  Escribanos  que  actúen  en  diligencias,  de  cual- 
quiera clase  que  sean,  en  que  se  presentare  un  docu- 
mento por  el  cual  aparezca  no  haberse  pagado  el  im- 
puesto debido,  incurrirán  en  una  multa  igual  al  10  por 
100  del  importe  de  aquel,  y  en  caso  de  reincidencia  se 
elevará  la  multa  al  25  por  100. — Art.  207. 

906.  Impuesto  sobre  las  tarifas  de  viajeros 
y  mercancías. — Establecido  por  la  Ley  de  Presu- 
puestos de  esta  Isla  de  1880.  Para  su  adinimst ración 
y  cobranza  está  vigente  el  reglamento  aprobado  por 
R.  O.  de  7  de  Diciembre  1882. 

907.  Recargo  sobre  las  tarifas  de  viajeros 
por  ferro-carriles  y  vapores  destinados  al  cabo- 
taje.— Es  de  un  10  por  100  sobre  los  precios  de 
tarifa. 

908.  Excepciones. — l'-1  Las  tropas  que  viajen 
en  cuerpo  en  trenes,  tanto  especiales  como  ordinarios, 
y  los  militares,  marinos,  guardias  civiles,  individuos 
del  Resguardo  y  agentes  de  Orden  público,  cuando  lo 


verifiquen  en  comisión  del  servicio  ó  en  cumplimiento 
de  órden  superior,  aun  cuando  abonen  el  pasaje  de  su 
peculio  particular, 

2^  Los  empleados  de  gobierno  que,  teniendo  de- 
recho á  viajar  gratis,  lo  verifiquen  en  comisión  del  ser- 
vicio. 

3^  Los  Administradores,  Directores  y  empleados 
de  las  Compañías  cuando  viajen  en  las  líneas  en  que 
tengan  aquel  carácter,  siempre  el  pase  de  que  sean 
portadores  acrediten  sus  funciones  y  el  objeto  de  su 
viaje. 

4?  Los  penados,  prisioneros  y  dementes  que  sean 
trasladados  por  cuenta  del  Estado. — Art.  29  del  Re- 
glamento. 

Los  individuos  que  no  estén  comprendidos  en  el 
artículo  anterior  y  posean  billetes  gratuitos  satisfarán 
el  10  por  100  del  precio  asignado  en  las  tarifas  al  asien- 
to que  ocupen. — Art.  3. 

910.  Recargo  sobre  suplementos. — Se  recar- 
garán igualmente  los  suplementos  expedidos  por  los 
funcionarios  de  las  empresas  encargados  de  la  revisión 
de  billetes  para  cambios  de  clase  y  prolongación  de 
viaje, — Art.  4. 

911.  Recargo  sobre  el  precio  de  pasaje  en 
las  vías  marítimas. — Si  el  buque  fuese  despachado 
para  puerto  extranjero  ó  para  los  puertos  de  la  Penín- 
sula y  tocase  en  otros  puertos  de  la  Isla,  admitiendo 
pasaje  para  ellos,  este  pasaje  devengará  el  recargo,  así 
como  también  el  pasaje  entre  los  puertos  de  Cuba  y 
de  Puerto-Rico  aun  cuando  los  buques  hicieren  esca- 
la en  puertos  extranjeros. 

912.  Excepciones. — 1*  La  misma  indicada  para 
los  viajeros  por  ferro-carriles,  menos  cuando  se  verifi- 
que por  cambio  de  empleo  ó  destino. 

2?    Los  individuos  de  las  clases  militares  que  por 


ordenes  superiores  ó  en  virtud  de  condiciones  estipu- 
ladas con  el  Gobierno,  deban  ser  trasladados  grátis. 

3^  Los  que  sean  embarcados  en  buques  fletados 
por  el  Gobierno  ó  sus  delegados,  siempre,  siempre  que 
los  dueños  ó  consignatarios  de  los  buques  no  se  reser- 
ven interés  alguno  particular  en  el  pasaje  y  en  el  car- 
gamento. 

4?  Los  pasajeros  que  hayan  llegado  á  un  puerto 
cualquiera  que  no  sea  el  de  su  destino  por  causa  de 
naufragio  ó  por  arribada  forzosa,  por  su  reembarque 
en  el  mismo  buque  de  partida  ó  en  otro  distinto. — 
Art,  8? 

Los  que  viajen  grátis  ó  á  precios  menores  que  los 
de  tarifa,  si  los  hubiere,  por  gracia  de  las  empresas 
marítimas,  satisfarán  el  10  por  100  del  precio  corres- 
pondiente á  la  clase  de  pareja  que  utilicen. — Artículo 
9  y  12. 

913.  A  quienes  alcanza  también  el  recargo. 

— Los  que  tomasen  pasaje  de  un  puerto  á  otro  de  la 
Isla,  aunque  aleguen  que  habrán  de  continuar  el  viaje 
en  el  mismoébuque  ó  en  otro  para  la  Península  ó  el 
extranjero;  y  los  dueños,  consignatarios  y  sus  familias, 
y  en  general  todos  los  que  no  formen  parte  de  la  dota- 
ción marinera,  aun  cuando  viajen  en  buques  de  su  pro- 
piedad ó  consignación. — Arts.  10  y  11. 

914.  Derecho  sobre  los  transportes. — Los  de 
metálico,  mercancías,  encargos,  exceso  de  equipaje, 
carruajes  y  ganados  que  se  realicen  por  medio  de  ferro- 
carriles y  vapores  entre  poblaciones  de  la  Isla,  deven- 
gan un  recargo  de  3  por  100,  exigible  á  los  que  paguen 
el  precio  del  transporte,  sean  los  remitentes  ó  los  des- 
tinatarios, devengándose  aun  cuando  la  mercancía  sea 
del  dueño  del  buque  ó  de  la  empresa  conductora  ó  por 
vías  férreas  ú  ordinarias  al  servicio  exclusivo  de  esta- 
blecimientos fabriles  ó  industriales. — Arts.  13, 14  y  15. 
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El  recargo  se  devenga  siempre  que  el  transporte  se 
haya  ajustado  de  un  puerto  á  otro  de  la  Isla,  aun  cuan- 
do se  haga  escala  en  el  extranjero,  sin  que  haya  de- 
recho á  reintegro  cuando  los  efectos  continúen  después 
para  la  Península  ó  el  extranjero. — Art.  16. 

915.  Excepciones. — 1?  Los  transportes  de  efec- 
tos militares,  caudales  públicos  y  correspondencia  pú- 
blica. 

2?  Los  de  efectos  del  Estado  que  se  hagan  en  vir- 
tud de  contratos  otorgados  con  anterioridad  á  este 
reglamento. 

3^  El  transporte  de  efectos,  artículos  ó  géneros  que 
sean  conducidos  6  reembarcados  para  el  punto  de  su 
primitivo  destino  desde  otro  en  el  cual  hubiesen  sido 
descargados  por  cualquier  clase  de  siniestros  terrestres 
6  marítimos. — Art.  17. 

916.  Liquidación  y  recaudación  del  recargo 
del  lo  por  loo. — Se  satisfarán  en  la  misma  especie 
en  que  la  empresa  cobre  sus  pasajes,  debiendo  ser  abo- 
nado por  los  viajeros  á  la  vez  que  el  precio  del  billete 
ó  asiento.  Cuando  el  viaje  haya  de  verificarse  por  dos 
ó  mas  líneas  cuyas  empresas  estén  en  combinación, 
percibirá  el  total  del  recargo  la  que  expida  el  billete 
directo.— Arts.  18  y  19. 

Toda  fracción  menor  de  5  centavos  de  peso  que  re- 
sulte al  adicionarse  las  tarifas  ó  precios  de  asiento  y 
pasaje  se  hará  efectiva  como  si  dicha  cantidad  se  hu- 
biese devengado  por  completo. — Art.  20. 

Las  personas  que  viajen  grátis  y  no  se  hallen  ex- 
ceptuadas del  recargo,  lo  satisfarán  á  la  Empresa  res- 
pectiva, que  les  expedirá  talones  suplementarios. — 
Art.  21. 

El  recargo  sobre  el  precio  de  las  tarifas  de  pasajeros 
de  los  vapores  de  cabotaje,  se  satisfará  por  los  armado- 
res, consignatarios  y  capitanes  de  los  mismos  en  la 
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Tesorería  de  la  Aduana  donde  radiquen,  después  de' 
verificado  el  viaje  redondo.  El  pago  tendrá  lugar  lo 
más  tarde  á  los  4  dias  de  la  llegada  al  puerto,  ántes 
precisamente  de  permitirle  nueva  salida. — Art.  22.. 

Para  efectuar  el  pago,  los  armadores,  consignatarios 
ó  capitanes  presentarán  en  la  Aduana  un  extracto  por 
duplicado  del  sobordo  general  de  cada  buque  para  acre- 
ditar la  cantidad  correspondiente  al  impuesto  y  un  em- 
pleado de  aquella  presenciará  el  embarque  de  los  pasa- 
jeros, tomando  nota  del  número  y  de  sus  circunstancias, 
cuyos  datos  comunicará  al  Administrador  de  la  Adua- 
na. Estos  datos  se  confrontarán  con  los  extractos  que 
presenten  los  armadores  ó  consignatarios  y  los  libros 
de  sobordo,  que  estarán  á  la  disposición  de  los  Investi- 
gadores de  Hacienda  á  fin  de  que  pueda  conocerse  con 
la  debida  exactitud  la  importancia  del  recargo. — 
Art.  23. 

La  liquidación  se  hará  en  la  Aduana  con  presencia 
de  los  extractos  de  los  sobordos  y  notas  de  embarque, 
ingresándose  en  Caja,  bien  en  metálico  ó  billetes,  se- 
gún corresponda,  por  el  consignatario  ó  capitán  el  im- 
porte de  lo  que  resulte.  Esta  liquidación  será  autori- 
zada por  el  oficial  del  Negociado  y  el  Interventor. — 
Art.  24. 

Después  de  cumplidas  las  formalidades  prevenidas, 
se  devolverá  para  su  resguardo  al  consignatario  ó  ar- 
mador el  duplicado  del  referido  extracto,  haciéndose 
constar  en  el  mismo  la  suma  satisfecha,  viaje  á  que  co- 
rresponde, fecha  y  demás  circunstancias.  La  exhibi- 
ción de  este  documento  será  requisito  indispensable  pa- 
ra la  concesión  del  nuevo  permiso  de  salida. — Art.  25. 

Estas  relaciones  habrán  de  presentarse  en  todos  los 
puertos  en  que  el  buque  haga  escala.  Si  no  embarca 
pasajeros,  las  relaciones  se  presentarán  expresándolo 
así. — Art.  26. 
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Cuando  un  pasajero  que  hubiere  tomado  pasaje  para 
un  puerto  intermedio,  resolviere  continuar  su  viaje  á 
otro  posterior,  será  comprendido  en  la  relación  corres- 
pondiente á  la  travesía  que  entónces  determine  reco- 
rrer.— Art.  27. 

Las  empresas  de  ferro-carriles  entregarán  del  10  al 
20  de  cada  mes  en  la  Caja  de  la  Provincia  donde  tengan 
su  domicilio  ó  en  la  que  préviamente  se  conviniere  de 
acuerdo  con  la  Dirección  General  de  Hacienda,  los  pro- 
ductos obtenidos  por  el  recargo  en  el  mes  próximo  an- 
terior. Las  entregas  se  harán  mediante  talón  de  cargo 
que  deben  expedir  las  Administraciones  Económicas 
respectivas. — Art.  28. 

Quedan  en  beneficio  de  las  empresas  las  diferencias 
de  más  que  puedan  resultar  entre  el  recargo  total  del 
10  por  100  del  precio  de  los  billetes  de  cada  mes  ó  de 
cada  expedición  en  buques  de  vapor  y  lo  percibido  real- 
mente de  los  viajeros  por  razón  de  las  fracciones  me- 
nores de  5  centavos  de  peso  que  hayan  de  pagarse, 
como  si  se  hubiera  devengado  dicha  cantidad  por  com- 
pleto, á  tenor  del  artículo  20. — Art.  29. 

917.  Recaudación  del  recargo  sobre  las 
mercancías. — El  recargo  del  3  por  100  sobre  las  ta- 
rifas de  mercancías,  será  satisfecho  en  sellos  especiales 
talonarios  que  se  creen  al  efecto. — Art.  30. 

La  Dirección  General  de  Hacienda  establecerá  en 
las  principales  estaciones  ó  factorías,  despachos  para  la 
expendicion  de  los  sellos  mencionados  en  el  artículo 
anterior.  Estos  despachos  podrán  estar  á  cargo  de 
las  Empresas  de  ferro-carriles,  percibiendo  estas  el  pre- 
mio de  expendicion  que  se  abona  para  la  de  los  demás 
efectos  timbrados. — Art.  31. 

El  pago  del  recargo  del  3  por  100  sobre  los  precios 
de  las  tarifas  de  mercancías  conducidas  por  buques  de 
cabotaje,  se  hará  efectivo  en  la  clase  de  sellos  á  que 
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se  refiere  el  artículo  30  y  las  disposiciones  transitorias 
de  este  Reglamento. 

Las  matrices  de  los  sellos  quedarán  en  poder  de  las 
Empresas  conductoras,  uniéndose  á  un  libro  o  cuader- 
no que  habilitará  al  efecto  y  en  el  cual  se  anotarán  los 
trasportes  á  que  correspondan. — Art.  32. 

Cuando  por  la  premura  del  tiempo  6  por  cualquier 
otra  causa,  no  fuese  posible  estampar  los  sellos  en  pago 
del  recargo  sobre  las  mercancías  en  los  registros,  res- 
guardados ó  facturas,  no  serán  entregadas  las  mercan- 
cías al  destinatario  hasta  tanto  que  se  cumpla  aquel 
requisito  en  el  punto  de  su  destino,  uniéndose  en  el 
mismo  al  libro  de  matrices  los  correspondientes  á  los 
sellos,  expresando  que  se  refieren  á  trasportes  realiza- 
dos, en  vez  de  trasportes  por  realizar. — Art.  33. 

En  ningún  caso  podrá  entregarse  por  las  Adminis- 
traciones de  Aduanas  el  registro  de  que  trata  el  artícu- 
lo 94  de  bis  Ordenanzas  de  Aduanas  de  la  Isla,  mien- 
tras no  conste  el  pago  del  recargo  del  3  por  100,  á 
menos  que  ordene  lo  contrario  la  Administración  de 
Aduanas  respectiva,  cuando  el  pago  total  ó  parcial  del 
recargo  haya  de  realizarse  en  distinto  del  de  salida. — 
Art.  34. 

Cuando  los  efectos  ó  mercancías  son  trasportados  en 
buques  de  la  propiedad  de  los  remitentes  ó  por  cual- 
quiera otra  causa  no  conste  el  precio  del  trasporte  6 
flete,  se  liquidará  el  recargo  del  3  por  100  y  se  exigi- 
rán los  sellos  correspondientes  sobre  el  precio  abonado 
en  la  cuenta  del  buque  ó  buques  ó  en  su  defecto  sobre 
el  que  corresponda  según  costumbre  al  peso  y  clase  de 
mercancías  ó  se  declare  por  los  agentes  de  trasportes 
ó  corredores  de  fletamentos. — Art.  35. 

Las  Empresas  de  locomoción  terrestre  ó  marítima, 
entregarán  del  5  al  10  de  cada  mes  en  la  Administra- 
ción Económica  respectiva,  los  libros  de  matrices  de 
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que  habla  el  artículo  32,  correspondientes  al  mes  pró- 
ximo anterior. — Art.  36. 

Las  mismas  Empresas  centralizarán  en  su  Adminis- 
tración y  tendrán  coleccionados  por  meses,  durante  un 
año,  á  disposición  de  k  del  Estado,  todos  los  talones 
ó  resguardos  por  trasportes  sujetos  al  impuesto  para 
que  puedan  comprobarse  con  las  matrices  y  con  la  do- 
cumentación de  la  Empresa. 

Pasado  el  plazo  de  un  año  podrán  las  mismas  dispo- 
ner la  quema  de  los  talones  y  resguardos,  caducando 
el  derecho  de  inspección. — Art.  37. 

918.  Administración  del  recargo  del  io  por 
100  y  del  3  por  100. — Las  Empresas  de  locomoción 
terrestre  y  marítima,  expresarán  en  sus  libros  de  Con- 
tabilidad con  la  claridad  y  distinción  convenientes  las 
cantidades  que  correspondan  á  las  mismas  por  sus  ser- 
vicios y  las  que  correspondan  al  Estado,  cuidando  asi- 
mismo de  consignar  específicamente  las  cantidades  que 
recauden  por  los  billetes  ó  pases  que  faciliten  grátis  á 
individuos  qne  no  estén  exentos  del  recargo  del  10  por 
100.— Art,  38. 

Los  funcionarios  administrativos  delegados  cerca  de 
las  Empresas  de  Ferro-carriles,  inspeccionarán  las  ope- 
raciones de  las  mismas  en  interés  de  las  cantidades 
adeudadas^al  Estado'por  los  impuestos  de  que  se  trata, 
suministrando  á  las  Administraciones  Económicas  res- 
pectivas, los  antecedentes  y  datos  que  estén  á  su  al- 
cance, para  que  puedan  hacer  efectivo  el  cobro  debido. 
—Art.  39. 

Los  Jefes  Económicos  por  sí  ó  cualquier  funcionario 
por  delegación  de  los  mismos,  podrán  examinar  siem- 
pre que  lo  estimen  conveniente,  los  libros,  registros  y 
demás  documentos  que  deben  llevar  las  Empresas  Cen- 
trales y  sus  subalternas  para  asegurarse  de  los  verda- 


cleros  rendimientos  de  los  impuestos  sobre  los  viajeros 
ó  trasportes. — Art,  40. 

Cuando  por  resultado  de  exámen  y  comprobaciones 
ó  por  los  balances  trimestrales  de  las  Empresas,  apare- 
ciese que  el  Tesoro  ha  dejado  de  percibir  lo  que  le 
corresponda  por  estos  impuestos,  se  exigirá  de  la  Em- 
presa respectiva  el  pago  de  lo  que  adeude  en  la  especie 
correspondiente,  si  el  descubierto  fuese  del  recargo 
del  10  por  100  y  en  sellos  si  procediese  del  de  mer- 
cancías.— Art.  41. 

Efectuados  los  balances  anuales  definitivos,  y  apro- 
bados por  las  Empresas  con  las  formalidades  estable- 
cidas por  las  mismas  para  ello,  pasarán  á  las  Adminis- 
traciones Económicas  competentes  resúmenes  del 
movimiento  de  viajeros  y  mercancías,  visados  por  los 
Inspectores  ó  Delegados  del  Gobierno  cuando  se  trate 
de  Empresas  que  los  hubiese. — Art.  42. 

Las  Administraciones  Económicas  fijarán  en  vista 
de  dichos  balances  y  previas  las  comprobaciones  opor- 
tunas, el  recargo  definitivo  de  cada  Empresa  por  el 
recargo  del  10  por  100  y  por  el  3  por  100  y  deduciendo 
los  ingresos  mensuales,  exigirán  el  completo  pago. — 
Art.  43. 

La  Empresa  que  no  entregase  oportunamente  las 
cantidades  que  hubiese  recaudado,  será  compelida  al 
pago  por  la  vía  administrativa  de  apremio  en  la  forma 
establecida  por  las  instrucciones  para  hacer  efectivos 
los  descubiertos  á  favor  de  la  Hacienda  pública. — 
Art,  44. 

Aun  cuando  las  entregas  mensuales  hayan  de  consi- 
derarse como  provisionales  hasta  la  formación  del  re- 
cargo anual  definitivo,  les  será  aplicable,  y  á  las  dife- 
rencias de  menos  que  resulten,  el  procedimiento  de 
apremio  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior. — Art.  45. 

Cuando  las  Empresas  que  demoren  total  ó  parcial- 
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mente  la  entrega  mensual  de  las  cantidades  á  que  ten- 
ga  derecho  el  Estado,  no  sean  de  aquellas  cerca  de  las 
cuales  el  Gobierno  ejerza  una  inspección  inmediata  y 
directa,  se  fijarán  los  descubiertos  mediante  las  liqui- 
daciones practicadas  por  los  funcionarios  de  la  Admi- 
nistración Económica. — Art.  46. 

Las  Administraciones  Económicas  de  Provincia  auxi- 
liadas en  todo  lo  referente  á  derecho  por  locomoción  ó 
trasportes  marítimas  por  las  Aduanas  respectivas,  co- 
nocerán en  primer  término  y  primera  instancia,  según 
se  deduce  de  los  artículos  precedentes,  de  la  gestión  é 
incidencias  de  ámbos  impuestos.  De  sus  resoluciones 
podrá  apelarse  á  la  Dirección  General  de  Hacienda  en 
el  término  de  quince  dias  á  contar  desde  la  notifica- 
ción. De  los  acuerdos  definitivos  de  la  Dirección  que 
causen  estado,  podrá  interponerse  demanda  contencio- 
sa en  el  plazo  y  forma  que  determina  el  Real  Decreto 
de  4  de  Julio  de  1861.— Art.  47. 

No  se  admitirá  la  demanda  en  via  contencioso-admi- 
nistrativa,  sin  que  se  justifique  el  ingreso  ó  la  consig- 
nación de  la  cantidad  á  que  se  refiere  el  acuerdo  em- 
pleado.— Art.  48. 

Los  plazos,  las  notificaciones  y  Lis  demás  reglas  de 
procedimiento  administrativo  en  cuestión  sobre  el  re- 
cargo del  JO  por  100,  ó  sobre  el  de  3  por  100,  se  con- 
tarán y  se  ajustarán  á  las  prescripciones  en  vigor  por 
los  impuestos. — Art.  49. 

Las  devoluciones  de  cantidades  ingresadas  de  más, 
se  llevarán  á  efecto  por  los  trámites  y  con  los  requisi- 
tos preceptuados  para  las  de  cantidades  procedentes  de 
los  demás  impuestos. — Art.  50. 

Ninguna  reclamación  de  devolución  de  cantidades 
por  ingresos  indebidos,  correspondientes  á  estos  im- 
puestos, será  admitida  administrativamente,  trascurri- 
dos cinco  años  desde  la  fecha  del  ingreso,  quedando 
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únicamente  á  la  Empresa  ó  interesado  el  recurso  que 
corresponda  ante  los  tribunales  competentes,  como  si 
la  reclamación  hubiese  sido  denegada  por  la  Dirección. 
Este  último  recurso  prescribirá  también  en  la  época 
determinada  por  las  disposiciones  vigentes. — Art.  51. 

La  Administración  de  estos  impuestos  correrá  á  car- 
go de  la  Dirección  General  de  Hacienda,  y  el  Goberna- 
dor General,  á  propuesta  de  la  misma,  resolverá  por 
sí  ó  someterá  al  Ministerio  de  Ultramar  las  consultas 
y  aclaraciones  á  que  den  lugar  las  prescripciones  de 
este  Reglamento. — Art.  52. 

La  Dirección  de  Hacienda  circulará  las  instrucciones 
convenientes  y  los  modelos  de  estados  y  documentos 
que  consideren  necesarios  para  la  mejor  gestión  de  los 
impuestos  de  que  se  trata. — Art.  53. 

Al  Ministerio  de  Ultramar  corresponde  la  alta  ins- 
pección y  dirección  de  los  impuestos  mencionados. — 
Art.  54. 

919.  Contabilidad  administrativa  del  im- 
puesto.— Se  llevará  cuenta  en  cada  Administración  de 
Aduanas  á  la  parte  del  impuesto  del  10  y  del  3  por  100 
sobre  tarifa  de  viajeros  y  mercancías  respectivamente, 
que  las  mismas  liquiden  y  recauden.  En  el  cargo  de 
esta  cuenta,  se  comprenderán  los  derechos  reconocidos 
á  medida  que  se  liquiden  y  cobren,  y  con  referencia  al 
importe  de  las  relaciones  duplicadas  que  deberá  entre- 
gar en  la  Aduana  respectiva  el  capitán  ó  consignatario 
de  cada  buque.  En  la  data  se  abonará  el  importe  de 
la  recaudación  que  la  Aduana  ingrese  en  la  Caja  de  la 
Administración  Económica  de  la  Provincia  respectiva. 
—Art.  55. 

Las  Administraciones  de  Aduanas  y  las  Económicas 
de  Hacienda  pública,  llevarán  también  cuenta  de  los 
libros  auxiliares  de  Rentas  Públicas  á  los  dos  precita- 
dos impuestos,  comprendiendo  en  el  cargo  los  valores 
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que  liquiden  las  Aduanas,  y  en  la  data  los  ingresos 
que  por  cuenta  de  cada  impuesto  presenten  en  la  Caja 
de  la  Administración  Económica  de  la  Provincia,  me- 
diante la  extensión  de  los  oportunos  talones  de  cargo 
que  producirán  las  correspondientes  cartas  de  pago  á 
favor  de  las  oficinas  liquidadoras  de  aquellos  derechos. 
— Art.  56. 

Las  Administraciones  Económicas  de  las  Provincias, 
llevarán  en  los  libros  auxiliares  una  cuenta  especial  á 
cada  Empresa  de  ferro-carril  ó  de  trasportes  por  vías 
férreas  domiciliadas  en  su  demarcación.  Anotarán  en 
su  cargo  el  importe  que  liquiden  de  los  derechos  de 
trasportes  de  viajeros,  y  de  tarifas  de  mercancías,  dis- 
tinguiéndolos así  en  el  debe  como  en  el  haber  de  la 
cuenta,  por  medio  de  columnas  separadas,  destinadas 
para  las  cantidades  correspondientes  á  cada  impuesto, 
y  abonarán  á  estas  cuentas  el  importe  de  las  cantida- 
des que  en  los  veinte  primeros  dias  de  cada  mes  en- 
treguen las  Empresas  en  la  Caja  de  la  Capital  ó  de  la 
Provincia. — Art.  57. 

Cuando  al  verificarse  los  ingresos  no  conozcan  pre- 
viamente las  Administraciones  Económicas  el  importe 
de  los  derechos  devengados,  cargarán  á  la  cuenta  res- 
pectiva, una  cantidad  igual  á  la  que  deba  ser  abonada 
por  los  ingresos  realizados,  sin  perjuicio  de  completar 
el  cargo  de  la  cuenta  cuando  presentados  por  los  fun- 
cionarios ó  Empresas  los  datos  á  que  se  refieran  los  ar- 
tículos 37  y  40  de  este  Reglamento,  pueda  conocerse 
el  verdadero  importe  de  los  derechos  liquidados  en  el 
período  de  la  cuenta. — Art.  58. 

Si  en  algún  caso  y  en  virtud  de  acuerdo  de  la  Di- 
rección General  de  Hacienda  se  autorizase  la  entrega 
de  los  productos  recaudados  por  las  Empresas  en  otra 
Caja  que  no  sea  la  de  la  Provincia  en  que  radique  la 
cuenta  del  impuesto,  según  se  indica  en  el  artículo  26, 
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la  Administración  que  reciba  los  productos,  lo  hará  en 
concepto  de  movimiento  de  fondos  por  remesa  de  la 
caja  en  que  procedía  verificar  el  ingreso,  con  el  detalle 
suficiente  para  que  puedan  conocerse  todas  las  circuns- 
tancias de  éste. — Las  cartas  de  pago  que  produzcan 
dichos  ingresos,  se  remitirán  por  el  correo  más  próxi- 
mo á  la  Administración  respectiva,  que  procederá  en 
su  vista  á  formalizarlas  con  aplicación  á  los  impuestos 
de  su  procedencia,  extendiendo  los  talones  y  cartas  de 
pago  correspondientes  y  practicando  los  asientos  opor- 
tunos en  las  cuentás  de  los  mismos. — Art.  59. 

Además  de  las  cuentas  especiales  ó  particulares  que 
las  Administraciones  deben  llevar  á  las  Empresas,  y 
de  cuyos  resultados  formarán  en  el  mismo  libro  auxi- 
liar extractos  ó  resúmenes  generales  por  cada  mes, 
abrirán  en  los  auxiliares  de  Rentas  públicas  por  con- 
tribuciones, las  cuentas  generales  de  cada  uno  de  los 
dos  impuestos  de  viajeros  y  de  mercancías,  anotando 
en  ella  en  la  forma  preceptuada  para  los  demás  impues- 
tos, los  cargos  de  los  valores  líquidos  y  las  datas  de 
los  ingresos  realizados  á  medida  que  se  conozcan  y 
verifiquen. — Art.  60. 

En  las  cuentas  de  Rentas  públicas  justificarán  las 
Administraciones  Económicas  los  derechos  líquidos  por 
cada  uno  de  los  citados  impuestos  con  certificación  de 
referencia  á  los  datos  presentados  por  las  Aduanas, 
funcionarios  ó  Empresas  obligadas  á  facilitarlos,  dis- 
tinguiendo los  que  hayan  sido  liquidados  por  cada  una 
de  las  primeras  oficinas,  y  los  que  procedan  de  rendi- 
mientos de  cada  Empresa. — Art.  61. 

Los  intereses  de  demora  que  preceda  exijir,  se  apli- 
carán al  concepto  especial  que  para  los  intereses  de 
fondos  distraídos  de  su  legítima  aplicación  figura  en 
las  relaciones  y  cuentas  de  Rentas  públicas. — Art.  62. 

Habilitados  que  sean  los  sellos  correspondientes  pa- 
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ra  el  cobro  del  derecho  del  registro  sobre  los  traspor- 
tes, presentarán  las  Empresas  ú  oficinas  las  matrices 
de  que  habla  el  artículo  32,  facturadas  con  separación 
de  procedencias,  y  en  su  virtud  se  abonarán  á  las  cuen- 
tas respectivas  en  concepto  de  bajas  justificadas  las 
cantidades  á  que  asciendan.  En  justificación  de  estas 
bajas,  se  unirán  á  las  respectivas  cuentas  de  Rentas 
públicas  las  matrices  recibidas,  inutilizadas  ó  taladra- 
das convenientemente. — Art.  63. 

El  premio  de  expedición  de  los  sellos  equivalentes 
al  derecho  del  3  por  100  sobre  los  trasportes,  será  abo- 
nado á  los  expendedores  en  la  cuantía  y  con  las 
formalidades  establecidas  para  el  abono  del  premio 
de  expedición  de  los  demás  efectos  timbrados. — 
Art.  64. 

920.  Recargos.  Defraudación.  Penas  y  mul- 
tas. Denuncias. — Las  Empresas  que  demoren  total 
ó  parcialmente  la  entrega  mensual  de  las  cantidades 
recaudadas  por  cuenta  del  Estado,  satisfarán  el  interés 
de  demora  á  razón  del  6  por  100  anual  liquidable  des- 
de el  dia  en  que  debió  hacerse  la  entrega. — Este  dia  se- 
rá el  20  dél  mes  siguiente  al  que  corresponda  el  des- 
cubierto si  se  tratase  del  recargo  sobre  tarifas  de 
viajeros,  y  el  10  si  se  tratase  de  diferencias  entre  la 
recaudación  del  recargo  sobre  los  trasportes,  justificada 
con  los  sellos  correspondientes,  y  la  que  debiera  haber- 
se verificado  según  los  trasportes  y  precios  que  resul- 
ten de  los  libros  y  Empresas. — Art.  65. 

Será  considerada  como  defraudadora  al  Estado  la 
Empresa  que  retenga  valores  procedentes  del  recargo 
del  10  por  100  ó  verifique  trasportes  sin  exigir  los  se- 
llos correspondientes  al  recargo  del  3  por  100,  si  ocul- 
ta las  cantidades  devengadas  por  uno  ú  otro  concepto 
en  los  estados  que  debe  remitir  á  la  Administración 
Económica,  y  que  se  descubran  por  gestión  oficial  ó 
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privada  antes  de  que  la  Empresa  salve  el  error  come- 
tido.— Art.  66. 

Reconocida  y  comprobada  la  defraudación,  la  Em- 
presa que  hubiese  incurrido  en  ella,  satisfará  por  via 
de  pena,  un  recargo  igual  al  importe  de  la  cantidad 
defraudada,  sin  perjuicio  del  interés  que  corresponda 
abonar  por  la  demora. — Art.  67. 

Cuando  la  defraudación  se  cometa  por  Empresas 
cerca  de  las  cuales  tenga  el  Gobierno  funcionarios  de- 
legados, serán  estos  penados  administrativamente  con 
la  suspensión  de  un  mes  de  sueldo  en  favor  del  Tesoro, 
sin  perjuicio  de  las  demás  responsabilidades  judiciales 
que  pudieran  alcanzarles,  siempre  que  por  negligencia, 
impericia  ó  cualquiera  otra  causa  huhiesen  dejado  de 
facilitar  á  la  Administración  Económica  los  anteceden- 
tes y  datos  oportunos  para  conocer  el  verdadero  impor- 
te de  las  sumas  devengadas. — Art.  68. 

Cuando  la  defraudación  se  cometa  por  persona  que 
viaja  grátis  y  no  se  halle  exenta,  satisfará  el  im- 
puesto correspondiente  y  por  vía  de  recargo  tres  tan- 
tos más;  la  Empresa  que  aparezca  descuidada  ó  cóm- 
plice en  la  defraudación,  pagará  una  cantidad  igual 
al  recargo  impuesto  por  vía  de  pena  al  interesado. — 
Art.  69. 

Si  la  defraudación  fuese  descubierta  por  virtud  de 
gestiones  extraoficiales,  corresponderá  al  denunciador 
particular,  en  todos  los  casos,  el  total  de  los  recargos 
impuestos  por  vía  de  pena,  que  nunca  podrán  ser  con- 
denados por  el  Gobierno. — Art.  70. 

Las  penas  pecuniarias  que  deban  exigirse  por  virtud 
de  defraudaciones  descubiertas  oficialmente  se  satisfa- 
rán en  papel  de  multas. — Las  que  se  impongan  en  vir- 
tud de  denuncia,  se  depositarán  en  metálico  á  disposi- 
ción de  la  Administración  Económica  para  su  entrega 
al  denunciador,  que  se  verificará  lo  más  brevemente 
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posible  con  la  justificación  necesaria  y  la  intervención 
del  multado,— Art,  71, 

Las  multas  que  se  impongan  por  defraudaciones  des- 
cubiertas oficialmente,  podrán  ser  condonadas  por  el  Go- 
bierno Generala  propuesta  de  la  Dirección  de  Hacienda^ 
cuando  resulte  prueba  plena  ó  presunción  vehemente 
de  que  no  hubo  intención  de  defraudar. — Art.  72. 

921.  Consumo  de  ganado, — Se  mantiene  el  im- 
puesto de  consumo  establecido  sobre  los  ganados,  au- 
torizándose al  Gobierno  para  hacerlo  exclusivo  á  otros 
artículos  que  procediendo  del  exterior  no  estén  grava- 
dos con  derechos  de  importación.  Las  bebidas  espiri- 
tuosas podrán  gravarse  con  el  impuesto  de  consumo, 
aunque  paguen  derechos  de  arancel,  Ley  de  Presu- 
puestos de  1880.  La  Hacienda  podrá  verificar  con- 
ciertos ó  encabezamientos  por  término  de  dos  años, 
para  que  los  Ayuntamientos  recauden  el  impuesto 
sobre  consumo  de  ganados.  Servirá  de  base  al  efecto 
el  producto  del  impuesto  durante  el  año  económico  de 
1880-81,  con  10  por  100  de  aumento.  El  importe  del 
encabezamiento  se  satisfará  á  la  Hacienda  por  mensua- 
lidades vencidas.  Si  algún  Ayuntamiento  no  aceptare 
el  convenio,  se  procederá  al  arriendo  en  subasta,  ó  se 
percibirá  el  impuesto  directamente  por  la  Hacienda, 
según  sea  más  conveniente  á  los  intereses  públicos. — 
Art.  6,  Ley  de  Presupuestos  de  1882. 

922.  Impuesto  de  cédulas  personales. — Está 
vigente  la  Instrucción  de  12  de  Mayo  de  1882,  apro- 
bada por  el  Gobierno  General. 

923.  Personas  obligadas  á  adquirirlas — Con 
arreglo  á  la  Ley  de  Presupuestos  de  5  de  Junio  de 
1880,  están  sujetas  al  impuesto  de  cédulas  personales 
todos  los  españoles  y  extranjeros  de  ámbos  sexos,  ma- 
yores de  catorce  años,  domiciliados  en  esta  Isla. — Art. 
I9  de  la  Instrucción. 
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Los  extranjeros  transeúntes  adquirirán  cédulas  grá- 
tis  en  los  Gobiernos  de  Provincia,  con  arreglo  á  la  Ley 
de  Extranjería. — Art.  2.° 

Los  libertos,  que  salgan  del  estado  de  patrocinados, 
adquirirán  cédula  de  cincuenta  centavos  plata,  pagade- 
ros en  sellos,  durante  los  cuatro  años  en  que  deben 
acreditar  la  contratación  de  su  trabajo,  con  arreglo  al 
artículo  84  del  Reglamento  de  8  de  Mayo  de  1880; 
entrando  después  á  figurar  con  los  demás  contribuyen 
tes  según  sus  circunstancias  personales. — Art.  39 

Se  declararán  exentos  del  pago  de  este  impuesto: 

l9    Las  clases  de  tropa  del  Ejército  y  Armada. 

No  se  considerarán  comprendidos  en  esta  exención 
los  Institutos  de  Voluntarios  y  Bomberos. 

2?  Las  religiosas  profesas  que  viven  en  clausura  y 
las  Hermanas  de  la  Caridad. 

39    Los  penados  durante  el  tiempo  de  su  reclusión. 

49  Los  acogidos  en  los  Asilos  de  Beneficencia  y  los 
pobres  de  solemnidad. 

Unos  y  otros  obtendrán  cédulas  grátis:  los  primeros 
mediante  pedido  de  los  Directores  de  los  Asilos  y  los 
segundos  justificando  su  condición  de  mendicidad  ante 
el  Alcalde,  por  medio  de  expediente  informativo  en  el 
que  declaren  dos  testigos  vecinos  de  reconocida  probi- 
dad.—Art.  49 

La  exhibición  de  la  cédula  es  indispensable: 

Io  Para  desempeñar  toda  comisión  ó  empleo  públi- 
co, entendiéndose  por  tales,  para  los  efectos  de  este 
impuesto,  los  que  procedan  de  nombramiento  Real,  del 
Gobierno,  del  Gobernador  General,  de  las  Corporaciones 
y  de  las  Autoridades  de  todas  clases  y  categorías. 

29  Para  el  ejercicio  de  los  cargos  provinciales  y 
municipales,  aunque  el  nombramiento  proceda  de  elec- 
ción popular. 

3?    Para  el  otorgamiento  de  contratos,  ya  se  con- 
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signen  en  documentos  públicos,  ya  en  documentos  pri- 
vados. 

49  Para  ejercitar  acciones  o  derechos,  y  gestionar 
bajo  cualquier  concepto,  ante  los  Tribunales,  Juzgados, 
Corporaciones,  Autoridades  y  oficinas  de  todas  clases. 

59  Para  la  inscripción  en  las  matrículas  de  la  ense- 
ñanza que  no  sea  gratuita. 

69  Para  el  ejercicio  de  cualquier  industria  fabril  ó 
comercial,  profesión,  arte  ú  oficio. 

7?  Para  entablar  cualquiera  clase  de  reclamaciones 
ó  solicitudes,  ó  practicar  algún  acto  civil  no  expresado 
anteriormente,  aun  cuando  por  ellos  no  se  adquieran 
derechos  ni  se  contraigan  obligaciones. 

89  Para  acreditar  la  personalidad  cuando  fuere  pre- 
ciso en  todo  acto  público. 

99    Para  la  realización  de  cualquier  clase  de  crédito. 

10.  Para  el  percibo  de  toda  clase  de  sueldos  ó  ha- 
beres activos  y  pasivo?. 

Y  11.  Para  ser  Directores  ó  Administradores,  Ge- 
rentes, Vocales,  Consejeros  ó  empleados  de  cualquier 
clase  de  sociedades  ó  empresas. — Art.  59 

No  se  dará  posesión  de  ninguna  comisión  cargo  ni 
empleo  público,  sin  que  la  persona  que  deba  servirla, 
exhiba  previamente  la  cédula  personal  respectiva  á  la 
Autoridad,  Jefe  ó  funcionario  que  deba  autorizar 
aquella. 

En  la  diligencia  de  toma  de  posesión,  se  determinará 
la  personalidad,  consignándose  el  número  de  orden  de 
la  cédula,  el  punto  y  la  fecha  de  su  expedición. — Art.  69 

Sin  perjuicio  de  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior, 
las  oficinas  interventoras  de  la  Administración  del  Es- 
tado provincial  y  municipal  en  esta  Isla,  no  autoriza- 
rán el  abono  de  ningún  haber  en  las  nóminas  corres- 
pondientes á  empleados  activos ,  que  deban  estar 
provistos  de  cédulas,  sin  que  al  ingresar  en  la  nómina 
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y  después  de  la  correspondiente  al  mes  de  Agosto  de 
cada  año,  se  haga  constar  en  la  íorma  empleada  en  el 
artículo  anterior,  la  exhibición  de  dicha  cédula. 

Los  empleados  en  situación  pasiva,  los  retirados  y 
las  viudas  y  pensionistas  civiles  y  militares,  exhibirán 
las  cédulas  al  ingresar  en  la  nómina  y  en  el  acto  de  la 
revista  semestral,  así  como  sus  apoderados,  haciéndose 
constar  de  igual  modo  y  en  igual  época  la  exhi- 
bición. 

Los  perceptores  de  cargas  de  justicia,  funcionarios  á 
premio  y  operarios  en  las  diversas  fábricas  y  depen- 
dencias del  Estado,  deberán  igualmente  exhibir  la  cé- 
dula personal  al  percibir  los  primeros  haberes  ó  premios, 
después  de  terminar  el  mes  de  Julio. — Art.  7? 

Los  Notarios  no  autorizarán  ningún  instrumento  ó 
auto  sin  que  los  otorgantes  justifiquen  su  personalidad, 
con  la  exhibición  de  la  correspondiente  cédula,  y  sin 
consignar  las  circunstancias  de  esta  en  los  términos 
expresados  en  el  artículo  69 — Art.  8? 

Los  otorgantes  de  documentos  privados  harán  cons- 
tar en  los  mismos  su  personalidad  con  referencia  exac- 
ta á  las  cédulas  respectivas. 

Los  documentos  privados  que  carezcan  de  este  re- 
quisito, no  serán  admitidos  en  los  Tribunales,  ni  en 
dependencias  del  Estado,  sin  que  se  subsane  la  falta 
por  medio  de  la  exhibición  de  las  cédulas,  haciéndolo 
constar  por  diligencia  al  pié  de  los  mismos,  en  los  tér- 
minos expresados  en  los  artículos  anteriores. — Art.  9? 

En  consonancia  con  lo  dispuesto  en  el  caso  4?  del 
artículo  59,  los  Tribunales  y  Jueces  no  darán  curso  á 
escrito  alguno,  sin  que  el  actor,  recurrente,  ó  su  repre- 
sentante legal,  determine  en  el  encabezamiento  del 
mismo  su  personalidad  con  referencia  á  las  circunstan- 
cias consignadas  en  la  cédula,  que  será  exhibida  para 
la  comprobación.    En  las  diligencias  de  presentación 

25 
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del  escrito  se  expresará  haberse  comprobado  la  perso- 
nalidad del  recurrente  con  la  cédula  y  se  anotarán  sus 
circunstancias  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  los  artículos 
anteriores  sin  exigirse  derechos  por  ello. — Art.  10. 

El  demandado  ó  citado  á  juicio  acreditará  su  perso- 
nalidad al  comparecer,  en  los  mismos  términos  que  el 
demandante,  querellante  ó  recurrente,  si  lo  hace  por 
escrito,  y  con  la  mera  exhibición  de  la  cédula,  en  otro 
caso.  La  falta  de  cédula  en  el  demandado  no  será 
causa  para  detener  el  curso  regular  de  las  diligencias 
judiciales,  si  bien  el  Juez  ó  Tribunal  le  obligará  en  un 
breve  término  á  que  se  provea  de  dicho  documento  y 
á  que  lo  presente,  parándole  en  otro  caso  el  perjuicio  á 
que  haya  lugar. — Art.  11. 

Tampoco  los  Registradores  de  la  propiedad  harán 
inscripción,  anotación  alguna,  ni  facilitarán  las  certifi- 
caciones que  les  sean  reclamadas  sin  que  el  solicitante 
exhiba  su  cédula,  cuya  existencia  harán  constar  en  los 
documentos  que  extiendan  con  la  precisión  expresada 
en  los  artículos  precedentes. — Art.  12. 

Las  Autoridades  Civiles,  Militares  y  Eclesiásticas, 
las  Diputaciones  provinciales  y  Ayuntamientos  y  las 
demás  Corporaciones  y  oficinas  administrativas  de  to- 
das clases,  no  darán  tampoco  curso  á  ninguna  exposi- 
ción, instancia  ó  reclamación  que  se  les  deduzca,  sin 
que  los  interesados  acrediten  su  personalidad  en  la 
forma  prescrita  fin  los  artículos  anteriores,  y  se  haga 
constar  de  igual  modo  la  exhibición  de  la  cédula  ó  cé- 
dulas personales. — Art.  13. 

Los  Gobernadores  Civiles  y  Alcaldes  no  concederán 
tampoco  licencia  ó  permiso  para  abrir  establecimientos, 
situar  puestos  en  la  vía  pública  ó  adquirir  cartillas  de 
sirvientes  ó  patrocinados,  sin  la  prévia  exhibición  de 
la  cédula  personal  respectiva. — Art.  14. 

Las  oficinas  de  intervención  no  autorizarán  tampoco 
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ningún  pago,  que  en  cualquier  concepto  deba  verificar- 
se por  las  Cajas  públicas  de  la  Provincia  ó  del  munici- 
pio, á  los  particulares,  sin  la  exhibición  de  la  cédula 
correspondiente,  cuja  circunstancia  se  hará  constar  al 
dorso  del  talón  de  pago  respectivo  en  la  forma  preve- 
nida en  el  artículo  6? — Art.  15. 

Los  que  formen  colegios,  asociaciones  ó  gremios, 
cuyos  nombres  deban  inscribirse  en  listas  especiales, 
no  serán  inscritos  sin  la  previa  exhibición  de  las  cédu- 
las, bajo  la  responsabilidad  de  los  Secretarios  ó  encar- 
gados de  formar  las  listas,  quienes  certificarán  por 
medio  de  nota  final,  haber  examinado  dichas  cédulas. 
Art.  16. 

Las  personas  que  según  esta  Instrucción  están  obli- 
gadas á  proveerse  de  cédulas,  lo  están  asimismo  á 
exhibirlas  siempre  que  lo  reclame  un  funcionario  pú- 
blico ó  agente  de  la  Administración. — Art.  17. 

924.  Clases  y  precios  de  cédulas. — 1*  clase, 
25  pesos;  2^,  12  pesos,  50  centavos;  3^,  6  pesos,  25 
centavos;  4*,  3  pesos;  5*,  1  peso  50  centavos;  6*,  75 
centavos;  7*  25  centavos. — Art.  18. 

Sobre  los  precios  marcados  en  el  artículo  que  prece- 
de podrán  imponer  los  Ayuntamientos,  para  las  aten- 
ciones municipales,  un  recargo,  dentro  de  los  límites 
que  autoriza  la  Ley  municipal  para  los  demás  impues- 
tos, prévio  el  correspondiente  expediente  de  ar- 
bitrio. 

De  este  recargo  estarán  libres  los  militares,  según 
determina  el  artículo  27. — Art.  19. 

Los  Ayuntamientos  darán  conocimiento  á  las  res- 
pectivas Administraciones  Económicas,  ántes  de  empe- 
zar el  año  económico,  del  recargo  que  hayan  acordado 
imponer  sobre  las  cédulas  personales,  ó  de  haber  renun- 
ciado á  la  imposición  de  este  arbitrio,  debiendo  figurar 
en  su  caso  en  el  presupuesto  municipal.— Art.  20. 
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Se  proveerán  de  cédulas  personales  los  obligados  á 
ello  con  arreglo  á  la  siguiente: 

1*  clase:  los  que  paguen  anualmente  por  una  6  va- 
rias cuotas  de  contribución  directa,  excluyendo  los 
recargos,  mas  de  5,000  pesos,  y  los  que  disfruten  un 
haber  anual,  bien  sea  por  uno  ó  varios  conceptos  y  ya 
procedan  del  Estado,  de  Corporaciones,  de  Empresas  ó 
de  particulares,  mayores  de  18,000  pesos. 

2*  clase:  los  que  paguen  por  contribución,  excluyen- 
do los  recargos,  de  3,001  pesos  á  5,000;  y  los  que  dis- 
fruten un  haber  de  9,001  pesos  á  18,000. 

3*  clase:  los  contribuyentes  por  1,001  pesos  á  3,000; 
y  los  que  disfruten  un  haber  de  3,001  pesos  á 
9,000. 

4?  clase:  lo-s  contribuyentes  por  501  pesos  á  1,000; 
y  los  que  disfruten  un  haber  de  2,001  á  3,000. 

5*  clase:  los  contribuyentes  por  251  pesos  á  500;  y 
los  que  disfruten  un  haber  de  1,001  á  2,000. 

6*  clase:  los  contribuyentes  por  250  pesos  ó  ménos; 
y  los  que  disfruten  un  haber  de  501  pesos  á  1,000. 

7*  clase:  jornaleros,  sirvientes  y  las  mujeres  é  hijos 
de  familia  de  14  años  si  no  les  obliga  clase  superior 
por  otro  concepto;  y  los  que  disfruten  un  haber  anual 
de  500  pesos  ó  ménos.  Además  las  mujeres  é  hijos 
de  familia  de  ámbos  sexos,  mayores  de  14  años  si  no 
les  corresponde  clase  superior  por  otro  concepto. — 
Art.  21. 

Por  razón  de  los  alquileres  de  fincas,  que  no  se  des- 
tinen al  ejercicio  de  una  industria  fabril  ó  comercial, 
que  satisfagan  las  personas  sujetas  á  este  impuesto,  se 
proveerán  de  cédula  con  arreglo  á  la  siguiente  escala: 

1*  clase:  los  que  paguen  anualmente  en  poblaciones 
de  mas  de  50,000  habitantes,  un  alquiler  de  mas  de 
6,000  pesos;  de  30,000  á  50,000  habitantes,  mas  de 
5,000  pesos;  de  20,001  á  30,000,  mas  de  4,500;  de 
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5,001  á  10,000,  mas  de  3,500;  de  5,001  ó  menos,  mas 
de  3,000. 

2?  clase:  los  que  paguen  anualmente  en  poblaciones 
de  mas  de  50,000  habitantes,  un  alquiler  de  3,001  á 
6,000  pesos;  de  30,001  á  50,000,  2,001  á  5,000;  de 
20,001  á  30,000,  1,501  á  4,500  pesos;  de  10,001  á 
20,000,  1,001  á  4,000;  de  5,001  á  10,000,  751  á  3,500; 
de  5,001  ó  ménos,  501  á  3,000  pesos. 

3*  clase:  los  que  paguen  anualmente  en  poblaciones 
de  mas  de  50,000  habitantes,  un  alquiler  de  1,501  á 

3.000  pesos;  de  30.001  á  50,000,  1,001  á  2,000;  de 
20,001  á  30,000,  751  á  1,500;  de  10,001  á  20,000, 501 
á  1,000;  de  5,001  á  10,000,  351  á  750;  de  5,001  ó 
menos,  201  á  500  pesos. 

4*  clase:  los  que  paguen  anualmente  en  poblaciones 
de  mas  de  50,000  habitantes,  un  alquiler  de  1,001  a 
1,500  pesos;  de  30,001  á  50,000,  de  751  á  1,000;  de 
20,001  á  3,000,  501  á  750;  de  10,001  á  20,000,  351  á 
500;  de  5,001  á  10,000,  251  á  350;  de  5,001  6  menos, 
151  á  200  pesos. 

5?  clase:  los  que  paguen  anualmente  en  poblaciones 
de  mas  de  50,000  habitantes,  un  alquiler  de  201  á  750 
pesos;  de  30,001  á  50,000,  151  á  500;  de  20,001  á 
30,000,  126  á  350;  de  10,001  á  20,000,  101  á  250;  de 

5.001  á  10,000,  76  á  150;  de  5,001  ó  ménos,  51  á  100 
pesos. 

6^  clase:  los  que  paguen  anualmente  en  poblaciones 
de  mas  de  50,000  habitantes  un  alquiler  de  201  á  750 
pesos;  de  30,001  á  50,000,  151  á  500;  de  20,001  á 
30,000,  126  á  350;  de  10,001  á  20,000,  101  á  250;  de 
5,001  á  10,000,  76  á  150;  de  5,001  ó  ménos,  51  á  100. 

7^  clase:  los  que  paguen  anualmente  en  poblaciones 
de  más  de  50,000  habitantes  un  alquiler  de  200  pesos 
ó  ménos;  de  30,001  á  50,000,  150  ó  ménos;  de  21,001 
á  30,000,  125  ó  ménos;  ele  10,001  á  20,000, 100  ó  mé- 
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nos;  de  5,001  á  10,000,  75  órnenos;  de  5,001  ó  menos, 
50  pesos  ó  menos. — Art.  22. 

Las  personas  que  formen  una  sociedad  mercantil  ya 
sea  colectiva  ó  comanditaria;  las  qae  tengan  un  caudal 
ó  herencia  pro  indiviso;  las  que  perciban  mancomuna- 
damente  haberes  procedentes  del  Estado,  de  Corpora- 
ciones, de  Empresas  ó  de  particulares,  y  las  que  satis- 
fagan á  prorata  alquileres  por  arrendamiento  de  fincas, 
que  no  sean  de  las  exceptuadas,  se  proveerán  de  cédu- 
las según  la  parte  proporcional  que  corresponda  á  cada 
una,  con  sujeción  á  la  clasificación  y  escala  que  prece- 
de.— Art.  23. 

Los  arrendatarios  ó  aparceros  de  fincas  rusticas  ob- 
tendrán cédula  con  arreglo  á  la  cuota  de  contribución 
que  satisfagan  por  la  finca  tenida  en  arrendamiento  y 
si  por  el  contrato  no  estuviese  obligados  al  pago  de  la 
contribución,  les  corresponderá  cédula  de  sexta  clase, 
si  no  les  obliga  cuota  mayor  por  otro  concepto. — 
Art.  24. 

Los  que  vivan  en  poblados  ó  en  posesiones  rusticas 
serán  clasificados  para  los  efectos  del  alquiler  de  casa, 
con  respecto  al  número  de  habitantes  del  pueblo  á  cu- 
yo término  correspondan,  según  la  clasificación  y  esca- 
la del  articulo  22.— Art.  25. 

Los  que  se  hallen  comprendidos  en  dos  ó  más  cate- 
gorías, estarán  obligado»  á  obtener  la  cédula  de  clase 
superior,  entre  las  varias  que  les  correspondan;  y  los 
que  no  se  hallen  comprendidos  en  las  disposiciones 
taxativas  que  preceden,  y  necesiten  adquirir  cédula 
para  practicar  algún  acto  de  los  prevenidos  en  el  ar- 
ticulo 2?,  la  obtendrán  por  analogía  de  sus  circustan- 
cias  personales,  y  en  su  defecto,  de  las  correspondien- 
tes á  la  clase  6^ — Art.  26. 

Los  militares  en  activo  servicio  y  los  que  se  hallen 
en  situación  de  reemplazo  se  proveerán  de  cédula  de 


—  199  — 

la  clase  6^,  excepto  aquellos  á  quienes  corresponda 
clase  superior  por  otro  concepto,  quedando  libres  de 
recargos  municipales. — Art.  27. 

Obtenidas  las  cédulas  con  arreglo  á  las  circunstan- 
cias personales  existentes  al  tiempo  de  la  adquisición, 
no  podrá  exijirse  la  provisión  de  nuevas  cédulas,  sean 
cualesquiera  las  variaciones  que- hubieren  sufrido  las 
indicadas  circunstancias,  hasta  la  época  legal  de  la  re- 
novación.— Art.  28. 

930.  Administración  del  impuesto.  Forma  y 
adquisición  de  las  cédulas  personales. — Las  cé- 
dulas personales  serán  talonarias  y  se  imprimirán  con 
arreglo  al  modelo  que  apruebe  la  Dirección  de  Ha- 
cienda. 

El  plazo  para  la  adquisición  de  cédulas  sin  recargo 
será  desde  1?  de  Julio  hasta  31  de  Octubre  de  cada 
año. 

En  dicho  período  se  verificará  el  cange  de  las  cédu- 
las del  año  anterior  y  en  l9  de  Noviembre  comenzará 
á  exijirse  la  exhibición  de  la  cédula  del  año  económico 
corriente  en  todos  los  actos  á  que  se  refieren  los  ar- 
tículos 5?  al  17.— Art.  29. 

En  la  primera  quincena  del  mes  de  Abril  las  Admi- 
nistraciones Económicas  pedirán  á  los  Ayuntamientos 
estados  del  número  de  cédulas  que  necesiten  para  el 
servicio  del  impuesto  en  cada  término  municipal. — 
Art.  30. 

Antes  del  dia  31  de  Mayo,  los  Alcaldes  remitirán 
dichos  estados  á  los  Jefes  de  las  Administraciones  Eco- 
nómicas, expresando  el  número  de  cédulas  que  necesi- 
ten con  vista  de  los  Padrones  que  formen  y  datos  que 
existan  en  la  Secretaría  del  Aj  untamiento  respectivo 
y  de  cuantos  puedan  recabar  al  mejor  éxito  de  este 
servicio. — Art.  31. 

Cuando  por  cualquiera  circunstancia  no  fuese  posible 


—  200  — 

á  algnn  Ayuntamiento  ia  formación  de  los  Padrones 
en  el  término  que  se  señala  en  el  artículo  anterior,  ha- 
rán los  pedidos  de  cédulas  con  arreglo  á  los  padrones 
de  la  contribución  directa. — Art.  32. 

Con  presencia  de  estos  antecedentes  y  de  cuantos 
la  Administración  pueda  y  crea  conveniente  recabar 
para  la  mayor  exactitud  del  cálculo,  los  Jefes  Econó- 
micos remitirán  á  la  Dirección  General  de  Hacienda, 
precisamente  del  l9  al  8  de  Junio,  un  estado  compren- 
sivo del  número  de  cédulas  que  se  necesiten,  para  su 
distribución  en  la  Provincia  respectiva,  con  destino  al 
año  económico  inmediato. — Art.  33. 

La  Dirección  General  de  Hacienda  adoptará  las  dis- 
posiciones oportunas  para  que  se  remitan  á  las  Admi- 
nistraciones Económicas  dentro  de  la  tercera  semana 
de  Junio  las  cédulas  necesarias  á  cada  Provincia. — 
Art.  34, 

Tan  luego  como  las  Administraciones  Económicas  re- 
ciban las  cédulas  personales,  las  distribuirán  á  los 
Ayuntamientos  respectivos,  con  objeto  de  que  aquellos 
puedan  extenderlas  y  expenderlas  desde  Io  de  Julio 
hasta  el  31  de  Octubre,  á  cuyo  servicio  prestarán  pre- 
ferente atención. 

Los  Alcaldes  proveerán  á  los  contribuyentes  de  cé- 
dulas de  la  clase  y  precio  que  cada  uno  reclame,  según 
sus  circunstancias  personales,  con  arreglo  á  las  clasifi- 
caciones y  escalas  de  los  artículos  21  y  22,  siendo  de 
la  exclusiva  responsabilidad  de  los  interesados  las  mul- 
tas en  que  incurran  caso  de  proveerse  de  cédulas  de 
clase  inferior  á  las  que  les  coxTesponcla,  si  mediare  ma- 
licia. 

Sin  embargo,  los  Alcaldes  deberán  asesorar  á  los 
contribuyentes  acerca  de  la  clase  de  cédula  que  les  co- 
rresponda, dadas  sus  circunstancias. 

El  pago  de  las  cédulas  en  lo  correspondiente  al  Te- 
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soro  público,  se  hará  entregando  el  interesado  el  valor 
correspondiente  en  sellos  de  Policía  que  se  pegarán  en 
el  sitio  apropósito  y  se  inutilizarán  con  el  sello  de  la 
Alcaldía. 

La  parte  correspondiente  álos  Ayuntamientos  como 
arbitrio  municipal,  según  el  artículo  19,  la  cobrarán 
aquellos  en  efectivo. — Art.  3o. 

Las  Administraciones  Económicas  cuidarán  de*  que 
en  todas  las  Colecturías  y  expendedurías  subalternas 
de  efectos  timbrados  haya  la  existencia  necesaria  de 
sellos  de  policía  para  el  pago  de  las  cédulas. — Art.  36. 

El  dia  l9  de  Octubre,  las  Administraciones  Econó- 
micas publicarán  en  los  Boletines  Oficiales  y  en  los  pe- 
riódicos de  la  Provincia  un  anuncio  advirtiendo  á  los 
interesados  que  no  se  hubiesen  provisto  de  cédula  la 
necesidad  de  adquirirla  ántes  del  31  de  dicho  mes,  si 
no  quieren  incurrir  en  los  recargos  consiguientes  y  en 
los  gastos  que  ocasione  el  procedimiento  de  apremio, 
que  se  empleará  desde  l9  de  Enero,  contra  los  que  en 
aquella  fecha  resulten  morosos. 

Asimismo  pasarán  una  circular  á  los  Alcaldes  previ- 
niéndoles de  la  obligación  en  que  se  hallan  de  no  expe- 
dir ninguna  cédula  sin  recargo  desde  l9  de  Noviembre, 
y  de  proceder  por  apremio  contra  los  morosos  desde  1? 
de  Enero,  con  la  sola  excepción  que  se  marca  en  los 
artículos  54  y  55. — Art.  37. 

Los  Alcaldes  numerarán  correlativamente  y  tomarán 
razón  de  todas  las  cédulas  que  expidan  conservando  el 
talón  y  extendiendo  en  él,  además  del  folio  y  número 
de  órden,  fecha  de  la  expedición  y  circunstancias  per- 
sonales de  la  cédula,  cuantas  anotaciones  estimen  con- 
venientes para  su  comprobación  en  caso  necesario. — 
Art.  38. 

No  podrán  expedirse  cédulas  personales  por  dupli- 
cado.   Cuando  por  extravío  ú  otras  causas,  que  apre- 

26 
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ciarán  los  Alcaldes,  la  reclamen  los  interesados,  podrán 
aquellos  expedir  certificaciones  con  referencia  á  los 
talones  respectivos. 

Estas  certificaciones  surtirán  los  mismos  efectos  que 
las  cédulas  originales  y  se  expedirán  en  papel  del  sello 
de  oficio. — Art.  39. 

931.  Cobranza  del  impuesto. — La  expedición 
de  las  cédulas  personales  correrá  á  cargo  de  los  Ayun- 
tamientos, quienes  podrán  delegar  este  servicio  en  los 
Alcaldes  de  barrio  según  las  circuntancias  de  la  loca- 
lidad y  las  necesidades  del  vecindario,  cuidando  de  que 
los  contribuyentes  no  tengan  que  trasladarse  á  dis- 
tancias demasiado  largas  para  proveerse  de  cédula. — 
Art.  40. 

En  los  pueblos  donde  los  trabajos  de  padrones  mu- 
nicipales ó  censo  de  vecinos,  permitan  establecer  el 
servicio  de  este  impuesto  á  domicilio,  ios  Alcaldes  re- 
partirán las  cédulas  en  las  casas  de  los  contribuyentes 
por  medio  de  delegados  que  nombren  al  efecto  y  bajo 
su  responsabilidad,  quienes  cuidarán  de  inutilizar  los 
sellos  que  se  unan  á  las  mismas, 

En  las  ciudades  donde  la  estadística  municipal 
no  permita  aquel  servicio,  los  Ayuntamientos  harán 
llamamientos  á  los  vecinos  para  que  acudan  á  las 
Alcaldías  á  proveerse  de  la  cédula  que  les  corres- 
ponda. 

El  primer  sistema  podrá  adoptarse  en  los  pueblos 
de  poco  vecindario  y  el  segundo  en  las  ciudades  de 
mayor  número  de  vecinos. 

Cada  Ayuntamiento  anunciará  el  sistema  que  elija, 
por  los  medios  de  costumbre,  y  con  arreglo  á  este 
acuerdo,  que  comunicarán  á  la  Administración  Econó- 
mica respectiva,  tendrán  aplicación  las  disposiciones 
de  los  artículos  57  y  59. — Art.  41. 

Por  las  operaciones  de  expendicion  ó  distribución 
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de  cédulas  tendrán  derecho  los  Ayuntamientos  al  7  por 
100  del  importe  de  las  mismas. — Art.  42, 

Lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores  no  tendrán 
lugar  respecto  á  las  cédulas  correspondientes  á  los  in- 
dividuos del  Ejército  y  Armada,  cuya  expedición  y  dis- 
tribución se  sujetará  á  las  prescripciones  siguientes: 

Ia  Los  Habilitados  de  las  clases  militares  formarán 
una  relación  nominal,  por  cada  unidad  administrativa, 
de  los  Jefes  y  Oíiciales  que  deben  proveerse  de  cédu- 
la y  de  las  circunstancias  que  en  ellos  concurran  á  los 
efectos  del  impuesto,  cuyas  relaciones  elevarán  por 
conducto  de  los  Jefes  de  los  Cuerpos  é  Institutos  á  los 
Comisarios  encargados  de  pasar  el  acto  de  revista. 

2a  Los  Comisarios  pasarán  con  su  informe  las  men- 
cionadas relaciones  directunente  á  las  Administracio- 
nes Económicas  de  las  provincias  respectivas. 

3a  Las  Administraciones  Económicas  procederán 
á  extender  las  cédulas  á  que  se  refiere  cada  relación  y 
avisarán  á  los  Comisarios  de  Guerra  remitentes  el  nú- 
mero é  importe  de  sellos  que  se  necesiten  para  el  pago 
del  impuesto. 

4a  Los  Comisarios  de  Guerra  lo  pondrán  en  cono- 
cimiento de  los  Jefes  de  los  Cuerpos  ó  Habilitado  á 
quienes  corresponda  cada  relación,  á  fin  de  que  reco- 
jan las  cédulas  en  la  Administración  Económica,  en- 
tregando los  sellos  correspondientes,  que  se  unirán  en 
aquel  acto  á  las  mismas  y  se  inutilizarán  con  el  timbre 
de  la  oficina:  debiendo  autorizar  las  cédulas  el  Jefe 
Económico. 

5a  Las  cédulas  correspondientes  á  los  Sres.  Jefes 
y  Oficiales  que  hubiesen  causado  baja  en  su  Cuerpo  ó 
clase,  remitirán  por  su  Habilitado  con  cargo  al  del 
Cuerpo  ó  clase  donde  hayan  sido  destinados. — Art.  43. 

932.  Cuenta  de  valores  y  de  impresos  de  cé- 
dulas.— Los  Alcaldes  remitirán  cada  trimestre  á  la 
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Administración  Económica  de  su  Provincia,  cuenta 
parcial  de  efectos  y  valores,  donde  conste  el  número 
de  cédulas  recibidas,  el  de  las  expedidas,  con  distinción 
de  sus  clases  y  precios;  las  inutilizadas  y  las  que  res- 
ten en  su  poder. — Art.  43. 

Los  Jetes  Económicos  cuidarán  de  recordar  este 
servicio  á  los  Alcaldes  de  su  jurisdicción  que  dejen  de 
cumplirlo  y  enviarán  cada  trimestre  á  la  Dirección  yá 
la  Contaduría  General  el  resumen  de  las  cuentas  de  los 
Alcaldes,  expresando  por  nota  los  que  no  hubieren  re- 
mitido la  suya  (según  modelo  número  2.) 

Tanto  en  las  cuentas  de  los  Alcaldes  como  en  los 
resúmenes  de  las  Económicas  se  hará  la  liquidación  del 
7  por  100  que  corresponde  á  los  Ayuntamientos,  con 
arreglo  al  artículo  42. — Art.  45. 

Terminado  el  año  económico  formarán  los  Alcaldes 
la  cuenta  general  de  efectos  y  valores  de  la  adminis- 
tración del  impuesto,  ó  sea  el  resúmen  de  sus  cuentas 
mensuales,  y  la  remitirá  al  Jefe  Económico  de  su  Pro- 
vincia (por  el  mismo  modelo  número  1  ántes  citado.) 

Acompañarán  á  dicha  cuenta  los  talonarios  de  cé- 
dulas sobrantes  que  se  hallen  completos;  pero  conser- 
varán en  los  archivos  municipales  los  talonarios  de  cé- 
dulas expedidas,  aunque  contengan  algunos  fólios  en 
blanco,  los  cuales  no  deben  desglosarse. — Art.  46. 

Los  Jefes  Económicos  redactarán  á  su  vez  la  cuen- 
ta general  de  su  Provincia,  mediante  un  resúmen  de 
las  de  los  Ayuntamientos  y  la  remitirán  á  la  Dirección 
de  Hacienda  y  á  la  Contaduría  General,  poniendo  nota 
de  los  Alcaldes  que  no  hayan  cumplido  con  aquel  de- 
ber (por  el  mismo  modelo  número  2  ántes  citado.)  — 
Art.  47. 

La  Contaduría  General  al  recibirías  cuentas  trimes- 
trales de  las  Provincias  comprobará  las  liquidaciones 
del  7  por  100  que  corresponde  á  los  Ayuntamientos, 
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después  de  lo  cual  la  Dirección  de  Hacienda  dispondrá 
qne  por  la  Ordenación  Delegada  se  expidan  y  remitan 
á  las  Económicas  los  libramientos  para  pagos  de  aque- 
lla obligación. — Art.  48. 

La  Contabilidad  general  de  este  impuesto  se  llevará 
en  las  oficinas  Centrales,  con  sujeción  á  lo  que  hoy 
disponen  ó  en  adelante  dispongan  las  leyes  generales 
para  la  de  los  demás  ramos  de  las  rentas  públicas. — 
Art,  49. 

933.  Infracciones.— Adquisición  de  cédulas  fue- 
ra del  plazo  ordinario  y  del  recargo. 

Trascurrido  el  plazo  marcado  en  el  artículo  29  ó  sea 
desde  Io  de  Noviembre,  incurrirán  los  morosos  en  el 
recargo  de  otro  tanto  del  precio  de  la  cédula  respecti- 
va, y  lo  mismo  respecto  al  arbitrio  municipal. 

Los  Alcaldes  cuidarán  bajo  su  responsabilidad  de 
que  así  se  verifique  en  la  parte  que  corresponde  á  la 
Hacienda,  haciendo  que  se  fijen  en  su  sitio  los  sellos 
equivalentes  al  doble  valor  de  la  cédula,  y  escribiendo 
sobre  los  mismos,  al  inutilizarlos,  la  frase:  Expedida 
con  recargo. 

Los  recargos  correspondientes  al  arbitrio  municipal 
se  pagarán  en  efectivo. 

Los  Alcaldes  no  expedirán  las  cédulas  personales 
sin  que  los  interesados  acrediten  hallarse  empadrona- 
dos ó  identifiquen  su  personalidad. 

A  este  fin  los  Alcaldes  al  entregar  las  cédulas  de 
cada  año  recojerán  en  canje  las  caducadas  de  años  an- 
teriores, el  pasaporte  ú  otro  documento  auténtico. 

Se  exceptúa  sólo  el  caso  de  extravío,  en  cuyo 
extremo  se  justificará  la  personalidad  mediante  infor- 
mativo en  que  declaren  dos  personas,  vecinos  de  res- 
ponsabilidad.— Art.  51. 

La  cédula  personal  obliga  sólo  á  las  personas  domi- 
ciliadas, desde  un  mes  después  de  adquirido  el  domi- 
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cilio,  por  lo  cual  no  es  exigible  á  los  transeúntes  á 
quienes  servirá  el  pasaporte,  en  los  casos  necesarios, 
durante  el  tiempo  que  conceda  la  Ley. — Art.  52. 

Los  vecinos  pueden  viajar  por  la  Isla  y  cambiar  de 
domicilio  sin  necesidad  de  obtener  nueva  cédula  hasta 
las  épocas  marcadas  en  cada  año,  pero  será  requisito 
indispensable  para  mudar  de  domicilio  que  presenten 
sus  cédulas  al  refrendo  del  Alcalde  del  Barrio  que 
abandonan  y  á  la  toma  de  razón  del  Alcalde  del  nuevo 
domicilio,  quienes  harán  constar  por  nota  estas  altas  y 
bajas  en  la  cédula  respectiva. — Art.  53. 

No  considerarán  como  morosos,  y  estarán  por  lo 
tanto  exentos  del  recargo,  los  que  no  hallándose  obli- 
gados á  proveerse  de  cédula  personal  ántes  del  1?  de 
Noviembre,  lo  estuviesen  con  posterioridad  á  esta  fe- 
cha, siempre  que  se  provean  de  ella  en  el  término  pre- 
ciso de  un  mes,  á  contar  desde  que  las  variaciones  de 
sus  circunstancias  ó  condiciones  les  sujeten  al  impues- 
to.—Art.  54. 

Se  considerarán  comprendidos  en  el  caso  anterior 
los  extranjeros  que  desembarquen  en  la  Isla,  hasta  un 
mes  después  de  su  llegada  al  punto  donde  se  domici- 
lien, sirviéndoles  entre  tanto  el  pasaporte,  con  arreglo 
al  artículo  52. 

Si  permaneciesen  en  la  Isla  como  transeúntes,  pa- 
sado el  término  que  las  Leyes  concedan  para  la  validez 
del  pasaporte,  adquirirán  cédula  grátis  conforme  al  ar- 
tículo 2? 

Los  nacionales  y  extranjeros  domiciliados  proceden- 
tes de  la  Península,  utilizarán  la  cédula  de  España 
hasta  la  época  legal  de  la  renovación,  pero  deberán 
presentarla  á  la  toma  de  razón  del  Alcaide  del  lugar 
donde  se  domicilien  en  esta  Isla,  con  arreglo  al  artícu- 
lo 53.— Art.  55. 

Los  Alcaldes  al  expedir  las  cédulas  sin  recargo,  pa- 
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sado  el  término  legal,  consignarán  en  ellas  por  medio 
de  nota  breve  v  sencilla  la  causa  que  lo  motive. — 
Art.  56. 

934.  Procedimiento  contra  los  morosos;  re- 
cargo por  apremio. — En  la  primera  quincena  del 
mes  de  Diciembre  los  Alcaldes  formarán  listas  ó  rela- 
ciones de  las  personas  que  no  se  hubieren  provisto  de 
cédulas  y  las  publicarán  en  el  Boletín  Oficial  de  la 
Provincia,  en  los  periódicos  de  la  localidad  y  por  me- 
dio de  cedulones  en  la  Casa  Consistorial,  anunciando 
que  desde  l9  de  Enero  se  procederá  al  cobro  por  apre- 
mio en  la  forma  establecida  para  las  contribuciones 
directas. — Art.  57. 

El  valor  de  las  cédulas  recargadas  por  apremio  se 
calculará,  duplicando  el  precio  de  las  mismas  con  re- 
cargo de  morosidad,  ó  sea  cuadruplicando  los  precios 
primitivos  del  artículo  18. — Art.  58. 

En  todos  los  casos  el  recargo  municipal  aumentará 
en  la  misma  proporción  que  la  parte  correspondiente 
á  la  Hacienda,  tomando  por  base  el  tanto  por  ciento 
que  haya  señalado  cada  Ayuntamiento,  en  la  forma 
siguiente: 

De  l9  de  Julio  á  31  de  Octubre;  1*  ciase,  precio 
simple  para  la  Hacienda  en  sellos,  25  pesos;  en  metá- 
lico arbitrio  municipal,  5  pesos.  2^  clase,  12  pesos, 
50  centavos  y  2  pesos,  50  centavos.  3*  clase,  6  pesos 
25  centavos  y  1  peso  25  centavos.  4*  clase,  3  pesos  y 
60 centavos.  5*  clase,  1  peso  50  centavos  y  30  centavos. 
6^  clase,  75  y  15  centavos,  7?-  clase,  25  y  5  centavos. 

De  l9  de  Noviembre  á  31  de  Diciembre,  con  recar- 
go de  morosidad.  1*  clase,  50  y  10  pesos.  2*  clase,  25 
y  5  pesos.  3^  clase,  12  pesos  50  centavos  y  2  pesos 
50  centavos.  4?  clase,  6  pesos  y  1  peso  20  centavos. 
5*  clase,  3  pesos  y  60  centavos.  6?  clase,  1  peso  50 
centavos  y  30  centavos.  7?  clase,  50  y  10  centavos. 
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De  1?  de'  Enero  á  30  de  Junio.  Con  recargo  por 
apremio.  1*  clase,  100  pesos  para  la  Hacienda  y  20 
para  el  Municipio.  2?  clase,  50  y  10  pesos.  3^  clase, 
25  y  5  pesos.  4*  clase,  12  pesos  y  2  pesos  40  centa- 
vos. 5^  clase,  6  pesos  y  1  peso  20  centavos.  6*  clase, 
3  pesos  y  60  centavos.  7*  clase,  1  peso  y  20  centavos. 
— Art.  58. 

En  las  localidades  donde  los  Alcaldes  nombren  eje- 
cutores á  domicilio  para  colocar  las  cédulas,  los  Ayun- 
tamientos tendrán  derecho  al  25  por  100  del  importe 
del  recargo  por  apremio  en  la  parte  de  la  Hacienda, 
además  de  sus  arbitrios  municipales.  En  este  caso 
los  ejecutores  cobrarán  desde  luego  en  metálico  dicho 
25  por  100  y  en  sellos  el  75  por  100  restante  que  se 
reserva  la  Hacienda. 

Por  el  contrario,  en  las  localidades  donde  los  Alcal- 
des se  limiten  á  despachar  las  cédulas  en  sus  oficinas, 
el  total  recargo  por  apremio  corresponderá  á  la  Ha- 
cienda y  se  cobrará  en  sellos;  salvando  siempre  los 
arbitrios  municipales. — Art.  59. 

935.  Correcciones  gubernativas. — Los  funcio- 
narios á  quienes  las  disposiciones  del  capítulo  l9  de 
esta  Instrucción  imponen  el  deber  de  exigir  la  exhibi- 
ción de  las  cédulas  personales,  serán  amonestados  por 
sus  Jefes  y  pueden  sufrir,  si  revelasen  malicia,  ó  hu- 
bieren sido  anteriormente  amonestados,  por  laíaltade 
exacción  y  por  la  de  anotación  ó  certificación  en  los 
respectivos  expedientes  ó  documentos,  la  multa  del 
duplo  del  valor  de  la  cédula,  cuya  exhibición  dejaren 
de  exigir,  anotar  ó  certificar;  sin  perjuicio  de  la  nota 
desfavorable,  expresiva  de  la  falta,  que  se  extienda  en 
sus  expedientes  personales,  y  de  los  demás  perjuicios 
que  pudieran  parársele  según  la  naturaleza  de  las  in- 
fracciones.— Art,  60. 

En  la  misma  multa  incurrirán  los  que  sin  haber 
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adquirido  ó  exhibido  su  cédula  personal  respectiva, 
estando  obligados  á  ello,  practicaren  algún  acto  para 
el  que  sea  necesario,  según  las  disposiciones  del  artícu- 
lo 59  de  esta  Instrucción. — Art.  61. 

Los  que  se  provean  de  cédula  de  clase  inferior  á  la 
que  les  corresponda  según  las  disposiciones  de  esta 
Instrucción,  incurrirán  también  en  la  misma  multa  del 
duplo,  si  la  falta  les  fuese  imputable  por  no  haber 
producido  la  reclamación  consiguiente. — Art.  62. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores  se  en- 
tenderá sin  perjuicio  de  la  provisión  de  la  cédula  res- 
pectiva con  el  recargo  ó  recargos  correspondientes, 
que  justificarán  los  obligados  á  adquirirlas  en  el  tér- 
mino que  al  efecto  se  les  señale  prudencial  mente,  bajo 
la  pena  de  otra  multa  de  igual  cantidad. — Art.  63. 

Las  multas  que  se  señalan  en  los  artículos  anterio- 
res se  impondrán  de  plano  por  los  Jefes  de  las  Admi- 
nistraciones Económicas  y  sus  acuerdos  serán  recla- 
mables  ante  la  Dirección  General  de  Hacienda  en  el 
término  de  quince  dias. — Art.  64.  • 

Al  interponerse  estos  recursos,  se  acreditará  haber- 
se satisfecho  la  multa  ó  depositado  al  ménos  su  impor- 
te en  la  Caja  de  la  Administración  Económica  de  la 
Provincia  y  se  acompañará  el  documento  justificante 
á  la  cédula  ó  cédulas  correspondientes. — Art.  65. 

El  Gobierno  General,  á  propuesta  de  la  Dirección 
General  de  Hacienda  y  en  casos  muy  excepcionales, 
podrá  levantar  la  multa  por  equidad  dando  cuenta  al 
Ministerio. — Art  66. 

Para  la  imposición,  y  exacción  en  su  caso,  de  las 
multas,  las  Autoridades.  Presidentes  ó  Jefes  de  las 
Corporaciones,  Tribunales  ú  Oficinas  donde  se  come- 
tan las  infracciones,  ó  que  de  ellas  tengan  conocimien- 
to, pasarán  testimonio  ó  certificación  suficiente  á  los 
Jefes  de  las  Administraciones  respectivas,  cuando  no 

27 
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fueren  éstos  los  que  las  hubieren  impuesto,  los  cuales 
las  llevarán  á  efecto  sin  demora  por  la  vía  de  apremio 
que  previene  el  artículo  58  de  esta  Instrucción,  si  los 
interesados  no  la  satisfacieren  en  un  plazo  brevísimo, 
que  al  efecto  se  les  señale. — Art.  67.  1 

Los  Alcaldes  que  trascurrido  el  plazo  prefijado  para 
obtener  las  cédulas  sin  recargo,  dejaren  de  imponer 
éstos  los  contribuyentes  morosos,  incurrirán  en  la 
multa  del  duplo  establecido  en  los  artículos  anteriores. 
—Art.  68. 

936.  Inspección  y  denuncias. — Los  Jefes  Eco- 
nómicos podrán  acordar  visitas  de  inspección  para 
averiguar  todos  aquellos  particulares  que  afecten  al 
impuesto  de  que  se  trata. 

Conocerán  de  las  cuestiones  que  surjan  con  motivo 
de  la  realización  del  impuesto. 

Consultarán  con  la  Dirección  General  de  Hacienda 
todos  aquellos  casos  de  duda  que  puedan  ofrecerse,  con 
motivo  de  la  Administración  y  cobranza  del  impuesto. 

Cuidarán  por  último  de  poner  en  conocimiento  de 
los  Tribunales  los  hechos  que  siendo  extraños  su 
competencia  y  á  la  de  la  Administración,  revistan  ca- 
rácter de  criminalidad. — Art.  69. 

La  acción  para  denunciar  es  pública;  podrá  ejerci- 
tarse durante  el  año  económico  correspondiente  desde 
el  dia  l9  de  Noviembre;  y  cuando  exista  denuncia  y 
en  virtud  de  ella  se  imponga  y  exija  recargo  al  denun- 
ciado, tendrá  el  denunciante  derecho  al  percibo  de  la 
mitad  del  importe  que  en  concepto  de  multas  y  de 
recargos  satisfaga  aquel. — Art.  70. 

937.  Dirección  y  administración  del  impues- 
to. Alzadas. — Los  Jefes  de  las  Administraciones 
Económicas  conocerán  de  los  recursos  que  entablen 
los  contribuyentes  contra  los  acuerdos  de  los  Alcaldes 
en  el  plazo  de  quince  dias. 
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La  Dirección  General  de  Hacienda  conocerá  de  los 
recursos  que  se  entablen  contra  los  acuerdos  de  las 
Administraciones  Económicas  también  dentro  del  pla- 
zo de  quince  dias. 

Si  el  interesado  no  se  conformase  con  el  acuerdo  de 
la  Dirección  General  de  Hacienda,  podrá  interponer- 
se recurso  contencioso  en  la  forma  y  en  los  plazos  que 
determina  el  Real  Decreto  de  4  de  Julio  de  1861. 

Al  interponerse  estos  recursos,  se  acreditará  haber- 
se satisfecho  ó  consignado  el  importe  de  las  cantidades 
reclamadas  al  Estado,  en  la  Caja  de  la  Administración 
Económica  de  la  Provincia,  acompañando  el  corres- 
pondiente justificante. — Art.  71. 

No  se  computarán  en  estos  términos  los  dias  de 
fiesta  nacional,  ni  los  que  por  cualquier  causa  fueren 
inhábiles  para  el  despacho  de  las  oficinas  en  que  de- 
ban interponerse  los  recursos. — Art.  72. 

Será  competencia  del  Gobernador  General  aclarar 
las  dudas,  evacuar  las  consultas  que  le  dirija  la  Direc- 
ción General  de  Hacienda  y  proponer  al  Ministerio 
de  Ultramar,  á  propuesta  de  la  misma  Dirección,  las 
medidas  de  carácter  general  que  por  su  importancia  lo 
merezcan. — Art.  73. 

El  Ministerio  de  Ultramar  conocerá  asimismo  de 
las  cuestiones  cuya  resolución  esté  fuera  déla  compe- 
tencia de  la  Dirección  General  de  Hacienda  ó  de 
aquellas  que  por  su  índole  especial  puedan  envolver 
modificaciones  de  esta  Instrucción. — Art.  74. 

938.  Artículo  adiciona!. — Esta  Instrucción  de- 
roga la  provisional  de  19  de  Marzo  de  1881  y  todos 
los  Decretos  del  Gobierno  General  relativos  al  servi- 
cio de  cédulas  personales.  (1) 


(1)  Por  el  Gobierno  General  se  han  dictado  reglas  en  13  de  Febrero  de 
este  año  (1883)  para  reprimir  la  defraudación  del  impuesto  de  cédulas  per" 
«onales.    Lo  conforme  á  dichas  reglas,  los  Alcaldes  cuidarán  de  inutiliza1 
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939.  Aduanas. — Están  vigentes  los  Aranceles  de 
exportación  é  importación  de  10  de  Setiembre  de 
1870.  (1)  Por  el  artículo  8  de  la  Ley  de  Presupuestos 
de  1880  quedaron  exentos  del  recargo  del  25  por  100 
con  que  estaban  gravados,  los  artículos  siguientes:  ta- 
sajos, ajos  y  cebollas;  arroz,  garbanzos,  lentejas, 
judías,  harina  y  manteca  de  cerdo.  Por  el  artículo  8 
de  la  de  1882,  cesó  de  exigirse  el  recargo  extraordi- 
nario establecido  sobre  dichos  artículos  por  la  expre- 
sada Ley  de  1880.  Según  el  propio  artículo  8  de  esta 
última,  se  redujo  en  un  15  por  100  el  derecho  de  ex- 
portación en  general  de  frutos  y  mercancías.  Con 
arreglo  al  artículo  9  de  la  Ley  de  1882,  el  tabaco  en 
rama  producido  en  la  Provincia  de  Santiago  de  Cuba, 
que,  previa  la  justificación  correspondiente  de  su  orí- 
gen,  se  exporte  por  el  puerto  de  la  capital  y  los  de 


los  sellos  con  el  timbre  de  la  Alcaldía,  poniendo  el  mayor  celo  en  reconocer 
los  sellos  y  no  uniéndoles  á  las  cédulas  sin  cerciorarse  ántes  de  que  no  pre- 
senten señales  de  haber  servido  para  usos  anteriores.  Con  arreglo  á  las  pre- 
venciones del  Decreto  de  13  de  Noviembre  de  1882,  remitirá  cada  mes  á 
las  Administraciones  Económicas  por  conducto  délos  Gobernadores  Civiles, 
las  cédulas  de  años  anteriores  y  documentos  equivalentes,  recogidos  en  can- 
ge  de  los  del  año  corriente,  á  fin  de  comprobar  que  los  sellos  no  han  sido  se- 
parados de  las  antiguas  para  utilizarse  en  las  nuevas.  Los  funcionarios  de 
todos  los  ramos  y  categorías  deben  rechazar  las  cédulas  de  fecha  posterior 
4  este  Decreto,  cuyos  sellos  no  se  hallen  inutilizados  con  el  timbre  de  la  Al  • 
caldía  así  como  las  cédulas  de  fecha  anterior,  cuyos  sellos  resulten  pertene- 
cer á  años  pasados,  ó  presenten  señales  de  falsificación.  Los  contribuyen- 
tes que  hagan  uso  de  una  ú  otra  clase,  serán  entregados  á  las  Autoridades 
competentes  para  la  averiguación  del  delito.  Los  Gobernadores  civiles  co- 
municarán órdenes  especiales  á  los  funcionarios  de  Policía  para  la  severa, 
persecución  de  este  fraude,  que  será  castigado  con  arreglo  al  Código  penal. 

(1 )  El  Arancel  de  exportación  comprende  18  partidas;  el  de  importación, 
613.  Este  comprende  cuatro  columnas:  dos  relativas  á  la  producción  espa- 
ñola y  las  otras  dos  á  la  producción  extranjera.  La  1?  se  contrae  á  la  pro- 
ducción española  en  bandera  española;  la  2?  á  la  producción  española  en 
bandera  extranjera;  la  3?,  ála  producción  extranjera  en  bandera  española; 
y  la  4?,  á  la  producción  extranjera  en  bandera  extranjera. 
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Gibara  y  Manzanillo,  disfrutará  una  rebaja  de  50  por 
100  en  el  impuesto  de  exportación  y  su  recargo. — A 
los  derechos  de  importación  y  exportación  hay  que 
añadir  los  de  «Navegación  y  Puerto.» 

940.  Rentas  estancadas. — Los  efectos  del  sello 
y  timbre  del  Estado  han  de  expenderse  al  tipo  de  oro 
designado  para  las  demás  rentas  y  contribuciones. 
Autorízase  al  Gobierno  para  modificar  la  legislación 
de  esta  renta.  Está  vigente  la  Instrucción  aprobada 
por  S.  M.  en  17  de  Julio  de  1881. 

941.  Diferentes  clases  y  precios  de  sellos  y 
de  su  estampación. — 1*  clase. — Papel  sellado.  Doce 
especies:  sello  1?,  cada  pliego  vale  37  pesos  50  centa- 
vos; sello  2?,  28  pesos  12¿  centavos;  sello  3?,  18  pesos 
75  centavos;  sello  49,  11  pesos  25  centavos;  sello  59,  6 
pesos;  sello  69,  3  pesos;  sello  7?,  1  peso  87J  centavos; 
sello  8.°,  1  peso  50  centavos;  sello  99,  1  peso  12¿  cen- 
tavos; sello  10?,  75  centavos;  sello  ll9,  37  ¿  centavos; 
sello  de  oficio,  5  centavos. — Se  estamparán  sellos 
sueltos  de  las  once  primeras  especies,  con  destino  á 
las  pólizas  de  seguros,  títulos  de  acciones  de  Bancos  y 
Sociedades  y  demás  documentos  análogos  en  que  el 
Gebierno  autorice  su  empleo. 

2?  clase.  Sellos  para  recibos.  Tina  especie  de  25 
centavos. 

3*  clase.  Sellos  para  documentos  de  giro.  Diez  es- 
pecies: de  5  centavos,  10  centavos,  50  centavos,  1  pe- 
so, 2  pesos,  3  pesos,  4  pesos,  5  pesos,  10  pesos  y  50 
pesos. 

4?  clase.  Sellos  para  pólizas  de  Bolsa.  Tres  espe- 
cies: de  1  peso,  2  pesos  y  3  pesos. 

5^  clase.  Papel  de  pagos  al  Estado.  Siete  especies: 
de  5  centavos,  10  centavos,  1  peso,  5  pesos,  10  pesos, 
50  pesos  y  100  pesos. 

Hay  además  las  siguientes  especies  de  sellos  con 
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aplicación  á  matrículas  y  derechos  universitarios.  Son 
diez:  de  4  pesos,  5  pesos,  7 i  pesos,  8  pesos,  15  pesos, 
17  pesos,  30  pesos,  100  pesos,  250  pesos  y  375  pesos. 

El  papel  del  sello  comprendido  en  la  presente  Ins- 
trucción se  renovará  cada  dos  años,  y  contendrá  los 
dos  años  de  su  servicio;  y  sus  pliegos  expresarán  sus 
diferentes  clases  que  tendrán  numeración  correlativa. 

Los  sellos  sueltos  contendrán  los  dos  años  de  su 
servicio. 

Por  el  Ministerio  de  Hacienda  se  pasará  al  de  Ul- 
tramar, el  inventario  de  los  efectos  del  sello  que  se 
remitan  á  la  Dirección  General  de  Hacienda  de  la  Isla 
de  Cuba,  por  la  Fábrica  Nacional  del  Sello. 

La  Dirección  General  de  Hacienda  de  la  Isla  de 
Cuba,  tan  luego  como  reciba  la  remesa,  publicará  en 
la  Gaceta  déla  Habana,  el  inventario  de  efectos  recibi- 
dos, con  la  numeración  que  les  corresponda. 

La  misma  Dirección  participará  todos  los  meses,  al 
Ministerio  de  Ultramar,  dentro  de  la  segunda  quince- 
na del  mes  siguiente  al  en  que  el  servicio  tuviese  lu- 
gar, la  venta  de  efectos  timbrados  que  hubiera  ocu 
rrido. 

Cada  dos  años,  dentro  de  los  dos  primeros  meses, 
se  devolverán  inutilizados  los  efectos  timbrados  so- 
brantes de  los  dos  años  anteriores,  á  la  Fábrica  Na- 
cional del  Sello.  Esta  devolución  se  hará  con  inventa- 
rio en  que  conste  las  clases,  numeración  y  cantidades 
de  los  efectos  devueltos,  dando  cuenta  al  Ministerio  de 
Ultramar,  con  inclusión  de  un  inventario  duplicado. 

El  cambio  del  papel  del  sello  que  se  inutilice  al  es- 
cribir, se  hará  en  las  expendedurías,  debiendo  firmar 
el  pliego  inutilizado,  el  interesado  que  lo  solicite,  po- 
ner en  el  mismo  las  señas  de  su  habitación  y  presentar 
la  cédula  personal. 

El  cange  del  papel  sobrante,  solo  se  hará  en  la  Di- 


reccion  General  de  Hacienda,  dentro  del  mes  de  Ene- 
ro de  cada  año,  observándose  los  mismos  requisitos 
que  para  el  cambio,  y  además  publicándose  en  la  Ga- 
ceta de  la  Habana  todos  los  dias  la  cantidad,  clase  y 
numeración  del  papel  sellado  cangeado.  Del  papel 
cambiado  por  inútil  y  sobrante,  se  harán  inventarios 
especiales  que  formarán  parte  del  general  para  la  de- 
volución de  efectos  sobrantes. — Art.  1? 

Para  el  papel  sellado  de  las  once  primeras  especies, 
y  para  el  de  oficio,  se  usará  el  pliego  de  marca  regular 
española,  consistente  en  cuarenta  y  tres  y  medio  cen- 
tímetros de  largo  y  treinta  y  uno  y  medio  de  ancho. 
Para  el  de  pagos  al  Estado,  podrán  emplearse  pliegos 
de  menores  dimensiones. — Art.  2. 

El  papel  de  los  sellos  primero  al  undécimo  inclusi- 
ve, se  sellará  únicamente  en  la  primera  hoja  de  cada 
pliego:  el  de  oficio  lo  será  en  ambas  hojas,  pudiendo 
estas  usarse  separadamente,  cuando  en  cada  una  que- 
pa el  contenido  del  respectivo  documento.  El  papel 
de  pagos  al  Estado,  será  sellado  en  la  forma  que  pa- 
rezca más  adecuada  al  uso  que  se  destine. — Art.  3. 

Las  Corporaciones  ó  particulares  que  prefieran  te- 
ner sus  documentos  en  pergamino,  vitela  ó  papel  de 
calidad  superior  al  que  se  expende,  podrán  acudir  á 
la  Dirección  General  de  Hacienda  de  esta  Isla,  para  el 
estampado  de  los  sellos,  cuya  Dependencia  remitirá  los 
documentos  á  la  Fábrica  Nacional  del  Sello,  por  con- 
ducto del  Ministerio  de  Ultramar,  para  que  realice  ese 
servicio  mediante  el  pago  prévio  de  su  importe. — 
Art.  4. 

El  grabado  y  estampación  de  los  sellos,  se  verifica- 
rá exclusivamente  en  la  Fábrica  Nacional  de  papel 
sellado. — Art.  5. 

942.  Uso  del  papel  sellado  en  los  contratos 
y  últimas  voluntades. — Documentos  públicos. — 
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Se  empleará  papel  sellado  de  precio  proporcional  á  la 
cuantía  del  respectivo  asunto,  conforme  á  la  escala  que 
á  continuación  se  expresa  en  el  pliego  primero  de  las 
copias  que  se  saquen  de  los  protocolos  de  escrituras 
públicas  que  tengan  por  principal  objeto  cantidad  ó  co- 
sa valuable  á  saber: 

CUANTÍA  DEL  ACTO. 

Hasta     125  ...  pesos  se  usará  el  sello  ll9 


De  125  05    á    250   10° 

De  250  05    á    500   79 

De  500  05    á  1000   6? 

De  1000  05    á  2000   5? 

De  2000  05    á  3750   49 

De  3750  05    á  6250   3? 

De  6250  05    á  9395   2* 

De  9395  05  en  adelante   1* 


—Art,  6. 

Llevarán  igualmente  sello  de  precio  proporcional  con 
arreglo  al  artículo  precedente: 

l9  Las  escrituras  ó  pólizas  de  contratos  de  seguros 
marítimos  y  terrestres,  de  toda  clase  de  bienes,  efec- 
tos y  ganados. 

29  Los  títulos  de  acciones  de  los  Bancos  y  Socie- 
dades de  crédito,  comercio,  industria,  minas  y  demás 
análogas. 

39  Las  certificaciones  de  actos  de  conciliación  cuan- 
do resulte  avenencia, — Art.  7. 

Servirá  de  regulador  para  el  empleo  del  sello: 

l9  En  las  ventas  de  fincas  gravadas  con  censos  ó 
cualquiera  otra  carga,  la  cantidad  líquida  que  resulte, 
después  de  haber  rebajado  el  capital  de  aquellas. 

29  En  las  permutas,  el  importe  de  la  parte  de  más 
valor,  deducidas  también  sus  cargas. 
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o9  En  las  adjudicaciones  para  el  pago  de  deudas, 
el  valor  de  los  bienes  adjudicados. 

49  En  el  establecimiento  de  censos,  foros  y  demás 
imposiciones  análogas;  en  las  subrogaciones  de  los 
mismos  y  en  la  constitución  de  rentas  vitalicias,  servi- 
rá de  tipo  el  caudal  de  la  imposición  y  cuando  este  no 
fuese  conocido,  el  que  resulte  de  la  renta  anual  capi- 
talizada al  3  por  100. 

5?  En  las  ventas  y  redenciones  de  censos,  la  can- 
tidad en  que  se  vendan  ó  rediman. 

6?  En  los  arrendamientos,  la  suma  de  la  renta  de 
los  años  porque  se  celebren;  y  cuando  no  se  fije  tiem- 
po, servirá  de  regulador  el  importe  de  las  rentas  de 
seis  años. 

79  En  las  escrituras  constitutivas  de  hipotecas  el 
importe  de  la  obligación  asegurada. 

89  En  los  contratos  de  seguros  marítimos  y  terres- 
tres, verificados  con  arreglo  á  las  prescripciones  del 
Código  de  Comercio,  el  premio  convenido  por  el 
seguro. 

En  las  contratas  de  seguros  de  bienes  inmuebles, 
servirá  de  regulador  para  el  uso  del  sello  el  capital  ase- 
gurado en  las  copias  de  las  escrituras,  cuando  los  con- 
tratos se  verifiquen  en  esa  forma.  En  otro  caso,  las 
pólizas  ó  certificado  de  inscripción,  llevarán  el  sello 
que  corresponda,  sirviendo  de  regulador  el  importe  del 
5  por  100  del  capital  asegurado;  y  en  los  que  tengan 
por  objeto  la  formación  de  capitales  en  un  plazo  dado, 
pensiones  ó  rentas  de  cualquier  clase  ó  con  cualquier 
objeto  que  sea,  servirá  de  regulador  para  el  empleo  del 
sello,  él  importe  de  cada  entrega  que  haga  el  asegurado. 

99  En  las  herencias,  la  parte  líquida  que  quede  re- 
partible entre  los  herederos  y  legatarios. — Art.  8. 

Las  copias  de  escrituras  y  las  certificaciones  de  con- 
ciliación en  que  haya  avenencia,  que  versen  sobre  ob- 

28 
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jeto  no  valuable,  se  extenderán  en  papel  del  sello  5? — 
Art,  9, 

Se  usará  el  papel  del  sello  6?  en  las  copias  de  las  es- 
crituras de  poderes  de  todas  clases,  traten  ó  no  de 
cantidades;  y  del  8.°  en  las  de  sustituciones  y  revoca- 
ciones de  los  mismos  poderes. — Art.  10. 

En  los  protestos  de  documentos  de  giro,  se  empleará 
papel  del  sello  8?— Art,  11. 

Se  usará  papel  del  sello  10.°: 

1.°  En  los  testimonios  que  dén  los  Escribanos  á 
instancia  de  parte,  de  cualquiera  escrito  ó  documento 
que  se  les  exhiba  y  de  que  legalmente  puedan  dar  tes- 
timonio. 

2?  En  las  copias  de  escrituras  de  reconocimientos 
y  renovaciones  de  censos  y  demás  imposiciones  aná- 
logas. 

3°  En  los  títulos  de  acciones  mencionadas  en  el 
párrafo  29,  artículo  79  de  esta  Instrucción,  cuando  no 
se  exprese  cantidad. — Art,  12. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  ll9: 

l9  Los  protocolos  ó  registros  de  cualesquiera  con- 
tratos, obligaciones  ó  actos  que  pasen  ante  los  Escriba- 
nos ó  Notarios  públicos. 

29  Los  inventarios  de  los  protocolos  y  papeles  de 
las  Escribanías. 

30  El  segundo  y  demás  pliegos  siguientes  de  las 
copias  de  las  Escrituras. 

49  Las  legalizaciones  y  las  notas  de  toma  de  razón 
de  las  oficinas  de  hipotecas,  cuando  no  queda  espacio 
suficiente  en  el  papel  en  que  se  halle  extendido  el  do- 
cumento. 

o?  Los  pagarés  en  favor  de  la  Hacienda  pública 
por  compra  de  bienes  nacionales. 

69  Los  expedientes  de  encabezamiento  y  los  de 
subasta  por  cuenta  de  la  Administraciou  Central,  Pro- 


vineial  y  Municipal,  para  toda  clase  de  servicios 
obras  públicas. — Art.  13. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  de  oficio: 

l9  Las  copias  de  las  escrituras  otorgadas  á  nombre 
del  Estado,  en  asuntos  del  servicio,  siempre  que  no 
haya  parte  interesada,  á  quien  corresponda  pagarlas,  y 
en  todo  caso  sin  perjuicio  del  reintegro  cuando  proceda  . 

2?  Los  índices  de  los  protocolos  de  ios  Escribanos 
y  los  testimonios  ó  copia  de  los  mismos  índices  que 
deben  remitir  á  las  Audiencias. — Art.  14. 

Se  extenderán  también  en  el  papel  del  sello  de  ofi- 
cio, las  copias  de  los  instrumentos  cuyo  coste  sea  de 
cargo  de  los  pobres  de  solemnidad. — Art.  15. 

943.  Documentos  privados. — Se  consideran  do- 
cumentos privados  los  que  sin  pasar  ante  Escribano 
ú  Oficial  público  competente,  tengan  por  objeto  la  cons- 
titución, liberación,  declaración  ó  novación  de  obliga- 
ciones cuyo  importe  sea  de  37¿  ó  más  pesos. — Art.  16. 

Están  comprendidos  en  el  artículo  anterior,  entre 
otros: 

l9  Los  inventarios,  avalúos,  particiones  y  adjudi- 
caciones originales  de  herencia,  verificados  extrajudi- 
cialmente  por  los  albaceas  testamentarios  6  herederos, 
sin  perjuicio  de  que,  cuando  estas  diligencias  se  proto- 
colicen, las  copias  que  de  las  mismas  se  expidan  por 
los  Escribanos,  se  acomoden  en  cuanto  al  uso  del  sello 
á  lo  prescrito  en  la  sección  anterior  para  los  instru- 
mentos públicos. 

29    Las  obligaciones  de  arrendamiento. 

39  Los  préstamos  y  depósitos  de  cantidades  ó 
efectos. 

Los  documentos  á  que  se  refiere  este  artículo,  debe- 
rán extenderse  en  el  papel  sellado  de  la  misma  clase  y 
precio  que  se  prescribe  en  la  sección  primera  para  las 
copias  de  las  escrituras  públicas. — Art.  17. 
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Llevarán  sello  suelto  de  25  centavos  de  peso,  los 
recibos  de  37 J  ó  más  pesos  que  expidan. 

1?  Los  vendedores  de  géneros,  frutos,  muebles, 
ropas  y  demás  objetos,  en  los  casos  en  que  exija  reci- 
bo el  comprador. 

29  Los  encargados  de  los  talleres  de  artes  ú  oficios, 
por  precios  de  labores  ú  obras  construidas,  cuando  exi- 
ja recibo  el  pagador. 

3?  Los  Administradores  (5  dueños  de  fincas  urba- 
nas, en  los  recibos  de  alquileres. 

4?  Los  Administradores  ó  encargados  del  despa- 
cho de  cualquiera  clase  de  trasportes,  tanto  de  mer- 
cancías, como  de  viajeros,  encada  papeleta  billete  ó 
resguardo  que  den  por  recibo  del  precio  de  la  conduc- 
ción, excepto  los  de  ferro-carriles  y  vapores  de  ca- 
botaje. 

59  Los  empleados  activos  ó  pasivos  de  todas  las 
carreras,  cada  vez  que  suscriban  el  recibo  de  alguna 
parte  de  sus  haberes,  sea  en  nóminas,  libramientos  ó 
de  cualquiera  otro  modo. 

6?  Los  que  reciban  alguna  cantidad,  valores  ó  efec- 
tos del  Estado  por  reintegro  de  anticipos,  devoluciones 
de  depósitos,  cobro  de  intereses  de  papel  de  la  Deuda 
pública,  compra  ó  venta  de  efectos  suministrados,  re- 
muneración de  servicios  ó  por  cualquier  otro  concepto. 

79  Los  recibos  de  cantidades  en  pago  de  efectos 
adquiridos  ó  por  precio  de  servicios  prestados  ó  en 
virtud  ele  alguna  obligación  contraida  por  escritura 
pública. — Art.  18. 

Llevarán  igualmente  sello  de  25  centavos  de  peso, 
las  cuentas,  balances  y  demás  documentos  de  Contabi- 
lidad que  produzcan  cargo  ó  descargo. — Art.  19. 

El  que  expida  el  recibo  ó  documento,  estará  obliga- 
do á  poner  en  el  mismo  el  sello  expresado  y  á  inutili- 
zarlo con  su  rúbrica. — Art.  20. 
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En  las  obligaciones  de  inquilinatos  servirá  de  tipo 
regulador  para  el  empleo  de  papel  sellado,  el  importe 
de  los  alquileres  de  un  año,  cuando  no  se  fije  período 
á  la  duración  del  contrato:  en  otro  caso  se  tomará  por 
tipo  la  suma  del  alquiler  en  todo  el  tiempo  á  que  se 
refiere  el  contrato. — Art.  21. 

944.  Actuaciones  judiciales. — Se  destinará  á 
las  actuaciones  judiciales  y  libros  á  que  se  contrae  este 
capítulo,  el  papel  de  los  sellos  7°  al  11° — Art,  22. 

Los  escritos  de  los  interesados  ó  de  sus  representa- 
dos, los  autos  y  sentencias  de  los  Jueces  ó  Tribunales 
y  todas  las  demás  actuaciones  que  tengan  lugar  duran- 
te la  sustanciacion  y  hasta  la  terminación  definitiva  de 
cualesquiera  asuntos  civiles  sometidos  hoy  ó  que  en  lo 
sucesivo  se  sometan  á  la  jurisdicción  contenciosa,  ó 
que  tengan  por  objeto  preparar  la  formalizacion  de  Juna 
demanda,  y  las  compulsas  literales  6  en  relación  que 
en  cualquier  forma  se  libren,  se  extenderán  sin  excep- 
ción en  papel  sellado  de  un  mismo  precio^  conjarreglo 
á  la  cuantía  de  la  cosa  valuada  ó  cantidad  materia  del 
litigio,  en  la  proporción  que  sigue: 

Hasta  75  ...  se  usará  papel  del  sello  ll9 

De....       75  05  á  1250   »  10? 

De....    1250  05  á  6250   »  9? 

De....    6250  05  pesos  á  12,500         »  8? 

De....  12500  05  idem  en  adelante...  »  7? 

Los  testimonios  en  casación^  que  se  remitan  al  Tri- 
bunal Supremo,  deberán  extenderse  en  papel  del  sello 
11^,  exceptuando  el  pliego  primero,  que  será  con  arre- 
glo al  valor  de  la  cosa  litigiosa. — Art.  23. 

Cuando  no  aparezca  determinada  la  entidad  de  la 
cosa  litigiosa  valuable,  los  Jueces  o  Tribunales,  ántes 
de  proveer  sobre  lo  principal  al  primer  escrito,  acor- 


darán  que  el  que  lo  produzca,  la  fije  para  la  aplicación 
del  sello,  y  que  se  consigne  en  la  oportuna  diligencia. 
— Art.  24. 

En  los  juicios  de  abintestato  y  testamentaría,  y  en 
los  de  concurso  de  acreedores  y  quiebra,  se  atenderá 
para  el  uso  del  sello,  en  las  piezas  de  autos  generales 
en  que  conforme  á  la  Ley  se  dividen,  al  valor  de  la 
masa  de  bienes  hereditaria  ó  concursada  que  previa- 
mente señalará  el  heredero  declarado  ó  presunto,  y  á 
falta  de  esos,  el  que  pretenda  la  consideración  de  tal,  ó 
el  deudor,  y  en  su  ausencia  los  acreedores  que  pro- 
muevan el  concurso  según  los  casos;  mas  en  los  juicios 
incidentales  que  con  motivo  de  los  universales  se  sus- 
citen por  los  interesados,  se  tomará  en  cuenta  única- 
mente la  cuantía  de  la  reclamación  que  cada  uno  enta- 
ble.—Art.  25. 

Si  en  el  curso  de  un  pleito  ó  al  fenecerse,  apareciese 
ser  su  cuantía  mayor  que  la  que  se  le  haya  atribuido 
al  incoarse,  el  Juzgado  ó  Tribunal  que  de  él  conozca, 
dispondrá  que  inmediatamente  se  reintegre  en  los 
autos  la  diferencia  del  sello  empleado  al  que  resulte 
corresponderle,  y  que  en  este  se  continúen  las  diligen- 
cias sucesivas. 

Si  la  cuantía  del  pleito  resultase  menor,  se  reinte- 
grará igualmente  á  las  partes. — Art.  26. 

Se  usará  papel  .del  sello  9.°: 

1.  °  En  las  actuaciones  que  versen  sobre  el  estado 
civil  de  las  personas  ó  sobre  otra  cosa  que  por  su  natu- 
raleza no  sea  susceptible  de  evaluación. 

2.  °  En  las  actuaciones  sobre  asuntos  propios  de  la 
jurisdicción  voluntaria. — Art.  27. 

Se  usará  papel  del  sello  10.°: 

Io  En  los  expedientes  gubernativos  que  se  instru- 
yan en  los  Juzgados  y  Tribunales  á  instancia  ó  en  in- 
terés de  particulares. 
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2.  ®  En  las  actas  de  los  juicios  de  conciliación  é 
igualmente  en  las  certificaciones  que  de  ellas  se  libren, 
cuando  no  resulte  avenencia. 

3.  °  En  los  libros  de  conocimientos  de  dar  y  tomar 
pleitos  délos  Escribanos,  Relatores  y  Procuradores. — 
Art.28. 

Se  empleará  el  sello  de  oficio: 

1.°  En  todo  cuanto  con  este  carácter  se  actúe  en 
los  Juzgados  y  Tribunales. 

2o  En  los  asuntos  civiles  en  que  sea  parte  el  Esta- 
do ó  las  Corporaciones  á  quienes  esté  concedido  el 
mismo  privilegio,  en  todo  lo  que  á  su  instancia  ó  en  su 
interés  se  actúe,  salvo  el  reintegro  correspondiente  en 
los  casos  que  proceda. 

39  En  las  causas  criminales,  en  las  actas  de  los  juicios 
sobre  faltas  y  en  las  diligencias  que  se  practiquen  para 
la  ejecución  de  los  fallos  que  en  unos  y  otros  recaigan. 

49  En  los  libros  de  acuerdos  de  los  Tribunales  y 
en  los  de  entrada,  salida  y  visitas  de  presos. — Art.  29. 

Cuando  todos  los  que  sean  parte  en  un  juicio  ó  acto 
de  jurisdicción  voluntaria,  gocen  de  la  consideración 
legal  de  pobres,  se  empleará  también  el  papel  del  sello 
de  oficio,  sin  perjuicio  del  reintegro  siempre  que  haya 
lugar. — Art.  30. 

Cuando  unos  interesados  sean  pobres  en  el  sentido 
legal,  y  otros  nó,  ó  sea  parte  el  Estado  ó  Corporaciones 
igualmente  privilegiadas,  cada  cual  suministrará  el  pa- 
pel que  á  su  clase  corresponda,  para  las  actuaciones 
que  hayan  de  practicarse  á  su  instancia  ó  en  su  inte- 
rés. Las  que  sean  de  interés  común  á  unos  y  otros, 
se  extenderán  en  el  de  oficio,  agregándose  en  el  de 
«Pagos  al  Estado»  el  equivalente  á  la  parte  del  sello  de 
ricos  que  á  los  que  litigan  en  este  concepto,  correspon 
dería  satisfacer,  si  todos  estuviesen  en  igual  condición" 
Si  además  recayese  condenación  de  costas  á  parte  sol. 
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vente,  el  reintegro  será  extensivo  á  todo  lo  actuado, 
á  solicitud  de  los  que  litigaron  de  oficio  6  como  pobres. 
— Art.  3] . 

El  que  resulte  condenado  en  costas  en  las  causas  de 
que  trata  el  párrafo  39  del  artículo  29,  reintegrará  el 
papel  sellado  invertido  á  razón  de  1  peso  12J  centavos 
por  pliego. — Art.  32. 

El  reintegro  del  papel  sellado  en  las  causas  y  plei- 
tos, tendrá  preferencia  absoluta  sobre  los  créditos  de 
todos  los  demás  acreedores  por  costas. — Art.  33. 

Lo  dispuesto  en  el  presente  capítulo  es  aplicable  á 
los  Juzgados  y  Tribunales  de  toda  clase  y  fuero,  en 
todas  las  instancias  y  recursos,  y  á  las  actuaciones  con- 
teneioso-administrativas.— Art.  34. 

945.  Títulos  y  Diplomas. — Los  Reales  títulos, 
despachos  ó  credenciales  de  empleos,  cargos  ó  digni- 
dades que  se  concedan  en  cualquiera  de  las  carreras 
civil,  militar  ó  eclesiástica,  ya  se  hallen  remunerados 
por  los  presupuestos  generales,  provinciales  ó  munici- 
pales, ó  por  los  Cuerpos  Colegisladores  y  los  duplica- 
dos de  aquellos  documentos  que  á  instancia  de  los 
interesados  se  expidieren,  llevarán  sellos  de  precio 
proporcionado  al  respectivo  sueldo  ó  remuneración 
anual,  á  saber: 


SUELDO  ANÜxiL  DEL  EMPLEO.  SELLO. 


De  ménos  de  375  pesos.........  109 

De    376   á     625  idem   8? 

De    626   á   1000  idem   6? 

De  1001   á   1750  idem   5V 

De  1751   á  3000  idem   4? 

De  3001   á   5000  idem   3? 

De  5001   á   6250  idem   2? 

De  6251  en  adelante   1? 


—Art.  35. 


Las  Autoridades,  Jefes  ó  Corporaciones  á  quienes 
corresponda  expedir  los  títulos,  despachos  ó  credencia- 
les, harán  la  regulación  de  los  haberes,  remuneracio- 
nes ó  emolumentos  anuales,  si  no  tuviesen  sueldo  fijo, 
y  cuidarán  bajo  su  responsabilidad,  de  que  se  extien- 
dan aquellos  documentos,  en  papel  del  sello  que  corres- 
ponda.— Art.  36. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  1.°,  los  títulos  y 
cartas  de  sucesión  que  se  expidan  á  los  Títulos  de 
Castilla  que  tengan  aneja  la  Grandeza  de  España. — 
Art.  37. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  2.°: 

1.  e  Los  Títulos  y  cartas  de  sucesión  ele  Títulos  de 
Castilla  sin  Grandeza  de  España. 

2.  °  Los  Títulos  de  Grandes  Cruces  de  todas  las 
Ordenes,  y  las  autorizaciones  para  usar  títulos  y  con- 
decoraciones extranjeras. — Art.  38. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  3.°: 

1.  °  Los  títulos  de  Comendadores  de  todas  las  Or- 
denes: los  de  honores  de  empleos  ó  dignidades  en  todas 
las  carreras  del  Estado  y  los  de  Doctores  en  todas  las 
Facultades. 

2.  °  Los  títulos  de  propiedad  de  minas  y  las  paten- 
tes de  invención  6  introducción  de  máquinas,  artefac- 
tos ó  productos. — Art.  39. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  4.°: 

1.  °  Los  Títulos  de  Caballeros  de  todas  las  Orde- 
nes: 

2.  °  Los  Títulos  de  Licenciados  en  todas  las  Facul- 
tades y  los  de  Arquitectos  é  Ingenieros  civiles. 

3.  °  Los  de  Escribanos,  Notarios  ó  Procuradores  en 
cualquier  Tribunal  <5  Juzgado,  sin  distinción  de  fuero 
ni  de  grado. 

4.  °    Las  Reales  patentes  de  navegación. 

5.  °    Las  licencias  para  ir  á  Ultramar. 
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6.°  Los  títulos,  despachos  ó  diplomas  de  cualquie- 
ra otra  clase  que  lleven  la  firma  de  S.  M.,  y  no  tengan 
designado  sello  superior. — Art.  40. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  5.°: 

1.°    Los  títulos  de  Bachiller. 

.2°  Los  de  Agrimensores,  Veterinarios  de  todas 
clames  y  Herradores. 

3.°  Los  títulos  que  habiliten  para  el  ejercicio  de 
cualquiera  profesión  análoga. — Art.  41. 

946.  Licencias,  libros,  cuentas,  expedientes 
y  otros  documentos  en  que  intervienen  las  Au- 
toridades.— Se  extenderán  en  papel  del  sello  8.° 

1.  °  Las  licencias  para  uso  de  armas,  caza  y  pes- 
ca, y  para  establecimientos  públicos,  carruajes  y  caba- 
llerías de  alquiler,  y  demás  análogos,  sin  perjuicio  de 
las  retribuciones  que  los  respectivos  Reglamentos  ten- 
gan establecidas  por  el  disfrute  de  aquellas  concesiones. 

2.  °  Las  licencias  que  conceden  los  Ayuntamientos 
para  la  construcción  ó  reparación  de  edificios. — Art.  42. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  10.°: 

1.  °  Los  despachos  de  apremios  que  se  libren  pol- 
las oficinas  de  la  Administración  ó  por  los  Alcaldes 
para  la  cobranza  de  las  contribuciones  y  rentas  públi- 
cas ó  municipales. 

2.  °  Los  libros  de  actas  de  las  Compañías  mercan- 
tiles, de  las  de  Seguros  y  de  cualquiera  otra  autorizada 
por  el  Gobierno. 

3.  °  Los  libros  de  actas  de  los  Ayuntamientos,  Di- 
putaciones Provinciales  y  los  de  cualquiera  Corporación 
que  tenga  á  su  cargo  algún  ramo  de  la  Administración 
pública  y  no  esté  subvencionada  por  los  presupuestos 
generales  del  Estado. — Art.  43. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  11.°: 
I9    Las  copias  ó  certificados  de  las  partidas  sacra- 
mentales ó  de  defunción. 
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2.  °  Todos  los  memoriales,  instancias  ó  solicitudes 
que  se  presenten  ante  cualquiera  Autoridad  no  Judicial 
ó  en  cualquiera  de  las  Oficinas  que  de  ella  dependan  y 
las  reclamaciones  al  Gobierno  de  los  contratistas  de 
cualquier  ramo  de  la  Administración  contra  las  resolu- 
ciones de  la  misma. 

3.  °  Las  copias  de  los  títulos  ó  credenciales  para 
acreditar  empleo,  profesión,  cargo  ó  cualquier  merced 
ó  privilegio,  á  excepción  de  las  testimoniadas  que  ex- 
pidan los  Escribanos,  y  de  las  que  lo  sean  por  mandato 
judicial. 

4.  °  Las  copias  simples  de  cualquier  otro  documen- 
to, que  saquen  los  interesados  para  asuntos  gubernati- 
vos.— Art.  44. 

Se  extenderán  en  papel  del  sello  de  oficio: 

1?  Las  certificaciones  que  se  expidan  por  las  de- 
pendencias del  Estado,  de  lo  que  existe  en  sus  libros 
y  asientos,  no  á  instancia  de  parte,  sino  en  virtud  de 
providencia  o  mandato  superior  dictado  de  oficio. 

29  Las  copias  de  cualquier  documento  que  saquen 
las  oficinas,  en  virtud  de  órden  superior. 

39  Las  copias  de  los  repartimientos  de  contribu- 
ciones. 

4V    Las  listas  cobratorias  de  contribuciones. 

59  Los  amillaramientos  de  la  riqueza  y  demás  do- 
cumentos estadísticos,  padrones  de  vecinos,  alistamien- 
to y  sorteo  de  mozos  para  el  Ejército,  y  expedientes 
para  la  declaración  de  prófugos,  en  lo  que  no  se  actúe 
á  instancia  de  parte. 

69  Los  expedientes  de  elecciones  de  Diputados  á 
Córtes,  de  Diputados  provinciales  y  de  Concejales  de 
Ayuntamientos. 

7?  Las  cuentas  que  rindan  á  la  Administración  pú- 
blica, los  que  tengan  obligación  de  producirlas,  y  los  fini- 
quitos y  demás  documentos  de  índole  puramente  oficial. 


89  El  primero  y  último  pliegos  de  los  libros  de 
Administración  y  contabilidad  de  las  oficinas  del  Es- 
tado. 

99    Los  libros  de  las  Juntas  de  Sanidad. 

10.  Los  libros  de  los  cobradores  y  recaudadores  de 
contribuciones. 

11.  Los  libros  registros  de  multas  que  deben  llevar 
las  Autoridades  que  las  imponen. 

12.  Los  libros  sacramentales  y  de  defunción. — 
Art.  45. 

Se  extenderán  también  en  el  papel  del  sello  de 
oficio: 

l9  Los  libros  de  las  Juntas  y  Establecimientos  de 
Beneficencia. 

29  Las  instancias,  documentos  y  demás  escritos 
que  presenten  sobre  asuntos  gubernativos,  los  pobres 
de  solemnidad  y  las  Corporaciones  á  que  ^se  refiere  el 
párrafo  anterior. — Art.  46. 

Los  libros  mencionados  en  este  capítulo,  se  renova- 
rán anualmente;  pero  los  de  las  Iglesias  y  los  de  actas 
de  las  compañías  mercantiles  y  demás  Corporaciones, 
podrán  formarse  con  papel  suficiente  para  varios  años, 
siempre  que  en  la  primera  hoja  de  cada  libro,  se  expre- 
se por  nota  autorizada  el  número  de  las  que  contenga 
y  el  año  del  sello. — Art.  47. 

947.  Documentos  de  giro. — Se  consideran  do- 
cumentos de  giro  para  los  efectos  de  esta  Instrucción: 

Io    Las  letras  de  cambio. 

29    Las  libranzas  á  la  órden. 

3?    Los  pagarés  endosables. 

4?  Las  cartas-órdenes  de  crédito  por  cantidad  fija, 
así  como  las  delegaciones,  abonarés  y  cualesquiera 
otros  documentos  que  representen  ó  constituyan  una 
forma  de  giro,  entrega  ó  abono  de  cantidad  en  cuenta. 

59    Las  obligaciones  que  emitan  las  sociedades  de 


crédito,  comercio,  industria,  minas  y  demás  análogas, 
las  cuales  solo  devengarán  derechos  de  timbre,  en  el 
acto  de  su  creación,  siendo  después  libres  de  todo  de- 
recho, las  trasferencias  que  de  las  mismas  se  hagan. — 
Art.  48. 

Cada  documento  de  giro,  llevará  adheridos  uno  ó 
más  sellos  de  los  especiales  al  efecto,  cuyo  valor  sea 
proporcionado  á  la  cantidad  girada. 

El  derecho  de  timbre  en  los  documentos  de  giro,  se 
satisfará  á  razón  de  0'05  céntimos  de  peso,  por  cada 
cien  pesos  que  represente  la  cantidad  girada,  debién- 
dose adicionar  en  cada  documento  los  sellos  que  sean 
necesarios  para  satisfacer  el  derecho  del  timbre  citado, 
cuya  série  y  clase  se  determina  en  la  tercera  clase  del 
artículo  1?,  siendo  por  lo  tanto,  el  importe  de  timbre 
que  debe  satisfacerse,  el  que  se  indica  en  la  escala  si- 
guiente: 

Hasta  cien  pesos,  05  céntimos,  y  así  sucesivamente? 
siempre  sobre  la  base  de  impuesto  de  0'05  céntimos  de 
peso,  por  cada  cien  de  la  cantidad  librada. — Art.  49. 

Exceptúense  del  uso  del  sello,  los  giros  que  se  ha- 
cen á  nombre  y  para  servicio  del  Estado,  y  los  que  en 
beneficio  del  público  verifican  las  dependencias  del 
Tesoro.— Art.  50. 

Los  sellos  para  documentos  de  giro,  expresarán  el  i 
precio  y  la  cantidad  que  con  ellos  puede  girarse. — 
Art.  51. 

Los  documentos  de  giro  librados  en  el  extranjero, 
que  hayan  de  presentarse  para  su  cobro  en  cualquier 
punto  del  Reino,  no  producirán  obligación  ni  efecto 
alguno  en  juicio,  si  no  van  acompañados  de  un  ejem- 
plar sellado  de  la  clase  correspondiente  á  la  cantidad 
girada,  en  el  cual  se  extenderá  la  aceptación,  endoso  y 
recibo. — Art.  52. 

Los  documentos  de  giro  que  se  expidan  dentro  déla 
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Isla,  serán  también  nulos  y  de  ningún  valor,  si  no  van 
legalizados  con  el  sello  correspondiente. — Art.  53. 

Las  pólizas  de  contratación,  bien  sean  al  contado,  ó 
á  plazos,  se  extenderán  precisamente  en  los  impresos 
sellados  que  expende  el  Estado,  y  sus  precios  serán: 

Un  peso  90  céntimos,  cuando  la  operación  no  exceda 
de  25,000  pesos  nominales;  de  2'75,  cuando  pase  de 
esta  suma  y  no  llegue  á  50,000,  y  de  375,  desde  dicha 
cantidad  en  adelante. — Art.  54. 

Será  nula  y  de  ningún  valor  la  póliza  de  contrata- 
ción que  no  esté  extendida  en  el  papel  creado  al  efec- 
to, no  pudiendo  la  Junta  Sindical  del'  Colegio  de  Agen- 
tes, oir  reclamación  alguna  sobre  negociación  de  Bolsa, 
si  no  se  acredita  con  la  exhibición  de  la  póliza  exten- 
dida en  el  referido  papel. — Art.  55. 

948.  Libros  de  comercio. — Se  usará  el  papel  de 
pagos  al  Estado,  con  sujeción  á  lo  prescrito  en  el  capí- 
tulo siguiente: 

1°  En  el  libro  Diario  de  las  Compañías  Mercanti" 
Ies  de  Seguros  y  demás,  y  en  el  de  los  comerciantes? 
entendiéndose  por  tales,  los  que  se  dedican  al  comer- 
cio, aunque  no  estén  inscritos  en  su  matrícula. 

2.°  En  los  libros  ó  registros  de  los  agentes  de  cam- 
bio y  corredores. — Art.  56. 

Las  Autoridades  que  deben  rubricar  los  libros  de 
comercio,  se  abstendrán  de  hacerlo,  si  no  llevan  unido 
el  papel  de  pagos  al  Estado  que  corresponda.  Las  mis- 
mas Autoridades  ciarán  á  cada  comerciante,  una  certi- 
ficación en  papel  de  oficio,  en  que  se  acredite  la  pre- 
sentación de  los  libros  con  aquel  requisito,  á  fin  de  que 
puedan  los  interesados  hacer  constar  su  cumplimiento, 
siempre  que  sean  requeridos  por  los  Agentes  de  la  Ad- 
ministración.— Art.  57. 

949.  Papel  de  pagos  al  Estado. — Las  multas 
que  se  impongan  gubernativa  ó  judicialmente  y  los 
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reintegros  que  deban  hacerse  al  Estado,  se  recaudarán 
por  medio  de  una  clase  de  papel  que  se  llamará  de 
«Pagos  al  Estado»  y  que  se  subdividirá  en  las  especies 
que  establece  el  artículo  1.° 

Los  derechos  de  matrículas  y  demás  ele  estudios,  se 
pagarán  por  medio  de  sellos  sueltos  de  «Pagos  al  Esta- 
do,)) de  las  especies  que  determina  el  mismo  artículo; 
pero  con  sujeción  á  lo  que  prescribe  la  legislación  de 
Instrucción  pública. — Art.  58. 

Los  pliegos  de  papel  de  pagos  al  Estado,  serán  talo- 
narios. Cada  pliego  se  cortará  en  dos  partes  iguales  en 
tamaño,  aunque  distintas  en  la  forma,  con  la  misma 
numeración  y  serie,  una  superior  y  otra  inferior.  En  la 
primera  se  designarán  el  objeto  ó  importe  del  pago,  la 
Ley,  Decreto  ú  orden  en  que  tenga  origen,  la  fecha  de 
la  providencia,  si  previamente  existiera,  nombre  del  in- 
teresado y  número  que  corresponda,  según  su  clase, 
entregándose  á  éste  la  referida  mitad  para  su  resguar- 
do, después  de  autorizada  por  la  Autoridad  que  co- 
rresponda. La  segunda,  con  iguales  notas,  se  unirá 
al  expediente  como  comprobante,  y  si  no  lo  hubiere  se 
archivará. — Art.  59. 

Todas  las  Autoridades  llevarán  un  Registro  en  que 
se  anoten  por  rigurosa  numeración,  las  multas  que  im- 
pongan.— Art.  60. 

Si  el  importe  de  un  pago,  bien  sea  por  multa,  reinte- 
gro ó  cualquier  otro  concepto,  excediere  del  valor  de 
un  pliego,  se  tomarán  los  que  fueren  necesarios,  estam- 
pándose entonces  las  notas  en  el  de  mayor  precio,  á 
cuya  mitad  se  unirán  las  de  los  demás  pliegos,  en  las 
que  se  pondrá  una  referencia  á  la  primera. 

En  toda  clase  de  pagos,  si  hay  una  fracción,  que  no 
llegue  á  1\  centavos  de  peso,  no  se  cobrará,  y  si  pasa 
de  2h  centavos,  se  cobrarán  5. — Art.  61. 

Cuando  por  reforma  de  providencia  de  un  Tribunal 


ó  Autoridad  competente  haya  que  devolver  el  todo  ó 
parte  de  un  pago,  bien  proceda  de  multa  ó  bien  de  rein- 
tegro ó  de  derecho  indebidamente  satisfecho,  se  estam- 
pará nueva  nota  en  el  papel,  y  se  remitirá  con  oficio  á 
la  Administración,  para  que  pueda  tener  lugar  la  devo- 
lución de  su  importe  al  interesado,  con  arreglo  á  las 
instrucciones  y  órdenes  vigentes. — Art.  62. 

En  los  casos  en  que  una  parte  de  las  cantidades  he- 
chas efectivas  en  este  papel  en  concepto  de  multa,  co- 
rresponda á  tercero,  la  Autoridad  que  la  haya  impues- 
to, expedirá  una  certificación  insertando  las  notas  de 
que  tratan  los  artículos  anteriores,  con  expresión  de  la 
Ley,  Reglamento  ó  Real  Orden  que  conceda  aquella 
participación  y  la  pasará  á  la  Administración  de  la 
respectiva  provincia,  para  que  se  verifique  el  abono. 
Estas  certificaciones  se  extenderán  en  papel  del  sello 
ll9,  que  satisfará  el  interesado  cuando  la  parte  de  mul- 
ta que  haya  de  percibir  sea  ó  exceda  de  5  pesos;  sien- 
do menor,  bastará  una  comunicación  oficial  en  que  se 
consignen  los  extremos  ántes  referidos. — Art.  63. 

Los  Tribunales  y  demás  Autoridades  á  quienes  co- 
rresponda, pasarán  mensualmente  á  las  Administracio- 
nes Económicas,  certificación  de  las  multas  que  hubie- 
ren impuesto,  con  expresión  de  los  individuos  multados 
y  de  las  cantidades  correspondientes  á  partícipes. — 
Art.  64. 

El  reintegro  del  papel  sellado  se  verificará  sin  ex- 
cepción alguna  por  medio  de  papel  de  «Pagos  al  Esta- 
do.»—Art.  65. 

Se  exigirán  también  por  medio  de  este  papel  ó  de 
los  sellos  sueltos  correspondientes,  según  los  casos,  los 
derechos  que  por  todos  conceptos  se  causen: 

l9  Por  los  títulos  de  grados  universitarios  y  los 
demás  que  habiliten  para  el  ejercicio  de  cualquiera  pro- 
fesión. 


29  Por  los  títulos  de  las  órdenes  de  Cárlos  III,  Isa- 
bel la  Católica,  María  Luisa  y  San  Juan  de  Jerusalem. 

39  Por  la  expedición  y  toma  de  razón  de  toda  clase 
de  títulos  y  diplomas. 

49    Por  la  Cancillería  de  Gracia  y  Justicia. 

59    Por  la  Interpretación  de  lenguas. 

6?    Por  los  privilegios  de  invención  ó  introducción. 

79    Por  las  patentes  de  navegación. — Art.  66. 

Se  exigirán  además  en  este  papel  los  derechos  que 
deben  abonarse: 

l9  Por  el  importe  de  0'15,  de  peso  por  cada  hoja 
de  las  que  contenga  el  libro  de  comercio  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  56. 

29  Por  los  que  se  satisfacen  en  las  Audiencias  en 
concepto  de  derechos  de  Secretarías  de  las  mismas. — 
Art.  67. 

Los  Tribunales,  Jueces  y  Autoridades  de  quienes 
proceda  la  providencia  de  reintegro,  cuidarán  bajo  su 
responsabilidad,  de  que  tenga  efecto. — Art.  68. 

Los  derechos  de  matrículas  en  las  Universidades  y 
demás  Establecimientos  de  enseñanza  costeados  por 
el  Estado,  se  satisfarán  en  la  forma  y  por  medio  de  los 
sellos  que  establecen  las  Leyes  del  ramo. — Art.  69. 

Los  sellos  sueltos  que  se  empleen  en  matrículas  de 
estudios,  títulos  etc.;  con  arreglo  á  la  legislación  de 
Instrucción  pública,  se  inutilizarán  poniendo  en  ellos 
el  Secretario  del  Establecimiento  la  fecha  y  su  rúbrica 
y  estampando  así  mismo  el  sello  de  la  Secretaría. — 
Art.  70. 

950.  Disposiciones  comunes. — En  los  casos  no 
previstos,  se  regulará  el  papel  sellado  que  deba  usarse 
para  cualquier  documento,  por  su  analogía  con  los  que 
van  expresados,  sin  perjuicio  de  consultar  al  Ministe- 
rio de  IJltramar. — Art.  71. 

Se  prohibe  habilitar  el  papel  común  ó  el  de  un  sello 

30 
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por  otro  á  pretesto  de  faltar  en  las  expendedurías  el 
que  se  necesite;  y  sólo  en  los  casos  de  urgente  necesi- 
dad perfectamente  probada,  podrán  los  Tribunales  ó  el 
Gobernador  de  la  respectiva  Provincia,  autorizar  la 
habilitación  de  lo  que  hiciere  falta,  dando  cuenta  in- 
mediatamente á  la  Dirección  de  Hacienda  y  ésta  al 
Ministerio  de  Ultramar,  por  conducto  del  Gobernador 
General. — Art.  72. 

Los  documentos  que  se  expidan  por  funcionarios 
Españoles  residentes  en  el  Extranjero,  no  tendrán 
tuerza  en  España,  si  no  llevan  unido  papel  de  «Pagos 
al  Estado»  por  una  cantidad  igual  al  valor  del  sellado 
que  hubiera  debido  emplearse.  El  reintegro  precep- 
tuado en  este  artículo,  es  igualmente  aplicable  á  los 
instrumentos  y  documentos  procedentes  de  pueblos 
donde  en  la  actualidad  no  exista  este  impuesto,  que 
deban  merecer  fe  en  los  Tribunales  y  Oficinas  de  los 
demás  del  Reino. — Art.  73. 

El  papel  sellado  que  se  inutilice  al  escribirse,  será 
cambiado  en  las  expendedurías  por  otro  de  su  clase, 
previo  abono  de  0,10  céntimos  por  cada  pliego  de  cual- 
quier sello,  cuando  no  esté  escrito  por  sus  cuatro  caras 
con  señales  de  haber  sido  cosido,  tenga  rúbrica,  firma 
ó  indicio  alguno  de  que  haya  podido  surtir  efecto,  Las 
letras  de  cambio,  pagarés  y  pólizas  de  Bolsa,  ó  dele- 
gaciones, que  se  inutilicen,  también  se  cambiarán  por 
otras  del  mismo  precio,  prévio  el  abono  de  0.05  cénti- 
mos en  cada  una,  siempre  que  no  se  hallen  firmados. — 
Art.  74. 

El  papel  sellado  que  en  fin  de  año  resulte  sobrante, 
en  poder  de  particulares,  corporaciones  ó  funcionarios 
públicos,  será  cangeado  por  otro  de  la  misma  clase, 
durante  el  mes  de  Enero  siguiente.  Lo  mismo  se  ve- 
rificará en  los  sellos  sueltos  que  tengan  designación  de 
año.— -Art.  75. 


La  Hacienda  pública  entregará  á  los  Juzgados,  Au- 
diencias y  demás  Tribunales  ó  funcionarios  del  orden 
judicial,  el  papel  sellado  de  oficio  que  necesiten  para 
sus  atenciones,  sin  perjuicio  del  reintegro,  en  su  caso. 
La  entrega  se  hará  en  virtud  de  los  presupuestos  que 
con  la  oportuna  anticipación  formen  las  Autoridades 
que  deben  usarlo,  remitiéndolos  á  la  aprobación  de  la 
Dirección  General  de  Hacienda. — Art.  76. 

La  Hacienda  pública  vigilará  por  medio  de  visitas, 
el  cumplimiento  de  las  disposiciones  consignadas  en 
los  capítulos  precedentes. 

Los  encargados  de  girarlas  serán  nombrados  por  la 
Dirección  General  de  Hacienda  de  esta  Isla,  y  tendrán 
opción  á  la  tercera  parte  de  las  multas  que  por  efecto 
de  sus  investigaciones  se  impongan. 

El  Reglamento  que  ha  de  publicarse  para  la  ejecu- 
ción de  esta  Instrucción,  determinará  los  casos  en  que 
han  de  girarse  las  visitas,  las  circunstancias  de  los  vi- 
sitadores y  el  orden  que  deben  seguir  en  sus  procedi- 
mientos.— Art.  77. 

No  podrán  ser  objeto  de  visitas  los  libros  de  comer- 
cio, sino  en  el  caso  en  que  se  hallen  sometidos  á  la 
acción  de  los  Tribunales,  ni  de  los  Bancos  ó  Compañías 
mercantiles,  sino  en  la  época  en  que  estén  de  manifies- 
to á  los  accionistas,  ni  los  documentos  privados  de  que 
trata  la  Sección  2l?  del  Capítulo  29,  mientras  no  se  pre- 
senten en  las  Oficinas  ó  Tribunales  ó  de  otro  modo 
análogo  se  haga  público. — Art.  78. 

951.  Disposiciones  penales. — La  infracción  de 
cualquiera  de  las  disposiciones  consignadas  en  los  pre- 
cedentes capítulos,  será  penada  por  regla  general,  con 
el  reintegro  de  la  cantidad  en  que  se  haya  perjudicado 
á  la  Hacienda,  y  una  multa  equivalente  al  cuádruplo 
de  su  importe. — Art.  79. 

La  infracción  cometida  en  los  documentos  privados, 


se  castigará  solamente  con  el  reintegro  v  multa  del 
duplo.— Art.  80. 

El  que  suscriba  un  documento  de  los  indicados  en 
los  artículos  18  y  19,  y  le  entregue  sin  ponerle  el  sello 
especial,  incurrirá  en  la  multa  de  dos  pesos  cincuenta 
centavos  además  del  reintegro;  y  en  el  caso  de  que  ha- 
biendo puesto  el  sello  omitiese  inutilizarlo  con  su  rú- 
brica pagará  un  peso  veinte  y  cinco  centavos  de  multa  . 
—Art.  81. 

Por  la  falta  del  sello  del  Estado  en  los  documentos 
de  giro,  se  impondrá  la  pena  de  reintegro  y  décuplo, 
al  librador  ó  persona  que  suscriba  el  documento  y  el 
reintegro  ó  cuadruplo,  á  cada  uno  de  los  endosantes,  y 
al  que  lo  acepte  ó  pague. — Art.  82. 

Deberá  suspenderse  el  pago  de  un  documento  de 
giro  que  no  esté  sellado  en  debida  forma,  por  ser 
nulo,  siendo  de  cargo  del  librador  los  perjuicios  que 
la  suspensión  origine;  en  caso  de  no  hacerlo  así, 
se  incurrirá  en  las  penas  que  se  designan  en  el  ar- 
tículo anterior.  Cuando  el  documento  proceda  del  ex- 
tranjero, se  exigirá  el  reintegro  y  cuádruplo  á  cada 
uno  de  los  endosantes  domiciliados  en  España,  ó  en  su 
defecto,  al  que  lo  presente  al  cobro,  y  al  que  lo  pague. 
—Art.  83. 

El  Agente  ó  Corredor  de  Bolsa  que  expidiere  póli- 
zas distintas  de  las  que  expende  el  Estado,  además  del 
reintegro,  incurrirá  en  la  pena  del  cuádruplo  del  im- 
porte del  sello. — Art.  84. 

El  que  dejare  de  inutilizar  del  modo  prescrito  en  el 
artículo  52,  el  sello  que  pusiere  en  algún  documento  de 
giro,  ó  no  corrigiere  aquella  omisión  en  los  que  reciba, 
endose  ó  pague,  incurrirá  en  la  multa  del  duplo  del 
valor  del  sello.  La  misma  pena  se  impondrá  al  Agente 
de  Bolsa,  si  no  inutilizare  los  de  las  pólizas,  según  pre- 
viene el  artículo  55  y  al  Secretario  del  Establecimien- 
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to  de  Enseñanza  que  no  cumpla  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 70.— Art.  85. 

Los  comerciantes  estarán  obligados  siempre  que  se 
les  exija,  á  presentar  á  los  Agentes  de  la  Administra- 
ción el  certificado  á  que  se  refiere  el  artículo  57,  para 
acreditar  que  á  sus  libros  se  ha  unido  el  papel  de  «Pa- 
gos al  Estado»  por  el  importe  de  las  hojas  que  conten- 
gan á  razón  de  0'75  de  peso  cada  una;  y  no  haciéndolo, 
sufrirán  la  multa  de  25  pesos  por  el  libro  que  debieran 
tener  con  aquel  requisito  — Art.  86. 

La  Junta  Sindical  del  Colegio  de  Agentes  de  Bolsa, 
no  deberá  oír  ni  admitir  reclamación  alguna  sobre  ne- 
gociaciones, si  no  se  presenta  la  póliza  sellada  cual  co- 
rresponde; de  lo  contrario,  cada  uno  de  los  individuos 
que  hayan  asistido  al  acto,  incurrirá  en  la  multa  del 
cuadruplo  sin  pojuicio  del  reintegro. — Art,  87. 

En  ninguna  Oficina  ó  Tribunal  deberán  admitirse  los 
escritos,  documentos  y  libros  que  no  se  hallen  extendi- 
dos en  el  papel  sellado  correspondiente,  si  no  se  hace 
constar  el  reintegro  de  las  cantidades  defraudadas,  y 
el  pago  de  las  multas  impuestas  á  los  defraudadores. 
Incurrirán  por  tanto,  en  las  mismas  penas  que  estos, 
todos  los  funcionarios  del  orden  judicial  y  administra- 
tivo que  reciban,  dén  curso  6  autoricen  cualquiera  dili- 
gencia en  documento  ó  escrito  que  no  se  halle  exten- 
dido en  el  papel  sellado  correspondiente,  y  no  corrijan 
la  infracción  que  en  ello  se  haya  cometido. — Art.  88. 

El  que  recibiere  en  metálico  el  importe  de  multas, 
reintegros  6  derechos  de  matrículas  y  demás  de  las  que 
deben  recaudarse  por  medio  de  las  clases  de  papel  se- 
llado, incurrirá  en  las  penas  señaladas  en  el  Código  Pe- 
nal, y  será  puesto  á  disposición  del  Tribunal  corres- 
pondiente, para  que  proceda  á  lo  que  haya  lugar. — 
Art.  89. 

Los  Escribanos,  Notarios,  Agentes,  Corredores  y  de- 


más  funcionarios  públicos  que  por  infracción  de  alguna 
de  las  disposiciones  anteriores,  fuesen  condenados  al 
pago  de  multas,  si  no  lo  verificasen  en  el  término  pru- 
dencial que  fíjela  Administración,  quedarán  suspensos 
en  el  ejercicio  de  su  cargo  hasta  que  acrediten  haberlo 
realizado.— Art.  90. 

Las  multas  señaladas  para  toda  especie  de  defrauda- 
ción del  Sello,  se  exigirán  gubernativamente  por  las 
Autoridades  administrativas,  salvas  las  en  que  incurran 
los  Jueces,  cuya  imposición  y  exacción  corresponde 
instructivamente  á  los  Tribunales  superiores  respecti- 
vos; y  en  cuanto  á  la  falsificación  y  demás  delitos  pre- 
vistos en  el  Código  Penal,  se  procederá  en  la  forma 
que  las  Leyes  prescriben.  En  ningún  caso  se  admitirá 
reclamación  sin  satisfacer  previamente  la  multa  que  se 
haya  impuesto. — Art.  91. 

Por  ahora  y  para  el  pago  de  derechos  de  timbre,  las 
letras  y  pagarés  que  se  extiendan  á  cobrar  en  billetes 
del  Banco  Español  de  la  Habana,  se  considerarán 
como  representando  la  mitad  de  su  valor  nominal. — 
Art.  92. 

952.  Loterías. — Subsiste  esta  renta, 

953.  Impuesto  sobre  sueldos. — Es  el  descuen- 
to gradual  de  los  sueldos  y  gratificaciones  correspon- 
dientes á  las  clases  civiles  y  militares.  Por  el  artículo 
10  de  la  Ley  de  Presupuestos  de  1882,  se  reduce  al 
10  por  100  el  descuento  á  que  están  sujetos  los  debe- 
res de  cargos  de  Jefe  de  Administración  de  3^  clase 
en  adelante,  satisfaciendo  el  5  por  100  de  los  de  infe- 
rior categoría  hasta  800  pesos  inclusive.  Los  que  no 
lleguen  á  esta  cantidad  quedan  libres  del  impuesto. 
Los  Generales,  Jefes  y  Oficiales  del  Ejército  y  Arma- 
da que  manden  ó  sirvan  divisiones,  brigadas,  cuerpos 
ó  institutos  armados  ó  en  los  buques  de  guerra,  y  los 
de  reemplazo,  y  cuadros  de  reserva,  han  de  continuar 


abonando  el  descuento  de  5  por  100,  conforme  al  ar- 
tículo 1?  de  la  Instrucción  de  10  de  Junio  de  1881, 
subsistiendo  las  exenciones  y  reglas  de  asimilación  que 
la  misma  establece.  El  donativo  del  Clero  se  reduce 
asimismo  en  la  proporción  correspondiente  á  sus  asig- 
naciones personales.  Está  vigente  la  referida  Instruc- 
ción aprobada  por  R.  D.  de  10  de  Junio  de  1881,  mo- 
dificada en  parte  por  el  artículo  de  la  Ley  de  Presu- 
puestos que  se  acaba  de  indicar. 

954.  Impuesto  sobre  los  patrocinados. — Fol- 
la Ley  de  Presupuestos  de  1880  (art.  25)  se  estable- 
ció con  el  carácter  de  transitorio  un  impuesto  de  12 
pesos  fuertes,  exigible  á  los  patronos  por  cada  uno  de 
los  patrocinados  que  tuviesen  destinados  al  servicio 
doméstico.  Por  la  de  1882  ha  subsistido  dicho  im- 
puesto, aunque  no  ya  con  el  carácter  de  transitorio. 

955.  Impuesto  sobre  los  presupuestos  muni- 
cipales.— También  con  el  carácter  de  transitorio  se 
estableció  por  la  Ley  de  Presupuestos  de  1880  un  im- 
puesto del  5  por  100  sobre  el  importe  del  presupuesto 
de  ingresos  de  los  Ayuntamientos.  Subsiste  hoy,  con 
arreglo  á  la  Ley  de  Presupuestos  de  1882,  entre  los 
impuestos  especiales. 

956.  Deuda  pública. — Por  el  artículo  15  de  la 
Ley  de  Presupuestos  de  1880,  se  dispuso  que  el  Mi- 
nistro de  Ultramar  procediera  desde  luego  á  la  liqui- 
dación de  la  Deuda  del  Tesoro  de  esta  Isla  por  perso- 
nal y  material  contraidos  por  servicios  anteriores  al  Io 
de  Julio  de  1878,  sometiendo  con  el  más  breve  plazo 
posible  á  la  deliberación  de  las  Cortes  el  oportuno  pro- 
yecto de  Ley  de  extinción  de  esta  deuda,  en  que  debia 
tomar  por  base  para  la  operación  de  crédito  correspon- 
diente los  recursos  establecidos  en  el  presupuesto  ex- 
traordinario con  el  carácter  de  permanentes.  Ninguna 
de  las  deudas  indicadas  debería  satisfacerse  en  metáli- 
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co  ni  con  los  valores  creados  por  la  antedicha  Ley, 
debiendo  sujetarse  su  abono  á  lo  que  en  definitiva  se 
acordase  sobre  ellas.  Conforme  al  artículo  16,  el  Go- 
bierno habia  de  invertir  la  recaudación  de  débitos  por 
contribuciones  y  rentas  procedentes  de  años  económi- 
cos anteriores  en  la  forma  siguiente:  Un  1.330,000  pe- 
sos para  la  amortización  de  billetes  del  Banco  Español 
de  la  Habana,  emitidos  por  cuenta  del  Tesoro;  258,000 
pesos  para  pagar  el  resto  del  empréstito  Valmaseda, 
y  1.000,000  de  pesos  para  satisfacer  cantidades  embar- 
gadas á  infidentes  y  mandadas  devolver. 

Por  la  Ley  de  7  de  Julio  de  1882,  se  dispone  la 
emisión  de  títulos  de  Deuda  amortizable  en  cantidad 
bastante  para  convertir  las  Deudas  del  Tesoro  de  esta 
Isla,  representadas  por  los  Bonos  del  mismo,  proce- 
dentes de  la  suscricion  autorizada  por  Decreto  de  31 
de  Enero  de  1873,  amortizados  y  pendientes,  de  reem- 
bolso ó  que  existieran  en  la  fecha  de  la  Ley  en  circu- 
lación, en  personal  y  material,  contraidas  ántes  de  19 
de  Julio  de  1878,  estimándose  á  la  par  las  exigibles 
en  metálico,  y  al  50  por  100  las  que  correspondería 
satisfacer  en  billetes  del  Banco  Español. 

Cada  bono  con  sus  intereses  vencidos  y  no  satisfe- 
chos representarán  en  la  conversión  el  valor  de  500 
pesos.  La  nueva  Deuda  disfrutará  el  interés  anual  de 
3  por  100,  y  anualmente  se  destinará  ála  amortización 
de  la  misma  una  suma  equivalente  al  1  por  100  del 
capital  emitido.  Para  satisfacer  los  débitos  ó  alcances 
á  favor  de  fallecidos,  inutilizados,  licenciados  y  cum- 
plidos del  ejército,  se  crean  séries  especiales  de  Deuda 
amortizable  con  igual  interés,  pero  la  cuota  anual  de 
amortización  será  de  2  por  100  del  capital,  El  interés 
se  abonará  por  cuatro  trimestres  vencidos,  en  Madrid 
y  en  las  capitales  de  provincia  de  la  Isla. 

La  amortización  tendrá  lugar  por  subastas  públicas 
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que  se  celebrarán  alternativamente  en  Madrid  y  en  la 
Habana,  cada  cuatro  meses,  designando  los  tipos  máxi- 
mos admisibles  en  pliego  cerrado,  ó  telegrama  cifrado, 
al  Ministro  .de  Ultramar.  El  importe  de  intereses  co- 
rrespondientes á  los  títulos  amortizados  se  acumulará 
sucesivamente  al  fondo  de  amortización.  En  los  pagos 
que  se  efectúen  en  Madrid  por  intereses  ó  amortiza- 
ción se  deducirá  el  16  por  100  por  razón  de  cambio. 
— Art.  1.° 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto,  se  subdividirá  la  Deuda 
amortizable  en  dos  clases  y  estará  representada  por 
títulos  al  portador  en  la  forma  siguiente:  Serie  A.  Ca- 
pital: 25  pesos.  Renta  anual:  75  centavos.  Série  B. 
Capital:  50  pesos.  Renta  anual:  1  peso  50  centavos.  Sé- 
rie  C.  Capital:  100  pesos.  Renta  anual:  3  pesos.  Série 
D.  Capital:  200  pesos.  Renta  anual:  6  pesos.  Série  E. 
Capital:  500  pesos.  Renta  anual:  15  pesos.  Série  F.  Ca- 
pital: 1000  pesos.  Renta  anual:  30  pesos.  Serie  Gr.  Ca- 
pital: 2.000  pesos.  Renta  anual:  60  pesos.  Serie  H. 
Capital:  5.000.  Renta  anual:  150  pesos. — Art'.  2. 

La  Deuda  amortizable  devengará  interés  desde  1? 
de  Julio  de  1882,  si  los  documentos  justificativos  para 
la  conversión  fuesen  presentados  ántes  de  l9  de  Ene- 
ro de  1883.  Espirado  este  plazo,  se  entregarán  los  tí- 
tulos con  los  cupones  correspondientes  á  los  semestres 
posteriores  al  en  que  se  haya  solicitado  en  forma  la 
conversión. — Art.  3. 

Se  convertirán  en  anualidades  valor  de  10  y  de  5 
pesos,  á  pagar  por  semestres  vencidos,  durante  25 
años,  contados  desde  1?  de  Julio  de  1882,  los  billetes 
del  Tesoro  de  esta  Isla,  de  la  emisión  de  9  de  Julio 
de  1874;  el  resto  del  empréstito  llamado  Valmaseda; 
las  cantidades  embargadas  á  infidentes  y  mandadas 
legalmente  devolver  á  sus  antiguos  dueños  ó  herede- 
ros; el  anticipo  de  3  millones  de  pesos  hecho  por  el 

31 
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Tesoro  de  la  Península,  y  las  obligaciones  del  presu- 
puesto de  1878,  79  y  sucesivos  que  resulten  sin  satis- 
facer en  fin  del  mes  corriente. 

Las  cantidades  en  billetes  del  Banco  Español  que 
correspondería  devolver  á  infidentes  se  reducirán  en 
50  por  100. 

La  conversión  de  todos  estos  débitos  del  Tesoro  se 
efectuará  á  razón  de  pesos  141  por  cada  anualidad  de 
pesos  10,  ó  pesos  70'50  por  cada  anualidad  de  pesos  5. 

Estas  anualidades  serán  al  portador  y  se  satisfarán 
por  las  cajas  de  la  Isla  y  en  Madrid,  París  y  Lóndres, 
á  los  cambios  de  5  pesetas  ó  francos  por  peso,  y  de  5 
pesos  por  libra  esterlina. — Art.  4. 

En  equivalencia  de  los  residuos  resultantes  de  las 
conversiones  dispuestas  por  esta  Ley,  se  expedirán 
certificados  al  portador,  cangeables  por  títulos  de  deu- 
da amortizable  ó  de  anualidades  hasta  lu  de  Julio  de 
1884,  y  desde  esta  fecha  se  amortizarán  en  subasta 
pública,  fijándose  reservadamente  el  tipo  máximo 
admisible  por  el  Ministro  de  Ultramar  y  con  arre- 
glo á  los  créditos  legislativos  concedidos  al  efecto. — 
Art.  5. 

Las  sumas  necesarias  para  pago  délas  deudas  crea- 
das por  esta  Ley  se  reservarán  de  los  productos  que 
rindan  las  contribuciones  directas  sobre  fincas  urba- 
nas y  rústicas,  industria,  comercio  y  profesiones. 

Se  autoriza  al  Ministro  de  Ultramar  para  celebrar 
un  convenio  con  el  Banco  Español  de  la  Isla  de  Cuba, 
á  fin  de  que  dicho  establecimiento  recaude  las  contri- 
buciones expresadas  y  se  encargue  del  servicio  anual 
de  la  nueva  deuda,  mediante  una  comisión  que  no  po- 
drá exceder  del  5  por  100  en  lo  relativo  á  la  cobranza 
de  la  contribución,  ni  del  2  por  100  en  lo  correspon- 
diente al  pago  de  la  deuda. 

Este  convenio  regirá  durante  diez  años,  siendo  re- 
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novable  por  acuerdo  de  ambas  partes  con  las  modifi- 
caciones convenientes. 

En  el  caso  de  que  ofreciera  dificultad  el  .  convenio 
con  dicho  Banco,  podrá  concertarse  con  otro  estable- 
cimiento de  crédito  que  ofrezca  las  debidas  garantías. 
— Art.  6. 

El  reconocimiento,  liquidación  y  conversión  de  los 
créditos  citados  en  los  artículos  l9  y  4?  de  esta  Ley, 
como  también  la  emisión  de  la  nueva  deuda  flotante 
amortizable,  se  hará  por  una  Junta  que  se  denominará 
Junta  de  la  Deuda  publica  de  la  Isla  de  Cuba.  Esta 
Junta  se  compondrá  del  Gobernador  General,  Presi- 
dente; del  Director  General  de  Hacienda,  que  hará 
las  veces  de  Vice-Presidente;  siendo  Vocales  el  Con- 
tador General,  el  Ordenador  General  de  Pagos  y  el 
Tesorero  General  de  Hacienda,  el  Sub-Gobernador 
primero  del  Banco  Español,  el  Intendente  Militar,  el 
Ordenador  de  Pagos  de  Marina,  el  Inspector  General 
de  Obras  Públicas,  el  Letrado  Consultor  de  la  Direc- 
ción General  de  Hacienda,  tres  individuos  de  la  clase 
de  primeros  contribuyentes  nombrados  por  el  Gober- 
nador General  y  tres  representantes  elegidos  por  los 
mismos  acreedores,  haciendo  las  veces  de  Secretario 
sin  voto,  un  Jefe  de  Negociado  de  Hacienda. — Art.  7. 

A  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  anterior,  la  liquidación 
de  los  débitos  ó  alcances  á  favor  de  fallecidos,  inutili- 
zados, licenciados  y  cumplidos  del  ejército  se  hará  por 
la  Caja  de  Ultramar  con  arreglo  á  las  bases  que  de- 
terminen con  exactitud  el  verdadero  alcance  indivi- 
dual, después  de  rectificado  cada  ajuste  y  la  legitimi- 
dad del  crédito  reconocido  y  que  haya  sido  reclamado. 
La  Junta  que  se  crea  por  el  artículo  7?  inspeccionará 
estas  liquidaciones,  y  aprobadas  que  sean,  pasará  á  la 
mencionada  Caja  los  títulos  que  emita  con  arreglo  á 
las  mismas. — Art.  8. 
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Se  autoriza  al  Ministro  de  Ultramar  para  negociar, 
bajo  las  condiciones  más  ventajosas  al  Estado,  los  bi- 
lletes hipotecarios  existentes  hoy  en  cartera,  que  ca- 
recen de  aplicación  por  no  haberse  efectuado  el  canje 
de  los  mismos  por  obligaciones  del  empréstito  de  24 
de  Agosto  de  1878,  conforme  al  artículo  49  del  Real 
Decreto  de  12  de  Junio  de  1880. 

El  producto  de  esta  negociación  se  aplicará  al  pago 
de  letras  y  pagarés  del  Tesoro  de  la  Isla,  sirviendo  el 
remanente  para  conllevar  el  servicio  de  Tesorería  y  re- 
ducir en  igual  cantidad  la  nueva  deuda  flotante. — Art.  9. 

Se  procederá  á  la  devolución  de  los  depósitos,  fian- 
zas é  ingresos  indebidos  que  consten  formalizados  an- 
tes de  1?  de  Julio  de  1878,  utilizándose  los  recursos 
ordinarios  del  Tesoro,  y  si  fuese  menester,  los  de  la 
deuda  flotante,  para  que  en  ningún  caso  queden  desa- 
tendidas tan  preferentes  obligaciones. — Art.  10. 

El  Ministro  de  Ultramar  dará  cuenta  á  las  Cortes 
del  uso  que  hiciere  de  las  autorizaciones  que  por  esta 
Ley  se  le  conceden,  y  dictará  los  reglamentos  necesa- 
rios para  su  exacto  cumplimiento. — Art.  11. 

Durante  el  período  de  conversión  se  publicará  men- 
sualmente  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  de  Ma- 
drid, un  estado  de  las  operaciones  realizadas  durante 
el  mes  anterior,  con  expresión  de  las  séries,  número  y 
valor  de  los  títulos  de  deuda  amortizable  que  se  hayan 
emitido. — Disposición  transitoria. 

Por  la  Ley  de  4  de  Julio  de  1882  se  establece  la 
forma  en  que  han  de  amortizarse  los  billetes  del  Ban- 
co Español  de  la  Habana,  emitidos  por  cuenta  de  la 
Hacienda,  con  destino  al  pago  de  gastos  de  la  pasada 
guerra,  que  existan  en  circulación.  Dichos  billetes 
continuarán  ejerciendo  las  funciones  de  numerario  en 
las  mismas  condiciones;  en  tanto  se  procede  á  la  amor- 
tización de  los  mencionados  valores. — Art.  1? 
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Los  productos  en  venta  de  los  bienes  del  Estado  que 
se  enajenen  ó  cuya  indebida  posesión  por  parte  de  sus 
dueños  se  legitime  en  debida  forma  después  de  pro- 
mulgada esta  Ley,  como  igualmente  de  la  redención  de 
censos  y  atrasos  por  rentas  y  contribuciones  anteriores 
al  1.®  de  Julio  de  1879,  se  recaudarán  en  billetes  de 
la  emisión  de  guerra,  con  destino  exclusivamente  á  la 
amortización  de  la  misma.  El  precio  se  fijará  en  oro, 
sin  perjuicio  de  que  el  Estado  perciba  el  valor  equiva- 
lente en  billetes,  con  arreglo  al  artículo  3. — Art.  2. 

Los  billetes  entregados  al  Tesoro  por  los  conceptos 
expresados,  se  admitirán  al  cambio  efectivo  que  rnen- 
sualmente  habrá  de  fijarse,  á  propuesta  de  la  Direc- 
ción General  de  Hacienda,  por  el  Gobernador  General, 
con  audiencia  del  Consejo  de  Autoridades,  teniendo  en 
cuenta  el  termino  medio  de  las  cotizaciones  de  la  pla- 
za de  la  Habana  durante  la  1*,  2?  y  3*  semana  del  mes 
corriente  y  los  demás  datos  é  informas  indispensables 
para  el  mayor  acierto,  sin  perjuicio  de  la  aprobación 
del  Ministro  de  Ultramar.  El  tipo  regirá  para  la  en- 
trega de  los  billetes  de  libre  disposición  que  ejecuten 
las  Cajas  del  Tesoro  en  pago  de  obligaciones  del  ma- 
terial.— Art.  3. 

Las  oficinas  de  Hacienda  han  de  liquidar  en  la  1? 
quincena  de  cada  mes  los  ingresos  habidos  durante  el 
anterior  por  arbitrios  aplicables  á  la  amortización  de 
billetes,  y  caso  que  no  llegasen  á  200,000  pesos  nomi- 
nales, se  completará  la  diferencia  con  remanentes  de 
la  renta  de  Loterías,  mientras  se  recaude  en  dicha  es- 
pecie, adquiriendo  el  Tesoro  en  otro  caso  los  billetes 
que  falten  al  cambio  corriente  en  plaza.  Sí,  por  el  con- 
trario, resultare  exceso  de  ingresos,  se  considerará  am- 
pliado en  igual  suma  el  mínimum  de  amortización. — 
Art.  4. 

El  producto  de  los  arbitrios  ingresará  directamente 
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en  las  Cajas  del  Banco  Español  y  en  las  de  sus  Sucur- 
sales. A  falta  de  estas,  lo  percibirán  representantes 
que  dicho  establecimiento  nombrará  bajo  su  responsa- 
bilidad. El  Banco  y  sus  Agentes  recibirán  los  bille- 
tes destinados  á  la  amortización  bajo  factura  un  sello 
triplicada,  marcándolos  á  presencia  del  pagador  con 
que  los  haga  incirculables.  Se  exceptúan  de  esta  inu- 
tilización los  billetes  llamados  fraccionarios  que  ingre- 
sarán en  el  Tesoro. 

Las  operaciones  de  comprobación  y  cancelación  se 
verificarán  dentro  de  los  treinta  dias  siguientes  á  la 
entrega  de  los  billetes  al  Banco,  y  hechas  las  bajas 
consiguientes  en  la  cuenta  de  anticipos  sin  interés  á 
la  Hacienda,  se  procederá  á  la  quema  de  los  billetes 
amortizados. 

El  Tribunal  Territorial  de  Cuentas  de  la  Isla,  la 
Dirección  General  de  Hacienda,  la  Junta  de  Hacen- 
dados y  el  Banco  Español  nombrarán  representantes 
que  intervengan  y  presencien  aquella  operación,  de  la 
cual  se  levantará  acta  notarial. 

Mensualmente  se  publicará  en  la  Gaceta  de  la  Ha- 
bana y  en  los  Boletines  Oficiales  de  la  Isla  el  número  y 
valor  de  los  billetes  quemados  y  un  estado  detallado 
que  también  se  insertará  en  la  Gaceta  de  Madrid,  de 
los  amortizados  durante  el  mes  anterior  y  del  total  que 
debe  quedar  en  circulación.— Art.  5. 

A  los  cuatro  meses  de  publicada  esta  Ley  en  la  Ga- 
ceta de  Madrid,  el  Banco  Español  amortizará  los  bille- 
tes que  figuren  como  emisión  propia  en  el  pasivo  de 
dicho  establecimiento,  segregando  los  precisos  al  efec- 
to de  las  existencias  libremente  disponibles  que  tenga 
la  Caja, 

Tan  luego  como  el  Banco  haya  amortizado  los  bille- 
tes de  su  actual  emisión,  comunicará  á  la  Dirección 
General  de  Hacienda  de  la  Isla  el  número  y  valor  de 


los  mismos,  y  con  intervención  de  dicho  centro  direc- 
tivo procederá  á  inutilizar  las  planchas  en  que  se  tira- 
ron, poniendo  en  circulación,  á  medida  que  lo  exija  la 
marcha  normal  de  sus  operaciones,  nuevos  billetes  de 
distinto  modelo,  que  serán  pagaderos  en  metálico  á 
presentación. 

Las  cajas  públicas  admitirán  los  nuevos  billetes  co- 
mo metálico  en  los  pagos  que  hayan  de  hacerse  al  Es- 
tado en  efectivo. — Art.  6. 

Ei  Gobierno  dispondrá  oportunamente  recogida  de 
los  billetes  menores  de  un  peso  que  forman  parte  de 
la  emisión  de  guerra  y  cuyo  reembolso  corresponda  á 
la  Hacienda. 

Los  billetes  de  esta  clase  serán  canjeados  por  mone- 
das de  nuevo  cuño,  valor  de  50,  20,  10,  5,  2  y  un  cen- 
tavos de  peso. — Art.  7. 

Tan  luego  como  el  importe  de  los  billetes  circulantes 
por  cuenta  de  la  Hacienda  quede  reducido  á  10  millo- 
nes de  pesos  nominales,  el  Gobierno  someterá  á  las 
Górtes  un  proyecto  de  Ley  para  extinguir  de  una  vez 
el  resto  de  la  emisión  de  guerra. — Art.  8. 

Se  autoriza  al  Ministro  de  Ultramar  para  celebrar 
un  convenio  con  el  Banco  Español  de  la  Isla  de  Cuba, 
que  asegure  el  auxilio  de  dicho  establecimiento  en  la 
ejecución  de  esta  reforma,  bajo  las  condiciones  más 
ventajosas  para  el  Estado,  poniendo  término  á  las  re- 
clamaciones pendientes  de  una  y  otra  parte. — Art,  9. 

El  Ministro  de  Ultramar  dará  oportunamente  cuen- 
ta á  las  Córtes  del  uso  que  hiciere  de  las  autorizacio- 
nes que  en  la  presente  Ley  se  le  conceden,  y  expedirá 
los  reglamentos  necesarios  para  su  puntual  cumpli- 
miento.— Art.  10. 

La  amortización  de  billetes  dispuesta  por  la  presen- 
te Ley  no  podrá  empezar  á  realizarse  ántes  del  1.®  de 
Enero  de  1883. — Disposición  transitoria. 
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SECCION  IV. 

EL  TRIBUNAL  DE  CUENTAS. 


959.  Su  restablecimiento. — Por  R.  D.  de  15  de 

Setiembre  de  1881  se  ha  restablecido  en  esta  Isla  el 
Tribunal  de  Cuentas,  suprimido  en  28  de  Marzo 
de  1867. 

960.  Organización. — Se  compone  de  Presiden- 
te, tres  Ministros  (uno  letrado),  un  Fiscal,  un  Tenien- 
te Fiscal,  un  Secretario  general,  un  Contador  de  1? 
clase*,  decano,  y  diez  más,  dos  auxiliares  primeros,  dos 
segundos,  dos  terceros,  dos  cuartos,  dos  quintos,  seis 
sextos  y  demás  empleados  subalternos. — Art.  29 

961.  Régimen. — Interin  se  dicta  una  nueva  Or- 
denanza para  el  Tribunal,  sigue  rigiéndose  por  la  Real 
Cédula  de  30  de  Abril  de  1855  y  Reglamento  de  la 
misma  fecha,  por  las  disposiciones  posteriores  que  los 
modifican  y  por  las  del  R.  D.  citado. — Art.  8. 

962.  Atribuciones. — Tiene  autoridad  privativa 
para  el  exámen,  aprobación  y  fenecimiento  de  las  cuen- 
tas de  Administración,  recaudación  y  distribución  de 
los  fondos,  rentas  y  pertenencias  del  Estado  así  como 
también  de  las  relativas  al  manejo  de  fondos  provincia- 
les y  municipales  y  de  los  administrados  por  cualquie- 
ra dependencias  j  establecimientos  públicos  de  la  Isla. 
Le  compete  exigir  de  quien  corresponda  los  documen- 
tos que  requiera  la  calificación  de  las  cuentas  someti- 
das á  su  exámen;  proveer  el  fallo  que  haya  lugar; 
hacer  efectivos  los  alcances  que  resulten  de  los  fallos; 
ejercer  vigilancia  sobre  los  Jefes  encargados  de  la  co- 
branza de  alcances  de  empleados,  descubiertos  ántes 
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de  las  cuentas;  declarar  la  absolución  de  responsabili- 
dad y  cancelación  de  sus  obligaciones  en  favor  de  los 
que  tengan  fianzas  prestadas  para  el  manejo  de  los 
caudales  y  fondos  públicos.  Ordenanza  y  Reglamento 
citados;  artículo  85  de  la  Ley  Provincial  y  164  de  la 
Municipal.  (1) 


(1)  La  aprobación  de  las  cuentas  de  los  Ayuntamientos  corresponde  aL 
Tribunal  cuando  los  gastos  excedan  de  20.000  pesos,  prévio  informe  de  la 
Comisión  Provincial  v  del  Gobernador 

32 


CAPITULO  II. 


Hacienda  Provincial. 

963.  Elementos  que  la  constituyen. — Los  re- 
cursos que  procedan  así  de  ventas  y  productos  de  toda 
clase  de  bienes,  derechos  ó  capitales  que  por  cualquier 
concepto  pertenezcan  á  la  Provincia  ó  á  los  estableci- 
mientos que  de  ella  dependan,  como  los  de  las  obras 
públicas,  instituciones  y  servicios  costeados  de  sus  fon- 
dos v  los  que  suministren  los  repartimientos  munici- 
pales.—Art.  82.  L.  P. 


SECCION  I. 

CONTADOR  Y  DEPOSITARIO  DE  LOS  FONDOS  PROVINCIALES, 


964.  Nombramiento. — Corresponde  al  Gober- 
nador de  la  Provincia,  previo  concurso  y  á  propuesta 
de  la  Diputación  Provincial. — Arts.  66  y  69  L.  P. 

965.  Suspensión. — Corresponde  también  al  Go- 
bernador, á  propuesta  de  la  Diputación.  El  Goberna- 
dor General  puede,  sin  embargo,  suspender  al  Conta- 
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dor  y  al  Depositario,  aunque  no  medie  la  propuesta  de 
la  Diputación.  Los  interesados  pueden  ocurrir  en  que- 
ja al  Ministro  de  Ultramar,  quien  por  el  correo  más 
próximo  debe  dar  curso  á  la  alzada  con  el  expediente 
y  su  informe.  El  Ministro  resuelve  sin  pérdida  de 
tiempo  y  sin  ulterior  recurso,  oyendo  al  Consejo  de 
Estado.— Art.  70  de  la  L.  P. 

966.  Separación. — Es  aplicable  lo  que  acaba  de 
indicarse  acerca  de  la  suspensión. — Arts.  66  y  70. 

967.  Atribuciones. — Las  que  se  determinan  por 
regla  general  en  el  Decreto  de  12  de  Setiembre  de 
1870  é  Instrucción  de  4  de  Octubre  del  mismo  año 
que  por  el  artículo  75  de  la  L.  P.  se  aplican  al  régimen 
económico  de  las  provincias  de  esta  Isla.  Al  hablar  de 
la  «Hacienda  insular»  hemos  indicado  sus  principales 
disposiciones.  Por  el  artículo  74  de  la  propia  Ley  se 
establece  que  el  Depositario  es  el  único  encargado  de 
la  custodia  de  los  fondos  provinciales,  prestando  como 
tal  las  fianzas  que  la  Diputación  exija. 


SECCION  ÍI. 

PRESUPUESTOS  PROVINCIALES. 


968.    Formación,  discusión  y  aprobación. — 

A  la  Diputación  Provincial  toca  formar,  discutir  y 
aprobar  sus  presupuestos  ordinario  y  adicional  dentro 
del  segundo  (1)  mes  del  año  económico  (Agosto),  re- 
mitiéndolo al  Gobernador  de  la  Provincia  para  el  do- 


(1)  Así  dice  el  texto  de  la  Ley;  pero  creemos  que  debe  ser  el  décimo 
mes.  Así  es  en  la  Península,  Por  la  Instrucción  de  27  de  Marzo  de  1881 
se  ha  hecho  igual  rectificación  en  cuanto  á  los  presupuestos  municipales. 


—  252  — 


ble  objeto  de  corregir  las  extrali irritaciones  legales,  si 
las  hubiere,  é  impedir  que  se  perjudiquen  los  intereses 
generales  de  los  pueblos.  De  las  resoluciones  del  Go- 
bernador puede  alzarse  la  Diputación,  elevando  el  re- 
curso al  mismo  Gobernador  para  que  lo  remita  al 
General,  quien  habrá  de  resolver  sin  pérdida  de  tiem 
po,  oyendo  al  Consejo  de  Administración.  Si  15  días 
antes  de  empezar  el  ejercicio  del  año  económico  no 
hubiere  resolución  del  Gobernador  General,  regirán 
los  presupuestos  aprobados  por  la  Diputación  con  las 
correcciones  introducidas  por  el  de  la  Provincia. — 
Arts.  76  y  77. 

969.  Servicios  y  gastos  obligatorios.— I9  Per- 
sonal y  material  de  sus  oficinas  y  dependencias  y  es- 
tablecimientos provinciales  de  Beneficencia,  Sanidad  é 
Instrucción. 

29  Conservación  y  administración  de  las  fincas  y 
edificios  de  la  Provincia. 


3?  Construcción,  conservación  y  administración  de 
sus  obras  públicas. 


4? 

Inspección 

de  los  montes  municipales. 

5? 

Fomento  y 

conservación  del  arbolado. 

6? 

Suscricion 

á  la  Gaceta  de  Madrid  y  de  la  Ka- 

baña. 

7? 

Fondos  de 

impuestos  y  calamidades  públicas. 

8? 

Anuncios, 

impresiones  y  otros  gastos  que  se 

consideren  necesarios  ó  convenientes.  (I) 


(1)  Por  Decreto  del  Gobierno  General  de  16  de  Abril  de  1879  se  dispuso 
que  los  gastos  de  impresión  y  publicación  de  las  listas  electorales  de  Dipu- 
tados á  Cortes  fueran  sufragados  por  las  Diputaciones  provinciales,  cuyas 
Corporaciones  cuidarán  de  hacer  el  prorateo  correspondiente  entre  los  dife- 
rentes Ayuntamientos,  al  objeto  de  satisfacer  el  gasto  de  referencia  en  la 
parte  proporcional  que  las  Diputaciones  les  asignaran.  En  12  de  Marzo  de 
1881  se  recordó  el  cumplimiento  del  expresado  Decreto, 


99  Todos  los  demás  gastos  que  clara  y  terminan- 
temente exijan  la  Ley  Provincial  y  otras  en  la  parte 
que  deban  ser  cumplidas  por  la  Provincia.— Art.  80.  (1). 

970.  Recursos. — Los  que  hemos  enumerado  al 
indicar  los  elementos  que  constituyen  la  Hacienda 
Provincial.  Si  no  fueren  suficientes  los  propios,  la  Di- 
putación verificará  por  el  resto  un  repartimiento  entre 
ios  pueblos  de  la  Provincia,  en  proporción  á  lo  que  por 
contribuciones  directas  pague  cada  uno.  Esta  cuota  se 
incluirá  en  el  presupuesto  de  cada  pueblo  y  su  impor- 
te íntegro  ingresará  en  la  Depositaría  en  la  época  de 
recaudación  ordinaria, ó  á  ntes  si  voluntariamente  lo  en- 
tregasen los  Ayuntamientos. — Arts.  82  y  83. 

971.  Voto  del  presupuesto. — Se  requiere  el  de 
la  mayoría  absoluta  del  total  de  Diputados.  Si  al  prin- 
cipio del  año  económico  no  estuviere  aprobado  el  pre- 
supuesto, seguirá  rigiendo  el  anterior  en  la  parte  ó  se 
observará  en  su  caso  lo  que  hemos  indicado  cuando  el 
Gobernador  introduce  modificaciones  que  la  Diputa- 
ción no  acepte. — Art.  81. 

972.  Ordenación  general  de  Pagos. — Corres- 
ponde al  Presidente  de  la  Diputación  ó  á  quien  haga 
sus  veces,  mientras  la  Diputación  se  halle  reunida,  y 
cuando  no  lo  esté,  corresponderá  al  Vi  ce-Presidente 
de  la  Comisión  Provincial. — Art.  78. 

973.  — Distribución  mensual  de  fondos. — Co- 
rresponde á  la  Diputación  acordarla  y  si  no  estuviere 
reunida,  á  la  Comisión,  asociada  de  los  Diputados  que 
se  hallen  en  la  capital. — Art.  79: 


i))  Bu  virtud  de  lo  dispuesto  en  tí.  Ó.  de  4  de  Agosto  de  ItitiO,  las  Dipu- 
taciones provinciales  deben  «sufragar  los  gastos  de  personal  y  material  de  las 
Juntas  provinciales  de  Patronato.  También  se  abonan  con  los  fondos  provin- 
ciales los  gastos  de  material  y  personal  de  las  Juntas  provinciales  de  Sani- 
dad y  el  material  délas  de  Instrucción  pública  y  Beneficencia. 
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SECCION  III 

CONTABILIDAD  Y  CUENTAS  PROVINCIALES. 


974.  Legislación  vigente. — En  materia  de  con- 
tabilidad rige  el  Decreto  de  12  de  Setiembre  de  1870, 
é  instrucción  de  4  de  Octubre  del  último  año, — 
Art.  75  L.  P. 

975.  Cuentas. — Formadas  y  aprobadas  las  cuen- 
tas de  cada  ejercicio,  Sas  remitirá  la  Diputación  al  Go- 
bernador General  para  que  las  dirija  al  Tribunal  de 
Cuentas.— Art.  85. 


SECCION  IV. 

RECAUDACION,  ADMINISTRACION  Y  CUSTODIA  DE  LOS  FONDOS 
PROVINCIALES. 


976.  Responsabilidad  de  los  Agentes. — Los 

Agentes  de  ¡a  lecaudacion  son  responsables  ante  la 
Diputación,  quedándolo  ésta  en  todo  caso  civilmente 
para  la  Provincia,  caso  de  negligencia  ú  omisión  pro- 
badas, sin  perjuicio  de  los  derechos  que  contra  aquellos 
puedan  ejercitarse. — Art.  84  L.  P.  y  157  L.  M. 

977.  Ingreso  de  los  fondos  provinciales. — 
Todos  ingresarán  precisamente  en  la  Caja  de  la  Dipu- 
tación, cuyas  tres  llaves  custodiarán  el  Depositario,  el 
Ordenador  y  el  Contador. — Art.  84  L.  P.  y  158  L.  M. 

978.  Publicación  del  estado  trimestral  déla 
recaudación  é  inversión. — Las  Diputaciones  pro- 
vinciales deben  publicar,  al  principio  de  cada  trimestre. 
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un  estado  de  la  recaudación  e  inversión  de  sus  fondos 
durante  el  anterior. — Art.  84  L.  P.  y  165  L.  M. 

979.  Publicaciones  semanales  de  los  gastos 
de  obras  públicas. — En  las  obras  públicas  que  se 
hagan  por  la  Administración,  las  Diputaciones  publica- 
rán semanalmente  nota  de  los  gastos  causados,  especi- 
ficando el  pormenor  de  los  jornales,  materiales,  vende- 
dores, contratistas,  sitio  de  la  obra  y  demás  circunstan- 
cias análogas.  En  la  Secretaría  estarán  de  manifiesto 
todo  el  año,  en  los  dias  y  horas  útiles,  á  cualquier 
vecino  las  cuentas  y  documentos  originales  y  de  las  que 
se  permitirá  sacar  apuntes.  Las  cuentas  cuya  data  ex- 
ceda de  20.000  pesos  serán  impresas  en  extracto  que 
comprenda  las  observaciones  del  Ayuntamiento  y  se 
pondrán  en  venta  al  público.-Art.  84  L.  P.  y  165  L.  M. 


CAPITULO  III. 


Hacienda  Municipal. 

980.  Elementos  que  la  constituyen. — Ei  pro- 
ducto Je  todas  las  contribuciones,  arbitrios,  rentas, 
fincas,  derecho  y  todo  género  de  valores,  pertenecien- 
tes al  Municipio  y  con  los  cuales  atiende  al  sostenimien- 
to de  sus  cargos. 


SECCION  I. 

JUNTA  MUNICIPAL. 


981.  Su  organización. — En  todo  Término  muni- 
cipal ha  de  haber  una  Junta  municipal.    Se  compone: 

1.°  De  todos  los  individuos  que  debe  tener  el 
Ayuntamiento. 

Y  2.°  De  un  número  de  Vocales  asociados  igual  al 
de  Concejales,  designados  entre  los  contribuyentes  del 
distrito.  Pueden  ser  designados  todos  los  vecinos  que 
hayan  de  contribuir  por  repartimiento,  á  sufragar  los 
cargos  municipales;  y  donde  no  hubiere  repartimiento, 


los  que  paguen  contribución  territorial  y  sobre  la  indus- 
tria, comercio  y  profesiones.  Se  exceptúan  los  que  no 
tengan  capacidad  para  ser  Concejales,  los  que  lo  fuesen 
á  la  sazón,  sus  asociados  y  parientes  dentro  del  49  grado 
y  los  empleados  y  agentes  de  Ayuntamiento.  En  los 
pueblos  que  no  excedan  de  2,000  habitantes,  la  exclu- 
sión por  parentesco  se  limitará  ai  2?  grado.  La  designa- 
ción se  hace  por  sorteo  entre  ios  contribuyentes  repar- 
tidos en  secciones,  con  sujeción  á  las  reglas  siguientes: 

19  El  número  de  secciones  será  determinado  en 
una  de  las  cuatro  primeras  sesiones  del  año  por  cada 
Ayuntamiento,  en  conformidad  al  vecindario  del  pue- 
blo y  á  la  cuantía  y  clase  de  la  riqueza  del  mismo,  no 
siendo  en  ningún  caso  menor  que  el  de  la  tercera  parte 
de  los  Concejales. 

20  Ingresarán  en  cada  sección  los  vecinos  ó  hacen- 
dados, cuya  profesión  ó  industria  tenga  entre  sí  mas 
analogía  con  arreglo  á  las  agremiaciones  y  clasificacio- 
nes para  el  pago  de  las  contribuciones  directas,  de  suer- 
te que  los  individuos  de  una  misma  clase  contributiva 
no  formen  parte  de  seccionas  diferentes.  Los  que 
contribuyan  por  mas  de  un  concepto  ó  acumulen  dos  ó 
mas  industras,  ingresarán  en  una  sección  ásu  elección. 

39  En  las  poblaciones  donde  no  se  pueda  hacer  dis- 
tinción por  ser  uniforme  el  concepto  contributivo,  ó  no 
tener  ramos  industriales  cuya  importancia  exija  la  for- 
mación de  una  sección  especial,  el  repartimiento  de 
estas  tendrá  lugar  por  calles,  barrios  ó  parroquias. 
Esto  mismo  se  verificará  cuando  alguna  de  las  seccio- 
nes formada  según  la  regla  anterior  resultare  tan  nu- 
merosa, que  comprenda  por  sí  sola  el  cuarto  de  los 
Vocales  asociados. 

49  A  cada  sección  se  designará  el  número  de  Vo- 
cales que  corresponda,  en  proporción  al  importe  de  las 
contribuciones  que  paguen  todos  sus  individuos. 

'  •  33 
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El  Ayuntamiento  antes  de  finalizar  el  primer  mes 
de  cada  año  económico  (Julio)  publicará  el  resultado 
de  la  formación  de  secciones.  Cabe  reclamación  por 
término  de  8  dias  para  ante  la  Diputación,  la  cual 
resolverá  necesariamente  dentro  de  los  15  dias  siguien- 
tes. Su  acuerdo  será  ejecutivo  en  los  dos  años  suce- 
sivos. Ultimada  la  formación  de  secciones,  el  Ayun- 
tamiento en  sesión  publica,  anunciada  con  dos  dias  de 
anticipación,  y  una  hora  ántes,  en  el  mismo  dia,  á  to- 
que de  campana,  procederá  al  sorteo,  haciendo  publicar 
inmediatamente  el  resultado.  La  Junta  ha  de  quedar 
definitivamente  constituida  dentro  del  2?  mes  del  año 
económico.  Los  elegidos  desempeñarán  su  cargo  du- 
rante todo  el  respectivo  año  económico. 

El  Ayuntamiento  admitirá  y  resolverá  en  término 
de  8  dias  las  excusas  y  oposiciones,  procediendo  á 
nuevo  sorteo,  si  hubiese  lugar,  sin  perjuicio  del  recuv- 
so  de  alzada  para  ante  la  Diputación.  Cuando  ocurra 
una  vacante  se  procederá  á  nuevo  sorteo  con  las  for- 
malidades indicadas.— Arts.  29,  32,  61,  62,63,  64,65, 
66,  y  67.  L.  M. 

SECCION  II. 

CONTADOR  DE  FONDOS  MUNICIPALES;  DEPOSITARIO  Y  AGENTES. 

982.  Nombramiento  y  separación  del  Con- 
tador.— En  las  poblaciones  cuyo  presupuesto  de  gas- 
tos no  baje  de  20,000  pesos,  ha  de  haber  un  Contador, 
nombrado  por  el  Ayuntamiento  entre  las  personas  que 
reunieren  las  circunstancias  que  determine  un  regla- 
mento especial.  (1)    Eu  este  se  dispondrá  todo  lo 


(1)    Aun  no  se  ha  dictado. 
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referente  á  la  clase  y  sueldo  del  Contador.  ,  Su  sepa- 
ración corresponde  al  Ayuntamiento  en  virtud  de  cau- 
sa grave  y  previo  expediente.  Cabe  la  alzada  para 
ante  el  Gobernador  de  la  Provincia,  que  resolverá 
oyendo  á  la  Comisión  provincial. — Art.  155  L.  M. 

983.  Atribuciones. — Ejercer  la  intervención  res- 
pecto de  los  pagos  ordenados  por  el  Alcalde.  Donde 
no  hubiere  Contador,  la  intervención  estará  á  cargo  de 
un  Regidor  elegido  por  el  Ayuntamiento. — Art,  155. 

984.  Depositarios  y  agentes. — Los  Ayunta- 
mientos nombran  y  separan  libremente  á  los  Deposita- 
rios y  agentes  para  la  recaudación  de  todos  los  arbitrios 
del  Municipio.  A  las  mismas  Corporaciones  correspon- 
de también  señalar  la  retribución  que  dichos  empleados 
hayan  de  disfrutar  y  las  fianzas  que  deban  prestar.  Si 
en  el  pueblo  no  hubiese  persona  que  quiera  encargarse 
de  la  custodia  de  fondos,  el  cargo  de  Depositario  será 
declarado  concejil  y  obligatorio,  pero  no  llevará  aneja 
la  prestación  de  fianzas  y  los  gastos  que  originase  se- 
rán de  cuenta  del  Municipio. — Art.  156  L.  M. 

SECCION  III. 

PRESUPUESTOS  MUNICIPALES. 


985.  Distintas  clases:  ordinarios,  adicionales  y 
extraordinarios.  Los  primeros  son  los  que  se  forman 
para  los  doce  meses  que  comprende  el  año  económico; 
los  segundos  son  los  que  se  forman,  previas  las  corres- 
pondientes liquidaciones  para  las  resultas,  después  del 
período  de  ampliación  del  ordinario  y  tienen  por  obje- 
to legalizar  la  realización  de  ingresos  y, gastos  de  pre- 
supuestos anteriores,  no  hechos  efectivos  durante  su 
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ejercicio;  los  últimos,  son  los  que  tienen  por  objeto  cu- 
brir atenciones  no  calculadas  en  el  ordinario,  tales  como 
satisfacer  alguna  deuda  apremiante  ó  cualquier  otro 
servicio  urgente  de  importancia. — Arts.  17,  18,  19  y 
20  de  la  Instrucción  de  27  de  Mayo  de  1881. 

986.  Formación.— En  todo  Ayuntamiento  hay 
una  Comisión  permanente  llamada  de  «presupuestos.)) 
Debe  proceder  á  formar  el  proyecto  de  los  ordinarios 
el  primer  dia  de  Febrero,  ó  antes  si  lo  estimare  nece- 
sario. Será  auxiliada  por  el  Secretario  y  el  Contador. 
Al  proyecto  debe  acompañarse  una  «Memoria  explica- 
tiva)) respecto  de  gastos  é  ingresos. — Arts.  34  y  35  de 
la  Instrucción. 

987.  Censura  del  Regidor  Síndico. — Redacta- 
do el  proyecto  por  la  Comisión  pasará  á  la  censura  del 
Hegidor  Síndico  encargado  de  la  parte  económica,  se- 
gún previenen  los  artículos  53  y  146  de  la  L.  M. 

988.  Aprobación  y  publicación  del  proyecto. 
-—Hecha  por  el  Síndico  la  censura,  se  someterá,  con 
su  informe  á  la  aprobación  del  Ayuntamiento  y  con 
ella,  ó  con  las  alteraciones  que  introduzca,  que  se  adi- 
cionarán á  la  «Memoria)),  expresando  los  fundamentos 
á  que  obedecen,  se  expondrá  al  público  por  espacio  de 
15  dias,  anunciándose  por  edictos  en  el  Boletín  Oficial 
de  la  Provincia  y  sitios  de  costumbre,  que  queda  de 
manifiesto  en  la  Secretaría. — Art.  37  déla  Instrucción. 

989.  Convocación  de  la  Junta  Municipal  — 
Debe  serlo  con  dos  dias  de  anticipación  en  la  forma 
ordinaria.  Para  formar  acuerdo  es  necesario  el  voto 
de  la  mayoría  absoluta  del  total  de  Vocales  que  com- 
ponen la  Junta.  Si  no  se  reúne  este  número  en  la 
primera  sesión,  se  procederá  á  nueva  convocatoria  para 
ocho  dias  después  y  en  ella  formará  acuerdo  la  mayoría 
de  los  concurrentes.  En  los  pueblos  menores  de  800 
habitantes  formará  acuerdo  el  voto  de  la  mitad  mas 
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uno  de  los  concurrentes,  si  estos  llegan  á  la  4^  parte 
por  lo  menos  del  número  total  de  vecinos  que  tengan 
derecho  á  componer  la  Junta. — Arts.  148  y  149  L.  M. 

990.  Reunión  de  la  Junta,  exámen  del  pro- 
yecto y  de  las  reclamaciones. — La  Junta  delibera- 
rá sobre  esto*  particulares.  Si  aprobare  el  proyecto,  se 
anunciará  ai  público  en  la  forma  ordinaria  Si  introdu- 
jese alganas  alteraciones,  se  expondrá  por  otros  ocho 
días  al  público,  para  que  dentro  de  ellos  puedan  apelar 
los  contribuyentes  ante  el  Gobierno  de  la  Provincia, 
ante  quien  también  podrá  alzarse  el  Ayuntamiento  so- 
bre dichas  alteraciones.  De  la  sesión  de  la  Junta  para 
la  aprobación  del  presupuesto  se  levantará  acta,  que  se- 
rá anotada  en  el  libro  respectivo,  sacándose  copia  cer- 
tificada de  ella  para  unirla  al  presupuesto. — Arts.  39 
y  40  de  la  Instrucción. 

991.  Remisión  del  presupuesto  al  Gobierno 
de  Provincia. — El  día  15  de  Marzo  precisamente  reí 
mitirán  los  Ayuntamientos  á  los  Gobiernos  civiles  e- 
presupuesto  ordinario,  á  fin  de  que  puedan  corregir  las 
extralimitaeiones  legales,  si  las  hubiere.  De  los  acuer- 
dos del  Gobernador  podrán  alzarse  las  Juntas  Munici- 
pales, elevando  el  recurso  al  Gobernador  General,  que 
resolverá  sin  pérdida  de  tiempo,  oyendo  al  Consejo  de 
Administración.  Si  15  dias  ántes  de  empezar  el  ejerci- 
cio económico  no  hubiese  resolución  del  Gobierno  Ge- 
neral, regirán  los  presupuestos  aprobados  por  las  Jun- 
tas, con  las  correcciones  introducidas  por  el  Gobernador. 
Los  acuerdos  de  la  Junta  son  también  apelables  ante 
el  Gobernador,  cuando  por  ella  se  infringiese  alguna  de 
las  disposiciones  de  la  Ley,  pero  solo  en  la  parte  que 
contuviere  la  infracción.  El  Gobernador  General  resol- 
verá sin  pérdida  de  tiempo,  oyendo  al  Consejo  de  Ad- 
ministración. Todos  los  Ayuntamientos  remitirán  al 
Gobernador  General  y  este  al  Ministerio  de  Ultramar, 
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resúmenes  de  los  presupuestos  definitivamente  aproba- 
dos.— Art.  41  Instrucción  y  150  L.  M. 

992.  Facultad  del  Alcalde. — Podrá  autorizar  la 
ejecución,  dando  cuenta  al  Gobernador  y  sin  perjuicio 
de  los  ulteriores  recursos  que  la  Ley  determina,  délos 
presupuestos  formados  para  atender  á  las  medidas  sa- 
nitarias de  absoluta  urgencia  en  las  calamidades  públi- 
cas y  obras  de  carácter  perentorio,  cuando  el  importe 
no  exceda  de  50  centavos  por  vecino  ni  de  la  3*  parte 
del  presupuesto  ordinario. — Art.  151  L.  M. 

993.  Gastos  obligatorios. — Io  Personal  y  ma- 
terial de  las  dependencias  y  oficinas  del  Ayuntamiento. 

29  Pensiones,  censos  y  cargas  de  justicia  que  pesen 
sobre  los  fondos  municipales,  asi  como  las  deudas  reco- 
nocidas y  liquidadas  y  réditos  y  consecuencias  de 
contratos. 

39    Fomento  del  arbolado. 

4?  Medios  preventivos  y  de  socorro  contra  incen- 
dios y  salvamento  en  las  poblaciones  marítimas. 

59  Suscricíon  al  Boletín  Oficial  de  la  Provincia  en 
todos  los  Ayuntamientos  y  á  la  Gaceta  de  la  Habana 
en  las  cabezas  de  partido  y  pueblos  que  excedan  de 
2.000  habitantes. 

69  Contingente  del  Municipio  en  el  repartimiento 
provincial. 

7?  Una  partida  para  .imprevistos  y  calamidades  pú- 
blicas, que  no  exceda  de  10  por  100  del  presupuesto  de 
gastos. 

8'    Las  impresiones,  anuncios  y  demás  necesario  pa- 
ra la  publicidad  de  los  actos  municipales. 
99    Policía  de  segundad. 
109    Policía  urbana  y  rural. 
11°    Instrucción  pública  primaria. 

12.  Beneficencia  municipal. 

13.  Obras  públicas  municipales, 


14.  Corrección  pública. 

15.  Montes.— Arts.  69,  70  y  130  L.  M.  (1) 

994.  Gastos  voluntarios. — Los  de  obras  de  nue- 
va construcción. — Art.  25  de  la  Instrucción.  (2) 

995.  Ingresos. — l9  Rentas  y  productos  proce- 
dentes de  bienes,  derechos  ó  capitales  que  por  cualquier 
concepto  pertenezcan  al  Municipio  ó  á  los  estableci- 
mientos de  Beneficencia,  Instrucción  y  otros  análogos 
que  de  él  dependan. 

29  Arbitrios  é  impuestos  y  arbitrios  municipales 
sobre  determinados  servicios,  obras  é  industrias;  así 
como  los  aprovechamientos  de  policía  urbana  y  rural  y 
multas  é  indemnizaciones  por  infracción  de  las  ordenan- 
zas municipales  y  bandos  de  policía. 

39  Un  repartimiento  general  entre  todos  los  veci- 
nos y  hacendados  en  proporción  á  los  medios  ó  facul- 
tades de  cada  uno,  para  cubrir  los  servicios  municipales 
en  la  totalidad  ó  en  la  parte  á  que  no  alcancen  los  an- 
teriores recursos. 

4?  Impuestos  sobre  artículos  de  comer,  beber  y 
arder. 

Los  Ayuntamientos  de  poblaciones  mayores  de 
200.000  habitantes,  si  renuncian  al  repartimiento  ge- 
neral, podrán  acudir  á  otros  impuestos,  recargos  ó  ar- 
bitrios, adenvís  de  los  enumerados,  con  la  aprobación 
del  Gobierno  y  previo  informe  del  Consejo  de  Estado. 
—Arts.  131  y  132  Ley  Municipal. 

996.  I.  Arbitrios.  Objetos  sobre  los  cuales 
pueden  establecerse. — l9  Aprovechamiento  y  abas- 
tecimiento de  aguas  Dará  usos  privados. 

2?  Alcantarillado. 

39    Establecimientos  balnearios  en  aguas  .públicas. 


(1)  Véase  la  nota  1?  al  párrafo  769. 

(2)  En  esta  se  incluye  la  partida  de  imprevistos  en  los  gastos  volunta- 
rios: pero  la  Ley  Municipal  los  incluye  ante  los  obligatorios. — Art.  130. 


—  264  — 

4®    Guardería  rural. 

59  Establecimiento  de  enseñanza  secundaria,  supe- 
rior ó  especial. 

60  Licencias  para  construcción  de  edificios. 
79  Mataderos. 

8?  Puestos  públicos  y  sillas  en  plazas,  calles,  ferias, 
mercados  y  paseos. 

9?    Alquiler  de  pesas  y  medidas. 

10.  Almotacenía  6  repeso. 

11.  Enterramientos  en  los  cementerios  municipales. 

12.  Coches  de  plaza  y  de  servicio  funerario  y  ca- 
rros de  trasportes  en  el  interior  de  las  poblaciones. 

13.  Expedición  de  certificaciones  por  actos  del 
Ayuntamiento  ó  documentos  que  existan  en  sus  ar- 
chivos. 

14.  Parte  que  concedan  las  Leyes  en  la  expedición 
de  documentos  de  vigilancia,  (1)  licencias  de  caza  y 
pesca  y  de  navegación  y  flote  de  los  ríos  y  aprovecha- 
mientos de  aguas. 

15.  Los  demás  análogos. 

16.  Venta  de  bebidas  espirituosas  ó  fermentadas. 

17.  Cafés,  fondas,  botillerías,  posadas,  hospederías 
y  otros  establecimientos  del  mismo  carácter. 

18.  Casas  de  baños. 

19.  Toda  clase  de  espectáculos  públicos  y  juegos 
permitidos  y  rifas  en  la  parte  que  las  leyes  concedan  á 
los  Ayuntamientos. — Art.  133  L.  M.  (2) 


(l)  Los  Ayuntamientos  no  pueden  imponer  recargo  que  exceda  del  15 
por  100  sobre  el  precio  de  las  cédulas  personales,  para  las  atenciones  muni- 
cipales.—Art.  7,  Ley  de  Presupuestos  de  1882. 

02)  Por  resolución  del  Gobierno  General  de 27  de  Enero  de  1881,  se  con- 
cedió el  arbitrio  de  "portazgo"  al  Ayuntamiento  de  Matanzas,  por  gravar 
solamente  á  la  clase  determinada  que  se  dedica  al  transporte  de  efectos;  pe- 
ro no  sobre  carrileras  ó  vías  urbanas  establecidas,  ni  los  que  con  el  nombre 
de  arbitrios  son  verdaderos  impuestos  de  consumo — carbón,  leña,  maiz,  fós- 
foros, cigarros  y  tabacos  elaborados  que  se  importen  en  el  término  munici- 


997.  Reglas  que  deben  observarse. — 1*  Los 

derechos  de  mataderos  se  acumularán  á  los  de  consu- 
mos, no  pudiendo  en  junto  exceder  del  25  por  100. 

2*  Los  arbitrios  expresados  desde  el  caso  169,  sal- 
vo la?  casas  de  baños,  espectáculos  públicos,  juegos  y 
rifas,  no  serán  autorizados  en  caso  de  existir  los  im- 
puestos de  consumos. 

3*  Los  arbitrios  sobre  industrias  que  se  ejerzan  en 
la  vía  pública  no  existirán,  cumulativamente  con  el  re- 
partimiento general. 

4?  Las  cuotas  que  se  impongan  á  las  industrias 
incluidas  en  'las  tarifas  de  la  contribución  industrial, 
comercio  y  profesiones,  no  excederán  del  25  por  100 
de  la  cantidad  señalada  en  estas. 

Y  5*  El  pago  de  las  multas  é  indemnizaciones  .se 
hará  en  un  papel  especial  que  la  Hacienda  emitirá  para 
el  caso,  y  entregará  á  los  Ayuntamientos  que  lo  soli- 
citen, cobrando  sobre  él  por  razón  de  sello  un  derecho 
que  no  exceda  del  10  por  100  de  su  valor  nominal. — 
Art.  133  L.  M. 

998.  Creación.  I.  Se  acuerda  por  los  Ayunta- 
mientos en  unión  con  la  Junta  de  asociados,  remitiéndo- 
se el  expediente  por  conducto  del  Alcalde  al  Gobernador, 
el  cual,  previo  informe  de  la  Diputación  Provincial,  lo 
elevará  con  el  suyo  al  Gobernador  General  parala  reso- 
lución que  proceda. — Art.  134  de  la  L.  M. 

999.  II.    Repartimiento  general. — (1)  Para 

pal,  porque  únicamente  debe  acudirse  á  ellos  en  último  extremo. — El  art.  8 
de  la  Ley  de  Presupuestos  de  1380,  prohibe  establecer  arbitrios  para  gastos 
provinciales  ó  municipales  sobre  los  artículos  de  comercio  gravados  por  su 
importación  ó  exportación,  y  sobre  la  navegación  en  general. 

(1)  Por  R.  O.  de  7  de  Junio  de  1631  se  ha  resuelto  de  acuerdo  con  la  Sec- 
ción de  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  '-'que  no  es  conveniente  sujetar  á 
las  Empresas  de  Ferro-carriles  de  esta  Isla  á  que  contribuyan  al  reparti- 
miento general  para  sostener  las  cargas  de  los  Ayuntamientos  por  razón  de 
los  kilómetros  yacentes  en  cada  térinir. o  y  paraderos  y  edificios  que  en  él 
radiquen." 

3¿ 
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que  pueda  autorizarse,  se  instruirá  por  el  Ayuntamien 
to  un  expediente  con  sujeción  á  las  reglas  que  siguen 

I*  Habrá  de  ser  extensivo  á  las  personas  siguientes? 
por  todas  las  utilidades  que  tengan  en  el  distrito:  álos 
vecinos;  á  los  propietarios  forasteros;  á  los  que  tengan 
consideración  de  propietarios;  á  los  colonos,  arrendata- 
rios ó  aparceros  de  fincas  rústicas  que  no  residan  en 
el  distrito.  Se  exceptúan  los  pobres  de  solemnidad, 
los  acogidos  en  los  establecimientos  de  beneficencia  y 
•las  clases  de  tropa  de  tierra  y  mar. 

2^  Para  fijar  la  utilidad  imponible,  se  procederá 
con  arreglo  á  las  bases  siguientes: 

1*  A  los  propietarios  de  fincas  urbanas,  se  les  va- 
luará el  importe  de  las  rentas  que  perciban  ó  pudieran 
percibir,  atendidas  la  naturaleza  y  condiciones  de  las 
fincas,  si  están  ocupadas  por  ellos  mismos  ó  por  otros 
que  no  paguen  rentas. 

2*  A  los  propietarios  que  labren  fincas  rústicas,  ó 
en  su  caso  á  los  colonos,  arrendatarios  ó  aparceros,  se 
les  imputará  una  suma  igual  á  vez  y  media  el  importe 
de  la  renta  que  produzca  6  pudiere  producir  la  finca, 
según  los  tipos  medios  del  pueblo,  si  estuviera  arren- 
dada. (1) 

3^  A  los  propietarios  no  vecinos  seles  rebajará  un 
quinto. 


(1)  Por  Decreto  del  Gobierno  General  de  4  de  Julio  de  1882,  se  ha  dis- 
puesto que  se  considere  como  producto  líquido  imponible  el  importe  de  yez 
y  inedia  la  renta  que  produzcan  ó  pudieren  producir  y  que  para  fijar  esa 
suma  se  clasifiquen  las  tierras  según  su  calidad  en  diez  clases,  asignando  á 
la  caballería  de  cada  clase  las  siguientes  cuotas:  á  la  1?  150  pesos;  á  la  2? 
135;  á  la  3?  120;  á  la  4?  105;  á  la  5?  90;  á  la  6?  75;  á  la  7?  60;  á  la  8?  45;  á 
la  9?  24;  y  á  la  10?  6,  sin  que  las  fincas  azucareras  ni  las  demás  rústicas  de- 
ben contribuir  por  otra  concepto  al  repartimiento  general  del  cual  se  exclu- 
ye así  á  los  patrocinados  y  los  ganados  que  constituyan  dotación  de  dichas 
fincas  y  se  empleen  en  su  labor  y  cultivo. 
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4*  A  los  que  perciban  sueldos,  (1)  pensiones,  cen- 
sos é  intereses,  se  les  valuará  el  importe  de  estas  sumas 
como  utilidad  líquida. 

5^  A  los  comprendidos  en  las  tarifas  de  la  contribu- 
ción industrial,  comercio  y  profesiones,  se  les  valuará  la 
utilidad  imponible  en  proporción  á  la  cuota  que  satis- 
fagan, no  bajando  de  cinco  ni  excediendo  de  veinte 
veces  el  importe  de  la  misma  cuota,  con  arreglo  á  las 
escalas  aprobadas  para  cada  clase.  (2) 

6*  A  los  jornaleros  y  braceros  y  en  general  todos 
los  que  vivan  de  un  salario  eventual,  contribuirán  en 
razón  de  la  tercera  parte  de  la  suma  que  puede  alcan- 
zar por  término  medio  su  haber  durante  un  año.  (3) 

7*  Cuando  no  sea  posible  conocer  la  utilidad  de 
algunos  vecinos,  se  tendrán  en  cuenta  los  signos  exte- 
riores de  la  riqueza.  De  la  utilidad  valuada  se  dedu- 
cirá en  todo  caso  el  importe  de  la  contribución  directa 
que  se  pague  al  Estado. — Art.  135  L.  M. 

1000.  Determinación  de  la  utilidad  imponi- 
ble.— Se  verificará  por  los  mismos  contribuyentes  reu- 

(1)  Por  R  O.  de  14  de  Mayo  do  1882,  se  ha  declarado  que  los  individuos 
del  clero  de  esta  Isla  están  en  el  deber  de  contribuir  con  las  cuotas  que  les 
correspondan  en  los  repartimientos  generales  que  acuerden  los  Ayunta- 
mientos para  cubrir  el  déficit  de  sus  presupuestos.  Por  R.  O.  de  17  de  Ju- 
lio de  1875,  publicada  en  la  Gaceta  de  la  Habana  de  18  de  Marzo  de  1879, 
se  resuelve  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  que  los  individuos  del 
Ejército  y  sus  clases  asimiladas,  inclusos  los  maestros  de  obras  militares  en 
situación  activa,  deben  ser  exceptuados  de  los  repartos  y  cargos  vecinales 
impuestos  por  los  Ayuntamientos  exclusivamente  en  lo  que  respecta  á  los 
sueldos  que  disfruten. 

(2)  Por  Decreto  del  Gobierno  General  de  10  de  Diciembre  de  1881  está 
dispuesto  que  los  Ayuntamiento»  tienen  que  seguir  realizando  con  sujeción 
á  la  Instrucción  de  20  de  Diciembre  de  1855,  sus  cuotas  por  razón  de  co- 
mercio, industria,  profesiones  y  artes,  hasta  tanto  que  por  la  Hacienda  se 
aprueben  sus  tarifas  y  puedan  aquellos  recargarlas  con  arreglo  a  la  base  5?, 
Regla  2?,  art.  135  L.  M. 

(3)  Por  R.  O.  de  4  de  Febrero  de  1881,  se  ha  suspendido  por  ahora  la 
inclusión  de  los  braceros  y  de  cuantos  vivan  de  un  salario  eventual. 
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nidos  en  secciones,  en  la  forma  de  que  ya  se  ha  habla- 
do para  la  organización  de  la  Junta,  Municipal.  Cada 
sección  formará  una  relación  que  comprenda  las  utili- 
dades de  todos  sus  individuos. — Art.  135. 

1001.  Tipo  máximo  para  los  repartimientos 
municipales. — Por  R.  O.  de  1  de  Marzo  de  1882  se 
fija  como  único  máximum  el  6  por  100  de  las  respec- 
tivas evaluaciones,  sin  distinción  de  clases  de  riqueza 
y  sin  relación  ninguna  con  las  contribuciones  para  el 
Estado.  Si  alguna  vez  no  fueran  bastantes  los  recur- 
sos obtenidos  por  el  6  por  100,  se  autoriza  al  Gobierno 
General  á  recargar  dicho  tipo^en  la  proporción  que  fue- 
re necesaria,  previa  la  instrucción  por  el  respectivo 
municipio  de  un  expediente  extraordinario  y  especial 
en  cada  caso  con  la  propuesta  de  medios  para  cubrir  el 
déficit  del  Ayuntamiento  en  vista  de  sus  presupuestos 
y  cuya  remisión  al  Ministerio,  con  arreglo  al  artículo 
150  déla  Ley  Municipal,  debe  exigirse  con  todo  rigor. 

1002.  Tramitación  del  expediente. — Instruido 
se  remitirá  por  el  Alcalde  al  Gobernador,  que  oirá  an- 
tes de  resolver  á  la  Diputación  Provincial.  La  apro- 
bación del  Gobernador,  conforme  con  la  propuesta  del 
Ayuntamiento  y  el  dictámen  de  la  Diputación  Provin- 
cial, causará  ejecutoria.  En  caso  de  disidencia  con 
alguno  de  dichos  cuerpos,  se  remitirá  el  expediente  al 
Gobernador  General,  que  resolverá  con  Audiencia  del 
Consejo  de  Administración. — Art.  136  L.  M. 

1003.  III.  Impuesto  de  consumos. — En  nin- 
gún caso  pueden  exceder  las  tarifas  del  25  por  100  del 
precio  medio  del  artículo  de  la  localidad  respectiva. 
Sólo  puede  recaer  el  impuesto  sobre  los  frutos  ó  sobre 
las  bebidas  que  se  consuman  en  cada  pueblo.  En  los 
que  tengan  aduanas  establecidas,  pueden  los  artículos 
extranjeros,  una  vez  importados,  ser  objeto  de  este 
impuesto.    Instruido  el  expediente  por  el  Ayunta- 
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miento  y  asociados  reunidos  en  Junta,  se  remitirá  al 
Gobernador,  el  cual,  oj  endo  á  la  Diputación  Provincial, 
lo  elevará  con  su  informe  al  Gobernador  General  para 
la  resolución  que'proceda. — Arts.  138  y  139  L.  M. 

1004.  Recurso  de  agravios. — Compete  contra 
las  decisiones  del  Ayuntamiento  y  de  la  Junta  de  eva- 
luación sobre  el  repartimiento  de  cuotas  individuales, 
así  como  también  sobre  las  adoptadas  acerca  del  im- 
puesto de  consumos.  Procede  ante  la  Diputación  Pro- 
vincial, debiendo  entablarse  á  los  quince  días  siguien- 
tes de  la  publicación  de  los  acuerdos,  sin  que  obste 
fiara  el  pago.— Arts.  137  y  140  L.  M. 

SECCION  IV. 

DEUDAS  MUNICIPALES. 

1005.  Su  pago. — Las  que  no  estuvieren  asegura- 
das con  prenda  é  hipotecas  no  pueden  ser  exigidas  á 
los  Ayuntamientos  por  los  procedimientos  de  apremio. 
Cuando  algún  pueblo  fuere  condenado  al  pago,  el 
Ayuntamiento  en  el  término  de  diez  dias,  después  de 
ejecutoriada  la  sentencia,  procederá  á  formar  un  pre- 
supuesto extraordinario.  Si  no  tuviera  recursos  sufi- 
cientes, ó  no  pudiere  recargar  las  cuotas  impuestas,  se 
remitirá  el  expediente  al  Gobernador  que  oyendo  á  la 
Diputación  y  á  los  interesados  dispondrá  lo  oonvenien- 
te  para  que  tenga  efecto  el  pago. — Arts,  143  y  144. 

SECCION  V. 

EMPRÉSTITOS  MUNICIPALES. 


1006.    Legislación  vigente. — Por  R.  O.  de  3  de 
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Junio  de  1880,  se  han  aprobado  las  reglas  dictadas  pa- 
ra empréstitos  municipales,  y  son  las  siguientes: 

1*  El  empréstito  ha  de  ser  acordado  por  la  mayoría 
de  la  Junta  Municipal. 

2*  Habrá  de  oirse  á  la  Diputación  Provincial,  al 
Gobierno  de  la  Provincia  y  al  Consejo  de  Administra-, 
cion. 

3*  La  resolución  es  de  la  exclusiva  competencia 
del  Gobierno  General. 

1007.    Condiciones  á  que  deben  sujetarse.— 

Los  empréstitos  son  de  dos  clases:  unos  destinados  al 
pago  de  deudas,  que  pueden  consistir  en  la  emisión  de 
obligaciones;  y  otros  destinados  á  levantar  fondos  para 
atender  á  necesidades  diversas  y  especialmente  para 
la  construcción  de  obras  de  utilidad  pública.  Han  de 
contratarse  por  medio  de  subasta  pública. 


SECCION  VI. 

CONTABILIDAD  MUNICIPAL. 


1008.  Legislación  vigente. — R.  D.  de  12  de  Se- 
tiembre é  Instrucción  de  4  de  Octubre  de  1870  y  la 
dictada  por  el  Gobierno  Genera]  en  27  de  Mayo  de 
1881. 

1009.  Libros  que  deben  llevarse.— I9  El  In- 
ventario, que  se  formará  por  el  Secretario  al  principiar 
el  año  económico  y  será  firmado  por  dicho  funcionario 
con  el  Alcalde  y  todos  los  Concejales. 

2?  El  libro  de  Actas  de  arqueos,  que  se  llevará  por 
el  Contador. 

39  El  de  Intervención,  que  se  llevará  también  por 
el  Contador. 
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4*  El  libro  Mayor  que  igualmente  será  llevado  por 
él  Contador. 

Y  59  El  de  Caja,  que  llevará  el  Depositario. — Art. 
29  y  siguientes  hasta  el  79  de  la  Instrucción  men- 
cionada. 

SECCION  VIL 

RECAUDACION,  DISTRIBUCION  Y  CUENTAS  DE  LOS  FONDOS 
MUNICIPALES. 

1010.  Recaudación.  —Para  hacer  efectiva  la  re- 
caudación son  aplicables  los  medios  de  apremio  en  pri- 
meros y  segundos  contribuyentes,  dictados  en  favor  de 
la  Hacienda.— Art.  152  L.  M. 

Corre  á  cargo  de  los  Ayuntamientos,  efectuándose 
por  sus  Agentes  y  Delegados,  (1 )  los  cuales  son  res- 
ponsables ante  aquellos,  quedándolo  las  corporaciones 
civilmente  para  ante  el  municipio,  caso  de  negligencia 
ú  omisión  probadas.  Todos  los  fondos  han  de  ingresar 
precisamente  en  la  caja  del  Ayuntamiento,  cuyas  tres 
llaves  custodiarán  el  Depositario,  el  Ordenador  y  el 
Interventor.— Arts.  153,  157,  158.  L.  M. 

1011.  Distribución  é  inversión. — Se  acuerda 


(1)  Por  resolución  del  Gobierno  General  de  27  de  Noviembre  de  1881  se 
ha  declarado,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Administración,  que  la  Instruc- 
ción de  propios  de  10  de  Julio  de  1856  se  encuentra  derogada  por  la  Instruc- 
ción del  propio  Gobierno  de  14  de  Julio  de  1877,  aprobada  á  propuesta  de  la 
Dirección  General  de  Hacienda  en  1?  de  Diciembre  del  mismo  año  y  puesta 
en  vigor  en  1?  de  Enero  de  1879  y  por  el  artículo  15*2  de  la  Ley  Municipal; 
y  que  la  gestión  de  los  ejecutores  fuera  de  las  poblaciones,  para  ser  eficaz  y 
beneficiosa  al  Tesoro  Municipal,  ha  de  estar  convenientemente  remunerada, 
circunstancia  que  sin  duda  alguna  se  tuvo  presente  al  acordar  los  recargos 
y  dietas  que  la  Instrucción  de  Hacienda  establece. 


mensualmente  por  el  Ayuntamiento  con  sujeción  á  los 
presupuestos. — Art.  154.  L.  M. 

1012.  Ordenación  de  Pagos  é  Intervención. 
— Corresponde  la  primera  al  Alcalde  y  la  segunda  al 
Contador,  donde  lo  hubiere  y,  en  su  defecto,  al  Regi- 
dor elegido  por  el  Ayuntamiento. — Art.  155.  L.  M. 

1013.  Formación  de  cuentas. — Corresponde  al 
Contador  formar  las  cuentas  de  cada  ejercicio,  y  con 
los  documentos  justificativos  serán  sometidas  al  Ayun- 
tamiento, previa  censura  del  Síndico. — Art.  159. 

1014.  Revisión  y  Censura. — Tocan  á  la  Junta 
Municipal,  la  cual  se  reunirá  el  primer  clia  útil  del  29 
trimestre  en  la  casa  del  Ayuntamiento,  bajo  la  presi- 
dencia del  Alcalde  y  nombrará  una  comisión  de  examen, 
3a  cual  en  el  término  de  15  dias  habrá  de  emitir  su 
dictámen.  .Durante  los  quince  dias  que  precedan  á  la 
reunión,  estarán  las  cuentas  de  manifiesto  en  la  Secre- 
taría, pudiendo  examinarlas  cualquier  vecino  y  formu- 
lar por  escrito  sus  observaciones,  que  serán  comunica- 
das á  la  Junta.  Examinadas  y  discutidas  las  cuentas 
se  acordará  por  mayoría  absoluta  en  definitiva.  Las 
Juntas  municipales  se  reunirán  en  la  primera  quincena 
de  Febrero  para  revisar  y  censurar  las  cuentas  del  año 
económico  anterior. — Arts.  160,  161,  162, 163.  L.  M. 

1015.  Aprobación. — Corresponde  al  Gobernador, 
oida  la  Comisión  Provincial,  cuando  los  gastos  no  ex- 
cedan de  $20,000.  Si  excediesen,  corresponde  al  Tri- 
bunal de  Cuentas,  previo  informe  del  Gobernador  y  de 
la  Comisión  Provincial. — Art.  164.  L.  M. 

1016.  Publicaciones  trimestrales  y  semana- 
les.— Los  Ayuntamientos  deben  publicar  al  principio 
de  cada  trimestre  un  estado  de  la  recaudación  é  inver- 
sión de  sus  fondos  durante  el  anterior.  En  las  obras 
públicas  que  se  hagan  por  administración,  se  publicará 
semanalmente  nota  detallada  de  los  gastos  causados. 


En  la  Secretaría  estarán  de  manifiesto  todo  el  año 
todas  las  cuentas  j  documentos  originales.  Las  que 
excedan  de  $20,000  serán  impresas  en  extracto  que 
comprenda  el  dictamen  de  la  Junta  y  las  observacio- 
nes del  Ayuntamiento  y  se  pondrán  en  venta  al  públi- 
co. Los  Ayuntamientos  remitirán  á  los  Gobernadores 
una  copia  íntegra  certificada  por  el  Secretario  con  el 
visto  bueno  del  Alcalde,  de  los  presupuestos  y  cuentas 
definitivamente  aprobadas  con  las  actas  literales  de  la 
Junta  Municipal. — Arts  165  y  166.  L.  M. 

SECCION  VIH. 

PRESTACION  PERSONAL. 


1017.  Casos  en  que  procede. — Concédese  co- 
mo auxilio  para  fomentar  las  obras  públicas  municipa- 
les de  toda  especie.  Los  Ayuntamientos  tienen  facul- 
tad para  imponerla  á  todos  los  habitantes  mayores  de 
diez  y  seis  y  menores  de  cincuenta  años,  exceptuán- 
dose á  los  acogidos  en  los  establecimientos  de  caridad, 
á  los  militares  en  activo  servicio  y  á  los  imposibilita- 
dos. El  número  de  días  no  excederá  de  veinte  alano 
ni  de  diez  consecutivos,  siendo  redimible  cada  uno  por 
el  valor  que  tengan  los  jornales  en  cada  localidad.  Fue- 
ra del  caso  expresado,  no  puede  exigirse  prestación  ni 
servicio  personal  de  ninguna  clase,  incurriendo  en  res- 
ponsabilidad el  Alcalde  ó  Teniente  que  así  lo  hiciere. 
— Art.  75.  L.  M. 


LIBRO  TERCERO. 


aURiSBíOCÍON  ADMINISTRATIVA. 


TITULO  I. 

Sección    de   lo  contencioso. 


1018.  Organización. — Es  una  de  las  Secciones 
del  Consejo  de  Administración.  La  componen  seis  Con- 
sejeros de  Real  nombramiento,  de  los  que  cuatro  han 
de  ser  letrados.  La  preside  el  Presidente  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana. — Art.  4°  del  R.  D.  de  4  de  Julio 
de  1861.  (1) 

1019.  Condiciones  para  ser  nombrado  Con- 


(1)  Por  R.  O.  de  29  de  Julio  de  1882,  se  dispuso  que  en  los  proyectos  de 
presupuesto  para  1883-84  se  incluyera  la  siguiente  plantilla  para  el  Consejo 
de  Administración:  Dos  Consejeros  letrados,  otros  dos  no  letrados,  todos 
Jefes  de  Administración  de  1?  clase;  un  Fiscal,  un  Secretario  letrado,  Jefe 
de  Administración  de  3í  clase,  un  Oficial  letrado,  Jefe  de  Negociado  de  2? 
clase;  un  Oficial  1?  do  Administración;  escribientes  y  porteros. 


sejero. — Pertenecer  ó  haber  pertenecido  á  una  de  las 
categorías  siguientes: 

Magistrado:  Juez  de  1*  instancia,  de  término;  fun- 
cionario del  órden  fiscal  que  tenga  igual  categoría,  con 
2  años  de  ejercicio;  Jefe  de  la  Administración  de  la 
Península  con  las  mismas  condiciones;  Jefe  de  2^  clase 
de  la  Administración  de  Ultramar  con  iguales  circuns- 
tancias; Ministros  ó  Fiscales  de  Cuentas  de  Ultramar 
con  igual  tiempo  de  ejercicio;  Catedrático  de  Derecho 
en  las  Universidades  de  la  Península  ó  de  Ultramar, 
con  10  años  de  ejercicio.  Estos  Consejeros  ne  pueden 
ejercer  ningún  cargo  de  Sociedades  Industriales  ó  mer- 
cantiles.— Arts.  5  y  6  del  R.  D.  citado. 

1020.  Casos  en  que  informa. — l9  Sobre  las 
competencias  positivas  y  negativas  de  jurisdicción  y 
atribuciones  entre  las  Autoridades  judiciales  y  admi- 
nistrativas y  las  que  se  susciten  entre  las  Autoridades 
y  Agentes  de  Administración. 

29    Sobre  autorización  para  procesar  á  los  emplea- 
dos y  corporaciones  dependientes  de  la  Administración. 
39    Sobre  la  validez  de  las  presas  marítimas. 

49  Sobre  las  licencias  para  contraer  matrimonio  los 
títulos  de  Castilla  y  sus  inmediatos  sucesores. 

50  Sobre  la  procedencia  o  improcedencia  de  la  vía 
contenciosa. 

6?  Sobre  los  demás  asuntos  de  Gracia  y  Justicia  de 
que  conocia  ante  el  Real  Acuerdo. — Art.  25  de  dicho 
R.D. 

1021.  Carácter  de  Tribunal. — Lo  tiene  pa- 
ra conocer  de  los  recursos-contencioso-administrativos 
contra  las  resoluciones  del  Gobernador  General  ó  de 
los  Jefes  Superiores  de  la  Administración.  De  ahí  el 
calificativo  de  ((contenciosa.» 


titulo  ii. 

Competencias. 


1022.  Legislación  vigente. — R.  D.  de  4  de 
Julio  de  1861. 


CAPITULO  I. 


Promoción,  tramitación  y  resolución. 


SECCION  I. 


PROMOCION. 


1023.  Autoridad  á  que  corresponde. — El  Go- 
bernador General  es  la  única  Autoridad  que  puede  pro- 
mover competencias  de  jurisdicción  y  atribuciones, 
debiendo  suscitarlas  bolamente  en  aquellos  asuntos  cu- 
yo conocimiento  corresponda  á  la  Administración  en 
General.  El  Capitán  General,  el  Comandante  General 
del  Apostadero  y  demás  Autoridades  Superiores  han 
de  limitarse  á  dar  conocimiento  al  Gobernador  General 
cuando  conceptúen  invadidas  sus  atribuciones  en  ma- 
teria administrativa  por  los  procedimientos  de  los  Tri- 
bunales ó  Juzgados.  La  Autoridad  Judicial  no  puede 
provocar  contiendas  de  competencia  de  atribuciones  á 
la  Administración  ni  admitir  interdictos  posesorios  con- 
tra las  decisiones  dictadas  por  las  Autoridades  ó  Cor- 
poraciones administrativas.  Puede,  sin  embargo,  elevar 
al  Gobierno  Supremo  los  recursos  de  abusos  de  poder 
ó  de  incompetencia  comprendidos  en  el  artículo  45,  pá- 


rrafo  10?  de  la  Ley  Orgánica  del  Consejo  de  Estado. — 
Arts.  1?  y  2? 

1024.  Casos  en  que  no  puede  suscitar  com- 
petencias.— l9  En  los  juicios  criminales,  á  no  ser  que 
el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado  pol- 
las Leyes  ó  disposiciones,  emanadas  del  Gobierno,  ó 
aprobadas  por  él,  á  los  funcionarios  de  la  Administra- 
ción, ó  cuando  en  virtud  de  dichas  disposiciones,  deba 
decidir  la  Autoridad  administrativa  alguna  cues- 
tión prévia,  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  tribuna- 
les hayan  de  pronunciar. 

29    En  los  juicios  de  conciliación. 

3?  En  los  pleitos  fenecidos  por  sentencia  ejecu- 
toriada, aunque  sí  podrá  provocarse  el  conflicto  cuando 
la  cuestión  versare  solamente  acerca  del  cumplimiento 
ó  aplicación  de  una  ejecutoria,  si  dicho  cumplimiento  ó 
aplicación  fuere  de  la  competencia  administrativa.  Ar- 
tículo 6? 

Si  se  provocase  competencia  en  alguno  de  los  casos 
indicados,  la  Autoridad  Judicial  sustanciará  el  conflicto 
hasta  pronunciarse  competente  ó]incompetente,  consig- 
nando en  el  auto  que  así  lo  declare  la  infracción  come- 
tida.—Art.  11. 

1025.  Competencias  promovidas  por  Auto- 
ridad no  facultada. — Siempre  que  la  competencia 
hubiere  sido  provocada  por  una  Autoridad  administra- 
tiva no  facultada  para  suscitarla  por  sí,  la  judicial  se 
limitará  á  rechazarla  por  medio  de  un  oficio  dirigido  al 
requirente  dentro  del  término  de  ocho  dias.  Esta  dis- 
posición es  extensiva  á  las^Autoridades  administrati- 
vas si  contra  lo  prescrito  les  requiere  de  inhibición  un 
Tribunal  Juzgado.— Arts.  10  y  12. 

1026.  Declaratoria  de  competencia  hecha 
de  oficio. — Así  las  Audiencias,  oido  el  Ministerio 
fiscal,  como  las  Autoridades  Superiores  administrativas 
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se  declararán  incompetentes,  aunque  no  intervenga  re- 
clamación de  autoridad  extraña,  siempre  que  se  someta 
á  su  decisión  algún  negocio  cuyo  conocimiento  no  les 
pertenezca.  Los  Juzgados  ordinarios  y  especiales  y  los 
demás  agentes  de  la  Administración,  cuando  creyeren 
llegado  este  caso,  consultarán  respectivamente  con  la 
Audiencia  que  corresponda  ó  con  dichas  Autoridades 
Superiores,  obrando  en  el  sentido  que  les  ordenen. — 
Art.  7. 

1027.  Deber  del  Ministerio  Fiscal.— Los  fun- 
cionarios del  Ministerio  fiscal  en  sus  diversos  grados, 
así  de  la  jurisdicción  ordinaria  como  en  las  especiales 
deberán  siempre  que  estimen  que  el  conocimiento  de 
algún  asunto  pendiente  ante  el  Tribunal  ó  Juzgado  á 
que  estén  asignados  corresponde  á  la  Administración, 
dar  aviso  al  Gobernador  General  con  expresión  de  las 
razones  en  que  se  apoyen. — Art.  8. 

1028.  Partes  interesadas. — Podrán  deducir  an- 
te la  Administración  las  declinatorias  que  juzgaren 
procedentes.  Este  recurso  se  propondrá  ante  la  Auto- 
ridad administrativa  que  entendiere  en  el  asunto. — 
Art.  3.° 

Dicha  Autoridad  suspenderá  todo  procedimiento  y 
en  el  término  de  8  dias  elevará  el  asunto  al  Goberna- 
dor General,  con  remisión  del  expediente. — Art.  4. 


SECCION  II. 

SUST A  NCIACION. 


1029.  Requerimiento. — El  Gobernador  Gene- 
ral dirigirá  siempre  sus  requerimientos  de  competen- 
cia á  la  Autoridad  judicial  en  forma  de  oficio,  fundán- 
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dolos  y  citando  la  disposición  ó  principio  que  en  su 
concepto  le  atribuya  el  conocimiento  del  asunto  de  que 
se  trate. 

1030.  Suspensión  del  procedimiento. — El  Tri- 
bunal ó  Juzgado  requerido  de  inhibición  suspenderá 
de  todo  procedimiento  mientras  no  termine  la  contien- 
da por  desistimiento  del  requirente  ó  por  decisión  de- 
finitiva, pena  de  nulidad  de  cuanto  después  se  obrare 
y  del  pago  de  las  costas  causadas  por  las  diligencias 
practicadas  desde  aquel  momento,  sin  perjuicio  de  cual- 
quiera otra  responsabilidad  civil  ó  penal. — Art.  13. 

1031.  Acuse  de  recibo  y  Audiencia  del  Mi- 
nisterio ñscal  y  de  las  partes. — Acto  continuo  acu- 
sará el  recibo  del  oficio  el  Gobernador  General,  y 
comunicará  los  autos  al  Ministerio  fiscal  y  á  las  partes 
por  su  órden  y  término  de  ocho  dias  improrogabies. — 
Art.  14. 

1032.  Decisión. — Con  lo  que  exponga  el  Minis- 
terio fiscal  y  las  partes  dictará  providencia  motivada 
dentro  del  plazo  de  diez  dias  improrogabies  declarán- 
dose competente  ó  incompetente.  Esta  decisión  es  irre- 
vocable.— Arts.  14  y  15. 

1033.  Remisión  de  autos. — El  Juez  remitirá  los 
autos  dentro  de  ocho  dias  improrogabies  al  Gobernador 
General,  haciendo  poner  al  escribano  actuario  en  un  li- 
bro destinado  al  efecto,  extracto  de  ellos  y  certificación 
de  su  remesa.  El  Gobernador  General  acusará  recibo. 
— Arts.  15  y  16. 

1034.  Declaratoria  de  incompetencia. — Si  la 
declaración  del  Juez  fuere  la  de  incompetencia,  el 
Gobernador  General  continuará  en  el  conocimiento  del 
asunto. — Art.  16. 

1035.  Declaratoria  de  competencia. — Si  el 
Juez  se  hubiere  declarado  competente,  el  Gobernador 
General  remitirá  los  autos  á  la  Sección  de  lo  conten- 
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cioso  la  cual  dará  su  dictámen  en  el  término  de  ocho 
dias  iuiprorogables. — -Art.  17. 

SECCION  III. 

RESOLUCION. 


1036.  Plazo. — El  Gobernador  General  ha  ele  re- 
solver en  el  término  de  ocho  clias  improrogables. — 
Arts.  17  y  31. 

1037.  Conformidad  con  ei  dictámen  de  la 
Sección;  sus  efectos. — Si  el  Gobernador  General, 
conformándose  con  el  expresado  dictámen,  desistiese 
de  la  competencia,  devolverá  los  autos  al  Juez,  cuya 
jurisdicción  quedará  expedita  sin  más  trámites.  Cuan- 
do, por  el  contrario,  insistiere  en  considerarse  compe- 
tente, de  conformidad  también  con  el  parecer  de  la 
Sección  de  lo  contencioso,  causará  estado  su  providen- 
cia y  la  decisión  motivada  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
¡a  Habana  en  el  término  de  quince  dias  improrogables. 
—Art.  18. 

1038.  No  conformidad  con  el  dictámen  de 
la  Sección;  sus  efectos. — Cuando  el  Gobernador 
General  disintiere  del  expresado  dictámen  respecto  á 
la  competencia  ó  á  la  incompetencia,  remitirá  el  asunto 
por  el  primer  correo  al  Gobierno  Supremo.  En  ese  caso 
toca  la  resolución  al  Ministerio  de  Ultramar,  previo  in- 
forme del  Consejo  de  Estado.  Cuando  la  resolución  hu- 
biere de  afectar  á  los  Ministerios  de  Guerra  ó  de  Ma- 
rina, el  Consejo  de  Estado  les  dirigirá  copia  literal  de 
su  consulta,  debiendo  manifestar  en  el  término  de  vein- 
te dias  al  Ministerio  de  Ultramar  si  están  ó  no  confor- 
mes. Si  nada  dijeren,  resolverá  el  Ministerio  de  Ultra- 

36 
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mar  en  el  término  de  diez  dias.  Si  se  opusieren,  se 
someterá  e!  asunto  al  Consejo  de  Ministros;  quien  de- 
cidirá en  el  término  de  veinte  dias.  La  decisión  será 
definitiva.  Ha  de  extenderse  motivada  y  en  forma  de 
R.  D.?  publicándose  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  dirigién- 
dose al  Gobernador  General  por  el  primer  correo  poste- 
(  rior  al  plazo  referido'.  El  Gobernador  General  publicará 
la  decisión  en  la  Gaceta  de  la  Habana,  y  la  comunicará 
á  los  contendientes  dentro*  de  quince  dias,  contados 
desde  la  fecha  de  su  recibo.  Las  decisiones  de  compe- 
tencia son  irrevocables,  sin  que  pueda  intentarse  de 
nuevo  la  contienda  en  el  mismo  asunto. — Arts.  19  al 
25  inclusive. 


CAPITULO  II. 


De  la  Inhibición  de  la  Autoridad  administrativa  y  de 
la  judicial. 


1039.  Recurso   al  Gobernador   General. — 

Cuando  llegare  el  caso  de  haberse  inhibido  sucesiva- 
mente de  conocer  en  un  asunto  la  Autoridad  adminis- 
trativa y  la  judicial,  podrán  las  partes  acudir  al  Go- 
bernador General  en  solicitud  de  que  defina  á  cual  de 
ellas  corresponde  el  conocimiento  de  aquel. — Artícu- 
lo 26. 

1040.  Procedimiento. — El  Gobernador  General 
reclamará  todas  las  actuaciones  y  las  remitirá  á  la 
Sección  de  lo  Contencioso,  la  cual  dará  su  dictámen  en 
el  término  de  8  dias. — Art  27. 

1041.  Resolución. — Ha  de  dictarse  por  el  Go- 
bernador General  en  el  término  de  8  dias.  Si  fuere 
conforme  con  el  dictámen  de  la  Sección,  será  irrevo- 
cable. Si  no  lo  fuere,  el  Gobernador  General  remitirá 
las  actuaciones  al  Gobierno  Supremo,  que  resolverá  en 
definitiva,  publicándose  su  decisión  en  la  Gaceta  de  la 
Habana.    Las  diligencias  incoadas  se  remitirán  á  la 
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Autoridad  que  hubiere  sido  declarada  competente  para 
que  sustancie  y  termine  el  asunto.  Las  decisiones 
adoptadas  serán  irrevocables  y  producirán  los  mismos 
efectos  que  las  recaídas  en  los  conflictos  positivos,  á 
que  se  refiere  el  Reglamento. — Arts.  27-  al  30. 


TITTTLO  III. 

Lo  conteneioso-administrativo. 


CAPITULO  I. 

De  la  competencia  de  la  Sección  de  lo  contencioso. 

1042.  Asuntos  de  que  conoce. — La  Sección  de 
lo  contencioso,  constituida  en  Tribunal,  conoce  de  los 
asuntos  de  la  Administración  que  tengan  ese  carácter 
y  señaladamente  én  los  casos  siguientes: 

Io  Sobre  la  desigualdad  de  los  repartimientos  indi- 
viduales de  toda  clase  de  contribuciones. 

29  Sobre  el  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y 
efectos  de  los  contratos  y  remates  celebrados  con  la 
Administración  en  todos  los  ramos  del  Estado,  para 
cualquiera  especie  de  servicios  ú  obra  pública. 

39  Sobre  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados  por  la  ejecución  de  obras  públicas,  así  co- 
mo por  infracción  de  los  trámites  de  Ley  ó  Reglamen- 
to en  las  expropiaciones. 

4  o  Sobre  inobservancia  de  las  formalidades  presen- 
tadas por  la  Ley  ó  por  Reglamentos  acerca  de  los  es- 
tablecimientos peligrosos,  incómodos  ó  insalubres. 
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59  Sobre  el  deslinde,  amojonamiento  y  posesión  de 
los  montes  y  terrenos  pertenecientes  al  Estado  ó  á  los 
pueblos  ó  establecimientos  públicos,  sin  perjuicio  de 
que  las  cuestiones  de  propiedad  hayan  de  ventilarse 
en  los  tribunales. 

6?  En  los  negocios  de  minas,  en  los  casos  previstos 
por  la  Ley. 

7?  Sobre  el  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión, 
efectos  ó  incidencias  de  los  arrendamientos,  ventas  v 
mercedes  de  los  bienes  del  Estado,  cuando  en  estos  dos 
últimos  casos  se  trate  del  acto  primitivo  de  adquisición 
y  salvo  el  pleito  de  propiedad. 

8?  Sobre  la  aplicación  de  las  Ordenanzas  ó  Regla- 
mentos generales  de  policía  de  aguas,  caminos,  ferro- 
earrriles,  montes  y  demás  objetos  de  policía  urbana  y 
rural,  y  también  sobre  su  parte  penal  mientras  el  he- 
cho no  constituya  delito. 

9o  Sobre  la  caducidad  de  concesiones  de  privilegios 
industriales  y  sobre  la  revocación  de  licencias  otorga- 
das por  las  Autoridades  para  la  construcción  de  obras, 
fábricas  y  artefactos. — Art.  27  del  R.  D.  de  4  de  Julio 
de  1861.  (1) 


(1)  Hay  otros  casos  especiales;  por  ejemplo,  el  previsto  enelEegla- 
ínento  sobre  el  patronato. 


CAPITULO  II. 


Del  procedimiento  contencioso-administrativo. 


]  043.  Legislación  vigente. — Reglamento  ele  4 
de  Julio  de  186]. 

SECCION  I. 

PREPARACION  DE  LA  VÍA  CONTENCIOSA. 

1044.  Demanda. — El  que  se  considere  agraviado 
en  sus  derechos  por  alguna  providencia  que  hubiere 
causado  estado,  (1)  del  Gobernador  General,  del  Capi- 
tán General,  del  Comandante  General  del  Apostadero 
6  del  Director  General  de  Hacienda;  deducirá  deman- 
da contra  ella  ante  la  Sección  de  lo  contencioso  en  el 
término  de  90  dias  (2)  desde  aquel  en  que  se  le  hubie- 
re hecho  saber  administrativamente  la  resolución.  (3) 

(1)  Esto  es,  que  resuelven  definitivamente  el  asunto,  agotada  la  vía  gu- 
bernativa. 

^2)   Se  entienden  dias  naturales. 

(3)  "La  notificación  administrativa  para  llenar  cumplidamente  su  obje- 
to, debe  verificarse  comunicando  directamente  al  interesado  traslado  ínte- 
gro de  la  Providencia  recaída,  por  medio  de  los  agentes  administrativos,  que 
al  hacer  entrega  de  la  misma  lo  harán  constar,  así  como  la  fecha  en  que  lo 
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El  término  es  de  seis  meses  si  el  interesado  se  hallase 
en  la  Península. — Art.  1.°  del  Reglamento  y  26  del 
R.  D.  de  4  de  Julio  de  1861. 

1045.  Forma  de  la  demanda. — Ha  de  compren- 
der numerados  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  y  la 
designación  del  domicilio  del  demandante  para  el  efec- 
to de  las  notificaciones  sucesivas.  Ha  de  acompañarse 
á  la  demanda  cópia  simple  de  ella  y  de  los  documentos 
que  se  presenten,  autorizada  por  la  misma  parte  con  su 
firma  — Art.  lv 

1046.  La  demanda  no  tiene  efecto  suspen- 
sivo.— No  obstante  la  demanda  se  ejecutará  lo  man- 
dado, pero  podrá  suspenderse  si  pudiese  producir  per- 
juicio grave  é  irreparables  y  si  no  resultare  inconve- 
niente para  los  intereses  de  la  Administración,  á  juicio 
de  la  Autoridad  que  hubiere  dictado  la  providencia. — 
Art.  3. 

1047.  Procedimiento  preliminar. — Presentada 
la  demanda,  la  Sección  reclamará  el  expediente  guber- 
nativo por  conducto  del  Gobernador  General,  á  fin  de 
emitir  su  dictámen  sobre  la  procedencia  del  recurso. 

1048.  Casos  que  pueden  ocurrir. — l9  Si  la 
Sección  entiende  que  no  procede  la  vía  contenciosa, 
extenderá  su  parecer  motivado  y  lo  comunicará  á  la 
parte  para  que  en  el  término  de  10  dias  esponga  por 
excento  lo  que  tuviere  por  conveniente.  En  vista  de 


verifican,  en  recibo  firmado  por  el  interesado."  Gallos tra.  Lo  Oontcncio- 
so-administrativo,  pág.  417.  Según  doctrina  de  la  Sección  de  lo  contencio- 
so del  Consejo  de  Estado,  existiendo  duda  sobre  si  se  ha  notificado  ó  nó  la 
providencia  gubernativa,  debe  resolverse  á  favor  del  demandante;  la  publi- 
cidad por  medio  de  edictos  en  la  Gaceta  y  en  los  Boletines  oficiales,  que  es 
bastante  para  negocios  de  interés  general,  y  cuando  aun  no  hay  partes  cd 
los  expedientes  administrativos,  ú  son  desconocidas,  no  lo  e&  cuando  ya  es- 
tán presentes  y  han  discutido  y  están  discutiendo  ante  la  Administración, 
porque  entonces  además  de  un  interés  público  hay  un  interés  privado,  de 
que  no  es  lícito  prescindir. 
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ello  la  Sección  formulará  su  parecer  definitivo  y  lo  re- 
mitirá con  el  expediente  al  Gobernador  General.  Si 
persistiere  en  su  opinión  y  el  Gobernador  General  se 
conforma,  queda  á  la  parte  el  recurso  de  queja  al  Go- 
bierno de  S.  M.,  que  podrá  deducirlo  en  el  término  de 
20  dias  ante  el  Gobernador  General,  el  remitirá  el  cual 
expediente  por  el  primer  correo.  El  Gobierno  Supremo 
resolverá  oyendo  al  Consejo  de  Estado.  La  decisión  es 
irrevocable. — Art.  5,  10  y  11. 

En  el  caso  de  que  la  improcedencia  se  fundare  en 
falta  de  providencia  que  cause  estado,  la  Sección  debe 
informar  al  mismo  tiempo  sobre  la  procedencia  ó  im- 
procedencia de  aquel,  atendida  la  naturaleza  del  asun- 
to. Cuando  se  fundare  en  no  hallarse  aún  agotada  la 
vía  gubernativa,  el  Gobernador  General  remitirá  el  ex- 
pediente á  la  Autoridad  á  quien  corresponda  examinar 
ó  revisar  la  providencia  para  que  así  se  verifique;  con 
devolución  de  aquel,  y  resolverá  directamente  por 
si  á  él  tocare  la  decisión.  Dictada  esta  en  los  casos 
respectivos  resolverá  el  Gobernador  General  inmedia- 
tamente sobre  la  procedencia  ó  improcedencia  de  la 
vía  contenciosa. — Art.  6. 

2?  Si  la  Sección  hubiere  informado  la  procedencia 
del  recurso,  el  Gobernador  General  no  le  comunica  su 
resolución  en  el  término  de  30  dias,  se  entenderá  con- 
cedido. Si  el  Gobernador  Gen  eral,  se  conforma,  causará 
estado  su  resolución,  siendo  irrevocable.  Si  disintiere, 
remitirá  el  expediente  al  Gobierno  de  S.  M.  que  deci- 
dirá oyendo  al  Consejo  de  Estado. — Arts.  5  y  siguien-  ■ 
tes  hasta  el  12. 

1049.  Devolución  del  expediente  y  designa- 
ción de  un  Teniente  fiscal. — Declarada  definitiva- 
mente la  procedencia  del  recurso,  el  Gobernador  Gene- 
ral devolverá  el  expediente  »á  la  Sección  para  la  sus- 
tanciaron oportuna,  designando  al  mismo  tiempo  el 

37 
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Teniente  fiscal  de  la  Audiencia  que  haya  de  presentar 
á  la  xldministracion.  Lo  mismo  hará  á  exitacion  del 
Presidente  de  la  Sección,  cuado  hubiere  dejado  de  dic- 
tar resolución  en  el  plazo  pre vento. — Art.  12. 

SECCION  II. 

PROCEDIMIENTO  CON  PARTES   PRESENTES.  TRAMITES  ANTE- 
RIORES Á  LA  PRUEBA. 


1050.  Ampliación  ó  modificación  de  la  de- 
manda.— Autorizada  la 'vía  contenciosa  y  devuelto  el 
expediente,  la  Sección,  mandará,  al  efecto  de  ampliar 
declarar  ó  modificar  la  demanda,  poner  manifiesto  las 
actuaciones  al  demandante  por  término  de  10  dias.  Si 
la  demanda  versare  sobre  negocios  en  que  la  Sección 
no  dispense  del  Ministerio  de  letrado,  deberá  la  parte 
en  el  término  de  ocho  dias,  apoderar  al  que  haya  de 
representarla. — Art.  13. 

1051.  Contestación  á  la  demanda. — Deber  ser 
articulada  y  documentada  como  la  demanda. — Art.  14. 

1052.  Copias. — Las  partes  deberán  comunicarse 
entre  sí  copias  ele  todos  los  escritos  y  documentos  que 
presentaren,  á  excepción  de  la  demanda  y  no  tendrá 
curso  ninguno  de  aquellos  si  no  consta  á  su  pié  el  re- 
cibo de  dichas  .copias,  firmado  por  la  parte  contraria. — 
Art,  14. 

1053.  Nuevos  escritos. —  Solo  son  admisibles 
cuando  hubieren  aparecido  hechos  6  documentos  desco- 
nocidos hasta  entónces.  En  ese  caso  podrá  la  Sección 
admitir  otro  escrito  á  cada  parte,  otorgando  para  su 
presentación  el  término  de  6  días  respectivos.— Art.  15. 

1054.  Citaciones  y  emplazamientos. — Se  ha- 


—  291  — 

cen  1°  por  cédula,  cuando  la  persona  citada  6  emplaza- 
da sea  vecina  de  la  capital.  Se  extiende  por  el  Secre- 
tario y  ha  de  contener:  el  nombre,  apellido,  profesión 
y  domicilio  del  citante  y  del  citado;  la  solicitud  del 
primero;  la  providencia  recaida;  el  nombre  y  apellido 
del  ugier  encargado  de  entregarla;  el  término  dentro 
del  cual  deberá  usar  el  citado,  del  derecho  que  en  vir- 
tud de  ella  puede  ejercitar.  La  cédula  se  entregará  al 
ugier  y  se  autorizará  con  la  firma  del  Secretario.  El 
ugier  sacará  de  la  cédula  original  tantas  copias  simples 
como  fueren  las  personas  citadas  y  emplazadas;  y  si  al 
notificar  á  éstas  no  las  encontrare  después  de  haberse 
presentado  tres  veces  en  su  domicilio,  dejará  la  copia 
de  la  cédula  á  su  mujer,  familiares,  personas  que  con 
ella  vivieren,  ó  en  su  defecto  al  vecino  más  inmedia- 
to para  que  la  hagan  Uegar  á  manos  del  citado.  En  la  cé- 
dula original  que  el  ugier  ha  de  devolver  á  la  Secreta- 
ría y  unirse  á  los  autos,  se  extenderá  al  recibo  de  la 
copia  simple  por  la  persona  á  quien  se  hubiere  entre- 
gado y  dos  testigos  que  firmarán  si  supieren  ó  lo  veri- 
ficarán unos  por  otros  6  cualquier  testigo  á  su  ruego, 
en  caso  contrario. 

2°  Por  despacho,  cuando  la  persona  citada  6  empla- 
zada estuviere  ausente  de  la  capital.  En  él  se  inserta- 
rá la  solicitud  ó  escrito  que  lo  motive,  la  providencia 
recaida,  el  plazo  que  para  usar  de  su  derecho  se  con- 
ceda al  citado  y  la  firma  en  que  deba  verificarlo.  Cuan- 
do tuviere  su  domicilio  fuera  de  la  provincia  respecti- 
va, se  dirigirá  el  despacho  al  Juez  de  1?-  Instancia  del 
distrito  en  que  residiere,  siempre  por  conducto  del 
Presidente  de  la  Audiencia  del  territorio;  y  si  residiere 
en  el  extranjero,  por  conducto  del  Ministerio  de  Esta- 
do al  punto  donde  se  hallare. 

3°  Por  anuncios  en  el  periódico  oficial,  cuando  se 
ignorare  el  paradero  de  la  persona  citada  ó  emplazada, 
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insertándose  lo  que  queda  dicho  respecto  á  la  citación 
por  despacho. — Arts.  16  al  21. 

1055.  Excepciones  dilatorias. — Deben  interpo- 
nerse antes  de  contestar.  Se  resuelven  por  la  Sección 
sin  más  trámites  que  el  escrito  en  que  se  deduzcan  y 
su  contestación  que  deberá  evacuarse  en  el  término  de 
6  dias.  Solo  son  admisibles: 

l9  Falta  de  personalidad  en  el  actor  o  en  el  aboga- 
do para  comparecer  en  juicio. 

29  Libis-pendencia. 

3?  Fianza  de  arraigo.  Podrá  exigirse  cuando  el 
demandante  sea  transeúnte  ó  extranjero  no  domicilia- 
do, quedando  en  tal  caso  excusado  el  demandado  de 
contestar  á  la  demanda  mientras  el  actor  no  dé  fianza 
de  pagar  las  costas  y  los  gastos  y  perjuicios  que  ocasio- 
ne el  proceso  ó  no  deposite  la  suma  equivalente. — 
Arts.  22  y  23. 


SECCION  III. 

DE  LAS  PRUEBAS. 


1056.  Cuando  procede.— Siempre  que  á  juicio 
,  de  la  Sección  hubiere  hechos  pertinentes  que  justifi- 
car.— Art.  24. 

1057.  Forma  de  solicitarse. — El  Ministerio  fis- 
cal y  las  partes  lo  harán  en  un  otro  sí  de  los  exentos 
de  demanda  y  contestación.  Las  pruebas  que  hayan  de 
practicarse  en  la  capital  se  delegarán  en  cualquiera  de 
los  consejeros  de  la  Sección,  y  fuera  de  las  capitales  se 
someterán  á  los  Jueces  de  1*  Instancia  respectivos, 
los  cuales  deberán  ajustarse  en  su  práctica  á  lo  pre- 
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senté  en  el  Reglamento  de  que  se  trata  y  en  el  de  lo 
contencioso  del  Consejo  de  Estado. — Arts.  25  y  26. 

1058.  Instrucción. — Evacuadas  las  pruebas  y 
agregadas  al  proceso,  se  habrá  el  pleito  por  concluso 
y  permanecerán  en" la  Secretaría  durante  15  días  á  fin 
de  que  las  partes  o  sus  abogados  puedan  tomar  la  ins- 
trucción necesaria  para  informar  el  dia  de  la  vista. — 
Art,  27. 

1059.  Medios  de  prueba. — Posiciones,  testigos, 
comprobación  de  documentos  presentados,  inspección 
ocular  ó  cualquiera  otra  diligencia  conducente  al  des- 
cubrimiento de  la  verdad. — Art.  28. 

1060.  Término  de  prueba. — Lo  señala  la  Sec- 
ción, según  la  naturaleza  ó  circunstancias  de  la  prueba 
misma. — Art.  29. 


SECCION  IV. 

"PROCEDIMIENTO  EN  REBELDIA. 


1061.  Forma. — No  compareciendo  un  litigante 
citado  y  emplazado,  ó  no  contestando  á  la  demanda, 
se  fallará  el  proceso  en  rebeldía.  Acusada,  obtendrá  el 
actor  lo  que  pidiere  en  cuanto  no  fuere  infinito.  Si  el 
actor  no  hubiere  comparecido  en  forma  después  ele  au-  * 
torizada  la  via  contenciosa,  será  absuelto  el  demanda- 
do. Para  mejor  proveer  en  rebeldía,  podrá  practicarse 
puesta  de  oficio,  la  testifical.  Si  fuere  nula  la  cédula, 
no  se  declarará  la  rebeldía  y  se  mandará  emplazar  de 
nuevo.  Si  por  fuerza  mayor  notoria  no  puede  alguna 
de  las  partes  comparecer  en  el  término  del  emplaza- 
miento, se  suspenderá  la  declaración  de  rebeldía  y  po- 
drá dictarse  nuevo  emplazamiento.  Cuando  fundándose 
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la  demanda  en  un  mismo  título  y  teniendo  un  mismo 
objeto  contra  diferentes  personas,  los  unos  incurran  en 
rebeldía  y  las  otras  no,  podrá  el  Tribunal  suspender  su 
decisión  hasta  pronunciar  la  definitiva,  respecto  á  todos 
los  demandados. 

La  sentencia  en  rebeldía  se  verificará  por  medio  de 
anuncio  en  la  Gaceta.  El  contumaz  no  tiene  más  recur- 
so que  el  de  rescisión  por  nulidad  en  la  cédula  de  em- 
plazamiento ó  por  fuerza  mayor  notoria.  Será  objeto 
de  un  juicio  previo  especial. — Arts9  30  al  37. 


SECCION  V. 

PROVIDENCIAS  DE  SÜSTANCIACION;  VISTA   Y  FALLO  DE  LOS 
NEGOCIOS, 


1062.  Autor  de  sustanciacion  y  providencias 
interlocutorias. — Los  primeros  serán  dados  por  el 
Presidente  de  la  Sección  aun  en  dias  y  horas  que  esta 
no  funcione.  Las  segundas  corresponden  al  Tribunal, 
que  deberá  darlas  en  el  término  de  6  dias.  Han  de  ser 
fundadas  las  en  que  conceda  ó  deniegue  la  reposición 
de  otro.— Arts.  38  y  39. 

1063.  Sentencias  definitivas.— Se  dictan  des- 
pués de  la  vista  pública.  Han  de  ser  fundadas. 

1064.  Deliberación  y  voto. — El  Ponente  propo- 
ne y  extiende  las  providencias  interlocutorias  y  defi- 
nitivas. Debatido  el  asunto  en  el  Tribunal,  se  procede 
á  la  votación,  comenzando  por  el  Ponente  y  terminan- 
do por  el  Presidente.  El  Fiscal  no  podrá  hallarse  pre- 
sente. El  fallo  ha  de  dictárse  dentro  de  10  dias  des- 
pués de  la  vista  definitiva  del  pleito  y  se  firmará  y 
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publicará  en  las  24  horas  después  de  haberse  acorda- 
do,—Art.  41. 


SECCION  VI. 

RECURSOS    CONTRA    LOS  AUTOS  Y    SENTENCIAS   DE  LOS 
TRIBUNALES  CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO. 


1065.  Sus  clases. — 1?  Reposición,  procede  contra 
los  autos  interlocutorios  dentro  de  3  días,  contados 
desde  la  notificación.  Se  decide  con  cédula  preVia  de 
emplazamiento  y  un  solo  traslado  de  3  días.  La  pro- 
videncia recaida  no  es  reponible. — Arts.  42  y  43. 

29  Aclaración,  procede  cuando  la  parte  dispositiva 
de  las  sentencias  definitivas  sea  ambigua  ú  oscura  en 
sus  cláusulas.  Debe  interponerse  por  una  sóla  vez  y 
en  el  término  de  cinco  dias,  contados  desde  la  notifi- 
cación. La  demanda  sobre  aclaración,  se  introducirá 
por  cédula  de  emplazamiento,  pena  de  nulidad  y  se 
nutrirá  por  los  mismos  trámites  que  otra  demanda 
cualquiera.  No  suspende  la  ejecución  de  la  sentencia. 
El  Tribunal,  sin  embargo,  atendidas  las  circunstancias 
del  caso,  podrá  sobreseer  en  la  ejecución  bajo  fianza. 
No  procede  la  aclaración: 

l9  Contra  una  definitiva  sobre  la  cual  se  hubiere 
interpuesto  una  vez  este  recurso. 

2?  Contra  la  definitiva  misma  de  aclaración.  Si  el 
Tribunal  la  estimare  procedente,  admitirá  el  recurso  y 
aclarará  la  duda  ú  oscuridad,  sin  variar  en  el  fondo  sus 
disposiciones.  Las  decisiones  se  tomarán  en  la  forma 
prevenida  para  las  resoluciones  finales. — Arts.  44 
al  50. 


—  296  — 

3°  Rescisión,  compete  al  condenado  en  rebeldía 
dentro  de  15  dias  contados  desde  la  notificación.  Aun 
después  puede  pedir  la  rescisión  si  acredita  que  no 
pudo  tener  noticia  de  la  demanda  ni  de  la  sentencia  ó 
que  no  le  fué  posible  solicitarla  por  ausencia,  enferme- 
dad grave  ú  otro  motivo  semejante.  Trascurrido  el 
plazo  y  15  dias  después  de  haber  cesado  el  impedi- 
mento, no  se  admitirá  el  recurso,  corno  tampoco  un 
año  después  de  ejecutada  la  sentencia.  Este  recurso 
se  comunicará,  pena  de  nulidad,  por  cédula  de  empla- 
zamiento, donde  se  fije  para  comparecer  el  término  de 
6  dias.  Deducido  en  forma,  suspende  la  ejecución,  á 
no  ser  que  ai  dictarse  la  sentencia  se  hubiere  ordenado 
su  ejecución,  sin  perjuicio  de  recurso,  con  fianza  ó  sin 
ella.  En  el  caso  de  impedimento  no  se  suspenderá  la 
ejecución  si  no  se  mandare  al  admitir  el  recurso.  Res- 
cindida la  sentencia,  continuará  la  actuación  desde  el 
trámite  en  que  se  hallaba  ántes  del  incidente  de  re- 
beldía. La  sentencia  dictada  aprovechará  á  las  partes 
condenadas  en  juicio  contradictorio  en  los  dos  casos 
siguientes: 

l9  Si  la  sentencia  descansase  en  fundamentos  co- 
munes, pero  desconocidos,  'á  dichas  partes,  ó  cuya 
prueba  haya  dependido  de  los  contumaces. 

2°  Si  la  condena  fuese  indivisible.  Si  una  parte 
fuese  condenada  por  segunda  vez  en  rebeldía,  no  po- 
drá deducir  el  recurso  de  rescisión  en  el  mismo  nego- 
cio.— Arts.  51  al  59. 

49  Recursos  de  apelación  y  nulidad.  De  las  senten- 
cias definitivas  podrá  apelarse  para  ante  el  Consejo  de 
Estado  en  todos  los  casos  en  que  el  interés  del  litigio 
pueda  apreciarse  y  su  cuantía  sea  de  mil  pesos  al  mé- 
nos.  Ha  de  interponerse  el  recurso  dentro  del  térmi- 
no de  diez  dias  contados  desde  la  notificación.  Junta- 
mente con  la  apelación  puede  interponerse  el  recurso 
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de  nulidad,  único  que  procede  contra  las  sentencias  de 
menor  cuantía,  debiendo  utilizarse  en  el  término  de 
diez  dias  contados  desde  la  notificación.  Para  que  se 
estime  procedente  el  recurso  de  nulidad  deberá  concu- 
rrir alguna  de  las  circunstancias  siguientes: 

1*  Que  la  sentencia  no  haya  sido  dictada  por  el 
número  de  votos  necesarios  para  formarla. 

2*  Que  fuese  contraria  al  texto  expreso  de  las  le- 
yes, decretos  y  órdenes  vigentes. 

3^  Que  alguna  de  las  partes  careciere  de  poder 
bastante  ó  de  capacidad  para  litigar. 

4^  Que  no  hubiere  sido  emplazada  en  tiempo  y 
forma. 

5*  Que  no  hubiere  sido  citada  para  prueba  ó  sen- 
tencia. 

Y  6^  Que  se  hubiere  denegado  la  prueba  necesaria 
para  dictar  sentencia. 

Para  que  proceda  el  recurso  en  los  casos  3o,  4?,  5?  y 
6o,  ha  de  haberse  reclamado  en  primera  instancia  en 
tiempo  y  forma  contra  la  nulidad.  De  la  providencia 
eu  que  no  se  admite  el  recurso  podrá  apelarse  aute  el 
Consejo  de  Estado  dentro  del  término  de  diez  dias  con- 
tados desde  la  notificación.  El  Tribunal  admitirá 
siempre  en  estos  casos  la  apelación  y  remitirá  los  autos 
citadas  y  emplazadas  las  partes.  Remitidos  los  autos 
al  Consejo  de  Estado,  procederá  éste  á  su  sustancia- 
ron y  fallo  como  en  las  demás  apelaciones. 

El  término  para  mejorar  ante  el  mismo  Consejo,  así 
las  apelaciones  como  los  recursos  de  nulidad,  será  el 
de  seis  meses  á  contar  desde  el  dia  en  que  hubiere 
sido  notificada  su  admisión. — Arts.  60  al  66. 
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